This  is  a  digital  copy  of  a  book  that  was  preserved  for  generations  on  library  shelves  before  it  was  carefully  scanned  by  Google  as  part  of  a  project 
to  make  the  world's  books  discoverable  online. 

It  has  survived  long  enough  for  the  copyright  to  expire  and  the  book  to  enter  the  public  domain.  A  public  domain  book  is  one  that  was  never  subject 
to  copyright  or  whose  legal  copyright  term  has  expired.  Whether  a  book  is  in  the  public  domain  may  vary  country  to  country.  Public  domain  books 
are  our  gateways  to  the  past,  representing  a  wealth  of  history,  culture  and  knowledge  that's  often  difficult  to  discover. 

Marks,  notations  and  other  marginalia  present  in  the  original  volume  will  appear  in  this  file  -  a  reminder  of  this  book's  long  journey  from  the 
publisher  to  a  library  and  finally  to  you. 

Usage  guidelines 

Google  is  proud  to  partner  with  librarles  to  digitize  public  domain  materials  and  make  them  widely  accessible.  Public  domain  books  belong  to  the 
public  and  we  are  merely  their  custodians.  Nevertheless,  this  work  is  expensive,  so  in  order  to  keep  providing  this  resource,  we  have  taken  steps  to 
prevent  abuse  by  commercial  parties,  including  placing  technical  restrictions  on  automated  querying. 

We  also  ask  that  you: 

+  Make  non- commercial  use  of  the  files  We  designed  Google  Book  Search  for  use  by  individuáis,  and  we  request  that  you  use  these  files  for 
personal,  non-commercial  purposes. 

+  Refrainfrom  automated  querying  Do  not  send  automated  queries  of  any  sort  to  Google's  system:  If  you  are  conducting  research  on  machine 
translation,  optical  character  recognition  or  other  áreas  where  access  to  a  large  amount  of  text  is  helpful,  please  contact  us.  We  encourage  the 
use  of  public  domain  materials  for  these  purposes  and  may  be  able  to  help. 

+  Maintain  attribution  The  Google  "watermark"  you  see  on  each  file  is  essential  for  informing  people  about  this  project  and  helping  them  find 
additional  materials  through  Google  Book  Search.  Please  do  not  remo  ve  it. 

+  Keep  it  legal  Whatever  your  use,  remember  that  you  are  responsible  for  ensuring  that  what  you  are  doing  is  legal.  Do  not  assume  that  just 
because  we  believe  a  book  is  in  the  public  domain  for  users  in  the  United  States,  that  the  work  is  also  in  the  public  domain  for  users  in  other 
countries.  Whether  a  book  is  still  in  copyright  varies  from  country  to  country,  and  we  can't  offer  guidance  on  whether  any  specific  use  of 
any  specific  book  is  allowed.  Please  do  not  assume  that  a  book's  appearance  in  Google  Book  Search  means  it  can  be  used  in  any  manner 
any  where  in  the  world.  Copyright  infringement  liability  can  be  quite  severe. 

About  Google  Book  Search 

Google's  mission  is  to  organize  the  world's  Information  and  to  make  it  universally  accessible  and  useful.  Google  Book  Search  helps  readers 
discover  the  world's  books  while  helping  authors  and  publishers  reach  new  audiences.  You  can  search  through  the  full  text  of  this  book  on  the  web 

at  http  :  //books  .  google  .  com/| 


Digitized  by 


Google 


\D<^ 


iDigitized  by 


Google 


/*; 


\ 

j 
i: 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by 


Google 


.-^ 


TRATADO 


DE 


DEBO  ADMINISTRATIVO  ESPiOL 


POR 


^ 


p.     ^ERMÍH       A 


BRMÍH       AbBI^LA 


A300AD0    T   DIRECTOR    DEL    PERIÓDICO 

EL  CONSULTOR  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS 

Y  DE  LOS  JUZGADOS  MUNICIPALES, 

ETC.,    BTO. 


TOMO  I 


MADRID 
ADMINI8TB ación:    CALLB    t)B   DON   PBDRO,    NÚM.    1 

1886 

li  Roí 6  Hermanos  11 


.— Jaime  1?  11*3— y/ ?^ 
IfiCELO»»' 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by 


Google 


1 
1540 


,..,.;,r.?,nrj 

"'^"*í.,,,. 

;        "                   "i.  . 

'% 

"■■  -."'í^O 

t 

'  ■      >    ■ 

■  M  ¿» 

^ 


Digitized  by 


Google 


f 


'-  >; 


Digitized  by 


Google 


DERECHO  ADMINISTRATIVO, 


I 


Digitized  by 


Google 


^K- 


Digitized  by 


Google 


TRATADO 


DE 


DEBEGHOiDffllNISTRÁTITO  ESPAÑOL 


POR 


BRMIH     fSSSLLJI. 


^BRMÍH     A 


ABOelDO,  DntBCTOB  DXl  PKKltDICO 

EL  CONSULTOR  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS 

Y  DE  LOS  JUZGADOS  MUNICIPALES, 

ETC.,  BTC. 


TOMO  I. 


MADRID 

administbación:  calle  de  don  pbdbo,  kóm.  1 


1886  }. 


l . 


Digitized  by  vÍjOOQIC 


\ 


^v 


1^ 


ENRIQUE  DE  LA   RIVA 

IMPRESOR  DE  LA  REjLL   CASA 

Costanilla  de  San  Andrés  (Plaza  de  la  Paja),  núm,  7. 


Digitized  by 


Google 


PRÓLOGO. 


I. 


El  derecho  civil  y  el  penal  enseñan  á  los  ciudada- 
nos de  un  Estado  cuáles  son  sus  deberes  y  faculta- 
des por  lo  que  hace  á  la  familia,  á  la  propiedad,  al 
respeto  de  los  demás,  en  las  personas  y  bienes;  pero 
no  bastan  para  formar  la  idea  total,  la  síntesis  cien- 
tífica de  una  legislación,  porque  no  suministran  I09 
datos  indispensables  de  ese  trabajo  en  lo  que  atañe  á 
los  deberes  y  los  derechos  inherentes  á  la  condi- 
ción de  miembros  de  una  nación  ó  de  vecinos  de  un 
pueblo;  y  sin  embargo,  estos  aspectos  de  la  persona- 
lidad y  las  consecuencias  que  de  ellos  emanan  igua- 
lan, si  no  superan,  en  interés  á  aquellos  otros. 

El  derecho  administrativo,  que  nos  enseña  cuáles 
son  las  relaciones  provinientes  de  nuestra  participa- 
ción en  las  mencionadas  esferas  de  asociación,  sirve 
de  complemento  necesario  al  estudio  de  la  ciencia 
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del  derecho,  al  propio  tiempo  que  constituye,  para 
los  que  á  esta  nobilísima  tarea  no  se  consagran,  un 
guía  fiel  de  que  no  puede  prescindirse  sin  peligro  de 
incurrir  en  errores  y  faltas  que  les  exponen  á  sufrir 
graves  perjuicios,  ó  á  ser  objeto  de  merecidas  correc- 
ciones. 

Dejando  aparte  á  los  funcionarios  y  agentes   de 
la  Administración,  para  quienes  sin  dificultad  se 
comprende  que  es  absolutamente  indispensable  el 
estudio  de  este  derecho,  adviértese  desde  luego  que 
ha  de  reportar  utilidad  inmensa  á  los  del  orden  judi- 
cial, ya  que  siendo  tan  numerosas  é  íntimas  las  co- 
nexiones del  derecho  común  y  del  que  nos  ocupa, 
inal  podrán  evitar  los  conflictos  a  que  da  lugar  el 
ejercicio  de  ambas  jurisdicciones,  si  desconocen  los 
verdaderos  límites  de  su  competencia  respectiva.  Ni 
es  menos  evidente  que  el  hombre  dedicado  al  foro, 
el  Letrado,  necesita  conocer  las  prescripciones  y  re- 
glas del  derecho  administrativo  tanto  como  las  del 
privado  y  del  criminal,  no  solamente  para  completar 
el  estudio  de  la  legislación,  sino  para  dirigir  los  asun- 
tos que  versan  sobre  cuestiones  pertenecientes  al  pri- 
mero, y  poder  responder  y  aconsejar  útilmente  á  las 
Corporaciones  y  particulares  que  en  tales  materias 
acuden  a  su  pericia  a  fin  de  que  les  resuelva  dudas  ó 
les  indique  los  recursos  procedentes  para  hacer  valer 
su  derecho  ó  defender  sus  intereses. 

Por  lo  que  hace  al  resto  de  los  ciudadanos,  las  ven- 
tajas que  les  reporta  el  conocimiento,  ya  que  no  el 
estudio,  del  derecho  administrativo  no  han  menester 
encarecimiento:  basta  para  apreciarlas  pensar  que  si 
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cuando  son  miembros  de  una  sociedad  particular 
cualquiera,  su  primer  cuidado  es  enterarse  de  las 
obligaciones  que  contraen  y  de  los  beneficios  que 
adquirir  puedan,  mayor  debe  ser  su  interés  en  cer- 
ciorarse de  los  deberes  y  de  los  derechos  que  les  co- 
rresponden como  miembros  de  las  asociaciones  for- 
madas por  el  Municipio  donde  tienen  su  hogar,  por 
la  provincia  en  que  habitan  y  por  la  nación  á  que 
pertenecen. 

Pero  el  derecho  administrativo  está  diseminado  en 
multitud  de  leyes,  Keales  decretos,  órdenes  y  circu- 
lares, elementos  que,  mezclados  y  confundidos  en  la 
inmensa  colección  de  los  documentos  de  nuestra  le- 
gislaron patria,  constituyen  un  caos  tanto  más 
inextricable,  cuanto  que  es  muy  difícil  averiguar,  en 
casos  concretos,  lo  que  ha  caído  en  desuso  ó  ha 
fiado  derogado,  y  por  lo  tanto,  qué  parte  está  en  vi- 
gor, sobre  todo  en  la  época  actual,  caracterizada  por 
el  afán,  no  siempre  justificado,  de  continuas  refor- 
mas en  cuantos  ramos  la  Administración  pública 
comprende. 

La  tarea  ruda  y  enojosa  de  apartar  lo  vigente  de 
lo  que  no  lo  está,  fue  objeto  de  apreciabilisimos  tra- 
tados que,  metodizando  la  materia,  prestaban  útilí- 
simo servicio  á  cuantos  deseaban  haccfr  un  estudio 
acabado  del  derecho  administrativo,  ó  querían  con- 
sultar algunas  de  sus  prescripciones  para  asuntos 
determinados;  pero  de  esas  obras  ya  no  sirve  hoy 
fiáno  la  parte  doctrinal  que,  aunque  importante,  nin- 
gún provecho  ofrece  para  los  usos  y  relaciones  de  la 
vida  actiial,  sometió,  bajo  el  punto  de  vista  qdmi- 
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nistrativo,  á  reglas  diferentes  de  las  que  regían  al 
publicarse  aquellos  libros,  como  sucede  en  todo  lo 
relativo  a  la  organización  y  atribuciones  de  los  Ayun- 
tamientos y  Diputaciones  provinciales,  á  los  servi- 
cios económicos,  reemplazo  del  Ejército,  etc. 

De  aquí  que  se  echara  de  menos  un  nuevo  trata- 
do que,  llenando  el  vacío  producido  por  la  caducidad 
de  los  aludidos,  presentara  al  público  el  cuadro  com- 
pleto de  las  instituciones  administrativas  vigentes, 
desarrollado  sobre  un  plan  lógico  y  capaz  de  respon- 
der, tanto  á  las  necesidades  del  estudio  total  de  esta 
rama  del  derecho,  como  a  los  de  consulta  por  fines 
especiales  del  momento. 

Durante  algún  tiempo  hemos  esperado  á  que 
alguien  respondiera  á  los  deseos  de  la  opinión,  y 
sólo  nos  decidimos  á  intentar  satisfacerlos  en  vista 
de  las  continuas  excitaciones  de  nuestros  numerosos 
favorecedores,  á  quienes  la  gratitud  nos  impone  la 
estrecha  obligación  de  atender. 

Si  logramos  con  esta  publicación  serles  útil;  si  al- 
canza á  merecerles  la  favorable  acogida  que  las  de- 
más de  nuestra  Biblioteca  jurídico-administrativa, 
tendrémonos  por  largamente  recompensados  del  ru- 
do trabajo  que  nos  impusimos  para  servirles. 

No  aspiramos  á  ser  tenidos  por  originales  en  todo 
lo  que  atañe  á  la  doctrina,  ya  que  por  lo  relativo  á 
la  legislación  la  procedencia  es  de  todos  conocida. 
Confesamos,  sin  apremio  ni  vacilación,  que  debe- 
mos a  muchos  autores  grande  copia  de  la  que  en 
esta  obra  encontrarán  nuestros  lectores;  y  si  no  ci- 
tamos siempre  los  manantiales  dé  donde  la  hemos  be- 
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bido,  no  sólo  es  por  ahorrar  citas,  hasta  cierto  punto 
innecesarias,  pues  la  verdad  de  una  proposición  de- 
pende de  su  conformidad  con  la  realidad  de  las  co- 
sas y  no  del  nombre  del  que  la  dice,  sino  porque  de 
esa  manera  no  se  interrumpe  á  cada  paso  la  conti- 
nuidad del  texto,  y  también  ¿por  qué  no  decirlo? 
por  no  creemos  obligados  á  invocar  esos  testimonios 
de  autoridad,  tanto  porque  no  añaden  nada  á  la  fuer- 
za de  lo  verdadero,  cuanto  porque,  así  como  los  ali- 
mentos de  que  nos  nutrimos  se  incorporan  al  orga- 
nismo físico,  asi  las  ideas,  adquiridas  por  el  estudio 
y  asimiladas  por  la  reflexión,  forman  una  parte  de 
nuestra  propia  y  personal  ciencia. 


n. 


En  cuanto  al  plan  ó  método  de  exposición  tampo- 
co pretendemos  pasar  por  inventores.  La  adaptación 
al  derecho  administrativo  de  formas  tan  antiguas, 
como  son  las  usadas  por  los  romanos  para  el  estudio 
del  derecho  civü,  que  dividieron  en  personas,  cosas 
y  acciones,  no  puede  conquistar  ciertamente  aquel 
dictado  para  quien  la  emplea;  pero,  aunque  tomando 
por  tipo  esa  distribución,  procuramos  utilizarla,  so- 
bre todo  en  lo  relativo  al  segundo  miembro,  ó  sean 
los  objetos  de  la  acción  administrativa,  de  modo  que 
las  materias  estén  ligadas  por  un  orden  de  depen- 
dencia fundada  en  su  importancia. 
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Y  hemos  preferido  esa  estructura  á  otras,  porque 
es  indudable  que  considerada  la  Administración  co- 
mo un  orgacnismo  vivo,  fuerza  es  empezar  por  darlo 
a  conocer  describiendo  los  órganos  que  lo  forman, 
las  funciones  á  cada  uno  encomendadas  y  las  rela- 
ciones que  con  los  otros  tienen,  para  venir  después 
á  los  objetos  en  que  se  ejercita  su  actividad,  y  por 
fin,  á  los  medios  de  contenerla  y  regularla,  cuando 
por  exceso  de  energía  perjudica  al  propio  ser  que  la 
desplega  ó  a  otros  que  está  obligado  á  respetar. 

Hecha  esta  ligera  reseña  de  la  idea  que  preside  al 
método  usado  en  la  exposición  del  Derecho  admmis^ 
trativOy  réstanos  manifestar  las  razones  que  nos  mo- 
vieron a  hacerle  preceder  de  algunas  nociones  de 
derecho  natural  y  poKtico. 

El  derecho  en  general,  y  cada  una  de  sus  ramas 
en  particular,  carece  de  la  importancia  que  como 
principio  orgánico  tiene  en  la  vida  de  los  pueblos,  y 
no  alcanza  el  grado  de  eficacia  indispensable  para 
regular  en  bien  de  la  humanidad  las  relaciones  de  los 
hombres,  cuando  en  su  manifestación  por  medio  de 
las  legislaciones  se  le  considera  como  creación  arbi- 
traria del  poder  público,  de  una  voluntad  movediza 
é  interesada;  porque  entonces  su  cumplimiento,  en 
vez  de  arrancar  de  una  fuente  moral,  de  ía  convic- 
ción íntima  y  racional  de  su  necesidad  y  legitimidad, 
es  el  resultado  de  la  sumisión  ó  la  fuerza,  ó  de  la  re- 
signación momentánea  á  sufrir  lo  que  no  puede  evi- 
tarse, abrigando  siempre  el  propósito  de  destruirlo, 
y  manteniendo  así  en  el  fondo  de  la  conciencia  una 
interna  protesta  contra  su  imperio,  una  actitud  de 
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muda  rebeldía  contra  sus  disposiciones  y  preceptos, 
en  el  momento  mismo  en  que  bajamos  la  cabeza  an- 
te la  amenaza  que  contra  el  desobediente  las  san- 
ciona. 

Importa,  pues,  cualquiera  que  sea  la  esfera  de  los 
estudios  del  derecho  positivo  cuyo  estudio  y  exposi- 
ción se  emprenda,  comenzar  por  fijar  la  base  en 
que  se  apoyan,  el  punto  invariable  de  donde  parten 
sus  preceptos  y  reglas;  en  una  palabra,  por  señalar 
los  principios  superiores  á  la  voluntad  humana  que 
erigen  el  derecho  en  inexcusable  regulador  de  las 
relaciones  de  los  individuos  y  de  las  sociedades. 

Si  en  la  exposición  del  derecho  positivo  puede  al- 
guna vez  prescindirse  de  ese  preciso  trabajo,  no  es 
ciertamente  en  la  del  administrativo.  Conjunto  de' 
prescripciones  que,  como  acertadamente  dijo  un  es- 
critor francés,  tiene  por  base  la  teoría  de  los  deberes 
sociales  (1),.  más  que  otro  alguno  ha  menester  el  apo- 
yo de  ftindamentos  científicos  que  consagren  su  exis- 
tencia, y  le  eleven  en  el  ánimo  de  los  ciudadanos 
por  encima  del  desfavorable  juicio  que  al  común  de 
las  opiniones  merece  el  cambio  incesante,  la  multi- 
tud enorme  y  la  incoherencia  patente  de  la  legis- 
lación. 

He  aquí  por  qué  hemos  creído  útil  empezar  este 
tratado  con  algunas  consideraciones  indispensables 
para  deducir  primero  el  concepto  general  del  dere- 
cho y  después  el  especial  del  administrativo,  que  no 
puede  ser  claramente  comprendido  en  su  objeto  y 

(1)    Blanchet,  Code  adminisltatif. 
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en  sus  relaciones  con  los  demás  ramos  de  la  ciencia 
jurídica,  sin  partir  de  la  raiz  de  donde  todas  nacen. 

¿Cómo,  en  efecto,  adquirir  exacta  idea  de  la  admi- 
nistrativa, que  contiene  las  condiciones  de  la  crea- 
ción de  personas  que  forman  una  nación,  sin  poseer 
previamente  la  noción  de  sociedad  que  á  su  vez  re- 
quiere, para  ser  distintamente  percibida,  algiin  co- 
nocimiento anterior  relativo  a  la  naturaleza  de  hom- 
bre? 

Ahora  bien;  de  la  misma  manera  que  los  hom- 
bres sin  dejar  de  ser  natural  y  esencialmente  iguales, 
difieren  en  aptitudes  por  lo  referente  al  empleo  de 
las  facultades,  y  en  la  conformidad  externa  bajo  el 
punto  de  vista  físico,  siendo  unas  y  otras  los  factores 
'dela¿72¿¿t/'i(¿2^¿¿Za¿¿|>^^na¿;  las  sociedades  humanas 
constituidas  por  las  naciones,  se  diferencian  tam- 
bién entre  sí  por  rasgos  de  carácter,  antecedentes 
históricos,  circunstancias  de  clima,  suelo,  etc.,  que 
á  su  vez  alcanzan  una  influencia  decisiva  en  la 
manera  de  constituirse  y  gobernarse  las  colectivida- 
des, ó  sea  en  la  forma,  distribución  y  ejercicio  del 
poder  público,  entre  cuyas  funciones  cuéntase  la  ad- 
ministrativa. 

De  esto  se  infiere,  que  existe  entre  la  organiza- 
ción política  y  la  administración  un  lazo  de  depen- 
dencia tan  estrecho,  que  no  cabe  determinar  bien  lo 
que  es  propio  de  ésta,  sin  tener  al  menos  algún  ru- 
dimento de  aquélla. 

En  suma,  el  plan  de  esta  obra  responde  al  propó- 
sito de  hacerla  igualmente  útü  para  el  que  desee  co- 
nocer el  conjunto  y  los  pormenores  del  derecho  ad- 
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ministratívo,  que  al  que  sólo  quiera  poseer  un  li- 
bro donde  encuende  pronta  y  fácilmente  las  doc- 
trinas y  disposiciones  aplicables  a  las  cuestiones  de- 
terminadas; tanto  para  el  hombre  versado  en  la 
ciencia  del  derecho,  como  para  el  ajeno  á  ella. 

Para  lograr  esos  fines,  no  sólo  hemos  adoptado  el 
método  ya  indicado  respecto  al  fondo  ó  materia  en 
que  se  ocupa,  sino  que  al  dividirla  en  tres  partes, 
que  formarán  tres  tomos  de  fácil  manejo,  procuramos 
hacerlo  de  manera  que  la  primera  comprenda  las 
nociones  generales  de  derecho  natural  y  del  político 
bastantes  para  servir  de  preparación  al  estudio  del 
administrativo,  sin  necesidad  de  acudir  á  textos  es- 
peciales, y  la  organización  actual  de  nuestra  Admi- 
nistración, ó  sean  las  Autoridades  de  este  orden,  sus 
atribuciones,  deberes,  facultades  y  responsabilidad: 
la  segunda^  los  objetos  de  la  acción  administrativa  ó 
sea  el  conjunto  de  las  leyes  y  disposiciones  cuya  apli- 
cación constituye  la  tarea  de  aquellos  organismos;  y 
la,  tercera  y  los  Tribunales  encargados  de  revisar,  en 
los  casos  señalados,  las  providencias  administrativas, 
lesivas  de  los  derechos  particulares,  su  competencia 
y  el  procedimiento  prescrito,  así  como  la  forma  de 
resolver  los  conflictos  jurisdiccionales. 

Madrid,  Marzo  de  1886. 
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TÍTULO  PRIMERO. 

Idea  de  la  sociedad  en  general  y  de  su  organización. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 


DE  LA  NATURALEZA  Y  PIN  DEL  HOMBRE. 


1."  Defínicioues  preliminares. — 2.^*  Origen  del  bien. — ^3."  Tendencia  del  hombre 
á  la  felicidad  y  á  la  perfección.— 4.°  Progreso  humano.— 5.**  Diferencias  entre  el 
hombre  y  los  otros  seres  sensibles,  (a)  En  cuanto  al  cuerpo,  (b)  £n  cuanto  al 
espíritu. — 6.**  Naturaleza  de  las  facultades  humanas.— 7.  Dualidad  de  la  na- 
turaleza humana. — 8.°  Concepto  de  la  personalidad. — 9.**  Ley  armónica  de  la 
vida  humana.— 10.  Fin  ó  destino  del  hombre.— 11.  El  obrar  humano  necesita 
una  regla.— 12.  Esa  regla  es  la  moral. — 13.  Moralidad. — 14.  Deber  moral.— 
15.  Virtud  y  vicio.— 16.  Perfección  moral.— 17.  Relaciones  del  hombre.— 18.  Di- 
visión del  bien  humano. 


1."  Definiciones  preliminares , — Toda  la  ciencia  humana 
descansa  {^jobre  un  hecho:  la  existencia  de  un  orden  uni- 
versal que  se  manifiesta  lo  mismo  en  la  conciencia  del 
hombre  que  fuera  de  ella,  y  por  virtud  del  cual,  cuanto 
es,  está  destinado  á  ser  y  obrar  de  manera  apropiada 
para  cooperar  á  la  maravillosa  armonía  de  causas  y  efec- 
tos que  la  inteligencia  no  puede  negar  sin  aniquilarse. 

Cada  ser  nos  es  conocido  mediante  ciertas  manifesta- 
ciones constantes  que  por  serle  peculiares,  por  no  pro- 
ducirse más  que  en  él  y  no  en  otro  alguno,  le  hacen  dis- 
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tinguir  entre  los  demás,  individualizándole  <^n  la  inmen- 
sidad del  universo. 

Al  conjunto  de  estas  manifestaciones  llamadas  fuerzas, 
propiedades  y  tendencias  originarias,  denomínase  natttr- 
raleza  de  los  seres,  y  fin  ó  desÜTio  de  los  mismos  á  aquella 
parte  del  oi'den  universal  que  su  naturaleza  les  impulsa 
a  cumplir. 

En  el  desenvolvimiento  de  las  fuerzas  originarias  de 
cada  ser  consiste  su  desarrollo,  y  se  llama  dieTi  cuanto  á 
efectuarlo  contribuye.  De  aquí  que  siendo  el  desarrollo 
conforme  á  la  naturalemy  y  dependiendo  de  ésta  el  fin  ó 
destino  de  cada  ser,  el  dien  es  todo  lo  que  conformándose 
á  la  naturaleza  de  los  seres  los  conduce  al  fin  para  que 
están  determinados. 

La  plenitud  del  desarrollo  en  el  conjunto  de  las  fuerzas 
originarias  constituye  la  perfección,  y  la  plena  posesión  del 
bien  la  felicidad,  siendo  ambos  estados,  por  consiguiente, 
modos  de  la  realización  del  6ieny  que  en  la  una  se  conci- 
be en  concepto  de  medio  y  en  la  otra  como  resultado. 

2.**  Origen  del  bieri. — La  existencia  innegable  del  orden 
universal  implica  la  de  una  causa  inteligente  y  todopode- 
rosa que  lo  dispuso  y  conserva  creando  los  seres  y  dotán- 
dolos de  propiedades  y  fuerzas  capaces  de  producir  la  in- 
numerable variedad  de  relaciones  que  los  enlazan  y  re- 
fieren unos  á  otros  para  cumplir  el  fin  del  universo. 

De  esa  causa  única,  omnipotente,  de  esa  inteligencia 
infinita  y  eterna  procede  todo  bien,  puesto  que  obra  suya 
es  el  que  percibimos  en  las  criaturas. 

3  .**  Natural  propensión  del  hombre  a  la  perfeccción  y  ala  fe- 
licidad.— El  hombre,  que  es  una  de  ellas,  está,  y  no  puede 
menos  de  estar,  determinado  para  el  bien  correspondiente 
á  su  naturaleza,  y  por  interno  impulso  de  ella  aspira  á  con- 
seguirlo buscando  la,  perfección  y  la  felicidad.  Esto  no  obs- 
tante, la  experiencia  demuestra  que,  á  excepción  del 
hombre,  todos  los  demás  seres  sensibles  obedecen  en  su 
desarrollo  á  las  tendencias  de  su  respectiva  naturaleza, 
que  por  su  constancia  y  permanencia  llamamos  leyes,  y 
bajo  la  acción  de  la  misteriosa  fuerza  del  instinto  se  diri- 
gen rectamente  al  fin  que  les  corresponde;  solamente  el 
género  humano  se  aparta  de  esa  corriente  que  conduce 
al  resto  del  universo.  Su  historia,  en  efecto,  registra  tan 
groseros  extravíos,  catástrofes  tan  terribles  debidas  á 
esas  desviaciones,  (jue  más  parecería  la  vida  de  la  huma- 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTBA.TIVO  3 

nidad  obra  de  un  poder  cruel  é  implacable  enemigo  del 
hombre  aue  el  desenvolvimiento  sucesivo  del  plan  divino, 
si  en  medio  del  doloroso  espectáculo  de  los  triunfos  de  la 
fuerza  sobre  la  justicia,  y  de  la  iniquidad  sobre  la  virtud, 
no  advirtiéramos  la  marcha  lenta,  pero  continua,  que  en 
el  camino  del  bien  realiza,  mientras  que  las  demás  es- 

Secies  permanecen  eh  una  absoluta  inmovilidad  á  pesar 
el  tranquilo  y  regular  desarrollo  de  su  existencia. 
4."  Progreso  humano. — El  progreso  humano,  tanto  en 
la  esfera  moral  como  en  la  material,  forma  con  esa  inmo- 
vilidad del  resto  de  la  naturaleza  sensible  un  contraste 
que  el  menos  observador  advierte,  y  si  tal  vez  no  perci- 
bimos claramente  su  acción  cuando  miramos  lo  que  á 
nuestro  alrededor  sucede  porque  las  preocupaciones,  el 
interés  personal  contrariado  y  otras  causas  análogas  nos 
lo  impiden,  distinguimos  en  toda  su  admirable  grandeza 
volviendo  los  ojos  á  épocas  de  la  nuestra  lejanas. 

5.^  Caracteres  diferenciales  entre  el  hombre  y  los  demás  se* 
res  se^vsibles. — La  razón,  al  considerar  esa  diferencia  pro- 
funda, radical  entre  el  desarrollo  del  hombre  como  indi- 
viduo y  como  especie  y  el  de  los  otros  seres,  no  puede 
atribuir  resultados  tan  opuestos  á  causas  iguales,  y  re- 
conoce y  halla  su  origen  en  las  sustanciales  y  esenciales 
diferencias  que  caracterizan  al  hombre  como  ser  superior 
y  único. 

(a)  En  cuanto  al  organismo, — Por  poco  que  acerca  de 
esto  nos  detengamos  á  reflexionar  soore  los  datos  que  la 
experiencia  suministra,  notamos  que  si  bajo  el  punto  de 
vista  puramente  físico  figura  el  hombre  por  la  armónica 
complejidad  do  su  organismo  en  la  cús{)ide  de  la  escala 
zoológica,  siendo  como  la  suma  y  compendio  donde  en 
perfecto  equilibrio  y  disposición  maravillosa  se  reúnen 
todos  los  sistemas  de  estructura  sobre  los  que  el  Hacedor 
Supremo  modeló  separadamente  las  demás  especies  ani- 
males, los  fenómenos  de  la  actividad  interna  trazan  una 
línea  indeleble  y  clara  de  separación  entre  ellas  y  la  hu- 
mana. 

(b)  En  cuanto  al  esjdritn. — Como  los  otros  animales  el 
hombre  vive  y  experimenta  sensaciones,  pero  sólo  él  pien-- 
Süy  siente  y  quiere,  ya  que  so  pena  de  trastornar  el  len- 
guaje para  engendrar  un  caos  en  las  ideas,  no  es  posible 
ni  razonable  llamar  inteligencia,  sentimiento  y  voluntad  á  las 
fuerzas  instintivas  miéntalas  los  resultados  de  su  aplica- 
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ción  en  la  vida  no  se  manifiesten,  como  las  facultades  del 
hombre,  bajo  las  formas  de  ciencia,  arte  y  libertad. 

6."*  Naturaleza  de  las  facultades  humanas. — Las  faculta- 
des espirituales  del  hombre  no  están  limitadas  en  el 
ejercicio  de  su  actividad  á  una  serie  de  objetos.  La  inte- 
ligencia abarca  cuantas  verdades  percibe;  el  sentimiento 
se  conmueve  al  aspecto  de  todo  lo  (^ue  es  bello;  la  vo- 
luntad persigue  siempre  la  realización  de  cuanto  como 
bien  se  le  presenta.  Por  manera  que  si  no  en  su  alcance  y 
extensión  efectivas,  al  menos  en  sus  aspiraciones  son 
ilimitadas,  revelanao  en  este  carácter  que  por  ingénito 
impulso  tienden  al  infinito,  que  están  determinadas  para 
fines  eternos. 

Mas  en  realidad  esas  facultades  no  son  entidades  dife- 
rentes, sino  modos  ó  maneras  en  que  se  manifiesta  el 
principio  único  y  simple  de  nuestro  espíritu,  el  cual,  por 
consiguiente,  es  el  que  espontáneamente,  por  virtud  de 
su  propia  naturaleza,  tienae  y  anhela  llegar  allí  donde  la 
verdaa,  la  belleza  y  el  bien  infinitos  existen,  es  decir,  á 
Dios,  Dorque  siendo  la  causa  de  todos  los  seres,  ninguno 
sino  Él  puede  ser  infinito. 

7.*  Dualidad  de  la  naturaleza  del  hombre. — Hay,  pues,  en 
el  hombre  dos  elementos  unidos  por  incomprensible 
vínculo:  un  organismo  físico  que  lo  liga  á  los  demás  seres 
sensibles  y  un  principio  inmaterial  y  activo  que  le  enlaza 
con  el  mundo  ae  lo  infinito  y  absoluto. 

8.**    Personalidad.— ¥\  soplo  divino  que  le  dignifica  es 
el  sello  que  le  distingue  y  eleva  sobre  los  demás  seres 
sensibles,  constituyendo  su  personalidad,  porque  por  vir- 
tud de  él  cada  hombre  encierra  en  sí,  con  un  motivo  par- 
ticular de  la  existencia  un  fin  peculiar,  una  representación 
propia  en  la  creación,  al  paso  aue  el  valor  individual  de 
esos  otros  seres  está  referido  ala  especie  como  la  unidad 
á  la  cantidad.  Por  Impersonalidad  que  le  comunica  aquel 
principio,  en  una  palabra,  es  el  hombre  algo  absoluto  en 
sí  y  para  sí,  que  no  puede  considerarse  ni  ser  empleado 
nunca  como  medio;  antes  por  el  contrario,  debe  ser  aten- 
dido en  la  consecución  de  su  especial  finalidad,  propor- 
onándole  el  conjunto  de  los  que  ha  menester  para  cum- 
irla. 

9.**  Ley  armónica  de  la  vida  humana. — Ser  sintético,  uni- 
id  formada  por  la  variedad  de  las  dos  sustancias  es- 
ritual  y  corpórea,  su  existencia  no  es  concebible  sin  una 
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ley  providencial  de  armonía  que  domine  ambos  elementos 
haciéndolos  concurrir  al  cumplimiento  del  destino  co- 
rrespondiente á  esa  compleja  naturaleza.  Y  esta  ley  en 
efecto  existe,  y  se  nos  revela  lo  mismo  en  el  organismo 
material  que  en  las  facultades  internas.  Si  el  uno  fun- 
ciona y  vive  mediante  el  equilibrio  de  la  actividad  de  las 
diversas  partes  que  le  componen,  entre  las  cuales  hay 
toda  especie  de  relaciones,  ae  donde  resulta  que  el  pre- 
dominio de  un  aparato  al  destruir  ó  perturbar  esa  con- 
cordancia, engendra  la  enfermedad  y  la  muerte;  de  anár- 
loga  manera  sucede  con  el  espíritu,  cuyas  facultades  de- 
ben ser  desenvueltas  cada  una  en  sí,  y  en  las  relaciones 
que  tiene  con  las  otras. 

El  ejercicio  simultáneo  de  todas,  no  sólo  para  cercio- 
rarse de  la  verdad,  sino  para  encontrarla,  es  una  de  las 
leyes  más  consta,ntes  que  rigen  el  espíritu;  aislarlas  es 
mutilarlas,  produciendo  el  extravío  y  la  demencia. 

10.  Destino  humano, — El  destino  del  hombre  en  la  tie- 
rra, prescindiendo  del  único  y  verdaderamente  digno  de 
ese  nombre  que  le  espera  después  de  la  vida^  consiste, 

{)or  consiguiente,  en  desarrollar  y  desenvolver  todas  las 
uerzas  y  tendencias  originarias  que  informan  su  natu- 
raleza de  una  manera  ordenada  que  conserve  entro  ellas 
las  relaciones  eme  las  unen,  al  mismo  tiempo  aue  per 
mita  el  desenvolvimiento  parcial  de  cada  facultaa  y  fuer- 
za en  la  dirección  especial  que  le  señala  su  índole  propia. 
El  desarrollo  humanen  requiere,  para  ir  encaminado  á 
aquel  fin,  un  equilibrio,  una  ponaeración  en  el  de  todo 
^I  ser;  las  facultades  internas  como  fuente  y  origen  de  la 
actividad  total,  las  externas  en  cuanto  instrumentos  y 
medios  que  sirven  mejor  á  medida  que  están  más  perfec- 
cionados. De  este  concierto  proviene  la  felicidad  de  los 
individuos  y  de  las  sociedades,  porque  cuando  se  ha  em- 

Sezado  por  establecer  la  armonía  en  el  interior,  esa  paz 
el  espíritu  produce  la  cordialidad  en  las  relaciones  ex- 
teriores. 

El  hombre,  pues,  está  determinado  para  ejercitar  la 
inteligencia,  el  sentimiento  y  la  voluntad  en  los  objetos 
adecuados  á  estas  facultades,  persiguiendo  el  conocimien- 
to y  la  práctica  de  lo  verdadero,  lo  bello  y  lo  bueno,  en 
tocios  los  dominios  de  la  vida  y  en  todas  las  relaciones  aue 
le  unen  con  Dios,  con  sus  semejantes  y  con  la  Naturale- 
za, bajo  la  dirección  de  la  razón,  por  cuyo  medio  adquie- 
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re  la  noción  de  su  propio  destino  y  del  asignado  á  los 
otros  seres. 

11.  Necesidad  de  una  regla  de  la  actividad  — Mas  la  ra- 
zón, que  nada  crea,  que  nada  edifica  por  sí  misma,  que 
es  un  instrumento  sublime  en  el  cual,  más  que  en  otro 
de  los  factores  de  la  naturaleza  humana,  brilla  la  luz 
divina  que  ilumina  el  espíritu,  necesita  una  norma  que 
le  indique  el  camino  que  el  hombre  debe  seguir  para  nó 
extraviarse  en  falsos  senderos  que  la  imaginación  y  las 
pasiones  le  presentan. 

12.  Esa  regla  es  la  moral. — Elevándose  sobre  lo  sensi- 
ble, traspone  la  región  de  los  hechos  contingentes  de  los 
entes  limitados,  y  apoyada  en  los  principios  absolutos 
que  la  mano  omnipotente  grabó  en  la  conciencia,  llega  á 
adquirir  la  idea  de  Dios  y  de  sus  perfecciones  infinite.s  y 
encuentra  en  el  cumplimiento  de  la  voluntad  divina  la 
regla  del  humano  proceder,  la  moral,  cuyos  preceptos,  de- 
rivados de  ese  purísimo  manantial,  son  tan  necesarios 
al  hombre  para  usar  de  su  libertad,  como  los  primeros 
principios  á  la  inteligencia  para  conocer. 

13.  Moralidad. — La  moralidad  mvgMcd^Xdi,  libertad,  por- 
que sin  ésta  el  hombre  aunque  practicase  el  bien,  obraría 
bajo  el  imperio  de  una  fuerza  incontrastable  y  siendo  en- 
tonces la  razón  inútil  llegaríase  á  la  negación  de  la  per- 
fección infinita  del  Ser  Supremo. 

El  hombre  es  un  ser  moral  precisamente  porque  es  ra- 
cional y  libre.  Por  la  razón  lees  dado  conocer  la  voluntad 
divina,  causa  primera  de  la  moral  que  le  enseña  la  obli- 
gación de  hacer  el  bien  sólo  porque  Dios  lo  quiere.  Por  la 
libertad  es  capaz  de  determinarse  al  cumplimiento  de  ese 
deber. 

14.  D^er  moral, — Infiérese  de  estoque  ^\  deber  moral, 
norma  de  la  actividad,  principio  ordenador  de  la  vida 
humana,  ley  que  armoniza  su  desarrollo  en  lá  esfera  es- 
piritual y  en  la  física  aunando  por  virtud  de  un  lazo  su- 
perior eí  desenvolvimiento  sintético  del  hombre,  no  pro- 
cede de  la  razón  ni  de  la  voluntad  de  éste.  Principio  eter- 
no, universal,  invariable  existe  fuera  de  toda  convención, 
'^  '^n  necesaria  no  depende  de  la  manera  en 

ndido  y  aplicado,  sino  de  los  términos  que 
un  principio  objetivo,  una  ley  suprema 
cer  el  bien, 
y  vicio. — La  voluntad  constante  en  cum- 
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plirlo  tiene  el  nombre  de  virtudy  y  al  contrario  lleva  el  de 
vicio  el  hábito  de  obrar  contra  ía  ley  moral. 

16.  Perfección  rtioraL — El  hombre  tiene  el  deber  de  ser 
virtuoso,  y  la  virtud  le  procura  la  única  felicidad  de  que 
es  capaz  esta  vida,  la  paz  interior,  sin  la  cual  todos  los 
bienes  materiales  son  inútiles  y  lal  vez  enojosos.  Cuando 
atento  al  cumplimiento  del  imperativo  moral  se  esfuerza 
en  realizarlo  en  la  vida  conservando  pura  la  conciencia 
y  libre  la  voluntad  para  no  infringir  el  orden  divino,  ob- 
tiene la  j»€r/3?c¿r¿¿^7;¿or(í/ que  requiere  el  bien  como  princi- 
pio V  término  de  los  actos. 

El  hombre  desde  la  altura  á  que  le  conduce  esa  perfec- 
ción ve  en  el  universo  la  obra-de  Dios,  y  en  sí  mismo  un 
ser  llamado  por  su  naturaleza  á  gozar  del  bien  en  ella 
contenido,  asimilándose  por  el  ejercicio  de  las  fuerzas  in- 
ternas y  externas  cuanto  contribuir  puede  á  su  desarrollo 
y  al  cumplimiento  de  su  destino. 

17.  Relaciones  del  hombre. — El  deber  moral  y  aunque  úni- 
co, lo  considera  la  inteligencia  dividido  según  el  orden  de 
las  relaciones  humanas,  es  decir,  referido  á  Dios,  como 
principio  y  fin  de  cuanto  existe,  al  hombre  mismo  como 
ser  creado  para  vivir  y  conservarse,  y  á  sus  semejantes 
como  iguales  natural  y  esencialmente. 

18.  Bien  humano  y  sus  divisioTtes,  ó  fines  humanos, — 
Cuando  el  bicTi  se  considera,  no  en  su  unidad  real  y  ab- 
soluta, referido  á  la  voluntad  divina,  sino  en  cuanto  forma 
el  objeto  de  una  manifestación  particular  de  la  actividad 
hiunana  admite  diferentes  clasificaciones  fundadas  ya  en 
la  diferencia  de  las  facultades  y  fuerzas  aplicadas  á  rea- 
lizarlo, ya  en  la  de  los  órdenes  de  la  existencia  en  que 
cumple,  dándose  á  los  términos  de  esas  divisiones  el 
nombre  de  fines  particulares,  especiales,  secundarios,  etc.. 
por  más  aue  no  sean  en  realidad  otra  cosa  (jue  formas  ó 
modos  del  bien.  De  aquí  los  fines  religioso,  científico,  pe- 
dagógico, industrial,  artístico,  etc.,  con  referencia  á  los 
cuales  el  deber  m^ral  se  fracciona  en  tantos  deberes  cuan- 
tos son  aquellos  fines;  mas  el  destino  ó  fin  del  hombre  es 
único  como  única  es  la  vida,  y  por  lo  tanto  toda  ella  está 
sujeta  á  la  ley  moral. 

En  resumen,  el  hombre  es  un  ser  sensible  y  racional 
destinado  á  practicar  libremente  el  bien  propio  de  su  na- 
turaleza según  la  ley  moral. 
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CAPÍTULO  11. 

DE  LA  SOCIEDAD,  SU  ORIGEN,  FORMA^CIÓN  Y  ELEMENTOS. 

1.^  Bazón  del  método.— 2.**  Fuiídamentos  de  los  sistemas  ftlosófíoos  acerca  de  la 
sociedad. — 3.**  Origen  de  la  sociedad  según  la  historia  y  la  razón. — 4."  Ley  de 
sociabilidad.— 5."*  igualdad,  la  libertad  y  comunidad  de  fin  del  género  huma- 
no.— 8."  La  sociedad  es  obligatoria  para  el  hombi-e. — ^7.*  £ntre  los  seros  sensi- 
bles sólo  el  hombre  es  verdaderamente  sociable. — S.^  La  moral  es  el  fundamen- 
to cardinal  de  la  sociedad.— 9.°  La  humanidad  forma  una  sociedad. — 10.  For- 
mación y  progreso  de  la  sociedad . — 11.  ideal  de  la  sociedad. — 12.  Elementos  de 

la  sociedad. 

I.""  Razón  del  método, — Al  ocuparnos  hasta  aquí  en  el* 
somero  análisis  de  la  naturaleza  del  hombre  para  deducir 
de  ella  su  destino,  le  hemos  considerado,  por  decirlo 
así,  en  abstracto.  Nuestro  propósito  exigía  que,  prescin- 
diendo de  toda  relación  concreta  con  sus  semejantes,  ob- 
servásemos cuáles  son  y  á  qué  tienden  los  modos  con  que 
se  revelan  y  manifiestan  los  impulsos  de  que  está  dota- 
do, procediendo  como  el  químico  aue  para  averiguar  las 
propiedades  de  una  sustancia  no  ha  menester  sino  una 
molécula,  porque  conocida  ésta  sabe  lo  que  las  demás 
son;  pero  a  la  manera  que  sin  alteración  esencial  de  su 
naturaleza  íntima,  induce  importantes  modificaciones  en 
los  cuernos  la  forma  de  la  agrupación  molecular,  tam- 
bién de  la  reunión  de  los  hombres,  en  ciertas  condicio- 
nes, nacen  y  se  originan  fenómenos  cuya  generación, 
desarrollo  y  valor,  sin  afectar  á  lo  sustancial  de  la  natu- 
raleza humana,  igual  en  todos  los  individuos,  obra  no 
obstante  poderosamente  sobre  las  manifestaciones  de  la 
actividad  de  cada  uno,  por  virtud  denlas  relaciones  que 
entre  todos  establece. 

Por  eso  es  indispensable  aue  al  examen  analítico  y  abs- 
tracto del  hombre  suceda  el  de  la  sociedad  en  general, 
aue  á  su  vez,  y  para  nuestro  objeto  es  precedente,  cuan- 
o  no  indispensable,  de  utilidad  grande  para  llegar  al  co- 
nocimiento de  una  sociedad  particular. 

2.*  Fundamento  de  los  sistemas  filosóficos  acerca  de  la  socie- 
dad,— Aunque  parezca  extraño,  es  sin  embargo  evidente, 
que  uno  de  los  temas  más  debatidos  entre  los  filósofos  ha 
consistido  en  averiguar  por  qué  y  cómo  los  hombres  lle- 
garán á  congregarse  y  vivir  en  comunidad.  Creyendo  el 
camino  más  seguro  para  llegar  á  un  resultado  digno  de 
la  elevación  filosófica,  la  abstracción  completa  de  los  he- 
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chos,  no  se  ocuparon  la  mayor  parte  de  esos  sabios  pen- 
sadores en  estudiar  lo  que  sucedía  á  su  alrededor,  las 
tradiciones  del  género  humano  y  las  enseñanzas  históri- 
cas, sino  (]ue  replegándose  en  lo  más  íntimo  del  yo  dié- 
ronse  á  imaginar  un  momento,  una  época  en  que  los 
hombres  vivieron  ajenos  unos  de  otros,  sin  lazos  que  les 
unieran,  sin  impulsos  que  les  aproximasen,  sin  intereses 
que  determinasen  su  agrupación,  y  como  en  esa  tarea 
cada  uno  veía  las  cosas  á  través  del  cristal  de  sus  per- 
sonales preocupaciones,  surgieron  teorías  para  todos 
los  gustos. 

úi  fuerza  fué  para  unos  el  agente  de  la  asociación: 
otros  imaginaron  un  pacto  ó  contrato  detenidamente  dis- 
cutido y  pensado:  hubo  quien  la  creyó  determinada  por 
la  reflexión,  y  quien  estimó  más  acertado  derivarla  de 
la  utilidad  bien  entendida.  Posteriormente  los  sistemas 
levantados  sobre  esas  teorías  se  han  multiplicado,  mer- 
ced al  afán  filosófico  de  nuestro  tiempo,  hasta  el  punto 
de  que  cada  escritor  ha  procurado  inventar  uno  propio, 
ó  cuando  menos  exponer  el  ajeno  con  alguna  circunstan- 
cia especial  que  le  diera  sello  de  novedad. 

Ajenos  nosotros  á  esas  lucubraciones  basta  para  nues- 
tro intento  seguir  el  método  hasta  aquí  empleado,  acep- 
tando el  hecho  tradicional,  histórica,  y  actualmente  co- 
nocido, y  tratar  de  explicar  su  índole  como  resultado  ne- 
cesario de  la  humana  naturaleza. 

3.*  Origen  de  la  sociedad  según  la  historia  y  la  razón. — 
Así,  pues,  aunque  se  abandone  el  camino  indicado  por 
la  revelación,  para  seguir  sólo  el  que  la  razón  y  los  he- 
chos señalan,  resulta  siempre  que  el  hombre  desde  que 
tiene  noticia  de  sí  mismo  existe  reunido  con  sus  semejan- 
tes en  comunidad  de  ideas,  sentimientos  é  intereses;  que 
ha  vivido  en  sociedad.  La  universalidad  y  perpetuidad 
de  este  hecho  demuestra  que  en  su  origen  y  en  su  des- 
arrollo no  es  otra  cosa  que  el  resultado  de  una  ley  que 
rige  en  su  totalidad  la  vida  humana. 

La  razón  además  corrobora  la  inducción  fundada  en  la 
enseñanza  histórica;  porque  dadas  la  organización  física 
y  la  naturaleza  moral  del  hombre;  sus  necesidades  y  los 
medios  y  aptitudes  que  para  satisfacerlas  posee;  sus  más 
incontrastables  inclinaciones;  los  sentimientos  comunes 
á  todas  las  variedades  de  la  familia  humana,  cuales- 
quiera que  sean  la  época  y  la  zona  en  que  se  la  examine: 
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el  instrumento  incomparable  de  que  está  dotado  para  ex- 
presar por  medio  de  sonidos  articulados  los  pensamientos 
que  le  agitan,  las  sensaciones  que  experimenta,  cuanto, 
en  una  palabra,  material  ó  moralmente  le  afecta,  no  se 
concibe  que  fuera  del  estado  social  tuvieran  satisfacción 
adecuada  las  exigencias  de  toda  especie  qiie  su  natural 
debilidad  engendra,  ni  empleo  digno  las  sublimes  facul- 
tades que  le  enaltecen. 

4.°  Lev  de  sociabilidad. — Hemos  sentado  como  incon- 
trovertible afirmación  que  el  hombre  vive  y  ha  vivido 
siempre  en  sociedad  á  impulso  de  una  ley  de  su  natura- 
leza, apoyándonos  en  la  tradición,  jamás  interrumpida, 
del  género  humano,  y  en  la  razón.  A  esa  ley  es  á  la  que 
unos  llaman  cualidad  fundamental,  otros  instinto  de  so- 
ciabilidad del  hombre.  Mas  sea  cualquiera  el  nombre  que 
se  dé  á  ese  impulso  natural,  su  origen  hállase,  como  he- 
mos indicado,  no  én  la  voluntad  arbitraria  de  los  seres 
asociados,  sino  en  la  tendencia  ingénita  que  les  impele  á 
la  asociación. 

Históricamente  es  falso  de  todo  punto  que  los  hombres^ 
un  tiempo  separados,  se  reunieran  después  por  uno  ú 
otro  motivo,  y  teóricamente  tampoco  cabe  admitirlo,  ni 
aun  en  hipótesis,  á  no  comenzar  por  suponer  que  en  el 
principio  y  bajo  el  influjo  de  diversas  causas,  surgieran 
en  nuestro  globo  en  lugares  apartados  entre  sí,  indivi- 
duos adultos  de  sexo  diferente  de  quienes  desciende  la 
humanidad  mal  llamada  conforme  a  eso  familia;  porque 
los  sucesores  de  las  parejas  primitivas  no  sólo  no  son 
hermanos  procedentes  de  un  tronco  único,  sino  tan  aje- 
nos unos  á  otros  como  á  cualquiera  otro  ser  de  los  innu- 
merables que  pueblan  la  tierra. 

5.**    Igualdad f  libertad  y  fin  común  de  los  hombres. — La  so-, 
ciabilidad  no  es  sólo  una  ley,  una  tendencia  originaria 
que  mueve  é  impulsa  al  hombre  á  buscar  la  compañía  de 
sus  semejantes,  sino  la  prueba  de  la  igualdad,  de  la  li- 
bertad y  del  fin  común  de  todos  los  hombres;  en  suma, 
la  expresión  de  lá  solidaridad  de  la  vida  humana,  y,  por 
consiguiente,  de  la  unidad  del  género  humano,  que  me- 
diante ella  aparece  como  un  todo  homogéneo  cuyas  par- 
tas ímialAQ  V  liíunndas  al  mismo  destino,  marchan  impe- 
s  fuerzas  en  una  dirección  única. 
obligatoria  para  el  hombre, — La  vida  en 
secuencia  de  la  naturaleza  del  hom- 
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bre  forma  una  parte  del  orden  universal,  y  es  en  su  con- 
secuencia obligatoria  en  el  terreno  de  la  moral.  La  volun- 
tad suprema  que  depositó  en  el  fondo  de  nuestra  alma 
el  sentimiento  de  mutua  simpatía  que  inclina  á  los  hom- 
bres á  congregarse,  fortaleció  esa  espontánea  corriente 
de  aproximación  con  el  estímulo  del  interés.  Dando  á 
cada  hombre  medios  limitados  para  cumplir  la  multitud 
de  fines  comprendidos  en  el  destino  humano,  creó  en 
todos  la  necesidad  de  recíproco  auxilio.  Mas  no  por  esto 
la  sociabilidad  es  una  fuerza  ciega,  una  tendeacia  incon- 
trastable. El  hombre  no  abdica  de  su  libertad  viviendo 
en  sociedad,  antes  fuera  de  ella  es  esclavo,  físicamente 
de  la  más  dolorosa  miseria,  en  la  esfera  moral,  de  la  de- 
mencia ó  de  la  estupidez. 

7.**  Entre  los  seres  sensibles  sólo  el  hombre  es  verdaderamen- 
te sociable. — La  idea  de  sociedad  implica  otras  que  prue- 
ban cuan  impropiamente  se  aplica  esa  palabra  á  ciertas 
reuniones  de  seres  inconscientes,  porque  requiere  ade- 
más de  la  igualdad  de  los  miembros,  un  fin  común  co- 
nocido por  ellos,  á  cuya  realización  voluntariamente 
aspiran,  empleando  al  efecto  los  medios  adecuados.  Y 
ciertamente,  fuera  del  hombre,  no  hay  en  el  mundo  ser 
que  conozca  su  destino,  y  con  voluntad  libre  se  une  á 
sus  semejantes  para  cumplirlo.  Aquél  por  el  contrario, 
aplicando  la  razón  al  estudio  y  examen  de  cuanto  existe, 
descubre  la  igualdad  de  naturaleza  de  todos  los  hom- 
bres, y  por  consiguiente,  la  del  fin  común  para  que  están 
determinados,  asi  como  los  medios  de  que  disponen,  y  es- 
fuérzase en  realizarlo  dando  á  las  facultades  en  que  con- 
sisten el  empleo  correspondiente  á  la  índole  de  cada  una, 
para  conocer  y  ejecutar  el  bien  libre  y  desinteresadamen- 
te, cumpliendo  el  deber  de  observar  el  orden  divino. 

8.**  La  moral  es  el  fundamento  cardinal  de  la  sociedad. — 
Sin  moralidad,  ni  ha  existido  ni  existe  sociedad  digna 
de  este  nombre.  Empeñarse  en  reunir  los  hombres  por 
otro  lazo  es  un  absurdo,  porque  faltando  aquélla,  la  pro- 
bidad, el  desinterés,  la  abnegación  y  el  mutuo  auxilio, 
desaparecen;  el  derecho  será  sustituido  por  la  fuerza,  y  la 
reunión  será  un  rebaño  de  seres  grabados,  que  se  exter- 
minarán sin  escrúpulo  ni  freno. 

La  base  indestructible  de  la  asociación  humana  so  halla, 
pues,  en  la  moral  y  cuya  existencia  no  se  concibe  sin  la 
OTeencia  en  Dios,  porque  una  ley  sin  legislador  y  sin 


Digitized  by 


Google 


12  DERECHO 

sanción,  no  es  más  comprensible  que  un  efecto  sin 
causa. 

9.**  La  humanidad  forma  una  sociedad. — Contemplada 
desde  este  punto  de  vista  la  humanidad  entera,  es  una. 
sociedad  destinada  por  la  Providencia  á  conquistar  la 
verdad  y  el  hie7i. 

Poco  importa  que  tan  sublime  destino  no  sea  distinta- 
mente comprendido  por  gran  número  de  hombres,  ni  que 
los  errores  y  extravíos  morales  aparten  de  la  recta  senda 
á  pueblos,  y  generaciones.  La  mano  todopoderosa  que 
trazó  el  plan  del  universo  al  señalar  á  todos  los  hombres 
un  fin  común,  })roveyéndolos  de  medios  iguales  en  la 
sustancia  si  diversos  en  la  cantidad,  depositó  en  ellos  un 
germen  que  ya  de  un  modo  latente  é  irreflexivo,  ya  os- 
tensible y  deliberado,  según  el  grado  de  desarrollo  de  la 
razón,  se  desenvuelve,  crece  y  extiende  hasta  que  llegue 
un  momento  en  que  la  idea  divina,  percibida  con  clari- 
dad y  realizada  con  amor,  alcance  su  total  cumplimiento, 
haciendo  un  sólo  pueblo  de  la  familia  humana,  bajo  el 
imperio  de  la  ley  moral.  Entretanto  los  hombres  viven 
dispersos  sobre  la  tierra,  formando  sociedades  diferentes, 
si  bien  más  ó  menos  unidas  por  lazos,  cuya  fortaleza  au- 
menta con  la  civilización. 

10.  Formación  y  progreso  de  la  sociedad, — Preguntar  no 
ya  cumido,  sino  cómo  se  constituyeron  las  sociedades  pri- 
mitivas, es  plantear  un  problema  que  la  ciencia  pura- 
mente humana  es  incapaz  para  resolver,  y  en  vano  la 
interrogará  el  que  no  crea  en  la  verdad  del  único  libro 
que  contiene  las  revelaciones  del  Creador. 

Racionalmente,  y  discurriendo  sobre  datos  conocidos 
que  concuerdan  con  la  revelación,  sólo  es  posible  afirmar 
que  la  sociedad  comenzó  en  la  familia,  creció  en  I4  tribu, 
familia  de  familias,  enlazadas  por  un  origen  común,  y  se 


desenvolvió  en  los  pueblos  y  naciones,  conjunto  de  tribus 
determinado  también  por  la  comunidad  de  origen.  He 
aquí  cómo  empiezan  las  tradiciones  de  las  sociedades 


primitivas. 

1 1 .    Ideal  de  la  sociedad. — En  la  familia  encuéntrase  la 
molécula  social,  el  individuo  humano  es  el  átomo.  Y  así 
bojedades  de  la  materia,  resulta  de  las  aue 
léculas  que  la  forma  y  no  de  las  particula- 
mos  que  constituyen  éstos,  así  también  las 
amarse  propiedades  de  la  sociedad  proceden 
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indirectamente  del  hombre,  de  un  modo  directo  ó  inme- 
diato de  la  familia.  Por  eso  el  ideal  de  una  organización 
social  perfecta  consiste  en  disponerla  de  manera  tal,  que 
la  armonía  de  las  relaciones  entre  los  ciudadanos  y  de  las 
de  éstos  con  la  institución  central  sea  más  el  resultado 
de  la  libre  y  espontánea  voluntad^  impulsada  por  los  sen- 
timientos ae  fraternidad,  que  del  premio  jurídico,  ele- 
vando el  papel  del  poder  público  al  de  padre  que  solí- 
cito trabaja  en  el  bien  de  sus  hiios  y  procura  dirigirlos 
con  la  persuasión  y  el  consejo,  relegando  el  castigo  para 
casos  extremos,  al  paso  que  reparte  los  premios  con 
imparcial  mano,  según  la  capacidad  y  las  obras,  y  presta 
especial  protección  al  débil  y  al  desvalido. 

Este  ideal  mal  comprendido,  exagerado,  visto  solo  por 
el  lado  exclusivo  de  alguna  cíase,  y  lo  que  es  peor,  en- 
comendando su  realización  á  la  violencia  y  al  crimen, 
cuando  sólo  puede  ser  obra  del  deber  moral,  ha  produ- 
cido doctrinas  y  escuelas  más  ó  menos  trastornadoras 
del  orden  actual  de  las  sociedades  civiles;  pero  segura- 
mente serán  más  tremendas  las  crisis  que  ocasionen  las 
teorías  que  suponen  derivada  la  sociedad  inmediatamen- 
te del  individuo  y  quieren  organizaría  sobre  esta  base 
egoísta,  si  una  reacción  debida  á  más  justa  apreciación 
de  los  deberes  que  nacen  de  la  vida  en  su  sociedad,  no 
pone  diques  á  la  obra  demoledora  del  interés  personal. 

La  historia  registra  en  sus  anales  las  perniciosas  con- 
secuencias que  en  el  orden  político  surgieron  de  ese  prin- 
cipio, y  aun  en  la  actualidad  se  experimentan,  teniendo  en 
continuo  desasosiego  á  los  pueblos;  mas  en  la  lucha  que 
necesariamente  determina  al  romper  entre  los  hombres 
todo  vínculo  de  afección  desinteresada,  la  moralidad  va 
perdiendo  su  ascendiente  de  un  modo  lento  y  continuo 
nue  concluirá  por  secar  los  corazones  para  el  bien  ver- 
dadero, dejándoles  vida  y  aliento  sólo  para  los  goces  ma- 
teriales, hasta  que  llegue  el  día  de  un  duelo  á  muerte 
entre  el  lujo  y  la  miseria.  Es,  pues,  más  importante  de  lo 
que  á  primera  vista  parece  asignar  á  la  sociedad  una  ú 
otra  de  esas  bases  de  formación.  La  individualista  condu- 
ce á  la  desunión  por  el  egoísmo:  la  que  podemos  llamar 
familiar  y  sustituyendo  al  lazo  variable  y  frágil  del  interés 
particular  el  permanente  y  tenaz  del  üenpúilicoy  engendra 
la  abnegación. 

12.    JElementos  de  la  sociedad. — Ya  se  considere  la  socie- 
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dad  formada  por  la  reunión  de  familias,  ó  por  la  de  indi- 
viduos, en  su  composición  entran  siempre  dos  elementos: 
la  multitud  de  los  miembros,  la  unidad  del  fin. 

Cada  uno  de  aquéllos  tiene  el  suyo  individual,  á  cuya 
realización  aspira  empleando  al  efecto  la  actividad  espi- 
ritual y  física  de  que  está  dotado,  y  es  de  todo  punto  ne- 
cesario coordinar  las  fuerzas  y  tendencias  particulares 
de  manera  tal,  que  sin  cohibir  su  desarrollo,  en  cuanto 
es  conforme  á  la  naturaleza  del  ser  racional,  se  obtenga 
la  concentración  de  esfuerzos  dirigidos  al  cumplimiento 
de  los  deberes  sociales. 

CAPÍTULO  III. 

DE  LA.S  CONDICIONBS  NBGB9ARIAS  PARA.  QUB  LA  SOCIEDAD  BXISTA. 

I.**   Potestad  8ociaL--2.**  Orden  «osial.— 3.**  Medios  aociales.— 4.°  Necesidad 
de  un  principio  regalador  de  las  relaciones  sociales. — 5.**  Orden  moral  y  mate- 
rial.— 3.*  Progreso  social.— 7.*  Moralidad  social. — S.**  Acción  social.— Q.**  Cau- 
su  de  las  diversas  sociedades. — 10.  Organización  social. 

1 .°    Potestad  de  la  sociedad  para  regular  las  relaciones  de 
sus  miembros, — Si  todos  los  individuos  ó  asociados  vivie- 
ran atenidos  á  la  ley  moral,  bastaría  esto  para  obtener 
ese  resultado;  pero  como  ciuiera  que  el  hombre,  bajo  el 
influjo  de  los  impulsos  físicos,  ó  dejándose  guiar  por  el 
error  que  oscurece  la  razón,  puede  hacer,  y  hace,  mal 
uso  de  la  libertad  que  posee,  y  en  ambos  casos  los  efec- 
tos redundan  en  daño  de  la  sociedad  moral  ó  material- 
mente, porque  la  perturbación,  ó  afecta  á  las  ideas  y  á 
los  sentimientos,  ó  se  refiere  á  los  bienes  ó  intereses  ma- 
teriales, importa  á  aquélla  emplear  los  medios  adecuados 
oara  imucdirlos,  y  fuerza  es  reconocerle  la  potestad  de 
íue  de  lo  contrario,  quedaría  necesaria- 
I  de  quienes  quisieran  destruirla. 
ial. — Cuando  en  la  sociedad  se  aunan  y 
noluntades  y  tendencias  de  los  asociados 
)ien  general  sin  detrimentro  de  los  fines 
;te  concierto  de  esfuerzos  y  acuerdo  de 
oduce  lo  que  se  llama  orden  social, 
'equiere  el  orden  como  fundamento  esen- 
meior  dicho,  el  orden  es  la  sociedad. 
orden^  abstractamente  considerado,  es  la 
efiere  unas  cosas  á  otras  bajo  la  aepen- 
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ciencia  de  un  principio  común,  y  en  concreto,  llámase  a«í 
Ja  combinación  de  medios  ó  la  n^anera  en  que  se  dispo- 
nen y  organizan  para  obtener  un  resultado. 

En  un  reloj,  por  ejemplo,  el  tamaño  de  las  ruedas,  los 
engranajes,  etc.,  se  calculan  y  proporcionan  entre  sí  or- 
denadamente  para  obtener  un  instrumento  que  mida  exac- 
tamente el  tiempo. 

El  orden  supone  y  pide  tres  cosas,  á  saber:  relaciones 
que  refieren  las  cosas  ú  objetos  unos  á  otros;  medios 
con  que  se  hacen  concurrir  al  fin  deseado,  y  fin  que  se 
déite.  obtener. 

•^  Medios  sociales. — La  sociedad,  aunque  en  sí  misma 
00  es  sino  ehmedio  necesario  para  el  desarrollo  más  com- 
'TÍÍfto,  ó  perfeccionamiento  i)osil)le  del  hombre,  lo  cual 
constituye  su  fin,  considerada  como  un  organismo  vivo 
llamadora  realizar  ese  fin,  concíbela  nuestra  razón  cual 
un  ,y¿r  distinto  dea([uellos  que  la  forman  y  dotado  de  los 
medios  precisos  para  realizar  el  destino  correspondiente 
á  su  especial  naturaleza; 

Esos  medios  consisten  en  las  facultades  é  impulsos  que 
informan  la  naturaleza  del  hombre,  y  han  de  disponerse 
ó  combinarse  para  lograr  el  fin  social. 

i.^  Necesidad  de  iin principio  Teguladm\ — Entre  los  hom- 
bres, por  lo  mismo  que  son  iguales,  y  que  cada  uno  por 
sí  solo  no  basta  para  llenar  debidamente  la  multitud  de 
fines  parciales  contenidos  en  el  total  del  destino  humano, 
existen  relaciones  .en  virtud  de  las  que  se  enlazan,  y  por 
decirlo  así,  se  complementan  los  indiAÍduos  con  el  mutuo 
cambio  de  los  productos  de  sus  diversas  actividades  y 
aptitudes;  pero  la  propensión  del  individuo  á  referir  a  sí 
todo  bien,  el  egoismo,  es  un  constante  motivo  de  perturba- 
ción y  desequilibrio  en  el  resultado  de  las  relaciones  hu- 
manas, y  he  aquí  por  qu^ara  conservar  en  ellas  la  ar- 
monía indispensable  al  concierto  social  necesita  la  socie- 
dad regular  los  movimientos,  por  lo  menos,  de  aquellas 
que  son  condixiiones  indispensables  ó  precisas  para  ase- 
gurar su  propia  vida  y  desarrollo  y  las  de  los  asociados. 

h^  Orden  moral  y  material. —Coino  ser  espiritual  y  cor- 
póreo, el  hombre  puede  perturbar  de  dos  modos  el  orden 
social,  moral  y  materialmente. 

Cuando  el  orden  moral  existe,  el  material  se  produce 
como  consecuencia  suya,  porque  la  voluntad  es  la  que 
imprime  dirección  á  las  acciones,  y  por  lo  tanto,  en  la 
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mayoría  de  los  casos  todo  acto  ^perturbador  participa  en 
mayor  ó  menor  grado  del  influjo  de  ambos  elementos; 
pero  no  es  esto  tan  absoluto  como  parece. 

El  hombre  privado  de  razón,  el  niño,  el  que  obra  cega- 
do por  un  rapto  de  .pasión,  carecen  más  ó  menos  de  li- 
bertad moral  al  obrar,  y  por  lo  mismo  que  entonces  ó  im- 
peran ó  predominan  sólo  estímulos  físicos,  el  acto  es  pu- 
ramente material,  ó  cuando  menos  tiene  principalmente 
esta  índole.  Lo  contrario  sucede  con  otros  actos  que,  co- 
mo, V.  g.,  la  difusión  de  ideas  perniciosas  sea  de  palabra 
ó  por  escrito,  si  bien  se  ejecutan  con  intervención  del  or- 
ganismo físico,  califícanse  con  propiedad  de  morales,  por 
cuanto  en  ellos  este  carácter  domina  así  en  lo  que  atañe 
al  agente  como  en  lo  relativo  á  los  efectos  que  inmediata- 
mente producen. 

El  orden  moral  y  el  orden  material  constituyen  las  dos 
condiciones  fundamentales  de  la  vida  social,  y  su  existen- 
cia y  conservación  no  pueden  producirse  sino  influyendo 
y  actuando  sobre  las  facultades  y  fuerzas  de  que  provie- 
nen. La  instrucción  religiosa,  moral  y  científica,  el  culti- 
vo de  las  bellas  artes,  las  instituciones  aue  estimulan  la 
práctica  de  la  virtud,  etc.,  son  medios  poderosos  de  influir 
en  la  rectitud  de  las  voluntades,  porque  elevan  ó  ilustran 
la  razón,  engendran  sentimientos  de  benevolencia,  pre- 
miando ó  consagrando  con  públicos  testimonios  las  ac- 
ciones virtuosas  y  conservando  la  memoria  do  los  que  se 
han  distinguido  en  hacer  el  bien. 

En  cuanto  al  orden  material  siempre  fi'ágil  y  más  apa- 
rente que  real  cuando  el  moral  no  impera,  su  conserva- 
ción consigúese  por  medios  puramente  externos,  como 
son  las  correcciones,  penas  y  castigos,  en  una  palabra, 
por  el  empleo  de  la  fuerza  material  de  que  la  sociedad 
dispone. 

La  dignidad  del  hombre  y  la  seguridad  social  piden  de 
consuno  que  los  medios  de  unidad  y  armonía  que  se  di- 
rigen á  la  razón  y  á  la  voluntad  se  desarrollen  ampliamen- 
te, y  aunque  su  exclusiva  influencia  será  siempre  un  ideal 
de  perfección  inasequible  en  la  tierra,  noble  y  generosa 
tarea  es  perseguirlo  sin  descanso  para  acercarse^  él  tan- 
to cuanto  la  viciada  naturaleza  humana  permita. 

6.^^  Progreso  social, — El  progreso  social  consiste  precisa- 
mente en  esa  marcha  constante  hacia  la  realización  del 
hie7i  en  todas  las  esferas  de  la  actividad  del  hombre,  [)or 
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el  cumplimiento  libre  del  deber  conocido  mediante  la 
razón. 

Esto  requiere  que  la  organización  social,  ó  sea  la  ma- 
nera en  que  se  han  de  disponer  los  medios,  fuerzas  ó  re- 
cursos que  posee  la  sociedad  para  alcanzar  la  realización 
del  fin  colectivo,  se  funde  y  ordene  sobre  la  base  de  la 
naturaleza  humana,  puesto  que  de  procurar  su  más  am- 
plio y  perfecto  desarrollo  se  trata.  Desconocer,  cohibir  ó 
cercenar  en  nombre  de  la  sociedad,  lo  que  es  propio  de 
aquella  naturaleza,  es  tan  absurdo  como  cortar  un  camino 
con  zanjas  y  vallados  para  facilitar  el  tránsito  por  él. 

7."*  Moralidad  social. — Llamado  el  hombre  al  cumpli- 
miento de  un  destino  sublime  por  el  empleo  de  las  facul- 
tades é  impulsos  con  que  le  dotó  el  Creador,  y  siendo  la 
sociedad  el  medio  de  su  desarrollo  y  progreso  todo  cuanto 
tienda  á  impedir  las  manifestaciones  de  la  inteligencia, 
del  sentimiento  y  de  la  voluntad,  mientras  no  rompan  los 
lindes  que  les  trazan  los  fines  individual  y  colectivo,  mu- 
tilando y  cohibiendo  la  expansión  de  la  naturaleza  del 
hombre  es  opuesto  á  la  de  la  sociedad;  porque  evidente- 
mente la  esfera  de  la  acción  social  no  puede,  racional  y 
justamente,  extenderse  más  allá  de  lo  preciso  para  asegu- 
rar á  todos  y  cada  uno  de  sus  miembros  el  libre  ejerci- 
cio de  su  actividad;  mas  por  esto  mismo  tampoco  sería 
conforme  á  la  razón  y  á  la  justicia  que  por  un  mal  enten- 
dido y  excesivo  respeto  á  ciertos  pretendidos  derechos, 
dejasen  de  reprimirse  tendencias  a  todas  luces  perjudi- 
ciales al  orden  social.  Puesto  que  todos  los  hombres  son 
esencialmente  iguales  y  tienen  un  mismo  fin,  todos  me- 
recen ser  igualmente  mantenidos  en  el  íntegro  disfrute  y 
ejercicio  de  su  actividad  é  igualmente  auxiliados,  sin  que 
á  la  sociedad  sea  lícito  destinar  solamente  á  unos  lo  que 
á  todos  es  debido,  ni  privarse  á  sí  misma  de  las  condi- 
ciones en  que  estriba  su  vida. 

Si  bien  se  considera,  estos  principios  relativos  á  la  or- 
ganización social  no  son  más  que  una  consecuencia  de 
la  moralidad^  atributo  del  hombre,  modificados  en  cuanto 
á  su  aplicación  práctica,  por  la  naturaleza  de  la  sociedad. 

No  crea  ésta  los  conceptos  de  lo  bueno  y  de  lo  malo,  es 
decir,  de  lo  que  se  conforma  ó  aparta  de  la  ley  moral;  pe- 
ro como  conjunto  y  resultado  de  seres  sensibles,  su  ac- 
ción y  poder  alcanzan  sólo  al  dominio  externo  ó  de  las 
manifestaciones  materiales.  A  donde  el  hombre  no  llega. 
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tampoco  es  dado  llegar  á  la  sociedad  que  al  fin  no  tiene 
otros  medios  de  obrar  que  las  fuerzas  y  facultades  huma- 
nas. La  conciencia,  espejo  donde  la  razón  percibe  la  bon- 
dad ó  malicia  de  los  actos  internos,  es  tan  inaccesible 
para  la  sociedad  como  para  cada  hombre.  De  aquí  que 
sólo  indirectamente,  valiéndose  de  la  educación,  puede 
influir  sobre  ella. 

8.*  Carácter  de  la  acción  social. — La  acción  social  es,  por 
consiguiente,  externa,  y  sólo  alcanza  á  los  actos  que  de 
alguna  manera  se  oponen  á  la  realización  del  fin  social, 
sea  contrariándolo  directamente  por  atentatorios  al  or- 
den, sea  indirectamente  por  opuestos  al  desenvolvimien- 
to individual,  cuyos  actos  aprecia  y  considera,  no  tanto 
con  relación  al  motivo  interno  de  las  determinaciones, 
cuanto  baio  el  aspecto  del  daño  que  causan,  es  decir,  mi- 
rando al  hecho  y  no  á  la  intención,  pues  aunque  tenga 
ésta  en  cuenta,  la  infiere  y  mide  por  las  circunstancias 
de  aquél. 

Vése,  pues,  que,  como  antes  digimos,  el  orden  no  sola- 
mente es  una  condición  fundamental  de  la  existencia  de 
la  sociedad,  sino  que,  en  cierto  modo,  la  constituye,  toda 
vez  que  para  obtenerlo  sirve  de  medio  la  organización 
social,  y  sin  ésta  no  hay  sociedad. 

9.°  Vausas  de  la  existencia  de  diversas  sociedades. — Acon- 
tece con  las  sociedades  una  cosa  semejante  á  lo  que  res- 
pecto á  los  hombres  sucede;  aunoue  todas  tienen  igual 
naturaleza  y  persiguen  un  mismo  nn,  diferéncianse  unas 
de  otras  por  rasgos  característicos  que  las  individualizan. 

Las  corrientes  de  ideas,  sentimientos,  deseos  y  también 
de  preocupaciones,  que  en  las  multituaes  qiie  las  forman 
dominan,  ya  como  consecuencia  de  antecedentes  históri- 
cos, ya  por  virtud  del  influjo  de  las  condiciones  de  carác- 
ter, suelo,  clima,  estado  de  cultura,  religión,  etc.,  forzo- 
samente determinan  disposiciones  especiales  á  propósito 
para  el  desempeño  y  cumplimiento  de  las  funciones  na- 
cidas de  aquellas  corrientes.  Y  decimos  forzosamente, 
porque  en  efecto  no  pueden  menos  de  hacerse  sentir  en 
el  conjunto  las  propiedades  de  las  partes,  tanto  más  cuan- 
to que  la  organización  social  dentro  y  fuera  del  Estado 
sde  ser  otra  cosa  que  la  ordenada  disposición  de 
dios  sociales  consistentes  en  los  impulsos  y  faculta- 
Ios  asociados  para  conseguir  el  fin  de  la  sociedad 
ú  bien  general. 
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10.  Necesidad  de  organización  en  las  distintas  sociedades. — 
La  organización  es  por  lo  dicho  tan  indispensable  para 
que  la  sociedad  tósta,  que  sin  ella  no  se  concibe.  Cuando 
se  dice  que  hay  sociedades  que  no  la  tíenen,  se  emplea 
un  modo  de  hablar,  una  figura  retórica  para  dar  a  en- 
tender lo  defectuoso  de  la  organización,  no  su  absoluta 
carencia,  puesto  que  si  exacta  fuera  la  locución  enuncia- 
ría un  absurdo  tan  manifiesto  como  el  de  llamar  cuerpo 
á  lo  que  careciese  de  extensión. 

CAPÍTULO  IV. 

GONGSPTOS  Y  DIFBBBNOIAS  DEL  PUEBLO,  NACIÓN  Y  BSTADO. 

1.^  Necesidad  al  ^ar  el  sentido  de  esa  palabra.— 2.**  Diversas  acepciones. — 3.^ 
Pueblo  en  el  lenguaje  ordinario.— 4.°  Qaó  es  Nación.— 5.^  Caracteres.— 6.^  Dife- 
rencias entre  Nación  y  Estado. 

1.**  Necesidad  al  Jijar  él  sentido  de  las  palabras. — En  la 
clase  de  sociedad  que  nos  ocupa,  en  la  sociedad  política 

aue  comprende  no  uno  ó  algunos  de  los  fines  singulares 
e  la  vida,  sino  la  totalidad  del  destino  humano,  se  distin- 
guen dos  grados  ó  esferas:  ^\  pueblo  y  la  nación. 

La  poca  ó  ninguna  fijeza  con  que  en  los  estudios  rela- 
tivos a  las  sociedades  políticas  suelen  emplearse  aquellas 
palabras,  exige  que  nos  ocupemos  en  exponer  brevemen- 
te las  acepciones  diversas  en  que  se  usan  á  fin  de  salvar 
dificultades  de  sentido  para  lo  sucesivo. 

2.*^  Diversas  acepciones  de  la  palabra  pueblo. — Cuando  la 
multitud  que  forma  una  sociedad  política  se  considera 
independientemente  de  la  organización,  el  territorio  y 
otras  relaciones  de  unidad  externa  y  sólo  bajo  el  punto 
de  vista  de  comunidad  determinada  por  otras  circuns- 
tancias más  ó  menosfundamentales  y  permanentes,  acos- 
tumbra denominársela  pueblo.  En  este  sentido  se  dice, 
v.  g.,  que  el  español  es  altivo,  mercantil  el  inglés,  el 
francés  industrioso,  etc.  También  se  aplica  por  análogo 
modo  á  aquellas  multitudes  que,  sin  formar  una  socie- 
dad determinada,  muchas  veces  diseminadas  entre  otras, 
conceptuamos  mentalmente  agrupadas,  porque  en  su 
origen  lo  estuvieron  en  realidad,  y  conservan  de  esa 
unión  indelebles  vestigios  en  la  semejanza  del  lenguaje, 
la  religión,  literatura,  fiestas  ú  otras  particularidades 
distintivas  que  guardan  vivo  el  recuerdo  de  la  primitiva 
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unión.  Acepción  análoga  se  la  da,  aunque  no  tan  pro- 
piamente, cuando  se  quiere  designar  una  sociedad  polí- 
ca  con  organización  más  ó  menos  rudimentaria,  pero 
que  carece  de  asiento  fijo,  de  territorio  propio,  es  decir, 
a  las  sociedades  nómadas. 

3.**  Qué  se  erUiende  por  pueblo  en  el  uso  general  y  ordinario. 
— Eso,  no  obstante  el  sentido  en  que  de  ordinario  se  usa 
la  palabra  pueblo,  es  el  de  agrupación  de  familias  que  vi- 
ven en  cierta  comunidad  de  relaciones  dentro  ae  .una 
extensión  circunscrita  de  territorio,  en  donde  tienen  sus 
viviendas,  casas  ú  hogares  permanentes,  formando  parte 
de  otra  sociedad  más  vasta. 

EJ  pueblo  así  concebido,  fué  indudablemente  el  germen 
ó  principio  de  la  nación,  puesto  que  ésta  no  es  más  que 
un  pueblo  de  pueblos,  una  agregación  de  esas  pequeñas 
sociedades  formada  ya  libremente  por  impulso  de  móvi- 
les originados  en  antecedentes  comunes  o  en  exigencias 
de  mutuos  intereses  ya  compeliendo  á  ello  violentaníen- 
te  por  la  conquista. 

4.**  Qué  se  entiende  por  Nación. — Nación,  por  consiguien- 
te, es  la  sociedad  política  más  extensa  que  vive  en  un  te- 
rritorio propio  y  delimitado  bajo  un  régimen  y  autoridad 
independientes.  Aunque  esta  es  la  acepción  más  propia 
y  frecuente  de  esa  palabra,  aplícase  también  alguna  vez 
én  otras,  bien  para  significar  los  habitantes  de  un  país, 
por  más  que  no  estén  sujetos  al  mismo  Gobierno,  con  tal 
que  existan  entre  ellos  comunidad  de  origen  c  idioma,  ó 
ya  para  dar  á  entender  la  idea  de  un  conjunto  de  perso- 
nas enlazadas  por  relaciones  de  procedencia. 

5.**  Caracteres  de  la  Nación, — El  concepto  de  Nación  en 
el  primer  sentido,  que  es  el  en  que  generalmente  se  usa 
la  palabra  y  el  en  que  ahora  la  empleamos,  abarca  va- 
rios elementos  que  forman  sus  caracteres  ó  notas. 

Desde  luego  comprende  una  multitud  de  personas  ó  po- 
Kio,.iA«.  «1  territorio  en  que  ésta  vive;  la  organización  que 
[a  unión  entre  los  miembros  de  la  sociedad, 
las  relaciones  de  éstos  entre  sí  y  con  aquélla: 
ia  de  una  fuerza  que  mantenga  la  normalidad 
aciones  y  ampare  y  cuide  de  los  intereses  co- 
3curando  fomentarlos  y  desarrollarlos;  final- 
ndependencia  para  gobernarse  y  regirse. 
rendas  entre  Nación  y  Estado. — Como  estos  ca- 
a  los  que  algunos  publicistas  asignan  al  Es- 
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tado,  conviene  tener  en  cuenta,  para  no  incurrir  en  con- 
fusión, que  á  pesar  de  la  poca  fijeza  con  que  se  emplean 
las  palabras  Nación  y  Estetdo,  pues  unas  veces  resultan 
sinónimas  y  otras  no,  ambigüedad  de  donde  proceden  en 
no  pocas  ocasiones  las  controversias  de  escuela,  laprimera 
envuelve  la  idea  total  de  una  sociedad  organizada,  prin- 
cipalmente bajo  el  aspecto  de  su  existencia  y  de  las  cuali- 
dades y  fuerzas  de  toda  especie  que  posee  objetivamente ^ 
por  decirlo  así;  la  segunda,  atendiendo  por  el  contrario 
con  especial  preferencia  al  conjunto  de  los  organismos 
de  la  fuerza  social  y  á  su  acción,  ó  de  un  modo  sujetivo. 

Por  eso  sucede  que  aun  cuando  la  idea  de  Nación  es 
comprendida  de  la  misma  manera  por  la  generalidad  de 
los  autores  y  publicistas,  el  concepto  del  Estado  varía  se- 
^  güxi  el  que  tienen  del  derecho. 

CAPÍTULO  V. 

CONCBPTO,  FUNCIONES  Y  FINES  DEL  ESTADO. 

1.**  Varias  definioiones. — ^2.**  Concepto  del  Estado  actual. — 3.**  Poder  social. — 
4.^  Interedea  sociales.— d.**  £L  Estado,  órgano  del  poder  social. ^6.**  Fines  del 
Estado.— 7.°  Diferbncias  entre  la  sociedad  y  el  Estado,  (a)  Por  su  origen,  (h)  Por 
sos  fines.— 8.°  Determinación  de  la  competencia  del  Estado  conforme  á  la  ra- 
aón.— 9."  Objetos  de  la  acción  del  Estado.— 10.  Funciones  del  Estado. — 11. 
Glasifícaoión  teórica  de  esas  funciones. — 12.  Extensión  que  en  la  práctica  al- 
canzan.—13.  Resumen. 

1.®  Diferente  concepto  según  cada  escuela. — ParaGrocio, 
Hobbes,  Locke,  Rousseau  y  toda  la  escuela  que  parte  de 
la  ficción  del  estado  natural  del  hombre,  la  fuente  del 
derecho  es  la  voluntad  común,  el  contrato  social;  é  im- 
porta poco  que  el  contrato  nazca  á  impulsos  del  instinto 
natural  de  sociabilidad,  como  afirma  Grocio;  ó  bajo  la 

Bresión  del  bellum  omnium  contra  omnes,  de  que  se  vale 
[obbes  para  hacer  la  apología  de  la  fuerza;  ó  como  pro- 
ducto de  la  reflexión,  según  dice  Locke,  que  admite,  sin 
embargo,  la  existencia  de  ciertos  derechos  anteriores  al 
contrato;  ó  por  virtud  de  una  voluntad  general,  diversa 
de  la  voluntad  de  todos,  mediante  cierta  ecuación  impo- 
^sible  en  el  mundo  moral,  aunque  Rousseau  la  pinte  con 
atractivos  colores:  siempre  resultará  que  el  concepto  del 
derecho  nace  de  la  voluntad,  idea  de  todo  punto  inadmi- 
sible. 

Kant  considera  contrario  á  la  razón  el  aislamiento  del 
hombre,  impugna  el  contrato  social,  y  es  el  primero  que 
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presenta  al  Estado  como  institución  especial  del  derecho; 
pero  en  la  teoría  del  sabio  filósofo  de  Koenigsberg,  para 

Siien  nada  había  evidente  sino  la  existencia  del  espíritu, 
Estado  es  un  organismo  tan  puramente  formal,  tan 
negativo,  aue  aparece  segregado  de  todas  las  funciones 
y  de  todas  las  energías  de  la  vida  social.  Pichte,  que  ele- 
vó la  potencia  del  yo  individual  al  más  alto  grado,  acabó 
después  por  iniciar  el  paso  de  la  doctrina  kantiana  á  la 
hegeliana,  del  principio  de  la  voluntad  individual  y  sub- 
jetiva á  la  voluntad  general  y  absoluta.  Para  Schellin^ 
el  Estado  es  un  todo  moral  y  social  del  aue  forma  porte  el 
individuo  y  al  que  puede  ser  sacrificado.  Hegel  concilla 
los  opuestos  sistemas  de  Fichte  y  de  Schelling,  dando  al 
Estaao  por  base  la  razón  que  se  traduce  eñ  acto  como  . 
voluntad;  y  como  la  razón  reside  en  la  unidad  del  gene- 
ral y  del  individual,  así  el  Estado  une  á  la  voluntad  sub- 
jetiva la  voluntad  general. 

Ni  estas  escuelas  que  de  consecuencia  en  consecuencia 
vinieron  á  parar  en  los  extravíos  de  Bruno  Bauer,  Amol- 
do Ruge  y  Feuerbach  y  en  el  Homo  sibi  Deus  de  Max  Stir- 
ner,  ni  la  escuela  histórica,  representada  por  Burke  y 
Savigni,  que  confunde  la  explicación  de  los  hechos  con 
su  justificación  y  pospone  los  principios  racionales  á  la 
voluntad  irreflexiva  de  los  pueblos,  ni  la  escuela  utilita- 
ria de  Bentham,  que  todo  lo  subordina  á  la  satisfacción 
de  los  deseos,  ni  la  escuela  teológica  de  Bonald,  Haller  y 
MüUer,  trasformada  en  sentido  protestante  por  Sthal  en 
que  el  derecho  divino  es  la  base  de  la  soberanía  y  el  ab- 
solutismo la  forma  más  perfecta  de  gobierno,  nos  dan 
idea  exacta  del  Estado.  En  todas  ellas  podrá  haber  algo 
de  cierto,  en  todas  podrá  aparecer  algún  rayo  de  luz 
como  feliz  infracción  del  rigorismo  del  sistema  y  tributo 
debido  á  la  verdad;  pero  en  ninguna  se  encuentra  el  con- 
cepto del  derecho  tai  como  debe  concebirse,  toda  vez  que 
el  derecho  no  es  una  emanación  de  la  voluntad,  ni  indi- 
vidual ni  colectiva,  sino  una  regla  de  la  voluntad  que  ha 
de  buscarse  en  principios  superiores  á  la  voluntad  misma 
que  ha  de  tener  por  fin  el  bien  de  los  individuos.  ♦ 

Insistir  en  este  punto,  entrar  en  el  examen  de  si  el 
Estado  se  confunda  en  el  orden  moral  como-  sostiene 
Ahrens,  ó  en  la  psicología  comparada  como  dice  Waitz, 
ó  si  es  un  organismo  ético,  como  afirma  Schmittenner, 
ó  si  la  razón  de  su  existencia  debe  buscarse  en  la  alian- 
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za  de  la  historia  y  de  la  filosofía,  como  pretende  Bliints- 
chli,  es  separarse  del  objeto  del  presente  libro  y  penetrar 
de  lleno  en  el  terreno  de  abstractas  y  complicadas  teo- 
rías. 

2.**  Concepto  propio  del  Estado  actual, — Así  concebido,  el 
Estado  es  el  foco  en  donde  se  reúnen  los  medios  ó  fuer- 
zas sociales,  y  del  cual  parten  para  distribuirse  en  el 
cumplimiento  de  las  funciones  que  la  sociedad  está  lla- 
mada á  ejercer  en  lo  relativo  al  desarrollo  armónico  de 
sus  miembros  y  á  la  gestión  de  los  intereses  comunes. 

Basta  á  nuestro  propósito  dejar  establecido,  separán- 
donos del  rigorismo  de  toda  escuela  y  huyendo  de  tomar 
parte  en  calurosas  polémicas,  que  el  Estado  es  un  ser 
vivo,  y  por  lo  tanto  orgánico,  encargado  del  ejercicio  del 
poder  y  de  la  representación  de  los  intereses  colectivos 
de  la  sociedad. 

3.*^  Poder  social, — Sea  cualquiera  el  origen,  la  exten- 
sión y  el  nombre  que  se  dé  á  la  sociedad,  en  una  cosa  con- 
vienen todas  las  teorías  ideadas  acerca  de  ella,  en  que 
existe  para  el  bien  del  hombre.  Su  debilidad  física  y  los 
poderosos  recursos  que  le  suministran  las  facultades  mo- 
rales que  posee,  son  á  un  tiempo  causa  de  las  divergen- 
cias inconciliables  de  aquellas  teorías  y  de  esta  concor- 
dancia. 

El  fin  social,  por  lo  tanto,  implica  como  condición  nece- 
saria de  su  realización  el  libre  empleo  de  la  actividad  de 
cada  asociado,  y,  por  consiguiente,  la  existencia  de  una 
fuerza  superior  a  las  fuerzas  individuales,  que  armonice 
y  favorezca  el  desarrollo  de  éstas,  ora  reprimiéndolas 
cuando  sean  perturbadoras,  ora  facilitándoles  medios  de 
expansión  mientras  su  desenvolvimiento  no  dañe  á  otras. 
De  aquí  se  infiere  que  esa  fuerza  superior,  ese  poder,  que 
es  á  las  sociedades  numanas  lo  aue  la  cohesión  á  los  áto- 
mos materiales  que  la  afinidad  reúne  para  formar  los 
cuerpos,  no  puede  residir  en  todos  ni  en  cada  uno  de  los 
miembros,  sino  en  una  entidad  que,  abarcando  el  conjun- 
to de  los  intereses  particulares,  dirija  en  utilidad  de  todos 
la  suma  de  fuerzas  á  que  los  individuos  imprimirían  di- 
recciones viciosas,  y  de  este  modo,  siendo  ineficaces  para 
producir  el  bien,  sólo  para  el  mal  servirían. 

Hay,  pues,  en  la  sociedad  además  de  las  personas  que 
viven  en  comunidad  de  ideas,  sentimientos  é  intereses, 
algo  que,  siendo  indispensable  para  conservar  esta  comu- 
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nidad  provechosa,  aunque  surge  de  la  reunión  de  los  in- 
dividuos, no  nace  de  ellos,  no  tiene  su  origen  en  la  volun- 
tad humana,  impotente  para  prescindir  de  su  cpncurso 
en  la  formación  y  conservación  de  la  sociedad. 

4.°  Intereses  sociales. — Esta,  por  otra  parte,  concebida 
en  su  totalidad,  tiene  intereses  distintos  de  los  particula- 
res, aunque  jamás  puedan  ser  antagónicos;  es  decir,  hay 
intereses  colectivos  ó  comunes.  Pero  éstos  han  menester 
quien  los  represente  y  gestione,  y  el  poder  para  ser  eficaz, 
para  obrar,  forzosamente  ha  ae  materializarse,  porc^ue 
de  otra  manera  mal  podría  llenar  su  destino  en  la  socie- 
dad de  los  hombres,  y  ambas  funciones  en  efecto  obtienen 
por  medio  de  los  organismos  correspondientes  satisfac- 
ción, tanto  más  cumplida,  cuanto  la  relación  entre  éstos 
y  aauéllos  es  más  estrecha  merced  á  la  conformidad  exac- 
ta de  la  necesidad  atendida  con  la  manera  de  reme- 
diarla. 

5.°  El  Estado^  órgano  del  poder  social. — El  ejercicio  de 
ese  poder,  bajo  los  diferentes  aspectos  y  denominaciones 
que  luego  veremos,  debe  confiarse  á  un  organismo  espe- 
cial colocado  en  condiciones  á  propósito  para  que  llegan- 
do^  hasta  él  directa  é  íntegramente  las  aspiraciones  socia- 
les lo  emplee  en  realizarlas,  y  además  pueda  también 
promover  por  sí  mismo  cuanto  sea  beneficioso  á  la  so- 
ciedad. Mas  tales  condiciones  son  precisamente  las  que 
determinan  la  noción  del  Estado,  porque  bajo  otro  punto 
de  vista  contempladas  constituyen  los  elementos  de  su 
formación  histórica  y  de  su  existencia  actual. 

6.®  Fines  del  Estado, — La  esfera  de  acción  del  Estado 
bajo  los  dos  aspectos  A^  poder  y  representante  de  los  inte- 
reses colectivos  de  la  sociedad  esta  determinada  por  el  fin 
social.  En  efecto,  si  la  sociedad  existe  para  bien  de  los  in- 
dividuos, como  medio  necesario  de  su  desarrollo,  ni  el 
poder  deberá  ir  más  allá  de  lo  que  exige  la  conservación 
del  concierto  social,  ni  en  nombre  de  los  intereses  socia- 
les puede  desconocerse  y  ser  atropellado  el  derecho  par- 
ticular cuya  síntesis  es  precisamente  la  libertad  en  el 
desenvolvimiento  de  la  personalidad  humana  bajo  los  tres 
conceptos  de  ser  sensible,  inteligente  y  libre. 

7.°  Diferencias  entre  la  sociedad  y  el  Estado. — El  error  de 
confundir  la  sociedad  con  el  Estado  ha  sido  y  es  el  origen 
de  los  más  descabellados  sistemas  y  causa  ae  intranqui- 
lidad, y  no  pocas  veces  de  trastornos  materiales  en  las 
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naciones,  é  importa  por  lo  mismo  indicar  las  diferencias 
que  separan  una  y  otra  entidad. 

(a)  Por  su  origen. — Por  lo  que  hace  á  su  origen  fácil- 
mente se  advierte  que  si  la  sociedad  proviene  de  una  ten- 
dencia fundamental  de  la  naturaleza  humana,  el  Estado 
debe  su  formación  á  exigencias  de  la  organización  de 
aquélla,  luego  la  sociedad  es  causa  del  Estado. 

(b)  Par  sus  fines. — En  cuanto  á  'la  índole  y  extensión 
de  sus  respectivos  fines  y  esferas  de  acción,  al  paso  aue 
la  sociedad  abarca  la  totalidad  del  destino  individual  Au- 
fnano,  y  el  empleo  para  realizarlo  de  todos  los  medios  socia- 
les antes  definidos,  el  Estado  no  tiene  otra  misión  que 
la  de  favorecer  el  cumplimiento  de  ese  destiqo,  conside- 
rado bajo  el  aspecto  colectivo,  de  una  parte  impidiendo 
los  atentados  contra  el  orden  social  en  la  esfera  pública 
y  en  la  privada,  es  decir,  ya  se  refieran  al  orden  de  las 
relaciones  de  la  colectividad  con  los  individuos,  ya  al  de 
las  de  éstos  entre  sí,  y  de  otra  cuidando  de  cuanto  á  la 
sociedad  como  tal  interesa,  y  fomentando  el  desarrollo  de 
la  fortuna  común. 

Esto  sentado,  es  evidente  que  pedir  al  Estado  aquello 
que  sólo  en  la  sociedad  debe  buscarse,  no  es  menos  ab- 
surdo que  atribuir  al  corazón  las  funciones  de  los  demás 
órganos  de  la  economía  animal. 

8.**  Determinación  de  la  competencia  del  Estado  conforme  á 
la  razón. — Señalados  los  fines  del  Estado,  su  esfera  de  ac- 
ción, tanto  en  concepto  de  poder  y  cuanto  en  el  de  repre-- 
seTtiartíe  y  gestor  de  los  intereses  colectivos  de  la  sociedad, 
determínase  por  la  misma  índole  y  alcance  de  aquéllos. 

En  efecto,  si  la  sociedad  existe  para  bien  de  los  indivi- 
duos como  medio  necesario  de  su  desarrollo,  ni  el  poder 
deberá  ir  más  allá  de  lo  que  exige  el  concierto  social,  ni 
en  nombre  de  los  intereses  sociales  puede  desconocerse 

}r  ser  atropellado  el  derecho  particular,  cuya  síntesis  es 
a  libertad  en  el  desenvolvimiento  de  la  persona  humana 
bajo  el  triple  aspecto  de  ser  sensible,  inteligente  y  libre. 
9.**  Objetos  de  la  acción  del  Estado.— Con  arreglo  á  lo 
que  llevamos  expuesto,  el  Estado  puede  considerarse 
como  Ja  personalidad  de  la  sociedad,  y  puesto  que  ésta  tie- 
ne, según  queda  indicado,  una  especie  de  individualidad, 
si  así  puede  decirse,  que  la  distingue  de  los  miembros  que 
la  forman  y  en  tal  concepto  disfruta  de  una  vida  propia 
para  cuya  conservación  ha  menester  de  medios  análogos. 
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á  veces  iguales  á  los  que  sin  contradicción  emplean  los 
particulares  para  sostener  la  suya,  el  Estado,  como  encar- 
nación de  esa  vida,  tendrá  derechos,  será  susceptible  de 
contraer  obligaciones,  disfrutará  para  sus  necesidades  de 
un  cúmulo  de  objetos  bajo  el  nombre  de  caudal,  haber, 
patrimonio  ó  cualquiera  otro;  en  una  palabra,  obtendrá 
una  esfera  jurídica  peculiar  proporcionada  en  su  amplitud 
y  naturaleza  á  la  importancia  é  índole  de  los  fines  que  ha 
de  realizar:  así  como  el  individuo,  la  persona  ú  hombre, 
tiene  derecho  incontestable  á  conservar  su  existencia,  á 
mejorar  las  condiciones  de  su  desarrollo  y  en  resumen  á 
vivir  procurando  el  cumplimiento  de  su  destino,  sin  otro 
límite  ni  cor,tapisa  Justa  que  el  respeto  á  la  integridad  del 
derecho  ajeno,  asi  también  el  Estado,  personalidad  de 
orden  superior  que  en  sí  encierra  como  en  espíritu  las  as- 
piraciones sociales  y  cuyo  cuerpo  ó  elemento  externo  for- 
man las  instituciones  y  organismos  destinados  á  satisfa- 
cerlas, fuerza  es  que  tenga  derecho  á  conservar  lo  que  es 
su  vida,  á  realizar  lo  que  constituye  su  fin;  de  donde  se 
deduce  que  cuanto  la  conservación  de  la  sociedad  exige,  6 
al  más  completo  desarrollo  de  sus  intereses  conduce,  tan^ 
to  es  lícito  hacer  al  Estado,  sin  otra  limitación  que  el 
justo  respeto  á  los  derechos  naturales  del  hombre. 

La  extensión  de  estos  derechos  determínase  de  un  mo- 
do racional,  si  se  considera  que,  siendo  ieuales  en  natu- 
raleza los  hombres,  iguales  serán  los  derechos,  y  por 
consiguiente,  los  de  cada  uno  estarán  limitados  por  los  de 
los  demás,  tanto  en  particular  como  en  general,  es  decir, 
lo  mismo  en  el  sentido  de  los  derechos  privados  que  en  el 
de  los  derechos  del  Estado.  Este  deslinde  teórico,  por  más 
exacto  que  sea,  no  evitaría  las  extralimitaciones  egoístas 
apoyadas  por  la  fuerza;  y  para  precaverlas,  y  en  su  caso 
corregirlas,  necesario  es  señalar  límites  positivos,  demar- 
cación que  efectúan  las  Constituciones  de  los  pueblos  al 
declarar  los  derechos  fundamentales  cuyo  ejercicio  ga- 
rantiza el  Estado. 

10.  Punciones  del  Estado. — Ahora  bien;  si  éste  puede 
reputarse  como  un  ser  vivo,  y  orgánico  por  consiguien- 
te, puesto  que  tiene  una  forma  propia  y  una  existencia 
3ue  se  manifiesta  en  actos  encaminados  a  la  consecución 
el  fin,  conforme  á  su  naturaleza,  con  exactitud  igual  es 
lícito,  siguiendo  la  comparación,  denominar /wndtwte^  del 
Estado  a  aquellos  modos  de  su  actividad  dirigidos  á  sa- 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTRATIVO  27 

tisfacer  las  necesidades  que  siente,  las  cuales  acabamos 
de  indicar  y  pueden  divicfirse  en  dos  grupos,  ó  sean  las 
destinadas  á  la  conservación  del  ser  Estado  y  las  que 
tienen  por  objeto  sus  relaciones  con  otras  entidades. 

11.  Clasificación  teórica  de  esas  funciones. — En  el  primer 
ffrupo  figuran  las  que  atañen  á  la  libre  determinación  de 
la  forma  y  ejercicio  de  los  poderes  públicos,  á  la  defensa 
del  territorio  é  intereses  nacionales  y  á  la  conservación 
del  orden  social,  á  la  gestión  y  administración  de  la  for- 
tuna pública.  En  el  segundo  las  que  se  refieren  no  sólo 
á  las  relaciones  de  un  Estado  con  otros  Estados,  sino  á 
las  de  cada  uno  con  las  diversas  entidades  que,  dentro  do 
la  misma  sociedad  á  que  él  pertenece  persiguen  fines  es- 
peciales, como  la  religión,  la  industria,  etc.  Esta  clasifi- 
cación, aun  en  el  supuesto  de  una  perfecta  organización 
social  que  contara  con  los  organismos  destinados  á  rea- 
lizar separadamente  aquellos  especiales  fines,  dejando  al 
Estado  tan  sólo  el  de  la  aplicación  del  derecho,  no  impli- 
caría nunca  la  absoluta  independencia  entre  las  funciones 
citadas.  Y  es  que  lo  mismo  que  en  los  seres  naturales 
tienen  todas  las  que  ejercen  conexiones  mutuas,  las  del 
Estado  se  enlazan  entre  sí,  y  afectarán  siempre  también  á 
las  demás  sociales  aunque  tengan  centros  propios  ciue  las 
satisfagan,  pues  prescindiendo  de  la  relación  constante 
del  Estado  con  estos  centros  bajo  el  punto  de  vista  jurídi- 
co, basta  que  unos  y  otros  sean  organismos  de  un  mismo 
sor  para  que  sus  movimientos,  actos  y  funciones  se  influ- 
yan recíprocamente,  cuando  por  acción  directa  é  inmedia- 
ta, ya  de  un  modo  reflejo  é  indirecto.  Infiérese  de  aquí  que 
sea  cualquiera  el  grado  de  perfeccionamiento  (jue  se  ima- ' 

fpne  alcanzado  por  una  sociedad  política,  jamas,  v.  g.,  la 
unción  del  Estado  referente  á  la  conservación  del  orden 
{mblico  dejará  de  afectar  á  la  prosperidad  de  la  industria, 
as  bellas  artes,  etc.,  y  viceversa;  nunca  el  mayor  ó  me- 
nor desarrollo  de  estos  ramos  será  indiferente  al  bien  del 
Estado. 

12.  Extensión  que  enla práctica  alcanzan. — En  la  actuali- 
dad no  hay  sociedad  ninguna  que  haya  logrado  organi- 
zarse conforme  al  ideal  citado,  y  de  aquí  que  en  todas  el 
Estado  atienda  á  cuanto  reviste  carácter  de  interés  públi- 
co ó  colectivo  de  la  sociedad,  si  bien  hay  que  reconocer 
que  así  como  en  algunos  por  efecto  del  carácter  de  la  mul- 
titud ó  por  otras  causas  de  que  no  tenemos  por  qué  ocu- 
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parnos,  la  intervención  del  Estado  alcanza  grandísima  ex- 
tensión,  en  otras  donde  los  ciudadanos  poseen  condicio- 
nes de  viril  iniciativa,  hállase  restringida  á  mucho  menor 
círculo  de  actividad,  y  las  asociaciones  especiales  sólo  acu- 
den á  reclamarla  en  casos  extremos,  en  los  cuales,  ó  se 
mezclan  cuestiones  de  índole  internacional,  ó  no  basta  la 
fuerza  y  recursos  de  una  clase  social  para  promover  los 
intereses  de  que  se  ocupa. 

13.  Remmen. — La  misión  del  Estado  no  se  limita  ni 
podrá  nunca  limitarse,  al  papel  á  que  quieren  reducirle 
algunos  publicistas  y  filósofos.  Además  de  la  aplicación 
del  derecho,  aue  es  en  efecto  una  necesidad  de  todas  las 
sociedades  políticas,  los  pueblos  y  naciones  han  menes- 
ter también  que  el  poder  social  cuide  de  conservar,  de 
fomentar  y  mejorar  todo  lo  que  no  siendo  de  exclusivo 
interés  de  una  clase,  si  no  relativo  á  la  comunidad  entera, 
quedaría  desatendiao  si  una  institución  encargada  de  ha- 
cerlo en  beneficio  general  no  existiera.  Esta  institución 
es  el  Estado,  cuyo  origen  se  encuentra  en  la  naturaleza 
misma  de  la  sociedad,  que  es  inconcebible  sin  un  centro 
de  fuerza,  de  poder  y  tutela  que  vele  por  el  mantenimien- 
to de  las  relaciones  ae  los  miembros  conforme  al  derecho, 
-administrando  justicia,  y  como  encargado  de  proporcio- 
nar los  medios  para  la  realización  de  los  fines  sociales  sea 
el  gestor  de  la  fortuna  pública  del  patrimonio  común,  y  de 
cuanto,  revistiendo  carácter  de  generalidad,  sea  venta- 
joso al  conjunto. 

Por  consiguiente*  las  funciones  fundamentales  del  Es- 
tado pueden  refundirse  todas  en  las  dos  mencionadas  á 
saber:  la  realización  ó  aplicación  del  derecho  á  todas  las 
relaciones  que  forman  la  trama  social,  desde  la  ley  que 
las  regula  hasta  el  más  pequeño  de  los  medios  de  ejecu- 
tarla: la  tutela  de  los  intereses  públicos,  sin  otro  límite 
que  el  del  derecho  individual,  en  virtud  de  la  cual  le 
incumbe  fomentarlos  y  desarrollarlos  ya  corresponda  á 
la  clase  de  los  morales  ó  ya  á  la  de  los  materiales.  Y  esta 
tutela,  como  antes  apuntamos,  había  de  ser  tanto  más  ex- 
tensa y  eficaz  cuanto  menor  sea  la  iniciativa  individual 
para  organizarse  en  asociaciones  que  independiente- 
mente procuren  cumplir  por  sí,  aunque  bajo  la  inspec- 
ción del  Estado,  los  fines  sociales  susceptibles  de  ser 
atendidos  por  ellas,  v.  g.,  la  beneficencia,  la  instruc- 
ción, etc. 
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CAPÍTULO  VI. 

DEL  DERECHO,  SU  ORIGEN  Y  CONCEPTO. 

1.*  DetermÍDación  del  derecho.— 2.**  Su  origeD .—3.^  Diferencias  entre  el  derecho 

y  la  m^ral.— 4.*  Sujeto  del  derecho.— 5.**  Objeto.— 6.**  Personalidad  jaridica.— 

7.*  Fin  del  derecho. 

1  .**  Determinación  del  derecho. — Realizar  el  bien  es  la  ley 
de  todo  ser,  puesto  que  para  cumplir  el  plan  divino  existen . 
Entre  los  seres  sensibles  sólo  el  hombre  es  capaz  de  al- 
canzar por  qué  y  para  qué  vive.  Elevándose  á  la  concep- 
ción del  deber  moral  por  la  razón,  halla  en  él  la  ley  de  su 
actividad  y  el  regulador  de  todas  sus  relaciones;  hacer  el 
bien,  he  aquí  la  norma  de  su  vida.  Por  eso,  cuando  re- 
unido con  sus  semejantes  forma  la  sociedad  es  para  buscar 
en  ella  el  medio  de  cumplir  aquel  precepto  respecto  á  sí 
mismo  y  á  los  demás  hombres. 

Pero  en  la  esfera  social  y  humana  el  bien  sin  perder 
su  carácter  íntimo  y  esencial,  sin  dejar  de  ser  siempre 
la  conformidad  de  un  objeto  con  la  naturaleza  de  la  enti- 
dad á  que  se  refiere  toma  formas  diferentes. 

De  único,  absoluto,  infinito  é  inmutable,  que  es  en  las 
elevadas  regiones  de  la  moral,  aparece  vario,  relativo, 
limitado  y  mudable  cuando  atañe  á  la  existencia  terrena. 

La  moralidad,  como  facultad  del  hombre  ciue  le  indica 
la  bondad  ó  malicia  de  las  acciones  con  relación  al  fin 
supremo  para  que  está  determinado,  tiene  por  órgano  la 
conciencia,  es  en  suma  una  ley  del  espíritu  cuya  sancióa 
está  más  allá  de  la  vida,  y  aun  cuando  sea  indudable  que 
dirigiéndose  á  la  voluntad  por  la  intención  pura  y  desin- 
teresada de  hacer  el  bien,  realizaría  en  la  sociedad  el  or- 
den perfecto  si  todos  los  individuos  de  una  misma  é  idén- 
tica manera  la  comprendieran  y  ejecutasen  sus  manda- 
tos, desde  el  momento  en  que  pueden  ser  éstos  torcida- 
mente interpretados,  y  en  que  el  hombre  abusando  del 
don  de  la  libertad  puede  desobedecerlos,  no  basta  para 
establecer  y  conservar  la  coordinación  de  las  actividades 
individuales  en  las  constantes  y  mutuas  conexiones  que 
entre  sí  y  con  la  sociedad  tienen. 

Es,  por  lo  tanto,  necesario  que  haya  un  principio  de 
organización  social,  una  fuerj^a  reguladora  capaz  de  ar- 
monizar todos  los  impulsos,  todos  los  desarrollos  y  fines 
individuales  de  tal  manera  que  proporcione  á  cada  aso- 
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ciado  seguridades  para  su  propio  y  personal  desenvolvi- 
miento en  todas  las  esferas  de  la  humana  actividad,  dan- 
do eficacia  externa  á  los  preceptos  morales  que  deben 
regir  la  vida  de  relación  entre  los  hombres. 
De  esto  se  sigue  que  el  principio  ó  fuería  que  nos  ocu- 
a  como  necesario  para  la  vida  numana  debe  existir  don- 
e  quiera  que  hay  nombres;  como  llamado  á  armonizar 
las  relaciones  entre  seres  racionales,  libres  y  sensibles, 
ha  de  ser  conforme  á  la  razón,  dependiente  de  la  volun- 
tad en  su  realización  y  coactivo,  o  dotado  de  la  facultad 
de  compeler  materialmente  á  su  observancia;  finalmente, 
como  medio  de  seguridad  para  el  desarrollo  individual, 
deberá  abarcar  todas  las  fases  de  la  personalidad,  y  con- 
sagrar su  inviolabilidad. 

Ahora  bien,  siempre  y  en  todas  partes  los  hombres 
han  tenido  y  tienen  la  idea  de  ese  principio,  la  que  per- 
ciben y  desenvuelven  en  la  aplicación  con  arreglo  al  ma- 
yor ó  menor  grado  de  cultura  que  alcanzan.  Jamás  en  pue- 
blo alguno  han  faltado  palabras  para  expresar  las  nocio- 
nes de  lo  justo  y  lo  injusto,  derivadas  no  de  convenciones 
por  otra  parte  imposioles,  sino  de  las  más  puras  inspira- 
ciones del  sentido  íntimo,  y  allí  donde  el  sentimiento  ge- 
neral encuentra  un  centro  de  convergencia  respecto  á  la 
bondad  ó  malipia  de  los  actos  externos,  allí  surge  siempre 
un  precepto  regulador  de  la  conducta  de  todos  que  se  ca- 
lifica de  recta,  es  decir,  de  conforme  con  lo  que  debe  ser 
para  bien  del  hombre  y  de  la  sociedad,  cuando  á  aquél  se 
ajusta;  y  al  contrario,  cuando  de  él  se  separa. 

A  esa  fuerza,  á  ese  principio  superior,  universal  y  ne- 
cesario de  organización  de  las  relaciones  humanas  es  á 
lo  que  llamamos  derecho;  porque  como  hemos  dicho, 
constituye  la  pauta  á  que  los  hombres  deben  someter  las 
manifesíiaciones  exteriores  de  su  actividad  para  obrar 
rectamente  respecto  á  sí  mismos  y  á  loa  demás. 

2.''  Oriffen  del  derecho, — El  derecho  no  sólo  nace  ó  se 
origina  de  la  moral,  sino  que  es  en  cierta  medida,  la  exte- 
riorización  y  aplicación  ala  vida  social  de  sus  preceptos 
concernientes  a  las  relaciones  del  hombre  consigo  mismo 
y  con  sus  semejantes.  Si  fiíera,  según  pretenden  algunos 
ilustres  autores,  un  principio  aparte  exclusivamente  des- 
tinado á  proporcionar  á  cada  individuo  las  condiciones 
dependientes  de  la  voluntad  humana,  aunque  necesarias 
para  la  realización  del  bien  en  los  aiversos  aspectos  en 
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aue  lo  abarca  el  fin  racional  del  hombre  y  de  la  socie- 
ad,  ó  lo  que  es  equivalente,  el  medio  ó  instrumento  para 
colocar  á  los  individuos  en  circunstancias  á  proposito 
para  desarrollarse  sin  obstáculos  provinientes  ele  los 
otros  hombres,  el  derecho  tendría  un  carácter  negativo, 
sería  una  fuerza  para  impedir  los  ítctos  nocivos  al  inUeris 
ajeiiOy  é  inhábil  fuera  de  esos  límites,  y  nada  autorizaría 
la  persecución  y  castigo  de  aquellos  que,  como  el  juego, 
no  dañan  sino  al  que  los  ejecuta,  llegando  hasta  ser  para 
la  sociedad  y  sus  poderes  indiferentes  los  atentados  con- 
tra la  propia  existencia. 

3/  Diferencias  entre  la  moral  y  el  derecho. — El  derecho  no 
se  diferencia  de  la  moral  en  la  esencia,  sino  en  la  exten- 
sión y  en  la  forma  de  actuar  sobre  el  hombre. 

Comprende  aauélla  todas  las  acciones  internas  y  exter- 
nas, porque  toao  acto  es  uno  desde  la  intención  hasta 
el  hecho,  mientras  que  el  segundo  abraza  tan  sólo  los 
resultados  materiales  y  los  califica  por  la  intención  que 
revelan.  La  una  actúa  sobre  el  espíritu,  en  lo  íntimo  de 
la  conciencia;  el  otro  dirígese  á  la  voluntad  por  el  apre- 
mio material. 

Verdad  es  que  no  todo  lo  que  la  moral  prohibe  ó  man- 
da es  ilícito  ú  obligatorio  en  la  esfera  jurídica;  pero  esto 
no  constituye  una  diferencia  entre  el  derecho  y  la  moral; 
es  en  suma  el  efecto  de  la  deficiencia  de  los  medios  de  que 
disponen  las  sociedades  para  compeler  ó  impedir  la  eje- 
cución de  algunos  actos. 

Y  esto  es  tan  cierto,  aue  el  carácter  variaUt  y  progresivo 
del  derecho  positivo  débese  principalmente  a  la  mayor 
exactitud  con  que  los  pueblos  perciben  y  aprecian,  según 
su  ^rado  de  cultura,  el  deber  moral,  j Quién  dudará  deque 
sena  el  colmo  de  la  perfección  social  aquel  estado  en  que 
fuera  posible  evitar  la  mentira,  la  ingratitud  y  otros  se- 
mejantes vicios,  contra  los  cuales  es  impotente  la  ley 
humana? 

4."*  Sujeto  del  tfer^cAo.— Derivado  de  tan  puro  y  elevado 
manantial,  el  derecho  es  un  principio  universal,  inmuta- 
ble y  necesario,  porque  procede  de  Dios,  autor  de  la  na^ 
turaleza  de  los  seres;  pero  en  su  aplicación  y  desarrollo 
aparece  limitado,  variable  y  contingente,  porque  es  lá 
obra  del  hombre,  y  á  su  bien  personal,  concebido  como 
conjunto  de  bienes  limitados  y  mudables,  se  dirige.  Por 
eso  también  el  único  sujeto  del  derecho  es  el  hombre. 
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puesto  que  en  toda  la  naturaleza  sensible  no  hay  otro 
susceptible  de  relaciones  morales.  Los  animales  irracio- 
nales y  con  mayor  motivo  los  otros  seres  á  ellos  inferio- 
res, carecen  de  participación  activa  en  el  derecho  que  no 
son  capaces  de  conocer,  y  sólo  una  tendencia  más  gene- 
rosa que  razonable  qijiere  concederles  cierta  esfera  jurí- 
dica activa;  absurdo  visible  que  sólo  puede  disculpar  el 
propósito  de  dulcificar  las  costumbres  evitando  el  inne- 
cesario maltrato  de  las  bestias  y  de  inducir  por  modo  in- 
directo al  cuidado  y  conservación  de  cosas  útiles. 

5.*"  Objeto. — Fuera  del  hombre,  todo  cuanto  en  el  mun- 
do vive  y  subsiste,  .constituye  el  objeto  en  que  recae  la 
acción  del  derecho  si  puede  ser  sometido  al  poder  de 
aquél. 

Esta  distinción  de  sujeto  y  objeto  exprésala  el  derecho 
llamando  al  "^viva^vo  persona  y  al  segundo  cosa. 

6.''  Personalidad  juridica. — De  aquí  procede  que  en  el 
lenguaje  jurídico  se  reputa  y  tiene  ^or  persona,  no  sólo  á 
la  natural  ú  hombre,  sino  también  á  las  colectividades  ó 
entidades  que  en  su  funcionamiento  se  muestran  como 
un  solo  ser  moral,  á  las  que  por  esto  se  denominan  jt?er- 
sonas  Jurídicas  ó  morales  como  el  Estado,  las  provincias, 
los  .pueblos,  establecimientos  públicos,  empresas,  com- 
pañías, sociedades,  etc.,  y  se  atribuye  el  concepto  de  cosa 
además  de  los  objetos  materiales  útiles  al  hombre  y  sus- 
ceptibles de  apropiación,  á  toda  relación  entre  las  perso- 
nas ó  las  cosas  que  tenga  aquel  carácter  de  utilidad;  ta- 
les son  las  obligaciones,  servidumbres,  etc. 

7.*"  Fin  del  derecho. — ÍEl  derecho,  por  lo  tanto,  abarca 
bajo  uno  y  otro  de  estos  conceptos  cuanto  comprende  la 
vida  humana  ó  para  ella  es  necesario  ó  útil,  como  que 

{)recisamente  su  fin  consiste  en  arreglar  armónicamente 
as  relaciones  de  los  hombres  entre  si,  para  el  disfrute  de 
los  bienes  materiales,  por  donde  se  ve  que  no  solamente 
es  principio  orgánico  ó  de  organización,  sino  también  y 
consiguientemente  de  perfeccionamiento  individual  y  so- 
cial. 
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CAPÍTULO  VII. 

CONTINUACIÓN  DEL  DERECHO. 

1.**  Idea  de  las  diverja  o?-íaelas.— 2.**  D  isarrollo  de!  principio  de  derecho  en  la 
antigüedad. — 3.°  inflaenoia  del  cristianismo.— 4.**  £dad  inedia. — 5.°  Origen  d«i 
las  escuelas  modernas. — 5.°  Ksoaela  naturalista  6  del  pacto  social. — ^7.**  Escue- 
la utilitaria.— 8."  líscuela  histórica. — 9."  Escuela  de  teológica. — 10.  Escuela 

filosófica. 

1 .°  Ideíi  de  las  diversas  escuelas. — La  idea  del  derecho, 
aunque  percibida  por  el  hombre  desde  el  principio  de  to- 
da sociedad,  porque  ninguna  sin  él  puede  existir,  como 
correspondiente  al*  orden  de  las  llamadas  racionales,  ha 
seguido  una  marcha  progresiva,  ascendente,  adquiriendo 
mas  claridad  á  medida  que  la  razón  humana  ha  ido  des- 
arrollándose á  través  de  los  siglos. 

2.^  Desarrollo  del  principio  del  derecho  en  la  antiaüedad, 
— Confundida  en  las  primitivas  sociedades  orientales  con 
la  moral  y  la  religión,  aparece  alternando  con  ellas  en 
los  libros  sagrados.  Moisés,  Confucio,  Manú,  Kermes,  al 
mismo  tiempo  que  establecieron  dogmas,  reglas  morales, 
ritos  y  ceremonias  del  culto,  consignaron  preceptos  re- 
guladores de  la  vida  política  y  civil. 

Destinada  la  Grecia  á  servir  de  medianera  entre  el 
Oriente  y  el  Occidente,  apropiándose  y  trasformando  la 
civilización  de  aquél  para  comunicarla  más  tarde  á  los 
demás  pueblos  europeos,  aunque  no  prescinde  entera- 
mente de  la  influencia  directa  é  inmediata  de  la  divini- 
dad en  la  creación  del  derecho,  que  en  ocasiones  emana 
del  oráculo,  separa  esa  función  de  la  religión  para  atri- 
biürla  al  Estado  erigido  en  ái'bitro  de  la  vida;  concepto 
que  no  alcanzaron  á  destruir  las  ideas  de  Pitágoras,  Pla- 
tón, Aristóteles  y  otros  filósofos  que  buscan  la  justicia  en 
la  conformidad  ae  los  actos  con  lo  debido  al  hombre  para 
realizar  el  bien  según  la  condición  de  cada  uuq. 

Por  más  aue  en  Roma  algunos  ritos  relacionados  con 
la  reunión  de  los  Comicios  recuerden  que  el  derecho  en 
su  origen  marchaba  unido  á  la  religión  y  sea  considera- 
do en  su  origen  y  desarrollo  como  producto  del  poder 
público,  adquiere  ya  un  carácter  más  humano  y  perso- 
nal, si  bien  su  acción  queda  limitada  á  los  ciudadanos 
que  en  los  Comicios  curiados  concurren  á  formarlo. 

El  principio,  la  idea  de  que  emana  es  la  fuerza  repre- 
sentada en  la  lanza,  instrumento  de  conquista,  revistien-* 
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do  en  consecuencia  las  rudas  fórmulas  y  el  severo  carác- 
ter que  distinguen  la  antigua  legislación  romana. 

La  igualdad,  no  de  los  nombres,  sino  de  los  ciudada- 
nos, debátese  por  largo  tiempo  en  las  luchas  de  la  plebe 
con  el  patriciado,  y  cuando  por  fin  triunfa,  la  victoria 
concluye  por  extender  sus  beneficios,  templando  el  rigor 
del  derecho  estricto  con  las  disposiciones  del  jus  honor 
arivMy  inspirado  en  más  elevadas  fuentes. 

En  los  últimos  años  de  la  República  el  concepto  del 
derecho  había  progresado  tanto,  que  Cicerón,  inspirado 
en  las  máximas  estoicas,  lo  reputa  resultado  de  la  recta 
razón,  y  más  adelante  Séneca  llega  hasta  poner  en  duda 
la  justicia  de  la  esclavitud. 

Pero  los  adelantos  de  la  ciencia  jurídica  rápidamente 
reseñados  hasta  aquí,  apenas  si  alcanzaban  á  influir  dé*- 
bilmente  en  lo  esencial,  limitándose  á  dulcificar  y  sím- 

f)lificar  el  procedimiento.  Faltaba  á  las  ideas  una  base 
ija  un  apoyo  incontrovertible  y  una  autoridad  superior 
á  las  simples  opiniones  de  filósofos  y  juristas  para  hallar 
eco  en  las  inteligencias  y  en  los  corazones. 

3.*  Influencia  del  cristianismo. — El  cristianismo  fué  el 
que,  enalteciendo  al  hombre  al  revelarle  su  dignidad,  co- 
mo hijo  de  Dios;  la  unidad  de  su  origen;  la  identidad  de 
naturaleza  y  destino;  proclamando  la  fraternidad  de  todos 
los  hombres,  en  medio  de  una  sociedad  fundada  sobre  la 
diferencia  de  las  razas  y  de  las  condiciones;  estableciendo 
entre  ellos  la  solidaridad  por  el  amor,  por  la  caridad,  di- 
sipó todas  las  prevenciones,  ahuyentó  los  errores  que  os- 
curecían la  razón  humana,  y  llevó  á  cabo,  con  la  verdad 
en  las  palabras  y  el  sacrificio  en  las  obras,  la  más  pacífica 
y  santa  revolución.  La  Doctrina  evagélica  restableciendo 
en  el  individuo  la  armonía  entre  el  espíritu  y  la  materia, 
introdujo  en  la  sociedad  un  nuevo  y  eficacísimo  elemento 
de  unión,  y  al  mostrar  á  cada  hombre  el  camino  que  con- 
duce á  la  suprema  felicidad,  allanóle  en  la  tierra  el  del 
bienestar. 

La  influencia  del  cristianismo  en  el  derecho  no  se  li- 
mitó á  la  esfera  de  los  creyentes.  Desde  su  aparición  in- 
filtró sus  máximas  morales  en  el  corazón  del  paganismo; 
hecho  que  aparece  claro,  indudable,  con  sólo  recorrer  la 
•  historia  de  las  instituciones  jurídicas  y  de  las  escuelas 
filosóficas,  y  recaba  para  aquella  doctrina  progresos  y 
conquistas  malamente  atribuidas  á  éstas  por  no  tener  en 
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cuenta  las  modificaciones  que  en  las  esferas  de  la  razón 
y  del  sentimiento  determinó  la  palabra  de  Cristo. 

Desde  esta  época  la  ciencia  del  derecho  marcha  con 
entera  seguridad  á  su  perfeccionamiento,  apoyada  de  una 
parte  en  el  exacto  conocimiento  de  la  naturaleza  huma- 
na, y  desenvolviendo  por  otra  sus  principios  paralela- 
mente á  los  de  una  moral  purísima. 

Los  apologistas  de  la  Iglesia,  al  defenderla  contra  las 
calumnias  y  las  persecuciones,  y  los  Santos  Padres  al 
desarrollar  el  sentido  de  sus  preceptos  molíales,  exponen 
y  determinan  las  ideas  del  derecho  y  de  la  justicia  como 
derivaciones  de  la  voluntad  divina,  que  en  la  esfera  so- 
cial deben  realizarse  por  la  ley. 

4.**  Edad  Media.— Abí  esclarecida  en  lo  fundamental, 
desarróUanse  durante  la  Edad  Media  y  en  este  período 
de  guerras  continuas  y  de  continuos  trastornos  en  que 
parece  que  la  fuerza  material  debía  ser  el  único  elemen- 
to predominante,  la  voz  del  derecho  se  hace  oir  procla- 
mando principios  y  máximas  de  eterna  verdad,  que  hoy, 
revestidos  de  fórmulas  menos  enérgicas,  por  ser  difusas 
y  oscuras,  sirven  de  base  á  escuelas  y  sistemas  nuevos. 

Nuestros  venerandos  é  inmortales  Códigos  son  de  esto 
una  demostración  acabada.  Lo  mismo  el  Fuero  Juzgo 
que  las  Partidas  señalan  con  exactitud  y  precisión  no 
aventajadas  después,  los  caracteres  absolutos  y  relativos 
que  la  ley  debe  tener  para  ser  justa,  y  al  hacerlo  revelan 

3ue  el  legislador  tenía  una  idea  clarísima  y  elevada  del 
erecho  como  principio  objetivo  en  que  aquélla  debe  bus- 
car su  norma. 

5."  Orinen  de  las  escuelas  7nodernas.—^o  es,  pues,  cierto 
que  se  deba  á  la  influencia  del  protestantismo,  como  al- 
gunos sostienen,  el  conocimiento  más  exacto,  la  noción 
más  clara  del  derecho  bajo  nin^n  aspecto.  Es  verdad 
que  desde  la  rebelión  luterana  el  espíritu  llamado  Be  li- 
bre examen,  consistente  en  la  negación  de  toda  autori- 
dad y  de  tocia  fe,  dejó  abandonaoa  á  la  razón  individual 
lo  mismo  la  moral  que  el  dogma,  y  el  derecho  que  la 
moral;  pero  esto  no  fué  una  emancipación,  no  devolvió 
á  la  inteligencia  humana  la  libertad  que  nadie  le  había 
quitado,  su  verdadera  consecuencia  consistió  en  susti- 
tuir al  adelanto  obtenido  por  el  estudio  y  la  meditación 
el  vértigo  de  continuas  disputas.  , 

Erigida  la  razón  individual  en  arbitro  supremo  de  la 
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moral  que  hasta  entonces  había  servido  de  base  al  dere- 
cho, fué  preciso  buscar  para  éste,  como  más  inmediata- 
mente necesario  para  la  conservación  del  orden  social, 
xm  principio  superior  que  pusiera  á  salvo  la  universali- 
dad y  la  legitimidad  de  su  acción,  preservándole  de  los 
continuos  cambios  y  trastornos  que  en  la  esfera  religiosa 
ocasionaba  el  protestantismo,  y  que  además  se  prestase 
á  un  desarrollo  independiente  de  todo  dogma. 

6.**  Esciiela  naturalüta  ó  del  pacto  social. — He  aquí  por 
qué  Hugo  van  Groot  ó  Grocio  (1583-1645),  guiado  por  el 
propósito  de  justificar  el  derecho  existente  explicando  su 
origen,  imaginó  su  teoría  según  la  que  la  sociedad  y  el 
derecho  nacieron  del  pacto  que  los  nombres,  primitiva- 
mente separados,  celebraron  para  aunar  y  defeiKler  sus 
intereses  recíprocos,  á  lo  que  les  condujo  el  instinto  des^ 
interesado  de  sociabilidad  común  á  todos  ellos. 

Casi  al  mismo  tiempo  (1588-1680),  el  inglés  Tomás 
Hobbes,  partiendo  de  una  concepción  materialista  de  la 
naturaleza  humana,  y  persuadido  de  que  la  perversa  con- 
dición  del  hombre,  ser  egoísta,  violento  y  codicioso,  ha- 
cía imposible  la  existencia  social  si  una  autoridad  despó- 
tica y  rigorosa,  no  ponía  por  la  fuerza  material  coto  á 
los  excesos  individuales,  supuso  que  la  sociedad  prove- 
nía también  de  un  pacto  á  que  les  impulsó  la  mira  intere-- 
9ada  de  evitar  el  completo  exterminio  de  la  especie.  Por 
esto  preconizó  como  la  única  salvadora  forma  del  Es- 
tado el  despotismo  de  un  Rey  que  fuera  Pontífice,  Juez 
y  Capitán,  y  como  fuente  del  aerecho  la  utilidad,  mensvr- 
ram  juris  esse  utilitatem. 

Trató  de  armonizar  ambas  teorías  Samuel  Pufíendorf 
(1631-1694),  estableciendo  la  sociedad  y  el  derecho  sobre 
un  instinto  interesado  de  sociabilidad;  pero  la  gloria  de 
haber  hecho  de  la  doctrina  del  pacto  social  un  sistema  que 
se  difundió  rápidamente  y  contribuyó  á  la  realización  de 
radicales  camoios  en  las  constituciones  de  los  pueblos 
europeos,  alcanzóla  Juan  J.  Rousseau  (1712-1788),  lite- 
rato y  filósofo  francés. 

Inspirado  en  los  principios  expuestos  por  Locke  (Juan) 
(1632-1704)  y  popularizados  en  Francia  por  el  Abate  Es- 
teban Bonnot  de  Condillac  (1715-1780),  aunque  con  ma- 
yor tendencia  sensualista  que  la  del  filósofo  inglés;  Rous- 
iSeau,  merced  al  atractivo  de  un  estilo  en  que  el  fuego  de 
la  pasión  se  armoniza  con  la  sencillez  de  las  descripcio- 
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nes  y  la  aparente  ingenuidad  de  los  sentimientos,  des- 
arrolló en  un  cuadro  completo  y  seductor  el  plan  de  una 
organización  social  mediante  la  que  los  hombres,  iguales 
en  todo,  llenos  de  natural  bondad  y  candor,  volverían  á 
gozar  la  dicha  en  (|ue  vivían  antes  de  que  la  sociedad  y 
8US  progresos  establecieran  la  desigualdad  de  las  condi- 
ciones, y  la  opresión  de  unas  clases  sobre  otras  surgida 
de  esa  desigualdad.  Así,  pues,  la  sociedad  y  el  derecho 
son  y  deben  ser  el  producto  de  las  voluntades  de  los  indi- 
viduos condensadas  en  una  voluntad  general  que  no  es 
la  de  todoSy  sino  la  diferencia  entre  ella  y  la  suma  de  la 
de  los  más  y  la  de  los  menos,  ó  más  claramente,  la  de  la 
mitad  más  uno,  sin  ninguna  exclusión,  porque  todos 
son  absolutamente  iguales  como  hombres  y  como  ciuda- 
danos. 

Si  la  doctrina  del  estado  natural  del  hombre  anterior  á 
la  sociedad,  y  del  pacto  que  decidió  la  existencia  de  ésta, 
se  apoyó  siempre,  desde  Grocio  á  Rousseau,  en  una 
ficción  tan  inverosímil  como,  al  parecer,  inocente;  el  últi- 
mo dedujo  de  ella  con  poderosa  dialéctica  mezclada  de 
delicadas  sutilezas,  consecuencia  que  muy  pronto  destru- 

Íreron  la  organización  social  de  su  patria,  y  llevaron  á 
os  demás  países  ideas  y  procedimientos,  perpetuo  ger- 
men de  trastornos.  Allí,  donde  las  muchedumbres  apren- 
dieron aue  no  hay  más  felicidad  que  la  sensual  cuyo  lo- 
fro  puede  alcanzarse  mediante  una  organización  adecuada 
e  la  sociedad  que  depende  tan  sólo  de  su  voluntad  so- 
berana arreglar  sin  más  (jue  quererlo  la  mitad  más  uno 
de  los  ciudadanos,  surgió  una  insaciable  sed  de  refor- 
mas y  cambios  correspondiente  al  odio  contra  los  pode- 
res públicos  reputados  responsables  del  malestar  de  los 
pueblos. 

Aunque  ya  al  hablar  del  Estado  apuntamos  el  error 
fundamental  del  sistema  que  nos  ocupa,  no  será  ocioso 
añadir  aquí  que  los  corolarios  más  nocivos  en  punto  al 

gobierno  de  los  pueblos,  fueron  consecuencia  de  confun- 
ir  dos  conceptos  totalmente  diferentes  ó  sean  la  igualdad 
natural  ó  esencial  de  los  hombres  y  con  la  igualdad  política  ba- 
sada en  la  igualdad  social.  Cierto  es  que  los  hombres  en 
cuanto  tales  son  iguales,  más  en  cuanto  individuos  son  di-- 
ferenteSy  y  la  sociedad  no  es  una  suma  de  unidades  hu- 
manas, si  es  b'cito  decirlo  así,  sino  un  producto»  cuyos 
factores  ó  miembros  tienen  valores  distintos.  Un  necio  y 
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un  hombre  de  superior  inteligencia,  aunque  perfecta- 
mente iguales  en  naturaleza^  no  lo  son  bajo  el  punto  de 
vista  de  las  aptitudes,  y  por  lo  tanto,  en  los  resultados  so- 
ciales, ó  lo  que  es  lo  mismo,  en  la  magnitud  de  los  valo- 
res relativos  de  ambos. 

Contra  las  hipótesis  aventuradas  y  las  conclusiones 
trastornadoras,  ideadas  y  deducidas  por  una  filosofía 
sensualista,  levantóse  la  escuela  funaada  por  Manuel 
Kant  (1724-1804),  cuva  doctrina  extremada  por  Juan 
Teófilo  Fichte  (1762-1814),  pasó  de  un  racionalismo  sul>- 
jetivo,  basado  en  el  poder  de  la  razón  práctica,  á  un 
idealismo  también  subjetivo,  que  muy  pronto  el  mismo 
sabio  profesor  de  Jena  y  Berlín  trasformó,  colocando  el 
yo  absoluto,  ó  Dios,  en  lugar  del  yo  individual,  para  de- 
ducir de  él  la  universalidad  de  las  existencias  y  de  sus 
relaciones. 

Con  arreglo  á  la  doctrina  kantiana,  el  hombre  halla  en 
su  espíritu  por  medio  de  la  razón  un  mandato  supremo 
que  le  preceptúa  hacer  el  bien  por  el  bien  mismo.  Este 
imperativo  categórico  de  la  conciencia  exige  que  el  hombre 
determine  sus  actos  libremente,  para  lo  cual,  no  sólo  es 

{)reciso  que  la  voluntad  sea  libre  en  el  sujeto  ó  que  exista 
a  libertad  moral  como  consecuencia  de  la  sujeción  de  las 
pasiones,  sino  que  también  se  asegure  la  libertad  en  las 
manifestaciones  exteriores  de  la  actividad  humana,  obli- 
gando á  todos  á  respetar  la  de  cada  uno,  valiéndose,  caso 
necesario,  de  la  fuerza  para  conseguirlo.  De  aquí,  que  si 
la  ley  moral  basta  para  lo  primero,  lo  segundo  requiere 
un  poder,  una  fuerza  que  compela  á  la  observancia  de 
esa  obligación,  y  esto  es  lo  que  constituye  el  derecho  y 
determina  el  fin  del  Estado. 

Conforme  á  esta  teoría,  el  derecho  concíbese  en  un 
sentido  negativo  el  álterumnon  ladere  de  los  romanos, 

{)orque  consiste  sólo  en  prohibir  que  se  limite  la  mani- 
éstación  externa  de  la  actividad:  se  erige  en  fuente  ori- 
ginaria del  derecho  la  razón  individual,  y  como  conse- 
cuencia la  igualdad  absoluta  de  los  derechos,  toda  vez 
que  no  cabe  admitir  como  tales  sino  los  inherentes  á  la 
personalidad. 

No  obstante,  estos  y  otros  errores  á  que  conduce  la 
doctrina  del  célebre  Rector  de  Koenisberg,  estableció  una 
unión  innegable  en  el  principio  de  que  proceden  el  dere- 
cho y  la  moral,  y  purificó  ésta  apartándola  de  la  concep- 
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ción  más  ó  menos  materialista  de  la  escuela  sensualista 
para  elevarla  á  precepto  racional. 

7.**  Escuela  utilitaria. — La  máxima  de  Hobbes  aue, 
como  antes  se  dijo,  reducía  el  deredio  á  la  utilidad, 
encontró  en  Jeremías  Bentham,  ilustre  jurisconsulto  in- 
glés Í1747-1832),  quien  sobre  ella  levantase  un  sistema 
completo.  Dotado  de  poderosa  inteligencia,  vasta  y  sólida 
instrucción,  dialéctica  inflexible  y  eminente  sentido  prác- 
tico, Bentham,  enemigo  de  supuestos  insostenibles  y  de 
vagos  idealismos,  comprendió  que  era  preciso  asentar  el 
derecho  sobre  algo  que  no  tuviera  la  fragilidad  del  pacto 
social,  ni  la  variable  condición  del  racionalismo  subjetivo; 
algo,  en  una  palabra,  que  fuera  común,  universal  y  per- 
manente en  la  humanidad,  y  creyó  que  esa  idea,  ese 
principio,  consistía  en  el  bien  individual,  egoísta,  es  decir, 
en  la  utilidad  que  reporta  de  las  acciones  aquel  que  las 
ejecuta.  Y  hasta  tal  punto  llevó  las  consecuencias  de  este 
principio  que,  sin  embargo  de  mostrarse  en  sus  obras 
adversario  implacable  de  la  mentira,  funda  la  necesidad 
de  ser  veraz  en  la  utilidad  que  de  serlo  resulta  por  la 
confianza  y  crédito  que  se  adquiere. 

Bentham  no  dejó  de  advertir  las  objeciones  de  que  era 
susceptible  su  sistema,  y  trató  de  prevenirlas,  primero, 
impugnando  la  ineficacia  de  los  anteriormente  ideados, 
y  estableciendo  después  una  especie  de  tabla  comparati- 
va de  los  placeres,  según  su  intensidad,  duración,  segu- 
ridad, etc.,  teniendo  en  cuenta  las  condiciones  persona- 
les que  más  ó  menos  directamente  pueden  influir  en  la 
manera  con  que  cada  individuo  experimenta  sus  efectos. 

Aparte  los  beneficios  prácticos  é  inmediatos  que  la 
ciencia  jurídica  en  sus  diversos  ramos  debe  á  los  trabajos 
de  tan  ilustre  y  docto  jurisconsulto,  le  prestó  indirecta- 
mente el  de  haberla  advertido  la  errada  senda  que  seguían 
sus  estudios  buscando  en  hipótesis  y  abstracciones  el  fun- 
damento de  las  reglas  á  que  es  preciso  que  los  hombres 
se  atengan  en  sus  relaciones  sociales;  y  decimos  indirec- 
tamente, porque  aun  cuando  Bentham,  queriendo  derivar 
el  derecho  de  un  principio  fijo,  inalterable,  objetivo,  se 
equivocó  tomando  por  tal  la  utilidad^  cuando  nada  hay 
más  relativo,  variable  é  individual;  su  error  sirvió  para 
que  otros,  apartándose  de  ese  camino  conocidamente  in 
adecuado  para  llegar  á  la  solución  del  problema,  y  reco- 
nociendo, no  obstante,  que  la  tendencia  á  buscarla  en  el 
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examen  de  la  humana  naturaleza  era  lo  que  podía  con- 
ducirles al  fin  deseado,  profundizaran  su  estudio,  y  por 
medio  del  análisis  de  las  leyes  que  rigen  al  hombre,  y 
habida  consideración  del  fin  para  que  conforme  á  ellas 
está  determinado,  encontrasen  base  más  racional  para 
el  derecho. 

Pero  antes  de  ocuparnos  de  la  escuela  filosófica  con- 
viene apuntar,  con  la  sobriedad  que  nos  hemos  propues- 
to, alguna  noticia  de  las  llamadas  histórica  y  teológica, 
ya  que  la  antes  citada  procura  fundar  sus  doctrinas  en 
una  síntesis  armónica  de  lo  que  las  demás  tienen  de 
verdad. 

8."*  Escuela  histórica. — En  la  existencia  y  desarrollo  de 
esta  escuela  distínguense  dos  épocas. 

En  la  primera  que  alcanza  hasta  el  tiempo  de  Cuyas 
(Jacobo,  1520-1590)  célebre  jurisconsulto  francés,  á  quien 
se  debe  el  impulso  dado  al  estudio  del  derecho  romano 
que  después  secundaron  ilustres  profesores  alemanes,  el 
origen  del  derecho  hállase  en  las  disposiciones  del  legis- 
lador, y  por  lo  tanto,  para  lograr  una  noción  exacta  de 
aquél  basta  interpretar  la  voluntad  de  éste,  aclarar  los 
puntos  oscuros,  conciliar  los  que  contengan  contradic- 
ción y  suplir  los  vacíos  de  la  ley,  tomando  por  guía  y  cri- 
terio las  circunstancias  históricas  en  que  se  promulgó. 

Algunos  dan  á  esta  fase  de  la  escuela  histórica  los  noxnr 
hv^^ae  pragmática  por  el  fundamento  de  su  doctrina,  exe^ 
gética  por  el  método,  reducido  á  la  interpretación,  y  es-- 
céptica  porque  dista  tanto  del  dogmatismo  sensualista 
como  de  las  especulaciones  racionalistas. 

En  la  seguncla  época  iniciada  por  los  sabios  trabajos  de 
Savigny  (Federico-Carlos,  1779-1861)  Gustavo  Hugo, 
Naubold  MarezoU,  Warnkonig  y  otros,  la  escuela  histó- 
rica ya  no  se  limita  á  buscar  la  creación  del  derecho  en 
la  legislación  positiva,  sino  que  lo  concibe  como  un  pro- 
ducto del  desarrollo  progresivo  de  los  pueblos,  informa- 
do por  el  elemento  poUtico,  mediante  el  cual  concurren  á 
su  elaboración  las  costumbres,  tradiciones,  artes,  cien- 
cias, en  una  palabra,  todos  los  otros  elementos  de  lá  vida 
social,  y  el  elemento  técnico  que  le  organiza  y  da  forma  de- 
terminada. 

Al  parecer  difiere  la  escuela  propiamente  histórica  de 
\z,  pragmática^  puesto  que  ésta  atribuye  á  la  voluntad  del 
legislador  lo  que  la  otra  estima  creación  del  pueblo;  pero 
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en  el  fondo  ambas  convienen  en  un  criterio  igual  redu- 
cido á  erigir  en  origen  del  derecho  la  voluntad  de  los  pue- 
blos, que  para  una  se  manifiesta  como  precepto  emanado 
del  supremo  imperante  conforme  con  el  estado  histórico 
de  aquéllos  en  un  momento  dado,  y  para  la  otra- se  reve- 
la espontáneamente  á  semejanza  del  lenguaje. 

Mas  ya  se  consideren  manifestaciones  sucesivas  de  un 
principio,  ó  se  las  repute  escuelas  distintas,  ambas  ye- 
rran en  un  mismo  punto  al  confundir  el  derecho  con  sus 
formas,  atribuyendo  á  la  expresión  variable  de  la  idea,  el 
concepto  fundamental  y  permanente  que  sólo  á  ésta  per- 
tenece, de  donde  resulta  el  absurdo  ae  consagrar  como 
justo  cualquier  estado  jurídico  no  más  que  por  el  hecho 
de  existir,  es  decir,  la  justificación  de  los  hechos  consu- 
mados que,  con  razón,  echa  Bluntschli  en  cara  á  esta 
escuela. 

9.*  Escuda  teológica, — Cuando  los  horrorosos  excesos 
á  que  la  revolución  francesa  se  vio  arrastrada  por  una 
filosofía  atea,  pusieron  de  manifiesto  la  ineficacia  de  los 
sistemas  sensualista^  abstracto  é  histórico  que  más  ó  menos 
directamente  reconocían  por  fuente  suprema  del  derecho 
la  voluntad  humana  para  fundar  sobre  ellos  la  organiza- 
ción social  y  las  relaciones  de  los  hombres,  algunos  pu- 
blicistas, filósofos  y  jurisconsultos,  animados  del  gene- 
roso deseo  de  salvar  á  la  sociedad  de  aquel  naufragio  de 
todas  las  creencias,  levantaron  contra  la  tiranía  del  nú- 
mero y  de  la  fuerza  una  doctrina  nueva  basada  en  la  fe 
religiosa. 

Los  primeros  que  iniciaron  esta  dirección  de  los  estu- 
dios jurídicos  fueron  el  Conde  de  Maistre,  filósofo  y  pu- 
blicista sardo  (1753-1821),  el  jurisconsulto  francés  Bonald 
(Luis,  Vizconde  de,  (1754-1840),  siguiendo  luego  por  la 
misma  senda  otros  no  menos  ilustres  escritores  como 
Haller,  MuUerest  entre  los  católicos,  y  Stahl  y  otros  entre 
los  protestantes.  En  cierto  modo  podrían  referirse  á  esta 
misma  escuela,  por  la  tendencia  ae  sus  sistemas,  Pichte, 
Hegel  y.  sus  discípulos,  porque  tanto  el  idealismo  del  pri- 
mero, como  el  panteísmo  del  segundo,  colocan  el  dere- 
cho entre  las  manifestaciones  del  absoluto  en  el  yo  y  fuera 
de  él. 

Sin  embargo,  la  verdadera  escuela  teológica  sólo  debe 
considerarse  formada  por  los  que  ya  partiendo  del  cato- 
licismo y  de  la  autoridad  ó  bien  inspirándose  en  las  ideas 
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protestantes,  consideran  el  derecho  y  el  Estado  como 
consecuencia  del  pecado  original,  que  rompiendo  la  ar- 
monía de  las  facultades  del  hombre  le  trajo  á  una  situa- 
ción de  rebeldía  interna  y  externa  de  aquellas  en  el  indi- 
viduo y  en  la  especie.  Para  contrarrestar  y  corregir  ese 
desequilibrio  producido  por  el  imperio  de  las  pasiones 
necesítase  un  poder  exterior  armado  de  la  fuerza,  y  de 
aquí  el  Estado  y  el  derecho,  que  deben  ajustarse  en  la  for- 
ma del  primero  y  en  la  deducción  del  segundo  á  la  volun- 
tad divina  revelada  en  los  libros  santos  del  cristianismo. 
De  este  modo  la  escuela  teológica,  al  confundir  la  reli- 

fión  con  el  derecho,  la  Iglesia  y  el  Estado,  el  pecado  y  el 
elito,  conduce  forzosamente  al  despotismo  teocrático, 
10.  Escuela  filosófica. — Las  escuelas  precedentemente 
reseñadas  incurrieron  en  errores  provinientes  del  crite- 
rio exclusivo  aplicado  por  cada  una  á  la  investigación  del 
origen  del  derecho.  Si  la  abstracta,  despreciando  los  da- 
tos de  la  experiencia,  lo  encontraba  en  el  raciocinio,  la 
histórica  á  su  vez,  prescindiendo  de  la  reflexión,  erigía 
en  ciencia  el  producto  espontáneo  del  desarrollo  social, 
al  paso  que  la  teológica  opuesta  á  las  otras  dos,  no  veía 
otro  manantial  de  derecho  que  la  revelación,  envolvien- 
do en  el  mismo  anatema  la  razón  humana  y  la  historia. 
En  todas,  sin  embargo,  existía  una  parte  de  verdad.  Ar- 
monizar ese  fondo  común  de  exactitud,  reunir  y  enlazar 
orgánicamente  las  verdades  que  mezcladas  con  errores 
contenían,  constituía  una  empresa  tan  generosa  y  digna 
de  alabanza  y  aplauso,  cuanto  difícil  y  expuesta  á  las  crí- 
ticas apasionadlas  de  los  anteriores  sistemas. 

El  primer  impulso  para  aplicar  á  la  investigación  del 
origen  del  derecho  un  método  verdaderamente  filosófico, 
basado  en  la  observación  de  los  hechos  y  en  la  racional 
deducción  de  las  leyes  que  rigen  la  vida  humana  individual 
y  socialmente  considerada,  debióse  á  los  trabajos  de  Leib- 
nitz  y  de  Bacon;  pero  las  sabias  indicaciones  de  esas  dos 
poderosas  inteligencias  permanecieron,  como  germen  fe- 
cundo, olvidadas  en  la  lucha  de  las  teorías  que  se  dispu- 
taron durante  el  siglo  último  y  el  primer  tercio  del  actual 
la  primacía  en  el  campo  filosófico-jurídico. 

Los  sistemas  filosóficos  de  Scheling  y  de  Hegel  que  ad- 
quirieron gran  boga  y  predicamento  estaban  muy  lejos  de 
corresponder  á  las  condiciones  de  método  propuestas  por 
aquellos  ilustres  autores. 
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El  nebuloso  é  incomprensible  absoluto  de  donde  Sche- 
ling  por  desarrollos  y  manifestaciones,  cambios  y  evolu- 
ciones, aspira  á  sacar  todas  las  existencias  mediante  ac- 
tos que  dividen  sin  separar,  y  juntan  sin  producir  unión, 
constituía  en  suma  un  panteísmo  sin  Dios  ni  materia, 
que  en  cuanto  al  derecho  consagraba  á  un  tiemi)o  el  idea- 
lismo de  la  doctrina  abstracta  y  el  fatalismo  de  la  histó- 
rica. Y  que  así  es,  pruébalo  la  hegeliana  (cuyo  fondo  pro- 
cede de  la  de  Schelm^)  según  la  cual  el  Ser  absoluto  (Dios) 
idea  que  no  se  conocía  en  si,  sale  de  si  para  contemplarse 
y  por  sucesivas  manifestaciones  llega  á  adquirir  la  con- 
ciencia de  si  mismo  y  de  su  identidad  en  lo  ideal  y  lo 
real.  En  este  sistema  Impersonalidad  humana,  constituida 
por  la  oposición  entre  la  limitación  del  hombre  y  el  infi- 
nito absoluto  de  donde  procede,  es  el  mal,  el  pecado  que 
sólo  puede  destruirse  por  la  absorción  del  yo  individual 
y  contingente  en  el  yo  infinito  y  absoluto ,  por  donde 
siendo  el  Estado  una  manifestación  del  desarrollo  objeti- 
vo de  Dios,  el  bien  y  la  perfección  de  los  individuos  con- 
siste en  ser  absorbidos  por  aquél  en  cuyo  seno  se  funden 
en  una  voluntad  general  la  individualidad  y  la  libertad 
de  todos  ellos,  sobre  los  cuales  tiene  una  potestad  tan  su- 
prema como  incontestable. 

Penetrado  de  la  imposibilidad  de  llegar  á  una  satisfac- 
toria solución  del  pronlema  jurídico-íuosófico  por  el  ca- 
mino de  las  hipótesis,  ni  el  de  la  explicación  arbitraria  de 
los  hechos,  Krausse,  (C.  C.  Federico-i78i-1832)  aspiró  á 
conciliar  en  un  sistema  completo,  cuanto  creyó  digno  de 
ser  conservado  de  los  precedentes. 

Analizando  las  tendencias  ingénitas  del  hombre,  halló 
que  entre  los  racionales  ocupa  la  idea  del  derecho  un  lu- 
ffar.  La  justicia  humana  según  esta  doctrina,  es  una  par- 
fe  del  orden  divino  que  se  realiza  libremente  por  los  se- 
res racionales,  como  condición  sintética  ó  conjunto  or- 
gánico de  las  condiciones  necesarias  para  el  cumplimien- 
to de  los  fines  conformes  á  su  naturaleza. 

A  la  escuela  filosófica,  aunque  con  tendencias  más  ó 
menos  teológicas,  pertenecen  también  las  doctrinas  que 
acerca  del  oerecno  y  del  Estado  han  expuesto  en  sus 
obras  otros  autores  como  Taparelli,  Primó,  etc.,  que  aun 
cuando  parten  en  sus  deducciones  de  la  naturaleza  hu- 
mana y  cuidan  de  distinguir  el  derecho  en  la  moral,  se 
inclinan  en  las  teorías  especiales  á  considerarlo  bajo  un 
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punto  de  vista  demasiado  circunscrito  con  relación  á 
su  dependencia  de  la  última. 

CAPÍTULO  VIII. 

CONTINUACIÓN  DEL  DERECHO,  DEFINICIONES  Y  DIVISIONES. 

1.®  Diversas  defíaioiones.  —2.®  División  del  derecho  por  su  oriícen.— 3.°  División 
del  derecho  positivo. — 4.**  División  del  derecho  púbfioo. — 5.®  División  del  dere- 
cho público  interior  en  constitucional  y  administrativo. — 6.'*  Sujetos  del  dere- 
cho administrativo,  (a)  El  Establo,  (b)  La  Provincia,  (c]  £1  Municipio,  (d)  Los 
establecimientos  públicos. 

1  .^  Diversas  definiciones. — Si  el  derecho  ha  sido  siempre 
reconocido  como  principio  necesario  de  coordinación  so- 
cial, no  por  eso  dejan  de  ser  muy  diversas  las  definiciones 
que  de  él  han  hecho  los  filósofos,  escritores  y  iuriscohsul- 
tos,  según  las  escuelas  á  que  pertenecen.  En  las  de  aque- 
llos que  reconocen  su  objetividad  existe  un  fondo  común 
desde  la  de  Celso  que  lo  llamó  ars  honi  et  equi^  hasta 
Krausse  para  quien  es  el  «conjunto  de  las  condiciones  in- 
ternas y  externas,  dependientes  de  la  voluntad  y  necesa- 
rias para  el  desarrollo  y  el  cumplimiento  del  fin  indivi- 
dual, racional  y  social  del  hombre  y  de  la  humanidad.» 
— Por  lo  que  hace  á  los  partidarios  de  escuelas  sujetivis- 
tas,  cada  uno  expresa  su  concepto  del  derecho  en  armo- 
nía con  el  origen  que  le  asigna,  así  para  Bentham  es  «la 
creación  de  la  ley»  y  para  Inchte  «una  voluntad  general.» 

En  medio  de  esta  diversidad,  y  partiendo  de  la  relación 
en  que  está  el  derecho  con  la  moral,  de  la  que  evidente- 
mente arranca  la  defición  de  Thomasius  parece  aproxi- 
marse más  que  otra  alguna  á  la  exactitud,  porque  si  con 
todo  rigor  no  puede  decirse  que  el  derecho  «consiste  eu 
»la  realización  de  los  deberes  externos  á  cuyo  cumpli- 
»miento  puede  ser  compelido  el  hombre  por  la  fuerza»  á 
nuestro  juicio  cabe  afirmar  aue  abraza  el  conjunto  de 
las  relaciones  externas  de  los  hombres  cuyo  cumplimien- 
to es  indispensable  para  la  vida  en  sociedad,  pudiendo 
ésta  en  su  virtud  exigirlo  de  todos  y  cada  uno  de  sus 
miembros. 

2.®  División  del  derecho  por  su  origen. — Cualquiera  que 
sea  el  concepto  del  derecho  es  inseparable  de  su  idea  la 
de  coacción  externa  por  una  parte,  la  de  ser  regla  cono- 
cida por  otra,  porque  á  la  conciencia  humana  repugna 
admitir  (|ue  pueda  existir  un  deber  no  conocido. 
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De  aquí  procede  la  primera  división  del  derecho  en  na-- 
turaly  que  es  el  de  que  hemos  tratado  hasta  ahora,  y  en 
positivo  ó  que  consta  expresamente  establecido. 

3.**  División  del  derecho  positivo, — Prescindiendo  de  otras 
subdivisiones  de  ambos,  importa  á  nuestro  objeto  apun- 
tar nue  el  derecho  positivo  comprende  el  humano,  ó  sea  el 
que  los  hombres  formulan,  y  dentro  de  él  existen  el  dere- 
cho público  compuesto  de  las  reglas  que  presiden  á  la  or- 
ganización y  régimen  de  las  naciones  y  á  sus  relaciones, 
sea  con  los  ciuoadanos  ó  de  ellas  entre  sí,  y  el  derecho  pri- 
vado ó  colección  de  los  preceptos  que  tiene  por  objeto 
arreglar  las  relaciones  cíe  los  particulares. 

El  derecho  positivo  hmnano,  ó  consta  expresado  en  re- 
glas escritas,  ó  nace  de  los  usos  y  costumbres.  En  el  pri- 
mer caso  se  llama  escrito,  y  co9isuetudinario  en  el  segundo. 

Hay  quien  mirando  el  derecho,  no  como  principio  ema- 
nado de  la  naturaleza  humana,  sino  como  pura  creación 
del  legislador,  señala  origen  diferente  al  derecho  público 
que  al  privado,  y  afirma  que  el  de  aquél  es  el  interés  social, 
mientras  que  ei  último  se  funda  en  la  equidad  natural; 
pero  tal  opinión  es  errónea. 

El  derecho  es  siempre  principio  único  y  ordenador  de 
la  vida  externa  de  los  hombres  reunidos  en  sociedad.  El 
de  ésta  y  el  de  sus  miembros  tienen  origen  idéntico,  na- 
cen de  un  mismo  raudal,  que  al  difundirse  en  las  rela- 
ciones de  los  seres  morales  experimenta  modificaciones 
en  la/orma  mas  no  en  la  esencia,  según  la  naturaleza  y  fin 
de  aquéllos.  La  variabilidad  del  derecho  público  y  la  fijeza 
del  privado  no  son  consecuenciade  ese  carácter  diferencial 
que  no  existe,  provienen  únicamente  de  que  mientras  el 
hombre  es  un  ser  cuyas  facultades  y  fuerzas,  ó  sean  los 
medios  para  cumplir  el  fin,  han  sido  dispuestos^  conforme 
á  un  plan  uniforme  que  no  le  es  dado  alterar  sino  en  ac- 
cidentes insignificantes  de  aplicación,  la  sociedad,  por  el 
contrario,  organizase  en  la  forma  que  el  hombre  estima 
meior  para  llegar  á  conseguir  el  destino  individual  y  so- 
cial, debiendo  siempre  servir  de  fondo  á  la  vida  y  des- 
arrollo de  ambos  la  naturaleza  humana.  Esta  y  no  otra 
68  la  razón  por  que  el  derecho  público  es  mudable  y  vario 
según  las  circunstancias,  y  el  privado,  por  el  contrario, 
tiende  cada  vez  más  á  la  uniformidad  y  á  la  fijeza,  y  que 
mientras  éste  se  presta  á  ser  codificaao,  reviste  el  otro 
cuantas  tentativas  se  han  hecho  en  este  sentido. 
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4/  División  del  derecAo púilico. —DigimoB  ya  que  el  de- 
recho público  se  refiere  sfl  régimen  de  una  nación  y  á  las 
relaciones  del  Estado  con  los  particulars  ó  con  otras  na- 
ciones, y  de  aquí  toma  orieen  su  división  en  derecho  jtní- 
ilico  interior  y  derecho  piloíico  exterior  6  inte^^naciondl. 

5.®  División  dd  Derecho  público  interior  en  constitucional 
y  administrativo. — El  derecho  público  interior  compre;ide 
el  constitucional  y  el  administrativo. 

La  Constitución  de  un  pueblo,  en  efecto,  sea  escrita  co- 
mo la  nuestra,  ó  consuetudinaria  como  la  inglesa,  en  la 
mayor  parte  de  las  instituciones  que  consagra,  tiene  por 
objeto  esencial  la  organización  del  poder  público  en  los 
distintos  instrumentos  por  cuyo  medio  se  ejerce,  y  la  de- 
terminación y  señalamiento  de  los  derechos  y  francjui- 
cias  de  los  ciudadanos,  para  asegurarles  su  ejercicio 
contra  los  abusos  de  las  Autoridades,  al  paso  que  el  de- 
recho administrativo  se  refiere  al  desenvolvimiento  y 
aplicación  de  los  principios  establecidos  en  la  Constitu- 
ción respecto  á  las  relaciones  de  los  ciudadanos  con  el 
Estado,  y  fija  la  competencia  y  arregla  la  acción  de  la 
Administración  central  y  de  fas  Administraciones  lo- 
cales. 

6.**  Sujetos  del  derecho  administrativo. — El  sujeto  del  de- 
recho administrativo  es  siempre  la  sociedad  civil  ó  polí- 
tica con  más  ó  menos  extensión  realizada  y  representada 
en  el  Estado,  la  Provincia  y  el  Municipio.  A  estos  tres  su- 
jetos deben  añadirse  los  establecimientos  públicos  que 
aun  cuando  no  constituyen  una  sociedad  por  sí,  llenan  en 
cierto  modo  su  representación  como  organismos  encar- 
gados de  llenar  una  de  las  funciones  de  aquélla. 

Estos  cuatro  sujetos  del  derecho  administrativo  tienen 
cada  uno«u  carácter  especial. 

(a)  M  Estado. — El  Estado  es  en  tiempo  normal  el  re- 
presentante de  la  Nación  en  cuyo  nombre  obra.  En  tiem- 
po de  revolución,  cuando  las  masas  populares  exaltadas 
£or  pasiones  religiosas  ó  políticas  manifiestan  una  volun- 
id  unánime  dirigiéndose  á  un  fin  que  realiza  por  la  fuer- 
za, la  Nación  aparece  decidiendo  y  obrando  por  sí  misma; 
pero  el  concierto  de  ideas  y  procedimientos  engendrado 
por  el  entusiasmo  revolucionario  es  efímero,  sobrevienen 
entonces  las  diferencias,  la  Nación  desaparece  en  medio 
de  las  facciones  y  se  hace  necesario  volver  á  dejar  al  Es- 
tado su  lugar. 
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(b)  La  Provincia.— Lsl  Nación  es  una  y  uno  el  Estado; 
pero  dentro  de  ella  existen  regiones  separadas  por  límites 
naturales  y  diferencias  de  producción,  suelo,  etc.,  ó  sim- 
plemente por  líneas  imaginarias  trazadas  por  la  ley.  Mas 
en  uno  y  otro  caso  esas  comarcas  forman  pequeñas  so- 
ciedades que  tienen  medios  y  fin  propios,  aunque  enlaza- 
dos y  subordinados  al  del  Estado,  y  es  justo  que  cada  una 
de  ellas  disfrute  de  una  esfera  de  acción  también  propia 
y  libre  á  condición  de  que  no  rompa  la  unidad  nacional. 

(c)  M  Munidpic. — El  Municipio,  tercer  sujeto  del  de^ 
recho  administrativo,  es  una  verdadera  y  natural  socie- 
dad, formada  por  la  agregación  de  familias  á  quienes 
unen  relaciones  morales  y  materiales  limitadas,  en  cuan- 
to al  espacio,  al  pequefio  territorio  que  en  común  habitan 
y  aprovechan. 

dada  una  de  estas  asociaciones  tiene  intereses  aue  no 
confundiéndose  con  los  de  la  provincia,  ni  cojí  los  del  Es- 
tado, les  dan  derecho  á  una  personalidad  civil  y  adminis- 
trativa. 

(d)  Los  establedmimtos  públicos. — De  los  establecimientos 
pwlicos,  cuarto  y  último  sujeto  del  derecho  que  nos  ocupa, 
ya  hemos  dicho  que  no  tienen  una  existencia  propia,  son 
más  bien  agencias  ó  sucursales  administrativas  creadas 
para  subvenir  al  cumplimiento  de  funciones  sociales, 
principalmente  á  las  de  instrucción  y  educación,  y  á  las 
de  socorros  materiales  á  pobres  y  desvalidos.  La  especie 
de  vida  separada  que  disfrutan  los  establecimientos  pú- 
blicos no  procede  ni  de  su  naturaleza,  que  consiste  en 
ser  creaciones  voluntarias,  ni  de  los  servicios  que  se  les 
encomiendan;  sino  de  que  el  legislador,  para  asegurar  la 
prestación  de  éstos,  quiso  separar  los  recursos  con  que 
están  dotados  de  los  del  Estado  para  evitar  que  fueran 
distraídos  para  otro  objeto  en  momentos  de  apuro  eco- 
nómico ó  de  crisis  política,  robusteciendo  y  afirmando 
esta  separación  dando  á  los  establecimientos  personalidad 
y  dotación  especiales. 
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CAPÍTULO  IX. 

DETERMINACIÓN  DBL  DERECHO  SOCIAL  Ó  DEL  ESTADO 
Y     DEL     INDIVIDUAL. 

1.°  Conceptos  de  los  derechos  indívidaal  y  social.— 2.**  Deberes  relatiyos  al  res- 
peto de  la  i)ersona.— 3.**  Deberes  de  auxilio  á  los  individuos,  (a)  En  el  orden  ma- 
terial, (h)  En  orden  al  espíritu.— 4.**  Deberes  de  los  individuos  con  relación  á  la 
sociedad.— 5.**  Determinación  de  la  esfera  propia  del  derecho  individual.— 
6."  Determinación  del  derecho  social  ó  del  Estado. 

1  .**  Conceptos  de  los  derechos  individual  y  social. — AI  defi- 
nir el  derecho  administrativo  digimos  que  es  la  rama 
del  derecho  público  interior  que  contiene  las  reglas  y 
preceptos  en  que  para  su  aplicación  se  desenvuelven  los 
principios  establecidos  en  la  Constitución  respecto  á  las 
relaciones  del  Estado  con  los  ciudadanos,  ó  mejor  dicho, 
con  los  particulares,  y  de  esto  se  infiere  que  aparte  de 
la  esfera  del  derecho  que  se  denomindi,  privada,  ios  indi- 
viduos de  una  sociedad  civil  disfrutan  de  otra  de  índole 
pública,  cuya  extensión  se  determina,  por  la  que  corres- 
ponde al  Estado;  y  toda  vez  que  éste  recibe  vida  de  la  so- 
ciedad en  nombre  de  la  cual  obra,  siendo  su  mandatario 
y  representante,  claro  es  que  los  dos  derechos  que  se  li- 
mitan son  el  iridividual  y  el  social.  Importa,  pues,  cono- 
cer cuál  es  la  índole  y  el  espacio  de  tales  derechos,  entre 
los  cuales  puede  existir  cierto  concurso,  mas  nunca  conflic- 
to verdadero  que  exija  la  destrucción  de  uno  para  que  el 
otro  exista,  poraue  implicaría  oposición  esencial,  incom- 
patibilidad absoluta,  al  menos  en  algún  caso. 

Suponer  que  la  sociedad  es  otra  cosa  que  el  medio  ne- 
cesario para  el  desarrollo  y  perfeccionamiento  del  hom- 
bre y  pensar  que  el  medió  para  la  vida  de  un  ser  sea  con- 
trario á  la  naturaleza  de  éste,  es  puramente  absurdo. 
Así,  pues,  la  sociedad  y  su  organización  deben  tener  por 
base  y  medida  la  naturaleza  humana. 

2.®  Deberes  sociales  relativos  al  respeto  de  la  persona. — 
Ahora  bien;  la  personalidad  que  el  hombre  recibe  del 
Creador,  impone  á  los  demás  hombres  deberes  en  lo  con- 
cerniente á  respetarle  como  tal  persona  en  su  dignidad  y 
en  su  honor,  estandoles  por  lo  mismo  vedado  cuanto  pue- 
da atentar  á  su  estimación  pública;  pero  dentro  de  la  con- 
dición de  persona  cada  hombre  se  manifiesta,  así  en  el 
desenvolvimiento  de  la  actividad  espiritual,  como  en  el 
de  la  material,  de  un  modo  peculiar  que  es  el  sello  de  su 
individualidad,  el  carácter  que  le  distingue  y  señala  entre 
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los  demás  hombres,  formando  á  su  alrededor  una  línea 
que  traza  el  círculo  íntimo  en  que  el  individuo  vive  apar- 
tado según  sus  aptitudes,  su  vocación  y  la  índole  de  sus 
facultades  afectivas.  Círculo  en  el  cual  nadie  tiene  de- 
recho á  penetrar  sin  su  consentimiento,  mientras  no  re- 
dunde en  perjuicio  ajeno  lesionando  algún  derecho.  Por 
consiguiente,  la  sociedad  formada  por  todos  los  miembros, 
bajo  ningún  pretexto  debe  franquear  los  límites  que  se- 
paran la  vida  pública  y  privada  de  los  asociados,  antes 
está  obligada  á  procurarles  para  ésta  una  completa  segu- 
ridad impidiendo  que  se  viole  el  domicilio,  santuario  de 
esa  vida;  la  correspondencia^  vehículo  á  quien  se  confían 
sus  secretos;  la  propiedady  cúmulo  de  medios  para  sos- 
tener la  existencia,  y  aue  pongan  obstáculos  al  libre  cur- 
so de  las  aptitudes  y  las  vocaciones  por  la  adopción  de 
medidas  que  dificulten  ó  prohiban  dedicarse  á  tal  pro- 
fesión, arte  ú  oficio.  Examinados  estos  deberes  sociales 
desde  el  punto  de  vista  del  individuo,  dan  lugar  para  és- 
te á  los  derechos  correspondientes. 

3.^  ídem -de  auxilio  á  los  üidividuos. — Pero  la  sociedad 
no  está  destinada  á  ser  un  mero  guardián  que  cele  y  vi- 
gile porque  no  se  menoscaben  esos  derechos;  su  misión 
es  también  de  ayuda:  no  le  basta  impedir  lo  que  contra- 
ría, sino  que  debe  hacer  cuanto  conduce  al  desarrollo 
del  hombre  y  al  cumplimiento  de  su  destino,  proporcio- 
nando las  condiciones  en  que  se  efectúe  física  y  espiri- 
tualmente. 

(a)  En  el  orden  material, — En  el  orden  material  el  hom- 
bre no  puede  existir,  conservarse  y  desarrollarse  sin  sa- 
tisfacer las  necesidades  orgánicas  con  el  alimento,  el  ves- 
tido y  la  habitación;  sin  luchar  continuamente  contra  las 
influencias  aue  atacan  la,^  vida,  y  cuando  es  im[)otente  la 
actividad  individual  para  lograr  estos  elementos  de  exis- 
tencia, deber  es  de  la  sociedad  j)rocurárselos.  De  aquí 
derivan  los  deberes  sociales  relativos  á  la  beneficencia,  á 
la  higiene  y  á  la  salubridad  públicas  y  al  derecho  de  trabar- 
jar  que  está  muy  lejos  de  ser  lo  que  se  llama  por  las  es- 
cuelas y  partidos  socialistas  y  comunistas  derecho  al  tra- 
bajo. 

Este  supone  en  la  sociedad  la  obligación  de  proporcio- 
nar á  sus  miembros  tarea  en  que  ocuparse,  según  las  ap- 
titudes de  cada  uno,  y  los  útiles  y  medios  para  ejecutar- 
la ;  aquél  consagra  una  consecuencia  del  derecho  i  existir; 
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y  mientras  la  imposibilidad  á^  su  realización  demuestra  lo 
absurdo  del  primero,  prueba  la  justicia  del  último  el  ori- 
gen de  donde  nace.  Dentro  del  íin  de  protección  y  defen- 
sa de  sus  individuos,  la  sociedad  está  obligada  á  procurar 
que  la  dignidad  personal  no  sea  ultrajada  sirviendo  las 

Eersonasde  objeto  para  inmorales  especulaciones.  Incúm- 
ele  para  esto  prohibir  que  se  empleen  en  trabajos  supe- 
riores á  su  edad  y  resistencia;  regular  las  horas  de  Ira- 
bajo  en  las  fábricas  y  talleres,  y  vigilar  poraue  éstos 
reúnan  las  necesarias  condiciones  de  salubridaa. 

El  cuerpo  del  hombre,  como  cosa  que  éste  no  crea  ni 
adquiere  por  el  empleo  de  su  actividad,  sino  que  lo  recibe 
de  la  voluntad  omnipotente,  no  es  objeto  de  derecho  para 
él  ni  para  la  sociedad.  Ambos  están  obligados,  por  el 
contrario,  á  cuidar  de  que  no  pierda  su  integridad,  ni 
sufra  alteraciones  su  funcionamiento,  en  cuanto  de  la 
voluntad  de  ellos  dependa;  principio  que  condena  desde 
la  más  pequeña  lesión  innecesaria  hasta  el  suicidio,  que 
en  ningún  caso  admite  la  moral  ni  puede  aceptar  el  de- 
recho. Por  virtud  de  este  principio  tiene  la  sociedad  in- 
concuso derecho  á  prohibir  cuanto  lo  contraría  y  á  cas- 
tigar á  los  autores  de  la  trasgresión.  A  primera  vista 
parece  envolver  esto  una  contradicción,  porque  la  pena 
consiste  siempre  en  algo  que  recae  sobre  el  cuerpo  cau- 
sándole un  mal;  pero  Hay  que  tener  en  cuenta  que  el  or- 
ganismo material  no  es  más  que  el  medio,  el  instrumen- 
to del  espíritu,  subordinado  al  fin  de  la  vida,  y  de  aquí 
que  sea  lícito,  lo  mismo  al  individuo  que  á  la  sociedad, 
someterle  á  tratamientos  capaces  de  obligarle  á  que  se 
plegué  dócilmente  á  desempeñar  el  papel  que  le  es  propio 
en  la  vida  humana,  dejando  de  ser  elemento  de  reoeldía 

Ír  perturbación.  Así,  piíes,  cuando  la  consecución  de  un 
in  moral  y  racional  los  exige,  son  perfectamente  justos 
los  actos  que  ocasionan  la  enfermedad  y  aun  la  misma 
muerte. 

(b)  En  orden  al  espíritu. — En  orden  al  espíritu,  el  de- 
recho del  individuo  y  el  de  la  sociedad  no  son  menos  sus- 
)les  de  una  determinación  general, 
inteligencia,  el  sentimiento  y  la  voluntad  no  pueden 
rollarse  y  llenar  sus  especiales  fines  sin  el  alimento 
5S  da  la  instrucción,  y  la  dirección  conveniente  que  la 
ion  les  imprime.  La  sociedad  faltaría  á  la  esencia 
1  que  persigue  si  no  proporcionara  á  todos  los  me- 
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dios  de  instruirse  y  educarse,  en  cuanto  son  condicio- 
nes necesarias  para  que  el  hombre  conozca  su  destino  y 
adquiera  las  nociones  que,  desenvueltas  después  por  un 
trabaio  propio,  le  pongan  en  aptitud  de  cumplirlo.  La 
medida  de  este  deber  social  encuéntrase,  por  lo  tanto, 

g rimero  en  que  es  una  necesidad  común  de  la  naturaleza 
umana,  y  rundam^nto  indispensable  de  la  vida  social, 
como  los  primeros  principios  de  la  Religión,  la  Moral, 
la  Ciencia,  etc.,  y  después  en  favorecer  el  desenvol\'i- 
miento  de  las  facultades  y  aptitudes  no  poniendo  trabas  á 
la  difusión  de  las  ideas  por  medio  de  la  imprenta,  sea  en 
forma  de  libros,  revistas,  periódicos,  etc.,  y  además  fo- 
mentando esa  misma  expansión  con  el  establecimiento  de 
Museos,  Bibliotecas,  Universidades,  Escuelas  de  Artes  y 
Oficios,  etc.,  donde  los  individuos  encuentren  las  condi- 
ciones adecuadas  para  completar  su  instrucción  y  educa- 
ción religiosa,  moral,  cij^íitífica  y  artística  en  el  período 
en  que  cada  uno  debe  pí-ocurarse  por  sí  mismo  to&  me- 
dios á  propósito  para  desempeñar  aquella  parte  de  la 
labor  socisü  que  estando  más  en  armonía  con  sus  natu- 
rales aptitudes  constituya  su  vocación. 

4»'*  Deieres  del  individm  con  relación  á  la  sociedad, — Vése^ 
pues,  que  el  hombre  en  sociedad,  no  sólo  encuentra  li- 
mitada la  esfera  de  su  actividad  por  el  derecho  igual  de 
otros  hombres,  sino  también  por  el  del  ente  moral  que 
forma  el  conjunto  de  las  relaciones  entre  todos  ellos, 
representado  en  el  Estado. 

Con  arreglo  á  estos  principios,  es  indudable  que  la  ac- 
tividad humana  en  todas  sus  manifestaciones  externas 
cae  bajo  el  imperio  de  las  leyes  que  parecen  coartarla: 
esto  ha  hecho  pensar  que  la  libertad  natural  se  cercena 
por  la  vida  en  sociedad;  conceptos  ambos  erróneos. 

Verdad  es  que  si  por  un  esfuerzo  de  imaginación  su- 

Sonemos  al  hombre  sólo  en  medio  de  la  naturaleza,  fuera 
e  ese  círculo  en  que  los  derechos  ajenos  encierran  el 
ejercicio  del  propio,  le  contemplaremos  acaso  dueño  ab- 
solutamente de  sí  mismo,  desplegando  en  todas  direccio- 
nes la  fuerza  de  sus  facultades,  que  no  tropiezan  con  otros 
obstáculos  que  el  de  su  nativa  limitación;  y  entonces  le 
vemos  crecer,  extenderse  y  llegar  á  dominarlo  todo,  por- 

3ue  nada  hay  que  pueda  detenerle,  una  vez  que,  suprimi- 
o  el  deber  que  cohibe  su  desarrollo,  auédale  sólo  el  dere^ 
cho  sin  contraste,  la  libertad  más  amplia  y  absoluta;  pero 
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no  es  menos  cierto  que  si  se  consulta  la  razón,  aunque 
prescindamos  del  testimonio  de  la  historia,  ese  bello  cua- 
dro se  trueca  instantáneamente.  Donde  se  aparecía  el 
hombre  en  el  colmo  de  la  ventura,  no  se  encuentra  otra 
cosa  aue  un  ser  impotente  para  disputar  su  existencia  á 
las  influencias  que  tienden  á  destruirle,  y  que,  si  física- 
•  mente  es  inferior  á  casi  todos  los  otrps  animales,  bajo  el 

Sunto  de  vista  intelectual  y  moral  apenas  se  diferencia 
e  olios. 

No  es  exacto,  pues,  que  la  sociedad  aminore  la  libertad 
del  hombre;  por  el  contrario,  fuera  de  ella  está  condena- 
do á  la  esclavitud  del  más  duro  trabajo  y  de  la  más  ab- 
yecta miseria. 

En  la  vida  común  con  sus  semejantes  es  donde  el  hom- 
bre adquiere  fuerzas  para  dominar  la  naturaleza,  que^ 
obediente,  le  presta  las  más  poderosas  que  posee  para 
que  con  ellas  se  redima  del  trabajo  corporal,  y  en  ese 
estado  pueden  únicamente  hallar  empleo  la  inteligencia 
y  el  sentimiento. 

Nacido  en  la  sociedad  y  destinado  á  vivir  en  ella,  tiene 
el  hombre  respecto  á  las  colectividades  de  que  es  miem-- 
bro,  deberes  diferentes  que  la  razón  prescribe  y  se  nos 

f)resentan  más  numerosos  é  intensos  á  medida  que  aqué- 
las  son  más  restringidas  ó  íntimas,  estando  su  eflcacia  en 
proporción  inversa  á  la  amplitud  abarcada  por  la  socie- 
dad de  que  forma  parte.  Así,  para  cumplir  los  que  pro- 
vienen de  la  familia,  apenas  necesitamos  más  estímulo 
que  el  de  los  propios  afectos,  mientras  que  para  obligar- 
nos á  llenar  los  que  de  otras  emanan,  necesario  es  que 
las  leyes  los  definan  y  á  su  cumplimiento  se  nos  compela. 
Aunque  no  hubiera  preceptos  que  los  consignasen,  pocos 
serían  los  que,  desoyendo  la  voz  de  la  naturaleza,  el  man- 
dato de  la  conciencia,  faltasen  á  sus  deberes  de  padres, 
hijos,  esposos,  hermanos,  etc.;  al  paso  que  es  seguro  que, 
si  las  leyes  no  los  prescribieran  con  sanciones  adecuadas, 
serían  muy  pocos  los  que  sin  otro  apremio  que  el  senti- 
miento del  deber  se  alistasen  en  los  ejércitos,  contribuye- 
ran con  parte  de  su  fortuna  al  sostenimiento  de  los  servi- 
cios públicos,  cedieran  su  propiedad  para  el  beneficio  co- 
mún: en  una  palabra,  llenase  voluntariamente  las  cargas 
que  la  vida  civil  impone. 

5."*    Determinación  de  la  esfera  propia  del  derecho  indivir- 
dual. — El  verdadero  concepto  del  derecho  en  la  esfera  in- 
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dividual,  ó  referido  concretamente  al  indviduo,  no  puede 
por  lo  expuesto  determinarse  de  un  modo  racional  y 
exacto,  cuando  se  prescinde  de  las  relaciones  de  aquel 
con  los  otros  y  de  cada  uno  con  el  conjunto;  porque  pres- 
cindiendo d^l  aspecto  social  ó  que  nos  los  presenta  bajo 
el  punto  de  vista  de  la  unión  establecida  por  la  comunidad 
de  i\itereses,  que  por  eso  se  llaman  generales,  los  cuales 
se  compendian  y  sintetizan  en  el  bien  generaly  lo  que  sirve 
de  base  á  la  determinación  de  aquel  concepto  no  es  el 
individuo  y  sino  el  hombre  abstracto  ^  el  hombre-  separado  de 
toda  relación  con  sus  semejantes;  y  no  es  extraño  que 
dado  tal  punto  de  partida  venga  á  pararse  en  teorías  de 
nivelación  basadas  sobre  la  igualdad  esencial  de  todos  los 
seres  humanos. 

Pero,  ya  lo  hemos  dicho,  si  un  hombre  zdxtio  persona,  es 
igual  á  cualquier  otro  hombre,  considerado  concreta- 
mente, en  la  manera  propia  de  ser  de  cada  uno,  en  sus 
condiciones  y  circunstancias  especiales  de  aptitud,  des- 
arrollo, etc.,  diferenciase  de  los  demás,  y  entonces  es  in- 
dividuo. De  aquí  resulta,  que  si  los  hombres  como  tales 
son  iguales,  como  individuos  necesariamente  son  dife- 
rentes, desiguales.  Por  eso  los  que  se  llaman  derechos 
indwidualeSy  deberían  con  mayor  exactitud  denominarse 
humanos  ó  personales  y  con  lo  cual  se  evitarían  algunos  fal- 
sos conceptos  que  para  muchos  son  verdades  evidentes. 
6.*  Determinación  del  derecho  social  ó  del  Estado. — Seña- 
lados así  los  límites  del  verdadero  derecho  individual,  fá- 
cil es  deducir  el  social  ó  correspondiente  al  Estado;  por- 
3ue  siendo  el  representante  de  la  sociedad,  que  concebi- 
o  como  un  ser  distinto  de  los  miembros  que  la  forman, 
tiene  una  vida  para  cuya  conservación  ha  menester  me- 
dios análogos,  a  veces  iguales,  á  los  que  sin  contradicción 
ios  particulares  disfrutan,  aquél  no  puede  menos  de  ser 
considerado  como  una  persona  de  orden  superior  con  de- 
recho á  conservar  su  vida,  á  desarrollarse  y  á  cumplir  su 
fin:  de  donde  se  deduce  que  cuanto  la  conservación  de  la 
sociedad  exige,  ó  al  más  completo  desarrollo  de  sus  inte- 
reses conduce,  tanto  es  lícito  hacer  al  Estado  sin  otra  li- 
mitación que  el  justo  respeto  á  los  derechos  naturales  del 
hombre. 
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CAPÍTULO  X. 

FOBMAS  Ó  FÜBNTBS  DBL  DBRBCHO  POSITIVO  BN  GENBRA.L 
T  BSPBCIALMBNTB  DBL  ADMINISTRATIVO. 

1.**  Oripen  de  las  formas  del  derecho.— 2.°  Oaántas  y  cuáles  son.— 3.**  Costum* 

bre.— 4.^  Uso.— 5.**  Fuero.— 6.**  Fueros  territoriales.— 7.*  Ley.  (a)  Definición. 

(b)  Caracteres  de  la  ley. — 8.^  A  quién  corresponde  hacer  las  leyes. — 9.^  Fuentes 

del  derecho  administrativo. 

1  .**  Origen  de  las  formas  del  derecho. — Hasta  aquí  hemos 
procurado  dítr  á  conocer  el  derecho  como  un  principio 
emanado  de  la  naturaleza  racional  y  moral  del  hombre 
para  servirle  de  norma  en  las  relaciones  con  sus  seme- 
jantes, y  las  clases  principales  en  que  para  su  aplicación 
en  la  vida  se  le  considera  dividido  según  el  objeto  en  que 
recae,  la  forma  en  que  se  revela,  el  sujeto  en  quien  en- 
carna, etc.,  y  para  terminar  este  breve  cuadro  réstanos 
ocuparnos  de  las  formas  cjue  reviste  ó  fuentes  de  donde 
se  deriva  en  general  el  positivo  y  especialmente  el  admi-- 
nistrativo. 

Toda  idea,  todo  principio  al  tocar  las  realidades  de  la 
vida  para  influir  en  ella,  tiene  por  necesidad  que  tomar 
un  cuerpo,  una  forma  externa  perceptible,  y  con  mayor 
motivo  el  derecho^  cuya  misión  es  servir  ae  medianero 
y  regulador  de  la  actividad  de  los  hombres  que  compo- 
nen una  sociedad.  Mientras  permanecen  en  las  regiones 
del  pensamiento  puro,  ese  principio  y  sus  consecuencias 
no  obtienen  otro  efecto  que  el  de  cualquier  otra  especu- 
lación científica;  para  que  lleguen  á  imperar  en  el  orden, 
de  los  hechos  necesitan  de  la  fuerza  aue  sólo  puede  pro- 
porcionarles la  voluntad  y  el  poder  ae  la  sociedad;  pero 
entonces  la  idea,  al  contacto  de  los  seres  finitos  cuyas 
actividades  debe  coordinar,  perdiendo  el  carácter  abso- 
luto de  perfección  originaria,  se  realiza  por  limitada  ma- 
nera conforme  á  las  circunstancias,  y  aaí  como  la  luz  del 
sol  al  quebrarse  en  los  cuerpos  que  ilumina  es  reflejada 
en  destellos  más  ó  menos  puros  y  brillantes  según  la  ter- 
sura de  la  superficie,  el  principio  que  nos  ocupa,  es  tam- 
bién más  ó  menos  fielmente  interpretado  en  la  práctica 
con  arreglo  al  grado  de  cultura  moral  de  los  pueblos. 

Pero  si  la  voluntad  humana  no  crea  el  derecho,  es  el 
órgano  de  su  manifestación  en  la  sociedad,  y  por  eso 
aunque  impropiamente,  denomínanse  fuentes  á  las/orw^ 
ó  modos  que  emplea  al  hacerlo. 
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2.**  Cuántas  y  cuáles  son, — En  realidad  ni  hay  oivdi,  fuente 
de  derecho  que  la  voluntad  divina  creadora  del  hombre, 
ni  éste  se  vale  más  que  de  dos  formas  para  aplicarlo  en 
la  vida  á  saber:  la  costumbre  y  la  ley. 

3.**  Costumbre. — Para  que  la  costumbre  adquiera  fuerza 
de  obligar,  es  preciso  que  sea  establecida  por  todo  ó  la 
mayor  parte  del  pueblo  mediante  la  observancia  y  prác- 
tica de  aquello  en  que  consista  por  tiempo  de  10  años, 
siempre  que  no  sea  contrario  á  la  moral  y  á  la  razón  na- 
tural. 

La  costumbre  puede  probarse  por  cualquier  medio  de 
los  que  el  derecho  admite,  bastando  en  todo  caso  dos 
sentencias  conformes  para  acreditar  su  existencia  (i). 

4.*  Uso. — Al  dar  estas  nociones  de  la  costumbre  con- 
viene no  olvidar  el  i^o,  que  consiste  en  obrar  de  una 
misma  manera  durante  largo  tiempo  y  sin  contradic- 
ción (2),  porque  también  alcanza  en  derecho  influencia 
con  tal  de  que  recaiga  en  cosa  buena  y  lícita  y  sea  to- 
lerado públicamente  y  conste  aprobado  por  el  Sobera- 
no m. 

5.  Fuero. — Finalmente,  el  fuero  es  uso  y  costumbre  jun- 
tamente, y  tiene  fuerza  de  ley  cuando  concurren  en  su 
formación  y  observancia  las  condiciones  de  publicidad, 
duración  y  consentimiento  que  exigen  aquéllos  para  ser 
eficaces  en  derecho  (4). 

6."*  Ftberos  territoriales. — Además  de  esa^  acepción  de  la 
palabra  fuero^  y  sin  duda  alguna  derivada  de  ella,  lláman- 
se  así  las  legislaciones  especiales  por  que  se  rigen  cier- 
tas comarcas  que  fueron  antiguamente  Estados  indepen- 
dientes como  Aragón,  Navarra,  Cataluña,  etc.,  y  también 
las  reglas  legales  contenidas  en  ellos. 

7.*  Ley. — En  la  costumbre  se  manifiesta  de  un  modo 
espontáneo  é  irreflexivo  el  principio  del  derecho  como 
indispensable  caso. orgánico  de  la  vida  social,  siendo  un 
producto  de  la  voluntad  y  de  la  actividad  jurídica  de  los 
individuos  que  llega  á  dominar  en  las  relaciones  por  ser 
la  expresión  de  una  necesidad  racional;  pero  en  la  ley 
aparece  expuesto  en  fórmula  deliberada  del  poder  social, 
á  la  cual  deben  someterse  los  ciudadanos. 


(1)  Leyes  4  a  y  6 .»,  tít.  2.°,  Part.  1  .» 

(2)  Ley  1  a,  tít.  2.°,  Part.  1.a 

(3)  Sent.  T.  S.  27  Marzo  1860. 

(4)  Leyes  7.a  y  8.a,  tít.  2.^  Part.  1.a 
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(a)  De/tnició7i.— Por  eso  el  Código  alfonsino  la  define 
diciendo  que  es  «leyenda  en  que  yace  enseñamiento  é 
»castiffo  escrito,  que  liga  é  apremia  la  vida  del  orne  que 
»non  faga  mal,  é  muestra  é  enseña  el  bien  que  ome  debe 
»facer  é  usar»  (1). 

■é  (b)  Caracteres  de  la  ley, — La  ley,  como  ya  hemos  dicho, 
no  crea  el  derecho,  no  es,  ó  por  lo  menos  no  debe  ser,  sino 
3U  intérprete  en  la  sociedad  humana,  y  cuando  á  él  no  se 
conforma,  sólo  merece  el  nombre  de  tiranía,  ya  proceda 
de  un  poder  personal,  ya  de  lo  que  se  llama  la  voluntad 
soberana  de  los  pueblos. 

Para  ser  digna  de  este  título,  la  ley  debe  estar  inspira- 
da en  los  principios  de  justicia,  recaer  sobre  objetos  de 
interés  general,  emanar  del  poder  soberano  y  ser  obli- 
gatoria. 

8.°  A  quién  corresponde  hacer  las  leyes. — En  España  la 
facultad  efe  hacer  las  leyes  corresponde  á  las  Cortes  con 
el  Rey,  según  veremos  más  adelante;  pero  aquí  adverti- 
remos que  aun  cuando  en  general  se  llaman  leyes  los  pre- 
ceptos emanados  del  Poder  legislativo,  en  algunos  casos 
se  les  denomina  Decretos  de  las  Cortes,  por  más  que  proce- 
da de  la  voluntad  del  Rey  y  de  los  Cuerpos  representan- 
tes de  la  Nación.  También  suelen  designarse  con.  tal 
nombre  las  disposiciones  que  en  épocas  revolucionarias 
adopta  el  poder  de  hecJiOy  sea  personal  ó  colectivo,  sin 
perjuicio  de  ol)tener  su  confirmación  como  ley  de  la  au- 
toridad que  de  derecho  se  constituya.  De  todos  modos, 
mientras  dura  el  estado  de  perturbación  estos  decretos 
imperan  como  verdaderas  leyes  y  llegan  hasta  derogar 
las  que  lo  son,  no  porque  en'  rigor  esto  pueda  admitirse 
como  contrario  al  axioma  de  q'm  el  derecho  debe  realizarse  en 
forma  de  derecho;  mas  porque  en  momentos  tales  la  medi- 
da del  poder  no  es  Isl  Justicia  sino  Idifuerm. 

9."*  Fuentes  del  derecho  administrativo. — Las  reglas  le- 
gales de  donde  nace  el  derecho  administrativo,  son: 

1 ."  La  constitución  que  determina  de  un  modo  gehe- 
ral  la  competencia  de  la  administración  del  Estado  y  de 
las  locales,  así  como  el  plan  de  su  organismo. 

2.°  Las  leyes  orgánicas  derivadas  inmediatamente  de 
la  fundamental,  especialmente  las  relativas  á  la  provincia 


(1)    Ley  4.»,  tít.  l.^  Part.  1.a 
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Ír  al  Municipio,  las  demás  leyes  dirigidas  á  la  gestión  de 
os  intereses  públicos:  los  Reales  decretos,  Reales  órde- 
nes, circulares  ministeriales  y  disposiciones  de  los  Cen- 
tros administrativos  superiores  referentes  á  esos  mismos 
intereses,  ya  tengan  por  objeto  las  cosas,  ó  las  atribucio- 
nes especiales  oe  las  Autoridades  del  orden  adminis- 
trativo. 

3.**  El  derecho  civil  y  la  ley  de  Enjuiciamiento,  en 
cuanto  versan  acerca  de  las  relaciones  de  interés  privado 
que,  como  personas  jurídicas,  pueden  tener  con  los  par- 
iiculai'es,  el  Estado,  la  Provincia,  el  Municipio  y  los  Es- 
teblecimientos  públicos. 

4.*  El  Código  penal  donde  se  contienen  las  prescrip- 
ciones represivas  de  los  atentados  de  los  funcionarios 
públicos,  y  de  los  particulares  contra  el  orden  público  y 
el  administrativo. 

5.**  La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  que  demarca  la 
esfera  de  las  jurisdicciones  administrativa  y  judicial. 

6.°  La  equidad,  ó  sea  la  aplicación  de  los  principios 
de  la  Justicia  natural  á  los  casos  en  que  la  legislación 
calla  o  resulta  su  severidad  más  dañosa  que  útil  al  bien 
público. 

7.*    La  costumbre. 

8.*"  La  jurisprudencia  de  las  Autoridades  y  Tribunales 
superiores  de  la  administi*ativa. 

CAPÍTULO  XL 

OKieCN  DB  LA  TBOBÍ A  DB  LA  SBPABACIÓN  DB  LOS  PODBRBS. 

1.**  Origen  histórico. —2.®  OriiBren  racional. — Z.^  Poderes  oonstitayente  y  oods- 
tituidoB.— 4.**  División  de  los  poderes  oonstitaidos. 

1 .°  Origen  histórico. — No  es  moderna  en  cuanto  á  su 
concepción,  aunque  lo  sea  en  su  aplicación,  la  teoría  lla- 
mada de  la  separación,  división  ó  ponderación  de  los  po- 
deres públicos.  Aristóteles  (1),  si  no  la  formuló  exacta- 
mente tal  cual  hoy  se  conoce,  bosquejóla  con  suficiente 
claridad  para  que  no  pueda  negársele  la  eloria  de  haber 
sido  quien  primero  comprendió  la  necesidad  de  arreglar 
á  ella  la  organización  de  los  Estados  como  medio  de  ase- 
gurar la  libertad  de  los  pueblos. 

(1)    Política,  4.«,  2.<> 
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2.^  Origen  racional. — Y  en  efecto,  allí  donde  una  mis- 
ma persona,  ó  un  mismo  cuerpo,  cualquiera  aue  sea  la 
clase  de  sus  miembros,  ejerciera  la  plenitud  del  poder,  el 
pueblo  quedaría  sin  defensa  contra  la  opresión  de  potes- 
tad tan  formidable;  y  no  ya  fácil,  si  es  que  necesariamen- 
te, este  despotismo  degeneraría  en  tiránico  por  efecto  de 
su  misma  naturaleza  y  de  la  flaciueza  humana,  siempre 
inclinada  á  traspasar  los  límites  de  lo  debido. 

La  consideración  de  estos  peligros,  y  la  de  que  en  la 
práctica,  aun  en  aquellas  naciones  regidas  por  monar- 
quías absolutas,  siempre  existe  cierta  división  entre  las 
mnciones  primordiales  del  poder,  sugirieron  á  un  publi- 
cista ilustre  (1)  la  idea  de  establecer  como  principio  in- 
controvertible de  toda  buena  organización  política  el  de 
la  división  del  poder,  repartiendo  su  ejercicio  entre  dife- 
rentes entidades,  no  tan  sólo  para  que  este  fracciona- 
miento lo  haga  menos  ocasionado  á  abusos,  sino  tam- 
bién para  que  vigilándose  mutuamente  los  depositarios 
de  cada  porción  resulte  una  recíproca  inspección  de  los 
actos  de  todos  que  sea  fianza  abonada  contra  los  excesos 
de  cada  uno. 

3.^  Poderes  constituyente  y  constittUdos. — Así,  pues,  el 
poder  social,  único  en  sí,  que  es  la  expresión  de  la  sobe- 
ranía, considérase  dividiao,  y  de  hecho  para  su  ejerci- 
cio se  comparte  entre  los  diversos  órganos  para  ellg 
creados  por  la  Constitución.  He  aquí  por  qué  cuando  la 
soberanía  se  aplica  al  establecimiento  del  régimen  polí- 
tico fijando  la  forma  del  Gobierno,  las  entidades  á  quie- 
nes se  confía  y  los  deberes  y  atribuciones  que  se  les  asig- 
nan, toma  el  nombre  de  poder  constituyente^  y  se  denomi- 
nan jporf^eí  constituidos  las  últimas. 

4.  División  de  los  poderes  constituidos. — No  es  unáni- 
me la  opinión  de  los  publicistas  respecto  al  número  de 
poderes  que,  como  independientes  entre  sí  para  el  ejer^ 
cicio  de  las  diferentes  funciones,  cuyo  conjunto  corres- 
ponde al  poder  social,  deben  admitirse;  pero  todos  con- 
vienen en  que  la  primera  división  natural  de  éste  es 
en  dos  grandes  ramas  caracterizadas  por  la  naturaleza 
de  los  actos  en  que  se  resume  toda  soberanía,  man- 
dar y  llevar  á  ejecución  lo  mandado,  de  donde  nacen 
los  poderes  legislativo  y  ejecutivo.  El  primero  tiene  por 

(1)    Montesqnien.  Estpíritu  de  Uta  leyes,  lib.i1,  cap.  6.^ 
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mi8ión,  como  indica  su  nombre,  legislar  ó  s^^  formular 
las  reglas  y  preceptos  inspirados  en  los  prinL\)io8  del 
derecho  á  que  deben  atemperarse  las  relaciones  v  aciales 
con  arreglo  á  la  Constitución;  al  segundo  está  enOy  tgada 
la  a{)licación  de  las  resoluciones  del  legislativo.  La  x^pe- 
cial  índole  de  cada  una  de  las  grandes  funciones  que  l-es^ 
pectivamente  se  les  confía,  exige  una  organización  ó  dis- 

Sosición  adecuada  para  que  uno  y  otro  correspondan  a} 
n  de  su  institución  y  precisamente  en  el  acierto  con  que 
ee  lleva  á  cabo  consiste  no  pequeña  parte  del  buen  r^- 
men  y  ventura  de  los  pueblos. 

CAPÍTULO  XII. 

DBL  PODBB  LBGISLATIVO. 

L^Diverau  formas  de  organizaoión. — 2,^  Bepresentaoión  pública. — 3.^  Derecho 
de  8ii£raipo.~4.*  Organización  del  sn&agio. — ^5.^  Saíragio  universal. — 6.^  Sufra- 
Rio  restringido.— 7.**'  Cuestiones  no  resueltas^  (a)  ¿El  sufragio  debe  ser  público 
ó  secreto?  (b)  Representación  de  las  minorías. --8.^  Métodos  electorales,  (a)  Vo- 
to limitado,  (b)  Cociente  electoral,  (c)  Voto  acumulado,  (d)  Voto  uninominal . 
(e)  Listas  concurrentes,  (f)  Coeñciente  electoral. 

1.°  Diversas  formas  de. organización. — Los  que  se  go^ 
bieman  por  el  sistema  representativo,  llamado  así  porr 

3ue  el  derecho  de  la  Nación  á  intervenir  en  la  formación 
e  las  leyes  se  delega  en  algunos  ciudadanos,  dada  la  im-r 
posibilidad  de  que  todos  lo  ejerzan  directamente  por  sí 
mismos,  han  procurado  buscar  en  combinaciones  diver- 
sas la  mejor  resolución  de  ese  difícil  problema. 

Para  unos  es  más  ventajosa  una  sola  corporación,  cá- 
mara, junta  ó  asamblea  que  ya  por  sí  solsu  ya  en  parti- 
cipación con  el  magistrado  supremo  ó  jefe  del  Estado, 
ejerza  el  poder  legislativo.  Otros  entienden  que  conviene 
encomendarlo  á  dos  cuerpos,  de  los  cuales  uno  sea  re- 

Eresentante  de  las  aspiraciones,  ideas  é  intereses  del  pue- 
lo  en  lo  que  tienen  de  generales,  en  lo  que  se  refiere  á 
todos  y  cada  uno  de  los  ciudadanos,  que  sea  reflejo  fiel 
de  la  situación  de  la  sociedad  en  un  momento  dado*  y  el 
otro  represente  sus  aspiraciones,  ideas  é  intereses  de  ín- 
dole permanente,  como  expresión  de  las  distintas  clases 
y  fuerzas  que  en  agrupaciones  más  ó  menos  definidas  y 
organizadas  cumplen  alguno  de  los  fines  sociales.  Ni  ha 
faltado  quien  creyera  felicísimo  medio  de  eficaz  equili- 
Jbrio  una  tercera  Cámara,  combinación  llevada  á  la  prác- 
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tica  en  Francia  por  la  Constitución  consular  del  22  Pri- 
mario del  año  8.  (13  Diciembre  de  1799)  que  confirió  al 
Tribunado  la  deliberación  de  las  leyes,  al  Cuerpo  legisla- 
tivo la  votación  y  al  Senado  el  derecho  de  examinar  su 
conformidad  con  la  Constitución  y  la  potestad  de  anulad- 
las si  á  ella  eran  contrarias. 

Ni  existe  mayor  uniformidad  en  la  manera  de  designar 
los  delegados  o  representantes  que  han  de  componer  las 
Cámaras,  Juntas  6  Asambleas. 

2.**  Representación  pública.— Cd^ádi.  Nación  ha  organiza- 
do á  su  modo  esta  parte  principalísima  de  su  vida  públi- 
ca, tan  principal  é  importante,  que  es  indudablemente  la 
base  de  la  prosperidaa  de  los  pueblos,  de  la  estabilidad 
de  los  poderes,  á  la  cual  van  unidas  la  paz  y  la  marcha 
regular  de  los  servicios  y  del  progreso  verdadero  y  fe- 
cundo que  ni  reniega  del  pasado,  ni  execra  los  adelantos 
sólo  por  ser  novedades,  como  si  lo  que  fué  y  es  no  hubie- 
ra comenzado  por  ser  nuevo. 

Reconocido  y  consagrado  én  las  esferas  científica  y 
práctica  que  el  Estado  debe  organizarse  en  manera  tal 
que  en  él  vengan  á  reflejarse  fielmente  los  intereses  co- 
lectivos ó  generales  de  la  sociedad  como  productos  de  la 
suma  de  los  intereses  particulares,  y  que  éstos,  por  lo 
mismo  que  están  obligados  á  existir  y  desarrollarse  sin 
contrariar  el  régimen  legal,  y  á  sufrir  en  beneficio  públi- 
co ó  del  cuerpo  social  ciertas  limitaciones,  y  á  soportar 
prestaciones  y  cargas,  es  justo  que  sean  tenidos  en  cuen- 
ta, lo  mismo  en  la  elaboración  de  las  leyes,  que  en  su 
aplicación,  forzoso  fué  buscar  el  medio  de  darles  en  la 
función  legislativa  y  en  la  inspección  del  uso  del  Po- 
der ejecutivo  la  participación  correspondiente,  que  ade- 
más exigen  la  misma  dignidad  y  esencia  de  la  natura- 
leza humana  y  el  principio  de  justicia,  que  requiere  pro*- 
porcionalidad  entre  lo  que  se  aa  y  se  recibe.  Porque,  en 
efecto,  siendo  el  hombre  libre  y  responsable  por  consi- 
guiente, sería  contrario  á  su  naturaleza  obligarte  á  to- 
mar por  norma  de  sus  actos  r^las  en  cuya  formación 
para  nada  influye  su  voluntad;  ni  se  conformaa'ía  con  las 

{)rescripoione8  de  la  rectitud  moral  imponer  á  unos  todos 
os  deberes,  reservándole  otros  el  ejercicio  de  todos  los 
derechos. 

Pero  en  las  naciones  modernas  de  extensos  territorios 
y  grande  población,  el  ejercicio  directo  de  esa  participa- 
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ción  se  estrella  contra  un  obstáculo  insuperable.  Imposi- 
ble es  consultar  millones  de  voluntades,  reunir  en  un  pun- 
to cualquiera  millones  de  personas  diseminadas  á  largas 
distancias  unas  de  otras,  y  para  remediar  esa  imposibili- 
dad sin  menoscabo  de  los  principios  expuestos  ideóse  la 
representación  y  medio  natural  de  que  en  la  esfera  privada 
se  ha  valido  siempre  el  hombre. 

Hasta  aquí  las  doctrinas  están  de  acuerdo;  hay  acerca 
de  esos  puntos  unanimidad  entre  las  escuelas  partidarias 
del  sistema  representativo.  Donde  existe  la  diferencia  de 
criterios,  es  en  cuanto  á  los  instrumentos  ú  órganos  de 
la  representación,  y  no  menos  acerca  del  modo  de  elegir 
los  miembros  de  que  se  componen. 

Por  lo  que  hace  á  lo  primero,  háse  expuesto  anterior- 
mente lo  que  basta  para  el  fin  de  este  libro;  respecto  al 
segundo  vamos  á  apuntar  breves  ideas. 

3.**    Derecho  de  sufragio. — El  derecho  de  sufraaio  ó  de 
emitir  voto  en  la  elección  de  esos  representantes  de  la  vo- 
luntad de  los  ciudadanos,  históricamente  considerado  no 
es  otra  cosa  que  la  trasformación  del  que  en  los  pueblos  * 
antiguos  ejercían. 

Nadie  ignora  que  en  las  democracias  griegas  y  tambiéii 
entre  los  romanos,  todos  los  ciudadanos  concurrían 
con  sus  votos  á  la  formación  de  las  leyes,  al  nombra- 
miento para  las  más  importantes  magistraturas  y  al  fallo 
de  las  cuestiones  de  interés  público,  fuera  que  se  venti- 
lasen conciertos  y  tratados  con  otros  pueblos,  ó  bien  que 
se  residenciara  a  los  que  habían  ejercido  ó  ejercían  el 
poder. 

Ya  entonces  se  advertía  la  necesidad  de  organizar  de 
Uü  modo  para  el  interés  público  provechoso  esa  fusión 
social,  á  fin  de  que  su  ejercicio  no  ocasionara  justas  cen- 
suras como  aquella  dirigida  á  los  atenienses  por  el  escita 
Anacarsis,  cuando  juzgando  la  constitución  de  la  ciudad 
de  Minerva  decía  que  en  ella  andaban  al  revés  las  cosas, 
porque  decidían  los  locos  de  lo  que  los  sabios  proponían. 
ni  diera  resultados  tan  absurdos  como  el  de  conaenar  al 
destierro  á  un  patricio  insigne  por  el  sólo  delito  de  ser 
querido.  Ni  se  ocultó  á  la  sabiduría  antigua  que  dando  á 
f^dos  los  ciudadanos  participación  ignal  en  asuntos  en  los 
cuales,  en  proporciones  muy  desiguales  estaban  interesa- 
dos, corríase  el  riesgo  de  que  la  muchedumbre,  sobrepo- 
niéndose por  la  cantidad  de  los  sufragios  á  las  clases 
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poco  numerosas,  determínase  en  daño  de  éstas  la  adop- 
ción de  injustas  medidas.  A  la  anulación  de  esa  prepon- 
derancia numérica  se  dirigió  la  creación  de  los  comicios 
por  centtoriasy  que  en  el  reinado  de  Servio  Tulio,  sustituye- 
ron en  Roma,  para  lo  que  podríamos  llamar  asuntos  po- 
líticos, á  los  comicios  curiaaos, 

4.**  Organización  del  sufragio. —  Algo  parecido  á  esto 
aconteció  con  la  organización  dada  al  sufragio  dectoral 
por  los  revolucionarios  franceses.  Fieles  á  las  máximas 
igualitarias  de  Rousseau,  imposible  les  era  negar  á  to- 
aos el  derecho  de  elegir  los  representantes  del  pueblo, 
y  sin  embargo,  comprendían  el  peligro  de  entregar  el 
ejercicio  de  la  soberanía  á  una  multitud  llena  de  igno- 
rancia, animada  del  odio  contra  las  clases  acomodadas, 
y  ávida  de  realizar  sus  aspiraciones  de  igualdad  completa 
en  todos  los  terrenos,  y  no  pudiendo  oponerse  directa- 
mente al  número,  procuraron  disminuir  su  influjo  esta- 
bleciendo la  elección  indirecta  por  medio  de  las  asam- 
bleas primarias  que  votaban  los  individuos  por  quienes 
lluego  eran  elegidos  los  verdaderos  legisladores. 

Este  mismo  sistema  electoral  observóse  en  España  para 
la  elección  de  Senadores  conforme  á  la  ley  de  1870,  pues- 
to que  en  ella  tomaban  parte  compromisarios  elegidos 
directamente  por  sufragio  universal,  y  se  usa  en  la  ac- 
tualidad para  el  nombramiento  de  los  individuos  de  la 
segunda  Cámara  prusiana. 

Esto  no  obstante,  el  más  general  en  las  demás  nacio- 
nes regidas  representativamente,  es  el  sistema  de  elec- 
ción directa. 

Mas  no  paran  aquí  las  diferencias. 

El  problema  electoral  encierra  tantas  dificultades  to- 
davía no  superadas,  que  si  no  puede  decirse  aue  es  inso- 
luble,  la  verdad  es  que  hasta  añora  no  ha  siao  resuelto. 

Dos  gravísimas  cuestiones,  entre  otras,  trae  divididos 
á  los  publicistas,  agítanse  en  los  Parlamentos,  y  preocu- 
pan á  los  Gobiernos. 

La  una  relativa  á  la  extensión  del  sufragio;  la  otra  re- 
ferente á  la  representación  de  las  minorías. 

5.**  Sufragio  universal.— En  cuanto  á  la  primera  existen 
dos  opiniones  principales:  la  de  los  partidarios  del  sufror- 
gio  universal  y  la  de  los  que  lo  combaten,  siquiera  abo- 
guen por  extenderlo  más  ó  menos. 

Los  primeros  alegan  que  afectando  las  leyes  y  las  dis- 
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posiciones  del  Gobierno  á  todos  los  ciudadanos  sin  dis- 
tinción, porque  sobre  todos  pesan  directa  ó  indirecta- 
'  mente  los  tributos  y  cargas  destinados  al  sostenimiento 
de  los  servicios  públicos,  y  la  obligación  de  defender  al 
Estado,  todos  experimentan  el  influjo  de  la  legislación  ci- 
vil y  penal,  económica,  mercantil,  industrial,  etc.,  no  es 
conforme  ajusticia  dar  á  unos,  pocos  ó  muchos,  el  dere- 
cho de  intervenir  en  la  formación  de  las  leyes  y  en  el  Go- 
bierno por  medio  de  la  designación  de  representantes  de 
sus  deseos,  ideas,  intereses  y  aspii^aciones,  condenando  á 
otros  á  sufrir,  observar  y  cumplir  preceptos  adoptados, 
sin  tenor  en  cuenta  el  voto  de  su  voluntad,  lo  que  esti- 
man preciso  para  el  remedio  de  sus  necesidades  ú  oportu- 
no para  el  arreglo  de  sus  intereses.  Así  se  dividen,  con- 
tinúan los  pueblos  en  dos  clases,  de  las  cuales  una,  ni 
más  apta  para  llevar  á  la  legislación  las  puras  inspira- 
ciones del  principio  del  derecho,  ni  más  animada  de  bue- 
nos propósitos  por  la  prosperidad  general,  hace  prevale- 
cer inevitablemente  su  dictamen,  único  que  se  oye  en  la 
resolución  de  los  asuntos  que  al  pueblo  entero  importan, 
tal  vez  bajo  el  influjo  de  preocupaciones  nacidas  del  na- 
tural apego  al  propio  bienestar,  y  si  no  en  contradicción, 
al  menos  con  desconocimiento  de  lo  que  pide  el  de  los 
excluidos  del  sufragio. 

6.*  Sufraaio  restringido, — Los  adversarios  de  la  uni- 
versalidad de  éste,  después  de  negar  su  posibilidad,  por- 
que el  niño,  el  falto  de  razón,  el  penado  y  otros,  (aun  ex- 
tendiendo el  derecho  á  las  mujeres)  quedan  por  una  ú 
otra  razón  excluidos,  á  pesar  de  que  sin  duda  alguna  á 
todos  afectan  las  leyes  cuya  acción,  por  otra  parte,  no  se 
limita  á  los  que  viven,  sino  que  comprende  también  á  los 
que  han  de  líacer,  combátenlo  en  su  esencia  por  contra-^ 
rio  á  la  razón. 

Pide  ésta  que,  pues  la  sociedad  es  sólo  el  medio  del 

eerfeccionamiento  humano,  la  representación  de  los  in- 
greses sociales  sea  conforme  con  el  fin  á  que  aspira,  y 
que  no  se  empleen  para  lograrlo  procedimientos  oca- 
sionados á  la  desnaturalización  del  mismo  objeto  perse- 
guido. 

La  elección  de  representantes  que  por  sí  mismos  ó  en 
unión  con  otros  organismos  están  llamados  á  proveer  al 
remedio  de  las  necesidades  públicas  y  al  fomento  y  me- 
joramiento de  los  intereses  generales  del  pueblo,  es  una 
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función  delicada  en  cuyo  buen  desempeño  cífrase  el  acer- 
tado gobierno  y  justo  régimen  de  aquél.  Como  toda  elec- 
ción, requiere  libertad  perfecta  en  el  elector,  lo  que  im- 
plica: ilustración  para  conocer  el  asunto  de  que  se  trata, 
y  el  fin  á  que  se  tiende;  condiciones  de  independencia 
que  garanticen  el  voto  contra  las  influencias  diversas  in- 
teresadas en  dirigirlo  por  falsos  derroteros;  rectitud  de 
ánimo,  que  tanto  más  fundadamente  debe  presumirse 
cuanto  aquellas  circunstancias  concurren  en  mayor  gra- 
do en  los  ciudadanos. 

El  que  depende  de  otro,  el  que  carece  de  instrucción, 
de  medios  de  subsistencia  ó  tiene  que  procurársela  en- 
tregándose á  rudas  faenas  corporales  para  ganar  un  sa- 
lario eventual  y  apenas  suficiente  para  atender  á  las  más 
kidispensablea  necesidades,  están  muy  lejos  de  poder 
usar  de  modo  conveniente  para  ellos  y  para  los  aemás 
el  derecho  de  sufragio,  que  en  general  tienen  el  buen 
sentido  de  no  apetecer.  Cuando  lo  buscan,  y  esto  es  siem- 

§re  por  sugestiones  extrañas,  lo  hacen  con  el  propósito 
e  alterar,  no  las  condiciones  políticas  del  Estado,  sino 
las  naturales  de  la  sociedad,  bien  para  hacer  á  aquél  ar- 
bitro absoluto  de  las  relaciones  á  fin  de  establecerlas  so- 
bre un  pie  ventajoso  al  interés  egoísta  de  unas  clases  en 
{)erjuicio  de  otros,  bien  para  destruirlo  y  sustituir  lavio- 
encia  al  derecho. 

Én  resumen,  dicen  los  adversarios  del  sufragio  univer- 
sal, los  hombres  si  como  tales  son  iguales,  no  lo  son  co- 
mo ciudadanos.  Difieren  en  virtud,  capacidad,  instruc- 
ción, experiencia,  y  jamás  llegarán  á  serlo.  La  multitud, 
ignorante  ó  impresionable,  déjase  llevar  fácilmente  por 
los  que  le  prometen  cambios  y  reformas,  nivelaciones  an- 
tinaturales, sin  parar  mientes  en  la  justicia  ó  injusticia 
de  tales  promesas;  al  paso  aue,  dominada  por  preocupa- 
ciones, tenazmente  adherida  á  sus  costumbres  y  usos, 
repugna  y  se  opone  á  los  verdaderos  progresos.  La  re- 
sistencia al  empleo  de  las  máquinas,  á  la  corrección  de 
abusos  y  á  otros  innegables  mejoramientos,  obras  son  de 
las  muchedumbres,  así  como  la  conservación  hasta  nues- 
tros días  en  Estados,  como  el  de  Suiza,  democráticos,  de 
instituciones  tan  bárbaras  como  el  tormento,  etc. 

Otro  peligro,  y  no  imaginario,  encierra  el  sufragio  uni- 
versal. La  historia  contemporánea,  para  no  recurrir  á 
hechos  antiguos,  demuestra  que,  como  dice  un  profundo 
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publicista  y  filósofo  (1),  «la  voluntad  de  todos  organizada 
»en  el  sufragio  universal  ha  conducido  siempre,  en  núes- 
»tras  sociedades,  en  las  que  las  masas  son  tan  poco  ilus- 
»tradas,  al  despotismo  de  uno  solo  ó  de  algunos.» 

7.**  Cuestiones  tío  resueltas.— Como  se  ve,  la  organiza- 
ción del  sufragio  dista  mucho  de  haber  llegado  a  aquel 
grado  de  perfección  requerido  por  el  principio  represen- 
tativo; pero  si  alguna  vez  se  encuentra  la  solución  exac- 
ta del  problema  en  este  punto  fundamental,  todavía  que- 
dan otros  de  menor  importancia  que  la  piden  también. 

Tales  son  los  relativos  al  secreto  ó  publicidad  del  voto 
y  á  la  representación  de  las  minorías. 

(a)  ¿M  sufragio  debe  ser  público  ó  secreto? — Para  unos  el 
secreto  es  una  garantía  importante  para  la  independen- 
cia del  sufragio;  otros  creen  auo  la  dignidad  de  esa  fun- 
ción y  la  verdadera  moralidad  electoral  van  unidas  á  la 
publicidad. 

(b)  Hepresentación  de  las  minorías, — En  cuanto  á  la  re- 

f)re8entación  de  las  minorías,  cuestión  tan  estrechamente 
igada  con  la  existencia  de  los  partidos  políticos  y  con  las 
teorías  y  sistemas  á  éstos  relativos,  poco  nos  toca  decir 
á  causa  de  ese  mismo  carácter. 

Defecto  de  la  elección  por  pluralidad  de  votos  casi  in- 
separable es  que,  fundándose  en  el  principio  de  que  la 
verdad  y  la  razón  están  allí  donde  concurren  la  mitad 
más  uno  de  los  llamados  á  elegir,  la  otra  mitad  menos 
uno  no  las  tengan,  por  donde  la  razón  y  la  sinrazón,  la 
verdad  y  el  error  dependen  de  un  solo  individuo. 

Pero  sucede  con  esto  como  con  tollas  las  obras  huma- 
nas y  aun  con  todos  los  métodos  que  á  la  investigación 
de  la  verdad  pueden  aplicarse.  Ninguno  hay  que  por  sí 
sea  eficaz  garantía  de  certidumbre,  y  por  lo  tanto,  hay 
que  escoger,  no  el  que  esté  e^jento  ae  vicios,  sino  el  que 
menos  tenga. 

8.**  Métaos  electorales, — Aspirando  á  reducir,  en  lo  po- 
sible, el  inconveniente  de  que  las  minorías  se  queden  sin 
ré^presentación  en  un  sistema  de  Gobierno  basado  precisa- 
mente sobre  la  representación  de  todos,  hánse  propuesto 
diferentes  medios  más  ó  menos  ingeniosos,  practicables 
y  eficaces,  de  los  cuales,  aunque  no  de  todos,  vamos  á 
dar  breve  noticia. 

(1)    Ahrend,  Derecho  natural. 
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(a)  Voto  Imitado. — Empezaremos  por  el  llamado  del 
^oto  limitadoy  que  en  la  actualidad  aplica  nuestra  legisla- 
ción en  las  elecciones  de  Diputados  á  Cortes,  provincia- 
les y  en  las  de  Ayuntamientos. 

Consiste  este  procedimiento,  en  que  cada  elector  no 
puede  inscribir  en  la  papeleta  tantos  nombres  cuantos 
sean  los  individuos  ó  representantes  de  cuya  elección  se 
trate,  sino  que,  según  ei  número  de  éstos,  sólo  tiene  de- 
recho á  votar  dos,  tres,  etc.,  menos,  y  éstos,  por  consi- 
guiente, ji>i¿^¿í^  resultar  elegidos  por  la  minoría  ó  mino- 
rías que,  en  el  caso  de  que  fuera  lícito  votar  el  número 
total  de  cargos,  quedarían  sin  representación. 

(b)  Cociente  electoral. — El  método  del  bodente  electoral^ 
dentro  del  que  caben  diversas  combinaciones,  trata  no 
sólo  de  obtener  representación  para  las  minorías,  sino  de 
que  sea  proporcional  á  la  fuerza  de  los  partidos. 

Lleva  aquel  nombre,  porque  partiendo  de  la  base  de 
que  un  cierto  número  de  electores  tienen  derecho  á  nom- 
brar un  representante,  cada  partido  deberá  elegir  tantos 
cuantas  veces  cuente  con  dicno  número  de  sufragios.  De 
este  modo  si,  por  ejemplo,  á  cada  1.000  electores  corres- 
ponde un  representante,  el  partido  que  tenga  2.000  votos 
elegirá  dos  ae  aquéllos,  y  así  sucesivamente,  con  tal  que 
á  los  nombres  inscritos  en  las  papeletas  se  le  vayan  apli- 
cando los  votos,  de  manera  que  en  llegando  á  la  canti- 
dad necesaria  de  sufragios,  ó  sean  1 .000  en  nuestro  ejem- 
plo, se  tenga  por  elegido  al  que  reúna  ese  cociente  elec- 
toral. 

(c)  Voto  acumulado. — El  sistema  del  voto  acumulado  reco- 
noce á  cada  elector  él  derecho  de  repetir  en  la  papeleta 
un  mismo  nombre  las  veces  que  quiera,  con  tal  que  no 
exceda  del  número  de  representantes  que  puede  votar. 
Si,  V.  gr.,  se  han  de  elegir  cuatro,  en  lugar  de  escribir 
cuatro  nombres  distintos  podra  repetir  uno,  dos,  tres  ó 
cuatro  veces,  contándose  cada  uno  por  un  voto. 

(d)  Voto  uninominal. — Mezcla  de  elección  directa  é  in- 
directa es  el  método  del  voto  uninominal  que,  fundado  en  el 
de  cociente^  propone  que  cada  elector  solamente  pueda  vo- 
fiír  un  candidato,  el  cual,  además  de  quedar  eleeido  en 

3  reúna  el  cociente  señalado,  tendrá  la  facultad  de 

rar  otros  tantos  representantes  cuantas  sean  las 

menos  una,  que  dicho  cociente  esté  contenido  en 

,1  de  sufragios  obtenidos.  Por  manera  que  si  el  co- 
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cíente  es  1 .000,  v.  gr.,  y  el  candidato  único  que  se  vota 
reúne  4.000  sufragios,  no  sólo  quedará  él  elegido,  sino 
que  se  tendrán  también  por  nombrados  para  represen- 
tantes á  los  tres  individuos  oue  designe  para  este  fin. 

(e)  Listas  concurrentes. — Otra  de  las  aplicaciones  del 
cociente  electoral  es  el  sistema  de  las  lutos  concurrentes ^ 
así  llamado,  porque  en  efecto,  la  lucha  electoral  no  se  en- 
tabla entre  personas  determinadas,  sino  aue  concurren  á 
disputarse  los  sufragios  y  el  triunfo  en  los  comicios  las 
listes  de  candidatos  formadas  por  los  partidos,  quienes 
en  realidad  son  los  que  colectivamente  batellan  en  las 
elecciones.  Exige,  por  lo  tanto,  este  método,  una  perfecta 
organización  de  los  partidos  que  aspiren  á  tomar  parte 
en  la  contienda,  porque  es  preciso  que  antes  de  la  elec- 
ción publiquen,  autorizadas  por  los  respectivos  comités, 
las  listas  de  sus  candidatos,  á  fin  de  que  terminada  la 
emisión  de  los  sufragios,  y  conocido  el  número  de  los 
conseguidos  por  cada  lista,  se  proceda  á  dividirlo  por  el 
cociente  electoral  que  corresponda  al  distrito  ó  circunscrip- 
ción para  saber  cuántos  candidatos  de  los  comprendidos 
en  aquéllos  han  triunfado,  que  serán  tantos  como  veces 
el  cociente  esté  contenido  en  la  suma  de  votos  alcanza-* 
dos  por  la  respectiva  liste. 

(f)  Coeficiente  electoral. — La  poca  eficacia  de  algunos  de 
estos  métodos,  y  las  graves  diíicultedes  que  en  la  prácti- 
ca ofrecen  otros,  sugirieron  no  hace  muchos  años  el  de 
los  coeficientes  de  preferencia^  llamado  así  por  su  autor,  en 
razón  al  valor  d!e  los  votos  aplicables  á  cada  candidato, 
según  el  lugar  que  en  las  papeletas  ocupe  su  nombre. 

He  aquí  en  qué  consiste. 

Cada  elector  tendrá  derecho  á  escribir  en  la  papeleta 
tantos  nombres  como  representantes  se  han  de  elegir; 
pero  no  se  contera  un  voto  entero  sino  al  primero,  la 
mitad  de  un  voto  al  segundo,  al  tercero  un  tercio,  etc., 
con  lo  cual,  como  se  comprende,  el  valor  de  los  sufragios 
dados  á  un  candidato  está  determinado  por  el  cociente 
que  resulte  de  dividir  la  unidad  por  el  número  ordinal 
que  en  las  papeletas  tenga  su  nombre. 
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CAPÍTULO  XIII. 

FORMACIÓN  DE  LAS  LBTE3. 

I/*  Razón  de  la  distribnoión  do  los  diversos  actos  aue  concurren  en  la  forma- 
ción de  las  leyes. — ^2.^  Enumeración  de  esos  aotosr  (a)  Iniciativa,  (b)  Disensión 
(c)  Votación,  (d)  Sanción.— 3.**  Veto.— 4.**  Aatoridad  á  quien  compete  la  san- 
ción.—5.o  Cuándo  se  entiende  formada  la  ley. 

1.°  Razón  de  la  distribución  de  los  diversos  actos  que  con-- 
curren  en  la  formación  de  las  leyes, — Diversidad  análoga  á 
la  ([ue  hemos  visto  reina  en  la  organización  del  Poder 
legislativo,  y  en  el  terreno  electoral  se  observa  en  cuanto 
á  las  atribuciones  de  los  Cuerpos  legisladores,  y  á  la 
participación  que  en  la  formación  de  las  leyes  se  confiere 
al  Jefe  del  Estado,  y  es  que  los  pueblos  aspiran  á  fortale- 
cer la  defensa  de  su  libertad,  distribuyendo  en  varias  ma- 
nos los  distintos  actos  que  concurren  á  la  función  legis- 
lativa que,  concentrada  en  una  sola  Cámara  ó  persona^ 
pudiera  engendrar  aquello  mismo  de  que  intentan  pre- 
servarse con  la  división  de  los  poderes. 

La  ley,  en  efecto,  como  expresión  de  la  voluntad  sobe- 
rana, debe  ser  determinación  racional  y  deliberada:  como 
regla  social,  ha  de  ser  provechosa  al  bien  común:  y  como 
destinada  á  imperar  sobre  personas  ha  de  contenerse 
dentro  de  los  límites  que  á  la  acción  del  Estado  señala  el 
respeto  de  la  humana  personalidad.  Requiere,  pues,  que 
el  legislador  no  obre  bajo  el  impulso  de  la  pasión,  sino 
que  con  ánimo  sereno  aprecio  el  estado  de  la  sociedad, 
8U8  necesidades  morales  y  materiales,  cuáles  son  las  re- 
formas para  que  está  preparada,  porque  no  siempre  ni 
en  todas  partes  lo  mejor  es  posible,  y  se  desprecia  y  pier- 
de por  conseguirlo  aquello  que  es  bueno;  en  una  pala- 
bra, que  se  tenga  en  cuenta  que  la  ley  de  todo  progreso 
encierra  un  elemento  de  estabilidad  consistente  en  la  tra- 
dición, y  otro  determinado  por  las  aspiraciones  á  la  per- 
fección, y  ambos  han  de  ser  atendidos  á  fin  de  que  ni  el 
uno  se  convierta  en  estancamiento,  ni  el  otro  sea  origen  de 
trastornos.  Para  obtener  este  resultado,  las  Constitucio- 
nes contienen,  aunque  cada  una  en  la  manera  que  mejor 
se  ha  creido,  disposiciones  referentes,  ya  á  las  facultades 
reconocidas  á  los  órganos  de  la  función  legislativa  en  ge- 
neral, ya  encaminadas  á  deslindar  los  actos  particulares 
que  en  ella  á  cada  uno  corresponda. 
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2.**  Enumeración  de  esos  actos. — Estos  actos  pueden  ser 
así  enumerados:  (a)  Iniciativa,  (b)  Discusión,  (c)  Votación. 
(d)  Sanción. 

(a)  \2kmdiSQÍniciativa  legislativa  al  derecho  de  presen- 
tar ó  proponer  los  proyectos  de  ley  y  pueden  reducirse  á 
tres  las  formas  que  las  diversas  Constituciones  han  idea^ 
do  respecto  á  este  punto.  Unas  confieren  ese  derecho  no 
más  que  á  la  asamblea  ó  asambleas^  ó  á  una  de  ellas 
aunque  haya  otra;  otras,  al  Poder  ejecutivo  exclusivar^ 
monte,  y  en  fin,  algunas  á  ambos  por  igual,  y  esto  pare- 
ce lo  mas  ventajoso,  no  obstante  que  en  Inglaterra  y  los 
Estados  Unidos  de  América,  el  sistema,  en  primer  líigar 
citado,  da  buenos  resultados.  De  todos  modos,  razonable 
parece  que  la  iniciativa  resida  en  ambos,  pues  si  la  re-^ 
presentación  del  pueblo,  es  justo  que  pueda  proponer  por 
fíí  lo  que  estime  necesario  ó  útil,  en  orden  á  los  intereses 
de  aquél,  tampoco  cabe  desconocer  que  el  Poder  ejecuti- 
vo en  contacto  constante  é  inmediato  con  la  sociedad,  co- 
locado en  la  mejor  situación  para  apreciar  con  exactitud 
las  necesidades  sociales,  los  cambios  que  experimentan  y 
las  medidas  que  reclaman,  reúne  circunstancias  tales, 

aue  fuera  perjudicial  privarle  de  la  atribución  menciona^ 
a,  por  el  rútu  escrúpulo  de  mantener  en  todo  su  integri- 
dad y  pureza  la  aplicación  de  la  teoría  de  la  separación 
de  poderes,  que  por  lo  demás,  nunca  podrá  realizarse 
estrictamente,  ó  por  desconfianza  infundada  y  exagera- 
da susceptibilidad  que  en  último  resultado  se  vuelven 
contra  el  prestigio  y  respetabilidad  de  la  representación 
nacional,  porque  si  ésta  es  tan  fiel  y  leal  como  debe,  nun- 
ca influirán  sobre  ella  los  halagos  ó  los  desvíos  del  favor 
gubernamental,  y  si  no  lo  es,  cualquier  precaución  será 
ilusoria. 

Con  arreglo  á  la  Constitución  vigente  (art.  41),  en  Es- 
paña la  iniciativa  legislativa  corresponde  al  Rey  y  á  cada 
uno  de  los  Cuerpos  Colegisladores;  pero  las  leyes  relati^ 
vas  á  contribuciones  y  crédito  público,  deben  presentarse 
primero  en  el  Congreso  de  los  Diputados  (art.  42). 

El  Gobierno,  para  cumplir  esa  importante  función 
cuenta  con  el  poderoso  auxilio  del  Consejo  de  Estado, 
al  cual  puede  consultar  acerca  de  los  proyectos  de  ley  (i). 


'  (1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  60. 
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Conviene  acerca  de  este  punto  de  la  iniciativa  hacer 
notar  que  implica  para  el  autor  de  los.  proyectos,  el  de- 
recho de  retirarlos  desde  que  se  discuten,  hasta  el  mo- 
mento en  que  son  votados,  sin  perjuicio  de  que  cualquie- 
ra otro  á  quien  aquella  facultad  incumba,  pueda  hacer- 
los suyos. 

(b)  y  (c)  La  discusión  y  la  votación  de  las  leyes,  aun- 
que actos  distintos,  hállanse  tan  íntimamente  enlazados, 
que  sería  violentar  la  naturaleza  de  las  cosas  confiarlos 
a  entidades  diferentes.  Esto,  no  obstante,  no  ha  faltado 
Constitución  que  con  la  mira  de  evitar  los  inconvenien- 
tes de  largas  é  inútiles  discusiones,  los  separó;  tal  fué  la 
Constitución  francesa  del  año  8.**  de  la  República,  que 
confió  la  votación  al  Cuerpo  legislativo  y  la  deliberación 
al  Tribunado,  cayendo  en  un  extremo  deplorable,  por 
huir  del  antes  citado  muchísimo  menor,  y  casi  insepara- 
ble del  sistema. 

La  participación  que  dan  algunas  Constituciones,  y  en- 
tre ellas  la  de  nuestra  patria,  al  Poder  ejecutivo  en  la 
obra  legislativa,  no  se  ejerce  ni  podría  ejercerse  directa  y 
personalmente  por  el  investido  del  último  sin  quebranta- 
miento profundo  del  principio  cardinal  en  que  la  división 
de  los  poderes  descansa,  sino  que  son  los  Ministros  quie- 
nes en  nombro  de  aquella  suprema  Autoridad,  sea  Rey  ó 
Presidente  de  República,  la  ejercen  como  consecuencia  de 
los  cargos  superiores  que  desempeñan,  y  lejos  de  menos- 
cabar la  independencia  del  cuerpo  ó  cuerpos  deliberan- 
tes, como  fácilmente  acontecería,  si  personalmente  in- 
terviniera en  las  discusiones  y  votaciones  el  depositario 
de  la  potestad  ejecutiva,  es  un  poderoso  medio  para  con- 
servar la  armonía  entre  los  poderes  y  enlazar  su  acción, 
lográndose  también  de  una  parte  el  auxilio  de  las  luces 
que  por  sus  conocimientos  especiales  y  por  los  datos  cjue 
poseen,  pueden  proporcionar  aquellos  elevados  funcio- 
narios en  el  curso  de  los  debates,  y  de  otra  que  se  pe- 
netren perfectamente  del  espíritu,  tendencias  y  alcance 
de  los  preceptos  cuyo  cumplimiento  les  incumbe. 

Por  natural  ilación  de  las  ideas,  no  puede  hal)larse  de 
la  iniciativa,  discusión  y  votación  de  las  leyes  sin  men- 
cionar el  derecho  de  enmienda^  ó  sea  el  de  proponer  aque- 
llas que  se  creen  ventajosas  en  sustitución  de  alguna 
parte  de  los  proyectos  de  ley.  Su  uso,  aunque  inexcusable, 
como  corolario  del  derecho  de  iniciativa,  no  deja  de  ofre- 
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cer  algún  inconveniente  para  la  buena  redacción  de  las 
leyes,  y  requiere  por  lo  mismo  que  se  procure  neutrali- 
zar éste  adoptando  medios  contra  los  riesgos  de  la  sor- 
presa ó  del  arrebato  del  momento. 

Respecto  al  acto  mismo  de  la  votación^  A uestra  ley  fun- 
damental (1)  establece  que  las  resolucionis  de  cada  Cuer- 
po Colegislador  se  toman  á  pluralidad  dc'^otos;  pero  para 
votar  las  Uyes  so  requiere  la  presencia  de  la  mitad  más  uno 
del  número  total  de  individuos  que  la  componen. 

Los  Ministros  de  la  Corona  que  c©mo  órganos  inme- 
diatos del  Poder  ejecutivo  conierido  al  Rey  en  toda,  su 
plenitud,  pueden,  por  sólo  aquel  carácter,  tomar  parte 
en  la  propuesta  y  deliberación  de  los  proyectos  de  ley, 
no  tienen  voto  al  acordar  respecto  á  ellos,  sino  en  la  Cá- 
mara á  que  pertenezcan  [V¡*  m 

(d)  Es  la  sanción  realmente  el  acto  compl/nentario  de 
la  ley,  porque  lo  que  hasta  entonces  no  era  más  que  un 
proyecto  adoptado  por  la  Cámara  ó  Cámaras  adquiere 
mediante  el  carácter  de  ley,  recibiendo  de  quien,  según 
la  Constitución,  puede  otorgársela,  la^fuerza  de  obligar 
á  su  cumplimiento. 

Llámase  sanción  del  latín  santire,  cot  tracción  de  sane- 
tus  facercj  que  significabah^ntre  los  romanos  la  conmina- 
ción do  pena  contra  el  que  violara  ó  atentara  á  las  cosas 
declaradas  sanctas  como  las  leyes,  las  murallas  de  la  ciu- 
dad, etc.,  por  donde  se  ve  que  la  voz  conserva  en  el  fon- 
do el  mismo  valor  y  sentido  antiguos. 

En  los  Estados  regidos  por  un  poder  absoluto  perso- 
nal. Rey,  Dictador,  etc.,  á  quien  pertenece  en  su  totali- 
dad la  función  legislativa,  la  sanción  carece  de  todo  lí^ 
mite,  y  lo  mismo  acontece  cuando  esa  desmedida  autori- 
dad la  ejerce  un  cuerpo  de  pocos  ó  muchos  miembros 
compuestos;  mas  en  los  países  que  previsora  y  sabiamen- 
te quieren  asegurar  su  libertad  y  buen  gobierno  sepa- 
rando el  acto  de  la  sanción  de  las  leyes  de  los  demás 
citados,  aquélla  tropieza  siempre  con  una  restricción  im- 
portantísima, puesto  que  nunca  puede  recaer  sino  en  los 
proyectos  previamente  discutidos  y  votados. 

No  teniendo  la  sanción  otro  motivo  de  existencia  que 
el  de  ser  una  fuerza  regiiladora  que  en  defensa  de  lo  que 

(1)  Constitución  de  30  de  Agosto  de  1876,  art.  43. 

(2)  Constitución,  art.  68. 
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exigen  los  intereses  generales  y  permanentes  de  los  pue* 
blos,  se  oponga  á  los  posibles  desaciertos  inspirados  por 
un  rapto  de  momentáneo  entusiasmo,  á  resoluciones  po- 
co meditadas,  peligros  ambos  á  aue  por  su  naturaleza 
están  expuestos  toáoslos  Cuerpos  deliberantes,  nada  más 
lógico  que  conferir  su  ejercicio  á  auien  colocado  fuera 
del  terreno  donde  batallan  los  partidos,  está  en  condicio- 
nes excelentes  para  juzgar  con  imparcial  criterio  y  sere- 
na razón  la  bondad  ó  malicia  de  los  acuerdos  adoptados 
por  las  Asambleas-  y  pesar  y  medir  las  consecuencias 
que  acarrearían  á  Ja  sociedad. 

En  consecuencia  de  esto,  las  Constituciones  aue  sepa- 
ran la  sanción  de  la  discusión  y  votación  de  las  leyes, 
confiérenla  al  Cuerpo  ó  persona  investida  del  Poder  eje- 
cutivo. 

De  la  facultad  de  sancionar  nace  necesariamente  la  de 
no  sancionar,  ó  sea  la  negativa  á  dar  fuerza  obligatoria  á 
las  resoluciones  de  los  Cuerpos  legisladores;  pero  los 
efectos  de  esta  consecuencia  son  más  ó  menos  extensos 
según  las  Constituciones. 

3.**  Veto. — Cuando  se  llevan  hasta  el  último  límite, 
porque  ninguno  se  establece  al  ejercicio  de  la  sanción, 
sino  el  que  procede  de  la  misma  naturaleza  del  acto,  la 
facultad  de  negarla,  que  se  llama  veto,  es  absoluta.  Será  él 
Teto  sicspensivo  cuando  se  restringen,  dichos  efecto^  estatu- 

Í^endo  que  si  trascurrido  cierto  tiempo  vuelve  á  presen- 
arse  el  proyecto  votado,  al  cual  se  negó  la  sanción,  se- 
rá ley. 

Acerca  de  las  ventajas  ó  inconvenientes  de  esas  dos 
formas  del  veto  nada  hemos  de  decir,  porque  excedería 
nuestro  objeto. 

4."*  Autoridad  á  guien  compete  la  sanción. — En  España  co- 
rresponde al  Rey  la  sanción  de  las  leyes,  y  cuando  á  al- 
gún proyecto  de  ley  Ja  niegue  no  podrá  volverse  á  propo- 
ner otro  sobre  el  mismo  objeto  en  la  legislatura  de  que 
aquél  proceda  (i). 

En  algunos  Estados,  los  Unidos  de  América,  por  ejem- 
plo, donde  no  está  separada  la  sanción  de  los  demás  ac- 
tos que  informan  la  función  legislativa,  existe  sin  embar- 
go una  garantía  contra  el  poder  absorbente  de  las  Cá- 
maras. Temiendo  con  razón  que  pueda  llegar  un  mo- 

(1)    Constitución,  art.  44. 
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mentó  en  que  no  se  contengan  dentro  del  poder  que  les 
señalan  las  Constituciones  respectiyas,  y  atenten  contra 
lo  que  éstas  consagran,  han  establecido  que  ninguna  ley 
se  promulgue  sin  haber  sido  antes  examinada  y  declara- 
da címstitudonalj  ó  conforme  con  el  Código  político  del 
país,  por  el  Cuerpo  ó  Tribunal  á  quien  se  consulte  ese  jui- 
cio de  constitucionalidad. 

Por  efecto  de  esa  diferencia  relativa  al  acto  definitivo 
que  les  comunica  el  carácter  de  obligatorias,  la  focha  de 
las  leyes  varía  según  las  prescripciones  que  arreglan  y 
determinan  su  modo  de  formación. 

5.®  Cuándo  se  entiende  formada  la  Uy, — Allí  donde  la  san- 
ción existe,  el  proyecto,  aunque  votado,  no  llega  á  ser  ley 
hasta  que  obtiene  aquella  aquiescencia  y  aprobación  que 
la  comunica  fuerza  y  vigor,  y  por  lo  mismo  debe  llevar 
la  focha  en  que  por  haber  sido  sancionada  es  ley;  pero 
donde  la  sanción  no  existe,  y  la  ley  recibe  su  perfección 
del  voto,  la  fecha  en  que  lo  alcanza  es  la  suya.  Por  lo 
tanto,  cuando  el  derecho  de  votarla  pertenezca  á  dos 
Asambleas,  la  fecha  será  la  de  la  votación  últimamente 
recaída  acerca  del  proyecto:  si  tiene  el  Poder  ejecutivo 
derecho  á  provocar  un  nuevo  examen  de  la  ley,  enten- 
deráse  dada  ésta  en  el  día  en  que  definitivamente  sea  vo* 
tada,  y  finalmente,  si,  como  sobre  todo  sucede  donde 
hay  una  sola  Cámara  legislativa,  los  proyectos  necesitan 
dos  ó  tres  lecturas  para  convertirse  en  leyes,  no  adqui- 
rirán fuerza  de  tales  hasta  que  se  efectúe  la  ultima  vota- 
ción cuya  fecha  será  la  oficial  de  la  ley. 

CAPÍTULO  XIV. 

PROMULGACIÓN  T  FÜBRZA  OBLiaiTOBIA  OB  LAJ9I  LETE8. 

I.*'  Neoemdftd  de  l»promalgaeiÓD. — 2.^  En  giié  oo]isiat«.~3.*'  A  quién  eompefce. 

— 4.**  Faerza  obligatoria  de  la  ley. — 5.**  Desfíe  caándo  ea  oMigatoria  la  ley. — 

6/  Disposiciones  legres  qne  fijan  desde  cuándo  obliga  la  ley. 

1.**  Necesidad  de  la  promulgaeión. — Hemos  visto  que  en 
donde  la  sanción  esta  admitida,  el  Poder  ejecutivo,  al 
cual  esa  facultad  se  atribuye,  participa  por  ella  de  una 
porción  importante  del  legislativo,  aunque  siempre  sin 
aue  le  sea  permitido  alterar  ó  modificar  las  disposiciones 
ae  las  leyes.  Vamos  ahora  á  examinar  como  la  idea  se 
trasforma  en  hecho. 
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Indudable  es  que  si  bien  perfecta,  acabada  y  completa 
la  ley  como  precepto  obligatorio,  sería  contrario  á  la  ra- 
zón exigir  su  observancia  antes  de  haberla  dado  á  co- 
nocer. 

«Debe,  pues,  como  mandan  nuestras  leyes  (1),  ser  ma- 
nifiesta, que  todo  hombre  la  pueda  entender,  y  que  nin- 
guno rocina  engaño.» 

2.**  En  qué  consiste. — El  acto  por  el  cual  la  ley  se  haco 
saber  a  los  ([ue  han  de  obedecerla  y  cumplirla,  llámase 
prornulgación^  y  es  el  primero  de  su  gecución. 

3.**  A  quién  corresponde  hacerla. — Corresponde  siempre 
por  su  índole  al  Podei>  ejecutivo,  y  en  él  está  contenida 
toda  la  autoridad  de  éste  que  luego  expondremos  en  su 
desarrollo. 

En  España  la  facultad  de  promulgar  las  leyes  pertenece 
al  Rey  (2),  y  para  ejercerla  úsase  la  fórmula  siguiente: 

«Doña  María  Cristina,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Cons- 
titución Reina  Regente  de  España. 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  entendieren  sabed: 
que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  si- 
guiente: 

Por  tanto:  Mandamos  á  todos  los  Tribunales^, 

Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y  demás  Autoridades,  así 
civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier  clase 
y  dignidad,  que  guarclen  y  hagan  guardar,  cumplir  y 
ejecutar  la  presente  ley  en  todas  sus  partes. 

Dado  en  Palacio,  etc.  Siguen  la  feclia  y  luego  la  firma 
de  la  Reina  Regente  y  la  del  Ministro  que  refrenda.» 

4."*  Fuerza  obligatoria  de  la  ley. — No  se  hace  la  ley  para 
que  sea  un  texto  muerto,  una  fórmula  ineficaz,  ni  si- 
(juiera  un  consejo;  mas  para  que  sirva  de  norma  y  regla 
a  que  se  ajusten  las  relaciones  sociales,  de  índole  pú- 
blica ó  privada,  indispensable  es  que  haya  medios  co- 
activos, con  que  apremiar  y  compeler  á  su  obediencia. 
Pero  esta  fuerza  y  condición  obligatoria  de  la  ley,  que 
constituye  su  carácter  íntimo,  su  verdadera  y  peculiar  na- 
turaleza, supone  ó  implica  que  es  ó  debe  ser  conocido  lo 
que  prohibe  y  permite,  lo  que  manda  y  establece. 

5."    Desde  cuándo  es  obligatoria  la  ley. — Por  más  que  la 


(1)  Ley  1.a,  tít.  2  °,  lib.  3.°,  Nov.  Recop. 

(2)  Constitución,  art.  61. 
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promulgación  llena  esta  necesidad,  lo  efectúa  de  un 
modo  inevitablemente  incompleto  porque  es  vapro.  Es 
verdad  que  á  todos  los  que  la  vieren  y  entendieren  requiere 

{)ara  que  la  tengan  por  hecha  y  dictada,  y  preceptúa  á 
os  Tribunales,  Autoridades  y  Jefes  de  todas  clases,  fueros 
y  condiciones  cjue  la  cumplan  y  hagan  cumplir;  pero 
queda  siempre  en  pie  una  cuestión;  ¿desde  cuándo  se 
puede  en  justicia  exigir  esta  observancia,  dado  que  la 
promulgación  hecha  en  un  día  y  pueblo  determinados 
sólo  puede  ser  conocida  cuando  más  de  los  habitantes 
de  aquél  en  la  fecha  en  (jue  se  ejecuta? 

Sin  entrar  en  el  terreno  teórico  en  que  se  debate,  con- 
viene fijar  un  término  único  desde  el  cual  en  adelante  se 
repute  conocida  de  todos  la  ley,  ó  es  preferible  señalar 
plazos  diferentes  y  proporcionados  á  las  distancias,  me- 
dios de  comunicación,  etc.;  basta  para  nuestro  intento 
apuntar  lo  que  la  patria  legislación  prescribe. 

6.*^  Disposiciones  legales  que  fjan  aesde  cuándo  obliga  la 
fey.— El  decreto  de  las  Cortes  de  5  de  Junio  de  18*23  esta- 
bleció respecto  á  las  leyes  civiles  que  fueran  obligatorias 
en  las  provincias,  desde  que  en  cada  una  de  ellas  se  pu- 
blicasen, á  menos  de  que  otra  cosa  las  mismas  leyes  man- 
daran. 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  3  de  Noviembre 
de  1837  y  R.  D.  de  28  del  mismo  mes,  las  leyes  y  las  dis- 
posiciones del  Gobierno  son  obligatorias  en  Madrid  desde 
su  publicación  en  la  Oaceta  Oficial,  en  las  capitales  de  pro- 
vincia desde  que  se  publiquen  en  los  respectivos  Boletines 
Oficiales  y  en  ios  demás  pueblos  cuatro  días  después. 

No  alteró  este  precepto  general,  sino  que  se  propuso 
explicar  su  sentido  y  niar  su  alcance,  la  R.  O.  de  4  de 
Mayo  de  1838  que  aeclaró  obligatorias  las  órdenes  del 
Gk)bierno  desde  su  inserción  en  la  Oaceta  de  Madrid,  con 
el  solo  fin  de  que  las  Autoridades  y  Jefes  las  cumplan  y 
observen  en  lo  que  les  concierne,  sin  esperar  para  ello  a 
que  por  el  respectivo  Ministerio  se  les  comunicjue. 

Propósito  igual  determinó  la  publicación  del  Real  de- 
creto de  9  de  Marzo  de  1851  disponiendo  que  todas  las 
leyes.  Reales  decretos.  Reales  ordenes  y  cualesquiera 
otras  disposiciones  del  Gobierno  que  sean  de  carácter 
general  y  no  exijan  reserva,  bien  emanen  de  los  Ministe- 
rios, de  las  Direcciones  generales  ú  otras  dependencias 
centrales  se  publiquen  en  la  Gaceta  OJícialy  y  por  solo  su 
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inserción  en  ella  será  obligatorio  su  cumplimiento  para 
los  Tribunales  y  Autoridades  civiles,  militares  y  eclesiás- 
ticas, debiendo  dichas  Autoridades  cuidar  á  su  vez  de 
que  se  publiquen  en  los  Boletines  OfidaUs  cuando  la  natu- 
raleza ae  aquéllas  lo  requiera,  dictando  las  órdenes  con- 
ducentes á  su  más  pronta  y  exacta  observancia,  sin  espe- 
rar á  que  particularmente  se  hagan  llegar  á  su  noticia 
por  los  Centros  de  que  procedan. 

CAPÍTULO  XV. 

DKL  PODBB  EJECUTIVO. 

1.^  Formas  diversaB  de  orgamsaoión  según  las  Constituciones^. — ^2.**  A  qaién  oo- 
□responde  aa  ejoroioio. — ^3."  Daraoión  y  trasmisión.— 4.°  Necesidad  do  sefiaUr 
con  fijeza  sus  limites. ~5.°  Relaciones  entre  los  Poderes  ejecutivo  v  legislativo. 
— 6.*  Organismos  subordinados  al  Poder  ejecutivo. — 7.**  División  del  Poder  €í|e- 
cutivo.— 3.^  Miembros  de  la  división.— 9.^  ¿Las  desmembraciones  del  Poder  eje* 
cutivo  son  propiamente  poderes?— 10.  Razones  qt]^  existen  pa^a  no  concederle 
ese  carácter.— 11.  Ordenes  administrativo  y  judicial. — 12.  Análisis  de  las  fon- 
ciones  ejecutivas. — 13.  Clasificación  de  las  mismas. 

1  .**  Formas  diversas  de  organización  según  las  Constitucio* 
nes. — Destinado  á  poner  en  práctica,  á  cumplir  las  dispo- 
siciones adoptadas  por  el  Poder  legislativo,  el  ejecutivo 
confúndese  con  él  en  la  misma  persona  ó  cuerpo  en  los 
pueblos  no  regidos  representativamente;  pero  en  aquellos 
en  los  cuales  la  'organización  de  los  Poderes  tiene  por 
base  la  representación  ofrece  las  más  grandes  diversi- 
dades. 

El  principio  de  la  división  del  Poder  que  hemos  visto 
aplicado  en  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  del  legislativo, 
como  fianza  contra  los  abusos  y  excesos  de  los  cuerpos 
llamados  á  desempeñar  función  tan  importante,  con  ma- 
yor motivo  había  de  aplicarse  á  la  organización  del  eje- 
cutivo, que  por  su  naturaleza  y  modo  de  obrar  hace  más 
fáciles  y  temibles  las  extralimitaciones. 

Las  Uonstituciones  resuelven  de  diferentes  maneras, 
según  la  índole  general  del  sistema  de  gobierno,  los  difí- 
ciles problemas  que  acerca  de  este  punto  surgen,  prin- 
cipalmente acerca  de  la  composición  del  organismo  eje- 
cutivo, de  la  duración,  trasmisión  y  condiciones  del  ejer- 
cicio d.e  ese  Poder  y  del  análisis  y  división  del  mismo  en 
diferentes  ramos. 

2.**  A  quién  corresponde  su  ejercicio. — Por  lo  que  hace  á 
su  composición,  ó  mejor  expresado,  á  la  entidad  encarga- 
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da  de  ser  su  órgano,  el  Poder  ejecutivo  puedo  estar  con- 
fiado á  una  sola  persona  ó  auna  colectividad  ó  cuerpo;  por- 
que aun  cuando  es  un  axioma  de  buen  gobierno  que  si  ja- 
ra deliberar  conviene  la  pluralidad  de  inteligencias,  para 
ejecutar  conviene  la  unidad,  esto  no  excluye  que  en  las 
combinaciones  constitucionales  algunas  naciones  hayan 
estimado  mejor  aseguradas  las  libertades  públicas  en- 
cargando la  potestad  ejecutiva  á  una  corporación  que  co- 
metiéndola á  una  autoridad  unipersonal. 

Es  propio  de  las  Monarquías,  aun  cuando  no  peculiar, 
que  en  ellas  sea  una  sola  persona  quien  ejerza  la  pleni- 
tiid  del  Poder  que  nos  ocupa;  pero  en  los  Estados  repu- 
blicanos puede  suceder  que  esté  atribuido  á  muchos, 
como  ocurre  en  Suiza,  donde  conforme  á  la  Constitución 
votada  en  19  de  Abril  de  1874,  y  hoy  vigente,  lo  desem- 
peña el  Consejo  federal,  compuesto  de  siete  miembros 
oue  cada  tres  años  elige  la  Asamblea  de  la  confederación 
ae  entre  los  ciudadanos  que  reúnen  las  condiciones  para 
ello  exigidas.  Esto  no  obstante,  las  ventabas  de  la  unidad 
de  acción  son  tales,  que  en  las  otras  Repúblicas,  por  más 
recelosas  que  sean  respecto  al  ejercicio  de  la  autoridad 
ejecutiva,  confiérese  éste,  al  Supremo  Magistrado.  En  Es- 
paña la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en  el 
iley,  y  su  autoridad  se  extiende  á  todo  cuanto  conduce  á 
la  conservación  del  orden  público  en  lo  interior,  y  á  la 
seguridad  del  Estado  en  lo  exterior,  conforme  a  la  Cons- 
titución y  á  las  leyes  (1). 

3.*  Duración  y  trasmisión. — Influencia  más  decisiva  giie 
en  la  estructura  del  Poder  ejecutivo  tienen  en  cuanto  a  la 
duración  de  su  ejercicio,  y  á  la  manera  de  trasmitirlo,  las 
formas  del  Estado. 

En  los  republicanos,  por  natural  exigencia  del  sistema, 
la  magistratura  suprema  confiérese  por  tiempo  limitado, 
el  cual  trascurrido  se  elige  un  nuevo  depositario  de  la 
potestad  ejecutiva.  Esta  amovilidad  y  frecuente  renova- 
ción del  encargado  de  ejecutar  las  leyes,  entraña  graví- 
simos inconvenientes  para  el  sosiego  y  prosperidad  de 
las  naciones,  porque  cualquiera  que  sea  el  método  adop- 
tado para  la  elección,  es  inseparaJble  de  ella  el  recrudeci- 
miento de  las  luchas  políticas  que  en  no  pocas  ocasiones 
producen  conflictos  sangrientos,  y  dejan  siempre  tras  de 

(1)    Constitución  vigente,  art.  60. 
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Éií  el  amargo  fruto  de  las  más  profundas  divisiones  y  en- 
conados odios;  pero  como  en  realidad  forma  la  sustancia 
del  sistema,  tendría  sólo  apariencia  de  República  el 
Estado  donde  por  mucho  tiempo,  y  máxime  por  plazo 
ilimitado  ó  vitaliciamente,  se  diera  aquella  investidura. 

La  forma  monárquica  carece  de  tales  peligros,  singu- 
larmente cuando  es  hereditaria  en  una  familia  ó  dinastía, 
conforme  á  los  llamamientos  establecidos  en  la  Constitu- 
ción. Nada  en  tal  caso  turba  la  continuidad  del  ejercicio 
del  poder,  condición  tan  importante  para  la  conservación 
del  orden  social. 

4.°  Necesidad  de  señalar  con^jeza  sus  limites, — Tan  ínti- 
mamente enlazados  por  la  mdole  de  sus  funciones  el 
Poder  legislativo  y  el  ejecutivo,  como  la  intención  y  el 
hechp,  importa  para  que  éste  corresponda   á  aquélla 

3ue  los  órganos  de  la  voluntad  nacional  tengan  me- 
ios  apropiados  y  eficaces  de  vigilar  por  la  leal  y  exacta 
práctica  de  los  preceptos  que  dictan  y  aun  de  compe- 
ler á  ellos,  pues  á  no  ser  así,  resultaría,  ó  podría  resul- 
tar, ilusoria  su  misión.  Por  otra  parte,  las  invasiones  del 
Poder  legislativo  en  la  esfera  del  ejecutivo  acarrearían 
males  no  menores.  De  aquí  que  la  clara  y  bien  definida 
competencia  de  cada  uno  y  la  fijación  de  sus  mutuas  re- 
laciones constituye  una  de  las  más  graves  y  trascenden- 
tales cuestiones  de  índole  constitucional,  sea  cualquiera 
la  forma  de  gobierno. 

Si  en  una  Monarquía  se  organiza  vigorosamente  el  le- 
gislativo y  deliberadamente  se  enflaquece  y  debilita  el  eje- 
cutivo, veremos  un  Rey  juguete  de  las  Cámaras,  como  su- 
cedió al  infortunado  Luis  A VI  de  Francia  bajo  el  régimen 
de  1791.  Por  el  contrario,  cuando  una  Constitución  repu- 
blicana cuida  de  fortalecer  y  afirmar  con  robustos  apo- 
}^os  la  autoridad  ejecutiva  de  la  suprema  magistratura, 
rente  á  numerosas  asambleas  escasas  en  facultades, 
aquélla  las  avasallará,  obligándolas  á  plegarse  á  sus  de- 
signios. De  esto  ofreció  también  ejemplo  la  nación  citada 
cuando  imperaba  la  Constitución  del  año  8.**,  por  virtud 
de  la  cual  el  Consulado  absorbió  en  sí  todas  las  fuerzas  y 
toda  la  autoridad  del  país. 

5.^  Relaciones  entre  los  Poderes  legislativo  y  e/ecutivo. 
— El  punto  de  unión  y  el  regulador  del  equilibrio  de  los 
dos  poderes  hállase  en  todos  los  Estados  representativos, 
monárquicos  ó  republicanos,  en  la  participación  que  en 
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las  tareas  de  los  Cuerpos  legisladores  se  concede  á  los 
agentes  políticos  del  ejecutivo.  Será  casi  nula  la  influen- 
cia de  aquéllos  en  la  dirección  del  Gobierno  cuando  los 
Ministros  no  estén  en  contacto  con  ellos  y  en  cierto  modo 
bajo  su  dependencia,  poraue  calculadamente  se  les  exclu- 
ya de  ser  sus  miembros,  naciendo  incompatibles  ambos 
caicos.  Alcanzará  importancia  si  ya  como  individuos  de 
las  Cámaras,  ó  sin  esa  cualidad,  tienen  en  ellas  entrada, 
y  por  esta  circunstancia  pueden  tomar  parte  en  las  dis- 
cusiones. Será  preponderante  en  el  caso  de  que  por  deber 
de  sus  funciones  tengan  que  concurrir  á  las  sesiones  de 
los  mencionados  Cuerpos  representantes  de  la  Nación,  te- 
niendo en  ellos  al  menos  voz  y  estando  sujetos  á  la  res- 
ponsabilidad ministerial,  cuyo  carácter,  formas  y  alcance 
veremos  más  adelante. 

6.*"  Oraanismos  subordinados  dd  Poder  ejecutivo. — Ni 
en  las  Monarquías  representativas,  ni  menos  en  las 
Repúblicas,  puede  el  Jefe  del  Estado  ejercer  por  sí  mismo 
las  múltiples  y  complicadas  funciones  originadas  por  la 
ejecución  de  los  preceptos  legislativos;  y  aun  en  los  Go- 
biernos absolutos,  donde  la  voluntad  del  Rey,  Empe- 
rador, Dictador,  etc.,  es  ley  que  parece  ejercitar  directa- 
mente, no  pasa  de  ser  una  ficción  esa  omnipotencia  guo* 
sirve  sólo  para  sustraer  á  la  crítica,  y  en  ocasiones  a  la 
justa  vindicta  de  los  oprimidos  pueblos,  el  proceder  de 
los  agentes  de  quienes  se  sirve  el  Soberano. 

Hay,  pues,  necesidad  de  un  número,  mayor  ó  menor, 
de  organismos  subordinados  para  llevar  á  debida  ejecu- 
ción las  leyes,  y  es  obvio  que  recayendo  éstas  en  objetos 
muy  diferentes,  aunque  susceptibles  de  ser  clasificados 
en  grupos,  según  la  afinidad  de  las  materias  á  que  se  re- 
fiere la  disposición  de  esos  organismos,  debe  ajustarse 
á  formas  especiales  en  consonancia  con  las  funciones  que 
han  de  cumplir, 

7.**  División  dd  Poder  ejecutivo. — Así  como  la  diferente 
índole  de  los  actos  del  Poder  social  ó  de  las  manifestacio- 
nes de  su  acción,  engendra  lógicamente  la  división  del 
j}odery  único  en  su  origen  y  esencia,  en  dos  grandes  grupos 
ó  ramas,  conarreglo  a  la  naturaleza  especial  y  caracterís- 
tica de  las  funciones  que  la  razón  le  asigna  y  la  expe- 
riencia justifica;  así  también,  y  con  no  menos  fundamen- 
to, la  parte,  grupo  ó  rama  relativa  al  cumplimiento  de 
los  preceptos  dictados  para  el  régimen  y  gobierno  social 
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se  considera  dividida  en  diversos  miembros;  no  sólo  por- 
que la  inteligencia  halla  marcadas  señales  que  distin- 
guen con  claridad  un^  de  otros  los  actos  del  Poder  eje- 
cutivo; sino  porque  la  experiencia  enseña  los  inconve- 
nientes que  para  la  libertad  de  los  pueblos  trae  consigo 
la  confusión,  en  una  misma  persona  ó  cuerpo,  de  las  fa- 
cultades anejas  á  la  mencionada  potestad. 

S.""  Miembros  de  la  división,  —Respecto  á  cuántos  son  los 
miembros  que  esa  división  debe  abrazar  y  cuál  es  la  de- 
nominación que  á  cada  uno  de  ellos  corresponde  por  su 
importancia,  andan  muy  discordes  los  pareceres  de  auto- 
res y  publicistas. 

Quieren  unos  que  sean  tres,  á  saber:  el  gubernativo,  el 
administrativo  y  el  judicial.  Otros  pretenden  añadir  á  és- 
tos el  provincial  y  el  municipal,  y  muchos  con  mejor  fun- 
damento, persuadidos  de  que  la  división  sólo  es  legítima 
cuando  en  la  realidad  responde  á  caracteres  bien  deter- 
minados, sostienen  que  lógicamente  no  puede  admitirse 
más  distinción  que  la  proviniente  de  la  índole  de  las  fun- 
ciones de  j%i,zgar  y  administrar.  En  efecto,  percíbese  sin 
esfuerzo  que  versando  las  reglas  dictadas  por  el  Poder 
legislativo,  ó  acerca  de  la  gestión  de  los  intereses  públi- 
cos en  toda  su  extensión,  ó  respecto  á  la  conservación  y 
subsistencia  del  estado  de  derecho  entre  los  ciudadanos, 
ya  dirimiendo  los  conflictos  de  orden  privado  y  civil,  ya 
corrigiendo  los  ataques  que  contra  la  sociedad  dirijan, 
cada  uno  de  éstos  modos  de  obrar  requiere  disposición 

{)articular  y  adecuada  al  efecto  que  debe  producir,  y  por 
o  tanto,  es  conforme  á  La  naturaleza  de  las  cosas  ad- 
mitir la  división  del  Poder  eiecutivo  en  administrativo  y 
judicial j  mientras  que  no  siendo  la  parte  gubernativa  otra 
cosa,  como  más  adelante  expondremos,  que  el  pensa- 
miento que  preside  al  funcionamiento  general  de  todos 
los  organismos  del  Estado  con  un  fin  determinado,  más  ó 
menos  inmediatamente  sobre  todos,  incluso  el  Poder  le- 
gislativo, influye,  y  por  lo  tanto,  ni  es  concebible  como 
entidad  separada,  ni  aun  siéndolo  podría  quedar  relega- 
do á  ser  una  porción  del  Poder  ejecutivo. 

En  cuanto  a  las  ramas  provincial  y  municipal,  basta 

saber  que  están  con^prendidas  completamente  dentro  de 

la  Administración  por  su  destino,  para  comprender  que 

no  cabe  asignarlas  lu^ar  propio. 

9.**    ¿Lasdesmemdractanes  deí  Poder  ejecutivo  sonpropiamen^ 
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te  poderes? — Mas  sean  unos  ú  otros  los  miembros  de  la 
misión,  ¿qué  consideración  merecen,  y  cuál  es  la  deno- 
minación que  les  corresponde? 

^  A  esta  pregunta  contéstase  también  de  modos  dife- 
rentes. 

Está  bastante  generalizada  la  doctrina  que  los  erige 
en  poderes,  fundándose  en  que  cada  uno  de  ellos  necesita 
independencia  de  acción,  esfera  propia  en  que  girar,  or- 
ganización especial,  exigencias  que  constituyen  por  sí  ca- 
racteres bastantes  nara  atribuir  aquella  categoría  á  las 
desmembraciones  de  la  potestad  ejecutiva. 

Aun  cuando  á  nuestro  juicio  ningún  interés  práctico 
encierra  esa  cuestión  de  nombre,  creemos  que  en  rigor 
de  verdad,  cuadra  mejor  el  de  órdenes  ó  do  autoridades 
á  los  organismos  establecidos  para  llenar  las  funciones 
primordiales  que  hemos  distinguido  en  el  Poder  eje- 
cutivo. 

10.  Razones  qm  existen  para  no  concederles  ese  carácter. — 
La  acepción  de  la  palabra  poder  en  el  derecho  público, 
implica  el  ejercicio  de  una  parte  de  la  soberanía  social,  y 
lleva  consigo  la  idea  de  una  fuerza  propia,  de  una  exis- 
tencia, por  decirlo  así,  autónoma,  que  si  aparece  con  cla- 
ridad y  se  reconoce  sin  esfuerzo  en  los  organismos  pri- 
marios de  aquella  soberanía,  no  es  posible  reconocer  del 
mismo  modo  en  las  porciones  del  ejecutivo,  cualquiera 
que  sea  por  otra  parte  la  forma  del  Gobierno.  La  Admi- 
nistración y  los  Tribunales  tienen  por  misión  única,  y 
aun  más  éstos  que  aquélla,  aplicar  la  ley;  pero  ni  la  Ad- 
ministración ni  los  Tribunales  lo  hacen  como  partícipes 
de  la  soberanía  ó  poder  social,  sino  como  simples  instru- 
mentos de  aue  se  vale  el  Estado  para  facilitar  y  asegurar 
el  imperio  ae  la  ley. 

Si  la  especialidad  do  las  funciones  y  un  modo  particu- 
lar de  desempeñarlas  fueran  razones  bastantes  para  ca- 
lificar de  pod!er  al  conjunto  de  agentes  á  ello  destinados, 
con  fundamento  igual  podría  atribuirse  aquel  carácter  á 
tinai)orción  limitada  de  ese  conjunto. 

Así,  por  ejemplo,  (fistinguiénaose  dentro  de  las  funcio- 
nes acfministrativas  las  relativas  á  la  realización  de*  los 
recursos  del  Estado,  y  á  su  inversión  á  la  de  defensa  in- 
terior y  exterior,  etc.,  cada  una  de  las  cuales  reclama 
por  su  naturaleza  organización  adecuada,  deberían  aña- 
dirse á  la  lista  de  los  poderes  en  que  se  divide  el  ejecu- 
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tivo,  el  económico,  el  militar ,  y  tantos  otros  que  sería  faci- 
lísimo deslindar. 

Mas  si  la  denominación  áe  poder  público  significa  par- 
ticipación inmediata  del  social,  ejercicio  de  uno  de  los 
modos  de  la  soberanía,  entonces  no  cabe  admitir  otros 
que  los  de  hacer  la  ley  y  ejecutarla,  y  las  varias  mane- 
ras en  que  el  último  se  manifiesta  obrando,  podrán  lla- 
marse órdenes,  autoridades,  todo  menos  poderes. 

Los  mantenedores  de  la  doctrina  contraria,  aducen  la 
inamovilidad  de  los  Jueces  y  Magistrados  como  argu- 
mento para  calificar  de  poder  al  judicial;  pero  este  pri- 
Tilegio  concedido  por  la  ley,  no  en  interés  de  los  juzga- 
dores, sino  en  el  de  los  juzgados,  es  impotente  para  ele- 
var al  rango  de  poder  del  Estado  á  los  funcionarios  que 
lo  disfrutan,  y  no  alcanza  á  modificar  la  naturaleza  de 
las  funciones,  que  es  siempre  la  misma  que  la  de  los 
otros  órganos  y  agentes  del  Poder  ejecutivo.  Si  la  condi- 
ción de  inamovilidad  fuera  bastante  para  erigir  en  poder 
el  orden,  autoridad  ó  rama  judicial,  seríalo  igualmente 
para  reconocer  también  esa  categoría  á  los  funcionarios 
indudablemente  administrativos  que  gozan  el  derecho  de 
no  ser  separados  sino  por  causa  justa  y  justificada^ 

Además,  no  parece  que  pueda  ponerse  en.  duda  que  un 
poder  público,  para  merecer  este  aictado,  debe  ser  tel  que 
por  su  misma  índole,  como  emanación  directa  é  inme- 
diata del  único  aue  necesariamente  surge  de  la  sociedad, 
alcance  á  toda  olla,  y  esta  circunstancia  no  coíKJurre  en 
el  personal  de  la  administración  de  justicia,  porque  cada 
Tribunal  y  cada  Juez  tienen  competencia  nada  más  que 
en  una  porción  determinada  del  territorio. 

Los  antecedentes  históricos  enseñan,  por  otra  parte, 
que  la  antigua  máxima  de  que  la  justicia  canana  del  Rey  (1), 
nacida  de  las  luchas  sostenidas  por  la  Autoridad  real 
contra  las  pretensiones  feudales,  y  reproducida  en  las 
Constituciones  modernas  de  nuestra  patria  (2),  consagra 
la  verdad  de  nuestra  afirmación  relativa  á  que  la  Auto- 
ridad judicial  es  solamente  una  rama  del  Poder  eje- 
cutivo'. 
Todas  las  Constituciones  españolas,  aun  aquellas  que 

(1)  Leyes  25,  tít.  I.**,  lib.  2.**  del  Fuero  Juzgo,  y  1.a,  tít.  I.**  del  Fuero 
Viejo. 

(2)  Constitución  de  1869,  art  91;  id.  vigente,  art.  74. 
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dieron  el  nombre  de  poder  al  orden  judicial  (1),  se  han 
visto  obligadas,  por  la  misma  fuerza  de  las  cosas,  á  refe- 
rir esa  autoridad  al  Poder  ejecutivo,  por  el  nombramien- 
to de  los  Jueces  y  Magistrados  cuando  no  por  la  fórmula 
de  sus  ejecutorias  y  la  del  juramento  que  deben  prestar 
para  ejercer  los  cargos. 

El  derecho  de  otorgar  amnistías  é  indultos  y  rehabili- 
taciones, son  en  nuestra  legislación  otros  tantos  home- 
najes voluntaria  ó  involuntariamente  rendidos  á  la  exac- 
titud del  principio  que  hemos  sentado,  y  á  la  realidad  del 
vínculo  que  une  la  justicia  al  Poder  ejecutivo.  La  res- 
ponsabilidad penal  en  que  incurren  los  Jueces  y  Tribu- 
nales, lo  mismo  que  los  funcionarios  administrativos, 
cuando  usurpan  facultades  del  Poder  legislativo;  las 
competencias  de  jurisdicción  y  los  recursos  de  queja,  di- 

3ues  opuestos  á  la  tendencia  invasora  propia  de  todo  po- 
er,  prueban  bien  claramente  que  respecto  al  de  legislar, 
se  consideran  como  partes  del  ejecutivo  lo  mismo  los 
Tribunales  que  la  Administración,  y  que  aquéllos  y  ésta 
constituyen  brazos  del  último,  ramas  en  que  se  aivide  . 
su  tronco. 

Así,  pues,  el  espíritu  y  el  conjunto  de  la  legislación,  la 
historia  y  la  naturaleza  de  las  cosas,  niegan  a  la  Autori- 
dad judicial  el  rango  y  categoría  de  tercer  poder  del 
Estado. 

1  \ .  Ordenes  administrativo  y  judicial, — Esto  sentado,  pa- 
récenos  la  más  exacta  aquella  teoría  constitucional  que 
no  admite  más  que  dos  poderes  en  el  Estado,  dividiendo 
el  segundo  en  dos  ramas  separadas,  á  saber:  la  judicial  y 
la  administrativa,  ó  sean  los  órdenes  de  autoridades  co- 
rrespondientes. 

12.  A  tiÁlisis  de  las  funciones  ejecutivas .  — ^Para  compren- 
der el  alcance  de  esta  distinción,  y  la  necesidad  de  que  á 
ella  se  subordine  la  organización  de  los  pueblos,  basta 
pararse  un  momento  á  considerar  los  objetos  que  el  ejer- 
cicio del  Poder  qecutivo  abarca.  De  una  parte  le  corres- 
ponde velar  por  la  conservación  del  concierto  social,  ya 
dirimiendo  con  arreglo  á  las  fórmulas  establecidas  las 
cuestiones  entre  los  ciudadanos,  ya  aplicando  las  sancio- 
nes de  la  ley  á  los  que  realizan  ataques  contra  la  socie- 
dad; y  de  otra  satisfacer  las  necesidades  públicas,  promo- 

(1 )    Constitución  del  69,  art.  94. 
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rer  el  bien  general.  El  especial  carácter  de  cada  una  de 
estas  dos  funciones  determina  diferencias  evidentes  en  el 
modo  de  ejercerlas  y  también  en  la  clase  y  naturaleza  de 
los  órganos  llamados  á  su  desempeño.  Una  exige  como 
garantía  de  imparcialidad  la  fijación  de  un  procedimiento, 
inflexible  y  solemne  para  el  esclarecimiento  de  la  verdad, 
la  independencia,  y  por  lo  tanto,  la  inamovilidad  de  los 
encalcados  de  desempeñarla:  la  otra  demanda  unidad  y 
rapidez  en  el  obrar,  que  no  se  compadecen  con  la  necesi- 
dad do  ajustar  su  conducta  á  trámites  preestablecidos,  y 
requiero  una  organización  del  personal  que  jamás  entor- 
pezca la  trasmisión  y  práctica  de  las  resoluciones  superio- 
res; condición  que  supone  la  facultad  en  éstas  de  separar 
al  inferior.  Mientras  que  el  ejercicio  de  la  primera  es  im- 
posible sin  la  existencia  de  un  hecho,  la  segunda  tiende 
por  punto  general  á  producir  hechos  con  sus  medidas;  y 
aunque  ambas  tienen  por  común  obietivo  el  bien  general, 
en  un  caso  se  logra  al  asegurar  su  derecho  á  cada  ciuda- 
dano, al  paso  que  en  otro  los  individuos  obtienen  los  me- 
dios de  realizar  su  particular  provecho  por  consecuencia 
de  la  gestión  encaminada  á  producir  el  público  bienestar. 

Claro  es  que  en  uno  y  otro  no  se  trata  más  que  de  apli- 
car la  ley;  pero  aun  prescindiendo  de  las  diferencias  antes 
señaladas,  esa  aplicación  se  efectúa  de  modo  distinto; 
porque,  ó  es  el  resultado  de  un  Juicio^  es  decir,  de  -una 
comparación  entre  el  Aecho  y  el  derecho,  que  termina  por 
ima  decisión  llamada  sentencia,  irrevocable  por  el  quería 
pronuncia;  ó  sin  previa  discusión,  y  aun  anticipándose 
al  hecho  y  sólo  mediante  la  reunión  de  datos  denominada . 
expediente,  díctase  la  orden,  decreto,  providencia  ó  acuer- 
do que  le  pone  fin,  y  es  por  punto  general  y  dentro  de  no 
muy  marcados  límites  revocable  por  quien  la  dicte. 

13.  Clasificación  de  las  mismas. — De  esas  dos  funciones 
del  Poder  ejecutivo,  la  que  mira  al  arreglo  de  los  inte- 
reses privados  de  los  ciucladanos,  aplicando  á  sus  contro- 
versias el  derecho  civil,  y  tiene  la  misión  de  reprimir  los 
ataques  dirigidos  por  los  malhechores  contra  las  perso-  - 
ñas,  las  propiedades  y  las  institucionas  del  Estado,  esa  es 
la  función  judicial  ejercida  por  los  Tribunales  y  Juzgados 
ordinarios;  y  la  que  atiende  á  las  relaciones  entre  el  Es- 
tado y  los  particulares,  al  fomento  de  todo  lo  que  contri- 
huye  á  mejorar  y  á  desarrollar  los  intereses  públicos, 
forma  la  tarea  de  la  Administración;  la  cual  puede,  por  lo 
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tanto,  definirse  en  general,  diciendo  que  es  la  institución 
del  Estado  encargada  de  procurar  el  bien  común  por  la 
aplicación  del  poder  público  á  la  gestión  de  los  intereses 
colectivos  de  la  sociedad  con  arreglo  á  las  leyes. 

CAPÍTULO  XVI. 

DE  LA.  JUSTICIA  T  DE  LA  JURISDICCIÓN  ADMINISTRATIVA. 

1°  Concepto  general  de  la  jostioia,  j  su  división  en  natural  y  positiva,— 2.® 
Justicia  aaoiinistrativa. — 3.^  Jurisdicción  administrativa. — i.^  Diferencia  en- 
tre la  jurisdicción  administrativa  y  la  judicial. — 5."  División  déla  jurisdicción 
administrativa. — 6.^  Caracteres  diferenciales  de  los  órdenes  administrativo  y 
judicial. — 7."  Limites  establecidos  entre  ambos  órdenes. — 8.°  Medios  para  ooa- 
servar  la  separación  do  funciones.— 9.°  Kazón  de  atribuirse  al  Gobierno  la  de- 
cisión de  los  conflictos  jurisdiccionales. 

1/  Concepto  general  de  lajusticia^  y  su  división  en  natural 
y  politice^ — CJon  arreglo  á  lo  que  llevamos  expuesto,  de  la 
misma  manera  que  el  Poder  legislativo  para  llenar  la  mi- 
sión que  le  corresponde  debe  inspirar  sus  resoluciones  en 
los  principios  eternos  del  derecho  natural,  para  qiie  la 
Justicia  sea  la  baso  de  la  legalidad,  así  también  el  Poder 
ejecutivo  háse  de  atemperar  á  la  última  en  el  desarrollo 
de  su  acción  para  ser  Justo. 

La  justicia  en  uno  y  otro  caso  consiste  en  la  aplicación 
del  derecho,  porque  como  dice  el  Código  de  D.  Alfonso 
eJ  Sabio,  es  «raigada  virtud  que  dura  siempre  en  las  vo- 
»luntades  de  los  omes  justos  é  da  é  comparte  á  cada  uno 
»su  derecho  igualmente»;  pero  por  razón  del  derecho  que 
realiza,  ó  mejor  dicho,  cuya  realización  es,  divídese  en 
natural  Y  positiva.  La  primera,  que  es  la  definida  en  las 
partidas,  aplica  en  la  vida  los  principios  y  reglas  que 
constituyen  el  derecho  natural:  la  segunda  resulta  de  la 
conformidad  de  los  actos  con  las  prescripciones  del  derecho 
positivo^  y  dase  principalmente  ese  nombre  á  la  observan- 
cia de  aquéllos  por  las  Autoridades  públicas  al  ejecutar 
las  leyes.  En  este  sentido,  por  lo  tanto,  bien  puede  decirse 
que  la  Justicia  es  6  debe  ser  la  tarea  del  Poder  ejecutivo^  y 
consiguientemente  la  de  la  Administración  que  de  él  for- 
ma parte.  Verdad  es  que  de  ordinario  sólo  á la  aplicación 
de  las  leyes  civiles  en  las  controversias  entre  particula- 
res, y  á  la  de  las  que  establecen  penas  para  castigar  los 
delitos,  se  denomina /«¿^^wría;  pero  esto  no  obsta  para  que 
la  acepción  verdadera  de  esa  palabra  sea  la  apuntada. 


Digitized  by 


Google 


86  DBRBCHO 

2.®  Justicia  admints/rativa. -^lia^y y  puee,  una  justicia 
-administrativa  que,  por  lo  expuesto,  consiste  en  la  con- 
formidad de  los  actos  de  la  Administración  con  lo  que 
las  leyes  y  disposiciones  por  que  se  rige  previenen. 

Pero  la  relación  de  exactitud  entre  el  aerecho  y  el  he- 
cho que  contiene  la  idea  de  lo  Justo^  no  existiría  en  la  ac- 
ción administrativa,  sino  abarcara  ésta  el  cumplimiento 
de  los  deberes  de  la  Administración  en  su  totalidad,  ó 
sean  los  que  tiene  como  encargada  de  realizar  el  bien  pú- 
blico, y  los  que  nacen  del  respeto  al  derecho  particular, 
al  llenar  esa  importante  función. 

Por  lo  que  á  los  primeros  hace,  ya  se  ha  dicho  en  ouó 
consisten,  y  como  por  su  índole  requieren  una  activiaad 
incesante  que  sería  imposible  si  careciese  la  Administra- 
ción de  la  facultad  de  apartar  los  obstáculos  que  el  inte- 
rés individual  suscitase  para  resistir  sus  medidas,  necesa- 
rio es  reconocérsela.  Reúnense  por  lo  tanto  en  la  Ad- 
jninistración  la  potestad  de  dictar  órdenes,  providencias 
6  decisiones  para  atender  al  bien  común  con  arreglo  4 
las  leyes  de  que  es  ejecutora,  y  la  de  llevarlas  á  efecto, 
es  decir,  las  dos  condiciones  que  forman  los  caracteres 
distintivos  de  la,  jurisdicción,  ya  que  esta  no  es  otra  cosa 
que  «la  facultad  conferida  á  las  Autoridades  para  dictar 
resoluciones  y  llevarlas  á  cumplida  ejecución.» 

3."*  Jm*isdicción  administrativa. — Lá  jurisdicción  admi- 
nistrativa así  entendida,  siguiendo  la  opinión  de  un  sabio 
.Magistrado  y  escritor  francés  (i),  comprende  todos  los 
actos  de  la  Administración,  porque  todos,  según  ant^ 
riormente  se  expuso,  se  refieren  mediata  ó  inmediata- 
mente á  la  ejecución  de  las  leyes,  y  siempre  que  éstas 
atribuyen  la  facultad  de  aplicar  sus  disposiciones  á  casos 
particulares,  confieren  una  jurisdicción. 

No  suele,  sin  embargo,  darse  este  nombre  al  ejercicio 
-del  Poder  administrativo,  sino  cuando  para  asegurar  só- 
lidas garantías  al  derecho  particular  en  las  cuestiones 
aue  suscita,  por  consecuencia  de  las  medidas  aue  reputa 
añosas,  la  Administración,  representada  por  los  Tribu-  • 
4iales  de  su  orden,  abre  un  juicio  contradictorio,  una  ver- 
dadera litis  en  que  se  controvierto  acerca  de  lo  que  de- 
^nanda  el  respeto  debido  á  aquel  derecho  y  lo  que  exige 
el  bien  público,  ó  ya  en  los  casos  en  que  se  trata  de  resol- 

(1)    Henrión  de  Pancey,  Tratado  de  la  Autoridad  judicial. 
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\er  á  cuál  de  las  Autoridades,  la  judicial  ó  la  administra- 
tiva, corresponde  el  conocimiento  de  un  asunto. 

Con  arreglo  á  la  acepción  común  de  la  palabra  y  aun 
á  fixx  significado  jurídico,  esto  último  es  lo  más  exacto; 
pero  la  opinión  de  los  que  sostienen  que  de  cualquiera 
manera  que  sea,  el  ejercicio  de  la  potestad  administrativa 
constituye  una  jurisdicción,  confórmase  mejor  con  la 
etimología  del  vocablo;  porque,  en  efecto,  la  Administra- 
ción activa,  aunque  por  punto  general  obre  sin  que  pre- 
ceda la  ininsvocatiOy  posee  plenamente  la  facultad  de  de- 
clarar el  derecho,  jus  dicere^  y  está  más  en  armonía  con 
el  principio  constitucional  según  el  cjue  toda  jurisdicción 
emana  ael  Rey;  porque  este  principio  se  deriva  del  que 
reconoce  en  el  Monarca  la  fuente  de  la  justicia  humana, 
que  por  esto  se  administra  en  su  nombre,  y  es  una  con- 
secuencia incontrovertible  de  la  Autoridad  conferida  al 
Rey  para  ejecutar  y  hacer  cumplir  las  leyes,  esto  es,  para 
aplicar  el  derecho  positivo,  para  hacer  jicstida.  De  esta 
manera  entendida  la  jurisdicción,  explícase  más  fácil  y 
naturalmente  la  contencioso-administrativa  en  toda  su 
extensión,  que  no  erigiéndola  en  prerrogativa  regia,  in- 
ventada para  evitar  que  poderes  extraños  vengan  á  juz- 
gar los  actos  del  administrativo,  (que  son  los  del  Rey  lle- 
vados á  cabo  por  sus  agentes);  ya  que  para  dar  algún 
colorido  de  verosimilitud  á  esa  teoría,  hay  que  empezar 

Por  suponer,  ó  mejor  dicho,  por  asentar  que  existen  dos 
oderes  ejecutivos,  esencial  y  originariamente  diferentes 
ó  irreducibles  á  la  unidad;  de  los  cuales  uno  está  destina- 
do al  cumplimiento  de  las  leyes  de  interés  general,  y  el 
otro  á  la  aplicación  de  las  civiles  y  penales:  viniendo  así 
á  reconocer,  no  ya  como  indepencliente,  sino  como  sobe- 
rano, al  Poder  judicial  los  mismos  que  se  niegan  á  con- 
cederle otro  carácter  que  el  de  orden  ó  ramo  de  la  Ad- 
ministración pública. 

La  jurisdicción,  así  concebida,  unifica  la  idea  del  Po- 
der ejecutivo;  es  la  consecuencia  rigorosa  de  la  unidad 
de  este  poder;  y  de  tal  manera  comprende  todas  las  apli- 
caciones del  mismo,  que  legitima  la  resolución  de  las 
competencias  por  el  Rey,  facultad  que  partiendo  de  otra 
hipótesis  no  tiene  fácil  defensa. 

Pero  aunque  admitamos  que  la  justicia  y  la  jurisdic- 
ción administrativas  se  ejerciten  en  todas  las  esferas  que 
abarca  la  acción  de  la  Administración,  porque  todo  po- 
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der  público  debe  obrar  aplicando  el  derecho,  esto  no  im- 
plica que  hayan  de  ser  idénticas  sus  formas. 

4.^  Diferencia  entre  la  jurisdicción  administrativa  y  la  ju- 
dicial,—  Dedúcese  de  aquí  que  en  realidad  no  hay  máis 
?ue  una  jurisdicción,  unidad  correspondiente  á  la  del 
*oder  ejecutivo;  mas  por  motivo  igual  al  que  determina 
la  división  de  éste  en  dos  ramas,  distín^uense  en  la  juris- 
dicción dos  formas  primordiales,  la  judicial  y  la  admims- 
trativa. 

Consiste  la  primera  en  la  potestad  de  aplicar  las  leyes 
en  los  juicios  civiles  y  criminales,  juzgando  y  haciendo 
ejecutar  lo  juzgado  (1).  La  segunda  es  la  potestad  de  apli- 
car las  leyes  en  todos  los  asuntos  y  cuestiones  relativas 
á  los  intereses  generales  del  Estado  dictando  decisiones 
y  ejecutándolas. 

5/  División  de  la  jurisdicción  administrativa. — La 
conveniencia  pública  que  determina  cuanto  á  la  or- 
ganización de  los  poderes  se  reüere,  así  como  exige  que 
el  ejecutivo,  único  en  su  esencia,  se  divida,  por  la  mane- 
ra de  ser  ejercido,  en  judicial  y  administrativo,  de  donde 
nacen  las  jurisdicciones  correspondientes,  requiere  tam- 
bién que  la  jurisdicción  administrativa,  que  en  su  origen 
es  igualmente  una,  revista  caracteres  diferentes  con 
arreglo  á  la  diversa  naturaleza  de  los  asuntos  á  que  se 
aplica. 

I^os  autores,  para  explicar  estas  diferencias,  dicen  que 
la  jurisdicción  administrativa  es  retenida  y  delegada^  por- 
que el  Rey,  origen  de  ella,  ó  la  ejerce  por  medio  de  los 
Ministros  responsables  y  de  los  demás  agentes  de  la  Ad- 
ministración, ó  la  trasmite  á  los  Tribunales  establecidos 
para  fallar  en  los  litigios  de  los  particulares  con  aquélla; 
pero  esta  clasificación,  ni  está  conforme  con  los  hechos, 
ni  sirve  más  que  para  inducir  á  error.  No  concuerda  con 
los  hechos,  porque  el  Consejo  de  Estado  no  falla,  propo- 
ne fallos;  y  es  ocasionada  á  error,  poraue  esa  discordan- 
cia, que  pugna  con  la  delegación,  pueae  conducir 'á  for- 
mar equivocados  juicios  de  la  facultad  real. 
Toi^i^íAjí  j^3^y  miien,  copiando  demasiado  el  procedi- 
dicial,  divida  la  jurisdicción  de  que  se  trata  en 
y  contenciosa^  comprendiendo  en  la  primera  las 
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reclamaciones  en  la  vía  gubernativa,  y  en  la  segunda  los 
pleitos  con  la  Administración. 

Admítanse  ó  no  estas  divisiones,  es  indudable  que  la 
Administración  ejerce  su  jurisdicción  de  dos  maneras, 
bien  aplicando  el  derecho  sin  necesidad  de  trámites  jurí- 
dicos, ora  decidiendo  las  reclamaciones  que  suscitan  sus 
providencias  en  forma  de  juicio,  ó  resolviendo  las  cues- 
tiones de  competencia  con  las  Autoridades  judiciales;  á 
estas  diferentes  maneras  de  proceder  es  á  lo  que  se  apli- 
can las  denominaciones  de  procedimiento  gubernativo  y 
f)rocedimiento  contencioso  de  los  asuntos  administra- 
ivos. 

6.**  Ca/racteres  diferenciales  de  los  órdeTies  administrativo  y 
judicial. — Aunque  nacidas  de  un  mismo  manantial  y  des- 
tinadas á  lograr  un  sólo  fin,  la  Autoridad  judicial  y  la 
administrativa,  difieren  en  cuanto  la  una  la  persigue 
desde  el  individuo  á  la  colectividad,  y  la  otra  en  sentido 
contrario. 

Esta  diversidad  en  el  modo  de  obrar  exige  organiza- 
ción adecuada;  pero  ni  por  sí  misma,  ni  unida  á  la  deli- 
mitación de  las  respectivas  esferas  de  acción  que  las  le- 
yes han  cuidado  de  hacer  para  asegurar  la  mutua  inde- 
pendencia de  ambos  órdenes,  basta  para  evitar  que  dos 
Corporaciones  tan  vastas,  y  entre  las  cuales  tantos  pun- 
tos de  contacto  existen,  dejen  de  entablar  entre  sí  luchas, 
tanto  más  vivas  y  frecuentes  cuanto  que  á  la  tendencia 
invasora,  propia  de  todo  poder,  se  junta  la  dificultad  real 
de  señalar  los  verdaderos  límites  de  la  respectiva  compe- 
tencia. 

1!"  Limites  establecidos  entre  arribos  órdenes, — En  la  im- 
posibilidad de  alcanzar  á  definir  y  fijar  las  atribuciones 
de  cada  orden,  en  tal  manera  que  no  hubiera  peligro  al- 
guno de  rozamiento  entre  ellas,  la  ley  ha  querido  y  lo- 
frado  anular  la  perturbación  que  en  el  funcionamiento 
e  los  organismos  del  Estado  inducirían  aquellas  colisio- 
nes si  las  Autoridades  entre  quienes  ocurren  fueran  ar- 
bitras de  abocar  á  su  conocimiento  los  asuntos  y  de 
sostener  sus  mutuas  pretensiones  en  la  forma  que  mejor 
estimasen. 

Atenta  á  impedir  las  invasiones,  prohibe  á  los  Jueces 
y  Tribunales  abrogarse  atribuciones  propias  de  las  Auto- 
ridades administrativas,  ó  impedir  á  estas  el  legítimo 
ejercicio  de  las  suyas  bajo  pena  de  suspensión,  en  cuya 
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pena  incurre  también  todo  funcionario  administrativo 
que  se  abroga  atribuciones  judiciales  ó  impide  la  ejecu- 
ción de  una  providencia  ó  decisión  dictada  por  Juez  com- 
petente (1). 

Con  la  misma  mira  háse  establecido  que  los  Jueces  y 
Tribunales  no  ejercerán  más  funciones  que  las  anejas  a 
la  jurisdicción  de  su  orden,  sin  que  puedan  mezclarse  di- 
recta ó  indirectamente  en  asuntos  peculiares  á  la  Admi- 
nistración del  Estado  (2),  haciéndose  así  desaparecer  la 
antigua  promiscuidad  de  jurisdicciones. 

8.  medios  para  conservar  la  separación  de  fimciones.—Pov 
lo  que  hace  al  procedimiento  que  debe  seguirse  cuando 
una  Autoridad  cree,  que  el  asunto  de  que  otra  de  distinto 
orden  conoce,  pertenece  á  su  jurisdicción,  es  diferente 
según  que  se  trate  de  reclamaciones  suscitadas  por  las 
judiciales  contra  las  administrativas,  ó  de  éstas  contra 
aquéllas. 

En  el  primer  caso  la  Autoridad  judicial  sólo  puede  em- 

{)lear  el  recurso  de  queja  al  Gobierno  contra  los  excesos  de 
a  administrativa.  En  el  segundo  ésta  puede  suscitar  com- 
petencias á  la  judicial  (3). 

Debiendo  ocuparnos  más  adelante  de  la  naturaleza  y 
tramitación  de  estos  recursos  sólo  añadiremos  á  lo  dicho 
que  el  de  queja  en  nada  afecta  al  curso  del  n^ooio  que  lo 
motiva,  mientras  que  la  competencia  lo  paraliza,  incurrien- 
do en  responsabilidad  penal  el  funcionario  que  requerido 
de  inhibición  continúa  procediendo  antes  de  que  se  deci- 
da la  contienda  jurisdiccional  (4). 

9.**  Sazón  de  atribuirse  al  Gobierna  la  decisión  de  los  con- 
flictos jurisdiccionales, — Parece  con  esto  consagrarse  en 
favor  de  la  Administración  un  privilegio  infundado,  que 
no  bastan  á  justificar  ni  la  rapidez  que  pide  la  acción  ad- 
ministrativa ni  la  facilidad  de  evitar  que  los  Tribunales 
puedan  fácilmente  detenerla,  como  tal  vez  aconteciese  si 
se  les  concediera  la  facultad  de  suscitar  competencias; 
porque  á  la  verdad,  si  es  interesante  para  el  bien  público 
que  la  Administración  obre  rápidamente,  no  importa 

(1)  Código  penal,  art.  416. 

(2)  Constitución  vigente,  art.  76,  L.  P.  J.,  arte.  8.o  y  4.** 

(9)  L.  P.  J..  arts.  288  y  290,  R.  D.  de  4  de  Junio  de  1847,  art.  2.o,  re- 
glamento de  26  de  Setiembre  de  1863,  art.  63,  ley  Provincial  de  29  de 
Agosto  de  1882,  art.  27,  L.  P.  J.,  art.  286. 

(4)    Código  penal,  art.  390. 
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menos  la  rapidez  en  el  curso  de  la  administración  de  la 
justicia,  y  en  cuanto  á  lo  demás,  los  funcionarios  admi- 
nistrativos no  merecen  mayor  confianza  que  los  judicia- 
les, puesto  que  los  mismos  móviles  que  á  éstos  les  im- 
pulsarán á  promover  frecuentes  competencias  que  de- 
tendrán la  acción  judicial. 

A  nuestro  juicio,  la  razón  única  que  existe,  y  basta  para 
legitimar  la  feícultad  otorgada  á  la  Administración,  es  que 
siendo  ésta  la  más  idónea  para  apreciar  lo  que  reclama 
el  bien  público,  en  cuyo  provecho  ambas  jurisdicciones 
se  ejercen,  y  debiendo  en  caso  de  duda  prevalecer  el  inte- 
rés colectivo  sobre  el  particular  ó  privado,  por  lo  menos, 
en  los  asuntos  civiles  no  cabía  sino  atribuirle  aquella  po- 
testad, al  paso  que  en  los  de  índole  criminal,  por  lo  mis- 
ino que  en  ellos  se  ventilan  cuestiones  que  al  mismo  in- 
terés público  atafien,  era  natural  conferirla  á  la  Autori- 
dad que  la  representa  y  tiene  especialísima  misión  de  ve- 
lar por  él. 

a!sí,  pues,  si  respecto  á  las  demás  condiciones  son 
iguales  la  Administración  y  los  Tribunales,  en  cuanto  á 
la  señalada  es  indisputable  la  primacía  de  aquélla,  y  jus- 
ta la  medida  de  reconocerle  eí  poder  de  suscitar  compe- 
tencias en  aquellos  asuntos  de  mdole  difícilmente  defini- 
ble, únicos  en  que  puede  ó  por  lo  menos  debe  usarlo.  Por 
lo  demás,  si  la  competencia  lleva  consigo  una  paralización 
del  curso  de  los  negocios  judiciales  sobre  que  versa,  el 
daño  que  de  esto  resulte,  dado  que  haya  alguno,  es  in- 
significante, tanto  en  los  civiles  como  en  los  criminales 
y  pudiera  en  muchísimos  casos  ser  incalculable  y  de  im- 
posible reparación  tratándose  de  los  administrativos. 

He  aaui  por  qué  no  son  iguales  en  su  forma  y  sustan- 
ciación  los  recursos  establecidos  por  la  ley  para  conser»- 
var  á  la  Administración  y  á  los  Tribunales  la  mutua  in- 
dependencia que  han  menester  para  llenar  las  importan- 
tísimas funciones  que  les  corresponden. 
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CAPÍTULO  XVII. 

RELACIONES  Y  CONEXIONES  DE  LOS  PODERES  Y  AUTORIDADES. 

1.**  Imposibilidad  de  una  perfeota  separación  de  funciones.— 2.*  Influencia  del 
Poder  ejecutivo  en  el  legislativo. — 3."  Influencia  del  legislativoen  el  ejecutivo.— 
4.*^  Conexiones  entre  los  órdenes  judicial  y  administrativo.— 5.°  Funciones 
políticas  y  administrativas  de  los  Jueces  y  Tribunales. — 6.**  Participación  de 
la  Administración  en  asuntos  judiciales.— 7."  Aplicaciones  diferentes  del  princi- 
pio de  separación  de  poderes  y  funciones. -^8.**  Deslinde  que  establece  la  Cons- 
titución española.— 9.**  Actos  prohibidos  á  la  Autoridad  judicial. — 10.  Juris- 
prudencia. 

1  .**  Imposibilidad  de  una  perfecta  separación  de  funciones. 
—En  la  precedente,  rápida  y  breve  exposición  dé  los  prin- 
cipios constitucionales  que  sirven  de  base  á  la  organiza- 
ción del  poder,  especialmente  en  España,  ha  podido  ad- 
vertirse que  á  pesar  del  empeño  y  minucioso  cuidado 
•que  el  legislador  ha  puesto  en  deslindar  con  claridad  las 
atribuciones  de  cada  uno  de  los  poderes  y  de  las  Autori- 
dades que  de  ellas  emanan  inmediatamente,  no  ha  podi- 
do evitar  que  existan  puntos  de  contacto,  relaciones,  por 
virtud  de  las  cuales  la  acción  de  unos  influye  en  la  de  ios 
otros,  sucediendo  eii  el  cuerpo  político  como  en  el  orga- 
nismo humano,  donde  por  manera  directa  ó  refleja  una 
función  afecta  á  las  demás  y  es  por  ellas  afectada. 

Esto  prueba  que  si  la  división  de  los  poderes  es  útilí- 
sima, necesaria  para  alejar  todo  peligro  de  opresión, 
"como  obra  del  hombre  adolece,  y  no  puede  menos  de 
adolecer,  de  incompleta  y  defectuosa. 
"  La  naturaleza,  lo  mismo  en  el  mundo  moral  que  en  el 
físico,  puede  ser  alterada,  modificada  por  aquél;  pero  ja- 
más se  deja  dominar  hasta  el  punto  de  consentir  la  dero- 
gación de  las  inmutables  leyes  que  la  rigen. 

Por  efecto  de  ellas  los  trozos  en  que  se  divide  una  co^ 
"sa,  un  cuerpo  cualquiera,  conservan  siempre,  con  mayor 
6  menor  extensión  é  intensidad,  algo  de  las  propiedades 
del  todo  de  que  proceden.  Y  esto  mismo  sucede  con  el 
poder  social.  Los  miembros  en  que  se  considera  dividido 
para  amparar  los  pueblos  contra  los  excesos  de  los  indi- 
viduos llamados  á  ejercerlo,  participan  inevitablemente 
^^  '^rado  más  ó  menos  notable,  de  las  cualidades  de 
;  y  por  eso,  aunque  precisa  la  división  de  los  pode- 
3  puede  ser  absoluta.  Quimérica  empresa  sería  la  de 
)V  encarnar,  por  decirlo  así,  cada  uno  de  ellos  en 
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una  persona  ó  cuerpo  diferente,  sin  tener  en  cuenta  la 
naturaleza  de  las  cosas,  las  necesidades  de  la  práctica  y 
aun  la  misma  conveniencia  pública  que  exige  más  que  la. 
división  la  distinción  teórica  y  práctica;  pero  sin  aislar 
irnos  de  otros,  antes  conservando  relaciones  que  sirven 
tanto  para  unificar  la  acción  del  Estado,  cuanto  para  que. 
vieilándose  mutua  y  continuamente,  ninguno  salga  de  la 
ómta  en  que  debe  moverse. 

Por  eso  aun  en  los  Gobiernos  representativos  más  per- 
fectos, ó  (|ue  por  tales  pasan,  la  distinción  entre  el  Jefe 
supremo  o  del  Estado,  sea  Monarquía  ó  República,  los. 
Cuerpos  legisladores  y  los  demás  organismos,  dista  mu- 
cho de  coincidir  exactamente  con  la  distinción  abstracta 
de  las  funciones  que  en  el  ejercicio  del  poder  sugiere  el. 
más  concienzudo  y  sereno  análisis. 

2.**  Injíuencia  del  Poder  ejecutivo  en  el  legislativo. — Si  en  las 
repúblicas,  por  pimto  general,  se  niega  al  Presidente  la 
sanción  de  las  leyes,  al  menos  no  se  le  niega  el  derecho 
de  provocar  el  examen  de  la  constitucionalidad  de  aqué- 
llas, como  en  la  de  los  Estados-Unidos  de  América,  ó  el 
de  que  se  sometan  á  segunda  deliberación  y  votación,  co- 
mo en  la  francesa. 

Por  lo  que  hace  á  los  Estados  monárauicos  en  todos 
disfruta  el  Rey  la  facultad  de  sancionar  las  leyes.  Tam- 
bién, como  anteriormente  expusimos,  es  regia  general 
que  además  intervenga  el  Poaer  ejecutivo  en  las  tareas 
del  legislativo  por  medio  de  la  iniciativa^  y  no  menos  co- 
munmente por  la  promulgacióny  que  al  fin  es  la  raíz  de  la 
fuerza  obligatoria.  Ni  dejan  de  influir  en  el  funciona- 
miento de  los  Cuerpos  legisladores  los  derechos  de  í?í^- 
pensión  de  sesiones,  y  disolución  y  convocatoria  de  ellos, » 
Finalmente,  la  atribución  de  dictar  reglamentos  ó  ins- 
trucciones que  en  todas  partes,  excepto  en  Inglaterra, . 
corresponde  al  Jefe  del  Estado  como  consecuencia  de  la 
potestad  ejecutiva,  constituye  una  participación  impor- 
tante en  el  Poder  legislativo. 

S.®  Influencia  dellegislativo  en  el  ejecutivo. — En  cuanto  á 
éste,  su  misión  no  se  limita  á  hacer  leyes;  las  Cámaras, 
Asambleas  ó  Cortes  tienen  ante  todo  un  carácter  político 
innegable,  que  es  tal  vez  el  que  en  su  naturaleza  predo- 
mina, y  donde  la  buena  gobernación  de  los  Estados  en- 
cuentra su  más  abonada  fianza.  Verdad  es  que  votan  im- 
puestos, y  les  corresponde  otorgar  ó  negar  las  enajena- 
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eiones  del  patrimonio  nacional;  mas  sobre  todo  esto, 
descuella  la  inspección  y  continua  vigilancia  que  ejercen 
respecto  al  Poder  ejecutivo  representado  por  los  Minis- 
tros, valiéndose  de  preguntas,  interpelaciones,  votos  de 
censura,  y  caso  de  necesidad,  de  la  facultad  de  acusarlos 
y  juzgarlos  judicialmente. 

Fuera  de  todo,  este  cúmulo  de  atribuciones,  por  cuyo 
medio,  el  Poder  legislativo,  influye  eficaz  y  constante 
mente  sobre  el  ejecutivo,  las  Cortes,  y  en  general  todas 
las  Cámaras  legidativas,  funcionan  como  Jueces  cuando 
examinan  las  actas  de  elección  de  sus  miembros  y  pro- 
nuncian decisiones  admitiéndolos  ó  no  en  su  seno. 

4.**  Coneicioms  entre  los  órdenes  judicial  y  administrativa. 
— En  cuanto  4  las  relaciones  y  conexiones  de  los  órdenes 
judicial  y  administrativo,  á  pesar  del  esmero  con  que  las 
constituciones  y  leyes  orgánicas  tratan  de  trazar  la  línea 
que  los  separa,  son  numerosas.  Los  Jueces,  por  más  es- 
peciales que  sean  sus  funciones,  tienen  en  ocasiones  algo 
más  que  nacer  que  juzgar. 

B.**  Fundones  políticas  y  administrativas  de  los  Jueces  y 
Tribunales. — Sin  hablar  del  Bailio  alemán  que  adminis- 
tra y  juzga,  ni  del  Juez  prusiano  encargado  de  llevar  loe 
Registros  de  hipotecas,  ni  de  los  Jueces  de  paz  ingleses 
que,  después  de  administrar  justicia  en  las  sesiones  ordi- 
narias, se  reúnen  en  Junta  especial  para  votar  la  contri- 
bución del  Condado,  conceder  licencias  para  la  expendí- 
ción  de  bebidas,  y  proveer  al  sostenimiento  de  los  pebres, 
ó  á  la  reparación  de  los  caminos,  en  nuestro  país  aim 
ejercen  los  funcionarios  judiciales  actos  puramente  polí- 
ticos, y  si  no  juzgan,  como  los  Tribunales  americanos, 
de  la  constitucionalidad  de  las  leyes,  intervienen  en  las 
elecciones  directa  ó  indirectamente,  ya  presidiendo  las 
Juntas  de  escrutinio  en  las  de  Diputados  provinciales  y  á 
Cortes  (1),  ya  decidiendo  respecto  á  la  capacidad  electora! 
de  los  ciudadanos  (2).  Por  donde,  como  se  ve,  ocúpanse, 
además  del  ejercicio  de  su  jurisdicción  propia  y  peculiar, 
en  aplicar  leyes  de  interés  general,  carácter  de  todas  las 
que  sellaman  políticas.  Respectoálas  puramente  adminis- 
trativas, competeles  hacer  efectivas  las  multas  impuestas 
á  los  Ayuntamientos,  Alcaldes  y  Concejales,  y  alas  Dipu- 

(1)  Arts.  103  y  120  L.  E.  20  Agosto  1870,  y  98  L.  E.  28  Diciembre  78. 

(2)  Leyes  citadas. 
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tacioaes  y  Diputados  provinciales,  así  como  en  ciertost 
caeos  intervenir  en  el  procedimiento  administrativo  do 
apremio  (1). 

ft.**  Participación  de  la  Administración  en  asuntos  judicia^ 
/«í.— La  Administración  á  su  vez  está  llamada  ácompletar^ 
por  decirlo  así,  la  acción  judicial  en  lo  que  se  refiere  á  la 
ejecución  de  casi  todas  las  penas  corporales,  puesto  que 
le  incumbe  cuidar  de  que  tengan  cumplido  eiecto,  desde 
las  de  cadena  á  arresto,  y  también  las  de  extrañamiento,- 
destierro,  inhabilitación  para  cargos  públicos  y  derecho» 
políticos  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  (2). 

En  la  misma  esfera  penal  no  ha  podido  el  l^islador 
encontrar  otro  modo  de  deslindar  los  campos  de  la  com- 
petencia jurisdiccional  de  ambos  órdenes  en  lo  relativo 
al  conocimiento  y  castigo  de  Isís/altas  que  la  fórmula  am- 
bigua del  art.  625  del  Código,  prueba  inequívoca  de  la 
imposibilidad  con  que,  por  la  misma  naturaleza  de  las 
cosas,  se  tropieza  para  determinar  fijamente  cuál  es  el 
de  la  Administración  y  cuál  el  reservado  á  los  Tribu- 
nales. 

7,°  ApUcacUmes  diferentes  del  principio  de  separación  de 
poderes  y  fundones. -^Prec^o  es  por  lo  dicho,  reconocer 
que  si  el  principio  de  la  separación  de  los  poderes  está 
escrito  en  la  mayor  parte  de  las  Constituciones  moder- 
nas^ no  en  todas  partes  se  entiende  de  una  misma  ma-* 
ñera. 

Esto  es  sobre  todo  cierto,  respecto  á  los  límites  aue  se- 
paran el  Poder  administrativo  del  judicial.  En  Inglaterra 
m  uno  solo  de  los  actos  del  primero  puede  escapar  al  co- 
nocimiento de  las  Cámaras  de  justicia,  que  aprecian  su 
legalidad.  Todo  ciudadano  que  cree  perjudicado  su  de- 
recho puede  recurrir  al  Juez  ordinario,  sea  cualquiera  la 
Autoridad  que  cause  el  agravio,  y  al  Juez  toca  estimar  la 
procedencia  y  admisibilidad  de  la  acción.  En  otras  partes, 
como  en  Bélgica  y  en  Holanda,  la  competencia  de  la  Au- 
toridad judicial  comprende  todas  las  contestaciones  re- 
lativas á  los  derechos  civiles  sin  excepción,  y  en  cuanto 
á  las  que  se  suscitan  con  motivo  de  los  derechos  políticos 


(1)  Ley  2  Octuhre  1887,  art.  188,  L.  29  Agosto  1882,  art  137,  L.  19  Julio 
é  instrucción  de  20  Mayo  1884,  L.  Presupuestos  11  Julio  1877  art.  6.o  y 
B.  O.  10  Noviembre  id. 

(2)  Código  penal,  arts.  973  y  siguiente*. 
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no  más  aue  en  los  casos  determinados  por  las  leyes.  En 
Franoia  las  cuestiones  entre  el  Estado  y  los  particulares 
son  del  conocimiento  de  los  Tribunales;  pero  se  distin- 
gue entre  el  Estado  que  posee  ó  que  contrata  y  el  Estado 
(jue  manda,  entre  el  Fisco  y  el  Gobierno:  y  si  bien  en  Ber- 
lín hay  Jueces  para  los  litigios  con  aquél,  no  los  hay  para 
las  querellas  á  que  den  lugar  los  actos  de  éste. 

8.  Deslinde  que  establece  la  (Jonstitudón  española. — En 
España  hasta  no  hace  muchos  años  andaban  mezcladas 
en  manos  de  las  mismas  Autoridades  y  Corporaciones  las 
funciones  administrativas  y  las  judiciales.  En  la  actuali- 
dad la  Constitución  estatuye  que  á  los  Jueces  y  Tribuna- 
les corresponde  exclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las 
leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales,  sin  quepueda%  ejer- 
4¿r  otras  funciones  que  las  de  juzgar  y  hacer  que  se  ejecu- 
te lo  juzgado,  y  al  mismo  tiempo  determina  que  al  Poder 
ejecutivo,  ejercido  por  el  Rey  mediante  Ministros  respon- 
sables, pertenece  la  facultaa  de  hacer  ejecutar  las  leyes, 
extendiéndose  su  autoridad  á  todo  cuanto  conduce  á  la 
conservación  del  orden  público  en  el  interior  y  á  la  segu- 
ridad del  Estado  en  el  exterior,  para  lo  que  tiene  la  po- 
testad de  expedir  decretos,  reglamentos  é  instruccio- 
nes (1). 

9.®  Actos  prohibidos  á  la  Autoridad  jtcdieial. — De  los  tex- 
tos citados  se  desprende,  por  lo  tanto,  cuáles  son  los  ac- 
tos prohibidos  á  la  Autoridad  judicial.  No  puede  hacer 
reglamentos  de  policía  ni  actos  de  Administración;  no 
puede  modificar  ni  anular  los  actos  del  Poder  adminis- 
trativo; no  puede  apercibir  á  un  funcionario  de  este  or- 
den por  razón  de  sus  funciones  ni  citarlo  ante  sí  para  exi- 
girle cuenta  de  la  manera  en  aue  las  ejerce. 

Pero  estas  disposiciones,  si  oien  establecen  las  reglas 
generales  de  competencia  de  ambos  órdenes,  no  señalan 
claramente  sus  limites  respectivos,  no  marcan  la  línea 
divisoria  que  los  separa.  Por  lo  demás,  fácil  es  advertir 
que  el  intento  del  legislador,  al  dictar  esas  prescripcio- 
nes, no  tanto  ha  sido  definir  un  principio  constitucional 
como  coníkmar  más  y  más  la  prohibición  hecha  á  los 
Tribunales  de  mezclarse  en  los  negocios  de  la  Adminis- 
tración. 

10.    Jurisprudencia. — Lo  que  el  legislador  no  ha  hecho 

(1)    Constitución  vigente,  arts.  60,  64,  núm.  l.o,  y  76. 
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ha  querido  hacerlo  la  jurisprudencia.  Así  constantemen- 
le  ha  declarado  que  todas  las  cuestiones  relativas  al  es- 
tado civil  de  las  personas  y  á  la  propiedad  de  las  cosas 
son  de  la  competencia  de  los  Tribunales;  y  al  contrario, 
que  sólo  á  la  Autoridad  administrativa  corresponde  re- 
solver siempre  que  se  trate  de  contratos  con  ella  celebra- 
dos, ó  de  reclamaciones  producidas  por  sus  propios  ac- 
tos. Pero  estas  reglas,  aunque  generales,  no  son  abso- 
lutas* 

Por  lo  demás,  cada  una  de  las  dos  Autoridades  admi- 
nistrativa y  judicial,  tiene  competencia  exclusiva  para  in- 
terpretar sus  actos  propios.  Cuando  son  claros  y  no  han 
menester  interpretación,  pueden  ser  indistintamente 
aplicados  por  una  y  otra,  y  por  eso  vemos  á  la  Adminis- 
tración haciendo  cumplir  las  sentencias  de  los  Tribuna- 
les, y  á  éstos  fundar  sus  fallos  en  resoluciones  admi- 
nistrativas. 

Finalmente,  la  regla  de  separación  de  los  poderes  se 
aplica  lo  mismo  á  las  acciones  principales  que  a  los  inci- 
dentes que  en  su  ejercicio  surgen;  pues  cuando  se  pre- 
senta uno  que  no  es  de  la  competencia  do  la  Autoridad 
ante  la  cual  pende  el  asunto,  ésta  debe  suspender  su  cur- 
so y  remitir  las  partes  ante  la  jurisdicción  ó  Autoridad 
competente,  á  fin  de  que  resuelva  sobre  la  cuestión  pre- 
judicial, reservándose  ella  decidir  sobre  el  fondo  del  ne- 
gocio. 
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Idea  de  la  Administración,  de  su  competencia 
y  organización. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 

COSrCEPTO  DE  LA.  A.DMINISTRA.CIÓN. 

1.®  Ambigüedad  del  lengaaje  cientiñco.— 2.^  Qué  sé  entiende  por  Administk^- 
aión.— 3.*^  Diferentes  defínifuones. — 4.**  Otras  ooepciones. — 5.*^  Lo  qae  eatende* 
mos  por  Adoxinistración.— 6.*  Separación  teórica  de  la  política  y  la  Adminis- 
ción.— y.**  Caraeteresde  la  Administración.— S.^  Instituciones  administrati- 
vas.— 9.^  Competencia  de  la  Administración é — 10.  Circunstancias  que  en  la 
Administración  deben  concurrir. — 11.  índole  de  los  actos  administrativo». — 
12.  Actos  de  gestión  y  de  policía.— 13.  Carácter  especial  de  la  policía. 

1  .**    Amlignedad  del  lenguaje  científico. — Ya  hemos  tenido 
ocasión  de  notar  las  graves  dificultades  que  en  las  cien- 
cias morales  y  políticas  engendra  la  vaguedad  del  len- 
guaje aue  emplean,  defecto  ocasionado,  no  por  ías  pala- 
bras adoptadas  para  expresar  los  conceptos,  sino  por  la 
indeterminación  de  éstos.  A  diferencia  ele  las  exactas,  en 
las  cuales  por  lo  mismo  que  las  ideas  de  que  se  ocupan 
son,  y  no  pueden  menos  de  ser,  por  punto  general,  com- 
prendidas de  una  misma  manera  én  su  naturaleza,  ex- 
tensión y  accidentes  por  todas  las  inteligencias,  de  donde 
un  mismo  signo  ó  vocablo  tiene  siempre  una  significa- 
ción precisa  é  invariable;  en  las  morales  y  políticas  su- 
cede que  se  aplica  un  mismo  vocablo  á  ideas,  cuando.no 
distintas,  con  relación  al  objeto  en  si  que  representan,  di- 
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ferentes  bajo  el  punto  de  vista  de  la  extensión  en  que  se 
toma. 

2.**  ¿Qué  se  entiaide  por  Administración? — Una  de  esas 
palabras  vagas,  ambiguas,  es  la  de  Administración,  por- 
que cada  uno  de  los  que  la  emplean  la  da  un  valor  di- 
verso según  el  punto  de  vista  bajo  el  cual  se  ocupa  del 
objeto,  ó  de  la  extensión  en  que  lo  abarca,  ó  de  los  acci- 
dentes Y  propiedades  que  le  atribuye. 

3.**  diferentes  dejinidones. ^Bvísh,  enumerar  algunas 
definiciones  de  la  Administración  debidas  á  escritores  pe- 
ritísimos para  evidenciarlo,  y  advertir  la  gravísima  con- 
fusión que  de  aquí  nace. 

En  concepto  de  Laferrier  constituyie  la  Administra- 
ción el  conjunto  de  los  servicios  públicos.  Guizot  entendió 
3ue  es  el  mecanismo  destinado  a  llevar  á  todas  las  partes 
e  la  Nación  la  voluntad  del  Poder  central,  al  mismo  tiem- 
po que  concede  á  estelos  recursos  y  fuerzas  de  la  sociedad. 
Para  Ahrens  la  institución  encargada  de  cuidar  del  bien, 
según  los  principios  del  derecho,^  en  todos  los  dominios 
de  la  cultura  social.  Bechard  da  ese  nombre  á  la  direc- 
ción y  manejo  de  los  intereses  locales  ejercida  por  repre- 
sentantes de  la  provincia  y  del  pueblo.  En  la  opinión  de 
Macarel  la  Administración  es  el  brazo  del  cuerpo  político 
cuya  cabeza  se  halla  en  el  Gobierno.  Según  Savigny  el 
GoDierno  y  la  Administración  son  grados  distintos  del 
ejercicio  de  un  solo  poder  qiie  lleva  la  primera  denomi- 
nación en  los  superiores,  y  la  segunda  en  los  inferiores. 

Como  se  echa  de  ver,  todas  las  definiciones  citadas,  así 
como  otro  gran  número  de  ellas  cjue  pudieran  citarse, 
tienden  á  dar  á  conocer  un  solo  y  único  oijeto,  y  por  eso 
convienen  en  algo;  pero  fácilmente  se  advierte  también 
que  las  separan  profundas  diferencias  no  de  forma,  sino 
ae  concepto,  resultado  inevitable  de  colocarse  en  distin- 
tos pimtos  de  vista  para  examinarlo. 

4.  Otras  acepciones.— TómvíQB  además  el  vocablo  que 
nos  ocupa  en  otras  diversas  acepciones  ya  para  significar 
un  Conjunto  de  conocimientos,  como  cuando  decimos  li- 
cenciado en  Administración:  bien  para  designar  algunas 
dependencias  pública^,  v.  g..  Administración  de  rcntasr 
ora  aplicándolo  al  manejo  y  dirección  de  un  ramo  deter— 
minaao  de  los  intereses  públicos,  ya  con  relación  al  go— * 
JDieríio  y  gestión  de  los  particulares,  etc. 

5.**    Pijación  de  lo  qt^  por  Administración  entendemos. — Ini~ 
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porta,  por  lo  tanto,  fijar  con  precisión  rigurosa  lo  que 
entendemos  por  Administración  en  esta  obra  en  que  nos 
proponemos  exponer  el  Derecho  administrativo  español, 

{)orque  mal  podríamos  señalar  lo  que  á  éste  atañe  y  per- 
enece,  si  desconociésemos  los  límites  de  la  acción  admi- 
nistrativa, cuya  extensión  ó  índole  depende  del  concepto 
de  aquélla. 

En  realidad,  cuál  es  el  que  tenemos  ya  queda  dicho 
aJ  hablar  de  la  división  del  Poder  ejecutivo. 
.  A  nuestro  juicio  no  cabe  distinguir  en  él  más  que  dos 
ramas  tomando  por  base  la  naturaleza  de  los  objetos  á 
que  aplica  las  leyes.  Si  se  trata  de  ejecutar  las  regulado- 
ras de  los  derechos  privados,  y  aun  del  castigo  de  los  de- 
Utos  ó  infracciones  punibles,  muéstrase  como  orden  judir- 
dal:  cuando  cumple  y  hace  cumplir  las  que  miran  al  bie- 
nestar, progreso  y  perfeccionamiento  social,  llámase  Ad- 
f»inistración  que  en  general  podríamos  definir  la  institur- 
ción  del  justado  encaraada  de  procurar  el  bien  común  por  la 
aplicación,  del  poder  publico  á  la  gestión  de  los  intereses  colectir- 
'oos  de  la  sociedad  con  aareglo  a  las  leyes. 

6.**  Separación  teórica  de  la  política  y  la  Administración. 
—Considerada  así,  la  Administración  abarca  la  poUííea  y 
ae  confundé  con  el  Gobierno,  entendiendo  por  éste,  no  ya 
el  conjunto  de  los  poderes  públicos,  sino  el  de  los  organis- 
mos cjue  desempeñan  el  ejecutivo,  á  excepción  de  la  fun- 
ción judicial,  Pero  así  como  se  olstin^ue  de  la.  poltíica  el 
espíritu  público,  lo  que  se  llama  la  opimón  pública^  no  obs- 
tante de  ser  en  el  sistema  representativo  la  fuerza  direc- 
triz del  Estado,  bajo  cuya  acción  deben  marchar  todos 
los  poderes;  así  también  en  el  funcionamiento  del  ejecu- 
tivo, dánse  nombres  diferentes  al  impulso  que  le  dirige  y 
á  la  acción  que  produce.  Por  consiguiente,  siendo  la  jfw>- 
litica  el  elemento  de  dirección,  el  criterio  con  sujeción  al 
cual  obra  el  Gobierno,  el  pensamiento  que  da  unidad  á 
sus  actos  haciendo  converger  en  un  punto  sus  resultados, 
la  Administración  especial,  propiamente  dicha,  vendtó 
á  estar  constituida  por  esos  mismos  actos;  será,  en  fin,  la 
acoión  del  Gobierno  aplicada  á  la  gestión  de  los  intereses 
morales  y  materiales  de  la  sociedad;  y  personalizando  la 
idea,  sera  «la  institución  que,  bajo  la  dirección  de  \b. poli- 
Mica,  ejerce  la  representación  y  gestión  de  aquellos  inte- 
>re8es  con  arreglo  á  las  leyes.» 

Sin  pretender  que  esta  definición  sea  perfecta,  parece- 


Digitized  by 


Google 


102  DERECHO     ' 

nos  que  encierra,  al  menos,  los  puntos  y  líneas  principa-r 
les  del  objeto  que  se  desea  dar  a  conocer,  puesto  que  sin 
necesidad  de  gran  trabajo  analítico  descúbrese  en  ella  lo 

3ue  tiene  de  común  con  los  demás  organismos  del  Esta- 
o,  y  lo  que  caracteriza  la  especialidad  de  su  misión,  y 
también  por  ella  es  fácil  venir  en  conocimiento  de  los 
atributos  propios  de  la  Administración. 
7,°     (Jaraeteres  de  la  Administración. — En  efecto,  como 

Í Darte  del  Poder  ejecutivo^  sus  actos  deben  conformarse  á  la 
ey,  sopeña  de  perder  la  legitimidad  que  los  hace  resr- 
f)etables  y  dignos  de  obediencia;  pero  al  mismo  tiempo 
a  variedad  de  los  intereses  puestos  á  su  cuidado,  el  in- 
cesante cambio  y  trasformación  de  las  necesidades  pú- 
blicas, pide  que  disfrute  en  el  ejercicio  de  su  acción  com- 
pleta libertady  sin  la  cual  podría  verse  detenida  en  su 
marcha  cuando  más  desembarazado  curso  hubiera  me- 
nester para  la  adopción  y  cumplimiento  do  las  medidas 
reclamadas  por  el  bien  general.  Ambos  extremos  hállanse 
-conciliados  por  medio  de  la  responsabilidad  \i  obligación 
de  justificar  los  actos  llevados  á  cabo,  en  la  forma  y  ma- 
nera al  efecto  prevenidas. 

Como  todas  las  instituciones  humanas,  lá  Administra- 
ción necesita  órganos  adecuados  para  realizar  las  fun- 
ciones de  que  está  encargada,  porque  sin  eso  seríale  im- 
posible actuar  respecto  á  las  personas  y  las  cosas,  y  uni- 
dos ó  relacionados  entre  sí,  por  manera  tal  que,  no  obs- 
tante hallarse  esparcidos  por  todo  el  ámbito  de  la  Nación, 
sean  dóciles  y  fieles  cumplidores  del  pensamiento  y  reso- 
luciones del  centro,  en  el  cual  la  Constitución  ha  deposi- 
tado la  facultad  ejecutiva. 

Así,  pues,  la  Administración  debe  ser  leal  y  fel  en  la 
ejecución  de  las  leyes,  Ubre,  y  por  lo  migmo  responsable  en 
el  ejercicio  de  su  actividad,  armada  de  autoridad  para  hacer 
respetar  y  obedecer  sus  órdenes,  y  finalmente  organizada 
ó  provista  del  número  de  funcionarios  y  corporaciones 
precisas  para  que  por  su  medio  la  acción  administrativa 
se  trasmita  y  oore  rápidamente  donde  quiera  que  sea  ne- 
cesario, para  lo  cual  es  indiépensable  que  estén  enlaza- 
dos entre  sí  por  relaciones  que  aseguren  ese  resultado. 

8.°  Instituciones  administrativas. — La  flexibilidad,  por 
decirlo  así,  que  ha  menester  la  acción  administrativa 

{>ara  ocurrir  incesantemente  al  inmenso  cúmulo  de  asun- 
os  y  cuestiones  relacionadas  con  el  interés  público,  para 
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plegarse  de  continuo  a  las  modificaciones  experimenta- 
das por  las  necesidades  ó  la  conveniencia  de  la  sociedad, 
sin  serle  en  ningún  caso  lícito  detenerse,  sea  cualquiera 
la  dificultad  con  que  tropiece,  porque  en  ella  el  reposo 
es  imposible  y  punible  la  quietud;  esa  flexibilidad,  y  cier- 
ta  indeterminación  de  la  esfera  á  que  debe  extenderse, 
proviniente  de  la  misma  naturaleza  del  fin  que  persigue, 
puesto  que  no  cabe  señalar  dónde  principia  y  mucho 
menos  dónde  concluye  el  interés  público  en  cualguier 
momento,  son  circunstancias  que  no  permiten  a  las 
Constituciones  definir  las  instituciones  administrativas 
con  la  misma  exactitud  que  las  políticas;  no  obstante  que 
en  ellas  deban  establecerse,  y  se  establezcan,  las  bases 
cardinales  de  sus  atribuciones  y  modo  de  funcionar. 

Así  en  la  vigente,  después  de  estatuir  lo  concerniente  á 
los  derechos  y  deberes  ae  los  ciudadanos,  y  los  de  la  aso- 
ciación representada  en  el  Estado,  hállanse  consagradas, 
las  prerrogativas  del  Monarca  en  quien  reside  la  plenitud 
del  Poder  ejecutivo,  la  manera  de  ejercerlo  por  medio  de 
sus  Ministros  responsables,  y  la  existencia  de  Diputar- 
clones  y  de  Ayuntamientos  para  la  gestión  y  gobierno  de 
los  intereses  locales  ( 1 ) . 

9.**  Ccmpetmciade kAdmnüímcim.— SncedeconlsLidea. 
de  la  Administración  que  siendo  perceptible  y  clara  cuan- 
do se  la  abarca  en  su  totalidad,  parece  como  eme  escapa 
á  la  comprensión  cuando  se  desciende  al  análisis  de  su 
contenido;  porque  si  bien  no  se  oscurece  y  enturbia  el 
concepto  general,  no  hay  manera  de  fijar  concretamen- 
te, de  enumerar  por  completo,  los  objetos  que  abraza,  y 
sólo  indirectamente,  por  medio  do  la  exclusión,  cabe  deli- 
mitar el  vastísimo  campo  en  que  debe  moverse. 

Así,  pues,  para  conocer  la  extensión  de  sus  facultades 
positivas  es  indispensable  recurrir  á  ese  método,  descar- 
tando de  las  que  se<  reconocen  al  Rey,  las  relativas  á  la 
función  judicial,  y  de  las  restantes  lo  que  se  refiere  á  la 
política. 

Hecho  este  deslinde  veremos  que  es  de  su  incumben- 
cia: la  ejecución  de  todas  las  leyes  de  interés  general,  y 
como  consecuencia  la  expedición  de  los  decretos,  regla- 
mentos é  instrucciones  conducentes  al  objeto;  conservar 
ol  orden  público  en  la  Nación,  y  para  ello  adoptar  las  me- 

0)    Conalitnción,  tít.  6.0,  arts.  49  y  60,  y  tít.  10,  arts.  82  y  83. 
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didas  encaminadas  á  la  consecución  de  ose  fin,  elemento 
indispensable  de  prosperidad,  así  como  las  aue  requiere 
BU  restablecimiento  cuando  el  orden  haya  sido  perturba- 
do; la  seguridad  y  defensa  del  Estado,  que  lleva  consigo 
la  facultad  de  disponer  del  Ejército  y  Arniada,  la  cons- 
trucción de  fortificaciones,  etc.;  la  bestión  y  cuidado  de 
la  fortuna  pública,  lo  cual  implica  el  establecimiento,  ad- 
ministración y  cobranza  de  los  impuestos,  la  inversión  de 
los  fondos,  y  la  conservación  y  mejora  de  los  bienes  del 
Estado;  proteger  y  fomentar  la  riqueza  general,  desarro- 
llando sus  fuentes,  estimulando  la  producción,  facilitan- 
do el  consumo,  dando  medios  cómodos  y  seguros  al  cam- 
bio; procurar  el  adelanto  moral,  intelectual  y  material 
del  pueblo,  por  la  difusión  del  saber,  la  persecución  de 
los  vicios  y  la  institución  de  centros  de  enseñanza  de  ar- 
tes y  oficios  útiles;  acudir  al  socorro  de  loe  que  por  su  es- 
tado no  pueden  atender  á  su  subsistencia,  acogiéndolos 
en  lugares  destinados  á  ese  fin...  Pero  es  inútil  proseguir 
una  enumeración  que  sería  interminable  si  hubieran  de 
detallarse  uno  por  uno  los  deberes  de  la  Administración, 
y  las  atribuciones  que  en  relación  con  dios  ejerce,  máxi- 
me cuando  éstos  y  aquéllos  pueden  encerrarse  en  esta 
fórmula:  producir  siempre  el  bien,  apartando  los  obstácu- 
los aue  a  su  lo^fro  opongan  las  personas  y  las  cosas,  ora 
empleando  medios  pacíficos,  ora  recurriendo  á  la  fuerza 
para  conseguirlo  cuando  las  resistencias  que  encuentm 
no  puedan  de  otro  modo  vencerse. 

10.  Circunstancias  que  deben  concurrir  en  la  Administra'* 
ción. — Acción  tan  vasto  exige  que  de  una  mirada  se  abar- 
que el  presente  y  el  porvenir,  las  necesidades  actuales  y 
las  contingencias  futuras:  que  se  combinen  los  intereses, 
á  veces  antagónicos,  de  las  provincias,  comarcas  y  loca- 
lidades, de  las  diferentes  clases  sociales,  de  las  diversas 
industrias:  que  se  tengan  en  cuenta  las  dificultades  sur- 
gidas de  los  nábitos,  costumbres,  preocupaciones  é  ideas 
reinantes  en  los  pueblos,  y  las  que  oponen  el  clima,  el 
suelo  y  hasta  la  posición  geográfica. 

1 1 .  índole  de  los  actos  admimstrativos.—^  bien  se  repara 
las  facultades  de  la  Administración,  su  autoridad  en  una 
palabra,  no  tiene  otro  objeto  que  apartar  los  obstáculos 
que  al  bien  social  se  opoaen  imposibilitando  ó  entorpe- 
ciendo el  libre  desenvolvimiento,  no  de  este  ó  de  aquel 
ciudadano,  sino  del  conjunto  de  la  población,  pues  aun- 


Digitized  by 


Google 


A.DMINISTRATIVO  105 

que,  como  hemos  dicho>  y  repetidas  veces  veremos  en 
adelante,  se  ocupa  de  las  cosaSy  en  realidad  lo  hace  con 
aquel  solo  fin. 

Ahora  bien,  esos  obstáculos  son  de  dos  clases,  provie- 
nen ó  de  las  fuerzas  mismas  de  la  naturaleza,  ó  ae  la  ma- 
la voluntad  de  los  hombres. 

12.  Actos  de  gestión  y  depolicia, — Cuando  sus  gestiones 
y  las  medidas  que  adopta  tienden  á  remover  los  prime- 
ros, la  actividad  administrativa  tiene  un  carácter  positi- 

'  vo,  obra  para  producir  directamente  algo  beneficioso;  al 
paso  que  respecto  á  los  segundos  más  que  con  ese  inten- 
to aparece  resistiendo,  impidiendo  aquello  que  es  noci- 
vo. La  diferente  índole  de  sus  actos,  por  razón  de  la  de 
los  objetos,  determina  la  distinción  de  aquéllos  en  dos 
grupos,  á  saber:  los  llamados  de  administración  ó  gestión 
administrativa:  los  de  protección  de  todos  los  intereses 
y  derechos  que  constituyen  lapolicia.  Aunque  fáciles  de 
confundir  en  algunos  casos,  basta  para  clasificarlos  debi- 
damente atender  á  que  los  unos  conspiran  á  desarrollar 
los  intereses  públicos,  y  los  otros  á  mantener  el  orden, 
imponiendo  restricciones  al  uso  de  los  derechos  ó  de  las 

4X)Sa8. 

La  construcción  de  un  canal,  de  un  ferrocarril,  de  un 

f)uente,  etc.,  corresponden  al  primer  grupo  y  al  segundo 
os  actos  que  miran  al  uso  de  esas  obras  á  evitar  que  sean 
deterioraaas  ó  destruidas,  etc. 

Esta  distinción  aplícale  lo  mismo  á  la  acción  del  poder 
central  que  á  la  de  las  Autoridades  y  Corporaciones  encar- 
gadas del  régimen  y  gobierno  de  las  provincias  y  de  los 
pueblos,  y  también  a  cada  uno  de  los  ramos  en  que  la 
ejeroen.  Así  se  dice  la,polMa  iwunicipal^  para  diferenciarla 
oe  la  ffeneraly  ó  común  átoda  la  Nación, y  jpo/írfa  de  las  aguas, 
de  hs  montes  y  de  abastos ,  de  seguridad  uriana  ^  rural,  etc. 

Las  atribuciones  de  administración  y  de  policía  suelen 
aparecer  mezcladas  en  las  disposiciones  y  leyes  adminis- 
trativas, si  bien  hay  algunas  que  sólo  se  ocupan  del  se- 
gundo extremo. 

13.  Carácter  especial  de  la  pálida. — Siendo  el  carácter 
de  la: policía  coercitivo,  los  preceptos  de  esta  clase  contie- 
nen siempre  sanciones  ó  correcciones,  y  á  veces  verda- 
deras penas,  imponibles  á  loe  contraventores.  Por  regla 

Í^neral  la  imposición  de  laB  últimas  corresponde  á  los 
ribunales,  y  el  de  las  primeras  á  la  Autoridad  admi- 
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nistrativia;  pero  en  el  hecho  no  es  tan  fácil  deslindar  la 
competencia.  De  aquí  que,  como  ya  se  hizo  notar,  ocu- 
rran respecto  á  este  punto  frecuentes  conflictos  jurisdic- 
cionales. 


CAPITULO  II. 

DE  LA  CENTRALIZACIÓN  Y  DESCENTRALIZACIÓN. 

1.®  Origen  do  las  cuestionea  acerca  de  este  punto,  (a)  Unidad  de  la  Adininia- 
traoión.  (b)  Fanciones  del  Estado.— 2.**  Ciroaastancias  que  piden' ó  excluyen  la 
centralización^— 3.^  Incompatibilidad  entre  la  unidad  del  Estado  y  la  iudepen- 
deucia  ó  autonomía  local.— 4.^  "Verdadera  naturaleza  del  problejia. — 5.**  Voi^- 
tíyas  de  la  centralieación.— 5.'  Sus  inconvenientes. — 7.**  Ventajan  é  inoonve- 
mentes  do  la  deseen tralÍJ5ación.-<-8.'*  Resultado»  y  ejemplos.— 9.*^  Condiciones 
naturales  que  determinan  la  centralizacii^n  ó  la  descentralización. — 10.  Re- 
sultados do  las  tentativas  deseen tralizadoras  en  Espafia.— 11.  Efíoaoia  de  la 
legislación.  — 12.  Limites  de  la  desocntralizacióo. — 13.  Relaciones  entre  los 
servicios  públicos  y  el  sistema  administrativo. — 14.  Diferencias  entre  la  des- 
ee ntralización  y  auto  gobierno.— 15,  Resumen. 

1.*^  Oríffen  de  las  cuestiones  acerca  de  este  jMt^^í>.— Abar- 
cando la  Administración  en  su  esfera  de  acción  toda  la 
vida  nacional  en  sus  múltiples  fases  y  variados  aspectos; 
siendo  como  la  atmósfera  que  envuelve  y  rodea  á  los  in- 
dividuos, á  quienes  proporciona  las  condiciones  de  des- 
arrollo y  bienestar  que  en  la  sociedad  organizada  buscan, 
compréndese  cuan  fácil  es  que,  como  institución  humana, 
degenere  de  protectora,  y  encargada  de  servir,  en  opre- 
sora y  dueña,  á  poco  que  los  funcionarios  que  la  desem- 
peñan, llevados  del  deseo  de  predominio  personal,  pon- 
gan al  servicio  de  sus  propios  intereses,  pasiones  y 
tendencias,  ó  al  de  los  de  una  parcialidad  política,  la  au- 
toridad que  tan  solo  para  procurar  el  bien  público  es 
indispensable  confiarles. 

(a)  Unidad  de  la  Administración. — Donde  la  Nación  es 
UTia  y  ncno  el  Estado,  una  ha  de  ser  la  Administración, 
porque  su  unidad  es  consecuencia  de  la  del  Poder  ejecu- 
tivo, el  cual,  por  su  medio  atiende  á  la  aplicación  de  las 
leyes  relativas  al  general  provecho;  y  mal  podría  impri- 
mir á  la  acción  administrativa  una  dirección  convenien- 
te, 6  inspirada  en  el  pensamiento  que  preside  á  la  de 
todos  los  asuntos  de  la  gobernación  del  Estado,  si  hu- 
biera diferentes  Administraciones  independientes  entre 
sí,  ni  sería  en  este  caso  racional,  sino  absurdo,  obligar 
al  Poder  ejecutivo,  ó  á  los  Ministros,  que  por  delegación 
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del  depositario  de  aquél,  conforme  á  la  Constitución,  lo 
ejercen,  á  responder  de  actos  contrarios  á  las  leyes  que 
no  ejecutan  ni  pueden  impedir. 

Luego  es  consecuencia  ineyitable  del  sistema  represen- 
tativo, y  de  la  distinción  de  poderes  que  tiene  por  basé, 
la  unidad  de  la  Administración. 

(b)  Funciones  del  Estado, — Por  otra  parte,  la  que  á  ella 
toca  en  la  satisfacción  de  las  necesidades  sociales  y  en  el 
fomento  de  los  intereses  colectivos,  depende  de  las  atri- 
buciones reconocidas  al  Estado,  que,  en  tesis  general,  no 
deben  exceder  de  los  límites  trazados  por  la  actividad  in- 
dividual aislada  ó  concentrada  en  asociaciones;  porque 
en  todo  aquello  á  que  por  sí  mismos  alcanzan  la  iniciativa 
y  esfuerzo  de  los  asociados,  no  es  lícito  ni  conveniente 
que  se  mezcle  el  representante  á  obrar  en  nombre  de  los 
representíi^dos,  quienes  sobre  rechazar  esa  representa- 
ción, en  el  hecho  mismo  de  gestionar  por  sí  lo  que  les 
atañe,  son  indudablemente  los  mejores  Jueces  y  aprecia- 
dores de  lo  que  les  conviene. 

Parece,  puee,  que  hay  inconciliable  pugna  entre  la 
existencia  de  la  unidad  administrativa  y  el  principio  ra- 
cional de  las  atribuciones  del  Estado;  por  cuanto  dentro 
de  la  sociedad  nacional,  y  aun  prescindiendo  de  las  esfe- 
ras de  asociación  creadas  por  la  voluntad  individual,  vi- 
ven otras  que,  como  el  pueblo  y  la  provincia  poseen  mi^ 
reaes  peculiares,  es  decir,  propios  y  separados  de  los  gene- 
rales, ya  provengan  de  causas  históricas,  ya  de  la  volun- 
tad del  legislador,  y  no  fuera  justo  someter  á  una  regla 
inflexible  y  encomendar  á  unos  mismos  organismos  la 
gestión  y  cuidado  de  tan  diversos  intereses. 

De  aquí  el  origen  de  las  cuestiones  relativas  a  la  centra- 
lización  y  á  la  excentralización  ó  descentralización.  Y  decimos 
cuestiones,  porque  en  último  resultado  no  constituyen 
criterios  científicos,  ni  menos  verdaderas  doctrinas  deri- 
vadas de  principios  fijos  y  absolutos,  aplicables  á  cual- 
quier pueblo. 

2,"*  Circunstancias (ine piden  ó  excluyen  la  descentralización. 
— Los  partidarios  de  uno  y  otro  de  esos  puntos  de  vista, 
ni  pretenden  que  sea  bueno  en  todas  partes  confiar  al  Po- 
der central  ó  Gobierno,  la  administración  do  todos  los  in- 
tereses sociales,  cualesquiera  que  sean,  ni  que  tampoco 
hayan  de  ser  necesariamente  buenas  las  consecuencias  de 
una  organización  administrativa  en  la  que  cada  grupo, 
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natural  ó  legal,  de  asociación  tenga  sus  representantes 
especiales  por  cuyo  medio  cuiden  de  los  intereses  que 
les  son  peculiares.  Todo  depende  de  que  las  circunstan- 
cias del  pueblo  pidan,  mejor  dicho,  impongan,  en  el  meca- 
nismo administrativo  la  separación  de  funciones  y  de  ór- 
fanos,  determinada  por  el  reconocimiento  de  la  variedad 
e  esos  intereses.  Donde  la  iniciativa  individual  no  se  limi- 
ta á  procurar  por  los  meramente  privados  y  personales; 
sino  que  comprendiendo  su  enlace  con  los  de  toda  una 
clase,  de  un  pueblo  ó  de  una  comarca,  v  las  ventajas  de 
administrarlos  dentro  de  la  esfera  social  á  que  alcanzan, 
halla  apoyo  eficaz,  auxilios  poderosos  é  inmediatos  en  los 
demás  miembros  de  ésta:  donde  el  ejercicio  de  la  autori- 
dad instituida  y  sostenida  por  todos  ellos  para  el  bien  co- 
lectivo, no  se  utiliza  como  instrumento  para  la  consecu- 
ción de  fines  personales  ó  de  una  parcialidad  cualquiera, 
la  sociedad  hace  por  sí  lo  que  en  otro  caso,  éiri^emediable- 
mente,  tiene  que  realizar  el  poder  público,  como  ói^ano 
del  derecho;  misión  que  por  lo  demáis  no  puede  jamás 
abdicar  en  absoluto,  sin  perder  su  naturaleza  y  esencial 
unidad. 

S.**  Incompatibilidad  enúre  la  unidad  dií  JEstmh  y  la  inde- 
pendencia ó  autonomía  local. —  Al  tratan  del  DUnto  que  nos 
ocupa,  no  debe  olvidarse  que  en  toda  socieaad  civil  orga- 
nizada, el  Estado  es  siempre  uno  y  el  mismo,  que  es  la 
personalidad  social,  el  ente  en  quien  se  concentra  y  ma- 
nifiesta la  vida  total  colectiva  dentro  y  fuera  del  pueblo  ó 
nación,  cuya  representación  ostenta,  y  esto  sentado,  no 
cabe  admitir  ItJir  independencia  de  intereses  especiales,  sobíe 
la  cual  algunos  pretenden  erigir  en  dogma  la  descentra- 
lización. 

Si  para  la  sociedad  general  no  puede  ser  indiferente  el 
bien  o  el  mal  de  los  que  dentro  de  ella  viven,  tampoco  á 
los  ojos  del  Estado  ha  de  serlo. 

Contándose  entre  loe  fines  de  éste  la  aplicación  del 
derecho  como  principio  inexcusable  y  universal  de  exis- 
tencia social,  por  lo  menos  bajo  este  punto  de  vista  jurí- 
dico, no  hay  interés  alguQO  dentro  de  la  sopiedad  nacio- 
nal que  pueda  ni  deba  emanciparse  de  la  acción  del  Es- 
tado. A  él  es  á  quien  única  y  exclusivamente  compete  su- 
ministrar á  las  asociaciones  especiales,  cualesquiera  que 
sean,  los  medios  de  vida  y  desarrollo,  obligaríais  á  que 
se  contengan  dentro  del  círculo  de  sus  particulares  inte- 
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reses,  y  á  que  cumplan  los  deberes  anejos  á  los  fines  que 
se  proponen  llenar  en  pro  del  bien  general. 

Sostener  la  aisobctéc  independencia  de  un  orden  de  inte- 
reses, equivale  á  fraccionar  el  Estado,  y  con  él  la  socie- 
dad; más  claro,  á  proclamar  tantos  Estados  cuantos  sean 
los  órdenes  declarados  independientes. 

Ahora  bien,  eeepapel  demediador  y  reéulador,  que  no 
puede  negarse  al  Elstado  respecto  á  todas  las  asociaciones 
particulares,  tanto  por  lo  que  mira  á  las  relaciones  que 
mantienen  con  los  individuos  que  las  forman,  como  en  lo 
referente  á  las  que  entre  sí  y  con  la  sociedadlas  unen,  im- 
plica su  intervención,  ya  para  airtorizar  la  constitución  de 
aquéllas,  tan  íntimamente  enlazada  con  la  tranquilidad 
publica,  ya  para  velar  porque  en  su  interior  admmistra- 
ción  se  observe  el  principio  de  justicia. 

4.*  Verdadera  naturaleza  del  problema.-^Por  consiguien- 
te, la  centralüadón  y  la  descentralización^  en  la  esfera  pu- 
ramente administrativa,  no  pueden  referirse  más  que  al. 
establecimiento  de  un  sistema  de  organización  en  que  las 
funciones  de  gestión  tengan  por  límite  el  de  los  intereses, 
especiales,  después  de  reconocida  la  existencia  de  éstos, 
y  de  señalada  la  extensión  que  abarcan,  así  como  la  línea 
que  de  otros  intereses  los  separan;  pero  de  ninguna  ma- 
nera la  consagración  de  una  independencia  inconciliable 
con  la  unidad  del  Estado* 

En  este  caso  la  cuestión  queda  reducida  á  dilucidar  si 
la  Administración  general  debe  extenderse  á  todos  los  in- 
tereses, si  ha  de  tener  á  su  cargo  los  de  la  nación,  los  del 
pueblo,  de  la  provincia  y  cualquier  otra  asociación  civil 
y  política  de  las  que  forman  aauélla,  ó  si  cada  una  de 
estas  tiene  derecho  á  manejar,  dirigir  y  administrar  se- 
paradamente los  que  le  son  peculiares.  Planteado  así  el 
problema,  la  solución  tiene  forzosamente  que  subordi- 
narse á  las  circunstancias. 

5.**  Ventajas  de  la  centralización. — La  centralización  indu- 
dablemente lleva  consigo  las  ventajas  de  dotar  á  la  Ad- 
ministración de  una  fuerza  y  regularidad  incontrastables^ 
El  pensamiento  político  realízase  entonces  con  vigor  y 
energía,  porque  una  sola  inteligencia  y  una  sola  volun- 
tad son  llamadas  á  interpretar  y  aplicar  las  leyes.  He  aquí 
por  qué  en  la  formación  de  Estados  compuestos  de  diver- 
sos pueblos,  en  las  épocas  de  unificación  de  nacionali- 
dades diferentes,  como  la  que  alcanzó  nuestra  patria  des- 
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de  ol  siglo  XI  hasta  comenzar  el  actual,  y  señaladamente 
desde  la  unión  de  Castilla  y  Aragón,  la  concentración  en 
la  Corona  de  todos  los  poderes  para  contrarrestar  y  aba- 
tir los  creados  en  el  período  feudal,  fué  un  hecho  necesa- 
rio que  los  mismos  pueblos  aplaudieron,  porque  merced 
á  él,  lo  que  perdieron  en  lo  que  ahora  se  llama  autonomía 
local,  ganaron  en  quietud  y  sosiego,  pudiendo  desde  en- 
tonces contar  con  el  amparo  de  una  Autoridad  ix)busta 
que  escudase  al  débil  contra  el  poderoso. 

La  Administración  centralizada,  obedeciendo  á  un  im- 
pulso único  y  constante  á  un  plan  uniforme  y  concertado, 
puede  utilizar  ventajosamente  todas  las  fuerzas  de  la  so*- 
ciedad  y  llevar  á  cabo  mejoras  y  adelantos  materiales. 

Mas  tales  beneficios  están  cpntrarrestados  por  gravítí- 
mos  inconvenientes. 

6.°  Sus  inconvmientes. — De  esa  acumulación  de  toda  la 
actividad  administrativa  en  el  centío  surge  inevitable- 
mente el  despotismo  burocrático  y  con  él  la  empleomanía 
que  empobrecen  las  naciones  y  secan  todo  manantial  de 
progreso. 

Habiendo  de  intervenir  el  Poder  central  en  cuantosasun- 
tos  atañen  á  los  intereses  púl^licos,  y  siéndole  imposible 
hacerlo  sin  el  auxilio  de  innumerable&agentes  diseminados 
por  toda  la  Nación,  gran  parte  do  sus  recursos  se  invier- 
ten en  haberes:  la  iniciativa  individual  y  el  espíritu  do  aso- 
ciación decaen,  abátensc  y  concluyen  por  extinguirse  ba- 
.  o  el  peso  de  las  trabas  y  exigencias  de  una  tramitación 
nterminable;  los  recursos  al  común  superior  de  esa  nu- 
be de  funcionarios,  aunque  están  concedidos  por  la  ley 
son  de  mil  maneras  entorpecidos;  toda  empresa  útil,  todo 
l>ensamiento  fecundo,  vése  detenido,  cuando  no  contrar- 
dado,  por  la  necesidad  de  obtener  autorización  de  quien 
reside  muy  lejos.  Finalmente,  los  ciudadanos  que  no  en- 
cuentran otro  camino  abierto  á  sus  aspiraciones  que  el 
servicio  del  Estado,  pugnan  por  conseguirlo  á  toda  costa, 
y  no  bastando  loe  empleos  existentes  para  satisfacer  á 
todos,  buscan  los  excluidos  en  los  trastornos  poüticos, 
en  las  sediciones,  el  único  expediente  eficaz  para  procu- 
rarse los  pYiestos  que  anhelan. 

En  suma,  la  Administración  centralizada  dota  al  Poder 
ejecutivo  de  una  compacidad  y  energía  capaces  de  vencer 
fácilmente  cuantos  obstáculos  se  opongan  á  la  obediencia 
de  las  leyes  y, al  cumplimiento  de  las  disposicioínes  que 
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ella  misma  dicte;  pero  es  peligrosa  para  la  libertad  del 

Eueblo,  por  efecto  de  esa  robusta  constitución,  é  inevita- 
lemcnte  destruye  la  actividad  social,  erigiéndose  en  tu- 
tora  y  agente  do  todo  interés  colectivo. 

7.**  Ventajan  é  inconvmieíites  de  la  descentralización, — La 
descentralización  á  su  vez  favorece  el  desenvolvimiento  de 
acjuella  actividad*  proporciona  empleo  adecuado  á  la  ini- 
ciativa individual  y  á  las  aptitudes  y  aficiones  de  los  ciu- 
dadanos que  se  interesan  por  la  cosa  pública;  pero  enfla- 
queciendo el  Poder  central  es  ocasionada  á  resistencias 
perturbadoras  do  la  paz  y.  al  desconcierto  administi'ativo 
más  lamentable. 

8.^  HesuUadosy  ejeinplos. — Elncontrar  la  proporción  justa 
en  que  la  Administración  general  debe  int-ervenir  para  ía 
satisfacción  de  las  necesidades  y  aspiraciones  sociales,  y 
cuáles  funciones  dirigidas  á  ese  fin  conviene  abandonar  á 
otras  actividades,  constituyo  el  secreto  del  bien  y  de  la 
prosperidad  de  las  naciones. 

Francia  ó  Inglaterra,  citadas  por  todos' los  que  de  estas 
cuestiones  tratan,  como  ejemplos  dignos  de  imitación, 
aquélla  en  el  sentido  centralizador,  y  en  el  contrario  la 
última,  no  por  haber  seguido  rumbos  opuestos  han  deja- 
do de  alcanzar  un  elevadísimo  grado  cío  bienestar  y  po- 
derío. 

Esto  prueba  que  el  bien  ó  el  mal,  los  beneficios  ó  daños 
producidos  por  un  sistema  cualquiera  de  Administración 
no  traen  su  origen  de  la  forma  externa  do  los  organismos, 
sino  que  emanan  del  modo  en  que  cada  nación,  influida 
por  causas  históricas  y  condiciones  do  carácter,  ha  re- 
suelto el  problema  de  la  Constitución  del  Estado  según  el 
concepto  que  de  éste  y  de  sus  fines  ha  formado. 

9."*  CGnuiciones  naturales  que  del^rminan  la  centralización  ó 
la  descentralización.  —  Indudablemente  que  ningún  pueblo 
carece  de  administración  en  el  sentido  más  lato  de  esta 
palabra;  en  ninguno  dejan  de  existir  medios  más  ó  menos 
rudimentarios  ó  desarrollados  para  subvenir  á  lo  que 
exigen  las  necesidades  comunes.  La  diferencia  consiste 
en  que  unos,  por  hábito  ó  por  propensión,  dejan  que  la 
autoridad  pública  sea  quien  provea  á  todas  las  de  esa 
especie,  mientras  que  otros  prefieren  confiar  á  la  asocia- 
ción de  los  esfuerzos  particulares,  aquellas  que  por  su 
naturaleza  se  limitan  á  una  clase  ó  á  una  comarca  inme- 
diata y  directamente. 
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Pretender  que  estas  corrientes  del  genio  especial  de 
cada  pueblo  cambien  de  dirección  según  los  cauces  arti- 
ficiales y  arbitrarios  trazados  por  el  arreglo  de  la  orga- 
nización administrativa,  es  empeño  vano  y  lleno  de  pe- 
ligros. 

1 0.  Remltadbs  de  las  tentativas  descentralizadoras  en  España. 
— Las  generosas  aspiraciones  y  nobles  propósitos  que  ani- 
maron á  los  legisladores  de  nuestra  patria  al  dictar  las 
disposiciones  descentralizadoras  de  1823  y  1870,  produ- 
jeron en  la  administración  de  los  pueblos  y  de  las  provin- 
cias más  perjuicios  que  bienes,  porque  indudablemente 
fueron  mas  allá  de  lo  que  permitía  el  estado  de  cultura 
del  país.  Vivo  está,  por  reciente  y  significativo,  el  re- 
cuerdo de  los  frutos  obtenidos  con  las  medidas  adop- 
tadas respecto  á  la  instrucción  primaria  en  el  período 
revolucionario  de  1868.  En  cuanto  los  Ayuntamientos  en- 
traron en  posesión  de  amplias  facultades,  su  primera  de- 
terminación fué  suprimir  escuelas,  separar  maestros,  re- 
bajar dotaciones,  secundando  esta  deplorable  tendencia 
Juntas  y  Diputaciones,  hasta  que  el  Gobierno  reivindicó 
las  atribuciones  de  entender  en  los  asuntos  del  ramo.  Lo 
mismo  sucedió  en  otros,  señaladamente  en  el  de  la  ges- 
tión económica  local.  Y  no  porque  faltasen  en  las  leyes 
severas  sanciones  contra  los  abusos^  claros  y  expeditos  re- 
cursos á  favor  de  los  lesionados,  y  aun  de  cualquier  ciu- 
dadano, para  denunciarlos  y  perseguirlos;  pero  todo  era 
inútil  ante  la  apatía  general,  que  se  contentaba  con  mur- 
murar de  la  mala  administración  sin  hacer  nada  para  im- 
pedirla. 

1 1 .  Eficacia  de  la  legislación,  —  No  es  eáto  sentar  como 
principio  absoluto  que  no  puede  contribuir  una  sabia  le- 
gislación á  levantar  el  espíritu  público  vigorizando  la  ini- 
ciativa individual;  mas  para  que  esa  influencia  obre, 
necesario  es  que  recaiga  sobre  una  sociedad  donde  pór 
lo  menos  existan  gérmenes  de  actividad,  ilustración  bas- 
tante para  apreciar  lo  que  conviene  á  la  colectividad, 
celo  por  el  bien  público,  virilidad  para  defenderlo,  y 
abnegación  é  integridad  en  el  desempeño  de  las  funcio- 
nes, y  además  que  no  se  traspase  la  línea  de  lo  posible 
por  desear  la  realización  de  lo  ideal. 

12.  Limites  de  la  descentralización. — El  pueblo  y  la  pro- 
vincia, limitándonos  á  España,  son  por  virtud  de  la  tra- 
dición ó  de  la  ley,  verdaderas  asociaciones  con  intereses 
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Ixeculiares  distintct^  perono  iniepéndiejites  de  los  genera't 
es  de  la  Nación.  Cuanto  atañe  á  la  elección  de  los  re- 
presentantes de  esas  entidades,  al  cuidado  y  fomento  dte 
sus  intereses  morales  y  materiales  en  lo  que,  por  decirlo 
así,  tienen  de  privados  ó  interiores  deesas  esferas  de  aso*- 
ciación,  ¿s  justo  que  se  deje  á  su  libre  administración; 
que  no  sean  los  funcionarios  y  agentes  del  Gobierno 
central  quienes  hayan  de  proveer  al  remedio  de  necesir-  . 
dades  para  ellos  desconocidas,  de  aspiraciones  que  no 
sienten,  de  ideas  que  les  son  ajenas;  sino  que  todo  esto  se 
ventile  y  resuelva  por  aquellos  mismos  individuos  á 
quienes  afectan  en  mayor  ó  menor  grado  los  servicios 
públicos;  pero  en  cuanto  se  pasa  de  aquí  la  descentraliza- 
ción, en  vez  de  provechosa,  tórnase  en  nociva,  porque  ya 
no  versa  acerca  de  asuntos  de  índole  local,  sus  ©fecto$ 
trascienden  á  la  generalidad  de  la  Nación,  y  destruyen 
la  unidad  política  ó  de  gobierno.  Por  otra  parte,  como 
nada  se  conseguiría  despojando  á  &te  de  ciertas  facul* 
tades  y  atribuyéndolas  á  Autoridades  diferentes,  si  la  li- 
bertad individual  no  adquiriese  de  este  modo  mayores 
garantías,  si  en  vez  de  favorecerlo  fuesen  una  remora 
para  el  establecimiento  de  las  condiciones  del  desarrollo 
y  expansión  déla  actividad  de  los  ciudadanos,  hay  necesi- 
dad de  asegurar  el  buen  uso  de  la  potestad  conferida  á 
las  administraciones  locales  por  medio  de  la  responsar* 
bilidad  más  severa  de  los  designados  para  ejercerla  por 
representación,  y  consiguientemente  de  la  creación  de 
recursos  contra  las  medidas  injustas  ó  ilegales  que 
ad<^fiten. 

La  libertad,  en  efecto,  no  es  el  producto  del  fracciona- 
miento administrativa  ni  del  derecho  reconocido  á  los 
ciudadanos  para'  elegir  6  ser  elegidos  para  cargos  pábli^ 
eos,  consiste  en  respetar  el  derecho  de  bada  uno  y  el  de 
todos  para 'hacer  cuanto,  sin  ajeno:  daño,  le  es  prove- 
choso, y  precisamente  á  este  fin  conspiran  ó  deben  cons- 
pirar los  esfuerzos  de  la  Administración. 

iá.  RdacioTves  entre  los  seri>Í€Íos públicos  y  el  sistema  adm-- 
nistratito.'^Vov  lo  demás^  ésta  no  es,  sino  en  una  acep-t 
ción  especial  y  muy  restringida,  el  conjunto  de  las  Au- 
toridades y  funcionarios  representantes  y  agentes  del 
Gk)bierno  que  los  nombra  y  separa,  la  verdadera  Admi- 
nistración está  constituida  por  todo  aquello  que*  concurre 
á  la  prestación  de  los  servicios  públicos.  Obtenerlos  en  la 
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mayor  extensión  posible,  rápidos,  completos  y  con  el  me- 
nor dispendio,  es  el  ideal  á  que  aspiran  los  pueblos.  Si  es 
dable  lograrlo  de  otro  modo  que  el  de  encargar  las  fun- 
ciones á  un  personal  retribuido;  si-  los  ciudadanos  parti- 
cularmente, ó  asociándose,  prestan  el  concurso  de  su  ac- 
tividad libro  al  cumplimiento  de  ese  fin  social,  lo  mismo 
en  el  pueblo  (jue  en  la  provincia  y  en  la  Nación,  ó  en  cual- 
.  quier  otro  circulo  de  asociación  para  fines  especiales, 
cooperarán  á  la  tarea  del  Estado,  tormarán  parte  del  or- 
ganismo administrativo,  y  éste  será  múltiple  sin  perder  la 
unidad  finíil.  Claro  es  que  en  este  caso  la  dependencia  del 
poder  central  no  revestirá  igual  forma  relativamente  á 
los  diferentes  encargados  de  la  Administración. 

Será  directa  ó  inmediata  por  lo  que  hace  á  los  funcio- 
narios y  empleados  que  por  nombramiento  del  Gobierno 
se  ocupan  en  administrar  los  intereses  de  la  Nación  en 
cuanto  afectan  á  toda  ella,  puesto  que  como  mandata- 
rios de  aquél  obran:  indirecta  y  mediata  la  de  la©  corpo- 
raciones y  funcionarios  que  por  representación  de  inte- 
reses puramente  locales  ó  de  clases,  atienden  á  lo  que  esos 
intereses  exigen  para  conservarlos  y  fomentarlos,  por 
cuanto  no  siendo  mandatarios  de  aquél,  sino  de  las  aso- 
ciaciones que  los  nombran  ó  eligen,  ante  ellas  han  do 
responder  de  todos  los  actos  que  ejecuten,  sin  que  toque 
al  Gobierno  otra  participación  en  este  asunto  que  la  do 
velar  por  la  integridad  y  aplicación  de  las  leyes,  y  cono- 
cer en  su  consecuencia  de  los  recursos  que  se  entablen 
contra  las  resoluciones  ó  impedir,,  aunque  no  se  formulen, 
la  ejecución  de  las  que  lastimen  cualquier  interés  públi- 
co y  todo  atentado  contra  la  legalidad  vigente. 

14.  inferencias  entre  descentralización  y  auto  gobierno. — 
La  descentralizaáin^  volvemos  á  decirlo,  no  implica  la  in- 
dependencia de  los  intereses  colectivos  especiales,  toda 
vez  que,  cuando  menos,  siempre  incumbe  al  Gobierno  la 
importantísima  función  de  mantener  la  observancia  de 
las  leyes;  consiste  en  que  la  inmediata  aplicación  de  éstas 
se  lleve  á  cabo  por  corporaciones  ó  funcionarios  elegidos 
por  las  asociaciones,  y  no  en  que  éstas,  sin  otra  respon- 
sabilidad que  la  exigible  en  una  sociedad  ó  empresa  para 
negocios  particulares,  administren  y  gobiernen  los  de  ín- 
dole pública. 

Los  que  auieren  esto  no  aspiran  en  realidad  k  descen- 
tralizar, es  decir,  á  sacar  del  Poder  central  parte  mayoí  ó 
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menor  de  atribuciones  para  confiarla  á  otros  organismos, 
aspiran  al  llamado  selfgovernemmty  auto  goHernOj  6  gobier-- 
no  propio  de  las  asociaciones  para  fines  públicos  y  políti- 
cos por  sí  mismas,  confundiendo  aquella  manera  de  or- 
ganización administrativa  con  el  régimen  comunal  inglés. 
Pero  así  como  éste  procede,  según  Blackstone,  de  .usos  y 
costumbres  aue  se  remontan  casi  al  principio  de  la  con&- 
titución  de  la  nacionalidad  británica,  pues  en  la  Edad 
Media,  ya  las  parroquias,  comunidades,  y  en  general  to- 
das las  asociaciones,  tenían  la  facultad  de  hacer  ordenan- 
zas ó  estatutos  locales  para  su  gobierno,  con  independen- 
cia del  central,  limitado  al  estricto  cumplimiento  de  las 
leyes  generales,  sin  potestad  reglamentaria  de  ninguna 
clase;  los  demás  pueblos  de  Europa,  y  en  especial  los  me- 
ridionales, han  organizado  su  Administración  sobre  el 
tipo  municipal  romano,  cuya  base  consiste  en  encomen- 
dar la  gestión  de  los  intereses  locales  á  mandatarios  ó  re- 
presentantes que  temporalmente  y  por  elección  la  ejer-^ 
cen  bajo  la  inspección  y  dependencia  del  Gobierno. 

Para  evidenciar  las  consecuencias  que  de  tan  diferen- 
tes orígenes  se  desprenden  teórica  y  prácticamente,  sería 
preciso  hacer  un  prolijo  parangón  entre  el  Municipio  ro- 
mano y  las  instituciones  comunales  inglesas,  tarea  á 
nuestro  intento  impertinente. 

Basta  al  de  estas  consideraciones  consignar  que,  mien- 
tras en  Inglaterra  la  tradición  y  las  instituciones  en  que 
se  refleja  fielmente,  llaman  á  los  ciudadanos  al  ejercicio 
de  las  funciones  públicas,  confiando  á  la  actividad  indivi- 
dual cuanto  atañe  á  los  actos  de  la  vida  común,  el  Muni- 
cipio romano,  cepa  y  raíz  del  que  existe  hoy,  sobre  todo  en 
las  naciones  que  se  llaman  latinas,  centraliza  en  corpora- 
ciones y  funcionarios,  el  ejercicio  de  las  atribuciones  re- 
ferentes á  la  administración  de  los  intereses  locales,  cir- 
cunstancia que  liace  indispensable  la  intervención  del  Go- 
bierno para  que  no  degenere  esa  forma  de  libertad  en  real 
y  efectiva  tiranía  local. 

Sin  que  pretendamos,  que  fuera  pretensión  excesiva, 
pronunciar  fallo  en  la  cuestión  relativa  á  cuál  de  las  dos 
organizaciones  aventaja  á  la  otra,  lícito  nos  será  recordar 
que  así  la  convención  francesa  en  el  siglo  pasado,  como 
nuestras  Cortes  de  Cádiz  en  principios  del  actual,  dirigie- 
ron todos  sus  esfuerzos  á  borrar  los  restos  de  la  antigua» 
autonomías  locales,  y  á  destruir  las  corporaciones  indus- 
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triales  6  de  cualquier  otra  especie,  sustituyendo  á  las  de- 
marcaíjiones  tradicionales  los  departamentos  y  provin- 
cias, y  aboliendo  los  gremios  al  paso  aue  en  Inglaterra 
se  modifican  las  tendencias  individualistas  extendiendo 
la  acción  del  Gobierno  por  la  reglamentación  de  algunos 
ramos. 

Seguramente  que  cuando  Cámaras  que  aspiraban  á 
fundar  la  libertad  de  sus  respectivos  pueblos  solare  bases 
seguras,  creyeron  necesaria,  para  obtener  ese  fin,  la  des- 
aparición completa  de  las  anticuas  autonomías  locales,  no 
fué  porque  las  considerasen  útiles  auxiliares  de  sus  pa- 
trióticas y  elevadas  miras.  Ni  la  nación  inglesa  ha  intro- 
ducido en  sus  hábitos  seculares  modificaciones  centralis- 
tas, sino  por  estimarlas  ventajosas. 

15.  Resumen: — En  último  resultado  es  evidente  que, 
teniendo  todo  pueblo,  toda  nación,  y  en  general  toda  so- 
ciedad humana,  intereses,  necesidades  y  deberes  comu- 
nes, alguien  ha  de  encargarse  de  velar  y  gestionar  res- 
pecto á  unos,  satisfacer  las  otras  y  cumplir  los  últimos; 
á  este  alguien,  sea  cualquiera  la  forma  en  que  se  mues- 
tre, llámase  Administración,  y  cuando  de  la  misma  so- 
ciedad no  surge  espontáneamente,  preciso  es  que  el  po- 
der público,  constituido  de  una  ú  otra  manera,  realice  en 
Srovecho  general  las  funciones  que  la  actividad  indivi- 
ual  deja  abandonadas. 

Si  es  el  Gobierno  central  quien  lo  efectúa  extendiendo 
su  acción  directa  é  inmediatamente  á  cuanto  se  roza  con 
aquellos  intereses,  necesidades  y  deberes,  existe  centrali- 
zación: por  el  conÚB,vio;e%\;QTéi,  descentralizada  la  Adminis- 
tración donde,  limitado  el  Gobierno  á  cuidar  por  sí  mieímo 
de  esos  objetos  respecto  á  la  Nación,  otros  organismos 
subalternos,  pero  dependientes  de  él,  á  lo  menos  en  lo  to- 
cante á  la  suprema  inspección  del  uso  que  hagan  de  sus 
atribuciones,  estén  encargados  de  ellos,  mediante  man- 
dato conferido  por  elección,  como  v.  g.,  entre  nosotros  la 
provincia  y  el  Municipio  representados  por  Diputaciones 
y  Ayuntamientos.  Por  donde  se  ve  que  las  palabras  cen- 
tralización y  descentralización  aplicadas  á  la  gestión  admi- 
nistrativa, son,  como  hemos  dicho,  puntos  de  vista,  ex- 
presiones puramente  relativas,  que  en  sí  mismas  nada  - 
definido  encierran,  porque  su  verdadero  sentido  dependo 
de  las  facultades  aue  al  poder  central  se  reservan.  Por  eso 
«iendo  casi  igual  ía  forma  orgánica  de  la  Administración 
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bajo  la  Constitución  de  1845  que  cuando  rigió  la  de  1869, 
las  leyes  Provincial  y  Municipal  dictadas  conforme  á 
aquélla  se  consideran  ceTUralizadoras^  y  desemtralizadorai 
las  derivadas  de  la  última. 

CAPÍTULO  III. 

CIENaA.  DE  Lk  ADMINISTRAlOIÓN  Y  SUS  DERIVACIONBS4 

1,^  Realidad  de  sa  existe  o  cía.— 2.^  Sojefco  de  esta  ciencia.— 3.°  Ongeii  de  19a  de- 
beres sociales. — i.*  ídem  del  derecho  administrativo.— 5.°  Objetos  de  la  ciencia 
administrativa,  (a)  Registros  públicos,  (b)  Población,  (c)  Orden  público,  (d)  Bs* 
tablecimientos  penitenciarios,  (e)  Fnersa  pública,  (f)  Fomento  de  los  intereses 
generales,  (g)  Beneficencia.— 6.**  Fin  de  la  ciencia  administrativa.—?.'*  Cien- 
cias auxiliares.— 3.**  Tratados  de  la  administrativa.— 9.**  Arte  administrativo. 
— 10.  Diferencias  entre  la  ciencia,  el  arte  y  el  dereobo  administrativo.- 11.  Fia 
del  derecho  administrativo.- 12.  Carácter  variable  del  derecho  administrativo. 
— 13.  sujetos  de  este  derecho,  (a)  El  £stado.  (b)  La  Provincia,  (c)  Él  Municipio. 
(d)  Lo«  Establecimientos  púbdieoa.— 14.  Objetos  del  derecho  administrativo. 

1 J"  R^lidad  de  s%  existencia. — No  es  unánime  la  opinión 
de  los  autores  respecto  á  la  existencia  de  una  ciencia  de 
la  Administración.  Mientras  unos  niegan  que  pueda  es- 
tablecerse distinción  real  entre  esa  ciencia  y  el  derecho 
administrativo,  ó  sea  entre  los  principios  y  doctrinas  en 
que  debe  inspirarse  la  l^islación  administrativa,  y  esta 
misma  l^islación,  otros,  á  nuestro  juicio  con  más  razón 
afirman  no  sólo  la  posibilidad,  sino  la  existencia  de  esa 
distinción. 

Negarla  es  tanto  como  aseverar  que  las  disposiciones 
administrativas  carecen  de  norma  á  que  atenerse,  de 
principios  y  en  una  palabra,  con  sujeción  a  los  cuales  el  le- 
gislador debe  dictar  los  preceptos  y  reglas  relativos  al 
común  provecho  de  una  sociedad  política,  puesto  que  la 
ciencia  del  derecho  en  general,  y  la  de  cada  una  desús 
ramas  en  particular,  consiste  única  y  exclusivamente  en 
el  conjunto  de  principios  fundados  en  la  naturaleza  del 
hombre  y  percibidos  por  la  razón,  á  que  deben  atenerse 
las  relaciones  humaiías.  Cuando  la  investigación  y  expo- 
sición de  esos  principios  se  propone  como  fin  señalar  las 
reglas  de  justicia  aplicables  a  las  relaciones  privadas, 
llámase  ciencia  dd  derecha  privado  ó  civil,  penal  y  si  tiene,  por 
objeto  determinar  los  fundamentos  del  derecho  de  casti- 
gar, la  naturaleza  y  fines  de  la  pena,  etc.;  política,  cuando 
va  dirigida  al  conocimiento  de  la  manera  en  que  las  so- 
ciedades deben  organizarse,  Qtc. 
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Para  que  la  ciencia  administrativa,  ó  de  la  Administra- 
ción, no  existiera,  sería  prí^iso  que  en  punto  tan  impor- 
tante y  trascendental  para  la  Iiumanidad,  fuera  al  hombre 
imposible  elevarse  por  medio  de  la  razón  desde  el  cono- 
cimiento de  su  propia  naturaleza  individual,  al  de  la  na- 
turaleza del  ente  ó  ser  social,  para  deducir  de  ésta  y 
aquélla,  la  norma  de'  las  relaciones  que  unen  al  individuo 
con  la  sociedad,  sentando  así  la  base  justa  y  racional  de 
los  deberes  y  derechos  de  ésta. 

Pero  ese  conocimiento  existe.  La  sociedad,  según  en  su 
lugar  expusimos,  no  es  una  abstracción,  un  ente  imagi- 
nario. Son  conocidos  su  naturaleza,  su  fin  y  los  medios 
con  oue  cuenta  para  realizarlo.  Luego  tan  hacedero  será 
fijar  los  principios  que  informan  la  ciencia  de  la  Admi- 
nistración, como  los  de  cualquiera  otra  rama  del  derecho. 

Lo  que  respecto  á  éste  en  general  se  denomina.  Jilosofda 
del  derechoy  ó  derecho  iiaturaly  aplicado  al  administrativo 
constituye  la  ciencia  que  nos  ocupa.  Así,  pues,  podremos 
definirla,  el  conjunto  de  principios  que  teniendo  por  ftm- 
damento  la  naturaleza  del  hombre  y  de  la  sociedad,  de- 
ben servir  de  norma  al  poder  público  en  sus  relaciones 
con  los  individuos. 

2."*  ¡Sujeto  de  la  ciencia  administrativa. — El  sujeto  de  esta 
ciencia,  como  el  de  todas,  es  el  hombre  para  cuyo  bien 
se  observan  los  hechos,  estúdianse  las  leyes  que  los  rigen, 
y  se  ordenan  los  conocimientos  adquiridos;  pero  á  dife- 
rencia  de  otras  ramas  que  brotan  del  tronco  único  de  la 
ciencia  iurídica,  la  que  nos  ocupa  no  se  limita  á  estudiar 
al  hombre  individual,  dirige  sus  miradas  al  hombre,  ó 
mejor  dicho,  al  ser  racional  colectivo,  á  la  sociedad,  y 
partiendo  del  fin  á  que  éájta  aspira,  para  realizarlo  en  la 
esÉera  reservada  á  la  Administración,  investiga  ante  todo 
cuáles  son  los  elementos  que  pueden  contribuir  al  per- 
feccionamiento moral  y  material  de  los  pueblos,  y  des- 
pués procura  deslindar  qué  porción  do  esa  importantísi*- 
ma  misión  puede  realizar  la  actividad  individual,  y  deduce 
cuál  es  la  que  al  poder  público  incumbe  tomar  á  su 
cargo. 

3.°  Origen  de  los  deberes  sociales. — Sabiendo  que  la  socie- 
dad no  consiste  precisamente  en  la  reunión  ó  conjunto 
de  las  personas  que  la  forman,  sino  esencialmente  en  el 
de  las  relaciones  nacidas  de  la  comunidad  de  tendencias, 
medios  y  fin  que  las  unen  y  refieren  una  á  todas,  y  todas 
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á\ina;  la  eiencia  administrativa,  como  las  demás  jiirídi- 
cas,  busca  en  la  moral  la  clave  de  los  del)ercs  sociales 
que  el  Estado  está  llamado  a  cumplir.  Si  cada  hombre  no 
estuviera  obligado  á  algo  respecto  á  los  demás,  la  vida 
individual  6eria  separada  ó  independiente,  y  solamente 
convenciones  arbitrarias  oreadas  por  el  interés  egoísta^ 
frágiles  y  mudables  como  ól,  podrían  establecer  entre  los 
hombre  lazos  transitorios  é  ineficaces,  porque  su  sub- 
sistencia estribaría  en  la  voluntad  guiacfa  por  el  prove- 
cho particular;  pero  la  moral  enseña  que  el  hombre  tie- 
ne deberes  que  cuhiplir  respecto  á  sus  semejantes,  y  esos 
deberes  se  resumen  y  compendian  en  el  de  j)rocurarles 
las  condiciones  necesarias  para  llenar  el  fin  á  que  están 
destinados,  en  cuanto  de  cada  uno  depende. 

La  vida  en  sociedad  no  exonera  á  los  individuos  de 
esas  obligaciones;  al  contrario,  su  razón  de  ser  encuén- 
trase en  la  facilidad  que  presta  para  cumplirlas.  El  Esta- 
do, en  su  calidad  de  representante  de  los  intereses  colec- 
tivos y  órgano  del  derecho,  atiende,  por  medio  de  la  ad- 
ministración, esos  deberes  mutuos  aue  traen  su  origen 
de  la  solidaridad  humana,  (por  virtud  de  la  cual  cada  uno 
debe  ser  ayudado, por  los  demás)  cuando  la  deficiencia 
de  loe  esfuerzos  particulares,  ó  la  falta  del  espíritu  de  aso- 
ciación que  concentrándolos  hace  fructuosos  los  que 
obrando  separadamente  apenas  producen  resultado,  de- 
jan desatendidos  tales  deberes.  Mas  no  todos  los  que  la 
moral  prescribe  de  hombre  á  hombre  están  comprendi- 
dos en  la  tarea  del  Estado,  y  por  consiguiente  de  la  Ad- 
ministración, por  lo  mismo  que  no  les  compete,  ni  pueden 
alcanzar,  la  dirección  é  imperio  de  la  conciencia;  sino 
aquellos  que  ataften  á  la  existencia,  desarrollo,  progreso 
y  perfeccionamiento  colectivos. 

No  siendo  nuestro  intento  otro  que  el  de  demostrar  la 
afirmación  de  que  existe  una  ciencia  administrativa  ó  de 
la  Administración,  lo  excederíamos  si  después  de  lo  dicho 
tratásemos  de  hacer,  siquiera  fuese  sucinto,  un  resumen 
de  los  puntos  principales  que  abraza  y  de  las  relaciones 
y  conexiones  que  con  otrad  ciencias  tiene  aquélla. 

4»'*  Origen  del  derecho  administrativo, ^^hsi  Administra- 
ción, en  último  resultado,  no  es  otra  cosa  que  una  forma 
particular  de  la  aplicación  del  derecho;  El  del  individuo,, 
de  la  persona  humana,  abarca  cuanto  es  para  ella  condi- 
ción necesaria  de  existencia  y  progreso;  el  del  ser  social  de 
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la  persojia  colooüva  comprende  eso  mismo  respecto  á  la 
sociedad,  conjunto  do  seres  físicos  y  espirituales,  que  im- 
pulsados por  natural  tendencia  viven. en  comunidad  para 
mejor  lograr  el  fin  á  que  están  destinados;  la  sociedad, 
repix-sentada  y  personalizada  en  el  Estado,  debe  as^urar 
a  sus  miembros,  no  sólo  aquellos  bienes  que  proceden 
del  libre  ejercicio  de  la  actividad  de  cada  uno,  sino  tam- 
bién los  que  consisten  en  los  auxilios  mutuos  que  todos 
nos  debemos.    •  ,  ^ 

Niel  Estado  puede  concebirse  comoinatituciórilimitada 
a  la  aplicación  dú  derecho,  en  el  iséntido  «streoho  y  cir- 
cunscrito que  suele  darse  á  esta  palabra,  ó  sea  como  cus- 
todio y  defensor  de  la  libertad  individual,  ni  estando 
comprendido  en  su  fin  cuanto  se  refiere  al  desarrollo  v 
pertecclonamiento  de  la  sociedad  pueden  regatearse  á  la 
Administración,  que  es  su  instrumento  para  realizar  estas 
ultunas  funciones,  la  autoridad  y  medios  precisos  para 
Henar  los  deberes  que  de  aquí  ñapen. 

5.  Objetús  de  la  ciencia  admmisiraiim. — La  conserva- 
ción, aumento  v  bienestar  de  la  población,  bajo  el  punto 
de  vista,  fisioo,, la  moralidad  y  la  instrucción  en  el  orden 
espiritual^  son  en  suma  los  objetos  á  que  la  Administran 
cíou  debe  atender,  y  ]ior  lo  tanto,  los  estudios  especulati- 
vos, Ixaencta,  en  tina  palabra,  que  Observa,  comprueba, 
rcuaey  clasiiica  los  hechos  sociales  relativos  á  esos puDt- 
tos:  que  inquiei'©)  ordena  y  presenta  soluciones  á  los 
problemas  que  aquellos  hechos  engendran,  tiene  que 
versaí  sobre  vai-iadísimas  y  á  cuál  más  importante» 
cuestiones. 

(a)  S49ÍstTos  púhlioos,  estadütka,  #ío;-^s  relaciones 
que  sui-gen  de  la  vida  en  sociedad  anticípanse,  en  las 
previsiones  del  derecho,  al  naciittiento  dé  los  individuos, 
y  subsisten  aun  después  que  han' desaparecido  del  mun- 
tío.  hai  él  curso  de  la  existencia  el  hombre, es  miembro 
<ie  diíe^entes  a8o<fciacione8.  La  familia  á.que' pertehece; 
el  pueble  donde  ve  la  luz  ó  fija  su  residencia  y  vecindad; 
ía  provincia  en  tjiie  mora;  la  nación  de  que  forma  parte, 
constituyen  pti-as  tantas  entidades  oon  quienes  adquiere 
y  té  linea' rfelacáones  de  índole  pública  ó  privada,  y  si  las 
ele  este  ordei^  necesitah  medios  de  comprobación,  las  pú- 
blicas, requierenlo  'igualmente  para  que  los  deberes  y 
<ierecho&  mutuos  tengan  siempre  una  base  segura  de 
que. partía',  una  prueba  irrecusable  que  sirva  para  fundar 
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la  decisión  de  las  cuestiones  que  acerca  de  su  ejercicio  se 
susciten.  De  aquí  la  necesidad  de  los  registros  en  que  se 
consignen  los  nacimientos,  defunciones,  matrimonios: 
los  padrones  do  vecindad,  los  censos  de  población,  los 
electorales,  etc. 

(b)  PoblacUn. — Siendo  un  principio  inconcuso  que  la 
fuerza  de  los  Estados  consiste  en  una  población  numero- 
sa, la  ciencia  administrativa  estudia  y  propone  los  me- 
dios más  aptos  para  obtener  su  aumento,  y  apartándose 
del  empirismo  que  guió  á  loe  legisladores  antiguos,  que 
en  realidad  fiábanlo  todo  al  premio  de  la  fecundidad, 
busca  é  inquiere  en  las  leyes  económicas  la  manera  más 
eficaz  de  procurar  la  abundancia  de  las  subsistencias  por 
la  facilidad  de  los  cambios,  la  protección  de  la  agricultu- 
ra y  de  la  industria  y  en  la  higiene  los  medios  eficaces  de 
preservar  á  la  población  de  las  causas  morbosas  de  toda 
especie. 

(c)  Orden  púiflico.—htx  conservación  del  orden  social, 
necesidad  suprema  de  los  pueblos,  no  tanto  se  asegura 
con  la  fuerza  como  se  consigue  por  medios  morales,  y  por 
lo  tanto,  la  Administración  ha  de  velar  porque  la  ins- 
trucción se  difunda,  los  vicios  públicos  sean  perseguidos, 
y  cada  ciudadano  disfrute  en  el  orden  religioso  la  liber- 
tad que  la  Constitución  establezca. 

(d)  Bstablecimientos  penitenciarios. — Cuando,  por  des- 
giracia,  hay  precisión  de  apelar  á  la  pena,  deber  admi- 
nistrativo es  tener  dispuestos  los  estaolecimientos  peni- 
tenciarios en  tal  manera  que  se  concillen  la  eficacia  del 
castigo  con  el  respeto  siempre  debido  á  la  persona  hu- 
mana, siquiera  degradada  por  el  delito,  la  moralización 
del  delincuente  y  su  rehabilitación  por  el  arrepentimien- 
to y  el  trabajo,  procurando  organízarlos  á  propósito  para 
que  el  miembro  enfermo  y  podrido  se  purifique  en  ellos 
y  al  abandonarlos  vuelva  sano  y  vigoroso  á  la  sociedad. 

(e)  Fuerza  púdlica.-^^i  es  menos  diffna  de  estudio  la 
organización  ventajosa  de  la  fuerza  pública  encargada  de 
velar  por  el  mantenimiento  del  orden  interior  y  defender 
el  Estado  contra  exteriores  agresiones. 

(f)  Fomenio  y  desarrollo  de  los  intereses. — Consecuencia 
inmediata  del  derecho  á  vivir,  el  que  todo  hombre  tie- 
ne á  procttrar  por  medio  del  trabajo  cuanto  ha  menester 
para  conservar  y  mejorar  su  existencia,  impone  al  Esta- 
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do  deberes  importantísimos  que  á  la  Administración  toca 
cumplir,  no  sólo  garantizando  sólidamente  los  productos 
adquiridos,  sino  fomentando  y  estimulando  con  acerta- 
das medidas  el  mayor  desarrollo  posible  de  la  actividad 
en  las  esferas  científica,  artística,  industrial,  agrícola, 
mercantil,  en  todas  aquéllas  direcciones  provechosas  al 
bien  particular  y  común. 

(g)  Beneficencia,— Ijü^  instituciones  benéficas  de  toda 
especie,  que  en  cierto  modo  son  la  demostración  palpable 
del  auxilio  mutuo  que  la  solidaridad  humana  exige  de 
todos  los  hombres,  forzosamente  han  de  estar  á  cargo  de 
la  Administración,  cuando  la  sociedad  espontáneamente 
no  las  organiza  por  sí  misma,  y  si  lo  hace,  tócale  siempre 
vigilar,  como  representante  del  Estado  á  quien  incumbe 
la  protección  de  todos  los  miembros,  porque  el  caudal  de 
los  desvalidos  no  se  emplee  en  otros  objetos;  pero  en  el 
caso  contrario,  cuando  las  asociaciones  no  llenan  ese  fin 
de  socorro  y  ayuda,  la  Administración  está  obligada  á 
procurar  que  tales  instituciones  no  vengan  á  agravar 
los  males  para  cuyo  remedio  se  crean. 
.  B-**  Fin  de  la  ciencia  administrativa. — La  precedente  rá- 
pida resefia,  si  no  de  todas,  de  las  más  importantes  cues- 
tiones que  en  el  terreno  administrativo  se  ventilan,  pone 
fuera  cíe  duda  el  cúmulo  de  conocimientos  necesarios 
para  resolverlas  convenientemente.  Proteger  á  todos  .sin 
oprimir  á  ninguno:  conducir  las  naciones  por  las  vías  del 
progreso  y  del  adelanto  sin  cohibir  á  los  individuos,  es 
empresa  difícil,  y  bien  merece  el  nombre  de  ciencia  el 
conjunto  de  los  conocimientos  teóricos  que  á  realizarla 
conspiran.  Tal  vez  la  inmensa  extensión  que  abarca  ha 
sido  causa  de  que  le  nieguen  unos,  y  otros  le  regateen,  ese 
noble  dictado,  por  no  acertar  á  distinguir  los  limites  que, 
separándola  de  aquellas  otras  á  quienes  recurre  para  que 
con  sus  datos  la  ilustren  y  auxilien,  la  constituyen  en  en- 
tidad científica  con  existencia  propia. 

7.**  Ciencias  auxiliares, — Pero  si  en  efecto  tiene  por  au- 
xiliares y  compañeras  á  casi  todas  las  ciencias,  poraue  á 
las  morales  y  filosóficas  pide  los  principios  aplicables  á 
las  relaciones  del  Estado  con  los  individuos,  del  Gobier- 
no con  los  subditos,  y  á  las  físicas  y  naturales  los  medios 
á  proposito  para  dominar  las  fuerzas  de  la  Naturaleza  en 
provecho  de  la  sociedad,  reúne,  ordena,  metodiza  y  apli- 
ca con  un  fin  peculiar  esos  materiales,  exactamente  lo 
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mismo  que  otras  muchas  hacen,  sin  que  por  esto  se  les 
rehuse  el  nombre  de  ciencias. 

8.*  Tratados  de  la  ciencia  administrativa.— Cxx^náo  todo 
«sto  no  fuera  bastante  para  demostrar  nuestra  tesis,  aím 

!)odríamo8  apelar  á  tma  prueba  irrecusable.  Así  coma  un 
ilósofo  demostró  á  otro  la  libertad  para  moverse,  andan-  V 

do,  lo  mismo  cabe  hacer  aquí.  Es  indudable  que  la  cien- 
cia administrativa  existe,  puesto  que  de  ella,  casi  exclusi- 
vamente, se  ocupan  las  obras  antiguas  y  modernas  que 
se  proponen  exponer  los  medios  más  conducentes  para  , 

lograr  la  pública  felicidad,  ya  sea  bajo  el  nombre  de  tra- 
taaos  de  política,  como  Platón,  Aristóteles,  Cicerón,  etc., 
ya  con  el  título  de  Avisos  á  los  Principes^  Ensayos  económi- 
cos y  otros  mil.  En  todas  lo  que  se  inquiere  y  expone  no 
es  otra  cosa  que  el  modo  de  hacer  venturosas  y  fuertes 
las  naciones  por  la  aplicación  del  poder  público  al  des- 
arrollo de  los  intereses  morales  y  materiales,  ó  sea  lo  que  \ 
forma  la  tarea  de  la  Administración, 

^^  Arte  administrativo.-^Al  ocuparse  de  las  diferentes 
acepciones  de  que  esta  palabra  es  susceptible,  dicen  algu- 
nos distinguidos  publicistas  y  autores  de  trataclosde  la  ma- 
teria, que  cuando  se  aplica  al  conjunto  de  los  principios 
racionales  que  deben  servir  de  guía  al  legislador,  desig- 
na la  ciencia;  la  institudén  del  Estado,  cuando  se  refiere 
al  conjunto  de  oi^nismos;  y  finalmente,  el  arte  adminis-^ 
trativo,  si  con  ella  quiere  significarse  la  colección  de  re- 
glas y  preceptos  dictados;  por  donde  el  arte  queda  iden- 
tificado con  el  derecho  administrativo. 

Prescindiendo  de  la  poca  6  ninguna  utilidad  práctica  de 
la  última  distinción,  parécenos  que  no  hay  exactitud  com- 
pleta en  hacer  idénticos  el  arte  y  el  dereeno  administrativo. 
10.  Diferencias  entre  la  ciencia,  el  arte  y  el  derecho  adm^ 
msPi*aiivo.--Aj^  artes  científicas  difieren  de  las  ciencias 
de  que  se  derivan,  en  que,  mientras  éstas,  apoyándose 
en  principios,  los  desenvuelven  en  una  serie  de  conse- 
cuencias, por  medio  del  raciocinio,  para  llegar  á  deduccio- 
nes ó  verdades  conformes  con  aquéílas,  y  aplicables  á  la 
práctica,  el  arte  ó  artes,  se  limitan  á  recoger  esos  pro- 
ductos ae  la  ciencia  para  hacerlos  servir  en  la  vida  real, 
sin  ocuparse  de  las  especulaciones  que  determinaron  la 
formación  de  las  reglas.  Por  consiguiente,  el  arte  adminis^ 
trativo  es  la  reunión  de  las  que  la  ciencia  correspondiente 
asienta  como  buenas  para  ser  tenidas  en  cuenta  por  el  le- 
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gislador  al  formular  los  preceptos,  y  por  el  agente  adini- 
nistrativo  al  aplicarlos. 

.  Ahora  bi<en;  el  derecho  administrativo,  como  ya  indica- 
mos antes,  consiste  en  el  conjunto  de  leyes,  disposicio- 
nes y  doctrinas  establecidas  por  la  jurisprudencia;  luego 
es  cosa  distinta  del  arte,  como  el  efecto  lo  es  de  la  causa, 
y  la  decisión  del  criterio  que  la  inforína.  Y  tanto  es  así, 
que  muy  bien  puede  concebirse  una  legislación  adminis- 
trativa, un  derecho  adm/nistrativoy  que  no  marchen  de 
perfecto  acuerdo  con  las  reglas  formuladas  por  la  ciencia 
de  la  Administración,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  con  el  arte 
administrativo, 

11.  Fi^  del  derecho  administrativo. -^AMn(\\x^  en  último 
resultado  el  fin  del  derecho  administratito  no  es  otro  que 
el  proporcionar  á  los  hombres  que  forman  una  sociedad 
política,  ó  nación,  los  auxilios  y  ventajas  provenientes  de 
la  unión  de  las  fuerzas  individuales  en  un  centro,  y  por 
lo  tanto,  en  la  naturaleza  humana  debe  buscar  la  legiti- 
midad de  sus  disposiciones,  carece  de  la  estabilidad  y 
fijeza  del  derecho  privado,  eondiciói)  aneja  á  todas  lais 
ramas  del  derecho  público. 

12.  Carácter  "variable  del  derecho  administrativo ^-^Lb^q  re- 
laciones particulares  de  hombre  á  hombre  en  el  terreno 
privado  varían  tan  poco  en  el  trascurso  de  los  siglos,  que 
e\  derecho  roraano  forma  en  la  actualidad  la  trama  del 
€ivil  en  muchas  naciones.  Y  es  que,  ii}dividualmente  con- 
siderado, d  hombre  es  sfcerapre  el  mismo.  La  propiedad, 
la  familia,  los  contratos,. las  sucesiones,  reflejan  inmedia- 
tamente las  tendencias  é  inclinaciones,  sentimientos  é 
ideas  comunes,  y  constantes  de  la  raza  humana. 

El  derecho  público,  por  el  contrario,  es  instable  y  mo- 
vedizo en  sus  formas  como  la  conveniencia  ó  el  interés 
transitorio  que  las  det^minan,  por  móiS  que  tengan  fijeza 
y  permanencia  inquebrantables  los  principios  fundamen- 
tales que  deben  servirle  de  guía  en  su  evolución. 

Penetrado  y  animado  del  elemento  político,  esencial- 
mente reformador  y  progresivo^  modificare  bajo  el  influjo 
de  los  adelantos  que  la  civilización  de  continuo  conquis- 
ta en  el  orden  científico  y  económico. 

De  aquí  procede  que  siendo  en  Ja  esfera  civil  tan  fácil 
como  necesario  reunir,  coordinar  y  clasificar  en  códigos 
los  preceptos,  el  derecho  administrativo  se  sustrae  á.toda 
tentativa  de  codificación. 
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13.  fSkjeto  del  derecho  administrativo. — Sin  embargo  de 
que^  según  digimos,  en  último  análisis  el  derecho  admi- 
nistrativo/ como  cualquier  otra  rama  del  derecho^  no 
tiene  otro  sujeto  que  el  nombre,  inmediata  y  directamen- 
te mira  y  se  dirige  al  conjunto  de  los  ciudadanos  por  el 
arreglo  ae  las  relaciones  sociales,  y  en  este  concepto,  sus 
sujetos  ostensibles  son,  el  Estado,  la  Provincia,  el  Mvr- 
nicipio  y  los  Establecimientos  públicos,  por  ser  las  enti- 
dades en  que  más  ó  menos  extensamente  encarnan  y 
aparecen  en  actividad  dichas  relaciones. 

(a)  El  Estado  que,  como  hemos  dicho,  es  el  organismo 
complejo  que  representa  la  Nación,  y  obra  en  su  lugar^ 
está  dotado  de  la  personalidad  política  y  civil,  reúne  á  un 
tiempo  las  condiciones  de  soberano,  y  de  persona  jurw 
dica. 

Aunque  uno,  el  Estado  está  dividido,  para  el  funciona7 
miento  regular  de  los  órganos  que  le  forman,  en  muchas 
regiones  separadas,  ya  por  límites  establecidos  por  la 
voluntad  del  legislador,  como  las  provincias,  bien  por  los 
que  la  tradición  ha  ido  señalando,  cual  sucede  con  la  ma- 
yor parte  de  los  Ayuntamientos. 

(b)  Las  provincias  por  lo  mismo  que  recibieron  de  la 
ley  una  personalidad  propia,  constituyen  entidades  admi- 
nistrativas que  tienen  intereses  peculiares,  y  esto  sentado, 
el  principio  de  justicia  exige  que  cada  una  de  ellas  dis- 
fnrte  de  una  actividad  libre,  correspondiente  á  la  natura- 
leza de  que  están  dotadas,  análoga  á  la  del  Estado,  pues- 
to que,  en  cuanto  no  daña  á  la  unidad  de  éste,  forman 
una  sociedad  parcial,  y  en  este  concepto,  son  el  segundo 
de  los  sujetos  del  derecho  administrativo. 

(c)  El  tercero,  constituyelo  'el  Municipio  que  la  ley 
define  «asociación  legal  de  todas  las  personas  que  viven 
en  un  término  municipal»»  Pero  aunque  en  la  actuali- 
dad sea  esto  cierto,  por  cuanto  de  la  ley  han  recibido  los 
Municipios  la  consagración  de  su  exisíencia,  en  su  ori- 
gen esa  asociación  mé  puramente  natural,  espontánea  y 
voluntaria,  nacida  de  la  agregación  de  familias  unidas^ 
por  relaciones  locales,  merced  á  la  comunidad  de  domi- 
nio en  el  pequeño  territorio  en  que  se  establecieron.  Ca- 
da Municipio,  pues,  posee,  no  solo  por  la  voluntad  del 
legislador,  sino  por  efecto  de  la  manera  en  que  se  han 
constituido  esas  entidades,  independientemente  de  todo 
arreglo  legal,  intereses  que  no  se  confunden  con  los  de  la 
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nación,  ni  con  los  de  las  provincias,  y  le  dan  inconcuso 
derecho  á  disfrutar  en  la  esfera  jurídica  una  personalidad 
civil  y  administrativa. 

(d)  El  cuarto  y  último  sujeto  del  derecho  administra- 
tivo son  los  establecimientos  públicos. 

No  tienen  éstos  una  existencia  necesaria  como  el  Esta- 
do y  el  Municipio,  ni  disfrutan  en  realidad  la  conside- 
ración de  partes  integrantes  de  aquél,  de  organismos  se- 
parados con  funciones  especiales  y  propias;  son  más  bien 
agencias  ó  centros,  creados  por  el  Estado  para  atender 
á  ciertos  objetos  de  pública  utilidad,  singularmente  al 
auxilio  de  los  desvalidos  y  menesterosos,  y  á  la  enseñan- 
za. Si  los  recursos  destinados  á  estos  servicios  quedasen 
mezclados,  y  confundidos  con  los  de  la  Nación,  de  la  Pro- 
vincia ó  del  Municipio,  podría  llegar  el  caso  de  que  en 
épocas  de  crisis,  rentísticas  ó  políticas,  fueran  distraídos 
de  su  debida  aplicación,  y  para  evitar  tales  peligros,  el 
legislador  ha  querido  conceder  personalidad  pro  pía  y  do- 
taciones especiales  á  los  establecimientos  públicos,  si- 
quiera más  ó  menos  permanezcan  unidos  á  la  Adminis- 
tración general,  provincial  ó  municipal,  según  la  clase  á 
que  pertenezca,  por  medio  de  los  pi^supuestos,  como  á 
su  tiempo  explicaremos. 

14.  Objetos  del  derecho  adminisiratívo, — Basta  recordar  la 
definición  del  derecho  administrativo  para  comprender 
cuál  es  su  objeto,  puesto  que  por  razón  de  éste  se  formu- 
la aquélla. 

Comprende,  por  lo  tanto,  el  derecho  que  nos  ocupa: 
1."*,  toda  la  organización  administrativa,  formada  por  las 
Autoridades,  Corporaciones,  funcionarios,  agentes.  Con- 
sejos y  Tribunales  administrativos;  2.",  la  reglamentación 
de  los  derechos  y  deberes  consignados  por  la  Constitu- 
ción, aplicando  las  leyes  generales  que  restringen  ó  ex- 
tienden los  principios  en  aquélla  establecidos  acerca  de 
las  relaciones  de  los  ciudadanos  y  extranjeros  con  el  Es- 
tado y  los  intereses  públicos;  3.^,  la  creación,  régimen 
y  gobierno  de  los  establecimientos  públicos. 
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CAPÍTULO  IV. 

AUTORIDAD  Y  ACCIÓN  ADMINISTRATIVA. 

1.®  Concepto  de  la  Autoridad  admini.  trativa. — 2.*  Divergencia  de  criterios 
respeeto  A  »u  extenaiAD  y  forma. — 3.*  Determinación  de  íu  potestad  coactiva. 
—4.**  Diatint as  formas  do  la  Autoridad  aduiinistrativa. — 5.  Potestad  oorreo- 
cional.— 6."  Acción  administrativa.—?.**  Modos  de  su  ejercicio.  ía)  Potestad 
reglamentada,  (b)  ídem  reglamentaria,  (c)  idem  discrecional.— 8.**  Forma  de  las 
resoluciones  administrativas. — 9.**  8u  faerza.— 10.  Facultad  reglamentaria  de 
la  provincia  y  dol  Municipio. — 11.  Formas  de  las  resoluciones  de  las  Diputa* 
cienes  y  Ayuntamientos. — 12.  Kecuraos  contra  los  actos  administrativos  in- 

ooustitnoionales. 

1  .**  Con(^to  de  la  Autoridad  administrativa. — Encargada 
la  Administración  de  cumplir  en  cuanto  á  ella  atañe,  y  de 
hacer  cumplir  á  los  demás  las  leyes,  sería  absurdo  ne- 
garle los  medios  indispensables  para  vencer  las  resisten- 
cias que  al  llenar  su  cometido  encuentre;  tanto  más,  cuan- 
to que  pesa  sobre  ella  la  responsabilidad,  no  sólo  de  la 
ajena  falta  de  observancia  de  las  leyes  de  interés  general, 
sino  también  la  délos  actos  y  omisiones  perjudiciales  á  ese 
interés,  por  más  que  ninguna  disposición  prohiba  la  rea- 
lización de  aquéllos,  ó  perceptúe  la  ejecución  de  otros. 
Necesita  en  su  consecuencia  la  Administración  disfrutar 
de  poder  coactivo  y  coercitivo,  ya  para  compeler  á  hacer, 
bien  para  prohibir  que  se  haga;  pero  toda  potestad  de 
manao  en  uno  ú  otro  sentido,  es  inconcebible  sin  una 
fuerza  ó  sandón  capaz  de  superar  y  remover  el  obstácu- 
lo que  á  su  ejercicio  se  oponga.  A  la  reunión  de  todas 
esas  condiciones  es  á  la  aue  se  llama  Autoridad  propia- 
mente dicha,  que  en  la  esfera  más  elevada  constituye  una 
participación  del  poder  social  soberano,  y  en  los  grados 
inferiores  una  delegación. 

La  Autoridad  administrativa,  ó  de  la  Administración 
extiéndese,  natural  y  lógicamente,  á  todo  aquello  que  for- 
ma parte  de  los  objetos  que  le  están  encomendados. 

2.''  JMvergeneia  ae  criterios  respecto  á  sic  extensi&ii  y  forma. 
— Preciso  es  sin  embargo  advertir  que,  si  en  este  punto 
no  hay  divergencia  en  las  opiniones  de  publicistas  y  po- 
líticos, reconociendo  todos  unánimes  y  conformes  que 
para  no  ser  un  fantasma  desprovisto  de  toda  realidad,  la 
Administración  necesita  poseer  medios  propios  para 
hacerse  obedecer,  en  cuanto  á  la  extensión  y  forma  de 
esos  medios  difieren  las  opiniones. 
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En  primer  término,  la  facultad  coactiva  y  coercitiva  no 
debe  emplearse  cuando  la  ley  no  manda  ó  prohibe  clara- 
mente una  cosa.  Afectando  sus  prescripciones  más  bien 
el  carácter  de  consejo  que  el  de  precepto,  como  sucede  con 
relación  á  la  enseñanza  primaria  y  al  acogimiento  de  los 
menesterosos  en  los  asilos  benéficos,  cada  cual  debe  con- 
servar íntegra  la  libertad  de  aprovechar  ó  no  los  benefi- 
cios con  que  se  le  brinda;  porque  si  es  justo  y  conforme 
á  la  razón  obligar  á  los  ciudadanos  á  que  hagan  lo  que 
es  provechoso,  ú  omitan  lo  que  perjudica  al  interés  públi- 
co, no  sucede  lo  mismo  cuando  se  trata  de  lo  que  sola- 
mente en  interés  de  los  particulares  se  establece. 

Esta  doctrina  es  incontrovertible  en  el  caso  de  que  la 
legislación  administrativa  verse  sobre  puiltos  indudable- 
mente limitados  al  círculo  de  la  conveniencia  particular^ 
si  es  que  en  realidad  los  hay  de  esa  naturaleza;  pero  aun 
en  los  ejemplos  citados  veso  bien  claro  que  el  interés  pú- 
blico es  quien  pide  que  se  difunda  la  instrucción  cusuitó 
sea  posible,  y  que  los  pobres  y  desvalidos  sean  recogidos. 

3.  Reala  para  determinar  cuando  es  licito  á  la  Adminis-- 
tración  obligar  y  prohibir. — La  regla  más  segura  para  co- 
nocer la  extensión  de  las  facultades  coactiva  y  coercitiva 
de  la  Administración  no  puede  por  consiguiente  estable- 
cerse sobre  el  carácter  de  la  disposición  que  está  llama- 
da á  cumplir;  sino  que  la  misma  disposición  ha  de  mi- 
rar, para  estatuir  ó  no  apremios,  caso  de  desobediencia, 
al  objeto  ^ue  llena.  Si  se  dirige  á  la  prestación  de  un 
servicio  publico,  al  cumplimiento  de  un  deber  social, 
justo  es  que  no  se  le  opongan  obstáculos,  y  que  tenga  la 
Administración  fuerza  para  vencerlos  si  surgen;  y  sólo 
en  el  supuesto  de  obrar  con  un  fin  de  pura  gracia,  podrá 
negarse  el  derecho  de  compeler. 

4  ."*  Distintas  formas  déla  A  utoridad  administrativa. — ¿En 
qué  forma  debe  hacerlo?  He  aquí  otra  cuestión  no  me- 
nos importante.  Al  dilucidarla  indican  los  autores  tr^ 
formas  de  la  Autoridad  administrativa,  ó  sea  de  lá  fuerza 
y  poderío  que  la  Administración  tiene  para  hacerse  obe- 
decer. Distinguen  Ib.  prevei^ivay  la  ejecutiva  y  la  represiva^ 
dado  que  los  ejemplos  de  que  se  valen  para  significar  los 
varios  modos  cíel  ejercicio  déla  Autoridad,  comprenden  los 
casos  en  que  la  Administración  impide  que  sus  precep- 
tos se  infrinjan,  v.  g.,  cuando  detiene  al  que  viaja  sin  los 
documentos  necesarios;  \o&  en  que  hace  por  sí  misma  á 
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costa  del  desobediente  aquello  qu3  había  mandado,  como 
sucede  mas  generalmente  en  lo  que  atañe  á  la  policía  ur- 
bana, y  finalmente  reprime  las  faltas  cometidas  contra 
sus  disposiciones  cuando  impone  correctivos  á  los  con- 
traventores. 

5.»  PoUsiadcorreccional.—ConcediéndolG  de  buen  erado 
el  empleo  de  los  medios  precisos  para  evitar  que  se  que* 
branten  las  reglas  por  ella  establecidas  en  beneficio  gene- 
ral, en  cuanto  al  empleo  de  correcciones  no  falta  quien  le 
niegue  el  derecho  de  imponerlas,  porque  constituyendo 
verdaderas  penas,  sólo  á  los  Tribunales  ordinarios  dicen 
corresponde  aplicarlas.  No  haciéndolo  así,  prívase  á  los 
particulares  de  las  garantías  que  prestan  ásu  derecho  lá 
independencia  de  los  jueces,  las  fórmulas  solemnes  de  un 
procedimiento  regular,  y  el  amparo  de  la  defensa. 

Pero  en  todo  esto,  aunque  existe  una  parte  de  verdad 
hay  mucho  de  apariencia.  ' 

¿De  qué  medio  se  valdrá  la  Administración  para  hacer 
efectivas  las  medidas  de  policía,  por  ejemplo?  ¿Cómo  será 

goaible  que  contenga  al  que  la  desobedece  á  pesar  de  ha- 
erle  intimado  que  se  abstenga  de  obrar  en  un  sentido, 
ó  de  que  Heve  á  cabo  tal  ó  cual  acto?  Las  mismas  faltas 
de  los  empleados  y  agentes  administrativos,  no  penadas 
en  el  Código  criminal:  las  en  que,  contraviniendo  reglas 
y  providencias  administrativas,  incurran  quienes  sin  ser 
funcionarios  están  encargados  de  servicios  públicos  ó  ha- 
brán de  quedar  impunes,  con  menoscabo  de  la  disciplina 
y  buen  orden  interiores  de  la  Administración  en  un  caso 
y  en  el  otro  con  daño  evidente  del  interés  general  ó  será 
preciso  incoar  en  cada  uno,  no  la  acción  penal,'  puesto 
que  el  hecho  no  llega  siquiera  á  ser  falta  de  las  previstas 
en  dicho  Código,  sino  la  civil  de  daños  y  perjuicios 

En  buen  hora  que  se  ciña  y  restrinja  cuanto  sea  posi- 
ble la  facultad  de  corregir  administrativamente,  para  ale- 
jar todo  peligro  de  arbitrariedad:  exíjase  que  para  usar- 
la se  valga  de  formas  que  aseguren  la  rectitud  de  las  pro- 
videncias; mas  no  se  quiera  remediar  un  mal  posible 
reemplazándole  con  otro  cierto  y  mayor,  dejando  a  la  Ad- 
ministración expuesta.áJa  befa^^kL^sc^irnio  de  los  adminis- 
trados, revestida  de  grandes  atribuciones,  al  mismo 
tiempo  que  se  la  priva  de  los  medios  indispensables  para 
ejercitarlas.  ^ 

6."    Acción  administrativa.— Eq  por  lo  tanto  evidente  que 
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si  la  Administración  ha  de  poseer  la  actividad  inherente 
á  su  naturaleza,  y  el  prestigio  indispensable  para  que  sus 
resoluciones  sean  obedecidas,  no  cabe  en  los  límites  de 
lo  justo  y  razonable  despojarla  de  lo  que  los  antiguos  ju- 
ristas llamaban  imperium^  ó  poder  de  ejecutar  lo  resuelto, 
sin  el  cual  resultaría  una  rueda  inútil  y  embarazosa  en 
el  mecanismo  orgánico  del  Estado. 

Al  ejercicio  de  esa  autoridad,  compuesta  como  hemos 
visto,  de  la  potestad  de  resolver  y  ejecutar,  es  á  lo  que  se 
da  el  nombre  de  acción  administrativa. 

7.**  Modos  de  su  ejercicio. -^Aunque  una  en  su  esencia, 
recibe  diferentes  nombres  según  el  objeto  sobre  que 
recae. 

(a)  Potestad  reglamentada.  — Llámase  reglamentada  cuan- 
do se  aplica  á  ejecutar  y  hacer  cumplir  las  leyes  de  inte- 
rés general.  Aquí  la  Administración,  como  dócil  instru- 
mento del  legislador,  no  puede  hacer  otra  cosa  que 
encerrarse  en  lo  preceptuado  y  exigir  su  puntual  obser- 
vancia, y  sus  actos,  por  lo  mismo,  como  impuestos  por  una 
voluntad  superior,  carecen  de  libertad  y  no  son  origen 
de  responsabilidad  mientras  se  ciñan  a  llenar  aquella 
función. 

( b)  Reglamentaria.— Sucedo,  no  obstante,  que  la  aplicar- 
ción  de  las  leyes,  aun  á  las  necesidades  más  comunes  y 
mejor  conocidas,  exige  que  los  preceptos  genéricos,  y  en 
cierto  modo  absolutos,  de  aquéllas,  se  acomoden  á  la  mul- 
titud de  casos  diversos  que  en  la  práctica  ociu^ran,  y  al 
legislador  es  imposible  prever,  porque  dependen  de  cir- 
cunstancias muy  variables  en  sí  y  en  sus  combinaciones. 
Este  trabajo,  impropio  de  las  tareas  legislativas,  así  como 
el  de  fijar  los  detalles  y  pormenores  de  la  ejecución,  háse 
encomendado  á  la  Administración,  que  por  la  no  inte- 
rrumpida continuidad  de  su  acción,  por  ios  datos,  noti- 
cias y  conocimiento  que  debe  tener  de  las  condiciones  de 
todo  género  en  que  el  país  se  encuentra,  y,  finalmente, 
por  la  participación  que  se  le  atribuye,  ya  aue  no  en  la 
adopción,  al  menos  en  la  deliberación  de  las  leyes  (1),  há- 
llase en  situación  de  conocer  y  salvar  con  sus  disposi- 
ciones los  obstáculos  que  tal  vez  suscita  la  ejecución  de 
lo  mandado,  de  explicar  su  sentido  y  alcance  á  los  agen- 
tes encargados  inmediatamente  de  hacerlo  cumplir,  y  de 

(1)    Art.  68  de  la  Constitución. 
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proveer  pronta  y  rápidamente  al  remedio  de  cualquiera 
dificultad. 

(c)  Potestad  discrecional, — Así  como  la  imposibilidad  de 
que  el  legislador  prevea  y  comprenda  en  sus  preceptos  la 
serie  inmensa  de  casos  diversos  á  que  habrá  necesidad 
de  aplicarlos  es  la  causa  del  Poder  reglamentario  de  la 
Administración,  así  también  de  la  imposibilidad  de  pre- 
ver hechos,  cuya  realización  no  es  ni  siquiera  conjetura^ 
ble,  y  que,  sin  embargo,  cuando  llega  reclaman  impe- 
riosamente medidas,  providencias  y  actos  que  pongan  á 
cubierto  de  todo  daño  los  intereses  de  la  sociedad,  ó  en 
beneficio  de  éstos  los  conviertan,  nace  y  procede  la  potes- 
tad discrecional.  Acaecen  en  efecto  en  la  vida  Acial  suce- 
sos, verifícanse  fenómenos,  brotan  incesanteifente  y  sin 
descanso  se  trasforman  y  combinan  necesidades  y  aten- 
ciones que  hasta  el  moniento  en  que  surgen  eran  desco- 
nocidas, ó  hasta  el  en  que  se  presentan  reclamando  un 
lugar  en  el  vastísimo  cuadro  de  las  públicas  viven  sin 
atraer  sobre  sí  una  mirada;  pero  que  en  el  instante  en 
que  se  muestran  ó  dan  á  conocer  exigen  de  modo  incon- 
trastable satisfacción,  requieren  inmediata  y  rápidamen- 
te ser  objeto  del  solícito  celo  del  poder,  encargado  de 
aquellos  importantes  intereses,  que  sufrirían  graves  tras- 
tornos si  se  retrasara  la  aplicación  de  los  medios  ade- 
cuados para  librarlos  del  perjuicio  que  les  amenaza,  ó 
para  hacer  redundar  en  su  favor  el  bien  que  puede  obte- 
nerse. Si  una  calamidad  cualquiera,  por  ejemplo,  no  pue- 
de remediarse  sino  mediante  la  demolición  de  uno  ó  va- 
rios edificios,  sin  la  destrucción  de  propiedades  particu- 
lares, la  Administración  sin  vacilar  mandará  hacerlo  y 
no  aguardará  á  que  se  cumplan  los  trámites  que  en  los 
casos  ordinarios  deben  seguir  sus  actos  de  esta  índole, 

Eorque  la  ley  suprema  de  la  necesidad  la  impone  el  de- 
er  de  salvar  á  todo  trance  los  intereses  públicos,  siquie- 
ra para  ello  tenga  que  prescindir  del  respeto  á  uno  de  los 
derechos  naturales  más  universalmente  reconocido  y  me- 
jor asegurado;  y  es  que,  como  dice  un  eminente  publicista 
español,  el  Sr.  Sil  vela,  «en  las  repúblicas  el  Presidente 
y  en  las  monarquías  el  Rey,  están  esencialmente  investi- 
dos de  todas  las  facultades,  de  todos  los  poderes  que,  no 
siendo  contrarios  á  la  letra  ni  al  espíritu  de  la  Constitu-- 
ción  del  Estado,  formen  parte  del  Poder  supremo  y  se 
consideran  necesarios  á  todas  horas  v  en  todas  ocasiones 


Digitized  by 


Google 


132  DERECHO 

á  la  prosperidad  y  seguridad  de  la  nación  (1).»  He  aquí 
en  pocas  palabras  definido  la  potestad  discrecional  y  jus- 
tificada la  razón  de  su  existencia. 

8."  Formas  de  las  resoluciones  adninisiraiivas. — Estas 
atribuciones,  que  como  todas  las  demás  que  desempeña 
reconocen  su  mente  y  origen  en  el  Rey,  denomínanse, 
según  la  forma  y  el  objeto.  Reales  decretos,  reglamentos,  ins- 
trucciones, ordenanzas,  Reales  órdenes  y  circulares,  por  lo 
que  hace  á  los  centros  administrativos  superiores,  y  6anr- 
aoSy  ordenanzas  y  circulares  en  la  Administración  inferior. 
Veamos  ahora  los  caracteres  más  señalados  que  distin- 
guen esos  actos  ó  manifestaciones  diferentes  del  poder 
reglamentario  de  la  Administración,  y  que  en  sus  formas 
obedecen  sólo  al  uso  en  casi  todos  los  casos. 

Desde  luego  hay  que  advertir  que  los  Reales  decretos  y 
Reaies  órdenes,  son  las  maneras  en  que  siempre  aparecen 
las  resoluciones  tomadas  por  el  Rey,  ó  en  su  nombre,  sí 
bien  las  últimas  mejor  podrían  llevar  otro  cualquiera 
como  con  razón  sostenía  nace  muchos  años  un  sabio  pu- 
blicista español  ya  antes  citado  (2).  Así,  pues,  no  se  crea 
aue  ambas  pertenecen  específicamente  á  los  actos  del  po- 
er  reglamentario,  sino  que  son  comunes  á  todos  los 
administrativos  que  se  ventilan  en  la  más  elevada  esfera 
de  este  orden. 

Los  Reales  decretos  eron  las  órdenes  que,  para  dictar 
disposiciones  de  observancia  general  de  alta  importancia, 
para  resolver  los  litigios  administrativos,  para  nombrar 
y  separar  funcionarios  de  elevada  categoría,  para  5J6i>- 
citar  las  facultades  de  la  Corona  con  relación  á  las  Cor- 
tes, y  para  otros  asuntos  de  índole  análoga,  expide  el  Rey 
rubricándolas.  Diferéncianse  de  las  Reales  órdenes  en 
que  éstas  no  llevan  la  rúbrica  del  Rev,  ni  en  realidad  éste 
tiene  en  ellas  más  participación  que  la  que  procede  de  la 
delegación  de  su  autoridad  en  los  Ministros,  que  verda- 
deramente son  sus  autores,  y  en  que  los  asuntos  en  que 
recaen  son  de  menor  interés  y  gravedad  que  los  tratados 
en  los  Reales  decretos,  sirviendo,  ya  para  dictar  las  provi- 
dencias ministeriales  en  los  asuntos  y  expedientes,  ó  bien 
para  resolver  dudas,  hacer  aclaraciones  y  establecer  en 
casos  particulares  formas  de  procedimiento. 

(1)  Silvela,  Estudios  prácticos  de  AánUnistf^ación,  pág.  197. 

(2)  Silvela,  obra  citada^  pág.  824. 
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Los  reglamentos,  como  anuncia  su  nombre,  tienen  por 
fin  dar  reglas  para  el  cumplimiento  de  las  leyes,  cuyas 
prescripciones  sintéticas  desarrollan  y  exponen,  acomo- 
dándolas á  los  casos  que  puedan  ofrecerse,  y  se  dirigen 
á  todos,  administrados  y  administradores,  carácter  gene- 
ral que  los  diferencia  de  las  instrucciones  que  comun- 
mente, tan  sólo  tienden  á  prescribir  á  los  últimos  la 
manera  de  llevar  á  cabo  los  servicios.  Las  ordenanzas,  aun- 
que revisten  generalidad  parecida  á  los  reglamentos,  di- 
fieren de  ellos  en  que  su  obieto  principal  suele  ser  esta- 
blecer prohibiciones,  conceder  permisos  y  señalar  á  sus 
contraventores  penas.  Pero  todos  estos  caracteres,  dedu- 
cidos de  lo  que  en  la  práctica  se  observa,  sin  que  haya 
precepto  alguno  que  los  fije,  no  siempre  se  encuentran 
perfectamente  marcados  en  las  disposiciones  administra- 
tivas, según  su  respectiva  clase,  como  que  el  nombre  ó 
calificación  que  se  les  da,  depende  del  arbitrio  de  los  cen- 
tros y  funcionarios  de  que  proceden.  Para  terminar,  con- 
signaremos que  las  circulares  son  órdenes  emanadas  de 
los  Ministros  ó  de  otros  Jefes  de  la  Administración  supe- 
rior, en  que  se  dispone,  explica,  ó  encarga  á  las  Autori- 
dades subalternas  alguna  particularidad  respecto  al  ramo 
del  servicio  que  les  está  confiado. 

9."  Fuerza  obligatoria  de  las  resoluciones  administrativas. 
— Con  arreglo  á  la  Constitución,  son  obligatorios  para 
todos  los  reglamentos  é  instrucciones  para  el  cumpli- 
miento ¿e  las  leyes,  de  las  que  vienen  á  formar  parte, 
siendo  como  su  prolongación,  y  esto  mismo  debe  decirse 
de  las  ordenanzas  que,  respecto  á  su  fin,  encuéntranse  en 
el  mismo  caso  que  aquellas  otras  disposiciones. 

10.  Facultades  reglaineritarias  de  la  Administración  provin- 
cial y  mu7ii€ipal.— Por  lo  que  hace  á  las  Autoridades  loca- 
les, los  Gobernadores  poseen  la  facultad  de  publicar  ban-^ 
dos  y  circulares  para  el  cumplimiento  de  las  leyes,  regla- 
mentos y  demás  prescripciones  emanadas  del  Poder 
legislativo  ó  de  los  centros  superiores  del  ejecutivo.  Son 
los  primeros  especie  de  instrucciones  á  que  dcjben  ajus- 
tarse los  agentes  inferiores  y  aun  los  ciudadanos,  so  pena 
de  incurrir  en  ciertas  correcciones  que  no  pueden  exce- 
der de  las  señaladas  en  el  lib.  3.**  del  Código  penal,  salvo 
el  caso  de  que  exista  ley  que  otra  cosa  determine  (1 ).  Las 

(1)    Ley  de  26  de  Setiembre  de  1863,  art.  U:  Código  penal,  art.  636. 
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circulares  tienen  carácter  igual  á  las  que  publica  la  Ad- 
ministración superior,  con  limitación  naturalmente  á  la 
provincia  ó  distrito  en  que  se  han  de  observar,  y  sólo  pa- 
ra llevar  á  ejecución  lo  que  las  leyes  y  disposiciones  ge- 
nerales determinan. 

Las  Diputaciones  y  Comisiones  provinciales,  aunque 
Autoridades  administrativas  según  la  ley,  no  pueden  pu- 
blicar bandos,  reglamentos,  etc.,  porque  carecen  del 
derecho  de  comunicarse  directamente  con  sus  adminis- 
trados, debiendo  hacerlo  siempre  por  conducto  de  los 
Gobernadores,  ejecutores  de  sus  acuerdos. 
•  Los"  Ayuntamientos  están  facultados  para  acordar  las 
ordenanzas  de  policía  urbana  y  rural  para  el  régimen  de 
sus  respectivos  distritos,  y  los  reglamentos  y  disposiciones 
que  estimen  convenientes  para  su  ejecución,  dentro  de 
ciertos  límites  y  con  arreglo  á  determinados  trámites, 
así  como  también  dictar  los  reglamentos  para  el  régimen 
y  aprovechamiento  de  los  bienes  comunales  y  su  disfrute; 

Íá  los  Alcaldes  compete  como  ejecutores  de  los  acuerdos, 
efes  de  Administración  municipal  y  representantes  del 
Gobierno  en  los  respectivos  distritos,  dictar  bandos  sobre 

Solicía  urbana  y  rural,  orden  público,  etc.,  y  cuantas 
isposiciones  sean  precisas  para  llenar  esas  funciones,  ya 
en  esa  misma  forma,  ya  por  medio  de  circulares. 

Definidas  quedan  esas  diferentes  maneras  de  expresar 
las  resoluciones  de  las  Autoridades  y  no  hay  por  lo  tanto 
necesidad  de  insistir  en  ello. 

1 1 .  Forman  de  las  resoluciones  de  las  Diputacio^ies  y  A  y  un- 
tamienios,— Otro  tanto  sucede  con  los  decretos,  providen- 
cias y  órdenes  en  lo  relativo  á  la  Administración  provin- 
cial y  municipal. 

Por  lo  que  hace  á  los  acuerdos^  inútil  ó  superfino  sería 
decir  que  más  bien  que  formas  de  enunciar  la  voluntad 
ó  mandatos  de  las  Corporaciones  administrativas  mencio- 
nadas, son  la  expresión  de  hechos  y  puesto  que  acuerdo  sig^ 
nifica  el  de  reunirse  distintas  voluntades  en  un  punto  ó 
decisión  cualquiera,  y  sólo  por  extensión  se  llaman  acuer- 
dos los  documentos  en  que  se  consigna  lo  resuelto  por  las 
Autoridades  compuestas  de  varios  miembros  ó  colegiadas, 

aue  no  de  otro  modo  que  á  pluralidad  de  votos,  expresión 
e  las  voluntades  individuales,  pueden^doptar  decisiones. 

12.  Jiecursos  contra  los  actos  administrativos  inconstitucio- 
nales.— Todos  los  actos  de  la  potestad  reglamentaria  de  la 
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Administración  son  obligatorios  como  las  leyes,  de  cuya 
naturaleza  participan;  pero  á  condición  de  que  no  las  vio- 
len é  infrinjan  en  el  fondo  ni  en  la  forma;  y  esto  es  tanto 
más  justo  cuanto  que  por  ser  en  cierto  modo  parte  de 
ellas  obtienen  esa  fuerza,  y  en  concepto  de  actos  del  Po- 
der ejecutivo  hánse  de  atemperar,  para  ser  válidos,  á  lo 
que  las  mismas  leyes  previenen.  Las  consideraciones  de- 
bidas al  principio  de  autoridad,  y  el  riesgo  de  que  á  ve- 
ces pudiera  perturbarse  el  orden  público  si  se  reconocie- 
ra el  derecho  de  no  obedecer  tales  prescripciones  aun  en 
los  casos  en  que  no  reúnen  las  circunstancias  de  fiel  con- 
formidad con  la  ley,  y  de  ajustarse  en  sus  condiciones 
externas  á  lo  preceptuado,  sirven  de  fundamento  á  la  doc- 
trina de  los  escritores  que  oj)inan  porque  siempre  se  aca- 
ten, y  para  evitar  su  ejecución  se  recurra  al  Jefe  y  cabe- 
za del  Poder  ejecutivo  pidiéndole  que,  oído  el  Consejo  de 
Estado,  deje  sm  efecto,  anule  y  revoque  las  disposiciones 
contrarias  á  la  ley;  y  caso  de  no  obtenerlo,  se  acuda  á  los 
Tribunales;  ó  bien  se  haga  presente  á  las  Cortes  el  abu- 
so á  fln  de  que  exijan  la  responsabilidad  al  Ministro  ó  Mi- 
nistros que  lo  hayan  cometido. 

Este  procedimiento  ee  sólo  aplicable  á  los  actos  de  la 
Administraclónsuperior.  Respecto  á  los  de  la  subalterna, 
existen  el  de  recurrir  al  superior  jerárquico  y  el  de  llevar 
el  asunto  á  los  Tribunales. 

CAPÍTULO  V. 

DB  LA  ORGANIZACIÓN  ADMINISTRATIVA. 

!.•  Elementos  de  la  organizaoi^n  administrativa. — 2.^  A  quién  compete  esta- 
hlocerla.— 3.^  Condiciones  do  ana  buena  organización,  (a)  Forma  y  dependencia. 
^h)  Sabordinación  y  obediencia,  (c)  Uniformidad. — 4.°  Jerarquía  administrativa. 
(a)  Su  fundamento  por  razón  de  las  funcione?,  (b)  Por  razón  de  las  modificccio- 
neB.-^S.*'  Diversas  esferas  de  organización. — '3.°  Unión  y  dependencia  de  las 
organizaciones  general  y  local. — 7."  Resumen. 

1.**  Mementos  de  la  organización  administrativa. — Las 
ideas  de  sociedad,  del  Estado  que  la  representa  y  de 
la  Administración  que  la  sirve,  concebidas  como  enti- 
dades morales  distintas  entre  sí,  y  respecto  á  las  personas 
singulares,  sólo  se  nos  hacen  claramente  perceptibles 
considerando  esas  diversas  entidades  como  seres  vivien- 
tes, con  formas  determinadas,  con  necesidades  que  satis- 
facer, funciones  que  llenar  y  óiganos  adecuados  para 
desempeñarlas. 
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Bajo  este  punto  de  vista,  esos  seres  tienen  una  vida  que 
se  manifiesta  en  la  actividad  que  desplegan. 

La  de  la  Administración  está  destinada  á  obrar  sobre 
las  personas  y  las  cosas;  mas  para  hacerlo,  ha  menester 
un  conjunto  de  instrumentos,  órganos  aptos  para  cum- 
plir el  fin  administrativo,  que  siendo  producto  de  la  razón 
humana,  tanto  en  sí  mismo  como  en  el  proceso  de  su 
realización,  exige  que  los  instrumentos  ú  órganos  sean  in- 
telifjentes.  La  Administración,  pues,  necesita  del  concur- 
so ae  personas  individuales  ó  colectivas  (corporaciones)  á 
quienes  confiar  la  tarea  que  el  Estado  le  encarga  cum- 
plir, las  cuales,  conocedoras  de  las  leyes,  de  las  necesida- 
des públicas  y  de  los  medios  de  satisfacerlas,  empleen  és- 
tos convenientemente  bajo  las  reglas  que  las  primeras 
señalan. 

2.**  A  quién  compete  establecerla.— ¥ovxi\di.náo  parte  de 
la  organización  del  Estado  la  de  la  Administración,  co- 
rresponde establecerla  y  reformarla  al  mismo  poder  á 
auien  incumbe  la  facultad  de  crear  y  disponer  aqué- 
a.  Esto  no  obstante,  las  Constituciones  no  hacen  sino 
sentar  los  principios  ó  bases  de  la  organización  y  atri- 
buciones aaministrativas  al  fijar  las  del  Poder  ejecutivo  y 
su  ejercicio.  El  desarrollo  y  complemento  de  esos  prin- 
cipios encomiéndase  á  las  leyes  que  por  tender  á  tal  obje- 
to se  llaman  orgánicas.  Algunas  veces  la  misma  Adminis- 
tración crea  y  reglamenta  los  órganos  de  que  necesita; 
pero  aun  en  este  caso  procede  por  autorización  expresa  6 
tácita  del  Poder  soberano,  pues  cuando  aquélla  no  exis- 
te usa  de  la  general  que  en  bien  del  Estado  se  le  recono- 
ce para  subvenir  á  cualquier  imprevista  necesidad  de 
aquél,  y  además  lo  que  por  sí  establece  nunca  pasa  de 
ser  provisional,  dependiendo  su  subsistencia  de  la  confir- 
mación que  explícitamente  reciba  de  los  cuerpos  aue  re- 
presentan la  voluntad  del  país,  ó  implícitamente  obtenga 
al  fijar  en  los  presupuestos  los  servicios  públicos  que  la 
Nación  quiere  sostener. 

3.^  Condiciones  necesarias  de  una  hiena  organización. — Las 
circunstancias  indispensables  que  deben  presidir  en  el 
plan  de  la  organización  que  nos  ocupa,  dedúcense  lógica- 
mente de  la  misma  naturaleza  del  objeto  y  del  fin  que 
mediante  él  se  aspira  á  conseguir. 

Toda  organización  implica  ^/wr«?¿¿a¿  de  órganos  y  t^;ií- 
dad  de  fin  respecto  al  ente  ó  ser,  y  siendo  la  última  inase- 
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quible  sino  hav  entre  las  funciones  relaciones  y  conexio- 
nes que  las  reñeran  á  un  centro  de  donde  parte  la  acción 
orgánica  y  á  un  resultado  único  que  es  la  vida,  es  eviden- 
te que  los  órganos  destinados  á  ejercer  aquéllas,  deben 
estar  relacionados  entre  sí,  inmediata  ó  mediatamente,  y 
adaptados  en  su  estructura  al  plan  general  del  organis- 
mo total  que  informan. 

(a)  Forma  y  depcfidencia. — Así,  pues,  las  condiciones 
primordiales  de  la  organización  administrativa  serán: 
que  por  la  forma  se  adapten  sus  órganos  á  la  de  los  de- 
más organismos  del  Estado,  porque  el  buen  régimen  de 
éste  experimentaría  continuas  perturbaciones  si  entre  las 
distintas  instituciones  que  lo  componen  hubiera  dispari- 
dad; que  estén  relacmiados  ó  enlazados  de  manera  que  la 
voluntad  del  centro,  constituido  por  el  encargado  del  Po- 
der ejecutivo,  sea  obedecida  y  realizada  fiel  y  exactamen- 
te; que  las  acciones  aisladas  de  todos  converjan  para 
producir  la  unidad  final  del  mecanismo  administrativo, 
ó  sea  la  ejecución  de  las  leyes  y  la  tutela  permanente  y 
solícita  de  todos  los  intereses  generales  concentrados  en 
el  Estado. 

(b)  Subordinación  y  obediencia. — Pero  todas  estas  con- 
diciones no  son  posibles  si  no  se  presupone  la  obediencia 
del  inferior  al  superior.  La  subordinación^  por  lo  tanto,  es 
otra  de  las  circunstancias  que  han  de  concurrir  á  la  or- 
ganización del  personal  administrativo. 

Sin  necesidad  de  elevarnos  al  examen  filosófico  de  la 
obediencia,  y  con  sólo  fijar  la  consideración  en  la  natu- 
raleza y  fin  ael  orden  administrativo,  puede,  sin  temor  de 
incurrir  en  ningún  fundado  anatema,  asegurarse  que  la 
obediencia  exigible  á  los  funcionarios  y  agentes  de  la  Ad- 
ministración se  limita  á  la  debida,  ó  sea  a  aquella  cuya  pres- 
tación no  anula  la  libertad  moral  del  que  obedece;  antes 
por  el  contrario,  requiere  el  concurso  libre  de  la  volun- 
tad después  de  deliberar  acerca  de  si  la  orden  recibida 
reúne  los  requisitos  necesarios  para  ciue  sea  obedecida, 
lo  cual  no  excluye  en  manera  alguna  el  completo  respeto 
á  la  autoridad  del  superior. 

(c)  Uniformidad, — Además  de  los  caracteres  anotados, 
suele  añadirse  que  los  organismos  administrativos  deben 
ser  uniformes;  pero  en  nuestro  concepto,  si  esto  puede  ser 
ventajoso,  y  tai  vez  preciso,  en  los  pueblos  cuyos  territo- 
rios se  hallan  formados  por  grupos  ijuales  entre  sí,  bajo 
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el  punto  de  vista  de  los  intereses,  de  los  recursos,  necesi- 
dades, tradiciones,  etc.,  porque  en  todos  por  consecuen- 
cia de  tales  identidades  serán  precisas  las  mismas  funcio- 
nes, en  aquellos  otros  que  no  han  querido  sacrificar  al 
U7iita/í'ismof oí-mal  y  la  diversidad  natural  y  tradicional  de  los 
grupos  sociales  que  componen  la  nación,  la  uniformidad 
seriar,  además  de  injusta,,  perturbadora.  Cierto  es  que  la 
uniformidad,  como  producto  y  reflejo  de  la  centralización  y 
puede  invocar  en  su  defensa  las  ventajas  anejas  á  ésta; 
pero  también  tiene  que  resignarse  á  soportar  que  se  le  im- 
puten los  inconvenientes  de  que  es  responsable.  De  todos 
modos  no  parece  que  tenga  derecho  á  ser  colocada  en  la 
misma  línea  que  las  otras  condiciones  de  unidad,  subor-^ 
dinación,  etc.,  dado  que  sin  éstas  no  puede  existir  ningu- 
na organización;  al  paso  aue  la  administrativa  de  algu- 
nos países,  muy  distante  ae  ser  uniforme^  no  por  eso  aeja 
de  funcionar  mejor  que  las  de  otros  donde  se  halla  dis- 
puesta con  uniformidad  simétrica. 

4.*"    Jerarquía  administrativa,— ^n  cualquier  organis- 
mo se  observa  que  las  diferentes  partes  de  que  consta  no 
tienen  importancia  igual,  ni  concurren  en  igual  grado  al 
funcionamiento.  Lo  mismo  sucede  en  los  organismos 
administrativos.  La  facultad,  ó  poder  de  ejecutar  que  con 
respecto  á  la  soberanía  puede  considerarse  como  una  de 
las  dos  grandes  funciones  en  que  ésta  se  manifiesta,  exa- 
minada en  sí  misma,  encierra  gran  número  de  funciones, 
que  no  pudiendo  ser  desempeñadas  directa  y  personal- 
mente por  el  Jefe  del  Estado,  se  encomiendan  a  una  se- 
»^''^  de  luncionarios  que  bajo  sus  órdenes  y  dependencia 
úan.  Surge  de  aquí,  como  queda  indicado,  la  necesi- 
l  de  establecer  entre  esos  agentes  relaciones  de  subor- 
ación  que  enlazan  á  unos  con  otros,  desde  los  más 
ilestos  hasta  el  grado  más  alto  constituido  por  los  Mi- 
iros. 

!n  las  naciones  donde  la  uniformidad  preside  á  la  es- 
itura  do  la  organización  administrativa,  lo  mismo  que 
as  ajenas  á  esa  regularidad  de  plan,  existe  por  ine- 
ible  exigencia  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  diversi- 
de  grados  en  el  personal  administrativo  como  con- 
aencia  de  la  diversidad,  importancia  y  extensión  de 
funciones  que  les  están  asignadas,  por  donde  el  per- 
al forma  una  cadena  cuyos  eslabones  van  disminu- 
do  en  fuerza  y  tamaño  en  serie  decreciente,  desde  los 
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Ministros  hasta  los  últimos  servidores  de  la  Administra- 
ción; pero  conservándose  siempre  entre  ellos  el  necesa- 
rio enlace. 

A  esta  disposición  orjlenada  de  las  Autoridades  y  agen- 
tes de  la  Administracióin  se  l\a.m3i  jerarquía  administrativa^ 
para  denotar  que  forman  un  todo  cuyas  diferentes  par- 
tes constituyen  grados  ó  catenarias,  según  la  clase  á  que 
pertenecen,  en  razón  de  la  mayor  ó  menor  autoridad  que 
se  les  confiere,  partes  que  están  entre  sí  unidas  por  la 
subordinación  ó  sujeción  del  inferior  al  superior. 

(a)  Sfi  fundamento  por  razón  de  las  funciones. — La  pau- 
ta ae  esa  Jerarquía  hállase  en  la  que  sirve  de  norma 
á  la  organización.  Las  necesidades  sociales  que  el  Es- 
tado atiende  no  son  iguales  en  permanencia,  extensión 
é  importancia.  Unas  son  inherentes  á  toda  sociedad, 
cualquiera  que  sea  el  punto  á  que  en  la  senda  de  la  civi- 
lización haya  llegado,  y  comprenden  todo  el  territorio; 
otras  aparecen  y  se  desenvuelven  á  medida  que  el  pro- 
greso ae  los  pueblos  crea  nuevos  intereses  ó  modifica  los 
existentes;  algunas,  como  producto  de  circunstancias  ex- 
cepcionales, desaparecen  cuando  éstas  cesan. 

(b)  Por  las  modifcaciones. — Las  instituciones  adminis- 
trativas, sin  perder  la  estructura  general  recibida  de  la 
Constitución,  sufren  cambios  y  trasformaciones  en  los 
materiales,  por  decirlo  así,  que  constituyen  los  diversos 
órganos,  bajo  la  influencia  de  las  circunstancias  por  que 
atraviesa  la  sociedad. 

5.**  Diversas  esferas  de  organización. — Si  se  recuerda  lo 
dicho  al  hablar  de  la  formación  de  las  naciones,  com- 
préndese que  no  ha  habido,  no  existe  ni  puede  haber 
ninguna  que  sea  un  todo  continuo,  sino  un  agregado  de 
multitud  de  otras  pequeñas  asociaciones,  por  lo  menos  de 
pueblos;  pero  en  casi  todas,  entre  el  pueblo  y  la  nación 
cuéntanse  otras  especies  de  grupos  sociales. 

La  nación  en  una  esfera  superior,  la  provincia  dentro 
de  ella  y  el  pueblo  dentro  de  la  provincia,  tienen  cada 
una  intereses  peculiares,  no  independientes;  así  como  en 
el  cuerpo  ú  organismo  físico  sucede  que  cada  miembro 
disfruta  una  especie  de  vida  propia,  sin  que  por  esto  haya 
ni  sea  entre  ellos  posible  una  independencia  absoluta. 

Por  consecuencia  de  esto,  la  nación  ha  menester  para 
los  intereses  generales  de  una  porción  de  organismos  ad- 
ministrativos, la  provincia  necesita  también  de  los  pre- 
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cisos  para  cuidar  y  promover  los  que  pertenecen,  el  pue- 
blo ó  Municipio  siente  necesidaa  igual,  y  las  mismas 
asociaciones  libres  formadas  á  impulsos  de  la  iniciativa 
individual,  no  pueden  pasarse  sin  una  organización  más 
ó  menos  complicada. 

6 .**     Unión  y  dependencia  de  las  organizaciones  generaly  local. 
— Mas  como  quiera  que  las  bases  generales,  principios 
cardinales,  ó  condiciones  ineludibles,  comunes  á  toda  or- 
ganización administrativa,  han  de  concurrir  en  las  de  ta- 
es  asociaciones,  sigúese  que  la  general  del  Estado,  y  las 

K articulares  de  cada  entidad  administrativa,  forzosamente 
an  de  estar  dispuestas  de  manera  que  sin  ser  obstácu- 
lo al  propio,  regular  y  desembarazado  funcionamiento, 
liguen  en  la  acción  lo  que  está  relacionado  en  la  natu- 
raleza. 

No  es  posible  concebir  en  efecto  cómo  puede  ser  nue 
en  una  sociedad  formada  de  otras  el  mal  ó  el  bien  de  las 
partes  no  afecte  al  todo  y  viceversa. 

Así,  pues,  constituyendo  la  Administración  generaly  las 
subordinadas,  ó  particulares  de  las  provincias  y  pueblos, 
un  solo  organismo,  por  más  que  á  formarle  concurran 
varios,  que  considerados  en  sí  son  otras  tantas  entidades, 
no  debe  perderse  de  vista  la  dependencia  real  en  que  unas 
están  respecto  de  las  otras,  á  causa  de  los  naturales  y  ne- 
cesarios vínculos  aue  enlazan  los  intereses  sociales,  para 
establecer  entre  ellas  la  subordinMíón  que  da  nacimiento 
á  la  jerarquía.  Donde  estas  condiciones  no  existan  abso- 
lutamente no  podrá  decirse  que  hay  un  Estado,  sino  una 
confederación  de  Estados. 

Los  que  preconizan  la  independencia  del  Municipio  y 
de  la  Provincia,  aun  en  la  esfera  puramente  administra- 
tiva, piden  sabiéndolo  ó  sin  saberlo,  la  separación  políti- 
ca, el  fraccionamiento  del  Estado,  la  disolución  de  la 
nacionalidad,  porque  sin  la  ruptura  de  los  vínculos  que 
informan  ésta  es  inaseqiiible  la  perfecta  separación  de  m- 
tereses  que  la  independencia  supone. 

7  .**  Resumen, — Condensando  lo  expuesto  tenemos  que  la 
organización  administrativa  tanto  en  el  conjunto  de  las  Au- 
toridades, funcionarios  y  aeentes  de  todas  clases  que  con- 
curren á  realizar  la  misión  de  la  Administración  de  todo  el 
Estado,  como  en  cada  uno  de  los  organismos  especiales 
debe  basarse  sobre  los  principios  sentados  y  reunir  las 
circunstancias  enumeracias. 
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CAPÍTULO  VI. 

RESPONSABILIDAD  DE  LOS  AGENTES  ADMINISTRATIVOS. 

1."  Necesidad  de  unifíAMir  la  acción  adminisfcrativa. — 2.**  El  principio  de  unidad 
es  la  responsabilidad. — ^3.°  En  qué  consiste  y  cómo  se  divide.— 4.  (a)  Rospon- 
tahilidiul  política,  (b)  Administrativa,  (c)  Jndicial.— 5.*^  Previa  autorización 
para  exigir  la  última,  (a)  Estado  actual,  (b)  Reformas  de  que  es  susceptible. — 
6.^  La  responsabilidad  en  Inglaterra. — 7.    Critica  de  lo  existente  y  modo  de 

reemplazarlo. 

I  .**  Necesidad  de  im principio  que  unifique  la  acción  adra  inis- 
dativa. — Mas  para  referir  la  multiplicidad  de  tantas  par- 
.  tes  á  la  unidad  de  acción,  para  que  el  ejercicio  en  diversos 
tiempos,  y  en  lugares  unos  de  otros  apartados,  produzca  un 
resultado  armónico,  es  precisa  la  existencia  de  una  fuer- 
za, de  un  lazo  capaz  de  contenerlas  dentro  de  la  órbita 
señalada  por  el  legislador  al  trazar  el  plan  de  las  institu- 
ciones administrativas,  sancionando  la  obediencia  del  infe- 
rior al  superior;  dado  que  de  otra  manera  la  potestad  eje- 
cutiva y  su  desarrollo  conforme  á  las  leyes,  quedarían 
abandonados  á  merced  de  la  voluntad  de  los  instrumen- 
tos emancipados  de  todo  deber  jurídico,  cuando  precisa- 
mente para  aplicar  el  derecho  existen.  Por  lo  tanto,  sería 
absurdo  pretender  que  ninguno  de  ellos,  sea  cualctuiera 
su  grado  y  categoría,  y  la  mnción  que  ejerza  deje  de  es- 
tar bajo  la  dependencia  del  superior,  hasta  llegar  á  la  mis- 
ma fuente  y  origen  de  la  autoridad  que  disfrutan.  Esa 
fuerza  consiste  en  la  responsabilidad  que  si  de  una  parte 
constituye  un  medio  de  unidad,  sirviendo  de  sanción  á  la 
subordinación,  es  por  otra  un  corolario  de  la  separación 
de  los  poderes. 

En  efecto,  armada  la  Administración  de  uno  tan  ex- 
tenso que  le  permite,  no  sólo  desarrollar  el  sentido  de  las 
leyes  y  dictar  las  reglas  con  sujeción  á  las  cuales  han  de 
ser  ejecutadas,  sino  también  obrar  á  veces  sin  otra  nor- 
ma que  la  apreciación  de  lo  que  á  su  juicio  demandan  los 
intereses  públicos,  fuera  fácil  que  su  acción  degenerase 
de  protectora  y  tutelar  en  opresiva  y  despótica,  si  no  hu- 
biese medio  de  obtener  amparo  contra  sus  providencias, 
de  paralizar  los  efectos  de  las  medidas  ilegales  ó  dañosas 
que  adopta  así  respecto  al  Estado  como  respecto  á  los 

f)articulares,  de  obligarla  en  fin  á  que  se  encierre  en  los 
imites  que  á  su  actividad  marcan  de  consuno  la  razón 
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y  la  ley;  y  tanto  más,  cuanto  que  el  abuso  podría  llegar  á 
la  absorción  de  la  potestad  legislativa,  sin  más  que  falsear 
en  los  reglamentos  é  instrucciones  el  pensamiento  del 
legislador,  y  al  de  la  judicial  rechazaoclo,  en  cuanto  se 
refiriera  á  sus  actos,  cualesquiera  que  fuesen,  la  inter- 
vención de  los  Tribunales  de  justicia;  por  donde  vendría 
á  concentrar  así  lo  que  con  previsora  sabiduría  separa  la 
ley  fundamental  dei  Estado,  siguiendo  los  principios  en 
que  el  Gobierno  representativo  se  informa. 

2.**  Ese  principio  esla  responsabilidad. — Estas  usurpacio- 
nes que  conservando  en  la  apariencia  ese  régimen,  cons- 
tituirían en  realidad  un  absolutismo  burocrático  odioso 
por  ser  hipócrita,  y  tirano  porque  no  lo  mitigaría  el  res- 
peto á  las  tradiciones,  menospreciadas  en  nombre  del  pro- 
greso de  las  ideas  y  de  la  civilización,  son  imposibles  des- 
de el  momento  en  que  la  Administración,  en  todas  sus 
esferas  y  gi^os,  vive  sujeta  á  una  condición  inseparable 
de  su  ejercicio,  la  responsabilidad,  que  alcanza  desde  el 
Ministro  al  último  de  sus  agentes,  que  no  exceptúa  del 
Rey  abajo  á  ninguno. 

3.*"  Én  qué  consiste,  y  cómo  se  divide. — Consiste  la  respon- 
sabilidad de  la  Administración  en  la  obligación  de  some- 
ter sus  actos  al  examen  y  juicio  ya  de  un  superior  jerár^ 
quico,  ó  yíi  al  de  otro  de  los  F^oderes  del  Estado.  Pero 
este  concepto  general  se  descompone  por  razón  del  llama- 
do á  exigirla  en  tres  clases  de  responsabilidad:  la  politi^ 
ca,  la  administrati/oa  y  la  judicial. 

4  .**  (a)  üesponsabilidadpolitica. — La  primera,  que  no  cede 
en  importancia  y  eficacia  á  las  otras  dos,  suele  el  vulgo 
mirarla  con  desdén,  tiénela  en  poco,  porque  sus  efectos 
no  satisfacen  con  algo  tangible  y  ruiaoso  los  deseos  de  la 
pasión  que,  ávida  de  venganza  ó  de  emociones,  ve  en  el 
trágico  fin  de  D.  Alvaro  de  Luna,  ó  en  la  prisión  del 
Marqués  de  la  Ensenada,  ejemplares  escarmientos,  sin 
advertir  que  aunque  menos  aramáticas,  son  de  resultado 
más  seguro,  y  permanente,  las  caídas  determinadas  por 
los  actos  parlamentarios,  que  anulan  para  siempre  á 
quienes  los  provocan. 

La  responsabilidad  política  es  el  mejor  baluarte  contra 
la  usuipación  del  Poder  legislativo  por  la  Administración; 
porque  si  los  cuerpos  <jue  con  el  Iley  lo  ejercen  son  la 
verdadera  representación  de  la  opinión  pública,  si  inspi- 
rados en  ella,  y  con  la  independencia  que  debe  en  ellos 
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resplandecer,  examinan  y  censuran  el  uso  que  aquélla 
hace  de  sus  facultades  reglamentarias,  los  votos  de  cen- 
sura, las  interpelaciones  y  preguntas  hacen  imposible  la 
invasión,  y  sirven  también  para  que,  por  su  sola  denuncia 
en  las  Cortes,  lasextralimitaciones,  abusos  de  autoridn  1, 
6  injusto  proceder  de  todos  los  funcionarios  del  Estado 
sean  corregidos  v,  caso  de  merecerlo,  castigados  sus  au- 
tores, exigiéndoles  cualquiera  de  las  otras  dos  clases  de 
responsabilidad. 

(b)  Responsabilidad  administrativa, --'^o  encuentra  en  el 
ánimo  de  algunos  mayor  estimación  que  la  política  la  ad- 
ministrativa, i)or  suponer  siempre  parcialidad  en  favor 
de  los  sujetos  á  ella  por  parte  de  los  encargados  de  exi- 
girsela,  a  causa  del  espíritu  de  cuerpo;  mas  esto  no  obsta 
para  que  sea  esta  responsabilidad  medio  expedito  y  eficaz 
de  impedir,  reparar  y  corregir  el  mal  uso  cjue  haga  de  sus 
facultades  cualquiera  autoridad,  corporación  ó  funciona- 
rio, en  daño  del  interés  público  ó  hiriendo  el  derecho 
particular.  Dos  son  sus  clases:  la  gubernativa  y  la  coti- 
tendosa.  Aquélla,  así  comience  por  acusación,  queja  ó 
denuncia  del  agraviado,  ó  se  incoe  de  oficio,  espontánea- 
mente, por  el  superior  ierárquico  á  guien  el  asunto  com- 
peta, tiene  la  ventaja  de  su  fácil  y  rápida  acción;  porque 
la  vía  gubernativa,  en  la  que  se  tramita  y  termina,  no  está 
sujeta  á  la  solemne  lentitud  que  resulta  del  empleo  de 
fórmulas  y  plazos  inevitables,  ni  ha  menester  el  uso  de 
modos  rituales  de  exponer  y  pedir,  desconocidos  para  la 
generalidad.  La  última,  si  bien  reviste  formas  de  juicio, 
no  sigue  las  severas,  y  por  necesidad  prolijas,  que  las  le- 
yes prescriben  á  los  Tribunales  ordinarios. 

(c)  Responsabilidad  jvdiciaL — Por  éstos,  como  indica  su 
nombre,  se  exige  la  responsabilidad  judicial  en  los  casos 
en  que  procede,  que  no  son  otros  que  aquellos  en  que  la 
resolución  ó  medida  administrativa  constituye  un  delito 
definido  y  penado  en  el  Código,  y  aun  entonces  será  pre- 
ciso^ para  que  la  jurisdición  común  pueda  desde  luego 
coflocer,  que  el  castigo  no  esté  reservado  á  la  Adminis- 
tración ó  que,  caso  de  que  así  sea,  no  haya  alguna  cues-- 
tión previa  administrativa  que  resolver;  porque  si  esto  acon- 
teciere, la  Administración  no  consentirá  el  procesamiento 
hasta  tanto  que,  apreciado  por  ella  el  hecho  y  sus  cir- 
cunstancias, declare  si  el  funcionario  ó  agente  obró  bien 
ú  obró  mal.  En  defecto  de  reglas  que  expliquen  y  hagan 
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practicable  el  precepto  constitucional  relativo  á  la  previa 
autorización  para  procesar  á  los  funcionarios  públicos,  en 
la  actualidad  se  obtiene  un  resultado  próximamente  igual 
por  medio  de  las  competencias  ó  conflictos  de  atribuciones 
que  la  Administración,  en  la  manera  que  más  adelante 
procuraremos  explicar,  suscita  á  los  citados  Tribunales. 

5.**  Inconvenientes  de  la  previa  autorización  para  exigir  la 
judicial. — La  responsabilidad  administrativa,  como  se  ve 
por  lo  expuesto,  no  ha  logrado  encarnarse  en  nuestras 
instituciones  con  formas  determinadas  á  causa,  tal  vez,  de 
las  encontradas  corrientes  que  respecto  á  esto  existen  en 
la  opinión,  pues  mientras  unos  quieren  confiar  su  exac- 
ción á  la  misma  Administración  directamente,  ó  por  indi-- 
recto  modo  exigiendo  la  autorización  previa  para  proce- 
der judicialmente  contra  los  funcionarios  y  empleados, 
otros  aspiran  á  aue  en  todos  los  casos  pueda  acudirse 
ante  los  Tribunales  ordinarios  contra  los  agentes  admi- 
nistrativos; porque  dicen,  y  no  sin  razón,  que  si  bien  el 
Gobierno  está  armado  de  formidables  medios  contra  sus 
agentes,  la  responsabilidad  de  éstos  es  casi  nula  respecto 
al  público. 

La  misma  responsabilidad  política  de  los  Ministros, 
aunque  escrita  en  la  Constitución,  de  hecho  resulta  ilu- 
soria, merced  á  causas  por  todos  conocidas  y  deploradas, 
sin  que  nadie  intente  hacerlas  desaparecer.  Pero  aun 
este,  con  ser  grande,  es  el  menor  mal  que  esa  estéril 
prescripción  constitucional  produce,  porque  á  su  sombra 
y  amparo  las  arbitrariedades  de  los  agentes  inferiores 
obtienen  la  más  completa  impunidad. 

La  responsabilidad  no  es  eficaz  sino  á  condición  de  ser 
directa  y  personal.  Cuando  puede  asumirla  el  superior 
de  grado  en  grado,  tanto  más  se  debilita  cuanto  más  alto 
esta  el  que  la  asume,  y  ni  siquiera  hay  probabilidad  de 
que  los  ciudadanos  obtengan  justicia  si  esto  exige  un 
cambio  de  Ministerio,  ó  por  lo  menos  la  salida  del  Minis- 
tro que  haga  suya  la  responsabilidad  de  su  subordinado. 

(a)  Estado  actual. — Actualmente  no  hay  prescripción 
alguna  que  ni  aun  en  los  casos  de  infracción  manifiesta, 
clara  y  terminante  de  un  precepto  constitucional,  reco- 
nozca á  los  ciudadanos  el  derecho  de  llevar  ante  los  Tri- 
bunales á  los  funcionarios  administrativos;  y  sólo  en  ma- 
teria electoral  se  encuentran  acciones  expeaitaspara  pe- 
dir que  contra  ellos  se  proceda  criminalmente.  Tal  vez  se 
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remediará  este  estado  de  cosas  cuando  se  reglamente 
acerca  de  la  previa  autorización,  por  más  que  esta  insti- 
tución, sólo  comprensible  bajo  un  Gobierno  despótico, 
debiera  borrarse  de  la  ley  fundamental  de  un  país  regido 
por  el  sistema  constitucional  y  representativo,  ideado  pa- 
ra asegurar  la  libertad  de  los  ciudadanos  y  la  responsa- 
bilidad de  los  órganos  deí  Poder  ejecutivo. 

(b)  Reforma  ai  que  es  susceptible.— Ptubísl,  á  pesar  de  no 
distinguirse  por  su  afición  á  las  libertades  políticas,  no  ha 
vacilado  en  suprimir  ese  privilegio  mediante  el  cual  pue- 
de el  Gobierno  imposibilitarla  acción  de  la  justicia  cuan- 
do recae  sobre  sus  agentes,  sustituyéndolo  por  la  limita- 
ción á  tres  años  del  ejercicio  de  la  acción  para  acusarlos. 

Una  prescripción  prudentemente  corta  para  ejercitar 
ese  derecho,  algunas  penas  contra  los  denunciadores  y 
acusadores  temerarios,  y  la  instancia  única  ante  un  Tri- 
bunal que,  como  las  Audiencias  territoriales,  reúnen 
cuantas  condiciones  de  acierto,  independencia  é  impar- 
cialidad pueden  apetecerse,  son  medios  bastantes  para 
conciliar  la  protección  debida  á  los  funcionarios  públicos 
con  los  intereses  de  la  libertad  del  pueblo,  mientras  que 
la  autorización  previa  deja  á  éstos  desamparados. 

6.**  La  responsabilidad  en  Inglaterra. — En  esta  materia, 
como  en  muchas  otras  de  buen  gobierno,  ofrece  Ingla- 
terra un  modelo  digno  de  ser  imitado  en  cuanto  nuestras 
defectuosas  instituciones  administrativas  lo  consienten. 
Conforme  á  la  legislación,  y  á  las  costumbres  inglesas,  to- 
dos los  funcionarios  son  responsables,  desde  el  primer 
Ministro  hasta  el  último  constable,  no  sólo  ante  la  Rei- 
na ó  ante  el  superior  jeránjuico,  sino,  y  esto  es  lo  im- 
portante, con  relación  al  publico. 

Verdades  que. hoy  ha  caído  en  desuso  la  acción  cri- 
minal contra  los  Ministros  reemplazándola  de  hecho  la 
política,  habiendo  sido  los  últimos  procesos  judiciales  los 
deWarren  Hastin^sen  1788  y  deLordMelvilleen  1805;  pe- 
ro esto  no  impediría  á  un  ciudadano  inglés  provocar  otro. 

Mas  aunque  los  Ministros  ingleses  respondan  política- 
mente de  los  actos  de  sus  agentes,  no  por  eso  se  hallan 
los  últimos  libree  de  la  responsabilidad  que  civil  ó  crimi- 
nalmente pueda  alcanzarles,  teniendo  los  ciudadanos  de^ 
recho  á  demandársela  ante  los  Tribunales  ordinarios  sin 
necesidad  de  ninguna  previa  autorización. 

Uno  de  los  más  célebres  Jueces  del  Tribunal  llamado 
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Banco  del  Rey,  Lord  Mansfield,  definió  la  extensión  de  la 
responsabilidad  de  los  funcionarios  públicos  en  estos  tér- 
minos: «Cualquiera  que  acepta  un  cargo  de  confianza 
que  interesa  al  pueblo  y  al  Estado,  sobre  todo  si  recibe 
un  sueldo  por  sus  servicios,  es  responsable  ant^  los  Tri- 
bunales de  todos  los  actos  contrarios  á  los  deberes  de  aauel 
cargo.»  Otro  Presidente  del  mismo  Tribunal,  Lord  Ellen- 
borough,  sentó  30  años  después  como  reela  que  «los  ac- 
tos ilegales  de  los  funcionarios  públicos  aeben  reputarse 
siempre  cometidos  malo  ánimoy>  y  que  por  lo  tanto  existe 
contra  aquéllos  la  presunción  do  que  la  malicia  fué  el  mó- 
vil del  acto  ilegal. 

Esto,  no  obstante,  un  acto  del  Parlamento  exceptuó  de 
esa  regla  á  los  funcionarios  gratuitos  perseguidos  crimi- 
nalmente. Conforme  á  él,  respecto  á  los  Jueces  de  paz, 
cuyas  funciones  abarcan  asuntos  judiciales  y  administra*- 
ti  vos,  no  milita,  la  presunción  de  malicia.  Las  demandas 
coñuda  ellos  no  prosperan  si  no  se  prueba  que  de  hecho 
existió  la  intención  de  perjudicar,  ó  que  obraron  con 
negligencia  notoria  y  voluntaria.  En  cuanto  á  la  respon- 
sabilidad civil,  aun  es  más  limitado  el  campo  de  la  de- 
manda, porque  el  que  la  intente  para  obtener  el  resarci- 
miento de  los  daños  y  perjuicios  que  le  ocasionó  un  acto 
jurisdiccional  debe  probar  que  la  il^alidad  se  consuma 
sin  causa  proiaMe  y  raz&nahle  de  error. 

1!"  Critica  de  lo  existente  y  modo  de  reemplazarlo, — En 
la  esfera  especulativa  no  hay  razón  alguna  que  pueda 
invocarle  en  defensa  del  sistema  de  responsabiliclad  de 
los  funcionarios  públicos  que  se  observa  en  España. 
Indudablemente  la  Administración,  bajo  una  ú  otra 
forma,  es  una  institución  necesaria  para  toda  socie- 
dad, ninguna  existe  sin  ella,  y  su  ejercicio  requie- 
re indispensablemente  ima  serié  de  funcionarios  uni- 
personales ó  colectivos,  dotados  de  autoridad  bastante 
para  compeler  á  quien  desobedezca  las  providencias  y 
medidas  qué  en  interés  público  adopten;  pero  la  medida 
de  esa  autoridad,  no  puede  ni  debe  depender  del  capri- 
cho de  los  agentes  administrativos  por  más  elevada  que 
sea  su  categoría*  En  general,  la  determinación  de  su  al- 
cance encuéntrase  en  la  ley,  y  excepcionalmento,  cuando 
usan  de  la  potestad  discrecional,  en  las  circunstancias 
que  hacen  racionalmente  precisas  las  medidas  adoptadas 
en  pro  del  interés  público. 
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Si  faltando  á  la  ley  por  ignorancia  inexmsahhy  ó  incu- 
rriendo en  error  de  hecho^  ó  de  derecho  en  que  no  cae  una  per-- 
sona  de  mediana  entendimiento ,  ^e  perjudican  indebidamente ' 
los  derechos  ó  intereses  de  un  ciudadano,  justo  sería  que 
se  reconociese  á  éste  la  facultad  y  acción  de  pedir  ante 
los  Tribunales  ordinarios  la  indemnización  correspon- 
diente; porque  el  funcionario  tiene  el  deber  de  conocer  las 
leyes  y  de  aplicarlas  con  acierto,  puesto  que  el  mero 
ejercicio  del  cargo  supone  la  posesión  de  la  ciencia  y  su- 
ficiencia indispensables  para  desempeñarlo. 

Aunque  es  menos  susceptible  de  apreciación  la  respon- 
sabilidad en  los  casos  enxjuese  usa  del  poder  discreciona,!, . 
cabe,  sin  embaído,  que  el  agente  administrativo  obre  con 
malicia  demostrable,  y  entonces  también  deberían  tener  los 
ciudadanos  acción  para  demandarl^civilmente  indemni- 
zación. 

Respecto  al  procedimiento  criminal,  no  se  compadece 
con  los  más  rudimentales  principios  de  justicia  que,  ya 
valiéndose  del  entorpecimiento  de  la  previa  autorización, 
ya  por  ningún  otro  medio,  se  susciten  obstáculos  al  pro- 
cesamiento de  los  agentes  administrativos,  de  cualquier 
clase,  acusados  de  faltan  ó  delitos  definidos  y  penados  en 
el  Código. 

La  institución  de  las  acciones  expuestas  combinada 
con  la  obligación  al  demandante,  ó  denunciador,  de  pro- 
bar plenamente  sus  alegaciones,  y  la  imposición,  caso  de 
no  hacerlo,  de  las  costas,  y  una  multa  proporcionada,  ó 
la  prisión  subsidiaria,  si  era  insolvente,  así  como  la  limi- 
tación á  un  plazo  de  tres  á  seis  meses  de  la  prescripción 
de  las  acciones  mencionadas,  en  vez  de  dañar  á  la  Ad- 
ministración, contribuiría  á  realzar  su  prestigio  ponien- 
do término  á  las  no  siempre  infundadas  quejas  de  la  opi- 
nión contra  las  arbitrariedades  de  los  funcionarios  y  em- 
{aleados  de  ese  orden;  porque  si  la  recta  aplicación  de  la 
ey,  por  dura  y  severa  que  ésta  sea,  á  nadie  agravia, 
la  injusticia  crea  profundos  rencores,  y  el  pueblo  aprende 
de  las  Autoridades  á  menospreciar  el  derecho. 


Digitized  by 


Google 


148  DERECHO 

CAPÍTULO  VIL 

CLASIFICACIÓN  DE  LOS  AGEKTKS  ADMINISTRATIVOS. 

1.®  Kecesidad  del  i>eTaoDal  admÍDistratiyo. — ^2.**  Diviaicnes  y  clasífíúacíoDes. — 
3."  Funcionarios  y  empleados.— 4.®  Agentes  directos  y  auxiliares. — 5."  Leyes  de 
empleados.— 6."  necesidad  de  restriupr  el  arbitrio  ministerial  en  el  nombra- 
miento de  personal. 

1  .*"  Necesidad  del  personal. — En  todos  los  Estados,  sea 
cualquiera  la  forma  de  su  organización,  necesita  el  de- 
positario del  Poder  ejecutivo  el  concurso  de  agentes  que 
obedeciendo  y  trasmitiendo  las  órdenes  que  dicte  hagan 
cumplir  las  leyes;  y  no  solo  esto,  sino  que  también  ha 
menester  del  auxilio  de  personas  de  clara  inteligencia, 
vasta  instrucción  y  acreditada  experiencia  en  el  manejo 
de  los  asuntos  públicos,  para  que  le  indiquen  las  medi- 
das que  el  interés  público  reclama,  y  la  forma  más  apta 
para  aplicarlas. 

En  los  Gobiernos  absolutos^  donde  la  voluntad  del  Jefe 
del  Estado  es  ley,  y  en  él  se  confunden  todos  los  poderes, 
para  el  desempeño  del  ejecutivo  no  puede  menos  de  va- 
lerse también  de  agentes;  porque  la  ficción  de  esa  omni- 
potencia personal  a  duras  penas  subsistente  en  la  esfera 
íeórioa  del  Gobierno,  cesa  por  completo  cuando  se  llega 
á  la  práctica.  Los  hechos  encárganse  de  demostrar  con 
fuerza  irresistible  que  ningún  hombre  es  capaz  de  atender 
por  sí  sólo  á  las  necesidades  de  una  nación. 

No  cabe,  por  lo  tanto,  ni  aun  imaginar  una  sociedad  ci- 
vil y  política  organizada,  sin  un  número  mayor  ó  menor 
dte  taies  agentes  á  quienes  se  encarga  la  ejecución  real  é 
Inmediata  de  los  preceptos  legislativos,  confiriéndoles  á 
este  fin  una  porción  de  la  plena  autoridad  inherente  al 
Jefe  supremo  bajo  cuya  dependencia  obran,  ya  como  de- 
legados suyos,  bien  en  concepto  de  representantes  lega- 
les de  algún  grupo  social. 
En  España  los  mncionarios  y  empleados  públicos,  las  Di- 

Sutaciones  y  los  Ayuntamientos,  son  los  tres  elementos 
e  la  organización  administrativa  actual;  porque  el  indi- 
vidual apenas  si  revela  su  existencia  fuera  de  las  institu- 
ciones religiosas  y  benéficas  en  que  se  muestra  organi- 
zado; si  bien  desde  hace  pocos  años  parece  que  tiende  á 
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tomar  más  activa  participación  en  la  vida  pública  *  .pul- 
sando los  intereses  de  algunas  clases,  y  más  frecuente  y 
claramente  formando  asociaciones  de  defensa  contra  las 
exigencias  de  los  Gobiernos. 

2."  Divisiones  y  clasificaciones. — Antes  de  ocuparnos  de 
la  forma,  autoridad  y  modo  de  funcionar  de  caaa  uno  de 
los  tres  elementos  citados,  oportuno  será  consignar  que 

{)or  lo  mismo  que  cada  organismo  en  particular  requiere 
a  existencia  de  una  jerarquía  propia,  siquiera  á  su  vez 
venga  á  constituir  un  término  de  la  jerarquía  general 
formada  por  todos  los  del  Estado,  en  ésta  y  en  aquéllas 
los  agentes  de  que  se  componen  tienen  mayor  ó  menor 
importancia  según  el  fin  especial  á  que  están  destinados, 
de  donde,  aparte  otras  divisiones  que,  como  la  de  gratv^^ 
tos  y  retribuidos  podrían  establecerse,  se  desprende  natu- 
ralmente una,  fundada  en  el  modo  con  que  obran,  ó  par- 
ticipan en  la  acción  administrativa. 

3.^  Funcionarios  y  empleados  — En  general  á  todo  el  que 
de  una  ú  otra  manera  está  destinado  al  servicio  oúblico 
se  le  denomina  funcionario ^  como  se  ve  en  el  par.  z.**,  ar- 
tículo 14  de  la  Constitución,  que  evidentemente  se  refiere 
á  todos  los  agentes  administrativos,  sea  cualquiera  el 
careo  6  puesto  que  desempeñen. 

El  Código  penal,  aunaue  restringe  el  sentido  de  la  pala- 
bra funcionario,  no  la  denne  tampoco  con  entera  precisión. 
Según  él  (art.  416)  se  reputa  «funcionario  público  á  todo 
»el  que,  por  disposición  inmediata  de  la  ley  ó  por  elección 
^popular,  6  por  nombramiento  de  Autoridad  competen- 
»te,  participe  del  ejercicio  de  funciones  públicas.» 

En  materia  electoral  y  para  los  efectos  de  la  responsa- 
bilidad criminal  por  actos  ú  omisiones  punibles,  se  con- 
sidera/w;K;z(w¿zW(?^j&fíW¿íro^  no  sólo  á  los  nombrado^  por  el 
Gobierno,  sino  también  á  los  elegidos  popularmente.  Al- 
caldes, Tenientes  de  Alcalde,  Concejales,  Presidentes  de 
mesa.  Interventores,  miembros  de  las  Comisiones  del  cen- 
so, eñ  una  palabra,  a  cualesquiera  que  intervienen  directa 
}f  oficialmente  en  las- operaciones  electorales,  desde  la 
órmación  de  las  listas  hasta  la  celebración  de  los  escru- 
tinios (1). 
A  esta  vaguedad  é  indeterminación  de  las  disposicio- 

(1)    Leyes  Electorales  de  20  de  Agosta  de  1870  y  28  de  Ditíemhro  de  18Z8. 
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nes  legales  únese  la  sinonimia  que  en  el  lenguaje  vulgar 
ee  atribuye  á  las  palabras  funcionario  y  empleado. 

Autores  de  reconocida  y  justa  reputación  estiman  que 
funcionario  es  aquel  á  quien  se  encomienda  una  función 

Sública,  esto  es,  el  cumplimiento  de  ciertas  obligaciones 
erivadas  de  un  carácter  oficial,  diferenciándose  del  em- 
jdeado  en  que  éste  es  un  agente  del  Gobierno,  y  como  tal 
un  instrumento  del  Poder  ejecutivo;  pero  á  nuestro  juir- 
ció  ni  los  caracteres  propios,  ni  los  diferenciales  con  que 
se  intenta  definir  los  dos  distintos  conceptos,  bastan  para 
lograrlo;  porque  el  cumplimiento  de  obligaciones  deriva- 
das de  un  carácter  oficial  son  comunes  á  todos  los  que  se 
ocupan  directamente  en  el  servioip  público,  y  todos  tam- 
bién son  órganos  ó  instrumentos  altos  ó  bajos,  modestos 
ó  elevados  del  Poder  ejecutivo. 

De  todos  modos  no  nos  parece  que  vale  la  pena  empe- 
ñarse en  disquisiciones  para  averiguar  quiénes  son  fnn- 
donarios  y  quiénes  empleados ^  estando  todo  reducido  á  una 
cuestión  de  palabras,  sin  otra  trascendencia  que  la  de 
halagar  ó  iportificar  algún  sentimiento  poco  digno  de  ser 
tenido  en  cuenta. 

4."*  Agentes  directos  y  auíciliares, --^  A&i,  pues,  nuestra 
división  se  limita  á  distinguir  los  agentes  administrativo^ 
en  directos  y  availiares.  Los  primeros  están  caracterizados 
por  el  ejercicio  de  una  autoridad  propia  del  cargo  con 
relación  á  todo  el  público  y  son  oficialmente  conocidos 
de  éste.  Los  segundos  no  tienen  el  carácter  ni  la  notorie- 
dad oficial  de  aquéllos,  cuyos  trabajos  preparan  bajo  su 
dirección  y  autoridad.  Los  Gobernadores  de  provincia  por 
ejenaplo,  pertenecen  al  primer  grupo,  y  al  segundo  los 
oficiales  aue  en  los  Gobiernos  civiles  se  ocupan  en  la  ins- 
trucción de  los  expedientes.  Si  á  los  unos  se  les  quiere 
Jlamar  funcionarios,  y  á  los  otros  simplemente  empleados, 
nada  tenemos  que  decir. 

.  Si  bien  los  agentes  directos  y  los  aiixUiares  sirven 
bajo  la  autoridad  y  dependencia  del  Jefe  del  Estado, 
aquéllos  lo  están  inmediatamente,  enlazándolos  entré  sí 
\ina  rigorosa  jerarauía;  al  paso  que  én  los  últimos  la  de- 
pendencia se  establece  y  existe  por  el  intermedio  de  los 
agentes  directos  á  cuyas  órdenes  sirven,  y  la  jerarquía  hace 
relación  á  estos  mismos. 

Finalmente,  por  efecto  del  doble  carácter  que  en  ellos 
hemos  distinguido,  los  agentes  directos  reciben  y  trasmiten 
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lina  dirección  uniforme,  y  son  la  expresión  viva  de  la 
unidad  de  la  Administración,  mientras  que  los  auxiliares, 
como  anuncia  su  denominación,  están  destinados  á  ser 
instrumentos  de  la  autoridad  de  aquéllos. 

S."*  Leyes  de  empleados. — La  necesidad  de  un  personal 
apto  para  el  desempeño  de  las  funciones  y  servicios  de 
la  Administración  general  del  Estado,  y  de  los  enco- 
mendados por  las  leyes  á  las  Corporaciones  administra- 
tivas, es  una  de  las  más  universalmente  sentidas  en  Es- 
paña,.y  para  satisfacerla,  poniendo  término  á  los  abusos 
que  hacen  del  presupuesto  de  la  nación  el  botín  de  los 
partidos,  se  ha  intentado  organizado  bajo  reglas  gene- 
rales y  equitativas;  pero  aunque  á  ese  propósito  se  han 
dictado  leyes  y  otras  disposiciones,  el  resultado  no  ha 
corresponaido  á  las  esperanzas  fundadas  en  el  remedio; 
porque  cada  parcialidad  política  al  U^ar  al  poder  des- 
truye la  otra  de  su  adversario,  creyendo,  y  no  sin  ra- 
zón, que  el  pensamiento  en  que  está  inspirada  no  es  el 
bien  público,  sino  el  particular  provecho  del  partido  que 
la  ejecutó. 

Aig:o,  sin  embárao,  se  ha  adelantado.  Clases  y  carreras 
han  sidoorganizacMts  debidamente;  pero  la  piu^raente  ad- 
ministrativa, en  los  ramos  civil  y  económico,  apenas  si  par* 
ticipa  de  ese  lento  y  parcial  mejoramiento.  Contribuye 
no  poco  á  sostener  este  estado  de  cosas,  el  aue  á  la  concli- 
ción  de  responsables,  unen  los  agentes  administrativos 
de  todas  clases  el  deber  de  la  obediencia  al  superior,  y 
como  está  admitido  que  éste  puede  asumir  la  responsabi- 
lidad del  inferior,  dedúcese  de  aquí  que  no  hay  posibili- 
dad de  restringir  la  libérrima  facultad  del  Gobierno  y  de 
otras  Autoridades  para  nombrar  á  sus  subalternos,  y 
mucho  menos  de  establecer  á  favor  de  los  funcionarios  y 
empleados  garantías  de  inamovilldad,  sin  destruir  aque- 
llos principios. 

Sin  desconocer  que,  aun  cuando  no  imposible  ofrece 
alguna  dificfultad  la  conciliación  de  las  facultades  discre- 
clónales,  inseparables  de  la  Administración,  con  la'  calidad 
de  inamovibles  de  sus  agentes,  sobre  todo  en  aquellos 
que,  como  v.  g.,  los  Gobernadores  de  provincia^  han  de 
estar  completamente  identificados  oonel  pensamiento  po- 
lítico de  los  Ministros,  creemos  que  fuera  de  esos  funcio- 
narios, los  demás  cargos  de  la  Administración  pública 
no  sólo  pueden,  sino  que  deben  sujetarse  á  realas  que  dor 
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terminen  las  condiciones  de  ingreso,  ascensos,  separa- 
ción, etc.;  porque  es  inútil  todo  cuanto  se  haga  para  or- 
ganizar do  un  modo  conveniente  la  Administración,  si 
el  personal  encardado  de  las  funciones  y  servicios  carece 
de  las  dotes  y  circunstancias  necesarias  para  su  buen 
desempeño,  como  son  la  moralidad,  capacidad,  aptitud  y 
celo. 

6  ."*  Necesidad  de  restringir  el  arbitrio  minisieriaL—Mien^ 
tras  la  influencia  sea  la  llave  que  abre  las  puertas  de 
los  empleos  administrativos,  el  país  veráse  condenado  4 

{)agar  muchos  más  de  los  necesarios,  y  los  servicios  ado^ 
eoerán  de  defectos  consiguientes  á  la  escasa  aptitud  de 
auienes  están  de  ellos  encargados.  Urge,  pues,  por  más 
e  un  concepto,  poner  término  á  tanto  abuso,  y  si  hoy, 
en  algunos  casos,  lasleyes  restringen  la  libertad  del  Gobier- 
no respecto  al  nombramiento  y  destitución  de  ciertos  em- 
pleados, es  preciso  que  en  adelante  est»  sea  la  regla  gene- 
ral, exigiendo  para  el  ingreso  la  oposición,  el  concurso  ó 
al  menos  la  posesión  por  el  aspirante  de  título  académico 
profesional  o  científico:  la  antigüedad  combinada  con  el 
mérito  contraído  para  el  ascenso;  y  la  existencia  de  cansa 
bastante,  y  justificada  con  audiencia  dei  interesado  para 
la  separación.  ' 

CAPÍTULO  vm. 

DeBBCHOe  Y  DBBBRI^S  DB  LOS  AOBNTE9  BBTBtBUÍ0OS. 

1.^  EUdctoQ  de  la  aceptaaión  de  los  oargoa. — ^2^*  C|k|;egprÍA8.--3.^  Incompati^ 

bridad  de  sueldos. — é.**  ingreso  en  las  carreras,— ¿u^  iDcompatibilidados. — 

0.**  Fianzas.— 7.*    Aseen»©».— S.^  Preferencia  de  los  mñitares  lieenoiados. — 

9.^  Abono  de.  afios  de  8ervieio.-*10.  Lio^apilM. 

1  .•  afectos  de  la  aoeptaeiónr  de  las  ci«r^.^Entre  el  Estado 
y  sus  servidores  establece  el  nombramiento  aceptado  una 
especie  de  contrato,  por  virtud  delcuajéatosae  obligan 
á  desempeñar  bien  y  fielmente  los  car^os^  y  k  respon- 
der de  las  faltas  y  delitos  en  que  Incurran  al  ejercerlos, 
y  aquél  á  satisfacerles  la  remuneracióa  señalada,  que  de* 
be  ser  tal,  que  ni  por  escasa  exponga  á  la  tentación  de 
inmorales  lucros,  ni  por  excesiva  sea  gravosa  al  pueblo^ 
y  además  á  íespetaríe  en  el  puesto  que  ocupe  mientras 
se  conduzca  bien  en  él;  á  conferirle  los  ascensos  merecidos^ 
y  á  proporcionarle  en  caso  de  inutilidad,y  después  de  ciof'- 
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te  tiempo  de  servicio,  un  haber  pasivo.  Y  ya  que  para 
exigir  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  al  empleado 
posee  el  Estado  medios  sobrados,  justo  es  que  la  otra 
parte  tenga  Iob  precisos  para  lograr  el  reconocimiento  de 
su  derecho. 

2.**  Gatea orías.— De  la  legislación  general  relativa  á  la 
materia  solamente  algunas  disposiciones  subsisten  en  la 
práctica.  Entre  ellas  encuéntranse  las  que  dividen  los 
empleados  administrativos  en  las  cinco  categorías  si- 
guientes: 

1.'  Jefes  superiores  de  Administración;  2.*,  Jefes  de  Ad-^ 
ministración;  3.%  Jefes  de  Negociado;  4.*,  Oficiales;  5.*, 
A&pirant^sá  Oiicial. 

El  nombramiento  para  los  en^pleos  de  las  dos  pri- 
meras categorías  se  hace  por  Real  decreto  y  por  Real  or- 
den para  las  dos  siguientes.  Los  de  la  5.*  categoría  y  los 
subalternos,  como  escribientes,  con8erje^,  porteros,  el>- 
cétera  son  nombrados  por  los  Jefes  respectivos.  Todos 
contraen  la  obligación  ae  servir  en  el  punto  á  que  se  les 
destine  (1). 

3*^  Inc$mpaHbilidai  demeldos. — Está  prohibida  la  si-r 
multaneidad  de  dos  ó  más  sueldos,  comisiones  y  cualesr- 
quiera  otros  emolumentos,  sean  cuales  fueren,  en  todas 
las  dependencias  del  Estaao,  y  que  se  paguen  con  fondos 
generales,  provinciales  ó  municipales  (2), 

4."  Ingreso  m  las  carreras, — El  ingreso  en  la  carrera  de 
la  Admini3tración  civil  debe  hacerse  por  la  quinta  clase 
de  Oficiales.  Los  que  tengan  título  académico  de  facultad 
i)  estudios  superiores  pueden  ser  nombrados  para  plazas 
de  la  secunda  clase  4e  Oficiales  (3). 

5."*  Mcompatibilidades. — Para  evitar  los  inconvenientes 
anejos  al  ejercicio  de  un  cargo  público  administrativo  en 
determinados  puntos  está  prohibido  desempeñar  los  do- 
tados con  má^de  1.50O  pesetas  anuales  á  los  oue  sean 
naturales  de  la  provincia  donde  debfi  servirse  el  empleo 
á  loe  que  tengan  en  ella  adquirida  vecindad  dos  años 
antes  del  nombramiento  ó  posean  bienes  raices,  ó  ejer-^ 
zan  alguna  industria,  comercio  ó  granjeria,  á  excepción 
de  los  cargos  de  la  Administración  central  y  provincial  de 

(1)    B.  D.  de  18  de  Junio  de  18&3. 
(3)    Ley  de  8  de  Julio  de  1856. 
(8)    Ley  de  21  de  Julio  de  1876. 
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Madrid,  de  los  Gobernadores,  empleadoe^  de  fianza,  Se- 
cretarios de  Universidades  y  Juntas  provinciales  de  Ins- 
trucción pública,  Ingenieros  de  caminos,  minas  y  montes 
y  agrónomos,  el  personal  facultativo  subalterno  de  estos 
ramos  y  los  Inspectores  y  Subinspectores  de  vigilan- 
cia (1). 

e.""  Fianzas.— Lo^  empleados  que  están  obligados  á 
constituir  fianza  pueden  prestarla: 

1.**    En  metálico. 

2.**  En  efectos  públicos  al  cambio,  término  medio,  de 
la  cotización  del  mes  anterior  al  en  que  la  constituyan. 

3.''    En  fincas  rústicas. 

4.**  En  fincas  urbanas  situadas  en  capitales  de  provin- 
cia ó  en  poblaciones  de  más  de  20.000  habitantes. 

La  estimación  de  las  fianzas  en  fincas  se  hará  dando 
á  éstas  la  tercera  parte  del  valor  aue  resulte  capitalizan- 
do la  renta  líquida  imponible  amillarada  al  5  por  100  res- 
pecto á  las  rústicas  y  el  4  por  100  las  urbanas  (2). 

7."*  Ascensos.— PosTíx.  ascender  de»  una  clase  á  otra  se 
requiere  haber  servido  dos  años  en  la  inmediata  inferior; 

Ír  contar  con  los  de  servicio  que  los  reglamentos  sefta- 
en(3). 

8.**  Preferencia  de  los  licenciados  y  sargentos  del  Ejirqitó  y 
Armada.— hoQ  soldados  licenciados  del  Ejército  y  Arma- 
da y  los  voluntarios  que  combatieron  para  dominar  la 
última  insurrección  carlista,  serán  nombrados  para  todos 
los  destinos  subalternos  que  no  requieran  condiciones  es- 
peciales determinadas  para  su  desempeño  (4). 

Todos  loe  empleos  de  la  Administración  civil  que  no 
excedan  de  1 .750  pesetas  de  sueldo  se  conferirán  á  los  que 
sirvan  ó  hayan  servido  en  el  Ejército  y  Armada  en  clase 
de  sargentos  (5). 

9.**  Adono  de  aflos  de  servicio.-^A  los  cesantes. que  sirvaii 
en  las  Delegaciones  creadas  para  la  liquidación  del  Es- 
tado con  el,  Banco  de  España  se  les  abonan  para  la  clasir 

■'.'•>■' I        '  '  ■  ■  .1.1.1         I     ,  I     n 

(1)  Decretos  de  21  de  Mayx)  de  1874  y  8  de  Febrero  dé  1875,  leyéB 
de  21  de  Julio  de  1876, 11  id.  1877,  21  id.  1878. 

(2)  Ley  de  1  í  de  Juüo  de  1877,  art.  72. 

(3)  Ley  de  21  de  Julio  de  1876,  art.  26,  regla  8.» 

(4)  Decretos  de  24  de  Setiembre  de  1874  y  26  de  Julio  de  1876.  Ley 
de  10  de  Julio  de  1886. 

(6)    Ley  de  8  de  Julio  de  1876  y  R.  0.  de  4  dé  Abrildé  1877. 
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licación  los  años  quépase  en  esa  situación.  Igual  efecto 
produce  el  tiempo  servido  en  la  Real  Casa  (1). 

Con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  10  de  los  Estatutos 
de  la  Real  Academia  Española  aprobados  por  R.  D.  de  24 
de  Agosto  de  1859,  el  cargo  de  Académico  de  número  se 
considera  como  continuación  del  servicio  en  las  carreras 
del  Estado  (2). 

10.  Licencias.— Entre  las  obligaciones  que  lleva  consi- 
go la  aceptación  de  un  empleo  público  hemos  visto  que 
figura  la  de  residir  en  el  punto  designado  por  el  Gobier- 
no. Este  deber  inherente  á  la  naturaleza  de  esos  cargos^ 
aunque  absoluto,  admite  sin  embargo  la  adopción  de 
temperamentos  que  sin  dispensar  de  cumplirlo  permitan 
al  empleado  ausentarse  por  algún  corto  tiempo  cuando 
de  ello  tiene  necesidad. 

Las  licencias,  que  así  se  llaman  los  permisos  que  para 
esas  ausencias  se  otorgan,  buenas  y  justas  en  sí,  con  ver- 
tiríanse  en  abuso  perjudicialísimo  si  su  concesión  no. es- 
tuviera limitada  por  justas  realas. 

Por  lo  que  á  ios  ramos  de  la  Administración  pública 
hace,  los  empleados  no  pueden  ausentarse  del  punto  de 
su  residencia  sin  licencia,  entendiéndose  que  abandona 
su  destino  el  que  de  otro  modo  procede. 

La  concesión  de  licencias  corresponde  á  los  Ministros 
respecto  á  los  funcionarios  nombrados  por  Real  decreta 
ó  Real  orden  y  á  quienes  los  hayan  nombrado  en  los  de- 
más casos;  pero  para  obtenerlas  ha  de  mediar  solicitud 
con  expresión  del  motivo.  Cuando  éste  procede  de  enfer- 
medad, puede  concederse  un  mes  con  sueldo  entero,  y 
una  prorrogado  15  días  más  con  medio  sueldo.  Las  li- 
cencias por  otras  causas  son  sin  sueldo  (3). 

(1)    Ley  de  21  de  Julio  de  1876,  arts.  81  y  32. 
Ley  de  21  de  Julio  de  1878. 
Ley  de  21  de  Julio  de  1878,  art  48. 
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De  las  Autoridades  generales. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 

LOS  MlNISTItOS. 

1.*  Carácter  áel  cargo.— í.®  8n  histoHa.  (a)  Época  antigua,  (b)  Ép^ca  moderDa. 
— ^*  Aotorídadea  distíntivias  y  íoeldos.— 4,*  (^gamsiaos  «uxiliareg.— 5."  Oonse- 
y>8. — 6.'  Atrihaciones  de  loa  Ministros.— 7."  Id.  comunes.— 8.**  Limites  de  la  Au- 
toridad ministerial.— 9.°  Modo  de  ejercerla. — 10.  Consejo  de  Ministros.— 11.  Su 
mbáo  de  foncionar.— 13*  Prendencia.— 13.  Oaráeter  y  fuaciones  del  Consejo  de 

Ministros. 

i  .*"  Carácter  del  carfo.—m  primer  lugar  entre  los  agen- 
tes administrativos  ocúpanlo  aquellos  que,  colocados  in- 
medíamente  bajo  la  autoridad  del  Jefe  del  Estado  en  ge- 
neral, y  en  España  bajo  la  del  Monarca,  obran  como 
delegados  directos  de  éste,  á  quienes  se  denominan  i/t- 
nUtroSj  por  ser  los  que  en  su  nombre  y  representación 
cuidan  del  buen  régimen  y  gobierno  de  la  Nación. 

Los  Ministros,  en  los  Elstados  que,  como  nuestra  pa- 
tria, están  organizados  sobre  la  división  de  los  poderes 
públicos,  desempeñan  funciones  políticas  ó  de  gobierno,, 
administrativas  y  jurídíco-administrativas.  El  estudio  de 
las  primeras  compete  al  derecho  público  constitucional, 
y  de  ellas  nos  hemos  ocupado  en  cuanto  era  necesario 
para  nuestro  objeto. 

Las  jurídico-administrativas  serán  expuestas  al  tratar 
de  la  jurisdicción  contenciosa  de  la  Administración. 

Ahora  sólo  las  puramente  administrativas  son  nuestro 
objeto. 
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Considerados  bajo  este  punto  de  vista,  son  los  Ministros 
ios  Jefes  de  las  grandes  divisiones  de  la  Administración 
pública  denominados  Ministerios. 

Colocados  inmediatamente  después  del  Rey,  constitu- 
yen los  Ministros  la  primera  categoría  en  la  jerarquía  ad- 
ministrativa; el  Monarca,  por  su  augusto  y  elevadísimo 
carácter,  no  puede  ni  debe  contarse  en  la  serie  de  las  Au- 
toridades administrativas,  porque  la  suya  es  un  poder, 
una  potestad  en  que  se  compendia  y  reúne,  no  sólo  toda 
la  de  ejecución,  sino  parte  aé  la  legislativa,  á  la  vez  que 
la  representactón  p6rmanepLte>  la  encarnaición  continua 
de  todos  los  intereses  sociales. 

2.°  Su  historia. — La  institución  ministerial  en  su  for- 
ma actual  es  una  consecuencia  de  los  principios  sobre 
que  reposa  la  organización  del  Gobierno  constitucional 
representativo*  mas  considerada  históricamente,  es  la 
continuación  de  antiguos  cargos  y  dignidades. 

(a)  Época  antigua, — En  los.  principios  de  nuestra  Mo- 
narquía, el  Poder  Real  no  fué  nunca,  ni  ilimitado,  ni  abso- 
luto de  derecho,  aunaue  de  hecho  comenzase  á  adquirir 
ese  carácter  desde  el  advenimiento  de  ía  dinastía  aus- 
tríaca. 

El  mecanismo  constitucional  era,  sin  embargo,  muy 
sencillo,  y  más  vivía  de  la  tradición  que  de  las  fórmulas 
escritas,  aunque  ciertamente  no  faltan  en  los  antiguos 
códigos,  terminantes  y  sabias  disposiciones'én  orden  á  li- 
mitar la  autoridad  del  Monarca. 
-  C.a«i  desde  el  comienzo  las  Cortes  le  sirvieron  de  con- 
trapeso. 

Sucesoras  de  los  antiguos  Concilios  en  que  el  Rey,  de 
acuerdo  con  la  nobleza  y  los  Obispos,  y  con  la  aproba- 
ción del  pueblo,  estatuía  lo  necesario  para  el  buen  régi- 
men del  Reino,  las  Cortes  llegaron  á  tener  uriít  fuerza  pre- 
ponderante, y  ciitre  ellas  y  el  Rey  no  había  ningún  ii>tei>- 
mediario.  Él  mismo  Monarca  las  presidía  por  sí  ó  por 
medio  de  un  delegado  ad  hoe,  y  á  éí  acudían  dírectamen*- 
te  con  sus  peticiones  Itos  procuradores  del  pueblo. 

Por  otra  parte,  la  necesidad  obligaba  al  Rey  á  Compar- 
tir con  la  nobleza  el  poder,  nombrando  dó  entré  sü&  indi- 
viduos á  los  altos  ftin'cionarios,  qué  ejercían  tina  autori- 
dad muy  extensa,  con  atribuciones  propias,  y  celosamen- 
te defendidas  por  quienes  las  obtenían.  -    ' 

Comenzaron  á  conocerse  estos  cargos  desde  que  los 
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godos  86  dedicaron  á  regularizar  la  organización  de  su 
gobierno,  tomando  por  modelo  la  del  imperio  de  Oriente, 
de  quien  fueron  auxiliares. 

Los  (hmes  ó  Condes  eran,  ya  altos  dignatarios  palati-» 
nos,  ya  verdaderos  Jefes  superiores  de  algún  ramo  de  la* 
Administración  general. 

El  Conde  de  los  arpentario^  éralo  del  de  la  acuñación  de 
moneda;  del  de  los  numerarios  dependían  éstos,  á  quienes 
estaba  encomendada  la  cobranza  de  los  impuestos;  el  de 
los  Tesoros  entendía  con  suprema  autoridad  en  cuanto  ha- 
cía relación  á  los  gastos  é  ingresos,  etc. 

No  estaba,  pues,  limitada  a  los  asuntos  personales  del 
^ey,  ni  áJos  de.su  palacio,  la  autoridad  de  esos  y  otros 
altos  funcionarioisde  tan  remota  época,  siquiera  anduvie- 
ran mezclados  los  intereses  particulares  cfel  Príncipe  con 
los  de  la  Nación  por  efecto  de  lo  rudimentario  de  ios  or- 
ganismos, aunque  no  tanto  gue  no  estuviera  establecida, 
como  hizo  la  ley  5.",  tít.  I."",  íib.  2/  del  Fuero  Juzgo,  cla- 
ra y  terminante  distinción  entre  la  hacienda  ó  patrimo- 
nio privado  del  Rey,  y  el  que,  siendo  del  pueblo,  disfru- 
taba para  sostener  ios  gastos  de  la  Monarquía. 

Después  de  la  destrucción  del  gobierno  godo,  debió 
subsistir  por  lai^o  tiempo  una  forma  semejante  en  el  me- 
canismo del  poder  público,  forma  que  paulatinamente,  y 
á  medida  que  surgían  nuevas  necesidades,  fuese  mo- 
difícando. 

Sucesores  de  aquellos  ComeSy  ó  Condes,  fueron  con  el 
tiempo  el  Justicia  mayor,  el  Contador  mayor,  el  Nota- 
rio, etc.,  especie  de  Ministros  á  quienes  el  Rey  encomen- 
daba: ya  lo  referente  al  personal  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  las  providencias  judiciales,  nombramiento  de  los 
alguaciles  mayores  en  todas  las  Audiencias,  Consejos  y 
Cnancillerías,  persecución  y  castigo  de  oficio  ó  á  instan- 
cia de  parte  de  los  malhechores;  ya  la  dirección  superior 
de  las  operaciones  relativas  á  la  percepción  é  inversión 
de  caudales;  bien  la  autorización  de  los  documentos  Rea- 
les, etc.  La  prueba  de  la  grandísima  autoridad  ó  impor- 
tancia de  éstos  y  otros  semejantes  dignatarios,  hállase 
en  oue.les  correspondía  confirmar  después  del  Rey  y  de 
los  Príncipes  \o^  privilegios  rodados  y  firmando  al  pié  de  la 
rueda  ó  inmediatos  á  ella. 

Mas  sea  lo  que  quiera  de  estos  precedentes  históricos, 
en  lo  que  no  cabe  duda  es  en  que,  desde  el  siglo  xnr  el 
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Consejo  instituido  por  D.  Juan  I,  y  más  tarde,  los  varios 
y  diferentes  Consejos  creados  para  entender  en  los  asun- 
tos del  Reino,  dirigieron,  bajo  la  dependencia  del  Rey, 
toda  la  administración  pública,  viniendo  á  ser  sus  Pre- 
sidentes funcionarios  semejantes  á  los  Ministros  del 
Príncipe. 

(b)  Ejioca  í?w¿?^f9í¿.— Omitiendo  otras  particularidades 
que  harían  prolija  esta  reseña,  no  pueden  dejar  de  men- 
cionarse los  Secretarios  de  Estado  y  los  Secrétanos  del  despa- 
cho, denominaciones  aun  hoy  usadas. 

Parece  que  en  un  principio  se  llamaban  Secretarios  de 
Estado,  ó  del  Consdo  de  Estado,  á  los  que  desempeñaban 
las  Secretarías  del  Consejo  y  Cámara  de  Castilla,  sin  quo^ 

Sueda  precisarse  cuándo  empezaron  á  diferenciarse  unos 
e  otros.  Desde  mediados  del  siglo  xvii  encuóntranse  ya 
las  denominaciones  aplicadas  con  determinación.  Eran 
Secretarios  de  Estado  los  del  Consejo,  y  del  despacho 
aquellos  que,  despachando  directamente  con  el  Rey,  ex- 
tendían y  comunicaban  las  órdenes  y  decretos  que  aquél 
dictaba. 

Las  Secretarías  que  nos  ocupan  pasaron  por  vicisitudes 
que  no  hace  al  caso  referir.  Basta  á  nuestro  propósito 
consignar  que  el  cúmulo  de  asuntos  en  que  tenía  que 
decidir  el  ^lonarca  fuese  aumentando  á  medida  que  su 
autoridad  adquiría  mayor  robustez,  llegando  á  tal  grado, 
que  el  gran  Felipe  II,  comprendiendo  la  imposibilidad  de 
atender  á  tan  inmenso  trabajo  con  el  auxilio  de  un  solo 
Secretario,  recomendó  testamentariamente  á  su  sucesor 
la  creación  de  una  junta  que  le  sirviera  de  consejero  y 
guía.  No  se  hizo  así  sin  embargo,  y  el  favoritismo,  no 
siempre  atento  al  mérito  y  á  los  loables  servicios,  convir- 
tió en  Ministros  universales  y  prepotentes  á  válidos  dies- 
tros en  lisonjear  las  pasiones  del  Soberano. 

En  tal  situación  encontró  á  España  Felipe  V,  quien 
animado  del  deseo  de  poner  coto  á  los  daños  que  al  Reino 
acarreaba  ese  sistema,  creó  por  decreto  de  11  de  Julio 
de  1705  dos  Secretarios  del  despacho,  y  más  adelante,  por 
decreto  de  30  de  Noviembre  de  1714  repartió  los  asuntos 
en  cuatro  Secretarías  del  despacho  y  una  superinten- 
dencia de  Hacienda. 

Esta  organización  sufrió  frecuentes  y  profundas  mo- 
dificaciones y  cambios  en  lo  restante  del  siglo  pasado. 

A  principios  del  actual  (1812)  las  Cortes  de  Cádiz  crea- 
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ron  8iete  Ministerios  denominados:  Efetado^  Gobernación 
d^  la  Península  ó  isías  adyacentes.  Gobernación  de  Ul- 
tramar, Gracia  y  Justicia,  Hacienda,  Guerra  y  Marina. 
La  reacción  de  1814  redujo  los  departamentos  ministe- 
riales á  cinco. 

Restablecida  la  Constitución,  volvieron. á  ser  siete 
en  1820,  para  reducirse  á  menor  número  abolida  aquólLx 
en  1823,  conforme  á  las  modiflcaciones  que  los  Reales 
decretos  do  27  de  Mayo  de  ese  año  y  31  de  Diciembre 
de  1824  introdujeron  en  la  planta  de  las  Secretarías  dgl 
despacho. 

Por  R.  D.  de  3  de  Noviembre  de  1832  creóse  el  Minis- 
terio de  Fomento,  que  vino  á  sustituir  al  antes  donomí- 
fiado  de  Gobernación,  pero  conservó  por  poco  tiempo 
aquel  nombre  que,  en  13  de  Mayo  de  1833,  cambió  por  el 
de  Ministerio  ele  Inferior  y  recibiendo  en  4  de  Noviembre 
de  1835  el  de  Ministerio  de  la  Gol^ernacióu  del  Reino,  quo 
hoy  tiene. 

Él  desarrollo  de  los  intereses  públicos  y  la  consiguiente 
complicación  y  aumento  de  los  asuntos,  hizo  necesario  el 
establecimiento  de  un  nuevo  centro  aaipinistrativo  que, 
con  el  título  de  Ministerio  de  Coniercio,  Ii;istrucción  y 
Obras  públicas,  fie  instituyó  en  28  de  Enero  de  1847,  to^ 
mando  en  20  de  Octubre  ele  1851  el  de  fomento  con  que 
hoy  le  conocemos. 

Finalmente,  en  23  de  Junio  de  1863  so  reunieron  todos 
Jos  asuntos  del  gobierno  y  administracióíi  de  las  provin- 
cias ultramarinas  en,  el  Ministerio  de  Ultramar. 

3.*  Autoridddy  distintivos  y  sueldo.-^Loa  Ministroí^  s<^n 
los  Jefes  superiores  de  todos  los  ramos  asignados  á 
sus  respectivos  departamentos,  corresi^ondiéndoles  en 
eate  concepto  la  autoridad  y  atribuciones  propias  del 
cai^o  (1). 

Enjos  actos  oficiales  usan  los  Ministros  el  uniforme 
coireapondiente  á  su  elevada  categoría,  y  como  síruq  de 
Autoridad  permanente,  bastón  con  puho  y  borlas  d,o 
oro  {2).  :     > 

El  sueldo  de  los  Ministros  no  corresponde  á  la  impor- 
tancia de  sus  funciones;  es,  do  30.000  pesetas>  y  sujeto  á 
descuento. 

(i;    R.  D.  de  í.o  de  Junio  de  1660. 
(2)    R.O..de2ideMayodel854. 
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La  acción  ó  autoridad  de  los  Ministros  se  extiende  á 
todo  el  país,  aunque  sólo  en  los  asuntos  concerniente^  al 
ramo  peculiar  de  cada  Ministerio,  y  la  ejercen  por  medio 
de  la  correspondencia  con  los  agentes  directos  que  les 
están  subordinados.  Las  formas  principales  en  que  lo 
hacen  llevan,  como  se  dijo  yia,  los  nombres  de  órdenes, 
instrucciones  (circulares  ó  individuales)  y  pf ovidentías  ó 
decisiones.  Al  cumplimiento  inmediato,  ó  mejor  dicho, 
á  la  observancia  de  estas  tres  clases  de  resoluciones,  sólo 
están  obligados  los  agentes  administrativos,  cuando  con- 
tienen preceptos  ó  medidas  generales,  y  carecen  de 
fuella  respecto  á  los  ciudadanos,  que  por  lo  mismo  no 
pueden  recurrir  contra  ellas,  sino  en  el  caso  de  que  se  les 
apliquen .  • 

En  los  asuntos  en  que  se  versan  intereses  particulares, 
la  Autoridad  ministerial  se  formula  también  en  decisio- 
nes ó  Reales  órdenes  cuya  verdadera  naturaleza  se  expu- 
so anteriormente. 

Lo  mismo  debe  decirse  cuando  resuelven  respecto  á 
asuntos  de  que  conocen  no  directamente,  sino  en  apela- 
ción de  actos  de  sus  subordinados;  maé  entonces  obran, 
no  como  Jueces,  sino  como  superiores  jerárquicos  de  las 
Autoridades,  contra  cuyas  providencias  ee  recurre. 

Cuando  los  Ministros  son  llamados  á  Conocer  de  los  ac- 
tos áe  sus  subordinados,  no  actúan  ni  deciden  por  ver- 
dadera acción,  sino  más  bien  por  inspección,  término  exacto 
para  expresar  nuestra  idea,  porque  el  poder  6  potestad 
ministerial  en  tales  óasos,  está  limitado  á  la  aposición  éin 
que  deba  llegar  ala  disposición ,  ya  que  de  otro  modo  se 
perturbaría  el  orden  de  las  funciones,  abrogándose' el  su- 
perior el  desempeño  de  las  que  por  las  leyes  pertenecen 
á  los  agentes  directos  inferiores,  y  por  eso  al  resolver  so- 
bre lo  hecho  por  éstos,  concrétanse  los  primeros  á  de- 
jarlo sin  efecto  en  unos  casos  y  en  otros  á  eonflrmario. 

En  concepto  de  representantes  legales  áé  los  intereses 
del  Estado  pertenecientes  al  mmo  dé  que  son  Jefes,  k)s 
Ministros  celebran  contratos  para  obras  y,  servicios  que 
afectan  á  aquéllos.  Con  el  mismo  car^ictér  iforma  los  j^re- 
supuestos  de  los  respectivos  departamentos,  disponen  la 
inversión  de  los  fondos  y  rinden  de  ella  cuenta  iustificia- 
da.  Todos  estos  actos  suelen  denominarse,  actos  ae  gestión, 
no  porque  otros  dejen  de  serlo  también,  sino  á  causa  de 
que,  mas  en  ellos  que  en  éstos  aparecen  los  Ministros  cui- 
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dando  del  pataimonio  y  caudal  do  la  Nación,  en  cuyo 
nombre  compran  ó  venden,  arriendan,  permutan  ó  con- 
traen obligaciones  y  adquieren  derechos  civiles  por  su 
naturaleza. 

4."  OrgawUmos  ausdUares. — En  el  desempeño  de  las  al- 
tas y  complejas  funciones  que  les  están  confiadas  auxilian 
á  los  Ministros  otros  agentes  inferiores  de  diversas  cate- 
gorías, y  algunos  Cuerpos  consultivos;  pero  por  alta  que 
sea  la  categoría  de  cualquiera  de  los  citados  agentes,  ca- 
recen en  general  del  poaer  de  resolución  como  inherente 
al  cai^o,  salvo  los  casos  en  que  como  verdadera  delega- 
ción de  su  Jefe  dictan  ciertas  providencias  como  á  su  tiem- 
po notaremos. 

Esc  personal  auxiliar  hállase  distribuido  en  Subsecreta- 
rías, Direcciones  é  Inspecciones  generales,  las  cuales  á 
8u  vez  se  subdistribuyen  en  secciones  y  negociados.  En 
las  provincias  representan  la  acción  ministerial,  aunque 
con  funciones  propias^  agentes  directos  y  especiales,  ge- 
rárquicamente  organizados  dentro  de  caaa  ramo,  y  opor^ 
tunamente  expondremos  cuáles  son  su  carácter  y  auto- 
ridad. 

5.**  Cons^os.-^Cevcdk  de  cada  Ministerio  hay  uno  ó  var- 
rioe  Cuerpos  consultivos  destinados  á  ilustrar  al  Ministro 
en  los  asuntos  que  poi^diepoeioión  de  éste  les  son  cónsul 
tados,  ó  en  las  que  por  disposiciones  legales  debe  oir  su 
dictamen. 

El  Consejo  de  Estado,  del  cual  hablaremos  después, 
está  destinado,  como  su  nombre  indica,  á  servir  de  ase- 
sor, no  á  este  ó  el  otro  Ministerio,  sino  al  Gobierno,  como 
tal,  si  bien  las  secciones  de  que  se  compone,  separada- 
mente consíd^adas,  forman  otros  tantos  Consejos  en  los 
aBuntos,  cuyas  denominaciones  las  distinguen. 

El  conjunto  de  todos  los  auxiliarles  unipersonales  y  co- 
lectivos que  sirven  bajo  la  dependencia  inmediata  de  cada 
Ministro,  constituye  lo  que  se  llama  la  Administración  cen- 
iral  de  cada  Ministerio,  porque  de  ella,  teniendo  á  la  ctí- 
beea  el  Jefe,  paite  la  dirección  administrativa  de  todos  los 
iatei^eses  generales  del  país. 

-•6.^  ^<níwíd»«#.-*-Deriyadas  de  lo  que  constituye  la 
eeencía  y  natui*aleza  del  cargo,  de  su  condición  de  agen- 
tes inmediatos  é  indispensables  de  la  vohintad  Real,  en 
'Cuanto  atafteé  la  gobernación  dsel  Reí no^  puesto  que  la 
Od*i6titución  (arts.  48  y  siguientes),  después  de  erigir  en 
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principio  la  irresponsabilidad  del  Rey,  establece  que  «nin- 
gún mandato  Real  puede  llevarse  á  efecto  si  río  está  re- 
frendado por  un  Ministro,  que  por  solo  este  hecho  se  hacie 
responsable,»  las  atribuciones  de  los  Ministros  son  de  dos 
clases,  ó  mejor  dicho,  pueden  distinguirse  en  dos  grupos, 
á  saber:  I.""  Las  que  siendo  inherentes  al  elevado  cargo 
que  desempeñan  son  iguales  para  todos  ellos;  y  2.**  Las 
que  proviniendo  de  la  especialidad  de  los  asuntos  de  cada 
Ministerio,  corresponden  privativamente  á  cada  Ministro 
en  particular.  Esta  distinción  suelen  enunciarla  los  autor- 
res  llamando  generales  ó  comunes  á  las  primeras,  y  especia- 
les á  las  otrí^s- 

En  el  desempeño  de  todas  obran  los  Ministros /í¿r^i»^u^, 
por  lo  niismp.que  soíi  responsables  de  sus  actos  y  dejlos 
desús  subordinados* 

7."  Fa4iultades  comunes, -^lj^ñhc\útdká&&  comunes  a  los 
Ministros,  considerados  como  administradores,  pueden 
resumirse  así:  cuidar  de  la  ejecución  de  las  leyes:  formar 
los  r^lamentps.  para  fsuoilitar  su  cumplimiento:  dirigir  á 
«US  subalternos  las  instruceio  nes  generales  y  particula- 
res conducentes  al  mejor  desempeño  de  los  cargos  res- 
pectivos; nombi?ar  y  separar  übremente  á  los  funcio- 
narios y  empleadqs  dependientes  de  su  autoridad,  cuan- 
do por  las  leyes  no  se  exijan  condiciones  especiales  y  no 
se  prescriban  formas  determinadas  para  ello:  reformar 
las  disposiciones  y  providencias  de  los  inferiores,  ya  de 
oficio,  JB  á  instancia  departe,  según  los  casos,  salvo  cuan- 
do  aquéllas  pongan  término  á  la  vía  gubernativa:  formar 
loe  presupuestos  de  sus  departamentos  respectivos,  y  una 
vez  aprobados  por  las  Cortes,  disponer  dentro  de  los  cré- 
ditos en  ellos  autorizados,  la  aplicación  de  los  fondos 
que  en  las  distribuciones  mensuales  se  concedan  á  cada 
Ministefrio,  é  igualmente  rendir  la  cuenta  justificada  de 
su  inversión:  celebrar  en  representación  del  Estado  y  lá 
Qu  nombre  los  contratos  necesarios  para  el  buen  servictb 
de  aquél, 

Last  providencias  dictadas  por  un  Ministro  no  pueden 
ser  revocadas  ni  reformadas  por  ninguno  de  sus  colegat^^ 
ni  por  ningun^f  otra  Autoridad  ó  Tribunal,  salvo  los  casos 
y  en  la  forma  que  veremos  al  tratar  de  lo  contencioso— 
administrativo.  , 

8.^  Limites  de  la  Autoridad  mnisterial^^hoñ  límites  de 
la  autoridad  de  los  Ministros  son  difíciles  de  señalar^ 
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poniue  á  excepción  de  algunos  puntos  y  materias  en 
que  las  disposiciones  legales  los  fijan,  en  los  demás  care- 
cen de  concreta  determinación.  Esto  no  obstante,  cabe 
establecer  por  exclusión  hasta  donde  llegan,  ya  que  de 
allí  en  adelante  su  acción  invadirá  la  de  otro  poder  ó  de 
otro  organismo,  si  se  tiene  en  cuenta  que  las  leyes  pres- 
criben las  reglas  fundamentales  y  las  formas  esencia- 
les en  cada  materia,  mientras  que  al  Poder  ejecutivo 
sólo  corresponde  adoptar  aquellas  que  tienen  por  fin 
el  cumplimiento  exacto  de  las  primeras,  y  versan  por 
consiguiente  sobre  pormenores  de  la  ejecución  de  las  le- 
yes; por  donde  distinguiendo  á  éstas  los  caracteres  de 
permanencia  y  constancia  las  otras  cambian  y  se  modifican 
á  medida  de  las  circunstancias.  Corolario  de  esta  doctri- 
na es  que  las  disposiciones  ministeriales  serán  inconsti- 
tucionales y  abusivas  cuando  directa  ó  indirectamente 
deroguen  preceptos  legislativos  ó  tiendan  á  su  inobseiv 
vancia. 

Definidos  los  derechos  privados  por  las  leyes,  cuyo 
conjunto  forma  el  derecho  civil  que  á  los  Tribunales  or- 
dinarios de  justicia  corresponde  exclusivamente  aplicar, 
las  cuestiones  en  que  se  ventilen  derechos  acerca  de  la 
propiedad,  la  posesión,  el  estado  civil  de  las  personas, 
etcétera,  no  pueden  ser  resueltas  por  la  Autoridad  mi- 
nisterial. 

Por  análoga  razón,  está  fuera  de  su  alcance  la  suspen- 
sión, modificación,  y  con  mayor  motivo  la  anulación  de 
las  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  ordinarios  en 
los  asuntos  civiles  y  criminales. 

•  En  cuanto  á  los  últimos,  su  potestad  no  alcanza  más 
que  á  intervenir  en  los  expedientes  de  indulto;  pero  nunca 
con  el  caráctei*  de  superiores  de  los  Tribunales  y  en  el 
sentido  de  reforma  de  sus  fallos,  sino  pura  y  simplemen- 
te como  consejeros  del  Rey,  á  quien  está  atribuido  el  po- 
der de  perdonar  á  los  delincuentes  las  penas  que  se  les 
hayan  impuesto. 

9."  Mmo  de  ejercerla, ^'i^o  hay  establecido  procedimien- 
to en  los  asuntos  cuya  resolución  corresponde  á  los  Mi- 
nistros, ni  hay  términos  señalados  para  que  dicten  reso- 
lución á  excepción,  de  los  relativos  á  las  apelaciones  y 
alzadas  en  asuntos  económicos,  y  á  los  recursos  que  se 
entablen  contra  providencias  y  acuerdos  de  Ayuntamien- 
tos y  Diputaciones.  En  estos  puntos  la  regla  legal  no  exis- 
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te,  casi  siempre  se  instruyen  y  deciden  ios  expedientes  sin 
audiencia  de  los  interesados,  cuya  intervención  en  eIlo« 
suele  reducirse  á  las  exposición^  ó  instancias  con  que 
loe  promueven,  sin  otro  elemento  de  prueba  que  los  docu- 
mentos con  que  la  acompañan  y  los  datos  que  la  Admi- 
nistración posee.  Laa  resoluciones  son  unas  veces  dicta- 
das de  plano,  y  otras  después,  de  oir  á  algún  Cuerpo  con- 
sultivo es¡  ecial,  ó  al  Consejo  de  Estado  en  pleno  ó  en 
secciones;  pero  ningún  recurso  legal  hay  contra  ellas 
fuera  del  contencioso  administrativo  cuando  procede. 

10.  Consejo  de  Mimstros.-^En  resumen,  los  Ministros^ 
como  delegados  inmediatos  del;  Rey  ó  instrumentos  u 
órganos  de  la  Autoridad  Real,  son  sus  representantes  en 
la  político,  y  sus  agentes  en  lo  administrativo;  pero  la 
Administración)  y  má^s  todavía  la  política,  requiere  uni- 
dad de  pensamiento,  imposible  ei  cada  4ino  de  esos  fun- 
cionarios obrase  guiado  por  su  criterio  personal,  y  no 
conforme  á  un  plan  concertado,  al  menos  en  los  asuntos 
de  gravedad  y  trascendenbia,  si  no  convinieran  en  una 
síntesis  superior  los  impulsos  y  fuerzas  dei  Gobierno, 
para  imprimir  una  dirección  fija  á  los  intereses  nacio-^ 
nales. 

Esta  unidad  de  ipiras,  de  pensamiento  y  acción,  lógra- 
se por  medio  del  Consejo  de  Ministros,  es  decir,  de  la 
Corporación  que  éstos  forman. 

El  Consejo  de  Ministros,  llamado  así  porque  constituye 
el  CuQrpo  que[propone  al  Rey  las  resoluciones  que  cree 
más  convenientes  al  bien  público,  singularmente  cuando; 
ha  de  hacer  uso  de  las  preri^ogativas  que  le  corresponden, 
no  es  sólo  una  necesidad  determinacla  por  las  exigencias 
de  orden  político  y  administrativo,  sino  una  consecuencia 
indeclinable  del  sistema  representativo  y  pjarlamentario, 
en  el  cual  la  responsabilidad  ministerial  es,  como  ya  he- 
mos dicho,  el  eje  sobre  que  gira  toda  la  máquina  del  po- 
der, dejando  á  salvo  la  inviolabilidad  del  Monarca,  sin 
que  por  eso  sufra  menoscabo  el  derecho  de  la  Nación  á 
residenciar  á  sus  administradores  y  gobernantes. 

11.  Su  modo  defuncionwíf, — Respondiendo  los  Ministros, 
no  sólo  de  sus  actos  propios  y  personales,  sino  de  los  del 
OoUerno  ó  Gabineie  de  que  forman  parte,  natural  y  justo  es 
que  antes  de  cargar  con  esa  responsabilidad,  ó. mejor  di- 
cho, para  cjue  puedan  aceptarla  ó  rehuirla,  se  les  entere 
de  las  medidas  que  se  proyectan  adoptar,  y  esto  se  efec- 
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túa  en  las- reuniones  ó  juntas  que  los  Ministros  celebran 
en  días  y  á  horas  determinadas  de  antemano,  ó  Cornejos 
ordifuiriosy  así  denominados  por  su  índole,  ó  bien  en  Jos 
extraordinarios  que  solamente  se  celebran  cuando  impor- 
tantes asuntos  lo  requieren  y  piden,  fuera  de  los  días 
acostumbrados. 

12.  Presidencia.  —  El  Consejo  de  Ministros  tiene  por 
Presidente  á  acjuel  de  ellos  á  quien  el  Rey  encarga  la  for- 
mación del  MmisisriOy  siquiera  no  desempeñe  ninguna 
carteray  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no  sea  Jefe  de  ningún 
ramo  de  la  Administración;  pero  eslo  siempre  del  Oobier- 
nOy  Consejo  ó  Gaiinete,  frases  todas  que,  aunque  impropia- 
mente, se  emplean  para  designar  el  conjunto  de  los  Mi- 
nistros que  en  un  momento  dado  fo^mxan  una  situación  po- 
liticay  ó  están  á  la  cabeza  del  gobierno  y  dirección  del 
Estado.  Esa  Presidencia  y  Jefatura,  no  es  una  primacía 
de  honor  ó  una  superioridad  sólo  correspondiente  al  ]onei\ 
orden  de  las  sesiones  del  Consejo.  El  individuo  á  quien 
se  confiere,  tiene  una  representación  política,  una  signi- 
ficación pública;  ^imboli^a  y  representa  la  opinión  domi- 
nante en  el  país  respecto  al  modo  en  que  quiere  que  &c 
dirijan  las  corrieíites  del  poder,  y  por  Ip  tanto,  su  autori- 
dad es  permanente;  dentro. y  fuera  del  Consejo  la  ejerce,  y 
aun  cuando  sea  Ministro  sin  cartera,  por  virtud  de  ella  le 
toca  entender  en  aquellos  asuntos  que  afect^ido  en  ge- 
neral á  loe  interesies  públicos^,  no  nacen  concretamente 
relación  á  ninguno  de  los  Ministerios  en  particular. 

13.  Oarácier  y  funciones  del  Qons^o  de  Ministros. — 
El  Consejo  de  IVÍinistros  ponstituye  el  Centro  directivo 
de  los  asuntos  del  Editado  que,  como  Gobierno,  adopta 

•  losproyectps  de  ley  que  estima  útil  ó  iiecesario  presentar 
al  Poder  legislativo,  ó  bien  resuelve  los  que,  iniciados  en 
loe  Cuerpos  Colegisladores,  conviene  aceptar,  é  imprime 
determinada  marcha  á  la  política  interior  y  exterior: 
como  Consejo  del  Rey.  lo  informa  de  las  necesidades  ge- 
neraled  y  le  propone  los  medios  adecuados  para  reme- 
diarlas, y  finalmente,  como  agente  ó  administrador  de 
los  intereses  de  la  Nación,  dirige  y  unifica  la  Administra- 
ción, y  reúne,  ordena  y  utiliza  los  datos  y  noticias  relati- 
vos al  estado  del  país  y  sus  necesidades. 

Esto  no  obstante,  el  Consejo  de  Ministros  no  contiene 
en  sí  la  Administración  entera,  puesto  que  la  Constitu- 
ción establece  la  existencia  de  Diputaciones  y  xVyunta- 
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mientes  que  bajo  la  inspección  de  aquél,  como  poder  tu- 
telar de  los  intereses  permanentes  de  todo  el  Reino,  des- 
empeñan facultades  no  sólo  i)ropias  sino  privativas,  con 
cierta  independencia. 

CAPÍTULO  II. 

MINISTERIOS. 

1.^  Su  número  y  competencia  en  general.— 2."  Presidencia  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, (a)  Organisa^ión.  (b)  Competencia. — ^3.**  Minirterio  de  Estado,  (a)  Orga- 
nización, (b)  Competencia.— 4.**  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  (a)  Organiza- 
ción, (b)  Competencia.— fí.**  Ministerio  de  Hacienda,  (aj  Organización,  (b)  Com- 
petencia.— 6."  Ministerio  de  la  Guerra,  (a)  Organización,  (b)  Competencia.— 
7.*^  Ministerio  de  Marina,  (a)  Organización,  (b)  Competencia.— S.**  Ministerio  da 
la  Gobv'rnación.  (a)  Organización,  (b)  Competen^sia. — 9.°  Ministerio  de  Fomen- 
to, (a)  Organización,  (b)  Competoncia. — 10.  Ministerio  de  Ultramar,  (a)  Orga- 
nización, (b)  Competencia. 

1  .**  Numera  de  Ministerios  y  su  competencia  en  general. — 
Expuesto  lo  que  creemos  más  necesario  respecto  á  las 
atribuciones  comunes  de  los  Ministros,  cualquiera  que 
sea  el  aspecto  bajo  el  cual  se  les  considere,  \^mo8  ahora 
á  resumir,  lo  mas  brevemente  que  nos  sea  posible,  la 
competencia  de  cada  uno,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  los  di- 
versos grupos  en  que  están  divididos  los  asuntos  relati- 
vos al  gobierno  y  administración  de  los  intereses  genera- 
les de  España,  formando  los  centros  que  se  llaman  Mi- 
nisterios o  departamentos  ministeriales. 

En- la  actualidad  son  ocho,  á  saber;  de  Estado,  de  Gra- 
cia y  Justicia,  de  Hacienda,  de  Guerra,  de  Marina,  de 
Gobernación,  de  Fomento  v  de  Ultramar. 

La  raíz,  por  decirlo  así,  áe  las  atribuciones  que  á  cada 
uno  corresponden,  hállase  en  las  antiguas  leyes  recopi- 
ladas, porque  con  carácter  más  ó  menos  definido  y  cir* 
cunscrito,  vienen  sirviendo  de  base  en  la  materia  desde 
la  reforma  comenzada  bajo  el  reinado  de  Felipe  V  y  con- 
tinuada por  sus  sucesores  en  el  siglo  pasado;  de  tal  ma- 
nera, que.  el  mismo  Ministerio  de  Ultramar,  que  parece 
de  creación  reciente,  tiene  en  aquellas  leyes  no  solo  el 
principio  de  su  historia,  sino  la  base  de  su  competencia, 
como  sucesor  de  la  Secretaría  de  Estado  y  del  Despacho 
de  Indias. 

Claro  es  que  en  las  épocas  siguientes  han  sufrido  con- 
siderables adiciones,  y  modificaciones  profundas  las  an- 
tiguas Secretarías,  amoldándose  á  las  exigencias  del  pro- 
greso político  y  administrativo,  tanto  en  la  estructura 
como  en  los  negocios  de  que  conocen;  pero  esto  no  em- 
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pece  para  que  como  se  verá,  la  primera  fuente  á  que  hay 
que  acudir  cuando  de  la  competencia  de  cada  Ministerio 
se  trata  sean  las  citadas  leyes. 

2.**  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  (a).  OrgaiUza* 
¿f(J».— Aun  cuando  ya  hemos  dicho  que  la  Presidencia 
del  Consejo  de  Ministros  no  constituye  un  verdadero  cen- 
tro ministerial,  sin  embargo,  por  las  atribuciones  que  al 
Presidente  se  le  confieren  y  por  la  organización  de  dicha 
dependencia,  creemos  oportuno  hacer  algunas  hgeras 
indicaciones  acerca  de  su  organización. 

Consta  de  un  Subsecretario,  un  Oficial  primero,  varios 
Jefes  de  negociado  y  auxiliares,  según  el  pormenor  de 
gastos  del  presupuesto  de  1884-85. 

(bj .  Competmcia. — Corresponde  al  Presidente  el  firmar 
los  decretos  de  apertura,  suspensión,  disolución  y  con- 
vocatoria de  las  Cortes,  nombramiento  de  Senadores  vi- 
talicios. Gobernadores  de  provincias,  dirección  de  la  po- 
lítica general,  decisión  de  las  competencias  y  de  los 
Reales  decretos,  sentencias  dictadas  por  el  Consejo  de 
Estado,  como  Tribunal  contencioso,  siendo,  en  una  pala- 
bra, el  Director  general  de  cuanto  con  la  administración 
y  e^ecialmente  con  la  política  se  relaciona. 

3.  Ministerio  de  Estaao.  (a)»  Orpanizadún. — Constado 
una  Subsecretaría  y  tres  secciones  denominadas:  de  Po- 
lítica, de  Administración  y  de  Comercio  (1). 

(b).  Compamcia.—ljQ%  asuntos  en  que  entiende  este 
Ministerio  son: 

Correspondencia  con  las  Cortes  extranjeras,  nombra- 
mientos de  todo  el  personal  diplomático  y  consular,  tra- 
tados internacionales,  quejas  y  reclamaciones  de  subdi- 
tos y  representantes  ae  otras  potencias:  correspondencia 
oficial  de  la  familia  real  con  otras  Cortes,  interpretación 
de  lenguas,  refrendo  de  documentos  y  pasaportes,  con- 
cesión de  grandezas  de  España,  honores  y  condecoracio- 
nes, no  militares,  autorizaciones  para  usar  títulos  extran- 
{"eros,  insigne  Orden  del  Toisón  de  Oro,  grandes  cruces, 
lábitos  de  órdenes  militares.  Agencia  de  preces  a  Roma, 
Tribunal  de  la  Rota  (2). 

(1)  Rs.  Da.  de  25  de  Enero  de  1875  y  7  de  Id.  de  1876  y  de  11  de  Abril 
de  1881. 

(2)  Leyes  6.»  y  7.»,  tít.  6.o,  lib.  8.o  de  la  Nov.  Recop.,  Rs.  Ds.  de  15  de 
Mayo  de  1876,  7  de  Junio  de  1837,  R.  0.  de  18  de  Diciembre  de  1841  y  dis- 
posiciones antes  citadas. 
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4."*  Mimsterio  de  Orada  y  Justicia,  (a)  Organiz^dén. — 
Hállase  este  Ministerio  dividido  en  una  Subsecretaría,  tres 
secciones  que  son  las  de  Administración  de  justicia  civil, 
ídem  id.  criminal,  y  negocios  eclesiásticos,  y  una  Direc- 
ción eenerál  de  los  Registros  de  la  propiedsid  y  civil,  y 
del  Notariado  (i). 

(b).  Competenda  (2).— Corresponde  al  MinisteriodeGra- 
cia  y  Justicia  entender  en  todo  lo  relativo  á  organiza- 
ción, régimen  y  gobierno  de  los  Tribunales  y  Juzgados 
del  Fuero  coniún.  Códigos  generales,  nombramientos,, 
ascensos  y  cese  de  los  IVIagistrados,  Jueces  é  individuos 
del  Ministerio  fiscal,  Registros  de  la  propiedad  y  civil, 
nombramiento  de  Registradores  y  Notarios,  indultos, 
asuntos  religiosos,  r^alías  eclesiásticas,  presentación  y 
colación  de  prelaturas  prebendas,  piezas  y  beneficios,  co^ 
munidadee  religiosas,  seminarios  conciliares,  Vicariato 
general  castrense,  encomiendas  de  órdenes  militares,  tí- 
tulos de  Castilla,  Notaría  mayor  del  Reino,  Registro  civil 
de  la  familia  real,  sanción  de  las  leyes,  pase  y  retención 
de  bulas. 

5.**  Ministerio  de  Hadendéí.  (a)  Organizadón, — Cuenta 
ocho  Direcciones  generales,  á  saber:  Del  Tesoro,  de  la 
Deuda  pública,  de  Aduanas,  de  Contribuciones,  de  Im- 
puestos, de  Rentas  estancadas,  de  Propiedades  y  derecho^í 
del  Estado,  de  la  Caja  de  Depósitos  (3). 

(b)  Competencia. -^^iQuáo  el  centro  encardado  de  la  re- 
caudación, inversión  y  cuenta  de  los  caudales  públicos 
del  Estado,  corresponden  á  este  Ministerio  la  formación 
de  los  proyectosrde  presupuestos  ordinarios  y  extraordi- 
narios de  la  Nación,  el  repartimiento,  cobranza  y  ad- 
ministración de  todas  las  contributionee,  rentas,  é  im- 
puestos votados  por  las  Cortes,  la  eieoución  de  las  leyes 
relativas  al  crédito  público  y  á  la  deuda  del  Estado,  el 
régimen  y  administración  do  los  servicios  explotados, 
excepto  loe  de  comunicaciones,  la  administración  de  los 
monopolios  como  la  lotería,  la  fabricación  y  venta  del 
tabaco,  las  minas  que  son  propiedad  de  la  Nación,  y  en 


(1)  Leyes  5.»  y  8.»,  tít  6.o,  lib,  8.o  de  la  Nov.  Racop.,  decreto  de  6  do 
Octubre  de  1874  y  R.  D.  de  13  de  Setiembre  de  1881. 

(2)  R«.  Ds.  de  10  de  Junio,  20  de  Octubre  y  16  de  Diciembre  de  1861. 

(3)  Leyes  de  1861,  28  de  Mayo  de  1862,  decreto  de  5  de  Enero  de  1875, 
etcétera. 
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general  cuanto  pertíenece  al  dominio  del  Estado,  los  res- 
guardos marítimos  y  terrestres,  la  contabilidad  de  todos 
los  ramos  de  la  Hacienda  pública,,  nombramiento,  ascen- 
sos y  cese  de  todos  loa  funcionarios,  ernpleados  y  agentes 
destinados  al  servicio; de  los  mencionados  ramos,  y  el  de 
los  Ministros  y  subaltornos  del  Tribunal  de  Cuentas  del 
Reino. 

6,**  Ministerio  de  la  Guerra.  ,  (a)  Organización.— Coy\s>\^  do 
una  Subsecretaiúa,  doce  Direcciones  generales  que  se  de- 
nominan de  Artillería,  de  Ingenieros,  de  Caballería,  do 
Infantería  y  Estado  mayor  de  plazas,  de  Guardia  civil,  de 
Inválidos,  de  Administración  y  de  Sanidad  militar,  de 
Carabineros,  del  Cuerpo  jurídico  militar,  de  Instruc- 
ción müitar,  del  Clero  Castrense,  de  la  Caja  de  Ultra- 
mar y  además  la  Comandp,nc.ia  dp  Alabarderos  y  el  Con- 
sejo de  Redenciones  (I ).,     .  , 

(b)  Competencia.— ^on  de  la  xlc  estp  Ministerio  todos  los 
asuntos  que,  excepto  la$  operaciones  del  reemplazo,  ha- 
cen relación  á  la  organización,  régimen  y  gobierno  del 
Ejército,  á  su  subsistencia,  equipo,  armamento  y  distri- 
bución en  paz  y  en  guerra,  fortificaciones  y  defensas  te- 
rrestres, maestranzas  y  fábricas  de  armas  y  municiones, 
hacienda  militar,  nombramientos,  ascensps,  grados,  re- 
compensas, y  separación  de.  los  Jeíes,  Oñciajes  y  demás 
personal  de  las  diferentes  armas,  escalafones  militaros, 
escuelas  y  col^io^,  Constago  Superno  de  la  guerra,  mer- 
cedes de  hábitos  de  las  órdenes  militares,  y  distinciones 
y  condecoraciones  4p  estít  clase,  asilos  é  institutos  para 
socorrer  y  educar  á  huérfanos  de  militares,  en  resumen, 
cuanto,  como  se  dijo>  atañe  al  Ejercito  fuera  del  recluta- 
miento ó  reemplazo  en  la  parte  que  concierne  al  Ministe- 
rio de  la  Gobernación. 

7 .**  Ministerio  de  Marina*  (a)  Oryanización^-^Peiveí,  el  des- 
pacho de  loa  asuntos  quQ  le  corresponden  se  ha  organiza- 
do este  Ministerio  en  la  'siguiente  forma:  un  Consejo  de 
Gobierno  de  la  Marin^i,  una  Junt?t  clasificadora  del  perso*. 
nal,  un  Centro  técnico,  facultativo  y  consultivo,  una  Jun- 
ta de  experiencias  de  artillería,  cuatro  Direcciones  ó  sean 
las  de  Establecimientos  científicos,  navegación  é  indus- 
trias de  mar,  del  Material,  del  Personal,  de  Contabilidad, 


(1)    R.  D.  de  29  de  Octubre  de  188». 
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una  Secretaría  militar  del  Ministro  y  otra  particular  y 
política  (1). 

(b)  Competencia, ^A!^\  como  al  déla  Guerra  incumbe 
todo  aquello  que  al  Ejército  de  tierra  se  refiere,  toca  al 
de  Marina  entender  en  los  asuntos  relativos  á  la  armada 
nacional  ó  marina  de  guerra,  como  organización,  sos- 
tenimiento, equipo  y  armamento  de  escuadras,  arsenales 
y  astilleros,  construcción  y  reparación  de  buques,  arma- 
mento, distribución  y  empleo  de  las  fuerzas  navales  de 
guerra  y  guarda^costas,  condecoraciones  del  mérito  na- 
val, pesca,  naufragios  y  presas,  aprovisionamiento  de 
municiones  de  boca  y  guerra,  y  otros  asuntos  análogos, 
que  por  serlo  corresponde  á  la  jurisdicción  de  Marina  con 
arreglo  á  las  Ordenanzas  del  ramo.  Como  consecuencia 
necesaria  de  las  facultades  reseñadas  corresponde  al  MÍ7 
nisterio  de  Marina  el  nombramiento,  ascenso  y  recom- 
pensas de  los  Generales  y  de  todo  el  personal  afecto  al  ser- 
vicio de  la  armada,  tanto  para  el  mando  de  los  buques 
como  para  guarnecerlos.  Jefes  de  tercios,  apostaderos, 
puertos,  etc.,  incluso  los  cuerpo  asimilados.  La  Junta  del 
almirantazgo  y  el  Supremo  eorlsejo  de  la  Armada  depen- 
den de  este  centro,  así  como  el  Colegio  naval,  Observa- 
torio Astronómico  de  San  Femando,  el  Depósito  hidro- 
gráfico, la  Escuela  de  condestables,  el  Museo  naval  y 
otros  establecimientos. 

8.''  Ministerio  de  la  Oobemación.  (a)  Organización, — 
Para  el  conocimiento  y  tramitación  de  los  asuntos  de  su 
incumbencia  está  oi^nizado  así:  una  Subsecretaría  y 
cuatro  Direcciones  generales  que  son  las  de  Política  y 
Administración,  Comunicaciones,  Beneficencia  y  Sani- 
dad y  Establecimientos  penales  (2). 

(b)  Competencia. — Corresponden  á  este  Ministerio  los 
asuntos  relativos  á  la  administración  local  ó  sea  la  ejer- 
cida por  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  provinciales, 
la  policía  administrativa  general,  y  consiguientemente  la 
de  seguridad  personal  y  real,  la  beneficencia  pública  y  la 
inspección  de  la  particular,  las  quintas,  alojaínientos,  ba- 
gajes, suministros  y  servicios  análogos,  espectáculos, 
reuniones  y  asociaciones,  la  división  territorial,  las  comu- 
nicaciones postales^  y  telegráficas,  los  establecimientos 

(1 )  Reglamento  de  27  de  Enero  de  1886 . 

(2)  Reglamento  de  16  de  Setiembre  de  1876,  y  R.  O.  29  Id  id. 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTIUTIVO  i  73 

carcelarios  y  pe^^Iea,  todo  lo  relatiyo  á,la  salubridad  é  hir 
giene  pública,  baños  minerales,  sequ^^tros  é  indemniza- 
orones,  la  contabilidad  de  los  rara^Qs  dependientes  de  este 
Centro,  las  obras  en  losi  edificios  destinados  á  las  sesio- 
nes de  loa  Cuerpos  Colegisladores,  las  relaciones  con  el 
Consejo  de  Estado,  ejercicio  del  derecho  de  emitir  el 
pensamiento  por  medio  ^e  la  imjpye^ta,  la  litografía,  etc., 
nombramiento  y  separación  del  personal  afecto  á  los  ser- 
vicios cTue  dependen  de  este  Céiitró- y  otros  (1). 

9."  mini^Uno  4^  Fomento.,  (a)  Qrffa^mación.  —  Csiroce 
tle  Subsecretaría,  y  los  asunto»  ee  hallan  divididos  en 
tres  Direcciones  generales  denominadas  de  Instrucción 
publica,  Agricultura,  Industria  y  Comercio  y  de  Obrafí 
públicas  (2).  * 

(b)  Competencia. — Entiende  en  todo  lo  relativo  á  ins- 
trucción y.  obras  públióás,  comercio,  agricultura  é  indus- 
tria, montes,  aguas,  ferias  y  mercados,  bolsas,  compa- 
ñías fabriles,  mUnufacturerasyiiierqaotiles,  i  «mas,  pesos 
y  medidas,  vías  de  comunioaoióa  teratrfjstre,  faros  y  puern 
tos  comerciales^  privilegiOÉí  de  invendón,  cría  caballar, 
exposiciones  y  concurso  de  productos,  Cuerpos  de  Inge- 
nieros de  Caminos,^'Mi)ntes,  Minas  y  Agrónomos,  gmn- 
jas-modelos  y  estaciones  vitícola^,  colonias  agrícolas,  ex- 
pedientes concernientes)  á  los  iiüipaeatiosv  contribuciones 
5r  arbitrios  en  cuanto  hace,  relaciéo  á  sa  influencia  sobi^e 
a  producción.,  el  trafico  y.conc<ir80;,En  jesumen  y  como 
su  nombre  indica  cuanto  at^ne  directamente  al  desarro- 
llo y  fomento  de  los  intereses  tmoráles^  y  materiales  de  Ja 
sociedad  espUola* 

10.  Minutario  de  VUrgmar.  (a)  Qrffoni^i^étcián.'^Para.  el 
despacho  de  lod  asuntos^  c^ne  de  él  dependen,  $e  halla  di- 
vidido en  una  Subsecaretairia  y  tres  Direcciones  generales, 
que  scin  las  de  Gracia  y  Jiusticia;  de  Adipinistraoión  y  Fo- 
mento y  de  Hacienda,,  existiendo  en  ésta  una. Sección  de 
Contabilidad  (3).       ... 

ib)  Competencia.r--En  mteMmi&iem)  están  reunidos 
toaos  loB  rajñoa  de  la  admónistración  y  gotjiiernos  de  las 


(1)    Ks.  Ds.  de  20  de  Oc^re  1847, 15  de  Abril  ^de  X8&7  y  6  de  Febvero 
de  1863. 
-     (2)    R.  0.  de  4  de  Noviembre  de  1868  y  Re.  Ds.  de  11  de  Julio  de  1877 
y  10  de  Diciembre  de  1880. 

(8)    R8.  Ds.  de  28  de  Febrero  y  12  4e  Setiembre  de  1879» 
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provincias  ultramarinas  á  excepción  de  las  cuestiones 
que  afectan  á  las  relaciones  internacionales  que  corres- 

Bonden  al  Estado  y  á  lo  que  se  refiere  al  Ejército  y  á  la 
[arina  de  cuyos  asuntos  conocen  los  Ministerios  respec- 
tivos, aunque  con  intervención  del  de  Ultramar  (1). 

CAPÍTULO  m. 

SUBSBOBKTABÍAS  Y  D1R60010NBS  GBMBBikLBS. 

1.°  Sttbsecretáiias:  sti  origen.— •.*  Atribueioiwi.— 8*  Nombrumiento  de  los 
Su>j§eoretiiriD8.— 4,''  Origon  dala»  Bírepoi^net  generales.— 6.^  So*  fojieioneft.-^ 
6.''  Sa  organización.— 7.  Brere  resella  de  las  atribuciones  de  oada  Direooióii 
general,  (a)  Ministerio  de  Estado,  (b)  Ministerio  de  Oncia  y  Jastioia.  (c)  Minis- 
terio de  Hacienda.  <d)  Mimsierió  delaQaena.  (e)  Mftntsterio  de  Marina.  (O  Mi- 
nisterio  de  la  Gobernación,   (g)  Ministerio  de  Fomento,  (h)  Miuitterio  de 

Ultramar. 

1  ."^  Subsecretarios:  su  orífw.-r^Hemos  visto  que  en  casi 
todos  los  Ministerios  existen  una  Subsecretaría,  y  además 
las  Direcciones  en  que  suelen  dividiíisíe  los  asuntos  de  la 
competencia  de  aquéllos,  y  ahora,  aunque  sucintamente, 
expondremos  algunas  noticias  que  completen  ia  idea  de 
la  estructura  de  esos  grandes  Centros  a^ministratiyos. 

Habiendo  demostrado  la  experiencia  que  asuntos  de 
leve  importancia  y  detalles  de  ritualidad  distraían  la  aten- 
ción de  los  Secretarios  del  despacho  de  las  graves  ocupa- 
ciones en  que  deben  emplearla  estudiando  las  necesida- 
des públicas  y  procurándoles  adecuados  reanediosi  al  mis- 
mo tiempo  que  les  imposibilitaba  la  frecuente  asistencici  á 
las  sesiones  de  los  Cuerpos  Col^sladores  tan  necesaria 
en  países  regidos  por  el  sistema  representativo^  estable- 
ciéronse las  Subsecn^tarías  con  el  fin  de  descargarles  de 
-  aquellos  trabajos  (2),  imitando  más  en  el  nombre  que  en 
el  fondo  4e  la  institución,  la  organ>ízaclón  ministerial  in- 
glesa, si  bien  copiando  bastante  fielmente  la  que  Francia 
desde  18t6  había  importado  de  la  Gran  Bretaña  aunque 
desnaturalizándola.  Porque  si  en  Inglaterra  los  Subse- 
cretarios son  yerdaderos  Miáicrtroii  en  la  parte  adminis- 
trativa, de  la  cual  se  ocupan^  mienti^as  aue  el  cuidado 
de  la  política  corre  á  cargo  del  correspondiente  Secreta- 
rio de  Estado,  en  Francia  sólo  les  correspondía  y  corres- 
ponde, como  en  E8paña>  el  carácter  de  auxiliares  ó  coad- 


í: 


1)  R.  D.  de  20  de  Mayo  de  1868. 

2)  R.  D.  de  X6  d«  Janio  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTRATIVO  175 

jutores  destinados  á  resolver  cuestiones  de  escaso  interés, 
y  á  dictar  providencias  de  trámite. 

2.**  AtriaucionM.'^lja  disposición  que  creó  esos  cargos 
mandando  que  en  cada  Ministerio  hubiera  un  Subsecrt»- 
tario,  fijó  sus  atribuciones  reducidas  á  firmar  de  orden 
del  Ministro  las  comunicaciones  preparatorias  y  provi- 
dencias de  trámite,  hasta  poner  los  asuntos  en  estado  de 
resolución  definitiva,  y  cuando  ésta  recae  trasladar  la 
comunicación  principal,  copiándola  ínt^ramente,  inclu- 
sos la  fecha  y  la  firma  del  Ministro. 

Posteriormente,  las  diferentes  reglamentaciones  dadas 
á  los  Ministros,  han  ensanchado  las  atribuciones  de  las 
Subsecretarías;  pero  siem'pre  como  delegaciones  expre- 
sas de  los  Jefes,  no  como  propias  de  esas  dependencias. 

3."*  Nombramiento  de  SnbsecretttHos. — Los  Subsecreta- 
rios, conforme  á  la  prescripción  que  los  creó,  debían  ser 
nombrados  por  el  Rey,  esto  es,  mediante  Real  decreto,  á 
propuesta  del  Ministro  respectivo,  y  en  esa  forma  se  nom- 
braron hasta  que  en  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876,  fijando 
el  presumiesto  del  Estado  para  1876-77,  se  dispuso  (ar- 
tículo 27)  que  para  poder  obtener  el  cargo  y  otros  cargos 
fuera  indispensable  haber  desempeñado  el  de  Senador  ó 
Diputado  á  Cortes. 

Esta  reforma,  juagada  con  la  severidad  qtte  merece  por 
un  sabio  escritor  oe  derecho  publico  (1),  lastimó  á  un 
tiempo  la  libertad  de  los  Ministros  pai*a  escoger  las  per- 
sonas dé  su  confianza  que  estimen  aptas  para  servirles  de 
auxiliares,  y  en  ciertos  casos  de  sustitutos,  el  prestigio 
de  las  Cámaras,  cuyas  decisiones  en  ese  punto  parecen 
interesadas;  y  por  lo  mismo  la  idea  de  la  independencia 
de  los  representantes  de  la  Nación,  que  nada  gana  con 
ese  verdadero  privilegio,  cuando  lo  que  la  opinión  públi- 
ca reclama  es  que  se  afirme  y  fortaleíica  extendiendo 
cuanto  sea  posible  las  incompatibilidades,  en  vez  de  crear 
medios  parapreniiaroorapJaeendas  con  el  Gobierno  ó  de 
proporcionarle  á  éste  los  de  atraerse  importunos  cenizo- 
res.  Esto,  aparte  de  que  cierra  la  puerta  á  la  antigüedad 
cié  ios  senicios,  al  mérito  y  á  la  oap^bidad  demostrados 
'  en  largos  ctflos  de  inteligente  y  <jeloso  manejo  de  los  inte- 
reses públicos,  basta  "para  que  la  opiniótí!  mire  coni?naIós 


(1)    El  Sr.  Colmtíiro  en  bu  Derecho  Aúfiúnistraiivo  e»pa/!ioly  Kpéo..  l.o 
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ojos  la  mencionada  reforma  y'de^ee  que  cuanto  anten 
desaparezca  en  beneñcio  de  la  buena  adiiíiinistración. 

Por  último,  teneipofí  crue  añadir  aue  los  Subsecretarios 
no  pueden  desempenar  Dirección  alguna  (1). 

4» '  Origm  ie  ids  Direc^nes  g^n^aíes.-^yioiiYO  análogo 
al  que  sirve  de  baseí  á  la  división  de, la. Administración 
general  del  Reino  en  varios  Centros  ó  Ministerios,  ha  de- 
terminado la  distribución  en  cada  uno  de. éstos,  de  los 
asuntos  de  6.u  incumbencia  en  grupos>  no  siempre  arr^ 
glados  á  las  exigencias  de  una  buena  y  metódica  clasifi- 
cación. 

El  inmenso  qumulo  de  negocios  de  que  los  Ministros 
conocen,  y  su  grandísima  variedad,  exigían  una  organiza- 
ción para  el  depacho  que  sin  amenguar  ia  potestad. mi- 
nisterial, ni  entorpecer  su  ejercicio,  antes  acuitándolo, 
permitiera  sustanoia^rlos  dala  manera  Tnás  á  propósito 
para  preparar  resol^cjkmes  acertadas. 

Aunque  cada  Ministrq  fuera  una  especialidad  habría 
sido  indispensable  rodearles  doi  auxiliares  que  extracta- 
sen los  antecedentes  y . propusieran  la§  providencias,  por- 
que no  hay  actividad  hjimaná  cap^iz  de  tamaña  tarea,  co- 
n>o  sería  ei  conocimiento  dirjectp,:  inmediato  y  total  de 
cuantas  cuestiones,  pequeñas  ó  importantes,  se  abitan  ?n 
esos  vastísimos  centros.  Por  eso  siempre  ha  habido  des- 
de los  tiempos  más  remotos  ofi;Cinas  encargadas  de  esos 
trabajos  preliminares*, .         • 

S*""  Funciones. -^Vqvq  cuando  los,  consej^íros  y  delega- 
dos inmediatos  del  Px)der..ejecutivo>  no  ^nto  se  escogen 
entre  las  capacidades  ad^ninistrativas,  sino  .que  por  in- 
eludible imposición  del  sistema  parlanáeutario  salen  de 
las  notabiliaades  políticas^  la  necesidad  de  proveerles  qe 
aquellos  auxilifltres  sube  de  puinto.  Por  otra  parte,  tampoco 
puede  desconocerse  qHC  una  ve^  establecidos,  era  no  men98 
preciso  organizar  convenientemente  ese  numeroso  perso- 
nal, repartir  entre  él  el  tr^b^k>^  vigilaa*lo,  en  una  palabra, 
ordenarlo  y  disponerlo  en. la  forma  mis  ventajosa  para  el 
servicio,  arreglando  las 'cos^.8  de  maíierj^r  que  el  Mmist^o 
no  tuviera  que  entendoi^e  directamente  con  cada  auxi- 
liar, sino  que  hubiese  algunos  á  quienes  se  encomendara 
la  ioepecoión  d»  varios,  y  la  misión  de  dar  cuenta  al  Je- 


(1)    R.  D.  de  25  de  Junio  de  18d0. 
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fe  superior  de  los  asuntos  por  éstos  despachados,  hacién- 
dole responsable  de  las  faltas  en  que  incurriera,  ya  por  ne- 
gligencia, bien  por  malicia,  tanto  en  la  instrucción  de  los 
expedientes,  como  en  la  propuesta  de  resoluciones. 

Este  cúmulo  de  deberes  pedía  el  de  atribuciones  co- 
rrespondientes, y,  además,  condiciones  de  instrucción  ó 
suficiencia  técnica,  y  de  experiencia  ó  práctica  de  los  ne- 
gocios del  grupo  respectivo. 

He  aquí  el  por  qué  de  las  llamadas  Direcciones  gene- 
rales. 

6.''  Organización. — Al  frente  de  cada  una  hay  un  Jefe 
llamado  Director  general,  cuyas  facultades  son  las  men- 
cionadas, ó  sea  presidir  á  la  instrucción  de  los  asuntos 
hasta  ponerlos  en  estado  de  que  los  Ministros  los  re- 
suelvan. 

Los  Directores,  por  consiguiente,  forman  el  tercer 
grado  de  la  jerarquía  administrativa  á  cuya  cabeza  se 
encuentran  aquéllos,  y  son,  como  los  Subsecretarios,  Je- 
fes superiores  de  Administración.  Bajo  las  órdenes  de  los 
Directores  sirven  diferentes  empleados  en  distintas  cate- 
gorías repartidos,  según  la  tarea  que  está  á  su  cargo. 

Dentro  de  cada  Dirección  los  asuntos  se  hallan  distri- 
buidos en  negociados,  cada  uno  de  los  cuales  tiene  su  Jefe, 
y  en  algunos  Ministerios  un  grupo  de  negociados  forma 
una  Sección,  también  dirigida  por  su  Jefe.  No  es  unifor- 
me la  organización  de  las  Direcciones  como  se  ve,  ni  por 
consiguiente,  los  grados  de  los  que  en  ellas  sirven,  pues 
mientras  en  las  subdivididas  en  secciones  los  Jefes  de  és- 
tas forman  uno  al  que  siguen  los  Oficiales  primeros,  se- 
gundos, etc.,  hasta  llegar  á  los  auxiliares  y  escribientes; 
en  otras  no  hay  más  Oficiales  que  los  Jefes  de  negociado, 
siendo  los  demás  auxiliares.  Además  de  las  atriljuciones 
propias  de  los  Directores  generales,  ejercen  éstos  otras, 
que  bien  los  reglamentos  orgánicos  de  los  Ministerios 
les  conceden,  ó  los  Ministros  les  delegan. 

7.**  Breve  reseña  de  las  atribuciones  de  cada  Direccióii  ge- 
nerál.  (a)  Ministerio  de  Estado. — A  la  Sección  de  Política 
de  este  Ministerio  corresponde  instruir  los  expedientes  re- 
lativos á  las  cuestiones  diplomáticas  y  a  las  de  política 
internacional  en  las  provincias  de  Ultramar;  preparar 
tratados  de  paz;  convenios  de  relaciones  judiciales;  trata- 
dos de  límites;  presas  marítimas;  extraciición  de  marine- 
ros; propiedad  literaria;  Deuda  exterior;  Patronato  Real; 
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expedientes  de  nacionalidad;  despachar  exhortos,  etc.,  et- 
cétera. 

A  la  de  Administración,  el  examen  de  todos  los  gastos 
de  las  dependencias  del  Ministerio,  así  ordinarios  como 
extraordinarios;  gastos  secretos  y  de  vigilancia;  obra  pía 
de  Jerusalem;  establecimientos  de  Santiago  y  Monserrat 
en  Roma;  fundaciones  eclesiásticas  en  Italia  y  propieda- 
des de  la  Nación  en  Oriente  y  Marruecos;  así  como  la  in* 
tervención  de  las  Aduanas  de  este  Imperio. 

Por  último,  compete  á  la  de  Comercio  todo  lo  relativo  á 
conocer  de  los  negocios  mercantiles  y  tráfico  comercial; 
exposiciones;  tratados  de  comercio,  navegación,  pesca 
sanidad,  beneficencia,  correos,  telégrafos  y  consulados 
y  entender  en  todo  lo  concerniente  al  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción consular. 

(b)  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia, — La  Sección  de  Ad- 
ministración de  Justicia  civil  entiende  en  la  organización 
de  Tribunales,  personal  de  la  judicatura  y  Ministerio  fis- 
cal, estadística  de  la  Administración  de  Justicia  (parte  ci- 
vil). Jueces  municipales,  subalternos  de  Tribunales  y  Juz- 
gaaos.  Abogados  y  Procuradores,  Médicos  forenses. 
Aranceles  judiciales,  material  de  Tribunales  y  Juzgados, 
exhortos,  títulos  nobiliarios,  gracias  al  sacar  y  legislación 
civil. 

La  Sección  de  lo  Criminal  conoce  en  lo  referente  á  ex- 
hortos en  esta  materia,  extradiciones,  indultos,  registro 
de  penados,  estadística  criminal  y  legislación  penal. 

A  la  de  Negocios  eclesiásticos  incumbe  el  conocimien- 
to de  relaciones  con  la  Santa  Sede,  Cardenales  y  Obispos, 
incidencias  del  Tribunal  de  la  Rota  y  Vicariato  general 
castrense,  Tribunal  de  las  Ordenes  militares,  Asam- 
blea de  San  Juan  de  Jerusalem,  Gobernadores  eclesiásti- 
cos. Provisores  y  Vicarios  capitulares.  Cabildos,  clero 
catedral,  colegial'  y  abacial,  seminarios,  división  de  dió^ 
cesis,  clero  parroquial  y  beneficial,  clero  de  los  estable- 
cimientos de  beneficencia  sostenidos  por  el  Estado,  co- 
munidades religiosas,  exclaustrados,  cofradías  y  asocia- 
ciones piadosas,  derechos  parroquiales,  reparación  de 
templos  y  arreglo  parroquial. 

Por  último,  a  la  Dirección  general  de  los  Registros 
compete  el  conocimiento  de  lo  referente  á  los  Registros 
civiles  y  de  la  propiedad,  nombramiento,  separación  y 
jubilación  de  los  Registradores,  de  Notarios,  etc. 
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(c)  Ministerio  deHacienda. — A  la  DirecQÍón  del  Tesoro 
corresponde  el  recibo  y  distribución  de  todos  los  fondos 
del  Estado,  contratos  y  negociaciones  del  Tesoro,  des- 
cuento de  empleados,  consignaciones  generales  de  la  re- 
caudación mensual  y  anual  de  los  ramos  que  forman  el 
presupuesto  de  ingresos,  resultas  de  la  conversión  de  la 
deuda  procedentes  de  contratos  del  Tesoro,  atrasos  de 
obligaciones,  etc. 

La  Dirección  general  de  la  Deuda  pública,  entiende 
en  todo  aquello  que  con  la  misma  se  relaciona,  siendo 
por  lo  tanto  muy  extensas  sus  atribuciones,  con  los  inte- 
reses de  los  títulos,  pago  de  cupones,  canje,  reconoci- 
miento y  liquidación  de  créditos  anteriores  á  la  ley  de 
Presupuestos  de  1828,  casasde  moneda,  etc. 

La  de  Aduanas,  por  el  numeroso  personal  que  tiene  á 
sus  órdenes,  diseminados  por  las  fronteras  españolas  y 
por  el  vasto  litoral  de  la  Península,  y  por  la  importancia 
de  los  ingresos  que  por  las  mismas  se  recaudan,  es  tal 
vez  la  Dirección  más  importante  del  departamento  mi- 
nisterial que  nos  ocupa;  como  su  nombre  indica,  ocúpase 
de  todo  lo  relativo  á  importación  de  géneros  extranjeros, 
multas,  aprensiones,  comisos,  etc.,  etc.  El  cuerpo  de  Ca- 
rabineros depende  en  parte  de  esta  Dirección. 

La  de  Contribuciones  ocúpase  de  todo  lo  relativo  á  las 
contribuciones  directas,  teniendo  á  su  cargo  la  adminis- 
tración de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y  gana- 
dería, ya  que  la  recaudación  está  encomendada  al  Banco 
de  España,  administración  y  cobranza  de  la  industrial  y 
de  comercio,  impuesto  de  derechos  reales  y  trasmisión 
de  bienes,  5  por  100  sobre  presupuestos  municipales, 
impuesto  de  minas,  ó  sea  el  canon  anual  que  se  paga 
por  cada  pertenencia,  impuesto  de  grandezas  y  títulos,  y 
sobre  los  honores  de  empleos  de  las  carreras  civiles,  rea- 
lización de  débitos  por  contribuciones  extinguidas,  y  por 
último,  condonación  y  compensación  de  los  descubiertos 

aue  resultan  á  favor  del  Erario  público  hasta  Julio 
e  1870. 

Al  lado  de  esta  Dirección  encuéntrase  la  de  Impues- 
tos, encalcada  de  las  contribuciones  indirectas,  tales  co- 
mo consumos,  cereales,  cédulas  personales,  sueldos  y 
asignaciones,  cargas  de  justicia,  tarifas  de  viajeros  y 
mercancías  y  honorarios  de  los  Registros  de  la  pro- 
piedad. 
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La  de  Rentas  Estancadas  tiene  á  su  caFgo  las  del  sdlo 
y  timbre  del  Estado^  tabacos  y  loterías,  rentas  de  las 
más  antiguamente  conocidas  en  nuestro  sistema  econó- 
mico ó  importantísimas  por  los  seguros,  crecidos  y  sa- 
neados rendimientos  que  proporcionan  al  Tesoro. 

La  Dirección  do  Propiedades  y  derechos  del  Estado 
tiene  á  su  cargo  todo  lo  que  se  refiere  á  lo  que  pudiéra- 
mos llamar  patrimonio  nacional,  es  decir,  todo  lo  con- 
cerniente á  venta  y  renta  de  todos  loe  bienes  inmuebles, 
censos  y  derechos  de  Nación,  entendiendo,  por  lo  tanto, 
en  la  vastísima  y  complicada  materia  de  la  desamorti- 
zación. 

Concluiremos  con  las  importantísimas  Direcciones  de 
Hacienda,  tratando  de  la  de  la  Caja  general  de  Depósi- 
tos, establecimiento  que  bajo  la  garantía  del  Estado, 
custodia  los  depósitos  bien  voluntarios,  bien  necesarios 
que  se  le  hacen,  recibiendo  las  cantidades  precisas  para 
poder  optar  á  las  subastas  de  los  servicios  públicos,  tan- 
to de  la  Nación,  como  provinciales  y  municipales.  Un  ex- 
tenso reglamento,  el  de  17  de  Enero  de  1874,  es  el  que  se 
ocupa  de  la  organización  de  este  centro  y  al  mismo  re- 
mitimos á  nuestros  lectores,  donde  encontrarán  cuantas 
noticias  hayan  menester. 

(d)  Minúterio  de  la  Querrá  i — Las  Direcciones  do  este 
Ministerio  tales  como  las  de  Infantería,  Caballería,  Arti- 
llería, Ingenieros,  Guardia  civil.  Inválidos,  Administra- 
ción y  Sanidad  militar,  Carabineros,  Cuerpo  jurídico  mi- 
litar y  Clero  castrense,  entienden  en  los  diversos  asuntos 
relativos  al  arma  ó  instituto  cuyo  nombre  llevan,  encar- 
gándose de  los  establecimientos  y  fábricas  que  de  cada 
cuerpo  dependen,  siendo  Director  del  Cuerpo  jurídico  el 
Presidente  del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina  y 
del  Clero  castrense,  el  Patriarca  de  las  Indias,  Vicario 
general.  j 

De  la  Dirección  de  la  Caja  y  Recluta  de  los  Ejércitos  <Ie 
Ultramar,  dependen  la  Caja  general  de  Ultramar  y  los 
Depósitos  de  embarque  teniendo  ásu  cargo  las  operacio- 
nes de  la  recluta  para  los  ejércitos  dfe  Cuba,  Puerto  Rico 
}i  Filipinas,  y  por  último,  la  Dii*eeción  de  Instrucción  mil- 
itar de  la  que  dependen  las  Academias  de  las  diferentes 
armas  é  institutos  costeadas  por  el  Estado»  . 
.  (e)  Ministerio  de  i/(ímw.— Corresponde  al  Consejo  de 
gobierno  de  la  Marina,  el  examen  de  los  presupuestos 
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generales  y  la  redacción  de  la  memoria  que  debe  acom- 
pañarles^ la  resolución  de  los  casos  dudosos  y  la  de  cual- 
quier asunto  que  el  Ministro  someta  á  su  deliberación. 
A  la  Junta  clasificadora  del  personal,  incumbe  todo  lo  re- 
laÜTO  á  la  clasificación  de  Oficiales,  escalafones,  etc.,  el 
Centro  técnico  ocúpase  de  verificar  estudios  de  proyectos 
de  buques,  obras  nuevas  é  hidráulicas,  reparaciones  de 
las  mismas,  dictámenes  sobre  proyectos  de  buques,  ca- 
ñones explosivos,  montaje,  etc.,  y  coleccionar  planos, 
memorias.  La  Junta  de  experiencias  de  artillería  es  un 
auxiliar  del  Centro  técnico. 

La  Dirección  de  Establecimienios  científicos,  navega- 
ción é  industrias  de  mar,  tiene  á  su  cargo  todo  lo  con- 
cerniente al  fomento  de  las  industrias  de  mar  y  de  todas 
las  relacionadas  con  la  marina  militar  y  mercante,  velar 
por  la  observancia  de  los  reglamentos  de  pesca,  atender 
al  adelanto  y  desarrollo  de  la  Marina,  convocar  la  Junta 
de  la  marina  mercante,  formular  los  reglamentos  de  Es- 
cuelas, Academias,  etc. 

La  Dirección  del  Material,  entiende  en  todo  lo  refe- 
rente á  tan  importante  ramo,  sin  que  creamos  necesario 
entrar  á  detallar  sus  diferentes  ocupaciones,  lo  mismo 
que  la  del  Personal,  cuyo  sólo  nombre  indica  cuáles  son 
sus  atribuciones.  A  la  Dirección  de  Contabilidad  compe- 
te todo  cuanto  con  el  presupuesto  se  relaciona,  moñte- 
{)íos.  Dagas  de  tocas  á  las  familias  de  los  Almirantes,  Je- 
és  y  Oficiales,  cruces  pensionadas,  etc. 

(f)  Minisíefio  de  1<l  Chbemación, — Las  Direcciones  de 
este  departamento  son  sin  duda  alguna,  en  unión  de  las 
del  de  Hacienda,  las  más  importantes  de  los  Ministerios 
todos,  por  los  asuntos  que  corren  á  su  cargo.  Sobre  la 
€ie  Política  y  Administración  recae  todo  lo  relacionado 
OGH  las  cuestiones  electorales^  leyes  orgánicas^  organiza- 
eión  de  Diputaciones  provinciales  y  Ayuntamientos,  Di- 

Sutados  provinciales,  Alcaldes,  Concejales,  concesión  de 
onores  á  dichas  Corporaciones,  empadronamiento,  con- 
sultas sobre  la  interpretación  de  las  leyes  Municipal  y 
Provincial,  recursos  confea  los  Municipios  en  materia 
Pectoral,  alzada  de  éstos  de  los  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones y  Gobernadores,  cuerpo  de  Beneficencia  munici- 
pal^ alzadas  de  las  Diputaciones  contra  las  determinacio- 
nes de  los  Gobernadores,  división  territorial,  provincial 
y  municipal,  arbitrios,  comisos,  subastas,  acuerdos  sobro 
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impuestos,  presupuestos  provinciales  y  municipales,  ser- 
vidumbres públicas  provinciales  y  municipales,  policía 
urbana,  industrias  insalubres,  peligrosas  é  incómodas, 
contratos  administrativos,  alumbrado  por  gas,  deslindes, 
aprovechamientos,  roturaciones,  asociaciones  de  pueblos 
y  provincias,  malversaciones,  indemnizaciones.  Boletines 
Oficiales^  suministros,  bagajes,  alojamientos,  reemplazo 
del  Ejército  y  sus  incidencias,  etc. 

La  Dirección  de  Comunicaciones  tiene  á  su  careo  el 
vasto  y  complejo  servicio  de  correos,  telégrafos  y  tel^o- 
nos,  con  sus  múltiples  derivaciones. 

La  Dirección  de  Beneficencia  y  Sanidad,  es  también  tan 
vasta  que  bien  podría  dividirse  en  dos  distintas,  pues  aue 
á  ella  compete  el  cuidado  de  la  beneficencia  general  y 
particular  en  sus  variadas  manifestaciones,  hospitales, 
colegios,  asilos,  manicomios  hospicios,  casas  de  materni- 
dad. Pósitos,  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de  Ahorro,  pa- 
tronatos, memorias,  legados,  obras  y  casas  pías  y  orden 
civil  de  la  Beneficencia. 

En  cuanto  á  la  salud  pública  ee  refiere,  recientemente 
y  por  desgracia  para  nuestra  patria  hemos  tenido  ocasión 
de  observar  la  importancia  de  este  Centro,  en  las  dos 
partes  en  que  la  sanidad  se  divide  en  marítima  y  terres- 
tre, con  el  vasto  campo  á  las  mismas  sujeto,  merced  á  las 
epidemias,  epizootias,  vacuna,  nuevos  remedios,  higiene 
pública,  cementerios,  inhumaciones,  exhumaciones  y 
traslación  de  cadáveres,  baños  y  aguas  minerales.  Juntas 
provinciales  y  municipales,  cruz  de  epidemias,  lazaretos 
de  puertos,  declaraciones  de  puertos  sucios  y  sospecho-^ 
808,  etc.,  etc. 

Finalmente,  la  Dirección  de  los  Establecimientos  pena- 
les, extiende  sus  atribuciones  á  todo  lo  referente  á  presi- 
dios y  cárceles,  personal,  visitas,  reformas,  presupuestos, 
utensilios,  mobiliario,  talleres,  subastas  y  contratas  de 
servicios,  licénciamientos,  rebajas,  estadística  peniten- 
ciaria, conducción  de  presos,  fugas,  etc. 

(g)  Ministerio  de  Fomento. — I^  Dirección  general  de 
Instrucción  pública  ha  adquirido  en  los  últimos  tiempos 
tal  importancia,  que  en  los  países  más  adelantados  que 
el  nuestro  en  este  ramo,  constituye  por  sí  un  sólo  Minis- 
terio, dado  que  sobre  la  misma  pesan  todos  loe  asuntos 
de  personal  y  material  de  la  enseñanza  y  educación  de  la 
juventud,  desde  las  escuelas  elementales  haáta  las  uni- 
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Tersidades  y  estudios  superiores.  En  este  concepto  tiene 
á  su  cargo  lo  relativo  á  escuelas,  institutos,  universida- 
des, gabinetes  experimentales,  academias  de  Ingenieros, 
Arquitectos,  etc.;  en  una  palabra,  cuanto  con  la  ense- 
ñanza  tiene  alguna  relación. 

La  Dirección  de  Agricultura  en  un  país  como  España, 
esencialmente  agrícola,  es  de  la  mayor  importancia,  pues 
que  cuida  de  la  protección  y  fomento  do  los  diversos 
ramos  de  la  agricultura,  enseñanza  y  perfección  de  los 
procedimientos  agrícolas,  destrucción  de  plagas,  granjas 
modelos,  etc. 

La  de  Industria  y  Comercio  tiene  á  su  cargo  los  nego- 
cios relativos  al  aumento  ó  disminución  de  derechos  de 
importación  y  exportación,  comercio  de  cabotaje,  comer- 
cio de  ferias  y  mercados,  expedientes  gubernativos  sobre 
cumplimiento  del  Código  de  Comercio,  patentes  de  in- 
vención. Bolsas  de  comercio  y  consultas  del  Ministerio 
de  Estado  sobre  tratados  comerciales,  etc. 

La  Dirección  de  Obras  públicas  entiende  en  las  cues- 
tiones relacionadas  con  carreteras,  ferrocarriles,  ca- 
nales de  navegación  y  riego,  acequias,  obras  públicas  y 
privadas  de  los  ríos  navegables  y  flotables,  policía  de  los 
caminos,  desagüe  de  las  lagunas  y  desecación  de  panta- 
nos, obras  de  mar  y  accesorias  de  puertos,  portazgos, 
gontazgos  y  barcajes,  construcción  de  las  líneas  telegrá- 
cas,  monumentos  y  edificios  públicos,  etc. 

(h)  Ministerio  de  Ultramar. — Réstanos  para  terminar 
con  esta  reseña,  que  á  pesar  de  nuestros  propósitos  ha 
resultado  muy  extensa,  dar  una  ligera  idea  de  las  Direc- 
ciones dependientes  de  este  Ministerio,  ya  que  por  sus 
denominaciones  de  Gracia  y  Justicia,  Administración  y 
Fomento  y  Contabilidad,  se  viene  en  conocimiento  de  lo 
que  á  cada  una  de  ellas  atañe  con  sólo  examinar  lo  dicho 
en  los  respectivos  Ministerios  de  este  nombre  y  con  la  li- 
mitación de  que  sus  asuntos  de  rentas,  ingresos  y  gastos, 
administración  de  justicia,  etc.,  se  refieren  á  las  provin- 
cias ultramarinas  de  Cuba,  Puerto-Rico  y  Filipinas. 

Por  último,  en  el  Ministerio  de  Fomento,  que  carece  de 
Subsecretario,  los  Directores  generales,  cada  uno  en  su 
ramo  respectivo,  ejercen  las  funciones  propias  de  los  Sub- 
secretarios de  los  otros  Ministerios  (1). 

(1)    Disposiciones  citadas. 
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CAPÍTULO  IV. 

DB  LA  RESPONSABILIDAD  MINISTBBIAL. 

1.*^  Kazóu  y  fundamento  de  esta  responsabilidad. — 2.°  Su  naturaleza  y  alean- 
ce.— 3.°  Su  división,  (a)  Politica.  (b)  Judicial. 

1."*  Hazón  y  fundamento. — AI  hablar  de  la  Administra- 
ción en  general,  se  dijo  (^ue  es  condición  precisa  para 
contenerla  dentro  de  íos  limites  que  la  Constitución  fija 
a  su  autoridad,  la  de  que  sea  responsabUy  ó  más  claro, 
que  cuantos  participan  del  ejercicio  de  esa  autoridad, 
estén  sujetos  á  responder  de  los  actos  y  omisiones  que 
les  sean  imputables,  y  que  perjudiquen  al  interés  público 
ó  al  derecho  particular. 

Siendo  los  Ministros  los  Jefes  superiores  de  los  distintos 
ramos  en  que  la  Administración  se  considera  dividida, 
natural  y  lógico  era  que  la  responsabilidad  les  aJcanzase, 
y  tanto  más,  cuanto  que,  aparte  de  aquel  carácter,  son 
consejeros  del  Rey,  los  inspiradores  y  autores  de  los  actos 
del  ^lonarca,  que  no  puecfen  llevarse  á  electo  si  ellos  no 
refrendan  los  mandatos  Reales.  . 

La  inseparabilidad  de  las  funciones  políticas,  ó  de  go- 
bierno, y  de  las  administrativas  que  corresponden  á  los 
Ministros  es  tal,  que  no  cabe  ocuparse  dQ  jla  responsabi- 
lidad en  que  pueden  incurrir,  bajo  cualquiera  de  esoB 
aspectos,  sin  comprender  más  órnenos  el  otro,  y  esto  nos 
fuerza  á  repetir  algunas  ideas,  ya  que  cuanto  se  refiere 
á  la  responsabilidad  por  actos  administrativos  es  apli- 
cable á  íos  de  gobierno,  ó  mejor  dicho,  en  realidad  todos 
son  administrativos^  puesto  que  en  cierto  modo,  la  políti- 
ca constituye  la  parte  ideal  de  la  dirección  de  los  asuntos 
de  un  país,  y  los  hechos  en  que  ese  pensamiento  se  rea- 
liza, forma  a  la  Administración. 

Por  virtud  de  lo  estatuido  en  el  art.  49  de  la  Constitu- 
ción, los  Ministros  son  responsables. 

2.  fSu  naturaleza  y  alcance. — La  responsabilidad  minis- 
terial tiene  dos  aspectos,  según  que  comprende  á  todos 
los  individuos  de  un  gabinete,  ó  se  limita  á  uno  de  ellos. 

La  primera,  que  los  autores  denominan  solidari^y  al- 
cánzales por  aquellos  actos  de  gobierno,  ó  de  administra- 
ción, que  ya  por  haber  sido  acordados  en  Consejo  de 
Ministros,  ó  bien  porque,  sin  mediar  esta  circunstancia 
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todos  los  Ministros  han  aceptado,  hacen  común  la  culpa, 
y,  por  consiguiente,  la  resfíonsabilidad.  La  segunda,  na- 
cida de  actos  personales  de  un  Ministro,  sólo  á  él  alcanza. 

El  fundamento  de  la  responsabilidad  ministerial  es  la 
necesidad  de  conciliar  dos  exigencias  que  surgen  de  la 
naturaleza  misma,  del  sistema  representativo,  y  por  esto 
es  una  institución  común  á  las  Monarquías  constitucio- 
nales y  á  las  Repúblicas  parlamentarias;  porque  en  unas 
y  otras,  importa  tanto  al  bien  y  á  la  tranquilidad  de  los 
pueblos  la  subsistencia  y  prestigio  de  la  Suprema  Magie^ 
laatura.  investida  del  Poder  ^eoutlvo,  como  que  éste 
responaa  de  sus  actos. 

La  responsabilidad  ministerial  da>  ala  contradicción 
que  existe  en  esos  extremos,  una  solución  felicísima,  y 
forma  el  eje  sobre  el  cual  giran  los  gobiernos  represen- 
tativos, ofreciendo  el  medio  más  expedito,  regular  y  có- 
modo para  que  los  Cuerpos  representantes  del  país  ins- 
peccionen frecuente  y  eficazmente  la  manera  en  que  se 
ejerce  el  Poder  ejecutivo,  é  influyan  en  su  marcha  y  direc- 
ción, sin  atacar  su  independencia,  ni  crear  peligros 
para  la  libertad  pública. 

En  efecto,  sin  graves  daños  para  ésta,  no  puedeiv  la» 
asambleas  intervenir  directa  ó  inmediatamente  en  la  Ad^ 
ministración  y  en  el  Gobierno,  confimdiendo  en  una  sola 
entidad  los  poderes  de  legislar  y  ejecutar;  pero  por  otra 
parte,  entre  ambos  existen  relaciones  y  conexiones  ince- 
santes. Los  Cuerpos  Colegisladores,  como  representan- 
tes de  la  voluntad  nacional,  tienen  innegable  derecho  á 
señalar  las  líneas  generales  de  la  política  que  á  los  inte- 
reses públicos  conviene  seguir,  tanto  en  el  interior  como 
en  el  exterior,  sin  consentir  que  el  Gobierno  exceda  los 
límites  en  que  debe  mantenerse  conforme  lái  la  Constitu- 
ción, y  por  lo  mismo  de  inspeccionar  sus  actos. 

Ahora  bien,  si  el  Rey,  si  el  Jefe  del  Estado  ¡se  pusiera 
en  contacto  inmediato  con  las  Cortea,  las  consecuencias 
serían  funestas,  pues  ó  por  deferencia  á  ól>  y  para  no  do- 
bilitar  el  prestigio  de  su  Autoridad  con  repetidas  derro- 
tas, tendrían  que  callar  sobre  euaato  hiciere  bueno  ó 
malo,  aprobar  cuanto  les  propusiera.  útU  ó  perjudicial, 
finiendo  á  cjuedar  sometidas  á  su  dirección,  y  en  este 
caso  perdonan  rápidamente  su  independencia  y  digni- 
dad, haciéndose,  en  una  palabra,  inútiles;  ó  bien,  si  que- 
rían conserv^ar  incólumes  su  car-áctor  y  prestigio  y  la 
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parte  de  legítima  autoridad  que  les  corresponde,  recha- 
zarían las  proposiciones,  á  su  entender  improcedentes, 
sustituyéndolas  con  otras,  formularían  censuras  que  le 
afectaran  de  un  modo  directo,  y  entonces  resultaría,  ó 
una  verdadera  crisis  gubernamental,  ó  un  golpe  de  Estan- 
do, con  profunda  perturbación  del  país  y  acaso  con  ries- 
go de  su  situación  exterior.  Preferible  es,  por  lo  tanto, 
sustituir  la  responsabilidad  ministerial  á  la  del  Jefe  del 
Estado,  que  podría  verse  á  cada  paso  comprometido  por 
algún  acto  ilegal  ó  abusivo  del  último  de  sus  agentes. 

Los  Ministros,  colocados  á  la  cabeza  de  la  Administra- 
ción y  del  Gobierno  y  en  relación  constante  con  los  re- 
presentantes del  pueblo,  poseen  todos  los  datos  y  ante- 
cedentes precisos  para  apreciar  con  exactitud,  y  de  un 
modo  completo  é  mmediato,  lo  que  el  bien  general  de- 
manda y  lo  que  es  dañoso.  Después  de  esto,  todos  y  cada 
uno  se  hallan  en  situación  de  adoptar  ó  no  las  medidas 

}f  providencias  con  pleno  conocimiento  de  causa,  y  por 
o  tanto  de  evitar  los  compromisos  personales  que  püe* 
den  acarrearles,  y  los  que  envuelvan  á.todo  el  Gabinete. 
Justo  es,  pues,  que  ellos  sean  quienes  soporten  la  res- 
ponsabilidad que  la  representación  nacional  les  exija, ' 
tanto  más,  cuanto  que  en  las  cuestiones  graves  que  en  el 
Consejo  se  tratan  y  deliberan,  cada  uno  es  libre  de  sus- 
traerse á  los  caicos  dejando  su  cartera,  ya  que  no  ha- 
ciéndolo asume  voluntaria  y  conscientemente  la  req[)on- 
sabilidad. 

3."*  División  de  la  responsabilidad  ministerial.  —  Por  d 
modo  en  que  ésta  se  exi^,  divídese  en  política  y  judicial. 
(a)  Política. — La  política  debe  producir  la  retirada  de 
un  Gabinete  ante  el  voto  contrario  de  las  Cortes,  porque 
cuando  un  Ministerio  ha  perdido  la  confianza  de  la  mayo- 
ría, en  quien  se  supone  encarnado  el  pensamienta  de  la 
Nación,  un  deber  de  lealtad  y  de  prudencia,  ño  menos  que 
una  digna  susceptibilidad,  piden  que  se  facilite  así  al  Jefe 
del  Estado  el  cambio  de  unos  consejeros  mal  vistos  por 
la  opinión,  con  otros  que  le  sean  simpáticos  y  respon- 
dan á  sus  aspiraciones  y  propósitos,  dejándole  expedito 
el  uso  de  la  prerrogativa  constitucional,  para  que  pueda 
encomendar  á  un  hombre  político  de  influencia  en  las 
mayorías  délas  Cámaras,  y  merecedor  de  su  confianza,  la 
formación  de  un  nuevo  Gabinete. 
De  esta  manera,  una  simple  crisis  ministerial  basta 
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para  cambiar  el  rumbo  de  la  política,  sin  conmociones  ni 
trastornos,  y  sin  que  padezca  el  alto  prestigio  que  en 
bien  general  debe  rodear  siempre  al  Monarca. 
Por  lo  demás,  la  responsabilidad  ministerial,  y  en  es- 

Secial  la  política,  de  que  nos  ocupamos,  forma  el  sello  y 
istintivo  del  régimen  parlamentario,  al  cual  deben  algu^ 
ñas  naciones  el  alto  grado  de  prosperidad  que  disfruten^ 
y  si  en  otras  no  ha  producido  iguales  beneficios,  porque 
continuas  revoluoioneáy  motines  lo  impiden,  cúlpese,  no 
á  él,  si  no  á  los  obstáculos  que  su  marcha  regular  en- 
cuentra. 

Por  esa  facilidad  que  proporciona  á  la  intervención  de 
la  representación  nacional  en  el  Grobiemo,  permitiendo 
determinar  la  caída  de  un  Ministerio,  y  consiguientemen- 
te obligando  al  Poder  ejecutivo  á  nombrar  otro  identifi- 
cado con  el  pensamiento  de  aquéllas,  llámase  á  esta  for- 
ma de  or^nización  del  poder  público,  gobierno  del  pue- 
blo por  81  mismo. 

Abstractamente  considerado  este  régimen  se  compa- 
dece con  cualquier  forma  de  gobierno,  por  más  que  otra 
cosa  pretendan  quienes  todo  lo  flan  á  la  virtualidad  de  la 
estructura  externa,  y  en  la  práctica  no  se  ha  visto  que  las 
dificultades  de  su  funcionamiento  sean  menores  en  las 
repúblicas  que  en  las  Monarquías;  antes  al  contrario, 
porque  en  aquéllas  suelen  ser  más  violentas  las  relacio- 
nes de  los  partidos  y  más  enconados  los  odios  políticos, 
natural  consecuencia  de  estar  la  primera  magistratura  li- 
gada á  las  luchas  de  los  que  pretenden  monopolizar  la 
representación  del  sentimiento  público. 

río  faltan,  sin  embargo,  inconvenientes  que  minoran 
esas  indisputables  ventajas,  y  entre  ellos  señálanse  por 
BU  gravedad  el  de  arrastrar  á  una  oposición  exagerada  á 
causs^  de  la  competencia  por  el  poder,  y  el  no  menor  de 
ser  ocasionado  á  conflictos  entre  los  poderes.  Aquél  varía 
según  el  carácter  de  los  pueblos  y  la  mayor  cultura  de 
las  costumbres  políticas,  pudiendo  llegar  á  ser  nulu,  mer- 
ced al  progreso  de  éstas  -  El  último  ha  encontrado  en  las 
Constituciones  monárquicas  un  remedio  eficaz  con  la 
prerrogativa  regia  de  disolver  las  asambleas  electivas,  ha- 
ciéndose así  el  cuerpo  electoral  juez  entre  las  Cámaras  y 
el  Gobierno. 

Claro  es  aue  no  pueden  menos  de  influir  en  la  acertada 
resolución  ae  estos  arduos  problemas  las  reglas  que  ata- 
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ñen  á  la  formación  del  cuerpo  electoral,  por  donde  se  ve 
el  íntimo  enlace  que  une,  asi  en  el  orden  teórico  como  en 
el  terreno  práctico,  la  fijación  del  derecho  electoral  y  Ja 
solución  de  los  conflictos  constitucionales. 

Lo  que  acabamos  de  exponer  prueba  también  una  vez 
más,  que  si  la  separación  de  poderes  no  excluye  cierta  in- 
dispensable participación  del  ejecutivo  en  la  formación  de 
las  leyes,  tampoco  es  obstáculo  para  que  el  legislativo 

{)ese  é  influya  en  la  Dirección  general  de  aquél,  mediante 
a  responsamlidad  ministerial. 

(b)  Judicial, — El  principio  de  la  responsabilidad  judi- 
cial no  ha  sido  desarrollado  en  la  legislación  por  lo  que 
hace  al  señalamiento  de  los  casos  en  que  es  exigible. 

La  Constitución  limítase  A  consignar  el  principio  y  á 
designar  cuándo  y  ante  quién  son  justiciables  los  Minis- 
tros (i),  reproduciendo  acerca  de  este  último  extremo  lo 
prescrito  en  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1849,  cuyas  disposi- 
ciones estimamos  vigentes  en  cijanto  no  se  oponen  á  lo 
después  estatuido. 

Conforme  á  ellas,  la  acusación  se  formulará  ante  d 
Congreso,  definitivamente  constituido,  en  una  proposición 
que  seguirá  los  mismos  trámites  que  las  de  ley,  hasta 
que  recaiga  resolución,  exigiéndose  para  ello  el  mismo 
número  de  Diputados  que  para  votar  leyes. 

Si  prevalece  la  propuesta  de  acusación,  el  Congreso 
nombra  una  Comisión  de  su  seno  que  la  sostenga  ante  el 
Senado,  y  aunque,  por  cualquier  motivo,  aquella  Cá- 
mara cese  eh  el  ejercicio  de  sus  funciones,  la  Comisión 
continuará  desempeñando  las  suyas  hasita  la  terminación 
del  juicio. 

Para  constituirse  el  Senado  y  celebrar  sesiones  como 
Tribunal,  ha  de  preoedjer  Real 'deci*eto  de  convocatoria 
aprobado  en  Consejo  de  Ministros^  y  concurrir  al  mer 
nos  60  Senadores.  Mas  la  convocatoria  no  es.  necesaria 
cuando  el  Congreso  envía  al  Senado  un  mensaje  de  acu- 
sación contra  un  Ministro. 

Componen  el  Senado  comoTribunal,  los  Senadores  del 
estado  seglar  que  hayan  jurado  eus  cargos^  y  es  obliga-»- 
toria  la  asistencia,  salvo  la  alegación  de  excusas  iusts^s, 
cuya  apreciación  corresponde  al  Cuerpo.  No  pueden  ser 


(1)    Arts.  46,  núm.  3.o,  y  49. 
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Jueces  los  Senadores  nombrados  con  posterioridad  al 
hecho  que  motive  el  procedimiento. 

El  acusado  y  el  acusador  pueden  recusar,  sin  expresar 
causa,  hasta  la  décima  parte  de  los  Senadores. 

La  declaración  de  culpabilidad,  que  se  ha  de  votar  siem- 
pre  separadamente  de  la  imposición  de  la  pena,  y  la  de 
las  circunstancias  que  se  estimen  haber  concurrido  en  el 
hecho  ó  hechos  criminales,  necesitan  para  causar  reso- 
lución las  dos  terceras  partes  de  los  votos. 

Para  imponer  la  de  muerte  han  de  concurrir  las  tres 
cuartas  partes,  y  para  cualquier  otra  la  mayoría  absoluta. 

Aunque  no  negamos  en  absoluto  la  conveniencia  de 
esta  r^ponsabiliaad  judicial  de  los  Ministros,  las  dificul- 
fcadee  (jue  inevitablemente  ofrece  su  exacción  y  los  pocos 
casos  a  que  es  aplicable,  nos  mueven  á  desear  que  si  no 
se  suprime  en  la  legislación,  desaparezca  de  hecho  en 
las  costumbres,  sustituyéndola  la  responsabilidad  pura- 
mente civil  de  los  Ministros,  sin  tanto  aparato  exigíble 
por  cualquiera  á  ciuien  indebidamente  perjudiquen  sus 
disposiciones,  ante  ios  Tribunales  ordinarios,  ó,  si  se  quie- 
re concretar,  ante  el  Supremo  de  justicia. 

CAPITULO  V. 

CONSBJOS  Y  CORPORACIONES  AUXlLtARBS  DB  LA  ADMINISTRACIÓN 

CBNTBAL. 

1."  Su  razón  de  existencia.— 2.**  Olyeto  y  carácter.— 3."  Clasificación. 

1.**  Su  razón  d^  existmda. — Vimos  anteriormente  que 
la  Administración  en  general  ha  menester  de  ciertos 
auxiliares  que  en  casos  determinados  sean  como  aseso- 
res que  le  informen  y  aconsejen,  á  fin  de  procurar  el 
mayor  acierto  en  las  resoluciones^  tanto  para  la  adopción 
de  medidas  graves,  como  en  aquellos  asuntos  ordinarios 
acerca  de  los  cuales  estime  preciso  ilustrar  su  juicio  con 
el  parecer  de  personas  competentes. 

g."*  (Xíjtto  y  carácter. ^ly^  aquí  que,  como  luego  hemos 
de  ver,  en  toda  la  extensión  d^  la  escala  administrativa, 
se  encuentran  aliado  do  las  Autoridades  investidas  y  en- 
cargadas de  la  acción^  corporaciones  destinadas  á  ser- 
viries  de  consejeras,  bien  porque  en  ellas  se  consideran 
reunidos,  el  conocimiento  de  los  intereses  y  necesidades 
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públicas,  y  la  experiencia  y  práctica  de  los  negocios,  á  la 
posesión  de  un  elevado  criterio  legal,  ó  ya  porque  com- 
puestas de  personas  peritas  en  algún  ramo  especial,  cien- 
tífico ó  administrativo,  constituyen,  respecto  á  ellos,  cen- 
tros de  ilustración  y  doctrina  verdaderamente  excepcio- 
nales y  dignos  de  respeto,  en  cuyos  dictámenes  puede 
encontrar  la  Autoridad  la  luz  que  la  guíe  con  seguridad 
de  acierto  en  casos  difíciles,  ó  en  puntos  completamente 
técnicos. 

Las  corporaciones  de  que  nos  ocupamos  carecen,  pues, 
de  poder.  Son  meramente  consultivas. 

3."*  Clasificación, — Las  hay  de  varias  clases.  Unas  son 
permanentes,  porque  su  destino  ú  objeto  corresponde á  un 
orden  de  ideas  ó  de  hechos  que  siempre  existen  ú  ocu- 
rren, otras  nacen  en  un  momento  dado  para  llenar  una 
necesidad  determinada  y  esto  hecho  desaparecen. 

Tales  hay  que  entienden  de  toda  especie  de  negocios, 
al  paso  que  algunas  solamente  de  un  ramo  de  ellas  se 
ocupan. 

Por  fin,  unas  forman  parte  de  la  organización  adminis- 
trativa propiamente  dicha,  y  otras  viven  separadas  de 
ella,  siquiera  tengan  el  deber  de  contribuir  a  ilustrarla 
cuando  aquélla  lo  crea  preciso. 

El  Consejo  de  Estado,  las  Comisiones  provinciales,  et- 
cétera, son  ejemplo  de  aquéllas;  las  Academias  de  la  his- 
toria, de  la  lengua,  etc.,  son  la  de  las  segundas. 

CAPÍTULO  VL 

NOTICIA  mSTÓRICA  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO. 

1.^  Orígenes. —2."  Época  goda.— 3.*  Fuero  de  Sobrarbe.r-4.'*  MonarquU  asta- 
nana.— 5.'  Fernanda  el  Magno.— 6."  Alfonso  VI.— 7.**  Carácter  del  Consejo  en 
los  prímeros  tiempos. — 8.®  Sos  progresos.— 9.*  Verdadero  principia  del  Oonscjio 
bajo  San  Fernando.— 10.  Alfonso  XL—ll.  Enríqoe  II.— »12.  Jaan  I.— 13.  Ehin-. 
que  III. — 14.  Juan  II. — 15.  £nrí<][ue  IV.— 16.  I>eoadenoia  del  Consejo. — ^17.  Re- 
yes Católicos.— 18.  Casa  de  Austria. — 19.  Felipe  V  y  sus  sucesores.— 20.  Cortes 
de  Cádiz.— 21.  Vicisitudes  bajo  Fernando  Vil. — ^22.  ídem  hasta  nuestros  días. 

1.**  Orígenes. — Es  este  el  primero  y  más  elevado  cuer- 
po consultivo,  realizando  su  existencia,  en  la  más  alta 
esfera,  el  principio  antes  expuesto  de  que  al  lado  de 
cada  autoridad  administrativa  haya  un  Consejo  desti- 
nado á  cooperar  al  mejor  resultado  de  la  acción  adminis- 
trativa, ilustrando  con  sus  dictámenes  los  asuntos,  cuya 
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decisión  requiere  dfeliberación  serena  é  imparcial,  ma- 
duró examen  y  conocimientos  especiales. 

Aunque  esta  Corporación  desempeña,  siempre  dentro 
del  terreno  administrativo,  otras  funciones  importantísi- 
mas, aquí  solamente  la  consideramos  en  el  concepto  de 
auxiliar  del  Gobierno  y  Administración  del  Estado,  de- 
jando para  cuando  haya  de  exponerse  lo  que  atañe  á  la 
justicia  administrativa,  examinarla  como  Tribunal. 

Si  consultamos  la  Historia  nacional  encontraremos  que 
desde  el  principio  de  la  reconquista,  en  los  comienzos  de 
los  pequeños  reinos  que  se  formaron  con  los  restos  de  la 
poderosa  monarcjuía  gótica,  y  como  recuerdo  y  tradición 
de  su  organización,  al  lado  de  cada  uno  de  los  Reyes  de 
Asturias,  Aragón  y  Navarra  hubo  un  Consejo  compuesto 
de  SenioreSy  llamados  así,  no  por  la  edad  que  tenían, 
sino  por  el  poderío  é  influencia  que  disfrutaoan,  como 
demuestra  Ambrosio  de  Morales  en  la  Crónica  general  de 


2/  Época  aoda. — La  ley  3.*  del  Fuero  Juzgo  prueba  que 
entre  los  godos  era  una  verdadera  institución,  una  parte 
del  organismo  político  y  gubernativo  ese  Consejo  del 
Príncipe,  cuando  dice  hablando  con  los  Reyes,  «et  nen- 
gun  de  vos  non  iulgue  sennero  morte  de  omne  nenguno, 
nen  nengw/i  iwia  de  otras  cosas;  mas  delante  los  sacerdotes 
de  .Dios,  et  con  el  Ooncello  del  pobló  et  de  los  Principes  de 
la  tierra. 

3.°  Fnero  de  Sobrarle.— \>^  aquí,  como  de  tradición 
nunca  interrumpida,  debió  nacer  aquél  terminante  pre- 
cepto del  Fuero  de  Sobrarbe,  por  virtud  del  cual,  el  Rey 
no  podía  decidir  los  negocios  importantes,  como  decla- 
rar la  guerra,  concertar  tratados  con  otro  Rey,  «nin  otro 
^granado  fecho  ó  embargamiento  del  Regno,  sin  Consejo 
»cíe  12  ricos  homnes»  (i). 

4.**  Monarquía  asturiana. ^-Ajqa  Crónicas  de  los  prime- 
ros reinados  de  Asturias  contienen,  por  otra  parte,  actos 
y  documentos  que  patentizan  la  existencia  ael  Consejo 
clel  Rey,  por  referirse  á  resoluciones  tomadas  de  acuerdo 
con  el  cíe  los  Prelados  y  optimates. 

5.®  Femando  i/tf^Mo.  — Posteriormente  encontramps 
numerosas  pruebas  de  que  continuó  existiendo  ese  Con- 

(1)  Fuero  citado  De  c(mo  deven  letantar  Bey  en  Espayna  et  como  les 
ffeveeyll  jurar. 
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sejo,  al  cual  consultó  D.  Fernando  el*Magnó  lo  que  debía 
hacer  respecto  á  la  pretensión  del  Pontífice  que  entehdía 
ser  propiedad  de  la  Iglesia  romana  el  Reino  de  España, 
según  refiere  el  Obispo  de  Pamplona  en  su  continuación 
de  la  Crónica  ¡feneral, 

6.**  Alfonso  F/.~De  que  en  tiempo  de  Alfonso  VI  no 
se  abandonó  esa  práctica,  certifica  la  confirmación  del 
Fuero  de  Nájera,  necha  de  conformidad  con  el  consejo 
de  todos  los  optimates,  como  expresa  el  mismo  Sando- 
val  en  el  libro  citado. 

7.**  Carácter  M  Consejo  de  los  primeros  tiempos.— Es, 
pues,  indudable  que  los  antiguos  Monarcas  se  rodearan 
siempre  de  un  Consejo  de  Prelados  y  grandes. 

En  realidad,  ese  cuerpo  no  tenía  organización  ni  facul- 
tades definidas.  Producto  espontáneo  del  nacimiento  y 
progresos  de  la  Monarquía,  era  mayor  ó  menor  su  auto- 
ridad é  influencia,  según  que  el  carácter  de  los  Reyes  lo 
consentía,  ó  las  circunstancias  del  país  se  prestaban  al 
éxito  de  sus  exigencias  ó  imposiciones.  Su  verdadero  ca- 
rácter era  el  de  representante  de  los  derechos  y  prerroga- 
tivas de  la  nobleza,  cuyos  intereses  defendía  contra  las  as- 
piraciones de  la  Corona.  Alguna  vez,  sin  duda  cuando 
esos  intereses  coincidían  con  loe  generales  del  pueblo; 
defendía  también  los  de  éste;  pero  por  punto  general  los 
de  la  clase  aristocrática  formaban  ese  objeto,  y  aun  den- 
tro de  éstos,  en  no  pocos  casos,  miraba  y  procuraba  por 
ventajas  y  acrecentamientos  puramente  personales  de 
alguno  ó  algunos  de  sus  miembros,  arrancando  á  los  Re- 
yes concesiones  y  dádivas  de  territorios,  caicas,  etc. 

8."  Sus  progresos.— G\i3kndo  la  Autoridad  Real  adquirió 
alguna  robustez,  y  el  Estado  llano,  es  decir,  los  que  no 
eran  ni  clérigos  ni  nobles,  se  atrevió  á  mirar  de  frente  á 
esas  clases  privilegiadas,  los  pueblos  solicitaron  del  Mo- 
narca, á  quien  la  innovación  convenía,  la  creación  de  un 
Consejo  mejor  dispuesto  para  mirar  por  su  bien,  más  en- 
terado de  lo  que  a  éste  importaba  y  más  conocedor  de 
las  leyes^  usos  y  costumbres  del  país. 

9."  Verdadero  principio  del  Consejo,  y  organización  bajo 
San  Fernando .-^Wí  primero  de  nuestros  Monarcas  que 
instituyó  ese  cuerpo  fué  Fernando  III  el  Santo.  «Era  el 
»Rey  D.  Fernando,  dice  Garibay,  Príncipe  tan  recto  en  sus 
»negocios,y  tan  amigo  de  equidad,  que  entre  los  Reyes  de 
»Castilla  y  León,  fué  el  primero  de  quien  se  escribe  haber 
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»pue8to  Consejo  de  doce  personas  de  letras,  que  muy  se- 
»ñaIados  en  diversas  ciencias,  especialmente  en  los  dere- 
»chos,  los  hizo  buscar  para  su  consejo  y  gobierno  de  sus 
3>E8taaos,  y  en  faltando  ó  falleciendo  uno,  luego  proveía 
»otro,  de  modo  que  de  aquí  tomaron  muchos  Reyes  do 
«Castilla,  sucesores  suyos,  la  orden  de  tener  Consejo  Real 
x>de  personas  de  letras.  Estos  grandes  varones,  por  man- 
s>daao  del  mismo  santo  Rey  comenzaron  en  su  tiempo  á 
5>ordenar  las  leyes  del  Reino,  llamadas  las  Siete  Partidas, 
»que  después  se  acabaron  en  tiempo  del  Rey  D.  Alonso 
3>su  hijo,  siendo  necesario  grande  espacio  de  tiempo  para 
2>la  ordenación  de  tan  insigne  y  necesaria-  obra,  y  de  vo- 
»lúmenes  tan  copiosos  de  materias  y  escritura.  Ésta  for- 
»ma  de  Consejo,  con  el  discurso  del  tiempo,  los  Reyes  sus 
^sucesores  vinieron  algunas  veces  á  mudar,  poniendo  en 
»él  Prelados,  y  aun  caballeros  carecientes  de  letras,  para 
»la8  cosas  de  gobernación  en  uno  con  los  otros,  y  después 
j^vino  también  esta  insigne  Congregación  á  llamarse  uan- 
5>cillería,  como  Tribunal  donde  se  decidían  los  pleitos, 
acornó  ahora  las  de  Valladolid  y  Granada,  teniendo  sus 
3>8entencias  la  misma  fuerza,  sin  suplicación,  que  ahora 
atienen  las  pronunciadas  en  Consejo.  Sus  oidores  anda- 
}^ban  siempre  con  la  Corte  en  el  acompañamiento  de  los 
*Reyes,  hasta  que  los  Reyes  Católicos  comenzaron  á  dar 
)!>la  orden  presente,  con  distinción  de  Cancillería  y  Con- 
»seio»  (1).  % 

Él  P.  Mariana  sigue  lo  dicho  por  Garibay;  pero  no  to- 
dos admiten  que  el  Conseio  creado  por  Fernando  III  fue- 
ra el  origen  inmediato  del  famoso  y  célebre  de  Castilla, 
oponiendo  como  razones  que  ni  fue  después  mencionado 
en  los  Códigos  de  Alfonso  X,  ni  por  su  cometido  tuvo  re- 
lación con  el  Cuerpo  últimamente  citado.  Contra  esta  in- 
pugnación  basta  oponerlas  mismas  palabras  del  sabio  cro- 
nista y  bibliotemrio  de  Felipe  II,  que  terminantemente  afir- 
ma haber  buscaího  el  Santo  Rey  los  hombres  versados  en 
diversas  ciencias,  para  su  consejo  y  gobierno  de  sus  Estar- 
dos,  por  donde  se  vé  que  á  más  que  á  conocer  y  decidir 
de  pleitos  civiles  y  criminales  los  destinaba.  Por  otra 
parte,  que  D.  Alfonso  el  Sabiodejase  de  nombrar  ese  cuer- 
po, no  fuera  maravilla;  mas  es  error  afirmarlo,  porque  en 
las  Partidas,  al  hablar  de  la  nobleza,  sus  privilegios  y  de- 

(1)    Crónica  generalf  lib.  19,  cap  48. 
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beres,  expresa  q\Xe  los  señores  debían  concurrir  al  Con- 
sejo del  Itey  cuando  fueran  llamados,  lo  cual  prueba  que 
el  Consejo  subsistía,  siquiera  hubiese  sufrido  ya  en  su 
composición  el  cambio  que  indica  Garibay,  dándose  en- 
trada en  él  «á  prelados  y  aun  caballeros,  carecientes  de 
letras.»  Esto  mismo  sucedió  después  en  tiempo  de  los 
Reyes  Católicos,  sin  que  por  eso  se  ponga  en  duda  que  fué 
un  Cuerpo  consultivo  el  que  instituyeron  y  del  cual  se 
ocupa  el  prólogo  de  las  Ordenanzas  Reales  de  Castilla  ú  Or- 
denamiento de  Montaho. 

10.  Alfonso  Z/.— D.  Alfonso  XI,  en  las  Cortes  de  Ma- 
drid, año  1367  de  la  era  cesariana  y  1329  de  la  vulgar,  dis- 
puso una  nueva  modificación  del  Consejo  fijando,  entre 
otras  cosas,  las  condiciones  de  los  que  hubieran  de  for- 
marlo, como  en  el  mencionado  prólogo  se  manifiesta. 

11.  Enrique  IL — La  institución  que  nos  ocupa  ad- 

auirió  carácter  más  claro  y  decidido  en  el  reinado  de 
>.  Enrique  II.  Las  Cortes  que  este  Rey  celebró  en  Bur- 
gos, firmadas  en  7  de  Febrero  de  1367,  pidiéronle  «que  to- 
mase doce  hombres  buenos  que  fuesen  del  su  Consejo,» 
de  los  cuales  dos  habían  de  ser  de  León,  dos  de  Castilla 
é  i^ual  número  por  Galicia,  Toledo,  Extremadura  y  An- 
dalucía, á  lo  que  respondió  el  Rey  «que  nos  place  é  lo  te- 
nemos por  bien,  etc.»  Sin  embargo  de  esta  aquiescencia, 
no  debió  instalarse  el  Consejo  prometido,  toda  vez  que  en 
las  Cortes  de  Toro  reiteraron  los  Procuradores  la  peti- 
ción, suplicando  que  formasen  el  Consejo  determinadas 
personas,  y  el  Rey  no  estimó'' justo  otorgarlo,  decidiendo 
que  lo  compusieran  los  Alcalaes  de  Corte,  los  oidores  de 
la  Audiencia  y  los  Alcaldes  de  las  provincias. 

12.  Juan  /. — En  el  reinado  de  D.  Juan  I,  el  Consejo 
estaba  compuesto  de  Prelados  y  caballeros,  según  resul- 
ta de  lo  que  su  cronista,  D.  Pedro  López  de  Ayala,  dice 
en  los  caps.  4.''  y  5.**  del  año  7."* 

Este  mismo  año  (1385)  tuvo  el  Rey  Cortes  en  Vallado- 
lid,  donde  las  había  convocado  para  el  1  .*^  de  Octubre  á 
fin  de  pedirles  subsidios  con  que  continuar  la  guerra  de 
Portugal  y  vengar  el  desastre  de  Albujarrota,  y  en  ellas 
se  determinó  la  creación  de  un  Consejo  formado  por  doce 
personas  aptas  que  constantemente  habían  de  acompa- 
ñar al  Monarca  y  celebrar,  baio  su  presidencia^  sesiones 
dos  veces  por  semana,  según  había  prometido  a  las  Cor- 
tes de  Burgos,  «para  oir  y  atender  las  quejas  que  contra 
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SUS  Ministros  y  Oficiales  se  dieren. :>  Algún  tiempo  des- 
pués, en  las  Cortes  de  Bribiesca,  se  determinaron  varios 
pormenores  de  organización  del  Cuerpo  que  nos  ocupa. 

Los  motivos  en  que  el  Rey  fundó  su  determinación 
fueron,  no  sólo  el  deseo  de  proceder  en  todo  lo  relativo  á 
la  gobernación  de  sus  estados  en  la  forma  más  conve- 
niente á  los  intereses  públicos,  sino  el  de  acallar  las  ma- 
liciosas hablillas  y  murmuraciones  de  los  que  se  queja- 
ban de  que  en  la  resolución  de  asuntos  muy  importantes 
y  dificultosos,  no  se  oyera  el  parecer  de  personas  experi- 
mentadas, prudentes  y  sabias,  las  cuales  inspirándose  en 
lo  que  fuera  provechoso  al  Monarca  y  al  reino,  le  acon- 
sejasen y  pusieran  coto  á  los  gastos  exorbitantes  y 
superfinos  de  la  familia  y  Oficiales  de  la  Casa  Real.  Ade- 
máB  de  que  su  salud  delicada  no  le  permitía  ver  y  cono- 
cer por  sí  mismo,  con  el  detenimiento  preciso,  los  nego- 
cios para  resolverlos  de  la  manera  más  acertada. 

En  consecuencia  de  esto  confiáronse  al  Conseio  todos 
los  asuntos  de  gobierno  y  administración  del  Reino,  á 
excepción  de  la  concesión  de  gracias  y  recompensas  que 
el  Rey  se  reservó,  y  poco  después,  en  1390,  hasta  se  le 
encomendó  el  nombramiento  definitivo  de  los  Corregido- 
res, sin  necesidad  de  la  Real  confirmación. 

13.  Enrique  III. — El  prestigio  que  la  sabiduría  y  rec- 
titud del  Consejo,  había  alcanzado,  demuéstralo  el  testa- 
mento de  D.  Enrique  III,  hecho  en  Toledo  á  24  de  Di- 
ciembre de  1406,  ai  disponer  que  los  encargados  de  la 
regencia  del  Reino  durante  la  menor  edad  de  su  hijo  y 
sucesor  D.  Juan  II,  «no  librarán  cosa  alguna  gue  perte- 
nezca á  la  dicha  tutela  y  regimiento,  sin  que  firmen  las 
cartas  dos  del  su  Consejo  en  las  espaldas»  (1).  Por  en- 
tonces componíase  de  aiez  y  seis  miembros,  entre  los 
cuales  había  varios  Doctores. 

14.  Juan  ZT.— Llegado  D.  Juan  II  á  la  mayor  edad, 
en  vez  de  consagrarse  á  mirar  por  lo  que  convenía  á  los 
pueblos,  entregóse  sin  reserva  á  vivir  enmedio  de  fies- 
tas y  placeres,  mientras  su  omnipotente  valido  D.  Alva- 
ro de  Luna  ejercía,  sin  otro  contraste  que  el  de  las  fre- 
cuentes rebeliones  de  los  señores  y  Prelados,  toda  la  au- 
toridad Real^  sostenido  por  un  partido  que  creó  y  sostema 

(1)  Testamento  de  D.  Enrique  m,  en  la  Crónica  de  Fern^  Pérez  de 
Guzmán. 
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á  fuerza  de  dádivas.  De  aquí,  y  para  reforzar  su  influen- 
cia, el  aumento  de  plazas  que  hizo  en  el  Consejo,  com- 
puesto exclusivamente  de  sus  parciales,  lo  cual  contribu- 
yó no  poco  á  promover  y  mantener  las  guerras  y  alboro- 
tos que  durante  muchos  años  afligieron  al  Reino,  por  la 
oposición  armada  de  los  descontentos  acaudillados  por 
el  infante  D.  Enrique. 

Las  modificaciones  más  notables  que  en  este  tiempo 
experimentó  el  Consejo,  fueron  las  contenidas  en  las 
Ordenanzas  de  Segovia,  año  1428,  previniéndole  que  no 
conociera  de  los  pleitos  civiles,  los  cuales  habían  de  ser 
Juzgados  por  la  Chancillería,  á  excepción  de  los  que  se 
ventilasen  entre  oficiales  de  la  Real  Casa,  debiendo  asis- 
tir tres  oidores  bajo  la  presidencia  de  un  Obispo  para 
formar  Audiencia. 

En  el  año  1436  hizo  el  Rey  las  Ordenanzas  de  Guada- 
lajara,  reiterando  al.  Consejo  la  prohibición  de  conocer 
.  de  los  pleitos  civiles  en  que  debía  entender  la  Audiencia, 
y  mandando  que  aquellos  que  los  Oficiales  de  su  casa 
«puedan  traer  á  la  mi  Corte  que  conozcan  doUos  los  mis 
Alcaldes  de  aquí  de  la  mi  Casa  é  Corte,  é  que  los  del  mi 
Consejo  de  Justicia  no  puedan  dar  ni  librar  comisión 
dellos  ni  de  alguno  dellos  para  otro  ninguno.» 

Claramente  se  infiere  de  esto  que,  contra  lo  que  afir- 
.man  algunos  autores,  en  vez  de  comenzar  entonces  el 
Consejo  Real  a  tener  jurisdicción  judicial  la  perdió,  por 
lo  menos  en  los  asuntos  civiles  que  eran  llevados  ante 
el  Rey. 

15.  Enrique  IV. — Bajo  el  reinado  del  pusilánime  y  apo- 
cado D.  Enrique  IV,  el  Consejo  ordinario  del  Rey  estuvo 
compuesto  de  cuatros  Prelados,  cuatro  caballeros  y  ocho 
letrados;  pero  en  realidad,  las  atribuciones  de  este  "Cuer- 
po, y  hasta  su  misma  existencia,  más  tem'an  de  aparente^ 
que  de  efectivas,  puesto  que  «ya  no  se  administraba  jus- 
ticia ni  los  negociantes  eran  oídos,»  absorbiendo  toda  au- 
toridad el  Arzobispo  de  Toledo  y  el  marqués  de  Villena, 
y  después,  cuando  éstos  cayeron  en  desgracia,  D.  Del- 
iran de  la  Cueva,  conde  de  Ledcsma,  según  refieren  los 

.historiadores. 

16.  Decadencia  del  Consejo.— ho&  trastornos  y  convul- 
siones incesantes  de  los  reinados  de  D.  Juan  II  y  D.  En- 
rique IV,  no  sólo  habjían  amenguado  el  Patrimonio  Real 
casi  hasta  destruirlo,  sino  que  haWán  hecho  caer  en  me— 
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nosprecio  la  autoridad  del  Trono,  dando  nueva  vida  y 
bríos  á  las  ambiciones  de  los  Prelados  y  señores.  El  Con- 
sejo del  Rey,  como  consecuencia  de  esto,  perdió  el  presti- 
gio y  la  autoridad  que  anteriormente  disfrutara,  y  eA  vez 
de  ser  útil  auxiliar  para  la  buena  gobernación,  convir- 
tióse en  instrumento  de  los  ambiciosos. 

En  esta  situación  lo  encontraron  los  Reyes  Óatólicos 
cuando,  por  el  fallecimiento  de  D.  Enrique  en  1464,  su- 
bieron al  Trono. 

17.  Reyes  Católicos. — Desde  ese  momento  la  Monarquía 
empezó  á  recobrar  el  lustre  y  esplendor  perdidos;  D.  Fer- 
nando y  D.*  Isabel,  entre  las  muchas  y  profundas  refor^ 
mas  que  llevaron  á  cabo  para  conseguirlo,  resolvieron 
rodearse  de  un  Consejo  que  por  la  calidad  de  sus  miem- 
bros fuese  á  la  par,  intérprete  de  las  necesidades  de  todas 
las  clases  sociales,  y  fiel  custodia  de  la  ley,  á  cuyo  imperio 
habían  de  someterse  todos. 

Con  este  propósito  dispusieron  (año  1480)  hallándose  en 
Toledo,  que  formasen  aquel  cuerpo,  un  Prelado,  tres  Ca- 
balleros y  hasta  ocho  ó  nueve  Letrados  (1). 

Señalaron  asimismo  cuanto  al  buen  funcionamiento 
del  Consejo  y  á  la  más  fácil  y  mejor  sustanciación  de  los 
negocios  atañía,  sin  ohidar  pormenor  alguno  para  la 
consecución  de  esos  objetos. 

Bien  dan  á  entender,  así  las  disposiciones  dictadas  por 
esos  ilustres  Reyes,  como  las  razones  y  motivos  en  que 
las  ftmdaron,  que  aspiraban  á  sustituir  en  su  Consejo  al 
poderío  y  nobleza,  la  sabiduría  y  la  virtud  acreditadas; 
mas  á  pesar  de  esto,  la  razón  de  Estado  les  obligó  á  reco- 
nocer el  derecho  de  los  Prelados  y  señores  á  tomar  par- 
te en  las  deliberaciones  y  tareas  del  Coñseio,  declarando 
que  los  Arzobispos,  Obispos,  Duques,  Condes  y  Maestres, 
eran,  por  sus  títulos  ó  dignidades,  vocales  natos. 

En  las  Cortes  de  Toledo,  año  de  1480,  dividieron  los 
Reyes  el  Consejo  en  cinco  Salas,  de  las  cuales  la  prime- 
ra, compuesta  de  grandes  del  Reino  bajo  la  presidencia 
del  Monarca,  conocía  de  los  asuntos  generales  é  impor- 
tantes del  Estado;  la  segunda  entendía  en  los  litigios, 
formándola  Prelados,  Grandes  y  Doctores;  á  la  tercera 
estaban  encomendados  los  asuntos  de  Hacienda,  y  al 


(1)    Ordenanzas  Reales  de  Castilla,  Prólogo,  1. 1.a 
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efecto,  sus  miembros  eran  el  Contador'mayory  los  demás 
oficiales  del  ramo;  iban  á  la  cuarta  todos  los  negocios  de 
los  reinos  de  Aragón  y  do  Ñapóles;  y,  finalmente,  la 
quinta,  de  que  eran  Vocales  los  Diputados  de  la  Santa 
hermandad,  ocupábase  en  lo  relativo  á  la  policía  de  se- 
guridad. 

i 8.  Casd  de  Austria. — No  experimentó  notables  cam- 
bios el  Consejo  bajo  el  reinado  de  D.  Carlos  I;  pero  du- 
rante el  de  D.  Felipe  II,  fué  sistemáticamente  excluido  de 
él  el  elemento  aristocrático,  quedando  sólo  los  Letrados 
cuyo  número  se  aumentó  hasta  16,  acreciendo  también 
el  poder  del  Cuerpo. 

19.  Felipe  Vy  sus  sucesores. — Celoso  de  la  inmensa  au- 
toridad que  con  el  tiempo  había  llegado  á  obtener  el  Con- 
sejo, D.  Felipe  V  modiücó  por  R.  D.  de  10  de  Noviembre 
de  1713  su  organización  y  atribuciones.  Dejando  subsis- 
tente la  división  en  cinco  Salas,  reemplazó  el  Presidente 
único,  por  cinco,  uno  para  cada  Sala,  iguales  en  faculta- 
des y  preeminencias;  pero  dos  años  después  recobró  casi 
completamente  su  antigua  forma,  en  la  cual  ha  llegado 
hasta  principios  del  siglo  actual,  esto  es,  componiéndolo 
un  Presidente  ó  Gobernador  y  22  Consejeros,  repartidos 
en  cuatro  Salas  denominadas  de  Gobierno,  Justicia,  Pro- 
vincia y  Mil  y  quinientas,  y  la  Presidencia  de  la  Sala  de 
Alcaldes. 

Aparte  de  este  Supremo  Consejo  de  Castilla,  cuya  sa- 
biduría, entereza  y  rectitud  lo  hicieron  célebre  en  todo  et 
mundo  civilizado,  D.  Carlos  IV  creó  un  Consejo  de  Esta- 
do y  una  Junta  Suprema  también  de  Estado;  pero  por 
R.  D.  de  28  de  Febrero  de  1792,  restableció  aquél  que  ha- 
bía quedado  en  suspenso  y  mandó  que  cesase  la  segunda. 

Si  so  mira  tan  solo  á  la  mayor  semejanza,  en  realidad 
este  Consejo  de  Estado  fué  el  inmediato  antecesor  del 

2u^  después  se  llamó  así,  y  la  Junta  Suprema  el  Cuerpo 
e  que  procedió  más  tarde  el  Consejo  de  Ministros. 

20.  Cortes  de  Cádiz.~EBÍo  no  obstante,  donde  verdade- 
ramente vienen  á  enlazarse  lo  antiguo  y  lo  nuevo,  la» 
tradiciones  y  costumbres  con  los  productos  de  las  nue- 
vas ideas,  por  lo  que  hace  al  Cuerpo  que  nos  ocupa,  es. 
en  el  creado  y  establecido  por  la  Constitución  votada  y 
promulgada  en  Cádiz  en  18  de  Marzo  de  1812,  que  se  ocu- 
pa de  su  organización  y  atribuciones  en  los  arts.  del  23t 
al  241,  quedando  abolidos  todos  los  antiguos  Consejos,  y 
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erigiéndose  en  principio  de  organización  la  completa  se- 
paración de  las  funciones  y  órdenes  administrativo  y  ju- 
dicial. Desde  entonces,  y  salvas  las  épocas  de  reacción  ab- 
solutista, ya  no  ha  vuelto  á  constituirse  Cuerpo  alguno 
supremo  que  promiscuamente  fuera  consejero  y  juez  á 
excepción  de  lo  contencioso-administrativo. 

21.  Vicisitudes  bajo  Fernando  VIL — Sabido  es  que 
en  1814,  Fernando  Vil,  pagando  con  la  más  torpe  ingra- 
titud la  abnegación  y  el  heroísmo  de  los  que  tanto  tra- 

*bajaron  por  conservarle  una  corona  por  él  cobardemente 
cedida  al  gran  Napoleón,  no  contento  con  destruir  la 
obra  inmortal  de  las  Cortes  gaditanas,  persiguió  con  el 
cadalso  y  la  expatriación  á  sus  autores. 

En  18z0  de  nuevo  el  espíritu  moderno,  unido  á  la  tradi- 
ción patria,  triunfó  del  absolutismo,  y  restablecida  la 
Constitución  del  12,  fuélo  con  ella  el  Consejo  de  Estado; 
pero  esa  situación  duró  tan  poco  que  ni  aun  fué  posible 
completar  el  número  de  Consejeros. 

La  reacción  de  1823,  aunque  animada  del  más  ciego 
fanatismo,  no  pudo  sustraerse  enteramente  á  la  influen- 
cia de  las  ideas  dominantes  y  al  ejemplo  de  otras  nacio- 
nes. Suprimió,  es  verdad,  por  segunda  vez  la  Constitu- 
ción, y  hasta  quiso,  en  odio  al  régimen  anterior,  anular 
la  sucesión  del  tiempo;  pero  mal  de  su  grado  tuvo  que 
transigir  con  las  exigencias  del  espíritu  publico,  al  menos 
en  un  punto,  y  si  no  llegó  á  establecerse  desde  luego, 
pensóse  en  establecer  un  Consejo  de  Estado,  y  al  fin  se 
íorraó  una  Real  Junta  consultiva  de  gobierno  por  Real 
decreto  de  24  de  Setiembre  de  1824,  de  cuya  existencia 
no  ha  quedado. huella,  hasta  que  poco  más  tarde,  en 
28  de  Diciembre  del  mismo  año,  fué  reemplazada  por  el 
Consejo  de  Estado  organizado  bajo  un  pie  absolutista, 
funcionando  este  Cuerpo  á  la  vez  que  los  de  Castilla, 
Supremo  de  Indias,  Supremo  de  Hacienda  y  otros  resta- 
blecidos. 

22.  ídem  hasta  nuestros  dios.— Con  arreglo  al  testamen- 
to de  Femando  VII  (12  de  Junio  de  1830)  creóse  el  Con- 
sejo de  Gk>bierno  ó  de  Regencia  que  absorbía  las  atribu- 
ciones que  correspondían  al  de  Estado,  el  cual,  en  su  con- 
secuencia, quedó  en  suspenso  en  24  de  Marzo  de  1834,  y 
con  él  los  antes  citados.  No  obstante,  la  calidad  de  Con- 
sejero de  Estado  subsistió,  y  vino  á  constituir  una  délas 
categorías  de  donde  habían  de  elegirse  los  miembros  del 
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Estamento,  de  Proceres  del  Reino,  conforme  al  núm.  4.% 
art.  3."  del  Estatuto  Real  de  10  de  Abril  de  1834. 

Restablecida  en  1836  la  Constitución  del  i2,  parecía 
que,  como  consecuencia  de  esto,  debió  pensarse  en  resta- 
blecer el  Consejo  de  Estado  creado  por  ella,  mas  no  su- 
cedió así,  y  no  obstante  los  graves  inconvenientes  que  la 
falta  acarreó,  teniendo  que  encomendarse  al  Tribunal 
Suppemo  cuestiones  y  negocios  ajenos  á  su  índole,  y  que 
valerse  para  otros  de  Juntas  auxiliares;  descuidóse  aten- 
der á  la  necesidad  de  llenar  el  vacío  dejado  en  ol  orga-' 
nismo  constitucional  por  la  desaparición  de  aquel  alto 
Cuerpo,  hasta  que  el  Gobierno  presentó  á  las  Cortes  el 
proyecto  de  ley  encaminado  al  restablecimiento,  ó  más 
bien  creación,  de  un  Consejo  de  Estado,  proyecto  que 
reproducido  en  1830,  informó  la  Comisión  para  ello  nom- 
brada en  el  Senado  el  mismo  año  (1),  y  aunque  llegó  á 
discutirse  no  llegó  á  ser  ley. 

Otros  trabajos  hechos  con  el  mismo  objeto  en  1840,  no 
dieron  tampoco  resultado,  á  causa  de  los  sucesos  que  en 
aquella  época  acaecieron. 

Como  la  necesidad  de  completar  la  organización  admi- 
nistrativa, y  do  proveer  al  Gobierno  de  un  Cuerpo  sabio  y 
experimentado  que  le  ayudase  con  sus  consejos  en  la 
ardua  tarea  de  regir  el  país,  no  sólo  subsistía,  sino  que 
con  el  trasciu^o  del  tiempo  adquiría  mayor  relieve,  el 
Poder  Ejecutivo,  en  uso  de  la  autorización  qiie  se  le  con^ 
firiera  por  las  Cortes  para  el  arreglo  general  de  la  Admi- 
nistración (ley  1.*"  Enero  i845),  dictó  la  ley  de  6  de  Julio 
de  ese  año,  y  el  R.  D.  de  22  de  Setiembre  siguiente, 
creando  y  organizando  el  Consejo  Real.  Poco  después, 
en  29  de  Setiembre  de  1847,  sufre  modificaciones  que  se 
declaran  casi  seguidamente  en  suspenso  (2),  para  dar  lu- 
gar á  nuevas  alteraciones,  que  aunque  leves,  experi- 
mentó (3). 

El  sacudimiento  político  de  1854  produce  en  nombre  de 
la  libertad  un  nuevo  eclipse  de  la  corporación  encargada 
de  moderar,  en  beneficio  de  los  intereses  de  la  Nación,  lo 

3ue  pudiera  tener  de  excesivo  la  acción  del  Gobierno  y 
e  servir  de  amparo  al  derecho  particular  en  pugna  con 


(1)  Silvela,  Estudios  prácticos  de  Administración,  págs.  305  y  siguientes. 

(2)  R.  D.  de  6  de  Octubre  de  1845. 

(8)    Rs.  Ds.  de  7  de  Febrero  de  1848  y  24  de  Junio  de  1849. 


Digitiz( 


COi^P 


ÁDMINISTBATIVO  201 

la  Administración,  y  no  acierta  á  reemplazarle  sino  con 
creaciones  ajenas  á  toda  tradición  é  insuficientes  para 
eolmar  el  hueco. 

La  experiencia  demostró  una  vez  más  la  necesidad  del 
Consejo  de  Estado,  y  las  Cortes  Constituyentes  le  com- 
prendieron entre  los  óiganos  primarios  de  la  Administra- 
ción y  del  Gobierno  de  la  Nación,  en  la  Constitución  que 
formaron  y  no  llegó  á  promulgarse  (1),  porque  mediante 
R.  I),  de  15  de  Setiembre  de  1856,  se  restableció  la 
de  1845  con  un  acta  adicional,  cuyo  art.  11  reprodujo 
el  54  de  la  nonata  citada.  En  su  virtud,  recobró  su  exis- 
tencia y  funciones  el  Consejo  Real  (2),  que  modificado  en 
BU  composición,  y  cambiando  ese  nombre  por  el  de  Conse- 

1"o  Real  (3),  fué  poco  después  reorganizado  por  un  acto 
legislativo  (4). 

Las  profundas  reformas  deterníinadas  en  el  régimen  y 
gobierno  del  país  por  el  triunfo  de  la  revolución  en  Se- 
tiembre de  1868,  alcanzaron  á  la  institución  que  nos 
ocupa;  pero  aleccionados  los  partidos  victoriosos  por  la 
-experiencia,  limitáronse  á  despojarle  de  las  funciones  de 
Tribunal  contencioso-administrativo  (5). 

En  esta  situación  permaneció  hasta  ^ue  restaurada  la 
Monarquía  fuéle  devuelta  la  jurisdicción  en  los  asuntos 
contenciosos  de  la  Administración, 

CAPÍTULO  VIL 

organizílOión  del  consejo  de  estado. 

I*  Importancia  y precedeacia.— 2.^  Compoaioióii.— S.**  Carácter.— 4.**  Amovi- 
lidad de  los  ConsejeroB. — 5.**  Circanstanaias  para  ser  nombrado  CouBejeró. — 
6.®  Critioa.— 7.*  Nombramiento  de  Fiscal.— 8.®  Secretario  general.— 9.*^  Si  los 
Magistrados  de  las  Audiencias  provinciales  están  en  el  mismo  caso  que  los  de  las 
"territoriales.— 10.  Forma  de  los  nombramientos.— 11.  Examen  de  su  legalidad* . 
—12.  Derechos  de  los  Ministros. —13.  Nombramiento  del  personal  subalterno.— 
14.  Personal  subalterno.  — 15.  División,  (a)  Consejo  pleno,  (b)  Secciones. — 

16.  Presidencia. 

1.**  Importancia  y  precedencia, — El  Consejo  de  Estado  es 
el  cuerpo  supremo  consultivo  del  Gobierno  en  los  asun- 
tos ¡administrativos  y  contencioso-administrativos  de  la 


(2) 
(3) 


Constitución  de  1856,  arts.  54  y  92. 
R.  D.  de  16  de  Octubre  de  1856. 
R.  D.  de  14  de  JuUo  de  1858. 

(4)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860. 

(5)  .  Decreto  ley  de  12  de  Octubre  de  1868/ 
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Península  y  Ultramar.  Precede  á  todos  loe  demás  Cuer- 
pos del  Estado,  excepto  al  Consejo  de  Ministros,  Su  tra- 
tamiento es  impersonal  (i );  pero  los  que  le  forman  dis- 
frutan el  de  Excelencia  (2).  En  consecuencia  de  aquella 
precedencia  y  supremacía,  no  puede  oirse  á  ningún  otro 
Cuerpo  ni  funcionario  en  los  negocios  acerca  de  los  cua- 
les el  Consejo  haya  dado  dictamen  (3). 

'  2.''  Composición.— Comiponen  tan  elevada  Corporación 
los  Ministros  de  la  Corona,  un  Presidente  y  32  Conseje- 
ros; teniendo  además  un  Fiscal  y  un  Secretario  general, 
dos  Tenientes  fiscales  y  el  número  de  Oficiales  y  aspi- 
rantes necesario  para  el  despacho  de  los  asuntos  (4).  Los 
cargos  de  Consejero,  Secretario  general  y  Fiscal,  son  in- 
compatibles con  cualquiera  otro  en  Sociedades  indus- 
triales ó  mercantiles  (5).  Además  de  los  miembros  titu- 
lares del  Consejo,  puede  el  Gobierno  autorizar,  para  que 
asista  á  sus  sesiones  con  voto,  un  Comisario  que  sea  Jefe 
superior  de  la  Administración  civil  ó  militar,  é  igual  fa- 
cultad le  otorga  la  ley  para  nombrar  un  Comisario  que 
desempeñe  en  determinado  negocio  las  funciones  de  Fis- 
cal (6);  pero  está  absolutamente  prohibido  que  se  confie- 
ran honores  de  Consejero  de  Estado  (7). 

3.^  Carácter.— Instituido  el  Consejo  con  el  fin  predo- 
minante de  servir  de  asesor  al  Gobierno  en  los  asuntos 
arduos  y  en  cuantos,  aunque  no  lo  sean,  aquél  estime 
oportuno  oirle,  es  evidente  que  este  carácter  puramente 
consultivo  exige  en  él  cierta  flexibilidad  que  no  excluye  ni 
la  imparcialidad  de  las  opiniones  que  haya  de  emitir,  ni 
la  entereza  para  sostenerlas;  sino  que  refiriéndose  tan 
sólo  al  elemento  político,  lo  conserve  siempre  en  aptitud 
de  servir  al  fin  de  su  institución  y  aleje  todo  peligro  de 
<[ue  en  vez  de  ser  poderoso  auxiliar  del  Gobierno,  se 
convierta  en  obstáculo  gravísimo  para  la  realización  de 
sus  planes. 

4.     Amovilidad  de  sus  miembros. — He  aquí  por  qué  el 

(1)  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860,  ar- 
tículo 1.0 

(2)  ídem,  art.  3.o 

(3)  Art.  67. 

(4;  Ley  citada,  art.  2.o,  25,  28  y- 38. 

(5^  ídem,  art.  8.o 

(6^  ídem,  arte.  12  y  40. 

(7;  ídem,  art.  44. 
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Presidente  y  los  Consejeros  son  amovibles.  La  inamovili- 
dad  desnaturalizaría  esa  suprema  Corporación  y  ocasio- 
naría la  disolución  del  Cuerpo  tan  pronto  como  la  Coro-^ 
na,  en  uso  de  las  prerrogativas  constitucionales  é  ins- 
pirándose en  la  opinión  publica  reflejada  en  las  Cámaras, 
sustituyese  al  Ministerio  que  hubiera  nombrado  á  los 
Consejeros,  otro  de  diferente  ú  opuesta  tendencia  política. 
5."*  Circunstancias  para  ser  nombrado  Consejero. -^ha,  ele- 
vación del  cargo,  y  la  importancia  y, dificultad  de  las 
funciones  que  le  son  anejas,  son  motivos  sobrados  para 

3ue  no  se  confiriera  más  que  á  personas  merecedoras 
e  ese  honroso  galardón  por  los  servicios  que  á  la  Na- 
ción hayan  prestado  en  una  larga  carrera,  ó  á  aqué- 
llas que,  dotadas  de  singular  talento  y  vasta  instrucción 
en  alguno  de  los  ramos  de  la  gobernación  del  Estado,  ó 
en  las  ciencias  y  en  las  artes,  en  el  comercio,  industria, 
etcétera,  llevasen  al  Consejo,  con  el  prestigio  conquistado 
por  su  mérito,  el  concurso  de  sus  especiales  conocimien- 
tos; esto  no  obstante,  la  legislación  vigente  informada  en 
otro  criterio  exige  en  los  que  hayan  de  ser  nombrados  las 
circunstancias  siguientes: 

Ser  español. 

Tener  la  edad  de  35  años  cumplidos. 

Estar  comprendido  en  alguna  de  las  categorías. que^ 
vamos  á  enumerar  en  cuanto  hace  á  28  de  las  plazas". 

Presidente  de  alguno  délos  Cuerpos  Colegisladores. 

Ministro  de  la  Corona. 

Arzobispo  ú  Obispo. 

Capitán  general  del  Ejército  ó  Armada. 

Vicepresidente  del  Consejo  Real. 

Embajador. 

Presidente  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  del  de. 
Guerra  y  Marina  ó  del  de  Cuentas. 

Jefe  superior  de  Administración,  con  dos  años  de  efec- 
tividad en  esta  categoría  y  más  de  17  años  de  servicios 
efectivos  al  Estado  (1). 

No  obstante,  pueden  también  ser  nombrados  Conse- 
jeros en  las  28. referidas  plazas,  los  que  hayan  ejercido 
durante  dos  años  en  propiedad  alguno  de  los  empleos  ó 
cargos  siguientes: 

(1)  Ley  citada,  arte.  5.o  y  6.o  R.  D.  de  29  de  Diciembre  de  1875  y  ley 
de  80  de  Diciembre  de  1876. 
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-  Teniente  general  del  Ejército  ó  Armada. 
7  Consejero  Real  ordinario  ó  de  Estado.  • 
*  Ministro  ó  Fiscal  de  alguno  de  los  Tribunales  antes  ci- 
tados. 

Ministro  plenipotenciario  con  misión  á  una  Corte  ex- 
tranjera; pero  además  de  los  años  del  desempeño  en  pro- 
piedad del  cargo,  deberá  contar  con  mas  de  lo  de 
servicios  efectivos  al  Estado. 

Fiscal  del  antiguo  Consejo  Real  ó  del  de  Estado. 

Auditor  de  número  ó  Fiscal  del  Tribunal  de  la  Rota. 

Decano,  Ministro  6  Fiscal  del  Tribunal  de  las  Ordenes 
militares. 

Regente  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

Ministro  ó  Fiscal  del  antiguo  Tribunal  Supremo  Con- 
tencioso-administrativo  (i). 

Las  restantes  cuatro  plazas  podrán  recaer  en  quienes 
se  hayan  distinguido  notablemente  por  su  capacidad  y 
servicios  (2). 

6.*"  Critica, — Como  se  ve,,  no  es  grande  la  parte  que  se 
concede  á  los  aue  estén  adornados  de  aquellas  circuns- 
tancias de  sabiduría,  rectitud  y  celo  por  el  bien  público, 
únicas  que  debieran  requerirse  en  los  que  han  de  aconse- 
iar  al  Gobierno  en  los  asuntos  importantes  y  difíciles  de 
la  gobernación  y  administración  del  Estado;  porque  esta 
función  lo  que  pide  no  es  importancia  ó  categoría  ofi- 
cial, sino  prendas  personales  que  sean  verdadera  garan- 
tía de  acierto  en  los  dictámenes.  La  elevación  oflcialpodrá 
suponer  competencia;  mas  importa  que  la  capacidad  de 
los  Consejeros  no  b^b.  presumida,  sino  ateriguaaa. 

7 ^  Nombramiento  del  Fiscal  del  Consejo. — Para  ser  nom- 
brado Fiscal  ó  Secretario  general  se  necesita  ser  Letrado, 
haber  cumplido  la  edad  de  30  años  y  reunir  alguna.de  las 
circunstancias  siguientes: 

Haber  sido  Fiscal  del  Consejo  de  Estado,  del  Real  ó  del 
Supremo  Contencioso-administrativo,  ó  Secretario  del 
primero. 

Haber  desempeñado  en  propiedad  por  dos  años  el  car- 
go de  Secretario  del  Tribunal  (Jontencioso-administrativo. 


(1)  Ley  citada,  art.  6.o,  decreto  de  l.o  de  Julio  de  1874,  ley  de  30  de 
Diciembre  de  1876. 

(2)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  7.o,  y  ley  de  80  de  Diciembre 
de  1876. 
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Haber  ejercido  por  tres  años  los  cargos  de  Fiscal  de 
Audiencia,  ó  Teniente  Fiscal,  ó  Abogado  Fiscal  del  Con- 
sejo de  Estado,  del  Real  ó  del  Tribunal  Contencioso-ad- 
ministrativo,  ó  de  Mayor  de  Sección  de  aquellos  cuerpos, 
Catedrático  de  término,  de  la  Facultad  de  Administración 
ó  de  Derecho. 

Haber  pertenecido  al  Colegio  de  Abogados  de  Madrid, 
pagando  en  tal  concepto  una  de  las  dos  mayores  cuotas 

Eor  espacio  de  dos  años,  ó  á  Colegio  de  población  en  que 
aya  Audiencia  paganao  por  espacio  de  cuatro.años  la 
cuota  máxima  de  contribución. 

8.*"  Secretario  general. — El  Gobierno  cuando  se  trate  del 
nombramiento  de  Secretario,  deberá  oir  siempre  al  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Estado,  que  informara  acerca  de 
los  que,  habiendo  sido  Mayores,  ó  Abogados  fiscales,  del 
tiempo  exigido,  considere  más  aptos  para  desempeñar 
aquel  car^o  (i). 

9,^  Si  Tos  Magistrados  de  Audiencias  provinciales  están  en 
el  mismo  caso  ^ue  los  de  las  territoriales. — Cuando  se  publicó 
la  ley  orgánica  del  Consejo  no  había  otras  Audiencias 

?ue  fas  territoriales,  y  por  consiguiente  solamente  á  los 
iscales  que  en  ellas  sirven,  ó  hayan  servido,  el  tiempo 
prescrito,  y  á  los  Abobados  de  las  poblaciones  en  que 
aquellos  Tribunales  se  hallen  instalados,  parece  que  debe 
aprovechar  lo  preceptuado  respecto  á  las  condiciones  exi- 
gidas para  obtener  los  cargos  de  Fiscal  ó  Secretario  ge- 
neral del  elevado  cuerpo  que  nos  ocupa,  y  no  álos  Fis- 
cales de  las  Audiencias  recientemente  creadas,  lii  á  loe 
Abogados  pertenecientes  á  los  Colegios  de  las  poblacio- 
nes en  que  están  establecidas;  porque  aparte  de  no  existir 
las  últimas  cuando  la  prescripción  se  dictó,  la  circuns- 
tancia de  no  ejercer  otra  jurisdicción  que  la  criminal  de- 
termina entre  ellas  y  las  territoriales  una  diferencia  clara 
y  evidente. 

10.  Forma  de  los  nomiramientos. — Los  nombramientos 
se  hacen  por  Reales  decretos  acordados  en  Consejo  de 
Ministros  y  refrendados  por  su  Presidente,  en  los  cuales 
deben  expresarse  las  calidades  que"  den  opción  á  los 
nombrados  para  obtenerlos,  y  la  Sección  á  que  han  de 
quedar  adscritos,  observándose  las  mismas  formalidades 


(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  26, 
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Eara  la  separación.  Unos  y  otros  Reales  decretos  se  pu- 
lican  en  la  Gaceta  Oficial  (1). 

1 1 .  Examen  de  su  legalidad. — A  fin  de  que  en  ningún 
caso  pueda  entrar  á  formar  parte  de  Cuerpo  tan  ele- 
Tado  quien  legalmente  no  deoa  pertenecer  a  él,  antes 
de  dar  posesión  á  los  nombrados,  el  Consejo  exami- 
nará si  el  nombramiento  se  halla  arreglado  á  la  ley,  y 
6i  esto  ofreciese  duda,  se  suspenderá  la  posesión  has- 
ta que  el  Gobierno,  á  quien  aquélla  se  expondrá,  re- 
suelva 'lo  que  estime  conveniente  (2).  Esto,  aunque  pa- 
rezca débil  garantía  para  el  fin  indicado,  porque  deja 
al  Gobierno  ancha  senda  para  hacer  y  confirmar  nom- 
bramientos indebidos,  es  no  obstante  firme  y  segura 
fianza;  aparte  de  que  ningún   Gobierno  querrá  des- 

Erestigiar  al  Consejo  por  esa  vía.  la  grave  responsa- 
ilidad  que  haciéndolo  contraería,  basta  para  impedirlo. 
Antes  de  tomar  posesión,  deben  los  nombrados  prestar 
en  manos  del  Presidente  juramento  de  ser  fieleis  al  Rey, 
haberse  fiel  y  lealmente  en  el  desempeño  de  su  cargo, 
procurar  el  bien  de  la  Nación  y  consultar  con  arreglo 
á  la  Constitución  y  á  las  leyes,  en  los  negocios  que  les 
sean  encomendados  (3) . 

12.  Derechos  de  los  Ministros. — La  Presidencia  de  este 
Supremo  Consejo  ejércela  de  ordinario  el  que  haya  sido 

{)ara  ello  nombrado;  pero  cuando  asistan  a  sus  sesiones 
os  Ministros,  pertenece  al  Presidente  de  éstos,  y  en  su 
defecto  á  aquel  de  ellos  á  quien  por  el  orden  délos  Mi- 
nisterios corresponda  (4). 

13.  Nombramiento  del  personal  subalterno. — Para,  el  des- 
pacho de  los  negocios  hemos  visto  que  tiene  el  Consejo 
el  número  necesario  de  Oficiales  y  aspirantes. 

Los  Oficiales  se  dividen  en  mayores,  primeros,  segun- 
dos y  terceros. 

Hay  en  el  Consejo  tantos  mayores  como  Secciones,  y 
de  estas  plazas  deben  proveerse  las  dos  terceras  partes 
por  rigorosa  antigüedad  y  el  resto  en  empleados  de  otras 
dependencias  que  además  de  llevar  10  años  de  servicio 


(1)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  9.o 

(2)  Ley  id.,  art  10. 

-(8)    Ley  id.,  art.  11  y  reglamento  de  80  de  Junio  de  1861,  art.  46,  nú* 
mero  l.o 
(4)    ídem,  id.,  art.  23.  • 
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hayan  disfrutado  durante  dos,  sueldo  igual  al  de  los  Ofi- 
ciales primeros. 

De  las  vacantes  de  éstos  deben  también  darse  las  dos 
terceras  partes  ai  ascenso  por  antigüedad  en  la  clase  in- 
mediata, y  el  otro  tercio  á  empleados  de  fuera  del  Conse- 
jo con  ocho  años  de  servicios  y  que  hayan  disfrutado  du- 
rante dos,  sueldo  igual  al  de  los  Oficiales  segundos  de  di- 
cho Cuerpo. 

De  análoga  manera  se  han  de  proveer  las  plazas  de  es- 
ta clase;  pero  exigiéndose  en  el  tercio  de  elección  no  más 
que  seis  años  de  servicios  y  sueldo  igual  al  de  los  Oficia- 
les terceros  del  Consejo. 

Finalmente,  las  vacantes  de  esta  clase  de  Oficiales  han 
de  proveerse  por  antigüedad  rigorosa  entre  los  aspiran- 
fes  que  forman  el  grado  inferior,  en  el  cual  sólo  pueden 
ingresar,  por  opoáición,  los  licenciados  en  derecho  civil 
y  canónico  6  aaministrativo  (i). 

14.  PtTsmal  subalterno. — Todo  el  personal  subalterno 
del  Consejo,  desde  Oficiales  mayores  hasta  aspirantes, 
puede  ser  separado  por  el  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros oyendo  al  del  Cuerpo,  ó  al  Fiscal  del  mismo  (2). 

15.  División. — Conoce  este  Cuerpo  de  los  asuntos  de 
su  competencia  en  tres  maneras,  a  saber:  en  pleno>  en 
Secciones  y  en  Sala  de  lo  Contencioso. 

(a)  Consejo  pleno. — Para  que  se  constituya  Consejo  ple- 
no requiérese  la  asistencia  de  17  Consejeros,  cuando  me- 
nos, entre  los  cuales  debe  contarse  la  mayoría  de  los  de 
la  Sección  ponente  en  el  negocio  de  que  haya  de  ocupar- 
se aquél.  Las  Secciones,  en  cada  una  de  las  cuales  hay  un 
número  determinado  de  Letrados,  son  siete,  á  saber:  de 
Betado  y  Gracia  y  Justicia,  de  Guerra  y  Marina,  de  Ha-^ 
eienda,  de  Gobernación,  d.e  Fomento,  de  Ultramar  y  de 
lo  Contencioso  (3). 

-  (b)  Secciones.— "^Ti  general,  las  Secciones  se  componen 
de  8u  Presidente,  nombrado  por  Real  decreto,  y  de  los 
Consejeros  que  el  Gobierno,  oyendo  al  Presidente  del 
Consto,  designa  al  principio  de  cada  afto  para  formar- 
las (4). 

(1)  Ley  17  Agosto  de  1960,  artB.  29  al  87. 

(2)  ídem,  art.  48. 

(8)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  arts.  18  al  16,  decreto  de  2é  de  Enero- 
de  187o  y  ley  de  30  de  Diciembre  de  1876. 
(4)    Ley  de  17  de  Agosto,  arts.l6  y  17. 
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16.  Presidencia. — Cuando  al  Consejo  pleno  no  asista  el 
Presidente  del  Cuerpo,  le  sustituye  el  de  Sección  más 
anl  juo,  concurriendo  en  dos  ó  más  esta  circunstancia  el 
mátí  anciano  de  ellos,  y  en  defecto  de  Presidente  de  Sec-r 
oión  el  Consejero  más  antiguo. 

En  ías  Secciones,  á  falta  de  sus  Presidentes,  hace  de 
tal  el  más  antiguo  ae  los  Consejeros  (1). 

CAPÍTULO  VIH. 

DE  LA.  COMPETENCIA.  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO. 

1.**  Competencia  del  Cuerpo  en  generaL— -2.'*  Carácter  de  sus  dictámenes.— 3*^ 

Discusión  del  método.— 4.**  Asuntos  importantes  sobre  los  que  es  potestativo 

oirle.— 5.*  Objeto  y  alcance  do  esta  prescripción. — 6.*  Razón  de  nuestro  método. 

7.^  Clasificación  de  materias. 

1  .**  Competencia  del  Consejo  en  general. — ^Al  hablar  de  la 
contencioso-administrativo,  en  su  correspondiente  lugar, 
reseñaremos  la  organización,  jurisdicción  y  modo  de 
ejercerla  de  la  Sala  que  conoce  de  esos  asuntos,  y  del 
Consejo  cuando  como  Tribunal  administrativo  funciona, 
limitándonos  al  presente  á  exponer  las  atribuciones  aue 
á  este  Cuerpo  competen  en  el  orden  puramente  consulti-: 
vo  de  la  administración  activa  y  la  manera  como  las  des- 
enipeña. 

Considerado  bajo  este  punto  de  vista,  mero  auxiliar  del 
Gobierno,  al  cual  ilustra  con  sus  dictámenes  en  las  cues- 
tiones administrativas  de  toda  especie,  el  Consejo  do  Es- 
tado entiende  en  un  sin  número  de  asuntos,  desde  los  más 
graves  é  importantes,  hasta  los  que  por.su  escaso  interés 
y  trascendencia  pueden  parecer  á  primera  vista  despro- . 
vistos  de  las  condiciones  necesarias  para  merecer  el  exa-* 
men  de  tan  elevado  Cuerpo.  Así  que,  ya  se  lo  oye  acerca 
de  negocios  de  magnitud,  tal  como  los  tratados  de  co- 
mercio y  navegación,  ya  en  expedientes  particulares  re- 
lativos a  reclamaciones  sobre  pago  de  dietas  á  un  Comi- 
sionado de  apremio  ó  sobre  imposición  de  una  multa 
insignificante.  Esto  basta  para  demostrar  la  vastísima 
esfera  que  abarcan  sus  funciones,  y  prueba  además  que- 
eñ  la  aplicación  de  las  leyes  de  ínteres  general  nada  hay 


(1)    Ley  de  17  de  Agosto,  arts.  20  y  22. 
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despreciable  ó  indigno  de  atento  estudio,  porque  la  lesión 
injusta  de  un  derecho  ó  de  un  interés  legítimo,  por  pe- 
queña que  sea  en  su  entidad  material,  acusa  una  orga- 
nización administrativa  viciosa,  y  tolerarla  sería  dar 
aliento  á  sus  agentes  para  erigirse  en  arbitros  de  la  eje- 
cución de  los  preceptos  legislativos  ó  reglamentarios. 
Nada,  pues,  tiene  de  exti^año  que  cuestiones  aparente- 
mente valadís  sean  llevadas  al  Consejo  cuando  se  trata 
de  interpretar  disposiciones  acerca .  de  cuyo  verdadero 
sentido  y  exacto  alcance  dudan  los  Centros  ministeriales. 

2.*'  Óarácter  de  sus  dictámenes. — Instituido  con  el  fin  ex- 
presado anteriormente,  los  dictámenes  ó  consultas  del 
Consejo  de  Estado,  no  llevan  consigo  fuerza  ninguna  de 
obligar,  mientras  el  Gobierno  no  las  hace  suyas  resol- 
viendo de  conformidad  con  ellas;  hasta  entonces  son  sim- 
ples opiniones  por  más  que  como  procedentes  de  Corpo- 
ración tan  sabia  y  respetable  merezcan  y  logren  en  el 
concepto  público  alta  estima;  y  de  tal  manera  es  así,  que 
sólo  por  aquella  aj)robaoión  ó  conformidad  llegan  á  ad- 
quirir la  condición  y  carácter  de  doctrina  legal  invocable 
en  los  asuntos  administrativos. 

No  ejerciendo  verdadera  acción^  el  Consejo  de  Estado 
sólo  puede  intervenir  en  aquellos  á  excitación  del  Go- 
bierno. 

Por  lo  que  á  éste  hace,  en  unos  casos  está  obligado  á 
oir  al  Consejo,  y  en  los  demás  es  arbitro  de  resolver  sin 
hacerlo. 

Cuando  la  consulta  es  necesaria^  no  siempre  es  preciso 
que  la  evacué  el  cuerpo  en  pleno,  sino  que  pueden  ser 
oídas  una  ó  varias  secciones,  según  lo  que  para  cada 
caso  determinen  las  disposiciones  que  exijan  ese  trámite, 
siendo  potestativo  en  el  Gobierno  oir  al  primero  aun  en 
las  materias  y  negocios  que  la  ley  orgánica  señala  como 
del  conocimiento  délas  últimas  (i). 

3.*  DiscMíón  del  plan  ó  método  de  exponer  las  atribuciones 
del  Consejo, — Difícil  es  metodizaF  la  exposición  de  los 
asuntos  sobre  los  cuales  es  de  necesidad  que. emita  al 
Consejo  dictamen,  y,  para  salvar  los  inconvenientes,  al- 
gunos autores  han  apelado  al  recurso  extremo  de  clasifi- 
carlos valiéndose  de  caracteres,  que  más  que  á  la  índole 
y  naturaleza  de  las  materias,  se  refieren  al  modo  con  que 

(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  I8«0,  oart.  48,  núm.  5.®  ftl  final. 
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de  ellas  conoce  la  Corporación,  dividiendo  al  efecto  sus 
atribuciones  en  administrativas  y  casi^contencwsas  6  mvctas. 
Sin  neííar  absolutamente  la  utilidad  de  este  método  en 
cosas  que  tan  poco  se  prestan  á  una  bien  ordenada  dis- 
tribución, creemos  que  es  tal  vez  mas  ventajoso  fundarla 
en  las  relaciones  íntimas  de  los  negocios.  Procuraremos, 
Dues  a^^ruparlos  conforme á  este  criterio,  comprendiendo 
en  cada  miembro  los  que  tienen  natnraleza  igual  o  muy 
análoíía,  en  la  seguridad  de  que  cualquiera  que  sea  el  va- 
lor científico  de  este  método,  tendrá  siempre  la  ventaja  de 
ser  mucho  más  fácil  para  recordar,  y  caso  necesario  para 
consultar,  en  qué  ocasiones  es  de  necesidad  la  audiencia 
del  Conseio,  prescindiendo  al  hacerlo  de  señalar  separa- 
damente si  se  ha  de  oir  al  pleno  ó  á  las  Secciones,  por- 
que detalle  es  este  que  no  tiene  grande  importancia  con 
respecto  al  propósito  actual,  ni  en  muchos  casos  puede 
fiiarse  con  seguridad,  toda  vez  que  la  disposición  que 
exige  el  trámite  se  limita  á  decir  «oído  el  Consejo  de  Es- 
tado» ó  emplea  otras  fórmulas  semejantes  sin  precisar  si 
ha  de  ser  ó  no  el  plejw,  además  de  que  en  los  lugares 
respectivos  se  indicará  ese  punto  al  hablar  de  las  mate- 
rias. _,    ,  ^.        •      1  n 

4  °  Asuntos  importantes  en  que  es  potestativo  otr  al  Con- 
sejo—Mixs  antes  de  comenzar  tal  exposición  clasificada 
conviene  advertir,  que  entre  los  casos  en  que  es  potesta- 
tivo en  el  Gobierno  obrar  con  el  concurso  de  las  luces 
del  Consejo,  la  ley  orgánica  de  éste  ha  tenido  el  cuida- 
do de  enunciar  los  siguientes:  ^  .  , 

i,"    Proyectos  de  ley  que  hayan  de  presentarse  a  las 

Cortes. 

2.^  Tratados  con  las  potencias  extranjeras  y  concorda- 
tos con  la  Santa  Sede.  ,^  ,. 

3.*  Cualquier  asunto  grave  que  ocurra  en  el  Gobierno 
y  Administración  del  Estado  (1).  r^    ,    i     ^  j  , 

5  "*  Objeto  y  alcance  de  esa  prescripción.— Dd^ádk  la  maole 
del  Consejo  y  la  amplia  facultad  que  como  consecuencia 
de  ella  tiene  el  Gobierno  para  consultarle  siempre  que  lo 
estime  oportuno,  parece  ociosa  y  hasta  redundante  la 
enumeración  precedente;  pero  diverso  juicio  rnerece  si 
procurando  penetrar  en  la  intención  del  legisladorf  se  la 
considera  como  una  advertencia  y  un  ejemplo  encamma- 


(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art  60. 
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dos  á  señalar  los  límites  en  que  debe  ejercerse  aquella 
facultad  para  evitar  el  abuso. 

6.**    Hazón  de  nuestro  método. — Pasando  ahora  á  ocu- 
parnos en  la  enumeración  de  los  asuntos  y  materias  en 
que  es  necesaria  la  consulta  al  Consejo,  procuraremos 
nacerla  en  la  forma  antes  dicha,  esto  es,  clasificándolos 
en  tres  grupos  principales  correspondientes  á  las  tres 
funciones  primordiales  del  poder  público,  á  saber:  la  de 
Gobierno  o  dirección  suprema  de  los  intereses  generales 
de  la  Nación:  la  de  justicia  que  abraza  no  sólo  la  aplica- 
ción de  las  leyes  a  los  juicios  civiles  y  criminales,  sino 
también  aquellas  instituciones  y  actos  relativos  á  la  fijeza 
y  seguridad  de  los  derechos  civiles:  y  la  de  administra- 
ción propiamente  dicha,  comprensiva  de  lo  referente  al 
{)atrimonio  nacional,  á  la  organización  y.  prestación  de 
os  servicios  públicos  y  á  la  exacción  de  las  cargas.  No 
6e  nos  oculta  que  si  teóricamente,  y  de  un  modo  ge- 
neral, esta  clasificación  puede  ser  exacta,  descendien- 
do á  los  miembros  vi  objetos  particulares  tal  vez  pa- 
recerá arbitraria  por  confundirse  los  caracteres  en  algu* 
nos;  pero  este  inconveniente,  ya  anunciado,  es  imposible! 
de  evitar  en  materias  en  que,  aparte  de  su  común  natura- 
leza intima,  sustancial,  hasta  las  mismas  voces  más  fre- 
cuentemente empleadas  carecen  de  significado  fijo,  como 
sucede  también  en  los  demás  ramos  de  las  ciencias  mo- 
rales y  políticas  que  carecen  de  una  glosología  rigorosa- 
mente precisa. 
7.**    Clasificación  de  materias. — He  aquí  ahora,  y  sin  per- 

1'uiciodelas  subdivisiones  que  se  notarán,  cómo  distri- 
)uimo8  las  materias  antes  citadas  en  tres  grupos  ó  secn 
clones: 

¡Legislación  y  reglamentación. 
Gastos  nacionales. 
Relaciones  con  otros  Estados  y  potestades., 
ídem  de  las  Autoridades  entre  si. 
Distinciones  y  recompensas  públicas. 

/  Organización  y  divisiónterritorial-judicialea, 
I  Registro  de  la  propiedad. 

2.®    Judiciales 1  Naturalizaciones  y  cambios  de  nombre. 

I  Interés  legal  del  dihero. 
[  Indultos. 
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/  Aguas. 
I  Montes. 
I  Minas. 

'  División  territorial  administrativa. 
3.^   Administrativas,  ( Administración  local. 

jEstablecimientos  públicos. 
/Obras  públicas. 
/  Contratos  administrativos. 
I  Reemplazo  del  Ejército. 

CAPÍTULO  IX. 

PRIMER  GRUPO.  — ASUNTOS  GUBERNATIVOS. 

I.**  Legislación  y  reglamentación  en  la  Peninsnla.— 2«'*  Id.  colonial.— 3.°  Gastos 
nacionales. — 4.°  Kelaciones  exteriores. — 5.**  Asuntos  religiosos. —  6.°  Origen  de 
las  regaiias  de  la  Corona. — 7."  Concordatos.— 8.**  Notioinde  los  celebrados  por  Es- 
paña con'la  Santa  Sede,  fa}  Concordia  Facheneti.  (h>  Otros  Concordatos  del  si- 
glo xviii.  (c)  Concordato  de  1851.— 9.**  Por  qué  fie  oye  al  Consejo  en  estos  asun- 
tos.— 10.  Pase  y  retención  de  bulas. — 11.  Diferencias  entre  bulas,  breves  y  res- 
eripioe. — 12.  Ongen  del  j^ase  regio.  —  13.  Letras  pontificias  sujetas  olpase» — 
14.  Beal  patronato.— 15.  Cánones  toletanos.— 16.  Dispo^iiciones  de  Iqs  concorda- 
tos.—17.  Tratados  de  comercio  y  navegación.  —  18.  Kazón  de  su  necesidad.  — 
19.  Denominaciones  diversas.  —  20.  Tratados  comerciales. —  21.  Facultades  del 
Gobierno.— 22.  Carácter  de  estos  tratados.  — 23.  Origen  dol  sistema  prohibiti- 
vo.—  24.  El  proteccionismo. — 25.  Importancia  actual  de  los  jtratados  de 
comercio.  —26.  Presas  maritimas.  —27.  Su  división.  — 28.  Su  fundamento.  — 
29.  Situación  oreada  por  el  tratado  de  ParÍ8.--30.  NaoioneB  á  quienes  obHga.  — 
31*  Libertad  de  Eepafia  en  la  materia. — 32.  Competencia  de  la  Administración. — 
33.  Relaciones  entre  las  Autoridades. — 34.  Distinciones  y  recompensas. 

í.*  Legislación  y  reglamentación, — Una  de  las  funciones 
más  propias  del  carácter  del  Consejo  de  Estado  es  la  que 
está  llamado  á  ejercer  respecto  á  los  reglamentos  é  instruc-- 
dones  generales  para  la  aplicación  de  las  leyes,  y  de  cual- 
quiera alteración  aue  en  ellos  haya  deliacerse  (1). 

Extraño  y  aun  absurdo  fuera,  que  existiendo  ese  cuet- 

§0  sin  otro  fin  que  el  de  servir  al  Gobierno  con  las  luces 
e  su  sabiduría  y  experiencia,  se  prescindiera  de  él  pre- 
cisamente en  aquello  que  más  tino,  imparcialidad^  cono- 
cimiento de  las  ti^adicionee  administrativas  del  país,  y  de 
sus  necesidades  en  el  orden  moral  y  material  requiere. 
Encerrado  en  fórmulas  concisas,  y  sintéticas,  el  pensa- 
miento del  legislador,  tarea  ardua  constituye  el  saberlo 
desenvolver  y  desarrollar  en  minuciosas  reglas,  previen- 
do todas  las  contingencias,  ábarcaindí)  todos  los  detallea 

(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  46,iiúlá.  l.o 
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de  ejecución  precisos  para  que  al  contacto  de  la  realidad 
no  fracase,  ó  dó  de  sí  escasos  y  tal  vez  amargos  frutos. 
Si  algo  exige  un  conjunto  de  ¿specialísimas  dotes  que  só- 
lo en  un  cuerpo  formado  de  hombres  encanecidos  en  la 
§  Táctica  de  los  asuntos,  conocedores  de  la  tradición  y 
el  estado  actual  del  país  puede  encontrarse,  es,  volve- 
mos á  repetirlo,  la  reglamentación  ó  desenvolvimiento  de 
laa leyes,  en  preceptos  de  pura  aplicación.  Penetrar,  has- 
ta llegar  á  poseerla  por  entero,  la  idea  generadora  de  la 
resolución  legislativa,  su  verdadero  alcance  y  tendencia, 
saber  acomodarla  á  lo  que  demanda  el  bien  público,  te- 
niendo para  ello  en  cuenta  la  diversidad  de  intereses  de 
clases,  comarcas  y  pueblos  á  que  afecta,  y  conservando 
siempre,  hasta  en  la  más  pequeña  é  insignificante  deriva- 
ción del  principio,  el  espíritu  de  éste,  sin  dejarse  influir 
por  la  pasión  política,  ni  llevar  de  otros  afectos  y  prefe- 
rencias; prevenir  y  evitar  el  sinnúmero  de  obstáculos  y 
dificultades  que  tal  vez  encuentre  la  ejecución,  en  hábi- 
tos arraigados,  añejas  preocupaciones,  y  egoistas  resis- 
tencias, es  obra  más  adecuada  para  quien,  como  el  Con- 
sto, examina,  medita  y  delibera  con  ánimo  sereno,  que 
no  para  el  Gobierno,  incesantemente  ocupado  en  resol- 
ver cuestiones  del  momento,  sean  de  índole  política  ó  ad- 
ministrativa. Pero  ya  que  la  facultad  reglamentaria  está 
conferida  al  Rey,  que  por  medio  de  sus  Consejeros  res- 

fonsables  la  ejerce,  conveniente  es  que  los  reglamentos' 
instrucciones  que  éstos  dicten,  sufran  el  previo  exa- 
men citado,  que  además  de  rodearlos  de  prestigio  en  la 
opinión,  asegura  el  acierto  en  las  medidas  y  prescrip- 
ciones que  contengan. 

2.*"  Leaüladón  y  regla/mentación  colonial.  —  La  evidente 
verdad  de  las  preceoentes  consideraciones  aplicadas  a! 
ejercicio  de  la  potestad  reglamentaria  en  la  Península, 
hácese,  por  decirlo  así,  tangible,  cuando  se  trata  de  las 
reglas  tocante  al  régimen  y  gobierno  de  las  provincias 
ultramarinas,  porque  alas  dificultades  inherentes  á  aquel 
trabajo  úñense  otras  muchas.  La  inmensa  distancia  que 
separa  las  provincias  de  la  Metrópoli  hace  casi  imposi- 
ble, ó  al  menos  grandemente  difícil,  el  uso  de  las  con- 
sultas que  continuamente  se  dirigen  al  Gobierno  por  las 
Autoridades  y  funcionarios  de  aquende  los  mares,  y  que 
aquél  puede  contestar  del  modo  rápido  que  el  servicio 
e^oge,  y  por  lo  tanto,  toda  previsión  respecto  á  los  deta- 
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Ues  y  pormenores  de  la  práctica  es  poca  para  asegurar 
^1  buen  éxito  de  las  prescripciones  encaminadas  al  buen 
orden  de  territorios  tan  lejanos. 

La  legislación  de  las  colonias,  por  otra  parte,  requiere, 
así  en  los  preceptos  primarios,  como  en  los  de  ejecución, 
que  se  tengan  en  cuenta  intereses,  costumbres,  relacio- 
nes sociales,  ideas  y  tradiciones,  en  nada  semejantes  á 
los  de  la  Península,  y  hasta  diferentes  de  unas  á  otras 
provincias  ultramarinas.  Pretender  someterlas  a  un  mis- 
mo sistema,  suponiendo  entre  ellas  una  analogía  de  ele-, 
montos  sociales  que  no  existe,  fuera  tan  inútil  y  peligroso 
como  quererlas  amoldar  á  las  instituciones  y  legislación 
de  la  Metrópoli. 

Todas  las  naciones  que  poseen  colonias,  Inglaterra, 
Holanda,  Francia,  para  obviar  el  inconveniente  nacido  de 
la  diferencia  entre  las  necesidades  de  países  tan  diversos 
como  las  de  los  metrópolis  y  sus  posesiones,  han  recurri- 
do á.  la  formación  de  Cuerpos  consultivos  especiales  de 
carácter  permanente  y  compuestos  de  personas  ilustra- 
das, no  tan  sólo  por  conocimientos  teóricos,  sino  por  la 
práctica,  ó  unidos  á  los  intereses  coloniales  por  la  parti- 
cipación que  en  ellos  tienen.  De  esta  manera,  represen- 
tando á  la  vez,  la  tradición  administrativa,  y  las  aspira- 
ciones del  progreso,  en  punto  á  las  reformas  necesarias 
en  la  Administración  ó  en  la  política,  aunan,  enlazan. y 
armonizan  tendencias  que  obrando  aisladamente  fueran 
tal  vez  ocasión  de  errores,  y  acaso  de  trastornos. 

Nuestra  patria  tan  dura,  y  casi  siempre  injustamente, 
motejada  de  inhábil  y  opresora  en  el  gooierno  de  sus  co- 
lonias, por  las  mismas  naciones  que,  después  de  arran- 
carle las  que  hoy  poseen,  copiaron  su  sistema  y  régimen, 
en  todo  lo  que  podía  tener  de  injusto  y  vejatorio,  tuvo 
al  muy  poco  tiempo  de  la  conquista  de  América  un  cé- 
lebre Consejo  llamado  de  Indias  que  en  los  casi  300 
años  (1521-1834)  de  su  existencia  sirvió  de  sapientísimo 
y  celoso  asesor  al  Gobierno  eñ  todos  los  asuntos  ultra- 
marinos, dejando  en  la  vasta  colección  de  las  leyes  de 
Indias  preclaros  testimonios  de  su  saber  y  acierto. "^ 

Cuando  en  1834  se  extinguió  ese  Consejo,  sus  atribu- 
ciones consultivas  pasaron  al  Consejo  Real  de  España  ó 
Indias,  y  más  tarde,  por  efecto  de  sucesivas  reformas  que 
en  su  lugar  hemos  notado,  han  venido  á  formar  parte  de 
las  del  Consejo  de  Estado,  cuyo  dictamen  debeoir  neceeai- 
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riamente  el  Gobierno  sobre  cualquiera  innovación  en  las 
leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  generales  de  las  provin- 
cias de  Ultramar  (1). 

Innecesario  es  advertir  que  este  precepto  no  puede 
considerarse  aplicable  más  que  á  las  reformas  que  el 
Gobierno  crea  conveniente  introducir  eñ  las  disposicio- 
nes vigentes  en  los  citados  territorios;  pero  como  el  texto 
tal  vez  es  susceptible  de  una  inteligencia  que  está  poco 
en  armonía  con  el  estado  real  de  las  cosas,  conviene  re- 
cordar que  la  facultad  de  hacer  las  leyes  reside  en  las 
Cortes  con  el  Rey.  Por  consiguiente,  los  proyectos  que  á 
la  Representación  nacional  se  presenten  no  han  menes- 
ter ser  consultados  en  el  Consejo,  ni  el  Gobierno  obrará 
constitucionalmente  haciendo  innovaciones  en  las  leyes 
de  Ultramar  sin  el  previo  é  indispensable  acuerdo  de  las 
Cortes.  De  lo  cual  se  desprende  que  en  realidad  el  dic- 
tamen del  Consejo  no  es  preciso  en  asuntos  de  reglamen- 
tación de  Ultramar,  sino  en  los  mismos  casos  qiie  para  la 
Península,  como  con  más  acierto  que  la  actual  ley  orgá- 
nica del  Cuerpo,  dispuso  la  de  6  de  Julio  de  1845. 

3.®  Oastos  nacioTiales.  —  La  facultad  de  lijar  los  gastos 
nacionales  pertenece  á  las  Cortes,  á  cuyo  efecto  les  pre- 
senta el  Gobierno  todos  los  años  el  presupuesto  (2)  de  los 
que  se  calculan  necesarios,  y  una  vez  votados,  nadie  tiene 
autoridad  para  variar  ó  modificar  los  acuerdos  de  la  Re- 

f)resentacion  nacional,  salvo  en  casos  excepcionales  en 
os  que  el  interés  público  demanda  con  urgencia  otra  cosa. 
Cuando  esto  sucede,  cuando  ocurren  gastos  urgentes 
y  de  imprescindible  necesidad,  á  juicio,  y  bajo  la  respon- 
sabilidad del  Gobierno,  que  no  se  hallan  comprendidos 
en  los  presupuestos,  ó  cuyo  crédito  sea  insuficiente  para 
atenderlos,  las  leyes  le  autorizan  para  que,  si  las  Cortes 
no  están  reunidas,  pueda  bajo  su  responsabilidad  abrirle 
la  consignación  correspondiente;  pero  observando  ciertas 
solemnidades,  mediante  las  cuales  se  limita  prudente- 
mente atribución  que  sin  tal  cortapisa  podría  degenerar 
en  daño  de  aauello  mismo  que  se  quiere  favorecer,  por 
el  abuso  que  de  ella  se  hiciera,  y  aun  así,  á  pesar  de  esa 
restricción,  no  faltan  quejas  de  la  prodigalidad  con  que 
los  Ministros  la  ejercen. 

(1)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  46,  par.  13. 

(2)  Constitución,  art.  86. 
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Si  el  gasto  está  previsto,  pero  su  dotación  es  insufi- 
ciente, el  Gobierno  puede  aumentarla  añadiendo  la  parte 
necesaria,  ó  sea  acordando  un  suplemento  de  crédito;  si  ca- 
rece de  crédito  legislativo  se  ocurre  al  gasto  mediante 
la  autorización  de  un  crédito  extraordinario.  En  ambos 
casos  el  Gobierno  debe  proponerlos  medios  para  .obtener 
los  fondos  precisos  para  cubrir  las  obligaciones  que  se 
trate  de  satisfacer,  utilizando  en  primer  termino  las  tras- 
ferencias  de  crédito  de  unos  capítulos  á  otros  do  la  sección 
del  presupuesto  á  que  el  gasto  corresponda,  en  el  su- 
puesto de  que  haya  sobrantes. 

Lo  mismo  sobre  esta  trasferencia,  que  sobre  la  conce- 
sión de  los  créditos,  sean  suplementarios  ó  extraordi- 
narios, ha  de  oir  al  Consejo  de  Estado  (1). 

4.'*  Relaciones  exteriores, — No  se  nos  oculta  que  uno  de 
los  puntos  que  más  extrañeza  causará  en  esta  clasifica- 
ción será  éste,  en  el  que,  bajo  un  epígrafe  común,  com- 
prendemos cosas  al  parecer  tan  diversas,  y  hasta  opues- 
tas, como  son  los  asuntos  de  orden  religioso,  los  tratados 
de  comercio  y  las  presas  marítimas;  pero  si  se  conside- 
ra que  tan  fuera  del  Estado  está  la  potestad  que  rige  y 
gobierna  la  Iglesia,  como  las  que  gobiernan  y  rigen  otros 
Estados,  cesará  la  extrañeza.  Por  más  que  se  trate  del 
arreglo  de  la  organización  eclesiástica  dentro  de  España, 
la  materia  corresponde  al  orden  de  las  relaciones  exte- 
riores, puesto  que  ni  el  Jefe  de  la  Iglesia  deja  de  ser  un 
soberano,  aunque  espiritual,  ni  el  clero  forma  una  clase 
del  Estado,  un  organismo  político.  El  Gobierno  español 
cuando  ha  querido  modificar  algo  en  lo  referente  á  la 
Iglesia,  lo  ha  hecho,  y  hace,  por  medio  de  tratados,  que 
no  otra  cosa  son  los  concordatos,  aunque  el  fin  de  su  ce- 
lebración sea,  ó  debiera  ser,  el  establecimiento,  no  de 
ventajas  ó  beneficios  temporales,  sino  el  de  los  medios 
adecuados  para  el  ejercicio  del  culto  católico, 
t:^ Justificado  así  el  subgrupo  que  nos  ocupa  vamos  á  ex- 
poner los  asuntos  que  comprende  con  relación  al  Conse- 
jo de  Estado. 

5.*"  Asuntos  reliffiosos,—En  realidad,  y  con  respecto  al 
Consejo  de  Estado,  el  epígrafe  más  propio  sería  el  de 


(1)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  45,  núm.  12.  Leyes  de  Contabili- 
dad del  Estado  de  20  de  Febrera  de  1850  y  26  de  Junio  'de  1870,  arts.  27 
y  41  respectivos. 
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asuntos  eclesiásticos,  porque  tan  sólo  entiende  en  los  de 
esta  clase  que  atañen  a  la  Iglesia  católica,  única  religión 
con  la  que  sostiene  relaciones  inmediatas  é  importantes 
el  Estado.  Las  demás  religiones,  aunque  toleradas  hasta 
el  punto  de  que  á  nadie  puede  perseguirse  por  sus  ideas 
religiosas,  de  consentirse  el  ejercicio  privado  de  cualquie- 
ra culto,  y  de  no  empecer  en  nada  la  profesión  de  una 
ú  otra  para  disfrutar  de  todos  los  derechos  civiles  y  poK- 
ticos,  viven  respecto  á  él  en  la  misma  relación  que  cual- 
quiera otra  sociedad  no  prohibida. 

6.**  Origen  de  las  regalías  de  la  Corona. — Desde  la  época 
en  que  Recaredo  abjurando  el  arrianismo  abrazó  la  reli- 
gión católica,  creáronse  y  fueron  en  aumento  estrechas 
relaciones  entre  la  Iglesia  romana  y  el  Gobierno  de  la 
Nación,  tanto  en  lo  que  hace  á  la  publicación  y  obedien- 
cia de  los  preceptos  y  reglas  del  Pontífice  y  de  los  conci- 
lios ecuménicos,  generales,  etc.,  como  á  ía  provisión  de 
las  prebendas  y  beneficios  eclesiátsticos. 

^3uestros  Reyes,  como  hijos  piadosos  y  sumisos,  procu- 
raron siempre  extender  la  fe  católica,  y  el  lustre  y  esplen- 
dor del  culto.  La  Iglesia,  por  su  parte,  les  prestó  fre- 
cuentes y  poderosos  auxilios,  ya  concediéndoles  gracias 
espirituales  con  que  fortalecían  y  afirmaban  su  potestad 
suprema,  bien  proporcionándoles  recursos  materiales 
con  que  defender  el  Reino;  contribuvendo  en  ambas  ma- 
neras á  la  reconquista  durante  los  800  años  de  lucha  con 
los  musulmanes. 

No  siempre  esas  relaciones  fueron  cordiales  y  amisto- 
sas. En  ocasiones  surgieron  diferencias  y  querellas  entre 
ambas  potestades  temporal  y  espiritual,  defendiendo 
aquélla  con  tesón  y  energía  su  soberanía  contra  las  exi- 
gencias y  pretensiones  del  Pontificado.  De  aquí  surgie- 
ron concordias  y  tratados  entre  la  Corte  romana  y  los 
Monarcas  españoles  para  fijar  con  claridad  la  línea  de 
conducta  de  los  dospoderes^'en  manera  tal,  que  sin  men- 
guar la  libertad  de  la  Iglesia  para  regirse  y  gobernarse 
con  la  independencia  debida  á  su  sagrada  misión,  nunca 
con  pretexto  del  ejercicio  de  la  potestad  espiritual  pudie- 
ra resultar  invadida  la  esfera  de  la  soberanía  Real,  por 
mezclarse  la  Curia  romana,  los  Prelados,  ó  cualquier  otra 
persona  eclesiástica  tal  vez  sin  advertirlo,  en  favorecer 
miras  humanas,  é  intereses  terrenos,  con  disposiciones 
ajenas  á  su  autoridad  y  carácter. 
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Este  es,  en  resumen,  el  origen  de  los  concordatos,  del 

f)ase  y  retención  de  bulas,  de  las  prescripciones  especia- 
es  relativas  al  Real  Patronato  de  España  é  Indias  y  de 
los  recursos  de  fuerza,  asuntos  de  los  que  nos  ocupa- 
remos someramente  en  este  lugar  con  el  propósito  de 
que  se  comprenda  mejor  la  razón  de  consultarse  al  Con- 
seio  acerca  de  ellos. 

7/  Concordatos, — Tiene  la  palabra  concordato  diferentes 
acepciones  en  el  derecho  público.  En  la  más  concreta, 
y  también  más  usada  y  conocida,  sijgnifica  tratado  que  la 
«anta  Sede  celebra  con  una  Nación  ó  Estado  para  arreglo 
de  los  asuntos  eclesiásticos. 

Este  carácter  del  concordato  hace  que  el  cumpUmien- 
to  de  lo  en  él  convenido  sea  obligatorio  para  ambas  par- 
tes. Sucede  sin  embargo  alguna  vez,  que  los  Gobiernos 
temporales  aprovechan  la  parte  que  conviene,  á  su  polí- 
tica y  contravienen  al  resto,  infringiendo,  sin  ningún  mi- 
ramiento ni  consideración  á  la  otra  parte  contratante,  lo 
que  por  lo  menos  parece  digno  de  i^^ual  respeto  que  cual- 
quier otra  convención  internacional.  Indudable  es  que  la 
mdole  de  los  concordatos  no  es  idéntica  á  lo  de  esas 
otras  convenciones,  poraue  mientras  éstas  se  efectúan 
entre  naciones,  ó  Estados,  y  versan  acerca  de  objetos 
mundanos,  estipulándose  en  ellas  derechos  y  obligacio- 
nes recíprocas,  ya  como  consecuencia  de  una  guerra,  bien 
con  el  fin  de  afianzar  la  posesión  de  algún  territorio,  ora 
en  provecho  del  comercio,  etc.,  aquellos  se  celebran  en- 
tre el  Jefe  y  cabeza  de  una  sociedad  espiritual  extendida 
Sor  todo  el  mundo,  y  el  Gobierno  de  un  Esta.do,  y  no  pue- 
en  referirse  sino  á  ía  organización,  régimen  y  ejercicio  del 
culto  católico.  Mas  estas  diferencias  no  pueden  ni  debie- 
ran ser  motivo  para  que  uno  de  los  otorgantes  se  crea 
autorizado  á  infringir  siempre  que  bien  le  plazca  lo  con- 
cordado. Cuando  los  cambios  de  la  opinión  pública,  ó 
nuevas  necesidades  políticas,  reclaman  innovaciones  en 
tales  contratos,  lo  arreglado  á  los  más  elementales  prin- 

f)rincipio8  de  derecho  sería  gestionar  con  la  Santa  Sede 
a  reforma  de  las  estipulaciones;  porque  lo  demás,  es  en- 
señar á  los  pueblos  que  no  hay  más  derecho  que  la  uti- 
lidad apoyada  por  la  fuerza,  realizando  la  doctrina  de 
Hobbes. 

8.**  Noticia  de  los  concordatos  de  España  con  la  Santa  Sede. 
— España  ha  celebrado  diferentes  concordatos  para  el 
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arreglo  de  cuestiones  que  habían  motivado  prolijas  re- 
clamaciones, y  algunos  rompimientos  entre  la  Corte  ro- 
mana y  nuestros  Gobiernos.  Todos  ellos  se  reputan  vi- 
f  entes,  en  cuanto  por  otros  posteriores  no  han  sido  mo- 
ificados  (1),  y  en  su  virtud  cítanse,  cuando  actos 
opuestos  á  lo  que  en  ellos  se  resolvió  lo  hacen  necesario, 
en  defensa  de  los  derechos  de  la  Nación  y  de  su  Go- 
bierno. 

(a)  Concordia  <&Facheneti.>'> — El  primero,  llamado  Con- 
cordia Facheneti,  celebróse  en  tiempo  de  Felipe  IV,  y 
puso  término  á  muchos  de  los  abusos  denunciados  en  el 
memorial  que  en  nombre  del  Rey  dirigieron  al  Papa  Ur- 
bano VIII  D.  Juan  Chumacero  y  Fray  Domingo  Pimen- 
tel,  arreglando  las  facultades  y  modo  de  proceder  de  la 
Nunciatura  en  las  órdenes  de  8  de  Octubre  de  1640  Í2). 

(b)  Otros  concordatos  del  siglo  XVIII.  —  En  26  de  Se- 
tiembre de  1737,  concluyóse  otro  que  decidió  acerca 
de  la  sujeción  del  clero  á  pagar  contribuciones  é  im- 

Imestos  (3).  Trece  años  después,  en  11  de  Enero  de  1753, 
a  Santidad  de  Benedicto  XIV  y  el  Rey  D.  Fernando  VI, 
resolvieron  y  concordaron  en  lo  relativo  á  las  cuestio- 
nes del  Real  PatronatD  de  España  é  Indias,  asunto  que 
durante  siglos  fué  germen  perenne  de  aesavenencia, 
entre  las  dos  potestades  (4). 

Con  el  fin  de  regularizar  el  ejercicio  de  la  autoridad  de 
los  Nuncios  pontificios  negocio  el  Gobierno  en  1766  un 
nuevo  concordato  que  se  publicó  en  forma  de  bre\e  (5). 
En  otro  breve  de  26  de  Marzo  de  1771.  dado  también  á 
instancias  y  por  virtud  de  gestiones  del  Gobierno  espa- 
ñol, se  estableció  el  Tribunal  de  la  Rota  (6). 

(c)  Concordato  de  1851. — Finalmente,  en  17  de  Octubre 
de  1851  se  publicó  el  concordato  celebrado  con  los  fines: 
de  asegurar  el  libre  ejercicio  de  la  Autoridad  episcopal; 
establecer  nueva  y  más  ventajosa  división  de  diócesis  y 
parroquias;  hacer  cesar  las  Jurisdicciones  privilegiadas 
y  exentas;  organizar  los  cabildos,  catedrales  y  colegiaías 


(1)  Art.  44  del  concordato  de  1851. 

(2)  Ley  2  a,  tít.  4.o,  lib.  2.o,  Nov.  Recop. 

(8)  Leyes  14,  16,  16  y  17,  tít.  5.o,  lib.  l.o  de  ídem. 

(4)  Ley  1.a,  tít.  18,  lib.  l.o,  Nov.  Recop. 

(6)  Ley  4.a,  tít.  4.o,  lib.  2.o  de  la  Nov.  Recop. 

(6)  Ley  1.a,  tít.  5.*»,  lib.  id. 
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y  sus  capítulos;  determinar  la  manera  de  proveer  las  pre- 
bendas, dignidades,  oficios,  canongías,  beneficiados,  pa- 
rroquias y  cualesquiera  otros  cargos  eclesiásticos,  post- 
pontificalcs;  crear  y  sostener  seminarios  y  casas  y  cor- 
poraciones de  religiosos  y  religiosas;  fijar  las  dotaciones 
por  personal  y  material  del  culto,  las  rentas  y  bienes  ecle- 
siásticos y  el  ¿lerecho  y  forma  de  adquirir  y  poseer  in- 
muebles la  Iglesia. 

La  brevísima  precedente  reseña  de  los  concordatos  es- 
pañoles basta  para  comprender  que  los  objetos  sobre  que 
versan  son  de  los  más  importantes  que  pueden  interesar 
á  un  juieblo  como  el  español,  católico  en  su  inmensa 
mayoría,  ya  se  consideren  bajo  el  aspecto  puramente  re- 
ligioso, ya  bajo  el  de  la  conveniencia  general  ó  exclusiva 
mente  administrativo. 

9.®  Por  qué  se  oye  alConsejo  en  estos  asuntos. — Preciso  es, 
para  no  alarmar  las  conciencias,  y  no  herir  los  más  ínti- 
mos y  respetables  sentimientos  de  la  población,  persua- 
dirla de  qiie  los  actos  del  poder  público  referentes  al  cul- 
to y  á  sus  Ministros  están  ajustados  á  reglas  aprobadas  por 
el  Jefe  y  Cabeza  visible  de  la  Iglesia;  así  como  por  otra 
parte  importa  al  bien  público,  que  l^s  cambios  y  reformas 
estipulados  en  la  organización  eclesiástica,  el  uso  de  las 
prerrogativas  y  exenciones  que  adquiera  la  Nación,  ó  le 
sean  reconocidas,  se  efectúen  en  el  modo  más  favorable, 
sin  preferencias  ni  privilegios  de  comarcas  ó  institutos, 
sino  atendiendo  á  la  economía  en  los  gastos  que  exijan, 
y  á  la  mayor  extensión  en  los  beneficios  que  de  ellas 
resulten. 

Razonable  y  justo  es,  pues,  que  en  negocio  tan  arduoy 
en  que  se  mezclan,  y  han  de  ser  tenidas  en  cuenta  múlti- 
tiples  relaciones  é  intereses,  á  las  resoluciones  del  Go- 
bierno sobre  inteligencia  y  cumplimiento  de  los  concor- 
datos celebrados  con  la  Santa  Sede-  haya  de  preceder  el 
dictamen  del  Consejo  de  Estado  (1). 

10.  Pase  y  retención  de  bulas, — Antiguamente  llamába- 
se lulas  á  las  disposiciones  soberanas  que  los  Emperado- 
res, ú  otros  Monarcas,  dictaban  en  asuntos  graves,  cuando 
los  documentos  en  que  se  consignaban  iban  autorizados 
con  un  sello,  que  de  ellos  pendía,  estampado  en  un  trozo 
circular  de  oro. 

(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  46,  núm.  4.o 
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Siguiendo  este  uso  de  los  poderes  temporales,  pero 
acomodándolo  á  la  humildad  de  la  Iglesia,  en  el  siglo  v 
comenzaron  los  Pontífices  romanos  a  consignar  sus  re- 
soluciones en  documentos  semejantes,  cambiando  por 
Elomo  el  oro  del  sello  circular,  de  que  tomaron  el  nom- 
re  citado  (1).  Desde  esa  época,  todas  las  decisiones  pon- 
tificias importantes  so  han  publicado  en  forma  de  bulas. 
11.  Diferencia  entre  bufas ^  breves  y  rescriptos. — Las 
diferencias  entre  ellas  y  los  breves^  más  que  al  fondo 
ó  esencia,  atañen  á  la  forma.  Asi  como  las  primeras 
son  expedidas  por  la  Cancelería  apostólica  en  pergami- 
no grueso  y  oscuro,  sobre  el  cual  se  escribe  por  la 
parte  más  suave,  y  llevan  el  antedicho  sello  de  plomo 
pendiente  de  un  cordón  de  seda  en  las  llamadas  de  gracia, 
por  referirse  á  concesiones  de  dispensas  ó  beneficios  ge- 
nerales ó  particulares;  los  breves  escríbense  en  la  parte 
áspera  de  un  pergamino  delgado  y  blanco;  proceden  de 
la  curia  romana  y  carecen  del  sello,  y  también  del  preám- 
bulo que  en  las  bulas, se  antepone  á  la  parte  dispositiva  ó 
sustancial.  Ambas  clases  de  documentos  sirven  para  el 
ejercicio  de  la  Autoridad  pontificia,  y  suelen  denominarse 
genéricamente  rescriptos;  pero  en  rigor,  el  uso  vulgar  con- 
funde bajo  ese  nombre  cosas  muy  diferentes  en  sí.  El 
rescripto  es  una  forma  de  resolución  en  que  se  aclara,  in- 
teleta  ó  dispensa  el  derecho  creado,  mientras  que  éste  se 
establece  ó  constituye  mediante  las  constituciones  pontifi- 
cias que  también  lo  derogan  ó  modifican. 

Los  Papas,  siguiendo  el  uso  establecido  por  los  Empe- 
radores romanos,  acostumbraron  á  contestar  las  consul- 
tas que  se  les  dirigían  y  decidir  las  peticiones  que  á  la 
Sede  apostólica  se  elevaban,  escribiendo  la  respuesta  ó 
providencia  detrás  del  escrito  en  que  se  les  presentaba, 
y  de  aquí  viene  el  nombre  de  rescripto. 

Í2.  Origen  del  pase  regio. — Sea  como  quiera  de  estas 
clases  y  formas  de  documentos,  lo  que  aquí  importa  con- 
signar es  que  desde  tiempo  remotísimo  nuestros  Reyes 
harl  tenido  el  derecho  de  que  no  se  publiquen,  ni  menos 
obedezcan,  en  sus  Estados,  las  letras  pontificias  sino  des- 
pués de  examinadas  por  el  Gobierno,  y  de  haber  obteni- 

(1)  Los  romanos  llamaban  bula  á  unos  globillos  ó  ampollas  que  los  jó- 
Tenes  llevaban  al  cuello  como  amuleto,  hasta  que  entraban  en  la  vida  pú- 
blica. 
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do  el  pase^  á  que  en  otras  naciones  se  llama  regmm  exequiO' 
tíor  y  placitum  regium.  Esta  regalía  no  constituye  un  ata- 
que á  la  libertad  de  la  Iglesia.  Indudablemente  nació  de 
la  necesidad  de  defender  la  soberanía  de  los  Estados  tem- 
porales contra  las  pretensiones,  no  siempre  ajenas  á  los 
asuntos  terrenos,  que  durante  la  Edad  Media  alimenta- 
ron los  Pontífices-reyes  valiéndose  de  medios,  sólo  utili- 
zables  en  el  Gobierno  espiritual,  á  fin  de  obtener  ventajas 
en  lo  que  nada  se  rozaba  con  él. 

En  España,  como  hemos  dicho,  remóntase  ese  derecho 
á  una  fecha  antiquísima.  Desde  el  punto  en  que  los  Re- 
yes godos  abrazaron  el  catolicismo,  tuvieron  el  privile- 
gio  no  sólo  de  convocar,  sino  también  de  confirmar  los 
¡oncilios,  esto  es,  de  hacer  obligatorias  sus  decisiones 
de  todo  género,  como  consta  que  lo  hicieron  Recaredo, 
Gundemaro,  Chintila,  Ervigio  y  Egica  (1). 

Las  cuestiones  á  que  daba  lugar  el  uso  de  esta  regalía 
movieron  á  los  Reyes  Católicos  á  gestionar  con  la  Santa 
Sede  el  establecimiento  de  una  forma  de  ejercerla  (jue 
fuera  á  la  vez  ventajosa  para  las  dos  potestades,  y  asi  se 
hizo  por  la  bula  expedida  por  Alejandro  VI  en  26  de  Ju- 
nio efe  1493,  mandada  observar  por  Real  cédula  de  22 
de  Junio  de  1797.  En  su  consecuencia^  quedó  desde  en- 
tonces prohibida  la  predicación  y  publicación  de  bulas 
é  indulgencias  apostólicas,  sin  que  fueran  previamente 
examinadas  por  las  personas  á  quienes  se  cometió  este 
encargo,  que  algún  tiempo  después  se  confirió  al  Con- 
sejo (2). 

13.  Letras  'pontificias  sujetas  al  pase. — Para  evitar  los 
inconvenientes  que  provenían  de  exigir  el  examen  y  pase 
de  bulas  y  breves  indistintamente,  dispúsose  que  sólo 
se  sujetara  á  esa  tramitación  las  bulas,  breves,  rescrip- 
tos y  despachos  de  la  curia  romana  que  contengan  ley, 
regla  ú  observancia  general;  los  que,  aunque  versen  acer- 
ca de  asuntos  particulares,  contengan  derogación  di- 
recta ó  indirecta  del  Concilio  de  Trento,  disciplina  re- 
cibida en  el  Reino,  y  concordatos  celebrados  entre  Es- 
Eaña  y  la  Santa  Sede:  los  notariatos,  grados,  títulos  de 
onor,  ó  los  que  puedan  oponerse  á  los  privilegios  y  re- 

(1)    Masdeu,  Sutoria  critica  de  España^  tomo  9.o,  edición  de  1792,  li- 
Bro  3.0,  pág.  26,  donde  cita  los  documentos  y  Autoridades. 
'  (2)    Leyes  2.»  y  6.a  tít.  3.o,  lib.  2.o,  Nov.  Recop. 
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galías  de  la  Corona,  patronato  de  legos  y  demás  asuntos 
comprendidos  en  la  pragmática  de  1543  (Ley  \,\  tít.  1.", 
lib.  13  Nov.  Recop.);  ios  rescriptos  de  jurisdicción  conten- 
ciosa, mutación  de  Jueces,  delegaciones  ó  abocaciones 
para  conocer  en  cualquiera  vista  de  causas  apeladas  ó 
pendientes  en  los  Tribunales  eclesiásticos  del  Reino,  y  en 
general  todo  monitorio  y  publicación  de  censuras;  los 
breves  y  rescriptos  encaminados  á  la  modificación  de  los 
institutos  y  constituciones  de  las  órdenes  regulares;  los 
que  contengan  exención  de  la  jurisdicción  ordinaria  ecle- 
siástica. 

En  cuanto  á  las  bulas  ó  breves  de  indulgencias  se  man- 
dó que  fueran  examinados  por  los  -Ordinarios  y  por  el 
Comisario  general  de  Cruzada.  También  deben  ser  pre- 
sentados á  los  Ordinarios  los  breves  de  dispensas  ma- 
trimoniales, de  edad,  extratémporas,  oratorio  y  otros  aná- 
logos, debiendo  aquéllos  remitir  al  Consejo  semestral- 
mente  listas  de  todos  los  que  se  les  presenta;  no  obstante 
lo  cual,  en  las  sedes  vacantes  todos  esos  enumerados  docu- 
mentos se  han  de  presentar  al  Consejo. 

Finalmente,  los  breves  de  Penitenciaria,  como  dirigidos 
al  fuero  interno,  quedan  exentos  de  toda  presentación. 

Estas  son  en  resumen  las  reglas  que  en  el  asunto  con- 
tienen nuestras  leyes  (i),  conforme  á  las  cuales  debe  ser 
oído  el  Consejo  de  Estado  sobre  el  pase  y  retención  de 
bidas  y  rescriptos  pontificios-,  y  de  las  preces  para  obte- 
nerlos (2). 

14.  Seal  Patronato. — De  igual  origen,  y  no  menor  anti- 
güedad que  la  regalía  del  pase  de  lulas  y  es  la  que  se  conoce 
con  la  denominación  del  epígrafe. 

«Costumbre  antigua  es  de  España»,  dijo  D.  Alfonso  XI 
en  el  Ordenamiento  de  Alcalá,  «que  los  Reyes  consien- 
tan las  elecciones  de  los  Obispos  y  Prelados,  porque 
los  Reyes  son  patronos  de  la  Iglesia.» 

15.  Cánones  toletanos. — En  efecto,  desde  Recaredo,  al- 
gunas catedrales  comenzaron  á  ceaer  á  los  Reyes  el  de- 
recho que  el  clpro  y  pueblo  hasta  entonces  ejercieran 
para  elegir  su  Obispo;  pero  en  el  siglo  vn  todas,  en  el 
Concilio  celebrado  en  680,  enconienaaron  al  Obispo  de 


(1)  Ley  9.»  tít.  2.o,  lib.  8.o,  Nov.  Recop.  Véanse  las  demás  contenidas 
en  el  mismo  libro. 

(2)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  45,  núm.  2.o 
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Toledo  el  encargo  de  informar  al  Rey  para  que  éste, 
cuando  ocurriera  una  vacante  de  Sede,  nombrase  desde 
luego,  con  sólo  el  acuerdo  de  aquel  Prelado,  á  quien  es- 
timase mejor,  y  lo  hiciera  consagrar  en  la  corte  (1). 

En  cuanto  á  los  demás  cargos  eclesiásticos,  en  el  no- 
veno Concilio  de  Toledo  se  declaró  que  eran  dueños  de 
nombrar  quien  los  desempeñase  aquellos  que  hubieran 
fundado  la  iglesia  á  que  correspondiesen,  y  como  la  sin- 
gular piedad  de  casi  todos  los  Reyes  desde  Recaredo, 
fundó  y  dotó  espléndidamente  catedrales,  parroquias  y 
monasterios,  por  virtud  de  resolución  de  la  misma  Igle- 
sia española  adquirieron  los  Monarcas  el  derecho  de  pa- 
tronato respecto  un  inmenso  número  de  dignidades,  pre- 
bendas y  beneficios  eclesiásticos. 

16.  disposiciones  de  los  concordatos, — Prolijo  sería  re- 
señar las  disposiciones  que  en  divers'os  tiempos  se  han 
dictado  con  relación  al  Real  Patronato  de  España  ó 
Indias,  ya  para  defender,  ya  para  regularizar  su  ejer- 
cicio. Basta  para  nuestro  intento  apuntar,  que  en  el 
concordato  de  11  de  Enero  del  1753,  la  Santa  Sede  re- 
conoció que  al  Rey  de  España  correspondía  la  nómina 
ó  presentación,  para  todos  ios  Arzobispados,  Obispados, 
^lonasterios  y  beneficios  consistoriales,  consignados  en 
los  libros  de  Cámara,  así  como  para  los  que  vacasen  en 
el  reino  de  Granada  y  en  las  Indias  y  algunos  otros.  Por 
lo  f[ue  hace  á  los  demás  beneficios  residenciales  y  sim- 
ples, por  más  que  la  Corona  pretendiera,  apoyada  en  só- 
lidas razones,  que  era  de  su  competencia  nombrar  los  que 
hubieran  de  obtenerlas  en  virtud  del  Patronato  univer- 
sal, convínose  en  que  tocaría  al  Pontífice  la  privativa  y 
libre  colación  de  cincuenta  y  dos  beneficios.  Los  restantes 
serían  siempre  del  Real  Patronato,  á  excepción  de  los 

aue  anteriormente  proveían  los  Prelados,  ú  otros  Cola- 
ores  inferiores,  siempre  que  las  vacantes  ocurriesen 
en  los  meses  ordinarios  de  Marzo,  Junio,  Setiembre  y 
Diciembre,  entendiéndose  todo  sin  perjuicio  del  dere- 
cho de  presentación  que  tengan  cualquiera  otros  Patro- 
nos eclesiásticos  ó  seculares.  Fuera  de  estas  excepciones 
(íuedó  reconocido,  y  para  siempre  sentado,  el  derecho  del 
ney  de  España  de  nombrar  y  presentar  indistintamente 

(1)    Masdeu,  España  Ooda  con  el  apoyo  de  numerosas  Antoridades   y 
Concilios. 
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en  todas  las  iglesias  metropolitanas,  oatedrales,  colegia- 
tas y  diócesis  de  los  reinos  do  España  á  las  dignidades 
inayores^í^  Pontiñcalerriy  y  otras,  en  catedrales  y  dignida- 
des principales,  y  otras  en  colegiatas,  canonicatos,  por- 
ciones, prebendas,  abadías,  prioratos,  encomiendas,  pa- 
rroquias, personatos,  patrimoniales,  oficios  y  beneíicios 
eclesiásticos  seculares  y  regulares  cum  extrae  ct  sine  cu- 
ra (1). 

A  esta  facultad  ó  derecho  de  nombrar  y  presentar  las 
personas  que  han  de  desempeñar  los  referidos  careros 
eclesiásticos,  es  á  la  que  se  llama  Heal  Patronaio,  6o])re 
cuyos  asuntos  debe  oirse  al  Consejo  de  Estado  (2). 

17 .  Tratados  de  comercio  y  navegación. — Cada  Estado,  se- 
gún hemos  dicho  anteriormente,  como  entidad  colectiva 
tiene,  respecto  al  desarrollo  de  su  vida  en  el  exterior,  es 
decir,  en  la  vida  general  de  la  sociedad  humana,  una  in- 
dividualidad que  se  refleja  y  ostenta  en  la  soheraniay  ó  sea 
la  facultad  de  disponer  libremente  en  todo  lo  que  á  sí 
mismo  y  á  sus  cosas  se  refiere. 

18.  'Éazón  de  su  necesidad.— ^d^^  así  como  cada  hombre 
no  se  basta  á  sí  mismo,  y  completa  los  medios  necesarios 
á  la  consecución  de  sus  fines  personales  en  la  sociedad  de 
sus  semejantes,  de  análoga  manera  los  Estados  vónso  en 
el  caso  de  buscar  en  el  concurso  de  otros,  aquello  que 
han  menester  para  lograr  sus  propios  fines.  Ley  admi- 
rable en  que  se  revela  con  claridad  el  designio  de  la 
Providencia  de  hacer  una  sola  familia  de  todo  el  género 
humano,  pues  no  contenta  con  derivarlo  de  un  solo  ori- 
gen, único  fundamento  y  manantial  de  la  fraternidad  y 
de  la  igualdad  de  los  hombres,  le  obliga  á  permanecer 
unido  por  los  lazos  establecidos  por  la  necesiaad  que  una 
porción  tiene  de  los  auxilios  del  resto. 

19.  Denominaciones  diversas. — Los  conciertos  que  los 
Estados  celebran  entre  sí,  con  diversos  objetos,  lláman- 
se  tratados  genéricamente,  pues  en  ocasiones,  y  por  efecto 
de  circimstancias  puramente  externas,  se  les  denomina 
co7ivenio,  convenciones ^  etc. 

Aunque  en  consecuencia  de  lo  dicho,  todos  los  tratados 
que  nos  ocupan  son  internacionales ^  ó  celebrados  entre  na- 
ciones, hay  quienes  sólo  aplican  antonomásicamente  ese 

(1)  Ley  1.»,  tít.  18,  lib.  l.o,  Nov,  Recop. 

(2)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  46,  núm.  3.o 
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adjetivo  á  aauellos  en  que  los  intereses  de  que  se  ocupan 
afectan  á  todas  las  naciones  sin  limitarse  á  los  de  las  con- 
tratantes, si  bien  dejando  á  las  demás  en  libertad  de  ad- 
herirse ó  no  á  las  disposiciones  adoptadas,  como  hizo  el 
tratado  de  París  respecto  á  la  supresión  del  corso,  pre- 
sas marítimas,  bloqueos,  etc. 

20.  Tratados  comerciales. — Entre  los  muchos  puntos  so- 
bre que  recaen  y  pueden  recaer  los  tratados,  uno  de  los 
más  importantes  es  el  relativo  al  cambio  de  productos  na- 
turales ó  elaborados,  es  decir,  al  comercio. 

21 .  Facultades  del  Oobierno. — En  España  el  Rey,  y  por 
consiguiente  el  Gobierno,  tiene  á  su  cargo  la  dirección 
de  las  relaciones  internacionales  de  todo  género,  y  en- 
tre ellas  las  comerciales  (1),  pero  necesita  estar  autori- 
zado por  una  ley  para  ratificar  los  tratados  especiales  de 
comercio  (2). 

La  ratificación^  en  efecto,  es  el  acto  que  liga  y  compro- 
mete al  cumplimiento  de  lo  pactado.  Ha3ta  ese  momento 
no  existe  verdadero  contrato,  habrá  discusión  y  estable- 
cimiento de  bases,  de  condiciones;  pero  todo  lo  hecho  no 
{)asará  de  ser  un  proyecto  de  tratado,  lo  que  le  da  vida  y 
uerza  es  la  ratificación,  equivalente,  en  esta  esfera  públi- 
ca, al  consentimiento  en  los  contratos  privados;  pero 
como  la  Nación  representada  en  las  Cortes,  es  la  que  en 
España  desde  el  principio  de  la  Monarquía  ha  tenido  y 
tietie  la  facultad  de  imponerse  deberes,  de  ahí  el  origen 
del  precepto  constitucional  antes  citado. 

22.  Carácter  de  esos  tratados, — Los  tratados  de  comer- 
cio son  el  medio  ideado  para  buscar  una  transación  ó 
acomodamiento  entre  la  verdad  y  el  error,  entre  las  leyes 
naturales  del  cambio  y  las  artificiosas  trabas  que  pue- 
blos y  Gobiernos  tan  llenos  de  buena  fe  como  de  absur- 
das máximas  le  impusieron  en  el  siglo  xvi,  y  que  una 
ilusión  alimentada  y  sostenida  por  intereses  hijos  de  aquel 
error  mantiene  en  pie. 

23.  Origen  del  sistema  económico  prohibicionista. — En  los 
últimos  siglos  de  la  Edad  Media,  y  al  lado  de  grandes 
naciones  que  destruían  su  población  y   agitaban   sus   * 
recursos  en  continuas  guerras,  \ióse  comenzar  á  en- 
grandecerse, para  llegar  muy  pronto  á  descollar  por  su 

(1)  Constitución  del  Estado,  art.  54,  núm.  b.^ 

(2)  Art.  65,  núm.  4.o 
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riqueza,  ft  algunas  ciudades  que  buscaban  la  prosperidad 
y  la  gloria,  no  en  sangrientos  combates  é  injustas  con- 
quistas, sino  en  las  pacíficas  y  provechosas  empresas  y 
expediciones  mercantiles. 

Los  pueblos,  á  quienes  las  glorias  militares  arruinaban, 
vieron  con  envidia  la  creciente  ventura  de  aquellos  pe- 
queños Estados  de  negociantes,  y  pidieron  á  sus  Gobier- 
nos medidas  encaminadas  á  nacerles  partícipes  de  las 
ventajas  del  tráfico  comercial.  Los  mismos  Gobiernos  que 
veían,  y  no  acertaban  á  remediar,  la  rápida  decadencia  de 
los  pueblos,  pensaron  que  en  efecto  el  desarrollo  mercantil 
los  levantaría  del  mísero  estado  en  que  se  hallaban,  y 
tanto  con  esta  mira,  como  con  la  esperanza  de  que  el  co- 
mercio podría  proporcionarles  recursos  para  proseguir 
los  planes  de  conquistas  y  dominación,  apresuráronse  á 
dictar  ordenanzas  y  reglamentos  para  fomentarlo. 

Observando  el  fenómeno  tan  sólo  á  medias,  persuadié- 
ronse de  que  para  lograr  el  apetecido  fin  era  necesario 
vender  y  no  comprar,  recibir  y  no  devolver,  los  metales 
preciosos  y  el  numerario.  En  su  consecuencia,  prohibie- 
ron la  entrada  de  unas  cosas,  y  restringieron  con  altos 
impuestos  la  de  otras,  á  la  vez  que  establecían  seVeras 
penas  contra  quienes  exportaran  plata  y  oro  bajo  cual- 
quier forma. 

24.  El  sistema  proteccionista. — Tan  desatentado  sistema 
produjo  muy  pronto  la  carestía  de  algunos  artículos  in- 
dispensables para  la  subsistencia;  y  para  combatir  este 
mal  se  apeló  á  otro,  prohibiendo  la  exportación  de  los 
géneros  cuya  escasez  se  notaba.  Db  esta  manera  vino  á 
crearse  lo  que  los  economistas  llaman  el  sistema  de  jwo- 
teceióTiy  reforzado  y  vigorizado  en  Francia  en  el  siglo  últi- 
mo por  los  inventores  y  sostenedores  del  sistema  de  ba- 
lanza comercial,  según  el  cual,  una  nación  se  empobrece  y 
arruina  si  recibe  más  mercancías  de  las  que  da;  y  por 
consiguiente,  se  enriquece  y  prospera  cuando  sucede  lo 
contrario,  porque  á  su  juicio,  la  verdadera  y  única  medida 
del  poderío  y  bienandanza  de  los  países  es  la  cantidad  de 
numerario  que  poseen. 

Muy  lejos  de  nuestro  propósito  nos  conduciría  la  conti- 
nuación de  estas  consideraciones;  y  aquí  les  pondremos  fin, 
sin  añadir  más,  sino  que  la  ilusión  de  los  balancistas  res- 
pecto al  papel  decisivo  del  capital-dinero,  unida  á  otra  re-  * 
lativa  al  trabajo  nacional,  y  á  una^  cierta  dosis  de  socia- 
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lismo,  son  los  últimos  baluartes  tras  los  quo  trata  de 
defendci^e  el  proteccionismo  contra  el  restablecimiento 
de  las  leyes  naturales  del  cambio. 

25.  Importancia  actual  de  los  tratados  de  comercio.— Como 
quiera  que  sea,  y  mientras  dominen  en  la  práctica  doc- 
tinnas  que  parecen  abandonadas  en  la  esfera  teórica,  los 
tratados  de  comercio  tienen  altísima  importancia  para 
las  naciones.  Consumidores  y  productores,  en  suma  to- 
dos los  ciudadanos,  sin  excepción,  están  interesados  en 
la  celebración  de  esos  contratos,  y  por  lo  tanto,  el  acierto 
con  que  se  lleven  á  cabo  tales  convenciones,  influye  po- 
derosamente en  el  die^i  p^íilico,  cuyas  necesidades  jamás 
pueden  apreciar  los  ]\íinistros,  representantes  siempre  de 
una  pob'tica  determinada,  con  absoluta  independencia  de 
las  conveniencias  de  partido,  á  las  que  tal  vez  podrían 
sacrificar  las  del  pueblo,  sin  caer  en  ello,  antes  creyendo 
favorecerle,  si  no  oyeran  en  el  asunto  el  dictamen  &e  un 
cuerpo,  que  por  su  situación,  por  la  calidad  de  sus  miem- 
bros y  hasta  por  respeto  á  sus  propias  tradiciones,  posee 
las  condiciones  indispensables  para  examinar  madura- 
mente y  aconsejar  con  tino  en  casos  tan  arduos.  Esta  es 
la  razón  porque  las  leyes  exigen  que  aun  en  el  caso  de 
haber  obtenido  autorización  para  ratificar  un  tratado  co- 
mercial ó  de  navegación,  debe  el  Gobierno  oir  previa- 
mente la  opinión  del  Consejo  de  Estado  (1),  trámite  que 
en  nada  merma  la  libertad  de  aquél  para  resolver  en  de- 
finitiva lo  que  estime  mejor,  al  paíjo  que  le  procura  es- 
clarecimientos conducentes  al  acierto. 

26.  Presas  maritimas. — Como  su  nombre  revela,  son 
las  presas  marítimas  el  resultado  de  la  captura  de  buques 
de  guerra,  ó  de  comercio,  llevada  á  cabo  por  la  fuerza 
pública  de  una  nación,  ya  como  consecuencia  de  la  guerra 
que  con  otra  potencia  sostenga,  ya  por  virtud  de  la  nece- 
sidad de  hacer  respetar  y  cumplir  los  preceptos  fiscales 
que  eñ  uso  de  su  soberanía  haya  dictado,  con  el  fin,  en 
uno  y  otro  caso,  de  apropiarse  los  barcos  apresados  y  su 
contenido,  ó  solamente  la  carga  en  todo  ó  en  parte. 

27.  jSu  división, — Divídense  las  presas  marítimas,  por 
consiguiente,  y  con  relación  al  derecho  vigente  en  fes- 
paña,  en  dos  clases.  Constituyen  una  las  aue  los  bu- 
ques y  escuadras  de  la  marina  de  guerra,  o  los  corsa- 
>  ■  ■  ■  ■  .  ■     ■  ,  ,      ■ 

(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  45,  núm.  6.o 
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rios  autorizados,  realizan  cuando  aquélla  existe;  forman 
la  otra  las  que  las  embarcaciones  del  resguardo  marítimo 
efectúan  en  persecución  del  contrabando. 

Las  primeras  son  las  que  propiamente  llevan  la  deno- 
minación del  epígrafe. 

28.  Fundamento.— Sirve  de  base  y  fundamento  al  lla- 
mado derecho  de  hacer  presas  de  esa  clase,  el  que  se  de- 
nomina con  igual  justicia  de  conquista,  especie  de  ocupa- 
ción porla  que,  cuanto  se  toma  al  enemigo,  repútase  ad- 
quirido por  el  capturador  ú  ocupante. 

Legado  de  antiguas  y  crueles  máximas  que  legitima- 
ban hasta  la  esclavitud  como  resultado  de  la  guerra,  los 
Eueblos  modernos  debieran  haber  abandonado  esa  bár- 
ara  práctica,  opuesta  al  principio  por  ellos  sentado  de 
que  las  hostilidades  sólo  de  Estado  á  Estado  deben  ha- 
cerse, dejando  á  salvo  los  intereses  mercantiles  y  la  pro- 
piedad privada;  pero  hasta  ahora  no  existen  convencio- 
nes internacionales  que  eleven  á  la  categoría  de  regla 
jurídica  aquel  principio,  y  aseguren  su  cumplimiento  y  el 
de  las  consecuencias  que  de  él  se  desprenden. 

29.  Tratado  de  París  con  relación  a  la  materia. — No  obs- 
tante, se  real  izó  en  esta  materia  un  progreso  notorio  á  con- 
secuencia de  la  guerra  de  Oriente  sostenida  por  la  Tur- 
quía y  sus  aliados,  contra  Rusia  y  los  suyos.  Los  pleni- 

gotenciarios  de  Rusia,  Turquía,  Inglaterra,  Austria, 
^rusia,  Francia  y  Cerdeña,  después  de  firmar  el  tratado 
de  París  en  30  de  Marzo  de  1856,  hicieron  una  declara- 
ción común  y  solemne  en  16  de  Abril  siguiente,  estable- 
ciendo un  derecho  uniforme  respecto  á  las  potencias 
neutrales  en  tiempo  de  guerra.  Con  arreglo  á  ella  el  pa- 
bellón neutro  cubre  la  mercancía  enemiga,  y  la  mercan- 
cía neutra  no  es  capturable  bajo  pabellón  enemigo.  Se 
exceptúa  en  todo  caso  de  estos  beneficios  el  contrabando 
de  guerra  ó  sean  las  armas,  municiones,  pertrechos,  ga- 
nado y  objetos  análogos  destinados  á  aquélla. 

Los  bloqueos  para  ser  obligatorios  y  surtir  todos  sus 
resultados,  deben  ser  efectivos,  es  decir,  formados  y  man- 
tenidos por  fuerzas  suficientes  para  impedir  real  y  ma- 
terialmente el  acceso  del  litoral  enemigo. 

30.  A  qué  naciones  obliga.— LsiS  potencias  signatarias  de 
la  declaración  quedaron  sujetas,  y  están  obligadas,  á 
cumplir  los  extremos  que  abraza;  pero  las  demás  oue  no 
tomaron  parte  en  el  Congreso  de  París  sólo  por  volunta-» 
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ria  aquiescencia  pueden  considerarse  ligadas  á  respetar- 
los. Afortunadamente  muchas  han  contraído  esc  deber, 
y  es  de  esperar  que  en  adelante  se  reputen  por  todas,  co- 
mo regla  inviolable  del  derecho  público  internacional, 
las  restricciones  puestas  al  ejercicio  del  de  hacer  presas 
marítimas. 

31.  Libertad  de  España  en  e^ie  asunto. — Antes  de  la  de- 
claración del  Congreso  de  París  podían  ejercer  ese  de- 
recho, no  sólo  la  fuerza  pública  y  regular  del  Estado 
behgerante,  í^ino  también  los  particulares  que  por  su 
cuenta  y  cargo  armasen  buques  llamados  corsarios  para 
combatir  y  apresar  loa  del  enemigo,  previa  la  autoriza- 
ción del  Gobierno,  ó  sea  la  patente  de  corso.  Además  de 
e^to,  el  armamento  en  corso,  y  el  derecho  de  presas,  esta- 
ba sometido  á  ciertos  preceptos  encaminados  á  ampa- 
rar los  intereses  de  las  potencias  aliadas  y  de  las  neu- 
trales, y  á  evitar  que  los  corsarios  se  convirtieran  en  pi- 
ratas; mas  como  quiera  que  las  naciones  i^epresentadas 
en  dicho  Congreso  declararon  también  abolido  el  corso, 
claro  es  que  no  pueden  usarlo.  No  sucede  lo  mismo  por 
lo  relativo  á  los  estados  que,  como  España,  nada  pacta- 
ron, los  cuales  quedaron  en  libertad  de  adherirse  ó  no 
al  acuerdo  do  oue  se  trata. 

En  su  virtud,  deben  considerarse  vigentes  las  regl^ü 
prescritas  en  oxiden  al  corso  en  las  ordenanzas  de  la  ma- 
rina de  guerra  (1),  en  las  de  las  matrículas  de  mar  (2)  y 
en  el  tít.  8."*,  lib.  ^J"  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
atribuyen  el  conocimiento  de  los  asuntos  de  este  ramo 
á  las  Autoridades,  Juzgados  y  Tribunales  de  Marina,  no 
obstante  lo  cual  y  sólo  respecto  á  la  nulidad  ó  validez  de 
las  presas  ha  de  oírse  al  Consejo  de  Estado  (3). 

32.  Competencia  de  la  Administración. — Éajo  ese  solo 
aspecto  hay  competencia  en  la  Administración  para  exa- 
minar el  asunto,  porque  el  interés  verdaderamente  gene- 
ral que  entraña,  los  compromisos  y  aun  conflictos  in- 
ternacionales que  puede  acarrear  y  otros  muchos  moti- 
vos, todos  de  pública  conveniencia,  requieren  que  decla- 
ración  tan  delicada,  y  de  tanta  trascendencia,  no  se 


(1)  Tít.  6.<»,  art.  4.o  y  siguientes. 

(2)  12  de  Agosto  de  1802. 

(3)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  46,  núm.  8.o 
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efectúe  por  Autoridades  ó  Tribunales  ajenos  por  su  mi- 
sión  al  conocimiento  de  aquello  que  el  bien  público  de- 
manda en  cada  caso,  y  que,  por  no  poder  apreciar  ése 
supremo  objeto,  tal  vez  expusieran  la  Nación  á  graves 
riesgos  y  onerosas  responsabilidades,  creyendo  servir  los 
intereses  de  la  más  estricta  justicia. 

33.  Relaciones  entre  las  Autoridades.— Como  con  el  de- 
bido detenimiento  expondremos  en  el  lugar  oportuno,  la 
necesidad  de  contener  dentro  de  la  esfera  de  su  peculiar 
competencia  á  las  Autoridades  y  funcionarios  de  las  di- 
versas órdenes  del  Estado,  ha  hecho  idear  ciertos  proce- 
dimientos encaminados  al  esclarecimiento  de  las  cuestio- 
nes que  motivan  los  conflictos,  y  adoptar  precauciones 
oapaces  de  asegurar  la  mutua  independencia  de  los  di- 
versos depositarios  del  poder  público. 

La  Constitución,  al  reconocer  en  el  Rey  la  potestad  de 
ejecutar  las  leyes  y  de  disponer  cuanto  conduce  á  la  con- 
servación del  orden  público,  reconoce  también  en  el  Mo- 
narca la  suprema  autoridad  encargada  de  velar  por  el 
cumplimiento  de  la  misma  ley  fundamental,  y  de  conser- 
var entre  los  órdenes  de  funcionarios  y  agentes  destina»- 
dos  á  la  aplicación  inmediata  de  los  preceptos  legislati- 
vos, la  separación  y  equilibrio  de  atribuciones  establecidas^ 
por  ella  como  principios  y  bases  cardinales  de  la  organi- 
zación del  Estado. 

El  ejercicio  de  esta  facultad,  lo  mishio  que  el  de  las 
demás,  compete  al  Gobierno  responsable,  y  como  podría 
ofrecer  peligros  que  obrase  en  asuntos  tan  delicados  sin 
otra  inspiración  que  la  propia,  y  tal  vez  las  resolucio- 
nes adoptadas  en  esa  forma  pudieran  ser  tachadas  de 
parciales,  la  ley  exige  para  asegurar  el  acierto  y  rodear 
de  prestigio  las  decisiones  que  en  ellos  recaigan,  que  so- 
bre todos  sea  oído  el  Consejo  de  Estado. 

En  su  virtud,  es  necesaria  la  consulta  á  este  elevado 
Cuerpo  siempre  que  se  trate: 

De  competencias  positivas  ó  negativas  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  Autoridades  judiciales  y  adminis- 
trativas, y  de  conflictos  que  se  susciten  entre  los  Ministe- 
rios, Autoridades  y  Agentes  de  la  Administración  (1). 

De  recursos  de  abuso  de  poder,  ó  de  incompetencia,  que 


(1)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  45,  núm.  9.o 
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eleven  al  Gobierno  las  Autoridades  del  orden  judicial 
contraías  resoluciones  administrativas  (i). 

De  autorizaciones  que  con  arrreglo  á  las  leyes  deba  el 
Gobierno  conceder  para  encausar  á  las  Autoridades  y 
funcionarios  superiores  administrativos,  por  abusos  co- 
metidos en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  á  los  emplea- 
dos públicos  de  inferior  óategoría,  por  abusos  cometidos 
en  el  desempeño  de  sus  cargos  (2). 

Aunque  la  Constitución  dice  en  el  art.  77  que  una  ley 
especial  determinará  los  casos  en  que  haya  de  exigirse 
autorización  previa  para  procesar  ante  los  Tribunales 
ordinarios  á  las  Autoridades  y  sus  agentes,  nada  hasta 
ahora  se  ha  hecho  en  ese  sentido,  ni  es  de  esperar  que  se 
haga,  porque  la  opinión  pública  rechaza  esa  especie  de 
privilegio  que  pudiera  ser  la  impunidad  de  las  Autori- 
dades y  de  sus  agentes. 

34.  DistiTiciones  y  recompensas. — Si  es  justo  y  altamente 
conveniente  para  los  pueblos  mostrarse  agradecidos  á  los 
servicios  eminentes  que  se  les  prestan,  honrando  con  dis- 
tinciones, y  premiando  á  veces  con  pensiones,  á  quienes 
se  consagran  á  procurar  su  bien,  no  está  menos  puesto 
en  razón  que  esas  recompensas  se  otorguen  al  verdadero 
mérito  contraído  en  arduas  empresas;  porque  de  otra 
manera,  si  al  favor  fueran  debidas,  ó  por  escasos  mereci- 
mientos alcanzadas,  su  mismo  origen  las  envilecería, 
dejando  de  ser  estímulo  para  que  los  hombres  de  ánimo 
generoso  lleven  á  cabo  actos  de  abnegación  y  heroísmo, 
además  de  que  la  gratitud  pública  no  debe  tributarse  y 
significarse  sino  con  quienes  verdaderamente  se  han  he- 
cho acreedores  á  ella. 

Por  virtud  de  estas  y  otras  análogas  consideraciones, 
requiere  la  ley  que  preceda  el  dictamen  del  Consejo  4 
toda  concesión  de  grandezas  y  títulos  que  no  haya  sido 
acordada  en  Consejo  de  Ministros  (3). 

También  debe  ser  oído  en  los  expedientes  sobre  conce- 
sión de  la  Cruz  de  Beneficencia,  y  de  pensión  aneja  á 
ella,  cuando  la  persona  agraciada  fuera  desvalida  (4). 


(1)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  núm.  10. 

(2)  ídem  id.,  núm.  11  y  art.  48,  núm.  4.© 
h)    ídem  id.,  art.  45,  núm.  5.° 

(4)    Art.  9.0  del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1857  y  R.  0.  de  10 
de  Julio  de  1867. 
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En  uno  y  otro  caso  la  independencia  que  da  al  Consejo 
la  alta  posición  de  sus  miembros,  la  ilustración  que  los 
adorna,  y  su  celo  por  el  bien  público,  son  abonados  fia- 
dores de  que  pesará  fielmente  los  servicios,  y  propondrá 
aquello  que  al  país  más  convenga. 


CAPÍTULO  X. 

ASUNTOd^DB  JUSTICIA. 

I.*'  Asantos  que  este  oapitalo  oom];>rende.~2.*^  Origen  de  los  recursos  de  fuerza. 
—3.°  Fundamentos  de  su  institución.— I.**  Carácter  de  estos  recursos.— 5."  Su 
importancia  actual. — 6.*  Cuáles  pertenecen  á  la  jurisdicción  ordinaria  y  cuáles 
á  la  administrativa. — 7.**  Hecursos  de  protección  y  su  diferencia  de  los  de  fuer- 
za.—8.®  Asuntos  judiciales  y  Registro  de  la  propiedad.— 9.'*.0rganización  Judi- 
cial.— 10.  División  territorial  judicial.— 11.  Indultos. — 12.  Clasificación  de  los 
indultos. — 13.  Carácter  y  forma  de  ejercicio  de  la  prerrogativa  regia  de  indul- 
to.— 14.  Registro  de  la  propiedad. — 15.  División  territorial  hipotecaria.— 16. 
Inamovilidad  ^^e  los  Registradores. — 17.  Interés  legal  del  dinero.— 18.  Natura- 
lización y  cambios  de  nombre.— 19.  Concepto  de  la  naturalización. — 20.  Sus  cla- 
ses.— 21.  Cambios  de  nombre. 

1.**  Asuntos  que  comprende  este  capítulo. — Ya  hemos  re- 
petido que  nuestra  clasificación  abraza  en  un  miembro 
materias  que  sólo  relaciones  generales  enlazan.  Aquí^ 
pues,  hemos  agrupado  todas  aquellas  que  bajo  uno  u 
otro  aspecto  miran  á  la  Administración  de  la  justicia,  á 
la  organización  de  los  Tribunales  encargados  de  esa  fun- 
ción, á  la  seguridad  de  los  derechos  civiles,  y  á  la  dispen- 
sa de  las  penas  impuestas  enjuicio;  desde  los  recursos  de 
fuerza  hasta  los  indultos:  desde  la  división  territorial  ju- 
dicial hasta  los  Registros  de  la  propiedad. 

2."*  Origen  de  los  recursos  de  fuerza. — Coetáneo  de  los 
antes  citados  remedios,  instituidos  para  defender  y  pro- 
teger la  soberanía  de  la  sociedad  -civil  contra  las  invasio- 
nes y  demasías  de  los  eclesiásticos,  es  el  de  que  vamos  á 
tratar. 

Nuestros  Reyes  godos,  como  Príncipes  católicos  y  pro- 
tectores de  la  Iglesia,  no  sólo  tenían,  como  ahora  sucede, 
la  facultad  de  abocar  á  sus  Tribunales  y  Autoridades  el 
conocimiento  de  algunos  asuntos  en  que  los  eclesiásticos 
excedieran  los  límites  de  su  potestad,  ó  faltasen  á  la  ritua- 
lidad establecida  para  la  tramitación  de  los  negocios,  sino 
el  de  examinar  en  última  instancia  las  causas  eclesiásti- 
cas. Los  Concilios  nacionales  reconocieron,  consintieron 
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y  consagraron  esta  atribución  real,  y  la  historia  conserva 
muchos  ejemplos  de  su  ejercicio  (1). 

Las  turbulencias  consiguientes  á  ocho  siglos  de  cons- 
tante lucha  con  los  árabes  para  rescatar  los  territorios 
perdidos,  y  más  c[ue  todo,  la  extensión  que  en  los  si- 
glos XI  y  XII  consiguieron  dar  los  Papas  á  su  potestad,  y 
subsiguientemente  á  la  de  todo  el  clero,  fueron  causa  de 

gue  las  regalías  que  en  este  punto  disfrutaban  los  Reyes  de 
Ispaña,  fueran  menoscabándose  y  menguando  hasta  su- 
frir cambio  tan  completo  como  el  de  que  la  Santa  Sede 
se  creyera  dueña  de  dar  y  quitar  los  cetros  de  los  Estados 
formados  en  la  Península,  é  imponerles  vasallajes  y  plei- 
tesías, bien  que  lo  mismo  en  Castilla  y  León,  que  en 
Aragón,  que  íué  donde  intentaron  hacer  prevalecer  ese 
poder,  llevaron  la  respuesta  que  tales  pretensiones  mere- 
cían (2).  No  llegó,  áin  embargo,  el  olvido  y  abandono  de 
las  antiguas  facultades,  á  borrar  enteramente  las  huellas 
de  su  existencia;  como  recuerdo  de  ellas  quedaron  los 
recursos  de  protección  y  fuerza.  D.  Juan  I,  á  petición  de  las 
Cortes  de  Segovia,  en  1389,  declaró  que  los  Reyes  de 
Castilla,  de  antigua  costumbre  aprobada,  usada  y  guar- 
dada, podían  conocer  y  proveer  de  las  injurias,  violencias 
y  fuerzas  que  acaecen  entre  los  Prelados,  clérigos  y  ecle- 
siásticas üersonas,  sobre  las  iglesias  ó  beneficiados  (3). 
Después  de  esa  época  han  sido  tan  numerosas  las  dispo- 
siciones dictadas,  confirmando  ó  explicando  la  naturaleza 
Íf  extensión  de  ese  derecho  de  la  Corona,  y  regularizando 
a  manera  de  proceder  al  ejercitarlo,  que  fuera  prolijo  ni 
siquiera  reseñarlas  ligeramente  (4). 

3."*  Fundamentos  de  su  insúitución. — Dos  principios  in- 
concusos sirven  de  base  á  esa  facultad.  El  primero  es  el 
de  que  la  Iglesia  como  sociedad,  meramente  espiritual  no 
debe  mezclarse  en  los  negocios  temporales  y  terrenos, 
y  por  lo  tanto,  estándole  vedado  cuanto  á  ellos  toca,  con 
razón  puede  y  debe  impedírsele  que  se  entremeta  á  usar 
de  una  potestad  sólo  propia  de  la  sociedad  civil,  según  las 

(1)  Concilio  de  Toledo  IX,  cap.  1.®;  Id.  id.  Xm,  cap.  12;  Código  de  los 
visigodos,  lib.  12,  tít.  8.0, 1.  24. 

(2)  Sandoval,  Obispo  de  Pamplona,  Crónica  ffeneral,  lib.  18,  cap.  l.o, 
al  referir  la  historia  de  Femando  I,  el  Magno.  Blancas,  Comentarios  de  las 
cosas  de  Aragón,  en  la  historia  de  Pedro  III,  el  Grande. 

(8)    Ley  1.a,  tít.  2.o,  lib.  2.o,  Nov.  Recop. 
(4)    Véanse  el  libro  y  título  citados. 
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sacrosantas. máximas  dol  Evangelio  que  mandan  dar  al 
César,  es  decir,  á  los  soberanos  temporales,  lo  que  es  del 
César,  declaran  que  el  Reino  de  Cristo  no  es  de  este 
mundo,  y  además  de  entregar  las  cosas  del  siglo  á  las 
disputas  de  los  hombres,  niegan  á  esa  sociedad  religiosa, 
por  boca  de  su  divino  fundador,  la  facultad  de  juzgar  las 
cuestiones  acerca  de  bienes  materiales  (i).  El  secundo, 
deducido  de  los  fines  fundamentales  y  racionales  del  Es- 
tado, conforme  al  cual  corresponde  á  éste,  como  organis- 
mo para  la  realización  del  derecho,  velar  para  que  no  s ) 
falte  á  él  en  las  asociaciones  autorizadas. 

4.**  Carácter  de  estos  recursos, — Nuestros  antiguos  legis- 
ladores, al  establecer  y  dar  forma  á  los  recursos  á^  fuerza 
y  protección,  apoyados  en  tan  firmes  fundamentos,  ni 
atentaron  á  la  libertad  de  la  Iglesia,  ni  traspasaron  los 
hmites  de  la  potestad  y  soberanía  indispensable  á  la  exiíiH 
tencia  de  los  Estados,  habiendo  sancionado  sus  precep- 
tos, aun  en  aquello  que,  como  la  decisión  de  competen- 
cias jurisdiccionales  entre  Tribunales  eclesiásticos,  pa- 
rece más  ajeno  de  la  Autoridad  civil,  el  Santo  Concilio  de 
Trento  al  conferir  á  los  Reyes  el  afrecho pívtecforio, 

5.*'  8u  importaTvcia  actual, — Aunque  en  la  actualidad 
han  perdido  gran  parte  de  su  importancia  los  recursos 
de  que  se  trata,  porque  están  limitados  los  Tribunales 
eclesiásticos  al  conocimiento  de  las  causas  sacramentales 
y  beneficiales,  de  los  delitos  eclesiásticos  y  de  las  causas 
de  divorcio  y  nulidad  del  matrimonio  (2),  como  quiera 
que  con  poca  ó  mucha  frecuencia  pueda  presentarse  el 
caso  de  su  uso,  importa  distinguir  cuáles  corresponden 
á  la  competencia  de  los  Tribunales,  y  cuáles  á  la  resolu- 
ción administrativa,  ya  que  la  ley  aispone  que  será  ne- 
cesariamente oído  oí  Consejo  de  Estado  sobre  los  recur- 
sos áe  protección  y  fuerza,  á  excepción  de  los  consignados 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como  propios  de  dichos 
Tribunales  (3). 

6/  Cuáles  pertenecen  á  la  ju/risdicción  orimaria  y  cuáles  á 
la  administrativa, — Nada  más  fácil  que  deslindar,  siguien- 
do esta  disposición,  los  recursos  de  esa  clase  en  los  que 


(1)  Evangelio  de  San  Juan,  cap.  12,  vers.  14. 

(2)  Decreto  de  6  de  Diciembre  de  1868  sobre  unificación  de  fueros, 
tlt.  2.0 

(3)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1860«  art  46,  núm,  3.o 
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compete  resolver  á  la  Administración  ó  mejor  dicho  al 
Gobierno,  previo  dictamen  del  Consejo,  porque  baste 
conocer  cuales  son  del  conocimiento  de  los  Tribunales 
para  hacerlo. 

Así,  pues,  todos  aquellos  aue  se  entablen  en  asuntos 
en  que  un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  conozca  ó  preten- 
da conocer  de  causa  no  sujeta  á  su  jurisdicción,  ó  de  lle- 
var á  ejecución  sentencia  que  hubiere  pronunciado  en 
negocio  de  su  competencia,  procediendo  por  en^bargo  y 
venta  de  bienes  sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción 
ordinaria  pertenecen  á  ésta  (i),  estando  reducidos  á  tres 
clases  que  son:  di(d  fuerza  en  conocer  cuando  el  Juez  ecle- 
siástico conoce  de  causa  profana  no  sujeta  á  su  jurisdic- 
ción: fuerza  en  el  modo  de  proceder^  cuando  conociendo  en 
asunto  de  su  jurisdicción,  no  observa  los  trámites  esta- 
blecidos: y  fuerza  en  tio  otorgar^  cuando  el  Juez  eclesiás- 
tico deniega  una  apelación  procedente  (2).  Los  demás  re- 
cursos en  que  se  solicite  el  auxilio  de  la  Autoridad  civil 
contra  providencias  y  medidas  de  los  Jueces,  Tribunales 
y  Autoridades  del  orden  eclesiástico,  corresponden  á  la 
esfera  gubernativa. 

Pero,  como  se  ha  visto,  la  ley  no  habla  solamente  de 
recursos  de  fuerza  al  exigir  el  dictamen  del  Consejo  de 
Estado,  sino  que  cita  también  los  de  protección,  por  ma- 
nera que  si  el  orden  judicial  está  llamado  á  entender  tan 
sólo  en  una  parte  de  aquéllos,  el  resto  y-  además  los  de 
protección  han  de  resolverse  por  el  Gobierno. 

T."*  Recursos  de  protecdóny  y  su  diferencia  de  los  de  fuerza. 
— Como  quiera  que  la  distinción  de  unos  y  otros  ofrece 
dificultades  grandes,  ya  se  consulten  las  leyes,  ya  se  ape- 
le á  la  doctrina  de  los  autores,  uno  de  los  más  reputados 
en  la  materia  administrativa,  asienta  que  los  de  fuerza 
son  de  la  competencia  de  los  Tribunales,  en  tanto  que  los 
Aq  protección  se  interponen  ante  el  Gobierno  (3). 

En  la  realidad  practica  escasa  ó  ninguna  impprtancia 
tiene  esa  clasificación  de  los  recursos  que  en  la  vía  gu- 
bernativa pueden  utilizarse  contra  las  disposiciones  de 
las  Autoridades  eclesiástica,  y  bien  pudiera  por  lo  mismo 
admitirse  sin  reparo  la  opinión  citada;  pero  ya  que  el 


(1)  Ley  del  Poder  judicial,  art.  899. 

(2)  I>ey  de  Enjuiciamiento  civil,  arts.  126  y  siguientes. 

(3)  Colmeiro,  Derecho  Ádmiimtrcitwo  espakol,  pág.  196,  edición  de  1876, 
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precepto  l^al  es  terminante  al  distingir  en  recursos  dz 
fuerza  y  recursos  de  protección  aquellos  sobre  los  cuales  se 
ha  de  oir  al  Consejo,  conveniente  parece  examinar  la 
'cuestión  á  la  luz  de  los  preceptos  del  legislador. 

Según  se  desprende  de  lo  contestado  por  el  Consejo  de 
Castilla  al  Rey  D.  Carlos  II  sobre  la  manera  de  evitar  los 
abusos  que  los  Jueces  eclesiásticos  cometían  respecto  á 
las  cosas  y  á  las  jut'isdiccioncs,  todos  los  recursos  contra 
providencias  eclesiásticas  eran  de  fuerza  (1).  Esto  no  obs- 
tante el  texto  de  la  consulta  muestra  bien  claro  que  el 
Consejo  daba  el  mismo  nombre  á  cosas  diferentes;  por- 
que expresa  que  cuando  se  trata  de  actos  jurisdicciona- 
les sobre  bienes  mere  laicoSy  ó  relativos  á  personas  sujetas, 
por  su  clase,  ó  por  los  hechos  perseguidos,  al  fuero  común 
criminal,  ó  bien  acerca  de  quebrantamiento  de  las  for- 
mas esenciales  de  los  juicios  eclesiásticos,  entonces  el  re- 
curso se  ve  y  determina  por  los  Tribunales  ordinarios  ó 
por  el  Consejo  que  á  la  sazón  era  el  Supremo;  mas  cuan- 
do el  asunto  versa  sobre  cobranza  de  rentas  Reales,  ó 
bienes  del  Real  Erario,  conoce  el  Consqo  de  Hacienda 
expidiendo  los  despachos  necesarios  al  efecto  de  hacer  ce- 
sar la  resistencia  opuesta  al  cumplimiento  de  las  resolu- 
ciones administrativas,  así  como  entiende  el  Consejo  de 
Caetilla,  mas  sin  carácter  de  Tribunal,  en  casos  referen- 
tes á  competencia  entablada  entre  los  Tribunales  ecle- 
siásticos de  primera  instancia,  por  cuanto  la  decisión 
corresponde  al  Rey  eñ  virtud  del  derecho  protectorio  del 
¿lanio  Concilio  de  Trento, 

Más  perceptiblemente  se  observa  la  diferencia  de  los 
recursos  en  la  resolución  que  se  dictó  con  motivo  de  ha- 
ber puesto  presos  á  los  Comendadores  del  hospital  del 
Rey  la  Abadesa  de  las  Huelgas.  Pretendíar  ésta,  que  la 
Cámara  del  Patronato  decidiera  el  recurso  que  entabló 
contra  el  Nuncio,  mientras  los  Comendadores  sostenían 
que  competía  conocer  al  Consejo.  Consultado  éste  infor-' 
mó,  y  se  dispuso  (2)  que  el  negocio  se  ventilara  en  la  ci- 
tada Cámara  por  virtud  de  la  jurisdicción  tuitiva,  á  fin 
de  examinar  si  era  ó  no  de  Patronato,  para  retenerlo  ca- 
so afirmativo,  «á  lo  cual  se  procede,  «dice  la  ley,»  por 
provisiones  regias  y  proceso  que  se  dice,  per  comiemp-- 


(2) 


Ley  17,  tít.  2.o,  lib.  2.o,  Nov.  Recop, 
Ley  14,  tít  2.o,  lib.  2.o,  Nov.  Recop. 
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tnm  Regi(B  dignitatis,  cuyo  remedio  es  más  llano  y  per- 
fecto que  el  de  fuerza  y  más  propio  para*  la  defensa  del 
Patronato,  con  el  cual  no  se  necesita  el  recurso  vulgar 
de  las  fuerzas,  antes  bien  es  impropio  en  la  Autoridad  Real* 
y  su  poder,  decir  se  le  hace  fuerza  ó  agravio;»  pues  aun 
cuando  en  las  causas  de  Patronato  podía  ofrecerse  el  re- 
curso de  fuerza^  por  incidencia  de  otras  cuestiones  entre  las 
partes f  en  tal  caso  se  procediera  según  el  uso  establecido. 

Resulta,  pues,  en  ultimo  análisis  que  nuestra  legisla- 
ción, la  doctrina  de  los  Tribunales  y  altos  Cuerpos  con- 
sultivos, y  la  práctica  seguida,  han  atribuido  siempre  el 
nombre  genérico  de  recurso  de  fuerza  á  todo  remedio  ussh 
do  por  el  poder  civil  para  contrarrestar  é  impedir  las  de- 
masías de  los  Tribunales  y  Autoridades  eclesiásticas, 
distinguiendo  dos  especies  al  menos;  una  la  de  los  pro- 
piamente llamados  recursos  de  fuerza,  que.  por  atañer  á  la 
defensa  de  la  jurisdicción  ordinaria  eran  del  conocimiento 
de  los  Tribunales;  otra  el  de  los  de  protección,  bien  como 
consecuencia  del  derecho  protectario  del  Santo  Concilo  de 
Trento,  ó  ya  en  ejercicio  de  la  Autoridad  tuitiva  perte- 
neciente al  Jefe  del  Estado  para  poner  á  salvo  los  dere- 
chos de  la  de  la  soberanía  civil. 

Este  era  el  estado  de  la  legislación,  de  la  doctrina  y  de 
la  práctica,  cuando  se  promulgó  la  ley  de  6  de  Julio  de  1846, 
cuyo  art.  11  dispuso  que  fuera  oído  el  Consejo  Real  só- 
brelos asuntos  del  Real  Patronato,  y  recursos  de  protección 
del  Concilio  de  Trento,  prueba  inequívoca  de  que  á  la  sazón 
los  de  fuerza  se  entendían  limitados  á  los  asuntos  juris- 
diccionales. 

Si  después  de  organizar  de  nuevo  el  alto  Cuerpo  con- 
sultivo se  expresó  lo  que  dicho  queda,  fué  sin  duda  de- 
bido á  algún  lapsus  sin  trascendencia. 

En  resumen,  la  opinión  del  sabio  escritor  antes  citado, 
parécenos  conforme  y  arreglada  á  los  preceptos  y  á  las 
tradiciones,  no  menos  que  á  los.  sanos  principios  de  de- 
recho, porque  como  afirmaba  el  Consejo  de  Castilla  enla 
consulta  mencionada,  si  es  verdad  que  en  los  bienes  y 

f)er8onas  particulares,  puede  decirse  con  exactitud,  que 
a  Autoridad  eclesiástica  hace  fuerza,  «es  impropia  en  la 
Autoridad  pi/dlica^  en  el  Gobierno  del  Estado  y  su  poder  decir 
se  le  hace  agravio  ó  fuerza>'>  (1). 


(I)    Ley  14,  Nov.  Recop.  citada. 
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8.*^  Asuntos  Judiciales  y  registro  de  la  propiedad. — La 
Constitución  vigente  establece,  como  hicieron  las  an- 
teriores, que  corresponde  al  Rey  cuidar  de  que  en  todo  el 
Reino  se  administre  pronta  y  cumplidamente  la  justicia , 
la  cual  en  su  nombre  se  aaministra  por  Jueces  y  Ma- 
gistrados que  él  nombra  (1).  Estas  prerrogativas  y  facul- 
tades de  la  Corona,  son,  no  sólo  el  resultado  de  la  necesi- 
dad que  todo  Estado  siente  de  confiar  al  supremo  Magis- 
trado investido  del  Poder  ejecutivo  función  tan  elevada,  y 
que,  por  su  carácter  permanente  es  imposible  atribuir  á 
la  representación  nacional,  sino  del  principio  tan  repetido 
en  nuestros  antiguos  Códigos  de  que  la  justicia  es  un 
atributo  de  la  potestad  Real  (2),  á  la  par  que  otros. 

De  la  aplicación  de  este  principio,  y  de  aquel  precepto 
constitucional,  surgen  dos  consecuencias  inmediatas,  que 
son:  la  de  conferir  la  autoridad  de  juzgar  á  lo  que  suele 
darse  el  nombre  de  delegación  de  la  justicia^  y  la  de  dispen- 
sar en  ciertos  casos  de  la  aplicación  de  las  leyes  penales, 
ó  sea  la  facultad  de  indultar  á  los  delincuentes.' 

El  Rey  ejerce  ambas  atribuciones  por  medio  de  sus  Mi- 
nistros y  Consejeros  responsables,  es  decir,  por  medio 
de  los  agentes  superiores  administrativos,  grado  en  el 
que  todos  los  órdenes  de  funciones  que  comprende  la 
plenitud  de  la  postestad  ejecutiva,  propia  del  Monarca, 
vienen  á  confundirse,  como  se  reúnen  y  funden  en  el  vér- 
tice de  una  pirámide  las  caras  ó  planos  que  la  forman. 

Así,  pues,  en  el  más  elevado  grado  de  la  Administra- 
ción general,  participa  ésta  de  la  función  judicial,  aunque 
sin  detrimento  de  la  autoridad  de  los  Jueces  y  Tribuna- 
les, ya  nombrando  á  quienes  la  ejercen,  ya  remitiendo  las 
penas  que  los  criminales  merecen  por  sus  delitos. 

9."*  Organización  judicial. — En  punto  tan  importante  el 
poder  de  la  Administración  no  es  discreccional.  Interesa 
.demasiado  al  bien  común  el  nombramiento  de  los  fun- 
cionarios encargados  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios 
civiles  y  criminales,  y  hasta  el  señalamiento  de  las  cir- 
cunscripciones jurisdiccionales,  pdra  entregarlos  sin  re- 
serva ni  cortapisa  al  arbitrio  del  Gobierno. 


(1)  Constitución  de  1876,  arts.  bl^  núme.  2.o  y  3.o,  74  y  80. 

(2)  Fuero  Juzgo,  ley  13,  tít,  l.o,  lib.  2.o,  Fuero  Beal,  ley  2>,  tít.  7.o,  li- 
bro  1.%  Partida  8 .»,  ley  18,  tít.  4.o,  Fuero  Viejo  de  Castilla,  ley  1.a,  tít.  Lo, 
lib.  1.0,  Ordenamiento  de  Alcalá,  ley  2.^,  cap.  27. 
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Sobre  todo  en  los  Estados  aue  se  rigen  parlamentaria- 
mente, donde  son  una  necesidad  del  sistema  los  partidos, 
fuera  insigne  locura  dejarlos  abandonados  á  la  parciali- 
dad de  esas  colectividades  nolíticas,  que  se  deciden  por 
impí  osiones  é  intereses  del  momento,  como  sucedería 
inaefectiblemento  si  no  se  fijasen  algunos  requisitos  y  so- 
lemnidades para  el  ejercicio  de  la  facultad  que  nos  ocupa. 

Entre  las  prescripciones  que  la  vigente  ley  orgánica 
judicial  establece  limitando  la  potestaa  de  la  Administra- 
ción para  nombrar'  Jueces  y  Magistrados,  y  para  alterar 
la  división  territorial  judicial,  cuóntanse  las  de  que  no  se 
podrá  hacer  nombramiento  de  Juez  de  instrucción,  ni  de 
Magistrados  de  ninguna  clase,  sin  que  preceda  propuesta 
del  Consejo  de  Estado,  á  cuyo  fin  el  Gobierno  le  pasará 
anualmente  el  escalafón  general,  y  los  expedientes  nece- 
sarios, para  que  pueda  cumplir  los  deberes  que  la  citada 
ley  le  impone  (1),  y  la  de  que  también  deberá  ser  oído  el 
Consejo  sobre  la  separación  de  los  Presidentes  de  Au- 
diencia (2). 

De  esta  manera  se  armoniza  el  ejercicio  de  la  potestad 
gubernativa  respecto  al  nombramiento  de  aquellos  fun- 
cionarios con  lo  que  es  debido  al  supremo  interés  de  la 
justicia.  El  Gobierno  nombra;  pero  dentro  de  las  pro- 
puestas formuladas  por  el  Consejo  como  representante 
de  los  intereses  permanentes,  é  intérprete  autorizado  de 
la  ley  que  les  señala  quienes  por  sus  méritos  y  circuns- 
tancias deben  ser  propuestos,  por  donde  en  definitiva  la 
ley  impersonal,  desapasionada  y  ajena  á  toda  mira  que 
no  sea  la  misma  justicia  es  quien  tomando  por  órgano 
digno  de  ella  al  Consejo  propone  los. que  son  acreedores 
á  ejercer  la  jurisdicción  ordinaria. 

10.  División  territorial Judicial.-^En  orden  á  la  división 
judicial,  es  necesaria  la  previa  consulta  del  Consejo  para 
agregar  ó  segregar  pueblos  de  unos  partidos  á  otros,  y 
para  suprimir  ó  aumentar  las  Salas  ordinarias  ó  extra- 
ordinarias de  Audiencia  (3). 

i  1 .  Indultas. — Exige  la  justicia,  y  necesita  la  sociedad, 
que  cualquiera  que  por  acción  ú  omisión  viole  el  derecho, 


(1)    Leyes  de  17  de  Agosto  1860,  art.  46,  núin.  14,  y  15  de  Setiembre 
de  1870,  artfi.  166  y  176  al  179. 
ídem,  art.  148. 
ídem,  art.  18,  regla  6> 
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ejecutando  lo  que  está  prohibido,  ó  dejando  de  hacer  lo 
que  la  ley  manda  obrar,  $ufra  la  pena  correspondiente 
que  al  efecto  señala  aquélla, 

Mas  la  ley,  como  producto  de  la  limitación  humana, 
aunciue  sea  justa  en  general  para  los  casos  á  que  ^e  re- 
fiere, puede  no  serlo  en  particular  para  alguno  ó  algunos 
que,  genéricamente  comprendidos  en  sus  preceptos,  salen 
de  elloe  por  caracteres  específicos  que  Jes  son  propios. 
Por  otra  parte  la  pena  no  constituye  un  fin,  es  no  más 
que  el  medio  para  obtener  un  resultado,  y  si  éste  so  con- 
sigue sin  su  intervención,  el  castigo  piercle  la  condición 
jurídica  y  ética  que  le  dignifican,  para  convertise  en  mi- 
serable venganza. 

He  aquí  por  qué  la  potestad  de  hidultar^  ó  el  derecho  de 
gracia,  como  dicen  los  franceses,  está  con  fiada  en  todos  los 
pueblos  civilizados  al  Jefe  del  Poder  ejecutivo. 

En  Elspaña  conócese  desde  la  más  remota  antigüedad 
como  atributo  real. 

Nuestras  antiguas  leyes,  siguiendo  el  ejemplo  de  las  ro- 
manas aue  reconocían  en  los  Emperadores  esa  nobilísi- 
ma facultad  (i),  repútanla  siempre  inherente  al  Poder  real 
y  complemento  del  atributo  cíe  la  Justicia,  para  que  el 
Príncipe,  según  su  piedad  y  bondad,  perdone  á  quienes 
de  eüio  sean  merecedores  (2). 

12.  Clasificadán  de  los  indultos.  —  La  remisión  d,o  la 
pena,  ó  sea  el  indulto,  o^  general  cuando  se  otorga  á  todos 
IOS  reos,  fuera  de  los  exceptuados,  ó  una  clase  entera; 
particular  é  especial  si  sólo  se  concede  á  determinadas 

Grsonas;  total  en  el  caso  de  que  el  perdón  abrace  todas 
3  penas,  y  parcial  si  se  limita  á  remitir  alguna,  dejando 
otras  subsistentes^  reputándose)  de  esta  clase  la  conmu- 
tación de  una  pena  por  otra  memos  grave  (3). 

13.  Carácter  y  forma  de  ejercicio  de  ¿a  prerrogativa  regia  de 
á^^/to.— Esta,  como  las  demás  prerrogativas qua la  Cons- 
titución reconoce  al  Monarca,  no  existe  sólo  para  realzar 
la  autoridad  y  el  prestigio  del  Príncipe,  su  fin  principal  es, 
volvemos  á  repetirlo,  servir  elevados  intereses  de  la  jus- 
tioia^  permitiendo  que  la  equidad  pueda  templar  el  rigor 

(1)  Ley  81.  tít.  19,  lib.  18  Diges.,  tít.  61,  Ub.  9.o  del  Código. 

(2)  Fuero  Juzgo,  Hb.  13  del  título  preliminar  y  7.o,  tít.  l.o,  lib.  6.»  Par- 
tida 7.»,  tít.  82,  leyea  88,  39,  126  y  otra»  del  Estilo,  de  la  Nov.  Recop.,  tí- 
tulo 42,  lib.  12. 

(8)    Ley  de  18  de  Junio  de  1870,  cap.  2.o,  art.  4.o 
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excesivo  del  derecho  positivo.  El  indulto  no  es  la  anulación 
de  la  ley,  ni  siquiera  la  de  los  fallos  de  los  Tribunales,  si- 
no una  dispensa,  un  perdón,  de  la  pena  l^almente  mereci- 
da en  atención  á  razones  suflcientes  de  justicia,  de  equi- 
dad, ó  de  conveniencia  pública. 

Poder  tan  formidable  no  debía  confiarse  completo 
á  la  Administración,  al  Gobierno.  Los  inmediatos  Con- 
sejeros responsables  del  Rey  tendrían  de  otra  manera  en 
su  mano  un  arma  capaz  de  hacerlos  arbitros  de  la  \ida 
ó  la  muerte  de  los  ciudadanos;  la  Nación  quedaría  á 
merced  de  quien  podía  entregarla  á  la  peor  de  las  anar- 
quías, dando  seguro  de  entera  impunidad  á  los  crimina- 
les. Era,  por  tanto,  preciso,  indispensable,  precaverse 
contra  el  abuso,  templar  de  algún  modo  eficaz,  atribu- 
ción tan  peligrosa,  y  esto  hizo  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870, 
organizando  la  forma  en  que  ha  de  ejercitarse  la  .fa- 
cultad que  nos  ocupa.  Sus  disposiciones  exigen,  entre 
otras  cosas  que,  ya  se  trate  de  indultos  concedidos  por  el 
Gobierno,  solicitados  por  los  penados,  ó  propuestos  por 
los  Tribunales,  bien  de  hacer  extensiva  la  gracia  á  delin- 
cuentes que  de  ella,  por  punto  general,  están  exceptua- 
dos, se  oiga  por  el  Gobierno  al  Consejo  de  Estado  (1), 
audiencia  que  también  prescribía  la  ley  oreánica  del  cuer- 
po respecto  á  los  indultos  generales,  y  á  los  particulares 
no  acordados  en  Consejo  de  Ministros  (2). 

14.  Registro  de  la  propiedad, — La  íntima  relación  que 
existe  entre  ^1  crédito  territorial  y  la  prosperidad  general, 
no  se  escapó  á  la  sabiduría  de  nuestras  Cortes  y  Reyes, 
que  con  el  fin  de  cimentar  aquél  sobre  la  sólida  base  de 
la  seguridad  de  los  derechos  reales  de  toda  especie,  dis- 
pusieron en  1539  la  creación  en  cada  pueblo,  cabeza  de 
jurisdicción,  de  un  registro,  en  el  que  se  anotasen  todos 
los  contratos  relativos  á  aquellos  derechos  (3). 

De  aquí  tomaron  principio  los  aue  se  llamaron  Oficios, 
después  Contadurías  de  hipotecas,  y  hoy  Registros  de  la  pro- 
piedad. 

Como  el  fin  de  la  institución  del  Registro  abarca  toda 
la  propiedad  inmueble,  es  de  necesidad  proporcionar  sus 
ventajas  á  todos  los  pueblos;  mas  dificultades  económicas 


m    Arts.  2.0  núinfl.  8.0,  11,  12  y  28. 

(2)    Ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  arts.  45,  núm.  7.o,  y  48,  núm. 

(8)    Ley  l.a,  tít  16,  lib.  10,  Nov.  Recop. 
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se  oponen  4  ello,  y  consienten  solamente  que  haya  los 
Registros  de  la  propiedad  capaces  de  sostenerse  con  el  pi'o- 
ducto  de  los  honorarios  que  devengan  los  asientos  de  los 
actos  y  contratos  de  un  territorio  determinado. 

15.  División  territorial  hipotecaria.— Lo.  ley  del  ramo 
que  nos  ocupa,  establece  como  consecuencia  de  lo  ex- 
puesto, que  subsistirán  los  Registros  de  la  propiedad  in- 
mueble en  todos  los  pueblos  en  c[ue  se  hallan  establecidos, 
no  pudiendo  crearse  ni  suprimirse  ninguno  sino  median- 
te una  ley,  y  prohibe  alterar  las  circunscripciones  terri- 
toriales de  los  mismos  á  no  mediar  para  hacerlo,  motivos 
de  necesidad  ó  conveniencia  pública,  que  se  hará  cons- 
tar en  expediente  sobre  el  cual  será  oído  el  Consejo  de 
Estado  (1).  ^ 

De  necesidad  era  también  asegurar  con  sólidas  ga- 
rantías, la  situación  y  derechos  de  los  Registradores  con- 
tra las  intrigas  de  la  malevolencia  que,  intereses,  justa- 
mente desatendidos,  pudieran  poner  en  juego,  bien  para 
mermar  el  importe  de  sus  emolumentos,  ya  para  obtener 
la  separación  ó  el  traslado  de  los  que  no  se  plegasen  á 
ilegales  exigencias.  Al  efecto  disponen  las  prescripciones 
videntes,  que  tan  sólo  en  el  caso  de  que  la  conveniencia 
del  servicio  público  lo  exija,  podrá  el  Gobierno  establecer 
un  nuevo  Registro  en  las  poblaciones  donde  haya  más 
de  un  Juzgado,  teniendo  en  cuenta  al  hacerlo,  el  mo^á- 
miento  de  la  contratación  sobre  bienes  inmuebles  ó  de- 
rechos reales,  y  oyendo  sobre  el  asunto  al  Consejo  de 
Estado  (2). 

16.  Inamovilidad  de  los  Registradores. — Por  lo  que  hace 
á  remociones  y  traslaciones,  las  facultades  del  Gobierno 
están  taxativamente  limitadas  á  los  casos  en  que,  por  fal- 
tas cometidas  en  él  ejercicio  de  los  cargos,  ó  que  les  hagan 
desmerecer  en  el  concepto  público,  den  los  Kegistradores 
margen  á  esas  rtiedidas,  y  aun  entonces  para  justificar  la 
causa  en  que  se  funda,  habrá  de  instruirse  expediente  en 
que  se  acrediten  los  hechos  ú  omisiones  punibles  y  oirse 
al  Consejo  de  Estado  (3). 

17.  Interés  leaal  del  dinero. —Unú.  prueba  concluyente  de 
la  impotencia  oe  las  leyes  humanas  para  dar  eficacia  á  los 
deberes  puramente  morales,  se  encuentra  en  la  historia  de 

(1)  Ley  Hipotecaría,  art.  l.o  „  .     _    _ . 

(2)  ídem  id.,  art.  297  y  reglamento  para  ejecutarla,  art  261. 
(S)    ídem  id.,  art.  808  y  reglamento,  art.  290. 
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la  legislación  relativa  al  interés  en  el  contrato  de  préstamo. 
Filósofos,  teólogos,  jurisconsultos  y  legisladores  auna- 
dos, condenaron,  y  prohibieron,  ya  absolutamente,  ya 
fuera  de  límites  arbitrarios  que  como  justos  reputaban, 
el  préstamo  de  dinero  con  interés;  pero  la  tisura,  á  pesar 
de  anatemas,  penas  y  execraciones,  subsistió  tanto  más 

Eoderosa  y  tiránica,  cuanto  mayores  fueron  los  esfuerzos 
echos  para  destruirla. 

El  desarrollo  de  los  estudios  económicos,  unido  al  des- 
engaño de  la  ineficacia  de  los  preceptos  prohibitivos,  ó  li- 
mitativos, del  interés  del  dinero,  determinaron  la  aboli- 
ción de  la  tasa,  estableciéndose  en  su  lugar  la  libertad 
par£^  convenir,  en  todo  caso,  interés  simple  en  el  préstamo, 
siempre  que  se  pacte  por  escrito. 

Ocurre,  sin  embargo,  que  la  justicia  exige  el  abono  do 
i/iiereses,  aunque  no  pactados,  en  compensación  de  los  da- 
ños irrogados  á  uno  por  la  falta  de  cumplimiento  de  la 
obligación  que  otro  debía  llenar  en  tiemi)o  determinado, 
y  como  de  dejar  la  fijación  á  los  Jueces  y  Tribunales  con,  ó 
sin  la  audiencia  délas  partes,  fuera  encomendarles  algo 
que  sale  del  marco  de  sus  naturales  facultades,  el  legis- 
lador ha  dispuesto  que  el  Gobierno  señale  al  principio  de 
cada  año,  oyendo  al  Consejo  de  Estado,  el  interés  legal 
que,  sin  estar  pactado,  debe  abonarse  por  el  deudor  Te- 

{ últimamente  constituíao  en  mora,  así  como  también  en 
os  demás  casos  determinados  por  las  leyes,  y  que  ínte- 
rin np  se  fije  el  tipo  de  interés,  se  consiaere  como  legal 
el  del  6  por  100  anual  (1),  que  es  al  aue  hoy  so  atienen 
los  Goíiiernos,  porque  desde  hace  SO  años  en  que  lo 
dicho  se  mandó,  el  Gobierno  no  ha  hecho  modificación 
alguna  en  el  asunto. 

18.  NíUuralizc^ón  y  cambios  de  nomire* — Las  personas, 
lo  mismo  en  la  esfera  social  que  en  la  estrictamcpte  le- 
gal, disfrutan  de  ciertos  derechos  ó  est^a  sujetas  á  dc- 
termi;nados  delpéres  según  su  esta,do. 

Sin  entrar  en  definiciones,  clasificaciones  y  detalles . 
propios  de  otra  rama  del  derecho,  cúmplenos  señalar 
aíjuí  la  grande  importancia  güe  en  el  terreno  admi- 
nistrativo tiene  toda  modificación  del  estada  civil.  La  na- 
cionafidady  la  vecindad  y  el  nombre,  aunque  ^o¿ó  dife- 
rentes aspectos,  tienen  influencia,  que  no  ha  jnenester  en- 

-  -      '  '  ■         r       I  ■      - 

(1)    Ley  de  14  de  >rarzo  de,  1856. 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTRATIVO  245 

carecimiento,  en  todo  lo  que  atañe  á  la  obtención  de  la8 
ventajas,  y  al  cumplimiento  de  las  cargas,  que  procedeh 
de  las  leyes  y  disposiciones  administrativas. 

19.  Óonc^to  de  la  natwdimción. — Ante  todo  ofrécese  en 
este  orden  de  ideas  la  de  naturaleza  ó  nacionalidad.  El  exiran" 
jero  está  privado  de  todos  los  derechos  que  corresponden 
al  natural  ó  nacümal.  No  puede  optar  á  los  cargos  y  em- 
pleos públicos  civiles  y  eclesiásticos,  ni  ejercer  función 
alguna  en  el  orden  político,  ni  siquiera  demandar  en  justi- 
cia sin  afianzamiento  ( 1) ,  en  una  palabra,  carece  de  cuantas 
ventaias  son  inherentes  á  la  ciudadanía,  sin  quedarle  otros 
derechos  que  los  propios  y  anejos  á  la  condición  de  ser 
humano,  salvo  lo  que  en  los  tratados  con  la  nación  á  que 
pertenezca  se  haya  estipulado.  Desde  antiguo  nuestras  le- 
yes, fundadas  en  poderosas  razones,  han  excluido  á  los 
extraños  del  Reino  del  uso  y  aprovechamiento  de  los  de-' 
fechos  citados,  y  les  han  impuesto  algunos  deberes  útiles 
para  la  seguridad  y  buen  gobierno  de  nuestra  patria*  pero 
sin  cerrar  completamente  el  camino  por  donae  puaieran 
llegar  á  obtener  dé  ella  ese  prohijamiento  ó  adopción  que 
se  conoce  con  él  i¡iombre  de  naturalización ^  ó  sea  el  reco- 
nocimiento como  español  del  extranjero  que  pide  y  obtie- 
ne en  la  forma  prescrita  Carta  de  naturaleza. 

20.  Sus  clam. — Conforme  á  la  legislación,  existen 
cuatro  clases  de  naturalizaciones  á  saber: 

1 .'  La  llamada  absoluta  que  confiere  los  mismos  dere- 
chos, preeminencias  y  exenciones  en  lo  civil  y  eclesiás- 
tico que  gozan  los  españoles  de  nacimiento. 

2.*  No  se  adquieren  por  ella  todas  esas  ventajas  mas 
que  en  lo  secular. 

8.*  Tan  sólo  da  derecho  al  disfrute  de  cierta  renta' 
eclesiástica. 

Y  4.*  La  que  solamente  en  lo  secular,  habilita  para' 
obtener  y  gozar  honores  y  oficio^,  con  exclusión  de  las 
condiciones  de  millones. 

Las  tres  prfmeías  no  podían  antiguamente  otorgarse 
sin  consentimiento  del  Reino,  al  paso  que  la  última  co- 
irespondía  concederla  al  Rey  y  se  despachaba  sin  con- 
sulta por  la  Cámara  de  Oastflla  (2). 
— I. .    ...>,■,■  I  t i  I ■ — ^ — >-^ 

(1)  Este  principio  general  tiene  una  excepción  á  favor  de  los  franceses, 
gracias  al  convenio  para  litigar  como  i)obre8  celebrado  con  la  RepúbHcar 
francesa  en  14  de  Mayo  de  1884. 

(2)  Ley  6.a,  tít  14,  Ub.  Ifi  Nov.  Recop.,  notas  4.»  y  5.* 
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En  la  actualidad,  y  no  obstante  los  cambios  y  trastor- 
nos ocurridos  desde  que  se  dictó  la  legislación  de  donde 
extractamos  lo  que  antecede,  hállanse  casi  en  completo 
vigor  esas  reglas  sin  otras  modificaciones  que  las  consi- 
guientes á  lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  17  de  Noviembre 
de  1852  y  en  el  art.  1.*"  de  la  Constitución  del  Esiado  y  á 
las  prácticas  adoptadas  para  acomodar  á  las  exigencias 
del  régimen  constitucional  vigente  lo  que  se  estatuyó  en 
épocas  remotas.  En  su  virtud,  la  naturalización  ae  las 
tres  primeras  clases  debe  ser  objeto  de  utm.  ley  y  y  solamen- 
te puede  concederlas  de  la  marta  el  Gobierno,  oyendo  so- 
bre el  asunto  el  Consejo  de  Estado  (1). 

21 .  Cambio  de  nombre. — Aunque  en  realidad  el  wmbre  y 
apellido  de  las  personas  no  constituyen  verdadero  estoAo 
civil  y  poraue  ni  dan  ni  quitan  derechos^  no  imprimen  cam^. 
bios  en  la  condición  jurídica  por  si  mismos,  sino  que 
constituyen  distintivos  que  sirven  para  designar  á  aqué- 
llas; este  mismo  carácter  y  naturaleza  los  hace  impoi^tan- 
tísimos  para  los  efectos  sociales,  y  consiguientemente 
para  los  actos  y  relaciones  en  que  interviene  el  derecho, 

Prescindiencio  de  examinar  el  asunto  bajo  el  aspecto 
jurídico  de  orden  privado  para  fijarnos  no  más  que  en  el 
administrativo,  la  importancia  de  los  nombres  y  apellidos 
es  tal,  que  sin  ellos  sería  imposible  la  administración,  por- 
que carecería  de  los  medios  indispensables  para  ejercer 
su  acción,  tanto  en  las  funciones  relativas  á  la  concentra- 
ción de  las  fuerzas  sociales  exigiendo  el.  cumplimiento  de 
las  cargas  y  prestaciones  reales  y  personales,  como  en  la 
distribución  y  aplicación  de  los  productos  obtenidos. 

Esta  influencia  del  nombre  en  la  vida  y  en  las  relacio* 
nes  del  derecho  sobre  todo,  parécenos  motivo  suficiente 
para  ocuparnos  aquí  de  él,  ya  que  si  no  afectj^  al  estado 
civil  de  las  personas^  como  hemos  dicho^con  ningima 
otra  institución  jurídica  tiene  analogía,  mientras  que  es. 
grandísima  la  que  con  la  citada  le  une,  puesto  que  es  co- 
mo el  sello  particular  que  cada  hombre  lleva  y  sirve  álos 
otros  para  aistinguirlo  en  la  sociedad  y  en  la  familia. 

De  esto  proviene  que  para  evitar  los  perniciosos  re- 
sultados que  el  cambio  de  non^bre  puede  producir,  se 
haya  prohibido  con  penas  severas  el  uso  de  nombre  su- 


(1)    Ley  de  17  de  Agoeto  de  1860,  «rt,  48^  núm.  2.o 
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puesto  aun  cuando  no  sea  con  intento  de  causar  perjuicio 
alguno. 

No  obstante  esta  prohibición,  el  uso  de  nombre  su- 
puesto podrá  ser  autorizado  temporalmente  por  la  Auto- 
ridad superior  administrativa,  mediando  justa  causa  (1). 

Cuando  la  necesidad  de  rectificar  errores  padecidos  en 
las  inscripciones  del  Registro  civil  para  restablecer  la 
verdad  del  hecho,  respecto  á  lo  que  tanto  interesa  á  los 
individuos  y  á  las  familias,  debaprocederse  á  cambios  de 
nombres  ó  apellido,  los  interesacTos  habrán  de  solicitarlo 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  el  cual,  después  de 
oir  á  las  personas  á  quienes  pueda  afectar,  para  lo  qiie 
se  anunciarán  en  los  periódicos  oficiales  las  solicitudes 
presentadas,  concederá  la  autorización  previa  consulta 
del  Consejo  de  Estado  (2). 

CAPÍTULO  XI. 

MATERIAS  ADMINISTRATIVAS. 

1.'  Aguas.— 2."  OrdenaniAs  de  riego. — 3."  Canales  y  pantanos.-^.*  Agaas  me- 
dieinalea. — 6.^  £8tabIecimÍ4;iitof  p&hliicos.— 6.*'  Eatablecimientos  de  benefíoen- 
cía.— 7.^  Intervenoión  del  GoMerao.  (a)  £n  los  públicos,  (h)  Kn  los  partico- 
lares. — 8.**  Razón  de  oirse  al  Consejo  en  esta  materia.— 9.^  Obras  públicas.— 
10.  Asuntos  de  obras  en  qiue  debe  oírse  al  Consejo,  (a)  Obras  públicas  en  ge- 
neraL  (b)  Carreteras,  (c)  ferrocarriles,  (dj  Ensanche  de  poblaciones. — 11.  Con- 
tratos dcd  Estado.— 12.  Reemplazo  del  f^jército.  (a)  Nulidad  del  sorteo,  (b)  Fallos 
délas  Comisiones  provinciales.— 13.  Aíinas. — 14.  Montes,  fa)  BxcepHoiones  del 
Catálogo,  (b)  Compras  y  permutas,  (c)  Refundición  ae  dominios. 

1."*  Affuas.— Entre  el  inmenso  número  de  aplicaciones 
de  las  aguas  á  las  necesidades  humanas,  cuéntase  la  del 
riego,  condición  indispensable  de  la  explotación  de  la  tie- 
rra por  la  industria  agrícola,  y  si  en  todos  los  países  tie- 
ne bajo  este  aspecto  importancia  capital  el  aprovecha- 
miento de  ese  líquido,  en  los  que,  como  nuestra  patria, 
escasean  de  él,  aunque  más  tal  Vez  por  incuria  del  hom- 
bre que  por  efecto  de  la  Naturaleza,  las  cuestiones  que 
se  refieren  á  la  forma  y  manera  de  distribuir  su  uso  al- 
canzan un  grado  tal  de  interés,  que  bien  merece  fijar 
preferentemente  la  atención  del  legislador  y  de  la  Admi- 
nistración. 

2.*  Ordenanzas  de  rieffo. — Las  Ordenanzas  de  riego  for- 
madas por  las  comunidades  de  regantes,  aunque,  en  sí 

íl)    Código  penal,  art.  846,  pare,  l.o  y  3.o 
(2)    Ley  de  17  de  Jonio  de  1870,  art  64. 
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ínismas  consideradas,  semejen  asunto  de  poco  momento 
con  relación  al  bien  público;  porque  el  beneficio  ó  perjui- 
cio no  sale  de  la  reducida  esfera  de  loe  pocos  interesados 
en  el  aprovechamiento  de  una  acequia  ú  otro  cauce  ó 
depósito  de  agua,  tienen  conexión  inmediata  no  ya  con  el 
desarrollo  de  la  riqueza  general,  á  la  cual  importa  qiie 
ía  utilización  de  las  aguas  se  extienda  cuanto  sea  posible, 
y  en  su  consecuencia  que  se  efectúe  bajo  reglas  suscep- 
tibles de  conseguirlo,  impidiendo  que  no  desperdicien  al- 
gunos lo  que  otros  han  menester  para  fecundizar  sus 
tierras,  sino  que  además  pueden  ser  el  origen  de  pertur- 
baciones y  graves  conflictos  en  el  orden  público,  dando 
ocasión  á  que  ocurran  colisiones  sangrientas  entre  los 
pueblos  regantes  y  aun  entre  los  vecinos  de  uno  mismo. 

Para  evitar  que  estos  y  otros  daños  sucedan,  la  Admi- 
nistración así  como  presta  la  fuerza  de  su  Autoridad  á 
las  Juntas  y  Sindicatos,  exige  de  ellos  con  perfecto  dere- 
cho, y  en  interés  público,  que  las  Ordenanzas  por  que  han 
de  gobernarse  y  regirse  obtengan  su  aprobación;  pero 
deseosa  la  ley  de  que  ésta  vaya  precedida  de  cuantas  cir- 
cunstancias pueden  asegurar  el  acierto  en  materia  tan 
importante  como  queda  dicho,  exige  que  antes  de  resol- 
ver acerca  de  ese  punto  se  oiga  al  Consejo  (1). 

3.**  Canales  y  pantanos .—hyxxi(\}i'^  por  razones  diferentes 
que  las  antes  anotadas,  puesto  que  aquí  se  trata  de  un 
interés  puramente  fiscal,  el  Gobierno  está  obligado  á  oir 
al  Consejo  en  los  expedientes  auése  instruyan  sobre  con- 
cesión á  las  empresas  de  canales  y  pantanos  de  riego  de 
parte  de  los  beneficios  que  los  arts.  2.**  y  S.""  de  la  ley  de  27 
de  Julio  de  1883  atribuyen  al  Estado  para  que  se  remtegre 
de  los  auxilios  prestados  á  aquéllas  (2). 

4."*  AgwLs  medicinales. — Imposible  es  desconocer  que  si 
el  Estado  y  su  representante  la  Administración,  poseen, 
y  no  pueden  menos  de  poseer,  la  facultad  de  esípropiar,  6 
m^jor  dioho>  de  trasformar  en  beneficio  público,  la  pro- 
piedad privada  que  una  probada  utilidad  general  reclama 
como  necesaria  para  la  ejecución  de  obras  encaminadas 
á  remediar  necesidades,  o  proporcionar  mayor  bienestar 
al  común  de  los  ciudadanos,  sería  absurdo  negarle  igual 
derecho  cuando  se  trate  de  procurar  qué  agentes  tera- 

(1)  Ley  de  Aguas  de  13  de  Junio  de  1879,  art.  í»l. 

(2)  Art.  89  del  reglamento  de  9  de  Abril  de  1886. 
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póutioos  de  conocida  eficacia,  puedan  ser  aprovechados 
para  la  curación  de  las  enfermedades.  He  aquí  por  qué  en 
el  caso  de  que  el  dueño  de  un  manantial  de  aguas  minero- 
medicinales, no  quiere  ó  no  puede,  por  carencia  de  re- 
cursos ó  por  otro  motivo,  explotarle  con  ese  humanitario 
fin,  la  Administración,  invocando  el  supremo  interés  de 
la  salud  pública,  puede  expropiarle  no  sólo  de  los  manan- 
tiales, sino,  y  esto  es  natural  consecuencia. del  principio 
en  que  la  facultad  se  funda,  de  los  terrenos  adyacentes 
precisos  para  formar  establecimientos  adecuados;  pero 
antes  de  que  la  providencia  ó  resolución  expropiatoria  ^e 
dicte  ha  d!e  oírse  al  Consejo  (1),  trámite  justo,  tanto  por- 
que cualquiera  expropiación  es  asunto  grave  y  su  deci- 
sión debe  adoptarse  previo  maduro  examen,  cuanto 
porque  la  aue  nos  ocupa  sólo  es  lícita  á  condición  de 
justilicarse  la  verdadera  pública  utilidad  que  reportará. 

5.**  Sstablecmienios públicos. — Éntrelas  entidades  ad- 
ministrativas que  tienen  personalidad  propia  en  la  esfera 
del  derecho,  digimos  anteriormente  que  están  compren- 
didos los  establecimientos  públicos,  los  cuales  no  aeben 
confundirse  con  los  de  utilidad  pública.  Estos,  aunque 
adquieren  esa  denominación  y  carácter,  y  hasta  ciertos 
derechos,  de  la  Autoridad  administrativa,  no  forman 
pftrte  de  la  Administración,  aauéllos  sí,  estando  destina- 
dos á  cumplir  funciones  sociales  qué  el  Estado  tiene  á  feu 
cai^o. 

En  España  pueden  agruparse  en  dos  clases  esos  esta- 
blecimientos: los  consagrados  á  la  enseñanza,  y  los  dedi- 
cados á  objetos  benéficos. 

La  creación,  régimen  y  supresión  de  los  de  instrucción, 
están  sometidps  á  reglas  que  no  hacen  al  caso  actual. 

6.**  Establécimieníos  de  berveficenda. — Respecto  á  los  de 
beneficencia,  conviene  tener  en  cuenta  aue  descansando 
la  clasificación  de  públicos  en  un  simple  accidente,  co- 
mo es  la  procedencia  de  los  fondos  con  que  se  sostienen, 
no  se  comprenden  en  ese  orden  los  que,  si  bien  consa- 

gpados  al  socorro  gratuito  de  cualquier  menesteroso,  ó  al 
e  una  clase  entera  de  la  sociedad,  viven  con  recursos 
propíos,  ya  provengan  de  bienes  y  rentas  que  les  asigna- 
ren sus  fundadores,  ó  bien  de  los  que  las  personas  ó  aso- 
ciaciones que  los  administren  obtienen  de  la  caridad  pú- 

(1)    Ley  de  13  de  Junio  dtada,  art  16,  par.  $.** 
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blica.  Así,  pues,  aunque  al  objeto  y  destino  de  un  asilo 
sea  completamente  publico,  el  establecimiento  no  lo  será 

{)ara  los  efectos  legales  si  no  debe  su  sostenimiento  á  los 
óndos  generales,  provinciales  ó  municipales  en  todo  ó  en 
parte. 

7."*  Interverición  del  Oobierno. —Lixinter^fenciónAel  Es- 
tado, y  consiguientemente  de  la  Administración,  en  la 
existencia  y  íuncionamiento  de  los  establecimientos  de 
que  tratamos,  subordínase  á  la  índole  de  éstos. 

(a)  £^n  los  públicos. — Formando  los  públicos  parte  de  la 
organización  administrativa,  mejor  dicho,  de  los  orga- 
nismos de  que  la  Administración  se  vale  para  la  presta- 
ción de  los  servicios,  nada  se  opone  á  que  ella^  misma  los 
cree  y  suprima,  y  á  que,  teniendo  en  cuenta  las  circuns- 
tancias, distribuya  entre  ellos  los  bienes  que  poseen, 
agregando  ó  segregando  las  rentas  de  unos  á  otros,  siem- 

f)re  que  la  imparcialidad  y  una  prudente  apreciación  de 
as  necesidades  de  cada  uno,  y  de  las  del  servicio  público, 
presidan  á  las  resoluciones  que  para  ella  se  adopten.  Con 
el  fin  de  que  así  suceda,  ha  ae  oirse  al  Consejo  antes  de 
dictarlas  (1). 

(b)  j5fe  los  particulares. — Por  lo  que  á  loe  establecimien- 
tos particulares  hace,  aunque  su  carácter  los  sustraía 
á  la  acción  constante  é  inmediata  de  la  potestad  pública, 
no  obsta  para  que  en  momentos  dados  se  manifieste  ésta 
cerca  de  ellos  ejerciendo  la  facultad  de  inspección  que 
al  Estado  compete  respecto  á  todas  las  asociaciones  para 
obligarlas  á  cumplir  el  derecho,  sin  lo  cual  podría  impu- 
nemente faltarse  á  la  voluntad  de  los  fundadores  por  los 
encargados  de  cumplirla,  con  perjuicio  de  la  generalidad, 
ó  por  lo  menos  de  clases  compuestas  de  indeterminado 
numero  de  individuos,  que  por  esto  mismo  carecen  de  re- 
presentantes propios  que  velen  por  sus  intereses,  y  tanto 
más  dignas  y  necesitaidas  de  la  protección  del  Estado, 
cuanto  más  desvalidas. 

8.^  Hazón  de  oirse  al  Consejo.— Mas  como  quiera  que 
también  en  lo  que  atañe  á  estos  asuntos  es  preciso  que 
la  acción  administrativa  se  ejerza  de  un  modo  prudente, 
y  con  la  garantía  de  un  profundo,  detenido,  é  ilustrado 
examen  de  las  circunstancias  que  aconsejan  ó  hacen  ne- 
cesarias las  medidas^  porque  la  precipitación  y  rápido 

(1)    Ley  de  20  de  Junio,  de  1849,  arta.  11  y  15. 
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curso  con  que  forzosamente  conoce  de  los  negocios  la 
Administración  activa  pudiera  acarrear  males  irrepara-^ 
bles  y  ocasionar  con  ellos  daños  en  la  asistencia  y  soco- 
rro de  los  desgraciados  en  cuyo  favor  funcionan  los  es- 
tablecimientos, ó  bien  privar  del  derecho  que  les  confi-- 
rieron  los  fundadores  á  aquellas  personas  por  ellos 
diputadas  para  regirlos  y  gobernarlos,  las  disposiciones 
vigentes  del  ramo  preceptúan  que  sea  oído  el  Conseio 
especialmente  en  los  expedientes  sobre  destitución  ae 
pairónos  (i). 

De  igual  manera  está  obligado  el  Gobierno  á  proceder 
previo  dictamen  de  ese  cuerpo,  en  la  decisión  de  los  ex- 
pedientes que  sobre  clasificación  de  un  establecimiento 
ocurran,  por  suscitarse  dudas  de  si  corresponde  á  los  píi* 
bucos,  ó  pertenece  al  orden  de  los  partáoulares  (2). 

En  resumen,  la  audiencia  del  Consejo  es  necesaria 
respecto  á  los  públicos,  llamados  generales  porque  depen- 
den del  Estado,  siempí^  que  se  trate  de  crearlos  ó  supri- 
nprlos/y  de  agregar  ó  segregar  las  rentas  de  irnos  ú  otros, 
y  relativamente  á  los^  privados  respecto  á  la  destitución 
de  patronos. 

9."*  Obras píblicas. — Nada  más  ocasionado  á  deplora- 
bles errores  perjudiciales  á  la  fortuna  pública,  ora  aistra- 
yendo  los  caudales  de  la  Nación  en  construcciones  y  tra- 
tajos  de  escasa  ó  ninguna  utilidad,  y  admitiendo  como 
buenos  y  aceptables  los  que  no  lo  son,  ó  bien  consintien- 
do que  se  falte  á  los  compromisos  solemnemente  contraí- 
dos con  el  Estado,  que  los  asuntos  de  este  ramo.-  Aparte 
de  las  dificultades  técnicas  que  los  funcionarios  y  corpo- 
raciones facultativas  están  encargados  de  allanar,  presen- 
tanse  en  esta  materia  cuestiones  ae  pura  gestión  aanliñis- 
trativa,  cuya  acertada  resolución  ha  menester  un  fondo 
de  experiencia  y  conocimiento  de  los  negocios,  de  serena 

Ír  tranquila  apreciación  de  las  necesidades  públicas,  y  á 
as  veces  de  lo  que  demanda  el  justo  respeto  al  derecho 
particular,  que  con  sabia  previsión  quiere  la  ley,  que  en 
muchos  casos,  antes  de  resolverse  Iqs  asuntos  y  recla- 
maciones, el  Gobierno  oiga  el  dictamen  del  Consejo  en 
Í)leno  ó  en  secciones,  según  la  entidad  de  aquéllos;  la  ce- 
eridad  con  que  la  Administración  activa  desarrolla  su 

(1)  Instrucción  de  27  de  Abril  de  1876,  art.  87. 

(2)  ídem  id.,  »rt.  6.o 
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acción  y  los  vínculos  que  la  unen  á  la  política  podrían 
ser  causa  de  errores  y  de  preferencias  injustificadas,  y 
acaso  obtenidas  por  sorpresa,  en  materia  tan  importante 
para  los  pueblos,  si  se  prescindiera  de  ese  trámite  que 
sirve  para  ilustrar  al  Gobierno  acerca  de  cuantos  extre- 
mos pueda  abarcar  la  cuestión. 

10.  AswíUos  de  obras  en  que  debe  oirse  al  Concejo — Abra^ 
zando  la  denominación  genérica  de  obras  púbmas^  todas 
aquellas  que  la  Administeción  lleva  á  cabo  por  si>  ó  por 
medio  de  concesiones,  para  servicio  inmediato  del  públi- 
co, aunque  el  uso  de  ellas  no  sea  gratuito,  es  muy  con- 
forme á  lo  antes  expuesto  que  comprendamos  aquí,  no 
sólo  aquellas  á  que  afecta  la  ley  general  del  ramo,  sino 
las  que  se  rigen  por  leyes  especiales  como  las  can^e^ 
teras,  ferrocarriles,  ensanche  de  poblaciones,  etc. 

(a)  Obras  públicas  del  Estado  e%  mneraL— Con  arreglo 
á  €sas  leyes  debe  oirse  al  Consejo  de  Estado: 

Sobre  declaración  de  urgencia,  para  ser  ejecutadas,  de 
las  obras  de  mera  reparación,  ó  de  nueva  construccióli 
qué  carezcan  de  crédito  en  el  presupuesto  del  Estado  (1). 

Sobre  declaración  de  ser  conveniente  que  el  Gk)bierrto 
tome  á  su  cargo  obras  del  Estado  que  puedan  ser  objeto 
de  explotación  retribuida,  exceptuándolas  al  efecto  de  la 
subasta  pública  prevenida  para  las  de  su  clase  (2). 

Sobre  preferencia  da  peticiones  de  particulares  solici- 
tando autorización  para  construir  obras  destinadas  aJ 
uso  general,  sin  subvención  del  Estado,  ni  ocupación  del 
dominio  público  (3). 

Sobre  concesión  de  la  autorización  necesaria  para  va* 
riar  ó  modificar  el  proyecto  que  sirvió  de  base  para  ad- 
judicar la  construcción  de  una  obra  subvencionada  por 
el  Estado  (4).  : 

Sobre  prórroga  de  los  plaeos  en  que  debe  ejecutarse  unA 
obra  conforme  a  lo  estipulado  en  el  contrato  de  adjudi-* 
cación,  cuando  se  justifique  la  i  existencia  de  fuerza  mayor 
que  impida  hacerlo  (5). 


(1)  Ley  áe  la  de  Abril  de  1677^  túcU  21. 

(2J  ídem,  art.  27. 

(5)  ídem,  art.  62,  y  38  del  reglamento  de  6  de  Julio  de  1877. 
(4)  ídem,  art.  88. 

(6)  ídem,  art.  86,  par.  2.o  y  49,  par.  6.o  del  reglamiento  citado* 
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Sobre  caducidad  de  concesiones  de  obras  no  subven- 
cionadas y  comprendidas  en  el  plan  general,  y  de  las  sub- 
vencionadas cuando  se  falte  a  las  cláusulas  estipula- 
das (1). 

(b)  Ca^reteras^. — Con  aujeción  á  la  ley  de  Carreteras  se 
le  oirá  en  los  expedientes  sobre  modificaciones  en  el  plan 
general  de  esas  vías  cuando  la  importancia  del  asunto  lo 
requiera  (2). 

(c)  Ferrocarriles. — En  cumplimiento  de  la  ley  general  y 
de  la  de  policía  de  ferrocarriles,  el  Gobierno  oirá  necesa- 
riamente al  cuerpo  de  que  tratamos* 

Sobre  la  declaración  de  caducidad  de  la  concesión  de 
una  línea  de  servicio  general  (3). 

Sobre  los  expedientes  que  se  instruyan  con  el  fin  de 
acreditar  la  existencia  de  fuerza  mayor  que  haya  impe- 
dido comenzar  ó  terminar  las  obras  dentro  de  los  plazos 
señalados  en  la  ley  de  concesión  (4). 

Sobre  preferencia  de  un  proyecto  entre  los  presentados 
para  la  conoesíóin  de  una  linea  no  subvencionada,  ó  de 
loe  que  concuí'ran  pidiendo  la  adjudicación  para  explotar 
la  ya  construida  (5). 

Sobre  condonación  de  las  multas  impuestas  por  faltas 
en  el  servicio  á  las  empresas  concesionarias  ó  arrendata- 
rias de  los  ferrocarriles. (6). 

(d)  Mn^aiáche  de  poblaeiones.-^Tamhién  es  necesaria  la 
previa  audiencia  del  Consejo  de  Estado  en  los  expedien- 
ta que  6e  instruyan  para  obteiiier  autorización  con  el  fin 
de  contraitar  empréstitos  con*  destino  á  las  obras  de  en- 
sanche de  las  poblacioneia,  y  sobre  formación  de  los  plié- 
gp^  de  condiciones  que  han  de  regir  en  la  subasta  d© 
e803  empréstitos  (7)# 

,  i  1 .  Contratos  del  astado.— A  pesar  de  los  cambios  y  re- 
formas llevadas  á  cabo  en  la  esfera  administrativa  des- 
de que  se  publicó;  el  R.  D.  de  27  de  Febrero  de  1852  sigue 


1)  Arta.  29  y  48  del  regl^unento. 

2)  Ley  de  11  de  Julio  die  1677,  artíoulo  adicional. 

(3;    Arta.  3$  d^la  ley  de  23  de  Noviembre  de  1877,  y  82  d^  reglamen- 
to, de  24  da  Mayo  de  1878, 

(4)  Ley  ídem,  art.  36,  núm.  l.o  y  art.  80,  par.  6.o  del  reglamento. 

(5)  Reglamento  citado,  art.  89. 

(6)  Art  167  del  reglamento  de  8  de  de  Setiembre  de  1878  para-  la  eje- 
cución dé  la  ley  de  Policía  de  ferrocarriles. 

(7)  Reglamento  de  19  de  Febrero  de  1877,  art  29. 
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siendo  la  primera  y  principal  disposición  á  que  han  de 
ajustarse  los  contratos  de  obras  y  servicios  que  deban 
pagarse  con  fondos  del  Estado, 

Entre  los  preceptos  que  contiene  hállanse  los  aue 
exiffen  que  se  oiga  al  alto  cuerpo  que  nos  ocupa  en  los 
casos  siguientes: 

Sobre  anulación  de  los  remates  celebrados  por  el  Go- 
bierno ó  por  sus  agentes  (1). 

Sobre  autorización  para  celebrar  contratos,  exceptua- 
dos de  las  solemnidades  de  subastas  y  remates,  que  ten- 
gan por  fin  adquirir  objetos  cuyo  productor  disfrute 
privilegio  de  invención,  ó  de  introducción:  aquellos  que 
sean  sobre  artículos  de  ^ue  no  haya  más  que  un  solo 
productor  ó  pertenezcan  a  un  solo  poseedor;  y  finalmen- 
te, los  de  reconocida  urgencia  cuando  circunstancias 
imprevistas  demandaren  un  pronto  servicio  que  no  per- 
mita seguir  y  llenar  los  solemnes  trámites  prefijados 
como  regla  general  (2). 

12.  Heemplazo  del  Ejército. -^ha  importancia  del  procedi- 
miento en  todo  cuanto  hace  relación  á  la  aplicación  de 
las  leyes,  es  mayor  tal  vez  que  en  ningún  otro  orden  de 
asuntos  respecto  á  aquellos  que  se  refieren  al  cumpli- 
miento del  deber  que  todos  los  españoles  tienen  de  de- 
fender la  patria  con  las  armas  Í3). 

Por  más  que  enaltezca  esta  obligación  patriótica  el  sa- 
grado fin  que  la  determina  hasta  elevarla  á  función  hon- 
rosísima, inherente  á  la  ciudadanía,  los  pueblos  míranla 
como  penosa  carga,  y  los  ciudadanos  en  vez  de  disputar- 
se 1^  distinción  y  la  gloria  de  servir  en  el  Ejército,  procu- 
ran evadirla  valiéndose  de  cuantos  medios  se  les  ocurren. 

(a)    Nulidad  del  sorteo. — Aunque  todos  los  mozos  que 


% 


(\)    Art  4.0,  par.  2.o 

(2)  Art.  6.0,  párrafo  último.  La  instrucción  de  15  de  Setiembre  de  1862 
y  el  R.  D.  de  12  de  Febrero  de  1878  han  exceptuado  del  cumplimiento  de 
esa  disposición:  los  contratos  para  adquisición  de  útiles  y  enseres  del  depar- 
tamento de  operaciones  mecánicas  de  loterías,  y  de  las  fábricas  de  efec- 
tos estancados:  los  que  se  realicen  para  las  casas  de  moneda,  y  las  minas 
del  Estado:  compra  y  reposición  de  mobiliario  de  todas  las  dependencias 
del  Ministerio  de  Hacienda:  obras  de  reparación  en  los  edificios  del  Esta- 
do: y  los  servidos  que  deban  ejecutaUBe  en  oficinas  donde  se  custodien 
caudales  ó  efectos  de  valor  y  demás  análogos,  siempre  que  su  importe 
total  no  exceda  de  15.000  rs.,  ó  de  3.000  lo  que  deba  entregarse  anual- 
mente. 

(3)  Constitución,  art  3,o 
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tienen  la  edad  fijada  sean  llamados  anualmente  á  llenar 
aquel  deber,  el  servicio  activo  alcanza  solamente  á  los 

f)recisos  para  conservar  la  cifra  marcada  cada  año  para 
a  fuerza  militar  permanente  de  mar  y  tierra,  y  su  desig- 
nación se  efectúa  por  sorteo,  acto  que  por  lo  tanto  tieile 
una  importancia  grandísima  en  el  asunto,  lo  mismo  res- 
pecto al  Estado,  que  á  los  sujetos  á  esa  obligación.  De 
aquí  que  la  ley  consagre  la  subsistencia  de  ese  acto  sin 
otras  excepciones  que  las  que  el  Gobierno  expresamente 
determine  cuando  sea  manifiesta  la  nulidad  de  su  cele- 
bración y  no  haya  medio  de  subsanarla  en  otra*  forma; 
mas  para  que  pueda  dictarse  la  expresada  nulidad,  el 
Gobierno  oirá  previamente  sobre  ella  al  Consejo  de  Es- 
tado (i). 

(b)  Fallas  de  Comisiones  provinciales. — Igualmente  se  ha 
de  oir  el  dictamen  de  ese  elevado  Cuerpo  acerca  de  las 
reclamaciones  entabladas  contra  los  fallos  de  las  Comi- 
siones provinciales  en  la  materia  de  reemplazo  del  Ejér- 
cito (2). 

En  el  caso  de  que  el  Gobierno  crea  que  con  las  provi- 
dencias de  esas  Comisiones  se  ha  infringido,  con  perjui- 
cio del  Estado,  alguna  prescripción  de  la  ley,  puede  revi- 
sarlas y  anularlas,  siquiera  nadie  contra  ellas  haya  re- 
clamado; pero  oyendo  también  al  Consejo  (3),  al  cual 
confía  el  legislador,  no  sólo  una  función  consultiva  de 
mero  asesoramiento,  sino  de  apreciación  de  los  hechos  y 
representación  del  interés  público. 

13.  Minas. — Por  las  razones  que  á  su  tiempo  expon- 
dremos, el  Estado  repútase  dueño  de  las  producciones 
minerales,  y  toca  al  Gobierno  conceder  su  explotación  en 
la  manera  que  las  leyes  disponen,  según  la  naturaleza  de 
las  sustancias,  la  forma  del  yacimiento,  la  condición  del 
terreno,  etc.  A  pesar  de  todas  estas  distinciones  y  de  la 
claridad  de  los  preceptos,  ocurren  dudas  acerca  de  la 
clasificación^  naturaleza  de  las  sustancias,  y  cuando  son 
fundadas  compete  al  Gobierno  resolverlas,  oyendo  al 
Consejo  (4). 

Cuando  ías  concesiones  mineras  se  declaran  caducadas 


(1)  Ley  de  11  de  Julio  de  1885,  art.  141,  par.  2.o 

(2)  ídem,  art.  120,  par.  2.o 

(3)  ídem,  art.  121,  par.  2.o 

(4)  Reglamento  de  24  de  Judío  de  1868,  art.  2.o,  par.  2.o 
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por  los  Gobernadores  de  las  provincias,  los  interesados 
pueden  alzarse  de  las  resoluciones  al  Gobierno  que,  antes 
de  decidir  sobre  ellas,  ha  de  oir  también  al  Consejo  (1). 
14.  Jlfonúes.— En  este  ramo  de  la  Administración  públi- 
ca está  profundamente  interesado  el  bien  público  bajo 
dos  aspectos  correspondientes  á  la  influencia  de  las  ma- 
^^9  arbóreas  en  las  condiciones  climatológicas,  y  á  que 
fprman  los  montes  una  parte  del  dominio  ó  patrimonio 
del  Estado,  de  los  pueblos  ó  de  establecimientos  públicos, 
y  por  consiguiente  dan  lugar  á  actos  de  gestión  que  pue- 
den dañar  o  beneficiar  el  caudal  de  aquella  entidad,  se- 
gún el  acierto  ó  desacierto  con  que  se  proceda. 

(a)  Excepción  del  Catálo^íK-^ha,  ley,  al  declarar  excep- 
tuados de  la  venta  los  montes  públicos  como  tales  com- 
prendidos en  el  Catálogo  cuya  formación  dispuso,  pre- 
vio que  podría  dar  margen  á  justas  y  atendibles  recla- 
maciones la  inclusión  en  aquel  documento  de  montes  á 
los  que  no  se  extendían  sus  prescripciones,  y  á  fin  de 
asegurar  el  acierto  en  las  providencias  que  la  Adminis- 
tración dicte  respecto  á  ese  punto,  prescribió  que  cuando 
las  reclamaciones  de  exclusión  se  refieran  á  montee  que 
figuren  en  el  Catálogo  como  de  propiedad  del  Estado, 
compete  al  Ministro  de  Fomento  resolverlas  oyendo  al 
QpnsejQ  de  Estado  (2). 

(b)  Compras  y permuf  as f —Con  igual  propósito  está  pre- 
ceptuado que  se  oiga  el  dictamen  de  ese  Cuerpo  en  cuan^- 
to  se  refiere  á  compra  y  permuta  de  montes  públicos  y 
eriales  por  el  Estado  y  á  las  indemnizaciones  que  por 
consecuencia  de  esos  contratos  deban  abonarse,  siempre 
que  la  cuantía  de  la  compra,  permuta  ó  indemnización  no 
ll^ue  á  250.000  pesetas  (3). 

(c)  líe  fundición  de  dominios:— En  el  caso  de  que  deban 
refundirse  en. un  solo  dominio  las  pertenencias  separa- 
díts  del.  suelo  y  vuelo  de  un  monte,  la  refundición  será 
ol^jetp  de  un  Real  decreto  después  de  oir  al  Consejo  de 
Ejstado,  y  previo  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  cuan-- 
do  la  indemnización  que  el  Estado  haya  de  abonar  ex^ 
ceda  de  50.Q00  pesetas  y  no  paete  de  250.000;  de  una  Real 
orden,  previa  audiencia  del  Consejo  de  Estado,  si  no  lle- 

(1)  Keglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  art.  8.o 

(2)  Reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865,  art  8,0 

(3)  ]Loy  de  24  de  M^yo  de  1863,  art  8.0,  y  veg^B^oieuto  citado,  art,  51. 
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ga  á  la  prtraet^á  suma,  y  finafmente  también  de  un  Real 
decreto,  pero  expedido  por  el  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción, si  la  indemnización  pasa  de  50.000  pesetas,  y  ha  de 
pagdrla  algún  pueblo,  ó  de  una  Real  orden,  emanada  de 
ese  Ministerio,  cuando  no  exceda  de  aquella  cantidad. 

Si  la  resolución  de  refundición  de  dominios  se  refiere  á 
indemnizaciones  que  deba  satisfacer  alguna  otra  Corpo- 
ración administrativa,  toca  adoptarla  arMinisterio  de  que 
la  Corporación  dependa,  con  estricta  sujeción  á  los  trámi- 
tes y  solemnidades  antedichos  (i). 


CAPÍTULO  XII. 

DB  OTROS  CONSEJOS  Y  CORPORACIONES  QUB  AXTXILUN 
LA   ADMINISTRACIÓN   CENTRAL. 

l.*0^toy> carácter  de  esUs  cuerpos. — 2."  Oaerpos  oonsalti vos  dependientes 
Bel  Ministéri<y  de  Hacienda,  (a)  Junta  de-olases  pasivas,  (h)  ídem  dé  la  Deuda 
pública,  (c)  ídem  coniiultiva  de  Aranceles  y  Valoraciones,  (d)  Asesoría  general. 
H3.^  Del  Ministerio  de  la  Guerra*  (a)  Consejo  Supremo  ae  Guerra  y  Marina. 
(M  Junta  consultiva  de  Guerra,  (c)  Consejo  de  Kedeuci6n  y  Enganches.— 4."  Del 
ICnikterio  d«  Marina. —5.^  Del  Ministerio  de  la  Gobernación,  (a)  Oontejo  de 
Saiudüd.  (b)  Junta  de  edificios  ptü^licos.— 6.^  Del  Ministerio  de  Fomento, 
(a)  Consejo  ae  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  (b)  ídem  de  Instrucción  públi« 
oa.  (c)  Instituto  Geográfico.  (d>  Junta  faoaltatiTa  de  Bibliotecas. —7.**  Del  Mi- 
nisterio de  Ultramar. 

1.*^  Oifetú  y  carácter  de  estos  cuerpos. — Si  en  el  Consejo 
de  Estado  encuentra  el  Gobierno  el  asesor  para  los  asun- 
tos generales  que  acabamos  de  enumerar,  no  poí  eso  de- 
jan de  ser  precisos,  para  aconsejarle  en  algunas  especia-- 
les,  otros  cuerpos  consultivos/ cuyo  carácter  técnico 
requiere  que  estén  compuestos  de  personas  versadas  en 
la  materia  de  que  han  de  conocer. 

Son  estos  cuerpos,  por  lo  tanto.  Consejos  y  Juntas  que 
estudian  los  asuntos  sometidos  á  su  dictamen,  bajo  un 


í 


punto  de  vista  restringido,  y  por  decirlo  así,  facultativo, 
mientras  que  el  Consejo  de  Estado  los  examina  y  trata  en. 
más  alta  y  extensa  esfera,  no  sólo  en  el  aspecto  científico, 
ó -técnico,  propio  de  la  naturaleza  de  cada  negocio,  sino 
también  en  el  de  sus  relaciones  con  el  interés  público,  y 


(1)    Ley  citadA,  aits.  6.o  y  68,  69  y  70  del  reglamento. 
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por  esto  ocurre  que  en  muchas  ocasiones,  después  de  dar 
su  opinión  los  primeros,  pasan  ai  secundo. 

En  esta  especie  de  cuerpos  consultivos  podemos  dis- 
tinguir dos  Clases  determinadas  por  la  permanencia  de 
su  institución;  porque  unos  están  establecidos  para  fun- 
cionar de  un  modo  estable,  al  paso  quQ  otros  se  crean  ó 
para  ciertos  asuntos,  los  cuales  terminados  se  disuelven, 
o  por  un  tiempo  determinado. 

Aquí  nos  ocuparemos  de  los  primeros,  aunque  breve- 
mente, porque  el  papel  que  con  relación  ala  Adminis- 
tración desempeñan  no  requiere  más  extensas  noticias, 
haciendo  la  reseña  por  Ministerios  para  completar  así  la 
que  de  esos  centros  hemo&  anteriormente  expuesto. 

2.®  Cuerpos  consultivos  dependientes  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda.—AX  lado  de  este  departamento  y  como  parte  inte- 
grante del  mismo,  existen  ciertas  Juntas  y  cuerpos  auxi- 
liares con  el  carácter  de  consultivos. 

(a)  Junta  de  clases  pasivas. — Entre,  ellos  encontramos 
la  Junta  de  clases  pasivas,  que  se  rige  por  Ja  R.  O.  dé 
10  de  Febrero  de  1850,  y  decretos  de  13  de  Diciembre 
de  1868  y  de  10  de  Mayo  de  1873;  ejerciendo  la  autoridad 
general  directamente  en  los  asuntos  pertenecientes  á  la 
palificación  y  declaración  de  los  derechos  de  las  clases 
expresadas,  pudiendo  reclamar  de  todas  las  dependencias 
de  la  Admimstración  central  cuantos  datos  necesite  para 
el  buen  desempeño  de  su  cometido,  y  ejerciendo  autori- 
dad sobre  las  dependencias  provinciales,  cuyas  Autori- 
dades tienen  que  obedecer  sus  órdenes  como  si  provi- 
nieran de  los  Jefes  superiores  de  la  citada  Administra- 
ción central. 

.  (b)  Junta  de  la  Deuda  púHiea. — Corresponde  á  la  Junta 
jde  la  Deuda  pública  (1)  resolver  definitivamente  y  bayo  su 
responsabiliaad  todos  los  expedientas  de  reoonopimiento 
de  créditos,  decidir  las  cuestiones  y  dudas  que  se^usciten 
sobre  su  legitimidad,  disponer  la  enajenación  de :lo3  bienes 
destinados  á  la  amortización  de  la  Deyda,  la  quema  de  los 
créditos  amortizados,  entender  en  todos  Jos  giros  y  nego- 
ciaciones, señalar  el  precio  en  que  se  haya  de  fijar  el  pa- 
Sel  según  la  cotización,  aprobar  las  instrucciones  qiie 
ayan  de  darse  4  las  Comisiones  de  París  y  Londres,  las 
cuentas  que  se  presenten  al  Tribunal  de  Cuentas  del 

(1)    R.  D.  de  1.°  de  Noviembre  y  R.  O.  de  81  de  IHoiembre  de  1861; 
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Reino,  y  examinar  los  presupuestos  en  lo  relativo  á  la 
Deuda,  etc. 

(c)  Muta  con^ltiva  de  Aranceles  y  Valoraciones. — La 
Junta  consultiva  de  Aranceles  y  Valoraciones,  cons- 
tituida con  arreglo  al  R.  D.  de  19  de  Diciembre  cíe.i876, 
tiene  por  misión  informar  á  la  Administración  sobre  to- 
dos los  asuntos  relativos  á  la  modificación  general  ó  par- 
ciei,  de  las  leyes  y  disposiciones  fundamentales  por  las 
que  se  rige  la  renta  de  Aduanas;  sobre  los  valores  oficia- 
les que  anualmente  deben  asignarse  á  las  mercaderías, 
tanto  al  ser  importadas  como  exportadas,  y,  en  general 
sobre  cualquier  otro  asunto  de  la  misma  mdole  que  el 
Gobierno  determine. 

(dj  Asesoría  ffcneral.-^Por  último,  forma  parte  de  este 
Ministerio  la  Asesoría  general  de  Hacienda,  centro  en- 
cargado de  informar  acerca  de  las  cuestiones  litigiosas 
que  se  ventilen,  bien  en  pro,  bien  en  contra  de  la  Admi- 
nistración ante  los  Tribunales  ordinarios  y  contencioso, 
existiendo,  para  el  mejor  desempeño  de  su  cometido,  uu 
Cuerpo  titulado  anteriormente  de  Letrados  de  Hacienda, 
hoy  Abogados  del  Estado. 

3.**  J)el  Ministerio  de  la  Querrá. — En  este  Ministerio,  y 
además  de  las  Direcciones  generales  de  que  en  su  lugar 
nos  hemos  ocupado,  existen  otros  Centros. 

(a)  Consejo  Supremo  de  Querrá  y  Marina. — El  Consejo 
Supremo  de  Guerra  y  Marina,  denominado  antiguamen- 
te Tribunal,  y  cuya  competencia  se  extiende  á  todos  los 
asuntos  sujetos  á  la  jurisdicción  militar  y  marítima,  sien- 
do el  que  informa  y  confirma  en  su  caso,  las  sentencias 
de  los  Capitanes  generales  recaídas  en  las  causas  sujetas 
á  los  mismos. 

(b)  Junta  consultiva  de  Querrá. — La  Junta  consultiva  de 
Guerra  ejerce  al  la^o  del  Ministro  funciones  consultivas 
acerca  de  todos  los  asuntos  relativos  á  la  defensa  de  la 
Península  y  sus  colonias,  organización  militar,  y  en  su- 
ma, á  todo  cuanto  con  la  milicia  se  relacione,  componién- 
dose de  un  Capitán  general  Presidente,  tres  Tenientes  ge- 
nerales. Presidentes  de  cada  una  de  las  Secciones  en  que 
por  U.  D.  de  29  de  Octubre  de  1883  fué  dividida  y  con  el 
Pj^rsqnal  necesario  para  el  desempeño  de  su  cometido. 
Cada  Sección  se  forma  de  varias  Juntas  especiales^,  á  las 
que  podrán  consultar  los  Directores  generales  de  las  ar- 
mas ó  cuerpos  respectivo^, 
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■  (c)  Consejo  de  Redención  f  Eng anches. -^^l  Consejo  de 
Redención.y  Enganches  continúa  en  pie;  pero  en  breye  ha 
de  desaparecer,  en  conformidad  coh  líis  úlíimas  disposi- 
ciones emitidas  reformando  la  oíganlzacióh  dél  Alinis- 
terio.- 

*  4.**  Del  Ministerio  de  Manna. — ^De  las  diversas  Juntas 
dependientes  dé  este  Centt'o,  noá  heñios  ocupado  con  el' 
detenimiento  debido  al  hablar  de  láts  atribuciones  de  cada 
Dirección  general. 

&.*'  Del  Ministerio  de  hGóieHiícióñ.  (st)  Consejo  de  Sani-- 
¿M.-^Bl  Real  Consejó  de  Sanidad,  deprendiente  de  este 
Ministerio  y  que  ha  sufrido  no  pocíes  modificaciones,  há- 
llase hoy  constituido  con  arreglo  al  R.  D.  de  23  de  Fe-^ 
brero  de  1875  é  instrucción  de  t?de  Octubre  del  mismo 
año,  siendo  consultivas  sus  atribuciones  en  los  informes 
oue  emite  sobre  los  proyectos  de  ley  y  reglamentos  que 
téngaín  relación  con  la  sahid  pública,  farifas  de  derechos^ 
exigibles  á  los  buques  por  lazaretos  y  cuarentenas,  sani- 
dad marítima,  asociaciones  y  colegios  facultativos,  esta- 
bleóimientos  de  aguas  minerales,  remedios  nuevos,  etc. 

(b)  Junta  de  eaijicios  públicos, — Dependiente  también 
del  ramo  de  Gk)bernaclón,  aunque  sin  la  importancia  del 
Consejó  de  Sanidad,  encuéntrase  la  Junta  denominada 
de  edificios  públicos,  creada  por  ley  de  21  de  Diciembre 
de  1876  y  con  el  encargo  de  proponer  cuanto  sea  opor- 
tuno ó  necesario  para  lá  adquisición^  construcción,  refor- 
ma ó  mejoramiento  de  los  edificios  públicos  existentes  ó 
necesarios  para  el  buen  servicio  del  Estado. 

6.**  Del  Ministerio  de  Fomenf o. -^Vovm^náú  parte  impor^-^ 
tantísima  é  integrante  de  este  centro  ministerial,  hállanse 
los  Consejos  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  y  de 
Irtstruécíon  pública. 

(a)  Consejo  de  Agricu Uura,  Industria  y  Comercio. — El  pri^ 
mero  informa  al  Gobierno  sóbrelos  asuntos  concernien- 
tes al  cultivo,  óonservación  y  hiéjora  de  los  predios  rús- 
ticos, á  la  riqueza  pecuaria,  artes,  industrias  agrícolas 
y  enseñanza  dé  las  mismas,  sistemas  dé  riego,  construc- 
ción de  canales,  perforación  de  pozos  artesianos,  etc..  et^ 
cétóra,  atribuciones  todas  consignadas  én  el  decreto  de  26 
de  Junio  de  1874  y  reglameinto  de  13  de  Noviembre  del 
mismo  aflo. 

(b)  Consejo  de  Jnstrucciónpública.^Wi  Cóhsejodelnstrae- 
ción  pública.  Cuerpo  consultiva  de  la  mayof  importancia 
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4>or  la  matefi^  int(ípe;9»ntÍ9Ím^,€w^,quej9¡jprQa  su^íuníj^Or 
Pids,  es  oído  por  el  gobierno  epi  la  ío,rfl[i^ióñ  y  modifift^- 
j>|oQes  de  Ips  planes  de  estudios^  p^;x]gra^}a6  (le  'en«e^a^r 
z^,  reglamentos  de  estaUeciiníentos  de  eBte  raniOj,  cr?ar 
!cióny  supresión  de  losncusmo^^  eíycepto  la  creación  dp 
Jas  escuelas  de  primera  jediícaoión^  creación  y  supresión 
ae  cátedras,  provisión  de  las  mism^,  ascén89^  pyemipíi, 
jubilación  y  separación  de  empleados  facultativos,  y  en 
suma,  en  todos  cuantos  asuntos  pertenecientes  á  instruc- 
ción pública  deba  oírse  ó  se  crea  conveniente  oir  su  dic- 
tamen. Este  Consejo,  suprimido  en  1869,  fué  restablecido 
en  Junio  de  1874,  rigiéndose  hoy  por  el  reglamento  dic- 
tado en  1877. 

(c)  Instituto  geográfico. — Sin  el  carácter  de  Consejo, 
pero  no  por  eso  menos  importante,  existe  en  el  Ministe- 
rio de  Fomento  un  centro  técnico  denominado  Instituto 
Geográfico  y  Estadístico,  al  que  se  le  han  encomendado 
los  trabajos  geodésicos  y  personal  militar,  topográficos 
y  catastrales,  conservación  del  catastro,  publicación  del 
mapa,  población,  estadísticas  demográfico-sanitarias,  ob- 
servaciones sobre  la  intensidad  de  la  gravedad  y  traba- 
jos metereológicos,  etc. 

(d)  Junta  facultativa  de  Bibliotecas. — Por  último,  la  Jun- 
ta facultativa  de  Bibliotecas,  encargada  de  evacuar  con- 
sultas del  Gobierno,  formación  del  Anuario  de  los  esta- 
blecimientos del  ramo.  Cuerpo  de  archiveros,  biblioteca- 
rios, etc.,  y  la  de  Minería,  cuya  principal  misión  es  dar 
cuenta  é  informar  al  Ministro  de  las  solicitudes  y  expe- 
dientes de  concesión  de  minas,  etc.,  etc. 

7.**  Del  Ministerio  de  Ultramar. — Hasta  1834  existió  en 
España  un  Consejo  de  Indias  encargado  de  entender  eülos 
asuntos  referentes  á  las  vastas  posesiones  de  España  en 
Ultramar,  mas  suprimido  éste  y  encomendadas  sus  atri- 
buciones al  Consejo  de  Estado,  creóse  por  decreto  de  4  de 
Diciembre  de  1870  un  Consejo  de  Filipinas,  cuyas  funcio- 
nes han  sido  ampliadas  por  R.  D.  de  10  de  Abril  de  1885 
á  las  posesiones  del  golfo  de  Guinea  y  cualquier  otro  te- 
rritorio que  en  lo  sucesivo  se  someta  á  la  acción  admi- 
nistrativa del  Ministerio  de  Ultramar. 

El  Consejo  de  que  nos  ocupamos  deberá  ser  oído  en  to- 
dos los  asuntos  que,  afectando  carácter  general,  se  refie- 
ran á  dichas  posesiones  y  que  hayan  de  ser  objeto  de  de- 
cretos, órdenes  ó  reglamentos  para  su  aplicación,  así 
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como  en  todos  Jos  asuntos  que  el  Gobierno  lo  estime  con- 
Teniente,  pudiendo  el  Consejo  presentar  proyectos  sobre 
reformas  ó  innovaciones  en  la  administración  y  gobier-» 
no  de  las  citadas  colonias  y  con  el  carácter  de  informe, 
las  observaciones  que  estime  oportunas  sobre  las  dispo- 
siciones generales  ya  adoptadas,  bien  por  el  Gobierno, 
bien  por  sus  delegados. 
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TÍTULO  IV. 

Autoiidades  provinciales. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 

CONCEPTO   Y  NA.TUBA.LBZA  DE  LA  PROYINOIA. 


sas  del  provinoiali^úio. — 5/  Verdadero  carácter  de  la  proYÍnoia.-*6.^  necesi- 
dad de  reíormar  la  división  territorial.— 7.^  BeBumen. 


1  .*  Hoífón  del  método. — Al  comenzar  la  exposición  de  los 
preceptos  legales  que  forman  el  régimen  político-admi- 
nistrativo de  las  provincias,  exige  el  método  que  de  an- 
temano se  fije  lo  que  son  estas  entidades,  que  ya  apare- 
cen como  simples  demarcaciones  territoriales,  ya  se  pre- 
sentan con  todos  los  caracteres  de  las  personas  jurídicas: 
unas  veces  se  las  creería  colectividades  forjadas  por  el  le- 
fiiislador,  y  otras  inclínase  el  ánimo  á  juzgarlas  naturar- 
les  agregaciones  engendradas  por  la  espontánea  comuni- 
dad de  intereses;  mas  para  lograr  ese  fin,  para  determi- 
nar exactamente  la  naturaleza  de  la  provincia  actual,  es 
preciso  adoptar  un  punto  de  vista  extenso,  no  limitarse 
a  considerarla  con  relación  á  alguna  particularidad  ac- 
cidental, y,  sobre  todo,  no  clasificar  el  objeto,  en  su  gene- 
ralidad comprendido,  J>or  tal  ó  cual  propiedad  observada 
en  algún  individuo.  Procediendo  así  se  llega  á  conocer 
que  la  provincia,  en  España,  es  una  entidad  adminis- 
trativa, dotada  por  la  ley  de  una  individualidad  pura- 
mente artificial. 

2.*  Noticia  kistérica.^Pa,va,  justificar  esta  definición, 
basta  volver  la  vista  á  la  historia.  Pasando  por  alto  los 
tiempos  anteriores  al  siglo  xv  para  venir  á  los  en  queflo- 
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recieron  los  gloriosos  Reyes  Católicos  D.  Fernando  y  do- 
ña Isabel,  veremos  que  entonces  el  territorio  español  se 
hallaba  divido  en  pequeños  Estados,  casi  siempre  en  gue- 
rra unos  con  otros,  cuya  fusión  se  realizó  pormedio  de  la 
conquista,  y,  principalmente,  por  el  enlace  matrimonial 
de  esos  dos  ilustres  Soberanos;  pero  ni  entonces  ni  mu- 
cho después  dejaron  los  antiguos  reinos  de  conservar, 
cuando  no  su  completa  áutonon;iía,  cierta  personalidad 
propia,  que  se  retrataba  fielmente  en  la  completa  separa- 
ción de  la  organización  4e  cs^oLa  '\u>o.  Aragón,  Castilla, 
Navarra,  etc.,  siguieron  celebrando'  Cortes:  el  sistema 
rentístico  tampoco  era  común:  la  legislación  civil  y  cri- 
minal variaba  de  comarca  á  comarca;  y  aun  cuando  exis- 
tía como  centro  el  poder  real,  su  ejercicio  se  plegaba 
también  á  esas  difeirenoias,  y  híi3ta.para  el  Consejo  tenía 
corporaciones  distintas,  según  afectaban  los  asuntos  á 
uno  ú  otro  de  esos  Estados. 

La  unificación  del  territorio  había  adelantado  bien 
poco  bajo  el  aspecto  administrativo,  aun  á  principios 
del  siglo  actual,  puesto  que  se  hallaba  dividido  en  18 
provincias,  de  las  cuales  14  llevaban  la  denominacióu 
de  reinos,  a  s&bw:  Castilla  la  Nueva,  Extremadura, 
León,  Galicia,  Castilla  1^  Vieja,  Navarra,  Aragónj, 
Valeacia.  Murcia,  Granada,  J^éa,  Córdoba,  SeviJlajsMíi- 
liorca;  dos  teníá-n  nombre  de  prinjcípadi)s,  que  ecan 
Asturias  y  CataluSa;  una.  fori3mba  eí  ^fiorío  de  Ylz- 
icaya  y  la  otra  Jas  IslaB  Cauairiius-  Estas  divieáonea-  no 
eían,  por  lo  demás,  verdadea:*as  ppoviacia^  ea  la  ao^i^ 
ción  que  hoy  damos  á  esta  palatura;  :no  tenían  interesa 
"peowhares  eonfiuados  á  su  adioiiiistraoióa  por  medio  <fe 
íaandataifiQs  edegidos  al  efecto,  y  seryían  mío  paura  la 
distribución  de  los  servicios  generales^ 

3.'"*  Za  provincia  actnaL-^El  nacimieato  de  la  pmvift- 
oia  actual  íX)n  su  vida  propia^  disttuta.del  resío  de  la  N?i- 
oión,  data  de  I8l3.  La  Cotístitución,  wtoaces  b^fthí^  y 
promulgada,  establéalo  las  Dipwtacionfis^  provínclalB^i^ .  y 
,má0  adelante,  para  completar  la  refoi?nia,  ee  verificó. miA 
4ívi8ióa  dd  territorio  español  en  &2rprQ.viwías,  qu0  ap^ 
ñas  si  tuvfieroa  vida,  porque  alpqcoi  <¿empp  .desftpwch 
cieron  con  el  sistema  de  Gobierno  que  laaio^iWa  wgW- 
drado.  Volvióse,  jpor  consiguiente,  a  la  antigua  imper- 
fecta división  territorial,  hasta  que  en  1833,  un  dwreto 
de  la  Reina  Gobernadora  tra^ó  la  que  hoy  existe.  Al;h^ 
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oerla,  no  solo  no  se  tuvieron  en  cuenta  las  antiguas  na- 
,Cí¡jonaUdad6s  qu^  habían  conjipartido. el  dominio  de  la  Pe- 
nínsula, wnoque^jpor  el  contrario,  y  en  cuanto  lo  perr 
mitieron  las  ciücunatancías  y  antiguos  solemnes  paoto$, 
la  nueya  demarcación  vino  á  romper  los  lazos  históricos 
de  unidad  delod  que  un  tiempo  meron  Estados  sobera- 
nos, y,  en  parte,  uniendo  já  las  porciones  resultado  de 
esa  distribución  pedazos  de  otros.  Claro  es  que  este  pro- 
cedimiento no  sepresitaba  á  confundir  de  tal  manera  la 
población  qu^e  borrase  por  entero  el  recuerdo  de  otras 
^ooa^-  pero  hoy  mismo,  á  pesar  del  trascurso  de  los 
años,  de  los  caracteres  especiales,  de  la  civilización  ac- 
tual, es  imposible  arribar  á  eso.  Basiíi  comparar  las  an-- 
tiguas  cartas  geogKáiicas  con  las  actuales  de  España  para 
adquirir  la  plena  convicción  de  lo  expuesto. 

k!"  Cavias  d^lprovmciaHsmo.—Si  á  pesar  de  esto  se.han 
conservado  y  subsisten  resabios  del  apartaníiento  de  otros 
tiempos;  si  aun  viven  en  Ja  memoria  y  en  los  sentímíen'- 
tos,  en  el  lenguaje,  en  las  costumbres  y  en  otros  mil  pwi- 
m/Miores  de  la  vida  las  denominaciones  pasadas;  si  to^ 
idavia  hay  aragoneses,  castellanos,  valencianos,  datala- 
ÍM36,  etc.,  esto  se  debe  á  causas  tan  profundas,  que  sólo  el 
tiempo  alqanzari  á  borrarlas;  á  esa  fuerza  de  la  tt^dir- 
cíón  que  impera  en  el  hombre  mal  de  su  grado  y  le  impeie 
incontratitabiemente  4  imitar  á  sus  padres,  fuerza  proyir 
dencial  por  cuya  virtud  se  opwan  lentamente,  sin  sacudí- 
miwitos,  sin  trastelónos,  los  cambios  más  radicales,  mSir- 
gidos  por  la  ley  del  progreso,  que,  sin  aquel  contrapeso, 
tería  la  ley  del  desconcierto. 

Tan  exacto  es  esto,  que  en  Fraaicia,  cuyo  di^rlamnto 
absolutamente  nada  tiene  de  natural,  «á  pesar  de  la  tre- 
menda y  fatal  mudanza  por  que  ha  pasado  aquel  pueblo, 
y  á  pesar  de  que  durante  algún.tiempo  se  trató  hasta  co- 
mo delito,  digno  de  ser  oasti^do  con  la  muerte,  el  uso 
de  palabras  que  recordaban  el  Gobi wno  antiguo,  al  cual 
entonces  se  quería  extirpar  hasta  del  pensamiento,  toda- 
vía se  dice  de  los  hombres:  «ese  es  normando,  bretón  ó 
provenzal,»  y  no  «ese  es  hijo  del  departamento  de  Finís- 
terre  ó  de  Morbihan,  del  Calvado  ó  de  las  Bocas  del  Ró- 
dano, etc.»  (1). 

5.*^     Verdadero  carácter  de  la  provincia, — Nuestras  pro- 

(1)    Alcalá  Galiano,  Lecciones  de  derecho  constitucional. 
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vincias,  por  lo  tanto,  no  son,  en  su  inmensa  mayoría,  uni- 
dades naturales,  sino  verdaderas  creaciones  de  la  ley.  Eg 
verdad  que  muchas  constan  de  porciones  de  muchos  an* 
tiguos  Estados;  pero  de  aquí  nada  puede  concebirse  contra 
ese  carácter;  á  menos  que  se  quiera  hacer  una  mezcla  im- 
posible, una  división  tsil,  que  mediante  ella  no  quede  pro- 
vincia alguna  en  cuya  formación  no  entren  varios  elemen- 
tos; y  aun  supuesto  este  sistema,  el  llamado  provincialismo 
no  habría  desaparecido:  sobre  la  nueva  división,  forjada 
por  el  legislador,  descollaría  la  afinidad  engendrada  por 
el  dialecto,  el  vestido,  las  tradiciones,  etc.,  y  Aragón, 
Castilla.  Navarra,  Asturias,  etc.,  seguirán  siendo  comar- 
cas reales  y  verdaderas .  aunque  los  Gobiernos  llevasen 
el  celo  por  su  desaparición  hasta  prohibir  que  se  los  figu- 
rase en  las  cartas  geográficas. 

6.**  Necesidad  de  reformar  la  división  territorial. — Si  algo 
hay  que  modificar  en  la  actual  distribución  del  territo- 
rio, no  es  porque  lo  reclame  la  unijicación,  por  más  que 
tal  vez,  á  favor  de  ciertas  medidas,  pudiera  lograrse  la 
disminución  de  las  diferencias  antes  notadas:  esa  varia- 
ción la  piden  enérgicamente  la  necesidad  de  economizar 
en  el  coste  de  los  servicios  públicos^  el  enaltecimiento  de 
la  Autoridad  civil  y  la  conveniencia  política;  pero  así  co- 
mo la  formación  de  grandes  distritos  municipales  tro{)ie- 
za  con  obstáculos  nacidos  de  móviles  y  sentimientos,  in- 
dudablemente generosos  y  buenos  en  sí;  mas,  á  no  du- 
darlo, también  inoportunos,  lo  mismo  sucede  con  el 
otro  pensamiento  de  fundir  en  distritos  de  grande  exten- 
sión las  provincias  existentes:  todas  confiesan  su  bondad, 
todas  apetecen  su  realización;  mas  como  ninguna  so  re- 
signa á  perder  su  individualidad,  la  reforma  no  pasa  de 
un  excelente  deseo. 

7.*"  Besumen.— Comprende,  pues,  la  palabra  provincie, 
dos  conceptos  diferentes.  Si  bajo  el  uno  no  es  máei  que  un 
espacio  de  extensión  determinada,  bajo  el  otro  designa  un 
ser  moral,  una  entidad  viva  con  intereses  peculiares,  con 
organismo  propio,  y  después  de  estudiarla  en  el  primero, 
necesario  es  examinarla  en  el  segundo. 
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CAPÍTULO  II. 

DBL  RÍGIMBN  provincial. 

1.*  Sa  neoetidad.— 2.**  ObttAcolos  par»  plantear  un  buen  tégimen.  —  3.*^  Orga- 
nÍ£aoi6a  antigoa. — 4.**   Organización  moderna. -- 5.**  Régimen   vigente. — 

6.*  Resumen. 

1.*"  Su  necesidad.  —  Existen  dentro  de  la  esfera  de  la 
Administración  general  del  Estado,  y  subordinadas  á 
ella,  otras  administraciones  que  también  requieren  una 
organización  en  consonancia  con  sus  necesidades,  y  de 
tal  manera  dispuesta  que  no  sean  una  amenaza  cons- 
tante de  entorpecimiento  para  la  marcha  regular  y  des- 
embarazada de  aquéUa,  ni  ahoguen  la  vida  individual  de 
los  centros  inferiores;  aue  conserven  entre  ellos  la  debida 
separación,  pero,  sin  nacerla  degenerar  en  la  anarquía 
enflaqueciendo  los  lazos  de  indispensable  dependencia, 
ó  en  la  opresión,  reforzándolos  hasta  convertirlos  en  pe- 
sadas cadenas:  problema  de  fácil  planteamiento  y  reso- 
lución en  la  teoría,  complicado  y  lleno  de  dificultades 
cuando  en  el  terreno  de  la  práctica  se  trata  de  fijar  los 
límites  de  las  respectivas  órbitas  de  acción,  porque  si 
bien  en  algunos  puntos  con  claridad  y  precisión  puede 
señalarse  cuáles  intereses  son  peculiares  de  cada  una  de 
esas  entidades,  en  otros  andan  tan  mezclados  y  confusos 
los  caracteres,  que  la  clasificación  es  casi  imposible. 

2.**  Obstáculos  para  plantear  un  buen  régimen. — A  estos 
obstáculos,  nacidos  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  de  la 
índole  de  las  necesidades  á  que  atienden,  y  de  los  servi- 
cios que  prestan,  la  Administración  general  y  las  admi- 
nistraciones provinciales,  con  que  tropieza  el  estableci- 
miento de  un  régimen  provincial  basado  en  la  justicia  y 
modelado  con  arreglo  a  la  utilidad  general  y  local,  añá- 
dense  los  que  traen  su  origen  de  los  opuestos  criterios 
con  que  las  escuelas  políticas  miran  este  importantísimo 
asunto,  en  cuya  resolución  fundan  la  subsistencia  de  sus 
sistemas. 

Los  que  ven  con  recelo  la  robusta  y  vigorosa  cons- 
titución del  Gobierno  central,  aspiran  á  repartir  la 
acción  administrativa  de  modo  aue  resulte  un  perfecto 
equilibrio  entre  la  fuerza  de  aquél  y  la  de  esos  otros  Go- 
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biernos  locales  que  en  su  rededor  gravitan,  temiendo 
que,  si  éstos  son  débiles,  el  primero  concluirá  por  absor- 
berlos. 

•  Al  contrario  discurren  los  que  temen  ver  disgre- 
garse el  conjunto  si  el  centro  no  predomina  en  todos  los 
sentidos,  fundados  en  que  siendo  natural  tendencia  de 
todo  poder  la  de  procurar  su  ensanche,  y  aun  su  emanci- 
pación; si  el  Gobierno  carece  de  medios  poderosos, 
prontos  y  eficaces  para  contener  las  extralimitaciones 

f cosibles  y  probables,  la  m^Quiw.  política  se  arruinará 
nevitablemonte.  Los  hechos,  la  experiencia,  qué  con  fallo 
inapelable  debiera  poner  fin  á  este  formicíable  litigio  en  el 
<jue,  no  obstante  el  conocido  axioma  de  derecho  rex  inter 
olios  acta  alteri  nec  nocet  ncQ  prodest^  el  tercero,  llamado 
nación  ó  pueblo,  sale  siempre  condenado  en  costas  con 
ias  restricciones  de  éstos  y  las  franquicias  de  los  otros:  la 
experiencia  condena  á  entrambas  partes.  Así  las  leyes 
descentralizadoras  de  1823  y  187Q,  oomp  la  centralizaao- 
ra  de  1845,  han  merecido  justísimas  censuras  de  los  es- 
tadistas y  escritores  m?is  ilustradas.  Las  primeras,  por- 
que, aparte  de  atribuir  á  las  Piputaciones  facultades  en 
materias  que  les  son  por  sü  naturalezg.  ajenas,  no  las 
unieron  con  vínculos  de  dependencia  y  responsabilidad  al 
Gobierno;  la  segunda,  poriiaber  despojadp  á  las  provin- 
cias de  toda  participación  direpta  y  eficajs  en  los  asuntos 
que  sólo  á  ellas  atañen,  y  dejado  la  vida  do  las  Corpora- 
ciones llamadas  á  representarlas  al  arbitrio  guberna- 
mental, sin  defensa  ni  garantía  n4guna. 

3.°  Organización  antigua. — Estos  vaivenes,  estas  oscila- 
ciones del  criterio  legislativo,  pi^opias  de  los  sistemas 
representativos,  aunque  algo,  y  tal  vez  ijiucbo,  exagera- 
das por  las  especiales  condiciones  de  nuestro  carácter, 
fueron  completamente  desconocidas  en  la  antigüíadad. 
Entonces  lo  quQ  pudiéramos  llamar  provincia  no  tenía 
otra  significación  que  la  d^  espacio  ó  porción  (iel  terri- 
torio confiada  á  la  dirección  de  los  funcionarios  al  efecto 
nombrados  por  el  poder  centra,  de  quien  dependían. 

En  tiempo  de  los  godos  y  en  los  primeros  siglos  de  la 
monarquía  de  León,  había  al  frente  de  las  provincias 
Magisti^ados  que  con  los  títulos  de  DuqwQs  y  Condes  las 
gobernaban,  reuniendo  la  triple  jurisdicción  civil,  política 
y  militar.  ¡ 

Más  tarde  cambiaron  esas  .denominacíoine|S  por  la  de 
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Cónsules;  talos  fueron  los  que  hubo  en  Asturias  y  León 
en  tiempo  de  D.  Alfonso  vil  el  Emperador.  Hubo  tam- 
bién Adelantados  mayores,  cargos  semejantes  á  los  Pre- 
sidentes de  la  administración  romana,  pues  como  ellos 
administraban  justicia,  mandaban  las  tropas  y  conocían 
de  los  asuntos  políticos  en  las  varias  Merrndaaes  que  su 
territorio  jurisdiccional  comprendía. 

A  fines  del  siglo  xiv,  en  el  reinado  de  D.  Alfonso  XI„ 
cuya  política  de  engrandecimiento  del  poder  real  es  ob- 
jetó de  muy  encontrados  pareceres,  aparecen  los  Corre- 
gidores,  magistratura  extraordinaria  que  se  creaba  allí 
onde  era  necesaria  para  poner  coto  á  los  abusos  de 
Adelantados  y  Merinos,  ó  reprimir  la  licencia  y  demasías 
de  los  pueblos. 

Subsistió  esta  organización,  con  no  considerables  mo- 
dificaciones, hasta  el  advenimiento  de  la  dinastía  de  Bor- 
bón.  Terminada  la  cruel  guerra  de  sucesión  que  ensan- 
gretó  los  primeros  años  del  siglo  pasado,  el  Rey  D.  Feli- 
pe V,  deseoso  de  regularizar  el  gobierno  separando  la 
justicia  de  la  administración,  creó  los  Intendentes  de 
provincia,  á  cuyo  cargo  corría  el  fomento  de  la  agricul- 
tura, de  la  industria  y  del  comercio,  juntamente  con  la 
recaudación,  contabilidad  é  inversión  de  las  rentas  pro- 
vinciales y  la  dirección  política  de  la  provincia.  Esta  re- 
forma no  fué  sin  embargo,  completa,  pereque  los  Inten- 
dentes asumieron  cierta  jurisdicción  propia  sólo  de  los 
Tribunales. 

4.'*  Organización  moderna.— h.  las  Cortes  de  1812  estaba 
reservada  la  tarea  de  llevar  á  cabo  en  este,  como  en  otros 
ramos  del  gobierno,  las  reformas  exigidas  por  los  pro- 
gresos de  la  ciencia  política,  introduciendo  el  orden  y  la 
armonía  entre  los  diversos  elementos  de  la  gobernación 
del  Estado  oue,  según  queda  expuesto,  vivían  en  confu- 
sión complexa.  Para  locarlo  era  necesario  clasificarlos^ 
dividirlos,  y  encargar  a  cada  uno  aquello  que,  según  su 
naturaleza,  le  corresponde;  y  al  efecto,  asentaron  la  divi- 
sión de  Jos  poderes  públicos,  é  instituyeron  los  diverso» 
organismos  por  cuyo  medio  habían  de  funcionar. 

Consecuencia  de  aquella  división  y  parte  de  la  organi- 
zación nueva  fué  el  establecimiento  en  cada  provincia  de 
Autoridades  gubernativas  representantes  del  Gobierno  y 
ejecutores  de  sus  mandatos,  con  atribuciones  políticas  y 
administrativas  de  orden  general,  dejando  íntegra  á  los 
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Tribunales  la  facultad  de  aplicar  la^  leyes  civiles  y  crimi- 
nales y  de  hacer  ejecutar  su  fallo,  y  á  cuerpos  elegidos 
por  los  ciudadanos  el  cuidado  y  fomento  de  los  intereses 
peculiares  de  la  localidad. 

Este  sistema  subsistió  poco  tiempo,  pues  la  primera 
reacción  absolutista  de  1814  lo  hizo  desaparecer. 

Restablecido  en  1820,  dictóse  en  1823  la  ley  por  que  de- 
bía regirse;  pero  en  seguida  los  sucesos  políticos  de  aque- 
lla época  volvieron  á  derrocarlo. 

Durante  la  dominación  absolutista,,  el  régimen  provin- 
cial recayó  en  gran  parte  en  los  vicios  de  que  antes  había 
adolecido,  volviendo  á  la  confusión  de  atribuciones  polí- 
tico-administrativas y  judiciales,  causa  de  tantos  males, 
y  las  provincias  perdieron  su  individualidad,  y,  por  con- 
siguiente, la  parte  que  en  el  ¡gobierno  local  se  les  había 
reconociao  y  ejercían  por  medio  de  sus  directos  manda- 
tarios. 

El  año  de  1833,  tan  señalado  y  fausto  en  la  historia  de 
la  patria  legislación  administrativa,  se  inició  un  movi- 
miento que  á  impulsos  de  la  opinión  ilustrada  y  basado 
en  los  adelantos  realizados  por  las  ciencias  juríoicas,  fué 
poco  |á  poco  disipando  el  verdadero  caos  que  dominaba 
en  la  organización  y  atribuciones  de  las  Autoridades,  mo- 
vimiento que  preparó  al  país  para  los  cambios  que  el  re- 
nacimiento del  sistema  constitucional  había  de  consumar. 

Puesta  en  vigor  la  Constitución  de  1812  por  R.  D.  de  13 
de  Agosto  de  1836,  se  restableció  también  por  el  Real 
decreto  de  19  de  Octubre  del  mismo  año  el  régimen  pro- 
vincial estatuido  por  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823,  y 
desde  ^entonces  ha  sido  consagrada  por  todas  las  Consti- 
tuciones ó  leyes  fundamentales  de  la  nación  la  existencia 
de  una  administración  provincial,  distinta  de  la  general 
del  Estado,  con  funciones  y  órganos  propios,  mas  no  tan 
separada  de  ésta  que  sea  independiente,  ni  tan  aproxima- 
da, que  con  ella  se  confunda.  Cierto  es  qué  en  ocasiones 
se  vio  dotada  de  poder  grande,  casi  independiente,  y  eíx 
otras  encerrada  su  acción  dentro  de  estrechísimos  hmi- 
tes,  de  modo  que  apenas  si  podía  contársela  en  el  núme- 
ro de  los  resortes  y  ruedas  de  la  cpmplicada  máquina  del 
fobierno;  pero  jamás,  á  contar  de  la  expresada  época,  ha 
ejado  de  ser  una  de  las  bases  cardinales  de  nuestro  de- 
recho público,  y  siempre,  sobre  este  invariable  plan,  una 
corporación  electiva  para  entender  con  más  ó  menos  ám-. 
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plitud  de  atribuciones  en  los  asuntos  de  índole  provincial: 
una  Autoridad  dependiente  del  Gobierno,  oon  facultades 
á  veces  muy  extensas,  á  veces  restringidas,  para  interve- 
nir en  la  gestión  de  los  diversos  intereses  provinciales 
como  representante  de  los  generales. 

5.**  Régimen  f>iffente.—El  régimen  provincial  hoy  vigen- 
te, descansa  y  se  desarrolla  sobre  esos  dos  fundamentos; 
pero  si  los  elementos  de  la  administración  provinciaíson 
en  el  fondo  los  mismos,  la  organización  se  na  modificado 
con  el  establecimiento  de  las  Comisiones  provinciales  ó 
permanentes,  importadas  de  la  legislación  belga:  rueda 
mtroducida  para  suplir  á  las  Diputaciones  en  los  inter- 
valos de  las  sesiones,  y  para  servir  á  los  Gobernadores 
civiles  de  cuerpos  consultivos,  y  que  como  Tribunales 
especiales  para  el  conocimiento  y  resolución  de  los  liti- 
gios administrativos,  sustituyen  a  los  antiguos  Consejos 
provinciales. 

Existen,  por  lo  tanto,  en  el  mecanismo  de  la  adminis- 
tración de  las  provincias  tres  distintos  órganos  que  la 
ley  llama  Autoridades,  siquiera  esta  denominación  no  se 
ajuste  muy  bien  al  sentido  que  generalmente  se  da  á  la 

{)alabra  autoridad  cuando  se  emplea  en  la  acepción  en  que 
a  ley  la  usa,  pues  por  autoridad  suele  entenderse  la  per- 
sona ó  corporación  que  al  poder  de  conocer  y  resolver  los 
asuntos^  reúne  el  de  ejecutar  sus  providencias  aun  apelando  á 
los  medios  coactivos;  y  ni  en  las  Diputaciones  ni  en  las  Co- 
misiones provinciales  concurre  la  última  circunstancia; 
mas  cualquiera  que  sea  la  propiedad  del  vocablo,  la  ley 
lo  emplea,  y  con  esto  basta  para  que  lo  respetemos. 

Así  considerada,  h  provincia  es  una  pequeña  imagen  del 
Estado:  como  él  tiene  un  territorio,  posee  bienes,  perci- 
be rentas,  establece  y  cobra  impuestos,  y  finalmente,  co- 
mo él  tiene  una  administración  y  magistrados  propios, 
siendo  su  Cuerpo  deliberante  la  Diputación,  su  poder  eje- 
cutivo el  Gobernador,  y  la  Comisión  provincial  su  Conse- 
jo>  al  mismo  tiempo  que  su  Tribunal  administrativo^ 
mientras  que  al  Gobierno  corresponde  ejercer  las  facul- 
tades de  poder  moderador. 

6.**  Resumen. -rH^  lo  que  llevamos  expuesto  resulta  que 
en  la  organización  provincial  deben  distinguirse  la  parte 
correspondiente  á  los  intereses  generales,  formada,  en 
cuanto  á  lo  gubernativo  y  político,  por  los  Gobernadores 
con  las  dependencias  auxiliares,  consejos  y  corporacio- 
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nes  á  ose  fin  destinados,  y  en  cnanto  á  lo  económico  pdr 
los  Administradores  de  Hacienda  pública,  y  la  que  tiene 
por  objeto  la  gestión,  gobierno  y  dirección  de  los  intere^ 
ses  peculiares  de  la  provincia  como  asociación  legal;  oi*- 
ganización  compuesta  de  los  mismos  Gobernadores,  de 
las  Diputaciones  y  de  las  Comisiones  provinciales. 

Aunque  especulativamente  es  fácil  esta  distinción>  en 
la  práctica  uno  y  otro  miembro  vienen  á  enlazarse  y  con- 
fundirse en  la  autoridad  que,  como  Jefe  superior  civil  de 
las  provincias,  lo  es  de  todos  los  citados  organismos,  y 
no  conviniendo  para  el  estudio  separar  absolutamente  lo 
que  por  la  naturaleza  de  las  cosas  existe  unido,  forzo^ 
es,  para  no  establecer  injustificados  aislamientos,  tratar 
de  cada  organismo  bajo  todos  los  aspectos.  Mas  antei^dé 
hacerlo  y  por  ser  materia  aue  atañe  al  régimen  provin-^ 
cial  cualquiera  que  sea  la  clase  de  intereses  á  que  afecte, 
creemos  preciso  hablar  de  la  condición,  derechos  y  debe*- 
res  de  los  habitantes. 


CAPÍTULO  IIL 

DE  LOS  HABITANTES  DE  LAS  PROVINCIAS. 

1.^  I^oción  del  estado  de  las  personas. — 2.^  Fandamento  de  los  derechos  y  cai^ 
gas  provinciales.— 3.^  Derechos  de  los  habitantes. — 4.^  Cargas  provinoialesi  ' 

1 .  ^  Mción  del  estado  de  las  personas. — El  estado  de  las  per- 
sonas, que  es  la  condición  ó  manera  en  que  los  ornes  ti/oen  d 
están,  como  dice  la  ley  civil  (1),  determina  modificacioned 
Importantes  en  su  viaa  jurídica:  y  esto  sentado,  inútil  es 
añadir  que  esa  influencia  no  puede  menos  de  hacerse  no- 
tar en  lo  que  al  derecho  administrativo  se  refiere.  Omi- 
tiendo entrar  en  las  divisiones  admitidas  y  corrientes  del 
estado,  que  á  nada  conducirían  en  este  libro,  basta  adver- 
tir, que  dentro  de  lo  que  se  llama  estado  civil,  porque  re- 
conoce por  origen  la  ley  positiva,  hay,  entre  otras  subdi- 
visiones, la  proveniente  del  hecho  de  vivir  habitualmen- 
te  en  un  lugar  determinado,  formando  con  otras  personas 
esas  corporaciones  ó  colectividades  que,  ya  por  su  natu- 
raleza, ya  por  concesión  del  legislador,  disfrutan  de  exis- 
tencia en  la  esfera  del  derecho,  con  sus  necesidades  y  sus 

(1)    Ley  1.»,  tlt.  Í3,  Part  4.» 
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recursos,  con  sus  obligaciones  y  sus  derechos.  Nada  más 
conforme  á  las  insi:)iracione8  de  la  razón,  y  á.  las  -reglas 
del  derecho,  que  son  sus  fórmulap  de  aplicación  á  las  re- 
laciones de  los  hombres,  que  el  .distinguir  y  fijar  en  con- 
sideración á  aquel  hecho,  la  condición  de  los  ciudadanos 
Sor  lo  que  toca  á  su  participación  en  la  propiedad  de  los 
ienes,  aprovechamientos,  disfrutes  y  derechos  colecti- 
vos, y  á  la  proporción  en  que  deben  contribuir  al  soste- 
nimiento de  las  cargas  comunes. 

2.°  FundaTuento  de  los  derechos  y  cargas  provinciales. — No 
sería  justo  que  quien  con  nada  concurre  á  la  vida  de  una 
de  esas  asociaciones,  tuviese  derecho  á  ser  partícipe  de 
los  beneficios  que  dispensan.  Esta  es  la  razón  por  que  la 
ley  orgánica  Provincial  vigente  establece  en  el  art.  4.**  que 
sean  aplicables  á  los  habitantes  de  las  provincias  las  cüs- 
posiciones  contenidas  en  el  tít.  I.**,  de  la  Municipal  en  lo 
relativo  á  su  condición  y  derechos.  La  provincia  es,  vol- 
vemos á  repetir,  una  entidad  jurídica,  una  persona  mo- 
ral, que  si  [)osee,  contrata,  sostiene  servicios  y  soporta 
cargas,  no  hace  todo  esto  en  provecho  de  una  abstrao- 
ción,.sino  para  el  bien  de  los  individuos  que  la  forman; 
así,  pues,  aunque  por  la  naturaleza  espacial  de  estos 
cuerpos  políticos,  no  tan  concreta  y  perfectamente  seña- 
lada como  la  de  los  Municipios,  el  disfrute  de  sus  servi- 
cios afecta  en  muchos  casos  cierto  carácter  de  generali- 
dad, en  otros,  va  para  el  ejercicio  de  determinados  dere- 
rechos,  yapara  la  participación  de  algunos  beneficios,  hay 
que  tener  en  cruenta  el  diferente  estado  de  los  habitantes. 
3.**  Derechos  de  los  haHlanies.— Por  soló  esta  cualidad 
tendrán,  todos  los  que  lo  son,  derecho  á  exigir  de  las  Au- 
toridades provinciales,  cuando  ante  ellas  recurran,  un 
ijesguardo  en  que  consten  la  demanda,  ó  la  queja,  y'larfep- 
cha  y  hora  en  que  hubieren  sido  producidas  ó  presenta- 
dats;  todos  también  están  facultados  para  recurrir  ó  re- 
dajnar  contra  los  acuerdos  de  esas  mismas  Autoridades, 
así  como  para  denunciar  y  perseguir  criminalmente  á  los 
Gobernadores,  Diputados  provinciales  é  individuos  de  la 
Comisión  permanente  en  los  casos,  tiempo  y  forma  que 
las  leyes  prescriben;  derecho  el  último  que  no  debo 
confundirse  con  el  otorgado  por  el  art.  50  á  los  que,  sien- 
do ó  no  residentes  en  la  provincia,  se  crean  agraviados  en 
sus  intereses  por  los  acuerdos  de  la  Diputación  y  de  la 
Comisión,  porque  éste  es  una  verdadera  acción  privada, 
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mientras  que  el  otro  reviste  el  carácter  de  acciÓTi  popular. 
El  primero  se  estableció  para  defender  el  interés  particu- 
lar, y  el  segundo  en  defensa  del  interés  público. 

Mas  para  ejercitar  otros  derechos,  y  para  aprovechar 
ciertos  beneficios,  ya  no  basta  la  cualidad  de  simple  ha- 
bitante, es  necesaria  la  de  vecino.  Tal  sucede  con  el  de- 
recho electoral,  activo  y  pasivo,  para  cargos  provincia- 
les (1),  y  con  el  acogimiento  de  las  casas  de  beneficencia 
délos  pobres  incapaces  de  url  trabajo  suficiente  para  ganar 
su  subsistencia,  que  constituye  el  objeto  de  las  de  Miseri-' 
cordia,y  la  educación  de  los  huérfanos  y  desemparados  (2). 

4.°  Cargas  provinciales. — En  cuanto  á  las  cargas  pura- 
mente provinciales,  muy  pocas  son  Jas  de  carácter  perso- 
nal, siendo  el  mayor  número  de  las  públicas  de  esta  clase, 
cuando  no  generales,  municipales.  Procede  esta  escasez 
de  que  la  provincia  no  ata  con  vínculos  tan  estrechos  á 
los  individuos  como  el  Estado  ó  Nación  y  el  pueblo,  por 
su  carácter  de  agregación  intermedia  que  ni  particiíja  de 
la  generalidad  de  la  primera,  ni  tampoco  del  carácter 
casi  doméstico  de  la. segunda  (3).  Era  una  carga  provin- 
cial inherente  á  las  personas  concurrir  á  la  administra- 
ción de  la  provincia;  y  por  eso  la  ley  lo  declaraba  obliga- 
torio, á  no  ser  que  el  elegido  alegase  causa  justa  de  exen- 
ción voluntaria  en  tiempo  oportuno  (4).  Hoy  no  es  así.  El 
elegido  puede  renunciar  el  cargo  de  Diputado  provincial 
con  solo  abstenerse  de  presentar  el  acta  el  día  de  la  cons- 
titución definitiva  de  la  Diputación,  y  únicamente  des- 
pués de  aceptado  empieza  á  ser  obligatorio.  Desde  enton- 
ces, sólo  por  justa  causa  es  renunciable  ante  la  misma 
Diputación  (5). 

No  creemos  necesario  ni  aun  conveniente  descender  en 
esta  parte  de  la  obra  á  tratar  de  la  vecindad,  modos  de 
adquirirla  y  perderla,  etc.,  porque  en  lo  relativo  á  la  po- 
blación, que  es  su  lugar  propio,  exponemos  la  doctrina  y 
disposiciones  legales  de  su  referencia,  y  allí  puede  acu- 
dir quien  quiera  ver  más  por  extenso  lo  que  atañe  á  la 
materia. 

(1)  Ley  Provincial,  arte.  7.o,  88  y  siguientes. 

(2)  Reglamento  de  14  de  Mayo  de  1852,  art.  12. 

(3)  Colmeiro,  Derecho  administrativo  español. 

(4)  Ley  de  26  de  Setiembre  de  1868  para  el  gobiemci  de  las  provincias, 
art.  22. 

(6)    Ley  Provincial,  arts.  51  y  67. 
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CAPÍTULO  IV. 

DB  LOS  0OBBBNADOBBS  DB  PBOYINCIAS  (HISTOBIA). 

!.•  Época  Tomana.— 2.**  ídem  goda. — ^3.®  Duques  y  Conde».— 4."  Beoonquiíta,— 
(a)  MerínoB.  (b)  Potestades,  (o)  Adelantadoe.— 5."*  Caráoter  de  la  autoridad  Real 
en  los  siglos  medios.— 6.*  Alcaldes  forasteros,  veedores  ▼  corregidores. — 1/*  In- 
tendentes de  provincia. — 8.**  Jefes  iwliticos.— -9."  Subdelegados  de  Fomento.— 
10.  Gobernadores  civiles. — 11.  ídem  de  provincia. 

1.**  Época  romana.— E\  cargo  de  que  vamos  á  ocupar- 
nos es  realmente  moderno;  pero. aun  siéndolo,  no  carece 
de  antecedentes  en  la  historia  de  nuestras  instituciones 
administrativas,  porque  la  necesidad  de  dividir  los  Es- 
tados, para  su  mejor  gobierno  y  administración,  en  cir- 
cunscripciones más  ó  menos  extensas,  poniendo  á  su 
frente  un  funcionario,  se  ha  sentido  en  todos  los  tiempos. 

8i  nos  remontásemos  á  la  época  de  la  dominación 
romana,  podríamos  enlazar  la  historia  de  este  cargo  con 
la  de  los  Procónsules  y  Propretores,  á  quienes  la  Repú- 
blica confiaba  el  régimen  de  sus  provincias,  según  era  el 
grado  de  poder  que  en  ellas  alcanzaba,  y  con  la  de  los 
Legados  imperiales  que,  después  de  la  división  de  aqué- 
llas entre  el  pueblo  y  el  Emperador,  mandaron  los  Cesa- 
res á  las  que  les  correspondieron;  pues  aunque  entre 
unos  y  otros  cargos  había  alguna  ligera  diferencia  en  el 
fondo  y  sustancia  de  la  magistratura,  eran  iguales  (1). 

2.®  Época  goda. — La  invasión  de  los  pueblos  del  Norte 
determinó  en  el  imperio  de  Occidente,  y  por  lo  tanto  en 
España;  la  extinción  de  esos  elevados  oficios,  y  aunque  no 
tenemos  datos  ciertos  y  seguros  de  esa  época  de  turba- 
ción y  guerra,  lógico  es  conjeturar  que  durante  ella  ilo 
hubo  más  organización  ni  otros  empleos  que  los  reque- 
ridos por  las  circustancias,  cifrándose  en  el  Ejército  to- 
das las  aspiraciones  y  todos  los  servicios  del  Estado. 
Hasta  el  reinado  de  Lebvigildo  no  registran  los  anales  de 
aquel  tiempo  nada  que  indique  tendencias  al  estableci- 
miento de  un  verdadero  sistemado  gobierno.  Entonces, 
reunida  la  Península  bajo  un  solo  cetro,  fué  cuando  aquel 
glorioso  Rey  tomando,  si  no  por  modelo,  por  punto  de 
partida,  la  organización  dada  por  Constantino  al  impe- 

(1)    Dig.  16  de  oíf.  procons.  et  leg. 
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rio,  resolvió  instituir  dignidades,  cargos  y  empleos,  tan- 
to para  el  servicio  inmediato  del  Monarca,  como  para  el 
ejercicio  de  su  autoridad  en  todo  el  Reino. 

3."*  Duques  y  Cíwwíw.— Entre  aquellos  cargos,  dignida- 
des y  empleos,  contáronse  los  Duques  y  Conaes,  de  los 
cuales  unos  fueron  meros  oficios  palatinos,  yotros  verda- 
deras Autoridades  para  el  régimen  y  gobierno  de  los 
pueblos. 

La  competencia  ó  esfera  de  acción  de  los  Duques  y 
Condes,  bajo  este  último  aspecto,  hallámosla  definida  en 
el  Fuero  Gótico  (1). 

El  Dnqm  era  Jefe  de  la  hueste  ó  milicia  acantonada  en 
una  comarca,  y  adeníás,  según  la  opinión  de  autores  res- 
petables,, le  estaba  encomendado  el  conociniiento  de  los 
asuntos  civiles  importantes  (2);  pero  como  en  lo  civil  iba 
entonces,  y  fué  casi  hasta  nuestros  días,  envuelto  lo  polí- 
tico y  gubernativo,  en  realidad,  y  si  ee  exacta  la  afirma- 
ción del  historiador  citado,  los  Duques  reunían  la  auto- 
ridad suprema  en  su  territorio,  tanto  en  lo  civil  como  en 
lo  administrativo  y  militar,  siendo  á  la  vez  Capitanes  ge- 
nerales. Jueces  superiores  y  Gobernadores  délas  comar- 
cas que  el  Rey  les  encomendaba. 

Los  Condes  formaban  el  segundo,  cuando  no  el  primer 
grado  de  la  jerarquía  (3).  A  juzgar  por  lo  que  apareo^, 
tanto  en  las  leyes  como  en  las  crónicas  antiguas,  los 
Condes  fueron  al  principio,-^  cuando  más  hasta  la  i^econ- 
quista.  Jueces  y  Gobernadores  de  las  ciudades:  pero  des- 
pués llegaron  a  extender  su  autoridad  á  grandes  territo- 
torios,  porque  se  les  encuentra  como  testigos  y  conlir^ 
madores  de  cartas  y  privilegios  reales,  firmando  con 
'  títulos  aue  revelan  eí  ejercicio  de  funciones  públicas^  no 
sólo  en  las  ciudades,  sino  también  en  las  circunscripcio- 
nes de  que  aquéllas  eran  caberas. 

4/  Éeconqtcista.— Todos  esos  cargos  subsistieron,  no 
sucesiva,  sino  simultáneamente,  sin  que  eea  posible  pre- 
cisar cuándo  desaparecieron,  perdiendo  el  carácter  de 
Autoridades  ó  funcíonat*iós  dependientes  de  la  Corona, 
para  quedar  reducidos  á  meras  denominaciones  nobilia- 
rias. Lo  cierto  es  que,  bien  fuera  para  evitar  las  funestas 


(1)  Leyf8.26j  tít  l.o  y  11  y  13,  tít.  2.o  For.  Gofhor. 

(2)  Sotelo,  Historia  ael' derecho  espdñót,  Mb.  ^.o,  cap.  24. 
(8)    Santayana,  Tribunales  y  Magistradi»  de  España, 
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consecuencias  acarreadas  por  la  condición  de  heredita- 
ríos  que  adquirieron,  bien  por  otros  motivos,  los  Reyes, 
ya  desde  el  principio  de  la  reconquista,  crearon  otros 
cargos  amovibles  ásu  voluntad  para  desempeñar  la  auto- 
ridad ejercida  antes  por  Duques  y  Condes.  Tales  fueron 
entre  otros  los  Merinos,  PotestadeSy  Oóneules  y  Adelantados. 
(a)  Merinos. ---hoQ  primeros  conociéronse  ya  en  el  reí- 
nado  de  D.  Bermudo  IL  Su  autoridad  participaba  de  la 
judicial,  política  y  gubernativa.  Los  Merinos  mayores  la 
ejercían  en  dilatadas  comarcas,  y  les  correspondía  nom- 
brar los  menores  para  loe  pueblos,  villas  y  ciudades;  de 
aquéllos  hablan  las  leyes  de  la  Recopilación  citando  á  los 
de  Castilla,  León,  Galicia  y  Asturias.  El  Código  Al- 
fonsino  los  equiparó  á  los  Adelantados  (1). 

;b)  Potestades. — El  oficio  ó  cargo  de  Potestad  era  equi- 
valente al  de  Juez  ó  Gobernador,  según  Salazar  de  Men- 
doza dice  al  enumerar  las  dignidades  de  Castilla  en  la 
obra  que  lleva  este  título. 

(c)  Adelantados. — La  Creación  de  los  Adelantados  es  an- 
terior al  reinado  de  D.  Fernando  III  el  Santo,  y  tuvo  por 
objeto  proveer  á  la  defensa  y  buen  gobierno  ae  las  tie- 
rras conquistadas  que  formaban  la  frontera  del  Reino, 
allí  donde  éste  confinaba  con  las  dominadas  por  los  mo- 
ros; pero  cuando  nuevas  agregaciones  hacían  perder  ese 
carácter  á  la  comarca,  no  por  eso  cambiaba  el  nombre 
del  adelantamiento,  ni  la  naturaleza  del  poder  confiado 
al  que  lo  obtenía.  Por  eso  se  encuentran  citados  en  las 
crónicas  é  historias  de  esa  época  Adelantados  de  países 
que  formaban  ya  pajrte  del  interior. 

Las  Partidas  demuestran  que  los  Adelantados  partici- 
paban de  la  autoridad  militar  y  civil,  porque  los  compa- 
ran á  los  Presidentes  de  las  provincias  romanas  y  á  los 
prefectos  ó  jefes  de  legión  (2). 

Merinos  y  Adelantados  fueron,  como  ha  podido  obser- 
varse en  los  breves  apuntes  precedentes,  elevados  funcio- 
narios, que  en  nombre  del  Key,  de  cuya  voluntad  depen- 
dían, gobernaban  territorios  extensísimos,  teniendo  najo 
su  autoridad  y  mando  subordinados  para  entender  en 
los  asuntos  locales,  y  aun  en  los  de  comarcas;  pero  se 
incurriría  en  un  craso  error  si  se  creyera  que  ni  los  unos- 


í 


1)    Ley  23,  tít.  9.0,  Part.  2> 

'2)    Leyes  2>  y  28,  tít.  9.o»  Part.  2.* 
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ni  los  otros  tenían  á  su  cargo  los  intereses  peculiares  de 
los  pueblos.  Delegados,  representantes  ó  agentes  del  Po- 
der Keal,  no  podía  éste  comunicarles  atribuciones  que  no 
eran  suyas. 

5.^  uarácter  de  la  autoridad  real  en  los  siglos  medios, — 
El  Monarca,  durante  los  siglos  medios,  y  por  lo  menos, 
hasta  el  decimocuarto,  era  más  bien  que  el  Jefe  de  la  Na- 
ción y  depositario  del  Poder  ejecutivo,  el  primero  entre 
los  nobles,  el  mayor  de  los  señores.  Cada  imo  de  éstos 
regía  sus  Estados  como  verdadero  soberano,  tenía  hues- 
te, daba  privilegios,  concedía  franquicias,  imponía  tribu- 
tos, hacía  la  guerra,  celebraba  paces  y  alianzas,  y  final- 
mente, nombraba  y  separaba  á  ios  encarados  de  ejercer 
en  su  nombre  la  Autoridad.  Esta  situación  fuese  modifi- 
cando lentamente.  Los  fueros  y  cartas  píalas  que  Reyes  y 
señores  otorgaron  á  las  ciudades,  villas  y  lugares  ae  su 
patrimonio  eran  verdaderas  constituciones  municipales 
en  que  se  establecíanlos  mutuos  deberes  y  derechos  entre 
el  señor  y  sus  vasallos,  y  la  organización  para  el  ejerci- 
cio del  poder  en  las  localidades.  Con  el  tiempo  algunas 
llegaron  á  encontrarse  sin  dueño,  bien  porque  se  extin- 
guiera la  familia  poseedora,  bien  porque  los  vecinos  ad- 
quirieran el  derecho  de  gobernarse  hbromente  por  com- 
pra, ó  en  pago  de  servicios.  Cualquiera  que  fuese  la  si- 
tuación de  los  pueblos  respecto  á  sus  señores,  no  tenían 
aquéllos  otro  amparo  que  el  del  Príncipe  cuando  creían 
violados  sus  derechos. 

Por  punto  general  el  Rey  procuraba  atender  las  que- 
jas; pero  no  siempre  su  autoridad  lograba  poner  reme- 
dio a  la  opresión  y  al  abuso,  porque  carecía  de  la  fuei*za 
Erecisa  para  ello;  oponiéndose  a  la  realización  de  sus 
uenos  deseos,  no  sólo  el  poderío  de  los  señores,  sino  las 
costumbres  heredadas  del  tiempo  de  la  dominación  goda, 
esencialmente  feudal.  Para  formar  una  idea  de  aquel  es- 
tado de  cosas  basta  recorrer  el  Fuero  Viejo  de  Castilla, 
el  privilegio  general  de  Aragón,  los  Utsajes  catalanes,  los 
Fueros  de  Navarra  y  otros  monumentos  legales,  que  con 
haber  sido  verdaderos  progresos,  porque  fijaron  la  situa- 
ción respectiva  de  nobles  y  plebeyos,  dan  á  conocer  la 
miserable  condición  de  los  vasallos  solariegos,  villanos  de 
parada,  payeses  de  remensa,  y  en  general  de  la  á  que  vivía 
sometida  la  mayor  parte  de  la  población. 
6."*    Alcaldes  veedores  y  corregidores. — El  tránsito  de  este 
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estado  al  ¡que  en  que  la  historia  nos  presenta  a  España 
bajo  los  excelsos  Keyes  Católicos  fue  lento. 

For  más  que  nuestra  patria  puede  enorgullecerse  de 
haber  sido  la  primera  nación  en  que  los  pueblos  comen- 
zaron á  organizar  el  gobierno  independier^te  de  sus  pecu- 
liares intereses,  estas  franquicias  y  libertad  municipal,  ni 
fueron  alcanzadas  de  una  vez  por  todos,  ni  los  que  las  ob- 
tuvieron gozaron  siempre  en  paz  de  sus  beneficios;  tur- 
bando su  disfrute  ya  las  intestinas  disensiones,  ya,  y  en 
no  pocas  ocasiones,  los  excesos  del  autonomismo  local  al 
extremar  sus  privilegios,  llevando  la  guerra  y  el  incendio 
á  los  pueblos  vecinos. 

Para  poner  coto  á  estos  excesos  recurrió  la  Corona, 
entre  otros  medios,  al  de  nombrar  Alcaldes  forasteros 
que,  ajenos  alas  rivalidades  y  banderías  locales,  adminis- 
trasen recta  é  imparcial  justicia.  En  las  Cortes  celebra- 
das en  Alcalá  en  1345  se  clesignaron  con  la  denominación 
de  Alcaldes  veedores^  y  poco  tiempo  después  en  las  de  1348 
con  el  de  A  Icaldes  corregidores. 

Instituidos  conxo  Autoridades  ó  Magistrados  excepcio- 
nales (i),  en  el  reinado  de  D.  Fernando  y  D.'  Isabel  vi- 
nieron á  formar  parte  de  la  organización  jurídico-admi- 
nistrativa,  obligándose  á  tenerlos  a  todas  las  ciudades  y 
villas  principales,  habiendo  llegado  hasta  nuestros  días, 
si  bien  sufriendo  esa  magistratura,  en  diferentes  épocas, 
reformas  y  modificaciones  importantes,  entre  las  cuales 
deben  señalarse  las  llevadas  a  cabo  por  Felipe  V,  quien 
terminada  la  guerra  de  sucesión,  y  queriendo  remediar 
los  gravísimos  daños  que  á  pueblos  y  Gobierno  irrogaba 
el  desbarajuste  político-administrativo  en  que  había  su- 
mido al  país  la  desastrosa  administración  de  los  dos  pre- 
cedentes reinados,  acometió  una  reforma  general. 

7.V  De  los  Intendentes  de  provincia. — Creáronse  entonces 
los  Intendentes  de  provincia,  encardados  de  todo  lo  re- 
lativo al  servicio  de  la  Hacienda  publica  y  al  fomento 
y  desarrollo  de  la  agricultura,  de  la  industria  y  del  co- 
mercio, así  como  del  corregimiento  de  la  población  en 
que  residían,  siendo  también  Jefes  superiores  de  los  de- 
más corregimientos  de  su  territorio,  en  lo  político  y  admi- 
nistrativo (2). 

(1)  Leyes  6>  y  22  de  la  Nov.  Recop. 

(2)  Ordenanzas  de  1718  y  1749,  ley  24,  tít.  11,  lib.  7.o,  Nov.  Becop. 
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La  confusión  y  mezcla  de  atribuciones  económicas, 
políticas,  administrativas  y  judiciales  que  la  autoridad 
de  los  Intendentes  entrañaba,  malogró  en  no  pequeña  par- 
te los  buenos  resultados  de  la  reforma,  dáñelo  lugar  á 
continuos  conflictos  entre  aquéllos  y  los  Tribunales. 

El  ilustrado  Gobierno  del  Rey  Carlos  III,  de  eloriosa 
memoria,  puso  término  á  ese  mal  con  la  cédula  ae  13  de 
Noviembre  de  1766,  estableciendo  que  correspondía  á  los 
Intendentes  conocer  de  los  asuntos  relativos  á  Guerra  y 
Hacienda,  y  á  los  Corregidores  de  los  de  Justicia  y  poli-^ 
cía  (i). 

8.  Jefes  políticos. —^o  fué,  sin  embargo,  tan  absoluto 
este  deslinde  de  atribuciones,  que  rio  retuvieran  los  Inten- 
dentes importantes  funciones  puramente  judiciales,  que 
las  Cortes  de  Cádiz  les  Quitaron,  encargando  á  Jueces  le- 
trados el  conocimiento  ae  todas  las  cuestiones  de  aquella 
índole,  ya  pertenecieran  á  la  clase  de  las  meramente  avi- 
les, ya  versaran  sobre  lo  contencioso  de  la  Hacienda  pú- 
blica. Como,  por  otra  parte,  la  trasformación  del  régimen 
{)olítico,  basada  en  la  teoría  de  la  división  y  separación  de 
os  poderes  públicos,  y  en  la  descentralización  adminis- 
trativa confiando  á  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos  el 
manejo  y  dirección  de  los  intereses  locales,  exigía  la  exis- 
tencia de  un  lazo  que  uniera  y  armonizara  la  acción  de 
los  nuevos  organismos  con  la  del  Estado,  hubo  necesidad 
de  crear  unos  funcionarios  que,  libres  de  los  cuidados 
anejos  á  la  gestión  puramente  económica,  tuvieran  sólo 
á  su  cargo  la  gubernativa,  siendo  á  la  vez  delegados  def 
Gobierno  en  las  provincias,  y  Jefes  de  la  administración 
de  éstos.  En  su  virtud,  perdieron  los  Intendentes  las  atri- 
buciones de  carácter  político  y  administrativo,  quedando 
reducidos  á  ejercer  las  relativas  á  los  negocios  de  ha- 
cienda, y  estableciéronse  los  Jefes  poUticos  en  cumpli- 
miento de  lo  estatuido  en  el  art.  324  de  la  Constitución, 
fijando  sus  atribuciones  y  debeles  la  instrucción  que  al 
efecto  se  publicó  en  23  de  Junio  de  1813. 

yi  hasta  ahora  hemos  tenido  que  ir  buscando  en  rela- 
ciones de  analogía  los  antecesores  de  los  funcionarios  á 
quienes  actualmente  está  confiado  el  gobierno  de  las  pro- 
vincias, encontramos  el  origen  inmediato  é  indubitable  en 
los  Jefes  políticos,  cuyas  funciones  limitadas  á  la  parte 

(1)    Ley  26,  id.,  id. 
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política  y  administrativa  fueron  casi  las  mismas  que  hoy 
desempeñan  los  Gobernadores  civiles  de  las  provincias, 
por  mas  que  las  denominaciones  de  unos  y  otros  cargos 
parezcan  revelar  considerables  diferencias  entre  ellos. 
.  Pero  esa  especie  de  analogía  no  puede  establecerse  en 
una  serie  continua,  porque  los  camoios  de  régimen  polí- 
tico produjeron  varias  interrupciones  en  ella. 

No  había  aun  trascurrido  un  año  desde  la  institución 
de  los  Jefes  políticos  cuando  la  reacción  absolutista  de- 
terminó la  vuelta  á  la  organización  antigua,  recobrando 
los  Intendentes  algunas  de  las  facultades  cjue  perdieron, 
y  encomendándose  todas  las  de  orden  político  á  las  Au- 
toridades militares  por  R.  D.  de  4  de  Mayo  de  1814. 

Restablecido  en  1820  el  régimen  xjonstitucional,  apare- 
cen de  nuevo  los  Jefes  políticos,  y  la  ley  de  3  de  Febrero 
de  1823,  al  desarrollar  los  preceptos  de  la  Constitución 
relativos  al  gobierno  de  los  intereses  provinciales  y  mu- 
nicipales, detalla  y  precisa  el  carácter  de  su  Autoridad; 
pero,  tampoco  logra  consolidar  aquella  situación;  y  el 
segundo  triunfo  del  régimen  absolutista  llevando  el  odio 
hasta  el  absurdo,  no  solo  borra  y  destruye  todas  las  crea- 
ciones de  los  constitucionales,  sino  qixe  aspira  á  supri- 
mir el  tiempo. 

Durante  el  período  comprendido  entre  1824  y  1833,  el 
Gobierno  y  la  Administración  del  Estado  se  amoldan  á 
los  principios  del  partido  victorioso;  pero  ocurrida  la 
muerte  de  Femando  VII,  comienza  á  nacerse  sentir  en 
ellos  el  espíritu  liberal  y  reformista. 

9/  Subdelegados  de  Fomento.— El  R.  D.  de  23  de  Octu- 
bre de  1833  dispuso  que  en  cada  provincia  hubiera  una 
Autoridad  superior  con  el  nombre  de  Subdelegado  prin- 
cipal de  Fommto.  encargado  de  promover  el  de  todos  los 
intereses  venérales  y  locales  de  su  territorio,  explicando 
y  desenvolviendo  el  un  de  su  institución,  y  los  medios  que 
para  alcanzarlo  debían  emplear,  la  instrucción  de  30  de 
Noviembre  del  mismo  año,  notabilísimo  monumento  de 
copiosa  y  excelente  doctrina.  Poco  después,  por  Real 
decreto  ae  22  de  Diciembre,  se  declaíó  que  la  categoría 
de  los  Subdelegados  era  i^ual  á  la  de  los  Intendentes,  y 
finalmente,  la  K.  O.  de  29  dictó  las  reglas  encaminadas 
ár  la  instalación  de  las  Subdelegaciones. 

10.  Oobemadores  a>i/^.— Cambiaron  los  funcionarios 
que  acabamos  de  nombrar  su  denominación  por  la  de  Go- 
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bernadores  civiles,  aunque  sin  que  sus  atribuciones  ex- 
perimentasen ninguna  modificación,  al  crearse  el  Minis- 
terio del  Interior,  del  cual  dependían  conforme  al  Real 
decreto  de  13  de  Mayo  de  1834;  mas  restablecida  en  13  de 
Agosto  de  18361a  Constitución  de  Cádiz,  y  puesta  en  vigor 
como  consecuencia,  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823,  vol- 
vieron á  figurar  en  el  organismo  político-administrativo, 
los  Jefes  políticos  que  la  ley  de  2  de  Abril  de  1845  conser- 
vó como  delegados  del  poder  real  al  cual  correspondía  su 
nombramiento  y  destitución,  siendo  las  providencias  que 
dictasen  revocables  ó  modificables  á  propuesta  del  Minis- 
tro del  ramo. 

11.  Gobernadores  de  provincia. — La  opinión  de  las  per- 
sonas entendidas  en  las  materias  de  gobierno  y  adminis- 
tración, y  la  necesidad  de  aliviar  ai  Tesoro  de  inútiles 
cargas,  reclamaban  de  consuno  que  se  fundiese  en  una 
sola  autoridad  todas  las  facultades  de  los  Jefes  políticos, 
y  aquéllas  de  pura  inspección  superior  en  los  asuntos 
económicos  que  los  Intendentes  ejercían.  Ya  en  las 
Cortes  de  1837  un  sabio  estadista^  había  presentado  un 
proyecto  de  ley  en  ese  sentido,  pero  nada  por  entonces 
se  resolvió.  Esto,  no  obstante,  el  pensamiento  era  en  sí . 
tan  bueno  y  las  razones  expuestas  por  los  que  le  sos- 
tenían tan  poderosas  y  evidentes  que  al  fin  triunfó  y 
por  R.  D.  de  28  de  Diciembre  de  1849  creáronse  en  sus- 
titución de  los  Jefes  políticos  é  Intendentes  una  sola  Au- 
toridad civil  superior  en  cada  provincia  con  la  denomi- 
nación de  Oobemadores  deprovincia^  siendo  sus  atribuciones 
en  la  parte  política  y  administrativa,  las  de  los  primeros, 
y  en  la  económica  las  de  los  segundos,  á  excepción  de  las 
conferidas  á  los  Administradores  de  Hacienda. 

Desde  entonces  los  Gobernadores  han  venido  siendo  sin 
interrupción,  aunque  no  [sin  alternativas  en  la  exten- 
sión de  sus  facultades,  las  Autoridades  superiores  de  las 
provincias,  cuyas  leyes  orgánicas  han  procurado  fijar  las 
atribuciones  generales  de  estos  funcionarios,  condiciones 
para  obtener  el  nombramiento,  etc.,  distinguiéndose  en 
exponerlas  con  mayor  claridad  y  detalle  la  de  25  de  Se- 
5 1863,  y  el  reglamento  para  su  ejecución,  dis- 
á  que  hay  que  recurrir  en  muchos  casos  para 
eficiencia  de  las  posteriores. 
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CAPITULO  V. 

DB  LOS   GOBERNAÜORBS  DB  PROVINCIA.    (CABAcTBR  Y  CONDICIONES 

DEL   CABCK).) 

1/  Definición.— 2.*  Carácter.— 8.*  Nombramiento.— 4.^  Critica.— 5.**  Incomimti- 
bilidad.— 6.**  PoBBsión.— 7.*  Derechos^  honores  y  distíncionea  del  cargo.— 8.^ 
Haberes.— 9."  Residencia.— 10. — Sustitución,  (a)  ror  muerte  ó  inutilización  dol 
propietario,  (b)  Por  ausencia.— 11.  Notificación  del   nombramiento  interino. 

1  .**  Definición. — Según  las  leyes  vigentes,  los  Goberna- 
dores son  los  encargados  del  gobierno  de  las  provincias 
como  delegados  y  representantes  del  Poder  ejecutivo,  y 
de  presidir  á  la  administración  de  los  intereses  peculia- 
res de  aquéllas  en  concepto  de  Jefes  (í). 

2.*  Carácter. — El  Gobernador,  por  lo  tanto,  no  está  des- 
tinado á  servir  de  asente  de  un  Ministerio,  desempeñan- 
do funciones  limitadas  á  im  ramo  especial  en  las  esferas 
gubernativa  y  administrativa;  las  abarca  todas,  poraue 
instituido  para  ser  en  la  provincia  el  reflejo  de  la  uniaad 
del  Estado,  su  autoridad  participa  más  o  menos  de  la 
que  compete  á  todos  y  cada  uno  de  los  Centros  ministe- 
riales. 

Son,  pues,  los  Gobernadores  las  Autoridades  superiores 
en  las  provincias,  y  justo  y  lógico  sería  que  esa  superiori- 
dad se  hiciera  tangible,  por  decirlo  así,  dotándola  de  sig- 
nos exteriores  que  elevasen  su  prestigio  é  importancia  en 
el  ánimo  de  los  pueblos,  á  qirienos  no  puede  exigirse  que 
aprecien  las  cosas  de  un  modo  metafisico. 

Los  Gobernadores  obran  siempre  como  tales  delegados 
del  poder  central,  aun  en  los  casos  en  que  de  sus  provi- 
dencias no  cabe  recurso  al  superior  jerárquico;  porque 
esta  limitación  no  nace  de  la  naturaleza  de  las  funciones 
ejercidas,  sino  de  la  necesidad  de  definir  con  claridad 
ciertos  estados  legales  en  el  curso  de  los  negocios. 

a.*"  Mmdramiento. -^Desde  la  creación  del  cai^o  no  se 
exigieron  para  su  desempeño  más  condiciones  perso- 
nales que  las  de  nacionalidad  española,  y  tener  la  edad 
de  25  años,  y  aun  esta  última  no  de  un  modo  expreso, 
sobreentendiéndose  que  no  era  hábil  para  ejercerlo  el 
que,  con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  carecía  de  la  plena  oa* 

(1)    Ley  Provincial  de  29  de  Agosto  de  1882,  arte.  14  y  28. 
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pacidad  necesaria,  no  ya  para  ser  administrador  de  otros, 
sino  para  la  de  sus  propios  bienes. 

El  legislador  creía  sin  duda  que  el  señalamiento  ó  fija- 
ción de  cualquier  otra  circunstancia,  podía  limitar  la  li- 
bertad amplia  que  todo  Gobierno  debe  disfrutar  para  la 
elección  de  aquellos  en  quienes  deposita  su  confianza, 
como  si  el  exigir  en  los  llamados  á  las  arduas  tareas  de 
gobernar  y  administrar  las  provincias,  condiciones  que 
revelasen  saber,  tino  y  prudencia,  que  fueran  segura 
prenda  para  granjearse  el  respeto  y  la  consideración  de 
sus  administrados,  constituyese  una  violación  def  aquella 
libertad;  cuando  es  innegable  que  el  verdadero  y  eficaz 

Sreetigio  necesario  para  el  ejercicio  de  mando  y  autorid- 
ad, si  tiene  su  base  en  la  elevación  de  las  funciones,  ne- 
cesita el  sostén  de  la  esrtimación  puramente  personal,  de 
tal  manera  que,  como  dijo  Epaminondas  cuando  sus  ami- 
gos le  reprendían  por  haber  aceptado  un  cargo  inferior  á 
sus  méritos,  «si  hay  empleos  que  honran  á  quienes  los 
desempeñan,  las  personas  también  honran  los  empleos,» 

El  Gobierno  debe  tener  ancha  esfera  para  la  elección 
de  sus  agentes,  dado  el  sistema  imperante;  pero,  nunca 
la  facultad  de  encomendar  intereses  tan  importantes  co* 
mo  los  confiados  á  los  Gobernadores,  á  personas  despro- 
vistas de  las  dotes  indisi>ensables^  al  menos  para  que  el 
cargo  no  desmerezca  en  la  opinión  del  pueblo;  de  lo  con- 
trario, sucederá  lo  de  la  fábula  de  las  ranas  con  el  pri- 
mer rey  que  las  dio  Júpiter.  La  ley  de  29  de  Agosto 
de  1882  merece  en  este  punto  aplauso,  salvo  en  algún 
detalle  que  haremos  notar.  Confomíie  á  ella,  para  ser 
nombrado  Gobernador,  se  requiere:  ser  español,  mayor  de 
30  años  y  reunir  alguna  de  las  condiciones  siguientes  (1): 

1 . '  Haber  desempeñado,  durante  cualquier  plazo  áe^ 
tinos  con  la-  categoría  de  Jefe  de  Administración  de  prí^*. 
mera  clase,  ó  haberlos  desempeñado  con  la  de  s^unda 
por  más  de  im  año,  ó  por  más  de  dos  con  la  de  tercera. . 

2/  Contar  con  más  de  15  años  de  servicios  adminis- 
tivos  prestados  al  Estado  ó  á  la  provincia,  siempre  que 
el  último  destino  haya  sido  de  categoría  superior  á  la  de 
Jefe  de  Negociado  efe  tercera  clase. 

3.*  Haber  sido  Diputado  á  Cortes  ó  Stoador  electivo 
durante  una  legislatura  completa. 

■  ■  ■  I      j     ■      ..I  .iifc^ 

(1)    Art.  46. 
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4.'  Haber  sido  elegido  Diputado  provincial,  al  menoH 
dos  veces,  habiendo  tomado  posesión  y  desempeñado  el 
cargo  sin  cesar  en  él  por  renuncia. 

5.'  Haber  sido  Magistrado  ^de  cualquier  Audiencia  ó 
Teniente  fiscal  por  mas  de  dos  años^  o  haber  desempe- 
ñado un  cargo  superior  á  los  dos  expresados  en  la  carre- 
ra judicial. 

6/  Haber  desempeñado  el  cargo  de  Alcalde  en  pro- 
fñedad,  por  más  de  dos  años,  en  capitales  de  provincia  de 
primera  ó  de  segunda  clase,  ó  haber  pertenecido  por 
^ual  tiempo  á  la  Comisión  provincial. 

7.*  Haber  sido  por  más  ae  dos  años  Secretario  en  Go- 
bierno de  provincia  de  primera  clase. 

8.**  Ser  ó  haber  sido  por  cuatro  años  Secretario  de  Di- 
^putación  provincial,  mediante  oposición,  en  provincia  de 
primera  clase. 

También  podrán  ser  nombrados  Grobernadores  de  pro- 
vinda  los  militares  que  cuenten  25  años  de  servicios,  y 
de  ellos  10  en  empleo  efectivo  de  Jefe. 

4."*  CW/m».— Aunque  estemos  muy  distantes  de  creer 
que  las  circunstancias  requeridas  por  la  ley  para  ser  nom- 
brado Gk>bernador  de  provincia  sean  un  perfecto  canon, 
una  regla  infalible,  cuya  sola  aplicación  baste  para  obte- 
ner funcionarios  tales  come  debieran  ser  los  encargados 
de  regir  y  administrar  vastos  territorios,  son,  sin  embar- 
go, un  mejoramiento  notable,  respecto  á  lo  que  antes  su- 
cedía. Hoy  es  posible,  tal  vez  fácil,  que  llegue  á  obtener  el 
cargo  quien  careix^  de  la  capacidad,  carácter,  conoci- 
mientos y  experiencia  indispensables  para  ejercerlo  di^ 
ñámente;  pero  cuando  se  confería  sin  exigir  condición 
alguna  de  aptitud,  dependiendo  de  la  voluntad  ministe- 
Tíal,  sin  cortapisas  ni  limitaciones  de  ningún  gónerp>  el 
-nombramiento,  el  peligro  era  inmensamente  mayar, 
máxime  en  nueetrb  país,  donde  el  interés  de  partido,  .y 
-no  pocas  veces,  por  desgrauaia,  hasta  las  pasiones  de  un 
hombre  influyente,  se  eri^n  en  cuestión  de  Estado,  sa- 
crificando el  bien  público  á  su  íavorable  resolución. 

En  lo  que  notamos  un  punto  digno  de  censura  es  en  la 
última  circunstancia  que  habilita  para  obtener  el  nom- 
bramiento. 

El  ejercicio  de  las  armas  difiere  tanto  del  de  ia  Auto- 
ridad civil  en  todos  sus  ramos,  como  diversas  6<mi  las 
aptitudes  y  aficiórteB  que  detewnlnan  á  los  hombres  á 
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dedicarse  á  uno  ú  otro.  Pensar  que  es  más  fácil  dirigir  y 
gobernar  una  provincia  que  un  número  mayor  ó  menor 
de  soldados,  parece  fuera  de  toda  razonable  apreciación, 
y,  sin  embargo,  en  esa  idea  está  informado  el  precepto 
que  nos  ocupa,  porque  cualquier  jefe  militar  puede  llegar 
a  Gobernador  de  provincia,  mientras  que  el  mejor  de 
éstos  no  es  admitido,  por  sólo  esa  circunstancia,  á  man- 
dar un  reducido  cuerpo  de  tropa. 

Dejando  á  un  lado  los  conocimientos  especiales  que 
un  Gobernador  debe  reunir,  cuya  adquisición  tiene  que  ser 
obra  de  largos  estudios  y  de  no  escasa  práctica,  incom- 
patibles una  y  otros  con  las  severas  exigencias  del  ser- 
vicio militar,  la  única  dote  que  en  los  Jefes  militares  pu- 
diera reputarse  á  propósito  para  el  mando  civil,  es  la  de 
la  energia\  pero  también  aquí  resulta  la  diferencia,  mejor 
dicho,  el  antagonismo  entre  las  aptitudes  para  unas  y 
otras  funciones.  El  mando  civil  requiere  ciertamente  re- 
solución enética,  severidad  decidida,  tanto  para  impo- 
ner contra  cualquiera  resistencia  la  obediencia  á  las  leyes 
y  á  las  órdenes  dictadas  por  la  Autoridad;  más  tales  elo- 
tes han  de  estar  dulcificadas  por  una  flexibilidad  apropó- 
sito  para  adoptar  en  ocasiones  dadas  prudentes  tempe- 
ramentos y  que  sin  menoscabar  el  prestigio  del  poder 
público  ni  el  cumplimiento  de  lo  preceptuado  ó  resuelto, 
evita  conflictos,  ahorra  vejámenes  á  los  pueblos  y  par- 
ticulares, y  acaso  dan  más  alta  idea  de  la  autoridad  que 
los  medios  violentos,  pues  los  hombres  dignos  pléganse 
antes  á  las  persuasiones  que  á  la  amenaza,  y  siempre 
los  medios  morales  deben  ser  preferidos  á  la  fuerza  ma- 
terial, triste  recurso  á  que  sólo  en  caso  extremo  debe 
recurrir  el  encargado  de  gobernarlos. 

Los  militares  adquieren  cierta  dureza  inseparable  del 
rígido  sistema  que  es  indispensable  emplear  para  man- 
tener la  disciplina,  condición  esencial  para  la  vida  y  pro- 
vechoso resultado  del  Ejército.  Ante  la  Ordenanza,  re- 
visten gravedad  y  peligro,  faltas  que  fuera  de  la  milicia 
aparecen  leves,  y  de  aquí  aue  los  encargados  de  aplicar 
las  sabias  máximas  del  Cóai^o  militar,  no  sean  los  más 
á  propósito  para  la  gobernación  civil. 

Por  esto  y  porque  la  experiencia  ha  demostrado  los  in- 
convenientes apuntados,  creemos  que  debiera  suprimir- 
se en  la  ley  el  párrafo  último  del  artículo  citado. 

5.**    /^t{»í»jt;«^f}iWííéRÍ.— Incompatibilidad  es  la  repug- 
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nancia  ú  oposición  entre  cosas  que  por  su  naturaleza  ín- 
tima, ó  por  alguna  circunstancia  especial,  se  excluyen 
mutuamente. 

Aplicada  al  desempeño  de  funciones  públicas,  significa 
la  prohibición  legal  ae  acumular  ciertos  cargos,  ya  por- 
que se  conceptúa  que  hay  verdadera  imposibilidad  mate- 
rial de  ejercerlos  simultáneamente,  como  sucede  en  todos 
los  retribuidos,  cuya  creación  supone  la  existencia  de  ne- 
cesidades del  servicio  público  que  para  ser  debidamente 
atendidas  absorben  la  capacidad  y  el  tiempo  de  una  per- 
sona, bien  poraue  mediando  entre  ellos  relaciones  de  su- 
perioridad, nadie  puede  ser  á  la  vez  superior  é  inferior, 
^a,  finalmente,  porque  la  ley  quiere  rodear  de  garantías 
a  imparcialidad  de  su  aplicación,  y  quitar  á  los  gober- 
nados todo  motivo  dé  sospecha,  y  aun  de  murmuración 
respecto  á  los  móviles  que  pueden  influir  en  las  decisio- 
nes de  los  funcionarios. 

Fundada  en  estos  principios,  la  ley  declara  que  el  car- 
go de  Gobernador  es  incompatible:  con  el  ejercicio  de 
cualquier  mando  militar;  con  todo  otro  cargo  provincial, 
municipal,  judicial  ó  eclesiástico,  y  con  el  elercicio  de 
cualquiera  profesión,  ó  industria,  dentro  de  la  provin- 
cia (1). 

Además  estales  prohibido  mezclarse  directa  ó  indirec- 
tamente en  operaciones  de  agio,  tráfico  ó  granjeria,  den- 
tro de  los  límites  de  su  jurisdicción  ó  mando,  sobre  ob- 
jetos que  no  sean  producto  dé  sus  bienes  propios;  incu- 
rriendo, si  lo  hacen,  en  delito  castigado  con  suspensión  y 
multa  ae  250  á  2.500  pesetas.  Esto  no  es  aplicable  á  los 
que  impusieren  fondos  en  acciones  de  Banco  ó  de  cual- 
quiera empresa  ó  compañía,  siempre  que  en  ellas  no  ejer- 
zanr  cargo,  ni  tengan  intervención  directa,  económica  ó 
administrativa  (2).  El  desempeño  del  cargo  de  Gobernador 
no  produce  efecto  alguno  para  el  ingreso  y  ascenso  en 
las  carreras  del  Estado,  hasta  después  do  dos  años  cum- 
plidos de  ejercerlo.  Los  aue  los  sirvan  por  más  de  ocho 
años  sin  nota  desfavorable,  tendrán  derecho  á  obtener 
los  honores  de  Jefes  superiores  de  Administración,  libres 
de  gastos  (3). 


(1)  Art.  16. 

(2)  Código  penal,  art.  416. 

(8)    R.  D.  de  12  de  Abril  de  1879. 


Digitized  by 


Google 


288  DERECHO 

6.**  Posesión. ---hoQ  que  obtengan  el  nombramiento  de 
Gobernadores  deberán  presentarse  á  servir  sus  cargos  lo 
antes  posible  (1),  porque  no  deben  las  provincias  haÜarse 
un  momento  huérfanas  de  las  Autoridades  á  quienes  se 
encomienda  regirlas  y  administrarlas,  ni  conviene  que 
las  sustituciones  ó  interinidades  se  prolonguen.  Durante 
ellas  la  Autoridad  pierde  mucho  de  su  energía,  sin  que 
sea  dable  á  los  encargados  del  mando  ejercerlo  con  el 
desahogo  y  firmeza  del  que,  unido  á  la  responsabilidad, 
posee  la  plenitud  del  poder  y  puede  ajustar  sus  actos  al 
desarrollo  de  un  plan  duradero  y  ajustado  al  criterio  po- 
lítico imperante^  La  persona  que  ejerza  en  propiedad,  ó 
interinamente  el  cargo,  dará  posesión  al  nombrado  exi- 
giéndole el  juramento  prescrito  para  el  caso  (i). 

Tanto  los  Gobernadores  nombrados  en  propiedad,  como 
las  personas  designadas  para  el  mando  interino  délas  pro- 
vincias, darán  conocimiento  de  haber  tomado  posesión, 
tan  luego  como  lo  verifiquen,  á  los  Ministerios  de  Hacien- 
da, Gobernación  y  Fomento,  á  las  Direcciones  generales 
de  los  mismos  y  á  las  Autoridades  superiores  dependien- 
tes (le  los  Ministerios  de  Gracia  y  Justicia  y  Guerra  que 
existan  en  la  provincia  y  en  el  distrito  militar  ó  territorio 
á  que  corresponda,  participándolo  también  á  las  Autori- 
dades locales  y  habitantes  de  la  provincia  por  medio  de 
circular  en  el  JSoletin  Oficial  (3). 

7.**  Derechos  y  honores  y  ^fc.— Están  los  Gobernadores  de 
provincia  comprendidos  en  la  segunda  de  las  clases  en  que 
80  dividen  los  empleados  públicos,  y  por  lo  mismo  ^el 
cargo  lleva  anejo  el  ciarácter  de  Jefe  de  Administración, 
teniendo  derecho  álos  honores  correspondientes  y  al  tra- 
tamiento de  Sefioría,  y  de  Excelencia  el  de.Madrüd  (4). 

El  uniforme  prescrito  para  estos  funcionarios  consiste 
en  casaca  de  paño  a^^ul  turquí  de  la  forma  y  con  loe  t)or- 
dados  aiustadbs  al  modelo,  pantalón  del  mismo  p,no,.y 
para  gala,  de  casimir  blanco  con  franja  de  oro  ei?i  las  cos- 
turas exteriores,  £aja  verde  oscuro  poa  borlas  y  pasado- 
res de  oro,  espada  de  cruz  con  gu^trnición  ¡de  oro  pea- 


(1)  Art.  15,  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1868. 

(2)  Reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1868,  arts.  16  y  17. 
(8)    ídem,  art.  19. 

(4)    R.  D.  de  18  de  Junio  de  1852,  ley  de  29  de  Setiembre  de  1868,  ar- 
tículo 70,  reglamento  de  4  de  Marzo  de  1866. 
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diente  de  un  tahalí,  bastón  de  caña  de  indias  con  puño 
de  oro  y  borlas  verdes  (1). 

Constituyendo  el  bastón  y  la  faja  los  distintivos  del 
mando  permanente,  que  ejercen,  deben  usar  aquél  de 
continuo,  y  llevar  también  la  faja  debajo  del  chaleco  cuan- 
do vistan  ae  paisano.  El  uso- de  estos  distintivos  está  pro- 
hibido, no  solo  á  los  cesantes  del  cargo,  sino  á  los  ejer- 
cientes cuando  estén  fuera  de  la  provincia  (2). 

Los  Gobernadores  tienen  derecho  á  que  las  fuerzas  de 
Carabineros  y  Guardia  civil  que  sirvan  en  la  provincia  les 
tribútenlos  honores  correspondientes  á  su  categoría,  aun- 
que sin  armas  (3).  También  las  fuerzas  navales  deben  ha- 
cerles los  que  prescriben  las  disposiciones  dictadas  al 
efecto,  á  saoer:  de  Jefe  de  escuadra  con  mando,  á  los  de 

Srovincia  de  primera  clase:  de  Brigadier  con  ídem,  á  los 
e  secunda:  ae  Capitán  con  ídem,  á  los  de  tercera,  y  de 
Capitán  subordinado,  á  los  de  cuarta  clase  (4). 

8.*  Haberes. — Los  sueldos  de  los  funcionarios  que  nos 
ocupan  han  sufrido*  muchas  alteraciones.  Actualmente 
los  de  todas  las  provincias  disfrutan  el  mismo  de  10.000 
pesetas  anuales  y  3.500  para  gastos  de  representación,  á 
excepción  del  Gobernador,  de  Madrid,  cuyo  haber  es  el 
de  15.000  pesetas,  con  10.000  para  gastos  de  representa- 
ción y  otras  10.000  para  los  de  otra  especie  (5). 

9."*  Residencia,  —instituido,  para  ser  en  cada  provin- 
cia el  reflejo  de  la  unidad  del  Gobierno,  en  el  que  se  per- 
sonifica la  del  Estado,  el  cargo  de  Gobernador  exige 
que  (|uien  lo  ejerce  resida  en  la  población  capital  de 
la  provincia,  asi  como  el  Gobierno  central  reside  en  la 
capital  de  la  Monarquía,  toda  vez  (jue  para  y  uno  y  otro 
existen  las  mismas  razones  de  publica  conveniencia  y 
buen  régimen.  No  hay  ninguna  disposición  legal  que  ex- 
presa y  terminantemente  consigne  esta  obligación;  pero 
resulta  clara  é  indudable  de  las  referentes  ala  sustitución, 
de  lag  cuales  vamos  á  ocuparnos. 

10.  Sustitución.— No  deoiendo  interrumpirse  jamás  la 
acción  política  y  administrativa,  porque  no  es  ni  siquiera 
concebible  que  una  sociedad  organizada  deje  ni  por  un 


(1)  R.  B.  de  25  de  Didembre  de  1850  y  R.  0.  de  7  de  Abril  de  1852. 

(2)  R.  0.  de  16  de  Octubre  de  1848 . 

(8)  Re.  Ge.  de  6  de  Diciembre  de  1860  y  30  de  Marzo  de  1858. 

(4)  Re.  Os.  de  14  y  22  de  Marzo  de  1854. 

(6)  R.  D.  de  3  de  Noviembre  de  1883  y  ley  de  Presupuestos. 
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instante  de  experimentar  necesidades,  tener  aspiraciones, 
en  una  palabra,  deje  de  moverse  en  el  inmenso  cúmulo 
de  relaciones  que  enlazan  las  personas  y  los  intereses,  ya 
en  la  esfera  privada,  ya  en  la  pública,  tampoco  debe  nun- 
ca cesar  la  actividad  de  los  organismos  destinados  á  des- 
envolver aquella  acción,  lo  mismo  en  el  centro  de  donde 
parte,  que  en  los  extremos  donde  se  termina.  El  Estado 
y  sus  funciones  son  permanentes,  continuas,  y  ese  inmen- 
so mecanismo  sufriría  honda  perturbación  en  su  movi- 
miento regular,  si  rueda  tan  principal  como  en  él  son  los 
Gobernadores,  se  paralizase  súbitamente,  porque  desde 
ese  momento  paralizaríanse  también  muchísimos  servi- 
cios públicos  de  índole  general,  provincial  y  municipal. 
La  legislación  de  1863,  había  previsto  todos  los  casos 

f cosibles  en  que  los  Gobernadores  dejasen  de  ejercerlas 
unciones  de  su  cargo  dictando  reglas  á  propósito  para 
que  en  ninguno  de  ellos  experimentara  el  servicio  retra- 
sos; pero  la  hoy  vigente  no  ha  sido  tan  previsora,  y  paré- 
cenos  que  sus  omisiones  y  deficiencias  deben  suplirse 
aplicando  lo  dispuesto  en  aquélla,  siempre  que  entre  am- 
bas no  exista  contradicción. 

Con  este  criterio  por  guía,  vamos  á  exponer  lo  que  le- 
galmente  está  prescrito  para  evitar  que  en  ningún  mo- 
mento falte  en  las  provincias  la  dirección  política  y  ad- 
ministrativa de  los  intereses  públicos  encomendada  álos 
Gobernadores. 

(a)  Por  muerte  ó  inutilidad  del  propietario. --rPiiede  acae- 
cer que  éstos  dejen  de  ejercer  las  funciones  de  su  cargo  jtw 
muerte,  inutilidad  ó  ausencia.  La  ley  vigente,  para  ocurrir  á 
necesidades  tan  fáciles  de  prever,  limítase  á  preceptuar 
que  el  Gobierno  designará  la  persona  que  haya  de  susti- 
tuir al  Gobernador  en  ausencias  y  enfermedades  (1).  Sí 
esta  prescripción  se  cumpliera  en  toda  su  integridad  y 
con  la  debida  antelación,  sin  duda  que  ninguna  dificultad 
podría  surgir,  cualquiera  que  fuese  el  motivo  ocasional 
de  la  vacante  definitiva  ó  transitoria;  pero  no  sucede  así. 
Por  punto  general,  el  Gobierno  aguarda  á  que  acaezca 
para  hacer  la  designación  de  sustituto,  y  entre  tanto  la 
gobernación  de  la  provincia,  v.  g.,  en  caso  de  muerte  re- 
pentina del  que  la  desempeñaba,  quedaría  abandonada 


(1)    Ley  Provincial,  art.  17. 
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{>or  más  ó  menos  tiempo  si  no  existiese  medio  de  atender- 
a  inmediatamente. 

Llegado  este  oaso,  ó  cualquier  otro  de  parecida  índole 
y  urgencia,  y  también  en  los  que  el  Ministerio  no  haga 
uso  de  la  facultad  antedicha  para  la  designación  de  sus- 
tituto, el  Secretario  del  Gobierno,  los  Jefes  de  Hacienda 
y  el  de  la  Sección  de  Fomento  desempeñarán,  por  el  or- 
den que  van  citados,  el  Gobierno  de  la  provincia  (1). 

En  la  actualidad,  dada  la,  casi  absoluta,  separación  es- 
tablecida entre  la  Administración  civil  y  la  económica, 
en  la  observancia  de  este  procedimiento  tal  vez  debiera 
omitirse  el  segundo  término  de  la  serie  de  llamados  á  la 
sustitución,  caso,  por  lo  demás,  que  difícilmente  ocurrirá^ 
porque  en  la  práctica,  el  Secretario,  ó  quien  legítimamen- 
te le  reemplaza,  es  quien  toma  el  mando  de  la  provincia. 

(b)  Por  ausencia, — Cuando  la  ausencia  es  causa  dé  la 
sustitución,  distínguense  dos  casos,  á  saber:  que  aquélla 
sea  tan  sólo  de  la  capital  de  la  provincia,  ó  que  sea  de 
ésta. 

En  el  primero  continúa  el  Gobernador  desempeñando 
su  cargo  desde  el  punto  en  que  se  halle,  sin  perjuicio  de 
lo  cual,  los  Jefes  administrativos  y  el  Secretario  despa- 
charán los  asuntos  de  mera  tramitación,  entendiéndose 
directamente  con  el  Gobierno  en  los  casos  urgentes  (2). 
En  el  segundo  le  reemplazará  el  designado  por  el  Minis- 
terio, y  en  su  defecto,  los  mencionados  al  hablar  déla  va- 
cante por  fallecimiento. 

lli  Notificación  del  nombramiento  interino. — La  necesi- 
dad de  que  sea  conocida  de  una  manera  pública  é  indu- 
dable la  persona  á  quien  se  confía  la  gobernación  de  una 
provincia,  exige  que  cuando  el  Gobernador  haya  de  au- 
sentarse de  ésta,  ó  se  inutilice  para  mandarla,  ponga  en 
conocimiento  de  sus  superiores,  de  las  Autoridades  y  del 
público  su  cesación  y  quién  le  reemplaza  (3). 

(1)    Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  9.o 

f2)    Ley  Provincial,  art.  17. 
8)    Reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1863,  art.  20^ 
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CAPÍTULO  VI. 

BB  LOS  aOBBBNADORES  DB  PBOYINCIA.  (CLASIFICACIÓN  DB  SüS  ATRI- 
BUCIONES.) 

1.^  Bazón  del  plan.— 2.**  Carácter  do  la  autoridad  de  los  Gobernadores. — 
3°  Clasifícaoión  de  las  atrihacionea. 

1."  Razón  del  plan. — La  extensión  de  las  funciones  en- 
.  comendadas  á  los  Gobernadores,  y  la  multitud  de  asun- 
tos que  comprenden,  hacen  imposible  resumir  en  un 
breve  espacio  las  atribuciones  que  les  competen,  cuyo 
pormenor  exigiría,  como  ha  dicho  un  reputado  publi- 
cista, que  se  extractase  casi  todo  el  inmenso  número  de 
las  disposiciones  administrativas  antiguas  y  modernas. 
Eeto  no  obsta,  para  que  haciéndonos  aquí  cargo  de  las 
principales,  tanto  por  la  importancia  que  en  sí  tienen, 
como  por  la  generalidad  que  las  distingue,  en  el  curso 
de  esta  obra,  y  al  tratar  separadamente  Tos  ramos  diver- 
sos de  la  Administración,  citemos  las  demás  que  en  cada 
uno  están  llamados  á  ejercitar. 

2.°  Carácter  de  la  autoridad  de  los  Gobernadores. — En  ri- 
gor, el  concepto  de  la  autoridad  confiada  á  los  Gober- 
nadores es  el  de  agentes  del  Gobierno  del  Estado,  mejor 
dicho,  el  de  verdaderos  representantes  del  Poder  ejecuti- 
vo eñ  los  territorios  respectivos,  en  cuya  virtud  refléjanse 
en  ella  casi  todos  los  deberes  y  facultades  que  en  su  lu- 

far  notamos  respecto  á  ese  poder,  participando,  como  él, 
e  la  potestad  reglamentaria,  y  de  la  coactiva,  como  ele- 
mentos indispensables  para  cumplir  el  deber  de  ejecutar. 
Con  ese  carácter  de  agentes  y  representantes  del  Gobier- 
no obran  siempre  los  ftmcionarios  de  que  tratamos,  aun 
en  los  casos  en  que  de  sus  disposiciones  no  puede  recu- 
rrirse,  por*que  esta  limitación  no  procede  de  la  naturaleza 
del  cargo,  sino  de  la  necesidad  dé  definir  clara  y  estable- 
mente ciertos  estados  legales  en  el  curso  de  los  asuntos 
en  beneficio  del  mejor  servicio  público. 

3.®  Clasificación  de  las  atribuciones. — Mas  ese  único  ca- 
rácter preséntase  bajo  aspectos  diferentes  según  las  Cir- 
cunstancias en  aue  se  desplega  la  acción,  y  los  objetos 
en  que  recae,  y  de  aquí  que  al  estudiar  la  índole,  debe- 
res, atribuciones  y  íacuitades  de  los  Gobernadores  de 
provincia,  cada  autor  exponga  la  materia  del  modo  oue 
estime  más  á  propósito  para  obtener  un  desarrollo  16- 
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gico,  un  método  que  haga  fácil  abarcarla  en  el  conjun- 
to y  en  los  detalles.  La  base  de  tales  clasificaciones, 
}ra  se  tome  de  la  forma  en  que  actúa  el  agente,  ya  de 
a  naturaleza  de.  los  asuntos,  ó  de  cualquier  otro  punto 
de  vista  general,  /y  consiguientemente  varían,  según  la 
elegida,  y  son  susceptibles  de  muchísimas  modificaciones 
en  los  pormenores,  porque  todo  depende  del  análisis  y 
manera  de  descomponer  la  Autoridad  á  que  se  refiere. 

Ahora  bien;  los  Gobernadores,  con  relación  al  Gobier- 
no, son  subordinados;  respecto  á  la  Administración  y  régi- 
men del  territorio  puesto  á  cargo,  jefes;  si  en  el  primer 
concepto  están  sujetos  á  la  obediencia,  en  el  segundo  les 
corresponde  el  mando,  que  comprende  la  facultad  de 
dictar  disposiciones,  y  la  de  obligar  á  cumplirlas.  Es  in- 
dudable que,  sea  cualquiera  la  esfera  de  los  intereses  pú- 
blicos á  aue  atienda,  la  potestad  ejercida  por  los  Gober^- 
nadores,  la  autoridad  con  que  obran,  es  siempre  la  misma; 
pero  esto  no  impide  que  para  metodizar  su  examen  y  la 
enumeración  de  sus  atribuciones  generales,  distingamos 
cuáles  son  las  que  les  competen  con  relación  á  cada  una 
de  aquellas  clases  de  intereses,  prescindiendo  del  aspec- 
to puramentiB  formal  en  que  fundan  la  clasificación  otros 
autores  para  basarla  en  diferencias  que,  procedentes  de 
la  misma  naturaleza  de  las  cosas,  están  reconocidas  por 
las  disposiciones  legales  (1). 

A  estos  funcionarios  corresponde  el  gobierno  de  las  pro* 
vincias  como  representantes  del  Gobierno  en  el  orden  po- 
lítico y  en  el  administrativo  (2);  mas  así  como  la  provin- 
cia se  considera  ora  como  miembro  de  la  división  terri-*- 
torial  nacional,  ora  como  asociación  legal  con  intereses 
peculiares,  ora  como  agrupación  y  conjunto  de  Munici- 
pioe,  la  acción  del  encargado  de  Gobernarla  abarca  en  su 
unidad  funciones  referentes  á  cada  uno  de  esos  diversos 
aspectos.  He  aquí  por  qué  vamos  á  exponer  la  extensión 
y  alcance  de  la  autoridad  propia  de  los  Gobernadorea: 
1  .**  Como  agente  directo,  y  único  representante  del  Go^ 
bierno;  2."*  Como  Jefe  de  la  Administración  provincial; 
3."*  Como  delegado  del  Poder  central  cerca  de  ios  Ayun* 
tamientos. 


(1)  Así  el  R.  D.  de  17  de  Octubre  de  1863  como,  la  ley  Provincial  vi- 
ente, distinguen  esos  diversos  caracteres. 

(2)  Ley  Provincial,  arte.  14  y  19. 
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CAPÍTULO  VIL 

DE  LOS  G0BBRNAD0EE3  DE  PROVINCIA.  COMO  AGENTES  DEL  GOBIERNO. 

1.^  Idea  de  sa  autoridad,  (a)  Deber  de  obedecer  al  G^bierQO.  (b)  ídem  de  ser 
aotÍYoa.  (c)  Medios  de  aocióu. — 2.**  Pablicaoión  de  las  leyes,  (a)  lastmocionefl 
para  facilitar  au  camplimiento.  (b)  Leyes  sanitarias.— 3.°  Orden  público,  (a) 
Kepresión  de  tumultos,  (b)  ídem  de  delitos,  (c)  Diversiones  v  espectáculos  pú- 
blicos.—4.'*  Moralidad  y  decencia  pública.— 5.**  Fomento  de  los  intereees  publi- 
oos.  (a)  Protegiéndolos,  (b)  Impulsando  su  desarrollo,  (o)  Memorias  aouales. — 
6.*^  Conflictos  de  jurisdicción,  (a)  S|u  objeto,  (b)  Razón  de  encomendarse  á  los 
Gobernadores  su  promoción. 

1  .*"  IdecL  de  su  autoridad. — Anteriormente  vimos  que  á 
la  reunión  de  las  atribuciones  de  los  antiguos  Intenden- 
tes y  Jefes  políticos  en  una  sola  Autoriaad,  presidió  la 
idea  de  dar  unidad  á  la  dirección  política  y  administrati- 
va de  las  provincias,  para  que  asi  como  respecto  á  la  na- 
ción existen  fundidas  en  un  solo  organismo  superior,  lo 
estuvieran  también  en  aquéllas,  el  pensamiento  y  la  ac- 
ción gubernativa,  siendo  en  ellas  los  Gobernaüores  el 
reflejo  de  la  unidad  del  Estado,  realizada  en  la  de  un  solo 
Gobierno. 

(a)  Deber  de  obediencia  al  Oobierm, — Instituidos,  por  lo 
tanto,  para  servirle  de  Agentes  fieles,  de  diligentes  órga- 
nos, para  trasmitir  y  desenvolver  en  las  comarcas  con- 
fiadas á  su  cuidado  sus  ideas,  aspiraciones  y  propósitos 
relativos  á  la  manera  de  dirigir  la  actividad  social  y  de 
conservar,  desarrollar  y  fomentar  todos  los  intereses  co- 
lectivos, el  primer  deber  de  los  Gobernadores  es  una 
exacta  obediencia  á  las  órdenes  de  su  superior,  para 
cumplirlas  y  ejecutarlas  con  lealtad  intaj,chable,  y  secun- 
dar en  todo,  con  fidelidad  perfecta,  el  pensamiento  que 
las  informe,  desplegando  actividad  y  energía  en  vencer 
los  obstáculos  que  á  su  cumplimiento  se  opongan,  por- 
que siendo  el  cargo  por  su  naturaleza  de  pura  conuan- 
za,  queda  comprometido,  quien  lo  admite,  a  no  entorpe- 
cer en  nada  el  desenvolvimiento  de  los  planes  del  Go- 
bierno, sean  cuales  fueren,  ó  á  dimitirlo  cuando  a  su 
conciencia  repugne  cooperar  á  realizarlos. 

(b)  ídem  de  ser  activos. — La  autoridad  de  estos  funcio- 
narios no  es  jamás  pasiva;  órganos  importantes  de  la  Ad- 
ministración, participan  de  la  actividad  constante  que  la 
caracteriza,  hasta  en  aquellos  casos  en  que  sus  funcio- 
nes parecen  limitadas  á  servir  de  medio  trasmísor  de  aje- 
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nos  impulsos;  porque  aun  entonces,  como  vamos  á  ver, 
les  toca  hacer  algo  por  sí  mismos,  ya  informando  las  re- 
clamaciones, recursos  y  peticiones  que  por  su  conducto 
se  dirigen  á  los  centros  superiores,  ya  explicando  á  sus 
subordinados,  y  al  público,  ios  preceptos  del  legislador,  y 
las  órdenes  emanadas  de  aquéllos,  para  facilitar  su  cum- 
plimiento y  ejecución. 

(c)  Medios  de  acción, — Infiérese  de  esto,  que  la  auto- 
ridad de  los  Gobernadores  abarca  grandísima  extensión, 
y  Ha  de  estar  sostenida  y  fortalecida  por  medios  capaces  de 
superar  cuantos  obstáculos  pueda  encontrar  en  su  ejer- 
cicio; puesto  que  para  atender  á  todas  las  necesidades 
públicas  en  el  territorio  de  las  provincias  es  preciso,  que 
á  la  vez  que  faéilite  y  auxilie  el  desenvolvimiento  de  to- 
das las  fuerzas  sociales  dentro  de  la  legalidad,  ponga 
severo  correctivo  á  cualquier  extralimitación. 

Y  en  efecto,  si  pesan  sobre  estos  funcionarios  casi  to- 
dos los  deberes  inherentes  á  las  funciones  del  Gobierno, 
participan  también  de  la  potestad  discrecional  de  la  regla- 
mentaria y  de  la  coactiva,  dentro  de  los  límites  establecidos 
por  las  leyes,  según  los  cuales  corresponde  á  los  Gober- 
nadores: 

2.*'  Publicación  de  las  leyes. — Publicar,  cumplir  y  hacer 
ejecutar  las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposiciones  que 
al  efecto  le  comunique  el  Gobierno,  las  de  observancia 
general  que  se  inserten  en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  las  que 
de  su  propia  autoridad  emanen,  cuidando  al  efecto  de 
que  se  impriman  inmediatamente  en  los  Boletines  Oficiales 
las  que  deban  serlo,  pudiendo  en  casos  urgentes  comu- 
nicarlas por  extraordinario,  empleando  para  ello  los  me- 
dios más  rápidos  de  que  dispongan  (i). 

(a)  Instrucciones  para  facilitar  su  cumplimiento.— V^vo  no 
basta  con  notificar  á  los  pueblos  y  á  los  ciudadanos,  á 
las  corporaciones  y  agentes  de  la  Administración  los  pre- 
ceptos dictados  por  el  poder  público.  La  tarea  del  Go- 
bernador se  extiende  á  mucho  más,  y  obligación  suya 
es  facilitar  la  ejecución  acompañándolos,'  ya  procedan 
de  sus  superiores,  ó  bien  de  su  propia  autoridad  emanen, 
de  instrucciones  claras  y  metódicas  (2).  • 

(1)  Ley  Provincial,  art.  20,  reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1868, 
art.  24. 

(2)  Beglamento  citado,  art.  26. 
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(b)  Leyes  sanitarias. — Entre  las  leyes  y  disposiciones 
legales  tienen  lugar  preeminente,  é  importancia  excepcio- 
nal, las  relativas  á  la  salud  pública,  y  esto  requiere  que  los 
Gobernadores  velen  muy  especialmente  por  el  exacto  cum- 
plimiento de  las  sanitarias  é  higiénicas,  adoptando  en 
casos  urgentes,  bajo  su  responsabilidad  y  con  toda  pre- 
mura, las  medidas  que  crean  necesarias^  ó  convenientes, 
para  preservar  á  los  pueblos  de  epidemias,  enfermeda- 
des contagiosas  focos  de  infección  y  otros  riesgos  análo- 
gos, dando  inmediatamente  cuenta  al  Gobierno  (1).     ' 

3.**  Orden  y  seguridad  públicos. — Mantener  el  orden  pú- 
blico y  protegerlas  personas  y  propiedades,  reclamando, 
cuanao  sea  necesario,  el  auxilio  de  las  Autoridades  mi- 
litares (2). 

(a)  R^rensión  de  tumultos ^  etc. — Si  el  orden  es  la  primera 
y  fundamental  condición  de  la  vida  social,  el  represen- 
tante del  Gobierno  en  una  provincia  debe  consagrar  todo 
su  celo  á  conservarlo  en  ella,  previniendo  ó  reprimiendo 
los  motines,  asonadas  ó  tumultos  que  con  cualquier  mo- 
tivo amenacen  ó  perturben  la  paz  pública,  y  también 
persiguiendo  activamente  los  ataques  parciales  que  aten- 
ten  á  la  seguridad  de  los  ciudadanos,  en  sus  personas  ó 
propiedades. 

Exige  esta  importantísima  función,  que  los  Goberna- 
dores acudan  sin  demora,  por  sí  ó  por  sus  delegados,  se- 
gún los  casos,  á  cualquier  punto  de  la  provincia  donde 
ocurran  desórdenes,  ó  la  tranquilidad  pública  esté  amenar- 
zada,  ó  donde  sucesos  graves  y  extraordinarios,  la  apari- 
ción de  una  calamidad,  ú  otros  análogos  acontecimien- 
tos, hagan  necesaria  su  presencia. 

(b)  Persecución  de  delitos. — No  menos  importa,  para  la 
conservación  de  una  sólida  y  verdadera  tranquilidad,  que 
el  Jefe  de  la  provincia,  en  quien  ésta  fía  su  reposo,  adop»;- 
te  las  medidas  encaminadas  á  evitar,  en  cuanto  sea  posi- 
ble, la  perpretación  de  delitos,  y  á  conseguir,  cuando  á 
pesar  de  ellas  se  cometan,  el  descubrimiento  de  los  auto- 
res y  su  pronta  aprehensión,  entregando  los  que  sean 
habidos  a  los  Tribunales  competentes,  á  los  cuales,  por 
lo  demás,  facilitarán  los  datos,  antecedentes  y  noticias 

!ial,  art.  23.  ídem  de  26  de  Setiembre  de  1863,  art.  10, 
íal,  art.  21. 
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conducentes  á  la  mejor  administración  de  justicia,  siem-^ 
pre  que  se  los  reclamen  por  vía  de  informe,  mas  no  de 
declaración,  que  no  están  obligados  á  prestar  en  asuntos 
de  que  hayan  conocido  como  Autoridades  (1). 

La  Administración,  en  efecto,  lo  mismo  que  los  otros 
organismos  del  Estado,  tiene  el  deber  esb'echísimo  de 
cooperar  á  que  la  acción  de  la  justicia  sea  lo  más  rápida 
y  eficaz  posible,  y  los  Gobernadores  que  en  las  provincias 
presiden  y  dirigen  los  servicios  acuninistrativoe  están 
obligados,  no  sólo  á  facilitarles  el  mencionado  auxilio,  sino 
también  á  tomar  una  parte  activa  y  directa  en  la  instruc- 
ción de  las  primeras  ailigencias  en  aquellos  delitos  cuyo 
descubrimiento  se  deba  a  sus  disposiciones,  poniendo  á 
la  de  los  Tribunales  á  los  detenidos  dentro  de  las  24  ho- 
ras siguientes  á  la  detención  (2). 

•  (c)  Diversiones  y  espectáculos  jtníi/íca*.— Entre  los  mo- 
tivos que  pueden  ocasionar  disturbios,  desgracias  per- 
sonales y  perdidas  materiales,  aparte  de  los  daños  mo- 
rales que  según  su  índole  producen,  figuran  los  espec- 
táculos, funciones  y  diversiones  de  índole  pública.  La 
ley  que  no  sólo  debe  respetar,  sino  alentar  y  proteger 
los  entretenimientos  y  solaz  de  los  pueblos  cuando  con 
ellos  ni  se  distrae  al  trabajador  de  su  natural  faena,  ni  se 
hieren  sentimientos  respetables;  cuando,  en  una  palabra, 
son  honestos  y  pacíficos,  concede  á  los  Gobernadores  la 
potestad  de  dar  ó  negar  permiso  para  las  funciones  públi- 
cas que  se  celebren  en  el  pimto  de  su  residencia,  y  de 
presidir  estofe  actos  cuando  lo  estime  conveniente. 

Respecto  á  los  espectáculos  públicos  al  aire  libre  en 
pimtos  donde  no  residan  y  que  puedan  comprometer  el 
carden,  también  necesitan  el  permiso  de  dicha  Autoridad, 
siendo  en  ella  potestativo  concederlo  y  presidir  aqué- 
llos (3). 

4.**  Moralidad  y  decencia  ^¿/w?tf^.— Reprimir  los  actos 
contrarios  á  la  moral  y  á  la  decencia  públicas  (4). 

El  Estado  no  puede  ciertamente  erigirse  en  custodio  y 
reformador  de  la  moralidad,  porque  la  acción  de  los  me- 


(1)    Reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1868,  art.  26.  Rs.  Os.  13  de  Di- 
ciembre de  1844,  81  de  Mayo  de  1846  y  26  de  Enero  de  1864. 
(^)    Ley  Provincial,  art.  24. 
(8)    ídem,  art.  26. 
(4)    ídem,  art.  22. 
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dios  de  aue  dispone  no  alcanza  á  las  conciencias;  pero 
cuando  el  acto,  inmoral  ó  indecente,  reviste  publicidad,  no 
sólo  constituye  un  insulto  á  la  sociedad,  sino  que  por  su 
influencia  perniciosa  en  las  esferas  espiritual  y  física  cau- 
sa daños  conocidos  y  profundos  á  los  intereses  colectivos, 
puestos  al  amparo  de  aquella  institución,  y  bajo  cual- 
quiera de  los  dos  aspectos  cae  en  la  esfera  á  <jue  se  ex- 
tiende la  potestad  coercitiva  de  la  Autoridad  publica. 

5.®  Fomento  de  los  intereses  públicos. — Proponer  al  Go- 
bierno todo  lo  que  pueda  contribuir  al  adelantamiento 
y  desarrollo  intelectual  y  moral  de  la  provincia,  y  al  fo- 
mento de  sus  intereses  materiales,  en  cuanto  no  alcancen 
las  facultades  propias  de  su  autoridad  (i ). 

Los  Gobernadores  tienen  medios  sobrados  dentro  de 
ella  para  promover  mejoras  de  toda  especie  en  los  terri- 
torios de  su  mando. 

(a)  Protegiéndolos. — La  agricultura,  la  industria,  el 
comercio,  la  instrucción,  la  beneficencia,  todo  lo  que 
conspira  al  remedio  de  las  necesidades  sociales  por  me- 
dio de  asociaciones  libres,  más  que  auxilios  directos  del 
Estado,  necesita,  para  su  vida  y  desenvolvimiento,  la 
protección  consistente  en  la  supresión  de  los  obstáculos 
.  y  trabas  que  esterilizan  cualquier  esfuerzo  encaminado  á 
ensanchar  el  campo  de  su  actividad;  y  entre  esos  obs- 
táculos figuran  en  primer  término  los  que  una  Adminis- 
tración negligente,  cavilosa  y  arbitraria  opone  al  desem- 
barazado curso  de  la  iniciativa  individual,  bien  retar- 
dando la  concesión  de  aquello  que  á  ella  corresponde 
otorgar,  ora  convirtiendo,  con  exigencias  infundadas,  ó 
con  reparos  fútiles,  en  asunto  erizado  de  dificultades  y 
trámites,  lo  que  en  sí  es  llano  y  sencillo,  ora,  finalmen- 
te, haciéndose  odiosa  á  los  pueblos  y  á  los  ciudadanos 
gue  la  ven  ser  instrumento  de  interesadas  miras.  Los 
robernadores  pueden,  y  deben,  impedir  que  la  Adminis- 
tración sea  otra  cosa  que  una  institución  creada  para  el 
servicio  público,  sin  acepción  de  personas  ni  de  parciali- 
dades; solícita  promovedora  de  los  intereses  colectivos; 
amparo  y  protectora  de  los  individuos  y  de  sus  bienes; 
vigilante  é  infatigable  perseguidora  de  iodo  lo  que  per- 
turbe la  paz  pública  y  la  tranquilidad  particular;  en  ima 
palabra,  el  constante  y  celoso  guardián  de  todos  los  de- 

(1)    Ley  de  25  de  Setiembre  de  1868,  art.  10,  núm.  4.o 
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rechos  garantizados  por  la  Constitución,  por  que  para  eso 
ejercen  respecto  de  los  ramos  de  Gobernación  y  Fomen- 
to, la  autoridad  que  determinan  las  leyes  y  reglamentos, 
y  poseen  la  facultad  de  modificar  ó  revocar,  según  los  ca- 
sos, los  actos  de  las  Corporaciones,  Autoridades  y  agen- 
tes que  de  ellos  dependen. 

(b)  Impulsando  su  desarrollo, — La  situación  en  que  se 
encuentran  colocados  para  conocer  las  necesidades  de  las 
provincias,  y  los  recursos  de  que  disponen,  y  dar  cohe- 
sión á  los  elementos  dispersos;  para  alentar  y  sostener 
ideas  útiles;  para  iniciar  y  apoyar  mejoras  y  adelantos, 
presentan  á  su  actividad  vastísimo  campo  en  que  ejerci- 
tarse, contribuyendo  a  la  prosperidad  moral  y  material 
del  país,  á  la  vez  que  cumplen  el  primero  y  principal  de 
sus  deberes;  porque  hacer  bien  es  la  incumbencia  esen- 
cial, la  suma  de  todas  las  atribuciones  de  la  Administra- 
ción, obligación  activa  que  no  debe  reputarse  desempe- 
ñada con  llenar  formalidades  más  ó  menos  importantes 
y  prolijas,  como  decía  la  instrucción  de  los  Subdelega- 
dos de  Fomento. 

(cj  Memorias  anuales. — La  ley  concede  á  esta  parte  de  la 
misión  de  los  Gobernadores  toda  la  importancia  que  jus- 
tamente reclama,  y  no  contenta  con  facilitarles  su  cum- 
plimiento dotándoles  de  las  facultades  precisas,  no  sólo 
guiere  que  en  aquello  á  que  no  alcancen  propongan  al 
obierno  lo  que  deba  hacerse,  sino  que  les  impone  el  de- 
ber de  pi*esentarle  anualmente  una  Memoria  expresiva 
del  Estado  de  la  provincia  en  los  diferentes  ramos  de  la 
Administración  sometidos  á  su  autoridad,  con  los  datos 
y  noticias  comprendidos  en  el  sumario  al  efecto  dispues- 
to, y  cualesquiera  otros  de  interés  (1). 

6.*"  Conflictos  de  jurisdicción. — Suscitar  competencias  á 
los  Tribunales  y  Juzgados  de  todas  las  órdenes,  cuando 
éstas  invadan  las  atribuciones  de  la  Administración  (2). 

(a)  Su  £?í;>ío.— Esta  función,  cuyo  objeto  es  conservar 
entre  los  dos  órdenes  de  organismos  á  quienes  está  en- 
comendada la  inmediata  aplicación  y  ejecución  de  las  le- 
yes, la  separación  y  mutua  independencia  establecidas 
por  la  Constitución,  parece  que  debiera  ser  propia  del 

(1)  Ley  Provincial,  art.  26.  Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  10> 
núm.  4.0  Reglamento  id.,  art.  29,  y  R.  0.  de  21  de  Agosto  de  1879. 

(2)  Ley  Provincial,  art  27.  Reglamento  citado,  ari  58. 


Digitized  by 


Google 


300  DERBCHO 

Gobierno  supremo;  pero  á  poco  que  se  examine  el  asun- 
to, compréndese  la  razón  de  lo  establecido  por  la  ley. 

(b)  Kazón  de  encomcTidarse  á  los  Oobemadores  supromoción. 
— El  Gobierno,  entendiendo  por  tal,  el  coniunto  de  los 
Ministerios,  no  está  encargado  solamente  Je  lo  que  se 
llama  Administración,  sino  que  comprende  todo  lo  refe^ 
rente  al  ejercicio  del  Poder  ejecutivo,  y  mal  podría  re- 
clamar como  entidad  separada  el  conocimiento  de  asun-^ 
tos  que  se  ventilan  dentro  de  la  esfera  ejecutiva.  Por 
otra  parte,  los  Ministros  más  bien  que  Autoridades  con 
facultades  propias,  son  instrumentos  del  Rey,  en  cuyo 
nombre  obran;  por  donde,  confiriéndoles  la  facultad  de 
provocar  litigios  jurisdiccionales  que  al  Monarca  toca  de- 
cidir, se  confundirían  en  un  mismo  ser  moral  las  condicio- 
nes de  demandante,  demandado  y  Juez;  al  paso  que  los  Go- 
bernadores, no  obstante  la  naturale:5a  del  cargo,  ejercen 
funciones  puramente  administrativas  y  propias.  Aaenfiás, 
en  el  Gobierno  se  confunde  la  representación  de  todos  los 
intereses  y  atribuciones  del  Estado,  que,  después  en  los 
grados  interiores  déla  organización  poseen  representantes 
especiales  entre  quienes  se  promueve  la  duaa  origen  del 
conflicto.  Por  último,  así  como  en  estos  grados  inferiores 
es  donde  se  muestra  y  hace  efectiva  la  separación  de 
atribuciones,  que  desaparece  al  llegar  al  depositario  su- 
premo del  Pooer  ejecutivo,  así  también  en  la  esfera  su- 
perior, la  acción  del  Gobierno  no  recae  en  asuntos  par- 
ticulares ó  de  detalle  que  dan  lugar  á  las  competencias^ 
afectando  por  el  contrarío  á  lo  que  es  general,  salvo  los 
casos  en  que  conoce  de  aquéllos  en  alzada .  de  resolucio- 
nes de  los  agentes  inferiores. 

CAPÍTULO  VIII. 

DE  LOS  GOBBBNADOEES  DE  PROVINCIA,  COMO  JEFES 
DE  LA  ADMINISTRACIÓN  PROVINCIAL. 

1.^  Dilerentet  aapeotos  de  su  «utoricUd.— 2."  OelegAdo»  del  Gphxemo.— 3.*  Jefes 
superiores  de  la  Administración.— ^.'^  Presidentes  de  las  Diputaciones  y  Comi- 
siones provinciales. 

1 .®  Diferentes  aspectos  de  su  autoridad. — Por  lo  que  hace 
á  la  Administración  de  las  provincias  consideradas  en 
concepto  de  asociaciones  distintas  de  la  Nación,  ó  sea  en 
cuanto  tienen,  y  la  Constitución  les  reconoce,  intereses 
peculiares  que  por  sí  administran  y  gobiernan;  la  autori- 
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dad  de  los  Gobernadores  es  la  de  Jefes,  siquiera  se  mues- 
tre bajo  formas  diferentes,  que  en  suma  pueden  reducirse 
á  estas  tres: 

1.**  Como  Delegado  del  Gk)biemo.  2."*  Como  Jefe  supe- 
rior de  aquella  Administración.  Y  3."  Como  Presidente  de 
la  Diputación  y  de  la  Comisión  provincial.  Estas  distin- 
ciones no  son  arbitrarias  ni  carecen  de  objeto:  conviene 
establecerlas  para  deducir  en  cada*caso  á  dónde  llegan  y 
de  dónde  no  deben  pasar  las  facultades  de  esa  autoridad, 
y  aun  puede  asegurarse  oue  son  precisas  en  un  libro  con- 
sagrado á  la  exposición  ael  derecho  constituido,  toda  vez 
3ue  la  misma  ley  Provincial  las  indica,  y  la  interpretación 
e  sus  preceptos,  hecha  en  diversos  casos  por  el  Go- 
bierno, las  confirma  (1). 

2.'  Ddegados  del  Gobierno, — Los  Gobernadores  obran 
como  Delegados  del  Gobierno  cerca  de  la  Administración 
provincial  ejerciendo  las  funciones  siguientes: 

1  .•  Cuando  comunican  y  hacen  ejecutar  las  leyes,  Rea- 
les decretos.  Reales  órdenes  y  otras  disposiciones  refe- 
rentes al  régimen  de  las  provincias  en  general,  ó  alguna 
reclamación,  asunto  ó  expediente  en  particular.  Porque 
en  este  caso,  sus  funciones  son  las  de  órganos  de  comu- 
hicación  entre  el  Gobierno  y  los  administrados,  ó  bien  las 
de  agentes  de  aquél  (2).  Con  el  mismo  carácter  de  órga^- 
nos  de  comunicación  obran  cuando  trasmiten  al  Gobierno 
los  deseos,  las  consultas  ó  las  quejas  que  las  Corporacio- 
nes provinciales  formulan,  pues  aunque  en  la  ley  Provin- 
cial no  existe  prescripción  terminante  que  así  lo  disponga, 
debe  aplicarse  por  analogía  la  del  art.  82  de  la  de  Ayun- 
tamientos, según  más  por  extenso  se  dirá  al  tratar  de  las 
atribuciones  de  las  Diputaciones  provinciales  y^  sobre 
todo,  esa  clase  de  relaciones  con  el  poder  central  forzosa^ 
mente  ha  de  subordinarse  á  lo  establecido  en  el  núm.  2."*, 
art.  28  de  la  ley  porque  tales  cuerpos  se  rigen. 

2.*  Cuando  reciben  las  reclamaciones  que  se  hagan 
contra  la  división  de  la  provincia  en  distritos  para  la 
elección  de  Diputados  provinciales  (3). 


(1)  Ley  Provincial,  art  28,  y  R.  0.  de  14  de  Setíraiibre  de  1872.  Senten- 
cia del  Tribunal  Supremo. 

(2)  Ley  de  2^  de  Setiembre  de  1863,  art.  10,  y  reglamento  para  su  eje- 
cución, arta.  24  y  25. 

(8)    Ley  Provincial,  art.  82. 
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3."  Cuando  abren  las  sesiones  de  cada  período  semes- 
tral (1). 

4."  Cuando  disponen  las  elecciones  ordinarias  y  extra- 
ordinarias de  Diputados  provinciales;  pues  entonces  pro- 
ceden como  instrumentos  de  ejecución  cumpliendo  lo  man- 
dado por  las  leyes  respecto  á  los  plazos  y  forma  de  la 
elección  (2). 

5."  Cuando  autorfean  la  prórroga  del  número  de 
sesiones  de  un  período  semestral,  ó  las  suspenden  ó 
aplazan  por  considerar  peligrosa  su  continuación  ó  cele- 
bración (3),  ya  que  lesjestá  confiado  el  mantenimiento  del 
orden  público. 

6.'  Cuando  por  sí  ó  á  instancia  de  parte  suspenden  los 
acuerdos  tomados  por  las  corporaciones  con  incompeten- 
cia, cometiendo  un  delito  ó  infringiendo  manifiestamente 
las  leyes  con  perjuicio  de  los  intereses  del  Estado  ó  de 
otra  provincia.  En  estos  casos,  sus  providencias  tienen 
por  objeto  el  cumplimiento  de  las  leyes,  función  que  les 
es  propia,  como  órganos  del  Gobierno,  ó  procuran  el  cas- 
tigo de  actos  criminales  que  por  el  mismo  carácter  les 
incumbe  (4). 

7."  Con  el  mismo  resuelven  las  suspensiones  á  instan- 
cia de  parte  que  cree  lesionados  sus  derechos  civiles  con 
un  acuerdo  (5),  porque  obligación  suya  es  proteger  las 
personas  y  las  propiedades. 

3.*"  Jefes  superiores  de  la  Administración. — Intervienen  en 
la  Administración  provincial  como  Jefes  superiores  de 
ella: 

1  .*  Cuando  comunican  á  los  particulares  y  corporacio- 
nes interesadas  en  ellos  los  acuerdos  de  las  Diputaciones 
y  Comisiones  provinciales,  y  los  hacen  ejecutar  (6).  Con 
arreglo  á  esta  disposición,  ninguna  resolución,  providen- 
cia, acuerdo  ú  otra  medida  cualquiera,  ya  se  refiera  ál 
fondo  de  los  asuntos,  ya  á  su  tramitación,  ora  verse  acer- 
ca de  negocios,  expedientes  ó  reclamaciones  relativos  á 
cualquiera  materia  administrativa,  ora  ataña  solamente 
á  las  relaciones  de  aquellos  cuerpos  con  Autoridades  ó 

(1)  Ley  Provincial,  art.  66. 

(2)  ídem  id.,  art  59. 

(5)  ídem  id.,  art.  60. 
f4)  ídem  Id.,  art.  79. 
asS  ídem  Id.,  art.  80. 

(6)  ídem  id.,  art.  28,  núm.  2.o 
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meros  ciudadanos,  puede  comunicarse  sino  por  conducto 
de  los  Gobernadores.  La  razón  es  obvia.  Ni  las  Diputa- 
ciones ni  las  Comisiones  provinciales  pueden  obrar  con 
el  carácter  de  tales  más  que  deliberando  y  votando,  esto 
es,  discutiendo  las  resoluciones  y  adoptándolas  por  inor- 
yoría  de  pareceres,  ó  sea  formando  acuerdoSy  y  éstos  han 
de  hacerse  saber  en  la  forma  expresada,  so  pena  de  que- 
dar sin  efecto  (1). 

2.**  Cuando  llevan  el  nombre  de  la  provincia  y  firman 
la  correspondencia  y  comunicaciones  (2). 

3.*"  Cuando  vigilan  la  exacta  ejecución  de  los  acuerdos 
de  la  Diputación  y  Comisión  provincial,  dictando  cuan- 
tas disposiciones  crean  necesarias  al  efecto,  y  proveyen- 
do lo  que  corresponde  en  casos  de  omisión,  negligencia 
ú  oposición  por  parte  de  los  encar^audos  de  ejecutarlas. 
Esta  atribución  no  faculta  á  los  Gobernadores  para  im- 
poner corrección  alguna  á  los  empleados  provinciales, 
poraue  sólo  son  responsables  ante  la  Diputsu^ión. 

4.  Cuando  inspeccionan  las  dependencias  de  la  pro- 
vincia, comprueban  el  estado  de  sus  cajas,  archivos  y 
cuentas  (3).  Para  el  ejercicio  de  esa  inspección,  los  Gober- 
nadores nueden  adoptar  dos  procedimientos:  ó  personarse 
en  las  oficinas  provinciales  y  examinar  en  ellas  los  expe- 
dientes, ó  reclamar  éstos.  En  el  primer  caso  ninguna  au- 
torización previa,  ningún  permiso  ó  señalamiento  de  hora 
por  las  Diputaciones  ó  Comisiones  permanentes  concedi- 
dos ó  fijados  necesitan,  ni  se  les  puede  impedir  que  para 
efectuar  la  inspección,  reconocimiento  ó  examen,  se  acom- 

{)añen  de  cualquiera  funcionario  que  al  efecto  quieran 
levar  consigo,  pues  están  en  libertad  de  hacerlo  y  de  gi- 
rar las  visitas  cuando  bien  les  parezca.  En  el  segundo 
deben  pedir  los  expedientes  á  las  Corporaciones,  las 
cuales  ordenarán  su  entrega  ó  remisión  (4). 

5."*  Cuando  presiden  la  reunión  de  los  Diputados  elec- 
tos para  la  constitución  interinare  la  Diputación  (5)*  En 
este  acto,  el  Gobernador  no  llena  ninguna  función  como 
delegado  del  Gobierno;  la  preside,  porque  mientras  los 


B.  D,  de  13  de  Marzo  de  1876. 
Ley  Provincial,  artículo  citado, 
ídem  id.,  art  28,  núm.  4.o 
R.  o.  de  14  de  Octubre  de  1872. 
Ley  Provincial,  art.  46. 
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mandatarios  de  los  pueblos  carecen  de  quien  sea  cabeza 
de  la  reunión  y  la  dirija  á  su  fin,  nada  más  natural  y  jus- 
to que  desempeñe  este  cargo  el  que,  como  iefe  de  la  ad- 
ministración provincial,  sobre  su  autoridad  directiva 
tiene  el  deber  de  intervenir  para  que  no  se  demore  lo  que 
tanto  interesa  al  bien  público. 

6."*  Cuando  determinan  la  celebración  de  sesión  ex- 
traordinaria, y  convocan  al  efecto  á  los  Diputados  (1). 
TaJ  vez  parezca  que  esta  función  estaría  más  en  su  lugar 
colocada  entre  las  que  los  Gobernadores  ejercen  como 
delegados  del  Gobierno;  pero  aparte  de  cjue  cuando  á  éste 
interesa  la  reunión  la  convoca  él  por  si,  y  de  que  nunca 
la  apreciación  de  la  necesidad  ó  conveniencia  en  este  caso 
puede  ser  hecha  por  los  Gobernadores,  existe,  para  cla- 
sificarla aquí,  la  razón  de  que  esos  funcionarios,  al  re- 
solver que  se  celebren  esas  juntas  extraordinarias,  no 
atienden  sino  un  interés  provincial,  directo  ó  indirecto, 
bien  llamando  á  deliberar  y  acordar  sobre  asuntos  pro- 
vinciales, ó  bien  para  ejercer  una  atribución  ó  cumplir  un 
deber  de  los  que  corresponden  é  incumben  á  las  Diputa- 
ciones. 

8.*"  Cuando  autorizan  los  despachos  de  apremió  libra- 
dos para  realizar  los  ingresos  provinciales  (2). 

9  .*  Cuando  corrigen  gubernativamente  la  falta  de  asis- 
tencia de  los  Diputados  á  las  sesiones  (3). 

10.  En  virtud  del  mismo  carácter  de  Jefes  superiores 
de  la  Administración  provincial,  deben  las  Autoridades 
militares,  cuando  reciñen  corte,  dirigir  por  conducto  de 
los  Gobernadores  las  invitaciones  de  asistencia  á  las  Di- 
putaciones y  Comisiones  provinciales  (4). 

4."*  PrmdimtM  de  las  mputaeumes  y  Comisiones  provifir- 
^feí.— Corresponde  á  los  Gobernadores,  como  Presiden- 
tes de  las  Diputaciones  y  Comisiones  provinciales: 

1  .*    Presiaírlas  con  yoto,  cuando  por  sí  ó  por  medio  de 

Suien  parai  ese  fin  lee  sustituya  en  ausencias  y  enferme- 
ades,  alistan  á  las  sesiones  de  esos  Cuerpos  (5). 
2."*    Dar  ordénes  á  los  empleados  y  dependientes  de  las 


Si 


Ley  Proyincial,  arta.  61  y  62. 

ídem  id.,  art  114.  Bs.  Os.  de  20  de  Enero  y  20  de  Jtmio  de  1872  y 
Beaí  decreto  sentencia  de  18  de  Mayo  de  1876. 
(8)    Ley  Provincial,  art.  41.  B.  0.  de  17  de  Diciembre  de  1871. 
R.  0.  de  20  de  Abril  de  1872. 
Ley  Provincial,  art.  28,  núm.  1.® 
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mismas  corporaciones;  facultad  sin  la  que  la  presidencia 
eficaz  que  la  ley  les  atribuye,  resultaría  ilusoria  (1);  mas 
entendemos  que  no  por  esto  pueden  los  Gobernadores 
dar  otras  órdenes  que  las  que  se  refieran  á  la  misma  ad- 
ministración provincial,  sin  que  les  sea  permitido  dis- 
traer al  personal  de  ella  de  su  objeto,  ni  menos  imponer- 
le condiciones  que  la  ley  reserva  á  las  Diputaciones . 

3.**    Autorizar  con  su  firma  las  actas  y  acuerdos  de  las' 
sesiones  que  presidan  (2). 

4."*  Comunicar  para  su  ejecución  las  resoluciones  de 
los  citados  Cuerpos  que  procedan  de  sesiones  por  esos 
funcionarios  presididas  (3). 


CAPITULO  IX. 

DB  LOS  GOBERNADORES  DE  PROVINCIA  COMO  DELEGADOS  DEL  GOBIEB* 
NO  CEBCA  DE  LA  ADMINISTRACIÓN  PROVINCIAL. 

l.**Carácterde8u  autoridad.— 2.®  División  territoriaL— 3.**  Nombramiento  de 
ConcejiJes.— 4.**  Elecciones.— 5.°  Ordenanzas. — B."  Fresupaestos  y  cuentas  de 
comunidades. — T.**  Peticiones. — 8.**  Establecimientos  municipales.— 9."  Presi- 
dencia de  sesiones. — 10.  Extractos  de  acuerdos. — 11.  Licencias  de  Concejales. 
— 12.  Secretarios  de  Ayuntamiento. — ^1.3.  Juntas  municipales.— 14.  Cuentas  mu- 
nicipales.—15.  Alzadas  de  acuerdos.— 16.  Suspensiones  de  id.— 17.  Multí^.— 
18.  Suspensión  de  cargos. — 19.  Dependencia  de  los  Alcaldes. — 20.  Contadores 

municipales. 

i  .**  Carácter  de  su  autoridad. — La  autoridad  que  la  Cons- 
titución confiere  ál  Gobierno  de  la  Nación  para  contener 
á  las  Administraciones  locales  dentro  de  los  límites  de  su 
especial  competencia,  no  podría  ejercerla  aquél  directa- 
mente por  sí,  sin  dar  lugar  á  multitud  de  graves  inconve- 
ni^^ntes,  que  se  evitan  confiando  su  desempeño  á  los  Go- 
bernadores, los  cuales,  por  consiguiente,  la  usan  como 
verdaderos  Delegados  en  los  asuntos  siguientes: 

2.*  ¿itisión  territorial. — Informar  en  los  expedientes 
que  se  instruyan  para  hacer  pasar  un  distrito  munici- 
pal de.  un  partido  judicial  á  otro  (4). 

3.*  JVomdramieHto  de  Concejales. — Cubrir  las  vacantes 
extraordinarias  que  ocurran  en  los  Ayuntamientos,  con 

(1)  R.  0.  de  14  de  Octubre  de  1872. 

(2)  Ley  Provincial,  art.  106. 

(8)    ídem  id.,  art  28,  núln.  2.°  y  R.  0.  de  28  de  Juüo  de  1872. 
(4)    Ley  Municipal,  art.  9*» 

.  20 
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tal  de  que  lleguen  á  la  tercera  parte  del  número  total  de 
Concejales  y  falte  menos  de  medio  año  para  las  eleccio- 
nes ordinarias^  facultad  que  también  podrán  ejercitar,  si, 
ascendiendo  las  vacantes  al  expresado  número  y  debien- 
*  do  proveerse  por  elección,  no  se  efectúa  ésta  por  retrai- 
miento de  los  electores;  pues,  aunque  esta  atribución  no 
se  estableció  por  la  ley,  sino  que  debe  su  existencia  á  la 
interpretación  que  la  declaró  de  la  competencia  de  las  Co- 
misiones provinciales,  habiendo  pas^^do  á  los  iGoberna- 
dores  la  que  éstas  en  la  materia  tenían,  es  de  sentido  co- 
mún creer  que  esa  jurisprudencia  subsiste  y  es  aplicable 
á  los  sucesores  de  aquellos  Cuerpos  (1). 

4."^  EleccioTies. — Mandar  que  se  proceda  á  elecciones 
parciales  para  cubrir  las  vacantes  extraordinarias  que 
ocurran  medio  año  antes  de  que  tenga  lugar  la  elección 
ordinaria,  y  asciendan  á  la  tercera  parte  del  número  to- 
tal de  Concejales  (2). 

-  5.**  Ordenanzas  municipales, — Aprobar,  de  acuerdo  con 
la  Diputación  provincial,  las  Ordenanzas  municipales  de 
policía  urbana  y  rural  (3). 

6.^  Pres^ipuestos  y  cuentas  municipales. — Aprobar,  oyen- 
do á  la  nrovincial,  los  presupuestos  y  cuentas  de  las  co- 
munidades de  A^amtamientos,  cuando  todas  ó  alguna  de 
las  respectivas  Juntas  municipales  no  haya  dado  su  apro- 
bación áesos  documentos  (4). 

I.""  Peticiones. — Ser  órganos  de  comunicación  entre  el 
Gobierno  y  los  Ayuntamientos,  fuera  de  los  casos  en  que 
éstos  recurran  en  queja  contra  los  mismos  Gobernado- 
res. La  inobservancia  de  este  trámite  expone  á  las  cor- 
poraciones á  ser  objeto  de  severas  medidas,  además  de 
que  sus  representaciones  y  escritos  se  tengan  por  no  pre- 
sentados. Los  Gobernadores,  á  su  vez  están  obligados  á 
remitir  al  Ministerio  competentemente  instruídpi?  e  infor- 
mados, los  expedientes,  exposiciones  y  cualesquiera  otros 
escritos  de  que  se  trate  (5). 

8.®  Establecimientos  municipales. — Aprpbar,  py^e^io  in- 
forme de  la  Comisión  provincial  los  ac]u<ardps  sobre  rer 

(1)  Ley  Municipal,  art.  46  y  R.  0.  de  11  de  Noviembre  de  1872. 

(2)  Art.  47  de  la  ley  Municipal. 

(3)  Ley  Municipal,  art.  76. 

(4)  ídem  id.,  art.  80. 

(5)  ídem  Id.,  art.  82,  Rs^.  Os.  de  18  de  Mayo  de  1834,  16  4e  Mayo 
de  1844,  9  de  Enero  de  1837  y  31  de  Octubre  de  1838. 
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forma  y  supresión  de  establecimientos  de  beneficencia  ó 
instrucción,  podas  y  cortas  en  los  montes  municipales, 
los  contratos  relativos  á  los  edificios  municipales  inútiles 
para  el  servicio  á  que  estaban  desatinados,  á  los  que  ver- 
sen sobre  créditos  particulares  á  favor  de  los  pueblos, 
así  como  todos  los  que  tengan  por  objeto  cualesquiera 
otros  bienes  inmuebles,  derechos  reales  y  títulos  de  la 
Deuda  (1). 

9.*  Presidencia  de  sesiones, — Presidir  sin  voto  las  se- 
siones de  los  Ayuntamientos,  cuando  á  ellas  asistan,  y 
dis-poner  la  celebración  de  las  extraordinarias  que  esti- 
men necesarias  (2). 

10.  Extracto  de  acuerdos. — Disponer  la  inserción,  en  el 
Boletín  Ofidaly  de  los  extractos  de  acuerdos  que  deben 
remitirles  todos  los  Ayuntamientos  cada  mes,  los  de  las 
capitales  de  provincia  V  pueblos  de  más  de  4.000  habitan- 
tes, y  por  trimestres  los  demás,  cuyos  estados  han  de 
contener  los  acuerdos  del  mes  ó  trimestre  á  que  se  re- 
fieran (3). 

i  1 .  Licencias  de  Concejales. — A  los  Gk)bernadore8  deben 
comunicarse  las  licencias  que  los  Ayuntamientos  conce- 
dan á  los  Alcaldes  y  Tenientes  para  ausentarse  del  res- 
pectivo distrito  municipal  por  más  de  ocho  días,  expre- 
sando al  hacerlo  el  tiempo  concedido  y  el  nombre  del  que 
ha  de  reemplazar  al  ausente  (4). 

12.  Secretarios  «?ew;tm/?ú^feí.— Igualmente  se  les  comu- 
nicarán, con  inserción  literal  del  acta,  los  acuerdos  rela- 
tivos al  nombramiento  y  destitución  de  los  Secretarios 
de  Ayuntamiento,  á  los  cuales  pueden  por  sí  mismos  sus- 
pender y  destituir  siendo  causa  grave,  dando  cuenta  al 
Gobierno  (5). 

13.  Juntas  municipales. — Ejercer,  respecto  á  los  acuer- 
dos de  las  Juntas  municipales  relativos  á  las  especies  gra- 
vadas y  á  las  tarifas  de  adeudo,  cuando  como  arbitrio 
municipal  se  autorice  el  impuesto  de  consumos,  la  inspec- 
ción que  la  ley  confiere  al  Gobierno,  no  elevando  á  éste 
otros  expedientes  que  aquellos  en  que  se  apele  de .  sus 


(1)  Ley  Municipal,  aiis.  84  y  85. 

(2)  ídem  id.,  arte.  100  y  101. 
(8)  ídem  id.,  art.  109. 

(4)  Idemíd.,  art.  117. 

rs)  Idemíd.,  art.  124. 
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previdencias  (i)  y  conocer  y  resolver,  oyendo  á  la  Comi- 
sión provincial,  en  las  alzadas  contra  acuerdos  délas  mis- 
mas Juntas,  cuando  por  ellos  se  infrinja  alguna  de  las  dis- 
posiciones de  la  ley  Municipal  (2). 

1 4.  Cuentas  municipales,— A^voh^v  las  cuentas  munici- 
pales cuyo  importe  no  .éj^ceda  de  100.000  pesetas  (3). 

Creemos  que  en  vez  de  referirse  el  importe  á  la  cuenta, 
debe  referirse  al  presupuesto;  de  otro  modo,  podrá  suce- 
der que  las  cuentas  de  un  mismo  pueblo  sean  un  año 
aprobadas  por  el  Tribunal  de  las  del  Reino  y  otras  por  el 
Gobierno. 
.   15,   Ahadasde  flJcw^rfí?ií.-*-Resolver,  oyendo  á  la  Comisión 

f)rovincial,  los  recursos  de  alzada  que  se  entablen  contra 
os  acuerdos  de  los  Ayuntamientos,  que,  aun  cuando  ver- 
sen sobre  materias  de  su  competencia,  sean  lesivos  del  in- 
terés particular  ó  infrinjan  en  su  forma  alguna  ley,  cuyos 
recursos  sólo  ser4n  admisibles  si  se  incoan  dentro  de  los 
treinta  días  siguientes  á  la  publicación  del  aicuerdo  ó  de  su 
notiflcacióii  administrativa  á  los  interesados  (4). 

16.  Suspensiones  de  acuerdos. — Conceder  ó  negar  su 
aprobación  á  las  suspensiones  de  acuerdos  de  los  Ayun^- 
tamientos  que  lo3  Alcaldes  providencien  en  casos  de  in- 
competencia, periüiciode  los  intereses  generales  ó  peligro 
para  el  orden  público,  y  proponer  al  Gobierno  la  revoca- 
ción cuando  los  asuntos  no  sean  de  su  competencia,  por 
no  e^tar  comprendidos  en  las  atribuciones  de  que  se  ha 
hecho  mérito  anteriormente  (5)* 

17.  Multas, — Ejercer,  respecto  á  los  Ayuntamientos  y 
AloaJjdes,  las  atribuciones  que  las  leyes  les  confieren,  im- 
poner á  los  últimos  y  á  los  Regidores  multas,  para  cuya 
exacción,  caso  de  resistencia  por  los  corregidos,  reclama- 
^éiji  el  auxilio  de  los  Jueces  de  primpa.  instancia,  á  íin  de 
que  las  hagaa  efectivas  por  la  vía  ejecutiva  (6). 

-*,-» — . ■  <    ■  r  ■  " " — ■ : ^ — 

(1)  Ley  Municipal,  art  139,  regla  2.a,  y  orden .  del  Poder  ejecutivo 
de  27  de  Junio  de  187?, 

(2)  Art.  150  de  lá  ley  Municipal.' 


-(3)    Ley  Municipal,  art.  166. 

(4)    "'         ""  ^  " 


ídem  id.,  art.  171,  reformado.  Respecto  á  la  notificación  admi- 
nistrativa, conviene  advertir  que,  según  jurispnidencia  del  Supremo  Tri- 
bunal de  justicia,  se  tiene  por  hecha  si  se  prueba  que  de  cualquier  mane- 
ra la  providencia  ha  llegado  á  conocimiento  de  la  parte.  Sentencia  de  29 
de  Noviembre  de  1872. 

(6)    Ley  Municipal,  art.  174. 

(6)    ídem  id.,  arts.  179  y  siguientes. ' 
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18.  Suspensión  de  cwrgos, — Suspender  á  los  Alcaldes  y 
Tenientes  por  causa  grave,  dand!o  cuenta  al  Gobierno  en 
el  término  de  ocho  días  (1).  La  ley  no  determina  ni  aun 
indica  en  general  lo  que  entiende  por  causa  grave,  silen- 
cio que  racionalmente  no  puede  suponerse  como  conce^ 
sión  de  su  libérrino  arbitrio,  porque  si  esto  deseara  no 
habría  mentado  aquella  condición.  A  nuestro  juicio,  para 
medir  la  gravedacl  de  la  falta,  hay  un  criterio  seguro  en 
lo  que  léi  ley  dispone  respecto  á  los  Ayuntamientos.  Porlo 
tanto,  entendemos  que  para  calificar  de  gra^e  la  causa  ó 
motivo  dé  la  suspensión,  ha  de  atenderse  á  sí  los  actos  ú 
omisiones  de  los  Alcaldes  ó  Tenientes  constituyen  extra- 
limitación  grave  con  carácter  político,  esto  es,  si  producen 
ó  pueden  producir  alteración  en  las  relaciones  entre  el  Go- 
bierno y  y  los  gobernados,  ó  si,  mn  arreglo  á  la  ley,  pu^ 
den  reputarse  como  desobediencia  grave,  con  insistencia 
en  ella  después  de  apercibidos  y  multados,  teniendo  en 
cuenta  aue  mientras  trascurre  el  término  aue  se  les  hay?, 
concediao  para  subsanar  lo  hecho  ó  cumplirlo  omititio, 
no  es  procedente  la  suspensión  (2).  También  pueden  los 
Gobernadores  suspender  á  los  Ayuntamientos  en  los  ca- 
sos antes  expresados  (3). 

19.  Dependencia  de  tos  Alcaldes, — Los  Alcaldes,  como 
representantes  y  agentes  del  Gobierno  en  los  distritos 
municipales,  están  bajo  la  dirección  de  los  Gobernadores, 
que  pueden  cometer  á  los  Jueces  municipales  la  ejecu- 
ción de  sus  órdenes  si  los  Alcaldes  se  resisten  á  cumplir- 
las, é  imponer  á  éstos  y  á  los  Tenientes  las  correcciones 
establecidas  por  la  ley.  ó  sean  la  amonestación,  el  aperci- 
bimiento y  la  multa  (4). 

20.  Contadores  municipales.— Conoo^v  y  resolver,  oyen- 
do á  la  Comisión  provincial,  en  los  recursos  entablados 

{)or  los  Contadores  municipales  contra  los  acuerdos  de 
os  Ayuntamientos  separándolos  (5). 

(1)  Ley  Municipal,  art.  189. 

(2)  R.  O.  de  22  de  Diciembre  de  1878  y  otden  del  Poder  ejecutivo 
de  15  de  Abril  y  8  de  Junio  de  187S. 

(8)    Ley  Municipal,  artículo  citado. 
(4)    ídem  id.,  arts.  199  y  208. 
(6)    ídem  id.,  art.  166. 


Digitized  by 


Google 


310  DERECHO 


CAPITULO  X. 

DB  LOS  OOBÍRNADOBES  DB  -PROVINCIA.— 'LÍMITBS  DB  Sü  AUTORIDAD 
Y  MODO  DB  BJBOaOBRLA. 

IJ^  Limüos  de  «u  autoridad,  (a)  La»  fanaiones.  (b)  Territorio.  M  Lm  r«r 
gí^  legales.  —2.**  Poder  correccional,  (a)  Maltas  discrecionales,  (b)  Ideai 
regulad,  (c)  Bando»».— 3.'  Exacción  de  las  multas.  —4.^  Faer«a  pública.— 
S.**  Modo  d¡e  faaoibuar.— 6.**  Forma  de  lají  resolucioBea.-^?.**  Diferencia  ontre 
las  resoluoioncB  segAn  la  forma,  (a)  Ordenes,  (b)  Decretos,  (c)  Providen- 
cias.—8.*^  Tramitación  de  los  asuntos. — 9.°  Notificación. — 10.  Divertías  manc- 
Tas  de  hacerlü:*^!!.  Modo  de  haoer  la  notificación. -^2.  Jurisprudencia  6u  este 
ii9unto.^ld.  Beoursos contra. las  providencias. ^14.  Providencias  que  no  son 
susceptibles  de  revocación  ó  reforma.— 15.  Subsistencia  de  los  bandos,  etc. — 
16.  Términos  para  recurrir.  ^— 17.  Responsabilidad  de  los  Gobernadores. 
-(a)  AdnmiisIrMiva.,  (b)  JnjdjoiaL-^lS.    Aotos  justiciables   ante  el  Tribunal 

Supremo.  ^ 

1."  Limites  de  Sil  autoridad. — La  ley  al  imponer  a  íós 
Gobernadores  los  gravísimos  deberes  reseñados,  dotóles 
también  de  los  m^iós  necesarios  para  que  puedan  cum- 
plirlos, confiriéndoles  un  poder  ó  potestad  de  coacción, 
para  obligar  á  la  obediencia  de  sus  disposiciones,  y  de 
coerción  para  impedir  todo  acto  contrario  á  la  legalidad 
establecida.  ^ 

Este  poder  está  limitado  (a)  por  la  índole  de  las  funcio- 
nes, (b)  por  el  territorio  y  (c)  por  las  reglas  legales. 

(a)  LasfuncioMs. — En  cuanto  á  lo  primero,  siendo  los 
Gobcrnaclores,  cómo  hemos  \isto.  Autoridades  subordi- 
nadas del  Gobierno,  no  les  compete  dictar  disposiciones 
generales,  debiendo  limitarse,  en  el  ejercicio  de  su  fa- 
cultad reglamentaria^  á  procurar  el  cumplimiento  de  las 
leyes  y  délas  órdenes  de  sus  superiores.  Cae  por  lo  tanto 
fuera  de  su  poder  la  publicación  de  bandos,  instrucciones, 
reglamentos  ó  cualquier  otro  documentó  que  rio  se  ins- 
pire en  la  legalidad  y  tenga  por  objeto  su  observancia^ 
aunque  les  es  lícito,  y  será  en  ellos  meritorio,  dirigir  a 
sus  administrados  excitaciones^  consejos  y  prevenciones 
que,  sin  exceder  de  ese  límite,  tiendan  á  promover  me- 
joras y  adelantos  en  toda  especie  de  intereses  públicos 
de  las  provincias. 

(b)  Territorio. — Por  lo  que  hace  al  territorio,  la  auto- 
ridad de  los  Gobernadores  extiéndese  no  más  que  al  de 
las  confiadas  á  su  cuidado,  siendo  en  él  obligatorias  sus 
disposiciones;  porque  de  tal  manera  está  unida  la  compe- 
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tencia  al  territorio,  que  fuera  de  aquel  en  que  ejercen  man- 
do, hasta  el  uso  de  los  distintivoaae  éste,  como  el  bastón, 
les  está  prohibido  (1). 

(c)  Las  reglas  /ey^^feí.— Establecen  asimismo  los  casos 
y  extensión  de  la  |)ote8tad  de  los  Gobernadores,  las  re- 
glas legales,  según  las  materias  y  objetos  sujetos  á  su 
accióri,  ya  se  manifiesten  en  la  facultad  de  imponer  co- 
rrecciones, ó  bien  en  la  de  emplear  la  fuerza  pública  para 
obligar  á  cumplir  la  ley,  ó  las  providencias  y  medidas  por 
ellos  mismoíí  dictadas. 

Dejando  lo  que  á  esto  último  atañe  pai'a  exponerlo  al 
hablar  del  orden  público  en  lugar  correspondiente,  con- 
\iene  en  este  manifestar  lo  referente  á  la  facultad  co- 
rreccional, debiendo  desdo  luego  advertir  ({ue  su  caráctei- 
es  el  de  puro  medio  disciplinario  sin  participar  del  de  pe- 
mlidad,  aun  en  los  casos  en  que  de  ól  se  usa  para  exigir  á 
las  Corporaciones  administrativas  la  responsabilidad  en 
que  incurran;  porque  si  á  la  Administración  no  podría  ne- 
gársele el  primero,  sin  despojarla  del  indispensable  com- 
plemento de  sus  atribuciones,  confiarle  el  segundo,  si- 
.  quiera  fuese  muy  exiguo,  trastornaría  por  completo  la 
actual  organización  del  poder  público,  dejando  á  los  ciu- 
dadanos desamparados  de  las  garantías  que  encuentran 
en  el  procedimiento  judicial. 

2."  Poder  correccional. — Los  Gobernadores,  en  virtud 
de  la  potestad  aneja  á  la  autoridad  que  ejercen,  pueden 
imponer  correcciones  pecuniarias*  de  dos  clases;  unas  dis- 
crecionales, dentro  de  cierto  límite  máximo,  reguladas  las 
otras  en  la  cuantía  y  motivos  de  su  aplicación. 

(a)  Multas  discrecionales. — De  l^i^primevdí&  pueden  va- 
lerse jpara  correar  actos  contrarios  á  la  moral  ó  la  decen- 
cia publica:  las  taitas  de  obediencia  ó  de  respeto  á  su  au- 
toridad, y  la  que  en  el  desempeño  de  sus  cargos  cometan 
los  funcionarios  y  Corporaciones  dependientes  de  la  mis- 
ma, no  excediendo  la  multa  de  500  pesetas,  á  no  estar  para 
ella  autorizados  por  leyes  especiales,  en  cuyo  caso  la  im- 
posición se  hará  por  escrito,  citando  el  texto  legal  en  que 
se  funda  (2).  De  aquí  se  deduce  que  el  arbitrio  concedido 
á  los  Gobernadores  en  esos  casos  afecta  solamente  á  la 
cantidad  imponible,  puesto  que  por  lo  demás,  tales  correc- 


(1)  R.  0.  de  16  de  Octubre  de  1848,  -  ' 

(2)  Ley  Provincial,  art.  22. 
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clones  no  son  aplicables  á  otras  infracciones  y  faltas  que 
las  enumeradas,  y  sólo  cuando  no  lleguen  á  constituir  de- 
lito, debiendo  abstenerse  de  emplearlas  contra  quienes 
cometan  otras  distintas  (1). 

(b)  Multas  regídadas, — Las  multas  que,  fuera  de  las  ex- 
presadas, tienen  la  facultad  de  imponer,  y  cabe  denomi- 
nar reglamentarias  por  oposición  á  aquéllas,  y  porque  hají 
de  estar  previamente  determinadas  en  alguna  disposición 
general,  proceden  no  más  que  en  loa  casos,  forma  y  cuan- 
tía establecidas;  incurriendo  en  grave  responsabilidad 
criminal  quien  las  empleare  con  infracción  de  ese  lími- 
te (2). 

(c)  JBaTidos.— En  los  bandos  de  policía  y  bu^n  gobier- 
no que  los  Gobernadores  dicten,  no  pueden  señalar  co- 
rrecciones superiores  á  las  designadas  en  el  Código  penal 
para  las  faltas  é  infracciones  en  ellos  previstos,  cuyo  cas- 
tigo les  confieran  las  leyes,  á  menos  que  éstas  explícita- 
mente lo  dispongan  (3). 

3."*    Exacción  de  las  multas.— ha»  exacción  de  las  multas, 
cuyo  importe  se  ha  de  hacer  efectivo  siempre  en  papel  de 
pagos  al  Estado  (4),  corresponde  al  Grobernador  respecto, 
a  las  que  en  uso  de  su  atribución  impone,  4  menos  que 

Cara  ello  sea  necesario  emplear  el  embargo  y  venta  de 
ienes,  procedimiento  que  es  de  la  exclusiva  competencia 
de  la  Autoridad  judicial.  En  todo  caso,  están  facultados 
para  decretar  contra  los  insolventes  el  arresto  supletorio 
en  la  forma  que  determina  el  Código  penal;  pero  sin  que 
nunca  exceda  del  máximun  de  15  días  (5). 

4."*  Fuerza. — Además  de  estos  medios  para  obligar  al 
cumplimiento  de  las  disposiciones  superiores  y  de  las  que 
ellos  mismos  dictan,  los  Gobernadores  ciientan  con  el  re- 
curso extremo  de  la  fuerza  puesta  á  sus  ordenes,  consis- 
tente en  el  Cuerpo  de  Orden  público  y  la  Guardia  civil,  en 
los  casos  y  para  los  servicios  propios  de  ambos  institu- 
tos, según  en  el  oportuno  lugar  pondremos. 

5.°  Modo  de  funcionar. —  En  general,  el  Gobernador 
ejerce  por  sí  sólo  las  atribuciones  de  que  está  investido- 
pero  en  ciertos  casos,  á  sus  resoluciones  debe  preceder  el 

(1)  Reglamento  de  26  de.  Setiembre  de  1868,  art.  27. 

(2)  Código  penal,  art.  207. 

(3)  ídem  id.,  art.  626. 

(4)  Ley  del  Timbre,  art.  182,  núm.  l.o 

(5)  Ley  Provincial,  art.  22,  par.  2.o,  Código  penal,  art.  624. 
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informe  ó  dictamen  de  las  corporaciones  y  funcionarios  á 
qiiienes  la  ley  encarga  hacerlo,  y  especialmente  de  la  Co- 
misión provincial  qi^e  tiene  el  carácter  de  Cuerpo  consul- 
tivo en  los  asuntos  administrativos  de  la  pí'ovincia;  mas 
no  por  eso  está  obligado  á  seguirlo,  porque  siendo  siem- 
pre responsable  de  lo  que  manda  y  dispone,  fuera  injusto 
imponerle  la  adopción  de  providencias  contrarias  á  su 

{)ropio  juicio.  El  referido  trámite  es  obligatorio  cuando 
a  legislación  lo  prescribe,  y  puede,  cuando  así  lo  exige, 
disponerlo  el  Gobernador  para  mayor  ilustración,  sin 
que  en  ningún  caso  le  excuse  de  responsabilidad  la  cir- 
cunstancia de  haberse  conformado  con  lo  propuesto. 

6.^  Forma  de  las  resoluciones, — Al  hablar  de  la  codifica- 
ción del  derecho  administrativo  apuntáronse  brevemente 
los  obstáculos  que  á  ella  se  oponen,  dada  la  movilidad  de 
esa  legislación,  por  tener  gue  adaptarse  á  las  necesida- 
des públicas,  variables  según  los  continuos,  y  más  ó  me- 
nos importantes,  cambios  que  l?ts  ideas,  aspiraciones  é  in- 
tereses de  los  pueblos  experimentan.  Por  análogos  moti- 
vos ha  sido  hasta  ahora  inasequible  la  adopción  de  un 
procedimiento  administrativo  fijando  los  trámites,  plazos 

Í^  solemnidades  aplicables  á  la  instrucpión  y  decisión  d^ 
os  asuntos  que  se  ventilan  en  la  vía  gubernativa,  cuyo 
carácter  prodominante  es  el  discrecional,  sin  el  que  de- 
jaría de  poseer  la  flexibilidad  y  rapidez  indispensables 
para  ocurrir  en  todos  los  momentos  á  lo  que  pido  el  bien 
público.  Una  ritualidad  severa,  una  tramitación  atenida 
a  la  observancia  constante  de  reglas  minuciosas,  si  tal 
vez  en  alguna  ocasión  sería  beneuciosa.  en  las  más  da- 
ñaría, lo  mismo  al  interés  general,  que  al  de  los  particula- 
res, por  importar  á  uno  y  otros,  en  este  orden  de  cosas,  la 
prontitud  de  la  resolución,  tanto  por  lo  menos  como  su 
acierto;  pues  si  éste  falta,  quedan  recursos  para  subsanar 
el  error  cometido,  ya  en  la  misma  vía,  ya  en  la  conten- 
ciosa, mientras  que  la  decisión  tardía,  por  atinada  que 
sea,  de  nada  sirve. 

Esto,  sin  embargo,  no  debiera  ser  inconveniente  para 
que,  dejando  á  las  Autoridades  y  funcionarios  de  la  Ad- 
ministración activa  amplitud  bastante  para  imprimir  al 
curso  de  los  negocios  marcha  rápida  y  desembarazada, 
se  prescribieran  bases  generales  ordenadoras  de  la  ma- 
nera de  proceder,  según  la  naturaleza  de  aquéllos,  y  que 
sobre  todo  señalasen  concretamente,  el  carácter,  forma  y 
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efectos  de  las  resoluciones.  Verdad  es  que  para  algunas 
materias  la  legislación  provee  á  ésa  necesidad;  pero  res- 
pecto á  las  demás  ningún  precepto  existe.  Entre  las  eme 
se  hallan  en  este  caso  cuéntanse  ias  resoluciones  de  los 
Gobernadores  de  provincia. 

7.**  Diferencia  entre  las  resoluciones  según  la  forma, — 
En  el  lenguaje  común  y  en  el  oficial  llámaselas  indis- 
tintamente órdenes  y  decretos  y  providencias  y  como  si  ftieraü 
sinónimas  estas  palabras,  ó  ía  sinonimia  resultase  de  la 
identidad  esencial  y  foi^mal  de  los  actos,  y  sin  embargo 
no  es  así,  pudiéndo  establecerse  entre  ellas  diferencias 
relativas  á  la  manera  y  efectos  propíos  de  cada  una,  se- 
gún procuraremos  hacer,  ayudándonos  para  ello  d.e  la 
que  se  observa  en  la  práctica  y  de  la  doctrina  expu^ta 
por  respetables  autores  que  no  han  creído  supérfluo  ocu- 
parse en  estos  pormenores. 

(a)  Ordenes. — Orden,  en  general,  es  toda  disposición 
imperativa,  y  por  lo  tanto  esta  palabra  en  ese  sentido  es 
genérica  y  cpmpréní^o  todos  los  actos  y  resoluciones  en 
que  algo  se  nianda  ó  prohibe,  cualquiera  que  sea  su  im- 
portancia; por  donde  están  incluidos  en  esa  clase  los  de- 
cretos y  las  providencias;  pero  concretamente  se  aplica  á 
aquellas  disposiciones  de  los  Gobernadores  que  versan 
sobre  asuntos  de  interés  general  y  revisten  por  lo  común 
formas  especiales  y  publicidad  completa  como  los  bandos 
y  circulares.    * 

(b)  Decretos. — Decreto  es  la  resolución  breve  y  escrita 
que,  ya  en  las  peticionen  y  documentos  que  le  dirigen 
Autoridades  y  particulares^  ya  en  los  expedientes  instruí- 
dos  para  esclarecer  los  asuntos  y  preparar  una  acertada 
decisión,  dictan  los  Gobernadores  concediendo  6  negando 
lo  que  de  él  se  soHcita,  ordenando  algún  trámite,  o  bien 
expresando  sí  se  halla  ó  no  conforme  con  lo  que  se  le 
propone. 

(c)  Propidencias.-^luBs  providencia,  aunque  ordinaria- 
mente nace  del  decreto]  no  puede  confundirse  con  él,  por- 
que supone  la  intervención  de  una  entidad  interesada  en 
lograr  de  la  Administración  alguna  cosa,  que  se  otorga 
ó  niega  después  de  apreciar  los  motivos  y  fundamentos 
invocados,  y  por  consiguiente  ha  de  hacerse  saber  á  aquel 
á  quien  interesa;  mientras  que  el  decreto  más  bien  se  di- 
rige á  lan  oficinas,  funcionarios  y  empleados  á  quienes 
manda  obrar  de  una  manera  determinada. 
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8.^  Tramitación  de  los  asuntos. — Los  Gobernadores,  lo 
mismo  que  cualquiera  otro  agente  administrativo,  djCben 
procurar  que  la  resolución  de  los  asuntos  en  que  ontieñ-r 
den  sea  lo  más  pronto  posible,  evitando  trámites  y  dila- 
ciones que  no  sean  absolutamente  precisos  para  ^stablcr 
cer  la  verdad  y  decidir  con. acierto.  La  formación  de  ex- 
pedientes, cuando  de  ellos  no  pueda  prescindirse,  nunca 
debe  ser  pretexto  para  dilatarla  decisión,  ni  con  motivo 
del  procedimiento,  y  sus  exigencias,  permitir  que  se  cau- 
sen gastos  y  dispendios  á  los  particulares  ó  á  las  corpo- 
raciones^ porque  la  vía  gubernativa  y  sus  ventajas  se  fal- 
sean así. 

Esto,  no  obstante,  las  Autoridades  que  nos  ocupan  es- 
tán obligadas  á  procurarse  en  todos  los  casos  la  mayor 
suma  posible  de  datos  á  propósito  para  dictar  resolucio- 
nes ajustadas,  ya  oyendo  en  voz  á  los  interesados  en  los 
negocios,  ya  reclamando  antecedentes,  noticias  é  infor- 
mes á  las  cornoraciones,  funcionarios  y  agentes  admi-' 
nistrativos,  á  los  cuerdos  científicos  y  especiales  más  ó 
menos  dotados  de  carácter  oficial  (1). 

Las  órdenes,  providencias  y  decretos  de  los  Goberna- 
dores, deben  estar  autorizadas  con  la  firma  entera  las 
primeras  y  medíalos  últimos,  salvo  en  los  asuntos  res- 
pecto á  los  que  pueden  delegar  en  los  Secretarios. 

9.**  Notificación.—l! oáoB  los  actos  y  resoluciones  de  las 
Autoridades  que  imponen  á  los  ciudadanos  en  general,  á 
alguno  de  ellos  en  particular  ó  bien  á  otras  Autoridades 
subalternas  la  obligación  de  hacer  ú  omitir  algo;  que  de- 
claran derechos,  resuelven  reclamaciones,  quejas,  peti- 
ciones, etc.,  deben  ser  dadas  á  conocer  á  aquellos  á  quie- 
nes se  refieren;  el  acto  mediante  el  cual  se  da  este  cono- 
cimiento, se  llama  notificación. 

Interesa  á  la  Administración  y  á  las  personas  y  entida- 
des de  cualquier  especie  á  quienes  se  dirija,  que  la  no- 
tificación se  lleve  á  cabo  de  una  manera  que  asegure  la 
existencia  de  este  acto,  haciéndolo  constar  do  un  modo 
indudable  para  que  ni  aquélla  pueda  en  ningún  caso  con- 
siderar como  desobediente  al  que  en  realidad  no  lo  sea, 
ni  las  últimas  aleguen  ignorancia  do  lo  resuelto  ú  orde- 
nado. 

10.    Diversas  Tnatieras  dé  hacerla. — La  notificación  admi- 

(1)    R.  o.  de  24  de  Diciembre  de  1838. 
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nistrativa  se  atempera,  en  la  manera  de  practicarla,  á 
los  actos  que  de  ella  son  objeto.  Cuando  se  refiere  á 
resoluciones  de  observancia  común  que,  por  lo  tanto, 
han  de  hacerse  saber  á  todos  los  administrados,  re- 
quiere la  publicidad  correspondiente,  á  cuyo  fin  se 
han  de  insertar  en  los  Boletines  Oficiules  de  las  pro- 
vincias, que  son  para  ellas  lo  que  la  Gaceta  respecto  á  la 
nación.  De  este  mismo  medio  se  valdrán  los  Gobernado- 
res para  dar  á  conocer  las  órdenes  que  dictan  en  ciertos 
casos,  encaminadas  á  explicar  á  sus  inferiores  las  que 
emanan  de  los  centros  superiores,  á  exigirles  la  rendi- 
ción de  algún  servicio  ú  otra  cosa  análoga;  cuando  por 
ser  muchos  los  notificados,  y  no  exigir  secreto  el  asunto, 
se  dirigen  á  ellos  por  circulares,  las  cuales  se  denominan 
así  por  lo  mismo  que  las  órdenes  en  ellas  contenidas  de- 
ben pasar  de  unos  á  otros.  Esto,  no  obstante,  la  circular 
Suede,  sin  perder  este  carácter,  ser  notificada  á  cada  uno 
e  aquéllos  á  auienes  atañe. 

Otra  forma  ae  notificación  excepcional ,  pero  pública, 
constituyen  las  intimaciones  que  en  el  caso  de  manifes- 
tarse alguna  sedición  ó  rebelión  ha  de  dirigir  la  Autori- 
dad gubernativa  á  loe  sublevados  para  aue  se  retiren  y 
disuelvan,  haciendo  ondear  al  frente  de  ellos  la  bandera 
nacional,  si  fuese  de  día,  y  si  fuese  de  noche  requiriendo 
la  retirada  á  toque  de  tambor,  clarín  ú  otro  instrumento 
á  propósito,  ó  bien,  caso  de  ser  esto  imposible,  por  otros 
medios  (1). 

Aunque  en  realidad  todos  los  citados  son  formas  di- 
versas de  la  notificación,  ya  (jue  su  objeto  no  es  otro  que 
el  de  hacer  saber  ó  dar  noticia  de  una  decisión  de  la  Au- 
toridad, especialmente  se  da  ese  nombre  al  acto  de  comu- 
nicar \di&  providencias, 

11.  Modo  de  hacer  las  notificaciones. — La  notificación 
administrativa  se  ha  de  practicar  por  escrito,  insertan- 
do la  providencia  íntegra,  con  expresión  de  los  recursos 
utilizables  contra  ella,  de  la  prescripción  legal  que  los 
autorice,  la  fecha  en  aue  se  hace,  la  firma  del  funciona- 
do que  la  efectúe  y  la  del  interesado  con  quien  se  en- 
tienda, si  sabe  escritir,  pues  de  lo  contrario,  y  cuando  se 
niegue  á  firmar,  lo  harán  dos  testigos  presenciales. 

Si  la  persona  que  debe  ser  notificada  no  tiene  domici- 

(1)    Código  penal,  art.  257. 
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lío  conocido;  se  publicará  la  provideacia  en  el  Boleíin 
Oficial,  remitiénaose  además  al  Alcalde  del  pueblo  en 
que  últimamente  haya  residido,  para  que  la  haga  saber 
por  edictos  (1),. 

12.  JuHsprvdencia  en  €ste  asiento. — La  notificación  cons- 
tituye un  trámite  esencial  cuya  falta  invalida  cuanto  des- 
pués de  cometida  se  actúe;  pero  no  se  reputa  emitida 
siempre  que  aparece  de  una  manera  clara  é  incontestable 
que  el  interesado  tuvo  conocimiento  de  la  providen- 
cia (2).  . 

Por  el  contrario^  carece  de  todo  valpr  y  eficacia  legal 
la  entrega  de  la  copia  de  una  resolución  á  quien  no  sea 
el  mismo  interesado  ó  su  legítimo  representante  (8). 

El  medio  supletorio  de  la  publicación  en  los  periódicos 
oficiales,  no  basta  cuando  la  persona  á  quien  la  pro-vi- 
dencia debe  notificarse  es  conocida  y  se  mostró  y  fué  ad- 
mitida como  parte  en  el  asunto  (4). 

En  el  caso  de  existir  duda  de  si,  se  practicó  ó  no  la  no- 
tificación, debe  estarse  á  lo  más  favorable  á  la  parte  (5). 

Aunque  la  doctrina  expuesta  sea  anterior  á  la  proraul- 

fjación  de  la  ley  Provincial  vigente,  creemos  aplicable  á 
08  casos  que  comprende,  porque  las  formas  del  procedi- 
miento gubernativo  no  están  en  el  caso  de  ser  apreciadas 
con  el  severo  rigor  de  la  ritualidad  judicial  que  siempre 
Úeva  en  sí  algo  de  sustancial,  como  establecida  para  anu- 
lar el  arbitrio  do  los  juzgadores,  mientras  que  aquel  pro- 
cedimiento carece  de  esa  tendencia  y  exclusivamente  se 
propone  fijar  un  hecho  cuya  prueba  cabe,  por  lo  tanto, 
admitir  por  medios  supletorios,  cuando  los  estrictamente 
legales  dejaron  de  emplearse. 

i 3.  Recursos  contra  las  provide7icias. — El  carácter  gene- 
ral de  la  Autoridad  administrativa,  determinado  por  la 
especial  índole  de  las  funciones  que  desempeña,  no  con- 
siente que  se  la  encierre  en  los  estrechos  limites  en  que 
giran  otros  org?inismos  del  Estado,  Su  misión  es  atender 
sin  descanso  á  las  necesidades  públicas,  de  suyo  varia- 
bles y  movedizas,  mientras  que  las  puestas  al  amparo 


(1)  Ley  Provincial,  art.  146. 

(2}  R.  D.  Sent.  de  7  de  Abril  de  1866. 

<8)  Sentencia  de  28  de  Febrero  de  1874. 

(4)  ídem  de  17  de  Abril  de  1871 . 

(5)  ídem  de  17  de  Octubre  de  1866. 
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del  orden  judicial,  participan  de  la  fijeza  y  permanencia 
de  los  intereses  en  que  se  onginan. 

Las  consecuencias  de  esta  diferencia  se  hacen  sentir^ 
ño  sólo  en  el  modo  de  proceder  que  acabamos  de  exa- 
minar, sino  también  en  lo  relativo  á  los  recursos  utili- 
zables  contra  las  resoluciones  administrativas. 

1 4.  Providencias  que  tío  son  susceptibles  de  revocación  ó  re- 
forma.— Por  lo  que  á  los  Gobernadores  toca,  la  regla 

feneral  es  que  pueden  modificar  ó  revocar  sus  provi- 
encías  y  las  de  sus  antecesores,  á  excepción: 
1.**    De  las  que  hayan  sido  confirmadas  por  la  Supe- 
rioridad, en  cuyo  caso  ya  no  se  trata  de  su  propia  reso- 
lución sino  de  la  del  Centro  superior. 

2.**  Las  que  sean  declaratorias  de  derecho  ó  hayan 
servido  de  base  á  alguna  sentencia  judicial;  en  ambos 
casos  la  Administración  no  puede  en  manera  alguna  en- 
trometerse á  conocer  de  lo  que  cae  fuera  del  circulo  dé 
su  competencia,  porque  en  el  primero  el  derecho  creado 
es  una  propiedad  de  que  no  puede  despojar  al  que  obtuvo 
la  declaración  sino  en  la  forma  establecida  por  la  ley, 
y  en  el  segundo  porque  el  fallo  judicial  es  la  expresión  de 
la  verdad  legal. 

3.**  Las  que  causan  estado  poniendo  fin  á  la  vía  guber- 
nativa, pues  de  lo  contrario  jamás  podría  saberse  cuando 
ésta  queda  apurada. 

"4.**  Las  que  se  adopten  acerca  de  las  competencias  de 
jurisdicción  y  atribuciones,  materia  en  la  que  la  Admi- 
nistración interviene,  á  la  par  que  la  Autoridad  con 
quien  contiende  en  defensa  del  principio  constitucional 
que  establece  la  separación  de  poderes,  sin  que  le  sea  dado 
ceder  ó  renunciar  del  cumplimiento  de  esa  obligación. 

15.  Subsistencia  de  los  bandos  y  etc. — Los  banms  é  ins- 
trucciones que  dicten,  son  reformables  y  revocables  en  la 
vía  gubernativa  únicamente,  y  la  razón  es  que  en  ellos 
nada  que  al  interés  particular  ataña  se  dispone,  siendo 
disposiciones  generales  ó  de  interés  común  para  la  pro- 
vincia. Sin  embargo,  esa  facultad  está  limitada  á  los  ca- 
sos en  que  los  bandos  no  hayan  sido  aprobados  por  una 
Autoridad  superior,  por  motivo  igual  al  expuesto  respec- 
to á  las  providencias  (1). 

(1)  Ley  Provincial,  arts.  29  t  143.  Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863,  ar- 
tículos 12,  13  y  14. 
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16.  Térmitios  pararecurrir. r-LoBrecur&OB^hevneá.i\o8 
han  de  entablarse  en  el  término  de  i  O  días,  cuando  no 
haya  otro  especial  señalado  ante  los  mismos  Gobernado- 
res quienes,  dentro  del  plazo  de  los  ocho  días  siguientea 
al  de  la  presentación,  Jos  remitirán  con  los  antecedentes 
de  su  razón  al  Ministerio  respectivo;  teniendo  los  intere- 
sados derecho  á  recurrir  directamente  á  éste,  si  así  no  lo 
ejecutan  (1). 

Las  providencias  de  los  Gobernadores  que  recaigan  so- 
bre materias  en  que  proceda  la  revisión  en  la  vía  conten- 
cioso-administrativa,  son  reclamables  durante  el  plazo 
do  30  días  ante  las  Comisiones  provinciales  (2). 

Los  plazos  legales  que  se  conceden  para  interponer  los 
recursos  y  alzaaas  contra  las  resoluciones  de  los  Gober- 
nadores son  improrrogables  y  comienzan  á  contarse  des- 
de él  día  siguiente  al  oe  la  notificación,  no  comprendién- 
dose en  este  cómputo  los  días  de  fiesta  religiosa  o  civil  (3). 
.  17.  RespoTisabüidaddelos  Cfobernadores. — Los  Goberna- 
dores, como  los  demás  funcionarios  y  agentes  de  la  Ad- 
ministración, son  responsables  de  las  faltas  y  delitos  que 
en  el  ejercicio  de  sus  cargos  cometan.  Cuando  el  hecho 
ú  omisión  punible  no  sea  de  los  comprendidos  en  el  Có- 
digo penal,  la  responsabilidad  es  administrativa;  caso 
contrario,  será  judicial. 

(a)  Administrativa. — Corresponde  al  Gobierno  exigirles 
la  primera  imponiéndoles  la  corrección  que  estime  jus- 
ta, desde  la  amonestación  hasta  la  destitución,  por  virtud 
del  poder  disciplinario  que  le  es  propio;  pero  cuando 
obran  obedeciendo  las  disposiciones  y  órdenes  que  al 
efecto  les  comunique  el  Gobierno,  no  incurren  en  respon- 
sabilidad (4). 

(b)  Judicial. — ^La  de  índole  judicial  que  contraigan  es 
exigiblé  por  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  en  el  caso 
de  que  proceda  del  ejercicio  de  las  funciones  del  cargo; 
mas  si  no  es  el  hecho  criminal,  de  esta  dase  correspon- 
derá conocer  al  Tribunal  encargado  de  juzgar  á  los 
demás  ciudadanos,  ya  que  como  tal  delinquió,  y  no  como 
fimcionario. 


O)  Ley  Provincial,  arta.  144  y  145,  reglamento  de  1868,  art.  78. 

(2)  ídem  Id.,  primera  dispoflición  transitoria. 

(8)  ídem  id.,  art.  147. 

(4)  Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  16. 
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18.  Actos  justiciables  ante  el  Tribunal  Sfupremo,^^  Acerca 
de  este  punto  obsérvase  cierta  antinomia  entre  las  dis- 

{)osiciones  de  carácter  administrativo  y  las  tocantes  á 
a  organización  judicial.  Establecen  aquéllas  con  toda 
claridad  que  los  Gobernadores  sólo  serán  juzgados  por 
el  Supremo  Tribunal  dé  Justicia  cuando  en  el  ejercicio  de 
su  cargo  delincan  (1);  al  paso  que  las  últiilias,  al  resol- 
ver que  la  competencia  de  aquel  alto  Tribunal  respecto 
al  conocimiento  de  las  causas  contra  las  mencionadas 
Autoridades  sólo  es  aplicable  á  las  formadas  por  los  de- 
litos cometidos  mientras  estumeren  en  el  servicio  acti- 
vo, (2)  parecen  comprender  todos  los  delitos  en  que  incurran 
los  Gobernadores,  cualquiera  que  sea  el  carácter  del  acto 
criminal. 

La  duda  que  de  aauí  surge  opinamos  que  debe  resol- 
verse en  el  sentido  de  las  leyes  administrativas,  no  sólo 
{)orque  éstas  $on  las  que  fijan  los  derechos  y  deberes  de 
os  Gobernadores,  sino  también  por  estar  más  de  acuer- 
do con  el  principio  de  la  igualdad  ante  la  ley. 

CAPÍTULO  XL 

AX7T0RIDADBS  SUBALTERNAS  Y  OFÍGINAS  DE  LQS  GOBERNADORES 
DE  PROVINCIA. 

1°  Deleitados  especiales.— 2."  lodole  del  cargo. — ^3.° nombramiento.— 4."  Auto- 
ridad y  f  acultádea.— 5.°  Oflcinaa  de  los  Gobiernos  de  provittoia.-^.'*  Oueorpo  d« 
Administración  civil.— 7."  Secretarias  de  los  Qobiernos  civiles. — 8.**  Secretario* 
'  —9.**  Seccionen  de  Fomento. — 10.  Cuerpo  de  Administración  provincial  de  Fo- 
mento.— 11.  Auxiliares  facultativos  do  la  Administración  provincial. 

i  .*"  Delegados  especiales. — En  ningún  lugar.de  esta  obra 
pueden  hallar  mejor  colocación  las  páginas  consagradas 
a  estos  nuevos  funóiondrios,  que  después  de  las  destina- 
das á  hablar  de  loi  Gobernadores  civiles  de  las  provin- 
cias, ya  se  mire  á  la  índole  del  cargo^  ya  al  objeto  final  de 
su  creación;  porque  sien  el  orden  jerárquico  siguen  á 
aquellos  jefefe  d<^  la  Administración  civil  provincial,  el  mo- 
tivo de  instituirlos  fué  la  necesidad  de  atender  en  pobla- 
ciones importantes  á  la  conservación  del  orden  público  y 
á  otros  fines  de  gobierno,  de  que  los  Gobernadores  no  po- 
dían cuidar  con  la  asiduidad  v  urgencia  reclamadas  por 
las  especíales  cohdiciofies  de  los  pueblos. 


(2) 


Ley  Provincial,  art.  80.  ídem  25  de  Setiembre  de  1868,  art.  18. 
ídem  id.,  Instrucción,  art.  281,  núm.  2.o 
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2.**  índole  del  caTgo.--S.  decir  verdad,  la  novedad  de 
los  Delegados  del  Gobierno,  es  el  título  ó  denominación. 
En  lo  demás,  tienen  grandísimas  semejanzas  con  los  Al- 
caldes-corregidores y  con  los  Subgobernadores  que  reem- 
plazaran á  éstos;  y  es  que  cuando  el  estado  de  un  país  exi- 
ge determinados  instrumentos  para  su  Gobierno,  es  im- 
posible prescindir  de  ellos,  por  más  que  una  parte  de  la 
opinión,  no  siempre  la  más  imparcial,  les  sea  desfavora- 
ble, sacrificándose  á  ella  el  nombre  únicamente. 

De  esta  manera,  al  sufirtr  la  más  reciente  de  sus  refor^ 
mas  la  ley  Provincial,  creyóse  necesario  borrar  la  deno- 
minación conservando  el  cargo. 

3.®  Nombramiento 2 — En  su  virtud,  cuando  las  necesidar 
des  del  ordenpublico  ú  otros  motivos  extraordinarios  lo  hagan 
preciso,  en  concepto  del  Gobierno,  puede  éste  nombrar 
delegados  especiales  con  autoridad  gubernativa  para  po- 
blaciones que  no  sean  capitales  de  provincia,  dando 
cuenta  á  las  Cortes,  si  están  abiertas,  de  los  nombra- 
mientos ocho  días  después  de  firmados;  y  en  otro  caso, 
en  los  ocho  siguientes  al  de  la  nueva  legislatura  (1). 

4.**  Autoridad  y  facultades. — No  habiendo  definido  el 
legislador,  sino  en  la  vaga  manera  enunciada,  la  natura- 
leza y  atribuciones  del  cargo,  fué  preciso  ^ue  el  Gobierno 
resolviera  las  dudas  suscitadas  respecto  a  ese  interesan- 
tísiirio  extremo;  y  partiendo  de  la  base  de  que  si  el  nom- 
bramiento de  Delegados  sólo  es  procedente  en  los  casos 
en  que  lo  reclama  la  especialidad  de  las  circunstanciagj 
por  ser  indispensable  que  la  acción  sea  inmediata  y  efi- 
caz, fin  inasequible  si  carecieron  en  las  poblaciones 
puestas  á  su  cuidado  de  las  facultades  que  al  Goberna- 
dor competa  en  toda  la  provincia,  reconocióse  que  co- 
rrespondan á  los  Delegados  las  siguientes: 

1.  En  lo  relativo  al  orden  publico,  las  mismas  que 
^ercen  los  Gobernadores  de  provincia,  con  la  obligación 
qe  comunicar  á  éstos  los  hechos  y  medidas  que  adopten 
y  de  obedecer  sus  instrucciones. 

%^  En  los  demás  asuntos  las  tendrán  tan  solamente 
en  lo  que  concierna  á  los  servicios  que  motivaron  la  es- 
pecial delegación  (2).     % 

Vese,  pues,  que  los  funcionarios  de  qué  tratamos  no 


(2) 


Ley  Provincial,  art.  18. 

R.  O.  de  29  de  Diciembre  de  1883. 
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son  en  puridad  otra  cosa  que  Autoridades  subalternas 
que  obran  bajo  la  dependencia  y  dirección  de  los  Gober- 
nadores, salvo  en  los  casos  urgentes  en  que  les  toca 
adoptar  medidas  por  sí  mismos;  pero  aun  entonces  han 
de  ponerlas  en  conocimiento  de  aquéllos. 

5.*^  Oficinas  de  los  Oobiernos  de  provincia. — El  despa- 
cho de  los  innumerables  asuntos  cuya  resolución  corres- 
ponde á  los  Gobernadores,  requiere.el  auxilio  de  agentes 
secundarios  que,  sin  poseer  autoridad  ni  poder,  se  con- 
sagren á  la  preparación  de  aquéllos,  reuniendo  antece- 
dentes, cuidando  de  la  instrucción,  proponiendo  en  dic- 
támenes, notas  é  informes  lo  que  en  cada  caso  proceda 
decretar  y  proveer  conforme  á  las  disposiciones  legales. 

6.°  Cuerpo  de  Administración  civil. — Para  ocurrir  a  esfa 
necesidad  creóse  el  cuerpo  de  Administración  civil  pro- 
vincial (1),  en  el  cual  figuran  además  de  los  Gobernado^ 
res,  los  Secretarios,  Oficiales  y  aspirantes  de  los  Goiier^ 
nos  civiles, 

domo  todo  lo  que  en  uno  ú  otro  concepto  atañe  á  nues- 
tra asendereada  Administración,  ha  sufrido  ilumerosafef' 
modificaciones  ese  Cuerpo  de  empleados.  ■  ' 

En  la  actualidad  consta  de  los  Gobernadores  citados^ 
un  Secretario  del  Gobierno  civil  de  Madrid,  49  Jefes  dé  • 
Negociado  distribuidos  en  tres  clases,  161  Oficiales  divi- 
didos en  cinco  ciases^  y  50  aspirantes,  cuyas  categorías  ' 
son  independientes  de  la  Administración  de  las  provincias 
en  que  sirven  (2).  '  ' 

T.  /Secretara  de  los  Oobiernos  civiles. — La  oficina  des- 
tinada al  inmediato  servicio  de  los  Gobernadores  para 
el  despacho  de  los  asuntos  generales  de  gobierno  y  aami- 
nistración,  se  denomina  Secretaría  del  Gobierna  civil  de  U^ 
provincia.  Pórmanla  el  Secretario  de  la  clase  de  Jefes  de* 
Negociado  y  el  número  de  Oficiales  y  aspirantes  del  cuer* ' 
po  de  Administración  civil  que  al  efecto  se  aie^rian  á 
cada  una.  ' 

8.**  Secretario. — Los  Secretarios  son  los  superioí^s  in- 
mediatos de  los  demás  empleados  destinados  al  servido 
de  las  Secretarías,  y  como  tales  cuidan  bajo  stf  respon- 
sabilidad del  buen  orden  de  la  oficina  conforme  á  los.re-! 
glamentos  interiores  que  al  efecto  'dicten  los  Gobernado^ 

(1)  R.  D.  de  14  de  Enero  de  1877. 

(2)  R.  D.  de  8  de  Noviembre  de  1888. 
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res,  y  proponen  á  éstos  cuanto  crean  conveniente  en  bien 
del  servicio. 

Como  anteriormente  se  dijo,  sustituyen  á  los  Gober- 
nadores, en  casos  de  urgencia,  debiendo  dar  conocimien- 
to dé  ello  al  Ministerio  ae  la  Gobernación.  Cuando  lo  ha- 
gan por  hallarse  el  Gobernador  en  la  provincia,  pero 
raerá  de  la  capital,  al  firmar  las  resoluciones  expresarán 
míe  las  suscriben  por  ausencia  de  aquél,  y  cuando  como 
Delegados  suyos  actúen,  también  la  manifestarán  en  las ' 
comunicaciones  que  suscriban. 

Los  Secretarios  reciben  mensualmente  una  consigna^  • 
ción  para  material  de  oficina,  cuya  inversión  están  obli- 
gados á  justificar. 

Finalmente,  en  las  vafeantes,  ausencias  y  enfermeda- 
deíB^  sustituyen  á  los  Secretarios  los  Oficialee  de  mayor 
categoría  de  la  Secretaría,  y  caso  de  haber  dos  ó  más  de 
la  misma,  el  ntós  antiguo  (1). 

O.""  Secdmes  de  Fomentos — Así  ^Jomola  oíioina  anterior' 
tiene  por  fin  preparar  los  asuntos  que  corresponde  Resol- 
ver ai  Gobernador  en  los  ramos  que  dependen  del  Minis- 
terio de  la  Gobernación  para  entender  en  ló  que  atañe»- 
al  de  Fomento,  hay  otra  denominada  Sección  dfe»  Fomen- 
to, compuesta  de  un  Jefe  y  del  número  de  Oficiales  y 
escribientes  que  determine  el  Ministerio  del  ramio,  según 
lag  necesidades  del  servicio  en  cada  provincia. 

Están  las  Secciones  de  Fomenta  bajo  la  dependencia  de 
los  Gobernadores,  y  para  el  mejor  orden  y  pronto  despa- 
cho de  los  negocios,  se  dividen  en  cuatro  Negociados  con 
los  nombres  de  Asuntos  fferíeralee^  Intervención  y  Gúntabüi- 
düd/AgHc^Uumy  iTidustriay  Oómemx)  f  BétadisHcaj  y  Obras 
públicas  é  Insúrucciótipúilic4.  ' 

La  frecuencia  con  que,  nó  obstante  su  especial  destino, 
se  ocupaba- el  personal  de  las  Secciones  en  asuwtos  ex-*' 
traños  á  su  instituto,  di6  motivo  para  que  el  Gobierno 
previniera  reiteradamente  á  los  Gobernadores  que  por 
ningimo.  deben  distraerlo  de  aquello  á  qúp  está  co^sa- 
gradQ. 

10.  Cuerpo  de  Administración  provincial  de  Fimento^^^. 
Los  Jefes  y  Oficiales  de  esas  Secciones  forman  un 
cuerpo;  para  ingresar  en  el  cual  se  requieren  condicio- 
nes de  aptitud  probada  por  la  posesión  del  título  de  Licen- 

■    ■  II'       ni  1        -I  ■  I      «I       ■< n  w^i^Mw^ü^»^M^    I     i    «^    t    .    I      ■■  I  m  • 

(1)    Keglamento  de  26  de  Setiembre  de  1663;  arte.  84  al  90.  , 
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ciado  en  jurisprudencia  ó  Administración,  ó  bien  por  los 
servicios  prestados  en  la  Administración  pública. 

Los  Jefós  de  estas  Secciones  pueden  decretar  lats  reso- 
luciones de  trámite  aue  requiera  la  instrucción  de  los  ex- 
pedientes, sometiendo  las  finales  y  aun  los  interlocuto- 
rios  que  en  los  incidentes  causen  estado,  á  la  decisión  de 
los  Gobernadores:  presiden,  cuando  éstos  no  lo  hagan,  las 
subastas  para  la  ejecución  de  obras  y  servicios  depen- 
dientes del  Ministerio  de  Fomento,  y  pueden  entenderse 
directamente  con  los  Centros  superiores  y  con  Iks  Auto- 
ridades y  agentes  administrativos  (1). 

11.  Auxiliares  facultativos  de  la  Administración  provine 
ciaL — Al  hablar  de  las  Secciones  de  Fomento  no  puede 
prescindirse  de  dichos  auxiliares  que,  con  carácter  técni- 
co y  facultativo,  conspiran  á  facilitar  las  tareas  de  la  Ad- 
ministración en  todos  sus  grados.  Por  lo  que  hace  á  la 
f)rovincial,  llenan  cerca  de  ella  esa  misión  las  oficinas, 
lamadas  distritos,  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  Mon- 
tes y  Minas. 

Forman  el  primero  el  Ingeniero  Jefe  y  los  Ingenieros, 
Ayudantes,  Sobrestantes,  etc.,  fijados  por  la  Dirección 
general  de  Obras  públicas  y  entiende  en  cuanto  á  éstas 
atañe  (2). 

El  segundo,  compuesto  de  igual  manera  por  un  In- 
geniero Jefe,  otros  Ingenieros  y  los  subalternos  y 
dependientes  necesarios,  se  ocupa  en  la  conservación, 
explotación,  mejora  y  desarrollo  de  la  riqueza  fores^ 
tal  (3). 

El  tercero,  cuya  organización  es  análoga  á  la  de  los  an- 
teriores,  está  destinado  á  conocer  de  las  cuestiones  téc- 
nicas relativas  á  la  industria  minera  (4). 

Los  Grobernadores,  como  Jefes  superiores  de  la  Admi- 
nistración civil  provincial,  pueden  dar  órdenes  á  esas 


(1)  Rs,  1?8.  de  12  de  Junio  de  1859,  26  de  Agosto  y  17  de  Setiembre 
de  1870,  7  de  Agosto  y  8  de  Diciembre  de  1871,  decretos  de  80  de  Setiem- 
bre y  24  de  Noviembre  de  1878,  instmcción  de  28  de  Junio  de  1859  y  Real 
orden  de  12  id.  id. 

(i)  I^glametito  de  28  de  Octubre  de  1868,  B.  O.  de  29  de  Enero  de 
1854  y  Rs.  Ds.  de  16  de  Enero  de  1872,  y  l.o  de  Agosto  de  1876. 

(8)  Rs.  Ds.  de  12  de  Junio  de  1859,  l.o  de  Diciembre  de  1865  y  19  de 
Feorero  de  1875. 

(4)  Reglamentos  de  l.o  y  15  de  Febrero  de  1865,  Rs.  Os.  de  6  de  Mar* 
zo  de  1865  y  18  de  Agosto  de  1866. 
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ofícinas  en  cuanto  es  relativo  á  los  objetos  de  su  institu- 
to y  no  contraríe  las  reglas  especiales  por  que  se  rigen 
los  Cuerpos  facultativos  nombrados,  pedirles  dictámenes 
é  informes,  etc. 

CAPÍTULO  XII. 

CONSEJOS  Y  COBPOBiLCIONES  CONSULTIVAS  T  AUXILIARES  DE  LA 
ADMINISTRACIÓN  PROVINCIAL. 

I.^  Bazónde  sa  •xÍ8teaota.-*-2.**  Gomisionea  proyiaoiales.— 3.^  Cuándo  deben 
ser  oidas.  (a)  Administración  municipal,  (h)  Aguas,  (c)  Minas,  (d)  Expropiación 
forzosa,  (e)  Montes,  (f)  PoHoia  de  salubridad,  (g)  Gonñietos  de  atribuciones, 
(h)  otros  asuntos.— 4.^  Carác^r  de  los  dictámenes. — 5.**  Otros  cuerpos  auxilia- 
res.—6.**  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. — 7.*  Junta  de  Bénefí- 
<ieBcia.— 8.^  Junta  de  Oárcelef.—9.^  Junta  de  Instrucción  púbUca.— 10.  Comisión 
permanente  de  Pósitos.— 11.  Junta  de  Sanidad.—12.  Aeadeaúas  de  Medicina.— 
13.  Sociedades  económicas. 

1  .•  Razón  de  su  existmcia. — El  principio  que  sirve  de  ba- 
se al  plangeneral  de  laactual  organización  administrativa, 
y  por  virtud  del  que,  al  lado  de  cada  Autoridad  activa  de- 
be existir  un  Consejo  poseedor  de  luces  y  conocimientos 
teóricos  así  como  ae  experiencia  en  el  manejo  de  los  ne- 
gocios, tiene  aplicación  tanto  en  los  grados  superiores 
como  en  los  inieriores,  porque  en  todos  la  necesidad  es 
la  misma.  El  gobierno  ae  las  provincias  requiere,  como 
el  de  la  Nación,  aunque  en  esfera  más  reducida,  que  las 
resoluciones  de  ciertos  asuntos  se  adopten,  después  de 
meditado  estudio,  previo  el  examen  de  hechos  complejos 
cuya  delicada  índole  no  permite  la  aplicación  de  un  crite- 
rio rigurosamente  legal,  ni  menos  se  presta  á  una  apre- 
ciación exacta  de  la  que  en  cada  caso  exiffe  el  interés  pú- 
blico mediante  el  rápido  examen  que  de  ellos  podrían  na- 
cer los  Gobernadores  en  medio  del  cúmulo  de  negocios 
sometidos  á  su  decisión. 

2.**  Comisión  provincial — Para  proveer  á  esta  verdade- 
ra imposición  por  la  naturaleza  de  las  cosas  determina- 
da, instituyéronse  los  Consejos  provinciales,  y  cuando 
fueron  abolidos,  no  pudiendo  camoiar  el  legislaaor  al  par 
de  los  preceptos  la  razón  que  los  motivó,  hubo  de  confiar 
á  un  cuerpo  nuevo  atribuciones  de  carácter  mixto  de  eje- 
cutivo y  consultivo,  en  puntos  referentes  á  la  tutela  de 
los  intereses  municipales,  hasta  que,  puesta  de  relieve 
por  la  experiencia  la  necesidad  de  devolver  á  los  Gober-^ 
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nadores  las  facultades  de  que  se  les, privara,  fué, preciso 
encomendar  á  las  Comisiones  provinciales  el  encargo  de 
servirles  de  Consejo  (1). 

3.°  Cuándo  deben  ser  oídas. — Por  lo  tanto,  en  su  calidad 
de  Cuerpos  consultivos  que  han  venido  á  reemplazar  en 
la  Administración  provincial  á  los  mencionados  Conse- 
jos, deben  ser  oídas  en  los  casos  siguientes. 

(a)  Administración  municipal, — SoBre  aprobación  de  los 
presupuestos  y  cuentas  de  líis  comunidades  de  Ayunta- 
mientos cuando  ño  haya  acuerdo  entre  las  respectivas 
Juntas  rectoras  (2). 

Sobre  aprobación  de  las  cuentas  municipales  cuyos 
gastos  no  excedan  de  100.000  pesetas  (3). 

Sobre  aprobación  de  los  acuerdos  relativos  á  la  refoi*^ 
ma  y  supresión  de  establecimientos  municipales  de  Ins^ 
tracción  y  Beneficencia,  y  de  los  que  versen  acerca  de 
podas  y  cortas  en  los  montes  de  los  pueblos  (4). 

Sobre  los  contratos  de  enajenación  ó  permuita  de  edi- 
ficios inútiles  y -créditos  particulares  á  favor  de  los  Mu- 
nicipios, .bienes  inmuebles,  depechos  reales  y  títulos  de  la 
Deuda  pública  (5) . 

Sobre  recursos,  de  alzada  contra  acuerdos  de  los  Ayun- 
tamientos en  materias  de  su  exclusiva  competencia  (6). 

.  Sobre  reaiirgfos  que  produzcan  los  Cqntgdores  de  fon* 
dos  municipales  contra  los  acuerdos  de  sqparaoión  dejl 
cao^go  (7). 

(b)  ^^lí^.— En  los  expedientes  de  aprovechamiento  de 
siguas  propias  de  comunidades  de  regantes  para  destinar- 
las: al  movimiento  de  fábricas  ó  mecanismos  fijos,  cuando 
la  mavoría  de  aquéllos  se  oponga  á  la  concesión. 

. .  En.fos  expedientes  de  eifpropiíición  de  aguas  para  abas^ 
tecímiento  de  poblaciones  en  caso  de  sequía  extraordina^ 
ría  (8). 

(c)  Minas. — i .**  Sobre  oposiciones  á registrosié  inves- 
tigaciones. 

>m  I  t II  ii  I  ■  I    «     i  li  )        I     iri  I     »      t  i  I  I  »i  i  I     MI     ')«  É ti  ii  ri  H  I  I  I  I  I  1 

I  (1)  Ley  Üe  ao  de  Oótubíe  de  1877,  Mt  «6,  tíám.  1  .o 

,  ^2^  Ley  Municipal,  art.  60,  .par,  2.o 

f  ^>  ídem  id.,  art.  165. 

(4^  ídem  id.,  art.  B4. 

(6)  ídem  íd„  art.  86,  reglas  *2.»  y  »> 

•  (6)  ídem  id.,  arts.  1 71  y  174. 

(7^  ídem  Id.,  art.  160,  .páiraf  a  última 

(8)  Ley  de  Aguas  de  18  de  Juaio  de  187»,  arto.  168  y  286. 
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2.**  Sobre  establecimientos  de  oficinas  de  beneficio 
que  requieran  salto  de  agua  (1). 

(d)  expropiación  forzosa. — 1 .  Sobre  las  reclamaciones 
que  se  presenten  qontra  la  ocupación  de  un  inmueble. 

2,**  Sobre  fijación  del  precio  que  se  ha  de  satisfacer  al 
expropiado. 

3.**  Sobre  declaración  de  utilidad  pública  de  una  obra 
provincial. 

4.*"  Sobre  declaración  de  la  necesidad  de  ocupar  las 
fincas  que  hayan  de  expropiarse  para  la  reforma  interior 
de  grandes  poblaciones  (2). 

(e)  Montes.  —  i."*  En  las  neclamaciones  contra  la  in- 
fusión en  el  catálogo  de  los  montes  públicos  reputados 
de  Ja  pertenencia  de  los  pueblos  ó  de  las  corporaciones 
dependientes  de  la  Administracióiu 

2.'*  Sobre  deslinde  de  los  montes  públicos  durante  su 
pQríodo  guJ;)ernativo. 

.  3.°  En  las  oposiciones  al  señalamiento  de  zona  no  cor- 
table  eme  hagan  los  Ingenieros  del  ramo  en  los  montes 
particulares  lindantes  con  los  públicos  declarados  en  es- 
tado de  deslinde. 

4.*  En  los  expedientes  de  cesión  al  Estado  de  montes 
de  pueblos  ó  establecimientos  públicos. 

5.*"  Sobre  las  servidumbres  y  aprovechamientos  de 
montes,  incompatibles  con  la  conservación  de  éstos. 

6.**    En  los  expedientes  de  rescisión  de  contratos  para 
el  aprovechamiento  de  productos  forestales. 
.  7.^    Sobre  modificación  de  los  pliegos  de  condiciones 
para  la  subasta  de  aprovechamientos  (3). 

(í)  Policía  de  saluoridad.-^Sohre  establecimiento  de  fá- 
bripas^  establecimientos,  talleres  y  oficios  peligrosos,  ó 
insalubres,  con  arreglo  á  lo  que  determinen  los  regla- 
mentos (4). 

.  (ff)    Conflictos  de  atriiueiones.  —  Sobre  las  providencias  * 
declarando  la  competencia  ó  incompetencia  de  la  Admi- 
nistración en  tales  casos  (5). 

*(h)    Otros  <wi¿íi/M.— Finalmente,  las  Comisiones  emití- 


(2) 
anio 

(3) 


Ley  de  6  de  Julio  de  1869,  arts.  24  y  73. 

Ley  de  10  de  Enera  de  1879,  arte.  18  y  34;  reglamento  de  13  de 
Junio  de  1879,  arta.  26  y  68,  y  86,  par.  2.® 

Ley  de  24  de  Mayo  de  1863,  y  reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865. 
Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863. 
(6)    Beglamento  id.  id. 
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rán  dictamen  en  todos  aquellos  asuntos  en  que  el  Gober- 
nador crea  conveniente  pedírselo  por  sí  ó  por  disposición 
del  Gobierno  (1). 

4.**  Carácter  de  los  dictámenes. — Así,  pues,  en  los  casos 
que  van  numerados  es  necesario  trámite,  oir  á  las  Comi- 
siones, y  en  los  demás  potestativo  resolver  omitiéndolo  ó 
no;  pero  en  ninguno,  esos  dictámenes  son  obligatorios  en 
cuanto  á  la  resolución  que  aconsejen,  porque  el  Goberna- 
dor, que  tiene  la  responsabilidad  de  lo  que  decreta,  pue- 
de seguirlos  ó  no. 

Cuanto  se  refiere  á  la  organización  y  modo  de  funcionar 
de  las  Comisiones  provinciales  expondráse  más  adelante, 
al  tratar  de  ellas  como  Autoridades. 

5.**  Otros  Cuerpos  auxiliares.— En  las  Comisiones  pro- 
vinciales hemos  visto  el  Consejo  general  administrativo 
de  la  provincia  que  <jerca  del  Gobernador  llena  las  fun- 
ciones á  que  atiende  respecto  de  la  Administración  cen- 
tral el  Consejo  dé  Estado.  De  análogo  modo  existen  en 
bis  provincias  Juntas  y  Comisiones  que  vienen  á  ser  rue- 
das auxiliares  de  su  Administración,  semejantes  á  los 
Consejos  y  Corporaciones  especiales  destinadas  á  ilus- 
trar al  Gobierno  en  asuntos  cleterminados. 

No  todas  las  Juntas  y  Comisiones  de  que  vamos  á  ocu- 

garnos  sonde  índole  puramente  consultiva;  algunas,  como 
t  permanente  de  Pósitos,  posee  atribuciones  ejecutivas. 

He  aquí  una  ligera  reseña  de  la  organización  y  fines  de 
estos  cuerpos: 

6.**  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. — La  com- 
posición de  este  Cuerpo  es  diversa,  según  las  provincias. 
Sus  Vocales  son  residentes  ó  natos. 

Los  primeros,  nombrados  por  el  Gobernador  de  entre 
los  propietarios,  ganaderos,  comerciantes,  industriales  y 
personas  que  hayan  prestado  especiales  servicios  á  la  in- 
dustria ó  al  comercio,  ascienden  al  número  de  18.  Lo» 
segundos  varían  en  número,  según  las  provincias  son  6 
no  marítimas,  llegando  al  máximun  en  las  de  Barcelona^ 
Sevilla,  Málaga  y  valencia.  .  • 

'     La  Secretaría  la  desempeña  un  Ingeniero  agrónomo  ó 
industrial  nombrado  por  el  Gobierno.  . 

Las  Juntas  informan  en  los  casos  establecidos  en  los 
expedientes  de  colonización  y  población  rural,  y  cuando 

(1)    Ley  Provincial,  artículo  citado. 
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el  Gobernador,  los  Comisarios  de  Agricultura,  las  Dipu- 
taciones y  los  Ayuntamientos  creen  prudente  oirías, 
pudiendo  proponer  lo  que  estimen  necesario  ó  convenien- 
te en  favor  de  la  ciencia  y  artes  agrícolas,  del  fomento  de 
la  industria  y  del  comercio,  y  en  general  de  cuanto  se  re- 
fiere á  estos  objetos  (1). 
7.*"    Junta  de  Beneficencia. — Hasta  que  fueron  abolidas 

Sor  el  decreto  de  17  de  Diciembre  de  1868,  existió  en  ca- 
a  provincia  una  Junta  para  la  dirección  y  régimen  de  los 
establecimientos  públicos  provinciales  del  ramo;  pero 
desde  entonces,  asumieron  estas  funciones  las  Diputa- 
ciones respectivas;  en  la  actualidad,  las  Juntas  provin- 
ciales de  Beneficencia  tienen  a  su  cargo:  el  patronato  de 
las  instituciones  particulares^  la  investigación  de  los  bie- 
nes destinados  á  fines  benéficos*  la  aplicación  de  ellos  á 
los  objetos  señalados  en  las  fundaciones;  la  propuesta  de 
cuanto  sea  provechoso  á  la  conservación,  fomento  y  des- 
arrollo de  tan  útiles  institutos;  informar  á  las  Autorida- 
des cuando  éstas  lo  disponen  en  asuntos  propios  de  su 
competencia. 

Los  Vocales,  en  número  de  siete  á  once,  son  nombra- 
dos por  el  Gobierno  de  entre  las  personas  dotadas  de 
ilustración,  moralidad,  desinterés  y  celo  por  los  desvali- 
dos, que  los  Gobernadores  proponen  en  una  lista  ó  rela- 
ción (2). 

8."  Junta  de  Cárceles, — Para  auxiliar  á  los  Goberna- 
dores civiles  de  las  provincias,  en  cuyas  capitales  residen 
Audiencias  territoriales,  en  lo  relativo  al  régimen  interior 

?  económico  de  las  prisiones,  hay  Juntas  compuestas  del 
íobernador.  Presidente,  un  Magistrado,  un  Diputado 
provincial  y  un  Eclesiástico  (3). 

9.**  Junta  de  Instrucción  piiolica.—KaY  en  cada  capi- 
tal de  provincia  una  Junta  de  ese  nombre  presidida  por 
el  Gobernador  y  cuyos  Vocales  son  un  Eclesiástico,  un  in- 
dividuo de  la  Comisión  provincial,  un  Concejal,  el  Juez 
de  primera  instancia,  el  Rector  de  la  Universidad,  los  Di- 
rectores del  Instituto  de  segunda  enseñanza  y  de  la  Es- 
cuela Normal  de  Maestros,  el  Inspector  de  Escuelas  y 


(1)  Decretos  de  26  de  Junio  y  18  de  Noviembre  de  1874. 

(2)  Ley  de  Beneficencia  de  20  de  Junio  de  1849,  Real  decreto  y  regla- 
mento de  27  de  Abril  de  1875. 

(8)    Ley  de  Prisiones  de  26  de  Julio  de  1849. 
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tres  padres  de  familia  desempeñando  el  cargo  de  Se- 
cretario el  nombrado  por  el  Gobernador  á  propuesta  de 
la  Junta  (1). 

Entiende  este  cuerpo,  unas  veces  como  consultivo,  ,y  > 
otras  adoptando  resoluciones,  en  cuanto  atañe  y  se  refie- 
re al  importantísimo  asunto  de  la  enseñanza  primaria  y 
secundaria,  y  en  su  virtud,  informa  al  Gobierno,  cuando  así 
lo  disponen  las  prescripciones  legales,  ó  aciuel  lo  estima 
oportuno:  promueve  las  mejoras  y  adelantos  del  ramp: 
yígil¿b,por  la  buena  administración  de  los  fondos  de  los 
'establecimientos;  y  finalmente  pone  eri  conocimiento  d^l 
Rector,  y  caso  necesario  del  Gobierno^  las  faltas  que  ob- 
serve en  la  enseñanza  y  régimen  de  las  escuelas  é  insti- 
tutos (2). 

10.  Comisión  vermaitente  de  Pósitos.-— B(X]o  la  presiden- 
cia del  Gobernador  la  componen  el  Comisario  de  A|^ri- 
cultura  más  antigi;ó,  dos  Diputados  provinciales^  dos 
Vocales  de  la  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercip, 
y  dos  contribuyentes  elegidos  de  entre  50  qwe  mayorQS 
cuotas  paguen,  siendo  Secretario  el  de  lá  Junta  ante- 
dicha. 

Esta  Comisión  adepiás  de  ser  consultiva  en  muchj^s 
materias  tocantes  á  la  buena  administración  de  los  Pósi- 
tos, disfruta  de  autoridad  propia  en  algunas  como,  v.  g.,  \a, 
conversión  de  los  capitales  de  frutos  á  dinero  y  vicever- 
'sa>  examina  y  censura  las  cuentas  de  los  estableciinien- 
tos  citados,  propone  al  Gobernador -el  i^ombramíento^  de 
Subdelegados  que  los  , visiten  é  inspec(iionén>  y  propone 
las  reformas  oue  cree  útiles  (3). 

11.  Junia  ae  Sanidad.— Como  indica  su  nombre  esta 
Junta,  de  índole  consultiva,  tiene  por  objeto  aconsdar  al 
Gobernador  en  todos  los  casos  relativos  a  Ja  salud  publica 
en  pasos  de  epidemias,  epizootias,  contagios,  en  ios  que 

,  atañen  al  ejercicio  pro/esjonal  de  las  ciencias  médicas,  en 
una  palabra,  en  cuanto  mira  y  respecta  á  la  salubridad, é 
higiene  públicas.  \^^ 

,  El  Gobernador  la  preside,  y  eptá  compuesta  de  un.  Di- 
putado provincial,  el  Alcalde,  un  Arquitecto  ó  Ingeniero, 

(1)  R  D.  de  19  de  Mareo  de  1876»  arts.  8.P,  4^0  y  6a 

(2)  B.  D.  y  artícaloB  citados,  art.  10  del  decreto  de  6  de  Agosto  de  1874 
relativo  á  la  ley  de  9  de  Setiembre  de  1867  y  Beglamento  de  20  de  Ju- 
lio de  1869. 

(8)    B..  D.  de  26  de  Junio  de  1877. 
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dos  Médicos,  utl  Cirujano  y  dos  Fanrtacéiltícos,  el  Capi- 
tán delpuértO'  en  ios  habilitados,  un  Veterinario  y  tres  vé- 
oiíiós  que  representan  en  ella  la  próbíédad,  la  industria  *y 
el  comercio.  Además,  y  en  calidad  oe  Vocales  natos,  for- 

"iiían  pétrteíde  eate  Cúerbo  en  las  provincias  marítimas  Jos 
Directores  especiales  de  Sanidad  y  el  Subdelegado  más 
antiguo  del  raihp,  y  en  éstas  y  las  dehlás  donde  los  haya, 
el  Jefe  de  Sanidad  militar  que  designe  la  Autoridad  res- 
pectiva (1). 

Aunque  no  tienen  el  carácter  oficial  (jue  las  anteriores, 
deben  mencionarse  entre  las  Corporaciones  que  prestan 

'  auxilio  á  la  Autoridad  superior  civil  de  las  provincias, 

-tes  Acadeinias  dé  Medicina  y  a  las  Sociedades  económl- 

"cas  de  Amigos  del  País. 

12.  Academias  dé ' ifi?¿íírfíw.--Exidtetx  amiéllas  en  Bar- 
'^Gtia,  Cádiz,  Córuña.  Granada,  Madrid,  Murcia,  Palmía, 
Sevilla,  Valeticia,  Valiadolid  y  Zaragoza;  y  aparte  dé  los 
asuntos  en  que  por  eu  propia  iniciativa-  se  ocupan,  con- 
forme á  los  reglaínéntos,  énttenden  en  los  que  las  Auto- 
Hdades  íe^  consultan  (2). 

13.  Sheiedddes  econóTHtens.^En  las  Sociedades  económi- 
cas, instituidas  para  ser  Centros  qfue  promuevan  el  des- 
envolvimiento y  progrééo  de  todbs  los  riamos  de  la  pú- 
blica prosperlaad,  pueden  énconlírar  los  Gobernadores 
aabios  y  expertmentados  cónsqeros  que  les  ilustren  eh 

-itómitos  importantes  lal  bien  general  db  las  prorinciafe  (3). 


GAPítuLo  xm. 

DB  LAS  DIPUTACIONES  PB6TU9GIALl£a  {ÉESBS'A  HISTÓRICA 
9B  SU  LBOISLACIÓN.) 

!.•  Qriafln.— 2.^  Uy  de  I8?3l-3.<>  ídem  de  1846.— 4."  Léyet  de  18W,— 5.**  Eefór- 

»»  de  1666.— «.'»  Decreto-ley  de  1868.— T.^MLey  de  1870^^,**  Reforma  de  1876.— 

9.*  Ley  de  1877.— 10.  ídem  vigente. 

i .^    0?^«ít.****Lae  Dipirtaoiones  provinciales  se  conocen 
én  España  desde  que  en  1842  las  €ortes  organizaron  los 


(1)    R.  D.  de  17  de  Marzo  de  1847.  I^ey  de  Saaiidad  de  28  de  Noviembre 
de  185^  y  Rs.  Os.  de  6  de  Junio  de  1860  y  8  de  Junio  de  1872 . 

g)    Tteglamento  de  31  de  Agosto  de  1830. 
)    lüstrucción  de  60  de  Noviembre  de  Í8S3. 
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!)oderes  públicos  en  la  forma  antes  expuesta.  Su  vida  y 
acuitadas  han  corrido  la  suerte  del  sistema  que  las  creó. 
Existentes  y  respetadas  mientras  él  imperaba,  desapare- 
cieron también  con  él  cuantas  veces  el  absolutismo  logró 
vencerlo;  y  luego  que  definitivamente  fué  adoptado,  si- 
guió aquella  institución  las  oscilaciones  que  el  distinto 
criterio,  y  la  diferente  doctrina,  de  los  partidos  que  en  el 
Poder  se  han  sucedido,  imprimió  al  Cáoigo  fundamental. 

2.''  Ley  de  1823.— Dotadas  de  excesivas  atribuciones, 
y  casi  por  completo  desligadas  del  Poder  central,  por  la 
instrucción  de  3  de  Febrero  de  1823,  sucumbieron,  poco 
después  de  publicada  esa  ley,  con  el  Gobierno  liberal.^ 
La  restableció  el  R.  D.  de  31  de  Setiembre  de  1835,  or- 
ganizándolas  de  manera  que  en  ellas  tuvieran  represen- 
tación todos  los  partidos  judiciales  de  las  provincias,  por 
medio  de  vocales  elegidos  por  sufragio  indirecto  entre 
ciertas  categorías.  Sus  atribuciones,  aunque  amplias,  no 
excedían  de  los  límites  marcados  por  ^linteres  provincial, 
si  se  exceptúan  los  relativos  á  la  milicia  urbana  y  cuer- 
pos francos,  si  bien  disculpa  esta  falta  el  estado  del  país 
en  aquella  época.  Las  Cortes  de  1837  estuvieron  á  punto 
de  modificar  la  organización  y  atribuciones  de  esos  cuer^ 
pos  que  á  la  sazón  se  regían  por  la  ley  del  23. 

3.''  Ley  ¿^  1845.r— La  de  8  de  Enero  de  1845,  inspira- 
da en  la  doctrina  más  oentralizadora,  los  organizó  siguien- 
do el  sistema  de  la  representación  por.  partidos  judiciar- 
les,  y  redujo  sus  atribuciones  casi,  exclusivamente,  á  las 
de  carácter  deliberativo  é  informativo,  pues  en  realidad, 
como  ejecutivas,  no  Iqs  dejó  otras  que  la  aprobación  de 
los  repartimientos  de  hombres  y  dinero  y  el  conocimiento 
de  las  incidencias  de  este  asunto. 

4.**  Leyes  de  1863.— Esta  ley  ha  regido,  con  pequeños 
intervalos,  desde  su  publicación  hasta  la  de  las  leyes  de  25 
de  Setiembre  y  14  ae  Octubre  de  1863,  sobre  gobierno  y 
administración  de  las  provincias,  y  sobre  presupuestos  y 
contabilidad  de  sus  fondos.  Con  arreglo  á  ellas,  correspon- 
día á  las  Diputaciones  mayor  espacio  donde  ejercitar  su 
actividad.  Componíanse  de  un  Diputado  por  cada  partido 
judicial,  y  su  presidencia  pertenecía  al  Gobernador.  Ade- 
más de  las  atribuciones  que  les  reconoció  la  ley  de  1845, 
se  les  concedieron  las  de  nombrar  los  empleados  de  sus 
oficinas  y  de  los  Consejos  provinciales,  cuyo  haber  ilo  ex- 
cediese ae  6.000  rs.,  y  proponer  en  terna  para  la  provisión 
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de  los  dotados  oon  mayores  sueldos;  acordar  el  sistema 
de  administración  de  sus  propiedades,  compra,  venta  y 
cambio  de  las  mismas,  cuando  su  valor  no  excediera 
de  200.000  rs.;  construcción  de  obras  cuyo  presupuesto 
no  pasare  de  esa  suma;  la  creación  y  suspensión  de  esta- 
blecimientos de  instrucción  y  beneficencia  no  obligatorios; 
el  uso  y  destino  de  los  edificios  pertenecientes  á  la  pro- 
vincia; lófe  litigios  que  á  nombre  y  en  representación  de 
ésta  conviniese  s^uir,  y  la  aceptación  de  legados,  man- 
das ó  donativos.  También  se  aumentó  el  numero  de  los 
aauntos  en  que  á  las  providencias  gubernativas  debía  pre- 
ceder su  deliberación,  y  el  de  los  en  que  informaban,  y  se 
dieron  garantías  al  derecho  de  los  Diputados. 

5.*  Reforma  de  1866.— Modificó  esta  legislación  el 
R.  D.  de  21  de  Octubre  de  1866  atribuyendo  el  nombra- 
miento de  empleados  al  Grobierno,  é  introduciendo  algu- 
nas alteraciones  en  las  circunstancias  de  los  elegibles 
f)ara  Diputados,  así  como  en  los  trámites  sucesivos  según 
a  anterior  para  suspender  ó  disolver  las  corporaciones. 

6.*    I)ecreto-4ey  de  1868. — Esta  reforma  tuvo  corta  vida; 

Sues  dos  años  después,  precisamente  el  21  de  Octubre 
e  1868,  el  Gobierno  provisional,  constituido  por  la  revo- 
lución, dictó  el  decreto,  después  ley,  con  arreglo  ala  de  19 
de  Junio  de  1869,  dada  por  las  Cortes  Constituyentes,  me- 
diante el  cual  se  dio  nueva  organización  y  mayores  facul- 
tades á  las  Diputaciones.  Constituíanlas,  conforme  á  sus 
prescripciones,  tantos  Vocales  cuanto^  correspondieran  á 
razón  de  uno  por  cada  25.000  almas,  presididos  por  el  Go- 
bernador de  la  provincia.  Sus  acüeraos  se  dividieron  en 
inmediatamente  ejecutivos,  en  ejecutivos  con  apelación  y 
en  no  ejecutivos  sino  mediante  la  superior  aprobación.  A  la 
primera  clase  correspondían  los  relativos  a  la  elección  de 
sus  individuos,  nombramiento  y  separación  de  emplea- 
dos, administración  é  inversión  de  fondos,  administración, 
disíhite  y  aprovechamiento  de  bienes  provinciales,  elec-  '• 
clones  municipales  y  otros  asuntos  de  índole  municipal, 
caminos  vecinales,  pensiones,  montes,  litigios,  enajena- 
ciones, creación  y  supresión  de  establecimientos  de  ins- 
trucción y  beneficencia',  pudiendo  suspender  el  Gobérna- 
dohr  los  acuerdos.  También  podían  suspender  los  acuer- 
dos sobre  construcción  y  conservación  de  carreteras  y 
otras  obras  provinciales,  y  eran  ejecutivos,  oon  recurso 
al  Gobierno,  los  repartimientos  de  hombrees  y  dinero,  y 
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no  obtenían  ese  carácter  sino  previa  aprobación  de  lo» 
Gobernadores  los  acuerdos  referentes  á  las  obrí^s  de  uti-^ . 
lidad  pública,  ferias^  mercados,  cementerios  y  disfapibu- 
c[án  y  disfrute  de  aguas  pluviales-  Necesitaban  para-  ser 
valederos  la  aprobación,  dej  Gobierno  los  relativos  á  pre^- 
supuestos  y  elecciones,  ai  contra  ellos  se  había  recl£|.mai^ 
do;  dimisiones  de  Diputados  y  Concejales;,  enajenaciones , 
variación  de  aproyechamiento  de  bi¡^nes,  c^sfl  de  h^r- 
er  sido  suspepdidos;.  establecimientos  de  in^taíupción  y  , 
beneficencia  que  hubieran  merecido  igual  medida;  obras, 
y  caminos  vecinaleS)  no  habiendo  conformidad  entre  Iqs 

Eueblos  intere^sados;  emplazamiento  .y  enganche  de  pon  . 
laciones;  eniprésiiitós  y  repartos  excedentes  ^de  la  cuot^t 
legal.  Este  decreto  estableció  á  favor, de  los  p^jrticulares, 
recursos  conti:a  las  pi^o videncias  de  las  Diputaqipnes;,  de- 
finió los  casos  en  aue  ellas  ó  sus  individuos  incurrían  en 
responsabilidad  aaministratjiva.  ó  ji^dicial,  y  .seiialó  laS; 
penas  ^n  que  con  arreglo  á  ja  falta  ó  delito  cometido^ 
incurrían. 

7.**    Ley  de  1870*— Aunque  la  organización,  manera  de 
funcionar  y  garantías  da4as  á  las  Diputaciones,  que  rá- 
pidamente acachamos  de  reseñair^  parece  que  tras  la  reao-  * 
cionariá  tendencia,  de  ,1a  reforma  de  186(6  debieran,  no  sqIq 
satisfacer,  sino  hasta  exceder  los  deseos  más  exigen^  en¡ . 
punto  á  descent?*ali?5ición  administrativa  y  régimen  pror». 
vincial;  no  bast^rpuy  sin  embargo,  á.  contentar  el  .a{n^ia  de. . 
reformí^  en  sentido,  má^  liberal  y  e^^pansivo  ijué  animaba 
alas  Coítes Constitviyentes.ila3;GUales  votaron 49. íey  pro- 
mulgada en  20  de  Aeostó  de  ^870, 

Dispuso  ésta  que  ni^iese ..Diputafiiones  pomipuesfcaSíial . 
menos,  de  25  Diput?idp?>i  y  Qreó  la^  ComiisioneS'  provincial-  . 
les..  Asignó  á  ítquéllas.cpmo  de  8U,iexcJw9Íva  CQmpeten-r . 
cia,  todos  loa  a^unto^  de4n*ey^PprQvmpiali  esit9Í:)lc)QÍQíVa- , 
rías  espieCíies  d^  recwpos  Qo^rs^.loft  .^uprdos  s^jin  la,, 
naturaleza,  de  éstos;  l5¿?,  facultó  pay3.apro):]^rr8u,s  cuent^is  , 
y  presupuestos:;  nombrar  y  separaíP:?us  enf^ple^dos;  para 
disponer  , el  rejpartimá^tí^  re^ijdadón  ó  inversión t. 4o. 
sus  fondos;  eB.]qi?i9.'palfib¿a„las  ei¥}omépdó  cuanto  oéi>^ 
en  ja.  frase  int^re^e$^jwc(y,U(W^de^  te?,ií?r/?©í^aw 
coi|  la  jpQiayor  IMiitucí-E*  íjomipen^ac^ófi  de  iei -autoridad,  f, 
y  aoeníiás  dP  los  refinrsps: antea  mepoiona4os,,seü^lóxonf:. 
clítri4a4  lop  ^actos  j  omisiones  pünil^l^  por.  la  vía  admin . 
nistrativá,  y  poi^  lajw4ioi^l>/í5Q^j4e^rniiifapi^adeJos  c(h 
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rrectivos  y  penas  aplicables,  tanto  álos  cuerpos  nombra- 
dos como  a  sus  miembros,  sin  olvidar  en  qué  casos  es 
dé  necesidad  la  intervención  de  los  Tribunales,  á  cuyas  ' 
séhtencias  subordinó  la  subsistencia  de  las  providencias 
gubernativas,  garantizando  así  el  derecho  de  las  Dipi'ta^ 
ciones  y  de  los  Diputados  sin  menoscabo  de  la  depen- 
dencia justa  en  que  respecto  al  Gobierno  deben  estar,,  y 
sin  riesgo  para  los  intereses  públicos  que  les  están  enco- 
mendados. 

8.**  Reforma  de  1876. — En  el  trascurso  de  seis  años  la 
práctica  hizo  conocer  los  defectos  de  que  la  ley  que  nos 
ocupa  adolecía;  la  Ofánión  los  señaló  Qoncretamente  re- 
clamando su  enmienda,  realizada  por  medio  de  la  ley  de 
16  de  Diciembre,  cuyo  carácter  de  transición  reformado- 
ra exigía  que  sus  disposiciones  se  incorporasen  á  las  de 
la  reformada,  declaradas  subsistentes,  cambiando  y  ar-. 
mónizando  unas  y  otras. 

9.*"  Ley  de  1877.— Con  este  objeto  se  publicó  la  ley  de  7 
de  Octubre  de  1877,  poco  afortunada  en  el  desempeño  de 
tan  delicada  misión,  porque  sin  cuidarse  de  dar  unidad  al 
conjunto  por  medio  ae  enlaces  convenientes  entre  lo  que 
procedió  de  la  ley  de  1870  y  lo  meramente  estatuido 
eñ  1876,  limitóse  á  sustituir  los  artículos  derogados  con!; 
las  prescripciones  recientes,  de  donde  resultaron  nume- 
rosas antinomias  y  no  pocas  omisiones.  Verdad  es  que 
la  tarea  de  fundir  en  un  todo  homogéneo  preceptos  ins- 
pirados en  tm  criterio  radicalmente  descentralizador  con 
otros  procedentes  de  un  espíritu  opuesto,  era  tal  vez  im- 
posible. 

10.  Ley  viyente.—Poco  después,  en  1882,  el  Ministro  de 
la  Gobernación  llevó  á  las  Cortés  un  proyecto  dé  ley  or- 
gánica Provincial,  que  Votado  por  ellas  y  sancionado  por 
el;  Rey,  se  promulgó,  en  29  de  Agostó  de  1882,  siendo  la 
vigente  en  la  actualidad.  ' 

Acerca  de  ella  nada  hemos  de  decir  aquí,  ya  que  en  la 
exposídión  de  sus  disposiciones  tendremos  ocasión  de 
juzgarla,,  limitándonos  á  anticipar  que  si  se  notan  en  ella  , 
desigualdades,  contradicciones  y  deficiencias  no  escasas, 
débese  sin  duda  á  la  poca  meditación  con  que  entre 
nosotros  es  ya  óosa  corriente  legislar,  sucediéndose  y 
reemplazándose,  con  tan  lastimosa  frecuencia^  unas  a  ; 
otras  las  leyes  orgánicas^  que  antes  ^de  haber  podido . 
aprerider  una,  ya  tiene  el  país  que  dedicarle  á  conocer  la ' 
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que  viene  á  sustituirla;  y  no  poco  también  á  que  esa  mis- 
ma rapidez  en  la  formación  ele  los  proyectos  impide  con- 
cordar los  materiales  que  los  informan,  cuando,  como 
sucede  en  la  ley  que  nos  ocupa,  se  toman  de  las  legisla- 
cii)nes  anteriores  nacidas  al  calor  de  ideas  políticas  tan 
divergentes  como  las  que  determinaron  las  leyes  provin- 
ciales de  1845,  1863,  1868,  1870  y  1877. 

CAPÍTULO  XIV. 

DB  LA  RBPBBSBNTACIÓN  PROViKOrAL. 

1.**  Individualidad  de  lai  provincÍM. — ^2.^  Fandamentos  racionales  á  que  debe 
subordinarse  sn  represenlaoión. — 3.°  Critioa  de  la  le|^aei^n*~4.^  Cironns* 
cripciones  electorales.— 5.**  luconvenientes  de  las  señaladas.— 6.®  Kúmero  de 
Diputados.— 7.*  Quiénes  deben  ser  electores. — 8.®  Sistema  de  snfra^o  adopta- 
do.— 9.'*  Condiciones  para  ser  elector.— 10.  Quiénes  no  son  electores.— II.  Ele- 
gibles.—12.  Incapacidades.— 13«  IncoaipatibiUdades.^14.  Excusas. 

I.'*  Individualidad  de  las  provincias, — La  Constitución 
vigente,  como  las  anteriores,  reconoce  y  consagra  la  ifir- 
dividualidad  jurídica  de  las  provincias,  y,  por  consiguien- 
te, afirma  la  existencia  de  los  intereses  que  les  son  pecu- 
liares, cuya  administración  confía  á  corporaciones  cono- 
cidas con  el  nombre  de  Diputaciones. 

De  estos  principios  surge,  como  necesaria  consecuen- 
cia, que  el  nombramiento  de  los  individuos  ó  miembros 
de  esos  cuerpos  debe  pertenecer  á  la  entidad  á  quien  van 
á  representar  en  unos  casos,  y  de  cuya  fortuna  en  otros 
serán  administradores.  Si  de  otra  manera  se  procediese, 
ni  existiría  representación,  ni  habría  el  encargo  ó  maitr- 
dato  que  la  Administración  supone,  porque  una  y  otro 
exigen  libertad  en  quien  los  confiere,  es  decir,  voluntad, 
que  sólo  se  determina  por  motivos  de  razón;  y  desde  el 
momento  en  que  se  impusiera  la  representación  ó  el  man- 
dato, la  voluntad  de  las  provincias  quedaría  anulada. 

He  aquí  por  qué  la  misma  Constitución  preceptúa  que 
las  Diputaciones  serán  elegidas  en  la  forma  que  determina 
la  ley  y  compuestas  del  número  de  individuos  que  ésta  señale. 

2.*"  Furydamentos  racionales  i  que  debe  subordinarse  su  re-- 
presentación. — Como  es  propio  de  su  elevado  carácter,  el 
Código  fundamental  no  desciende  á  más*  sienta  las  bases 
de  la  organización  y  encarga  su  desarrollo  á  una  ley,  que 
por  eso  se  llama  orgánica,  comq  las  demás  que,  arrancan- 
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do  inmediatamente  de  aquél>  están  destinadas  a  señalar 
la  forma  y  competencia  de  los  poderes  públicos, 

Al  desenvolver  este  precepto  constitucional,  la  ley  tema 
que  resolver  el  problema  dé  la  representación  pública 
venciendo  dos  dincultades.  Buscar primeT o  una  base  que 
por  su  naturaleza  sirviera  de'  medida  uniforme  para  fijar 
el  número  de  representantes  en  proporción  a  los  intereses 
de  cada  provincia,  y  segundo  procurar  que  ese  número  ni 
por  eicesivo  fuera  obstáculo  á  las  deliberaciones,  ni  por 
.  exiguo  dejase  de  llenar  cumplidamente  el  fin  de  la  insti- 
tución. 

Para  dar  acertada  solución  al  primer  punto  parecía 
natural  que,  en  la  imposibilidad  de  combinar  provin- 
cia por  provincia  los  diversos  elementos  que  integran  sus 
intereses  peculiares  y  á  fin  de  procurar  que  ninguno  quedarítr 
sin  representación,  se  eligiera  al  menos  la  poolación 
como  base  designando  el  número  de  Diputados  en  pro- 

{)orción  á  ella,  porque  al  fin  Ia6  personas  y  las  cosas  son 
os  objetos' de  la  acción  administrativa,  y  las  últimas  en 
consideración  á  las  primeras;  pero  en  vez  de  esto  se  fijó 
para  módulo,  aunque  no  uniforme  como  veremos^,  el  ;?eír- 
tidó  judieialy  es  decir,  una  circunscripción  cuyo  estableci- 
miento responde  á  condiciones  muy  diferentes  de  las  que 
deben  servir  para  el  de  la  organización  administrativa  en 
general,  y  especialmente  d¿  la  provincial. 

3.**    Critica  de  la  legislación. -^Vjo^  partidos  judiciales  y  en 
efecto,  además  de  ser  una  división  territorial!,  desigual  en  . 
extensión  y  habitantes,  comparado»  entre  sí,  aun  es  más 
desigual  con  relación  á  las  provincias,  de  tal  manera, 

3üe  mientras  una  no  pasa  de  tres,  otra  llega  á  22.  Esti 
esproporcionalidad  completa  de  la  unidad  adoptada,  no 
podía  menos  de  reflejarse  en  el  resultado  de  su  aplicación, 
y  para  atenuar  el  inconveniente,  háse  visto  el  legislador 
obligado  á  hacer  numerosas  excepciones  en  la  regla  ge- 
neral. 

4.**    Cvrennsoripciones  efeetornles.-^Segán  ést^,  en  cada 

{)rovincia  habrá  el  número  de  Diputados  auereatilto  de 
a  agrupación  de  cada  dos  partidos  judiciales  en  un  dis- 
trito que  elegirán  cuatro  Diputados,  á  no  ser  que  el  nú- 
mero de  aquéllos  sea  impaí,  en  cuyo  caBo  el  que  cuente 
rajayot  número  de  habitantes  formará  por  sí  sólo  distrito. 
Se  exceptúan:  primero,  las  provincias  que  tengan  seis, 
siete  ú  ocho  partidos,  en  las  cuales  se  formaran  cinco 

22 
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agi^upaciones  electorales,  constituyendo  para  ello  distri- 
tos los  partidos  de  mayor  población,  y  segundo,  aquellos 
cuyos  partidos  judiciales  no  lleguen  á  seis,  porque  en 
éstos  cada  partido  será  distrito  y  nombrará  cuatro  Dipu- 
.tados  (1). 

5.**  Inconvenientes  de  las  señaladas. ^De  esta  diversidad 
do  preceptos  proviene  qué  en  30  provincias  el  número 
de  Diputados  es  proporcional  al  de  partidos  judiciales;  13 
nombran  los  aue  corresponden  á  las  cinco  agrupaciones 
en  que  están  divididos,  por  contar  más  de  cinco  y  no  ex- 
ceder de  ocho  partidos  judiciales,  y  en  las  seis  restantes, 
donde  éstos,  no  pasan  de  cinco,  cada  uno  forma  distrito 
por  sí  sólo.  Con  esto  basta  para  apreciar  en  su  justo  va- 
lor la  bondad  del  criterio  aplicado  á  la  designación  del 
número  de  Diputados,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  gene- 
ralidad que  deben  revestir  las  leyes.  Si  ahora  descendié- 
ramos á  comparaciones  entre  la  cuantía  de  los  intereses 
representados  y  el  del  número  de  los  llamados  á  repre- 
sentarlos, las  consecuencias  serían  aun  más  desfavora- 
bles, pues  veríamos,  por  ejemplo,  que  siendo  la  provincia 
de  Barcelona  cuatro  veces  mayor  que  la  de  Guipúzcoa  en 
población,  extensión  territorial.  Ayuntamientos  y  parti- 
dos judiciales,  nombra  sólo  doble  número  de  represen- 
tantes que  ella. 

6.*"  JVúmero  de  Diputados. -^Més  afortunada  aue  en  la 
solución  de  la  primera  de  las  dificultades  señaladas,  ha 
sido  la  ley  en  la  de  la  segunda,  porque  la  aplicación  de 
sus  reglas  nunca  puede  producir  Diputaciones  demasiado 
numerosas  ni  excesivamente  pequeñas. 

De  esta  manera  se  conseguirá  aue  las  discusjpnes  sean 
amplias  y  fructuosas,  porque  en  ellas  podrán  terciar  bas- 
tantes personas  para  ilustrarlas  con  variados  datos;  los 
diferentes  interesas  de  la  provincia  tendrán  la  representa- 
ción é  influencia  debidas  en  la  resolución  de  los  asuntos 
comunes,  y  el  trabajo  de  la  corporación  podrá  repartirse 
de  una  manera  equitativa  y  llevadera  entre  sus  miem- 
bros: circunstancias  y  ventajas  imposibles  de  conseguir 
cuando  las  Diputaciones  están  compuestas  de  muy  pocas 
personas,  así  como  en  las  demasiado  numerosas  el  exce* 
so  de  vocales  daña  á  la  rápida  y  acertada  resolución  de 
los  asuntos,  por  más  que  quieran  ajustarse  las  discusión 

(1)    Ley  Provincial,  art.  8.o 
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nes  á  severas  reglas  y  los  turnos  obedezcan  auna  pruden- 
te parsimonia,  porque,  por  medios  directos  ó  inairectos, 
aspira  toda  oposición  á  manifestarse,  y  nó  siempre  pare- 
ce justo,  ni  es  dable  impedirlo,  aun  cuando  se  tenga  la 
seguridad  de  que  es  ocioso  lo  que  se  diga. 

Si  á  estos  inconvenientes,  evidenciados  por  la  práctica^ 
jse  añaden  los  que  ofrece  la  elección  en  cualquiera  de  los 
dos  casos  extremos  supuestos,  hay  que  convenir  en  que 
la  reforma  ha  sabido  adoptar  un  término  medio  que  na 
de  ser  beneficioso  para  las  provincias'. 

A  nadie  se  oculta  que  los  hombres  de  buena  capacidad 
intelectual,  })oseedores  de  suficiente  ilustración,  conoce- 
dores del  país  y  celosos  desinteresadamente  por  su  bien, 
abundan  poco,  y  que  aun  son  menos,  los  (jue,  á  esas  con- 
diciones reúnen  la  de  tener  un  modo  de  vivir  desahogado 
que  les  permita  soportar  los  no  leves  gastos  originados 
por  frecuentes  viajes,  y  por  la  residencia,  durante  largas 
temporadas,  fuera  de  su  casa  y  familia;  y,  sin  embargo, 
todo  eso  es  preciso  que  se  encuentre  en  quien  ha  de  ser 
Diputado  provincial  para  que,  ni  la  falta  ae  dotes,  de  in- 
teligencia, ciencia  y  celo  dañe  al  fin  para  que  se  le  elige, 
ni  la  carencia  de  posición  independiente  le  imposibilite  de 
cumplir  con  su  encargo.  Por  el  contrario,  cuando  el  nú- 
mero de  Diputados  es  muy  reducido,  aunque  es  mucho 
más  fácil  escoger  acertadamente,  la  verdad  es  que  los 
múltiples,  y  á  veces  antagónicos  intereses;  á  los  cuales 
afecta  la  buena  ó  mala  administración  de  la  provincia, 
carecen  de  la  necesaria  representación  allí  doiíae,  por  ser 
debatidos  y  resueltos  los  negocios  que  les  atañen,  debie- 
ran, á  ser  r¥)sible,  estar  todos  igualmente  representados. 

7.*"  Quienes  deben  ser  electores. — Mas  sean  pocos  ó  mu- 
chos los  que  ejerzan  esta  representación,  ¿á  quién  corres- 
ponde elegirlos,  sentado  el  principio  constitucional,  antes 
citado,  de  la  libertad  administrativa  local,  consecuencia, 
del  que  afirma  la  existencia  de  los  intereses  peculiares  de 
las  provincias?  ¿Deberá  concederse  ese  derecno  á  todos  los 
habitantes,  ya  que  todos  forman  el  ente  moral  prqpinciay  y  á 
todos,  de  una  ú  otra  manera,  importa  el  régimen  y  go- 
bierno de  la  colectividad,  desde  el  pobre  bracero  hasta  el 
opulento  magnate?  ¿O  convendrá  confiar  función  tan  im- 
portante no  más  que  á  quienes  reúnan  condiciones  que 
sean  garantía  abonada  de  que  la  desempeñarán  acerta- 
damente? 
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Éóte  prohiléma,  que  dé  un  niodo  definitivo  no  ha  ¿ido 
aun  resuelto  por  la  ciencia  política,  á  la  cual  pertenece, 
parque  entraña  dificultades  inmensas;  pues  ni  deben  ex- 
ponerse las  sociedades  al  capricho  de  muchedumbres  fá- 
ciles de  seducir,  ni  es  justó  tampoco  que  el  mayor  número 
vfea  aumentada  su  desgraciada  suerte  con  la  privación 
completa  de  intervenir  en  lo  que  tan  de  cerca  le  toca,  como 
s0n  las  resoluciones  por  cuya  virtud  se  le  lleva  á  los  cam- 
pos de  batalla,  se  encarecen  los  artículos  dé  que  se  ali- 
menta y  viste,  recargando  los  precios  naturales  con  ín;i- 
puestós,  y  á  veces  hasta  dispone  de  su  trabajo  personal: 
esté  problema,  causa' de  muclios  trastornos,  preocupación 
constante  de  todas  las  escuelas  políticas,  ha  sido  también 
planteado  y  profundamente  estudiado  por  los  qué  tan 
:  solo  de  la  ciencia  y  del  derecho  administrativo  se  ocupan, 
y  parece  ocioso  añadir  que  si  políticamente  examinado* 
di),  lugar  á  tantas  controversias,  á  pareceres.y  opiniones 
táti  encontrados,  sin  que  después  del  mucho  tiempo  que 
lleva  agitando  escuelas  y  tribunas,  se  haya  decidido  lia, 
victoíia  por  cualauiera  xie  loé  contendientes  en  el  terí^e- 
nt>  purameríte  practico,  positivo,  de' la  Administración, 
tampoco  se  lia  definido  cuál  de  los  procedimientos  es  máá 
jijis^o  y  sirve  mejor  al  fin  para  que  se  emplea. 

'8/'  Sistema  de  mfragio  adoptado, — El  legislador,  perplejo 
sin  duda  eiitre,  motivos  tan  poderosos,  ha  querido^  al  pá-  ' 
réG.ér.;mantei>erse  en  un  temperamento  ecléctico.  t*ertf^ 
rjbso  de  las-cotiseciiéncías  que  el  sufragio  universal  ptiáiété, 
acantear,  y  aleccionado  por  no  muy  remotos  ejemplos  que 
justifican  su  temor,  y  queriendo  al  propio  tiempo  nuirlótí 
niajes  inherentes  al  restringido  que  subordinadla  función 
más  delicada.  Importante  y  trascendental  en  todo  país 
cpnstitucionalmente  regido,  del  hecho  eventual  y  no  siem- 
pre justo  ni  aun  legal  de  la  posesión  de  un  valor  détérmí- 
i^^'o  ó  del  pago  de  cuota  que  es  su  signo,  ensancha  cuanta 
es  posible  los  límites  de  este  último  sistema,  casi  hasta' 
h9,cerlo  tocar  los  del  contrario,  pero  sin  que  llegué  á  él. 
'9.**    Condicivnes para  ser  elector. — Tienen  derecho. dé  su- 
fragio en  la  electrón  de  Diputados  provinciales  todos  los  ^-r 
pañoles  vai;one$  mayores  de  edad  que  acrediten  saber  leer* 
y  escribir  (1)*         ,  ' 
La  mayoría  de  edaa  que  para  ésto  se  ékige  fes  la  esta- 

(1)    Ley  Provincial,  art.  88. 
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blecida  por  la  legislación  civil  geaQfal,  ó  sean  los  25  a.fios 
cumpliclos  (1),  prescindiendo  de  cuanto  en  el  particular 
disponen  los  Fueros  provinciales,  porque  en  todo  cuanto' 
átane  al  derecho  público  ninguna  de  sus  prescripcidfies 
rige,  limitándose  su  fuerza  y  vigor  al  derecho  privado  (i). 
Debe  notarse  que  al  hablar  del  derecho  reconocido  á 
los  que  tienen  cierta  instrucción,  no  se  les  concede  por  él 
Pilero  hecho  de  poseerla,  sino  ^ue  deben  acr^ditarto^  lo 
ciial  implica,  al  parecer,  eñ  los  ciudadanos  la  obligación 
de  pedir  su  inclusión  en  las  listas  del  censp  electorajl^ 
alegando  y  probando  ese  extremo;  pero  no  es  a^í,  debien- 
do mscribírseles  de  oficio  al  rectificar  anualmente  aquel 
documento  (3). 

Aunque  no  sepan  leer  ni  escribir^  tienen  también  dérie- 
cho  á  votar  en  las  elecciones  de  Diputados  provinciales: 
.  1 J"^  los  que  paguen  contribución,  cualquiera  que  sea  la 
cuota,  con  tsu  de  que  lo  vengan  naciendo  con  un  ano  de 
antelación  cuando  sean  contribuyentes  por  inpiuebles, 
cultivo  y  ganadería,  ó  por  dos  si  se  trata  de  los  quejo 
9ean  por  subsidio  ijidustrial  y  de  comercio;  y  S."*,  loe  li- 
cepQiados  del  servicio  del  Estado  eneí  Ejército  ó 'en  la 
raávina  de  guerra,  cuyas  licencias  estén  fiínpias  de  to^a 
pota  desfavorable  (4). 

10.  ^uiéties  no  son  electores . — Si  hubiéramos  jle  atener- 
nos estrictamente  á  la  Icjy,  bastaría  decir  que  sólo  están 
priva4os  del  derecho  de  sufragio  en  la  elección  de  repre- 
sentantes dp  la  provincia  los  que  no  reúnan  las  circuns- 
tancias antedichas  y  los  pobres  conocidamente  tales;  pe- 
ro, á  nuestro  >uiclo,  ese  silencio  no  es  intencional,. sino 
}xn^  omisión  aportante  que  debe  suplirse^  tanto  mg^s 
Quantó  que  de  no  hacerlo  resultaría  una  contradicción 
^íijiconcili^ble  4^  aquélla  con  las  disposiciones  del*  Código 
penal,  y  conferida  una  función  en  qué  más  que  en  otra  ^e 
ostenta  la^  dignidad  del  ciudadano,  á  quienes  ppr  sus  ^á- 
tos  criíhinaíes  se  considera  iniignos  de  intervenir  <en  la 
vidajpública  y  hasta.de  gozar  de  libertad.  ■ 

Pqr  estas  ranzones,  entendemos  que  no  puédejí  ser  elec- 
tores: i.*"  Los  que  no  reúnan  laá  circunstancias  enum^ 


(1)  I^yes  4>  y  6.a,  tít.  11,  Part.  6.»,  y  ley  2.»,  tít.  19,  Part.  6.a 

(2)  Ley2.a,  tít.,3.0,  lib.  8.^Nov.  Kecop. 

(3)  Oirculof  de  2  de  Setiembre  de  1882,  art.  6.o 

(4)  liey  Proyincial,  art.  84. 
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radas:  2.**  Los  que  aun  teniéndolas  so  encuentren  en  al- 
•  guno  de  los  casos  siguientes  (1): 

Primero.  Los  que  por  sentencia  ejecuioria  estéti  priva-* 
dos  del  ejercicio  de  derechos  políticos,  y  adviértase  que 
no  se  necesita  que  la  sentencia  se  haya  ejecutoriado^  sino 
que  basta  que  una  vez  dictada  ya  no  pueda  recurrirse 
contra  ella. 

Segundo.  Los  que  al  verificarse  las  elecciones  se  ha- 
llen procesados  crimiíjalmente,  si  contra  ellos  se  hubiera 
•dictado  auto  de  prisión  y  no  la  hubieran  subrogado  con 
fianza  en  los  casos  que  sea  admisible  con  arreglo  á  de- 
recho. 

Tercero.  Los  sentenciados  á  penqts  aflictivas  ó  correc- 
cionales, mientras  no  hayan  extinguido  sus  condenas  y 
obtenido  rehabilitación  con  arreglo  á  las  leyes. 

Cuarto.  Los  que  careciendo  ae  medios  de  subsisten- 
cia reciben  ésta  en  establecimientos  benéficos,  públicos  ó 
particulares  ó  los  que  se  hallen  autorizados  para  implo- 
rar la  caridad  pública. 

ii .  Elegibles. — Lo  son  todos  los  que  teniendo  aptitud  le- 
gal para  ser  Diputados  á  Cortes  sean  naturales  de  la  pro- 
vincia ó  lleven  cuatro  años  de  vecindad  en  ella.  Esta  úl- 
tima condición  no  puede  tener  más  sentido  que  el  de  que 
cualquiera  vecino  de  la  provincia,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
de  alguno  de  sus  distritos  municipales,  puedfe  ser  elegido 
Diputado  provincial,  sí  además  de  poseer  esa  cualidad 
cuatro  años  antes  de  la  elección,  tiene  aptitud  legal  pai*a 
serlo  á  Cortes. 

Respecto  á  esta  cualidad,  la  ley,  sin  ningún  género  de 
inconveniente,  podía  haber  sido  un  poco  máis  explícita, 
añadiejido  que,  aparte  de  la  naturaleza  ó  vecindad^  se  re- 
quiere ser  español,  de  estado  seglar,  mayor  de  edad  y 
hallarse  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  (2),  con 
lo  cual  no  dejaría  sembrados  gérmenes  de  duda. 

12.  Incapacidades. — Pero  aun  reuniendo  todas  esas  cir- 
cunstancias, hay  otras  que  inhabilitan  para  el  desempeño 
del  cargo  al  elegido,  y  por  virtud  de  las  cuales  se  hallan 
incapacitados: 

1.*^   Los  contratistas  y  sus  fiadores,  de  las  obras,  su- 

(1)  Ley  Electoral  de  20  de  Agosto  de  1870,  art.  2.o 

(2)  ídem  id.  de  28  de  Diciembre  de  1878,  art.  7.o  y  Constitución, 
art.  29. 
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ministros  y  servicios  que  se  paguen  con  fondos  provin- 
ciales y  municipales,  y  los  administradoras  de  dichas 
obras  y  servicios. 

2.**  Los  recaudadores  de  contribuciones  dentro  de  la 
provincia  y  sus  fiadores. 

3."*  Los  que  tengan  contienda  administrativa  ó  judi- 
cial pendiente  con  la  Diputación  ó  los  establecimientos 
sujetos  a  su  dependencia  y  administración. 

4.*"    Los  deudores  en  concepto  de  segundos  contribu- 

Í entes  al  Estado,  á  las  provincias  ó  á  cualquiera  de  sus 
lunicipios,  ó  los  que  lo  sean  por  cualquiera  clase  de 
contratos,  si  contra  ellos  se  hubiese  expedido  apremio 
ó  ejecución. 
5.*  Los  inhabilitados  por  sentencia  judicial  (1). 
Estas  incapacidades  se  entienden  conocidas  oficial- 
mente por  la  Diputación,  que  deberá  resolver  acerca  de 
ellas  en  una  de  las  dos  sesiones  qvie  celebre  inmediata- 
mente después  de  llegadas  á  su  noticia,  en  los  casos  si- 
guientes: 

'  1  ."*  Cuando  las  declaren  los  Diputados  á  quienes  afec- 
ten; 2.*"  Cuando  manifieste  su  existencia,  aunque  sea  pre- 
guntando acerca  de  ella,  algún  Diputado;  S.''  Cuando  lo 
comunique  el  Gobernador,  y  4.*"  Cuando  se  denuncie  la 
incapacidad  por  tres  electores  de  cualquier  distrito  de  la 
provincia  (2). 

Produciendo  la  incapacidad  una  verdadera  inhabilita-  . 
ción  para  desempeñarlos  cargos  con  relación  á  los  cua- 
les está  declarada,  se  sigue  de  aquí  que  en  cualquier 
tiempo  en  que.  después  de  la  elección,  un  electo  ad- 
qiiiera  alguna  cíe  las  cualidades  expresadas,  la  incapa- 
cidad que  cada  una  de  ellas  lleva  consigo  producirá  su 
efecto,  y  aquel  en  quien  se  halle  perderá  inmediatamente 
el  cario,  pues  no  sería  ju^to  que  por  el  hecho  de  desem- 
peñarlo se  permitiera  s^uir  formando  parte  de  un  cuer- 
po al  que  es  indigno  de  pertenecer  á  él  como  deudor,  ó  al 
que  puede  abusar  del  cargo  para  fines  de  lucro  particu- 
lar, V.  g.,  el  contratista  (3). 

Para  el  cargo  de  Diputado  provincial  no  se  computarán 
los  votos  obtenidos  en  las  localidades  ó  distritos  en  que 

(í)    Ley  Provincial,  art.  38. 

(2)  ídem  í<L,  arts.  39  y  41. 

(3)  ídem  id.,  art.  40. 
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el  electo  ejerza  jurisdicción  ó  la  haya  ejercido  6  meses 
antes  de  la  elección,  aunque  sea  de  elección  popular  el 
cargo  que  desempeñe,  á  excepción  de  los  Diputados  pro- 
vinciales y  los  Vocales  de  la  Comisión  provincial  (1). 

13.  Incompatihilidades, — Es  incompatible  el  cargo  de 
Diputado  provincial  (2): 

i.**  Con  el  de  Diputado  á  Cortes-  2.''  con  el  de  Alcal- 
de, Teniente-alcalde  y  Concejal;  3/  con  todo  empleo  ac- 
tivo del  Estado,  de  la"  provincia  ó  de  alguno  de  sus  Mu- 
nicipios. V 

Limitadas  así  por  la  ley  las  incompatibilidades,  no  6e 
alcanza  la  razón  por  qué  comprendiendo  á  los  Diputados 
á  Cortes,  han  de  ser  compatibles  er  desempeño  simultá- 
neo de  los  cargos  de  Senador  y  Diputado  provincial,  má- 
xime cuando  de  hecho  es  imposi  ble  que  puedan  atender- 
se ambos,  ya  que  si  tiene  algún  objeto  cualquiera  daoIlDe, 
j  acerca  de  esto  no  puede  abrigarse  duda,  ó  el  Senador 
estando  abiertas  las  Cortes  faltara,  como  representante 
de  la  provincia,  á  las  sesiones  que  entonces  celébrela  Di- 
putación ó  viceversa,  abandonara^  las  sesiones  del  Senado 
por  asistir  á  las  otras.  De  todos  modos,  las  mismas  razo- 
nes militan  para  una  que  para  otra  incompatibilidad.  Se 
exceptúan  de  lo  dicho  en  el  caso  tercero  los  Catedráticos 
de  universidad,  de  escuelas  superiores  ó  de  Institutos, 
cuyos  sueldos  no  sean  satisfechos  por  la  provincia  (3). 

Por  mucha  que  sea  ia  fuerisa  é  importancia  de  la  ley 
orgánica  Provincial,  sus  disposiciones  no  pueden  enten- 
derse ni  son  derogatorias  ae  las  establecidas  en  otras 
leyes  especiales  y  orgánicas  de  otros  ramos  (4),  que  de- 
claran incompatibles  ciertos  cargos  con  el  de  represen- 
tante de  la  provincia.  En  su  virtud,  subsisten  las  incom- 
patibilidades relativas  á  los  funcionarios  del  orden  judi- 
cial que  no  perciben  haberes,  como  Escribanos,.  Secre- 
tarios y  Oficiales  de  Sala,  Jueces  municipales,  etc.  (5). 

Los  kcgistradores  de  la  propiedad  han  sido  repetida- 
mente declarados  incompatibles  (6);  pero  como  ninguna 
de  las  disposiciones  que  á  esto  se  refiere  es  ley  y  no  existe 

(1)  Ley  Provincial,  art.  49. 

(2)  ídem  id.,  art.  36. 

(3)  Artículo  citado. 

(4)  Ley  Provincial,  primera  disposición  adicional. 
(6)  ídem  id.,  id.,  instrucción,  arts.  111,  112  y  477. 
(6)  ídem  id.,  art.  86. 
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incompattbilidad  legal  entré  ese  cargo  y  el  de  Diputado 
provincial.  Es  verdad  que  no  pudiendo  el  Registrador  au- 
sentarse de  su  distritp  sin  licencia  superior,  la  necesidad 
de  la  residencia  establece  una  incompatibilidad  de  hecho, 
cuando  el  elegido  no  tiene  su  domicilio  oficial  en  la  capi- 
tal de  la  provincia;  mas  si  en  ella  desempeña  su  empleo, 
es  e\idente  que  hay  compatUdlidad,  porque  aunque  funcio- 
nario público,  el  Registrador  ni  cobra  sueldo  ni  ejerce  au- 
toridad ó  jurisdicción  de  ninguna  clase,  y  en  ningún  caso, 
V  menos  cuando  se  trata  del  ejercicio  ae  los  derechos  po- 
líticos, puede  admitirse  que  lo  estatuido  por  una  ley  es 
susceptible  de  abrogación  ó  reformas  llevadas  á  cabo  por 
resoluciones  del  Poder  ejecutivo  que  no  se  funden  en 
preceptos  legislativos  dará  y  explícitamente  consignados, 
que  sean  aplicables  racionalmente. á  Ja  cuestión. 

El  plazo  para  optar  entre  el  cargo  de  que  se  trata  y  otro 
de  los  que  con  él  son  incompatibles,  es  el  de  ocho  dios.  Si 
trascurre  sin  haberse  presentado  la  renuncia  del  que  se 
ejerce,  ehtiéndeee  renunciado  el  de  Diputado  (1). 

•  1 4.    JSfcéríí^o.?.— Pueden excusarsede  ser  Diputados  pro- 
viBcialee  antes  ó  después  de  aceptado  el  cargo. (2): 

1."  Loe  mtayores  de  60  afios  y  los  fínicamente  impe- 
didos. 

2/*  -Los  que  hayan  tído  Senadores,  Diputados  á  Cortes 
ó  provinciales.  Alcaldes  y  Concejales,  basta  dos  años  des- 
pjiés  de  haber  cesado  en  sus  respectivos  cargos. 

La  ley  deja  á  las  Diputaciones  la  admisión  de  las  excu- 
sas, facultad  que  en  ninguna  manera  puede  significar  que 
sea  en  ellas  potestativo  admitirlas  ó  desecharlas  arbitra- 
riamente, sino  tan  aólo  que  les  compete  apreciar  si  el  Aec^ 
alegado  se  prueba  (3).  En  la  ca»  totalidad  de  los  casos  es- 
tos trámites  no  seráá  do.  necesidad  masque  después  de 
aceptado  el  cargo,  poraue  antes  basta  con  no  presentar  el 
acta  para  eximirse  de  él. 


(1)  Ley  Provincial,  art.  J7. 

[2)  ídem  id.,  art.  69. 
;3)    ídem  id.,  art.  59. 
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CAPÍTULO  XV. 

CONSTITUCIÓN  DB  LAS  DIPUTAXUONBS  PBOVINCIALBS. 

1.'  ConstituoiÓB  interina.— 3.**  Qaiénes  puedan  oonourrir  á  ella.— 3.**  iiesa  de 
edad.— 4.°  OoinÍBÍoue.s  de  actas.— 5.*  Modo  de  fanolónar  estas  Comilones.— 
6.^  Cará<ster  y  autoridad  de  la  Junta  de  Diputados.— 7*^  Su  modo  de  fuuoio- 
nar.— a*  Constituoión  definitiva*— 9.^  Eiraoitu  de  aotas  graves.- 10.  PlkKo 
para  efectuarlo.— !!•  Caducidad  de  actas.— 12.  Vacantes.— 13.  Renovación  bie- 
nal de  las  Diputaciones.— 14.  Cómo  se  veriñca.— 15.  Renuncia  del  cargo  de 
Diputado.^ié.  Caráder  del  oargo.*-17.  Tratamiento  de  las  Dipotacionea  y  de 
su^  Vocales.- 18.  Derechos  an^os  al  cargo  de  Diputado  provincial. — 19.  Dis- 
tintivos. 

!.•  Constitución  interina. — Hecha  la  elección,  deben  los 
ele^dos  presentar  sus  actas  en  la  Secretaría  de  la  Dipu- 
tación ocno  días  antes  del  en  que  haya  de  celebrarse  la 
apertura  de  las  sesiones,  en  cuyo  día,  sin  necesidad  de 
nueva  convocatoria,  se  reunirán  los  Diputados  electos 
que  hayan  presentado  sus  actas,  bajo  la  presidencia  del 
Gobernador,  y  se  procederá  á  la  constitución  interina  de 
la  Diputación,  debiendo  notarse  que  ese  plazo  para  la  pre- 
sentación del  acta  es  improrrogable  absolutamente  (i)- 

2.**  Quiénes  pueden  concurrir  á  ^ífe.— Aunque  la  dispo- 
sición, que  casi  literalmente  queda  copiada,  es  perfecta^ 
mente  clara,  se  ha  suscitado  alguna  duda  respecto  á  si  á 
la  sesión  de  constitución  interina  pueden  asistir  los  elegi- 
dos cuyas  actas  contengan  protestas  graves  ú  otros  vi- 
cios que  afecten  á  la  validez  de  la  elección;  y  de  confor- 
midaa  con  la  ley,  que  para  nada  tiene  en  cuenta  esas 
circunstancias,  sino  sólo  la  de  haber  presentado  el  acta 
limpia  ó  no,  se  ha  resuelto  la  duda  en  el  sentido  d®  que 
todo  el  que  aparezca  electo  y  haya  cuniplido  aquel  trámite 
tiene  inconcuso  derecho  á  asistir  (2).  Esto  sentado,  y  si- 
guiendo el  espíritu  de  la  declaración,  no  puede  caber  duda 
en  que,  así  en  la  sesión  de  constitución  como  en  las  demás 
que  se  celebren  hasta  que  sus  actas  sean  desechadas, 
pueden  tomar  parte,  para  deliberar  y  votar,  los  elegidos, 
aun  cuando  las  reclamaciones  hechas  contra  su  elección 
sean  de  la  mayor  gravedad. 

Si  la  constitución  interina  ocurriera  por  efecto  de  la  re- 

(1)  R.  o.  de  27  de  Octubre  de  1871,  ley  Provincial,  arte.  46  y  87. 

(2)  Rs.  Os.  de  27  de  Noviembre  de  1872  y  de  16  de  Abril  de  1881. 
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novación  bienal,  deberán  asistir  á  ella,  no  sólo  los  electos 
que  hubieran  presentado  su  acta,  sino  también  los  Dipu- 
tados eme  sigan  en  sus  cargos,  y  esto  también  harán  en 
lo  que  hace  relación  á  Jas  sesiones  siguientes  hasta  la  de 
la  constitucióji  definitiva  (i). 

3.**  Mesa  de  edad, — Para  dirigir  las  deliberaciones  y  le- 
vantar las  actas  de  esta  Junta  de  Diputados  electos,  debe 
ocupar  la  Presidencia  el  Vocal  de  más  edad  y  hacer  de 
Secretarios  los  dos  más  jóvenes  de  entre  los  presentes, 
sin  que  por  ningún  motivo  pueda  el  Gobernador  arrogar- 
se la  facultad  de  Presidente  (2). 

4,^  Comisiones  de  actas, — Así  constituida  interinamente, 
elígense  dos  Comisiones  de  actas,  una  permaMnte,  com- 
puesta de  cinco  Vocales  en  las  provincias  que  cuenten  al 
menos  este  número  de  partidos  judiciales,  y  en  las  que  no, 
de  tantos  como  distritos  contengan;  y  otra  auxiliar  for- 
mada por  tres  Vocales,  sin  que  pueda  haber  en  ninguna 
de  ellas  dos  Diputados  de  un  mismo  distrito.  La  primera, 
examinará  todas  las  actas  presentadas,  menos  las  de  sus 
miembros;  y  la  segunda,  las  de  éstos  (3).  Para  evitar  in- 
convenientes de  nuevos  nombramientos  para  la  Comisión 
permanente  de  actas,  debe  procurarse  que  quienes  la  for- 
men no  tengan  en  las  suyas  protestas  graves  (4). 

5.**  Modo  de  funcionar  estas  Comisiones. — Ambas  Comi- 
siones emitirán  inmediatamente  sus  dictámenes,  los  cua- 
les Quedarán  sobre  la  mesa  por  24  horas,  á  fin  de  que 
pueaan  examinarlos,  con  los  antecedentes  de  su  referen- 
cia, los  Diputados;  y  trascurrido  ese  plazo,  la  Diputación 
procederá  á  resolver  sin  interrupción  ísíh  reclamaciones  y 
protestas  suscitadas  por  las  operaciones  electorales;  pero 
sin  que  le  sea  permitido  anular  ningún  acta.. 

Aprobadas  las  de  los  Vocales  de  la  Comisión  perma- 
nente, examinará  ésta  las  de  los  demás  Diputados,  divi- 
diéndolas en  dos  clases:  una  comprenderá  las  que  no  ven- 
gan protestadas  ó  reclamadas,  sino  levemente*  otra  las 
que  contengan  protestas  ó  reclamaciones  que  afecten  á  la 
validez  de  la  elección,  como  decía  la  legislación  anterior, 
mucho  más  clara  en  este  punto  que  la  vigente,  que  se  re- 


(1)  R.  o.  de  27  de  Noviembre  de  1872. 

(2)  Ley  Provincial,  arte.  46  y  48.  R.  O.  de  3  de  Enero  de  1884., 
ídem  id.,  art.  47,  par.  l.o 
K.  O.  de  12  de  Enero  de  1873 
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fiero  á  las  aetas  jue  descubran  Aec^s  ó  susciten  dudas  de  ma- 
yor gravedad^  usando  una  fqrma  compa,ratiVa  capaz  de 
originar  interpretaciones  erróneas. 

6."*  Carácter  y  autoridad  de  la  Junta  de  Diputados. — 
La  Diputación  interina,  en  su .  calidad  de  mera  Junta 
preparatoria  para  consótuir  la. verdadera  representación 
de  la  proAlncía,  carece  de  autoridad  aun  para  discutir 
las  actas  graves,  y  sólo  puede  ocuparse  en  examinar  y  re- 
solver acerca  de  ias  calificadas  de  leves  por  los  dictáme- 
nes de  la  Comisión  correspondiente  (i).  Mas  respecto  á 
esto  es  tan  exclusiva  del  Cuerpo  de  facultad  de  exaníinar, 
deliberar  y  resolver,  que  ^ú  ningún  caso  toca  al  Presiden- 
te oibrar  en  el  asunto  por.éí; 

7.°  Su  modo  de  funcionar. ^—Vov  lo  que  hace  al  número 
de  votantes  preciso  par^.  deliberar  y  acordar,  no  rigen 
los  preceptos  reguladores  del  funcionamiento  de  las  Dipu- 
taciones; y  la  razón  es  qnQ,  siendo  potestativa  la  presen- 
tación del  acta,  los  que  las  hayan  presentado  para  el  día 
de  la  apertura  de  las  sesiones,  formarán,  pocos  ó  muchos, 
la  Diputación  interina,  cuyo  cometido  se  reduce  á  la  dis- 
cusión y  aprobación  ae  las  actAs  leves,  asunto  en  el  que 
ha  de  proceder  con  estricta  sujeción  á  las  terminantes 
prescripciones.de  la  ley,  sea'  cualquiera  el  orden  y  modo 
que  ^1  reglamento  interior  del  Cuerpo  establezca  para  las 
sesiones  (2).  , 

Con  la  resolución  de  las  actas  leves  termina  el  pe- 
ríodo interinó,  é  inmediatamente  entra  la  Diputación  en 
el  lleno  de  sus  funciones;  pero  no  será  válido  y  legal  este 
.cambio  si  previamente  no  se  declara  que  las  actas  pen- 
dientes de  examen  contienen  ó  no  protestas  graves  (3) . 

8.**  Constitución  definitiva  de  la  iHputación, — Aprobadas 
las  actas  que  no  contengan  protestas  que  afecten  á  la 
validez  de  la  elecpión^  proceden  las  Diputaciones  á  cons- 
tituirse definitivamente,  eligiendo  un  Presidente,  un  Vi- 
cepresidente y  dqs  Secretarios  para  todas  las  sesiones 
que  hayan  do  celebrarse  hasta  la  renovación. 

De  aquí  se  desprende  que,  cualquiera  que  sea  «el  nú- 
mero de  los  elegidos  cuyas  actas  hasta  ese  momento  ha- 
yan sido  aprobadas  por  no  contener  protestas  graves,  la 

(1)  Ley  Provincial,  arts.  47,  49  y  60. 

(2)  Ordenes  de  12  de  Enero  y  l.o  de  Marzo  de  1873. 

(3)  Rs.  Os.  de  4  de  Enero  y  16  de  Abril  de  1881. 
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Diputación  existe  ya  con  toda  la  plenitud  de  sus  atribu- 
cíonee,  aunque  se  comdóVtga  no  talas  que  de  lós  Vocales 
precisos  para  ocupar  Io$  citados  cargos f  pero  de  aquí 
puede  surgir  una  consecuencia  qud  lálcy  tío  ha  prescri- 
to, y  es  que  no  ascendiendo  el' numero  de  los  Diputados 
agmitidos,  mas  los  que  tengan  acta  pendiente  de  apro- 
bación, al  que  exige  el  art.  67  jiara  deliberar^  la  consti- 
tución sea  imposible  y  la  nrovincia  tíarezca  de  represen- 
tación hasta  que  lluevas  elecciones  se  la  proporcionen. 

Verdad  es  que  si  ocurriera  el  caso  antedicho,  el  Go- 
bierno proveería  aJ  remedio  con  una  de  tantas  resolucio- 
nes como  suele  dictar  en  efeíás  materias,  siendo  tal  pro- 
cedimiento,, á  nuestro  juicio,  peor  qué  el  mal  que  se  in- 
tenta curar,  porque  acostumbra  á  lo^  Ministros  á  susti- 
tuir su  voluntad  y  su  criterio  al  criteirio  y  á  la  voluntad 
de  las  Cortes. 

9^  Fm^ieTí  de  actas  ffrapes.'—ljá  lev  rio  ha  qüetido  que 
el  juicio  de  actas  é^^aveé,  ctiy^o'fetlio  puede  ser  la  anu- 
lación de  la  elección^  y  por  16  tanto,  la  pérdida  de  uh  de- 
recho tan  imi)ortante  y  i^espetable  como  el  dé  la  re- 
presentación de  un  distrito,  se  hiciera  por  una  cor- 
poración, mejor  dicho,  por  una  junta,  que  ni  tiene  bien 
definida  su  autoridad,  ni  goza  en  la  esfera  bfifcial  de 
otra  existencia  (|ue  la  inieHña',  ábfeoltítamente  pi^ecisa 
para  resolver  una  cuestión  puramente  de  hecho;  y  por 
eso  manda  que  uriá  vez  constituida  la  Diputación  de  un 
modo  definitivo,  cuahdo'  ya  exi'áte  verdaderamente  un 
cuerpo  oficial,  una  autoridad  dotada  de  facultades  pro- 
pias y  á  la  cual  se  puede  exigir*  responsabilidad  por  el 
uso  que  de  ellas  haga,  y  bontra' cuyos  acuciados  hay  re- 
cursos, segí^n  entonces  ^e  decida  sobre  atjuellbs  actos; 
añadiendo  como  .garantía  que  contra  las  decistones  de 
efea  clase  puederi,  los  que  las  eslihiéíi  perjudiciales,  re- 
clamar ante  la  respectiva  A'udieilcía  déntfo  de  Ips  15  días 
siguientes  á  la  publicación  6  á  la  notificación  administra- 
tiva del  acuerdo..  •    ' 

Para  utilizarla,  no.  sólo  se  reputa  interesado  delecto  de 
cuya  acta  se  trate,  sino  tarnbíén  el  candidato  Ó  candidatos 
reunidos  y  los'qüe  hayan  presentado  protestasy  reclama- 
ciones contra  la  elección  en  tiempo  y  forma  hábiles  (1). 

(1)  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  1$  y  31  de  Enero  de  1872, 12 
de  Mayo  y  14  de  Noviembre  de  1873. 
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10.  Plazo  para  efectuarlo. — Para  evitar  que  un  calcula- 
do olvido  pueda  privar  á  los  elegidos  de  su  derecho,  está 
la  Diputación  obligada  á  resolver  acerca  de  la  validez  ó 
nulidad  de  una  elección  antes  de  la  tercera  sesión  que 
celebre,  inmediatamente  después  dé  aquella  en  que  el 
acta  fué  presentada,  y  no  haciéndolo,  tendrán  por  firme 
y  eficaz  la  proclamación  del  Diputado  hecha  en  el  dis- 
trito electoral.  En  este  caso,  la  admisión  del  Diputado  se 
hará  saber  á  los  interesados  en  las  reclamaciones  y  pro- 
testas contra  la  validez  de  la  elección  para  que  puedan 
recurrir  á  la  Audiencia  pidiendo  la  nulidad  del  acta  ó  la 
declaración  de  incapacidad  del  admitido.  A  pesar  de  la 
previsora  y  laudable  tendencia  de  esta  disposición,  los 
intereses  y  arterías  de  las  parcialidades  podrían  utilizarla 
como  arma  á  propósito  para  hacer  que,  siquiera  por 
algún  tiempo,  íuera  Diputado  quien  por  loó  vicios  de  su 
elección  no  debiera  haber  sido  proclamado,  bastando  al 
efecto  no  acordarse  de  discutir  y  resolver  acerca  del  acta, 
y  á  fin  de  prevenir  este  abuso,  dispone  la  ley  que  para 
que  un  acta  grave  se  someta  á  discusión  y  acuerdo,  bas- 
tará que  lo  soliciten  tres  Diputados  proclamados  y  lo  cual 
indica  que  el  procedimiento  es  aplicable  desde  el  momen- 
to de  la  constitución  definitiva,  y  puede  utilizarse  por 
todos  los  que  tienen  derecho  á  intervenir  en  los  actos  del 
cuerpo  (1). 

11.  Caducidad  de  las  actas. — Los  elegidos  que  15  días 
después  de  la  constitución  definitiva  no  nayan  presentado 
las  actas,  entiéndese  que  renuncian  el  cargo,  porque  no 
habría  sido  justo  dejar  á  su  arbitrio  el  tiempo  en  que 
hubieran  de  concurrir  al  desempeño  de  las  funciones  á 
que  les  llama  el  voto  de  bus  conciudadanos,  con  perjui- 
cio evidente  de  los  particulares  intereses  de  los  distritos 
que. los  eligieron  y  de  los  generales  de  la  provincia,  ya 
que  los  unos  carecerían  de  representación  en  el  seno  de 
la  autoridad  encargada  de  su  gestión,  y  los  otros  habrían 
de  resentirse  de  la  falta  de  los  que  han  de  deliberar  y  re- 
solver acerca  de  ellos.  Es,  pues,  muy  conveniente  que  se 
obligue  de  un  modo  indirecto  á  los  aue  han  solicitaaó  los 
sufragios  en  los  comicios  á  acudir  $ijlí  donde  se  ventila  el 
bien  de  sus  comitentes,  poniéndolos  en  el  paso  ó  de  Ue-^ 
nar  el  puesto,  ó  de  dejarlo  para  que  venga  á  ocuparlo 

(1)    Ley  Provincial,  art.  64. 
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quien  piieda  y  desee  con  verdadero  celó  cooperar  á  la 
buena  administración  de  la  provincia;  de  otra  manera, 
unos  por  negligencia,  otros  porque  sólo  aspiran  al  ho- 
nor de  la  investidura  renuyendo  las  cargas  que  consigo 
lleva,  dejarían  trascurrir  los  meses  y  aun  los  años  sin 
exhibir  el  documento  que  los  acredite  como  Diputados; 
sin  tomar,  por  decirlo  así,  posesión  de  sus  plazas,  y  mien- 
tras tanto  disfrutarían  la  consideración  aneja  á  ellas;  pero 
sabiendo  que  existe  un  plazo  improrrogable  para  entrar 
en  funciones  (i),  sólo  dejarán  de  hacerlo  los  que  real- 
mente han  sido  contra  su  voluntad  elegidos  para  lo  que 
es  un  servicio  personal  no  obligatorio  hasta  que  libre- 
mente se  acepta,  pues  desde  entonces  la  obligación  de  su 
desempeño  existe. 

Mas  sea  cualquiera  la  causa  por  que  las  actas  no  se  pre- 
sentan para  la  constitución  definitiva,  se  han  de  decla- 
rar vacantes  los  distritos,  á  que  se  refieran,  y  en  ellos  se 
procederá  á  elección  parcial,  lo  mismo  que  en  el  caso  de 
anular  la  Diputación  algún  acta,  sin  perjuicio,. cuando 
esto  último  suceda,  de  los  recursos  á  que  nubiere  lugar, 
que  serán  los  anteriormente  citados  (2). 

12.  Vacantes. — Podría  aquí  ocurrir  la  duda  de  si  las 
vacantes  originadas  por  esOs  motivos  entran  ó  no  en  la 
clase  de  las  ^üe  la  misma  ley  llama  extraordinarias,  por 
contraposición  á  Iqis  que  provienen  de  sus  propias  reglas 
en  lo  relativo  á  la  renovación  de  los  cuerpos  que  nos  ocu- 
pan, y  por  consecuencia,  si  en  su  provisión  quedan  suje- 
tas á  lo  estatuido  para  aquéllas  en  el  tiempo  y  forma  de. 
la  elección;  mas  si  surgiere,  bastaría  para  resolverla  otro 
precepto  del  mismo  código,  no  sólo  relacionado  íntima- 
mente con  el  que  examinamos,  sino  por  el  claramente  ci- 
tado.. 

En  efecto,  se  previene  en  éste  que,  si  no  se  presentan 
algunas  actas,  se  tengan  por  renunciados  los  cargos  por 
los  elegidos,  y  declaradas  tas  vacantes,  se  proceda  á  la  elec- 
ción parcial  en  el  tiempo  y  forma  que  la  ley  determina. 

Ahora  bien;  ni  la  ley  Electoral,  ni  la  de  Diputaciones, 
únicas  en  las  cuales  debiera  en  su  caso  establecerse  el 
tierapo  y  forma  a  que  se  alude,  determinan  otros  que  los  co- 
munes á  toda  provisión  por  sufragio  de  las  vacantes  ex- 

(1)  E.  o.  de  27  de  Octubre  de  1871. 

(2)  Arte.  61,  62  y  68  de  li^  ley  Provincial. 
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traordinarias  que  por  cualquier  concepto  ocurrati;  luego 
es  indudable  que  en  esa  clase  están  aquéllas  comprendi- 
das, y  que  para  llenarlas  se  ha  de  observar  el  procedi- 
miento común.  .        .     . 

13.  Renovación  bienal  de  las  Diputaciones.— liemos  di- 
cho que  hay  vacantes  ordinarias,  ó  sean  las  que  perió- 
dicamente ocurran  en  cumplimiento  de  las  prescripcio- 
nes legales  relativas  á  la  renovación  de  las  Diputaciones, 
porque  en  efecto  estos  cuerpos  deben  sufrir  en  deter- 
minadas épocas  un  cambio  en  el  personal  que  los  com- 
Eone,  ya  para  no  hacer  demasiado  gravoso  el  cargo  de 
lipütado,  ya  para  qua  la  opinión  pueda  influir  en  la  Ad- 
nlinistracion,  cualquiera  qué  sean  los  cambios  que  en 
ella  determinen  nuevas  necesidades,  aspiraciones  más 
extensas,  ó,  en  fin,  otras  causas  y  motivos,  y  también 
para  que  manifieste  esa  misma  ojpinión  su  complacencia 
reeligiendo  al  que  en  ella  se  ha  inspirado,  y  su  disgusto 
negando  siis.  votos  al  que  le  fué  infiel.  Podría,  no  obstan- 
te, si  la  reilovación  fuese  total,  ocurrir  el  gravísimo  in- 
conveniente que  en  las  Corporaciones  no  quedase  perso- 
na fldguna  conocedora  de  los  asuntos,  necesidades,  recur- 
sos y'aun  de  las  prácticas  de  la  administración  provincial; 
mal  que  indudablemente  acarrearía  frecuentes  y  po  leves 
perjulcióá  á  la  provincia  y  á  sus  moradores,  porque  si 
aun  para  ejercer  útilmente  las  profesiones  que  pudiéra- 
nio^ .  llamar .  puramente  teóricas,  es  inexcusable  cierto 
caudal  de  experiencia,  en  la  aplicación  diaria  del  derecho 
administrativo  á  los  negocios,  función  que  tiene  miícho 
más  de  ptóctica  que  de  especulativa,  es  de  todo  punto 
necesario  poseerla.  Las  Autoridades  y  oficinas  de  la  Ad- 
ministración, todos  lo  saben,  no  están  sujetas  en  la  gene- 
ralidad de  los  casos  á  un  procedimiento  preestablecido; 
sus  formas  de  instrucción  varían  según  los  casos,  y  quien 
desconoce  las  relaciones  que  entre  sí  ligan  los  intereses 
y  derechos  objeto  de  los  expedientes,  corre  riesgo,  ó  de 
no  llegar  á  reunir  todos  los  elementos  indispensables 
para  proponer*  ó  adoptar  una  resolución  eauitativa,  ó  de 
extraviar  la  tramitación  comprometiendo  la  justa  opor- 
tunidad de  las  providencias.  Estos  motivos  y  otros  mu- 
chos que  pudieran  alegarse,  ponen  como  límite  racional 
de  la  renovación  de  las  Diputaciones  la  necesidad  de 
conservar  cierto  número  de  vocales,  que  vienen "á  ser  el 
órgano  de  las  tradiciones  de  la  Corporación,  al  mis- 
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mo  tiempo  que  sus  asesores  en  las  cuestiones  de  con- 
ducta. 

i 4.  ^ómo  se  hace  esa  renovadén.—He  aquí  por  qué,  aun 
cuando  la  renovación  es  bienal,  no  alcanza  sino  á  la  mi- 
tad de  los  distritos  ó  agrupaciones  (i);  mas  como  sería 
imposible  obtener  esté  número  allí  donde  el  de  los  Voca- 
les fuera  impar,  la  primera  designación  de  salientes,  que 
se  hará  por  sorteo,  lia  de  alcanzar  al  mayor  número,  ó  sea 
el  cociente  entero  de  la  división  por  dos,  más  el  uno  que 
constituye  el  residuo,  y  en  las  sucesivas  solamente  sal- 
drán los  fnás  antiguos,  teniendo  presente  para  reputarlos 
en  esta  clase  si  ingresaron  por  elección  parcial,  poraue 
en  este  caso  su  antigüedad  será  la  que  tenía  el  reempla- 
zado por  el  miembro  de  que  se  trate  (2). 

La  práctica  de  estas  prescripciones  ha  dado  lugar  á 
dudas  acerca  de  si  para  efeptuar  la  renovación  debían 
tenerse  en  cuenta  las  vacantes  ocurridas  y  no  provistas, 
ó  si,  por  el  contrario,  ese  reemplazo  ha  de  subordinarse 
siempre  al  total  de  Vocales  cíe  aue  las  corporaciones 
consten;  duda  que  se  ha  resuelto  (3)  en  este  ultimo  sen- 
tido, teniendo  en  cuenta,  de  una  parte,  que  las  vacantes, 
cualquiera  que  sea  su  origen,  deben  proveerse,  ó  por 
elección  parcial  ó  por  el  Gobierno,  y  de  otra,  que  sea 
cualquiera  la  forma  de  cubrirlas,  los  elegidos  ó  nombra- 
dos ingresan  en  el  lugar  de  los  por  ellos  sustituidos;  de- 
biendo desempeñar  el  cargo,  por  lo  tanto,  solamente  el 
tiempo  que  á  sus  antecesores  faltase  para  cesar  con  arre- 
glo al  turno  de  renovación  establecido. 

Í5;  ÜenmTma  del  carffo.^Lógico  es  que,  pues  se  atribu- 
ye á  las  Diputaciones  el  juicio  y  fallo  de  los  actos  de  los 
eleves,  conozcan  también  délas  excusas  que  éstos  pre- 
senten jmrá  no  aceptar  el  cargo,  y  de  la  renuncia  que  de 
él  hagan  déispués  de  aceptado  (4).  Lo  primero  sucederá 
rétra  vez,  porque  con  no  presentar  el  acta  tienen  los  ele- 

fidos  bastante  para  obtener  la  realización  de  su  deseo, 
¡n  cuanto  á  las  renuncias,  debe  observarse  que,  según 
el  te3rto  legal,  sólo  pueden  prosperar  y  ser  admisibles  las 
que  se  fundaín  en  una  cslusq,  justa;  es  ciecir,  en  un  motivo^ 


(1)  Ley  Provincial,  art.  67,  párs.  2.o  y  3.o 

(2)  ídem  id.,  art.  68. 
""     K.  0.  de  10  de  JúHo  de  IStí. 

Ley  Provincial,  art.  60,  par.  l.o 


(«) 
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tal  como  la  falta  de  salud  ó  de  medios  pecuniarios  para 
sobrellevar  el  trabajo  y  gastos  inherentes  al  qargo,  la. 
necesidad  de  permanecer  constantemente  en  un  determi- 
nado punto,  etc.,  porque  como  se  va,  las  causas  aqui  es-, 
tan  genéricamente  enunciadas,  al  contrario  de  lo  que  su- 
cede coix  las  excusas,  que  solamente  pueden  presentar: 
los  mayores  de  60  años,  los  físicamente  impedidos  y  loa 

3ue  hayan  sido  Senadores,  Diputados  á  Cortes,  Diputa- 
os provinciales  y  Concejales,  si  son  elegidos  sip  que 
desde  que  sirvieron  cualquiera  de  estos  cargos  hayian 
trascurrido  dos  años;  por  con^guiente,  hay  mayor  ex- 
tensión en  las  facultades  de  las  Diputaciones  por  lo  que 
hace  á  las  renuncias  que  en  lo  tocante  á  las  exQU8a,s- 
Al  conocer  de  éstas  tienen  una  medida  legal  exa^cta,  una 
tasa  inflexible  á  gue  sujetarse;  mientras  que  al  resolver 
respecto  de  aquéllas  queda  á  su  libre  arbitrio  la  aprecia- 
ción del  fundamen^to  alegado,  y  á  nadie  más  que  á  ellaa 
toca  calificar  su  justicia.  Por  supuesto,  que  si  su  provir^ 
dencia  ó  acuerdo  se  estimase  gravoso  por  el  renunciaa- 
te,  quedaría  expedita  la  vía  contenciosa  para  impugnarlo 
y  pedir  su  revocación;  aserto  que  no  es  necesario  demos- 
trar, pues  si  contra  las  resolueionjes  de  esos  cuerpos  en 
materia  de  aprobación  ó  anulaoiór\  de  actas  se,  da  aquel 
recurso,  claro  es  que  también  ha  de  proceder  siempre  y 
cuando  se  trate  de  perder  ó  conservar  la  representación 
de  la  provincia,  y  en  último  caso,  porque  según  juris- 
prudencia sentada,  la  vía  contenciosa  es  utiUzapleíContoa 
cualquier  acuerdo  de  las  Diputaciones  (i)  de  Rajturajeaa 
análoga  á  los  mencionados  en  el  art.  53  de  la  ley  Provin- 
cial, analogía  que  aquí  es  evidente. 

16.  CaracUr  del  cargo. — Expuesto  cuanto  híace  rel^cióu 
á  la  forma  en  que  se  nombran  y  estáa  ovgani:$^dM  jas 
Diputaciones,  parece  necesario  para  tern^iaaí:^  esa,  mat^H 
ria  signifi<^ar,  aunque  sea  ligei^ana^te,  cuál  ea  e\^fh^ 
ter  del  cargo  de  Diputado  y  cuáles  las  oWigaciouiW  y  (Je- 
rechos  que  consigo  lleva* 

La  ley  lo  declara  voluntario  desde  el  momento. en  que 
deja  á  los  elegidos  en  libertad  de  aceptarlo  ó^no;  pera  una 
vez  hecha  la  aceptación  por  medio  de  la  presentación  del 
acta,  el  Diputado  ya  no  tiene  libertad  para  abandonar 

(1)    Sentencia  del    Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  SI.  de  En^o 
de  1872. 
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esa  investidura  y  eludir,  tos  deberes  que  le  son  anejos; 
queda  por  ese  acto  ligado  en  tal  manera,  que  debe  ser 
compelido  á  su  cumptímiento  aun  con  mfultas,  como  más 
adelante  veremos,  y  siempre  y  en  todo  caso  puede  exi- 
gírsele  responsabilidad,  no  sólo  por  lo  que  ha  hecho, 
sino  por  lo  que  deió  de  hacer;  es  decir,  que  así  incurre 
en  responsabilidaq  por  negligencia  como  por  abuso.  En 
este  concepto,  la  nahiraleza  cíe  este  oai^o  puede  fijarse  di- 
ciendo que  es  volunteirio  &ñ  cuanto^á  su  aceptisicioTi;  obli^- 
gatorio  desde  éste  en  adelaaite;  gratuito,  puesto  que  nin- 
gún haber  lleva  consigo^  y  sujeto  á  reeponsabili^feid: 

Sus  deberes  consisten  en  desempeñar  bien  y  flelmente 
las  funciones  que  la  ley  encarga  al  Diputa^^  6  sean  asis- 
tencia á  las  sesiones,  celo  por  el  bien  de  la  pro^nncia^,  es- 
tudio de  los  asuntos  para  defender  siempre  en-  ellos:  la 
justicia  y  la  verdad,  templanza  en  la  dellbéractón  y  en  la 
totación  conciencia.  El  Diputado,  segúni  terminante  prer- 
oepto,  no  puede  abstenerse  de  votar;  dé  esta  manera  la 
ley,  perfectamente  fundada  en  que  én  cualquier  ¡aisuníko 
hat  dos  términos,  por  uim)  de  loa  cuales  debe  optarse^  le 
obhga  á  apoyar  cOn  su  sufragio  uno  de  ellos  (t). 

Aunque  la  duración  del  cargo  es  de  cuatro  años,  como 
tes  Diputaciones  se  renuevan  cada  dos,  para  los  Dipufta- 
dbs  á  quienei^  toca  salir  en  la  primera  renovación,  real  y 
verdaderamente  no  durará  mas  que  este  último  plazo. 

17.  Tratamiento  de  la  JHpv^adón  y  4e  sus^  Vocales.^ 
Guarda  silencio  la  ley  respecta  ai  tratamiento  de  las  Di- 
putaciones y  al  de»  los  Biputado»  provín6ikÍe9;.y,  pea:  lo 
tanto,  ninguno  tienen  éstos,  smo  es  que  les^  corresponda 
pdr  cttókíquier  otro  cargo  que  ejeMarti  ó  de  cuyos  honores 
<tíafruten,  6  portjue  estén  condecorados  con  díátinciones 

3\xe  Ib  oortflerattj  no  obstante  esta,  í¡a¡  cbstumbre  creada 
la  sombra'  de  anteriores  disposiciones  les  atribuye  el 
de  Séf¡J9TÍa,  a«í  como  á  las  Corporaciones  el  de  JBaxelmcia. 
18. ,  l^echosl,  amjo$  al  cw^go  de  Mput0d^proHMial.''**ÍjOe 
Diputados  provinciates,  ouahdo  asiste»  A  las  visitas  de 
cá*»eetes,  tífenen  derectó)  á^seritArse  altemattvamente  con 
los  Magistrados  de  Ia&  Audiencias  y  después  del  Ministro 
deOMW)  (2). 
En^  w»  que  p^ieden  ser  nombrados  Abogados  de  Be- 

SArt.  69  de  la  ley  Provincial. 
B.  0.  de  24  de  Octubre  de  18»: 
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aeficeneia  figuran  los  que  hayan  desempeñado  dicho 
cargo  (1).    ,    . 

En  las  funciones  y  actos  públicos  civiles  tienen  los  Di- 
putados provinciales  derecho  á  que  se. les  coloque  des- 
pués del  Regente  (hoy  Presidente),  y  antes  que  los  Ma- 
gistrados, de  las  Audiencias  (2), 

19.  Distintivos. — Desde  que  por  R.  D.  de  28  de  Fe- 
brero de  1855  se  concedió  á  los  miembros  de  las  Dipu- 
taciones el  uso  de  una  medalla  de  oro  con  el  escudo  de 
la  provincia,  vienen  usando*  ese  distintivo,  que  se  confir- 
mo en  el  decreto-ley  de  18  de  Qctubre  de  1868.  En  la 
actualidad,  así  acerca  de  este  extremo  como  respecto  al 
<le  tratamientos,  la  ley  nada  establece,  y  sin  duda,  ya 
fK)rque  este  silencio  se  interpreta  como  aquiescencia  alo 
añteñormente  prescrito,  ya  porque  t^I  vez  se  tiene  ix>r 
subsistente  el  Real  decreto  mencionado,  los  Diputados 
provinciales,  pura  las  funciones  y  actos  públicos,  lJevar>, 
<tomo  insignia  de  su  cargo,  la  referida  medalla  pendiente 
a;l  cuello  de  una  cinta  con  los  colores  nacionales,  modifi^ 
dación  introducida  por  el  <Jeereto-ley  citado,  pues  el  antee 
anotado  mandó  que  se  llevasen  con  un  cordón  de  pro  y 
verde. 

Por  lo  demás  todas  estas  preeminencias  y  distinciones, 
aunque  apreciables,  porque  demuestran  la  estima  aue 
siempre  han  merecido  á  los  altos  poderes  de!  Estado  loe 
representantes  administrativos  de  las  provincias,  nada 
son  ep  comparación  co(n  la  honrosa  dignidad  que  por  ai 
sola  confiere  la  investidura  de  Diputado  provincial.  Aquél 
á  quien  sus  conciudadanos  confian  la  admiíiistración  de 
los  intereses  de  la  provincia^  la  defensa  de  pus  derechos, 
el  remedió  de  sus  necesidades  morales- y  material^  y  el 
desarrollo  ide  su:  riqueza,  recibe  un  público  testtmoDiio  de 
ínt^gro^  inteligente  y  celoso  del  bien  común,  que  i)or  sí  solo 
cóipo  resultado  derla  opinión  imparcial  del  oistrito  que  lo 
eligoj  vále^más  (fue  cuantas  tdistmciones  y  privitegiospu- 
diepañ^ncedérselepor  lofs  Gobiernos;  porque  sin  m^^08- 
preci£kr  éstos,  anteij  dándoles  el  justo  valor  que  tienen,  se 
advierte  desde  luego  la  diferencia  grande  qije  media  entre 
irnos  y  otros.  El  primero  es  puramente  personal,  iadiví- 
4tíal;  eLi^egundo  ind^rmina^o  en  ouanto  ^laspenponas 


1)    K.  D.  de  6  de  Julio  de  1863. 
|2)    R.  D.  de  17  de  Mayo  de  1866í. 
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y  concedido  solo  al  cargo,  y  depende  del  otro  en  tal  ma- 
nera, aue  no  se  obtiene  sin  que  aquél  preceda:  el  uno  ee  la 
cosa,  el  otro  su  símbolo;  y  así  como  el  condecorado  no 
ostenta  con  legítimo  orgullo  el  distintivo  que  adorna  su 
pecho  por  lo  que  es  en  sí,  sino  por  lo  que  representa,  así 
el  Diputado  provincial,  al  hacer  uso  de  las  preeniinen- 
cías  concedida»  al  cargo,  sabe  que  no  es  á  él  a  quien  per- 
sonalmente se  otorga^  sino  al  que  por  ser  digno  de  re- 
presentar á  sus  conciudadanos  es  merecedor  de  ellas.    - 

CAPÍTULO  XVI. 

MODO  DB  FUNCIONAR  LA.S  DIPUTACIONES"  PROVINCIALES. 

1."  Imi^rtancia  del  procedimiento  en  general. — 2.°  Ídem  en  el  terreno  adjni- 
nistrativo.— 3.**  ídem  especial  tson  relación  á  las  Diputaciones.— 4.*  Épocas  de 
sesiones. ^5. **  Número:  de  sssionei  en  cada  período.-^.'*  Sesiones  eztcaordina- 
riaa.— 7.^  Suspensión  de  Besiones.  (a)  Facultades  de  los  Gobernadores,  (h)  Cómo 
deí)en  ejercerlas.— 8.**  Pablicidad  délas  sesiones. — 9.'*'  Sesiones  secretas. =^ 
.10.  Asistencia  á  las  sesiones.— Ih  Correoción  de  las  faltas  de  asistencia*^ 
12.  ííúinoro  de  Vocales  para  deliberar.— 13.  Mayoría  para  acordar.— '14.  Aouer-' 
dos.— 15.  Comisiones.— 16.  Clasificación  de  las  Comisiones.^l7.  Carácter  dfe, las 
Comisiones.  — 18.  Comisiones  permanentes. —  19.  Comisiones  especiales.'— 
20.  >tombramifn,to  de  las  Comisiones.— 21.  Derecho  á  deliberar,  y  yotar^ — 
22.  Forma  de  las  sesiones.— 23.  Forma  de  las  votaciones. — ^24.  Actas  ^é  sesio- 
nes, fa)  Definición,  (b)  Contenido,  (c)  Libro  de  actas.— 25.  Autenticidad  M  li- 
bro de  actas  y  condieioinbs  aue  requiere,  (a)  Capacidad.  P>)  Competencia.— 
26.  Forma  de  las  actas,— 27.  Iteglanikento  para  el  despacho.— 28.  Consultas  al 
^  Gobierno. 

1 .""  Imporiancia  del  procedimiento  en  ffeneraL — El  comple- 
mento necesM'io  de  la  organización  de  un  poder  ó  aütori*- 
dad,  cualquiera  aue  él  sea,  es  el  señalamiento,  cuando 
menos,  de  las  reglas  cardinales  á  que  debe  someterse  en 
el  qercicio  de  las  atribuciones  que  se  le  confieren  y  de 
las  obligaciones  que  se  le  imponen.  Poco  ó  nacía  habría 
adelantado  la  ley  con  determinar  la  composición  y  facul- 
tades de  las  Diputaciones  si  por  lo  demás  abandonaba  á 
su  arbitrio  el  modo  de  usar  el  poder  recibido.  En  esto, 
como  en  todo  lo  relativo  á  la  realización  de  los  derechoé 
y  de  los  deberes,  el  procedimiento;  las  formas  de  proceder 
<x  ohrür^^oxi  de  importancia  tíin  grande  comóaquéllo  mis^ 
mo  de  cuya  práctica  se  trata:  por  eso,  si  ajas  leyes  qué 
tístatuyen  acerca  de  esto  último  se  las  llama  sustanti'M^ 
compáráridolas  en  su  importancia  para  el  orden  social  á 
fe  que  en  el  lenguaje  tienen  los  vocablos  ó  parte  de  la 
oración  que  recibe  aquel  nombre,  no  falta  quien,  como 
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Bentham,  haya  dado  el  de  adjetivas  á  la.B  procesales^  para 
realzar  &u  valor  siguiendo  el  apuntado  símil;  y,  en  efec- 
to, así  como  íio  es  posible  hablar  sin  términos  que  de- 
noten las  personas  y  cosas^  ni  tampoco  es  fácil  concebir 
lo  que  sena  uipia  lengua  desprovista  de  los  que  expresan 
las  cualidades  de  aquéllos,  la  sQciedad  no  se  comprende 
sin  Iqyesque  regulen  las  relaciones  públicas,  y  privadas 
de  los  asociados,  y  sin  otras  q^ie  establezcan  el  m>4o  de 
dirimir  Is^  diferencias  que  entre  ellos  mismos  ó  entre 
ellos  y  la  autoridad  surjan.  Si  los  particulares  careciesen 
de  medios  para  obtener  lo  que  en  justicia. se  les  debe,  si 
la  Administración  en  ,general  no  los  tuviera  para  ejerci- 
tar su  poder,  intentaría  ésta  en  vano  remediar  las  nece- 
sidades públicas,  y  los  otros  inútilmente  invocarían  las 
disposiciones  del  legislador  que  les  spn  favorables,  y  los 
derechos  de  todos  permanecerían  siempre  en  el  estacfo  de 
idea  sin  realizarse  jamás;  viniendo  á,  ser  la  ley  una  ca- 
beza sin  cuerpO;,  una  voluntad  sin  miembros  u  órganos 
que  ejecutasen:  ó  resultaría  la  más  odiosa  de  las  tiranías, 
la  que  reconoce  el  derecho  como  especulación  y  lo  con- 
culca en  la  práctica,  puesto  que  cada  agente  administra- 
tivo podría  á  mansalva  vejar  y  atropellar  sin  responsa- 
bilidad. 

ÍJ"  Importancia  en  el  terreno  (administrativo  ^ — Cierto  es 
que  la  naturaleza  especial  de  las  funciones  adminis- 
trativas no  se  aviene  con  una  ritualidad  minuciosa  don- 
de todo  esté  previsto  y  determinado,  cual  sucede  oon 
los  procedimientos  judiciales,  verdaderos  moldes  á  qjip 
el  juzgador  ha  de  adaptar  la  transí tación;  pero  s^n 
queden  nada  se  ooartp  la  acción  de  las  Autoridades  dp 
aquel  order^,  íjabe  imponerles  ciertas  reglas  generales  de 
conducta  que  garanticejn  así  el  interés  púbBco  como  tí 
dere^^ho  de  los  particulares  contra  Jo0  abusos  posibles  de 
los  encargados  de  aplicar  las  leyes.  Por  ^eso^  aunque  ^^ 
capas  y  diseminadas  ^xx  el  vastísimo  y  confuso  fárrago  de 
lajegislació^i  administrativa,  existen,  si  bien  en  la  mayor 
parte  de  los  casos  como  puramente  incidentales,  disp96i^ 
cipnes  de  verdadero  oo¿vko\/&£ procesal  6  reguladoras  ae  las 
íovxnsi^&dií proiceder^  tales  son:  lasque  detea^minan  la  manara 
de  contratar  los  servicios  y  obras  públicas:  las  que  exigen 

f)ar3ila  r,esplución  de  ciertos  asuntos  el  previo  informe  de 
QQ  Cuerpos  consultivos  de  la  Admimstración:  las  que 
establecen  la  manera  de  compeler  á  los  contribuyentes  al 
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pago  de  los  impuestos:  la  misma  ley  electoral  en  cuanto  ^ 
señala  los  plazos  y  solemnidades  para  la  emisión  del  su- 
fragio y  para  hacer  los  escrutinios,  y  otras  muchas. 

3.*"  Impartemcia  especial  con  relación  á  las  Diputaciones. — 
Estas  consideraciones,  que  con  respecto  á  todos  los  ór- 
ganos de  la  Administración  son  exactas,  adíjuieren  ma- 
yor carácter  de  evidencia  si  se  aplican  alas  Diputaciones. 
Si  la  ley  no  estableciera,  por  ejemplo:  la  asistencia  obli- 
gatoiria  á  las  sesiones:  el  número  de  Diputados  necesario 
para  deliberar  y  tomar  acuerdos:  la  manera  de  hacer  las 
<5onvocataria8  y  la  forma  de  las  actas,  fácilmente  degene^ 
raría  en  instrumento  de  opresión  y  manantial  inagotable 
de  abusos  lo  mismo  que  se  ha  creado  con  el  fin  de  pro^ 
mover  el  bien  y  de  prot^er  los  intereses  públicos  y  par- 
ttcularcs;  porque  impimemente  podrían  descuidarse  nas^ 
ta  olvidar  el  deber  de  concurrir  á  las  reuniones  del  cuer^ 
poj  sería,  no  sólo  posible,  sino  fácil,  que  la  voluntad  de 
unos  pocos  sustituyese  á  la  de  la  verdadera  representa^ 
xión  de  la  provincia,  y  que  esa  minoría,  constituida  abur- 
fiivamente  ien  autoridad,  tomase  providencias  de  la  ma^ 
yor  gravedad  y  trascendencia,  toda  vez  qué,  omitiendo 
oon^narlas  en  el  único  documento  fehaciente  para  com- 
probar su  adopción,  no  existirían  más  tíempo  que  el  neoe»- 
sario  para  causar  el  mal,  sin  dejar  huella  por  donde  la 
jwsticia  pudiera  perseguir  á  sus  autores. 

Para  no  dar  lugar  á  tales  desnftanes,  ninguna  de  las 
leyes  relativas  al  gobierno  y  administración  de  las  pro- 
vikicias  ha  guardado  silencio  sobre  extremo  tan  tras- 
oendenta;l,  y  no  había  la  vigente  de  incurrir  en  esa  falta, 
ouamdo,  además  de  los  ejemplos  de  sus  antecesores,  que 
habían  de  servirle  de  enseñanza,  tenía  obligación  más 
«rtrecha  que  ellas  de  cerrar  al  dolo  y  á  la  mala  fe  la  en- 
trada 'en  la  gestión  de  los  intereses  provinciales,  por  lo 
mismo  tiue  los  desligaba  de  la  directa,  constante  y  eficaz 
inspección  qoe  sobre  ellos  ejercía  el  Gobierno:  y,  en  efec- 
to, ha  provisto  á  esa  necesidad  cumplidamente,  como 
-vamos  a  ver,  ooncihando.  en  cuanto  es  posible,  las  exi- 
gencias del  servicio  público  con  la  menor  molestia  de 
los  Diputados. 

4.*  Epoca;s  de  sesiones. ^P^  este  fin,  dispone  que  las  se- 
siones sean  periódicas,  no  continuas,  lo  cual  da  á  las  Dipu- 
taciones un  carácter  especial,  haciéndolas  Autoridades  de 
vida  intermitente,  circunstancia  muy  digna  de  tenerse  en 
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cuenta  para  la  inteligencia  de  algunos  preceptos  que,  ájuz- 
gar  por  la  practica  de  muchos  de  ellos,  no  han  sido  bien 
interpretados.  Los  períodos  de  sesiones  son  dos  en  cada 
año,  y  deben  comenzar  en  los  primeros  días  útiles  de  los 
meses  quinto  y  décimo  del  año  económico,  ó  sean  los  de 
Noviembre  y  Abril  del  año  civil  ó  natural*  Abre  la  sesión 
inaugural  de  cada  período  el  Gobernador  en  nombre  del 
Gobierno,  así  como  le  toca  también  llamar  ó  convocar  á 
los  Diputados  para  la  reunión,  citándoles  por  eserito  en 
sus  domicilios,  por  lo  menos  ocho  días  antes  de  princi- 
piarse las  sesiones,  y  publicando  en  el  Boletín  Oficial  el 
anuncio  de  convocatoria  con  igual  anidación:  de  esta  ma- 
nera es  imposible  que  ninguno  de  los  Vocales  deje  de  tener 
conocimiento  de  la  reunión,  y  puede,  si  es  de  fuera  de  la 
capital,  realizar  cómodamente  su  viaje,  sin  que  le  cause  la 
estorsión  y  perjuicios  á  que  serían  ocasionados  si,  el  plazo 
fuera  muy  Dreve,  y  cuando  para,  no  asistir  tenga  causa 
justa,  podrá  alegarla  en  tiempo  oportuno» 
_   S.*"    Núme^*o  de  las  sesiones  de  cadapeHodo^-^  En  la  prime- 
xdk  de  las  sesiones  ordinarias  de  cada  período  ha  de  sefta- 
Jarse  el  número  délas  que  en  él  se  celebrarárt,  y  esto  de 
-tal  manera  que  ni  falte  espacio  para  despachar,  desahoga- 
jdamente  los  asuntos,  ni  se  burle  la  limitación  de  la  ley. 
Bastará  para  ello  calcular  cob  alguna  holgura,  con 
amplitud,  los  días  precisos  para  estudiar,  discutir  y  resol- 
ver los  asuntos  presentados  en  la  memoria  semestral  que 
deben  redactar  el  Presidente  y  Secretarios  del  Guerpo.La 

1)ráctica  de  distribuir  el  número  de  sesiones  de  formua  que 
as  de  un  período  se  enlazasen  con  las  del  siguiente,  era 
á  todas  luces  viciosa,  ó  ilegal  y  ahora  lo  sería  más^  porque 
la  prescripción  terminantemente  dispone  que  se  celebren 
en  días  coTisecutivos  no  feriados.  Su  celebración)  debe;  ser 
continua,  pues  no  siendo  así,  con  manifiesta  infracción 
de  la  ley,  se  convierten  en  permanentes  cuerpos,  que  la 
ley  quiere  que  sólo  en  dos  épocas  estén  reunidos  (1). 

6.''  Sesiones  extraordinarias. — Esto  no  obsta,  sin  em- 
bargo^ para  que,  si  durante  el  espíució  ó  interregno. <|ue 
media  entre  los  dos  períodos  ocurren  asuntos  de  urgen- 
cia y  ffravedad  tales  que,  á  juicio  del  Gobierno;  del  Gro- 
bernaaor  ó  de  la  Comisión  provincial  (2),  exigen  que  de 


(1)  Ley  ProN'incial,  arts.  66,  66,  60  y  62. 

(2)  ídem  id;,  art.  61. 
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ellos  se  dé  cuenta  á  la  Diputación,  sea  ésta  convocada  á 
sesión  extraordinaria  en  la  misma  forma  aue  se  la  cita 
para  las  ordinarias,  con  la  sola  diferencia  oe  que  en  las 
comunicaciones  y  avisos  se  ha  de  expresar  el  asunto  ó 
asuntos  que  hayan  de  tratarse,  prescripción  que,  además 
de  envolver  un  fin  de  orden  y  regularidad,  confirma  que 
el  intrato  del  legislador  fué  hacer  periódico  el  ejercicio  d^ 
la  autoridad  míe  nos  ocupa;  porque  do  otra  manera,  ó  no 
habría  necesidad  de  sesiones  extraordinarias,  ó,  cuando 
raeiios,  y  suponiendo  en  esta  parte  aplicables  las  disposi- 
ciones de  la  ley  Municipal,  sobraban  laa  citaciones  cíe  los 
Diputados  en  sus  domicilios^  es  decir,  allí  donde  habituaj 
y  legalmente  tienen  su  residencia,  y  los  anuncios  en  el 
Bolsín  Oficial  de  la  provincia.  Por  lo  demáa,  en  estas 
sesiones  no  pueden  tratarse  más  asuntos  que  los  com- 
prendidos en  la  convocatoria:  prohibición  justísima,  por- 
que de  otro  modo  sería  ilusoria  la  institución  de  los  pe- 
ríodos de  sesiones,  y  por  la  puerta  fialsa  de  las  extraordi- 
narias se  Ufaría  kxB,  p^rmafienctay  que  la  ley  rechaza. 

7.*  jSkspensián  de  í«íwíhí.— Aunque  la  ley  vigente  y 
cuantas  le  han  precedido,  á  excepción  de  la  de  1823,  al 
fijar  la  naturaleza  y  carácter  de  las  Diputaciones  han  dicho 
que  son  corporaciones  sola  y  exclusivamente  económi- 
co-administrativas, y  por  más  que  al  organizarías  y 
detallar  sus  atribuciones  hayan  obrado  en  consonancia 
con  esa  declaración,  la  verdad  es  que  los  hechos  han  ve- 
nido constantemente  á  contrariarla,  ya  porque  espontá- 
neamente se  mezdan  esos  cuerpos  en  los  asuntos  políti- 
<X)€k  ya  tttmbtén  porque  en  determinadas  circunstancias  el 
(Soínemo  mismo  á  ello  les  incita*  Ni  podía  ni  puede  espe- 
rarse tampoco  otra  cosa  (jue^so.  Deben  las  Diputaciones 
su  vida  á  un  sistema  político;  sonóla  segunda  etapa,  por 
decirlo  así,  del  camino  que  recorra  los  que  aspiran  á  in- 
tervenir en  la  política;  disfrutando  una^fei*a  de  acción 
más  ó  menos  extensa,  según  que  dominan  en  las  regiones 
gubernamentales  superiores,  doctrinas  diferentes  respec- 
to al  régimen  del  Esxado,  y,  por  fin,  aun  limitándose  á  su 
papel  %«/  de  corporaciones  administrativas  y  económi- 
cas, pueden  influir  poderosamente  en  las  lides  electorales 
que  en  los  países  constitucionalmente  regidos  son  los 
campos  de  batalla  donde  el  poder  se  gana  y  se  pierde; 
influjo  que  cada  partido  aspira  á  utilizar  en  su  provecho, 
teniendo  en  ellas  la  mayor  representación  posible:  todas 
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estas  circunstancias  determinan  inevitabiemjente  la  me^ 
cía  del  fermento  político  en  la  vida  de  estos  cuerpos.  La 
misma  ley,  que  les  niega  todo  otro  carácter  que  el  expre* 
sado,  reconoce  paladinamente  que  por  más  respetables 
y  dignas  de  acatamiento  y  obediencia  que  ^ean  sus  dis- 
posiciones, la  fueraa  de  las  cosas  es  tlal  que>  si  no  obliga 
á  quebrantarlas,  encuentra  medios  para  eludirlas;  y  se* 
mejante  al  padre  que,  persuadido  de  la  pQca  eficacia  de 
sus  consejos  y  amonestaciones  para  apartar  á  su  hijo  de 
ias  travesuras  y  devaneos  propios  de  la  juventud,  no  oo»^ 
1:ento  con  ii%culcaTle  sabias  máximas  de  moaeracióíi> 
adopta  precauciones  y  toma  medidas  preventivas  parn 
los  casos,  cuando  no  previstos  probaWei^  de  desvarío:  así 
la  ley,  conocedora  de  la  realidad,  no  satisfecha  con  su 
propia  afirmación  y  con  el  veto  que  ésta  en  sí  lleva,  esti- 
ma oportuno  reservar  á  los  ageates  deljw>¿ipr  medios  ade- 
cuados para  evitar  que  las  Dii^utacíones  subviertan  él 
orden  ó  sean  prettóto  para  que  otros  k)  conturben* 

(a)  FamUade»  de  les  (SWítÍwmíww,— Este  es  el  objeto  d« 
Jas  facultades  que  á  loe  Gtobernadores  se  concede  para 
suspender  las  sesiones  ordinarias  ó  aplacar  su  cetebrsK 
ción  cuando  sobrevengan  causas  que  las  Aüffmt  pelt^rofos^ 
y  para  suspender  la  convocatoria  de' las  extraordinarias, 
si  la  reunión  puede  producir  alteraoióndel  orden  público, 
dando  en  este  caso  cuenta  al  Oobiemo,  y  ea  el  otro,  ader- 
más  de  esto,  poniéndolo  en  conocimiento  de  la  Comisión 
provincial  (1). 

(b)  Cómo  deben  í?j«rvtfr&w.-*-Bien  se  eieha  de  ver  que  Jas 
atribuciones  de  los  GkdDernadiores  no  son  verdaderamesK 
te  discrecionales,  puesto  que  no  sólo  se  exige  la  «xist^^ 
da  de  candas  que  hagli.n  peligrosas  las^sasiones,  ó  rasón 
fundada  pat*a <^reer  que  éstas  Iseráa  ocasión, de  que  el 
orden  se  altere,  sino^  que  también  se  reserva  al  Gobierno 
la  apreciación  de  los  motivos  en  ambos*  oaso$;  apreieiaoióA 
que,  sea  adversa  ó  favorable  á  la  providencia  ael  jefe  de 
la  provincia,  debe  dictarse  deatro  de  los^  15  días  aguajean- 
tes al  de  üa  cómunioación,  entendiéndose  levantada  la 
suspensión  respecto  á  la  convocatoria  de  las  sesiones 
extraordinarias,  si  trascurrido  un  mes  desde  el. acuerdo 
no  se  hace  saber  la  resolución  á  la  Comisión  provincial 


(1)    Ley  Píovinoial,  orU.  60,  pájr.  2.o,  y  «8,  por,  l.o 
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cuimdo  la  provincia  pertenezca  al  territorio  de  la  misma, 
pues  en  cuanto  á  las  islas  Baleares  y  Canarias,  los  pla- 
zos se  entienden  prorrogados  por  15  días  más,  que  serán 
un  mes  para  resolver  el  Gobierno  y  mes  y  meaio  para  los 
efectos  relativos  á  la  suspensión  de  doi^vocatoria  (1). 

8.**  Publicidad  de  las  jéisioms. — La  primera  condi- 
ción á  que  laa  sesiones  han  de  someterse  es  la  de  la 
publicidad^  Esta  prescripción  tiene  el  inconveniente  de 
que  tal  vez  el  temor  en  unos  Diputados  v  la  sed  de  aplauso 
popular  en  otros^  pineda  alguna  vez  influir,  .no  sólo  en  la 
defiberación  de  loe  asuntos,  si  es  que  también  trascenderá 
á  los  acuerdos  quey  adoptados  ante  el  público  en  ocasio- 
nes, más  aue  hijos  de  la  ^ionvicción  serán  el  resultado  (te 
aquellos  electos;  pero  peune  también  indiscutibles  ventar 
jas.  ¿A  quién  sino  á  los  habitantes  de  la  provincia  inte^ 
resa  inmediatan^ente  ilo  que  es  objeto  de  las  discusiones 
y  voto»  de  la  Diputación:  Y  siendo  egfco  así,  ¿por  qué  im- 
pedirles que  se  ei^teron  de  ello?  Además,  esos  mismos 
nabitantes  son  los  «que  con  sus  sufragios  han  nombrado 
los  representantes  de  la  provincia,  y  es  justo  y  es  necesa- 
rio aue  ipuedan  conocer  de  qué  manera  usan  del  poder 
que  les  confirieron,  aue  sepan  cómo  discurre  cada  uno, 
cómo  piensa  acerca  de  la  administeación  en  general  y  de 
cada  ramo  y  (asunto  en  particular,  para  recompensarlo 
con  la  reeleooián,f8í  corresponde  á  su  confianza,  ó  negarle 
su  voto  en  lo  sucesivo  si  á  ella  falta;  y  esto  no  se  consigue 
táen,  más  que  con  la  publicidad  de  esos  actos,  merced  á 
la  cual  el  elector  ve  can  claridad  y  distinción  el  pensa- 
miento y  la  acción  de  su  representante,  al  paso  que  con 
la  publicación  dle  los  aoueroos  solamente  no  podría  apre- 
ciar otra  cosa  que  las  opiniones  del  conjunto,  de  la  cor- 
poración, y  estaría  expuesto  á  formar  e<^uivocados  juicios. 

Mas  ^sa  inspección,  por  decirlo  asi,  de  la  <ionducta 
individual  de  los  Diputados,  no  es  posible  más  que  para 
wn  reduicido  número  de  habitantes;  y  á  fin  de  que  á  noti- 
cia de  todos  llegue,  ya  que  no  el  pormenor  de  las  delibe- 
raciones al  menos  su  resultado,  para  que  entre  otros 
fines,  que  fáciloiente  se  advierten,  se  logre  el  de  que  haya 
posibilidad  de  entablar  los  recursos  á  que  se  refiere  el 
art.  78.  preceptúase  además  la  publicación  de  los  extrac- 
tos de  las  discusiones  que  se  harán  día  por  día. 

(1)    Ley  Provincial,  art.  68,  párs.  2.o  y  sigaientes. 
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O.""  Semnes  secretas.  —  La  ley  no  podía  desconocer  que 
si  como  regla  general  de  conducta  la  publicidad  es  nece- 
saria, alguna  vez  conviene  que  las  sesiones  sean  secf  etasy 
ya  porque  de  celebrarlas  en  dicha  forma  podría  lastimar- 
se la  dignidad  y  el  decoro  de  la  corporación  ó  de  alguno 
de  sus  miembros,  ya  porque  las  prescripciones  de  la  mo- 
ral así  lo  aconsejen,  ora  por  motívos  de  orden  público,  ó 
bien  por  cualquier  otra  causa  de  igual  entidad:  mas  para 
evitar  que  excepción  tan  razonable  sirva  de  velo  a  k» 
abusos,  expresa  y  terminantemente  prohibe  que  se  cele- 
bren en  secreto  sesiones  en  que  se  trate  de  cuentas^  presu- 
puestos y  objetos  can  eUos  relacionados^  como  son  toda  dase 
de  gastos,  recaudación,  inversión  y  distribución  de  fon- 
dos, adminístratíión  de  fincas^  etc.,  así  como  de  las  actas 
electorales.  Aun  dadas  esas  circunstancias,  nq  se  cele- 
brarán en  secreto  las  sesiones  si  no  lo  acuerda  la  Dipu- 
tación á  instancia  de  su  Presidente,  del  Gobeí'nádor  o  de 
cinco  Vocales;  trámites  <iue  obligan  á  exponer  pública- 
mente la  causa  que  hace  necesario  el  secreto,  y  á  que 
sobre  su  importancia  se  decida;  lo  cual  es  una  sólida  ga^ 
rantía  de  que  no  se  obrará  arbitraria  y  caprichosa- 
mente (i).  i 

10.  Asistencia  á  las  sesiones.-^Al  hablar  de  los  deberes 
del  Diputado  provincial,  se  hizo  mención  del  referente  & 
la  asistencia  a  las  sesiones,  porque  en  efecto,  es  uno  de 
los  que  moral  y  legaltnénte  importan  más,  hasta  tal  pun- 
to que  bien  puede  as^úrarse  que  en  él  e^án  en  parte 
comprendidos  los  dentós.  Si  el  Diputado  no  concurre  á 
las  juntas  en  que  ste  debaten  y  deciden  los  asuntos  iqued 
la  provincia  interesan,  no  será/ celoso  del  bien  del  país, 
ni  su  probidad;! inteligencia)  ciencia  y  demás^otes  de  que 

f)articularmente  esté  adornado,  aprovecharán  en  nada  á 
a  gestión  de  los  intereses  cuya  representación  ha  obte- 
nido: será,  no  ya  un  hombre  indiferente  respecto  á  esos 
objetos,  sino  real  y  verdaderamente  perjudicial  para 
ellos;  y  si  en  la  esfera  privada  es  bueno  y  digno,  bon  re- 
lación á  la  adminiértración  provincial  merecerá  califica- 
tivos contrarios,  porque  la  virtud  no  consiste  en  abste- 
nerse del  mal,  sino  en  realizar  el  bien.  Sus  conciudada- 
nos, al  elegirle  en  consideración  á  aquellas  prendas,  no 
lo  hicieron  para  otra  cosa  que  para  que  las  emplease  e^ 

(1)    Ley  Provincial,  art.  64. 
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4)eñ6ficio  público;  y  él,  al  aceptar  al  cargo  presentando 
su  acta,  solemnemente  se  compromete  á  obrar  así.  Las 
difloultades  de  gastos^  molestias  y  descuido  de  los  pro-r« 
pioa  intereses  deben  considerarse  antes  de  solicitar,  de 
obtener,  y,  sobre  todo,  de  tomar  posesión  del  cargo:  una 
vez  aceptado,  aólo  justas  y  fundadas  causas*,  como  dice  la 
ley,  han  de  ser  obstáculo  para  que  deje  ae  asistir  á  las 
sesionen;  no^  como  alguna  vez  sucede,  motivos  quenada 
-tienen  de  extraordinarios  ni  de  imprevistos, 

11.  Correoeión  de  las  faltas  de  asistencia. — No  es,  pues^ 
dura  la  ley  al  establecer  que  se  corrqa  gubernativa* 
mente  con  la  multa  de  25  pesetas  que  disciplinariamen- 
te corresponde  imponer  al  Presidente  de  la  sesión  en 
que  la  falta  de  asistencia  no  justiñcatda  se  cometa  sin  per- 
juicio de  las  demás  responsabilidades  en  que  esa  moro- 
Bíjdad  pueda  hacet  incurrir  al  Diputado.  La  reincidencia, 
después  de  sufrida  ia  primera  multa,  constituirá  desobe- 
diencia grave,  cuando  la  segunda  y  sucesivas  citaciones 
se  hagan  con  apercibimiento. 

Ningún  Diputado  puede  ausentarse  durante  las  sesio- 
nes 6in  haber  obtenido. licencia  de  la  Diputación,  que  no 
puede,  tín  embargo,  concederla  á  su  libre  arbitrio. 
•  La íeyestablece un  límite  que  no  lees  dado  exceder, 
límite  dCeterminado  por  el  número  de  Vocales  necesario 
para  deliberar  y  formar  acuerdo,  y  sin  el  <^ue  muchas  ve- 
ces ocurriría,  por  excesiva  condescendencia,  que  las  se- 
8iones  serían  imposibles  por  falta  d^  Vocales  (i). 

i  2.  -  Númcroipara  deliierar.T-LlegadoQ  á  este  punto,  nar 
turalmente  ocurre  preguntar  cuántos  son  necesarios  par 
Tavdeliherar.  La  ley  estableice  que  es  precisa  la  mayorí* 
abaotuta.del  total.de  Diputados^  ó  lo  que  es  lo  mismo,  ú 
mayoría  absoluta  .4e  los  Vocales  de  que  el  Cuerpo  debe 
formarse  (2).        . 

13.  Jfayorüipara  a€erdar.'^E&  indudable  que  si  la  deli- 
bemcíónjconsitituye  una  función  importante,  el  acuerdo 
la  tiene  ^uiíi  mayor,  puesto  que  en  res^idad  aquélla  no  e? 
olra^osa  %ue  su  prepi^raciión;  y  esto  sentado,  es  evidei>- 
jfee.queeÁihAy  necesidad;  de  oierto  número  de  Diputados 
pwa  lo  unoi  también  para  .lo  otro  d^be  exigirse  esa  ga- 
rantía.  Así  lo  hace  la  ley  al  preceptuatr  que  para  foripar 

■*  lili.  M  ^  I  ■ 

(1)  Ley  Provincial,  art.  66. 

(2)  ídem  Id.,  art  67. 
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acuerdo  se  requiere  el  voto  de  la  mayoría  dé  los  concu- 
rrentes. Pero  esta  regla  general  tíene  sus  excepciones^ 
•determinadas  por  el  mayor  interés  de  algunos  asuntos^ 
como  son  los  presupuesto»  y  las  cuentas  de  la  provinoia. 
Cuando  de  la  aprobación  de  éstos  ó  de  aquéllos  se  trate^ 
la  mayoría  ha  de  ser  laais&hita  del  total  ae  DwutadoSy  ó, 
como  la  ley  dice  al  hablar  de  las  cuentas,  quedarán  éstas 
definitivamente  aprobadas  si  obtuvieren  el  voto  déla  ma- 
yoría de  los  Vocales  que  componen  la  Diputación,  exclur 
yendo  los  de  la  Comisión  provincial,  que  carecen  de  vo- 
to en  este  acto  (i). 

14.  Acuerdos. — Consecuencia  de  la  naturaleza  de  las 
Diputaciones  y  dé  su  organización  esque  en  ellas  se 
adopten  las  resoluciones  por  mayoría  de  pareceres  y  pr^ 
via  deliberación.  Esta  sustituye  al  raciocinio  individual 
de  las  autoridades  unipersonales;  ^s  la  preparación  dd 
juicio^  que  se  forma  condensando,  por  decirlo  así,  en  una 
fórmula  llamada  «cv^rfo  los  juicios  particulares  expresa- 
dos por  el  voto  de  cada  Difmtado:  votos  y  J'^icios  que  re- 
unidos por  su  recíproca  conformidad  en  número  bastan- 
te, son  justamente  tenidos  p<>r  la  exprefeión  del  juicio  y 
voluntad  del  Cuerpo,  porque  en  todos  los  delíberaflite% 
allí  donde  está  la  mayoría,  allí  también  están  los  que 
quieren,  piensan  y  sienten;  ley  á  que  en  materias  de  es^ 
ta  índole  no  puede  el  hombre  sustraerse  porque  nace  de 
su  misma  naturaleza. 

Mas  no  siempre  sucederá  que  esos  juicios  partí(mlar66 
se  reúnan  ó  conformen  de  manera  que  siempre  resulte 
mayoría;  puede  muy  bien  acontecer  que  haya  tantos  en 
favor  como  en  cótetra  de  lo  propuesto,  qiae  resulte  empch- 
U  >  en  este  caso  habrá  de  r^)etir8e  la  votlauoión  en  ki  se- 
sión pró^ma  ó  en  la  misma,  si  el  asunto  tuviera  earáo^ 
ter  de  urgente  éi,  juicio  de  los  asistentes;  y  si  aquél  se»  r^ 
produjese,  decidirá  rf  voto  del  Prosidtníer  (2) . 

15.  Cokisién^.-^LAnatüvaleiíSii  áe  l0tí  ÓuerpoB^  delibe- 
rantes exige,  y  con  mayor  razón  cuanto  son  más  numcH- 
rosos;  que  eV  est^Mio  v  preparación' de  los^aisuntos  que 
han  de  dlebatir  y  resolver  no  se  haga  colectivamente,  4 
no-ser  en  aquellos  de  suyo  daros  y  fáciles;  porque  pitfa 
analizarlos  £áquiei*a  medianamente  se  necesitarían-  re- 

(1)  Ley  Provincial,  arte.  68,  116  y  128. 

(2)  Art.  68,  citado. 
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petidas  lecturas  do  documentos,  frecueatee  y  larga»  re- 
uniones, emplear,  en  fin,  mucho  tiempo  é  ímprobo  tra- 
bajo que  pueden  ahorrarse,  con  ventaja  inoisputable, 
designando  para  cada  asunto  ó  para  c^a  ramo  irnos 
cuantos  miembros:  versados  en  las  materias  á  que  ae  re- 
fieran, los  cuales,  practicando  el  examen  con  todo  de- 
tenimiento, presentan  luego  á  la  Corporación  el  juicio 
que  han  formado  y  proponen  la  resolución  que  más 
adecuada  estiman,  o  sea  la  cpae  se  llama  el  dictamen  de  la 
Comüiény  designadiónoon  que  se  conoce  á  los  nombrados 
para  emitirlo,  porque  se  les  comete  ó  encarga  esa  tarea. 

16.  Clasificacién  de  las  Comisiones.  — ^Las  vomsiones  de 
que  nos  ocupamos»  pindén  socpermmeiUes^  si  se  las  nom- 
bra para  ramos  determinados  y  por  todo  el  tiempo  que 
tarde  en  renovarse  el  personal  de  la  corporación,  y  esp^ 
dales  si  tan  sólo  se  íes  confía  algún  asunto  en  par- 
ticular (1). 

17.  (krá^er  de  ios  Comisiones.  —Por  el  origen  y  por  la 
manera  en  que  esos  organismos  auxiliares  son  nombra^ 
dos,  se  comprende  aue.eti  ellos  no  r^ide  poder  ó  auto- 
ridad para  resolver ^  debiendo  limitarse  á  ina^forma/r  y  pro^ 
poner t  y  si  bien  en  corporaciones,  de  otra  especie  puede 
admitirse,  y  sucede,  que  en  ocasiones  d^^¿?i&«,  porque  á 
ese  fin  revisten  la  *  necesaria  deUgadóuik  de  atribuciones, 
respecto  4  las  que  han  sido  por  la  ley  constituidas 
para  entender  en  los  asuntos  públicos  es  inadmisible^ 
fuera  de  los  casos  en  que  ciaBa  y  teraiinantemente  les 
autorice  aquélla  para  hacerioí  lo  coAijrario  equivaldría 
á  reconocerles  facultadeft  badiántes  para  üoodiiicar  la 
orgammoié%  dei  los  p(»dere8  públicos;  función  elevadisi- 
ma  que  sólo  al  testador  corresponde,  y  aun  siendo 
así,  cumjíle  con  solempidades  especiales,  por  pertenecer 
al  orden  constitisdonai,  puesto^  que  !&  autoridad  y  su  ejercicio 
se  confieren  al  cke^y  V  la^  omisiáñiDO  e&  el  at^erpo,  sino 
un  grupo  6  poirción  oe  la»  personasi  que  lo  forman^ 

^^.  €hmisionespermámwtesi-^exí\ídAw^ 
res^  y  haciendo  de  ello^  aplieadióD  á  las  EMpuiadiones^ 
surge  en  ouantoíá  las  Comisionu  permitientes  iz^  cuestión 
de  si  podrán  ó  »o  (nombrarlas,  daaar  la  naturaleza  espe^ 
eial  de  aquéllaisi^  Paparesolvcna  hlajf  eme  tener  presente 
qtfte  con  sujecióa  á;  lo.  dáspneeto^  i^or  la  ky,  las  Diputación 

(1)    tie5rProviDaial;a0ti^6&. 


Digitized  by 


Google 


368  DBRECHO 

nes  no  funcionan  de  un  modo  continuo;  no  son^  en  una 
palabra,  Autoridades  permanentes,  sino  que  su  vida  oficial, 
su  autoridad;  está  circunscrjita  á  dos  periodos  en  cada 
año,  y  no  ejercen  pern>anente  ó  continuamente,  como  Iob 
Ayuntamientos.  ¿Cómo  han  de  ser.  iguales,  idénticas,  las 
üomisiones  permanmtes  de  corporaciones  tan  opuestas  en 
cuanto  á  su  modo  de  fimcíonar?  Los  Ayuntamientos  tie- 
nen una  vida  continua  no  internunpida,  están  siemprp 
en  ejercicio;  al  paso  que  Iqis  Dipufetciones,  por  ley  de 
su  organización,  sólo  íuncionan  ordiñíiriamente  en  dos 
épocas  cada  año:  en  aquéllos  es  natural,  lógico,  necesa- 
rio, que  las  Comisiones  permanentes  no  detengan  su  mar- 
cha, que  á  la  par^e  la  Corporación  que  los  nombra  si- 
gan su  curso  sin  intervalos  de  actividad  y  de  paraliza- 
ción; en  las  otras,  lo  natural,  lógico  y  necesario  es  que 
acomoden  su  vida  á  la  del  Cuerpo  de  quien  dependen; 
porque  suponer  vivo,  existente  y  activo  lo  dependie^Ue, 
cuando  lo  principal  carece  de  verdadera  existencia  y  ac- 
tividad, es  tan  absurdo  como  sostener  que  «puerto  el  co- 
razón la  sangre  sigue  circulando. 

De  aquí  se  deduce  que  laa  Comisiones  permanentes  de  las 
Diputaciones  deben  cesar  én  el  momento  ^n  que  cesan 
las  sesiones  de  esos  Cuerpos,  para  reanudar  sus  trabajos 
así  que  aquéllos  vuelvan  á  reunirse*  Eisto  es  tan  evidente 
y  claro,  que  creeríamos  malgastar  el  tiempo  si  adujera-* 
mos  para  afirmarlo*  íofro»  argumentos -basaos  en  la  se- 
paración de  los  Diputados  á  qui^iee  laley  no  quiere  oue 
se  les  haga  abaiidonar'  sus  domicilios  £txás  que  en  las 
épocas  citadas;  en  la  existencia  de  otra  Autoridad^  que 
suple  á  la  Diputación  mientraa  ésta  po  se  halla  en  funcio^ 
nés;  en  el  objeto  mismo  de  las  Comisiones  qUe  nos  ocur 
pan  y  en  otros  mucho»  moti^oi^  igualmente  poderosos.    . 

19.  Comisiones  ifspedales.-^Ea^  cua!iita  á  la»  Oomisionea 
especiales,  ni  dentro,  ni  fuera,  de  la  ley  hay  nada  que  se 
oponga  á  éu  íK)mbramíento,  asiemprei  que  se  considere 
necesario;  antes  por  el  contrario,  lavmiisma  ley  pecuerda 
la  utilidad  dé  ese  medio  de  instrucción,  preparaciÓA  y 
esclarecimiento  de  Iosl  asuntos,  al  iiablar.  del  exameuy 
aprobación  dé  los  prasu^uestos  y  cuentan. 

En  )0B  cuerpos  deliberantes  esas  cónúsiones  son  una 
fieceéidad,  pórqoé  siendp,»  to  la  genetáiidad  de  los  casos^ 
ei  no  completamente  impo^ble,  dificilísimo  que  cada  in- 
dividuo ele  los  que  los  formen  estudien  los  asuntos,  so 
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peña  de  que  el  despacho  sea  interminable,  con  evidente 
perjuicio  del  servicio  y  de  los  interesados,  la  designación 
de  tres  ó  más  Vocales  para  que  los  examinen  y  acerca  de 
ellos  emitan  su  juicio,  reúne  ventajas  indudawes,  supo- 
niendo que,  como  es  natural,  para  cada  objeto  ó  expe- 
diente se  elegirán  los  Diputaaos  que  acerca  ae  la  materia 
poseen  especíales  conocimientos.  No  hay  que  añadir  que 
en  todo  nombramiento  de  comisión  para  informe  ó  dictar- 
men,  ha  de  fijarse  un  número  de  individuos  impar,  á  fin 
de  evitar  dilaciones,  haciendo  imposible  los  empates, 
porque  esto  no  ha  menester  advertirse. 

20.  Nombramiento  de  Comisiones. — La  designación  del 
número  de  Comisiones  permanentes  en  que  lia  de  divi- 
dirse la  Diputación,  y  el  de  los  individuos  que  las  formen, 
se  hará  en  una  de  las  primeras  sesiones  que  después  de  de- 
finitivamente constituida  celebre,  eligiéndose  los  Vocales 
tanto  de  aquéllas  como  de  las  especiales,  cuando  se  nom- 
bren, en  votación  secreta  por  papeletas  á  pluralidad  de 
votos  y  decidiendo  la  suerte  en  caso  de  empate  (1). 

21.  Derecho  A  deliberar  y  votar. — Haya  ó  no  comisiones 
especiales,  y  emitan  ó  no  emitan  éstas  dictamen  en  los 
asuntos  que  se  les  confíen,  jamás  podrá  impedirse  á  los 
Diputados  que  expresen  su  parecer;  la  ley  les  concede  ex- 
phcitamente  el  derecho  de  deliberar  y  votar;  es  mas,  esto 
último  es  en  «líos  una  obligación  ineludible,  consecuen- 
cia de  lo  expuesto  anteriormente;  así  como  del  ejercicio 
de  esa  función  les  resulta  la  responsabilidad  qué  nazca 
de  los  acuerdos  por  ellos  autorizados  (2). 

22.  Forma  de  las  sesiones. — La  forma  de  celebración  de 
las  sesiones  es  igual  para  las  ordinarias  que  para  las  ex- 
traordinarias. En  éstas,  aunque  por  lo  demás  sean  legíti- 
mas, no  pueden  tratarse  otros  asuntos  que  los  menciona- 
dos en  la  convocatoria;  y  en  aquéllas  es  lícito  deliberar  y 
acordar  sobre  todos  los  c[ue  ocuTran,  si  se  celebran  en  los 
días  y  períodos  legales,  ó  sea  en  los  días  acordados  por  la 
Corporación  dentro  de  los  períodos  semestrales.  Todo 
acuerdo  adoptado  sin  sujeción  á  esas  condiciones  es  nut- 
lo;  porciue  nula  y  sin  valor  es  toda  sesión  ordinaria  fuera 
de  los  aías  señalados,  así  como  cualquiera  extraordinaria 
no  convocada  en  la  forma  y  con  las  circunstancias  en  su 


(1)  Ley  Provincial,  art.  65. 

(2)  ídem  id.,  art.  69. 
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lugar  anotadas,  ó  en  que  se  trate  de  un  asunto  no  men- 
cionado en  la  convocatoria.  Por  manera  que,  si  en  las 
sesiones  ordinarias  la  nulidad  proviene  de  un  vicio  radi- 
cal de  forma,  respecto  á  las  extraordinarias,  aunque  esta 
se  observe,  bastará  para  producirla,  no  ya  la  adopción  de 
acuerdo  sobre  un  asunto  extraño  á  la  convocatoria,  sino 
el  hecho  de  tratar  de  ól  aunque  nada  se  resuelva;  medida 
rigurosa,  pero  necesaria,  para  que  no  se  infrinja  la  ley 
como  en  otro  caso  pudiera  suceder,  tal  vez,  con  riesgo 
de  los  respetables  y  altos  intereses  que  aquélla  previso- 
ramente  quiso  asegurar  contra  los  posibles  excesos  de 
Corporaciones  cuja  reconocida  influencia  fuera  de  su  ór- 
bita legal  de  acción  haría  más  peligrosa  la  falta  (1). 

23.  Forma  de  las  votaciones. — Nada  dice  la  ley  respecto  ¡a 
la  forma  de  las  votaciones,  excepto  el  caso  de  elección  de 
personas,  silencio  indudablemente  premeditado  para  dei- 
jar  á  estos  cuerpos  en  libertad  de  fijar  este  punto,  según 
más  conveniente  estimen.  Por  consiguiente,  las  Diputa- 
ciones pueden  y  aun  deben  resolver  respecto  á  las  ma- 
neras de  votar. 

24.  Actas  de  sesiones. — Ya  anteriormente  digimos  que 
de  nada  servirían  la  deliberación  y  el  acuerdo,  si  uno  y 
otro  no  se  hicierati  constar  en  forma  fehaciente;  porque 
en  otro  caso,  ni  se  sabría  en  realidad  lo  debatido  y  deter- 
minado, ni  existiría  medio  alguno  seguro  para  compro- 
barlo en  caso  necesario.  Para  que  esto  no  suceda,  man- 
da la  ley  que  de  cada  sesión  se  levante  un  acta,  y  vamos 
á  examinar  la  naturaleza,  forma,  requisitos  y  efectos  de 
este  documento,  no  sólo  con  arreglo  á  las  concisas  indi- 
caciones que  hace  la  ley,  sino  también  con  sujeción  á  lo 
que  disposiciones  leales  no  derogadas  por  ella,  ni  por 
otras  que  hayan  venido  a  reemplazarlas,  previenen;  por- 
que siguiendo  en  esto  la  jurisprudencia  sentada  por  el 
primer  Tribunal  del  remo,  tenemos  por  subsistentes  y 
obligatorios  todos  los  preceptos  meramente  rituales  ó,for- 
mularios  que,  sin  pugnar  con  las  novísimas  reformas  de 
la  legislación  administrativa  en  punto  á  organización  y 
atribuciones  de  las  Diputaciones  provinciales,  ni  h^ber 
sido  sustituidos  por  otros  procedimientos,  establecen  los 
que  han  de  seguirse  en  los  asuntos  de  este  orden  (2,). 

(1)  Ley  Provincinl,  nrt.  70. 

(2)  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  19  de  Abril  de  1876. 
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(a)  Definición. — Acta^  en  el  sentido  en'que  la  ley  emplea 
esta  palabra,  es  «documento  escrito  que  refiere  ó  relacio- 
na en  extracto  las  deliberaciones  y  acuerdos  de  la  corpo- 
ración.» Entre  los  romanos,  cuya  dominación  en  España 
tan  profundo  sello  dejó  en  las  leyes  y  en  el  lenguaje,  para 
expresar  lo  pactado,  tratado  ó  convenido  en  una  reunión 
-6  asamblea,  decíase:  id  quod  actum  est,  «lo  que  se  ha  he- 
chó;3^  é  [indudablemente  de  esa  frase  por  supresiones  y 
contracciones  sucesivas,  vínose  á  parar  en  la  denomina- 
ción de  actn  para  el  documento  en  que  se  hace  constar  lo 
deliberado  y  resuelto. 

•  (b)  Coiitenido.—CoiiíoYmQ  á  la  ley,  el  acta  ha  de  expre- 
sar los  nombres  del  Presidente  y  de  los  Dipuados  presen- 
tes: los  asuntos  que  se  trataren  y  lo  resuelto  sobre  ellos; 
el  resultado  de  las  votaciones,  y  la  lista  de  las  nominales 
cuando  las  hubiere.  Siempre  constarán  en  ella  la  opinión 
de  las  minorías  y  sus  fundamentos.  El  acta  será  firmada 
por  el  Presidente  de  la  sesión  á  que  se  refiera  y  por  los 
Diputados  Secretarios  ( i ) . 

(c)  Libro  de  actas. — ^El  libro  de  actas  de  la  Diputación 
es  un  instrumento  público  y  solemne;  ningún  acuerdo 
^ue  no  conste  explícita  y  terminantemente  en  el  acta  á  que 
se  refiere,  tendrá  valor  alguno.  Este  libro  estará  extendi- 
do en  paj)el  del  sello  correspondiente,  y  todas  su^  hojas 
llevaran  la  rúbrica  del  Presidente  y  el  sello  de  la  Corpora- 
ción. He  quí  cuanto  la  ley  anterior,  aun  pecando  de  regla- 
TOcntaria,  decía  en  la  materia,  y  no  puede  menos  de  ob- 
servarse ahora,  aunque  txo  esté  explícitamente  consigna- 
do lo  demás  que  es  necesario  ó  conveniente  saber,  hay 
que  buscarlo  en  fuentes  muy  distintas,  como  son  el  deríB- 
^ho  común,  la  práctica  y  los  reglamentos  administra- 
tivos. 

25.  Autenticidad  del  libro  de  acias,  y  co7idiciones  que  requie- 
rt^-r-Hemos  visto  que  al  libro  ó  conjunto  de  las  actas  se  le 
da  el  nombre  y  consideración  de  «documento  público  y 
■solemne»,  oolocindolo  así  en  la  primera  categoría  de  los 
Diedios  de  prueba  que  el  derecho  común  admite,  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  por  la  ley  de  Emuiciamiento 
dvil  (2).  ¿Pero  es  auténtico  ese  documento?  Indudable- 
mente; porque  de  otra  manera  no  le  dieran  las  leyes 

(1)  Ley  Provincial,  art.  71. 

(2)  Art.  696,  njám.  4*0 
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aquel  carácter,  ó,  loque  es  lo  mismo,  las  leyes,  para 
otorgárselo,  parten  de  su  autenticidady  que  presuponéis 
Mas  para  que  esta  cualidad  tenga  el  lioro  de  actas,  pre*- 
ciso,  indispensable  es  que  en  cada  una  de  éstas  so  hall^ 
y,  por  lo  mismo^  es  preciso  é  indispensable  que  en  su  ex- 
tensión hayan  concurrido  dos  condiciones  esenciales:  1/ 
Estar  hecha  por  quien  tenga  para  ello  capacidad  y  comp^ 
tencia.  2/  Que  esté  revestida  de  los  reauisitos  legales/ 

(a)  Capacidad — La  capacidad  nace  ael  nombramiento, 
y  subsiste  mientras  éste  dura.  Será  incapaz  para  extender 
el  acta,  no  sólo  el  que.  sin  nombramiento  de  autoridad 
competente  hecho  en  debida  forma,  se  arroga  esa  fun- 
ción; sino  también  el  que,  aunque  legítimamente  nombran- 
do, está  suspenso  ó  separado  en  el  momento  de  llenarla. 

(b)  Competencia. — La  competencia  proviene  de  la  mat^ia 
objeto  de  las  deliberaciones  y  providencias;  y,  por  lo  tan- 
to, el  que  obra  fuera  del  círculo  de  sus  atribuciones  ó  en 
materias  extrañas  á  su  cargo,  carece  de  la  cualidad  por 
cuya  virtud  merecen  fe  sus  relatos.  • 

En  cuanto  á  los  requisitos  legales  que  en  el  acta  han 
de  concurrir,  ya  queda  expuesto  lo  que  la  ley  previene; 
mas  esto  no  obstantes,  volveremos  á  mencionarlos  al  ex- 
poner la  forma  en  que  ese  documento  debe  extenderse 
conforme  á  lo  antes  dicho. 

26.  Forma  de  las  actas.^^El  acta  se  extiende  en  borrador 
que  lu^o  Se  formaliza  en  papel  de  clase  10.%  timbre  de 
dos  pesetas  (1),  con  limpieza,  sin  raspaduras,  sobrepues- 
tos ni  enmiendas;  irregularidades  que,  además  de  estar 
prohibidas,  dan  muy  pobre  idea  del  encargado  de  eerte 
trabajo,  y  tal  vez  hacen  sospechoso  el  documento  que  las 
contiene;  pero  á  la  formalización  debe  preceder  la  apro* 
bación  en  la  sesión  inmediata  siguiente  (2). 

Ordinariamente,  y  á  fin  de  evitar  que  falte  espacio  para 
extenderlas  ó  se  malgaste  el  papel  sobrante,  el  libro  de 
actas  no  se  encuaderna  hasta  después  de  terminado  el 
año;  y  para  conseguirlo,  se  extienden  aquéllas  por  su  or* 

-    '  ] f  ■  ■    ■  r      fc 

(1)  Resolución  de  21  de  Miurzo  de  1S82. 

La  ley  del  Sello  y  Timbre  del  Estado  evidentemente  dispenBa  del  Uso 
de  ese  timl>re  según  sus  arts.  76  y  siguientes  )9n  v^laddn  con  el  74)  perp 
como  es  por  desgracia  práctica  establecida,  bastó  la  declaración  de  una 
oficina  ministerio  para  imponer  ese  gravamen,  creando  nñ  pequefio  im- 
puesto no  autorizado  por  las  Cortes. 

(2)  Rei^mento  de  25  de  Setiembre  de  186S,  alri  186. 
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den  en  cuadernillos  del  menoionado  papel,  que  una  vez 
reunidos  forman  un  tomo  cuyos  folios  rubricará  el  Pre- 
sidente, aunaue  es  más  fácil,  sencillo  y  legal  que  aquél 
rubrique  los  tollos  á  medicb  que  se  van  numerando,  una 
vez  redactados. 

/  Se  encabeza  el  ai^ta  con  la  fecha  y  hora  en  que  la  sesión 
comienza  y  con  la  expresión  de  la  autoridad  que  la  pre- 
side y  los  nombres  de  los  asistentes,  cuya  lista  se  anota  al 
margen,  autorizándola  el  Presidente  con  su  rúbrica  y  el 
Secretario  con  media  firma.  Se  hace  en  seguida  mención 
cte  haber  sido  leída  y  aprobada  la  anterior  (y  si  sucede  se 
consignarán  las  rectificaciones  que  se  acuerden);  de  los 
asuntos  sometidos  al  debate  dé  la  corporación  y  de  las 
resoluciones  ó  acuerdos  que  sobre  ellos  se  adopten,  hai- 
ciendo  constar  las  votaciones  nominales  y  los  votos  par-r 
ticulares,  que  se  insertarán  íntegros  si  sus  autores  lo  re- 
claman (i).  De  la  misma  itianera  se  practicará  con  los 
dií3támoneb  emitidos  por  las  comisiones  encargadas  de 
iftfoímar  sobre  asuntos  de  gravedad  ó  importancia,  v.  g., 

Eresupüestos,  cuentas,  reglamentos,  enajenaciones  de 
ienes  de  gran  cuantía,  etc. 

En  las  actas  de  las  sesiones  extraordinarias  es  necesa- 
rio expresar  el  objeto  especial  para  que  fué  convocada  la 
Corporación,  sin  caya  circunstancia  será  nulo  y  de  ningún 
vblor  lo  que  en  ella  se  acordare.    * 

El  Secretario  extenderá  los  acuerdos  al  pie  de  los  dic- 
támenes de  Ibs  comisiones. 

Redactadas  las  actas  en  la  manera  e3;:presada,  es  indu- 
dable que  son  documentos  dignos  de  fe,  y,  por  lo  mismo, 
d  litoo  g[ue  forman  las  de  cada  año  merece  el  título  y  con- 
sideración que  la  ley  le  concede. 

27.  ReglameTOo  para  el  despacho, ¡r-^h\xxxc[\ie  es  inevitable 
que  los  asuntos  no  se  despachen  con  la  misma  rapidez 
por  autoridades  colegiadas  que  por  las  unipersonales, 
porque,  aparte  de  otras  razones,  aquéllas  tienen  queob- 
set^aír  ciertas  solemnidades  y  tramitéis  á  que  éstas,  no 
están  sujetas,  la  ley,  para  n^  dar  lugar  á  que  esa  lentir- 
tud  nacida  de  sus  mismas  reglas,  y  que,  por  lo  tanto,  le 
era  conocida  y  tuvo  en  cuenta,  sea  alguna  vez  pretexto 

{)ara  demorar  abusivamente  el  examen  y  resolución  de 
os  negocios,   advierte  con  previsión  laudable  que  los 

(1)    Reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  140. 
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trámites  de  i/iiétrucdon  y  discusión  ño  servirán  nunca  de 
excusa  á  las  Diputaciones  para  dilatar  el  cumplimienta 
délas  obligaciones  que  las  leyes  les  imponen. 

Para  facilitarles  el  cumplimiento  de  esta  prescripción  se 
les  ha  reservado  la  facultad  de  formar  su  reglamento 
para  el  despacho  de  los  asuntos,  orden  de  las  sesiones  y 
modo  de  funcionar,  atribución  sin  cuya  existencia  podría 
ser  que  fuera  injusta  la  obligación  antes  consignada^ 
porque  de  haberse  establecido  reglas  por  el  legislador  o 
por  el  Gobierno  para  aquellos  objetos,  resultarían  incon-- 
venientes  y  entorpecimientos  nacidos  de  la  natural  falta 
de  conocimiento  de  los  hábitos,  intereses  especiales,  ca^ 
rácter  y  otras  particularidades  de  cada  provincia;  cosas 
que,  aun  cuando  no  tienen  importancia  con  relación  á  la 
marcha  ordenada  de  la  Administración  general,  influyen 
poderosamente  en  la  provincial  para  d  arreglo  de  esos 

f)ormenores.  Mas  esa  libertad  no  es  omnímoda;  tiene  por 
imite  la  legalidad ,  dentro  de  cuya  esfera  han  de  vivir  las- 
Diputaciones,  sin  que  les  sea  dado  alterarla,  tácita  ó  ex^ 
presamente;  ya  que  carecen  de  toda  potestad  legislativa, 
siquiera  se  contraigan  sus  acuerdos  a  materias  que,  por 
lo  demás,  son  de  su  competencia:  por  consiguiente,  el 
reglamento  será  nulo  en  todo  aquello  en  que  a  las  leyes 
se  oponga  (1). 

28.  Consultas  con  el  OoHerno.-^En  realidad,  al  modo  de 
funcionar  pertenecen  también  las  prescripciones  relativas 
á  la  comunicación  de  los  acuerdos,  examen  y  aprobacióil 
de  presupuestos;  pero  como  efeas  materias,  por  su  impor- 
tancia y  extensión,  merecen  capítulo  aparte,  allí  nos 
ocuparemos  de  ellas,  dando  fin  á  la  que  tratamos  con  la 
advertencia  de  que,  sean  cualesquiera  las  dificultades  con 
que  las  Diputaciones  tropiecen  en  el  despachó  de  los 
asuntos,  no  les  és  lícito  consultar  al  Gobierno,  porque, 
además  de  que  dentro  de  las  leyes  y  de  sus  propias  atri^ 
buciones  tienen  medios  suficientes  para  vencerla»,  las 
consultas  hacen  ineíioaz  la  descentralización  establecida 
y  entorpecen  el  despacho  (2). 
-■■''■        ■      --      -  -  ,  ■     ■       .  ,  • 

(1)  Ley  Provindfcl  art  72  y  orden  del  Poder  ejecutivo  de  1.®  de  Manco 
dé  1873. 

(2)  R.  O.  de  10  de  Julio  de  1872. 
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CAPÍTULO  XVIL 

DB  LAS  PIPOTACIONGS  PROVINCIALES. — ATRIBUCIONES  DBLE&ADAS. 

L®  CUsifíoación  de  las  atribuoiones. — 2.®  AcaerdoB,  deliheraciones  é  informes. 

— 3.**  Concepto  de  la  delegación. — i."  Reparto  de  contrihaciones  generales. — 

5.^  Reclamacionos  contra  los  repartrjúentos. 

1  .**  Clasificación  de  las  alriiuciones. -^Estos  Cuerpos  abar- 
can en  la  esfera  de  su  acción  asuntos  muy  diversos,  y  no 
siempre  conocen  de  ellos  con  igual  motivo,  ni  tampoco 
son  sus  providencias  de  naturaleza  igual,  como  luego  ve- 
remos, según  la  materia  sobre  que  recaen.  Distínguense, 
pues,  dos  grupos  principales  determinados  por  la  razón 
jurídica  del  conocimiento  en  la  competencia  de  las  Dipu- 
taciones que  ejercitan  atribuciones  j^rt^^í^w,  porque  corres- 
ponden y  son  inherentes  á  la  naturaleza  de  quien  las  usa, 
de  tal  manera  aue  sin  ellas  no  serían  lo  que  deben  ser;  y 
atribuciones  delegadas  ó  ejercidas  por  otro  á  quien  origi- 
nariamente pertenecen.  Las  primeras  admiten  subdivi- 
sión en  mucíios  extremos  que  iremos  recorriendo,  y  de 
las  s^undas  nos  ocuparemos  en  este  capítulo. 

2.**  Acuerdos,  delideraciones  é  inf armes. r-^xjjdlQ  decirse 
que  siendo  proporcional  la  fuerza  de  las  providencias  de 
las  Diputaciones,  al  carácter  con  que  conocen  de  los  asunr 
tos,  aquéllas  se  distinguen  en  acuerdos  y  deliberaciones  é  in- 
formeSy  y  aimque  esta  nomenclatura  puede  satisfacer,  hasta 
cierto  punto,  cuando  su  objeto  se  limita  á  hacer  com- 
prender, como  por  vía  de  comparación,  la  diferente  efi- 
cacia que  alcanzan,  no  es  conveniente  emplearla  al  exa- 
minar su  verdadera  naturaleza  Acuerdo,  en  la  acepción 
directa  de  la  palabra,  es  un  hecho,  expresa  el  acto  de 
reunirse  en  una  resolución  cualquiera  varias  voluntades, 
y  también  se  da  por  extensión  ese  nombre  al  documento 
en  que  el  hecho  se  hace  constar;  y  como,  según  ya  se  di- 
jo, ni  las  Diputaciones  ni  cuerpo  alguno  puede  obrar  de 
otra  manera  sino  por  acuerdos,  podría  creerse  que  para  lo 
que  se  áQnominBLiideliberaciones  éin  formes  no  había  necesi- 
aad  de  que  el  acuerdo,  la  conformidad  de  voluntades,  exis- 
ta: error  ocasionado  á  no  pocas  ni  leves  consecuencias. 
Así,  pues,  diremos,  tomando  de  la  clasificación  lo  que 
nos  pairece  aceptable,  que  las  Diputaciones,  al  conocer  de 
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los  asuntos,  no  siempre  lo  hacen  con  el  mismo  lleno  de 
autoridad,  y  por  eso  sus  acuerdos ^  es  decir,  sus  providen- 
cias acerca  de  ellos,  tienen  cai*acteres  distintos,  siendo 
unos  resolutivos,  deliberativos  otros  y  otros  informativos.  Los 
primeros  se  peñeren  álos  negocios  que  el  acuerdo  termina 
ó  puede  terminar  si  contra  él  no  se  recurre;  los  segundos 
á  aquellos  objetos  en  los  cuales  la  facultad  está  limitada 
á  la  propuesta  de  lo  que  debe  ó  conviene  hacer;  y,  por  fin, 
los  terceros  comprenden  los  acuerdos  en  que  el  Cuerpo, 
e'xcitado  á  ello,  ya  porqiie  la  ley  así  lo  previene,  ya  porque 
eiertas  Autoridades  estimen  útil  oírle,  consigna  su  opinión 
respecto  de  cualquier  asvmto.  Si  la  Diputación  quiere  fun- 
dar un  establecimiento  de  beneficencia,  acordaré  resoluti- 
vamente, porque  el  art.  74  la  faculta  para  ello;  pero  si 
íje  trata  de  la  enajenación  de  bienes  inmuebles- sólo  lo 
será  dado  acordar  lo  que  á  su  juicio  debe  hacerse,  porque 
para  llevarlo  á  cabo  ha  de  preceder  aprobación  por  un 
Superior;  y,  por  último,  no  pasará  de  informe  el  acuet^do 
en  qué  exprese  su  opinión  sobre  un  punto  que  se  le  haya 
"obnsultado. 

No  es  poi^  ahora  necesario  examinar  otros  particulapes 
relativos  á  los  acuerdos  resolutivos  de  las  Diputacíones> 
de  que  en  su  lugar  nos  ocuparemos  con  la  detención  que 
exigen,  y^^  porio  tanto,  dando  principio  á  la  enumera^ 
^ón  de  las  atribuciones,  comenzaremos  por  las  aiaribu- 
cidnes  delegadas. 

3.**  OoTicepto  (te  lá  dele^aciéft.-^ExiQte  delegación  ouBiñr' 
do  un  poder,  una  Autoridad  á  quien  incumbe  hacer <al-. 
^na  cosa,  confiere  á  otro  el  cumplimiento  ó  '^oufctón 
de  eso  mismo  que  él  debe  hacer,  sea  cualquiera  el  moti- 
lo ó  ra¿ón  del  encargo;  y  en  este  sentido  réalmemte  oo 
»on  delegadas  \^s  funciones  que  vamos  á  exJ}oner,  posique 
fe  ley,  al  dotar  con  ellas  á  los  Cuerpos  que  rtos  ocupan, 
no  lo  hizo  en  manera  alguna  en  forma  que  revele  la  exii^ 
tencia  de  ese  encargo,  de  esa  comisión,  que  es  la  esencia; 
de  la  delegación:  P^ro  en  otro  orden  de  ideas,  ymásppr 
no  chocar  con  las  adoptadas  que  por  otra  consideración, 

Suede  admitirse,  y  de  hecho  está  generalmente  recibida, 
i  denominación  de  atribuciones  delegadas  .^^^tq.  aqueUas 
qué  las  Diputeiciones  ejercitan  fuera  de  la  esfera  natui^l 
y  propia  aé  su  autoridad,  porque  aimqué  se  rozan  con 
ios  intereses  de  la  provincia,  no  atañen  á  aquellos  que Ife 
..^  «bn  peculi&,res  como  entidad  distinta  de  la  naKjión^.sino 
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que,  por  el  cootrarío,  á  los  que  como  parte  de  elia  posee 
se*  reneren:  tales  son  las  de  hacer  los  repartimientos  de 
dinero  y  hombres  entre  los  pueblos,  una  vez  fijados  por 
las  Cortes  los  cupos  provinciales. 

Suele  decúrse^  en  ^düpoyo  de  la  existencia  de  la  delegación 
eü  estos  caaos,  que  6ó|o  del  poder  soberano  de  la  nación 
es  propio  el  imponer  tributos,  y  que,  por  lo  tanto,  ai 
fijar  las  Diputaciones  loe  cupos  locales,  ejercen  faculta- 
djBS  legislativas  q^e  no  les  es  dado  usar  sino  por  vía  de 
delegación.  Este  razonamiento  aparentemente  es  fuerte, 
mas  en  realidad  nada  significa;  porque  ni  es  verdad  que 
voten  por  sí  mismas  contribución  alguna  al  aprobar  los 
repartimietítoa,  limitándpae  á  ejecutar  un  detalle,  ni  esto 
por  lo  dedmás  lo  hax^en  como  deU^adas  de  nadie;  satisfa* 
een  á  unai  prescrip^ón  legal  y  nada  más.  8i  fuera  cierto 
aue  en  esos  cases  hoiiü  del^ación  expresa  ó  no,  de  los 
Ayuntamientos  con  más  razón  que  de  las  Diputeiciohes 
podría  decirse  que  efépcian  pote^&d  UgislatvBa  del^ada^ 
puea  al  fin  ellos  soá)  los  que  verifican  las  derramas  indir- 
viduales  de  los  ti^ibutos  susc^iUes  de  este  fracciiona-i> 
miento,  y  si»  embaído;  á  nadie  se  ha  ocurrido  llaHval^los 
nUnca  deiegados\t^  Peder  legislalivo:  Aunaue  ^sta  tesis  que 
eustentamos,  fcon  mayorte  y  más  elevados  razotamien^ 
ios  podría  (íemdstrame,  hemos  de  hacer  aqtií.  punto  en 
fitíta  materna  Jpara.  nb  salir  del  límite  que  nos  hemos  im- 
puesto y  no  desnaJturalizar  el  cat'ácter  que  á  este  trabajo 
dimos  desde  que  concebimos  su  plan;  y  como  una  de  las 
primeras  condieioiMs^  deéfate  es  la  exposición  del  dere- 
<5ho  constítuWo  y  de  Ja  doetrin»  más  corriente,  no  obs- 
iaate  lo  dipho,  conformándonos  al  uso,  tendremos  por 
delgadas  las  atritoeiones  relativas  á  los  repartimientois 
de  108  cfupofi  gepetales^  de  hombres  y  dinero. 

4.''  Bepaticf  de  aifibudonee  ff &¡^er ales.  ^^Cbai  desde  la 
institución  de  las*  Dipoti^ciones  se  las  confió,  no  la^- 
madáity  mí&  la  ápráiaeián  dd  repartimiento  de  los  cupos 
provinciales  en  lo&  iiifipuestos  generales,  y  la  resolu- 
ción de  las  reclamaciones  á  que  dieren  lugar,  como 
eoiiáta  en  los  arte.  jS»  y  90  de  la  ley  de  3  de  Febrero 
de  1823,  que  en  sustancia  dicen  asi:  «Art.  88.  Lue^o 
que  la  Diputación  reciba  el  repartimiento  de  las  contri- 
buciones, lo  avisará  al  Intend!ente  para  la  formación  del 
que  tenga  por  objeto  distribuir  entro  los  pueblos  el  cupo, 
y  la  Diputación  lo  aprobairi  caso  da  encontrarlo  confor- 
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me.»  «Art.  90.  Las  reclamaoioties  por  ítgravios  en  los 
cupos  locales  se  dirigirán  á  la  Diputación,  que  las  resol- 
verá, etc.»  Más  tarde,  al  plantearse  en  1845  el  moderno 
plan  rentístico  refundiendo  en  dos  tributos  directos  la 
innumerable  lista  de  impuestos  de  mü  clases  que  hasta 
entonces  existieron,  determinóse  que  esos  Cuerpos  hicie- 
ran por  sí  el  repartimiento  (1).  Para  ejecutar  este  traba^ 
jo,  era  indispensable  poseer  datos  estadísticos,  oficiales 
y  exactos,  y  á  proveer  de  ellos  á  la«  Diputaciones  aten- 
dió la  instrucción  de  6  de  Diciembre  dei  citado  año  man*^ 
dando  á  los  Intendentes  que  les  pasasen  oportunamente 
las  noticias  que  reclamaren,  ó  las  que  sin  necesidad  de 
esta  reclamación  considerasen  preciéas  i  aquellos  funcio- 
narios, para  que  las  Corporaciones  tuvieran  conocimien- 
to de  los  padrones  de  riqueza  formados  por  las  Juntas 
periciales  y  los  Ayuntamientos  y  aun  las  relaciones  indi- 
viduales si  las  pidieran • 

.  Alteró  este  procedimiento  la  instrucción  de  8  deSetiem-r 
bre  de  1848  en  los  arts.  2.''  al  S."",  dejando  relducida  la 
tarea  de  las  Diputaciones  á  la  aprodación  dei  repartimieiv- 
to /armado  por  la  Administración  de  contribuciones  direc- 
tas y  visado  por  el  Intendente:  modificación  confirmada 
perlas  Rs.  Os.  de  11  de  Diciembre  de  1«54  y  29  de  Julio 
de  1856,  6  de  Abril  de  1867  y  circular  de  28  de  Octubre 
de  1858,  y,  finalmente,  por  la  R..0.  de  5  desunió  de  1871* 

Las  Diputaciones  pueden  alterar  en  todo  ó  en  parte  los 
repartos  formados  por  la  Administración;  y  á  fin  de  que 
en  tales  casos  obren  con  los  datod  bastantes,  los  Jefes  de 
las  Administraciones,  ó  sean  los  Administradores  econd- 
micoSy  puedm  asistir  ala  sesión  ó  sesiones  en  que  se  trate 
del  reparto  para  dar  las  explicaciones  encaminadas  á  fací* 
litar  la  resolución  de  ese  asunto,  si  la  DiputacicSn  lo  con- 
siderase oportuno  (2).  Mas  para  introducir  modtticaoio- 
nes  en  ene  trabajo,  es  preciso  aue  se  funden  en  motivos 
justos  y  demostrados  con  arreglo  á  las  disposiciones  vi- 
gentes, sin  lo  que  no  podrán  aceptarse  {3). 

Para  el  qercicio  de  la  atribución  que  nos  ocupa  hay  un 
plazo  que,  fijado  primeramente  por  el  art  12  del  Real  de- 


(1)  Arts.  11  y  12  del  R.  D.  de  23  de  Mayo  de  1845.  Véase  en  esta  obra 
el  título  en  donde  se  trata  la  materia  de  contribuciones. 

(2)  Real  orden  citada  últimamente,  regia  8> 

-  <3)    ídem,  regia  9.»,  y  R.  0.  de  l.o  de  -^sto  de  1871. 
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creto  de  23  de  Mayo  de  1845.  ha  feido  adoptado  y  confir- 
mado por  todas  las  demás  aisposiciones  legales  encami- 
nadas á  dictar  procedimientos  oara  el  repartimiento  de 
contribuciones.  Ese  plazo  es  el  de  quince  dios,  contados 
desde  el  en  que  se  les  ento^ega  por  los  Administradores 
ecoitómicos  la  derrama  del  cupo  provincial;  y  trascurrido 
ya,  sale  el  negocio  de  la  Diputación  para  ser  aprobado 
por  el  Gobernador. 

Coimo  asunto  que  tanto  interesa  á  los  pueblos,  las  Di- 
putaciones debieran  mirarlo  con  atención  y  prepararse 
para  su  examen,  reclamándoles  datos  bien  demostrados 
acerca  de  la  estadística,  aumentos  y  bajas  de  riqueza,  etc., 
sin  perjuicio  de  las  noticias  que  los  Administradores  tie- 
nen el  deber  de  facilitarles. 

5.*  Reclartuwiones  contra  los  nparúimiéntas. — Cualesquie- 
ra que  hayan  sido  las  disposiciones  dictadas  anterior- 
mente respecto  á  la  forma  en  que  deben  incoarse  y  ser 
tramitadas  las  expresadas  reclamaciones,  en  la  actualidad 
no  hay  otras  que  rijan  sino  las  de  la  ley  orgánica  Provin- 
cial, al  establecer  que  «los  repartimientos  de  todo  género  que 
»haga  la  Diputación  entre  los  pueblos  de  la  provincia 
»para  cubrif  los  cupos  generales  señalados  á  ésta,  son  eje^ 
7f cativos  con  apelación  ai  Oobiemo%  ( 1 ) . 

De  esto  se  desprende  cjue  en  lo  i^ferente  á  los  reparti- 
mientos de  los  cupos  de  impuestos,  son  las  Diputaciones 
las  Autoridades  llamadas  á  tramitar  y  resolver  las  re- 
damaciones que  se  incoen,  siguiendo  el  procedimiento 
señalado  en  el  art.  144  y  siguientes  de  la  ley  Provincial. 


CAPÍTULO  XVIIL 

ATÉIBOCIONÉS   PRDPIJL8  DB  HkH  DlPUTACIONBS  BN  ASU17T0S  AJBN09 
i  LA  ADItnnSTRACIÓK  PBÓVlItCIAL. 

I.**  Aspecto poUtioodelat  DipataoiooM.— 2-^  JnfttiftoaoiÓQ  del  método.— 3.^  Atri* 

bacdoQeseQMuotot  políticos. --4.^  AtribaeionesadaúntstratiYas.— 5."  Atrlbu- 

óionét  de  caráoter  general.— 3.*  AtribuciOQes  adoiinistrativas  muaioipales. 

i.*  Aspecto  político  de  las  Diputaciones. —  Aunque  la  ley 
Provincial  declara  qué  las  Diputaciones  no  son  más  que 
Corporaciones  econó?nico-ádministrativaSy  y  les  prohibe  toda 

(1)    Ley  Provincial,  art.  91. 
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maaifestación  política  que>  según  tíltó,  constituye  uaa 
verdadera  y,  en  ocasiones^  punible ©Xtralimitación  desús 
funciones,  el  legislador  se  ha  olvidado  de  aquel  precepto, 
ó  compelido  por  las  circunstancias,  que  tanto  pesan  y  pe- 
sar deben  en  la  balanza  de  8U3  determinaciones;  les  na 
concedido  no  poca,  niinfiignifícautepartteípación  en  asun- 
tos de  esa  índole.  • 

Antes  de  pasar  más  adelante,  y  para  prevenir  con  tiem- 
po, y  en  sazón  debida,  errores,  cúmplenos  advertir  que 
entendemos  aquí  por  política,  no  esa  serie  de  ardides  de 
todo  linaje  que  los  partidos  todos  suelea  uAílixar  en  su 
favor,  no  ese  inmenso  tejido  de  relaciones  que  fiabricaa 
los  adeptos  de  las  diversas' escuelas  partí  robustecerse  y 
asegurar  su  triunfo,  sino  la  cienoia  diei  gctoierno  de  las 
naciones,  ciencia^  cuyo  ramo  más  importante  es  el  refe- 
rente al  modo  de  constituir  lo&  poderes  ivórgw^os  deLjfoder. 

Esto  sentado,  y  partiendo  de  lo  que  explícitamiente  re- 
conoce como  de  <wwííj»(??¿^'<»  la  mifima  GoosítituciAn  vi- 
gente, todo  lo  que  atañe  á  la  creación,  elección  y  supre- 
sión de  aquellos  órganos,  pertenece,  por  su  tiatuiraleza  al 
grupo  de  atribuciones  que  ños  ocupa,  y  también  debeii 
figurar  en  él,  las  que»  wn  relativas  á  los  actos  ú  opera- 
ciones cuyo  fin  único  es  la  coaseoución  de  aquellos  obje- 
tq^,  porque  ni  pueden  considerarseí  de  carácter  mei^- 
meramente  administrativa^  ni  es  posiÜe  incluirlos  en 
grupo  aparte,^disloQando  lo  que  esta  unido,;  separando  lo 
que  existe  como  accidente,  de  aquello. qne  es  la  esenciaó 
hecho  principal  del  cual  depende*  ;  ■      ; 

2.''  Justificación  del  método. — Posible,  y  aun  fácil,  es 
que,  á  pesar  de  este  razonado  aviso,  no  se  encuentre 
muy  ortodoxo  nuestro  moflo  dp.  proceder.  Casi  podría  de 
antemano  asegurarse  que  éh  alguno  causará  extrañeza, 
ó  cosa  peor,  ver  que  al  lado  del  .Senado,  ó  por  lo  menos 
formando  con  el  en  una  misma  fila,  aparezcan  los  mo- 
destos cuerpos  que  rigen  y  gobiernan  los  más  humildes 
pueblos:  pero  á  esas  (objeciones  opondrefmos.  contó  úni- 
ca y  suficiente  respuesta,  lá  tiranía  irresistible  del  méto- 
do, de  la  lógica,  que  sentadas  las  premisas  impone  cate- 
ffóricamente  la  consecuencia.  Si  el  Senjido  y  los  Ayun- 
tamientos, aunquo  en  esferas  distintas,  son  órganos 
unos  más,  y  otros  menos>  elevados  del  poder,  instoimen^ 
tos  más  grandes,  ó  más  pequeños,  de  esa  fuerza  de 
cohesión  de  la  sociedad,  y  la  politice  es  la  ciencia  que 
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del  origen,  distribución  y  órganos  de  esa  fueraa  se  ocupa, 
no  hay -más  remedio  que  colocar  junto  aquello  que  es  de 
la  misma  naturaleza,  so  pena  de  hacer  para  la  clasifica- 
ción tantos  miembros  como  objetos,  es  decir,  so  pena  de 
hacer  imposible  la  clasificación. 

3.**  Atribuciones  en  asuntos  políticos . — Con  arreglo  á  esos 
precedentes^  las  Diputaciones  ejercen  funciones  de  índo- 
le política: 

!.•  Cuando  con  los  Compromisarios  nombrados  por 
los  Ayuntamientos  y  mayores  contribuyentes  eligen  Se- 
nadores en  la  forma  establecida  (I). 

2***  Cuando  resuelven  las  alzadas  contra  los  acuerdos 
tomados  por  los  Ayuntamientos  respecto  á  la  capacidad 
de  los  ciudadanos  para  votar  en  las  elecciones  municipa- 
leis  h). 

3}  Cuando  informan  los  expedientes  de  división  te^ 
rritorial  electoral  (3). 

4.*"  Cuando  acuerdan  la  supresión,  ó  creación  de 
Ayuntamíentoe;  porque  entonces  nace  ó  muere  una  en^ 
tiaad  poHtica,  un  órgano  del  Poder,  siquiera  sea  del  Po- 
der administrativo,  y  tan  íntimamente  enlazado  está  esto 
con  la  política  que  la  Constitución;  6  sea  el  Código  poUticOy 
podría  ser  con  este  motivo  infringida  en  su  art.  83,  según 
la  manera  en  que  esa  atribución  se  ejercite  (4);  razón  por 
la  que  la  ley  Municipal  reserva  en  determinados  casos  la 
resolución  derffinltiTa  de  estos  asuntos  al  mismo  legisla- 
dor: prueba  evidente  de  1^  importancia  que  les-  atribuye. 

4.**    Atnbuciónes^sd'iiiinistrati/oas.^^lm^OBi^^  á  no 

reproducir,  ó.  por  lo  menos,  extractar  cuantas  leyes,  de- 
cretos y  demás  disposiciones  encierra  el  inmenso  cuerpo 
de  nuestra  legislación  administrativa,  explicar  con  algún 
detalle  la  manera  en  que  las  Diputaciones  ejercitan  las 
amplias  facultades  que  la  ley  leé  confía,  y,  por  lo  tanto, 
hemos  de  ceñimos  tan  bóIo  i  su  enumeración,  en  cuanto 
cabe  hacerla,  á  reserva  de  ocuparnos  con  algún  deteni- 
miento, y  en  capítulo  aparte,  de  las  que  por  su  impor- 
tancia en  la  marcha  administrativa  requieren  á  nuestro 
juicio  esa  mayor  amplitud. 

(1)    Ley  de  8  de  Febrero  de  1877. 

(3)  Ley  Electoral  de  20  de  Agosto  de  1870,  art.  25. 

(S)    Ley  citada,  art  94;  ley  Provincial,  ftrt.  81;  ley  Municipal,  art.  38, 
regla  4.» 

(4)  Ley  Municipal,  art.  7.o 
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Las  atribuciones  jwopitfj  pueden  subdividirse,  por  ra2;óii 
de  la  materia  en  que  recaen,  en  relativas  á  la  Admnis- 
tración  general  y  á  la  municipal  y  á  la  provimiaL 

5."*  Atribuciones  de  carácter  general. — Intervienen  esos 
cuerpos  de  la  Administración  general  más  ó  menos  di- 
rectamente: 

1 .''  Cuando  á  tenor  de  lo  dispuesto  por  la  ley,  infor- 
man acerca  de  la  división  notarial  (1). 

í.""  Cuando  expresan  su  opinión  en  los  expedientes 
formados  pa^ra  hacer  pasar  un  término  municipal  de  un 
partido  judicial  á  otro  (2). 

3.**  Cuando  son  oídas  en  los  exuedientee.  sobre  exoep- 
.cepción  de  la  venta  por  el  Estado  ae  los  bienes  de  apro- 
vechamiento común  (3). 

4.*"  Cuando  informan  acerca  de  los  planes  de  carrete- 
ras generales  ó-  de  primer  x)rden,  ferrocarriles  y  otras 
vías  (4).  ... 

5.**  Cuando  ejercitan  igual  atribución  en  los.  expedien- 
-tes  formados  por  los  pueblos  para  que  se  les  releve  de  la 
obligación  de  costear  Jas  obras  nuevas  ó  de  reparación 
de  los  trozos  de  las  carreteras  que  los  atraviesan,  ó  sea 
de  las  travesiasy  cuando  sus  recursos  no  alcanzan  ¿  cu- 
brir su  importe,  ó  la  parte  que  le  corresponda  (5);  y  asi- 
^mismo  en  lo  relativo  al  expediente  sobr^.  imposición  die 
ese  gravamen,  o  sea  señalamiento  de  ls«, travesías  (&). 

6.  Cuando  se  las  oye  en  los  expedientes  sobre  aecla- 
ración  de  pública  utilidad  de  una  obra  del  Estado,  y  so- 
mbre designación  de  los  terrenos  que  hayan  de  exproptar- 
•  se  (7).  .         .....-'..,. 

6.**  AtribuciQTies  administratinas  munieipále^^r^^rx  cuanto 
á  la  administración  municipal,  les  corresponde: 

1,**  Resolver  las  i^amafciones  hechas  contra  los 
acuerdos  de  los  Ayuntamientos  relativos  á  la  declaración 
de  vecindad  (8),  debiendo. dictar  su  providencia  en  el  tór^ 


íii 


Ley  de  28  de  Mayo  de  1862,  art.  4.o 

Ley  Municipal,  art.  9.o  .       :         .  -       . 

(8)    Ley  de  l.o  de  Mayo  de  1856,  art.  2.o,  n^.  9fi 
^   (4)    Ley  do  22  de  Julio  de  1857,  art.  6.o 

(5)  Ley  de  11  de  Abril  de  1849,  art  6.o,  y  re^^m/ento  de  Ijl  4e  Julio 
de  1849,  art.  30. 

(6)  Reglamento  citado,  ^rt.  8.o,  núm.  8.o 

(7)  Ley  de  10  de  Enero  de  1879. 

(8)  Ley  Provincial,  art.  75,  núm.  l.o,  y  art.  21  de  la  ley  MunicipaL  ' 
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mino  de  un  mes,  oyendo  á  los  interesados  y  al  Ayunta^ 
miento. 

2.^  Decidir  los  recursos  formulados  «ontra  la  división 
de  los  términos  rtiunicipales  en  distritos,  barrios,  cole- 
gios y  secciones,  y  conocer  igualmente  de  los  que  ,inler- 
pongan  contra  la  variación  de  la  división  aprobada  (1). 

3.  Fallar  también  las  apelaciones  contra  los  acuer- 
dos que  los  Ayuntamientos  tomen  respecto  á  la  forma- 
ción de  secciones  pat?a  la  designación  de  los  Vocales  aso- 
ciados á  la  Junta  municipal,  habiendo  de  dictar  su  reso- 
lución en  el  preciso  término  de  15  días,  siguientes  al  en 
que  se  la  presente  el  recurso  (2). 

4.**  Resolver  acerca  de  las  excusas  y  oposiciones  que 
se  presenten  con  motivo  del  nombramiento  de  Vocales 
asociados  á  la  Junta  municipal  (3). 

5.**  Aprobar,  de  acuerdo  con  el  Gobernador,  las  Or- 
denanzas municipales  de  policía  urbana  y  rural  (4). 

6.*"  Cpnceder  autorizaciones  para  litigar  á  los  pueblos 
menores  de  4.000  habitantes  (5). 

7."*  Resolver  Jos  recursos  de  agravio  á  que  den  lugar 
las  decisiones  d^  los  Ayuntamientos  y  Juntas  de  evalua- 
ción fijando  las  utilidades  y  cuotas  en  los  repartimientos 
municipales  (6). 

8."*  Conocer  y  decidir  en  los  recursos  de  agravios  en- 
tablados contra  ios  ac^wdos  de  los  Ayuntamientos  y  Jun- 
tas municipales  relativos  al  señalamiento  de  cuotas  y  á 
los  arbitrios  ó  impuestos  de  todas  clases,  cuando  no  guar- 
den relación  con  1^  importancia  del  servicio,  industria  ú 
pbjeto  á  que  se  apliquen,  ó  con  los  demás  establecidos  en 
los  pueblos  (7). 

9,""  Disponer  lo  conveniente  par^  que  se  efectúe  el  pa- 
go de  las  deudas  raui>icipales  reconocidas,  cuando  los 
acreedores  no  se  conformen  con  el  arreglo  que  el  Ayun- 
tamiento les  proponga  (8). 

10.    Nombrar  de  entre  sus  Vocales  delegados  para  gi- 

(1)  Ley  Municipal,  urts,  88  y  3». 

(2)  Mein  id.,  art.  67. 

(3)  ídem  id.,  art.  69. 

(4)  ídem  id.,  art.  76. 
(6)  ídem  id.,  art.  86. 

(6)  ídem  id.,  art  138,  regla  7.» 

(7)  ídem  id.,  art.  140. 

(8)  ídem  id.,  art.  144. 
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rar  visitas  de  inspección  á  los  Ayuntamientos  con  el  fln 
de  enterarse  del  estado  de  sus  servicios,  cuentas  y  archi- 
.  vos  (1),  sin  eme  en  tales  visitas  se  adot^  resolución  al- 
guna por  el  Delegado,  so  pena  de  extralímitación,  que  fár- 
cilmente  puede  ser  judicialmente  punible  porque  nabrá 
usurpación  de  funciones. 

CAPÍTULO  XIX. 

ATRIBUCIONES  PBOPIAS  DB  LAS  DlPUTi^CIONBS  EN  LA,  ADMINISTRA- 
CIÓN DE  LAS  PROVINCIAS. 

1°  Enumeraoióa  de  las  de  oariUster  general.— 2.''  Exteix^i^^n  de  la  Autoridad  de 
las  Diputaciones  en  la  Administración  g^eneral  de  las  provincias. — 3.^  Atribu- 
ciones en  la  gestióü  eoonómica.— 4.^  Enajenaeiones.'— 5.**  Empréstitos.-^^  Per- 
sonal, (a)  Comisión,  (b)  Empleados.— 7.^  Contabilidad,  (a)  Prdsupoestos. 
(b)  Caontas.  (c)  Distribución  de  fondos.— 8.**  Derecho  de  petición. 

1.**  En/mneración  de  las  de  carácter  aeneraL — Por  lo  que 
hace  á  la  Administración  provincial  pura,  en  el  sentidto 
en  que  en  otros  lugares  hemos  procurado  definirla  con 
claridad,  ó  sea  en  lo  relativo  á  los  intereses  de  la  pro- 
vincia, concebida  como  una  entidad  distinta  del  pueblo 
y  la  Nación,  las  Diputaciones  tienen  las  siguientes  facul- 
tades amplísimas: 

1  /  Constituirse  interina  y  definitivamente  por  sí  mis- 
mas,  examinando,  discutiendo  y  aprobando  o  desapro- 
bando las  actas  y  declarando  las  vacantes:  también  le  co- 
rresponde admitir  ó  desechar  las  excusas  y  renuncias  del 
cargo  de  Diputado,  y  nombrar  Presidente,  Vicepresiden- 
te y  Secretarios  (2). 

2/  Fijar  en  cada  una  de  stís  reuniones  semestrales  el 
número  de  sesiones  que  ha  de  celebrar,  y  acordar  su  pró- 
rroga, caso  necesario,  con  aquiescencia  del  Goberna- 
dor (3). 

3/  Acordar  la  celebración  de  sesiones  secíretas  en  la 
forma  y  casos  expuestos  al  exponer  anteriormente  la  ma- 
nera de  funcionar  de  estos  Cuerpos  (4). 

4.*    Conceder  á  los  Diputados  licencia  para  aumentar- 

{V)  Ley  Provincial,  art  76,  núm.  2.o 

(2)  ídem  id.,  arts.  46  y  sigiiientes. 

(8)  ídem  id,  art  60. 

(4)  ídem  id.,  art.  64,  par.  2.o 
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se  durante  las  sesiones,  materia  también  ya  tratada  en  el 
indicado  higar  (1). 

5/  Formar  el  reglamento  para  el  despacho  de  los 
asuntos,  orden  de  las  sesiones  y  modo  de  funcionar.  Alas 
esta  atribución  no  se  extiende  á  la  adopción  de  reglas 
que  dii'ecta  ó  indirectamente  contravengan  á  lo  estable- 
cido por  las  leyes;  su  ejercicio  ha  de  ajustarse  á  la  lega- 
lidad, sin  que  con  el  pretexto  de  una  función  lícita  se  fal- 
seen sus  disposiciones  (2). 

6.*  Resolver  acerca  de  las  demandas  ordinarias  ó  con- 
tencioso-administrativa^  que  ala  provincia  convenga  en- 
tablar ó  sostener  (3). 

7/  Creación  y  conservación  de  servicios  que  tengan 
por  fin  la  comodidad  de  los  habitantes  de  la  provincia,  y 
el  fomento  de  sus  intereses  morales  y  materiales,  tales 
como  establecimientos  de  beneficencia  ó  de  instrucción, 
caminos,  canales  de  navegación  y  de  riego,  y  toda  clase 
de  obras  públicas  de  interés  provincial,  asi  como  con- 
cursos, exposiciones  y  otras  instituciones  de  fomento  (4). 

2."*  Extensión  de  la  autoridad  de  las  Biputadones  en  U 
Administración  general  de  las  provincias. — De  propósito  co- 
piamos las  palabras  de  la  ley,  para  que  se  vea  que  aquí 
no  hay  limitación  ninguna.  Todo  lo  que  á  la  provincia 
convenga,  ó  le  sea  necesario,  como  entidad  moral  con- 
siderada; todo  k)  que  sea  útil  á  la  colectividad  que  bajo 
esa  denominación  existe,  todo  será  objeto  de  las  de- 
liberaciones y  acuerdos  de  las  Diputaciones,  desde  la 
construcción  de  una  casilla  de  caminero  hasta  la  de 
un  ferrocarril.  El  único  correctivo  que  pecepto  tan 
comprensivo  tiene,  es  la  legislación  que  rige  en  los  ra- 
mos de  la  Administración  á  que  pert¿nes9ean  las  mate- 
rias sobre  las  que  se  actúe;  y  este  correctivo  está  explí- 
cita y  terminantemente  establecido  en  la  ley  cuando  aioe 
que  ejercerán  sus  funciones  propias  con  arreglo  y  suje- 
ción á  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  generales  dio* 
tadas  para  su  ejecución  (5). 


(2) 
e  18'i 

(3) 
(4 


Ley  Provincial,  art.  66,pár.  8. o 

ídem;  Id.,  art.  72  y  óAen  del  Poder  Ejecutivo  de  l.o  de  Marzo 
de  187a. 

ídem,  iá.,  art9*  74^  núm.  3.o,  y  98,  par.  6.o 
ídem,  id.,  art.  74,  núm.  l.o 
(5)    ídem,  id.,  par.  inicial. 
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Si  SO  examina  bien  el  texto  legal  se  verá  que  no  cabe 
en  él  la  adopción  de  medidas  de  cierto  género,  como  por 
ejemplo,  la  supresión  de  escuelas  y  de  otros  estableci- 
mientos y  servicios,  necesarios  unos  y  útiles  todos  al  bien 
de  las  provincias.  El  artículo  no  autoriza  á  las  Diputa- 
ciones para  suprivdr  nada,  ni  aun  para  reformarlo  aten- 
tando a  su  organización  existente;  les  concede  facultad 
1^0  más  que  para  establecer  y  conservar  lo  que  sirva  á  la 
comodidad  de  los  habitantes  y  al  fomento  de  sus  intere- 
ses materiales  y  morales,  y  dentro  de  esa  atribución,  bi 
cabe  algún  abuso  hijo  déla  precipitación  en  crear  servi- 
cios dispendiosos  y  sin  utilidad,  aunque  es  bien  difíoil 
concebirlo,  favoreciendo  el  interés  particular  con  apa- 
riencias de  promover  el  colectivo;  no  puede  en  manera 
alguna  admitirse  el  derecho  á  suprimir,  á  destruir,  á 
reformar;  porque  ese  derecho  no  lo  consigna  la  ley,  que 
sabia  y  previsoramente  guarda  en  este  punto  premedita- 
do silencio .  Su  propósito  fué  dar  facilidades  para  el  bien, 
apartar  los  obstáiculos  (jue  pudieran  pponerse  al  libre 
desarrollo  de  la  instrucción,  de  la  riqueza,  de  la  prospe- 
ridad de  las  provincias.  Así,  pues,  en  la  ley  había,  y  hay, 
medios  numerosos  de  hacer  el  bien;  mas  para  el  mal  no 
da  ninguno.  Permite  construir,  edificar,  llevar  á  cabo 
cualquiera  idea  beneficiosa;  pero  con  su  silencio  prohibe 
demoler,  y  con  razón,  porcrue  todo  servicio  nuevo  ó  viejo, 
todo  medio  antiguo  ó  moderno  de  satisfacer  las  necesi- 
dades públicas  ó  deproporcionar  ventajas  á  la  provincia, 
tiene  en  su  favor  una  presunción  de  bondad  que  sólo 
puede  destruirse  por  la  prueba  en  contrario,  y  claro  es 
que  no  debe  confiarse  la  apreciación  de  esa  prueba  pre- 
cisamente á  quien  como  parte  impugna  aquella  bondad, 
síüo  al  aue  por  su  misma  naturaleza  está  obligado  á  de- 
fender el  derecho  de  todos  y  el  de  cada  uno,  y  á  conser- 
var y  procurar  por  los  intereses  permanentes  de  la  so- 
ciedad; al  Estado,  cuyo  órgano  es  el  Oobierno. 

Así,  pues,  con  arreglo  á  la  disposición  citada,  las  Di- 
putaciones pueden  acordar  cuanto  sea  referente  á  cons- 
trucción de  toda  clase  de  obras  públicas  provinciales,  á  - 
la  creación  de  Bancos  cuyo  objeto  no  sea  el  lucro^  sino 
favorecer  el  desarrollo  de  la  agricultura,  como  en  algu- 
nas provincias  podría  y  aun  debería  hacerse,  contando 
con  los  Ayuntamientos  6  pueblos  inte?résados,  reuniendo 
al  efecto  en  un  fondo  común  los  de  los  Pósitos.  La  apef- 
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tura  de  canales,  acequias  y  otras  obras  de  riego:  la  de- 
secación de  lagunas  y  pantanos:  lá  institución  de  pre- 
mios á  ta  virtud,  á  los  adelantos  en  la  industria  y  en  la 
agricultura:  la  creación  de  nuevos  centros  de  enseñanza 
y  de  asilos  para  la  desgracia:  la  celebración  de  exposi- 
ciones extraordinarias  ó  periódicas  que  tan  útiles  son 
f)ara  estimular  á  los  productores  y  para  dar  á  conocer 
os  productos,  procurándoles  salida  ventajosa,  etc.  Para 
llevar  á  ejecución  los  acuerdos  que  acerca  de  esos  obje- 
tos se  adoptan,  las  Diputaciones  hoy  tienen  absoluta  ne- 
cesidad ele  ajustarse  á  las  leyes  existentes,  y,  por  consi- 
guiente, lo  mismo  si  se  trata  de  crear  un  Banco  agrícola 
que  de  establecer  una  escuela  pública,  deberán  observar 
todos  los  trámites  prescritos. 

Z.^  Atribuciones  en  la  ffestión  económica. — En  la  Admi- 
nistración económica  de  la  provincia  compete  exclusi- 
vamente á  la  Diputación:  1.**  El  aprovechamiento,  dis- 
frute y  conservación  de  toda  clase  de  bienes,  acciones  y 
derechos  que  pertenezcan  á  la  provincia  ó  á  estableci- 
mientos que  de  ella  dependan.  2.**  La  determinación, 
repartimiento,  inversión  y  cuenta  de  los  recursos  nece- 
sarios para  la  realización  de  los  servicios  que  le  están 
confiados. 

Esta  prescripción,  aunque,  como  la  antes  copiada,  pa- 
rece conservar  un  sentido  tan  absoluto  que  hace  á  las  Di- 
putaciones arbitras  de  la  fortuna  de  la  provincia,  no  con- 
tiene, á  nuestro  juicio,  nada  que,  aun  en  manos  poco  ex- 
pertas ó  dadas  al  despilfarro,  pueda  comprometer  el 
patrimonio  común,  ni  menos  el  de  los  establecimientos 
dependientes  de  la  provincia. 

Confíales  la  ley  lo  menos  que  pueden  tener  si  se  conce-* 
de  la  existencia  en  los  intereses  peculiares  de  las  pro- 
vincias, y  la  justicia  de  que  su  administración  sea  ejerci- 
da por  un  Cuerpo  que  represente  á  la  colectividad  po- 
seedora de  esos  intereses,  porque,  ó  no  han  de  ser  las 
Diputaciones  administradoras,  ó  han  de  correr  á  su  car- 
go el  disponer  la  manera  de  aprovechar  las  propiedades, 
el  sistema  de  su  disfrute  y  el  cuidado  de  conservarlas;  y 
esto,  por  muy  mal  que  se  haga  durante  algún  tiempo,  no 
ha  ae  ocasionar  grandes  pérdidas,  ni  menos  la  ruina  del 
caudal  administrado.  8i  les  fuera  lícito  vender,  permutar, 
hipotecar,  ó  en  cualquier  otro  modo  enajenar  directa  ó 
indirectamente  los  bienes  provinciales,  entonces  sí  que 
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habría  riesgo  de  quebrantos  considerables,  no  porque  en 
la  marcha  ordinaria  de  las  cosas  sean  de  temer  tales  su- 
cesos, sino  porque  en  momentos  de  supremo  apuro,  obli- 
pra  la  presión  de  las  circunstancias  á  echar  mano  de  cual- 
([uiera  medio  para  salvar  el  conflicto;  pero  si  esa  facultad 
no  se  les  do,  si  no  les  es  permitido  con  arreglo  á  la  ley  ni 
siquiera  dar  en  prenda  esos  bienes,  cualquiera  que  sea 
su  clase,  bien  consistan  en  fincas,  bien  en  valores,  el  ries- 
go no  existe,  y  la  atribución  puede  concedérseles  sin  in- 
conveniente, al  paso  que  está  lleno  de  éstos  y  desprovisto 
de  toda  ventaja  el  sistema  contrario,  según  el  que  para 
cada  acto  de  administración  sería  necesaria  una  autoriza- 
ción del  Gobierno  ó  del  Gobernador,  es  decir,  de  quienes 
en  ninguna  manera  tendrán,  ni  mayor  conocimiento  de 
las  necesidades  ni  mayor  celo  por  el  caudal  que  la  Dipu- 
tación administra. 

4."*  EnajenacioMs. — Según  esto,  las  corporaciones  que 
nos  ocupan  carecen  de  competencia  para  enajenar  por  sí 
los  bienes,  derechos  y  acciones  que  forman  el  patrimonio 
provincial,  principio  del  que  se  desprenden  importantes 
consecuencias,  dignas  de  ser  examinadas  con  algún  dete- 
nimiento. 

En  efecto;  si  conforme  á  la  ley  no  les  es  permitido  ejer- 
citar respecto  á  los  bienes  otras  ni  más  atribuciones  que 
las  dichas,  evidentemente  son  incompetentes  para  c¿ier 
el  todo  ó  parte  de  ellos,  por  pequeña  que  sea,  porque  el 
derecho  no  está  subordinado  á  la  cantidad  de  las  cosas, 
sino  á  la  naturaleza  de  éstas;  ni  les  es  lícito  hipotecarlas, 
porque  la  obligación  que  garantizan  podría,  con  ó  sin  in- 
tención, dejar  de  cumplirse,  y  en  cualquiera  de  esos  ca- 
sos los  bienes  hipotecados  saldrían  del  caudal  provincial, 
dándose  por  ese  medio  una  puerta  falsa  para  burlar  la 
ley:  ni  están  facultadas  para  contraer  empréstitos,  toda 
vez  que  si  los  contraen,  sobre  gravar  para  en  adelante  á 
las  provincias,  cuando  conforme  á  la  ley  sólo  pueden  exi- 
girles los  recursos  necesarios  para  el  ctmplitnie^ito  de  los  ser^ 
vicios,  etc.,  manera  de  hablar  que,  sin  duda  alguna,  hace 
relación  no  más  que  á  los  ingresos  ordinarios  y  precisos 
para  subvenir  á  las  atenciones  comunes,  sobre  eso,  ponen 
el  caudal  provincial  á  peligro  de  sufrir  grandes  mermas: 
ni,  finalmente,  pueden  transigir  en  lab  cuestiones  litigio- 
sas, pues  toda  transacción  supone  cesión  de  parte  de  lo 
(jue  se  nos  debe,  y  nada  están  autorizadas  para  ceder. 
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Estas  deducciones  nos  parecen  de  tal  manera  lógicas, 
y,  por  lo  mismo,  legítimas,  que  su  sola  enunciación  bos- 
ta para  persuadir  de  su  certeza;  y  si  esto  es  así  con  re- 
lación á  la  provincia,  con  mayor  razón  lo  será  por  lo  que 
hace  á  los  establecimientos  de  instrucción  y  beneficencia 
que  de  ella  dependan,  porque,  y  esto  debo  tenerse  muy 
en  cuenta,  cacia  uno  de  esos  establecimientos  constituyen 
una  entidad  administrativa  y  jurídica  separada,  tienen  su 
individualidad  propia  consagrada  por  la  ley  que  los  ha 
dotado  de  organismos  propios,  de  funciones  que  en  punto 
á  la  administración  de  sus  fondos  y  bienes  les  son  pecu- 
liares, y  si  bien  están  en  relación  de  dependencia  coa  la 
provincia,  de  la  cual  reciben  subvenciones  para  su  soste- 
nimiento, esto  no  implica  en  manera  alguna  su  absor- 
ción por  ella,  que  los  auxilia,  que  los  ayuda  á  vivir,  mas 
no  se  los  asimila,  ni  siquiera  se  los  agrega  por  eso,  que- 
dando una  y  otros  separados*  De  modo  que,  respecto  á 
los  bienes  de  estos  establecimientos,  aun. es,  si  cabe,  más 
evidente  y  palpable  la  incompetencia  de  la^  jüiputaeiones  para 
eMjenarhs,  en  cualquiera  fornaa  que  sea.  Ahora  bien;  si 
^to  es  innegable,  si  lae  Diputaciones  no  tienen  facultades 
para  e^iajenar  los  bienes  de  los  establecimientos,  es  decir, 
para  venderlos,  cederlos,  permutarlos,  hipotecarlos*  etc., 
mhpgable  es  también  que  tampoco  las  tienen  con  relación 
á  los  bienes,  derechos  y  acciones  que  constituyen  el  cau- 
dal provincial,  ya  que  el  canon  legal  es  el  mismo  para 
unos  que  para  otros,  y  no  concede  mayor  autoridad  sobre 
los  últimos  que  sobre  los  primeros. 

En  vista  ele  lo  dicho,  las  mencionadas  prescripciones 
no  pueden  rectamente  interpretarse  en  el  sentido  de  una 
amplitud  de  autoridad  para  disponer  del  caudal  provin- 
cial quf>  puede  llegar  á  causar  su  ruina.  Mas  podrá  obje- 
tarse, si  esa  doctrina  es  cierta,  si  se  admiten  las  conse- 
cuencias deducidas  anteriormente,  se  niega  á  las  Diputa- 
ciones aun  el  insignificante  jioder  pora  enajenar,  v.  g.,  los 
objetos  muebles  inútiles  para  el  servicio,  se  las  ?ita  de 
manera  tal  las  maaoe  qufe,  <iueriendo  impedirles  la  reali- 
zación del  mal,  ni  aun  para  el  bien  se  las  deja  acción.  Esta 
objeción  especiosa  esta  contestada  en  la  misma  ley. 

Conocedora  de  las  necesidades,  y  dispuesta  á  facilitar  á 
las  Diputaciones  su  marcha  administrativa  siempre  que, 
aun  contando  con  los  extravíos  posibles,  los  actos  de  esos 
cuerpos  no  pudieran  ocasionar  profundas  lesiones  en  los 
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intereses  permanentes,  templó  el.ri^oF  del  precepto,  oue 
venimos  examinando,  con  el  establecimiento  de  reglas 
concretas  respecto  al  particular  que  nos  ocupa,  y  en  vir~ 
tiid  de  los  cuales,  pueden  las  Diputaciones  vender  en  pú- 
blica subasta  los  edificios  declarados  inútiles  para  el  ser- 
vicio á  que  estaban  destinados;  mas  para  permutarlos  es 
necesaria  la  aprobación  del  Gobierno.  La  misma  aproba- 
ción se  requiere  para  los  contratos  relativos  á  la  enajena- 
ción ó  hipoteca  de  los  demás  bienes  inmuebles  ó  derechos 
reales  de  la  Deuda  pública. 

5."  Empréstitos. — Respecto  á  la  emisión  de  empréstitos  y 
á  la  contratación  de  préstamos^  la  ley  vigente,  reparando 
omisiones  de  las  anteriores  y  modificando  las  prescripcio- 
nes especiales  sobre  presupuestos  y  contabilidad  provin- 
cial, estatuye  que  compete  á  las  Diputaciones  acordar 
acerca  de  esos  objetos;  pero  los  acuerdos  necesitan  tam- 
bién de  la  aprobación  del  Gobiemopara  ser  ejecutivos  (1). 

6."*  Personal,  (a)  Comisión  provtnddl.—CovYe^^onáQ  á 
la  Diputación  acordar  en  una  de  las  tres  primeras  sesio- 
nes, aespuós  de  constituida,  la  distribución  de  los  Diputa- 
dos en  cuatro  secciones  para  que  cada  una  constituya 
por  turno  anual  la  Comisión  provincial  y  nombrar  al 
Vicepresidente  (2). 

(b)  Empleados.— l!iom\¡VB.v  y  separar  á  los  jefes,  emplea- 
dos y  dependientes  de  sus  oficinas,  fijando  los  sueldos  y 
plantillas,  y  formar  el  reglamento  para  el  servicio  inte- 
rior (3).  Mas  adelante,  y  con  la  d^nción  debida,  nos 
ocuparemos  en  explanar  lo  que  á  esta  atribución  se 
refiera. 

T.**  Contaülidad.  {a)  Presupuestos. —Formar  y  Sí.iproba,v 
los  presupuestos  de  ingresos  y  gastos  de  la  provincia,  sin 
perjuicio  de  la  inspección  especial  que  en  este  punto  se 
reserva  al  Gobierno  (4). 

(b)  Cuentas. — Censurar  las  cuentas  de  fondos,  presu- 
puesto y  propiedades  (5)  de  la  provincia  en  los  plazos 
señalados. 

(c)  DistribuciM  de  fondos.— kcorádiir  exclusivamente  la 


(1)  Ley  Provincial,  art.  77, 

(2)  ídem  íd„  arts.  12  y  18. 

'8)    -■       --  ' 


(8)  ídem  id.,  art.  104. 
ídem  Id.,  art.  120. 
ídem  Id.,  arts.  127  y  siguientes. 


(4) 
(6) 
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distribución  mensual  de  fondos  (1),  que,  por  lo  tanto,  no 
hay  necesidad  de  someter  á  los  trámites  establecidos  por 
la  ley  de  Contabilidad  provincial. 

8."  Derecho  de  petición. — Dirigir  á  las  Cortes,  al  Rey  y  al 
Gobierno,  las  exposiciones  que  estimen  convenientes  acer- 
ca de  los  negocios  de  su  competencia.  Esta  facultad  no  es- 
tá expresada  en  la  ley  Provincial,  mas  no  puede  dejar  de 
atribuirse  á  las  Diputaciones,  so  pena  de  hacerlas  de  peor 
condición  tme  á  los  Ayuntamientos  y  á  todos  los  ciudada-. 
nos.  Concede  ese  derecho  á  los  primeros  la  ley  por  que  se 
rigen,  en  su  árt.  82,  y  á  todos  los  españoles  la  Constitu- 
ción vigente  en  el  13;  y  sería  absurdo  aueesaforma  de  acudir 
á  los  poderes  públicos,  que  para  toaos  se  considera  tan  de 
necesidad,  que  llega  el  derecho  de  usarla  á  merecer  una 
solemne  declaración  en  el  Código  político  de  la  Nación,  se 
prohibiera  no  más  cfue  á  las  Diputaciones,  que,  encarga- 
das de  representar,  dirigir  y  administrar  grandes  intere- 
ses morales  y  materiales,  más  que  el  común  de  las  gen- 
tes, han  menester  su  ejercicio  para  promover  el  bien  de 
sus  administrados.  Esta  omisión  de  la  ley  ha  sido  suplida 
por  la  interpretación  que  ha  reconocido  en  estos  Cuerpos 
igual  atribución  que  la  conferida  por  la  ley  á  las  Munici- 
palidades (2),  con  quienes  tantos  puntos  de  semejanza 
tienen  en  su  origen,  organización,  atribuciones  y  modo  de 
funcionar.  Claro  es  que  este  derecho  ó  atribución,  como 
cjueda  sentado,  se  limita  á  las  representaciones  que  sean 
útiles  ó  necesarias  en  aquellos  asuntos  en  que  las  Dipu- 
taciones tienen  competencia  declarada  por  la  ley,  ó  sean 
los  económico-administrativos,  porque  en  los  políticos, 
si  alguna  vez,  según  se  expuso,  son  llamados  á  conocer  y 
actuar  en  ellos,  toIo  por  excepción  se  les  confiere  esta  fa^ 
cuitad  ó  intervención. 

El  texto  claro  y  explícito  del  art.  74  de  la  ley  Provincial 
no  autoriza  á  las  Diputaciones  más  que  para  estaUeoer  y 
conservar  los  servicios  útiles  ó  necesarios  á  la  provincia, 
y  entre  ellos  cita  los  establecimientos  de  instrucción  y 
beneficencia,  independientes  los  primeros  casi  completa- 
mente de  la  provincia,  á  la  que  sólo  en  la  parte  económi- 
ca se  hallan  ligados  por  el  presupuesto  y  las  cuentas,  pues 
en  cuanto  á  su  régimen  y  gobierno  no  tienen  sobre  ellos 

(1)  Ley  Provincial,  art.  121. 

(2)  R.  0.  de  12  de  JoUo  de  1872. 
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autoridad;  más  iatímameate  unidos  los  otros  á  ella^ 
puesto  que  las  Diputaciones  ejercitan  con  aumento  de  po- 
der el  que  tuvieron  las  Juntas  provinciales  del  ramo.  Por 
consiguiente,  si  para  crearlos  no  han  menester  sino  el 
acuerdo,  que  sera  ejecutivo  excepto  cuando,  por  lo  que 
hace  á  los  de  instrucción,  los  títulos  que  en  ellos  8e  con- 
fieran hayan  de  tener  validez  oficial,  porque  en  e^tse 
caso  se  han  de  sujetao:»  á  las  dispoBicionos  generales  para 
suprimirlos;  lo  m4s  que  pueden  es  deTiJ&erar  acerca  de  la 
conveniencia  de  la  supresión,  tocando  al  Gobierno  apro- 
bar lo  resuelto,  y  en  cuanto  i  su  sostenimiento  y  conser- 
vación, habrán  ae  observar  las  leyes  y  demás  preceptos 
que. en  la  materia  rigen  (I), 

CAPÍTULO  XX. 

RBCUBSOS   GQNTBA,  LOS   ACUBEDOS   DE   LAS  DIPUTACIONES 
PROVINCIALES. 

1."  Preliminares.  — 2.®  Limitación  d©  atribq.oioue«  de  las  Diputacionea. — 
8.*  Inspección  del  Gobiprno.— 4.®  Fundamento  de  la  alzada  grubernativa.'— 
5.*^  Acciones  judiciale8.-*6.*  Kesamen  de  los-preliminarca.^T*'  Un»4otfr  de  los 
Muerdos.— 8."  Notificación  do  los  acuerdoSf — 9.**  Clasificación  y  orocedenoia  de 
los  recursos,  (a)  Recurso  de  alzada  gubernativa,  (b)  ídem  ae  suspensión. 
h)  Demanda  judicial,  (d)  ídem  conteiioioso<-adinÍDÍMh'atÍTa.r-10.  Anífee  qoi^n 
se  pireBenta^.-^U.;  Términos  para  intentarlos* 

1 J"  Prelimnareü^-^Ax^ba^moñ  de*  yer  la  exteJOfía  esfera 
de  acción  que  lae  leyes  reconocen  á  las  Diputaciones  y  la 
libertad  anaplia  que  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  ejer- 
citan. Examinemos  ahora  qwé  límites  se  han  -establecido 
en  esta  mate^ria,  hasta  dónde  se  extiendo  esa  potestad  y 
qué  medios  hay  para  contenerla  dentro  del  círculo  de  su 
competeijcia. 

AI  efecto  hemos  de  recordar  que  esos  Cuerpos  ^oft  tí- 
breí^  i\^iiidependimíss;  q^e  del  uso  que  hacen  de  la  autori- 
dad han  de  dar  cuenta;  porque  de  otro  modo  ni  los  inte- 
reses públicos  ni  loÉ?  partioulorea  estarían  s.ogui'os  da-sus 
abusos.  No  era  posible  que  peirteneciendo^  como  órganos 
-secundariiíDS,  at  organismo  general  de  la  Administración 
-pública,  fuera  en  eUos  üimitada,  abs^l^ta,  la  libertad  que 
ésta  usa  en  la  medida  señalada  por  el  objeto  de  su  insti- 

(l)    Ley  Provincial,  art.  76. 
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tueión:  el  cmnplhniento  de  la  ley,  fórmula  del  bien  gene- 
ral que  tiene  el  encargo  de  dplioap.  Luego  sí  para  el  bien 
general  existe  la  Administración,  las  Dipirtaeiones  no 

fmeden  tener  otro  ftn  legal  que  la  realización  del  bien  de 
a  provincia,  y  por  !o  tanto>  su  a©ción,  y  su  inercia,  debe- 
rán ser  corregidas  si  dañan  á  aquel  ol^eto,  y  excitadas 
y  compélidas,  si  es  preciso,  para  lograrlo.  Así,  pues,  la 
autoridad  de  esos  Cuerpos  no  se  ejerce  arbitrariamente, 
sino  conforme  á  la  ley,  y  bajo  la  inspección  que  el  Códi- 
go fundamental  concede  al  Rey,  y  a  las  Cortes  para  im- 
pedir que  en  sus  actos  se  extralimiten  de  sus  atribucio- 
nes, en  perjuicio  de  ios  intereses  generales,  y  permanen- 
tes (1). 

Mas  para  fijar  cuándo  hay  extralimitación  de  esta  ciase, 
conTiene  recordar  que  ia  Provincia  tiene  indiviárntlidad 
propia.  Es  á  un  tiempo  persona  civil ,  jurídica  ó  moral 
que  adqijriere,  enajena,  contrata  y  hereda;  que,  en  una 
palabra,  goza  de  Tida  iurídica  igual  á  la  de  los  dudada- 
nos»  y  Autoridad  adminlstratlTa  que  rige  y  gobierna  cierta 
conMTca. 

2.''  Limitación  de  atrihuóicmu  éklas  Diputaciones. — Todas 
esas  facultades^  eso  poder  lo  concede  la  ley  al  ente  for- 
mado pop  el  conjunto  de  personas  é  intereses,  á  un  ser 
abstracto,  que  para  obrar  es  necesario  que  encarne  on 
órganos  reales  que,  representandoloy  cuiden  de  los  asun- 
tos y  provean  á  sus  necesidades;  y  sobre  estos  órganos 
del  poder,  sobre  estas  Autoridades  recae  la  inspección 
superior  que,  ya  cotieultando  intereses  más  elevados  que 
los  de  la  provind«t,7a  mirando  por  éstos;  tenií^Klo  on 
cuenta  las  exigencias  présenles  y  las  eventualidades  del 
porvenir,  examina  y  pesa  la  l^alidad  de  los  acuerdos,  y  la 
utilidad  de  los  proyectoé,  lejos  de  la»  influencias  locales 
que  han  preaidido  á  su  adopción  ó  á  su  formación. 

Erta  inspección  eievada,  suprema,  que  se  apoya  en  un 
principio  y  en  una  disposición  constitucional  (2)  y  tiene 
sus  grados,  y  sus  instancias,  determinados  por  la  jerar- 
quía administrativa,  e^una  consecuencia  de  las  doctrinas 
aue  al  reconocer  y  señalar  en  las  provincias,  la  existeocia 
e  intereses  peculiares,  distinguen;  entre  éstos  cuáles  son 
r  ■        ■  

(1)  Constitución  vigente,  art.  84. 

(2)  Et  art.  50  de  Ta  Constitación  reconoce  y  consagra  el  atributo  de  la 
Monarquía  que,  confiiste  en  la  facultad  del  Bey  paora  hacer  cumplir  laé  leyes. 
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ele  actualidad  ó  transitorios .  y  cuáles  son  permanentes, 
lijando  como  criterio  estas  oos  reglas:  1 .'  Que  la  acción 
de  las  Diputaciones  no  sea  iamás  perjudicial  á  los  intere- 
ses generales  ni  á  la  legalidad.  2/  Que  la  existencia  civil 
y  el  patrimonio  de  las  provinpias  pertenecen,  no  sólo  ala 
generación  presente,  síbo  á  todas  las  que  en  adelante  jsc 
sucedan. 

Con  arreglo  á  esto,  es  justo  queios  .Cuerpos  populares 
que  nos  ocupan,  carezcan  de  atribuciones  que  les  permi- 
tan comprometer  los  derechos  ó  intereses  de  la  provincia, 
no  sólo  para  el  presente*  sino  para  el  porvenir,  privando 
á  generaciones  futuras  de  lo  que  en  derecho  debiera  en- 
tregárseles. 

3."*  Inspección  del  GhHemo, — Mas  este  fin  será  inasequi- 
ble si  no  se  reconoce  en  una  Autoridad  superior  el  dere- 
cho y  el  deber  de  inspeccionar  los  actos  administrativos  y 
jurídicos  de  esas  Corporaciones,  para  velar  por  la  con- 
servación de  patrimonio  comunal,  por  el  buen  empleo 
de  los  fondos,  por  la  legitimidad  de  los  gastos,  y  por  la 
l)uena  dirección  de  las  obras  públicas,  a  fin  de  que  ese 
poder  protector  abarque  asi  los  principales  actos  de  su 
vida  civil,  y  proteja  álos  admi-nistedos  contra  la  inexpe- 
riencia, la  incuria  ó  codicia  de  los  Administradores.  El 
ejercicio  de  esa  facultad  de  ii^pección  lleva  consigo  la  de 
BusjDender  y  anular,  aprobar  y  confirmar  los  acuerdos, 
íiegún  los  casos,  pudieildo  alguna,  vez  intervenir  en  los 
asuntos  de  la  Admmistratíén  local  (1). 

La  seguridad  de  los  intereses  generales,  públicos,  úq 
orden  superior  á  los  representados  p0r  la  Diputación,  de 
los  intereses  del  Estado,  exige  como  condición  ineludi- 
ble del  sistema,  el  establecimiento  de  un  poder  superior 
aue  armado  de  las  faciütadee  adecuadas  para  ello,  impi- 
da que  esas  Corporaciones  abusen  de  las  que,  solamen- 
te para  promover  el  bien  particular  de  sus  <¿rcun8orip- 
ciones,  les  han  sido  otoreadas^ 

4.*  Fundamentos  de  la  alzada  ^emativa. — Pero  si  el  de- 
recho ó  el  interés  particular  son  los  lastimados  con  los 
acuerdos  ¿quién  les  prestará  ampapo/ y  protección  con- 
tra las  dema&ías  de  aquellas  Autoridades?  El  mismo  Es- 
tado  que,  entre  otros  fines  suyos,  cuenta  el  de  as^urar  á 
cada  uno  su  derecho.  Mas  como  esa  entidad  se  mu^tra 

(1)    Art  60  de  la  Oonsütuoión. 
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y  obra  por  medio  de  órganos  muy  diversos,  es  preciso 
saber  á  cuál  ó  cuáles  corresponde  intervenir  en  esos  ca* 
sos.  Desde  luego  se  comprende,  recordando  lo  ya  expues- 
to, que  siendo  admimstrativoa,  ó  jurídicos,  los  asuntos 
sobre  que  han  de  versar  los  acuerdos,  resoluciones,  ó 
providencias,  de  las  Diputaciones,  ó  al  Gobierno,  órgano 
supremo  de  la  Administración,  ó  á  los  Tribunales,  toca- 
rá hacerlo:  al  primero,  si  la  materia  por  su  naturaleza 
es  administrativa;  á  los  otros,  cuando  ios  acuerdos  afec- 
ten á  las  relaciones  privadas  que  las  leyes  civiles  regulan. 

5.®  Acciúnesjfidieiales.—Apeirtede  esto,  y  siempre  que 
los  cuerpos  mencionados  delincati  en  el  ejercicio  de  sus 
facultades,  claro  es  (jue  conocerán  del  asunto  los  Jueces 
y  Tribiahaíes,  instituidos  para  aplicar  las  leyes  penales, 
que  son  la  defensa  de  la  sociedad;  pero  si  la  trasgresión 
es  solo  de  los  preceptos  orgánicos  que  les  rigen,  o  de  las 
formas  de  proceder  establecidas,  entonces  la  corrección 
encomiéndase  al  superior,  porque  ya  no  se  trata  de  un 
peligro  ó  dé  un  daño  social,  sino  tan  sólo  de  una  falta 
de  disciplina  que  disciplinariamente  ha  de  ser  corroída. 

6.*"  Remmen  de  los  preliminares. — En  resumen:  pa*- 
ra  que  el  poder  que  justamente,  y  por  razón  de  su  na- 
turaleza, aisfrutan  y  ejercen  las  Diputaciones  no  de- 
genere, ó  defifenerar  pueda,  en  independiente,  con  ries- 
go de  la  imidad  nacional,  ó  en  nocivo  para  los  intere- 
ses locales,  ó  para  los  generales,  ó  en  opresor  de  los  de- 
rechos privados,  ee  necesario  que  una  Autoridad  supe- 
rior tenga  el  derecho  de  suspender,  anular,  reformar  ó 
aprobar  sus  acuerdos;  que  cuando  incurran  en  extrali- 
mítaciones  criminalJ9S  sean  juzgados  por  los  Tribunales, 
á  quienes  también  compete  mediar  cuando  lastiman  los 
derechos  civiles  de  un  tercero,  y  finalmente,  que  las 
trasgresiones  legales  de  otra  índole  puedan  castigarse 
administrativamente. 

De  aquí  traen  su  origen  las  disposiciones  cjue  se  refie- 
ren á  los  recursos  contara  las  providencias,  y  a  la  respon- 
sabilidad de  las  Diputaciones.  Las  primeras  son  acciones 
privadas,  de  difer^iies  clases,  que  La  ley  concede  á  los 
particulares  para  defendéis  su  interés  ó  ^u  derecho;  la  úl- 
tima constituye  la  sanción  penal,  establecida  para  conte- 
ner á  los  mencionados  Cuerpos  dentro  de  los  límites  de 
su  competencia:  mas  como  la  exacción  de  responsabili- 
dad no  puede  verificarse  ínterin  no  conste  demostrada  la 
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existencia  del  abuso,  falta,  ó  delito,  oometido  con  la  adop- 
ción del  acuerdo;  al  paso  que  la  ejecución  de  éste  ocasio- 
naría los  males  que  la  ley  á  toda  costa  quiwe  evitar,  sí 
mientras  se  instruye  y  terminan  las  diügendtas  en  aveiri- 
guación  de  la  trasgreslón  l^al  se  consintiera,  las  pres- 
cripciones vigentes  autorizan  el  uso  de  un  medio  que  con- 
siste en  la  suspensión. 

7.*"  Garác^erde  los  acuerdos.-^El  principio  constitucio- 
nal por  cuya  virtud  las  Diputaciones  ejercen  el  gobierno 
y  dirección  de  loe  intereses  peculiares  de  las  provincias, 
sería  una  mera  fórmula,  «i  no  se  atribuyese  á  los  acuer- 
dos en  tales  materias  recaídos  eficacia  inmediata>  si  no 
«e  les  reconociera  fuerza  efecnUiva;  pues  no  siendo  así,  la 
autoridad  de  las  Corporaciones  vendría  á  desnaturalizar- 
se, quedándoles  no  más  que  el  derecho  de  ¡preponer,  y  el 
verdadero  gobernante  y  director  de  axiueilo& peculiares  in- 
tereses sería  el  superior,  á  (juien  la  aprobación  de  lo  aeor- 
dado  correspondida.  Exigía,  pues,  el  desarrollo  leal  de 
ese  principio,  que  en  los  asuntos^e  la  competencia  de  los 
Cuerpos  ^ue  nos  ocupan  fueran  ejediuitki^  las  providen- 
cias, y  asi  lo  establece  la  ley  (1)  por  punto  general.  Como 
respecto  á  los  asuntos  eri  que  la  facultad  de  conocer  pro- 
viene de  una  delegación  más  ó  menos  explíbita  no  mili- 
taba igual  razón,  la  ley  no  extendió  alas iresoluclones,  en 

-virtud  de  ellas  adoptadas,  ese  carácter  dte  inmediatamen- 
te ejecutivas,  y  reservó  al  Gobierno,  é  ásus  delegados^  la 
facultad  de  suspenderla©,  siemi^re  que  á  su  juicio  lo  me- 
recieran (2).  •         •>       . 

Sentados  estos  principios,  procuremos  ahora,  en  cuan- 
to sea  posible,  introducir  algún  orden  y  daridad  en  c¿te 
punto,  que  si  no  fué  bien  y  debidamente  desarrollado  en 
la  ley  de  1870,  las  pofiíterí ores  han  enturbiado  má^  pw- 
que  sobre  Jae  oscuridades  prtmitivasv  jcayeron  necesaria- 
mente las  de  reformas  poco  meditadas,  llenas  de  contra- 

-ilicclones,  olvidos  y  den^iencias.        •    . 

8.**  Notifióacién^  los  amerios.^ — Ante  todo,  es  de  nece- 
sidad advertir  que  las  Diputaciones'  estéa  obligadas,  co- 
mo las  demás  Aütot^idades,  á  hacer  saber  sus  resolucio- 
nes, ó  acuerdos,  á  los  interesados  en  los  asuntos  ^brecjue 
versen;  pero  como  eon  nadie  pueden  óomunicapse  smo 

(1)  Ley  Provincial,  arte.  74, 75  y  64. 

(2)  ídem,  Id.,  árt.  78.    <       <  . 
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rrr  medio  de  los  Gobernadores^  éstos  son  loe  obligados 
hacer  que  se  notifiquen  en  la  manera  que  se  ha  dicho. 
O.**  Cttmficaeión  de  ios  recursos  y  m  procedencia. — Cuatro 
son  loe  recursos  que  pueden  utilizarse  contra  los  acujer- 
dos^  según  la  naturaleza  de  los  asuntos:  el  de  alzada  ffu-^ 
b^nutüva  al  superior  jei^árauico;  el  de  mspensión;  la  de- 
manda ante  les  Trüunaies  ordinarios;  el  ceníencioso-adminis- 
tnstive. 

(a)  Recurso  de  alzada  aubernativa. — Procede  el  primero 
en  los  casos  en  que  la  Diputación  resuelve  con  mcompe- 
Éencia,  ó  sea  sobre  materia  no  sujeta  á  su  autoridad^  6 
bien  incurre  en  infracción  manifiesta  de  ley,  con  perjuicio 
directo  de  los  intereaes  del  Estado  ó  de  la  provincia,  al 
conocer  de  los  objetos  sometidos  á  su  acción  (1). 

(b)  Recurso'  de  síespensián. — ^El  recurso  de  snspe'/isión 
responde  á  dos  objetos:  primero,  evitar  loe  perjuicios  con- 
siguientes á  la  ejecución  de  acuerdos  que,  por  lo  demás, 
tienen  carácter  legal  de  ejeciUiwa;  y  segundio,  proporcio- 
nar á  los  Gobernadores  medios  de  impedir  la  consuma- 
ción de  medidas  ajenas  á  las  facultades  de  los  Cuerpos 
de  que  se  trata,  y  que  sean  criminales,  ó  quebrantado- 
ras  de  la  legalidad,  con  daño  del  bien  público. 

Dentro  del  primero  de  los  dos  referidos  objetos  del  re- 
curso de  sus^nsión,  pueden  distinguirse  dos  casos  de 
procedencia,  á  saber:  aquellos  en  que  se  entabla  contra 
acuerdos  afectados  por.  incompetencia,  ó  manifiesta  in-^ 
fracción  legal;  los  en  quela  impugnación  se  dirige  contra  . 
acuerdos  exentos  de  esos  vicios,  pero  cjujc  pueden  causar 
á  los  interese»  6  draredhos  del  loe  particulares  perjuicios 
de  difícil  reparación.  De  todos  modos,  la  suspensión  de- 
crétala el  Gobernador  á  instancia  de  parte  ó  de  oficio  (2). 
En  ambos  casos,  debe  hacerlo  en  loe  tres  días  siguientes 
al  eh  que  el  acuerdo  le  haya  sido  comunicado,  ó  la  pidiese 
el  interesado,  y  en  plazo  igual  hará  saber  su  resolución 
al  Cuerpo  provincial  ó  alparticular  redamante  (3). 

Tienen  d^irecho  á  alzarse  de  las  providencias  diotadas 
por  los  Gobernadores  eoí  este  ptmtOi  así  la  Diputa^^ión 
como  el  particular  <|ue  en  su  casa  bayd  intervenido  en  0I 
asunto. 


(1)  Ley  Provincial,  art.  87. 

(2)  ídem  id.,  arte.  79  y  80. 
(8)    ídem  id.,  art.  81. 
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Estos  recui>sos  hanlos  de  remitir  los  Gobernadores  en 
los  10  días  siguierttes  á  su  presentación,  para  que  en  el 
plazo  de  60,  después  de  recibidos,  los  decida  oyendo  al 
Consejo  de  Estado.  Trascurrido  que  sea  ese  término  sin 
hacerlo,  tiénese  por  levantada  la  suspensión  (1). 

(c)  Demanda  judicial.— IjB,  demanda  ante  el  Juez  ó  Tri- 
bunal ordinario  es  utilizable  contra  todo  acuerdo  lesivo 
de  los  derechos  civiles,  pudiendo  en  ella  pedirse  la  sus- 
pensión. ■      . 

(d)  Ídem  contenctosú'admmistra¿im. — El  recurso  c&ntenr- 
cioso-administrativo  procede  cuando^  obrando  en  ejercicio 
de  la  Autoridad  administrativa,  y  no  como  persona  jurí- 
dica, lastima  la  Diputación  algún  derecho  preexistente^ 
ya  de  índole  civil,  ó  creado  por  la  Administración  (2). 

10.  Añle  quién  se  presentan. — Los  recursos  deben  inter- 
ponerse ante  la  Autoridad  competente,  sin  lo  cual  no  pro- 
ducirán efecto. 

Los  gubernativos  se  presentarán  ante  las  Diputaciones 
mismas,  según  la  ley  (3);  pero  aquí  hay  una  de  las  mu- 
chas antinomias  do  que  adolece.  Bien  que  esto  se  haga 
con  los  de  alzada;  pero  los  encaminados  á  obtener  sus- 
pensión del  acuerdo,  habrán  de  presentarse  aJ  Goberna- 
dor, á  pesar  de  que,  ni  sen  judiciales^  ni  contedcioso-ad- 
ministrativos.  Respecto  á  éstos  es  innecesario  añadir  <me 
se  formularán,  en  la  manera  y  tiempo  prescritos,  ante  los 
Tribunales  y  Jueces  correspondientes. 

i  1 .  Términos  para  intentarlos. ^^Las  redamaciones  y  re- 
cursos gubernativos  que  se  intenten  contra  acueraos  y 
providencias  de  las  Diputaciones,  deberán  presentlarse  en 
el  término  de  10  días,  si  no  tienen  ün  plazo  especial  se- 
ñalado. ' 

Cuando  con  el  recurso  se  pretenda  cd)tener  la  suspen- 
sión del  acuerdo  por  incompetencia,  ó  infiracción  de  ley, 
la  petición  se  entablará  deútro  de  loé  cuatro  días  siguien- 
tes al  de  la  notificación. 

Finalmente,  las  demandas,  judicial  ó  comterncioso-ad- 
ministrativas,  deberán  Interponerse  en  el  tórmSno  de  30 
días  contados  de  la  míisma  manera  (4).. 


(1)    Ley  Provincial,  arte.  86  y  86. 
'2)    ídem  id.,  art  88. 

ídem  id.,  art.  144. 

ídem  id.,  arta.  79, 88  y  146. 
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CAPÍTULO  XXI. 

RBSPONSABIUDAD  DB  LAS  DIPUTACIONBS  PROYINCIALES* 

1."  Ra^ÓD  de  U  fevponubúiéíLá.'*^''  Réipoosahüidad  administrativA  y  judi- 
cial.—-S.*^  Ga0O8  de  respoiisabüidad.  (a)  lofraoción  legal,  (h)  Deaobeaiencia. 
(c)  Deaaoato.  (d)  Ke^ligenoia  y  malversación.— 4.*  A  quién  compete  exigirla. — 
5."  A  quién  dehe  exigine.— 6.^  Esoala  correccional  administrativa. — 7.°  I^ata- 
rftlesa,  efectos  7  apliciuii^ii  de  lat  correooiones  administrativas,  (a)  Apercibí - 
buniento.  (ó)  Multa,  (o)  Suspensión.— S.*  Procedimiento.  (A)  AT^r.n'»i miento. 
(BJ  Maltas,  (a)  Imposidén  y  cuantía,  (b)  Exacción,  (c)  Keoursos.  (O)  Suspen- 
sión, (a)  Quién  paede  imponerla,  (b)  Efeotos-^Q."  Dtsolución  y  destitución. 

1.**  Jíazón  de  la  responsaiilidad.—íio  siempre  alcanza  el 
efecto  de  los  recursos  enunciados  anteriormente,  á  preve- 
nir ó  á  reparar,  el  mal  ocasionado  por  los  acuerdos.  Al- 
gunos, los  más  do  éstoft,  no  son  susceptibles  de  esa  me- 
dida; otros  constituyen  por  sí  solos  un  hecho  criminal 
digno  de  castigo,  y  la  ley  no  podía,  sin  crear  un  absur- 
do privilegio,  consentir  que  el  delito  quedara  sin  pena,  y 
el  agravio  ó  el  daño  sin  reparación.  Además,  siendo  la 
Administración  responsable  en  todos  sus  grados,  y  for- 
mando parte  de  ella  las  Corporaciones  provinciales,  fuer- 
za era  aplicarles  la  medida  general  á  que  vive  sujeta  la 
institución  de  que  son  órgano^. 

En  consecuencia  de  estos  principios,  vulgares  de  puro 
evidentes,  la  ley  declara  la  responsabilidaa  de  las  Dipu- 
taciones: determina  cuáles  son  sus  clases,  señala  los  ca- 
sos en  que  es  exigible:  y  establece  el  procedimiento  que 
al  efecto  debe  seguirse. 

2.®  BesponsaUíidad  adminislralipa  y  responsabilidad  ju<f i- 
cial.—Lsí  responsabilidad  en  que  las  Diputaciones  pueden 
iacürrir  porsusacuerdo^,  divídese,  por  razón  de  la  auto- 
ridad llamada  á  exigirlas  en  administrativa  y  judicial. 

Nace  la  primera  de  faltas  en  el  cumplimiento  de  los 
deberes  que  las  leyes  Iqs  imponen,  y  de  aquellas  tra^;- 

tresionee  de  las  reglas  que  en  el  ejercicio  de  su  autori- 
ad  han  de  observar,  cuya  importancia  y  trascendencia 
no  llegan  á  constituir,  ni  una  alteración  en  el  orden  públi- 
co, ni  un  daño  grave,  é  irreparable,,  en  los  intereses  que- 
aüininistran,  ni  el  quebrantamiento  deUberado  y  persie- 
tente  dp  las  relaciono»  establecidas  en  la  Jerarauía  admi- 
nistrativa. Como  entonces  basta  la  antondad  ae  los  supe- 
rites para  contener,  ^  porregir,  á  las  corporaciones,  ha-- 
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ciendo  uso  de  los  medios  puramente  disciplinarios  que  las 
leyes  ponen  á  su  disposición,  y  no  pueden  menos  de  poner 
si  esa  superioridad  há  de  ser  algo  más  que  una  palabra, 
el  asunto  ventilase  den1ix>  de  la  miama  Administración, 
á  la  cual  el  mantenimiento  de  la  integridad  de  su  organi- 
zación y  el  aue  el  servifoio  público  sea  exacto  y  oompieta- 
mente  atenclido^  interesa  en  primer  término,  para  evi- 
tar la  respomabilidad  que  de  uno  en  otro  grado  llegaría 
por  la  tolerancia  délas  faltas,  á  recaer  en  los  más  altos : 
de  la  escala.  Cuando  las  trasgreslones  legales^  ó  las  falts^s 
en  el  cumplimiento  de  los  deberes,  son  de  carácter  distin- 
to, en  sí  mismas,  ó  lo  adquieren  por  la  reincidencia  en  ac- 
tos, ó  acciones,  que  originariamente  no  lo  tenían;  cuando, 
en  una  pabra,  lo  hecho  ú  omitido^  constituye  un  delito  defi- 
nido, y  castigado  en  el  Código  penal,  entonces,  puesto  que 
ya  no  se  trata  sólo  del  orden  interior,  por  decirlo  así,  de 
ía  institución,  de  la  disciplina  y  suboMmación  de  losdíe*-  ^ 
tintos  órganos  que  la  constituyen,  sino  que  la  relajación 
de  los  vínculos  sociales  forma  la  materia  justiciable,  es 
preciso  que  la  responsabilidad  sea  exigida,  y  la  pena  a4>lii- 
cada,  por  los  Tribunales,  á  quienes  incumbe  perseguir  y 
castigar  esa  clase  de  trasgresiones. 

Si  prescindiendo  de  la  manera  de  exigirla,  fijamos  la 
consideración  en  la  naturaleza  de  la  responsabilidad,  en- 
contraremos otras  dos  clases,  a  saber:  l^  responsaóilidád 
civil  y  y  la  penal.  Aquélla  se  propone  la  reparación  del  daño, 
ó  el  subsanamiento  del  perjuicio  ocasionado  con  las  pro- 
videncias; ésta,  tiene  por  fin  la  corrección  de  la  falta,  ó 
del  delito  cometido  con  ellas. 

Una  y  otra  pueden  ser  exigidas  por  los  Tribunales  ó 
por  la  Administración,  según  los  caeos.  Así  las  Autoridad  • 
des  administrativas  imponen  correcciones,  según  se  Im 
dicho,  y  determinan  indemnizaciones,  reintegros,  etc.,  y 
los  Tribunales,  llamados  ante  todo  en  esta  materia  al 
conocimiento  y  castigo  de  los  delífos,  providencian  devo- 
luciones, reparaciones  de  perjuicios,  etc.  Por  manera^ 
que  cada  una  de  las  responsábilldaáes  civil  y  criminal 

f)uede  subdividirse  en  judicial  y  adííiiníetrativa,  si  se  míiu 
a  forma  de  su  exacción. 

De  a(juí,  comprendiendo  en  una  dasríioacíón  general 
las  distmtas  responsabilidades  citadas,  diremos  que  ia 
responsabilidad  de  las  Corporaciones  administrativas  Jór- 
cales es,  x^l  ó  ptfMil  por  su  nWturateasa;  jmdidal  6  udmi^  ^ 
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TiüíraHm,  según  que  la  Administración  ó  los  Tribunales 
son  los  encargados  de  declararla. 

3.**  Ca^s  de  r€fp(msaiU¿dad.—BaB$.ds(;&  las  disposiciones 
eme  en  la  materia  rigen,  en  los  principios  generales  ciue 
determinan  la  responsabilidad  de  la  Administración,  los 
cuales,  aunque  someramente,  antes  indicamos,  era  con- 
siguiente que  todo  acto  i7  omisión  perjudicial  á  los  inte- 
reses qué  están  encomendados  á  las  Diputaciones-  todo 
quebrantamiento  de  las  relaciones  que  unen  los  distin- 
tos órdenes  en  que  se  ejerce  el  Poder  administrativo;  así 
como  la»  extralimitaciones  de  las  reglas  que  señalan  la 
competencia  de  las  Autoridades,  y  los  atentados  á  la  dis- 
ciplina necesaria  para  el  mantenimiento  del  orden  social, 
que  descansa  principalmente  en  el  respeto  á  los  que  por 
la  ley  han  sido  instituidos  en  órganos  e  instrumentos  de 
su  aplicación;  todo  lo  que,  en  una  palabra,  más  ó  menos 
directa  ó  indirectamente,  de  un  modo  mediato  ó  inme- 
diato, puede  perturbar  el  concierto  creado  por  el  dere- 
cho, había  de  ser  mirado  justamente  como  motivo  de 
responsabilidad  para  aquellos  Cuerpos,  que  en  su  virtud 
la  contraen  (1): 

(a)  InfracaJúni  legal. — Por  infracción  maniflesta  de  ley 
en  sus  actos  ó  acuerdos,  sea  que  se  atribuyan  facultad¿j 
que  no  tienen,  ó  bien  que  de  las  propias  abusen. 

La  infracción  de  ley,  causa  de  responsabilidad  en  el  ca- 
so de  que  se  trata,  ha  de  ser  calificada.  En  muchos  exis- 
tirá esa  circunstancia  sin  ser  punible;  es  más,  sin  que 
Í)roduzca  ninguna  medida  encaminada  á  reparar  la  in- 
raoción,  como  sucederá  en  los  que  el  quebrantamiento  de 
ley,  ó  no  daña  interés  de  tercero,  que  contra  él  reclame, 
ó,  aunque  lo  perjudique,  y  se  recurra  contra  el  acuerdo, 
haya  venido  á  ser  éste  subsistente.  Para  que  la  infracción 
induzca  responsabilidad,  ha  de  ser  consecuencia  de  abu- 
so, ó  de  ilegal  atribución  de  poder;  porque  la  cometida  en 
el  ejercicio  de  la  autoridad  que  las  Diputaciones  asumen, 
sólo  dará  lugar  á  los  recursos  correspondientes  (2). 

(b)  Desobediencia.— ^?Ks?  desobediencia  al  Gobierno, 
cuando  obran  por  delegación  suya,  y  bajo  su  dependencia. 

La  desobediencia,  no  sólo  en  los  asuntos  en  que  pro- 
ceden por  delegación,  si  no  en  los  relativos  á  sus  propias 


(1)  •  Ley  ProTindal,  art  181. 

(2)  R.  o.  de  22  de  Diciembre  de  1872. 
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facultades^  puede  ser  causa  de  responsabilidad.  Si,  v.  g»,  no- 
tada, y  mandada  subsanar,  uña  infracción  legal  cometi- 
da al  acordar  en  los  últimos,  la  Diputación  insistiera  en 
mantener  su  resolución,  existiría  una  clara  desobediencia 
comprendida  en  las  prescripciones  de  la  ley  (1). 

(c)  Desacato, --^^OY  desacato  á  sus  superiores  jerár- 
quibos.  ^ 

Esta  causa  de  responsa]>ilidad,  no  podía  menos  de  fijar- 
se'til  tratar  deunas  Corporaciones  admini^ativaé;  pu<;8 
que,  de  no  hacerlo,  resultarían  privilegiadas  respecto  á 
todos  los  españoles,  á  quienes  no  es  lícito  faltar  al  acata- 
miento debido  á  las  Autoridades,  sin  oaor.  en  Jas  penas 
que  las  leyes  establecen.  .       , 

,  (d)  Negligencia  y  ntfdf^ersadón. —Por  negligeníiia  ú  omi- 
sión; de  que  resulte  perjuicio  á  los  intere&es,.'ó  seni- 
cios,  que  les  e^tán  én<)omendados,  abuéo  ó  malversación 
en  la  admihislra^ión  de  los  fondos  proviftcialefí. 

En  esta  preeoripción  hállase  la  prueba  más  calificaba 
de  que  las  Diputaciones  f^on  lüi^es  en  ía  gestión  de  los 
intereses  peculiares^  las  pmvincias;  pero  en  manera 
BXgxxwdi.  independientes  y  como  con  notoria  impropiedad,  y  no 
sin  riesgodó  que  se  deduzcan  las- consecuencias  de  ese 
adjc1;¡vo,  áílnma  la  ley.  Por  libres  s^n  respmsa^les;  si.  fue- 
ran independientes  nadie  tendría  donecho  á  pedirles  cuen- 
tas desusactosi  • 

Demuestí^a  también,  que  la  responsabilidad  así  pi^de 
exigirse  por  los  acuerdos  adoptados  en  matei'ias  s^m^- 
díis  á  la  exclusivíi'oompetencia  de  laS'Di|)iu4si<ejpnes>  cqnxo 
eñ  los  relatiTos  á  Jaspón  que  otoan  por  íleíega^ón^  .^i 
unos'y  otros  canean 'jE>^r/i¿¿ciM.«;  .  ,.  • 

4.**  A  ^uiéfi  compete  exigirla,— l^  responsal)ilidad , ad- 
ihínistrativa  esexigibleúnicamente{)orjel  ÓQbierno,  y  la 
judicial  por  la  Audiencia,  dé  la  ca^ntal  de  lia* provincia^  (^). 

^vy\^ '  'A  f*í¿9t  dóh)^  iwigirséj^Eix^  uño^y  OtoQ  ^^gy^  d^cU'* 
bien  setrate  deí^^pónsabitódaderi  judípi^les'ó  ív^ifíiatrii- 
tivas,-  exigii^ánsíe  sólo^  á  los  Diputados  (rtto; hubiesen  ¡Qon- 
currido  con  su  votoiála  axílopcióU  dei>a^wei'do\(ie  que 
aíji^líatí'na^ett'.  ",:  •'  .-■•/  ■-(.  j-.;  i.  i.,.-..j  ,.-,;,,;- 
•  Esto'íio  t>b&1;a  |>ara  qué^ ,  así'  en  los  expeííieáAea; ^diTii- 
'■' '     '  * '  • '       .  -     í   . '  y' .       ^   ,  •         _  f  j ^  -jjj^^'  ^ '  '  í  'i * '     •  í  - 

(1)  Rs.  Os.  (le  5  (le  Abril  y  11  de  Diciembre  do  1871, 13  de  Abril  y  30 
ae  Junio  fíe  1872,  v  órdenes  de  lo  de  Abril'y  14'(le  Kóviémbit3tle.a874. 

(2)  Lev  Provincial,  íirts.  133  j  Hi.  '     "        :'  •  '^  ^  •  -'^:  •.*',.■: 
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ni$trativos,  como  enlos  judiciales,  yp  proceda  ea.el:prwi-r 
cipio  contra  todos  los  miebros  de  la  Co^^poración  cuyoB 
acuerdos  determinan  la  formación  de  las  diligencias,. co- 
sa inevitable  hasta  el  momento  en  que  se  comprueba'  }^ 
inocencia  de  unos  y  la  culpabilidad  de  oíros  (i).  . 

.6.**  Fócala  correccional aaminüírativa^.—Tve^  medios  m>n 
ne  la  ley  á  disposición  dcj  Gobierno  p^^ra  corregir  l^is  tal-- 
tas  de  carácter  administrativo  en  que  Ifis  Diputiaci.Qn^s 
provinciales,  ó  losii>dividuoB  que  las  componen,  incurji:an, 
á  Éjaber:  el  aperdbiíJiwitp^  Ja,  ní^tay  la  sitsjpensidm.  (2)*  .. 

T.**  NaimaUm^  pecios  y  aplicación  de  las  em-recciaipes  .tfrfn 
MÍ7iistral¿vas.—PoT  la  manera  en  que  la  ley  so  expv^i^í^i 
podría  pensarse  que  la  escala,  citada  está  c^ompuesta  de 
términos  diferentes,  íiplicál^les,  cada  unp  s^gún  su  natu- 
raleza, á  inft^acciones  comprendidas  en  un  grupo  g^nórírr 
co;  mas  esto  no  es  completamente  exacto.  Uiwis  yepes 
sucede  así,  y  otras,  cada  corrección  viene  á  constituir  el 
grado  de  una  que  se  inflige  según  la  gravedad  dejaíalta. 
-  (a)  Apercibimiento^ — El  ap^xil/imienlo,  que  coíisiste  Qft 
la  advertencia  hecha  al  infractor  de  Iratade  njási/igqro-^ 
^mente  si  no  se  cnmijQndai^.aADJícase.en.lpe  c^ftosj(CÍlíe¡qmÍT 
sión,  negligencia  y  abuso  de. Kicul^des  cuyas  coíise,euorH 
cias  sean  reparables.  '  ■  .    ,        .  »       ^.' 

(b)  Midta. — La  7f(k%Lta  es  la  adacción  de  una  c(intidad 
de  dinero,  y  sirve  4^  grado  superior  al  apercibiitt}^t<^ 
para  los  casos  de  rcincidejíicia  pn  faltas  yp-  cprregiíjias  cou 
^1,  y  ^paradamente,  para  aciuellas  que  produceíi-  con§fir 
cuencas  irreparables;  en  las  de  a.buso  de  autoridad  »y 
desobediencia  que  no  constituyan  delito;. y  siempperíque 
las  disposiciones  generales  lo. deterjijmen..  .;      .mp.--. 

,  (c)  Suspensión, — Finfihpente,  \^^uspe%%%óny  qvio  eajpiú-*- 
vacíón  temporil!  de  eiercor  Jas  funcipn^s  dejíoaígo.  ejue^a^ 
disfruta,  procede:  i.  en,  los  ca^s  (íe  i^^i/iciqencia  enifelri 
tas  castigadas  con  inulta j  2.*^  en  Ips  de.  e;5.traliíTjitación 
gpavo.  con' carácter  polítipq  y  resistencia  a].  .GQbiprno,^ 
cuamlo  concuri;§n-lq.s..cirfiiín^tapGias  dQ  ,d4i<'  puWiGi4^ 
al  acíto,  excitar Ji  otr^p  Corpoi^ftcippLes  '<^^9t^^\^^^  ppflr 
ducir  alteración,pí>;.-el.)Ordejp,pvO)Uw^?K^ÍwlQ9  ftbuaej 
^  malversptción  de^siradqs^Q^^o^^.i^^xo^,"^.  pateríteflipor 


(1)  Ley  ProvinoMÜ,  art.  132,  R8.  Os.  de  17  y  26  de  DicieHihre  de  1871 ,  y 
orden  de  7  de  Abril  dé  1873...       ■         ,.        •.•      ;       .,  .n*:   ;  ki       : 

(2)  Ley  Prov-iuf  ialvayt.^^s;    ,.  i.     '  ■    .,  íj'i  .)/:,:     "^M     ,v 
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virtud  de  pruebas  adecuadas,  en  la  admintetracióudelos 
fondos  provinciales. 

8.**  Procedimiento.— Como  quiera  que  cuando  judicial- 
mente se  exige  la  responsabilidad,  las  reglas  del  enjui- 
ciamiento son  las  establecidas  para  el  procedimiento  or- 
dinario, el  legislador  no  tuvo  respecto  á  este  punto  otro 
en  que  ocuparse  que  la  fijación  de  los  trámites  y  manei^tt 
para  cuando  administrativamente  se  persigue,  procuran- 
do al  hacerlo,  justo  es  dedrló,  adoptar  las  más  eficaces 
medidas  para  que  no  se  lastime  indebidamente  el  dere- 
cho de  las  Diputaciones  y  de  los  Diputados  que  las 
forman. 

(A)  Apercibimiento,— l?ov\o  que  haoe.al  apercibimiento 
como  simple  aviso,  no  requiere  preparación  ninguna,  ni 
más  trámite  que  la  notificación  de  la  providencia  en  ^le 
se  consigna. 

(B)  Multas.— La  importancia  de  este  correctivo,  ya 
por  sí  mismo,  ya  por  ser  en  los  casos  citados  el  grado 
próximo  anterior  á  la  suspensi&ii^  requiere  el  cumplimien- 
to de  trámites  que,  si  de  una  parte  evitan  la  impunidad, 
aseguran  de  otra  al  corregido  contra  la  mala  re  que  en 
la  falta  de  pago  pudiera  buscar  el  medio  de  someterle  á 
más  severa  corrección. 

(a)  Imm¿ición  y  estantía. — Solamente  el  Gobierno  tiene 
autoridadf  para  iínponer  la  multa,  previa  audiencia  del  in- 
teresado y  del  Consejo  de  Estado,  sin  que  en  ningún  caso 
pueda  exceder  de  500  pesetas,  y  debiendo  satisfacerla  el 
multado  de  su  particular  peculio  (1);  pues  aunque  parezca 
redundante  esta  advertencia,  cuando  de  una  corrección 

Sersonal  se  habla,  la  experiencia  ha  hecho  ver  la  necesi- 
ad  de  consignarla,  para  evitar  el  abuso  de  que  los  fon- 
dos provinciales  sean  gravados  con  el  pago  de  multas 
inipuestas  á  los  Vocales  de  las  Diputaciones. 

(d)  Ewaceién.—ljdi  resolución  del  Gobierno  debe  hacer- 
se saber  por  escrito  al  multado,  al  cual  se  dará  recibo  d^ 
pago  cuando  lo  efectúe;  mas  indudablemente  queda  cum- 
plido este  precepto  cuando  se  le  entrega  la  mitad  del  pa- 
pel en  que  precisamente  ha  de  efectuarlo  (2). 

Con  el  fin  de  conceder  tiempo  bastante  para  ello,  el 
pago  puede  hacerse  dentro  de  un  plazo  que  no  exceda 


(2) 


Ley  Provincial,  arts.  liS4y  185,  nüm.  8.0 

ídem  id.,  art.  135,  y  ley  del  Timbre,  arte.  182  y  188. 
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de  20  días  ni  baje  de  10,  transcurrido  el  cual  se  incurre  en 
elapremio  de  5  por  100  diario  del  importe  total  de  la  co- 
rrección; pero  nunca  se  prolongara  este  recargo  inás 
allá  de  20  días,  ó  lo  que  ^  lo  mismo,  elapremio  no 
puede  durar  más  tiempo,  desde  que  alcanza  una  suma 
igual  á  la  multa. 

Llegado  este  caso  sin  que  el  corregido  satisfaga  la  can- 
tidad á  que  el  principal  y  el  apremio  asciendan,  loa  me- 
dios administrativos  han  termitíado;  poi^que  haciendo 
la  resistencia  precisó  acudir  á  la  ocupación  y  renta  de 
Ijienes,  la  ley  no  ha  querido  que  esta  fase  del  procedi- 
ií>iento  se  sustraiga  á  la  acción  de  los  Tribunales,  encar- 

fadc«  de  cuanto  atañe  á  la  privación  de  la  propiedad, 
¡líos  son,  por  lo  tanto,  los  que,  por  la  vía  ejecutiva  de 
apremio,  están  encargados  de  hacer  efectivas  las  correc- 
ciones administrativas  en  tales  casos  (1). 
^  (c)  Recursos, — Contra  la  imposición  de  las  multas  pue- 
den los  interesados  utilizar  el  recurso  contencioso-admi- 
uistrativo  ante  el  Consejo  de  Estado,  previo  depósito  ó 
consignación  de  su  importe  (2). 

Si  se  atiende  á  que  esa  prescripción  precede  en  el  texto 
legal  á  las  que  establecen  la  intervención  judicial  para  la 
exacción  de  las  multas,  pareco  oue  el  recurso  expresadd 
va.  no  es  procedente  cuando  el  Tribunal  ha  comenzado 
á  conocer  del  asunto;  pero  como  quiera  que  en  último 
resultado  el  recurso  no  es  otra  cosa  que  la  impugnación 
de  una  medida  gubernativa  injusta,  en  la  opinión  del  re- 
currente, es  para  nosotros  indudable  que  contra  ella  po- 
drá acudir,  no  ya  en  esa  sazón,  sino  aun  después  de  eje- 
cutada, siempre  que  lo  haga  dentf o  del  término  pre&- 
crito  para  entablar  esa  clase  de  demandas  contra  las  re^ 
soluciones  del  Gobierno  (3). 

(C)  /y/íí7?e;^pí¿^.— Propiamente  hablando  esta  corrección 
jamás  puede  imponerse  á  las  Diputaciones,  sino  á  algu- 
no, á  varios,  ó  a  todos  sus  Vocales;  porque  siendo  aque- 
llas, organismos  que  la  ley  estima  precisos  para  la  Admi- 
nistración de  las  provincias,  no  cabo  que  quisiera  pri- 
varlas, siquiera  temporalmente  fuera,  de  ese  único  gestor 
de  sus  intereses.  Y  en  efecto,  así  sucede  según  demues^ 

(1)  I^v  Provincial,  arte.  136  y  137. 

(2)  ídem  id.,  art.  136,  par.  3.^ 

(3^    K.  O.  de  8  de  Setiembre  de  1872. 
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tra  eliprocedimicnto  áque  la  suspensión  debe  ajustarse. 

(a)  '  Quiénpuede  impo7herla,--Lti  faoultad  de-  impoiier  la 
suspensión  corresponde  al  Gobierno^  sietido  preoiáa  para 
ello  la  instrucción  dé  expediente  en  que  se  oi^a  al  Con- 
sejó de  Eystadó^  si  bien  en  casos  urgentes  puede  resolver 
por  sí  solo  (1). 

La  orden  de  suspensión  se  trasmite  á  los  interesados 

f')Or  el  Gobernador;  con  expresión  do  la  causa  en  que  se 
unde:  Contra  ella  pued^  t^ecurrir  los  Vocales  á  quienes 
afecte^  dentro  del  plazo  del  tercero  día,  y  si  no  lo  nacen, 
se  tendrá  por  firme  sin  más  oirlíís.. 

(b)  afectos, — La  suspensión  gubet*ñativa  no  excederá 
nunca  de  60  días,  plazo  que  el  legislador  ha  tenido  Ist 
previsión  do  señalar  para  evitar  que  á  la  sombra  de  una 
tacultad,  á  veces  precisa  para  el  buen  orden  de  la  Admi- 
nistración, la  arbitrariedad,  alentada  por  ima  vaga  fija- 
ción^ convirtiera  indirecta,  y  mañosamente,  en  destitución 
efectiva,  lo  que  no  debe  alcanzar  otro  efecto  que  el  de 
suspender  por  corto  tiempo  el  ejercicio  de  una  represen- 
tación conferida  por  el  sufragio  de  los  ciudadanos.  Y 
haBta  tal  punto  se  ha  creído  esto  necesario,  que  trascu- 
rrido aquel  plazo  desde  la  notificación  de  la  medida,  y 
sean  cualquiera  los  motivos,/  vuelven  los  suspensos  á 
recobrar  la  integridad  de  su  derecho,  con  obligación  en 
los  que  interinamente  les  reemplazaron,  de  dejarles  ex- 
pedito su  ejercicio)  sopeña  •  de  incurrir  en  el  delito  de 
usurpación  de  atribuciones,  si,  después  de  requeridos  al 
efecto^  no  lo  hacen' (2). 

9.^  Disolución  f  destitución. — Las  Diputaciones  provin- 
ciales no  pueden  ser  disueltas,  ni  destituidos  bus  Vocales, 
sillo  por  sentencia  ejecutoriada  de  los  Tribunales  (3). 

Por  lo  que  hace  á  las  Corporaciones,  ese  texto  legal  no 
habla  con  más  propiedad  que  el  relativo  á  la  suspensión. 
Las  Diputaciones  no  se  disuelven,  no  desaparecen;  por 
el  Contrario,  conttnúají  funcionando.  Lo  que  desaparece 
son  sus  Vocales;  que  otros,  elegidos  póT  sufragio,  ó  nom- 
brados por  el  Gobierno,  reemplazan  inmediatamente. 
Por  consiguiente,  la  disoíucióTv  significa  en  realidad  una 
destitución  en  masa  de  los  miembros  de  esos  Cuerpos: 

(1)    Ley  Provincial,  art.  138,  par.  l.o 
ídem  id.,  arts.  138  y  139. 
ídem  id.,  aft.  140. 
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De  todos  modos,  on  la  práctica  obsérvase  el  precepto 
legal  en  cuanto  á  acfuéllos;  mae  por  lo  relativo  á  las  Di- 
putaciones -es  raro  verlo  cumplido,  de  tal  manera,  que 
no  pueden  citarse  muchos  caeos  en  que  osas  Corporacio- 
nes se  hayan  renovado  con  la  regularidad  y  en  los  plazos 
prescritos,  determinando  la  cesación  de  todos  los  Voca- 
les una  orden  gubernativa. 


CAPITULO  XXII. 

DB  l^kS  COMISIONES  PROVINCULES. 

1.**  Su  orígen.--2.'^  Su  carácter. —  3.°  Critifta  de  }a  lepslación.  —  4.*'  Organiza- 
ción.—5."  Modo  de  funcionar. —6.**  Atribaoionea  propias.— 7.**  Ideüi  sustituyen- 
do á  las  Diputaciones. — 8.**  InconTenientesdelo  preceptuado.  ' 

1.°  Su  origen. — Vimos  al  exponer  la  organización  de 
las  Diputaciones  y  su  modo  de  funcionar,  que  el  pensa- 
miento de  la  ley  fué  constituirlas  en  Autoridades  adminis- 
trativas noj)ernMnm¿es,  para  ahorrar  así  á  sus  individuos 
las  molestias  y  perjuicios  anejos  á  la  continuidad  de  las 
funciones,  que  llevaría  consigo  la  necesaria  residencia  de 
aquéllos  en  la  capital  de  la  provincia:  mas  como  las  atri- 
buciones de  esos  cuerpos  son  extensas,  y  versan  sobre 
materias  que  diariamente  dan  lugar  al  conocimiento  de 
asuntos  que  deben  ser  prontamente  resueltos,. sopeña  de 
causar  considerables  d^ños,  lo  mismo  al  interés  colectivo 
de  la  provincia  que  al  particular  de  los  ciudadanos,  no 
era  posible  la  subsistencia  de  tal  sistema,  sin  que  de  al- 
gún modo  se  llenase  el  gran  vacío  que  en  él  resultaba, 
encomendando  interina  ó  definitivamente  la  tramitación 
y  resolución  de  los  negocios  declarados  de  la  exclusiva 
competencia  de  las  Diputaciones  á  otra  autoridad  que, 
tíienao  fi&rmanente,  no  dejando  jamás  de  estar  enfwhcioiies 
ó  en  ejercicio,  pudiera  atender  á  las  necesidades  incesan- 
tes dé  la  Administración.  Basada  toda  la  ley  de  1870  en 
la  doctrina  destíentralizadora,  no  se  conformaba  con  ese 
criterio  el  encomendar  tal  encargo  al  Grobornador,  dele^ 
gado  y  representante  del  Poder  central,  y  fué  preciso 
buscar  un  nuevo  órgano  para  esa  exigencia  del  nuevo 
sistema.  No  habiendo  de  él  antecedente  ninguno  en  nues- 
tras tradiciones  legales,  porque  aun  lás  antiguas  y  mo- 
dernas Comisiones  permanentes  de  los  Cuerpos  legislati- 


Digitized  by 


Google 


408  DEBECHO 

VOS,  en  nada  se  asemejaban  por  su  naturaleza  á  la  cpic 
era  necesario  tuviese  la  autoridad  cuya  creación  se  in- 
tentaba, imitóse  con  toda  la  fidelidad  posible.  la  institu- 
ción belga  conocida  con  el  nombre  de  Diputación  perma- 
nmte  del  Concejo  provincial  {i),  que  precisamente  para  sus-' 
tituir  a  éste  en  el  intervalo  de  sus  sesiones  creó  la  ley 
Provincial  de.  aquel  país,  y  dióse  el  nombre  de  Comisión 
provincial  al  nuevo  cuerpo  encargado  por  una  parte  de 
ciertas  funciones  propias  y  por  otra  de  representar  á  la 
Diputación  cuando  no  celebi^e  sesiones. 

2.**  Carácter  de  las  Comisiones  provinciales, — I^as  leccio- 
nes de  la  experiencia,  y  más  que  todo  los  cambios  de 
criterio  ocurridos  en  las  altas  esferas  políticas,  han  traído 
considerables  modificaciones  en  la  esencia  del  Cuerpo 
provincial  á  que  nos  referimos. 

Ya  no  tienen  las  Comisiones  provinciales  aquellas  ex- 
tensas facultades  que  las  colocaban  al  nivel  de  los  Go- 
hiíírnos  y  de  las  Diputaciones,  y  en  ocasiones  en  lugar  más 
elevado,  aunque  conservan,  como  rasgos  de  su  primitiva 
fisonomía,  la  permanencia  de  las  funciones,  (2)  y  la  inter- 
vención en  los  asuntos  de  interés  provincial,  en  los  casos 
y  forma  que  la  ley  determina.  Pero  si  han  perdido  en  im- 
ioortancia,  tal  vez'  han  ganado  bajo  otros  puntos  de  vista, 
siendo  además  de  Consejos  administrativos.  Tribunales 
(le  este  orden. 

3.**  Critica, — Bien  es  verdad  que  para  que  correspon- 
dieran en  la  práctica  al  pensamiento  del  lógislador^  en 
cuanto  á  estos  dos  últimos  aspectos,  no  debería  renovar- 
se, con  la  frecuencia  ahora  estal>lecida,  el  personal  que  las 
compone,  porque  sólo  el  hábito  de  aplicar  las  leyes,  la 
experiencia  adquirida  en  el  manejo  de  los  negocios,  pue- 
den suministrar  las  dotes  indi8j>¿nsables  para  aconsejar 
con  acierto  sobre  variadísimas  materias  al  Gobernador  de 
la  provincia,  y  tampoco  so  improvisan  los  Jueces  admini^ 
trativos  llamados  á  ejercer  función  más  compleja,  y  tal  vez 
más  difícil,  que  los  del  fuero  común;  porque  no  nan  áe 
mirar  sólo  al  hecho  litigioso,  y  á  la  regla  legal  que  le 
comprende,  sino  que  coii  una  elevación  de  criterio  que  no 
pugna  con  la  rectitud,  ni  excluyo  la  imparcialidad,  tienen 


(1)  Llámase  en  55élgica  Oo7isejo  i^ravincial  á  lo  qiie  nosotros  darnos  cl 
nombre  fie  Diputación. 

(2)  Lej-  Provincial,  art.  í)2,  par.  l.o  • 
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que  pesar  en  la  balanza  de  la  justicia,  cuestiones  en  que 
van  comprendidos  los  conflictos  entre  el  derecho  social 
y.  el  individual. 

Parécenos,  por  lo  tanto,  que  se  ha  incurrido  en  un  pe- 
ligroso error  al  encargar  tan  delicadas  tareas  á  personas 
que  aun(:[ue,  por  otros  motivps,  merézcanla  distinción  que 
por  medio  del  sufragio  les  confieren  sus  conciudadanos, 
pueden  carecer  de  ía^  circunstancias  absolutamente  pre- 
cisas para  desempeñarlas  provechosamente,  viniendo  á, 
aumentar  el  mal,  la  renovación  anual  y  completa  de  las  Co- 
misiones provinciales,  que  las  priva  de  los  frutos  de^  la 
experiencia,  y  las  deja  sin  ningún  elemento  de  tradición. 

4."  Organización.  —  Componen  la  Comisión  provincial 
tantos  Diputados  cuantos  sean  los  distritos  electorales 
de  la  provincia,  á  cuyo  ful  Ja  Diputación  en  una  de  las 
tres  primeras  sesiones  que  después  de  constituida  celebre, 
distribuirá  sus  individuos  en  cuatro  Secciones  iguales, 
cuidando  de  que  en  ninguna  haya  dos  Diputados  de  un 
mismo  distrito,  y  cada  una  de  estas  Secciones  constituye 
durante  un  año,  á  contar  desde  1 .''  de  Noviembre,  el  cita- 
do Cuerpo. 

Cuanao  por  suspensión  gubernativa  ó  iudicial,  ó  por 
enfermedaa  ó  licencia,  no  ejerza  uno  de  los  Vocales,  le 
sustituirá  el  de  su  mismo  distrito  que  forme  parte  de  la 
Sección  siguiente  en  el  turno  expresado. 

Corresponde  la  presidencia  al, Gobernador,  no  obstan- 
te lo  cual,  la  Diputación  nombra  todos  los  años  en  la  pri- 
mera sesión  de  Noviembre,  un  Vicepresidente  de  entre  los 
Vocales  de  la  Sección  que  comienza  á  ejercer,  y  á  éste  to- 
ca presidirla  cuando  aquél  no  asista  á  las  sesiones,  y 
tampoco  concurra  á  ellas  el  Presidente  de  la  Diputación 
á  quien  en  otro  caso  toca  la  presidencia  (1). 

En  las  sesiones  á  que  no  asistan  los  citados,  desempe- 
ña esa  función,  como  sustituto  del  Vicepresicente,  el  Vo- 
cal de  más  edad  (2). 

Cada  uno  de  los  Vocales  de  la  Comisión  tiene  derecho 
al  percibo  de  20  pesetas  por  sesión  en  las  provincias  de 
primera  y  segunda  clase,  y  de  15  en  las  de  tercera,  sean 
aquéllos  propietarios  ó  suplentes. 


(1)  Ley  Provincial,  arts.  12  y  13.  Rs.  Os.  de  13  de  Junio  de  1877  y  10 
de  Octubre  de  1883. 

(2)  Ley  Provincial,  art.  93. 
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Es  Secretario  de  lá,  Comisión  el  JeSe  de  la  Secretaría  de 
la  Diputación,  y  las  dependencias  de  ésta  sirven  también 
para  preparar  y  tramitar  los  asuntos  de  que-  aquélla  bo- 
noce(l).  *      . 

S.*"  Modo  de  funcionar, — La  Comisión  ■  debe  reunii:^e 
cuantas  veces  lo  exijan  los  negocios^  puestos  á  au  cuidado. 
y  sus  sesiones  pueden  ser  ordinarias  si  se  celebran  para  el 
despacho  en  los  días  designados  en  la  primera  de  cada 
mes,  y  extraordinarias  cuando  fuera  de  ellos  lo  requiera 
algún  asunto  urgente;  pero  en  unas  y  otras,  se  han  de  ob- 
servar las  reglas  mencionadas  al  hablar  de  las  Diputa- 
ciones. 

De  igual  manera  que  en  éstas,  las  sesiones  pueden  ser 
piidlicas  ó  secretas.  Aquéllas  forman  la  regla  general.  Las 
últimas  solamente  son  lícitas  cuando  así  lo  acuerda  la 
mayoría,  por  tratarse  de:  preparación  de  expedientes; 
tramitación  de  los  que  se  hallen  en  curso;  asuntos  re- 
lativos al  orden  público;  raimen  interior  del  Cuerpo; 
cuestiones  que  afecten  al  decoro  de  la  Comisión  ó  de 
alguno  de  sus  miembros;  y  finalmente,  cuando  el  objeto 
sea  la  emisión  de  informes  pedidos  por  el  Gobernador; 
sin  que  en  ningún  caso  puedan  discutirse  y  resolverse,  en 
esa  forma,  los  asuntos  referentes  á  los  acuerdos  niunici- 
pales,  bien  sea  para  decidirlos,  ó  tali  s(Mo  para  infor- 
mar acerca  de  ellos  (2). 

Los  Vocales  de  este  Cuerpo  están  obligados  á  asistir  á 
las  sesiones,  y  á  firmar  las  actas  de  aíjuéllas  en  que  tomen 
parte  (3), 

No  puede  haber  deliberación  sin  la  presencia  de  la  ma- 
yoría absoluta  del  total  de  Vocales,  y  los  acuerdos  se 
adoptan  á  pluralidad  de  votos.  Si  ocurre  empate  repítese 
la  votación  en  la  sesión  inmediata,  y  si  acruél  subsis- 
te decidirá  el  voto  el  Presidente,  es  decir,  del  que  presi- 
da (4). 

Estas  formas  de  proceder  tienen  aplicación  cuando  la 
Comisión  actúa  como  Autoridad  administrativa,  y  como 
Consejo  del  mismo  orden;  pero  si  se  constituye  en  Tribu- 
nal de  primera  instancia  para  conocer,  juzgar  y  sénten- 


(1)  Ley  Provincia],  art.  105. 

(2)  Iflem  id.,  ait.  97.- 

(3)  ídem  id.,  art.  96. 

(4)  ídem  id.,  art.  95. 
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ciar,  en  pleitos  eontencioso-acltóinistratiVos,  la  ritualidad 
es  diferente.  . 

6.**  Atribvciónes  propias. — En*  la;  esfera  déla  adminití^ 
tración  activa  distínguenee  en  la  Comisión  provincial 
tres  aspectos  principales,  port[iie  ya  obi^a*  en  virtud  de 
facultades  propias,  ora  como  representante  de  la  Dipu- 
tación, ó  bien  desempeñando  funciones  meramente  con- 
sultivas. 

En  elprimer  concepto  les  corresponde: 

I.""  Conocer  de  los  recursos  que  se  entablen  contra 
Ifcs  resoluciones  de  los  Ayuntamientos  con  motivo  de  las 
operaciones  para  el  reemplazo  del  Ejército,  así  como  de 
la  imposición  de  las  multas  y  correcciones,  en  qué  incu- 
rran los  Ayuntamientos  y  mozos,  decidiendo  todag  fcts 
incideocias  y  fallando  los  recursos  que  se  promuevan,  con 
sujeción  á  la  ley  del  ramo  (1).  ' 

3.°  Conocer  y  decidir  en  las  reclamaciones  dé 'inclu- 
sión ó  exclusión  de  las  listas  electorales  para  Ayunta- 
mientos. 

4.°  Conocer  y  decidir  también,  las  reclamaciones  nue 
se  entibien  contra  las  resoluciones  de  los  Comisionados 
de  la  Junta  de  escrutinio,  y  de  los  Ayuntamientos,  respeo-^ 
to  á  la  validez  ó  nulidad  de  las  elecciones,  y  ala  incapa- 
cidad y  excusas  de  los  elegidos  (2). 

5.**  '  Disponer  la  celebración  de  nueva  elección  cuantió 
la  efectuada  sea  anulada  (3). 

7.**  ídem  ctimido  snstüuyen  á  las  Diputaciones. — Como  re*- 
presentantes  de  las  Diputaciones  toca  á  las  Comisiones 
provinciales: 

i.**  Procurar  la  exacta  ejecución  de  los-  acuerdos 
adoptados  por  aquéllas,  recurriendo  al  Gobernador,  ó  al 
Gobierno,  s^ún  proceda,  en  casos  de  omisión,  negligen^ 
cia  ú  oposición  por  parte  de  las  Corporaciones,  emplead- 
dos^  dependientes  ó  particulares  encargados  de  cum^ 
plirlos.. 

2.*"  Preparar  los  asuntos  en  que  ha  de  ocuparse  la  Di- 
putacióa  en  cada  reunión  semestral,  y  presentar  en  cada- 


[\)    Ley  de  11  de  Julio  de  1885,  arts.  57,  62,  82,  92,  96, 102  y  107,  y  ley 
Provincial,  art.  99,  núm.  l.o 

(2)  Ley  Electoral  de  20  de  Agosto  de  1870,' art.  27. 

(3)  ídem  id.  citada,  arts.  87  al  89  y  91. 
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una  do  estas  reuniones  una  Memoria  expresiva  de  los 
asuntos  de  interés  que  merezcan  el  examen  y  la  x'^so- 
lución  de  la  Diputapión,  dando  noticia  circunstanciada 
de  los  negocios  pendientes  y  del  estado  de  los  fondos, 
cuentas  y  administración  de  la  pi^ovincia. 

S.""  Resolver  interinamente  los  asuntos  encomendados 
ala  Diputación  cuando  su  urgencia  no  consintiere  dila- 
ción, y  su  importancia  no  exija  la  reunión  extraordinaria 
de  aquélla,  á  la  cual  dará  cuenta  de  los  ajQuerdos  que 
adopte  pai*a  que  los  apruebe,  revoqrue  ó  modifique  en 
usó  de  sus  facultadesE.  En  todo  caso,  la  v^r^mcia  será  de- 
clarada por  acuerdo  adoptado  por  las  dos  terceras  partes 
de  los  Vocales  que  formen  la  Comisión. 

4.^  Suspender  por  justas  causas  á  los  empleados  y  de- 
pendientes de  la  Diputación,  dando  á  ésta  cuenta,  en  la 
primera  sesión  que  celebre. 

5.**  Cuidar  de  la  gestión  da  los  asuntos  judiciales,  se- 
g4iidos  en  nombre  de  la  provincia,  é  interponer  las  de- 
mandas ordinarias  ó  contencioso-administrativas,  previo 
acuerdo  de  la  Diputación,  cuyo  nombre  y  representación 
llevará  el  Vicepresidente  de  la  misma  Comisión  en  todos 
los  citados  asuntos  (i), 

6i°  Disponer  y  aprobar  la  distribución  mensual  de 
fondos  cuando  la*Diputación  no  esté  reunida  (2). 

S.""  Inconvenientes  de  lo  preceptuado. — En  la  precedente 
enumeración  de  atribuciones  de  la  Comisión  pro^incial, 
como  Cuerpo  que  en  parte  sustituye  á  la  Diputación,  nó- 
tanse  contradicciones  capaces  de  hacer  á  la  primera  ar- 
bitro de  la  Administración  provincial.  Todo  el  cuidado  y 
minuciosidad  reglamentaria  con  que  se  manda  proceder 
á  la  declaración  de  urgencia  de  ciertos  asuntos,  contraeía 
de  un  modo  notable  con  la  anchura  concedida  á  las  Co- 
misiones para  calificar  por  sí  las  condiciones  de  aquellos 
otros  de  que  le  parezca  que  debe  conocer  la  Diputación, 
cuyas  atribuciones  aparecen  así,  no  sólo  limitadas,  sino 
verdaderamente  cercenadas,  trastornando  los  principios 
á  que  obedecer  la  organización  provincial,  ya  qjae,  por 
la  forma  en  que  se  expresa  la  ley,  es  potestativo  en  las 
primeras  sustraer  al  conocimiento  de  la  última  cuantos 


(1)  Ley  Provincial,  art.  08,  núms.  l.*^  al  4.o 

(2)  Idemíd.,  art.  121. 
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asuntos  reputen  tan  desprovietos  do  interés  r[ne  no  me- 
rezcan ser  sometidos  al  examen  y  resolución  de  ésta, 
por  más  que  pertenezcan  á  la  esfera  de  su  exclusiva  com- 
petencia. Claro  es  que  el  buen  sentido  debe  interpretar 
todo  esto,  entendiéndolo  en  el  de  que  no  es  lícito  á-  lá 
Comisión  provincial,  como  no  le  ha  sido  nunca,  decidir 
con  autoridad  propia,  y  definitivamente,  nada  de  aquello 
que  pertenece  á  la  potestad  de  la  Diputación,  $ea  cual- 
ciuiera  su  importancia  ó  interés;  pero  también  cabe  otra 
interpretación  si  se  sigue  la  letra  de  los  preceptos,  y 
nunca  el  legislador  debe  hablar  con  frase  tan  dudosa. 


CAPÍTULO  XXIIL 

SÜBDELROAQIO^PS    DE   HACIENDA. 

1.^  lo^portaDcia  de  U  organízaci<^Q  tíconómlca.— 2.*^  Koticía  de  su  forma  en  la 
época  romaBa.'^*^  Id«m  hiüó  la  ¿obiíiuübíóii  roda.^-4.*^  P^püneroa  Bigloñ  áa 
la  BepQBqmÍ9ta.«-^'^  Byiociplo  de  la  ínUrvenoiiiL  de)  poehlo  en  U  Mtabketr 
miento  de  loa  impue9tos,  y  moda  de  cobrar  éatoa.— 6/  Confiérese  la  cobranza  á 
los  Procnr adores  del  Reuio.— 7.*^  Reyos  Católioes.-^^^'-Gaea  de  Austna.— O.**  Loé 
Superinlfmdentefl^ip.  hotí  Intendeoles*— U»  Orgonizaoión  moderna  des^e  l&l¿^ 
á  1815. —12.  Reformas  introducidas  hasta  1869.— 13.  ,,Separaei<^R  de  la  Ad^ii- 
nistración  económica  de  la  gubernativa  de  las  prevtnéias.^-'H.  Su  fundamento. 
—15.  Cambios  poettrioreÉw--16.  Delegados  de  UMtenda*  (a)  Cftte|Orla  y  haber» 
(b)  Gondidopes  para.obteper  el  car«>  y  derechos  one  confiere.,  (c)  Diat^t{vo9»-<7 
17.  Autoridad  de  los  Delegados  y  cncÍDas  que  de  ellos  dependen .— IS.  Carácter 
de  sus  providencias  y  recursos  contra  ellas.-^-49.  Cempetencia  de  kadependf  n-» 
cías  de  la  Administváfión  pn>víaoÍAl  de  Hacieufla.  (a)  Administración  de  Coq^ 
tribucionis  y  Rentas,  (b)  ídem  de  Pro^áedades  é  Impuestos,  (c)  InterveDcí('>n. 

(d)  Tesorería. 

1 .""  IwpoHanda  de  la  m*ff(müa€Íén^eeon¿mÍ€a.-**l]ndi,  de  las 
atenoionee  más  importantes  en  todo  Estado/ es  la  organi*- 
zadón  de  los  servicios  relativos^  á  la  Administración  dei 
caudal  público.  No  pudiendó  ei^stir^  veixladera  sociedad 
política  sin  un  conjunto  mayor  ó  menor  de  necesidades 
puramente  colectivas^  indispensable  es  también  disponer 
de  medios  adecuados  para  satisfacerlas^  y  los  cuales^  ya 
consistan  en  prestaciones  personales  ó  reales^  impuestas 
á  los  individuos  en  prorecho  de  la  totalidad,  bien  en  am- 
bas cosas,  forman  el  haber  ó  capital  con  c|Ue  ^1  pueblo, 
Nación  ó  Estado  subviene  á  aquellas  necesidades,  y  pr^ 
ciso  es  que  de  un  modo  cu^quiera*  se  conozca  quiene» 
deben  concurrir  á  levantar  las  cargas  generales,  cuándo 
y  en  qué  forma  han  de  hacerle,  qué  aplicación  se  ha  de 
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dar  al  caudal  Qpmún,  y  además  lo?  iriedios  de  que  p^ede 
Yalex^se.  el  poder,  ó  autoindad  pública,  p^ra  compeler  á  loe 
que  deinoren  la,pi*estacióny  ó  se  lúeguen  á  darla.  Todo 
eato,  por  m4<s  rudiuieutaino  que  sea  el  estado  do  una 
verdadera  sociedad  pQlítlcaj,  no  puede  menos  de  existir 
en  ella  con  fondas  bien  ó  mal  defiiiLÍdas,,y  ha  existido 
siempre. '  .    .  * 

^.'^  Natim  de  mfomia  m  la  ¿poca  roTmna.-^El  pueblo  ro- 
inano,  de  cuya  historia  arrancia  la  de  nuestra  patri?^  en  Jo 
que  aquel  nombre  merece,  lo  mismo  en  la.epojca  monár- 
quic^qjue  bajo  la  República,  y  después  bajo  el  imp^ioi 
tuvo  una  organización  adecuada  del  ramo  que  nos  ocupa. 
Inútil,  ^  aun  superfino,  sería  hacer  de  ella  aunque  no 
fuese  más  que  una  ligera  resefiarplativamente  al  tiempo 
anterior  á  la  segunaa  ffuerrá  púnica;  con  motivo  de  la 
cual  aumentarp^a  las  relaciones  de  Roma  con  España. 
Después  de  esa  época  hasta  la  de  Augusto,  los  romanos 
gobernaron  nuestra  patria  cqmo  á  los  demás  países  con- 
quistados, estableciendo  j¿n'  elia  úíja  ocupación  militar, 
más  bien.íjué un ^^mert  régulal*.. Los  Wibuto^éfidinero 
y  en  e^pQcio'se  exigían  á  cada  ciüdaql,  §e¿ún  su  condición, 
por  agenteé  de  los  Proco tisules.  Pretores,  etc-,  á  quienes 
80  encomendaba  él  gobierno  de  J(as  proviticiás  españolas. 
ÍQominada.entera  y  oompleteimente  la  I^ní  nsula,  Augusto 
y Stisi^césór^s  nó  le  escasearon  Ibá  ra^' oneroíSos  \tñ- 
puestos,,  (jue  por  punto.gienerál  se  cobraban  por  los  arren- 
dadores (ypmliéunos;,^ievo  aun  aquellos  que  los  emplea* 
dos  imperiales  recaudaban^  so  péréíbíañ  individualmente 
de  cada  población. 

3.-. .  ímtíaaiOifaiadommadiht^ffiH^  puso 

término  lá.  inya$ióa:ti3igoda^  f)iraídespuiésf  efe  úna:lí^rga 
época  de  deprediwAonfes  y^  viDlelntos  dé^pojoa,  isuBtitíjírle 
(ion  IftOF^orniaaeión  feudal.^  Más >fué  España  ciamgament0 
qubí  íMicioiai;  haetsu  .que,  i  habiendo  ^conseguido  íieovigiklo 
expulsar  d0  tíJaá-lotídeaiaát^.ípiítehlos/igenmanos^;  piado 
(teaiicair.sus.ouidad(ls  áoíMíiaoIidar;  la  Monarquía,  ^apftyánt- 
dola  .4^n!  AAm^^otganÍKdoióni (tel>'E)9t9<dií>, ; oopi^ckt  de. N ^^i^ 
Consteátiiío  Jífldtrjíia'dad(ft!á>BUJÍmpe4*i^^      -..  i  ./i.  i'  -.  ; . 

r.Pk»jlo  l^iueil^aQ©  á  Ifo  A4miníisía?4ci6^.rfíntíetii^2^rlp^.CQB- 
d^  4eílf)&)íiiá$QX3míy  >ááílQS{  .Píítrimonic»  ^breíán  iBcAV^t^r 
ridafiiiiüpejior^  «ba^  onyftjdtowaddnoia  fimolojw/banji're^ 
pdotoíé.  qaofe;8suato8v^ixtr©iftjffc^  ^U0  Qíftft^  o^eQie^.  áe 
G6bei»nAaoí**d0lqMndii6ct^hiá^  4i^n€«:e6íteiw^.  I^os  fffre- 
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pintos  formaban  uaa  clase  inferior  de  empleados  a  quie- 
nes se  confiaba  el  cuidado  y  réginien  de  poblaciones  poco 
importantes,  y  en  los  pueblos  pequeños  habííi  ViUicos.  Los 
Nuv^mrios  constituían  el  último  gi?ado  del  personal  en- 
cargado íIq  la  percepción-  de  los  ijnpuestos,  y  por  consi- 
guiente., equivalían  á  los  recaudadores  ó  cobradores  de 
nuestro  tiempo. 

Con  la  invasión  agarena  desaparoció  cuanto  los  Reyes 
godos  habían  ido  estableciendo. 

4."  Primeros  siglos.de  la  Jlecongiiisia. -^1)0  los  primeros 
6Íglos  de  la  IteconQuista  apenas  poseemos  dat03  relativos 
ata  organización  ae  los  Estados  que  entonces  comenza- 
ron á  íormarse^  aunque  con  fundamento  puede  presu- 
mirse qaOy  por  lo  inenos  en  la  Monarquía  a^tvii'i^í^íi,  m 
restauró  el  oficio.  Palatino,  y  con  él,  y  en  cuanto  lo  exi- 
^osen  las  necesidades  de  tan  pequeño  reino,  todos  los 
demás,  cargos  antes  citados.  A  medida  que  las  sucesivas 
conq^iUstas  il>an  extendiendo  el  poder  de  los  Reyes,  fuese 
aumentando  el  número  de  los  impuestos  y  tributos;  pero 
e»  realidad  no  eran  más  que.  prestaciones  que  al  Rey 
cpíreepondía. exigir,;  del  misma  modo  que  losisei^ores  las 
cal)raban  de  sus  vj^sallos.  De  manera,  que>  si  se  prescindo 
de  las;  aduanas,  minas  y  salinas,  durante  los  siglos  medios 
la  Haqiepda  nacional,  qué  entonces  era  la  déla  Corona, 
i>o«^ontaí)a  con  ipgresos  proviniente^  de  verdaderas  con- 
tribuciones ó  impuesíofci  generales, 

5,"  Principio  de  la  interve?iciá7k, del  pueblo  «^  ^^  establecí- 
mie^fo  de  los  impuf^ffSj.  y.  modo  de  cobrar  éstos, — No  oxis- 
twm^o.Qtro  Tesoíx?  paibUcQ  para  sub\'enir  á  Jos  gastos 
coleqtiyo^.  que^iel  dpr  Rw,  ó^to  decretal^xi  por  sí  puándo 
dQtjí^n;  acudiría  ios.  pueblos  ,con-hom))res  y  renoursos  para 
l?lgUftrit'a,ó  para  otras  ateflpiQne>7,,h¿Bta  qué  las  Cortes 
cpjno^WM.'^  á  í^t^rsvcnii^  en  €^  importante  punto. del 
(^bierao,  IpgrandQide  Jos  ,M9narcaí>  qncno- impusieran 
pechos  ni  servicios,  sin  el  acuerdo  de  la  Nación  rcpresen- 
t^a.  ppr.los  Proíjuraclores  de  1^í¿  tiud^es-  y  villas  de  voto 
€!P  Cortes»  ..... 

,  .Durante  el  prins^er  período; dp^Qstíjir  (^poca^  el  personal 
Áftf(o;^iLie-5ihora.^  llama  Adininistragion  ecqnómióa  del 
£i^!Í^4fb-§'^ba  rf4u9i4f>'í^  Mayp^'don>o  mayor,  .Canciller, 
I)p^nsrWO>-Mfi.:,  4^1  Reyi.qiiiac^nsíitHÍan  la  organización 
c¿p|«<ií^  d^j)ie^4jen^  e§t(^'  jfuiicipímpos  otr,os,de  in- 
fori<>l!$Sí^t8goííí^&,í4  lmMÍf^iO^(^^^ñV7.^^^^  cjnqargadqa 
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(le  la  cobranza  inmediata;  pero  por  punto  general  las  ren- 
tas estaban  arrendadas. 

6/  ConJiéTese  la  cobranza  á  loí  Procuradores  del  £eino. — 
De  aquí  nacieron  tantos  abusos,  vejámenes  y  tropelías, 
ocasionando  repetidas  y  acerbas  quejas  délos  expoliados 
pueblos,  que  ai  fin,  dándoles  oídos,  dispuso  D.  Juan  II 
que  toda  derrama  y  servicio  que  la  Nación  otorgara  al 
Rey,  se  cobrase  por  Procuradores  de  las  mismas  Cortes 
que  los  votasen.  Esto,  no  obstante,  la  práctica  de  Ioh 
arrendamientos  siguió  hasta  el  siglo  xviii, 

7.**  Heyes  Católicos. — Al  advenimiento  de  los  Reyes  Ca-' 
tólicos,  éste,  como  los  demás  ramos  del  Gobierno,  fué  ob- 
jeto de  reformas  encaminadas  á  introducir  el  orden,  cla- 
ridad y  exactitud,  en  el  manejo  y  administración  del  cau- 
dal público,  creándose  las  Contadurías  mayores;  pero, 
como  fuera  de  estos  instrumentos  de  contabilidad  las  co- 
sas siguieron  poco  más  ó  menos  como  antes,  la  confesión, 
no  se  remedió  sino  incompletamente,  aunque  algén  ali- 
vio recibieron  los  pueblos. 

8.**  Casa  de  Austria. — En  el  reinado  de  Felipe  II  inten- 
tóse poner  término  á  todos  los  abusos  con  la  institución 
del  Consejo  de  Hacienda;  mas  á  pesar  de  las  muchas  moi- 
dificaciones  que  con  el  fin  de  perfe<icionar  su  acción  se 
introdujeron  en  su  organización  y  procedimiento,  adolecía 
siempre  de  graves  inconvenientes,  porque  no  era  posible 
que  un  Cueroo  numeroso,  por  bien  distribuidos  que  es- 
tuviesen en  él  las  funciones,  dejara  de  haber  varieldad  de 
criterios,  y  falta  consiguiente  de  unidad.  Por  lo  demás^ 
en  la  Administración  provincial  de  U  Hacienda  continua- 
ba reinando  la  dualidad  de  organización,  heredada  dé  los 
tiempos  anteriores,  cobrando  unos  recursos  los  emplea^ 
dos  ú  oficiales  del  Rey,  ya  directamente,  ya  recibiendo 
los  caudales  de  los  arrendadores ^  asentista»,  obUgades,  etc., 
mientras  que  la  recaudación  de  otros  incumbía  á  los 
mismos  pueblos. 

9.'  Los  Superintendentes deprovinda. — En  vano  se  buscar 
ría  en  la  historia  de  la  organización  administrativa  espaflola 
nada  parecido  á  la  actual,  hasta  el  afto  de  1691  en  que, 
como  complemento  de  la  reforma  hecha  en  1687  creando 
la  Superintendencia  general  de  Haciemla  para  remediáis 
los  inconvenientes  de  que  el  Consejo  de  ese  ramo  tuvieite 
á  su  cargo  la  administración  activa  del  mismo^  se  estaH 
blecieron  los  Superintendentes  de  provincia  en  las  2t 
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que  entonces  contaba  Castilla.  A  estos  funcionarios 
encomendóse  entonces  cuanto  se  refería  á  la  cobran- 
za, administración  é  inversión  de  las  rentas  reales  en 
concepto  de  delegados  del  citado  Superintendente  gene- 
ral. En  los  otros  territorios  que  formaban  el  Reino,  si- 
guieron entendiendo  en  los  asuntos  económicos  los  fun- 
cionarios que  con  diversos  nombres  venían  conociendo 
de  ellos,  tales  eran  en  Aragón  y  Valencia  los  JBailes  ac- 
neraleg  y  particulares,  el  Maestre  racional)  si  bien  todos  ba- 
jo la  dependencia  de  la  Administi'aoión  central  (1). 

10.  Los  Intendentes.— Ammdíáo  el  Rey  D.  Felipe  V  del 
deseo  de  mejorar  todo  el  sistema  administrativo,  y  espe- 
cialmente la  parte  relativa  al  régimen  económico,  confu- 
so, vejatorio  é  ineficaz,  resolvió  modificarlo,  y  para  ello 
se  propuso  como  modelo  la  organización  de  la  Francia. 
En  su  consecuencia,  estableció  varios  Ministerios  ó  Se- 
cretarías del  Despacho;  pero  conservó  la  Superintenden- 
cia de  Hacienda  para  la  Administración  central  de  este 
ramo,  y  en  1718  aispuso  que  la  provincial  fuese  desem- 
peñada por  Intendentes^  que  además  de  ser  agentes  inme- 
diatps  del  Miliisterio  de  Hacienda,  tenían  á  su  cargo  el 
cuidado  y  fomento  de  la  Agricultura,  la  Industria  y  el 
Comercio. 

El  desarrollo  de  la  riqueza  pública  y  la  consiguiente 
complicación  de  los  asuntos^  económicos,  determinó 
en  1799  la  instalación  de  Juntas  provinciales,  destinadas 
á  inspeccionar  la  administración,  manejo,  contabilidad 
é  inversión  de  los  caudales,  y  la  creación  en  cada  pro- 
vincia de  una  Administración  de  Rentas. 

11.  Orffank'ació?i  moderna  desde  Í812  á  1845. — Con  pe- 
queñas modificaciones  subsistió  esta  organización  has- 
ta que  las  Cortes  de  Cádiz,  llenas  de  sabiduría  y  buen 
celo,  separaron  de  la  autoridad  de  los  Intendentes  la 
parte  judicial  que  venían  ejerciendo.  Sabido  es  cuan 
poco  tiempo  tardó  en  recuperar  el  cetro  el  absolutismo. 
En  1814  declaróse  abolido  todo  lo  que  las  Cortes  hicie- 
ron, y  reintegrada  la  Administración  pública  en  su  anti- 
guo ser;  mas  como  no  hay  poder  humano  que  pueda  de- 
tener la  marcha  de  los  acontecimientos  y  (lestruir  su  in- 
fluencia, vióse  el  Gobierno  en  la  precisión  de  acomodar 
la  restauración  burocrática  á  lo  que  exigían  las  circuns- 

(1)    Toledano,  Instrucción  de  Hacienda  pública,  tomo  l.o,  pág.  313. 
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tancias.  Con  este  motivo  se  publicó  el  Real  decreto  é  ins- 
trucción de  16  de  Abril  de  1816,  cuyo  cap.  5.°  dispuso 
<iue  los  Intendentes  fueran  los  encargados  de  la  dirección 
c  inspección  de  cuantoy  tocante  á  la  Heal  Hacienda,  ocu- 
rriera en  las  provincias. 

Con  el  triunfo  en  1820  del  sistema  constitucional,  vol- 
vióse a  la  organización  arreglada  on  1812,  y  aunque  los 
decretos  acordados  en  29  de  Junio  de  1821  respetaron  á 
los  Intendentes,  la  autoridad  de  estos  funcionarios  fué 
muy  mermada  á  causa  de  la  concedida  a  las  Diputacio- 
nes provinciales,  y  Ayuntamientos,  en  materia  de  repar- 
timientos, cobranza  y  administración  de  las  contribucio- 
nes ó  impuestos,  si  bien  poco  más  tarde,  en  1822,  se  am- 
pliaron algo  las  facultados  de  aquellos  empleados. 

Victorioso  de  nuevo  en  1823,  el  bando  absolutista  res- 
tableció los  organismos  de  la  Hacienda  pública  conforme 
á  la  instrucción  de  1816*.  Por  la  de  3  de  Julio  de  1824  de- 
volvióse á  los  Intendentes  toda  su  antigua  Autoridad  de 
Jefes  únicos  y  Superiores  do  la  Administración  provin- 
cial de  ese  ramo. 

Los  radicales  cambios  ocurridos  en  el  régimen  y  go- 
bierno del  Estado  á  la  muerte  de  Fernando  VII,  alcan- 
zaron, como  era  natural,  á  la  organización  del  personal 
de  Hacienda,  pero  las  Intendencias  provinciales  subsis- 
tieron, estableciéndose  una  en  cada  provincia  de  las  crea- 
das en  1833. 

Cuando  en  1845  sufrió  el  sistema  tributario  completo 
arreglo,  los  funcionarios  que  nos  ocupan  fueron  conser- 
vados, determinándose  que  en  cada  provincia  fuera  el 
Intendente,  con  dependencia  directa  del  Ministerio,  el  Jefe 
superior  de  todos  los  ramos  de  la  Hacienda  pública  (1), 
cuyas  atribuciones  y  deberos,  así  como  las  de  los  Admi- 
nistradores que  balo  su  Autoridad  habían  de  servir,  se 
expusieran  y  detallaran  (2). 

12.  Reformas  introducidas  MsUl  1869. — La  creación  de 
los  Oobernadores  civiles  de  las  provincias  por  el  Real  de- 
creto de  1849  determinó  la  supresión  de  los  Intendentes  y 
Jefes  políticos,  asumiendo  aquéllos  las  atribuciones  que 
hasta  entonces  habían  ejercitado  los  funcionarios  última- 
mente citados.  Esto,  no  obstante,  en  la  parte  económica 

M)    R.  I),  de  2.S  de  Mayo  de  1845,  art.  9.o 
(2)    Instrucción  de  15  de  Junio  de  1845. 
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solamente  fueron  conferidas  á  los  Gobernadores  las  de 
inspección  y  vigilancia,  que  pertenecían  á  los  Intendentes. 
Las  restantes  de  éstos  pasaron  á  los  Administradores  de 
Hacienda  pública  (1),  á  quienes  se  declaró  Jefes  inmedia- 
tos de  todos  los  ramos  que  dependieran  de  sus  respecti- 
vas Administraciones,  en  las  cuales  se  comprendieron 
todos  los  asuntos  referentes  á  las  contribuciones  directas 
por  territorial  y  subsidio  industrial,  impuestos  de  hipote- 
cas, consumos!!  puertas,  estancadas  y  lincas  del  Estado. 

En  esta  forma,  salvas  pequeñas  modificaciones,  sub- 
sistió organizado  el  personal  superior  de  Hacienda  en 
las  provincias  hasta  el  año  de  1869. 

lo.  Separación  de  la  Administración  económica  de  la  guber- 
nativa de  las  provincias . — En  el  proyecto  de  ley  del  presu- 
puesto de  gastos  para  el  año  económico  de  1869-70,  fe- 
cha 17  de  Mayo  del  antes  indicado,  el  Ministro  de  Ha- 
cienda propuso  á  las  Cortes,  que  la  gestión  económica  de 
las  provincias  dependiese  en  lo  sucesivo  de  los  Adminis- 
tradores de  Rentas,  dejando  de  ejercer  los  Gobernadores 
civiles  las  funciones  de  ordenadores  de  pagos,  y  retenien- 
do tan  sólo  la  autoridad  superipr  y  vigilancia  que  les  co- 
rrespondía sobre  toda  la  Administración  provincial.  En 
virtud  de  esto,  y  autorizado  el  Gobierno  (2)  para  llevar  á 
ejecución  el  proyecto  de  presupuesto,  reformáronse  en 
consonancia  con  ello  las  dependencias  provinciales  de 
Hacienda  pública,  refundiendo  las  Administraciones, 
Contadurías  y  Tesorerías  existentes  en  una  sola,  deno- 
minada Administración  ecfniómica  á  cargo  de  un  Jefe,  el 
cual,  salva  la  vigilancia  superior  del  Gobernador  civil, 
asumió  todas  las  atribuciones,  facultades  y  deberes  pro- 

Sios  de  la  Autoridad  económica,  siendo  por  consiguiente 
efe  de  la  Administración  citada  y  ejerciendo  la  autori- 
dad superior,  y  vigilancia  correspondiente,  sobre  las  de- 
más de  la  Hacienda  en  la  provincia  respectiva,  así  como 
también  sobre  los  resguardos  encargados  de  la  persecu-» 
ción  del  contrabando  y  defraudación  délas  rentas  (3). 

Con  la  mencionada  reforma  separáronse  en  absoluto 
de  los  demás  ramos  de  la  Administración  de  las  provin- 
cias, los  de  Hacienda,  rompiendo  así  la  unidad  de  la  ac- 

(1)  circular  de  3  de  Enero  de  1860. 

(2)  I^v  de  1.0  de  Julio  de  1869. 

(3)  Orden  de  30  de  Junio  de  1869. 
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ción  gubernativa,  y  disminuyendo  en  su  consecuencia  la 
autoridad  y  prestigio  de  los  Gobernadores  ínstitiu'dos  para 
servir  de  representantes  y  únicos  agentes  directos  del  Gobier- 
no,  hasta  el  punto  de  negárseles  la  facultad  de  nombrar  á 
los  últimos  agentes  de  la  Administración  económica  (1). 

14.  Su  fundamento.— E\  fundamento  de  esa  separación 
absoluta  entre  la  Administración  civil  y  la  económica,  fué 
el  deseo  de  sustraer  los  asuntos  de  ésta  á  las  influencias  de 
la  política  local;  pero  sin  dlida  no  se  logró,  al  menos  tan 
completamente  como  se  esperaba,  cuando  eh  1881  y  apo- 
yándose en  que  la  reforma  expuesta  no  había  dado  todos 
los  resultados  apetecidos,  el  Gobierno  propuso  á  las  Cor- 
tes, para  corregir  los  defectos  observados,  y  completar  el 
pensamiento  iniciado  en  1870,  el  establecimiento  en  cada 
provincia  de  un  delegado  directo  del  Ministro  de  Hacien- 
da, que  ejerciera  en  su  nombre,  en  la  que  se  le  confiare, 
la  Autoridad  económica  superior,  reemplazando  á  los 
Jefes  económicos,  que,  faltos  de  categoría  y  escasamente 
remunerados,  no  respondían  al  propósito  de  su  creación, 
encontrándose  además  entorpecida  su  acción  en  mu- 
chos casos  por  la  de  otros  funcionarios  de  índole  dis- 
tinta (2). 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  que  lo  mismo  podía 
invocar  cualquier  otro  Ministerio,  v.  g.,  el  de  Fomento, 
para  dar  absoluta  libertad  de  acción  á  sus  agentes  en  las 
provincias  rompiendo  los  lazos  de  dependencia  de  Iok 
Gobernadores,  creáronse  los  Delegados  de  Hacienda, 

15.  Cambios  posteriores. — ^No  pareciendo  esta  organiza- 
ción muy  á  propósito  para  los  fines  de  su  incumbencia, 
fué  sustituida  por  otra,  estimada  más  en  armonía  con  las 
exigencias  del  servicio  y  el  estado  del  Tesoro,  y  al  efecto 
se  confirió  la  jefatura  económica  de  las  provincias  á  los 
Administradores  de  Hacienda  (3);  pero  al  poco  tiempo  un 
nuevo  cambio  en  la  política  nnanciera  dejó  sin  efecto 
aquella  reforma. 

En  la  actualidad,  la  organización  (jíel  servicio  económi- 
co provincial  ha  vuelto  á  la  situación  que  tenía  anterior- 
mente. Las  Cortes  autorizaron  al  Ministro  de*  Hacienda 


(1)  Orden  de  30  de  Julio  de  1869. 

(2)  Preámbulo  del  proyecto  de  ley  reformando  la  Administración  eco- 
nómica de  24  de  Octubre  de  1881. 

(3)  Ley  y  reglamento  de  24  de  Junio  de  1886. 
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{)ara  reformarla,  aun  cuando  se  hubiera  establecido  por 
eyes,  á  condición  de  no  aumentar  los  gastos  públicos  (1) . 

16.  Bdtffodos  de  Encienda. — En  virtud  de  esta  autori- 
zación, dispuso  que  la  Autoridad  económica  superior  en 
las  provincias  se  ejerza  por  agentes  directos  suyos  con  el 
título  de  Delegados  de  Hacienda. 

(a)  Categoría  y  haber, — Tienen  estos  funcionarios  la  ca- 
tegoría ó  consideración  de  Jefes  de  Administración  y  el 
haber  anual  de  7.500  pesetas,  disfrutando  además  una 
^ratificación  para  gastos  de  representación  por  la  suma 
señalada,  ó  que  se  consigne,  en  los  presupuestos. 

(b)  Condiciones  para  obtenerlo  y  derechos  que  confiere, — 
Para  obtener  el  cargo  se  necesita  reunir  las  condiciones 
siguientes:  Tener  30  años  cumplidos  de  edad,  y  ser  ó  ha- 
ber sido  Jefe.de  Administración  ó  de  Negociado  de  pri- 
mera clase  con  dos  años  de  antigüedad  en  la  última  de 
estas  categorías;  contar  ocho  años  de  servicios  al  Estado, 
y  de  ellos  cuatro,  por  lo  menos,  en  destinos  de  Hacienda. 

No  rigen  con  relación  á  este  cargo  las  reglas  estable- 
cidas por  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876,  y  los  que,  reunien- 
do las  circunstancias  expresadas,  sean  nombrados  Dele- 
gados de  Hacienda  no  conservan  al  cesar  otra  categoría 
ni  sueldo  regulador  para  derechos  pasivos  que  los  co- 
rrespondientes al  empleo  que  tenían  al  obtener  aquél; 
pero  á  los  dos  años  de  desempeñar  el  de  Delegado  ad- 

3uieren,  ipso  factOy  derecho  á  que  se  les  considere  asoen- 
idos  para  todos  los  efectos  legales,  á  la  categoría  ó  clase 
superior  inmediata  (2). 

(c)  Distintivos, — Como  distintivo  de  su  autoridad,  los 
Delegados  de  Hacienda  usarán  bastón  con  trencilla  y 
borlas  de  oro  y  azul,  fajín  de  seda  azul  con  su  entor- 
chado de  oro  en  el  centro,  y  cuando  vistan  el  uniforme 
de  Jefes  de  Administración,  faja  de  seda  azul  con  pasador 
y  borlas  de  oro  (3). 

17.  Autoridad  de  los  Delegados  y  orcinas  que  de  ellos  des- 
penden.— La  autoridad  de  estos  funcionarios  se  extiende 
á  todo  el  servicio  económico  de  sus  respectivas  provin- 
cias, y  bajo  su  dirección  funcionan  todas  las  oficinas, 
centros  y  dependencias  destinadas  á  desempeñarlo  en  las 
capitales,  en  los  distritos  y  en  las  localidades,  á  saber: 


(1)  Lev  de  12  de  Enero  de  1886. 

(2)  R.  D.  de  14  de  Enero  de  1886. 
(8)    Reglamento  ídem  ídem. 
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La  Administración  de  Contribuciones  y  Rentas;  la  de 
Propiedades  ó  Imuuestos;  la  Tesorería;  lá  Intervención; 
y  finalmente,  las  aemás  dependencias  y  establecimientos 
que  actualmente  existen  para  la  administración  de  otros 
ramos  y  servicios  especiales  como  las  Administraciones 
de  Aduanas,  Loterías,  Casas  de  Moneda,  Fábricas  de  Ta^- 
baco,  SalQs  y  Timbre  del  Estado,  oficinas  de  explotación 
de  Minas,  Administraciones  subalternas  de  Rentas  es- 
tancadas, Administraciones-Depositarías  de  partido,  et- 
cétera, estando  también  sujetos  á  la  autoridad  de  los  De- 
legados, en  lo  concerniente  al  servicio  económico  del 
Estado  qu6  las  leyes  y  disposiciones  vigentes  les  enco- 
mienden, los  Ayuntamientos  y  los  Resguardos  terrestre 
y  marítimo  en  la  zona  fiscal  de  su  jurisaicción  (1). 

18.  Carácter  de  sus  providencias  y  recursos  contra  ellas, — 
Las  providencias  de  los  Delegados  de  Hacienda,  podrán 
ser  revocadas  ó  modificadas  por  el  Ministro  ó  por  las  Di- 
recciones generales,  según  los  casos,  á  excepción  de  acjue- 
lias  contra  las  cuales  procede  la  vía  contencioso-adrai- 
nistrativa. 

Los  interesados  que  estimen  gravosa  una  providencia 
final,  pueden  recurrir  en  alzada  al  Ministerio  en  el  plazo 
de  15  días;  mas  cuando  sean  condenatorios  de  cantidad 
líquida,  no  procede  este  recurso  sino  previo  pago. 

Cuando  la  reclamación  se  funde  en  haber  obrado  la  Au- 
toridad económica  con  incompetencia  ó  excediéndose  de 
sus  atribuciones,  corresponde  igualmente  dictar  resolu- 
ción al  Ministerio,  si  no  hubiere  entablado  competencia 
con  la  Autoridad  judicial  ó  de  otro  ramo  de  la  adminis- 
tración activa. 

Fuera  de  los  citados  recursos,  ningún  otro  cabe  contra 
las  providencias  dictadas  sino  el  de  nulidad,  por  haber 
servidoles  de  base  pruebas  ó  documentos  falsos,  acdón 
que  prescribe,  lo  mismo  para  los  particulares  que  para  la 
Administración,  a  los  diez  años  de  dictadas  (2). 

19.  Competencia  de  las  dependencias  provinciales  de  Haden-- 
da, — Los  funcionarios  de  que  ti'atamos  cuentan,  para  el 
desempeño  de  los  deberes  que  la  ley  les  impone,  con  las 
oficinas  y  subalternos  necesarios  para  el  cumplimiento  de 


(1)  Real  decreto  y  reglamento  citados. 

(2)  Ley  de  24  de  Junio  de  1885,  sobre  procedimiento  en  asuntos  de  Ha- 
cienda, arte.  3.^  4.o,  6.0,  G.o,  7.o  y  11. 
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los  múltiples  actos  que  servicio  tan  vasto  como  el  econó- 
mico reauiere. 

Entre  las  dependencias  que  están  bajo  su  inmediata  di- 
rección, y  ya  quedan  citadas,  ocuparómonos  brevemente 
aquí  de  las  que  existen  en  cada  capital  de  provincia  con 
las  denominaciones  de  Administración  de  Contribuciones 
y  Rentas,  ídem  de  Propiedades  é  Impuestos,  Tesorería  ó 
Intervención  (1).  Al  frente  de  cada  una  de  ellas  hay  un 
Jefe. 

(a)  Administracmi  de  Contribuciones  y  Rentas, — Compete 
á  esta  dependencia  entender  en  el  reconocimiento  y  li- 
quidación de  todo  derecho  á  cobrar  por  la  Hacienda  por 
los  ramos  á  cargo  de  las  Direcciones  generales  de  Con- 
tribuciones y  Rentas,  y  por  lo  tanto  les  corresponde  cuan- 
to afecta  al  repartimiento  de  la  contribución  territorial, 
y  cualquiera  otra  de  cuota  fija;  la  formación  de  la  ma- 
trícula industrial;  examen  de  las  relaciones  de  derechos 
devengados  por  el  impuesto  sobre  derechos  reales  y  tras- 
misión de  dominio,  gue  deben  presentar  los  liquidadores 
del  impuesto,  y  por  ultimo,  todo  documento  que  haya  de 
servir  de  base  para  imponer  y  liquidar  ingresos  depen- 
dientes de  las  Direcciones  antes  citadas,  así  como  tam- 
bién lo  relativo  á  la  Administración  de  los  efectos  estan- 
cados (2). 

,  (b)  Administración  de  Propiedades  é  Impuestos. — Tiene  a 
su  cargo  cuanto  atañe  a  la  enajenación,  arrendamiento  y 
administración  de  los  bienes  nacionales,  realización  de 
créditos  procedentes  de  esto  concepto,  contabilidad  del 
ramo,  asuntos  concernientes  á  la  administración,  cobran- 
za y  contabilidad  de  los  impuestos  de  consumos,  des- 
cuento de  haberes,  sueldos  y  asignaciones  de  los  emplea- 
dos, cédulas  personales,  y  en  general  la  liquidación  de 
todos  los  derechos  y  obligaciones  procedentes  de  los  ra- 
mos que  tienen  á  su  cargo  las  Direcciones  generales  do 
Propiedades  é  Impuestos  (3).   • 

(c)  Intervención, — El  papel  que  la  Intervención  desem- 
peña en  el  organismo  económico,  es  el  de  servir  en  cada 
provincia  de  centro  destinado  á  la  teneduría  de  libros 
respecto  á  todos  los  ramos  de  la  Hacienda  del  Estado,  al 

(1)  Real  decreto  y  reglamento  citados. 

(2)  Reglamento  de  U  de  Enero  de  1886,  arts.  3.o,  27,  28  y  87. 

(3)  Reglamento  citado,  arte.  3.o,  29  y  88. 


Digitized  by 


Google 


424 


DERECHO 


mismo  tiempo  que  el  de  ejercer  vma  fiscalización  de  las 
operaciones  y  actos  de  las  otras  oficinas,  á  fin  de  que 
ninguna  pueda  causar  perjuicios  al  caudal  público  por 
error,  negligencia  ú  otro  motivo. 

El  Jefe  de  esta  dependencia  es  el  Interventor  que  co- 
rresponde nombrar  y  separar  al  Ministro,  á  propuesta  de 
la  Intervención  general  de  la  Administración  del  Es- 
tado (i). 

Como  colocado  en  la  categoría  inmediata  inferior  al 
Delegado,  el  Interventor  esta  obligado  á  obedecer  sus 
órdenes  en  la  forma  que  el  reglamento  establece,  y  le 
b'ustituye  en  casos  de  ausencia  6  enfermedad,  por  lo  que 
la  Intervención  lleva  la  cuenta  corriente  de  todos  los  ra- 
mos de  la  Hacienda  en  cuanto  producen  ingreso  ó  gasto, 
efectiva,  ó  virtualmente,  para  el  Tesoro;  liquida  y  com- 
prueba las  obligaciones  y  créditos  á  cargoso  en  faVor  del 
mismo;  fiscaliza  las  operaciones  y  actos  de  las  Adminis- 
traciones y  Tesorería  referentes  á  estos  objetos;  interviene 
igualmente  la  contabilidad  y  movimiento  de  almacenes 
de  efectos;  reconoce  y  liquida  los  créditos  y  obligaciones 
procedentes  de  préstamos,  anticipos  y  movimiento  de 
fondos;  en  resumen,  es,  como  queda  dicho,  la  oficina  que 
fiscaliza  y  lleva  la  cuenta  de  toda  operación  ó  acto  que 
determina  entrada  ó  salida  de  fondos  (2). 

(d)  Tesorería, — Corresponde  al  Tesorero,  cuyo  nom- 
bramiento compete  al  Ministro  de  Hacienda,  la  jefatura, 
vigilancia  y  dirección  de  la  Tesorería  en  la  cual  se  reci- 
ben, custodian  y  entregan  los  caudales  pertenecientes  á 
la  Hacienda  pública,  bien  sea  por  cuenta  del  presupuesto 
del  Estado,  ó  ya  por  servicios  especiales  establecidos, 
como  el  Giro  mutuo,  sin  más  responsabilidad  en  los  in- 
gresos y  pagos  que  realice  que  la  de  ajustarse  á  las  ór- 
denes y  mandamientos  del  Delegado  intervenidos  por  la 
Contaduría,  y  la  de  satisfacer  a  acreedor  legítimo  (3). 

(1)  Real  decreto  y  reglamento  citados  y  ley  de  25  de  Junio  de  1870. 

(2)  ídem  id.,  arts.  4.o,  31  v  86. 

(3)  ídem  id.,  arts.  6.o  y  89. 
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TÍTULO  V. 

Délas  Autoridades  municipales. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 

IMPOBTANCIAÉ  HISTORIA  DEL  MUNICIPIO  ESPAÑOL  DBSDE  LOS  TIEMPOS^ 
Mis  REMOTOS  HASTA  LA  INYASIÓN  ÁRABE. 

1.*  Origen  del  Municipio  en  general.  —2.*^  Importancia  del  estadio  histórico  en 
eflta  materia.-^}.'*  Los  celtibero*.— i.*"  Oartaginesee  y  romanos.— 5.**  Roma:  «n 
prepon derancia.—C.^  El  Manioipix)  español  romano.— 7.®  Visigodo»— 8.**  Go- 
bierno local  en  osta  época.— O- ^  Opiniones  respecto  á  la  subsistencia  6  desapa- 
rición de  1a  Corta.— 10»  Beeando  y  los  concilios  de  Toledo.— 11.  Árabes. 

1  .*"  Origen  del  Municipio  en  general.  — La  primera  asocia- 
ción humana  en  el  orden  político,  es  ol  pueblo.  Su  origen 
se  remonta  á  la  época,  anterior  á  toda  historia,  en  que  re- 
unidas varias  familias  en  un  territorio  determinado,  para 
Kroveer  de  un  modo  permanente  á  la  común  seguriciad  y 
ienestar,  nacieron  entre  los  individuos  y  la  coTectiyidad 
relaciones  constantes  que,  engendradas  por  la  necesidad, 
aumentadas  por  los  progresos  de  la  industria  y  del  co- 
mercio, consolidó  el  curso  del  tiempo,  erigiéndolas  en  có- 
digo consuetudinario  de  la  comunidad,  la  cual  so  convir- 
tió en  Municipio  desde  que,  para  afianzar  contra  la  arbi- 
trariedad la  forma  de  su  poder,  creó  una  organización  que 
lo  ejerciera  en  nombre  y  para  beneficio  de  todos  los  aso- 
ciaaos. 

2.®  Importancia  del  estudio  "^histórico  en  esta  materia. 
— La  vida  municipal,  más  antigua  y  más  natural  que  la  de 
la  provincia,  más  rica  en  manifestaciones,  y  más  influyen- 
te en  la  nacional,  á  la  cual  salvó  cuando  amenazaba  ex- 
tinguirse, auxiliándola  en  todos  los  momentos  de  peligro, 
es  en  realidad  la  base  tradicioi^al  en  que  se  apoyan  y  des- 
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cansan  las  libertades  públicas  en  España,  habiendo  al- 
canzado próspera  existencia  cuando  ellas  lograron  amplio 
desarrollo,  y  viéndose  menospreciada  y  envilecida  cuan- 
do sistemas  opresores  dirigían  el  Estado. 

No  concierne  sólo  a  una  mera  erudición  histórica  co- 
nocer las  vicisitudes  que  experimentaron  en  el  curso  de 
los  siglos  los  Municipios  españoles,  ó  Ayuntamientos,  co- 
mo de  tiempo  antiguo  son  llamados,  sino  que  el  proceso 
de  sus  cambios  sucesivo^,  el  espectáculo  de  sus  esplen- 
dores, y  de  su  decadencia,  encierran  la  parte  verdadera- 
mente tradicional' de  la  patria  organización  administrati- 
va, y  quien  quiera  conocerla  no  puede  ignorarlas.  Por 
eso  creemos  indispensable  reseñarlos  aquí,  en  compen- 
dioso resumen,  con  tanto  más  motivo,  cuanto  aue  tal  vez 
por  no  haber  llegado  á  su  noticia  esos  préceaontes,  ha 
habido  quien  pusiera  en  duda  que  el  Municipio  actual 
tenga  abolengo  tan  ilustre,  antiguo  y  puramente  español, 
como  prueba  la  siguiente  noticia  histórica: 

3.^  Los  celtíberos, — Aunque  oscuros,  en  verdad,  los  orí- 
genes históricos  de  las  poblaciones  primitivas  de  España, 
no  es  dudoso  para  los  críticos  que  la  vida  política  y  civil 
de  sus  antiguos  pobladores  debió  estar  concentrada  en 
pequeñas  repúblicas  municipales,  como  en  la  Italia  y  la 
Francia  central;  mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta  que, 
ora  los  fenicios,  ora  los  focenses,  y  otros  griegos,  funda- 
ron aquí  numerosas  colonias  y  ciudades  que  florecieron 
de  un  modo  admirable,  y  que,  entregadas  á  la  vida  del 
comercio  y  del  tráfico,  debieron  reflejar  no  poco  en  su  vi- 
da práctica  las  ideas,  costumbres  y  usos  de  sus  funda- 
dores. 

Los  pueblos  de  estas  repúblicas,  distribuidos  en  un  país 
cruzado  por  todas  partes  de  ríos  y  montañas,  debieron 
estar  divididos  en  tantos  pequeños  Estados  cuantos  eran, 
sus  distritos  habitados,  según  los  límites  señalados  por  la 
misma  naturaleza. 

Algunos  de  estos  Estados  estaban  limitados  á-una  sola 
ciudad  como  Sagunto,  Numancia,  Cádiz,  etc.:  otros  ex- 
tendían sus  límites  á  comarcas  enteras,  como  la  Celtibe- 
ria, la  Bética,  la  Lusitania,  la  Cantabria  y  otros.  Los  ciu- 
dadanos do  estos  Estados  tenían  sus  leyes,  sue  costum- 
bres y  sus  usos  particulares;  poro  tocios  tendían  á  un 
punto  comim,  á  conservar  su  independencia  y  á  sustraer- 
se á  todo  género  de  opresión.  Los  pueblos  se  gobernaban 
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por  SÍ  mismos,  s^m  las  costumbres  del  país  y  las  tradi- 
ciones de  sus  antepasados:  la  doGísión  de  sus  diferencias, 
y  la  protección  de  sus  intereses,  se  confiaban  á  la  pruden- 
cia y  experiencia  de  los  ancianos,  y  la  defensa  del  terri- 
torio á  sus  propias  fuerzas,  bajo  la  dirección  de  caudillos^ 
que,  antes  de  merecer  ese  honor,  se  hubieran  señalado 
por  su  valor,  su  prudencia  y  sus  hazañas  guerreras.  Los 
antiguos  celtíberos,  según  se  supone,  gozaban,  pues,  so- 
bre esas  bases  de  una  dulce  tranquilidad  y  de  la  prospe- 
ridad floreciente  con  que  les  brindaban  la'  ricjueza  de  su 
suelo  y  la  abundancia  de  que  la  Providencia  dotara  á 
nuestro  hermoso  y  envidiado  territorio. 

4.*  Cartagineses  y  romanos, — Pero  un  día  se  alzaron 
frente'  á  frente  dos  naciones  rivales,  ambas  poderosas  y 
grandes,  y  ambas,  por  lo  mismo,  enemigas  irreconcilia- 
bles: Cartagoy  Roma.  Las  dos  tenían  proyectos  sobre  Es- 
paña: las  dos  querían  la  amistad  de  los  bravos  españolen 
para  explotarlos,  andando  el  tiempo,  en  provecho  propio • 
España  fué,  pues,  el  campo  donde  estallaron  los  odios  de 
una  y. otra,  y  hubo  de  resignarse  á  ser  testigo  de  sus  lu- 
chas y  de  sus  sangrientos  choques,  y  aun  á  tomar  parte 
en  sus  contiendas  como  aliada,  ya  de  los  unos,  ya  de  los 
otros.  El  sitio  de  Sagunto  por  los  cartagineses  y  su  heroi- 
co fin,  fueron  la  primer  chispa  que  brotó  entre  cartagine- 
ses V  romanos.  Roma  se  propuso  vengar  á  su  anticua 
aliadía,  y  entonces  empezó  la  guerra  púnica  entre  Aníbal 
y  el  Senado,  guerra  que  después  de  una  larga  contienda- 
acabó  funestamente  para  los  cartagineses,  pues  Scipión 
el  Africano,  tras  cinco  años  de  victorias  consecutivas, 
consiguió  borrar  hasta  los  últimos  restos  de  la  domina- 
ción cartaginesa  en  España;  si  bien  como  consecuencia 
fatal,  el  elemento  rortiano  adquirió  entonces  sobre  los 
pueblos  de  la  Celtiberia  toda  la  influencia,  toda  la  pre- 
ponderancia que  habían  perdido  sus  rivales. 

h."*  Roma:  su  preponderancia. — Roma  se  propuso  enton- 
ces someter  los  españoles  al  yugo  de  su  dominación;  pero 
los  españoles  se  resistieron  tenazmente,  y  Roma  tuvo  que 
sostener  una  lucha  sangrienta  y  casi  continua  durante 
dos  siglos,  %iendo  correr  sobre  nuestro  suelo  la  sangre 
de  sus  caballeros  y  sus  ciudadanos,  y  perecer  sus  Cónsu- 
les y  sus  más  aguerridos  Generales.  Viriato,  con  sus 
guerreros^  fué  el  terror  de  los  romanos  dura^nte  20  años; 
y  Numancia,  después  de  desafiar  á  la  orgullosa  Roma 
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y  de  ser  la  afrenta  de  su  poder  universal,  se  entrej^ó 
bizarramente  á  las  llamas  antes  que  sufrir  el  yugo  de  los 
ambiciosos  conquistadores.  Pero  los  españoles  hubieron  . 
de  ceder  al  fin  en  aquella  ruda  y  desigual  lucha;  y  Espa- 
ña, sometida  al  régimen  de  los  Procónsules,  subyugada, 
pero  nunca  vencida,  tuvo  que  sufrir,  por  último,  el  yugo 
de  las  águilas  romanas  desde  siglo  y  medio  antes  de  la 
Era  cristiana,  después  de  haber  sido  víctima  por  todas 
partes  de  la  rapacidad  de  sus  enemigos. 

Todavía  quiso  en  varias  ocasiones  sacudir  el  yugo,  y 
Sertorio  llegó  hasta  el  punto  de  establecer  un  Gobierno", 
si  bien  basado  en  el  régimen  municipal  de  Roma^  inde- 
pendiente y  nacional,  haciendo  resucitar  el  espíritu  de 
independencia  en  el  país;  pero  uno  de  sus  oficiales'  ase- 
sinó traidoramente  á  aquel  insicne  caudillo,  y  España 
desde  entonces  quedó  ya  redueiaa  á  una  provincia  de 
Roma,  que  le  dio  sus  leyes,  su  idioma,  sus  costumbres  y 
hasta  su  religión. 

Octavio  Augusto,  dueño  del  imperio  romano,  divide  la 
España  en  Tarraconense,  Lusitania  y  Bética. 

Hubo  todavía  nuevas  sublevaciones  de  los  cántabros, 
los  astures,  los  gallegos  y  demás  pueblos  que  se  exten- 
dían desde  Vizcaya  á  Burgos  y  de  Burgos  á  León;  pero 
todas  fueron  sofocadas  por  las  armas  de  Roma,  y  España 
perdió  en  absoluto  su  libertad  nacional. 

6."  M  Municipio  e^añol  rontano. — Convertida  en  pro- 
vincia romana,  EJspaña  estuvo  dividida  en  colonias. 
Municipios,  ciudades  confederadas  y  ciudades  estipen-* 
diarias;  si  bien  cuando  los  Emperadores  extendieron 
el  dereclio  de  ciudadanos  romanos  á  todos  los  habi- 
tantes del  imperio,  eesó  aquella  división,  y  se  convir- 
tieron todas  en  Gobiernos  municipales.  El  régimen  de 
éstos  fué  casi  en  absoluto  semejante  al  de  la  antigua 
Roma:  las  ciudades  tuvieron  como  aquélla  su  Curia  y  sus 
Decuriones,  que  se  elegían  solamente  de  la  nobleza;  sus 
Decenviros  y  sus  Ediles,  sus  Defensores  eimtatiSy  Magis- 
trados de  elección  popular  encargados  de  defender  á  los 
particulares  contra  las  demasías  de  la  Curian  y  al  Muni^ 
dpio  contra  las  de  los  funcionarios  imperiales,  y  todos 
los  demás  cargos  que  ^e  usaban  en  la  República  romana. 
Sus  elecciones  se  verificaban  lo  mismo  que  en  Roma, 
y  se  les  exigían  las  mismas  circunstancias  que  á  los 
de  la  meti*ópoli.  Los  Municipios  españoles  tenían  tam- 
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bien  sus  rentas  y  propiedades  particulares,  sus  im- 

f)ue8tos  propios,  sus  registros,  sus  Magistrados  para 
a  administración  de  justicia,  y  los  plebeyos  concu- 
rrían con  sus  votos  á  muchos  aotos  de  la  vida  pública, 
pudiendo  obtener  empleos  hasta  de  los  jnás  irtiportantes, 
entre  otros  el  de  Defensores  de  la  ciudad,  que  gozaban 
gran  prestigio:  en  una  palabra,  toda  la  antigua  legislar- 
ción  romana  se  aplicó  al  gobierno  de  nuestros  Municipios, 
bajo  la  alta  inspección  de  los  Presidentes  de  las  provin- 
cias, que  nombraban  los  Emperadores;  y  á  la  sombra  de 
este  régimen,  las  ciudades  emanólas,  que  fueron  las  en 
que  más  prevaleció  el  régimen  y  espíritu  municipal  ro- 
mano íl),  prosperaron,  florecieron  y  adquirieron  gran 
esplendor,  extendiéndose  la  cultura  hasta  tal  punto,  que 
muchos  españoles  fueron  la  admiración  de  Roma  por  su 
sabiduría  en  las  ciencias;  el  derecho  y  las  letras;  los  ves- 
tigios que  aun  hoy  quedan  en  nuestra  patria  de  acueduc- 
tos, puentes,  baños,  templos,  carreteras,  palacios  y 
circos,  revelan  bie?n  á  las  claras  la  brillante  civilización  a 
que  España  llegó  bajo  su  libre  régimen  municipal  á  la 
usanza  romana;  y,  por  último,  sabido  es  que  los  céfebres 
Einperadores  romanos  Trajano,  Elío  Adriano  y  Teodosio 
el  Grande,  eran  españoles,  y  que  sólo  por  sus  propios 
méritos  llegaron  á  tan  alta  dignidad. 

Los  Municipios  y  provincias  gozaban  el  derecho  de  ce- 
lebrar juntas  por  medio  de  sus  Diputados  ó  representan- 
tes, que  se  reunían  con  los  Presidentes  en  determinadas 
épocas  del  año  para  deliberar  acerca  de  sus  intereses 
comunes,  juzgar  los  pleitos  y  ordenar  la  Administración. 
Las  ciudades  donde  se  celebraban  estas  sesiones  se  llama- 
ban O&nventos  jurídicos  ^  habiendo  llegado  á  obtener  tan 
señalada  distinción  Tarragona,  Zaragoza,  Lugo,  Mórida, 
Córdoba^  Sevilla,  Cartagena,  Astorga,  Cádiz,  Clunia^ 
Braga,  Ecija,  Béjar  y  Santarén.  - 

España,  pues,  gozó  bajo  el  imperio  de  los  romanos,  á 
cambio  de  su  perdida  independencia,  una  libertad  muni- 
cipal envidiable,  y  sus  ciudades  alcanzaron  una  opulencia 
eme  hoy  todavía  nos  asombra  on  sus  ruinas  y  sus  recuer- 
dos. Esto  no  obstante,  cuando  \.\  corrupción  general  pro- 
dujo la  decadencia  de  Roma,  las  libertades  municipales 

(1)  Así  lo  aseveran,  entre  otros  historiadores,  el  crítico  Masdeu,  Ma- 
riana en  su  Historia  de  España,  y  el  P.  Florez  en  su  España  Sagrada, 
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de  España  no  pudieron  menos  de  resentirse  visiblemente; 
los  Procónsules,  Pretores  y  Gobernadores  imperiales  de 
las  provincias  ejercieron  en  éstas  un  despotismo  y  una 
rapacidad  odiosas,  y  las  exacciones  llegaron  á  tal  extre- 
mo ,  que  las  ciudacles  se  empobrecieron  y  despoblaron, 
y  los  ciudadanos  todos  rehuían,  por  cuantos  medios  es- 
taban á  su  alcance,  el  ejercicio  de  las  magistraturas  pú- 
blicas, que  sólo  inspiraban  antipatía  por  las  vejatorias 
cargas  y  gabelas  aue  se  había  hecho  pesar  sobre  ellas. 
Por  último,  se  abolieron  las  Curias,  y  á  su  antiguo  régi- 
men civil  se  sustituyó  el  gobierno  militar  de  los  Condes, 
que  tiranizaron  á  los  pueblos  en  nombre  del  Emperador, 
y  sofocaron  los  últimos  vestigios  de  las  libertades  muni- 
cipales. 

T.''  Visiffodús. — Tal  era  en  genei^alja  situación  de  Es- 
paña en  la  época  de  tó  irrupción  do  los  bárbaros  en  el  si- 
glo IV  de  nuestra  Era. 

Ataúlfo,  sucesor  de  Alarico,  atravesó  con  los  visigodos 
los  Pirineos  y  vino  á  establecerse  en  Cataluña,  sentando 
las  bases  de*  la  primera  Monarquía  gótica  en  España. 
Eurico  extendió  sus  conquistas  y  su  dominación  á  casi 
toda  la  Península,  y  fué  el  primero  que  dio  lin  cuerpo  de 
leyes  escritas  á  los  pueblos,  pues  los  godos,  al  principio, 
se  gobernaron  solamente  por  sus  costumbres  y  sus  tra- 
diciones (1).  Esta  circunstancia  ha  hecho  que  algunos 
historiadores  hayan  considerado  á  aquel  Rey  como  autor 
del  célebre  Código  de  leyes  góticas,  conocido  con  el  nom- 
bre de  Fuero  Juzgo;  pero  lo  más  verosímil  es  que  este  Có- 
digo, tal  como  le  conocemos,  no  existió  antes  del  Rey 
Chindasvinto,  por  más  que  en  él  se  incluyeran  leyes  más 
antiguas,  como  algunas  de  San  Isidoro  y  otras  de  varios 
Concilios  toledanos;  que  su  compilación  se  debe  á  varios 
Reyes,  correspondiéndoles  á  cada  uno  su  parte  en  esta 
obra,  y,  por  último,  que  los  verdaderos  autores  del  Fue^^o 
Juzgo,'  son,  según  todos  los  indicios,  Chindasvinto,  Re- 
ces vi  nto  y  Ervigio. 

(1)  Los  godos,  en  el  principio  que  se  instalaron  en  Italia,  las  Gallas  y 
España,  se  acomodaron  en  cierto  modo  á  las  leyes  y  costumbres  de  estos 
países;  pero  sin  olvidar  las  suyas  propias,  que  traían  del  fondo  de.  sus  sel- 
vas germánicas.  Entretenidos  con  sus  guerras  y  empeñados  en  luch{is  con- 
tinuas entre  ellos  mismos,  no  tenían  tiempo  para  ocuparse  de  formular 
leyes;  así  es,  que  más  bien  se  gobernaban  solamente  por  usos  y  costum- 
bres, como  añrraa  el  ilustre  escritor  y  Arzobispo  San  Isidoro. 
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8.°  Goiiei'no  local  en  esla  época,  —Los  godos  instituyeron 
en  cada  ciudad  un  Conde  ó  Gobernador,  especie  de  Auto- 
ridad militar  que  asumió  todas  las  atribuciones  y  admi- 
nistró los  pueblos  personalmente,  con  lo  cual  desapare- 
cieron los  últimos  restos  que  aun  quedaban  de  los  anti- 
guos Municipios,  en  su  genuina  expresión. 

En  los  primeros  tiempos  de  la  monarquía  goda  todas 
las  dignidades  eran  temporales:  mas  el  sexto  Concilio  de 
Toledo  decretó  que  fueran  vitalicias,  y  esto  aumentó  po- 
derosamente, como  era  natural,  el  prestigio,  autoridad  y 
despotismo  de  los  Condes. 

La  jerarquía  administrativa  empezaba  en  la  Audiencia 
ó  Tribunal  del  Rey,  que  era  presidido  por  él  mismo,  y 
luego  seguían  los  jueces  y  delegados  subalternos,  que  se 
denominaban  Duques,  Condes  y  Vicarios^  Lugartenientes,  Pa- 
cificadores, Tiufados,  Milenarios,  Qmingentenarios,  Centenarios, 
Defensores,  Numerarios,  Vilicos  y  Prepósitos, 

Cada  uno  de  estos  Magistrados  tenía  alguna  jurisdic- 
ción; pero  además,  los  Reyes  solían  nombrar  á  veces  Jue- 
ces ó  delegados  extraordinarios  que  entendían  especial- 
mente en  las  causas  de  alta  traición,  homicidio  ó  adul- 
terio. 

.  Los  asimtos  de  los  pueblos  estaban  bajo  la  inspección 
de  un  cierto  número  de  ciudadanos  distinguidos  por  su 
edad,  su  prudencia  ó  su  nobleza,  á  quienes  se  daba  el  tí- 
tulo de  Séniores  (ancianos)  ó  Priores, 

9.*"  Opiniones  respecto  á  la  subsistencia  ó  desaparición  de  la 
Curia.— ^ohre  si  la  Curia  se  salvó  ó  no  de  la  general  destruc- 
ción y  si  de  ella  se  derivaron  después  los  Concejos,  ó  por 
el  contrario,  nacieron  como  resultado  del  carácter  y  cos- 
tumbres de  los  invasores,  dispútase  entre  los  que  de  es- 
tos asuntos  escriben.  Quieren  los  primeros  cfue  en  aquel 
inmenso  cataclismo  debiera  la  Curia  su  salvación  á  las 
fimciones  judiciales  que  ejercía  y  á  la  circunstancia  de 
que  en  ella  se  custodiaban  los  protocolos  ó  colecciones 
secretas,  referentes  á  los  actos  y  contratos  civiles  entre 
particulares,  quienes  procuraron  con  ahinco  librar  del  de- 
vastador torrente  a  aquellos  documentos,  para  que  no 
perecieran  las  pruebas  de  su  derecho,  al  mismo  tiempo 
que  la  necesidad  social  de  la  administración  de  justicia,  y 
las  exigencias  ineludibles  de  la  vida  civil,  concurrían  a 
conservar  el  sistema  anterior,  al  cual  los  mismos  con- 
quistadores llegaron  á  someterse  cuando  de  tiúbus  nó- 
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maclas  y  guerreras  pasaron  á  ser  pueblo  sedentario  y 
agricultor. 

Los  otros  pretenden  que  en  la  irrupción  germánica  pe- 
reció la  Curia,  como  las  demás  instituciones  romanas, 
debiendo  los  Óoncejos  su  vida  al  levantamiento  de  los  ple- 
beyos oprimidos  por  la  nobleza. 

Ño  falta  tampoco  quien,  para  acordar  opiniones  tan  en- 
contradas, asienta  que  subsistieron  algunos  elementos 
romanos,  con  arreglo  á  los  cuales  los  privilegios  obteni- 
dos se  fueron  consignando  en  las  cartas  otorgadas  á  los 
Concejos,  cuyo  número  se  aumentó  con  los  que,  uniéndo- 
se para  su  mutua  defensa,  conseguían  los  esclavos  eman- 
cipados, que  nada  de  común  tenían  con  los  Señores. 

Da  pábulo  á  tales  opiniones  la  falta  de  datos  ciertos 
acerca  de  esta  época,  en  que  la  civilización  experimentó, 
un  cambio  tan  radical,  y  aun  la  conservación  de  las  voces" 
Curia,  aunque  no  se  emplea  sino  para  significar  los  Tri- 
bunales y  sus  dependencias,  Consistorio^  vocablo  todavía 
en  uso  para  designar  la  reunión  ó  junta  del  Ayuntamien- 
to, y  otras  (1):  nosotros  nos  limitamos  á  consignar  tales 
opiniones  sin  entrar  á  discutir  su  mayor  ó  menor  grado 
de  verosimilitud. 

10.  Jtecaredo  y  los  Concilios  de  Toledo. — Desde  el  reinado 
de  Recaredo,  primer  Rey  católico  de  la  dinastía  goda,  los 
asuntos  ecleaiasticos  y  civiles  de  la  Nación,  se  trataban  y. 
decidían  en  los  célebres  Concilios  de  Toledo  que  decretaban 
las  leyes  ó  las  modificaban,  según  lo  exigían  los  intereses 
públicos.  Por  esa  razón  se  les  apellidaba  Concilios  na- 
cionales; y  á  ellos  asistían  los  altos  dignatarios,  los  Ca- 
pitanes, Prelados,  Obispos  y  magnates  del  Reino,  lo  cual 
daba  gran  autoridad  y  peso  á  sus  decisiones  y  á  sus 
acuerdos:  de  modo  que  eran  unas  verdaderas  Asambleas 
deliberantes  y  legislativas  á  la  vez. 

Aunque  en  estos  Concilios  el  brazo  más  poderoso  era 
el  clero,  y  éste  tenía  jurisdicción  privativa  en  los  asuntos 
eclesiásticos,  cuando  se  trataba  de  asuntos  puramente 
civiles,  el  brazo  popular  tenía  también  allí  una  represen- 
tación indirecta  por  medio  de  los  principales  ciudadanos. 
La  preferencia  en  las  discusiones  se  daba  á  los  asuntos 


(1)  En  la  vida  de  San  Millán  de  la  Cogulla,  que  murió  el  año  574,  es- 
crita por  el  santo  Obispo  de  Zaragoza  Braulio,  se  habla  de  Senadores  y 
Citriales  que  ejercían  autoridad  y  funciones  en  España. 
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relacionados  con  el  dogma  religioso  y  la  disciplina  de  la 
Iglesia:  después  se  trataban  los  concernientes  al  Rey  y  á 
la  Corona,  y  últimamente  los  del  pueblo. 

Los  Reyes,  al  tomar  posesión  del  cetro,  estaban  obli* 
gados  á  prestar  juramento  de  respetar  todas  las  prerro- 
gativas de  la  Nación,  según  los  decretos  del  Concilio  8." 
de  Tpledo,  cap.  10. 

Antes  ya.  en  el  año  633,  el  Concilio  4.*  Toledano,  al 
cap.  75,  había  fulminado  anatema  contra  todo  aquel  Rey 
que  en  lo  sucesivo,  faltando  al  respeto  debido  á  las  le- 
yes, abusase  de  su  poder  para  entregarse  al  fausto  y  á 
las  pasiones,  ó  para  oprimir  y  tiranizar  á  los  pueblos.. 

Tamooco  podía  el  Rey  atentar  á  la  propiedad  ni  á  la 
libertad  de  los  ciudadanos,  sino  someterles  á  las  preven- 
ciones de  las  leyes,  y  en  caso  de  duda,  el  único  que  podía 
decidir  era  el  Concilio:  así  lo  previno  el  8/  Toledano,  al 
cap.  10.  /     • 

Éstas  garantías  otorgadas  por  los  Concilios  a  los  pue- 
blos contra  las  extralimitaciones  del  Poder  Real,  no  siem- 
pre fueron  bastante  eficaces;  pero,  en  general,  contribu- 
yeron á  que  la  Monarquía  goda  fuese  en  España  un  go- 
bierno templado  y  relativamente  liberal. 

En  puanto  al  íuero  Juzgo,  es  una  miscelánea  de  las 
costumbres  y  usos  visigodos,  las  leyes  romanas  y  el  de- 
recho canónico,  y  sus  prescripciones  son  infinitamente 
menos  bárbaras  que  las  que  regían  en  los  restantes  pue- 
blos de  Europa  por  aquella  época  de  barbarie  y  ruda  ig^ 
norancia. 

La  inmunidad  de  la  Iglesia  no  existía  aquí  como  en  el 
resto  de  los  Estados  europeos:  los  Obispos  y  las  comu- 
nidades religiosas  contribuían  como  los  demás  ciudada- 
nos á  las  cargas  púbHcas,  pagaban  los  mismos  impues- 
tos y  dependían  de  los  mismos  Tribunales.  Los  Prelados 
y  las  Iglesias  no  poseían  aquellos  grandes  bienes  y  pro- 
piedades que  tanta  pujanza  daban  á  los  del  resto  de  Eu- 
ropa* y  los  Obispos,  lejos  de  pretender  extender  su  auto- 
ridad y  ejercer  jurisdicción  temporal,  se  contentaban  con 
ser  útiles  á  la  patria  y  procurar,  con  su  apoyo  al  Estado, 
contribuir  al  bien  de  los  pueblos.  Así  es  como  en  los 
primeros  siglos  de  la  Monarquía  española  el  brazo  ecle- 
siástico fue  profundamente  respetado,  y  su  inílueiicia  fué 
decisiva  en  las  deliberaciones  de  los  Concilios  ó  Juntas 
nacionales;  y  de  este  modo,  su  predominio,  lejos  do  ser 
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una  remora  para  loe  intereses  sociales,  fué  el  principal 
agente  que  elevó  el  imperio  de  los  godos  á  un  grado  de 
gloria,  esplendor  y  poder  á  que  ningún  otro  pueblo  de 
Europa  pudo  llegar  por  aquellos  tiempos. 

11.  Areles. — Llegó  el  siglo  vin,  y  con  él  la  traición  del 
Conde  D.  Julián  por  sus  resentimientos  personales  hacia 
el  Rey  D.  Rodrigo,  y,  como  consecuencia,  la  irrupción  de 
los  árabes  en  España  y  la  tristemente  memorable  batalla 
del  Guadalete,  donde  concluyó  la  Monarquía  goda  y  la 
independencia  de  la  Nación,  que  en  el  año  714  se  vio  ya 
casi  totalmente  ocupada  por  las  huestes  venidas  del  Áfri- 
ca, que  establecieron  su  dominación  y  su  gobierno  sobre 
los  pueblos  subyugados,  aunque  conservando  á  éstos  al- 
gunos de  sus  antiguos  usos,  como  el  ser  gobernados  y 
juzgados  por  Conaes  y  Jueces  cristianos,  el  tener  sus 
Obispos,  sus  ceremonias  y  sus  templos  (1);  si  bien  esto 
no  sucedió  en  todos  los  pueblos,  sino  que  dependió  del 
carácter  más  ó  menos  despótico,  más  ó  menos  cruel  de 
los  caudillos  africanos  á  quienes  hubo  de  rendirse  cada 
ciudad  ó  cada  provincia.  De  todos  modos,  España  sufrió 
una  trasformación  completa  en  su  civilización  y  en  su 
modo  de  ser,  empezando  á  poco  en  Córdoba  aqueUa  era 
de  brillante  cultura  y  esplendor,  que  tan  profundas  hue- 
llas ha  dejado  en  nuestro  carácter  nacional,  en  nuestras 
costumbres,  en  las  letras  y  en  las  artes. 

Por  lo  demás,  el  régimen  municipal  que,  como  hemos 
dicho,  se  había  relegado  casi  al  olvido  durante  la  época 
de  los  godos,  no  vuelve  todavía  á  aparecer  por  entonces, 
y  el  único  destello  que  aquellos  tiempos  han  hecho  llegar 
hasta  nosotros,  es  la  autoridad  de  los  magistrados  ára- 
bes conocidos  con  la  denominación  de  El-Kadi  6Al-Kadí, 
á  quienes  los  conquistadores  cometieron  la  administra- 
ción y  la  justicia  en  cada  pueblo,  y  cuyo  nombre,  corrom- 
pido á  través  de  los  años,  vino  á  producir  el  título  de 
Alcalk,  y  más  tarde  Alcalde ^  con  el  cual  se  designó  ya  en 
la  Edad  Media  y  se  designa  hoy  al  primer  magistrado  de 
cada  Municipio,  l^a  dignidad  de  Alcalde  es,  pues,  de  ori- 
gen árabe,  si  bien  sus  funciones  modernas  no  tienen 
nada  de  común  con  sus  funciones  primitivas. 


(1)  Bajo  el  reinado  de  Abderramán  el  Grande  se  celebró  un  Concilio 
en  Sevilla  el  afío  782:  en  Córdoba  se  celebraron  otros  dos  en  852  y  802, 
reinando  respectivamente  Abderramán  n  y  Mohamed  I. 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTRATIVO  435 

Estos  Kadís  ó  Magistrados  sustituyeron,  en  el  gobierno 
de  los  pueblos,  á  los  antiguos  Condes  goaos,  y  su  admi- 
nistración fué  prudente,  sobria,  discreta  y  equitativa;  su 
aYitoridad  se  extendió  luego,  no  sólo  á  loe  habitantes  rao- 
ros,  sino  también  á  los  cristianos  que  se  habían  quedado 
en  las  poblaciones  conquistadas,  y  á  quienes  se  designó 
con  la  denominación  de  Muzárabes. 


CAPÍTULO  n. 

CONTINUACIÓN   DB    LA    HISTOftU    DEL    MUNICIPIO   ESPAÑOL    DESDE 
LA  RECONQUISTA  HASTA  LA  CONSTITUCIÓN  DE  LOS  CONSEJOS. 

1.*  Beoonquista.  —  2.*  Privilegios.  —  3«®  Fueros  nmuicipalea.— 4."  Restableci- 
mientode  los  Municipios. — 5.   Fuero  de  Nájera.— 6.®  Gobierno  de  Toledo,  Cór- 
doba 7  SoTilla.— 7.^  Los  Alcaldes. 

I."*  Reconquista.— Iá>^  Reyes  moros  y  los  Califas,  des-  . 
lumbrados  por  el  esplendor  de  sus  victorias  y  por  la  ri- 
queza, hermosura  y  fertilidad  del  país,  que  tan  fácilmen- 
te habían  conquistado,  dedicáronse  á  gozar  las  delicias  y 
ventajas  que  les  proporcionaba  su  conquista:  entre  tanto, 
Pelayo,  descendiente  de  la  familia  real  goda,  se  refugiaba 
en  las  asperezas  de  las  montañas  de  Asturias  á  la  cabeza 
de  un  puñado  de  valientes,  y  ayudado  de  éstos,  empren- 
día bravamente,  desde  aquellas  breñas  escarpadas,  la 
reconquista  de  la  patria  perdida,  con  excelente  éxito  des- 
de luego;  cuya  empresa  continuaron  con  gloria  después 
de  él  todos  sus  sucesores.  Otro  tanto  hacmn,  refugiados 
en  las  inaccesibles  vertientes  del  Pirineo,  los  antiguos 
habitantes  de  las  comarcas  del  Ebro,  capitaneados  pri- 
mero por  Garci-Jiménez  y  más  tarde  por  Iñigo  Arista, 
primer  Rey  de  la  raza  aragonesa.  Así  llegaron  pronto  á 
íbrmarse  el  reino  de  Oviedo  en  las  Asturias,  y  el  de  So- 
brarbe  en  los  Pirineos,  echando  los  cimientos  de  la  Mo- 
narquía española  y  resucitando  el  espíritu  público  al 
amor  de  la  independencia  nacional.  Por  estos  mediqs, 
cuando  el  siglo  xi  espiró,  la  España  cristiana  estaba  ya 
constituida  en  dos  poderosos  Estados,  el  reino  de  León  y 
Castilla,  y  el  reino  de  Aragón,  que.  andando  los  siglos  y 
arrojados  por  fin  los  moros  hasta  ael  último  rincón  de  la 
Península,  habían  de  unirse  en  una  Corona  común  sobre 
las  sienes  de  los  Reyes  Católicos  Fernando  é  Isabel,  para 
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constituir  un  solo  pueblo  y  una  sola  Monarquía,  hacien- 
do  de  esta  unidad  ía  base  elementarla  do  la  Nación  espa- 
ñola, más  grande  y  más  poderosa  que  nunca. 

2.**  Primlegios. — Comenzada  la  reconquista  de  España 
por  los  cristianos,  es  regular  que  en  las  montañas  de  As- 
turias, Galicia  y  Aragón,  volviesen  los  pueblos  á  obser- 
var su  antiguo  gobierno,  y  que  los  Ayuntamientos,  que 
tuvieron  lugar  antes  del  establecimiento  de  las  monar- 

auías,  serían  independientes,  juzgarían  sin  apelación  y 
ecidirían  sin  restricción  de  causas. 
Algunos  historiadores,  refiriéndose  al  titulado  Fuero  de 
Sohrarbe,  son  de  opinión  que  el  origen  de  los  A5Tinta- 
mientos  se  debe  á  las  leyes  que  se  hicieron  en  el  reinado 
de  D.  Pelayo  para  gobernar  el  corto  número  de  cristia- 
nos que  entonces  se  habían  reunido  en  las  montañas  de 
Asturias  y  Galicia,  y  en  prueba  de  su  opinión,  alegan  nue 
en  las  mismas  leyes  se  ordenó  que  su  observancia  y  las 
•  de  aquellas  que  pertenecían  á  la  paz  y  guerra  corriere  aJ 
cuidado  del  Rey,  bajo  el  dictamen  y  consejo  de  12  de  los 
más  principales  de  su  Monarquía,  y  que  las  leyes  que 
pertenecían  á  los  ricos  hombres,  infanzones  ó  hidalgos, 
corriesen  también  á  cargo  del  mismo  Rey,  con  Consejo 
de  siete  infanzones  y  el  Alcalde  del  pueblo  de  donde  era 
el  rico  hombre  hidalgo  de  cuya  causa  se  trataba,  aña- 
diendo que  en  lasmismas  leyes  se  sometió  á  los  Regidores 
de  los  pueblos  el  gobierno  político  y  económico  de  ellos. 
Mas  no  es  probable  que  D.  Pelayo  mudase  el  sistema 
del  gobierno  político  y  económico  do.  los  pueblos,  sino 
que  seguirían  los  españolee  con  su  antigua  organización, 
así  como  á  pesar  de  ser  subyugados  por  los  árabes,  se 
gobernaron  por  las  leyes  del  Fuero  Juzgo  hasta  los  tiem- 
pos del  Rey  D:  Alonso  el  Casto. 

Pero  esto  no  obstante,  cuando  después  de  algún  tiempo 
de  haber  dado  principio  á  la  reconquista,  los  restos  de  la 
Monarquía  se  hallaban  divididos  en  parcialidades  y  ban- 
dos; cuando  los  Señores  feudales  comenzaron  a  acrecen- 
tar su  poder,  menguada  se  hallaba  la  soberanía  de  los 
Reyes,  y  los  pueblos  abandonados  á  sus  propias  y  esca- 
sas  fuerzas,  sufriendo  aun  tiempo  el  rigor  de  los  enemi- 
gos, la  opresión  de  Jos  Señores  y  los  efectos  de  la  impo- 
tencia del  Monarca:  es  lo  probable,  pues,  qi]e  estos  mis- 
mos jmebloe  buscasen  en  sus  propias  fuerzas  un  medio 
de  salvación. 
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Estas  causas  debieron  producir,  por  la  sola  voluntad 
de  los  pueblos  realengos  no  sujetos  bajo  la  jurisdicción 
de  los  feeñores,  esa  reunión  de  vecinos  ó  Concejos,  que 
tomaron  á  su  cargo  la  guarda  de  los  intereses  del  Común. 

3.**  Fileros  municipales. — Mas  al  paso  que  se  ilmn  exten-* 
diendo  las  conquistas  de  los  pueblos  ocupados  por  los 
moros  y  afirmando  las  nuevas  monarquías  cristianas,  se 
fué  comprendiendo  igualmente  la  importancia  de  mejo- 
rar la  condición  de  los  pobladores,  para  lo  cual  fueron 
concediéndose  Fueras  particidares  á  muchos  pueblos,  en 
que  se  les  eximía  de  algunas  cargas  dimanadas  de  su 
estado  de  esclavitud  ó  de  la  ignorancia  y  despotismo. 

En  efecto:  la  invasión  agarena  había  roto  la  organiza- 
ción feudal,  que,  aunque  en  pequeña  escala,  existía  ya  en 
nuestra  patria.  Los  siervos  quedaron  sin  Señor;  sin  es- 
tados los  Señores,  y  si  éstos  quisieron  tener  huestes  con 
que  reconquistar  lo  perdido,  forzoso  les  fué  halagar  á  la 
plebe  libre  concediéndole  exenciones,  privilegios  y  ven- 
tajas, para  que  el  interés,  estimulando  el  patriotismo,  la 
deciaiese  á  correr  al  combate  contra  los  enemigos  de  la 
Cruz.  De  acruí  nacieron  los  Fueros  municipales,  pequeños 
códigos  de  legislación  local,  que  muy  pronto  habían  de 
ser  en  manos  de  los  Reyes  un  medio  de  combatir  y  do- 
meñar la  ambición  altanera  de  la  nobleza.  Igual  origen 
reconocen  las  Cartas  pueblas,  otorgadas  para  atraer  habi- 
tantes á  los  lugares  reconauistados  y  á  los  que  de  nuevo 
se  iban  edificando,  ya  con  la  mira  de  fortalecer  las  fron-í 
teras,  ya  para  que  los  abandonados  campos  volvieran  á 
ser  cultivados. 

Por  eso,  casi  desde  el  mismo  comienzo  de  esa  gloriosa 
y  heroica  lucha  de  ocho  siglos,  aparece  formado  el  Co^ír- 
cejoy  que  si  en  su  estructura  y  mecanismo  exterior  re- 
cuerda la  Curia,  difiere  de  ésta  en  un  rasgo  profundo, 
característico,  en  una  base  esencial;  en  su  composi- 
ción, que  no  es  ya  hija  del  privilegio  de  sangre  ó  de 
fortuna. 

Entre  los  fueros  municipales  más  antiguos  de  c[ue  se 
tiene  noticia  cierta,  cuéntanse  el  de  Breñosera  ó  Villa 
Brania-Osaria,  dado  en  15  de  Octubre  de  824  por  el  Con* 
de  de  Castilla  Munio  Núñez;  el  de. Melgar  de  Suso,  que 
otorgó  á  ésta  y  otras  villas  su  Señor  Ferrán  Armentales, 
y  aprobó  el  Conde  Garci-Fernández  en  950;  el  de  Castro- 
jeriz,  que  este  mismo  Conde  le  concedió  en  974;  los  de 
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Oviedo,  Palenzuela,  Bervia  y  otros  muchos  en  Castilla, 
Aragón,  Cataluña,  Navarra,  etc. 

Pero  estos  Instrumentos  ó  Fueros,  comunes  en  España 
desde  los  siglos  vm  y  ix,  no  son  aún  aquellas  Cartaa 
expedidas  después  por  los  Reyes  ó  por  los  Señores  en 
virtud  de  privilegio  dimanado  ae  la  soberanía,  en  que  se 
contienen  constituciones^  ordenanzas  y  leyes  civiles  y 
criminales,  ordenadas  á  establecer  con  solidez  los  comu- 
wes  de  villas  y  ciudades,  erigirles  en  Municipalidades  y 
asegurar  en  ellas  un  Gobierno  templado  y  justo  y  aco~ 
modado  á  la  Constitución  pública  ael  reino  y  á  las  cir- 
cunstancias de  los  pueblos,  cuyas  Cartas,  llamadas  Fu^ 
ros,  vinieron  mías  tarde. 

Antes  del  siglo  xn  y  xni,  época  de  estas  Cartas  en 
ios  reinos  extranjeros,  las  tenemos  ya  en  León  y  Casti- 
Ba,  más  sabias,  equitativas  y  que  reúnen  las  ventajas  de 
la  verdadera  libertad  civil  con  la  subordinación  debida  al 
Soberano  y  á  sus  leyes. 

4.**  Éestablecimento  de  los  Municipios. — Efectivamente; 
la  institución,  ó,  hablando  con  más  propiedad,  el  resta- 
blecimiento de  los  Municipios  en  España,  se  remonta, 
•  por  lo  menos,  al  año  1020,  época  en  que  D.  Alfonso  V 
estatuyó  en  las  Cortes  de  León  los  privilegios  ó  Fuero  de 
éfeta  ciudad,  y  le  dio  una  ordenanza  para  su  administra- 
ción municipal,  concediéndole  que  para  su  buen  gobierno 
tuviera  sus  Alcaldiss  propios:  en  este  Fuero  se  habla  de 
los  Concejos  (Comunes)  como  de  una  institución  preexis- 
tente ya  de  antiguo;  no  se  trata  de  su  creación,  sino  que 
tácitamente  se  la  da  como  cosa  hecha  y  sancionada  por 
él  tiempo. 

El  gobierno  municipal,  por  entonces,  era  más  bien  mi- 
Htar  que  otra  cosa;  y  esto  se  comprende  fácilmente,  por- 
que el  continuo  estado  de  guerra  exigía  que  las  pocas 
ciudades  y  Villas  que  los  Reyes  cristianos  tenían  bajo  su 
cetro,  fueran  ottas  tantas  plazas  de  armas,  y  que,  por 
consiguiente,  más  que  al  ornato  público  y  á  su  policía  in- 
tet^ior,  se  atendiera  á  conservarlas  en  estado  de  poder 
selnrír  de  fortaleza  y  defensa  á  los  Reyes  y  á  sus  Capi- 
tíi'fíes. 

El  mismo  Rey  D.  Alfonso  V  dio  Concejos  á  las  villas 
de  Carrión,  Llanos  y  otras. 

En  1076  Alfonso  VI  otorgó  también  Fuero  con  gran- 
des franquicias  y  privilegios  á  la  Villa  de  Nájera,  dándola 
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Alcaldes  de  nombramiento  del  Concejo:  el  Fuero  de  Ná- 
jera  es  uno  de  los  más  notables  de  aquel  tiempo,  y  con- 
tribuyó á  introducir  en  Castilla  usos  y  costumbres  que 
después  se  tuvieron  en  mucho.  Este  Fuero  fué  una  con- 
firmación y  ampliación  del  que  ya  antes  había  dado  á  Nár- 
jera  D.  Sancho  el  Mayor  de  Navarra. 

Por  la  misma  época  se  expidieron  otros  Fueros  impoir- 
tantes,  como  son  los  de  Sepúlveda,  Logroño,  Saha^ún, 
Salamanca,  Zamora,  Cuenca,  San  Sebastián,  y  se  oraenó 
asimismo  el  llamado  Fuero  Viejo  de  Castilla. 

Aunque  aparentemente  difieren  unos  de  otros  en  la 
forma  y  en  los  detalles  de  los  privilegios,  casi  todos  estos 
Fueros  coinciden  en  sus  puntos  principales;  y  en  ellos  se 
observa  una  tendencia  común,  que  es  mejorar  el  estado 
civil  de  las  personas,  disminuir  los  derechos  señoriales  y 
dar  más  expansión  á  la  libertad  del  estado  llano  ó  gene- 
ral, ó  sea  del  pueblo  (i). 

S.""  Fuero  de  Mjera.— Como  una  muestra  de  lo  que 
eran  esta  clase  de  privilegios  otorgados  á  ciudades  y  vi- 
llas^ vamos  á  hacer  un  ligero  extracto  de  las  principales 
concesiones  que  forman  el  Fuero  de  Nájera. 

«Los  hombres  de  Náiera  no  habían  de  dar  sus  asnos  oi 
acémilas  para  él/onsaao  (2)  de  gentes  forasteras.  Para  el 
de  dicha  ciudad  podían  entre  tres  hombres  tomar  de  otro 
una  bestia  para  el  equipaje,  quedando  el  dueño  de  ella  li- 
bre, por  esto,  de  ir  por  aquella  vez  en  d  fonsado  y  de 
pagar  la  fonsadera. 

Al  pueblo  de  Nájera  no  se  le  podría  obligar  á  ir  al  fon- 
sí^do  más  que  una  vez  al  año,  y  oso  para  batalla  campal. 

La  pena  del  villano  que  no  concurriese  á  ella  era  de 
dos  sueldos  y  medio:  el  infanzón  que  cometiese  la  misma 
falta,  debía  pagar  10  sueldos. 

Ni  el  infanzón  ni  el  villano  tenían  obligación  de  dar  al 
Rey  el  quinto  de  lo  que  ganaran  en  la  guerra,  como  se 
hacía  en  otras  ciudades  y  villas. 


(1)  lista:  Del  régimen  municipal  en  España;  en  la  Bevkta  de  Madrid. 
tomo  1 .  o,  confirma  con  la  respetable  autoridad  de  bu  erudición,  que  el  es- 
tado llano  gozaba  por  aquellos  tiempos  en  León  y  Castilla  grandes  privi- 
legios y  derechos  civiles  y  políticos,  entre  otros  el  de  tener  Concejos,  el  de 
reunión,  el  de  elegir  Señores  en  los  pueblos  de  Behetría,  etc.,  etc. 

(2)  Para  el  fonsado  quiere  decir  para  la  guerra,  para  campaña,  como 
diríamos  hoy. 
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Las  casas  de  los  clérigos,  infanzones  y  viudas  debían 
ser  exentas  de  alojamiento. 

El  vecino  cjue  comprara  casas  inmediatas  á  la  suya  y 
las  i^euniese  a  ésta,  no  debía  pechar  ó  pagar  más  de  una 
fonsadera.  Podía  también  comprar  en  las  villas  las  tierras, 
viñas  y  heredades  que  le  pareciese  sin  las  restricciones 
que  había  en  otras  partes;  construir  en  ellas  molinos,  la- 
gares, hornos  y  toda  clase  de  industrias  ó  artefactos,  y 
vender  estas  fincas  libremente  á  otros  vecinos  de  la  ciu- 
dad. 

Podía  todo  vecino  matar  impunemente  el  caballo  ó 
bestia  que  encontrara  de  noche  haciendo  daño  en  sus 
mieses;  pero  el  que  matara  casualmente  caballo  de  in- 
fanzón ó  de  \illano,  debía  pagar  100  sueldos  en  el  primer 
caso  y  50  en  el  segundo.   . 

Todo  vecino  de  Nájera,  hombre  ó  mujer,  que  muriera 
sin  hijos,  podía  dejar  libremente  sus  bienes  muebles  y  raí- 
ces á  quien  quisiera,  exceptuándose  á  los  infanzones,  por- 
que de  heredar  éstos  á  un  pechero,  los  censos  que  pesa- 
ban sobre  los  bienes  quedaban  anulados,  ó,  por  lo  me- 
nos, se  hacía  muy  difícil  su  cobro. 
•  Los  vecinos  do  Nájera  podían  comprar  y  vender,  sin 
trabas  de  ningún  género,  pan,  vino,  carnes,  pescados  y 
demás  artículos  comestibles. 

Quedaban  exentos  de  la  obligación  de  suministrar  el 
yantar  (1)  al  Rey  ó  Señor,  como  no  fuera  pagando  su  jus- 
to precio. 

Podían  vendimiar  como  y  cuando  les  acomodase. 

No  se  les  debía  hacer  presos,  en  caso  de  cometer  un 
delito,  si  daban  fiadores. 

Los  infanzones  de  Nájera  habían  de  tener  doble  sueldo 
que  los  villanos  en  el  servicio  militar. 

En  caso  de  robo  en  aquella  villa,  y  sospechándose  que 
el  ladrón  estuviese  dentro  de  ella,  podían  registrarse  to- 
das las  casas  en  que  recayera  sospecha,  empezando  por 
el  Palacio  del  Rey. 

A  los  vecinos,  siendo  demandados  en  justicia  por  otro 
de  fuera,  no  se  les  podía  obligar  á  comparecer  más  allá, 
del  puente  de  la  villa. 

Se  les  eximía  del  portazgo  en  todos  los  dominios  del 
Rey  D.  Alfonso  VI  y  del  montazgo  hasta  ciertos  límites. 

(1)    Los  víveres. 
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El  reo  de  cualquiera  delito,  exceptuando  los  de  hurto, 

3ue  se  refugiase  en  casa  de  un  vecino  de  Nájera,  no  po- 
ía  ser  extraído  de  ella  por  la  fuerza,  bajo  la  pena  de  una 
fuerte  multa. 

Los  habitantes  de  Nájera  no  tenían  que  dar  escusadera 
ni  otro  pecho  más  qvie  el  de  trabajar  en  el  alfoz  ó  pago  do 
su  castillo. 

Su  Concejo  debía  nombrar  todos  los  años  dos  sayo- 
nes íl). 

A  los  Alcaldes  de  Nájera  también  se  les  otorgaron  cier- 
tos derechos  sobre  las  ventas  en  los  días  de  mercado  y 
un  pedido  en  todas  las  villas  de  su  jurisdicción,  el  cual 
consistía  en  una  canatela  de  vino,  una  cuarta  de  trigo  por 
cada  yunta  de  bueyes  y  la  décima  de  las  multas  con  que 
se  penaban  los  homicidios. 

Por  homicidio  de  infanzón  no  debía  pagar  el  Concejo 
de  Nájera  más  que  250  sueldos  y  100  por  el  de  un  villano; 
pero  si  el  homicida  era  preso  en  los  sietfe  días  siguientes 
al  delito,  debía  entregársele  al  Juez  ó  Vicario  del  Rey,  y 
con  esto  quedaba  el  pueblo  libre  de  la  multa,  de  la  cual 
quedaba  también  exceptuado  el  dicho  Concejo  si  el  reo 
se  refugiaba  en  la  iglesia  de  Santa  María.  Por  muerte 
casual  ni  por  muerte  de  ladrón  no  tenía  que  pagarse 
homicidio. y> 

6.**  Gobierno  de  Toledo,  Córdoba  y  SeviUa, — Por  estos 
tiempos,  año  de  1085,  el  Rey  D.  Alfonso  VI  conquistó  del 
poder  de  los  moros  la  ciudad  de  Toledo,  siendo  su  con- 
quista una  de  las  más  ventajosas  é  interesantes  que  se 
nabían  hecho  desde  la  irrupción  de  los  árabes,  quizá  la 
más  importante  de  todas,  tanto  por  su  numerosa  pobla- 
ción, su  riqueza,  su  opulencia  y  su  ventajosa  posición 
para  extender  desde  allí  las  conquistas  á  otras  ciudades 
y  comarcas  de  la  Península,  cuanto  por  lo  que  trascen- 
aió  al  gobierno  general  de  toda  la  monarquía  castellana 
el  que  el  Rey  D.  Alfonso  VI  estatuyó  en  la  antigua  y  cé- 
lebre ciudad  de  los  Concilios. 

El  gobierno  de  Toledo  fué  distribuido  por  el  Monarca 
castellano  entre  tres  Alcaldes:  uno  mayor,  nombrado  por 
el  Rey  y  otros  dos  ordinarios,  uno  para  los  muzárabes  ó 
vecinos  antiguos,  y  otro  para  los  castellanos,  nombre  que 

(1)  Ministros  subalternos  de  la  Justicia  ó  alguaciles,  que  también  se 
llamaban  alguaciles  del  Rey. 
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se  dio  en  general  á  los  pobladores  nuevos,  elegidos  por 
sus  respectivas  clases. 

El  muzárabe  entendía  privativamente  de  la  justicia  cri- 
minal, y  juzgaba  por  el  Fuero  Juzgo.  El  castellano  debía 
sentenciar  los  pleitos  por  los  fueros  de  Castilla.  Los  dos 
Alcaldes  ordinarios  lo  eran  al  mismo  tiempo  de  alzada  de 
todo  aquel  reino  hasta  la  frontera  de  los  moros,  debien- 
do venir  á  ellos  las  apelaciones  de  todas  las  villas  cabe- 
zas de  partido  de  Castilla  la  Nueva,  pobladas  á  fuero  de 
Toledo.       • 

De  aquellos  dos  Alcaldes  había  apelación  para  el  ma- 
yor del  Rey,  que  era  d  mismo  tiempo  Juez  ordinario  do 
la  ciudad,  y  se  le  llamaba  el  Zalmedina. 

Al  ser  conquistada  Córdoba,  se  concedió  á  sus  vecinos 
que  nombrasen  cuatro  Alcaldes,  que  debían  jijurnar  por 
collaciones  ó  parroíjuias:  la  elección  debía  ser  anual. 

También  á  Sevilla  se  le  otorgó  á  su  vez  que  en  su  Ca- 
bildo figurasen  cuatro  Alcaldes  mayoresy  seis  ordinarios. 
Por  lo  expuesto  se  comprende  que  entonces  las  atribu- 
ciones de  los  Alcaldes  eran  judiciales,  pues  en  el  Informe 
de  la  imperial  ciudad  de  Toledo,  se  dice  que  habían  de  sen- 
tenciar los  pleitos  por  el  Fuero  de  Castilla,  y  también  el 
Fuero  de  Salamanca  se  refiere  á  atribuciones  judiciales 
criminales.  Los  Alcaldes  y  dice,  é  las  justicias  de  Salamanca 
sean  unos  á  servicio  de  Dios  é  aproe  del  Rey  é  de  todo  el  consejo 
de  Salamanca^  i  sepan  por  verdade  furcias  y  virios,  soberbias^ 
ladrones,  traidores,  alevosos  ¿todo  elmaly  todos  sean  unos  para 
desfacerlo,  y  Alcalde  ¿justicia  que  esto  nonficier^  según  su  po- 
der, sea  perjurado. 

Al  formarse  los  Códigos  precisamente  se  habían  de  to- 
mar muchas  leyes  de  Tos  fueros  particulares,  y,  sobre 
todo,  que  aparecieren  las  instituciones  que  éstos  habían 
establecido;  así  es  que  de  los  Alcaldes  se  ocupa  el  Fuero 
Viejo  de  Castilla,  ei  Fuero  Real  y  las  Partidas;  y  consi- 
derando á  los  Alcaldes  como  Jueces  ordinarios,  determi- 
naron sus  deberes,  sus  facultades  y  relaciones  con  la  ad- 
ministración de  justicia  y  con  los  litigantes. 

7.**  Los  Alcalaes. ^^l^insúiMcióxi  de  los  Alcaldes  se  ex- 
tendió, pues,  por  todo  el  reino,  siendo  unos  nombrados 
Sor  el  Rey,  que  se  llamaban  ae  Realengo,  otros  por  los 
eñores,  que  se  titulaban  Señoréales,  y  otros  conocidos 
Sor  Foreros,  nombrados  por  los  Concejos;  y  á  medida  que 
leron  aumentando  y  desarrollándose  las  necesidades  de 
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los  pueblos  por  su  mayor  prosperidad,  crecimiento  de 
población,  etc.,  etc.,  diéronse  mayores  atribuciones  á  los 
Alcaldes,  como  consta  de  diferentes  leyes  de  la  Novísima 
Recopilación^  donde  se  confieren  á  aquellos  Magistrados 
populares  casi  todas  las  funciones  que  constituyen  lo  que 
noy  llamamos  la  Administración  municipal. 

Otra  institución  nació  también  en  la  Edad  Media  con 
atribuciones  judiciales  y  económicas,  que  ha  llegado  has- 
ta nosotros  con  el  nombre  de  Alcaldes  mayores  ó  Corre- 
gidores. A  los  pueblos  que  gozaban  el  fuero  de  nombrar- 
se Jueces  ordinarios,  acostumbraban 'los  Reyes,  cuando 
lo  tenían  por  conveniente,  enviar  Alcaldes  forasteros,  pa- 
gados del  Erario,  para  que,  no  teniendo  las  conexiones 
de  parentesco  y  demás  consideraciones  inevitables  en  los 
naturales,  pudieran  administrar  justicia  con  más  impar- 
ciahdad.  En  las  Cortes  de  Alcalá  de  1345  se  les  conoce 
con  el  nombre  de  Alcaldes  veedores,  y  en  las  de  1348  con  el 
de  Alcaldes  corregidores. 

La  creación  de  ios  Alcaldes  corregidores  ó  Regidores  y 
como  se  les  llamó  también,  se  debe  al  Rey  D.  Alfonso  XI, 
quede  este  modo  estableció  una  relación  más  directa 
entre  el  poder  central  y  los  Concejos  ó  Municipios,  y  para 
evitar  en  adelante  ciertos  movimientos  populares  (|ue  en 
algunas  villas  y  ciudades  habían  surgido  con  motivo  de 
las  elecciones  ae  Ayuntamientos. 

Hemos  dicho  ya  más  arriba,  que  al  conquistar  D.  Al^ 
fonso  VI  la  ciudad  de  Toledo,  diola  para  su  gobierno  tres 
Alcaldes,  uno  mayor  y  otro  para  cada  una  de  las  dos  cla- 
ses en  que  se  dividían*  los  habitantes  por  razón  de  su  ori- 
gen ó  raza.  Pues  además  de  estos  Alcaldes,  instituyó  cua- 
tro Fieles  para  el  cuidado,  administración  é  inspección  de 
los  abastos,  propios  del  común,  y  demás  ramos  dp  Ja  po- 
licía urbana,  de  los  cuales  no  podían  conocer  los  Alcal- 
des sino  en  grado  de  apelación:  unidos  estos  oficiales  con 
otro  llamado  Alguacil  mayor  y  formaban  la  Justicia,  Cabil- 
do ó  Ayuntamiento,  pues  todas  estas  denominaciones 
eran  sinónimas.  En  las  juntas  de  éstos  para  tratar  del  bien 
común,  tenían  entrada  los  caballeros  y  ciudadanos,  y  en 
esta  forma  era  como  realmente  se  celebraba  Ayunta- 
miento. 
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CAPÍTULO  III. 

CONCLCSIÓN  DB  LA  HISTORIA  DBL  MUNICIPIO  ESPAÑOL. 

1.**  Concejos  6  Ayuntamientos.— 2.®  Extensión  de  la  Autoridad  municipal  en  la 
Edad  Media.— 3."  Carácter  del  Conoto.— 4.**  Procuradores  de  las  ciudades.— 
S.**  Cortes.— 6.*^  Fueros  de  Aragón.— 7.®  ElJusticia.— 8.**  Fueros  vascongados. 
—9.® Alfonso  XI:  centralización.- 10.  Decadencia  délos  Concejos.— 11.  Don 
Juan  II  y  D.  Enrique  YI.— 12.  Carlos  I.— 13.  Carloa  III.— 14.  iípooa  consti- 
tucional.— 1¿.  Alcaldes  pedáneos. — 16.  Resumen. 

1."  Concejos  ó  Ayuntamientos. — El  gobierno  municipal 
do  Toledo,  de  que  venimos  hablando,  ampliado  con  las 
sucesivas  ordenanzas  que  se  le  dieron,  sirvió  de  modelo 
para  la  constitución  de  los  Ayuntamientos  de  Córdoba, 
Sevilla,  Murcia  y  otras  ciudades  y  villas  que  se  fueron 
conquistando,  andando  el  tiempo/ 

El  Ayuntamiento  ó  Cabildo  de  Sevilla  so  formó  de  cua- 
tro Alcaldes  mayores,  un  Alguacil  mayor,  treinta  y  seis 
Regidores,  mitad  del  estado  de  caballeros  y  la  otra  mitad 
del  de  ciudadanos,  setenta  y  dos  Jurados,  seis  Alcaldes 
ordinarios,  tres  caballeros  y  tres  ciudadanos;  un  Alcalde 
de  la  justicia,  otro  de  la  tierra,  y  número  competente  de 
Alguaciles,  Escribanos,  Porteros  y  otros  Ministros  su- 
balternos. 

Los  seis  Alcaldes  ordinarios  los  elegía  el  Cabildo;  loa 
setenta  y  dos  Jurados  las  collaciones;  los  cuatro  Alcaldes 
mayores,  iVlguacil  mayor  y  Regidores,  los  nombraba 
el  Rev. 

Todos  los  vecinos  que  no  gozaban  algún  privilegio  par- 
ticular estaban  obligados  á  servir  tres  meses  cada  año  en 
la  guerra;  los  nobles  á  caballo  y  los  plebeyos  á  pie,  no  te- 
niendo renta  suflciente  para  mantener  caballo,  en  cuyo 
caso  podían  cabalgar  y  gozar  las  exenciones  y  preemi- 
nencias de  caballeros,  como  en  Toledo,  Córdoba  y  otros 
pueblos. 

.  D.  Alonso  X  pobló  la  ciudad  de  Murcia  con  2.530  fa- 
milias; las  333  de  caballeros  y  las  restantes  de  peones, 
repartiendo  á  cada  uno  casas  y  tierras,  á  proporción  de 
sus  clases  v  ser\icios.  Formó  un  Ayuntamiento  de  un  Go- 
bernador ó  Juez,  á  elección  del  Rey,  dos  Alcaldes  ordi- 
narios, un  Justicia  ó  Alguacil  mayor.  Almotacén  ó  fiel 
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ejecutor,  y  cierto  número  de  Jurados  y  Escribanos,  á  elec- 
ción del  Concejo. 

En  el  año  1222  concedió  San  Fernando  á  la  villa  de  Ma- 
drid un  privilegio,  en  el  cual,  haciendo  memoria  de  sus 
particulares  servicios,  le  concedió  por  fuero  que  sus  ve- 
cinos pudieran  elegirse  los  Jueces  y  Oficiales  municipa- 
les aue  les  pareciera  convenientes,  sin  más  restricción 
c[ue  la  de  remitir  al  Rey  la  nota  de  los  Adelantados  ó  Jue- 
ces elegidos  por  ellos  para  la  aprobación  real> 

Según  el  Fuero  de  Soria,  con  el  cual  están  de  acuerdo 
otros  muchos,  los  Alcaldes,  los  individuos  á  quienes  lla- 
maban Jurados  y  los  demás  Oficiales  de  los  Concejos, 
eran  nombrados  todos  los  años  por  suerte  y  por  collacio- 
nes, barrios  ó  parroquias;  los  caballeros  de  las  collacio- 
nes eran  los  que  únicamente  tenían  derecho  y  opción  á 
los  oficios  concejiles,  llamados  Portiellos;  y  ninguno  po- 
día aspirar  á  ser  Alcalde  si  no  mantenía  un  año  antes  ca- 
ballo de  silla,  ó  que  valiese  20  maravedís,  según  lo  esta- 
blece el  Fuero  de  Cuenca. 

Esto  revela  la  alta  consideración  de  que  ya  en  aquellos 
rudos  tiempos  de  guerras  y  conquistas  se  quiso  rodear  á 
estos  Magistrados  populares  como  en  honor  de  los  dere- 
chos y  privilegios  de  los- Municipios,  institución  que  en 
aquellos  siglos  alcanzó  un  alto  grado  de  esplendor  en  Es- 
paña, y  una  respetabilidad  é  inviolabilidad  muy  por  en- 
cima de  la  que  pudieron  llegar  á  tener  los  Municipios  ó 
Comunes  del  rosto  de  Europa  en  la  Edad  Media. 

2.®  Extensión  de  la  Autoridad  municipal  en  la  Edad  Media, 
—Hemos  hablado  de  diferentes  Municipios,  Concejos  ó 
Ayuntamientos  en  particular:  creemos,  pues,  oportuno 
dar  también  aquí  una  ligera  idea  de  lo  que  eran  en  ge- 
neral sus  atribuciones  y  demás  pormenores  á  ellos  rela- 
tivos, con  objeto  deque  pueda  conocerse  con  mayor  exac- 
titud lo  que  era  esta  institución,  ilustre  monumento  de 
las  libertades  españolas^  y  uno  de  los  más  poderosos  ele- 
mentos que  contribuyeron  al  engrandecimiento  nacional. 

La  denominación  de  Ayuntamiento  tomó  su  origen  del 
verbo  ayv/iitar  (juntarse,  reunirse),  y  se  emplea  indistin- 
tamente para  designar  la  Corporación  administrativa  en- 
cargada del  gobierno  y  gestión  de  los  intereses  de  un 
pueblo,  ó  el  territorio  donde  ejerce  esas  funciones;  y  su 
uso  en  cuanto  á  la  primera  acepción,  procede  del  tiempo 
de  la  Reconquista,  porque,  en  efecto,  los  moradores  de 
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los  lugares  que  de  nuevo  se  formaban,  ó  del  poder  de  los 
moros  eran  rescatados,  se  ayuntaban  ó  reunían  para  deli- 
berar y  resolver  acerca  de  lo  que  interesaba  á  la  comu- 
nidad, y  para  elegir  á  las  personas  que  habían  de  regirla 
con  sujeción  á  lo  que  se  establecía  en  tales  juntas. 

El  Ayuntamiento,  pues,  sustituyó  en  realidad  á  los  an- 
tiguos Municipios  y  Curias  de  los  romanos.  Estas  Corpo- 
raciones, por  lo  general,  eran  elegidas  á  pluralidad  de 
votos  por  todos  los  ciudadanos  ó  vecinos  cabezas  de  fa- 
milia del  ¡Común,  que  al  efecto  se  reunían  todos  los  años 
en  Concejo:  el  Consejo  se  convocaba  al  son  de  la  campa- 
na del  lugar  en  las  villas  y  aldeas;  costumbre  que  toda- 
vía se  observa  hoy  en  muchos  pueblos  de  las  Castillas. 
La  organización  primitiva  de  los  Ayuntamientos  era  ge- 
nuinamente  democrática,  y  los  oficiales  del  Rey  les  es- 
taban subordinados  hasta  el  punto  de  que  el  fuero  de  Lo- 
groño establecía  que  si  uno  ae  ellos  intentaba  penetrar 
por  la  fuerza  en  la  casa  de  algún  vecino  de  dicha  ciudad, 
podía  éste  darle  muerte  sin  responsabilidad  ante  la  ley. 

Los  Ayuntamientos  eran  los  dej)ositarios  de  la  Auto- 
ridad pública,  tanto  en  la  ciudad  ó  villa  como  en  las  al- 
deas ó  lugares  que  dependían  de  la  juriscücción  de  aaué- 
Uas;  y  elegían  de  su  seno  los  Alcaldes,  con  los  que  divi- 
dían la  administración  y  contabilidad  de  las  rentas  que 
los  pueblos  obtenían  de  sus  propios  ó  de  los  impuestos 
que  les  correspondían.  Con  el  tiempo  se  estableció  aue  el 
nombramiento  de  los  Alcaldes  de  justicia  y  de  los  aeju- 
risdicción  municipal  fuese  confirmado  por  el  Rey.  Efsta 
disposición  fué  ertatuída  por  una  ley  reiterada  en  dife- 
rentes Cortes,  y  especialmente  en  las  celebradas  en  Ma- 
drid el  año  1435:  pero,  en  todo  caso,  la  elección  del  Rey 
no  podía  recaer  más  que  en  uno  de  los  tres  candidatos 
presentados  por  los  Concejos  ó  Ayuntamientos  respec- 
tivos; y  aun  para  evitar  arbitrariedades  ó  intrigas,  las 
Cortes  de  Burgos  de  1430  y  las  de  Valladolid  de  1442,  hi- 
cieron una  representación  al  Rey  demandando  que  no 
se  entrometiese,  ni  personalmente,  ni  por  otros  medios, 
en  el  nombramiento  de  los  Alcaldes  y  demás  funciona- 
rios municipales  de  las  ciudades  y  villas,  pues  de  ello  se 
les  seguían  á  éstas  muchas  veces  graves  daños. 

Las  Comunidades  ó  Concejos  tenían  también  su  mili- 
cia, sus  tropas  conocidas  con  el  título  de  mesnadas ^  las 
cuales  se  reclutaban  de  los  vecinos  intra-muros  y  de  los 
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de  las  aldeas  y  villorrios  que  dependían  del  común.  Es- 
tas tropas  contribuían  á  hacer  respetar  al  Ayuntamiento 
y  sus  disposiciones,  defendían  la  ciudad  ó  villa  á  que 
pertenecían,  y  concurrían  á  las  guerras  y  conauistas  que 
emprendía  el  Rey,  juntamente  con  las  tropas  ael  ejército 
activo;  dando  para  tales  casos  el  contingente  que  su  Car- 
ta-puebla ó  Fuero  prevenía,  armado  en  la  forma  y  con- 
diciones estipuladas,  y  que  marchaba  á  la  guerra  llevan- 
do á  la  cabeza  el  pendón  de  la  ciudad,  pues  cada  una 
tenía  el  suyo.  Los  Capitanes  para  guiar  estas  huestes 
eran  también  elegidos  por  el  Concejo. 

El  ConcejOy  pues,  que  desde  su  nacimiento  figura  como 
elemento  importante  en  la  vida  nacional,  adquiere  en  los 
tres  siglos  siguientes  el  mayor  grado  de  prosperidad  y 
desarrollo.  Poseedor  de  pingüe  patrimonio,  caudillo  de 
la  Tnemada  ó  milicia  popular,  su  influencia  política  corrió 
parejas  con  su  poder,  y  los  Reyes  y  los  Señores  busca- 
ron su  alianza. 

3."  Carácter  del  Concejo. — En  realidad,  en  ese  período 
cada  Concejo  era  una  pequeña  república  (1),  sólo  unida 
á  las  demás,  y  al  Poder  central,  por  la  federación  implíci- 
ta que  le  imponía  la  necesidad  de  ayudar  á  la  obra  co- 
mún, para  tener  derecho  á  ser  á  su  vez  defendido  con  el 
esfuerzo  de  todos.  Magistrados  y  Oficiales  por  él  nom- 
brados, y  sólo  ante  él  responsables,  le  gobernaban  con 
arreglo  á  su  Fuero,  é  independientemente  de  cualquier 
otro  poder,  y  aun  á  veces  perseguían  fuera  de  los  térmi- 
nos jurisdiccionales  del  pueblo  las  infracciones  de  aque- 
lla ley  Municipal,  valiéndose  de  la  mesnada  concejil,  ó  del 
armamento  general  del  vecindario,,  para  invadir  los  pala- 
cios, lugares  y  ciudades  donde  el  culpable  ó  culpables  se 
acogían  (2). 

Las  comunidades  ó  Municipios  pagaban,  como  impues- 
to anual  sobre  sus  franquicias,  ei  llamado  moneda  forera^ 
sin  que  se  les  pudiera  exigir  ningún  otro. 

Tampoco  podían  los  Reyes  aumentar  á  su  capricho  el 
número  de  los  Administradores,  Regidores  y  demás  Ofi- 

(1)  Pidal,  Prólogo  al  Fuero  Viejo  de  Caatilta,  puesto  en  la  nueva  Colec- 
ción de  Códigos, 

(2)  El  Fuero  de  Gastrojeriz  menciona  varios  casos  en  que  sus  vecinos 
armados  llevaron  á  fuego  y  sangre  villas  y  palacios  en  venganza  y  repa- 
ración de  desafueros.  Otro  tanto  hacía  la  Veintena  de  Zaragoza,  cuyos  fa- 
llos en  ocasiones  se  ejecutaron  con  muertes  é  incendios. 
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cíales  ó  funcionarios  municipales,  ni  aun  cuando  estos 
cargos  se  hicieran  perpetuos  ó  vitalicios,  que  fué  el  pri- 
mer paso  en  el  camino  de  la  decadencia  para  las  liberta- 
des municipales,  por  lo  cual  varias  Cortes  representaron 
contra  esa  medida;  pues  había  llegado  á  dar  lugar  á 
grandes  abusos  la  circustancia  de  que,  por  ser  perpetuos 
tales  cargos,  les  codiciasen  extraordinariamente  los  hi- 
dalgos y  caballeros:  mas  los  remedios  fueron  ya  inefica- 
ces, y  tal  estado  de  cosas  contribuyó  no  poco,  con  el 
tiempo,  al  advenimiento  del  poder  absoluto  de  los  Reyes. 

Para  hacer  obedecer,  cumplir  y  ejecutar  las  órdenes, 
disposiciones  y  penas  emanadas  de  la  justicia,  en  cada 
Ayuntamiento  había  un  oficial  llamado  Alguacil  mayor, 
nombrado  por  el  Rey  de  entre  los  cabezas  de  las  familias 
principales. 

4.°  Proctiradores  de  las  ciudades. — Las  ciudades  ó  Mu- 
nicipios de  Castilla,  no  por  gozar  de  tanta  independencia 
y  de  tales  libertades  dejaban  de  tender  todas  á  la  unidad 
ael  Estado  (1);  por  eso  todas  daban  su  contingente  á  las 
Cortes,  en  las  que  intervenían,  á  la  par  de  los  otros  bi-azosy 
con  objeto  de  mantener,  en  unión  con  el  Rey,  los  intere- 
ses generales  de  la  Monarquía.  Cada  Ayuntamiento  de 
las  ciudades  cjue  tal  privilegio  gozaban,  elegía  de  su  seno, 
ya  por  elección,  ya  á  la  suerte,  que  ambos  métodos  estu- 
vieron en  práctica,  sus  Diputados  ó  representantes,  á 
quienes  se  daba  el  título  de  Procuradores  de  las  ciudades ,  y 
los  cuales,  cuando  el  Rey  convocaba  las  Cortes,  acudían 
á  la  Asamblea  general  con  objeto  de  tomar  parte  en  sus 
deliberaciones.  Su  espíritu  de  independencia  y  su  arro- 
gancia y  altivez  en  favor  de  todo  lo  que  pudiera  ser  útil 
al  reino,  a^í  como  en  contra  de  cuanto  pudiera  serle  per- 
judicial, ó  menoscabar  las  libertades  públicas,  forma  un 
sublime  contraste  en  los  anales  de  nuestra  historia  patria 
y  constituye  una  de  nuestras  más  legítimas  glorias. 

Mientras  eme  en  Inglatera,  país  clásioo  de  la  libertad 
política,  el  elen[iento  popular  no  fué  admitido  en  el  Parla- 
mento hasta  el  reinado  do  Enrique  HI  en  1225;  mientras 
que  los  representantes  de  las  ciudades  alemanas  no  figu- 
raron en  las  Dietas  antes  de  i2&3;  mientras  que  el  tercer 

(1)  Pidal,  en  su  erudito  y  notabilísimo  Prólogo  al  Fiief'O  Viejo  de  Caati 
lla^  consigna  extensamente  cómo  el  Rey  era  el  centro  de  unidafi,  el  lasso 
federal  y  el  regulador  de  toda  la  organización  política  y  social  de  Castilla. 
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estado  no  tomó  parte  en  los  Estados  generales  de  Fran- 
cia hasta  el  año  1302;  en  España  por  lo  que  hace  á  Cas- 
tilla, ya  desde  el  año  1169  vemos  á  los  representantes  de 
las  ciudades  y  villas,  á  los  representantes  del  pueblo  (la 
muchedumbre  de  las  cíbdades  é  embiados  de  cada  cibdadj  tomar 
asiento  en  las  Cortes  celebradas  en  Burgos,  y  lo  mismo 
en  las  de  León  de  1188.  Confirmando  y  sancionando  esto, 
que  no  era  más  que  una  costumbre  probablemente,  Al- 
fonso XI,  después  de  abrogar  en  1325  las  justicias  seño- 
riales y  la  exclavitud  de  la  gleba,  hizo  que  las  Cortes  de 
Medina  del  Campo,  en  1328,  decretasen  como  ley  del  rei- 
no aue  no  se  pudiera  resolver  ningún  asunto  importante 
sin  ía  concurrencia  de  los  tres  brazos^  ó  sea  el  Clero,  la 
nobleza  y  los  Procuradores  de4as  ciudades,  reunidos  en 
Cortes. 

Para  las  elecciones  de  Procuradores  de  las  ciudades, 
ningún  oficial  del  Rey,  ningún  hombre  de  influencia, 
cualquiera  que  fuese  su  clase  ó  jerarquía,  podía  reco- 
mendar un  candidato  á  los  Ayuntamientos,  sopeña  de  nu- 
lidad de  la  elección. 

Los  Diputados  ó  representantes  de  las  ciudades  y  vi- 
llas, como  los  de  los  otros  brazos,  eran  inviolables  ^or 
sus  opiniones  en  la  Asamblea  y  en  la  discusión;  y'debian 
reunirse  privadamente  con  frecuencia  para  ponerse  de  . 
acuerdo  sobre  los  asuntos  pendientes  de  la  deliberación 
de  las  Cortes. 

Cada  Procurador  recibía  de  su  ciudad  ciertas  dietas 

f)ara  gastos  de  viaje,  hospedaje  y  manutención  durante 
as  sesiones,  con  objeto  de  garantirles  mayor  indepen-r 
dencia  y  libertad  de  acción:  y  con  el  propio  objeto  las 
Cortes  celebradas  en  Madrid  el  año  1329  decretaron  que 
ningúji  Diputado  pudiera  recibir  de  la  Corona,  bajo  pre- 
texto alguno,  empleos  retribuidos,  rentas,  ohjvrenciones, 
ni  otra  clase  de  favores  para  sí  ni  para  sus  parientes;  y 
en  caso  de  infracción,  quedaban  sometidos  á  severas 
penas. 

5.**  Cortes.— lA&mo^  hablado  de  que  los  tres  brazos^  el 
clero,  la  nobleza  y  el  pueblo,  constituían  con  el  Rey  las 
Cortes:  debemos,  pues,  decir  quiénes  eran  los  represen- 
tantes de  cada  uno  de  ellos.  El  Clero  estaba  representado 
en  dichas  Asambleas  por  los  Arzobispos.  Obispos  y  los 
Abades  de  algunos  monasterios,  á  cuya  dignidad  iba  in- 
herente ese  derecho:  la  nobleza  figurada  por  los  Grandes 
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Maestres  de  las  Ordenes  militares  de  Santiago,  Alcánta- 
ra y  Calatrava/  los  Condes  y  grandes  feudatarios  de  la 
corona,  los  Ricoshomes,  los  Infanzones  y  los  principales 
Hijodalgos:  al  Estado  llano  le  representaban  ios  Procu- 
radores de  las  ciudades  y  villas  con  voto  en  Cortes.  To- 
dos los  Diputados  tenían  igual  preponderancia  é  iguales 
derechos  en  los  debates,  acuerdos  y  votaciones. 

Las  Cortes  eran  convocadas  por  el  Rey,  que  tenía  el  de- 
recho de  reunirías  en  el  lugar  que  le  pareciese  conve- 
niente, con  tal  que  no  fuese  una  plaza  de  guerra:  se  re- 
unían generalmente  en  la  iglesia,  y  de  todos  modos  en  el 
recinto  donde  celebraban  sus  sesiones  no  podía  penetrar 
ninguila  fuerza  armada:  sus  reuniones  no  tenían  perío- 
dos fijos,  y  su  celebración  se  hacía  con  toda  pompa:  el 
Rey  las  presidía. 

Cuando  las  Cortes  se  reunían  en  el  principio  de  un  nue- 
vo reinado,  la  sesión  empezaba  por  el  Juramento,  que  á 
instancia  del  Arzobispo  de  Toledo  debía  hacer  el  Rey,  de 
guardar,  observar  y  confirmar  todas  las  libertades,  pri- 
vilegios, franquicias,  exenciones  y  costumbres  del  remo: 
después  que  ci  Rey  prestaba  ese  juramento,  los  tres  bra- 
zos lo  rendían  homenaje  de  fidelidad  y  obediencia:  este 
acto  se  llamaba  Isijura, 

El  Rey  no  podía  cobrar  contribución  ni  impuesto  algu- 
no que  no  hubiera  sido  votado  por  las  Cortes;  y  hubo 
casos  en  que  éstas  se  resistieron  enérgicamente  á  conce- 
der al  ^lonarca  nuevos  impuestos,  como  sucedió  en  tiem- 
pos del  Emperador  Carlos  V,  entre  otros. 

Terminaremos  este  punto  consignando  que,  como  dice 
un  profundo  escritor  y  crítico  (1),  en  los  Concejos  esfatba 
depositada  toda  la  jurisdicción  civil  y  criminal,  igualmen- 
te que  el  gobierno  económico,  y  se  ejecutaba  por  sus  Jue- 
ces, Alcmdes  y  demás  ministros  públicos,  tanto  en  las 
aldeas  y  lugares  realengos,  como  en  los  de  señorío  par- 
ticular, ora  fuesen  de  abadengo,  ora  de  solariego  6  de 
behetría. 

6.**  Fueros  de  Aragón, — Ya  que  nos  hemos  ocupado  del 
régimen  municipal  de  Castilla,  debemos  extendemos 
también  á  dar  algunos  pormenores  ligeros  sobre  el  de 
Aragón  y  sobre  el  sistema  foral  de  las  Provincias  Vas- 
congadas, con  objeto  de  que  pueda  formarse  una  idea 

(1)    Martínez  Marina:  Ensayo  hisfóncocHtico  de  la  legislación. 
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general  sobre  el  desarrollo  y  estado  de  las  libertades  mu- 
nicipales en  toda  España  durante  la  Edad  Media. 

La  constitución  municipal  de  Aragón  es  una  de  las  más 
notables  de  los  siglos  medios,  y  sus  célebres  ftieros  son 
uno  de  los  monumentos  más  gloriosos  de  las  libertades 
públicas  españolas.  El  reino  de  Aragón  puede  decirse 
que  fué  el  albergue  del  derecho  político  de  España  en 
aquellos  tiempos,  siendo  su  régimen  y  sus  privilegios 
anteriores  y  superiores  á  los  de  todos  los  demás  Estados 
de  Europa.  El  Fuero  de  Sobrarbe,  que  por  su  antigüedad 
inmemorial  han  reputado  algimos  fabuloso,  y  el  Fuero  de 
Jaca,  otorgado  á  dicha  ciudad  en  el  año  1090  por  el  Rey 
D.  Sancho  Ramírez,  ^on  una  demostración  de  ello. 

Las  Cortes  de  Aragón  se  convponían  desde  sus  prime- 
ros tiempos  de  cuatro  Irazos  ó  Estamentos;  el  Clero,  los 
Ricoshomes,  los  Infanzones,  ó  sea  la  nobleza  en  sus 
varias  categorías,  y  el  Estado  llano  representado  por  los 
Diputados  ae  las  ciudades  y  villas  comunales  de  voto  en 
Cortes:  el  Rey  no  pocha  declarar  la  guerra,  hacer  la  paz 
y  los  tratados,  ni  resolver  asunto  alguno  ae  importancia 
sin  el  asentimiento  de  las  Corteg,  así  como  tampoco  de- 
cretar ó  derogar  leyes  ni  ordenar  impuesto  alguno. 

Los  Usatgei  de  Cataluña  y  los  Fueros  de  Aragón,  son 
Códigos  tan  antiguos  como  notables,  y  su  autoridad,  como 
leyes  del  reino,  luó  confirmada  diferentes  veces  por  las 
Cortes  con  toda  solemnidad. 

En  cuanto  á  las  instituciones  municipales,  propiamente 
dichas,  de  Aragón,  eran  todavía  más  libres  y  severas  que 
las  de  Castilla,  que  hemos  descrito,  y  su  antigüedad  es 
tanto  mayor  que  las  de  los  castellanos,  cuanto  que  están 
modeladas  sobre  las  de  la  antigua  Roma>  así  se  explica 
el  floreciente  estado  que  alcanzaron  todas  las  ciudades  y 
villas  aragonesas  por  lo  que  respecta  á  sus  inmunidades 
y  su  manera  de  ser  política  y  civil. 

7."*  El  Justicia, — ^Unadelas  instituciones  aragonesas 
más  eminentes  y  celebradas  era  el  Justiciazgo.  El  Justicia 
era  elegido  entre  la  nobleza  de  segunda  clase  por  las  Cor- 
tes: el  poder  de  este  Magistrado  era  muy  superior  al  de  los 
Eforos  de  Esparta  y  al  de  los  Tribunos  del  pueblo  romano, 
y  sumisión  tenía  por  objeto  contrabalancear  el  Poder  Real, 
6  impedir  sus  extralimitaciones  y  sus  arbitrariedades.  El 
Justicia  era  el  que,  rodeado  de  las  Cortes,  sentado  y  cu- 
bierto, dirigía  al  nuevo  Rey,  para  que  éste  pudiera  funcio- 
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nar^  las  célebres  palabras:  «Nos,  que  valemos  cada  uno 
tanto  como  vos,  é  juntos  más  que  vos,  os  facemos  Rey,  si 
nos  guardáredes  nuesos  Fueros  é  nuesas  libertades,  é  si 
non,  non.»  Entonces  el  Monarca  juraba  sobre  los  Santos 
Evangelios  guardar  los  Fueros,  y  desde  aquel  momento 
quedaba  en  posesión  del  cetro.  Era  el  Juez  supremo,  le  es- 
taban subordinadas  todas  las  iurisdicciones,  interpretaba 
las  leyes  y  estaba  encargado  de  vigilar  y  castigar  á  todos 
los  OÍiciales,  á  los  Ministros  y  hasta  al  mismo  Rey,  á  quien 
podía  acusar  ante  las  Cortes.  Todas  las  causas  apeladas 
debían  pasar  á  su  Tribunal,  que  era,  por  decirlo  así,  el 
Tribunal  Supremo;  sin  embargo,  su  autoi*idad  estaba  so- 
metida á  la  de  las  Cortes,  y  á  éstas  podían  apelar  todos 
los  oprimidos  contra  los  abusos  ó  las  omisiones  del  Poder 
del  Justicia. 

Las  instituciones  y  privilegios  de  Aragón  fueron  so- 
lemnemente reconocidos  y  confirmados  por  un  pacto  ó  li- 
ga que  se  fundó  en  el  reinado  de  Pedro  III,  cuando  éste, 
orgulloso  con  sus  triunfos  en  Sicilia,  pretendió  restringir 
las  inmunidades  de  la  nación.  Las  Cortes  de  Zaragoza 
de  1283  le  obligaron  á  renunciar  á  sus  ambiciosospro- 
yectos,  naciendo  entonces  el  célebre  Privilegio  dé  la  unión, 

Suc  hubo  de  ser  reconocido  por  Alfonso  III  en  las  Cortes 
e  Zaragoza  de  1288,  y  confirmado  nuevamente  en  las  de 
Zaragoza  de  1325.  Mas  D.  Pedro  IV,  el  Ceremonioso, 
después  de  una  viva  lucha  entre  los  afiliados  en  la  Liga 
de  la  Unión  y  el  Poder  Real  acabó  con  aquel  famoso  pri- 
vilegio, rasgando  con  la  punta  de  su  puñal,  ante  las  Cor- 
tes, el  pergamino  donde  estaba  escrito. 

Las  libertades  aragonesas  continuaron  en  todo  su  es- 
plendor desdé  entonces,  fortaleciéndose  más  y  más  des- 
pués por  la  unión  de  Navarra  á  la  corona  de  Aragón, 
hasta  que  este  reino  se  incorporó  á  Castilla,  en  el  reina- 
do de  los  Reyes  Católicos,  cuyo  nieto,  Felipe  II,  juzgando 
aquellos  fueros  una  remora  para  el  progreso  de  su  poder 
absoluto,  les  dio  un  golpe  de  muerte,  haciendo  decapitar 
al  Justicia  D.  Juan  de  Lanuza  y  á  otros  magnates,  y  so- 
metiendo por  la  fuerza  aquellos  pueblos  á  la  omnipoten- 
cia de  la  Autoridad  Real,  ya  ilimitada.  El  Rey  D.  Felipe  V 
concluyó  la  obra  comenzada  por  aquél,  y  Aragón  desde 
entonces  entró  definitivamente  en  el  concierto  de  los 
demás  reinos  y  provincias  de  la  corona  de  España. 

8."*    Fueros  vascongados.— En  cuanto  á  las  Provincias 
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Vascongadas,  Álava,  Vizcaya  y  Guipúzcoa,  cuyos  pue- 
blos fueron  los  antiguos  Cántabros,  de  origen,  costumbres 
y  leyes  verdaderamente  legendarios,  sus  Municipios  esta- 
ban estrechamente  unidos  entre  sí  por  el  lazo  de  una  de- 
fensa común,  lo  mismo  que  las  tres  provincias;  tanto  es 
así,  que  su  símbolo  común  era  tres  manos  ensangren-. 
tadas  y  unidas,  con  esta  divisa:  Irurac-baty  que  quiere 
decir  «tres  en  una.»  Estas  provincias  estuvieron  regidas 
por  Señores,  uno  de  los  que  fué  D.  Diego  López  de  Haro, 
Señor  de  Vizcaya,  que  estuvo  estrechamente  aliado  á  íos 
Reyes  de  Castilla:  estos  Señores  las  regían  con  el  acuer- 
do y  auxilio  de  sus  Asambleas  ó  Juntas  generales.  Los 
representantes  de  estas  provincias  ofrecieron  á  Alfonso  XI 
de  Castilla  en  1352  el  titulo  de  Señor,  con  lo  cual  el  país 
vasco  quedó  bajo  la  soberanía  de  los  Monarcas  castella- 
nos, á  cambio  del  juramento  que  éstos  prestaban  de 
mantener,  confirmar  y  respetar  los  Fueros  vascongados. 
De  esta  manera  los  vascongados  quedaron  bajo  la  depen- 
dencia de  la  Corona  de  Castilla,  perteneciendo  al  Rey  en- 
tender en  todo  lo  relativo  á  sus  asuntos  exteriores,  si  bien 
reservándose  ellas  su  autonomía  interior,  su  régimen  y 
sus  costumbres,  sin  que  pudiera  alcanzarles  ley  alguna 
que  no  fuese  aprobada  por  sus  Juntas  naturales. 

Según  los  viejos  Fueros  vascos,  todo  vascongado  na- 
tural del  país,  cristiano  viejo,  y  limpio  de  toda  mala  raza 
y  mancha,  es  noble:  el  espíritu  de  familia,  era  tan  respe- 
tado y  se  hallaba  tan  arraigado  en  las  costumbres,  que 
la  casa  solariega  de  cada  familia  no  podía  ser  vendida 
por  el  cabeza  de  la  misma  ni  expropiada  por  deudas  sino 
en  casos  rarísimos  y  con  ciertas  condiciones  dificultosí- 
simas. Los  jefes  ó  cabezas  de  familia  reunidos  en  juntas 
comunales  eran  los  que  en  cada  común  elegían  el  Al- 
calde, sus  dos  Asesores  y  el  Secretario,  y  aun  en  muchas 
localidades  también  nombraban  al  Cura:  á  los  gastos  lo- 
cales de  toda  clase  se  atendía  con  las  rentas  territoriales 
del  común  y  sus  impuestos  indirectos:  los  cargos  muni- 
cipales eran  gratuitos. 

L.a  justicia  era  administrada  por  el  Corregidor,  asis- 
tido de  otros  cuatros  Jueces  nombrados  por  la  provincia 
ó  por  los  Alcaldes  de  las  villas. 

Cada  provincia  tenía  su  Junta  general,  compuesta  de 
los  representantes  de  los  Ayuntamientos  ó  Cabildos,  y 
todas  una  Asamblea  general,  compuesta  de  tres  Diputa- 
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dos  por  cada  provincia,  los  cuales  celebraban  sus  sesio- 
nes bajo  el  árbol  de  Ghcernica^  célebre  en  la  historia  de  las 
libertades  vascas;  pues  á  su  sombra  juraron  guardarlas 
diferentes  Monarcas  españoles. 

El  régimen,  tanto  político  como  civil,  de  las  tres  pro- 
vincias hermanas,  era  genuinamente  democrático,  y  sus 
costumbres  verdaderamente  patriarcales  y  profunda- 
mente religiosas. 

Su  sistema  de  gobierno  ha  llegado  todavía  hasta  nues- 
tros días,  aunque  ligeramente  modificado,  especialmente 
después  de  la  guerra  civil  de  los  siete  años,  y  acaba  de  ser 
casi  totalmente  derogado  después  de  la  guerra  última 
por  las  Cortes  de  1876,  y  asimiladas  aquellas  provincias 
a  las  demás  del  reino  por  lo  que  toca  á  la  Admmistración 
general,  sistema  tributario,  quintas,  etc. 

9."*  Alfonso  XI:  centralización. — Ya  hemos  visto  que  en 
el  siglo  xni  y  parte  del  xiv  es  cuando  el  régimen  munici- 
pal alcanzó  en  Castilla  su  mayor  esplendor,  y  los  Ayun- 
tamientos y  Concejos  una  libertad  y  una  preponderancia 
de  Gue  no  hay  ejemplo  en  ninguna  otra  nación  extranjera: 
así  las  ciudades  y  villas  crecían,  prosperaban  y  florecían 
por  todos  conceptos,  y  la  reconquista  del  territorio  ocu- 

Eado  por  los  moros  se  llevaba  adelante,  con  más  favora- 
le  éxito  cada  día. 

10.  Decadencia  de  los  Consejos. — Pero  en  el  siglo  xiv  ha- 
bíanse apoderado  ya  los  ricos  hombres  y  sus  parciales  de 
los  caraos  concejiles,  no  por  servir  los  intereses  públi- 
cos, más  para  á  su  costa  acrecentar  lo  propios,  siendo 
las  enemistades  y  rencores  de  esos  poderosos  varones 
causas  de  continuos  motines  y  asonadas,  en  que  se  ver- 
tía abundante  sangre  de  los  vecinos.  De  aquí  tomó  pie 
Alfonso  XI  para  arrebatar  á  muchas  ciudades  de  Castilla 
el  derecho  de  elegir  Alcaldes,  Regidores  y  Jurados,  y 
para  sustituirlos  con  los  Corregidores,  que  en  nombre, 
y  bajo  las  órdenes  del  Rey,  gobernaban  administrativa 
y  judicialmente  los  pueblos. 

En  los  reinados  siguientes  esos  funcionarios,  á  pretex- 
to do  poner  coto  á  las  demasías  y  licencia  do  las  pobla- 
ciones, fueron  los  principales  instrumentos  de  la  obra 
centralizadora  emprendida  por  la  política  rea!.  Los  Co- 
rregidores, por  su  parte,  no  hicieron  gran  cosa  para  acre- 
ditar el  cargo;  porque  sus  abusos,  á  juzgar  por  las  peti- 
ciones de  las  Cortes,  fueron  tales,  que  con  gozo  recorda- 
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ban  los  pueblos  el  tiempo  en  que  los  oprimía  el  no  dulce 
ni  ligero  yugo  do  la  nobleza,  haciéndoles  clamar  por  su 
antiguo  régimen. 

Inútiles  fueron,  no  obstante,  quejas,  repíesentaciones 
y  súplicas.  Los  fueros  habííam  muerto  á  manos  de  la  po- 
lítica, ó  quizá  más  bien  á  poder  de  la  trasformación  en 
en  las  ideas  que,  aunque  lentamente,  preparaba  el  ad- 
venimiento de  la  edad  moderna.  Había  pasado  el  tiempo 
en  que  para  atender  mejor  á  la  común  defensa,  para 
excitar  poderosamente  el  amor  patrio,  convenía  concen- 
trarlo en  un  reducido  punto,  confundiendo  la  patria  con 
el  hogar;  tiempo  en  el  que,  como  queda  dicho,  cada  Con- 
cejo mé  un  pequeño  Estado.  Las  nuevas  corrientes  arras- 
traban á  las  naciones  hacia  la  unidad  con  ímpetu  irre- 
sistible, y  era  difícil  que  el  Poder  Real  no  aprovechara 
esa  evolución  para  ensanchar  la  esfera  en  que  se  movía,, 
aun  atropellando  y  despojando  á  los  pueblos  de  lo  que 
no  era  obstáculo  al  cambio  y  les  pertenecía  de  derecho. 
Así  sucedió,  en  efecto;  pero  aunque  tal  abuso  no  pue- 
de justificarse^  atenúan  su  gravedad,  de  una  parte  el  ser 
achaque  común  del  hombre  confundir  el  exceso  que  le 
aprovecha  con  el  ejercicio  de  una  legítima  facultad;  y  de 
otra  la  necesidad  en  que  los  Reyes  se  vieron  de  fortale- 
cer á  toda  costa  su  autoridad  para  dominar  la  poderosa 
y  levantisca  aristocracia  que,  según  antes  se  indicó,  ha- 
bía logrado  hacer  de  las  franquicias  municipales  un  pri- 
vilegio más  en  su  favor. 

11.  D.  Juan  II  y  D.  Enrique  T/.— El  siglo  xv  fué  de 
auspicios  todavía  menos  felices  que  el  xiv  para  el  régi- 
men municipal  y  los  comunes:  sus  atribuciones  y  prerro- 
gativas fueron  amenguándose  rápidamente:  D.  Juan  II  y 
su  sucesor  D.  Enrique  IV  contribuyeron  hacia  mediados 
de  dicho  siglo  á  agravar  el  mal  y  aumentar  las  calami- 
dades que  empezaban  á  pesar  sobre  los  pueblos,  hacien- 
do innumerables  provisiones  de  cargos  concejiles  y  mul- 
tiplicando más  y  más  el  número  de  los  perpetuos,  hasta 
tal  punto,  que  este  último  Rey  tuvo  que  revocarlos  en 
virtud  de  enérgicas  reclamaciones  de  las  Cortes,  si  bien 
al  fin  se  dejaron  las  cosas  como  estaban.  Los  Reyes  Ca- 
tólicos tuvieron  que  disponer  en  las  Cortes  de  Toledo 
de  1480,  que  todos  los  oficios  acrecentados  desde  1440 
hasta  aquella  fecha  quedasen  suprimidos  á  medida  que 
vacaran;  y  Carlos  Ven  1540  adoptóla  misma  disposición. 
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Esa  época  en  que  se  acrecentaron  los  corregimientos  y 
demás  cargos  municipales,  y  se  les  negoció,  vendió  ó  vin- 
culó en  determinadas  familias,  fué  la  señal  de  la  caída 
del  antiguo  libre  régimen  municipal,  pues  las  condicio- 
nes en  que  se  puso  a  sus  principales  oficios,  haciendo  á 
las  personas  que  los  desempeñaban  independientes  del 
pueblo  y  colocándoles  muy  por  encima  de  sus  censuras, 
con  una  irresponsabilidad  irritante,  daban  lugar  á  que  no 
siempre  se  atendiese  con  la  eficacia  y  celo  nócesarips  á  la 

f gestión  de  los  intereses  públicos  y  al  niantenimiento  de 
os  derechos,  costumbres  y  prosperidad  de  los  comunes* 

i?.  Carlos  /.—Llegó  por  fin  el  levantamiento  de  las 
comunidades  en  tiempo  del  Emperador  Carlos  V;  pero 
derrotadas  sus  huestes  por  las  tropas  del  Rey-Empera- 
dor en  los  campos  de  Villalar,  y  decapitados  sus  prin- 
cipales caudillos,  perdieron  los  comunes  los  últimos 
restos  que  les  quedaban  de  sus  antiguos  privilegios  y  li- 
bertades, y  cayeron  inermes  ante  el  poder  absoluto  ae  la 
Corona,  después  de  haber  labrado  con  su  grandeza  y  sus 
esfuerzos  la  unidad  de  la  patria. 

Desde  esta  época,  los  apuros  económicos,  fruto  de  las 
guerras  que  con  sangre  y  oro  españoles  sostuvo,  durante 
su  dominación,  la  casa  de  Austria,  para  extender,  conso- 
lidar ó  defender  feu  poder,  obligaron  á  echar  mano  de 
toda  clase  de  medios  para  coniurarlos;  y  entibe  ellos  adop- 
tóse la  venta,  no  sólo  de  los  bienes  patrimoniales  de  los 
pueblos,  sino  que  también  de  las  mismas  magistraturas 
populares,  que,  como  otra  propiedad  cualquiera,  pasaron 
á  ser  del  dominio  de  auienes  habían  de  cobrar  de  la  in- 
justicia y  el  atropello  los  réditos  del  capital  puesto  en  ese 
negocio. 

De  aquí  en  adelante,  hasta  principios  del  siglo  actual, 
los  Ayuntamientos  en  realidad  carecen  de  historia,  ó  por 
lo  menos,  hay  en  ella  un  paréntesis  de  300  años;  porque 
si  bien  las  leyes  se  ocupan  alguna  vez  de  ellos,  el  nom- 
bre, ó  poco  más,  es  lo  que  subsiste  de  institución  tan  an- 
tigua y  veneranda.  Lo  único  que  como  débilísima  vis- 
lumbre de  lo  pasado  sobrevivió,  extinguióse  bajo  el  rei- 
nado de  D.  Felipe  V,  que,  hijo  de  la  nación  que  parece 
destinada  á  ser  el  tipo  de  la  centralización  administra- 
tiva, privó  á  los  poquísimos  pueblos  que  aun  lo  disfru- 
taban, del  derecho  de  proveer  por  elección  los  cargos  de 
Concejo. 
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En  cambio,  se  proveyó  eficazmente  al  bien  de  los  pue- 
blos, prohibiendo  la  enajenación  de  ios  oficios  ó  caicos 
municipales. 

13.  Carlos  iZ/.*— Durante  estos  tiempos  continuaron  los 
AjTintamientos  sin  dar  señales  de  vida  hasta  el  siglo  xvm, 
en  el  que,  reinando  Carlos  III,  se  introdujeron  en  ellos 
los  cargos  notables  de  Diputados  del  común  y  Síndicos 
pcrsoneros,  nombrados  los  primeros  en  concejo  general 
por  los  pueblos  para  representarles,  y  los  segundos  para 
solicitar  y  promover  todos  los  negocios  en  que  interese  el 
común  de  los  respectivos  pueblos. 

Los  oficios  de  estos  Diputados  y  Personeros  del  co- 
mún eran  dignos  y  honoríficos,  pero  no  requerían  dis- 
tinción de  estados;  de  manera  que  no  había  inconvenien- 
te en  que  el  primer  Diputado  fuese  plebeyo  y  el  último 
noble,  ni  en  que  la  Personería  recaj^se  en  un  grande  de 
España  y  el  oficio  de  Diputado  en  un  artesano  {!).  La 
unión  de  estos  representantes  del  pueblo  fué  principal- 
mente intervenir  en  los  ramos  de  abastos,  en  los  de  pó- 
sitos, y  promover  las  pretensiones  que  convinieran:  po- 
dían permanecer  en  el  Ayuntamiento  aun  cuando  se  tra- 
tase de  otras  materias  diferentes  á  sus  atribuciones. 

14.  Época  constitucional. — En  el  año  de  1812,  al  estable- 
cerse en  la  Nación  una  nueva  organización  política,  su- 
frieron los  Ayuntamientos  radical  reforma:  por  ella  se  les 
dio  absoluta  Hbertad  electoral,  intervención  en  los  nego- 
cios políticos,  atribuciones  propias  en  los  comunales,  se 
les  emancipó  del  Poder  central  y  se  les  revistió  de  facul- 
tades extraordinarias. 

Las  elecciones  produjeron  entonces  el  triunfo  de  las 
masas  proletarias  y  la  profanación  de  los  templos  donde 
se  ejecutaban;  y  los  cargos  de  Concejo  fueron  unos  ele- 
mentos de  continua  resistencia  al  Poder  central,  el  ejer- 
cicio de  una  soberanía  repartida  entre  tantas  repúblióas 
cuantas  eran  las  Municipalidades  (2). 

Vuelto  en  el  año  1814  el  sistema  reaccionario,  voháe- 
ron  á  la  vez  los  Ayuntamientos  á  regirse  por  la  antigua 
legislación,  pues  aun  cuando  el  Rey  Fernando  VII,  al 
desechar  la  Constitución,  prometió  en  el  manifiesto  de  4 
de  Mayo  de  1814  que  á  la  forma  de  gobierno  introducida 

(1)  Circular  del  Consejo  de  9  de  Agosto  de  1766. 

(2)  Ortíz  de  Zúñiga. 
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por  las  Cortes  sustituiría  otra  más  análoga  á  la  autori- 
dad del  trono  y  más  templada  y  aceptable  que  el  despo- 
tismo de  sus  antecesores,  no  llevó  á  cabo  esta  promesa. 

Mas  en  el  año  de  1820  hubo  de  acceder  el  Monarca  á  la 
convocación  de  Cortes,  y  entonces  volvieron  á  regir  los 
decretos  de  las  de  Cádiz,  se  reorganizaron  los  Ayun- 
tamientos, restableciendo  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1812, 
dictando  las  Cortes  una  vez  reunidas  aclaraciones  en  23 
de  Marzo  de  1821  para  la  formación  de  los  Ayuntamien- 
tos constitucionales. 

La  reacción  de  1824  hizo  desaparecer  los  Ayuntamien- 
tos constitucionales,  y  sustituyó  á  la  elección  popular  de 
los  Concejales  las  propuestas  en  ternas  al  Tribunal  res- 

Eectivo,  que  era  quien  hacía  los  nombramientos  en  nom- 
re  de  S.  M. 

Así  continuaron  las  cosas  hasta  el  año  de  1833,  en  que 
se  dio  el  R.  D.  de  2  de  Febrero  mandando  proceder  a  la 
elección  de  Ayuntamientos  y  prescribiendo  fas  reglas  qpe 
debían  tenerse  presentes,  que  eran  algunas  modificacio- 
nes al  régimen  establecido  en  el  año  1824.  Publicado  el 
Estatuto  Keal  en  10  de  Abril  de  1834,  se  expidió  el  Real 
decreto  de  23  de  Julio  de  1835  sobre  el  arreglo  provisio- 
nal de  los  Ayuntamientos,  en  el  que  se  sentaban  princi- 
pios que  eran  un  término  medio  entre  el  régimen  antiguo 
y  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823;  pero  al  poco  tiempo, 
en  15  de  Octubre  de  1836,  se  restableció  la  referida  ley 
de  3  de  Febrero  de  1823,  y  en  23  de  Diciembre  de  dicho 
año  los  decretos  de  las  Cortes  de  1812  y  1813  sobre  for- 
mación de  los  Ayuntamientos. 

Después  de  la  Constitución  promulgada  en  18  de  Junio 
de  1837,  se  discutió  y  votó  por  las  Cortes  una  ley  de  orga- 
nización y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos,  que  se  san- 
cionó en  Barcelona  á  14  de  Julio  de  1840. 

Los  sucesos  políticos  llevaron  al  poder  á  otro  partido, 
y  éste,  por  decreto  de  13  de  Octubre,  declaró  aquella  ley 
en  suspenso,  y  en  27  de  Noviembre  se  acordó  que  se  pro- 
cediera á  la  renovación  de  Ayuntamientos  con  arreglo  á 
los  decretos  de  las  Cortes  de  Í812  y  1813,  y  á  la  ley  de  3  de 
Febrero  de  1823,  restablecidos  por  las  Constituyentes 
en  29  de  Noviembre  y  27  de  Diciembre  de  1836. 

Hubo  otro  cambio  político,  y  el  nuevo  Gobierno,  de- 
seando organizar  la  administración,  y  considerando  ur- 
gente la  reforma  de  las  Corporaciones  municipales,  pro- 
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puso  á  S.  M.  la  publicación  del  R.  D.  de  30  de  Diciembre 
de  1834,  poniendo  en  ejecución  la  ley  de  14  de  Julio  de  1840^ 
si  bien  modificando  los  arte.  31,  45,  49  y  76  de  la  misma, 

f)ara  que  el  nombramiento  de  las  Autoridades  municipa- 
es  fuese  enteramente  de  elección  popular. 

En  el  mismo  año,  no  creyéndose  todavía  que  la  ley  de 
Ayuntamientos  llenaba  todas  las  condiciones  apetecidas, 
que  la  Administración  local  exigía  una  ley  más  acomoda- 
da á  los  adelantos  de  la  ciencia  y  á  las  circunstancias  de 
la  época,  el  Gobierno  pidió  autorización  para  plantear 
una  nueva  ley  Municipal;  y  concedida  que  le  fué  dicha  au- 
torización, se  publicó  en  8  de  Enero  de  1845  la  ley  que  ri- 
fió  desde  entonces  hasta  1868,  excepto  el  tiempo  que  me- 
ió  de  7  de  Agosto  de  1854  á  16  de  Octubre  de  1856,  que 
volvió  á  regir  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823,  y  habiendo 
sufrido  algunas  reformas  en  1866. 

En  el  año  de  1868,  en  Octubre,  la  revolución  dio  pro- 
visionalmente una  ley,  y  en  1."*  de  Febrero  de  1871  co- 
menzaron á  regir  las  leyes  Municipal  y  Provincial  decre- 
tadas y  sancionadas  por  las  Cortes  Constituyentes  en  3 
de  Junio  de  1870,  y  publicadas  en  20  de  Agosto  del  mis- 
mo año.  Modificada  después  por  la  ley  de  16  de  Diciembre 
de  1876,  fundiéronse  en  la  vigente  de  2  de  Octubre  de  1877, 
la  antes  citada  de  1870,  y  las  reformas  llevadas  á  cabo  en 
sus  disposiciones. 

15.  Alcaldes  pedáneos.— En  nuestros  Ayuntamientos, 
además  de  los  Alcaldes  y  Tenientes  de  Alcalde,  se  cono- 
cen los  Alcaldes  pedáneos. 

El  origen  y  aun  el  nombre  de  estas  Autoridades  proce- 
de del  tiempo  de  los  romanos;  eran  unos  comisionados  ó 
agentes  de  los  Jueces  mayores,  nombrados  para  conocer 
ciertos  detalles  de  los  hechos  sobre  los  que  se  había  de 
fallar  ó  para  practicar  diligencias  determinadas.  Se  lla- 
maron pedáneos,  porque  no  se  sentaban  en  el  mismo  tri- 
bunal, sino  en  asientos  inferiores  y  como  á  los  pies  del 
Pretor. 

En  el  momento  que,  organizado  el  Estado,  hubo  de  te- 
ner en  todo  el  reino,  en  todas  las  ciudades,  pueblos  y  lu- 
gares, representantes  ú  órganos  de  su  acción,  necesaria- 
mente se  habían  de  instituir  agentes  más  ó  menos  infe- 
riores, y,  efectivamente,  así  sucedió.  La  Nueva  Recopi- 
lación se  ocupó  de  estos  agentes,  llamándolos  Alcaldes 
ordinarios  de  las  aldeas,  y  les  atribuyó  facultades  pro- 
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pias,  tanto  en  lo  civil,  como  en  lo  criminal.  En  lo  civil 
conocían  en  los  negocios  en  aue  el  interés  litigioso  no  ex- 
cedía de  600  maravedís,  y  en  lo  criminal  en  las  diligencias 
preventivas. 

La  Novísima  Recopilación  no  se  ocupó  de  estos  funcio- 
narios; pero  siguieron  en  la  práctica,  y  en  muchos  casos 
los  autorizaron  las  decisiones  del  Consejo  de  Castilla. 

Vinieron,  pues,  desempeñando  aquellas  y  otras  mayo- 
res atribuciones  hasta  que  se  publicó  la  ley  de  3  de  Fe- 
brero de  1823,  que  hizo  otra  vez  caso  omiso  de  estos  de- 
legados. La  ley  de  Ayuntamientos  de  1840,  publicada  en 
Diciembre  de  1843,  no  les  reconoció  como  parte  de  las 
Municipalidades  en  los  casos  en  que  fuere  necesario  su 
nombramiento,  y,  finalmente,  en  la  ley  de  8  de  Enero 
de  1845  se  establecieron  expresamente  los  Alcaldes  pedá- 
neos, confiriéndoles  determinadas  facultades,  ó  dándoles 
el  nombre  histórico  que  hemos  referido. 

16.  -ff^WT^m.—r Concluiremos  sintetizando  el  pensa- 
miento'gue  ha  dominado  respecto  á  Jas  atribuciones  de 
los  Municipios  españoles  en  cada  una  de  las  diferentes 
fases  por  qué  han  pasado. 

En  el  primer  peHodo  de  la  época  en  que  España  fue 
provincia  romana,  el  gobieí'no  municipal  tuyo  indepen- 
dencia y  atribuciones,  conservó  alguna  sombra  del  republi- 
canismo, y  los  nombramientos  para  los. cargos  del  Muni- 
cipio se  hacían  por  todo  el  pueblo,  y  después  de  la  con- 
versión al  cristianismo,  con  la  intervención  del  Clero; 
pero  oprimida  la  libertad  en  la  metrópoli,  Roma;  fué  de- 
cayendo la  de  las  ciudades  y  pueblos;  y  los  ricos  y  los 
agentes  del  Gobierno  se  apoderaron  de  la  Administración 
municipal,  y  ejercieron  la  tiranía,  se  abolieron  las  Curias 
ó  Municipios,  y  el  gobierno  municipal  fué  sustituido  por 
los  gobiernos  militares  de  los  Condes. 

Durante  la  dominación  goda  no  existieron  las  Munici- 
pahdades,  porque  las  ciudades  fueron  también  regidas 
por  Condes  ó  Gobernadores  militares,  cargo  que  el  Con- 
cilio Toledano  6.**  decretó  que  fuera  vitalicio,  con  lo  cual 
todavía  se  aumentó  más  su  autoridad  y  despotismo. 

Invadida  y  dominada  España  por  los  árabes  en  el  si- 
glo vil,  los  pueblos  fueron  gobernados  también  por  una 
Autoridad  extraña,  los  AlcaUüy  si  bien  con  discreción 
y  prudencia. 

Volvieron  las  Municipalidades  á  su  antiguo  poderío,  y 
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todavía  más  extenso  cuando  comenzó  la  reconquista,  y 
el  Poder  lieal  no  existía;  los  pueblos,  abandonados  á  sus 
propias  y  escasas  fuerzas,  ejercieron  sin  duda  atribucio- 
nes que,  sin  estar  consignadas  en  códigos  ni  fijadas  por 
tradiciones  constantes,  aparecen  fundadas  en  la  necesi- 
dad que  los  Ayuntamientos  tuvieron  de  ejercer  su  auto- 
ridad omnímoda  en  sus  pueblos  respectivos,  mientras  no 
hubo  otra  Autoridad  dotada  para  ejercerla  á  la  vez  en 
una  extensa  parte  del  reino. 

Reconocidas  las  Municipalidades  por  los  Fueros  que 
dieron  los  Reyes,  especialmente  desde  el  siglo  xi,  conti- 
nuaron con  extensas  facultades,  no  solamente  en  lo  ad- 
ministrativo, sino  también  en  lo  judicial,  y  ejercían  todo 
el  poder  é  influencia  que  les  daba  el  servicio  constante 
que  prestaban  á  los  Reyes,  sosteniendo  la  causa  común 
contra  los  árabes,  y  afirmando  la  Corona  Real,  tan  comba- 
tida jpor  las  ambiciones  de  los  nobles  poderosos. 

Mas  tarde,  cuando  los  Reyes  extendieron  su  dominio  y 
tuvieron  autoridad  bastante  para  dominar  á  la  nobleza, 
el  Poder  Rea! centralizó  su  acción,  y  por  medio  de  sus  re- 
presentantes fué  mermando  las  atriouciones  de  las  Mu- 
nicipalidades, reduciéndolas  á  los  límites  de  la  Adminis- 
tración y  siempre  con  intervención  extraña. 

Aniquilada  por  lá  derrota  de  Villalar  la  autoridad  po- 
lítica feudal  de  los  Ayuntamientos,  comenzó  para  éstos  la 
época  de  más  opresión  y  desgracia,  porque  se  refugiaron 
en  ellos  los  nobles,  se  apoderai'on  de  los  intereses  loca- 
les, usaron  desde  luego  de  un  oficioso  é  interesado  patro- 
nazgo para  eximirse  de  toda  carga  comunal,  y  abruma- 
ron á  los  pueblos  con  toda  clase  de  gabelas.  Como  si 
esto  no  fuera  bastante,  los  Reyes  ayudaron  á  la  nobleza 
para  que  su  poderío  sobre  los  pueblos  fuera  más  ilimita- 
do, haciendo  hereditarios  los  cargos  municipales,  y,  lo 
que  es  más  vituperable,  enajenándolos.  Por  esto  hemos 
visto  que  durante  cinco  siglos,  desde  el  xiv  hasta  el  xix, 
las  Municipalidades  fueron  perdiendo  su  poderío,  su  es- 
pecial carácter,  y  que  desde  el  siglo  xvi  quedaron  com- 
pletamente anuladas. 

En  el  presente  siglo  se  observa  que  la  organización  y 
atribuciones  de  los  Ayuntamientos  ha  sufrido  tantas  al- 
teraciones como  variaciones  políticas  han  ocurrido;  pero 
no  solamente  á  los  cambios  del  régimen  absoluto,  al 
liberal  y  viceversa,  sino  dentro  de  los  principios  libera- 


Digitized  by 


Google 


462  DEBBCHO 

les,  según  han  sido  las  ideas  políticas  del  partido  que  ha 

fobernado.  Todos  debemos  lamentar  que  todavía  no  se 
aya  encontrado  el  justo  medio  para  hacer  una  ley  Mu- 
nicipal estable  que  no  sufriese  más  alteraciones  que  las 
que  la  experiencia  aconsejase  ó  exigiesen  los  nuevos  in- 
tereses que  de  su  publicación  se  crearan. 

Posible  es  que  todos  los  partidos  políticos  tengan  su  parte 
de  responsabilidad  en  estas  variaciones  que  lamentamos 
y  que  tanto  daño  causan  á  los  pueblos  y  á  la  Adminis- 
tración pública;  tal  vez  unos  y  otros  exageren  en  uno  y 
otro  sentido  las  atribuciones  de  los  Ayuntamientos,  la 
intervención  del  Poder  central.  Los  unos  porque  olvidan 
que  los  Ayuntamientos  son  y  deben  ser  Corporaciones 
puramente  administrativas;  los  otros  porque  no  quieren 
comprender  que  á  los  Ayuntamientos  se  les  debe  dejar 
expedita  la  administración  de  sus  intereses,  la  libertad 
de  su  acción,  en  cuanto  no  embaracen  á  la  acción  y  poder 
del  Estado. 

Sin  embargo,  en  las  últimas  reformas  ha  predominado 
la  descentralización  administrativa:  así  se  ha  preceptua- 
do en  las  Constituciones,  y  por  esto  en  la  vigente,  de 
acuerdo  hasta  cierto  punto  con  la  de  1869,  se  dice  en  el 
art.  84  que  el  gobierno  y  dirección  de  los  intereses  pe- 
culiares de  los  pueblos  corresponde  á  sus  respectivas 
Corporaciones. 

CAPÍTULO  IV. 

DIFEKI2KCIA3  BSBNCIALUS  BN  LAS  LBYBS  MUMI0IPALB6  DB  BSPAÑA. 

1.**  Causas  de  las  reformas.— 2.*»  Ley  de  1823.-3.®  Ley  de  1845.— 4.*  Ley  de  1856. 
—5.°  Proyecto  de  1863.-6.*'  Ley  de  1870.-7."  Belorma  de  1876. 

1 ,""  Cansas  de  las  reformas.— ha,  dependencia  íntima  en- 
tre el  régimen  municipal  y  el  general  del  Estado,  la  co- 
nexión, el  enlace  inevitable  que  existe  entre  ía  política  y 
la  Administración,  porque  la  política  no  es  mas  que  el 
medio  para  llegar  á  la  Administración,  ha  sido  la  causa 
de  que  en  medio  siglo  hayan  regido  cinco  leyes  de  orga- 
nización y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos,  sin  hacer 
mención  de  los  Reales  decretos,  instrucciones,  Reales 
órdenes  y  circulares  que  más  ó  menos  profundamente  han 
alterado  la  composición  y  facultades  de  aquellas  Corpo- 
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raciones,  y  pasando  por  alto  la  ley  de  3  de  Julio  de  1856, 
porque  su  existencia  mó  un  breve  momento. 

Por  la  influencia  de  la  política  en  la  Administración,  al 
plantearse  en  el  año  1812  el  sistema  liberal  por  las  Cortes 
de  Cádiz,  el  régimen  municipal  se  modificó  en  consonan- 
cia con  la  Constitución,  volvió  á  desaparecer  por  el  de- 
creto expedido  en  Valencia  en  4  de  Mayo  de  1814,  hasta 
que  en  1820  de  nuevo  triunfaron  las  ideas  liberales,  y,  en 
su  consecuencia,  se  publicó  la  Instrucción  para  el  gooierno 
económico  y  polüico  de  las  provincias,  conocida  con  el  nom- 
bre de  ley  de  3  de  Febrero  de  1823. 

En  los  aüos  que  median  desde  éste  hasta  el  de  1833, 
rigió  el  decreto  de  17  de  Mayo  de  1824,  salvo  el  poco 
tiempo  trascurrido  hasta  la  fecha,  á  oartir  de  Julio 
de  1823,  en  la  que  se  verificó  el  cambio  ae  Gobierno.  El 
decreto  de  2  de  Julio  de  1833  introdujo  algunas  alteracio- 
nes en  el  modo  de  elegir  para  los  oficios  concejiles;  pero 
el  de  23  de  Julio  de  1835,  casi  reintegró  á  las  Municipali- 
dades en  el  goce  de  las  atribuciones  que  les  diera  la 
Constitución  del  año  12.  Al  poco  tiempo,  en  15  de  Octu- 
bre de  1836,  se  puso  de  nuevo  en  observancia  la  ley 
de  1823,  que  fué  sustituida  en  virtud  del  R.  D.  de  30  de 
Diciembre  de  1843,  ñor  la  de  14  de  Julio  de  1840.  Dos 
años  después  se  publicó  como  ley  del  reino  la  de  Ayun- 
tamientos de  8  de  Enero  de  1845,  cuya  observancia  con- 
tinuó hasta  1854,  en  que  por  R,  D.  de  7  de  Agosto  se  res- 
tableció transitoriamente  la  de  1823.  Las  Cortes  Consti- 
tuyentes votaron,  y  se  promulgó  por  R.  D.  de  5  de  Julio 
de  1856,  otra  ley  orgánica  municipal  que  no  llegó  á  re- 
gir, porque  el  K.  D.  de  16  de  Octubre  del  mismo  año 
mandó  á  los  Ayuntamientos  ajustarse  á  la  ley  de  1845. 
Este  interminable  flujo  y  reflujo  determinó  la  reforma  de 
esa  ley,  que  en  sentido  centralizadór  se  llevó  á  cabo  por 
R.  D.  ae  18  de  Octubre  de  1866,  y  produjo  no  mucho  des- 
pués, con  opuesta  tendencia,  el  decreto-ley  de  1868,  aue, 
salvo  pequeñas  diferencias,  era  la  misma  ley  de  1856; 
pero  no  bastando  sus  preceptos  á  satisfacer  el  deseo  des- 
centralizador  de  aquella  situación,  las  Cortes  Constitu- 
yentes de  1869  hicieron  la  ley  de  Ayuntamientos  promul- 
gada en  20  de  Agosto  de  1870,  que  ha  sido  reíormada 
en  1876  y  por  último  compendiada  en  1877. 

En  todas  las  mencionadas  disposiciones,  excepción  he- 
cha de  las  dictadas  en  las  épocas  de  absolutismo,  hay. 
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aun  en  medio  de  los  encontrados  criterios  políticos  aue 
las  informaron,  cierto  fondo  común,  algo  en  que  todas 
convienen.  Todas  han  proscrito  los  oíicios  perpetuos, 
todas  han  admitido  al  desempeño  de  las  magistraturas 
municipales  al  común  de  los  ciudadanos,  borrando  la 
irritante  é  injusta  división  de  clases  en  que  antes  se  les 
separaba;  tocias,  en  fin,  crearon  un  sistema  de  organiza- 
ción uniforme  para  cuantos  Ayuntamientos  existen.  Fue- 
ra de  esto,  la  diversidad,  y  á  veces  la  oposición  más  se- 
ñalada, existe  entre  ellas. 

Esto  nos  demuestra  la  necesidad  de  que  todos  los  par- 
tidos políticos  convengan  en  un  medio  por  el  cual  se  evi- 
ten los  escollos  de  la  anarquía  y  los  de  una  exagerada 
centralización,  y  se  consiga  una  representación  popular 
templada,  en  la  que  sean  elegidos  nombres  inteligentes 
y  de  responsabilidad;  de  esta  manera  la  ley  Municipal 
sería  respetada  por  todos,  y  los  Ayuntamientos  ganarían 
en  prestigio  y  consideración. 

Para  conseguir  este  objeto,  no  debemos  ir  á  buscar  en 
ninguna  época  de  nuestra  historia  esos  principios  funda- 
mentales y  salvadores  de  nuestros  Municipios;  porque,  ó 
encontraremos  los  pueblos  siendo  una  verdadera  repú- 
blica gobernada  por  sus  Magistrados  y  por  el  Fuero  ó 
Constitución  que  les  habían  dado  los  Reyes,  ó  á  la  noble- 
za apoderada  de  los  intereses  locales,  usando  su  oficioso 
é  interesado  patronazgo  para  eximirse  de  toda  servidum- 
bre comunal  y  abrumar  a  los  pueblos,  de  quienes  se  de- 
cía representante,  con  las  cargas  concejiles;  haciendo 
después  hereditario  el  mandato  pojíular  que  se  había 
abrogado,  y  enajenando  más  tardo  á  la  Corona  ese  mal 
adauírido  derecno;  ó,  finalmente,  el  sistema  que  ha  lle- 
gado hasta  nuestros  días,  c^ue  tenía  condenados  á  los 
Ayuntamientos  á  una  abyección  permanente. 

La  historia  de  nuestros  Municipios,  como  hemos  visto, 
es  gloriosa,  ha  prestado  grandes  servicios  á  la  Monar- 
quía; pero  aunque  ha  dejado  antecedentes  administrati- 
vos, el  verdadero  carácter  de  los  Ayuntamientos  se  ha 
establecido  en  los  últimos  tiempos. 

Puesto  que  nuestra  organización  política  y  administra- 
tiva es  moderna,  modernos  deben  ser  los  principios  so- 
bre los  que  se  asiente  la  legislación  municipal  con  inmo- 
vilidad y  fijeza,  haciendo  de  los  Ayuntamientos  Corpora- 
ciones esencialmente  administrativas;  de  manera  que  su 
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acción,  cfue  es  la  nías  inmediata  Bobre  la  íreneralidad  de 
los  habitantes,  influya  para  éstos  siempre  favorable  y  bet- 
néficamente. 

En  este  sentido  ehconti^arejmos  ventajas  en  la  ley  vi- 
lmente, porque  la  descentraliízáíCión  consiste  en  qiic  los 
asuntos  que  tocan  'á  la  Administración  municipal  se  re* 
suelvan,  a  sfer  posible-,  por  la  Administración  local  á  lú 
vista  de  las  necesidaides .  interviniendo  sólo  el  Gobiet-i- 
no  central,  cuando  debe  conocer  do  ellos,  por  la  na- 
tural fíiterpoáición  de  los  recursos  que  amparan  los  dé^ 
rechos  de  todos.  Lejos  de  esto,  las  leyes  de  1870  sólo 
cuídíirón  de  establecer  ^n  las  provincias  una  verdadera 
<)i^'anizacióii  directoral,  ba|ó  una  Constitución  monár^ 
'(p|icÉt.  Y  por  eso  en  muchas  ocasiones  heñios  dicho,  que 
al  nlismo  tiempo  .que  la  autonomía  municipal  había  desí- 
organi2¡ádb  los  servicios  del  común,  por  otra  fiarte  los 
Ayuntamientos  eétabaih  i^jetos,  como  Corporaciones  ad^ 
ministrativas,  al  fallo  del  superior  jerárquico,  sin  apela- 
ción de  ninguna  cltfcse;  de  manera  que  las  Corporaciones 
estaban  en  peorísítuaéión  cjue  sus  administrados. 

Dé  ahí  esartiultltud  de  Reales  órdenes  que  se  han  pu- 
blicado desde  1870,  oontradictdriaB  entre  sí,  y  que  á  tan- 
tas di,íioultades  y  conflí'ótoS' dieron  margen. 

Poír  la  ley  dé  i870;  léiís  <íomisiones  provinciatesi,  y  las 
Jüi;ítds^muniCf pales,  eran  unos  cuerpos  gobernantes  que 
absorbían  las  facultades  de  las  Diputaciones  y  de  los 
Ajliritámiehtós,'y  por  la  reforma  en  ella  introdiicida,  lá 
Comisión  provincial  és  wn  Cuerpo  consultivo,  un  Tri- 
bunal GontenéWjso-ádmínistrattvo.  i 
,  Po^'aqüélla;  el  Gbb^mad6r  carecía  de  facultades;  hoy 
Sé'  lé'han  dado,  atribuciones  para 'resolver  determinados 
aéjaptbs,  antes  confiados-"  á  lá'  Comisión  provincial;  las 
Dijiütadiónesprovinciaíei^  quedan  con  facultades  jiara 
^c&rdar  0udpito  corresponde  al- gobierno  y  dirección  de 
los,lñte<'e¿cs;lbcaléi^;  y  las  Comisiones  permanentes  sin 
atrlbuéíohes  retíóliititas;  porque  consultivas  y  conten- 
ciosas laá  neciésitán',  pAi^  que  bstos  recursos  so  ventilen 
en  un  interés  descentralizador  dentro  de  la  provinciáj 
íúétó  ;dé  30$' casos  -eíiquo  las  leyes  exijan  que  se  apure 
la  vía^tft)éíriiativa  áttt^  el  Ministró,  y  se  inicie  oriprira^ 
ra  instancia  la  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado. 
Convertida  hoy  esta  excepción  en  regla,  vienen  todos  los 
negocios  á  conocitóiento  del  Gobierno  y  del  Consejo  por 

30 


Digitized  by 


Google 


466  DBitíCHa 

la  serie  de  recursos  puramente  gn)>ernativos  de  esas 
leyes. 

En  la  imposibilidad  de  exponer  detaíladamente  los 
puntos  en  que  unas  de  otras  difieren  las  diversas  leyes 
que  rigen  y  han  regido  en  la  materia,,  un  ligero  análisis 
comparativo  de  las  leyes  de  1828  y  18.45,  de  sus  principa- 
les prescripciones,  bastará  par^^g^ue  pueda, formarse  una 
idea  clara  del  criterio  que  presidio  á  su  publicación. 

2.°  Ley  de  %  dt  Febrera  de  1823 .—Destinada  esta  ley  á 
desarrollar  y  dar  forma  á  lo  establecido  en  la  Constitu- 
ción de  1812,  estableció  la  igualdad  completa,  l^r  perfecta 
uniformidad  de  los  cargos  coi[icejiJ[Q$^  quQ  quiso  fueran 
provistos  por  elección  popular  en  jcuaíesquier^  ciudada- 
nos que  reuniesen  las  condiciones  de  tener  25  q,ñps  y  ha- 
ber residido  por  aJgún  tiempo  en  el  di^tritp,'  salvo  los 
casos  (íe  incompatibilidad  ó  incapacidad,  nacidos  del  des- 
empeño de  empleos  de  real  noi«bramiento,  ó  de  halíarso 
sufriendo  determinadas  penas. 

Las  atribuciones  que  confió  á  los  Ayuntamientos  Qonj- 
prcndían  todo  lo  que  forma  la  vida  municipal;  policía 
^irbana,  rural  y  de  salubridad;  camjnos,  canales,  puentes 
y  cuanto  se  refiere  á  medlQS  de  comunicación;  conserva- 
ción y  repoblación  de  montes,  administración  de  propios, 
arbitinos  y  demás  bienes  de  la  comunidad;  recaudación 
é  inversión  de  caudales;  nombramiento  y  separación  de 
empleados;  beneficencia  é  instrucción  pública,  locales; 
litigios;  fomento  de  Ja  agricultura,  industria  y  comercio; 
cobranza  de  contribuciones  gen^rajes;  registro  civil;  em- 
padronamiento y  estadística;  todos  estos  objetos  eran  de 
su  competencia,  sin  más  trabas  ni  Un^itaciones  que  la 
inspección  de  las  Diputaciones  y  Jefes  políticos,  par^  alr 
gunos  acuerdos  priescrita  y  casi  siempre  ineficaz  por  fal- 
ta de  sanción,  defecto  grave  que,  sin  añadir  nada  al  libre 
ejercicio  de  las  facultades  otorgadas,  convertía  cada  Mu- 
nicipalidad en  un  penueflo  Estado  independiente,  tanto, 
«que  cualquier  Alcalde  podía  oponer  un  obstáctuo  l^gal 
al  cumplimiento  de  una  ley  con  sólo  la  fuerxa  de  iner- 
cia» (1).  '    .    .  \'  ■ 

3.°    Ley  de  S  de  Mero  <fe  1845.— Dernostradoa  pw  la,  ex- 
periencia los  inconvenientes  consiguientes  a  la  ajplicaoión 

(l)    Silvehí!  EsUidios  prácticos  de  Admnistraeiá», 
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de  la  ley  de  1823,  y  de^uós  de  las  varias  tentativas  .que> 
como  queda  expuesto,  se  hicieroii,  una  vez  restableoido 
el  sisteraa  constitucional^  para  armonizar  el  régimen 
municipal  con  la  existencia  y  funciones  del  Gobierno  de 
Un  Nación,  sin  arrebatar  al  uno  lo  que  le  es  propio,  ni  de^ 
jar  al-  otro  desarmado  ó  impotente,  publicóse  la  citada, 
creyendo  haber  puesto  con  ella  término  á  la  serie  de  re- 
formas y  variaciones  que  en  corto  tiempo  había  sufrido 
legislación  tan  impórtente;  pero  no  fué  así,  porque  si  La 
ley  del  23  pecaba  de  exageración  en  un  sentido,  la  del  45 
incurrió  en  el  mismo  vicio,  aun  cuando.no  tan  exagera- 
da, en  sentido  contrario.  Los  Ayuntamientos  debían  ele* 
girse  por  los  vecinos  con  sigecióná  ciertas  reglas  de  pro- 
cedimiento y  de  capacidad;  pero  el  Gobierno  ó  sus  agen- 
tes nombraban  los  Alcaldes:  las  sesiones  dejaron  de  ser 
públicas,  excepto  cuando  en  ellas  se  tratase  de  lo  refe- 
rente al  reemplazo  del  Ejército,  y  los  acuerdos  perdieron 
la  fuerta  ejecutiva,  fuera  de  los  casos  en  que  se  refirieran 
á  nombramiento  y  separación  de  empleados,  provisión 
de  escuelas  y  de  las  platas  titulares  de  Médico-cirujanos, 
Farmacéuticos  y  Veterinarios,  sistema  de  administración 
de  propios,  arbitrios  y  fondos,  disfrute  de  pastos,  aguas 
y  demás  aprovechamientoscomuhes,  conservación  de  vías 
de  oomunicaeión,  mejoras  materiales  en  los  pueblos  dentro 
de  estrechísimos  límites,  y  administración  y  fomento  de 
los  pósitos.  En  todos  los  demás  negocios  de  interés  para 
los  pueblos  no  cataban  facultados  los  Ayuntamientos  si- 
no para  deliberar,  mejor  dicho,  para  proponer  al  Gober- 
nador ó  al  Gobierno  ío  que  creían  mas  necesario  ó  útil  al 
bien  comunal:  las  obras  públicas,  las  mejoras  materia- 
les, arrendamientos,  enajenaciones,  permutas  y  demás 
contratos  sobre  bienes,  establecimientos  de  instrucción  y 
beneficencia,  litigios,  creación  de  arbitrios,  etc.,  habían 
de  ser  autorizados  por  el  Gobierno  ó  sus  agentes  en  las 
provincias.  La  responsabilidad  de  las  Corporaciones  y  de 
sus  individuos  era  meramente  gubernativa,  y  sólo  por 
excepción,  si  el  Gobierno  así  lo  estimaba  convenienjfce, 
podía  llegar  el  caso  de  que  los  Tribunales  intervinieran 
en  su  exacción. 

4."*  Ley  de  1856. — En  el  proyecto  de  leyes  orgánicas 
para  el  gobierno  y  administración  provincial  y  municipat, 
presentado  á  las  Cortea  en  7  de  Mayo  de  1856,  se  decía: 

«La  sabiduría  de  las  Cortes,  fijando  en  la  Constitución 
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las  bases  orgánicas  de  la  Administración  pública,  ha  tra- 


)  la  Administración  pública,  1 
zadó  la  senda  al  Gobierno,  marcándosela  con  la  determi- 
nación de  los  principios  fundamentales  en  la  materia,  y, 
sin  embargo,  tbdavia  ha  sido  ardua  la  tarea  para  el  en- 
^jargado  oficialmente  de  resolver  el  difícil  problema  de 
constituir  la  Administración  local  en  siíns, necesarias  conr- 
diciones  de  independencia  en  el  Municipio  y  la  pro-vinoia, 
y  de  enlace  armónico  con  el  Poder  central  en  cuanto  á  los 
intereses  generales,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  á  la  polí- 
tica. 

»Tan  fácil  les  parece  á  los  que,  ciegos  partidarios  de  la 
centralización,  todo  lo  sacrifican  á  la  absorción  del  poder 
social  por  uno  sólo  de  los  políticos,  como  á  los  que,  con 
sentimientos  diametralmente  opuestos,  supjonen  que  la 
sociedad  puede  existir  sin  que  un  robusto  vínculo  enlace 
sus  diferentes  partes;  tan  fáoil  les  parece  á  unos  coiñú^ 
otros,  imaginar  un  buen  sistema  de  admiáistracíón  local. 

)^Ni  los  primeros  advierten  que,  pretendiendo  llevar  á 
todas  paletos  y  para  todo  la  acción  ael  Oobierno,  la  ener- 
van,, la  degradan  y  acaso  la  anulan,  mientras  que  osifí-^ 
.ca<D,  por  decirlo  así>  el  cuerpo  social,  paralizando  la  vida 
en;sus  extremidades  para. concentrarla  con  exceso  en  la 
cabo?¡a;  ni  los  deseen tralizadore^  radicales  quieren  com- 
prender que  por  distinto  camino  van  al  mismo  término 
que  feus  antípodas,  pues  que  uno  y  otro  sistema,  en  re- 
sumen, procfucon  idénticos  resultados. 

»Las  Cortes,  eri  sus  bases,  han  salvado  ambos  escollos 
con  previsión  y  .acierto  tan  notables;  etc.» 
:,  5.  Pi^cy^cto  de  1863.— En  el  provecto  d.e  ley  presenta- 
do al  Seinádo  en  12  de  .Noviembre  de  1868;,  se  dijo  lo  si- 
guiente: ,  :  ,  '  '  . 
/  «El  espirita  .dominante  en  el  proyecto  responde  en  lo 
posible  á  los  sensatos  deseos  de  la  opinión,  notablemente 
mpdificada  respecto  de  la  centralización  administratr- 
va,  necesíajria  cuando  se  plantearon  lasieyes  orgánicas 
€^n  1845,  excesiva  óinconveniente^hoyídespués  dolos  há- 
bitos de  disciplina:  administrativa  introducidos  á  la  som- 
bra d^  las  le^'es  de  aquél  año.  Solamente  la  fuerza  del  po- 
der central  era  capaz  de  desterrar  las  fatales  tendencias, 
el  peJígroso  defccoínoiúrto  naícido  'dé  to^íé^  de  -4823,  y  el 
servioiofprestadoá'lofii  intereses  ídd  ¡orden  y  de  la  buena 

ffqstión  d^i  los  iútereséé  paróvincíalés  V  münicipates  por 
08  Qobiefnos  que  inauguraiton,  plantearon  y  desenvol- 
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vieron  el  sistema  administrativo  de  las  leyes  de  1845,  e?* 
digno  de  la  gratitud  del  país,  como  será  del  aplauso  de  la 
Historia. 

»La  práctica  de  sus  disposiciones,  la  experiencia  de  al-- 
gún  tiempo,  el  progreso  de  esta  clase  de  estudios  y  la  con-t^ 
solidaeión  del  orden,  en  fin,  permiten  y  aconsejan  que  se 
aflojen  un  tanto  los.  resortes  del  Poder  central  y  se  otor-^ 
gue  á  los  Cuerpos  de  la  Administración  local  toda  la  lati- 
tud compatible  con  las  facultades  que  corresponden  al 
Gobierno  como  defensor  permanente  de  todo  lo  que  ata- 
ñe á  las  generaciones  venideras  y  de  los  intereses  políti- 
cos, económicos  y  morales,  de  cuyo  cuidado  y  amparo  no 
puede  ni  debe  desprenderse.» 

Respecto  á  las  atribuciones  de  las  Autoridades  y  Cuer- 
pos municipales,  se  decía  qué  el  proyecto  descansaba  en 
la  misma  base  que  el  presentado  anteriormente  por  las 
Cortes,  y  que  el  mismo  Gobierno  había  retirado  para  con- 
sagrarle un  estudio  especial.  La  ley  Municipal  de  Julio 
de  1856  ha  sido  en  esta  parte  admitida  con  ligeras  ex- 
cepciones en  los  dos  proyectos,  y  es  sumamente  satisfac- 
tca*io  el  observar  la  coníormidad  de  doctrinas  sobre  rha- 
terias  antes  de  .ahora  -tan  controvertidas  en  opiniones  y 
escuelas  que  aparecían  entre  sí  tan  distantes: 

-En  el  proyecto  de  ley  presentado  á  las  Cortes  oTi  9  de 
Marzo  de  1866  S€|  decía: 

«Los  principios  en  que  debe  fundarse  la  ordenada  Ad- 
n-iinistración  municipal  para  que  en  manos  de  los  parti- 
dos no  degenere  en  un  instrumento  de  opresión  coiitrael 
individuo,  ni  sea  tampoco  un  motivo  de  perturbación  en 
el  Estado,  son  hoy. conocidos,  proclamados  y  aceptados 
hasta  por  las  escuelas  más  radicales  é  intransigciites. 
Sin  embargo,  después  de  medio  siglo  de  controversias, 
de  luchas  y  de  ensayos,  no  se  llegó  aun  á  encontrar  una 
fcarmula  definitiva,  que,  dando  verdadera  independencia 
al  Ayuntamiento,  permita,  sin  menoscabo  del  interés  ge- 
neral, el  Ubre  desarrollo  de  las  fuerzas  locales  y  el  e»ta- 
blecimientq  de  tradiciones  propias,  sin  las  que  el  progre^ 
80  es  imposible  y  la  vida  uña  sombra  en  los  individuos 
como  en  las  Coípo nación^. 

»Ni  la  ley  de  1813,  discutida  entre  la  agitación  y  las 
preocupaciones  de  la  gloriosísima  y  terrible  lucha  que  en 
defensa  de  la  nacionalidad  sostuvieron  nuestros  padres; 
ni  la  de  3  de  Febrero  de  1323,  planteada  en  medio  de/la 
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guerra  civil  y  de  la  amenaza  de  una  invasión  extranjera; 
ni  la  de  1840,  preparada  con  el  teilaor  y  la  esperanza  de 
una  revolución,  á  t[ue  sirvió  de  causa  y  de  pretexto;  ni  la 
de  8  de  Enero  de  1845,  hecha  por  medio  de  autorización; 
ni  la  de  1856,  votada  y  sancionada  hallándose  en  suspen- 
so la  Constitución  del  Estado,  podían  corresponder  am- 
pliamente á  los  sentimientos  patrióticos  en  que  se  inspi- 
raron sus  ilustres  autores, 

»A)mrte  de  las  dificultades  que  las  circunstancias  crear- 
ban  á  legisladores  tan  insignes,  ofrecíales  además  un 
obstáculo  invencibfe  la  fórmula  contradictoria  en  que  por 
el  curso  de  loe  sucesos,  venía  planteándose  el  problema 
que  ha  de  resolverse  en  esta  ley.  Desde  el  momento  en  que 
se  consideraba  necesario  reunir  en  ima  sola  persona  ftui- 
oiones  que  corresponden  á  la  Administración  municipal, 
con  otras  incumbencias  aue  son  propias  del  Estado,  era 
imposible  mantener  el  fiel  do  la  balanza  sin  que,  ó  se  neu- 
tralizase la  iniciativa  aue  al  Estado  y  al  Municipio  corres- 
ponden, ó  se  turbara  la  armonía,  sacrificando  el  uno  al 
otro  de  los  poderes  ó  fuerzas  sociales. 

»Por  eso  cuando  atenta  é  imparcialmente  se  estudian 
las  disposiciones  de  las  diversas  leyes  do  Ayuntamientos 
que  ofrece  nuestra  diversa  historia  contemporánea,  ad- 
viérteáb  fácilmente  que,  mientras  domina  en  unas  la  ab- 
sorción de  las  atribuciones  del  Gobierno  por  la  Autoridad 
municipal,  en  otras  impera  en  sentido  inverso  la  absor- 
ción de  las  facultades  del  Municipio  por  el  Poder  ejecuti- 
vo de  la  Monarcruía. 

)>La  presente  ley,  aunque  sólo  comprende  dos  cuestio- 
nes esenciales,  puede  considerarse  como  de  inmensa  tras- 
cendencia, no  sólo  porque  enlaza  leyes  y  sistemas  diver- 
sos, y  en  apariencia  contradictorios,  sino  porique^  reali- 
zando fundamentalmente  la  separación  debida  entre  el 
Estado,  la  Provincia  y  el  Municipio,  permitirá  á  cada  una 
de  estas  tres  grandes  entidades  el  desenvolvimiento  *ar- 
mónico  y  sucesivo  do  las  instituciones  que  les  correspo¡tt- 
den.  Los  Ayuntamientos,  animados  con  el  espíritu  de  la 
libertiad,  teniendo  á  su  cuidado  grandes  intereses  que  po* 
drán  fomentar  ampliamente  sin  temor  á  las  limitaciones 
y  cortapisas  que  entibian  ó  extinguen  su  celo,  se  coitóa- 
grarán  con  fe  al  servicio  de  la  Administración  local,  y 
pronto  adquirirán  en  ella  aquella  autoridad  moral  cfue 
tuvieron  en  los  pasados  tiempos,  más  preciada  sin  duda 
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que  la  efímera  y  bulliciosa  á  que  sólo  pueden  aspirar  en 
períodos  revueltos  y  dé  ningún  sosiego  público.» 

6.^  Ley  de  1870.' — Vinieron  desimés  los  acontecimien- 
tos de  Setiembre  de  1868  y  las  Cortes  Constituyentes, 
reunidas  en  Madrid  en  11  de  Febrero  de  1869,  procedieron 
■  bien  pronto  á  la  confección  de  una  nueva  ley  Municipal 
en  armonía  con  los  principios  proclamados  en  la  Consti- 
tución democrática  de  que  dotaron  al  país. 

El  espíritu  de  esta  ley  Municipal,  promulgada  en  20  de 
Agosto  de  1870,  fué  el  de  una  amplia  descentralización. 
Considerando  á  loa  pueblos  en  estado  de  conocer  y  re- 
solver acertadamente  cuanto  atañe  á  sus  propios  intere- 
ses, y  persuadida  de  que  bastaba  para  poner  coto  a  los 
punibles  abusos  de  los  encargados  de  repd^esentarlos  el 
ejercicio  de  las  accioáes  concedidas  á  los  habitantes  de 
los  distritos,  entregó  á  los  Ayuntamientos  toda  la  Admi- 
nistración de  los  Municipios,  sin  otro  contrapeso  ni  dique 
que  las  Juntas  municipales  para  las  cüestioi>es  económi- 
cas, y  los  recursos  citados  respecto  á  las  demás.  De  esta 
manera  se  erigió  una  perfecta  autonomía  municipal  so- 
bre bases  cuya  debilidad  demostró  muy  pronto  el  estado 
de  confusión,  despotismo  y  desorden  eii  que  cayó  la  ges- 
tión de  los  intereses  locales,  dando  margen  á  fas  conti- 
nuas quejas  de  los  perjudicados  que  faltos  de  virilidad 
para  denunciar  y  perseguir  lüs  ilegalidades  y  los  ama- 
ños, ó  desconocedores  del  nuevo  derecho,  buscaron  en  la 
murmuración  el  desahogo  de  su  despecho. 

7.°  Reforma  de  1876.— Ante  este  resultado,  cuyo  pron- 
to remedio  reclamaba  la  opinión  pública,  y  obligado  á 
restablecer  la  marcha  regular  de  la  Administración,  fre- 
cuentemente perturbada  por  las  resistencias  y  extraJimi- 
tadones  de  las  Corporaciones  populares,  el  Poder  públi- 
co creyó  necesario  introducir  en  la  organización  y  régi- 
men municipal  las  refcwrmas  aconsejadas  por  la  expe- 
riencia, restringiendo  el  sufragio,  modificando  el  nom- 
bramiento délos  Alcaldes,  dando  al  Gobierno  alguna  efi- 
caz intervención  en  materias  de  presupuestos  y  cuentas, 
reformando,    en   una  palabra,  aquellas  prescripciones 

Íue  hacían  imposible  el  ejercicio  del  poder  tutelar  del 
Istado  y  la  inspección  superior  de  los  actos  de  los  Ayun- 
tamientos. Llevó  á  cabo  esta  tarea  la  ley  de  16  de  Di- 
ciembre de  1876;  pero  como  quiera  que  limitándose  sus 
disposiciones  á  la  modificación  de  puntos  aislados  dé  la 
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de  1870,  ni  .una  ni  otra  constituían  un  cuerpo  armónico, 
y  en  la  aplicación  surgían  continuas  dudas,  refundiólaí> 
en  una  sola  ley  la  de  2  de  Octubre  do  1877,  hoy  vigente, 
siendo  de  lamentar  que  al  hacerlo  no  se  procurara,  algo 
más  que  reemplazar  la  letra  de  algunos  artículos  de  la 
reformada  con  la  de  los  que  en  su  sustitución  aparecían 
en  la  reformadora. 

CAPÍTULO  V. 

CONCEPTO  Y  NATURALEZA  DEL  MaNIO^PlO  ACTUAL» 

1.®  Diferenoias  eutre  ol  antiguo  y  el  actaal  Mauicipío. — 2.**  Definición  legal  del 
Municipio. — 3.0  Término  maaicipal.^— 4.**  Condiciond»  necesarias  de  loá  Mani* 
cipios.  (a)  KespectQ  á  los  existentes,  (h)  Hespe^to  ¿Ips  que  se  ccfiQb'-ró.'^ 
Reducoiones .  — 6 .  ^  Alt^aci<Sn  do  los  Municipios  .  (a)  Por  supresión  total, 
(b)  Por  segregación  de  una  parte,  (c)  Autoridad'  ¿otnpetente  para  té«ohrerl¿^. 
— T.**  Consecuencias  de  las  alteracioiies..— S.**  Cambios  que  ai^c^n  i  U  loriiui. 
— '9.**  Keglas  especií^les  ^ara  los  grandes  Municipijos. — 10.  Deberos  y  derechos 
de.  la  asociación  municipal.— U.  Cargas  municipales. — 12.— Acción  de  dentin'- 
cia  y  reclamación.— 13-  Resguardo  de  peticiones. 

I."*  Diferencias  entre  d  anMguo  y  el  actual  Mímidpio,-^ 
Si  en  su  origen  más  ix^moto  fué  ol  Municipio  una  asocia- 
ción independiente,  un  Estado,  aunque  peí^uefto,  sobere^ 
no,  con  territorio  donde  él  solo  dorainaha,  con  leyes  na- 
cidas de  su  voluntad  y  organización  dispuesta  á  su  arbi- 
trio; cuando  ensanchado  por  'Sucesivas  >adqui8ioiones  y 
agregaciones'  el  espacio  en  q[ue  ejercía  la  soberanía  so . 
trasformó  en  grande  Estado,  u  obligado  pior  la  violencia, 
ó  conducido  por  la  utilidad  vino  á  ser  ün  miemi)ro  do 
más  compleja  y  extensa  sociedad  política,  perdió,  aquel 
carácter  en  ctianto  ^á  su  vida  externa,  i^teñiéndoJe.  nu 
más  que  en  lo  tocante  al  régimen  interior,  y  aun  esto 
bajo  la  condición  de  no  i:)erturbar  con  «us  actoó.  I-a  de- la 
Nación,  con  la  cual  hubo  de  coordenar  la  suya...    . 

Desde  entonces  el  Municipio  tuvb  dos 'aépeotoa;  ^\piir- 
blico,  ó  de  sus-  relaciones  con  los  intereses  generales  y 
permanentes;  el  j»n>tif¿Z(?,  por  lo  qué  hajoe  á  sus  intereses 
propios  y  peculiares.  '         •  '  ;: 

A  este  cambio  en  la  naturaleza  correspondió,  como  in- 
declinable consecuencia,  en  la  competencia  ó  pod^r^  y  en 
la  forma  de  los  organismos  encargados  do  éieícerlo,  el 
necesario  para  ponerlos  en  consonancia  con  las  neoe^i-r 
dades  de  la  nueva  situ^íiíón  que,  si  de  una  parte  Anulaba 
todas  las  atribuciones  inherentes  á  la  perdida  sob^anía, 
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dio  de  otra  nacimiento  á  las  precisas  para  el  cumplimien- 
i»  de  las  relaciones  de  subordinación  y  dependencia,  qiie 
en  adelanté  debía  mantfener  con  el  Estado. 

Por  eso  en  las  naciones  moderoas,  donde  con  más  ó 
menos  robustez  subsiste,  yú  se  la  considere  como  Poder 
eenecial  entre  los  varios  que  informan  la  organización 
política,  ó  ya  tan  sólo  como  organiamo  primario  y  tradi- 
cional encaVgado  de  llenar  funciones  limitadas  á  las  ne- 
cesidades de  los  pueblos,  la  institución  municipal  ocupa 
un  lu^r  importante  en  los  Constituciones. 

2.*"  Dejhddón  legal  del  Municipio. — Bn  el  estado  actual 
de  nuestro  derecho  publicó,  entiéndese  por  Municipio  la 
asociación  legal  de  todas  laspersonUs  que  residen  en  un  térmimo 
municipal. 

Como  la  sociedad  Nación  tieod  su  representación  en  el 
Estado,  el  Mumeipio  tiene  por  j>epresentante  al  Ayunta- 
miento (1)^  ó  sea  el  Cuerpo  enoatgado  de*  administrar  los 
intereses  profáos  y  peculiareadela  comunidad. 

Ordinariamente  sie  confunden  lambas  ideas  de  Munici- 
pio y  A}Tmtamiento,  dando;  este  último  njombre  tanto  á 
la  ásociacrGii  como  al  Cuerpo  que  lív  representa.  ^ 

En  la  acepción  lit^al,  Ayuntaraxeinto — que  viene  del 
antiguo  verbo  ayuntar ,  juntarse,  reunirse-r-quiere  decir 
junta  ó  imión  de  "dos  ó  mád  5ridividuo$  ó  miembros  qué 
vienen  á  componer  un  todo,  y  aaí  fee  ^sa  para  designar 
un  Cuerpo  de  cierto  número  d¡e  persoíias  á  quienes  está 
encardado  el  gobierno  civil:  y  económico  de  cada  pueblo 
de  la  Nación.  En  este  sentido  se  le  oonoo^  también  en 
España  con  laJs  denominaciones  de^  Concejo,  Regimiento, 
Cabildo,  Munioiino  y  Municipalidad <  : 

3."*  Térmvm  Tn^mcipal. — Téormiho  fiíiur^icipal  es  el  fc^rri:* 
torio  á  que  se  extiende  Ja  acción. administrativa,  de  un 
Ayuntamiento  (2)- 

Al  parecer,  encierra '  esta  deíiiíiición  una  petición  de 

Kincipio;  pera  á  poco  que  sé  lexamine  vése  que  no  e^  así. 
ira  expresarse  de  ese  modo  tuvo  el  legislador  en  cuen- 
ta que  iba  á  estatuir  acerca  de. Corporaciones  existentes, 
de  entidades  anteriores  á  ella,  y  sobre  todo,  oue  la  esfera 
jtirisdicciónal  de  los  Ayuntamierttoe  había  sido,  en  la  ge- 
neralidad de  los  casos,  un  reeultadode  la  costumbre,  co- 

(1)    Ley  Municipal,  art.  l.o 
(2}     ídem  id.,  art.  2.o,  par.  l.o 
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mp  demuestra  la  famosa  lev  de  Toledo  (1),  dictada  pai'a 
resolver  las  frecuentes  conneíndas  que  los  pueblos  etúver' 
sí,  ó  con  Corporaciones  y  particuifeires,  sostenían  acerca 
de  las  usurpaciones  de  lugares,  jwrisdiccioneSy  términds, 
etcétera;  en  cuya  ley  se  rhanda  qtce  «cuando  algún  Con'*' 
)>cejo  se  quejare  que  otro  6  otros  Concejos,  ó  algunos  ca- 
»balIeros  ó  otras  cualesq[Uier  personas  les  tonian  y  ócu- 
»pan  sus  lugares,  iurísdiocionesy  etc.,  ,detitro  de  30  días 
»müestre  la  parte  demandada  él  título  ó  derecho  que  tie- 
rno á  los  tales  lugares,  jurisdicción,  etc.»  y  ciue  compSro^ 
bado  el  despojo  se  restituya  al  Cohóejo  querellante  la  pe- 
sesión  de  lo  ocupado;  por  donde  se  ve  que  la  posesión  era, 
por  regla  general,  el  título  único  en  que  se  fundaba  el 
ejercicio  en  un  territorio  de  la  jurisdicción  del  respectivo 
Ayuntamiento,  de  la  cual  no  se  le  podía  privar  sino  me- 
diante prueba  en  contrario-  Se  ve,  por  lo  tanto,  que  lá 
definición  que  la  ley  contiene  de  lo  q\ie  entenderse  debe 
por  término  municipal,  se  apoya  on  Mn  hecho  general  que 
adquirió  fuerza  de  derecho,  reconocido  y  consagrado  por 
ella,  estatuyendo  que  aquella  exitenéión  ae  terreno  dentro 
de  la  que  venían  loe  Ayuntamientos  .ejenoiendó  jurisdic- 
ción ó  acción  administrativa,  ese  es  el  término  municipal 
que  les  corresponde. 

No  obstante  la  claridad  del  texto  legal,  pudiera  tal  vez 
suscitarse  alguna  duda  respecto  al  territorio  pertenecien- 
te á  los  pueblos  que  no  soh  Ayuntamientos^  pero  basta 
para  desvanecerla  tener  en  cuenta  que  la  ley  no  hace  re*- 
ferencia  á  la  propiedad  ni  á  la  posesión  de  tierras,  apro- 
vechamientos, pastos  ó  Cualesquiera  otros  derechos,  sino 
puramente  al  ejercicio  de  la  autoridad  conferida  á  loé 
Ayuntamientos,  pudiendo  muy  tien  darse  el  caso  de  que 
lo  perteneciente  á  uno  de  ellos,  cómo  propietario  ó  po- 
seedor, radique  fuera  de  su  término  municipal,  y  por  lo 
tanto,  allí  donde  ejerza  Ja  piotestad  dominical^  no  alcanza- 
rá la  de  juriédicdón.  De  aquí  resulta  aue  en  nada  empe- 
ce (jue  dentro  de  uá  térmirlo  municipal  haya  varios  pue^ 
blos  con  territorio  ó  terminó  propio  para  que  la  ddini- 
ción  de  la  ley  sea  exacta.  - 

4.**  Condiciones  necesarias  de  los  Mmic^ios.^^mngún  ser 
físico  ó  moral  puede  subsistír/sin  las  condiciones  orgáni- 


(1)    Ley  5.a,  tít.  21,  lib.  7.o,  Nov.  Recop, 
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cas  necesarias  para  desempeñar  las  funciones  correspon- 
dientes á  su  naturalezÉi,  y  siendo  la  del  Municipio  la  cíe 
asociación  para  el  cümplimieíiito  de  los  fines  humanos 
comprendidos  en  los  intereses  de  lía  comunidad  local,  su 
existencia  depende  de  los  recursos  6  medios  precisos  para 
el  establecimiento  ó  prestación  de  los  servicios  que  lai? 
necesidades  colectivas  exigen;  porque  sí  aquéllos  faltan/ 
los  últimos  son  imposibles.  Aparte  de  ésto,  el  progreso 
.  de  la  civilización  ha  hecho  incompatibles  con  el  funcio- 
namiento desembarazado  de  la,  acción  municipal  la  vida 
independiente  de  los  pequeños  grupos  de  población,  sien-^ 
do  su  tendencia  la  de  crear  grandes  cbniuhtoó  donde  se» 
asocien  muchas  fuerzas  particulares,  á  fin  de  lograi»  re- 
sultados proporcionados  al  impulso  poderoso  que  así  se 
obtiene.  Por  esto  exige  la  ley  que  todo  Municipio  cuente  al 
menos  con  una  población  de  2.000  habitantes  residentes, 
que  tenga,  ó  se  le  pueda  señalar,  ferritorio  proporcionado 
a  esa  población,  y  por  último,  que  pueda  sufragar  los  ga&^ 
tos  municipales  obligatorios  (1).  Y  decimos  que  estas  cir- 
cunstancias ha  de  reunir  el  Municipio,  porque  aun  cuando 
la  disposición  legal  las  refiere  al  término  municipal,  es  con- 
notoria  impropiedad  é  incurriendo  en  una  palmaría  con- 
tradicción, toda  vez  que  al  definir  lo  que  por  tal  término 
entiende,  dice  que  es  el  territorio ,  no  más  qué  el  territorio 
á  que  alcanza  la  acción  adrniílistrativa  de  un  Ayuntí^ 
miento,  mientras  que  anteriormente  asentó  que  el  Muni- 
cipio es  la  asociación  legal  de  las  personas  que  en  el  di- 
cho término  residen,  y  claro  es  qué  no  éste  sólo,  sino 
principalmente  aquélla,  forma  el  verdí^ro  Municipio, 
sociedad  humana  que  en  un  espacio  determinado  cumple 
sus  peculiares  fines  con  los  recursos  para  ello  indispen- 
sables. 

(a)  Respecto  á  los  ensterites.—V^vo  las  condiciones  enu- 
meradas nó  están  destinadas  á  producir  efectos  re- 
troactivos, y  por  lo  mismo  sólo  son  exigibles  á  los 
Municipios  que  posteriormente  á  su  establecimiento  so 
crean  o  hayan  creado.  Los  aue  existían  antes  de  adop- 
tarla la  ley,  no  debían  su  viaa  á  esta  ni  á  ninguna  otra 
disposición,  y  el  legislador  en  presencia  de  estos  se- 
res morales,  de  esas  pet*sonalídades  engendradas  por 
relaciones  naturales  y  sostenidas  por  la  participación 

(1)    Ley  Municipal,  art.  tfi 
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en  común  durante  muchos  años  de  obligaciones  y  de- 
rechos, de  beneficios  .y  cargas,  temió  con  razón  aten- 
tar á  un  estado  de  f^o^txB  que  usos  no  interrumpidos,  tal 
vez  desde  tiempo  remotísimo,  Ji^bían  creado  sin  con- 
tradicción legítima^  anties,  por  el  contrario,  como  re- 
sultado de  la  necesida-d  ó  de  la  conveniencia  de  los  mo- 
radores de  esas  pequeñas  sociedades.  La  ley,  en  una  pa- 
labra, no  quiso  dejar  de  respetar  lo  que  siendo' un  hecho 
consumado,  origen  de  derecho  no  puesto  en  tela  de  juicio, 
tenía  títulos  induclables  á  seguir  desempeñando  en  la 
economía  general  del  Estado  la^  funciones  que  la  esponr- 
tánea  voluntad  de  los  habitantes  de  su  territorio  le  confi- 
riera; y  con  tanta  ijiás  ra?ión  <iv^anto  que  la  supresión  ckí 
esos  Ayuntamientos^  si  acaso  traía,  consigo  ventajas  bajo 
cierto  aspecto,  indefectiblemente  había  de  producir  tras- 
tornos, perturbaciopes  y  conflictos^,  miercea  á  la  disloca- 
ción de  las  relacione^  que  determinaron  su  nacimiento  y 
de  los  intereses  creados  á  su  sombra,  , 

(b^  Respecto  á  los  que  se  cr^e^h.-^Ño  existiendo  igua- 
les .motivos  para  eximir  de  toda  r^gla  á  io$  que  en  ade- 
lante se  formasen,  y  exigiendo  de  consuno  la  utilidad 
de  la  Administración,  general,  y  la  fácil  v  exacta  pres- 
tación de.  los  servicios  municipales,  que  los,Rtunicipioí> 
cuenten  con  los.  medios  auíiciontes  para  que  todas 
cuaíitas  funciones  están  ;  enconwndadqLB  á  los  Ayun- 
tamientos exclusivamente  ó  por  delegaiiión,  se  cujuplañ. 
de  un  modo  inteligente  y,  ex,pQdito,  fin  difícil  de  lograi* 
en  los  que  rigen  términos  de  esicasa^  población  y  no  so- 
brados medios,  eondicipnes  aue  suplen  ser,  directamente 
ptfoporcionajes  entre  sí,  no  (Jispensailá  ley  déla  .concu- 
rrencia de.  la  suma  de  requisitos  que  como  esenciales 
para  la  existencia  de  tales  asociaciones  establece.    . 

5."  Reducciones. — Asíj,pues,  la  pauta  legal,  en, cuanto 
á  este  punto,  es  el  reconocimiento  y  confirmación  délos 
Municipios  existentes  al  publicábase  la  íjQy,  cualesquiera 
que  fuesen  sus  cirQun^tancias,  y  la  aplicación  rigurosa 
de  las  condioiones^  enumneradAs  par^  el  caso  de  que  se 
cree  alguno  con 'Posterioridad.,  ,      :        ... 

De  esto  se  desprende^  como  corolario,  que  np.,  se  con- 
forma con  ei  espíritu  y  ten^^ncia  de  la  ley  el  que  se  des- 
membren los  Municipio^,  cuya  existencia  por  expeppióu 
autoriza  y  consiente  por  respeto  á  los  derechos  aaqui- 
ridos,  siquiera  esto  traiga  graves  inconvenientes  para  la 
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Iniena  aclministrafeióti  públiíJá,  puesto  que  rto  d^be  per- 
mitirse  qué  se  alejen  de  las  condidonee  phcisas  íegíj- 
inentc  para  la  constitución  de  los  Ayuntamientos  (1). 

6."*  AHeraeión  de  lo¿  Municipios. — ^En  este  punto  cree*- 
mos,  preciso  repetir  la  advertencia  antea  hecha;  Por  más 
<  ¡ue  la  ley  dicta  reglas  acíet*ca  de  los  tS*Minús  municíixiles, 
MTS  preceptos  estabíeden 'bien  cláífaménte  que  de  lo  que 
trata  es  de  la  alteración  délos  JfiíTticipíb^,  cuándo  por 
efecto  de  multitud  de  cii'otmstancías,  entre  las  que  por 
derto  no  és  la  del  tetritorio  la  predominante,  llegan  á  uá 
^Tado  de  poslración  que  -imposiblKta  su  existencia,  ó 
cuando,  por  el  contrario,  alcanzan  uri  desarrollo  tal  qué 
les  obliga  á  fraccionarse;  siendo  de  notar  que,  tanto  para 
la  supresión  comió  párót  los  casos  de*  sogrjBgaoión,  el '  ele*^ 
mentó  que  ei^pecialmente  se  consülfét  ¿o  eft  el  del  espacio 
ocupado  por  el, ente  ádmlniéítratíyoy  ^ino  1&,  volunt<ü  de 
los  asodaaos  6  rédifids  á  cuyos  intereséis  afecta  la  medida. 

(a)  Por  ^íiprésfóH  tcftUl.—'En  efótto,  cuando  la  supre- 
nsión  de  un  Mtkj^ícipio.  potril  agt*egati30á.otro  ú  otros  con 
lodos  sus  eleíiitlritos  '<!^nstitutivoB  de  territorio^  habitan- 
tes, recursos,  etc.,  está- determihada  por  la  carencia  d¡e 
estos  ú  otros  fundíidí)s  motivos,  es  indíspensd.ble  para  llé^ 
varia  á  cábó  que  \ú,  acuerden  lo¿  Ayuntamientos  y  la  ma^ 
yoría  de  los  vecfrtó^'de  los  Municipios  interesados.  0e 
modo  quo  sólo  ent*  cHso,  poco  frecuenté,  de' confundirse 
ios  pueblos  á  causa  del  desarrolte  y  enéíán¿he  de  edificat 
cíones  hasta'  el  punto  de  que  no  sea  fítóil  determinar  sus 
verdaderos  línUtes,  podrán,  condensarse  en  uno  loa  qub 
arrtes  eraii  Municipios  diferentes^  sin  obneultár  él  deseo 
de  los  rcsítfenf es,  qui3  en  esb  ]íípó*etó8  tanipi3co  puede  de^ 
ci'rfee  á  ctíál  do  aquéHos  tíerfeénéc^n. 

(b)  'Por''st^tegatión  ae  itné  páfh.-^De'igii^l  manetfa 
cuando'  una:  iJarté'de  wjd  MuriiéípSo  quie«»é  aigregarse  & 
otrbs  sépaK4nd6áé:de  acpél,  lA' votortód'dé  la  mayoría^do 
los  vdcinos  de  dícíjá  porción  es' qüléítí-decilde,  aunqiíe  d¿^ 
jando  á'salvo  di  d^  t{üte  proceda  lá.é'étttólittionteíque  vimos 
ser  precisas  piara  fprmar  Müniéípío,  y  también  si  la  se- 
gregación es  pctra  cotlfettítüir  oitro  ú  <Jtros  itídependientfeSy 
se  requiere  el  acuerdo  de  los  interesados. 

(c)  Autoridad  eómpet^n'^e  pard  réSQhei".  —En  cíialquiera 
caso  de  alteración  la  repólu¿ión  definitiva  corresponde  á 
, , _ 1'  >    ■ , '  " — »- — ■/■■ '  '  ■) 

(1)    R.  0.  de  27  de  Setiembre  de  1880. 
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las  Diputaciones  exclusiy^nieiíite,  Riendo  sus  acuerdos 
ejecutivos  si  coa  ellos  están  conformes  los  interesados; 
pues  de  otra  manera  la  apcrobp.ción  de  esos  actos  será  ob- 
jeto de  una  ley. 

7.*"  Conseciimdas  ele  tas  alteraáme^.-^r^^omo  qyúQva^ 
las  alteraciones  expresadas  flio  pueden  menos  de  tras- 
cender aJ  patrimonio  de  los  pueblos,  es  preciso  que  los 
interesados  señalen  las  nuevas  demarcaciones  de  terre- 
nos, practicando  la  divisipn  de  bienes,  aprovechamien- 
tos, usos  públicos  y  créditos,  sin  perjijidicar  á  los  dere- 
chos de  propiedad  y  á  las  servidumbres  públicas  y  pri- 
vadas existentes  (1)., 

8.**  Cam^ios^  que  afectan  ala  forma. — Aunque  de  menos 
trascendencia  que  los  relativos  á  la  existencia  de  los  Mu- 
nicipios, ocurran  á  veces  cambios  que  el  interés  general 
ó  el  de  alguna  de  aquellas  asociaciones  reclama,  respec- 
to á  su  capitalidad,  6  á  síu  condición  de  miembros  de 
otras  circunscripciones  territoriales  en  qiie  están  encla- 
vados; tales  sQtu,  la  provincia  y. el  partidO;  judicial, 
.  En  el  primer  caso,  ó  sea  en  el  de  cambio  de  capitali- 
dad, se  procede  como  si;  se  tral^ira  de  cualquiera  de  aque- 
llas otras  alteraciones;  en  el  segundo,  ó  para  hacer  pasar 
el  Municipio  de  un  partido  á  otro,  ademas  de  oirse  á  los 
Ayuntamientos  interesados,  informarf n  la  Diputación  y 
^  Gobernador  de. Ja  provincia,  y  el  Ministro  efe  Gracia  y. 
Justicia,  siendo  la  resolución  final  dp  la  competeacia  del 
Ministro  de  la,  Gobernación,  previo,  dictamen  del  Consejo 
de  Estado  (2).         , 

9.*"  Reglan  especiales  pa/ra  los  grandes  Mmícípios. — ^En 
materia  de  alteración  de  Municipios,  forma  una  excep- 
ción en  la  regla  general  del  procedimiento  el  privile- 
tio  concedido  á  Madrid  y  á  las  poblaciones  ae  más 
e  100.000  habitantes,  para  que  puedan  á  felinas  incorpo- 
rarse por  R^l  decreto,  previo  dictamen  de^  Consejo  de 
Estado,  y  dando  cuwts^  a  las  Cortés,  lo^  grupos  de  po- 
blación, anunque  tengan  Ayuntamiento  propio,  situados 
á  10  kilómetros  de  la  prizuera,  ó  á  seis  kilómetros  respecto 
á  las  segundas  (3).  Como  todo  privilegio,  éste  no  puede 

(1)  Ley  MuBjcipal,  ^rte,  S.o,  4.0,  5.0,  ^.0  y  7.0;  Rs.  Os.  de  26  4e  Febrero 
de  1875,  8Í  de  Enero  y  28  de  Octubre  de  Í880.' 

(2)  Ley  Municipal,  art«.  7.o  y  9.«;  Rs.  Os.  de  16  de  Julio  de  1872,  81  de 
Enero  y  18  de  JnKo  de  1886. 

(8)    Ley  Municipal,  art.  10. 
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defenderse  ni  ser  admitido  sino  á  condición  de  que  su 
existencia  sea  legitimada  por  la  conveniencia  pública;  y, 
en  tal  concepto,  no  deberá  ejercerse  cuando  no  lo  deman- 
den á  una  el>int©réa  de  lo». grandes,  centros  de  pqblación 
oitfetdos,  y  los  grupos  c^üeá  ellos  hayan  de  unirse.  De  otra 
manera,  aó  coqsa^raraa  otra  cosa  que  el  predominio  de 
unos  Ayuntamientos  sobre  otros,  con  desprecio  de  la  más 
elemental  prudencia  política. 

10.  Deberes  f  derecko^en.  la  asociación  municipal. -^Siendo 
el  Municipio  .una  asociaeign  ó  sociedad  í^al  qw  abarca 
hasta  cieirto  grado  todos  Ips  fine3  de  la  personalidad;  una 
Comunidad  de  familias  unidas  por  relaciones  permanen- 
tes para  subvenir  á  las  necesidades  colectivas  y  públicas, 
hiande  existir  bntre  sus  míembi^os  y  el  QOíijunto  pactos 
que  d^rminjen  la£»  obligaciones  y  los  derecnos  respecti- 
vos y  reglas  en  que  ésttó  yaquéllos  tengan  su  garantía. 
'  Antiguamente  Jas  OartoiS  pueblas,  los  Puearos  y  privile- 
gios de  las  ciudades,  vilia»^  y  Jugares,  fijaban  en  cuanto 
al  derecho  civil  y  oriminal,  al  político  y  aun  al  eclesiás- 
tico, las  franq[uicias  y  ventajas  que  4  los  habitantes  se 
otorgabaUj  iasi  como  las  prestaciones  que  I(?s  eran  exigi- 
bles  en  favor  del  Señor  ó  fíe  la  misma  pomunidad;  mas 
cuando  el  desarrollo  cl^  la  vida  nacional,  y  lasnuevas  for^ 
mas  del  derecho  públioofiaoderno,  mpdifipáron  la  institu- 
ción n[iunicipal  paia,  ligarla  más»  íntiman^ente  al  interés 
pái>lico,  fué  preciso  sustituii:.  á  la  autonomía  loc<aL  in- 
compatible con  la  uiaidad  verdadera  y  esencial  del  Esta- 
do, un  régimen  capází  de  armoní^e^r  la  existencia  de  éste 
bon  la  derMuniclpio,  conforme  á  Ioq  principios  fundamen- 
tales de  la  Constitucióa  y  sin  herir  Ips  naturales  aplica- 
bles á  toda  asociación  ¿  - 

Los  estatutos  particulares  y  los  Fueros  municipales  fue- 
ron' reemplazados  por  la  ley  que,  dejando,  á  salvo  el  dere- 
cho privado  del  Municipio,  íiio,  no  obstante,  los  límites 
de  su  poder,  y  definió  los  deperes  y  los  derechos  de  los 
recinos  pai^  evitar  que  en  nombre  y  al  amparo  de  una 
josta  libertad  fuera  ^üérificadoeí  interés  individual  al 
eorpcarativo^  ora  ínaponiendo  mayores  obligaciones  que 
las  establecidas,  ora  c^oeniando  ías  facultades  concedi- 
das, ó  impidiendo  su  ejercicio. 

Cori  arreglo  á  estos  principios,  la  ley  re(K)nocei  a  todos 
los  vecinos  el  derecho  á  la  participación,  que  según  los 
casos  les  corresponda  en  los  aprovechamientos  comu- 
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nales  y  en  los  demás  disfrutes,  nmé  y  beneficios  conce- 
didos al  pueblo  (I).  ■■'    '    .  .    .• 

Son  aprorechamientos  comunalesi  los  que  soirefierea  á 
aquellos  bienes  y  derechos^^  frutos  y  productos  cpue,  peu-»- 
teneciendo  en  propiedad  ó  posesii^n'  á  Jos.  pueblos,  estén 
destinados  á  sei^  utilizados  directamente  por  los  habitañr 
tes,  ya  individualmente  ó. por  cabezas,  biémpior  familias, 
vecinos,  hogares,  etc.  •  .  j    > 

Los  bienes  de  propios,  aunque  pertenecen  al  Municipio, 
na  son  de  aprovechamiento  común^  sinoique,  ó.  se  em-r 
plean  para  sei*viCios  públicos,  oohío"  los  eaificiós,  .6  ae 
arHeiíaan,  utilisíando  sus.  rentas?  en-  el  prefeüpUeeto  del 
pueblo.'      '      '  v    ■'■  ■■  '•,  '■'   ' '  --    '  '  "  ^í  '      '' 

11.  Oafgas  munitípé^e^. -^Ann  cuando  los. vecinos  adr 
quieran  el  pleno  dominio  dé  lamparte  quaeailos  a4>rove* 
cnamientos  cbmunes  les  haya  skío  adjudicada,  no.enfepar 
rán  en  su  disfrute  eino  ei%.  cuanto  acrediten  ;eataíi?. al 
corriente  en  el  pftgó  de  todas  stas'obligaoiones  con  el  pret- 
supuesto  municipal;  salvt)  'tos  pobres  qile/eetéíi  excepr 
tuados  del  pago.  Además  de  lá  obligación  de  contribuir 
con  sus  habe^eá  al  sosljertiinienrto<ldl  Municipio,,  están  sil- 
Jetos  también  * lapi^eétaciónipersoaalí  aljalojamiento de 
los  tnilit^es  y 'á  facilitar  bai^a|é8y  se^úmeaj&u  lugar  se 
éxplicató;;fK3ifb''rtO' están  obligados  áqorrepjpliegosy  ni 
prestar  ningún  sét^vicio  fuera- del  térmi^  ni.  aquellos 
otros  (foftio  los  deí^ai^dás)  custodia;  dé  presea,  etc*,.qti!í 
deben  ser  |)ág^dofe  por  el  presupubéto  nahmicipi^ 

IJiOS  vecinos  estáti  Obligados  ta/mbiénádea^npeñarjcífa 
caí^oá  co^cejllfea  í>íara  qt^e^fuepénelegi^o'Si  eDCceiito  en  el 
caso  de  que  pót^ías  leyes  tengan  íaconipatibüidaa  ó  ajgu* 
na  otra  justa  causa  que  alegar  para < que; so-les.  exima  dtel 
cárgov'   '•■;■••    /'.'''■  \       '!  :  -  íT'V:;     ,•.,.      -.¡i/.:-...., 

12.  A\xión  de  tlékmma  y  reófalmaciún.'^o.sólo  los/veci- 
nqs,  iémO  todbe  los 'habitantes  de, un. ¿árjniho  tamní cipa!, 
tienen  acción  y  (^eiáhó'  para  reclaimait  oontr^a  Ibe  acuer-. 
dó^  de  las  Ayuhtamientosy  así  copio ..píEwrá.denuaciariy 
peíase guir  criirfinalmehte  k  los  Akaldes,  Regidores:  y  Vó-s- 
caleá  déla  ítóaWbleft  de  'ateo<iiadb8€¡iiííIo8  cagios,  tiempo  y 
fórniá  qlie  mehbioñaremds  alocupamosjdeíÁs  diferentes 
m^erias.  •  '•  '•  ^  ■]'>  >■.    f..*.::  ']  -'¡.«i;  >"  . 

Í3..  Re^^uiírdé  <í^joe^Wo^-**Los  querecubrainá  la  Au- 

— L_L^ '-    ''<j   ,il''/  '■■:,[•;,!•;■;.,    ri  /;   ../N  )■;  J.  1., .4--^^ -f 

(1)    Leyíitunícf¿íd,'art..'fiB;';'-    --'^   "        '  .:     ;-/í'-í.,    ..   í    -    .-- 
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toridad  municipal,  bien  sea  al  Alcalde  ó  al  Ayuntamien- 
to, tienen  derecho  á  exigir  de  la  misma  un  resguardo  en 
el  cual  se  haga  constar  la  demanda  ó  la  queja,  y  la  fecha 
y  la  hora  en  que  hubieren  sido  producidas.  Los  Secreta- 
rios deben  tener  especial  cuidado  en  cumplir  este  deber 
para  evitar  quejas  Fundadas  y  motivos  de  responsabili- 
dad: en  el  caso  de  que  el  Ayuntamiento  ó  el  Alcalde  les 
ordenasen  que  no  dieran  el  resguardo,  deberán  hacerlo 
constar  por  diligencia  para  que  no  los  hagan  después 
responsables  si  la  negativa  produjere  una  queja  (1). 

CAPÍTULO  VL 

DB  LA  BBPRBSBNTAOIÓN  MUNIOÍPAL  Y  ORaANIZACIÓN 
DB   LOS   ATUNTAUIBNTOS. 

1.^  Fandumentos  de  la  repTeMeDUQLÓnliuiBÍcipal.~2.®  Principios  do  la  organi- 
zación municipal. — 3.**  Composición  do  los  Ayontamieatot.^.^  Electores. — 
5.^  Elegibles. —6.^  Incapacidades. —7.*^  Incompatibilidades. —8.®  Excasas.— 
9.^  Conaiitaoión  de  los  AyoAtamTentos. 

i.**  Fundamentos  de  la  represerUadáft  municipal. -^Es  el 
Municipio,  la  ley  lo  dice,  una  asociación  legal  de  las  per- 
sonas que  residen  en  el  término  respectivo,  poseedora  de 
intereses  de  diversa  especie. 

Los  asociados  tienen,  sin  duda  alguna,  derecho  á  pro- 
veer á  la  seguridad  de  sus  personas  y  propiedades;  a  es- 
tablecer cuanto  requieren  la  tranquilidad  y  bienestar  co- 
munes; juntos  poseen  bienes,  derechos,  rentas  y  accio- 
nes, y  colectivamente  también  es  justo  que  concurran  á 
levantar  las  obligaciones  que  la  comunidad  está  llamada 
á  cumj)lir. 

La  índole  comunal  de  cuanto  al  Municipio  afecta,  en  1q 
referente  á  esos  sus  intereses  peculiares,  requiere  que  en 
la  gestión  y  gobierno  de  los  mismos  intervengan  todos 
los  que  en  ellos  tienen  participación,  es  decir,  todas  las 
personas  que  forman  la  sociedad  municipal;  pero  aquí, 
como  con  mayor  motivo  sucede  en  la  Nación,  tropiézase 
con  la  imposibilidad  de  practicar  esa  directa  é  inmediata 
intervención  de  la  colectividad  en  el  conocimiento  y  reso- 


(1)    Ley  Mimicipal,  arte.  24  y  26. 
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Ilición  de  las  cuestiones  y  asuntos  que  la  administración 
del  Municipio  abarca;  porque  ni  pueden  de  continuo  re- 
unirse los  habitantes  con  ese  objeto,  ni  aun  cuando  esto 
fuera  factible,  habría  nmedio  de  llegar  á  decisiones  con- 
cretas, sin  gran  pérdida  de  tiempo,  en  reuniones  tan  nu- 
merosas. Ha  habido,  pues,  necesidad  insuperable  de  apli- 
car en  la  esfera  municipal  el  sistema  representativo,  que 
por  otra  parte  es  el  tradicional,  y  está  además  determi- 
nado por  la  analogía  que  el. buen  orden  del  Estado  exige 
que  exista  entre  la  organización  de  éste  y  la  de  las  asocia- 
ciones públicas  que  dentro  de  él  viven. 

No  obstante  el  carácter  general  que  le  hemos  señala- 
do, distínguense  en  la  vida  municipal  dos  aspectos  prin- 
cipales según  que  se  la  considera  como  conjunto  de  ser- 
vicios organizados  en' beneficio  del  vecindario,  ó  como 
concentración  de  fuerzas  que  para  la  prestación  de  aqué- 
llos se  reúnen.  En  el  primer  caso  es  indudable  que  todos 
los  vecinos,  sin  excepción,  tienen  interés  directo  en  la  ad- 
ministración del  pueblo;  pero  en  el  segundo  afecta  de  una 
manera  especial  y  predominante  á  los  que>  como  cotUH- 
buyentes,  han  de  soportar  los  gravámenes  necesarios  pa- 
ra atender  á  los  gastos  comunes. 

Resulta  de  esto,  que  si  relativamente  á  la  gestión  de' 
los  intereses  del  Municipio  en  general,  la  designación  de 
los  mandatarios  y  representantes  por  igual  importa  á  to- 
dos los  vecinos,  en  la  de  los  intereses  de  índole  económá- 
ca  debQ  tenerse  en  cuenta  el  especial  carácter  de  las  cla- 
ses contribuyentes,  para  buscar  en  ellas  los  encargados 
de  promoverlos  y  defenderlos;  pero  armonizándolos  con 
los  primeros  por  medio  do  un  organismo  adecuado  en 
que  unos  y  otros,  en  la  proporción  correspondiente  á  su 
respectiva  importancia,  obtengan  representación. 

La  legislación  moderna  relativa  á  esta  materia,  sá- 
guiendo  precedentes  históricos,  aunque  con  diferencias 
que  no  afectan  á  lo  sustancial,  ha  establecido  siempre 
sobre  esos  principios  la  representación  de  los  Municipios, 
encomendando  á  Cuerpos  elegidos  por  los  vecindarios  la 
administración  general,  y  á  otros,  compuestos  de  aqué- 
lloe  y  de  cierto  número  de  contribuyentes,  designados  en 
irna  ú  otra  forma,  las  funciones  económicas  de  votar 
gastos,  autorizar  ingresos  y  aprobar  las  cuentas. 

En  la  actualidad,  la  representación  municipal  está  en- 
comendada al  Ayuntamiento,  que  ejerce  la  de  todos  los 
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intereses  comunes,  y  a  la  Junta  municipal,  que  tiene  á  su 
cargo  la  especial  de  los  económicos  (1). 

2.*^  Principios  de  la  organización  municipal, — Al  enco- 
mendar á  los  Ayuntamientos  el  gobierno  y  administrar- 
ción  de  los  Municipios,  el  legislador  no  podía  desconocer 
que,  si  para  la  deliberación  conviene  la  multiplicidad,  la 
acción  requiere  unidad.  El  concurso  de  muchas  inteligen- 
cias en  el  estudio  y  examen  de  los  asuntos  es,  en  efecto, 
prenda  segura  del  mayor  acierto  en  las  resoluciones;  pero 
la  ejecución  resentiráse  déla  división  de  pareceres,  y  de  la 
diversidad  de  tendencias,  si  no  se  encarga  á  uno  solo. 

La  Administración  de  los  pueblos,  no  por  limitarse  á 
círculo  mucho  más  estrecho  que  la  del  Estado^  deja  de 
estar  sujeta  á  las  mismas  leyes  naturales;  y  asi  como  la 
última  há  menester  desenvolverse  sobre  dos  poderes,  la 
primera  necesita  de  dos  órganos,  que  separadamente 
ejerzan,  uno  la  función  de  dictar  las  medidas  y  resolu- 
ciohes,  el  otro  la  de  ejecutarlas. 

3.^  Composición  de  los  Ayuntamientos. — Reconociendo 
esta  necesaria  separación,  la  ley  prescribe  que  los  Ayun- 
tamientos se  compondrán  de  Alcaldes,  Tenientes  y  Re- 
gidores (2).  Todos  ellos,  como  miembros  del  Cuerpo  re- 
f)reséntante  del  Municipio,  tienen  iguales  facultades  para 
a  deliberación  (3),  salvo  las  de  Presidente,  que  al  Alcal- 
de competen  (4),  y  por  eso  son  llamados  genéricamente 
Concejales  ó  individuos  del  Concejo;  mas  por  lo  que  hace  á 
la  ejecución,  corresponde  ejercerla  al  Alcalde  y  á  los  Te- 
nientes bajo  su  dirección  (5). 

El  número  de  Concejales  de  cada  Ayuntamiento  es  pro- 
porcional á  la  población  del  término  (6),  y  su  nombrar- 
miento  se  hace  por  elección  de  los  residentes  á  quienes  la 
ley  concede  este  derecho  (7),  en  la  manera  que  veremos 
al  tratar  especialmente  de  las  elecciones. 

Los  cargos,  que  son  gratuitos,  honoríficos  y  obligato- 
rios, duran  cuatro  años;  si  bien,  renovándose  los  Ayunta- 
mientos por  mitad  cada  dos  años,  para  aquellos  á  quie- 


1 

Ley  Municipal,  art.  29. 

(2) 

ídem  id.,  art.  30. 

(3) 

ídem  id.,  art.  99. 

(4) 

ídem  id.,  art.  100. 

(6) 

ídem  id.,  art.  116. 

(6) 

ídem  id.,  art.  S4. 

(7) 

ídem  id.,  art.  30. 
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nés  en  la  primera  tocare  salir,  la  duración  será  de  dos  (1). 

Las  elecciones  municipales  se  hacen  en  la  primera  quin- 
cena del  undécimo  mes  del  año  económico,  ó  sea  en 
Mayo  (2). 

4.**  Electores.— Tienen  derecho  de  sufragio  en  ellas:  1 .'' 
Los  vecinos  cabezas  de  familia  con  casa  abierta  que  lle- 
ven, por  lo  menos,  dos  años  de  residencia  en  el  termino 
y  vengan  pagando  por  bienes  propios,  industria,  ó  co- 
mercio, alguna  cuota  de  contribución  con  un  año  de  ante- 
rioridad ala  formación  de  laslistas  electorales:  2.^  Los  que 
acrediten  ser  empleados  ci\iles  del  Estado,  de  la  Provm- 
cia  ó  del  Municipio  en  servicio  activo:  3.^  Los  cesantes  con 
haber  por  clasificación,  jubilados  ó  retirados  del  Ejército 
y  Armada;  y  4."  Los  españoles  residentes  en  el  distrito  que, 
siendo  mayores  de  edad,  lleven  dos  años  de  residencia  y 
acrediten,  por  medio  de  título  oficial,  su  capacidad  profe- 
sional ó  académica. 

Estas  reglas  no  son  aplicables  á  los  pueblos  menores 
di9  100  vecinos.  En  ellas  todos  estos  son  electores,  salvo 
las  excepciones  que  la  legislación  electoral  establece  (3). 

5.°  Elegibles.  —  Por  razón  de  las  circunstancias  que 
deben  concurrir  en  los  capaces  de  ser  elei^idos  para  el 
desempeño  de  los  cargos  municipales,  divíoense  los  pue- 
blos en  categorías,  según  el  número  de  vecinos.  En  los 
3ue  cuenten  más  de  1.000,  son  elegibles  los  electores  que 
even  por  lo  menos  cuatro  años  de  residencia  fija  y  conti-- 
nua  (4)  en  el  término,  y  paguen  una  cuota  directa  de  las 
comprendidas  en  los  dos  primeros  tercios  de  las  listas  de 
contribuyentes. 

Cuando  el  pueblo  sea  de  400  á  1.000  vecinos,  la  elegi- 
bilidad requiere  las  mismas  condiciones  sin  otra  diferen- 
fiia  que  la  de  tomarse  en  cuenta  las  cuotas  que  estén 
comprendidas  en.  los  primeros  cuatro  quintos  de  las  listas 
de  contribuyentes  por  territorial  y  subsidio.  Finalmente, 
en  los  Municipios  cuyo  número  de  vecinos  no  pase  de  400, 
.  son  elegibles  todos  los  electores. 

Para  los  efectos  del  derecho  de  sufragio  municipal 
considéranse  en  la  misma  clase  que  á  los  contribuyentes 


1)  Ley  Municipal,  arts.  68  y  45. 

2)  ídem  id.,  art.  44. 
ídem  id.,  art.  46. 
Orden  de  17  de  Febrero  de  1878. 


(8) 
(4) 
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por  territorial  y  subsidio,  á  los  que  sufren  descuento  en 
los  haberes  que  de  fondos  generales,  provinciales  ó  mu- 
nicipales perciban,  siempre  que  por  ese  impuesto  satisfa- 
gan sumas  comprendidas  en  la  proporción  mencionada 
para,  los  elegibles,  como  contribuyentes  en  las  poblacio- 
nes de  LOOO  y  de  400  habitantes. 

No  siendo  equitativo  que  por  la  circunstancia  de  no 
hallarse  comprendidos  en  los  primeros  dos  tercios  ó  cua- 
tro quintos  de  las  relaciones  de  contribuyentes,  se  prive 
de  la  elegibilidad  á  quienes,  además  de  reunir  las  otras 
condiciones  legales,  satisfacen  cuotas  iguales  á  la  más 
baja  que  en  cada  pueblo  se  requiere  para  ser  elegible,  la 
ley  concede  aptitud  para  ser  elegidos  á  todos  los  que  en 
ese  caso  se  encuentren. 

Es  la  capacidad  académica  ó  profesional  un  signo  de- 
mostrativo de  idoneidad  para  el  buen  ejercicio  de  Tos  car- 
gos municipales,  y  la  ley,  teniéndola  en  cuenta,  declara 
que  son  elegibles  todos  los  vecinos  que,  acreditándola 
con  título  ohcial,  paguen  alguna  cuota  de  contribución, 
cualquiera  que  sea  su  importe. 

En  los  pueblos  menores  de  100  vecinos,  todos  ellos  son 
electores,  universalidad  de  sufragio  debida  á  la  exigüidad 
del  cuerpo  electoral  que  resultaría  de  aplicar  á  esas  lo- 
calidades las  anteriores  reglas  (1). 

6.^  Incapacidades^ — Están  declarados  incapaces  para 
ser  Concejales:  ^ 

Los  que  directa  ó  indirectamente  tengan  parte  en  servi- 
cios, contratas  ó  suministros  dentro  ael  término  muni- 
cipal por  cuenta  del  Ayuntamiento,  de  la  Provincia  ó  del 
Estacío; 

Los  que  tengan  contienda  administrativa  ó  judicial 
pendiente  con  el  Ayuntamiento  ó  con  los  establecimien- 
tos que  de  él  dependen; 

Los  que  sean  deudores  al  Estado,  Provincia  ó  Muni- 
cipio como  segundos  contribuyentes,  si  contra  ellos  se  ha 
despachado  apremio  (2); 

Los  individuos  que  presten  servicio  activo  en  los  cuer- 
pos armados  del  Ejército  (3). 


(1)  Ley  Municipal,  art.  41. 

(2)  ídem  id.,  art.  48,  núms.  4.o,  5.o  v  6.0 

(3)  Ley  de  11  de  Julio  de  1886,  art.*l2. 
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7.*"  Incompatibilidades. — Es  incompatible  el  cargo  de 
Concejal: 

Con  los  de  Diputado  provincial  ó  á  Cortes,  y  con  los 
de  Senadores,  excepto  en  Madrid; ' 

Con  el  desempeño  de  funciones  públicas  retribuidas 
aun  cuando  se  renuncie  el  sueldo.  Exceptúanse  los  Cate- 
dráticos de  Universidad  ó  de  Instituto  en  las  poblaciones 
donde  sirvan,  privilegio  que  no  se  apoya  en  ningún  sóli- 
do fundamento; 

Con  los  de  Juez  municipal,  Notario  y  otros  declarados 
incompatibles  por  disposiciones  especiales,  como  los  mi- 
litares en  situación  de  reemplazo,  los  de  Secretario  y  Ofi- 
cial de  Sala  de  las  Audiencias,  y  de  Fiscal  municipal  (1). 

8."^  Excusas.— C\xesi\6n  debatida  y  aun  no  resuelta  en 
la,  esfera  científica,  por  más  que  en  la  práctica  lo  esté,  es 
la  de  si  los  cargos  concejiles  nan  de  conservar  el  carác- 
ter actual  de  ooliffatorios,  ó,  por  el  contrario,  debe  ser  li- 
bre y  voluntaria  su  aceptación. 

Sm  detenernos  á  dilucidar  esta  controversia,  apunta- 
remos que  en  el  terreno  de  la  especulación  parece  inne- 
gable que  el  triunfo  corresponde  á  la  segunda  de  las  an- 
tedichas opiniones;  porque  si  es  y  ha  sido  siempre  potes- 
tativa la  aceptación  de  los  cargos  retribuíaos  de  la 
pública  Administración,  con  mayor  razón  debe  serlo  la 
de  aquellos  cuyo  trabajo  y  responsabilidad  no  compensa 
una  remuneración  proporcionada. 

Esto,  no  obstante,  en  el  actual  estado  de  nuestro  dere- 
cho administrativo  sólo  pueden  excusarse  de  ser  Con- 
cejales: 

Los  mayores  de  60  años  y  los  fi'sicamente  impedidos; 

Los  que  hayan  sido  Senadores,  Diputados  á  Cortes  ó 
provinciales  y  Concejales  hasta  dos  años  después  de  ce- 
sar en  tales  cargos  (é). 

9.**  Constitución  de  los  Ayuntamientos. — Verificadas  las 
elecciones,  cesan  en  sus  cargos  los  Concejales  salientes 
el  primer  día  de  Julio  del  año  que  corresponde  la  renovar 
cion  y  toman  posesión  los  electos.  Como  el  cargo  de  Con- 
cejal es  obligatorio,  en  caso  de  no  concurrir  á  tomar 
posesión  alguno  de  los  Concejales,  corresponde  al  Go- 


(1)  Ley  Mnnicipal,  artículo  citado,  núms.  l.o,  2.°  y  3.o,  Rs.  Os.  de  13  do 
Junio  y  7  de  Setiembre  de  1871,  y  18  de  Octubre  de  1879. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  43. 
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bierno,  con  audiencia  de  la  Comisión  provincial,  aplicar- 
les las  penas  señaladas  en  la  ley  Municipal. 

El  Presidente  que  era  del  Ayuntamiento  concurre  á 
este  acto,  aun  cuando  le  corresponda  cesar  en  el  cargo 
de  Concejal,  para  recibir  á  los  nuevos  Concejales  é  ins- 
talarlos, y  en  el  caso  que  le  corresponda  salir,  se  retirará 
con  los  demás  Concejales  salientes  (1). 

El  nuevo  Ayuntamiento  se  constituirá  bajo  la  presiden- 
cia del  Concejal  que  hubiera  obtenido  mayor  número  de 
votos,  lo  cual  no  ofrece  duda  alguna  al  constituirse  los 
Ayuntamientos  por  elección  completa,  pero  sí  para  las 
que  sean  parciales.  En  la  renovación  en  que  sólo  salgan 
la  mitad  de  los  Concejales  ¿quién  deberá  presidir  esta 
sesión?  Según  el  espíritu  de  la  ley,  y  teniendo  en  cuenta 
que  deben  cesar  en  sus  cargos  los  Alcaldes,  aun  cuando 
continúen  de  Concejales,  parece  que  no  hay  duda  de  que 
en  todos  los  casos  presidirá  esta  sesión  el  Concejal  que 
hubiera  obtenido  más  votos  sin  distinción  entre  los  que 
continúan  por  haber  pertenecido  al  anterior  Ayuntamien- 
to y  los  Concejales  entrantes,  siendo  en  caso  ae  igualdad 
de  votos  preferido  el  de  mayor  edad  (2). 

CAPÍTULO  VII. 

NOMBRAMIENTO  DE  LOS  ALCALDES,    TENIENTES,    SÍNDICOS 
T  ALCALDES  DE  BARRIO. 

1.*  Razón  del  método.— 2."  Carácter  del  cargo  do  Alcalde.--3.°  Precedente»  hia- 
tórioofl. — 4.*^  A  quién  debe  atrihairae  el  nombramiento  de  los  Alcaldes- — 
5.**  Preámbtilo  de  la  ley  de  16  de  Diciembre  de  1876.  —  6.*  Derecho  vigente. 
— 7.**  QméDes  pueden  ser  nombrados. — 8.**  Incompatibilidades.— 9.**  Residencia. 
— 10.,  Nombramiento  de  Tenientes. — 11.  Forma  de  la  elcssción  de  Alcalde. — 
12.  Procuradores  Síndicos. — 13.  Nombramiento  de  Sindioo.  —  14.  Cesación  eu 
el  cargo. — 15.  Alcaldes  de  barrio.— 16.  Nombramiento.— 17.  Coftas  comunes  á 
todos  los  magistrados  municipales. 

1.**  Razón  del  método.  —  De  las  dos  entidades  que  uni- 
das forman  la  organización  municipal,  acabamos  de  ver 
cómo  se  constituye  y  organiza  la  deliberante;  réstanos 
por  lo  tanto,  examinar  el  modo  en  que  la  Autoridad  mu- 
nicipal ejecutiva  recibe  su  investidura  legal,  ó  sea  la 
níanera  en  que  los  Alcaldes,  Tenientes,  Síndicos  y  Alcal- 

(1)  Ley  Municipal,  art.  62,  párs.  2.o  y  3.o,  orden  de  5  de  Setiembre 
de  1873. 

(2)  ídem,  Id.,  art.  53,  R.  0.  de  27  de  Junio  de  1872. 
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des  de  barrio  son  nombrados;  siendo  esto  tanto  más  ne- 
cesario cuanto  que  en  realidad,  mientras  los  primeros 
no  han  sido  constituidos  en  sus  cargos  no  queda  com- 
pleta la  misma  organización  del  Ayuntamiento  como 
asamblea. 

2.''  Carácter  del  cargo  de  Alcalde. — Los  Alcaldes  están 
investidos  de  un  poder  delegado  del  poder  público,  y  de 
otro  que  es  de  índole  municipal,  reuniendo  en  sí  toda  la 
representación  del  Ayuntamiento,  bajo  su  responsabili- 
dad personal;  poder  que  lee  obliga  á  iniciar  todas  las  me- 
didas de  policía  que  consideren  necesarias  á  la  seguri- 
dad, á  la  tranquilidad  y  á  la  salubridad  general. 

S.*"  Precedentes  históricos. — En  el  régimen  antiguo  nom- 
brábase al  Alcalde  directamente  por  el  pueblo,  ó  por  los 
senoi^s  ó  Corporaciones  que  gozaban  estas  facultades,  ó 
por  las  Audiencias,  á  propuesta  de  los  Concejales  salien- 
tes, como  se  usó  en  la  época  de  la  Monarquía  absoluta. 

Establecido  el  sistema  constitucional,  los  nombramien- 
tos de  los  Alcaldes  se  han  hecho  también  de  diferentes 
maneras:  por  la  Constitución  del  año  1812  los  Alcaldes 
se  nombraron  por  elección  en  los  pueblos;  de  igual  ma- 
nera lo  dispuso  la  ley  de  Ayuntamientos  de  3  de  Febrero 
de  1823;  por  R.  D.  de  23  de  Julio  de  1835  se  mandó  aue 
los  Gobernadores  nombrasen  para  Alcalde  á  uno  de  los 
tres  que  en  las  elecciones  de  Ayuntamiento  hubiesen  te- 
mdo  mayor  número  de  votos.  En  los  pueblos  que  pasa- 
sen de  2.000  vecinos,  el  nombramiento  en  esta  misma 
forma  lo  hacía  el  Rev;  por  la  ley  de  Ayuntamientos  de  30 
de  Diciembre  de  1845  quedaba  nombrado  Alcalde  el  que 
reunía  mayor  número  de  votos,  y  por  la  ley  de  8  de  Ene- 
ro de  1845  nombraba  los  Alcaldes  el  Rey,  ó  por  delega- 
ción suya  el  Gobernador,  de  entre  los  Concejales  elegi- 
dos por  los  pueblos. 

La  ley  Municipal  de  1870  ordenó  el  nombramiento  de 
Alcalde  de  entre  los  Concejales  electos,  por  votación  de 
éstos  y  á  mayoría  absoluta  de  votos  del  número  total  de 
Concejales. 

En  el  proyecto  de  ley  presentado  á  las  Cortes  en  7  de 
Mayo  de  1856,  era  popular  la  elección  de  los  Alcaldes;  en 
el  proyecto  de  12  de  Noviembre  de  1863  se  disponía  que 
el  Alcalde  fuese  elegido  por  el  nuevo  cuerpo  municipal: 
este  era  el  primer  acto  después  de  nombrados  los  Con- 
cejales, reservándose  el  Gobierno  el  derecho  de  desapix)- 
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bar  por  una  vez  la  elección  de  Alcalde  ejecutada  por  el 
Ayuntamiento,  sin  necesidad  de  indicar  para  ello  ningu- 
na causa:  en  el  proyecto  de  ley  de  9  de  Marzo  de  1866  se 
dividían  las  atribuciones  de  los  Alcaldes  en  políticas  y 
administrativas;  los  encargados  de  éstas,  que  son  los  Al- 
caldes, los  nombraban  los  electores,  y  para  desempeñar 
las  atribuciones  políticas  se  reservaba  el  Gobierno  el  de- 
recho de  nombrar  un  funcionario  amovible  y  retribuido 
con  •  el  nombre  de  Teniente  de  Gobernador,  ó  delegar 
estas  facultades  en  los  mismos  Alcaldes  ó  en  los  Jueces 
de  paz. 

4."  A  quién  debe  atribuirse  el  nombramiento  de  los  Alcaldes, 
— Como  se  ve,  en  este  último  proyecto  se  quiso  dar  so- 
lución á  la  eterna  cuestión  del  nombramiento  de  los  Al- 
caldes, y  se  hizo,  en  nuestro  entender,  de  una  manera 
poco  satisfactoria,  más  teórica  que  de  buenos  resultados 
prácticos,  y  sucederá  así  siempre  mientras  no  se  haga 
una  división  absoluta,  completa,  ehtre  lasatribucionesque 
hoy  desempeñan  los  Alcaldes  como  delegados  del  Go- 
bierno, y  las  que  les  son  propias  como  administradores 
de  los  pueblos.  Es  indudable  que  el  Gobierno  necesita  te- 
ner una  ítcción  expedita  sobre  la  autoridad  que  le  repre- 
senta, que  es  su  órgano  de  comunicación,  ol  encargado 
del  orden  público,  etc.;  y  aue  á  la  vez  los  pueblos  tienen 
derecho  á  elegir  por  su  Aaministrador  la  persona  aué  les 
inspire  más  confianza.  Para  llegar,  pues,  á  una  solución 
satisfactoria  para  todos,  entendemos  que  es  indispensable 
hacer  una  separación  absoluta  de  las  atribuciones  mu- 
nicipales políticas  y  de  las  administrativas:  las  primeras 
deben  encargarse  por  completo  á  la  Autoridad  local  de  li- 
bre nombramiento  y  separación  del  Gobierno,  de  entre  los 
elegibles  para  Concejales,  Autoridad  que  no  tendría  in- 
tervención de  ninguna  clase  en  el  Ayuntamiento;  y  las 
segundas  al  Alcalde  ó  Administrador  del  pueblo,  nom- 
brado por  los  mismos  electores  que  eligen  los  Conce- 
jales. 

De  esta  manera,  además  de  darse  solución  posible  en 
la  práctica  á  la  cuestión  del  nombramiento  de  los  Alcal- 
des, se  conseguiría  apartar  más  y  más  á  los  Ajamtamien- 
tos  de  las  luchas  políticas,  y  serían  verdaderas  Corpora- 
ciones económico-administrativas. 
,  La  verdad  es  que  el  nombramiento  de  los  Alcaldes  por 
el  Gobierno  tiene  dos  inconvenientes  graves:  es  el  primo:- 
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ro  que,  con  raras  excepciones,  el  Gobierno  ó  el  Goberna- 
dor que  los  nombra,  según  los  casos,  no  conocen  á  la 
persona  que  invisten  con  este  distinguiao  cargo,  delegan- 
do en  él  su  autoridad  y  la  administración  del  pueblo,  y 
muchas  veces  los  antecedentes  y  noticias  que  adquieren, 
en  el  deseo  de  hacer  un  nombramiento  acertado,  son 
dadas  por  quien  procura  más  en  el  nombramiento  de  Al- 
calde su  interés  particular  que  el  bien  del  pueblo,  ó  ser- 
vir al  amigo  que  por  sus  condiciones  especiales  debería 
ser  nombrado  y  pide  como  un  favor  el  que  no  se  le  nom- 
bre. El  segundo  inconveniente  no  es  menos  atendible: 
nombrando  el  Gobierno  los  Alcaldes  se  hace  solidariamen- 
te responsable  de  la  mala  administración  de  los  pueblos, 
porque  se  le  supone  que  se  ha  mezclado  en  todos  los  ac- 
tos del  Municipio,  y  se  le  imputan  todas  las  faltas  come- 
tidas, todos  los  accidentes  desgraciados  que  han  ocurri- 
do, todos  los  desórdenes  administrativos  que  han  produ- 
cido la  poca  inteligencia,  el  poco  celo,  y  alguna  vez  la 
mala  fe  del  que  nombró  como  su  representante  ó  dele- 
gado. 

A  propósito  de  esto,  repetiremos  las  palabras  de  un  Mi- 
nistro inglés:  «Si  la  responsabilidad  de  todo  lo  malo  que 
sucede  en  cualquier  rincón  del  reino  pudiera  imputarse 
al  Gobierno,  resultaría  un  descontento  general,  un  peso 
de  impopularidad  bajo  el  que  el  Gobierno  sería  aplastado 
muy  pronto.» 

5."*  Preámbulo  de  la  ley  de  16  de  Diciembre  de  1876. — 
Al  discutirse  en  las  Cortes  el  proyecto  de  reforma  de 
las  leyes  Municipal  y  Provincial,  después  ley  de  16  de  Di- 
ciembre de  1876,  en  defensa  de  aquél,  dijo  la  Comisión, 
en  resumen,  lo  siguiente: 

«Se  olvida  por  completo  la  naturaleza  mixta  de  los  Alcaldes  en 
la  organización  municipal  y  administrativa.  Se  olvida  por  com- 
pleto, á  causa  de  haberse  repetido  tantas  veces,  lo  que  en  la  na- 
ción vecina  tanto  se  ha  tenido  en  cuenta  para  sus  últimas  resolu- 
ciones por  los  mismos  republicanos:  se  olvida  el  carácter  mixto 
de  estas  Autoridades. 

Si  fuera  posible  crear  en  cada  grupo  de  población  dos  Autori- 
dades distintas,  una  pura  y  simplemente  encargada  de  la  admi- 
nistración del  Municipio,  otra  representante  del  poder  responsable 
del  Gobierno,  de  la  Autoridad  Real,  qntonces  sería  fácil  resolver  la 
cuestión.  Pero  como  no  es  posible;  como  seria  onerosísimo  y  ¿n 
muchas  partes  impracticable  el  colocar  en  cada  pueblo  dos  Auto- 
ridades, una  representante  del  Poder  Real  y  otra  representante  del 
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poder  municipal,  de  ahí  que  fuera  ya  una  solución  media  de  gran- 
de transacción  el  nombramiento  de  Alcaldes  por  el  Gobierno  den- 
tro de  los  elegidos  por  el  pueblo. 

A  esta  grande  transacción  obedecían  la  ley  antigua  francesa  y 
las  leyes  de  1845,  formadas  por  el  inolvidable  Sr.  Marqués  de 
Pidal.  Y  la  razón  es  muy  sencilla  y  muy  liberal.  ¿No  es  cierto  que 
ante  las  Cortes  el  Gobierno  es  responsable  siempre  de  todos  los 
actos  del  Poder  ejecutívo?  ¿Sí  ó  no?  Si  lo  es  debe  tener  libre  el 
nombramiento  de  todos  sus  representantes  en  la  escala  completa, 
desde  los  Ministros  responsables  hasta  el  último  grado.  ¿No  lo  es? 
¿Se  le  quita  esta  responsabilidad  al  Gobierno  en  el  ejercicio  del 
Poder  ejecutivo  en  toda  extensión?  Pues  entonces  únicamente  es 
cuando  se  puede  sostener  que  la  autoridad  de  los  Alcaldes  en  su 
nombramiento  debe  ser  independiente  del  Ppder  Real  (i). 

(1)  En  Londres  el  lord  Corregidor  es  elegido  por  la  Court  of  aldermen, 
tribunal  de  Regidores,  entre  los  dos  Mermen  que  desigua  la  Court  of 
commun  hallj  tribunal  de  los  gremios  ó  corporaciones.  En  la  vasta  agrupa- 
ción de  distritos  que  con  la  Cité  constituyen  lo  que  la  ley  llama  la  metró- 
poli, para  ser  elector  se  requiere  tener  una  renta  anual  de  diez  libras,  6 
pagar  contribución  ratgd  househol;  y  para  ser  elegible,  hallarse  inscrito 
como  contribuyente  eñ  el  socorro  de  los  pobres  por  cierta  cantidad  de 
libras. 

En  Berlín  el  Gobierno  de  la  ciudad  está  conferido  á  un  Magistrado  ó 
Maestrazgo,  cuyos  individuos  son  elegidos  por  la  Asamblea  comunal,  de- 
biendo ser  ratificados  por  la  Corona  el  Jefe  de  la  Municipalidad  y  el  que 
le  sustituye.  Goza  de  derecho  electoral  todo  prusiano  domiciliado  en  la 
dudad,  que  no  haya  recibido  socorros  públicos,  y  disfrute  una  renta 
de  300  thalers.  Los  contribuyentes  están  divididos  en  tres  categorías,  que 
se  determinan  por  la  contribución  que  cada  una  paga:  la  primera  clase 
nombra  una  tercera  parte  de  los  delegados  comunales,  la  fortuna  media 
otra  tercera  parte  y  los  pequeños  contribuyentes  la  restante.  En  cuanto  á 
los  elegibles,  la  mitad  deben  ser  propietarios  de  casa. 

En  Viena  el  Consejo  municipd  hace  la  elección  del  Burgomaestre,  la 
cual  ha  de  ser  confirmada  por  el  Emperador.  Son  electores  los  austriacos 
con  residencia  en  la  ciudad  por  espacio  de  cuatro  años,  que  acrediten 
'  buena  conducta,  cuenten  con  medios  de  subsistencia  y  paguen  al  menos 
10  florines  de  impuesto  directo,  disfrutando  asimismo  del  derecho  electo- 
ral los  funcionarios,  oficiales,  sacerdotes,  doctores  y  profesores  de  esta- 
blecimientos públicos,  que  son  también  elegibles  con  los  electores  que 
llegan  á  los  30  años  de  edad. 

En  Copenhague,  el  Consejo  municipal  nombra  los  individuos  del  Maes- 
trazgo y  cuatro  Burgomaestres  vitalicios  y  retribuidos.  El  Rey  comfirma 
los  cuatro  Burgomaestres  y  nombra  el  Jefe  del  Maestrazgo.  Los  electores 
y  elegibles  son  los  que  poseen  una  finca  urbana,  asegur^a  contia  incen- 
dios por  un  vaJor  determinado,  ó  los  que  ejercen  una  profesión  industrial 
á  han  obtenido  certificado  de  vecindad. 

Y  en  Bruselas  el  Rey  elige  del  seno  del  Consejo  el  Burgomaestre  y 
cuatro  Regidores,  los  cuales,  reunidos  á  los  Consejeros,  componen  la  Mu- 
nicipalidad. Para  ser  elector  se  requiere  ser  belga  y  pagar  más  de  42  fran- 
cos de  impuesto. 

Estas  bases  en  que  descansa  el  Gobierno  municipal  de  las  grandes  ciu- 
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Pero  como  he  dicho  antes,  estas  son  siempre  cuestiones  de 
transacción,  y  ya  se  hizo  ana  en  España,  como  se  había  hecho  an- 
tes la  misma  en  el  extranjero,  en  la  legislación  de  1845,  nombran- 
do una  autoridad  de  origen  mixto,  porque  habiendo  de  recaer  el 
nombramiento  de  Alcalde  precisamente  en  una  persona  elegida 
por  el  pueblo,  resultaba  nombrado  á  un  tiempo  el  Alcalde  por  la 
Autoridad  Real  y  !a  Autoridad  popular. 

Pues  esta  otra  transacción  va  más  lejos,  y  se  funda  no  ya  en  un 
principio  absoluto,  sino  en  la  naturaleza  de  los  hechos.  No  es  fre- 
cuente, no  es  práctico,  no  es  quizá  posible  que  en  los  pueblos  de 
corto  vecindario  las  funciones  ya  muy  inferiores  del  Poder  eje- 
cutivo que  hasta  alli  llegan,  sean  combatidas  y  contradichas  por 
un  Alcalde;  por  si  lo  son,  ©1  Gobierno  mantiene  en  este  proyecto 
de  ley,  como  no  podía  menos  de  mantener,  el  derecho  de  separar 
á  ese  Alcalde;  teniendo  este  poder  do  separación,  no  es  cierta- 
mente probable  que  un  Alcalde  de  un  pueblo  pequeño,  que  haya 
de  ser  elegido  por  el  Ayuntamiento,  se  niegue  a  ejecutar  o  ejecute 
con  negligencia  ó  con  mala  voluntadlos  acuerdos  del  Poder  central. 

Pero  esto,  que  se  puede  aflrmar  respecto  de  los  Alcaldes  de  las 
pequeñas  poblaciones,  ¿puede  afirmarse  también  respecto  de  los 
Alcaldes  de  las  poblaciones  grandes?  Si  el  Gobierno  ha  de  ser  res- 
ponsable, si  el  Poder  ejecutivo  ha  de  ejercitar  su  acción  en  toda 
la  esfera  de  la  ejecución  de  las  leyes,  es  preciso  que  no  so  encuen- 
tre con  representantes  republicanos  ó  carlistas  encargados  de 
ejecutar  las  de  la  monarquía  constitucional.  Yo  llego  en  principio 
hasta  la  idea  de  que  un  republicano  ó  un  carlista  puede  adminis- 
trar bien  los  intereses  puramente  municipales;  hasta  ahí  llega  mi 
imparcialidad:  ¿pero  habrá  quien  sostenga  que  puede  ser  repre- 
sentante leal  del  Poder  Real  y  de  un  Ministerio  monárquico-cons- 
titucional para  la  ejecución  de  las  leyes  un  Alcalde  republicano  6 
un  Alcalde  carlista?  Esto  es  completamente  absurdo,  y  porque 
es  absurdo  hay  que  resolver  la  cuestión  de  una  manera  media,  que 
es  la  siguiente:  donde  quiera  que  un  Ayuntamiento  nombre  fun- 
cionarios léales  al  Poder  ejecutivo,  el  Gobierno  no  los  nombrará,  • 
porque  el  Gobierno  no  tiene,  por  este  proyecto  de  ley,  obligación 
de  nombrarlos;  lo  que  tiene  es  el  derecho  de  separarlos  cuando 
esa  elección  recaiga  en  una  persona  que  no  merezca  la  confíanza 
del  Poder  ejecutivo,  y  de  nombrarlos  en  las  poblaciones  en  que 
la  representación  del  Poder  ejecutivo,  en  que  la  ejecución  de  las 
leyes  ofrece  dificultades  importantes,  como  sucede  en  las  grandes 
poblaciones,  y  en  las  que  por  ser  cabeza  de  partido  judicial  hay 
más  necesidades  de  orden  público  y  más  relaciones  jurídicas. 

dades  se  extiende  á  las  demás  poblaciones,  en  escala  proporcionada  á  la 
mayor  ó  menor  importancia  que  representen  en  cada  nacionalidad.  El 
domicilio,  el  arraigo  y  profesión  ó  industria  de  los  electores  y  elegibles 
son  nna  segura  garantía  de  que  las  magistraturas  municipales  se  ejerzan 
por  hombres  de  mérito,  anntoridad  y  prestigio  entre  sns  conciudadanos. 
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Pero  hay  además  otra  ooDsideraoión:  el  Alcalde  de  un  pueblo 
pequeño  no  administra  sino  pequeños  caudales,  y  los  Alcaldes  de 
pueblos  grandes  y  de  importancia  suelen  administrar  grandes  prcr 
supuestos;  y,  ¿es  posible  romper  en  un  país  1»  unidad  del  impues- 
to? ¿Es  posible  en  un  país  entregar  las  fuerzas  contribuyentes  álft 
administración  de  9.000  Autoridades  distintas?  ¿Es  posible  crear 
hasta  ese  extremo  una  anarquía,  que  en  un  desenvolvimiento  ló- 
gico y  extremo  puede  llegar  hasta  la  anarquía  industrial  y  contri» 
butiva  de  la  Edad  Media?  ¿No  es  absolutamente  necesaria  la  tutela 
del  impuesto  por  parte  de  la  Autoridad  pública?  ¿Es  que  se  pueden, 
entregar  los  grandes  prosupuestos  municipales  á  personas  que  no 
tengan  de  alguna  manera  la  confianza  del  Gobierno?» 

6."*  Derecho  vigente. — Con  arreglo  al  derecho  vigente  el . 
Rey  puede  nombrar  de  entre  los  Concejales  los  Alcaldes 
de  las  capitales  de  proYincia,  de  las  cabezas  de  partido 
judicial  y  de  los  pueblos  que  tengan  igual  ó  mayor  vecin- 
dario que  aquéllos,  dentro  del  mismo  partido,  siempre 
que  no  bajen  de  6.000  habitantes. 

El  Alcalde  de  Madrid  es  de  libre  nombramiento  del  Rey 
y  también  puede  el  Rey  nombpar  en  Madrid  los  Tenientes 
de  Alcalde,  pero  del  seno  de  la  Corporación  municipal  (1). 

7.*  Quiénes  pueden  ser  nombrados.— Pav^  ser  Alcalde  ^e 
exige  la  condición  precisa  de  saber  leer  y  escribir,  donde 
haya  Concejales  que  sepan;  sin  embargo,  los  Concejales^ 
aun  cuando  no  sepan  leer  ni  escribir,  pueden  sustituir  al 
Alcalde  en  las  interinidades  (2). 

Los  cargos  de  Alcalde  son  obligatorios,  y  los  que,  te- 
niendo excepción  para  ser  Concejales,  no  la  interpusie- 
ren en  la  época  oportuna,  y  constituyen,  por  consiguien- 
te, parte  del  Ayuntamiento,  no  pueden  alegar  su  exención 
para  eximirse  de  la  Alcaldía.  Sin  embargo,  si  el  nombra- 
miento recayese  en  un  Concejal  que  hubiese  cumplido 
los  60  años  ó  adquirido  un.  impedimento  físico,  al  entrar 
en  el  segundo  bienio  debe  sei^  eximido  de  aquel  car^o. 

La  exención  del  cargo  de  Alcalde  no  lleva  en\^elta  la 
de  quedar  exento  del  cargo  de  Concejal  (3). 

8.     Incommtibilidades. — Hay  Concejales,  sin  embargo, 

3ue  no  pueaen  ser  nombrados  Alcaldes,  como  son  los 
ónsules  ó  Vicecónsules  de  naciones  extranjeras;  porque 
el  Alcalde,  como  delegado  del  Gobierno,  no  puede  resu- 


(2) 


Ley  Municipal,  art.  49. 

ídem  id.,  art.  48,  R.  0.  de  10  de  Julio  de  1872. 
(3)    ídem  id.,  arts.  48  y  63,  R.  0.  de  10  de  JuUo  de  1847. 
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mir  otra  representación  que  la  suya,  y,  como  Autoridad 
sanitaria,  mantiene  con  el  Cuerpo  consular  ciertas  rela- 
ciones que,  de  admitirse  la  compatibilidad,  resultarían 
subordinadas  á  un  mismo  criterio  (1). 

Tampoco  pueden  serlo  los  que.  habiendo  desempeñado 
anteriormente  el  cargo  de  Alcalde,  no  hubiesen  dado  las 
cuentas  del  Pósito  correspondientes  á  su  Administración; 
disposición  acertada,  pero  que  en  la  práctica  no  hemos 
visto  cumplida,  y  que  debía  hacerse  extensiva  á  los  que 
demoran  la  presentación  de  las  cuentas  municipales. 

Tomada  posesión  del  cargo  de  Alcalde,  aunque  éste 
presente  una  causa  de  incompatibilidad  legal  ó  tenga  la 
excepción  voluntaria  de  haber  ejercido  el  mismo  cargo  ó 
el  de  Teniente  en  el  bienio  último  •  tiene  que  continuar 
desempeñándolo  h£|.sta  que  só  le  admita  la  dimisión  por 
la  Autoridad  competente. 

9.''  Residencia. — ^No  puede  ausentarse  del  distrito  sin 
permiso  del  Gobernador,  pero  sí  puede  trasladarse  de 
domicilio,  siempre  que  sea  de  una  manera  real  y  efectiva, 
con  su  familia  y  por  más  de  un  año;  pues,  en  otro  caso, 
al  menos  quedaría  de  Concejal. 

10.  Nombramiento  de  Tenientes. — Los  Tenientes  de  Al- 
calde, con  arreglo  á  la  ley  deben  nombrarse  en  la  misma 
forma  que  los  Alcaldes,  después  de  la  elección  de  éste; 

Eero  como  ya  hemos  dicho,  en  Madrid  el  Rey  puede  nom- 
rarlos  de  entre  los  mismos  Concejales. 
Los  Tenientes  de  Alcalde  también  necesitan  saber  leer 
y  escribir. 

1 1 .  Formaje  la  elección  de  Alcalde.— In^idl^^áo  el  Ayun- 
tamiento, la  elección  de  Alcalde  se  hace  en  votación  se- 
creta por  medio  de  papeletas,  que  los  Concejales,  llama- 
dos por  orden  de  votos,  irán  depositando  uno  á  uno  en  la 
urna  destinada  al  efecto.  En  igualdad  de  votos  podrán 
ser  llamados  por  mayor  edad  ó  por  el. orden  de  la  lista, 
según  fueron  proclamados,  ó  por  la  suerte,  según  ellos 
resuelvan  por  mayoría;  pues  ante  el  silencio  de  la  ley, 
oue  no  ha  previsto  el  caso,  y  ante  la  falta  de  reglamento, 
ae  alguna  manera  ha  dé  salvarse  la  dificultad. 

La  ley  marca  el  modo  de  hacer  el  escrutinio  de  esta 
elección,  y  su  cumplimiento  no  ofrece  dudas;  sin  embar- 
go, nos  parece  conducente  advertir  que  la  mayoría  abso- 

(1)    K.  o.  de  81  de  Enero  de  1868. 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTRATIVO  495 

luta  debo  ser,  á  nuestro  juicio,  del  total  de  Concejales  de 
(jue  deba  componerse  el  Ayuntamiento,  no  de  los  que 
asistan;  porque  puede  acontecer  que  haya  algunos  au- 
sentes ó  enfermos  y  no  concurran  por  esta  causa  á  la 
instalación,  en  cuyo  caso  el  Alcalde  Presidente  no  sería 
la  expresión  de  la  verdadera  mayoría  del  Municipio,  sino 
de  la  mayoría  de  su  mayor  parte,  (juedando  sin  efecto  la 
de  los  que  no  asistan  y  que  tal  vez  podría  serle  contraria. 
La  ley  habla  en  términos  genéricos,  suponiendo  presentes 
todos  los  Concejales  de  que  deba  constar  la  Corporación, 
y  quedaría  falseada  indudablemente  allí  donde  de  siete 
(iejasen  de  concurrir  dos,  y  tres  de  los  cinco  presentes 
hiciesen  la  elección  de  Presidente  contra  la  voluntad  de 
cuatro.  Tal  es  nuestro  parecer.  / 

12.  P^qmradores  Sindicos. — Entre  todos  los  oficios  con- 
cejiles existentes  distingüese  éste  por  la  continuidad  de 
su  historia,  habiendo  conservado  siempre,  bajo  nombres 

.  diferentes  un  mismo  carácter. 

Sucesores  del  defensor  civitaiis  de  la  época  romana,  del 
Sindico  procurador  y  del  Diputado  y  Personero  del  común  y  que 
en  tiempos  posteriores  tuvieron  á  su  cargo  la  defensa  de 
los  intereses  públicos  d&ntro  de  los  Municipios,  como  es- 
peciales representantes  y  ministros  de  los  pueblos,  los 
Procuradores  Síndicos  resumen  hoy  las  diversas  funcio- 
nes que  las  antiguas  legislaciones  encomendaron  á  los 
Magistradoe  populares  citados  anteriormente,  ejerciendo 
la  representación  jurídica  de  los  Municipios,  la  revisión 
de  los  actos  económicos  importantes,  como  los  presu- 
puestos y  cuentas,  á  la  vez  que  son  en  otros  asuntos  una 
especie  de  asesores  á  quienes  el  Ayuntamiento  debe  ó 
puede  consultar,  según  los  casos;  pero  asesores  llamados 
a  ser,  á  la  vez  que  órganos  de  la  ley,  intérpretes  de  las 
necesidades  y  de  la  conveniencia  de  la  comunidad. 

13.  Nombramiento  de  Sindico.  —  Debe  haber  en  cada 
Ayuntamiento  uno  ó  dos  Síndicos  (1),  En  las  grandes  po- 
blaciones debe  haber  dos,  porque  así  lo  requiere  el  ma- 
yor número  y  entidad  de  sus  negocios  locales;  pero  en  los 

Eueblos  pequeños,  y  aun  en  los  de  mediano  vecindario, 
asta  con  uno  y  un  suplente  para  los  casos  de  ausencia, 
enfermedad  ó  incompatibilidad  del  propietario. 
El  Síndico  k)  nombra  el  Ayuntamiento  en  la  primera 

(1)    Ley  Municipal,  art.  66,  párrafo  último. 
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sesión  de  cada  año,  y  debe  saber  leer  y  escribir;  Si  entre 
los  Concejales  hay  algún  Abogado  regularmente  se  le 
nombra,  porque  es  conveniente  sea  una  persona  versada 
en  el  derecho  común  y  en  la  Administración,  puesto  que 
su  dictamen  se  oye  por  el  Ayuntamiento  en  todas  las 
cuestiones  que  versan  sobre  puntos  de  derecho  ú  otros 
de  difícil  resolución.  Del  nombramiento  de  Síndico  se  da 
parte  al  Gobernador  civil. 

Si  el  Regidor  nombrado  Procurador  Síndico  pasase  a 
desempeñar  interinamente  el  cargo  de  Alcalde  ó  Tenien- 
te de  Alcalde,  el  Ayuntamiento  designará  otro  Regidor 
que  le  reemplace  también  interinamente  en  aquel  cargo. 
Lo  mismo  sucede  cuando  el  nombrado  Síndico  se^ausen- 
t%  ó  se  imposibilita  temporalmente. 

Si  el  Regidor  nombrado  Procurador  Síndico  dejase  de 
ser  Concejal,  ó  fuese  nombrado  Alcalde  ó  Teniente,  el 
Ayuntamiento  elige  otro  Regidor  para  que  desempeñe 
aquel  cargo. 

El  Regidor  nombrado  Procurador  Síndico  puede  ser. 
reelegido  indefinidamente  para  este  cargo  mientras  con- 
serve el  carácter  de  Regidor. 

Cuando  el  Síndico  forma  parte  de  una  comisión,  tiene 
de  derecho  la  presidencia  de  ella  si  no  es  miembro  de  la 
misma  algún  Alcalde  ó  Teniente. 

1 4 .  Cesación  en  el  cafyo. — Las  funciones  del  Procurador 
Síndico  duran  solamente  un  año;  en  la  primera  sesión  de 
cada  ejercicio  económico  el  Ayuntamiento  tiene  que  de- 
signar á  votación  el  Concejal  que  ha  de  desempeñar,  du- 
rante el  mismo  aquel  cargo. 

El  que  por  cualquier  causa  cesare  en  el  cargo  de  Con- 
cejal, cesa  ipsofacto  también  en  el  de  Síndico. 

15.  Alcaldes  de  barrio. — Aunque  destinados  á  ejercer 
en  muy  limitado  espacio,  y  como  agentes  delegados  de 
los  Tenientes,  las  funciones  que  éstos  les  encargan,  son 
los  Alcaldes  de  barrio  útilísimos  instrumentos,  por  cuyo 
medio  la  acción  municipal  llega  á  las  últimas  fracciones 
del  término  y  se  enlaza  la  administración  más  inmedia- 
tamente con  los  administrados. 

16.  Nombramiento.— CovTQ^'poná^  al  Alcalde  nombrar- 
los j)articipándolo  al  Ayuntamiento,  debiendo  hacerlo  en 
el  mismo  día  en  que  se  constituya  aquél.  Para  desempe- 
ñar estos  cargos,  es  circunstancia  precisa  la  de  ser  elec- 
tor, y  su  duración  abraza  un  bienio,  ó  sea  hasta  la  reno- 
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vación  del  Cuerpo  municipal,  si  antes  no  los  separa  el 
Alcalde  (1). 

17.  Cosas  comunes  i  todos  los  magistrados  municipales. — 
Como  el  cargo  de  Concejal,  son  obligatorios,  gratuitos  y 
honoríficos  los  de  Alcalde,  Teniente,  Síndico  y  Alcalde  de 
barrio;  ninguno  de  ellos  tiene  tratamiento  especial,  y  to- 
dos usan,  como  símbolo  de  autoridad,  las  insignias  que 
el  reglamento  determine,  y  en  defecto  de  éste  (hasta  aho- 
ra no  publicado)  las  que  son  tradicionales  en  cada  pueblo, 
especialmente  bastón  con  borlas  de  seda  negra,  excepto 
los  Síndicos, 

CAPÍTULO  VIII. 

DE  LOS  SBCRBTARIOS  T  DBMÁS  EMPLEADOS  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 

1/  Neoeúdad  de  los  empleados.— 2.*  Origen  del  cargo  de  Secretario.— 3.®  Su  im- 
portancia actual  y  dotación. — 1.^  Razones  que  aoottsejan  la  creación  de  nn 
cuerpo  de  Secretarios* -«S***  Condiciones  necesarias  para  ser  Secretario.— 6.®  In- 
compatibilidades.^.^ Nombramiento,  suspensión  v  destitución  de  Secretarios. 
— 8."  Sus  deberes  y  atribuciones.— 9."  Del  Contaaor.  (a)  Su  nombramiento  y 
separación,  (b)  Obligaciones  del  Oontador.^~10.  Depositarios,  (a)  Su  nombra- 
miento, (b)  Compatibilidades,  (c)  Deberes  y  obligaciones.- 11*  Otros  empleados. 
—12.  Responsabilidad  de  los  Secretarios  y  demás  empleados. 

1  .^  Necesidad  de  los  empleados. — Al  ocuparnos  de  la  nece- 
sidad imprescindible  del  personal  administrativo,  ó  sea  del 
conjunto  de  funcionarios,  empleados  y  agentes  retribuí- 
dos  que  concurren  de  uno  ú  otro  modo  al  ejercicio  de 
las  facultades  conferidas  á  la  Administración,  expusimos 
las  razones  que  lo  demuestran,  y  son  comunes  á  toda8 
las  esferas  de  este  orden,  ó  rama,  del  Poder  ejecutivo. 

Inútil  es,  pues,  que  la9  repitamos  aquí;  y  tanto  más, 
cuanto  que  formados  los  Ayuntamientos  por  ciudadanos 
á  quienes  no  se  exigen  cierta  clase  de  conocimientos,  in- 
dispensables no  obstante  para  que  los  asuntos  munici- 
pales marchen  siempre  por  el  camino  de  la  legalidad  en 
el  fondo  y  en  la  forma,  no  están  obligados  á  consagrarse 
exclusivamente  áprepararlos  y  resolverlos,  abandonando 
cualquier  otra  ocupación,  compréndese  que  estas  Corpo- 
raciones no  pueden  atender  al  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  las  leyes  les  imponen  sin  el  auxilio  de  em- 
pleados en  número  mayor  ó  menor  según  la  importancia 
del  Municipio. 

(1)    Ley  Municipal,  arta.  68  y  69. 
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En  su  cansecuencia,  la  ley  reconoce  á  los  Ayiqatamien- 
tüs  la  facultad  de  nombrar  y  separar  á  todos  los  emplea- 
dos que  sean  necesarios  pai^a  la  realización  de  los  servi- 
cios municipales,  imponiéndole  la  úUigaci&n  de  tener  un 
Secretario  (1). 

2*"*  Origen  del  cargo  de  Secretario, — En  lo  antiguo  á  los 
Ayuntamientos  que  celebraban  los  pueblos  ó  los  Alcaldes 
y  oficiales  públicos  concurría  siempre  un  Escribano,  que 
autorizaba  todos  los  acuerdos  y  resolucionea,  y  daba  fe 
de  ellos  cuando  procedía.  EU  Ayuntamiento  proveía  anual- 
mente este  cargo  en  un  Escribano,  y  el  Consejo  aproba- 
ba este  nombramiento  con  título  formal.  El  agraciado  de- 
bía ser  un  Escribano  de  número  ó  público,  y  no  estar  sus- 
penso ni  acusado  de  falsario:  exigía  que  fuesen  Escriba- 
nos de  número,  porque  la  calidad  de  ser  Escribanos  rea- 
les, por  sí  sola,  no  les  habilitaba  para  autorizar  ciertos 
contratos  de  compras,  ventas,  etc. 

Pero  como  en  muchos  pueblos  por  su  escalo  vecinda- 
rio, ó  por  otras  causas,  no  podía  haber  Escribano  que  tal 
cargo  desempeñase,  y  aun  donde  los  había  podían  caer 
enfermos  ó  tener  que  ausentarse,  se  proveía  a  estas  difi- 
cultades nombrando  en  uno  ú  otro  caso,  una  persona  de 
legalidad  y  reputación  pai^a  que  desempeñara  esa  destino, 
asistiendo  a  loe  Ayuntamientos,  y  dando  fe  de  sus  acuer- 
dos y  resoluciones:  áeetos  funcionar ips  se  lee  daba  el  títuJo 
de  Piel  de  fechos)  es  ,decir>  hombre  que:  da  fe,  hombre  que 
autoriza  con  su  testim^onio  los  he<5}io8,  acuerdos  y  dispo- 
siciones del  común- 
Establecidos  los  Ayuntamientos  constitucionales,  se  dio 
el  nombre  de  Secretarios  del  Ayuntamiento  á  la  persona 
encargada  de  hacer  las  veoe^  del  Escribano  ó  Fiel  de  fe- 
chos, y  se  dispuso  que  para  ser  el^ido-  Secretario,  con- 
forme al  art,  320  de  la  Constitución,  no  era  necesaria  la 
cahdad  de  Escribano  (2). 

3/  S'0  importancia  actual  y  doladihi. — El  cargo  de  Se- 
cretario de  Ayuntamiento  es  hoy  difícil  de  desempeñar, 
porque  ae  necesitan  conociflaientos  en  todos  las  ramos  de 
la  Administración: y  una  apHcación  constante.  Un  Secre- 
tario fciue  sabe  el  cumplimiento  dp  sus  dejíerw,  Jtiace  que 


(1)  Ley  Municipal,  arts.  78  y  122. 

(2)  Par.  2.0  del  decreto  de  las  Cortes  de  10  de  Junio  de  1812,  restable- 
cido en  8  de  Diciembre  de  1836. 
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la  administración  municipal  marche  desembarazadamen- 
te, y  aunque  en  el  Alcalde  y  Ayuntamiento  haya  iniciati- 
va e  ilustración  bastantes,  siempre  éstos  necesitan  que  la 
ejecución  de  esa  misma  iniciativa  e^té  encomendada  á 
quien  sepa  trasmitir  y  realizar  fiebnente  el  pensamiento, 
y  advertir  ciertos  pormenores,  cielitos  detalles  que  no  se 
alcanzan  con  el  estudio  teórico  de  la  Administración  sino 
con  el  práctico.  La  inteligencia  de  los  Secretarios  evita 
además  á  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos  muchos  compro- 
misos y  responsabilidades.  ♦. 

Pero  si  se  necesita  que  el  Secretario  sea  inteligente, 
aphcado  y  de  moralidsid,  es  preciso  también  íijajrle  una 
dotación  decorosa;  y  no  duden  los  Ayimtamientos  que  la 
economía  en  el  sueldo  del  Secretaiio  es  gastar  más  y  es- 
tar peor  servidos,  porque  como  con  escasa  dotación  no 
pueden  encontrarse  personas  inteligentes  ó  que  se  dedi- 
quen exclusivamente  al  desempeño  de  su  destino,  resul- 
ta que  los  Ayuntamientos  tienen  que  encargar  trabajos  á 
Sersonas  extrañas  y  pagar  por  varios  conceptos  cantida- 
ea  que  debían  reunir  en  una  sola  para  la  dotación  del 
Secretario. 

El  Secretario,  por  su  cargo,  ejerce  mucha  influencia  en 
todos  los  asuntos  del  servicio  municipal,  y  en  muchos  del 
provincial  y  del  general  del  Estado,  pues  por  razón  de  su 
oficio  interviene  con  la  inv^tidura  que  le  da  la  ley  en  to- 
dos los  asuntos  confiados  á  la  autoridad  de  los  Alcaldes 
y  á  la  administración  de  los  Ayuntamientos;  son,  en  una 
palabra,  funcionarios  sin  cuyo  auxilio  y  autorización  no 
puede  acordarse  ni  ejecutarse  ningún  asunto  en  el  orden 
municipal. 

4.*"  Razones  que  aconsejan  la  cfi^eacUn  de  un  cue^'po  de  JSecre-- 
tarios. — En  interés,  pues,  del  Estado,  de  las  provincias  y 
de  los  pueblos,  está  el  que  estos  auxiliares  de  la  adminis- 
tración pública  tengan  conocimientos  bastantes,  teóricos 
y  prácticos;  para  lo  cual  debía,  respetándose  lo  existente, 
crearse  para  el  porvenir  una  enseñanza,  en  la  que  en  bre- 
ve tiempo  adquiriesen  aquellos  conocimientos,  dándoles 
después  seguridad  en  sus  cargos  é  ingreso  en  las  carreras 
del  Estado. 

¿Qué  ventajas  no  tendría  la  administración  pública  si 
los  encargados  de  ella  en  sus  diversas  clases  y  categorías 
hubiesen  tejido  necesidad  para  llegar  á  esos  puestos  de 
conocer  prácticamente  los  Municipios? 
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Por  las  razones  expuestas  aconsejamos  á  los  Ayunta- 
mientos que,  aun  cuando  es  propio  de  sus  atribuciones  el 
acordar  el  sueldo  que  debe  darse  al  Secretario,  procuren 
que  éste  sea  tan  crecido  como  permitan  los  ingresos;  con 
esto  queremos  decir  que  no  busquen  economías  en  este 
gasto,  porque  es  reproductivo,  porque  el  buen  servicio  de 
un  Secretario  economiza  al  fin  del  año  mucho  dinero  al 
pueblo  Y  muchos  disgustos  á  los  Concejales. 

5.**  Condiciones  necesarias  para  ser  Secretario, — Para  ser 
Secretario  se  necesita  ser  español,  mayor  de  25  años,  es- 
tar en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y  políticos,  y 
poseer  los  conocimientos  de  la  instrucción  primaria. 

6."*  Incompatibilidades.— ^o  pueden  ser  Secretarios  en 
propiedad  ni  interinamente: 

4.     Los  Concejales  del  mismo  Ayuntamiento. 

2."  Los  Notarios  y  Escribanos,  en  tanto  que  desempe- 
ñan las  funciones  propias  de  estos  cargos. 

3.**    Los  empleados  activos  de  todas  clases. 

4."*  Los  particulares  ó  facultativos  que  tengan  contra- 
tos ó  compromisos  de  servicios  con  el  Ayuntamiento  ó 
común  de  vecinos. 

5.**  Los  que  directa  ó  indirectamente  tengan  parte  en 
servicios,  contratas  ó  suministros  dentro  del  distrito  mu- 
nicipal, por  cuenta  de  éste,  de  la  provincia  ó  del  Estado. 

%y  Los  que  tengan  pendiente  cuestión  administrativa 
ó  judicial  con  el  Ayuntamiento  ó  con  los  establecimientos 
que  se  hallen  bajo  su  dependencia  ó  su  administración. 

7."*  Los  deudores  á  fondos  municipales  como  segun- 
dos contribuyentes. 

8.*"  Con  los  cargos  de  Secretario  de  los  Juzgados  mu- 
nicipales, según  la  ley  del  Poder  judicial  de  15  de  Setiem- 
bre de  1870. 

9."*    Con  todo  otro  cargo  municipal  (i). 

7.**  Nombramiento  y  suspensión  y  destitución  de  Secr^a-- 
tíos,  —  AI  Ayuntamiento  corresponde  exclusivamente 
nombrar  el  Secretario,  previo  concurso  (2).  Para  ello  tie- 
ne únicamente  que  sujetarse  á  las  condiciones  que  para 


(1)  Ley  Muaidpal,  art.  128,  ley  del  Podec  judicial,  arta.  474  y  sas  con- 
cordíantes,  R.  0.  de  16  de  Octubre  de  J  878  y  eentepcla  delTribuníd  Supre- 
mo de  9  de  Enero  de  1878. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  122,  Rgj.  Os.  27  de  Junio  de  1872  y  6  de  Di- 
ciembre de  1880.  t       :  »  < 
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desempeñar  el  cargo  exige  la  ley,  y  á  que  no  tenga  nin- 
guna incompatibilidad.  Pero  para  acordar  el  nombra- 
miento necesita  instruir  un  expediente,  que  se  encabeza- 
rá con  el  anuncio  de  la  vacante  para  insertarlo  en  el  Bo-- 
letin  Oficial  de  la  provincia,  fijando  libremente  el  plazo 
para  que  los  que  deseen  solicitar  la  plaza  presenten  en  la 
Secretaría  del  Ayuntamiento  las  instancias,  acompañadas 
de  los  documentos  que  justifiquen  su  aptitud. 

Los  Alcaldes  pueden  suspender  á  los  Secretarios,  dando 
cuenta  documentada  al  Gobernador  para  su  conocimiento. 

Los  Ayuntamientos  pueden  destituir  á  los  Secretarios; 
mas  para  que  la  destitución  sea  válida,  se  necesita  que  lo 
acuerden  las  dos  terceras  partes  de  la  totalidad  de  los  Con- 
cejales, en  cuyo  caso  se  informará  al  Gobernador,  remi- 
tiéndole copia  del  acta.  Las  dos  terceras  partes  no  deben 
ser  de  los  Concejales  que  asistan  á  la  sesión,  sino  enten- 
demos que  han  de  ser  de  los  que  formen  el  Ayuntamien- 
to; pues  SQ  trata  de  un  acuerdo  para  el  cual  la  ley  exige 
mayores  garantías  que  en  los  acuerdos  ordinarios. 

Él  Gobernador,  mediando  causa  grave,  podrá  tambióa 
suspender  y  destituir  á  los  Secretarios  de  Ayuntamientos 
dando  parte  al  Gobierno,  quien  á  instancia,  o  con  audien- 
cia, del  Secretario  destituido  ó  suspenso,  y  oyendo  al  Con- 
sejo de  Estado,  adoptará  la  resolución  qíie  estime  opor- 
tuna (1). 

La  remisión  del  acta  al  Gobernador  tiene  por  objeto 
examinar  si  la  votación  y  el  acuerdo  de  la  mayoría  es  le- 
gal respecto  á  su  forma;  pero  no  para  examinar  si  el  acuer- 
do es  acertado  ó  no,  ó  si  ha  habido  justicia  y  razón  para 
destituir  al  Secretario. 

8.*"  Sm  deberes  y  atribuciones.— Los  deberes  y  atribucio- 
nes de  los  Secretarios  de  Ayuntamiento,  son: 

1."*  Asistir  sin  voz  ni  voto  á  todas  las  sesiones  del 
Cuerpo  municipal  para  darle  cuenta  de  la  corresponden- 
cia y  de  los  expedientes  en  la  forma  y  orden  que  el  Pre- 
sidente se  lo  prevenga. 

2.**  Redactar  el  acta  de  cada  sesión;  leerla  al  principio 
de  la  siguiente,  y,  aprobada  que  sea,  hacerla  trascribir 
fielmente  en  el  libro  destinado  al  efecto,  cuidando  de  re- 
coger las  firmas,  y  estampando  la  suya  entera  en  el  lu- 
gar correspondiente. 
— ^  ^1 

(1)    Ley  Municipal,  art.  124,  R.  0.  de  6  de  Diciembre  de  1880. 


Digitized  by 


Google 


502  DERECHO 

3.**  Preparar  los  expedientes  para  los  trabajos  de  las 
comisiones  y  la  resolución  del  Ayuntamiento. 

4.**  Anotar  bajo  su  firma  en  cada  expediente  la  reso- 
lución del  Ayuntamiento. 

5."*  Extender  las  minutas  de  los  acuerdos  y  resolucio- 
nes del  Cuerpo  municipal  y  de  las  Comisiones  en  su  caso. 

6.**  Preparar  los  expedientes,  anotar  las  resoluciones 
y  extender  las  minutas  de  los  acuerdos  del  Alcalde  cuan- 
do no  hubiere  Secretario  especial  al  efecto. 

7.**  Certificar  de  todos  los  actos  oficiales  del  Cuerpo 
municipal,  y  del  Alcalde  donde  no  hubiere  Secretario  es- 
pecial; y  expedir  las  certificaciones  aue  procedan. 

Estas  sin  embargo,  para  ser  valederas,  requieren  el 
visto  bueno  del  Alcalde. 

8."*  Dirigir  y  vigilar  á  los  empleados  de  la  Secretaría, 
de  aue  es  jefe. 

9.  Auxiliar  á  las  Juntas  periciales,  sin  retribución  es- 
pecial, en  la  redacción  de  amillaramientos  y  repartos. 

10.  Cualquier  otro  encargo  que  las  leyes  le  encomen- 
daren ó  el  Ayuntamiento  le  confiare  dentro  de  las  esfera 
y  objeto  de  su  empleo. 

11.  Ordenar  y  custodiar  el  Archivo,  donde  no  haya 
Archivero. 

12.  Llevar  los  libros  de  Intervención,  autorizar  libra- 
mientos y  tomar  razón  de  las  cartas  de  pago  donde  no 
hubiere  Contador  (1). 

9.°  Del  CoTUadoT. — Así  como  el  Alcalde  es  el  ordena- 
dor de  pagos  del  Ayuntamiento,  el  Contador  es  el  que 
ejerce  las  funciones  de  Interventor  de  los  fondos  munici- 
pales. Cuando  en  un  Municipio  no  hubiere  un  funciona- 
rio retribuido  que  desempeñe  ese  cargo,  lo  ejercerá  un 
Regidor  elegido  por  la  Corporación. 

En  las  poblaciones  cuyo  presupuesto  de  gastos  no  baje 
de  100.000  pesetas,  necesariamente  habrá  un  Contador 
dé  fondos  municipales.  El  reglamento  que  ha  de  fijar  las 
clases  y  sueldos  de  estos  funcionarios  todavía  no  se  ha 
publicado.  Para  desempeñar  el  cargo  se  exige  haber  sido 
aprobado  en  la  oposición  pública  que  tendrá  lugar  en 
Madrid.  Cuando  la  Contaduría  es  desempeñada  por  un 
Concejal,  no  recibirá  éste  retribución  alguna  por  ello. 

(a)    Su  nombramiento  y  separación, — El  nombramiento 

i-  ' . 

(1)    T>ey  Municipal,  arts.  126,  126  y  127. 
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de  Contador  corresponde  al  Ayuntamiento,  entre  los  que 
hubieren  sido  aprobados  en  la  oposición  pública. 

La  separación  de  los  Contadores  municipales  corres- 
ponde á  los  Ayuntamientos;  pero  no  sera  acordada  sino 
por  causa  grave  y  previo  expediente. 

Los  interesados  podrán  alzarse  del  acuerdo  del  Ayun- 
tamiento ante  el  Gobernador,  que  resolverá  oyendo  á  la 
Comisión  provincial  (1). 

(b)  Obligaciones  del  Contador. — Las  obligaciones  del 
Cciitador  son: 

1.*    Firmar  los  libramientos  y  órdenes  que  expida  el 

Alcalde  para  que  el  Depositario  de  los  fondos  del  común 

reciba  ó  pague  alguna  cantidad,  tomando  razón  de  ellos. 

2.'    Llevar  la  cuenta  y  razón  á  los  ingresos  y  á  los 

gastos  del  presupuesto  munidpal  (2). 

3."  Extender  las  cartas  de  pago  y  cai^rémes  de  todas 
las  cantidades  que  ingresen  en  la  Depositaría,  tomando 
razón  de  dichos  documentos:  las  cartas  de  pago  se  darán 
á  la  persona  que  ejecute  la  entrega  y  los  cargaremes  se 
conserv^arán  en  la  Contaduría  enlegajados  para  unirlos 
en  su  día  á  la  cuenta  general  del  Depositario,  como  com- 
probante de  las  sumas  que  constituyan  el  cargo  general 
de  la  misma. 

4.*  En  vista  del  inventario  que  le  habrá  pasado  el  Al- 
calde de  las  cantidades  que  deben  recaudarse,  de  qué 
personas  y  en  qué  día,  vencido  el  plazo  de  cualquier 
pago,  enviará  por  medio  de  un  alguacil  al  deudor  moro- 
so una  papeleta  en  que  le  recuerdi6  la  cantidad  de  que 
estuviese  en  descubierto,  para  que  la  satisfaga  dentro  de 
tercero  día;  y  si  pasado  éste  no  pagare  el  deudor,  dirigi- 
rá al  Alcalde  un  duplicado  de  la  misma  papeleta,  á  fin 
de  que  ponga  en  acción  los  medios  que  estén  al  fidcance 
de  su  autoridad  y  se  verifique  el  pa^,  esto  es,  para  que 

Kroceda  gubernativamente  por  la  vía  de  apremio  y  em- 
argo  de  bienes. 

5.  Vigilará  y  activará  la  recaudación  de  los  arbitrios 
ó  repartimientos  vecinales  que'  hubieren  sido  aprobados 
para  eubrir  el  déficit. 

6.*  El  Contador  responde  de  toda  cantidad  que  quede 
sin  recaudar  por  la  omisión  de  no  pasar  las  papeletas 

(1)  Ley  Manicipal,  art.  1A6. 

(2)  Regla  18  y  siguientes  de  la  instrucción  de  20  de  Noviembre  de  1846. 
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antes  referidas;  pero  de  las  duplicadas  se  tomará  acta  en 
un  registro  que  para  este  objeto  llevará  la  Contaduría,  y 

aue  ha  de  ruoricar  el  Alcalde  después  de  recibirlas,  á  fin 
e  poner  á  cubierto  la  responsabilidad  del  Contador. 
7 .'  Concurrirá  á  los  arqueos,  balances  y  liquidaciones; 
extenderá  las  actas  correspondientes,  y  es  llavero  del  ar- 
ca de  los  fondos  municipales.  El  Cont&dor  es  también 
responsable  de  las  partidas  que  se  paguen  fuera  del  pre- 
supuesto (1);  y  en  esta  atención  creemos  que,  así  como  el 
Depositario  puede  negarse  á  pagar  los  libramientos  del 
Alcalde  que  no  estén  arreglados  á  las  partidas  del  pre- 
supuesto, el  Contador  puede  negarse  también  á  inter- 
venir un  libramiento  que  no  esté  expedido  en  la  forma 
legal. 

10.  Depositarios.— laos  Depositarios  municipales  eran 
conocidos  antiguamente  con  el  nombre  de  Mayordomos 
de  propios;  los  nombraba  el  Ayuntamiento  ó  Conctío,  y 
á  su  cargo  corría  la  administración  de  propios  y  caudales 
de  este  ramo,  con  obligación  de  dar  cuenta  muy  exacta  y 
puntual  de  todas  las  partidas  de  entrada  y  salida  con  car- 
go y  data  de  su  distribución  y  pagas. 

Es,  pues,  el  Depositario  la  persona  encargada  por  el 
Ayuntamiento  de  la  conservación  de  los  fondos  que  re- 
caude y  de  que  se  dispone,  con  arreglo  á  la  ley. 

(a)  Sn  nombramiento.  —  El  Ayuntamiento  le  nombra 
bajo  su  responsabilidad,  prestando  el  Depositario  una 
fianza  proporcionada  á  los  fondos  que  haya  de  manejar, 
la  cual  fija  el  mismo  Ayuntamiento,  así  como  también  la 
retribución  que  haya  de  percibir  (2). 

Si  en  el  pueblo  no  hubiese  persona  que  quiera  encar- 
garse de  la  custodia  de  fondos,  el  cargo  -de  Depositario 
será  declarado  concejil  y  obligatorio;  pero  no  llevará 
aneja  la  prestación  de  fianzas,  y  los  gastos  que  origina- 
se serán  de  cuenta  del  Municipio  (3). 

(b)  Compatibilidades. — El  prmcipio  general  que  rige  eu 
el  asunto  de  que  se  trata  es  el  de  que  los  sueldos  que  se 
perciben  de  los  fondos  generales  del  Estado,  de  la  Pro- 
vincia y  del  Municipio,  son  incompatibles  entre  sí,  así 


(1)  R.  o.  de  24  de  Diciembre  de  1850. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  167. 

(3)  Rs.  Os.  de  2  de  Julio  de  1842,  l.o  de  Enero  de  1863  y  17  de  Enero 
de  1877. 
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como  también  con  las  jubilaciones,  cesantías,  retiros  y 
otras  pensiones:  sin  embargo,  en  la  ley  de  21  de  Diciem- 
bre de  1855  se  establecen  algunas  excepciones,  declaran- 
do compatibles  con  los  haberes  que  gocen  los  retirados, 
las  asignaciones  que  sobre  ellos  concediere  el  Gobierno 
por  razón  de  los  cargos  ó  comisiones  temporales  que, 
cuando  así  lo  exigiere  la  conveniencia  del  servicio  públi- 
co, les  confiera,  siempre  que  el  haber  y  la  asignación  no 
excedan  del  sueldo  mayor  que  disfrutó  el  individuo  en 
situación  activa,  consiaerándose  eri  el  propio  caso  las 
asignaciones  que  concedan  á  los  mencionados  individuos 
las  Corporaciones  provinciales  y  municipales  por  los  ser- 
vicios que  presten  á  las  mismas. 

Estrictamente  considerado,  el  cargo  de  Depositario  de 
fondos  municipales,  no  puede  ser  reputado  como  destino 
público:  la  circunstancia  de  no  tener  señalado  sueldo  y 
sí  sólo  una  retribución  por  la  custodia  de  los  fondos, 
quebranto  de  moneda,  etc.;  la  obligación  de  prestar  fian- 
za, y  la  de  ser  declarado  concejil  y  obligatorio  en  su  caso, 
dan  bien  á  entender  que  no  se  rige  por  las  reglas  gene- 
rales de  los  empleos  públicos. 

Así  como  no  está  permitida  la  simultaneidad  en  éstos  y 
el  disfrute  del  suelao  de  los  mismos,  con  otilas  pensiones 
del  Estado,  de  la  Provincia  ó  del  Municipio;  el  cargo  de 
Depositario  de  fondos  municipales,  que  no  puede  ser  con- 
siderado como  verdadero  destino  público,  que  es  even- 
tual, que  tiene  condiciones  onerosas  y  puede  llegar  á  ser 
obligatorio,  no  debe  ser  comprendido  en  aquella  dispo- 
sición. 

(c)  I>e6er/s  y  oílt¿iacumes.— El  l)eposita,ño,  en  las  fun- 
ciones de  contabilidad,  cobra  los  ingresos,  los  custodia 
en  el  arca  de  tres  llaves,  y  paga  con  sujeción  al  presu- 
puesto, pudiéndose  negar  á  satisfacer  el  libramiento  que 
difiera  de  lo  consignado  en  el  presupuesto  de  gastos  ó 
que  no  esté  extencfido  con  las  formalidades  legales. 

Para  el  desempeño  de  estas  funciones  es  obligación 
del  Depositario: 

1."  Llevar  un  libro  de  caja,  foliado  y  rubricado  por  el 
Alcalde,  en  el  que  sentará  diariamente  las  cantidades 
que  ingresen  en  su  poder  con  referencia  á  la  carta  de 
paffo  y  cargareme  respectivo,  y  las  satisfechas  en  virtud 
de  libramientos,  indicando  el  número  de  éstos.  El  dia  i." 
de  cada  mes  se  salda  en  este  libro  la  cuenta  del  anterior. 
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á  fin  de  que  su  resultado  sea  un  comprobante  del  arqueo. 

S.""  Custodiar  los  fondos  en  el  arca  de  tres  llaves,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  por  R.  O.  de  11  de  Marzo  de  1862 
y  por  la  ley  Municipal. 

S."*  Entregar  con  la  formalidad  debida  los  que  se  Je 
libren  para  cubrir  los  gastos  del  presupuesto. 

4.''  Dar  cuentas  y  sujetarlas  á  la  censura  del  Ayunta- 
miento y  aprobación  de  la  Superioridad. 

5.**    Verificar  los  arqueos  ordinarios  y  extraordinarios. 

Como  el  Depositario  es  el  responsable  de  todo  pago 
que  no  estuviere  arreglado  á  las  partidas  del  presupues- 
to, puede  negarse  á  pagar  los  libramientos  del  Alcalde 
que  no  reúnan  esa  circunstancia. 

1 1 .  Otros  empleados. — Los  Secretarios  contadores  y  De- 
positarios de  los  Ayimtamientos,  son  los  ftmcionarios  re- 
tribuidos que,  como  más  precisos  para  el  funcionamiento 
de  la  Administración  municipal,  tienen  aquéllos  el  deber 
legal  de  nombrar;  pero  además  de  ellos,  y  según  la  im- 
portancia de  los  pueblos,  la  necesidad  fes  obliga  y  les 
permite  la  ley,  nombrar  otros  ya  para  auxiliar  á  los  ci- 
tados en  el  desempeño  y  cumplimiento  de  los  deberes 
que  les  incumben,  bien  para  encargarles  ramos  determi- 
nados de  índole  administrativa  ó  facultativa. 

Los  Oficiales,  auxiliares  y  escribientes  de  las  oficinas; 
los  Arquitectos,  delineantes,  etc.,  que  á  las  órdenes  de 
las  CoiT^oraciones  sirven  ocupándose  en  los  trabajos  téc- 
nicos que  les  encomiendan;  los  Módicos,  Farmacéuticos, 
Veterinarios  etc.,  á  quienes  están  diversos  servicios  co- 
metidos; los  guardas  municipales,  urbanos  y  de  campo, 
y  otros  muchísimos  forman  el  personal  afecto  á  la  Admi- 
nistración municipal. 

1 2 .  Responsabilidad  de  los  Secretarios  y  demás  empleados.-^ 
Todos  los  empleados  municipales  están  sujetos  á  la  obe* 
diencia  del  Ajointamiento,  y  son  responsables  guberna- 
tivamente ante  el  mismo,  con  sujeción  á  la  ley  Munici- 
pal, y  judicialmente  ante  los  Tribunales,  por  los  delitíos 
y  faltas  que  cometieren.  En  este  concepto,  los  Ayunta- 
mientos pueden  imponerles  las  correcciones  disciplina- 
rias que  tengan  por  conveniente  dentro  de  sus  facultades, 
como  serán  la  amonestación,  la  suspensión  de  sueldo,  la 
multa  y  la  suspensión  del  cargo;  pero  si  la  falta  no  sólo 
es  administrativa,  sino  que  constituye  un  hecho  penado 
por  el  Código  penal,  el  Ayimtamiento,  sin  perjuicio  del 
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acuerdo  que  tome  dentro  de  sus  facultades,  pondrá  el 
hecho  en  conocimiento  del  Juzgado  para  que  proceda  en 
justicia. 

El  Secretario)  y  cualquier  otro  empleado,  no  incurrirá 
en  responsabilidad  cuando  90  limite  á  ejecutar  lo  acor- 
dado por  el  Ayuntamiento  ó  el  Alcalde;  ni  tampoco  es 
responsable  de  los  abusos  cometidos  por  el  Ayuntamien- 
to, porque  carece  de  autoridad  para  tomar  acuerdo  al- 
guno ú  oponerse  á  lo  que  el  Ayuntamiento  hace,  aunque 
los  actos  de  éste  sean  justiciables. 

CAPÍTULO  IX. 

ORGANIZACIÓN  DE  LA  ÍÜNTA  MUNICIPAL . 

1.^  Composidán  de  la  Junta.— 2.*  Carácter  y  daraoíóa  del  cargo  de  Vocal  aso- 
ciado.—3.  ^^  Quiénes  pueden  ler  Vocales.~4.*'  Inoapa^idades  é  inoompatibiiida* 
des,— 5.**  Clasificación  de  los  contribuyentes.— 6.   Reclamaciones.— 7."  Sorteo 
de  asociados  y  constitución  de  la  Junta.— 8.°  Constitución  de  la  Junta. 

1.**  ComposicióTi  de  la  JunCa.Si  el  Ayuntamiento,  digi- 
mos  anteriormente,  es  el  representante  de  todos  los  inte- 
reses del  Municipio,  en  la  Junta  municipal  organizase  la 
representación  de  los  económicos ^  cuya  compleja  naturale- 
za, proriniente  déla  oposicióix  entre  el  interés  que  determi- 
na ó  motiva  el  ffosúo,  y  el  interés  de  quienes  han  áepagar^ 
lo,  privándose  ae  una  parte  de  su  caudal,  exige  que  los 
asuntos  de  este  orden  se  ventilen  y  resuelvan,  mediante 
la  concurrencia  de  ambos  intereses,  en  un  cuerpo  ó  asam- 
blea donde  ios  dos  tengan  quien  los  represente  y  defienda, 
de  manera  que  el  resultado  sea  armonizarlos. 

Por  lo  que  hace  al  primer  punto,  la  ley  no  necesitaba 
establecer  quiénes  y  en  qué  forma  habían  de  formar  la 
representación  del  ente  interesado  en  la  decisión  de  los 
gastos  necesarios  ó  convenientes  para  el  provecho  del 
Municipio,  por  haber  instituido  ya  el  Ayuntamiento  que  la 
lleva  total  y  exclusivamente.  En  cuanto  á  la  de  los  contrir- 
huytntesj  6  sean  los  vecinos  sobre  quienes  pesan  las  car- 
gas indispensables  para  subvenir  a  las  obligaciones,  era 
natural  buscarla  entre  ellos. 

Designar  estos  representantes  por  el  método  electivo 
era  ocasionado  al  riesgo  de  que,  mezclándose  en  la  elec- 
ción intereses  de  otro  jaez,  quedarán  sin  representación 
los  especiales  en  cuyo  beneficio  se  hacía  el  nombramien- 
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to.  Agregábase  á  esta  dificultad  otra  también  digna  de 
ser  tenida  en  cuenta.  El  cuerpo  contribuyente  no  forma 
una  sola  clase,  y  buscar  en  cada  una  por  elección  el  in- 
dividuo Diputado  para  representarla,  sobre  complicar  el 
procedimiento,  no  evitaba  el  peligro  antes  notado. 

Optó  en  virtud  de  esto  el  legislador  por  el  sorteo,  y  dis- 
puso que  la  Junta  municipal  se  componga  del  Ayunta- 
miento y  de  un  número  de  Vocales  asociados,  igual  al  de 
Concejales  designados  de  entre  los  contribuyentes  del  dis- 
trito. 

2.**  Carácter  y  duración  del  cargode  Vocal  asociado. — El  car- 
go de  Vocal  asociado  es  también  honorífico,  gratuito  y 
obligatorio,  pudiendo  compelerse  á  desempeñarlo  á  los 
designados,  por  los  mismos  medios  que  las  leyes  adminis- 
trativas y  la  penal  establecen  respecto  á  los  Concejales; 
dura  un  año  económico,  y  su  aceptación  puede  excusarse 
por  las  causas  señaladas  para  eludir  la  investidura  de  in- 
dividuo del  Ayuntamiento  (1). 

3."*  Quiénes  pueden  ser  Vocales. — Todos  los  vecinos  que 
contribuyan  por  repartimiento  á  sufragar  las  cargas  mu- 
nicipales, y,  eri  defecto  de  repartimiento,  los  que  paguen 
contribución  directa  al  Estado,  pueden  ser  designados 
para  el  cargo. 

4.®  Incapacidades  ¿  incompatibilidades. — Se  exceptúan 
por  razón  de  incapacidad  los  que  adolezcan  de  ella  para 
ser  Concejales,  y  por  incompatibilidad  los  que  al  ser 
designados  formen  parte  del  Ayuntamiento,  sus  asociados 
y  parientes  dentro  del  cuarto  grado  en  los  pueblos  mayo- 
res de  2.000  habitantes,  y  del  segundo  en  los  que  de  esa 
población  no  excedan,  así  como  los  empleados  y  depen- 
dientes del  Municipio. 

Las  delicadas  funciones  que  la  ley  encomienda  á  los 
Vocales  en  asuntos  tan  importantes,  para  el  interés  pú- 
blico, como  las  cuentas,  no  permiten  que  el  precepto  legal 
sufra  ninguna  relajación,  y  por  lo  tanto,  en  el  caso  do 
que  todos  los  individuos  de  una  sección  de  contribuyen- 
tes estén  incapacitados,  ó  comprendidos  en  alguno  de  los 
casos  de  incompatibilidad,  deben  ser  distribuidos  entre 
las  otras  secciones,  repitiéndose,  á  ser  necesario,  el  sor- 
teo hasta  que,  por  no  resultar  designado  Vocal  ninguno 


(1)    Ley  Municipal,  axts.  68,  67,  y  69,  R.  0.  de  27  de  Junio  de  1872. 
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de  ellos,  se  obtenga  la  formación  legal  de  la  asamblea  de 
asociados  (1). 

5/  Clasikcadón  de  los  contribuyentes.— VTO^oxúénáo^e 
la  ley  que  en  la  representación  especial  del  cuerpo  contrir- 
luyente  figuren  tocias  las  clases  que  lo  componen,  prescri- 
be á  los  Ayuntamientos  que  en  una  de  las  cuatro  prime- 
ras sesiones  determinen  el  número  de  las  secciones  en  que, 
para  preparar  la  formación  de  la  asamblea  de  Vocales 
asociados  de  la  Junta  municipal  debe  dividirlo,  en  propor- 
ción al  vecindario,  la  cuantía  y  clase  de  riqueza,  sin  que 
en  ningún  caso  sea  menor  que  ,el  del  tercio  de  los  Conce- 
jales, ingresando  en  cada  una  los  vecinos  ó  hacendados 
Eertenecientes  á  una  misma  clase.  Si  esto  no  fuera  posi- 
le,  por  ser  uniforme  el  concepto  contributivo  del  vecin- 
dario, el  repartimiento  en  secciones  se  llevará  á  cabo  por 
calles,  barrios  ó  parroquias.  De  igual  modo  se  procederá, 
cuando  alguna  de  las  formadas  por  affrupamiento  de 
clases  resulte  tan  numerosa  que  por  sí  sola  haya  de  com- 
prender la  cuarta  parte  del  total  de  Vocales,  teniendo  en 
cuenta  que  de  cada  sección  han  de  salir  tantos  cuantos 
correspondan  proporcionalmente  al  importe  de  lo  que 
por  repartimiento  vecinal,  ó,  en  su  defecto,  por  las  contri- 
buciones directas  del  Estado,  paguen  toctos  sus  indivi- 
duos (2). 

6.**  Jieclamaciones. — Formada  así  la  distribución  del 
cuerpo  contribuyente  en  secciones,  el  Ayuntamiento  la 
publica  á  fin  de  que  los  interesados  puedan  producir  ante 
la  Diputación  en  los  ocho  días  siguientes  las  reclamacio- 
nes que  estimen  oportunas. 

Resueltas  las  que  se  entablen,  queda  ultimada  la  for- 
mación de  secciones,  y  resta  sólo  hacer  el  sorteo  para 
designar  quiénes  serán  los  comprendidos  en  ellas  que 
durante  el  año  económico  han  de  formar  la  asamblea  de 
asociados  (3). 

7.**  Sorteo  de  asociados  y  constitución  de  la  Junta, — Al  efec- 
to, reunido  el  Ayuntamiento  en  sesión  pública,  que  debe 
anunciarse  con  uos  días  de  antelación,  en  la  forma  ordi- 
naria, y  previo  aviso  una  hora  antes  de  celebrarla,  á  to- 
que dé  campana,  se  lleva  á  cabo  el  sorteo  publicándose 


1)  Ley  Municipal,  art.  66,  orden  de  2  de  Junio  de  1878. 

2)  Art.  66. 
'3)    Art.  67. 
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inmediatamente  m  resultado  por  edictos,  y  haciendo  sa- 
ber á  cada  uno  de  los  designados  su  nombramiento  (1). 
S.**  ConstUuci&tt  de  la  Junta. -Como  puede  ocurrir  que 
haya  quien  desee  ser  relevado  del  cargo,  ó  quien  impug- 
ne fundadamente  la  aptitud  legal  de  uno  ó  más  de  los  que 
lo  han  obtenido,  preceptúa  la  ley  que  el  Ayuntamiento 
admita  y  resuelva,  en  los  ocho  días  siguientes  á  la  publi- 
cacióa  cfel  resultado  del  sorteo,  las  excusas  y  oposicio- 
nes, y  una  vez  resueltos  los  recursos  se  wnstituira  la  Jun- 
ta; acto  que  de  todos  modos  ha  de  efectuarse  dentro  del 
mes  de  Agosto,  segundo  del  aiío  económico.  Por  lo  de- 
más, si  por  efecto  de  excusa,  incapacidad  ú  otro  motivo 
ocurre  alguna  vacante,  ^e  proveerá  con  las  solemnidades 
referidas  (2).  .         . 

CAPÍTULO  x: 

ATRIBUCIONES  DS  LOS  AYUNIAMIBNT03. 

1.**  Caracteres  diferenoialos  del  antiguó  y  moderno  Manicipio.  — 2.**  Ohjetos  de 
la  Administración  municipal  y  liantes  ife  su  aooi<^ti-  (a)  Ordenáaisas  y  bandos 
de  policía  y  buen  j^obierao.  (b)  Administración  de  loa  bienes,  (o)  OftsiKW  iiuini- 
cipales.  (d)  Impuestos  y  arbitrios,  (e)  Establecimientos  públicos,  (f)  Litigios. — 
3.^ Carácter  de  la  inspección  y  tutela  dM  Gobierno.  —  4.®  Formas  en  q4o  Be 
ejerce. ^5.**  Gompotenoia.— d.**  Deborea  de  los  Ayuotaouentas.*— 7.^  Atribucio- 
nes en  general.  —  8."  Formación  de  Ordenanzas.  —  9."  Potestad  oorreccionaL — 
10.  —  División  de  aprovechamientos.  —  11.  I^ombramiento  de  empleados. — 
12.  Prestación  persoaal.-^13.  AeooiáeióneB  de  Ayuntamieatotf.— 14.  Derecho  de 
petición. •:—] 5.  Administración  de  los  pueblos  agregados. 

1 .®  Caracteres  difei^enciales  del  anticuo  y  moderno  Muni- 
cipio,—^ estudiar  la  competencia,  deberes  y  facultades 
de  los  Ayuntamie^xtos  conforme  á  la  legislación  vigente, 
preciso  es  comenzar  por  la  determinación  del  verdadero 
carácter  y  naturaleza,  de  la  Administración  municipal; 
porque  fijado  este  punto  de  partida,  único  á  ]Dropósito 

gara  el  oojeto,  por  lógica  deaucción  se  llega  á  encon- 
*ar  qué  parte  ele  autoridad  es  necesario  asignar  á  aque- 
llos Cuerpos  y  á  los  demás  organismos  que  con  ellos 
concurren  al  gobierno  y  régimen  de  los  pueblos,  sin  co- 
rrer el  peligro  dé  extraviarse  en  teorías  tan  falsas  pomo 
peligrosas  parja  la  unidad  nacional^  ni  el  4^  incurrir 
en  ciego  aplauso  de  lo  existente.  A  esté  propósito,  basta 

(1)  Art.  68. 

(2)  Arts.  69y70. 
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recordar  que  hoy  los  Municipios  no  son,  no  pueden  ser, 
lo  que  en  el  comienzo  de  su  existencia  fueron. 

EIntonces,  cada  uno  de  ellos  era  un  pequeño  Estado,  y 
ísus  constituciones,  consignadas  en  Fueros,  privilegios. 
Cartas  pueblas  ú  otros  actos,  análogos  en  la  forma  é 
idénticos  en  el  fondo,  abarcaban  todo  lo  que  constituye 
las  libertades  públicas.  De  aquí  que  los  Magistrados  mu- 
nicipales ejercían  un  poder  equivalente  al  que  ahora  dis- 
frutan los  Gobiernos.de  las  naciones,  extendiéndose,  fue- 
ra de  la  Administración  comunal,  desde  la  de  la  justicia 
civil  y  criminal  hasta  el  derecho  de  declarar  guerras, 
concertar  alianzas  y  celebrar  pac(^:  ^landaban  tropas, 
establecían  impuestos,  y  algunos,  como  en  Cat^^luña  y 
Aragón,  acuñaban  moneda;  pero  este  carácter,  eminen- 
temente político,  desapareció  por  necesidad  al  constituir- 
se España  en  un  solo  Estado. 

Desde  esa  época  todas  las  facultades,  del  poder  ampa- 
rador de  la  libertad  individual,  del  sosiego  y  de  la  pros- 
{)eridad  sociales,  hállanse  á  cargo  del  Gobierno  en  la 
órma  establecida  por  la  Constitución,  y  sólo  en  la  parte 
aue  él  estima  oportuno  ejercen  los  Ayuntamientos,  por 
delegación,  actos  relacionados  con  aquellos  objetos,  por 
ejemplo,  Ips  relativos  al  reemplazo  del  Ejército  y  al  repar- 
timiento y  cobranza  de  contribuciones  e  impuestos. 

2.®  Objetos  de  la  Administración  municipal  y  limites  de  su 
acción. — Limitada  la  acción  de  los  Ayuntamientos  al  espa- 
cio señalado  por  los  intereses  colectivos  del  pueblo,  a  la 
AdnUnistracion  puramente  municipal,  que  comprende  las 
relaciones  sociales  provinientes  de  la  reunión  de  familias 
en  un  término,  los  otó^-to^  sobre  que  recae  son  comple- 
t?tmente  ajenos  á  la  política  (i)  y  miran  no  más  que  al 
bienestar  del  vecindario  y  al  fomento  y  desarrollo  de  los 
intereses  morales  y  materiales  de  la  comunidad  bajo  di- 
ferentes conceptos,  sin  traspasar  nunca  la  línea  estable- 
cida por  las  leyes,  á  fin  de  evitar  los  conflictos  y  pertur- 
baciones que  en  la  vida  nacional  acarrearía  el  antagonis- 
mo entre  las  disposiciones  de  la  Autoridad  municipal  y 
las  dictadas  para  el  Gobierno  general  de  la  Nación. 

(a)  Ordenanzas  y  bandos  de  policía  y  buen  gobierno, — 
No  puede  negarse  á  aquélla  la  adopción  de  las  medi- 


(1)    Ley  Mnnieípal»  art*  71. 
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das  precisas  para  proveer  á  la  seguridad,  á  la  salubridad 
y  á  la  tranquilidad  comunes;  pero  es  indispensable  que 
con  ellas  no  se  infrinjan  ni  contraríen  los  preceptos  ge- 
nerales, ni  se  menoscaben  ó  dañen  los  intereses  del  Esta- 
do, ni  se  vulneren  los  derechos  de  los  ciudadanos.  Por 
don^e  es  preciso  que  el  Gobierno,  encargado  de  velar 

Eor  la  fiel  observancia  de  las  leyes,  defensor  del  bien  pú- 
lico  y  de  la  libertad  individual,  tenga  medios  eficaces  de 
corregir  los  abusos  que  los  Ayuntamientos  cometan  res- 
pecto á  esos  puntos. 

(b)  Administración- de  los  bienes. — Los  bienes  que  for- 
man el  patrimonio  de  los  pueblos  no  pertenecen  á  una 
generación,  sino  á  la  entidad  permanente  constituida  por 
el  Municipio.  Este  subsiste  mientras  aquéllas  pasan,  y  la 
presente  no  tiene  derecho  á  disfrutarlos  como  dueño  mas 
que  á  condición  de  conservarlos  para  las  venideras;  pero 
como  al  Estado  incumbe  la  representación  de  cuanto  en 
la  sociedad  afecta  carácter  de  permanencia,  y  por  otra 
parte  es  custodio  y  dispensador  del  derecho,  está  llamado 
á  intervenir  en  cuantos  asuntos  se  relacionan  con  la  con- 
servación de  aquellos  bienes. 

(c)  Gastos  municipales. — La  libertad  de  los  Ayuntar- 
mientos  y  Juntas  municipales  para  determinar  los  servi- 
cios que  el  Municipio  haya  de  costear,  pudiera  degene- 
rar en  abusiva^  con  daño  ael  bien  público,  si  llegase  hasta 

f)oder  franquear  el  círculo  señalado  en  6sta  materia  por 
08  preceptos  generales  que  establecen  la  obligación  de 
sufragar  ciertos  gastos  conceptuados  necesarios,  en  inte- 
rés del  pueblo  exclusivamente,  ó  en  el  de  las  relaciones 
que  lo  unen  con  el  resto  de  la  Nación.  La  corrección  de 
estas  infracciones  legales,  así  como  las  de  cualesquiera 
otras  que  en  esta  materia  se  cometan,  á  nadie  sino  al 
Gobierno  podía  encargarse  sin  faltar  á  lo  establecido  en 
la  Constitución. 

(d)  Impuestos  y  arbitrios. '¡^Pov  lo  que  hace  á  los  im- 
puestos y  arbitrios,  por  más  que  indudablemente  el  Mu- 
nicipio deba  disfrutar  la  facultad  de  imponer  esos  y 
otros  gravámenes,  no  puede  desconocerse,  en  primer  lu- 
gar, que  necesitando  también  el  Estado  establecer  con- 
tribuciones, hay  que  cuidar  de  que  las  cargas  no  sean 
tales  que  abrumen  al  contribuyente,  y  en  segundo  que 
alguna  defensa  ha  de  concederse  á  éste  contra  la  posible 
arbitrariedad  del  fisco  municipal:  misiones  más  propias 


Digitized  by 


Google 


ADMINISTRATIVO  513 

del  Estado  que  de  otra  entidad,  porque  ambas  se  refieren 
á  la  protección  de  los  intereses  generales  en  un  caso,  á 
las  d!el  derecho  individual  en  el  otro. 

(e)  Bitablecmientos  públicos. — Esta  acción  tutelar  del 
Estado  aparece  también  como  indispensable,  y  ojala  la 
experiencia  no  lo  hubiera  demostrado  tan  plenamente, 
en  lo  relativo  á  los  establecimientos  de  instrucción  y  be- 
neficencia; no  sólo  porque  no  exista  proceder  de  precep- 
tos legislativos  que  la  determinan,  sino  además,  porque 
los  intereses  y  las  necesidades  en  cuyo  beneficio,  y  para 
cuyo  remedio  han  sido  instituidos,  reclaman  la  interven- 
ción del  poder  público  central,  como  garantía  contra  el 
abandono  en  que  pudiera  dejarlos  la  Administración  mu- 
nicipal. 

(f)  Litigios. — En  él  eíercicio  de  los  derechos,  y  con  mo- 
tivo del  cumplimiento  de  los  deberes  correspondientes  á 
la  personalidad  jurídica  que  disfrutan,  los  Municipios 
comparecen  ante  los  Tribunales  ordinarios,  ya  como  de- 
mandantes ó  como  demandados;  pero  todo  litigio  es  una 
discusión,  tm  debate  que  requiere  la  posesión  de  medios 
suficientes  para  vencer  al  contrario,  y  en  este  concepto, 
no  debe  provocarse  sin  previo  maduro  examen  de  la  ra- 

•  zón  que  para  ello  asiste,  y  de  las  pruebas  que,  en  su  caso, 
hayan  de  producirse  para  evidenciarla.  Este  trabajo,  difí-  , 
cil  aun  para  quienes  poseen  ciertas  condiciones  de  ilus- 
tración, no  podría,  sin  rieejgo  de  lamentables  errores,  en- 
comendarse á  personas  desprovistas  de  los  conocimientos 
indispensables  para  desempeñarlo,  con  probabilidad  de 
buen  éxito,  como  son,  por  punto  general,  los  represen- 
tantes de  los  pequeños  Municipios  rurales^  cuya  instruc- 
ción frecuentemente  no  llega  ni  á  saber  leer.  Mas  ¿á  quién 
acudir  para  que  supla  esa  insuficiencia? 

Ciertamente  que  el  parecer  de  letrados  es  ya,  si  no  una 
completa  garantía  de  resultado  en  tales  materias,  un 
medio  poderoso  para  conocer  lo  que  conviene  hacer;  pero 
no  basta  para  que  con  sólo  él  se  comience  un  pleito  que 
puede  acarrear  grandes  gastos  á  la  comunidad,  con  es- 
caso, ó  tal  vez  sin  ningún  beneficio.  Y  aparte  de  aue  en 
la  formación  de  ese  juicio  pericial  entran  por  mucho  los 
antec€dü9Ae6  que  se  suministran  á  quienes  lo  emite;  el 
misiw)  dictamen  ha  de  ser,  hasta  cierto  punto,  apreciado 
por  el  que  intenta  litigar.  No  oueda,  pues,  otro  camino 
sino  buscar  en  la  superior  tutela  del  Elstado  el  elemento 

33 
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de  ilustración  en  tan  delicados  asuntos,  necesario  para 
no  incoar  desastrosos  pleitos. 

Cosa  muy  diferente  es  el  contestar  á  demandas  inten- 
tadas por  terceros  contra  los  pueblos,  porque  entonces 
no  hay  posibilidad  de  aplazar  la  contestación,  que  ha  de 
presentarse  en  el  término  fijado  por  el  Tribunal. 

De  igual  manera  es  innecesario  que  el  Estado  inter- 
venga cuando  se  trate  de  juicios  sumarísimos  en  los  que, 
ya  sea  actor  ó  reo  el  Municipio,  se  ventilan  cuestiones  del 
momento,  y  en  la  presentación  de  demandas  contencioso- 
administrativas,  que  la  Administración  forzosamente  ha 
de  examinar  antes  de  ser  admitidas. 

En  los  Municipios  considerables,  los  peligros  y  daños 
(¡ue  de  entablar  un  pleito  pueden  seguirse,  sométanse  al 
examen  de  las  personas  ilustradas  que  forman  el  Ayun- 
tamiento, y  por  lo  tanto,  no  hay  inconveniente  en  que 
éste  por  sí  decida,  mayor  libertad  que  corresponde  á  la 
mayor  ilustración  de  quien  la  disfruta. 

3.^  Carácter  de  la  inspección  y  tutela  del  QoUemo. — 
En  todos  los  casos  citados  la  acción  del  Gobierno  no 
viene  á  usurpar  facultades  propias  y  naturales  de  la  Ad- 
ministración municipal;  por  el  contrario,  en  unos  diríge- 
se á  auxiliarla  cuando  los  medios  de  que  dispone  carecen  . 
del  vigor  que  los  asuntos  exigen,  y  en  otros  cumple  el 
deber  de  amparar  los  derechos  y  el  interés  del  Estado,  és 
decir,  de  la  sociedad  general,  contra  egoístas  determina- 
ciones locales  ó  los  derechos  ó  intereses  de  los  particu- 
lares, contra  el  absorbente  espíritu  corporativo. 

Si  á  esto  se  llama  centralización ^  fuerza  es  rocooocer 
que  no  puede  evitarse  mientras  subsista  la  tendencia  ge- 
neral á  convertir  los  Cuerpos  populares  administrativos 
en  entidades  que  viven  para  si  y  no  para  servir  á  los  ve- 
cindarios, y  la  falta,  no  menos  general,  de  ilustración,  y 
de  verdadero  espíritu  liberal,  el  cual  no  consiste  en  re- 
clamar la  independencia  local,  sino  en  respetar,  y  en 
caso  necesario,  proteger  el  derecho  ajeno  sin  mirar  la  per- 
sona que  lo  posee. 

4.**  Formas  en  que  se  yerce. — De  todas  las  precedentes 
consideraciones  despréndese,  en  suma,  que  si  la  acción 
de  los  Ayuntamientos  tiene  un  círculo  de  exclusiva  y  no 
dudosa  competencia,  en  cuanto  atañe  á  la  gestión  de  loe 
intereses  especiales  del  Municipio,  más  allá  de  ese  limite, 
solamente  por  delegación  explícita  ó  implícita  del  Gobi«>- 
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no,  puede  entender  en  aquellas  materias  no  circunscritas 
á  los  vecinos  de  un  pueblo  y  á  su  bien  común,  sino  com- 
prensivas de  todos  los  habitantes  del  territorio  nacional 
y  del  bien  general  de  la  nación.  Respecto  a  éstas,  sus 
actos  deben  ajustarse  alas  reglas  establecidas,  siendo 
susceptibles  de  aTmlación,  reforma  y  enmienda  por  el  Go- 
bierno; pero  en  las  de  Administración  municipal  obran 
con  amplia  libertad,  no  restringida,  aunque  sí  regulada, 
en  interés  público  y  particular,  por  la  inspección  supre- 
ma que  al  Key  atribuye  la  Constitución.  De  aquí  nacen: 
el  derecho  á  recurrir  contra  los  acuerdos  de  esos  cuerpos 
cuando  son  lesivos  de  la  legalidad,  ó  de  los  derechos  ci- 
viles privados,  la  necesidad  de  obtener,  en  ciertos  casos, 
aiUonzación  previa  para  adoptar  resoluciones;  y  en  otros, 
la  de  requerir  sus  actos  la  aprobación  superior. 

No  deben  confundirse  estas  dos  formas  de  ejercicio  d,e 
la  potestad  tutelar  del  Estado  cerca  de  la  Administración 
municipal. 

La  autorización,  en  efecto,  supone  que  quien  debe  obte- 
nerla, aunque  dotado  de  potestad  propia  para  obrar,  no 
puede  hacerlo  sin  consultar  antes  la  opinión,  que  jse  su- 
pone más  acertada,  de  otra  persona  ó  entidad,  á  la  que 
no  incumben  facultades  para  decidir  por  sí:  es,  en  una  pa- 
labra, el  complemento  de  la  atribución,  pero  de  ninguna 
manera  la  atribución  misma. 

La  aprobación^  por  el  contrario,  implica  el  poder  de 
obrar  desde  luego,  realizando  actos  perfectos  en  la  forma, 
cuya  ulterior  validez  y  subsistencia  dependen,  sin  em- 
bargo, de  que  merezcan  aquélla. 

De  aquí  resulta  que  un  acto  sujeto  á  aprobación  tiene 
una  validez  y  subsistencia  provisionales  hasta  el  momento 
en  que  se  le  concede  ó  niega,  porque  emana  de  Autoridad 
investida  de  la  facultad  oe  ejecutarlo.  Así  los  contratos 
relativos  á  los  bienes  inmuebles  del  Municipio,  derechos 
reales  y  títulos  de  la  Deuda,  ligan  provisionalmente  á  las 
partes  mientras  obtienen  la  aprobación  del  Gobierno. 

No  acontece  esto  con  los  actos  que  requieren  autoriza- 
ción, los  cuales  son  desde  su  origen  nulos,  como  sucede- 
ría, V.  g.,  con  las  actuaciones  judiciales  áque  hubiera 
dado  lugar  la  demanda  incoada  por  acuerdo  del  Ayunta- 
miento de  un  pueblo  menor  de  4.000  habitantes,  en  el  su- 
puesto de  no  haber,  obtenido  la  autorización  correspon- 
diente. 
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5.**  CompeteTicia.— En  el  actual  estado  de  nuestro  dere- 
cho corresponde  exclusivamente  á  los  Ayuntamientos 
ejercer  las  funciones  que  las  leyes  les  encomiendan  en 
punto  á  la  Administración  municipal,  las  cuales  abrazan 
tres  grandes  grupos,  á  saber:  1  /  Las  relativas  á  la  crea- 
ción, establecimiento  y  conservación  de  toda  clasa  de 
.servicios  destinados  á  la  seguridad  persona]  y  real,  co- 
modidad é  higiene  del  vecindario,  y  al  fomento  y  desarrollo 
de  sus  intereses  morales  y  materiales.  2.**  La  policía  mu- 
nicipal, urbana  y  rural,  comprensiva  de  todo  cuanto  tiene 
por  objeto  asegurar  el  buen  orden  y  vigilancia  de  los 
servicios  establecidos.  3.**  La  gestión  económica  de  la  ha- 
cienda municipal,  cuyo  contenido  forman  el  cuidado, 
conservación  y  aprovechamiento  de  las  fincas,  rentas  y 
derechos  pertenecientes  al  Municipio  y  á  los  estableci- 
mientos que  de  él  dependen,  y  la  determinación,  recau- 
dación, inversión  y  cuenta  de  los  impuestos  y  arbitrios 
que  sean  necesarios  para  la  realización  de  los  servi- 
cios (1). 

6.**  Deberes  de  los  Ayuntamientos.— Yaii  este  vasto  campo 
se  desplega,  ó  mejor  dicho,  puede  desplegarse  la  autori- 
dad conferida  á  los  Ayuntamientos,  porque  aquí  no  se  ha- 
ce sino  declarar  los  objetos  y  materias  sometidas  á  ella, 
y  por  lo  tanto,  la  posibilidad  de  que  en  ellos  recaiga,  sin 
imponer  deber  ninguno;  pues  como  quiera  que  no  te- 
niendo la  existencia  de  tales  Corporaciones  otro  fin  que 
procurar  el  bien  común  de  los  pueblos,  era  preciso  deter- 
minar al  menos  los  puntos  principales  en  que  esa  misión 
ha  de  cumplirse  de  un  modo  obligatorio,  por  responder  á 
t^ecesidados  comunas  á  todos  los  pueblos,  cualquiera  (^ue 
séQi  su  importancia,  la  ley,  precisa  y  concretamente  dis- 
pone que  10$  Ayuntamientos  tienen  el  deber  de  atender 
al  cumplimiento  de  los  fines  y  al,  establecimiento  de  los 
servicios  municipales  relativos: 
i.**  A  la  conservación  y  arréelo  de  la  vía  pública. 
2.**  A  la  policía  de  seguridad,  de  la  urbana  y  rural. 
3.""  A  ^íi  instrucción  pública  ó  instituciones  de  Bene- 
ficencia. 

4."*    A  la  administración,  custodia  y  conservación  del 
caudal  y  jMrtttlDnio  del  Municipio. 
5.*"    Al  amijílo  y  conservación  de  los  caminos  vecina- 

(1)    Ley  Municipal,  arte.  71  y  72. 
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les,  obligando,  respecto  á  los  rurales,  á  que  los  interesa- 
dos los  reparen  y  conserven, 

7.*"  Atribuciones  en  general.— K\  lado  de  la  obligación  de 
atender  los  enumerados  fines  y  se  vicios,  el  legislador  pone 
á  disposición  de  los  Ayuntamientos  los  medios  adecuados 
para  cumplirla,  reconociéndoles  facultades  en  orden  á 
dictar  preceptos  r^uladores  de  la  vida  municipal;  potes- 
tad para  corregir  á  quienes  la  infrinjan;  derecho  de  exi- 
gir prestaciones,  imponer  tributos  y  establecer  arbitrios; 
determinación  y  nombramiento  del  personal  de  emplea- 
dos y  agentes  en  todos  los  ramos  que  sea  preciso  para  la 
marcha  do  la  Administración. 

8.**  Formación  de  ordenanzas, — Constituyendo  los  Muni- 
cipios una  asociación  de  familia,  una  sociedad,  por  tanto, 
de  aquí  que  necesiten  preceptos,  reglas  á  que  atenerse 
para  el  ordenado  régimen  de  los  mismos,  y  esta  necesidad 
llenase  cumplidamente  con  unas  buenas  Ordenanzas  mu- 
nicipales, las  que  por  tanto,  vienen  á  constituir  como  im 
Cuerpo  de  disposiciones  reguladoras  de  los  derechos  y 
deberes  de  los  distintos  habitantes  de  cada  localidad.  De 
este  carácter  que  las  Ordenanzas  revisten,  se  desprende 
la  consecuencia  de  que  su  formación,  si  han  de  satisfacer 
las  necesidades  que  tienden  á  Ueaar  y  cumplir  el  fin  á  que 
están  destinadas,  ha  de  ser  empresa  trabajosa  y  difícil, 
porque  exige  en  el  que  las  redacte  no  sólo  una  importan- 
te suma  de  conocimientos  jiu'ídicos,  en  la  parte  relativa 
á  la  legislación  civil  y  administrativa,  sino  también  una 
apreciación  y  juicio  exacto  de  lo  que  exigen  los  intereses 
colectivos  del  pueblo. 

Más  adelante,  y  al  hablar  de  la  policía  urbana  y  rural, 
trataremos  de  las  Ordenanzas  municipales  con  mayor 
extensión,  limitándonos  aquí  á  exponer  que  las  faculta- 
des de  formar  estas  Ordenanzas  y  de  prescribir  en  ellas 
disposiciones  respecto  á  los  intereses  colectivos  del  pue- 
blo, está  subordinada  á  lo  que  disponen  las  leyes  y  dis- 
posiciones generales,  y  por  lo  tanto,  ni  son  válidas  cuan- 
do desconocen  los  derechos  civiles  de  los  particulares, 
ni  cuando  infringen  lo  establecido  por  preceptos  legisla- 
tivos ó  reglamentarios  (1).  Esto  no  costante,  una  vez 
aprobada  por  la  Autoridad  competente,  están  en  su  lu- 
gar las  corrcQciones  que  se  impongan  por  infringirlas. 

■  ■  n  m 

(1)    Rs.  Os.  de  80  de  Noviembre  de  1878  y  de  29  de  Enero  de  1879. 
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Sin  embargo  de  eslo,  y  teniendo  en  cuenta  cjue  la  Ad- 
ministración, en  sus  distintos  grados  y  categorías,  carece 
de  autoridad  para  extinguir,  modificar  ni  suspender  los 
derechos  civiles  de  los  cmdadanos,  no  encontrárnosla  ra- 
zón por  aue  pueda  considerarse  con  fuerza  y  vigor  un 
precepto  de  ordenación  municipal  que  afecte  perjudicial- 
mente  á  aquellos  derechos,  y  no  alcanzamos  a  compren- 
der cómo  por  el  solo  hecho,  ya  en  sí^ilegal,  de  consignar 
en  las  Ordenanzas  de  un  pueblo,  que  sólo  en  época  y  for- 
ma determinada  pueda  hacerse  la  recolección  de  un  fru- 
to, haya  de  adquirir  carácter  obligatorio  el  atentado  con- 
tra la  propiedad  natural  y  civil,  reconocida  y  consagrada 
{)or  nuestro  derecho,  que  cada  uno  tiene  de  disponer  de 
o  suyo. 

Q.""  Potestad  correccional. --Consecuencia  natural  Y  ió- 
eica  de  la  facultad  concedida  á  los  Ayuntamientos  en  la 
formación  de  sus  Ordenanzas,  es  la  atribución  de  poder 
fijar  ciertas  penas  y  correcciones  para  los  infractores  de 
las  mismas,  facultad  que  si  en  oh*os  tiempos  fue  omní- 
moda en  linos  casos,  y  en  todos  con  gránele  latitud  ejer- 
cida, ha  sido  en  la  actualidad  debidamente  coartaida, 
merced  á  las  disposiciones  de  la  ley  Municipal  (1)  y 
del  Código  penal  (2),  de  que  más  adelante  nos  ocupa- 
remos, pudiendo  adelantar  que  de  todos  modos  ni  los 
Ayuntamientos  ni  los  Alcalaes  pueden  imponer  por  las 
infracciones  de  Ordenanzas,  bandos  y  reglamentos,  otras 
penas  que  multas,  siendo  incompetentes  para  decre- 
tar el  comiso  y  venta  de  objetos  (3),  y  correspondiendo 
á  los  Tribunales  ordinarios  la  apreciación  de  si  los  Alcal- 
des se  exceden  ó  se  mantienen  dentro  del  límite  de  sus 
atribuciones  al  imponer  la  prisión  subsidiaria  por  falta  de 
pago  en  las  multas  debidamente  impuestas  (4),  cuya 
exacción  corresponde  á  los  Jueces  municipales,  proce- 
diendo por  la  vía  de  apremio  (5), 

10.  2)ipisión  de  aproPecAamientos. — Otra  atribución  de 
los  Municipios,  y  muy  importante  en  otros  tiempos  ante- 
riores en  que  los  Ayuntamientos  poseían  un  buen  cau- 
dal de  bienes  privativos  de  los  pueblos,  es  el  arreglar  pa- 

(1)  Ley  Mnnicipal,  art.  77. 

(2)  Código  penal,  art.  626. 

(3)  R.  O.  de  4  de  Dioiembre  de  1879. 
.     (4)  R.D.  de  8  de  Mayo  de  1881. 

(6)    R.  O.  de  2  de  Abril  de  1879. 
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ra  cada  año  el  modo  de  división,  aprovechamiento  y  dis- 
frute de  sus  bienes  comunales,  sujetándose  á  las  reglas 
establecidas,  y  de  que  en  otro  lugar  nos  ocuparemos. 

Todos  los  vecinos  sujetos  á  los  deberes  que  en  su  cali- 
dad de  tales  la  ley  les  impone,  disfrutan  de  ciertos  dere- 
chos y  beneficios,  lógica  consecuencia  de  aquéllos,  por 
los  que  tienen  participación  en  los  aprovechamientos  co- 
munales, adquiriendo  el  pleno  dominio  de  la  parte  que 
en  los  mismos  les  haya  sido  adjudicada,  aunque  sin  en- 
trar en  su  disfrute  hasta  tanto  que  hayan  acreditado  de- 
bidamente hallarse  al  corriente  en  el  pago  de  todas  sus 
obligaciones. 

Sin  embargo  del  precepto  terminante  de  la  ley  (i),  los 
vecinos  que  adquieran  los  aprovechamientos  por  subasta 
^  no  podrán  trasmitirlos  sino  á  otros  vecinos  (2),  reforma 
introducida  indebidamente,  pues  que  la  limitación  que  se 
establece  respecto  al  libre  derecho  de  enajenar  como  y  á 
quien  quiera  el  vecino  adquirente  la  parte  ó  todo  el  apro- 
vechamiento que  se  le  haya  adjudicado  en  licitación,  no 
se  conforma  exactamente  con  lo  dispuesto  por  la  ley.  Si 
ésta  confiere  á  los  vecinos  el  pleno  dominio  de  la  parte 
que  en  los  aprovechamientos  adquieran  ó  se  les  adjudi- 
que, sin  otra  cortapisa  que  la  de  estar  al  corriente  del 
f)ago  de  sus  obligaciones  con  el  Municipio,  claro  es  que 
o  declarado  en  la  Real  orden  no  es  una  aclaración  del 
precepto  legislativo,  sino  una  desmembración  de  ese  ab-^ 
soluto  derecho  dominical,  siquiera  sea  en  beneficio  de  los 
otros  vecinos;  desmembración  que  en  verdad  no  se  fun- 
da en  ningún  motivo  legal. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que  si  bien  en  estos  aprove- 
chamientos, cuando  son  objeto  de  una  licitación,  no  son 
admisibles  al  acto  más  que  los  vecinos,  no  ocurre  lo  mis- 
mo con  los  de  los  bienes  de  propios,  por  ser  éstos  muy 
distintos  de  los  comunales,  y  puaiendo,  por  lo  tanto,  to- 
mar parte  en  la  subasta  no  sólo  los  vecinos,  sino  los  fo- 
rasteros (3). 

11.  Nombramiento  de  empleados.  —  Los  Ayuntamientos, 
por  las  múltiples  ocupaciones  que  tienen  á'^su  cai^o,  en- 
cuéntranse  en  la  necesidad  de  tener  ciertos  auxiliares,  ya 

(1)  Ley  Municipal,  art.  26. 

(2)  R.  O.  de  6  de  Febrero  de  1876. 
(8)    R.  O.  de  19  de  Junio  de  1875. 
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formando  oficinas  donde  se  despachen  los  variados  asun- 
tos en  que  por  su  índole  entienden,  ya  como  auxiliares 
sueltos  delegados  de  su  autoridad  en  las  materias  de  po- 
licía, salubridad,  cuidado  de  enfermos  menesterosos^  et- 
cétera, etc.,  y  estos  empleados,  auxiliares  ó  subalternos, 
sujetos  de  un  modo  directo  á  la  autoridad  del  Alcalde, 
son  nombrados  ó  separados  por  él  Ayuntamiento,  con  la 
sola  excepción  de  los  dependientes  de  vigilancia  que  usen 
armas,  cuyo  nombramiento  y  separación  compete  exclu- 
sivamente al  Alcalde  (1). 

Esta  atribución  concedida  á  los  Ayuntamientos,  con- 
signada en  la  lay  (2)  de  un  modo  absoluto  é  ilimitado,  tie- 
ne, sin  embargo,  restricciones  que  le  sirven  de  contrape- 
so, ya  en  la  ley  Municipal,  ya  en  disposiciones  especiales, 
ya  también  como  resultado  del,  amparo  del  derecho  con-^ 
cedido  á  los  empleados  que  obtienen  sus  destinos  por  opo- 
sición, extremos  todos  de  que  con  la  debida  extensión  nos 
ocuparemos  en  el  lugar  oportuno,  y  cuando  con  mayor 
detalle  tratemos  de  esta  clase  de  funcionarios. 

12.  Prestación  personal. — Los  Municipios  tienen  á  su 
cargo  el  cuidado  y  conservación  de  los  caminos  vecina- 
les, así  como  de  todos  los  edificios  anejos  á  su  servicio, 
traída  de  aguas,  etc.,  etc.,  todo  lo  que  les  pone  en  la  ne- 
cesidad de  llevar  á  cabo  ciertas  obras,  y  como  en  muchas 
ocasiones  los  gastos  que  éstas  suponen,  exceden  de  los 
•ingresos  ordinarios  y  aun  pasan  con  mucho  de  su  im- 
porte, se  hace  preciso  de  todo  punto  el  recurrir  á  medios 
extraordinarios  para  levantarlos,  entre  los  que  se  en- 
cuentra el  de  la  prestación  personal  concedido  por  la 
ley  (3)  á  los  Ajyuntamientos. 

La  prestación  personal  es  sólo  un  medio  auxiliar  para 
la  construcción  de  obras  públicas  munioipailes,  y  á  ella 
están  sujetos  todos  los  habitantes  del  distrito  mayores 
de  16  años  y  menores  de  50,  exceptuándose  únicamente 
los  acogidos  en  los  establecimientos  de  caridad,  los  mili- 
tares en  activo  servicio  y  los  imposibihtados  para  el  trar- 
bajo.  Acerca  del  número  de  días  en  que  puede  exigirse 
y  de  las  demás  condiciones,  trataremos  en  el  debido 
lugar. 


(1)  Ley  Municipal,  art.  74. 

(2)  ídem  id.,  art.  78. 

(3)  ídem  id.,  arte.  74  y  79. 
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La  carga  concejil  y  personal  de  que  nos  ocupamos,  no 
puede  hacerse  recaer,  sin  más  pauta  que  el  capricho  de 
ios  Concejales  y  sin  otra  regla  que  su  voluntad,  pues  que 
siendo  contribución  en  especie,  tributo  mixto  de  real  y 
personal,  en  su  repartición  y  exacción  hay  que  proceder 
con  entera  justicia,  ya  que  sería  ilegal  á  tod!as  luces 
obligar  á  unos  al  cumplimiento  de  ese  servicio  y  relevar 
de  él  á  otros  sin  causa  justa  y  probada. 

Cualquier  otro  cargo  ó  servicio  personal  que  trate  de 
imponerse  á  los  vecinos  ó  habitantes  del  término,  con 
cualquier  denominación  ó  motivo  que  sea,  constituirá 
una  coacción,  delito  previsto  y  penado  en  el  Código,  no 
siendo  los  Ayuntamientos  arbitros  de  sustituir  la  pres- 
tación personal,  como  recurso  concedido  para  obras  pú- 
blicas, con  un  arbitrio  eventual  y  transitorio  (1). 

13.  Asociaciones  de  Ayuntamientos. -^Covao  medio  tam- 
bién de  que  los  Ayuntamientos,  unidos  entre  sí,  se  hallen 
en  condiciones  de  llenar  mejor  sus  fines,  los  Municipios 
pueden  formar  entre  ellos  y  con.  los  inmediatos,  asocia- 
ciones y  comunidades  para  la  construcción  y  conservación 
de  cammos,  guardería  rural,  aprovechamientos  comuna- 
les y  otros  objetos  de  su  exclusivo  interés,  cuidando  el 
Gobierno  de  fomentar  y  proteger  estas  asociaciones,  aun- 
que siempre  serán  voluntarias. 

Las  prescripciones  de  la  ley  de  que  nos  hacemos  car- 
go, permiten  utilizar  á  los  Ayuntamientos  el  más  podero- 
so medio  de  acción.  Por  desgracia,  las  elevadas  miras 
que  el  legislador  se  propuso,  las  grandes  esperanzas  que 

K odian  fundarse  en  el  uso  discreto  de  esa  facultad,  no  se 
ian  realizado.  Los  pueblos  cuya  unión  hubiera  podido 
vencer  los  obstáculos  que  la  falta  de  recursos  opone  á  la 
realización  de  mejoras  reclamadas  por  necesidades  impe- 
riosas, entre  ellas,  y  por  lo  que  hace  á  los  intereses  ma- 
teriales, la  construcción  de  vías  que  faciliten  el  trasporte 
de  productos  de  la  agricultura  y  de  la  industria,  miran 
con  indiferente  desvio  la  asociación  de  sus  fuerzas  que, 
aisladas,  no  bastan  para  procurar  el  cumplimiento  de  los 
grandes  fines  á  que  los  Ayuntamientos  debieran  consa- 
grar toda  su  actividad  dando  impulso  y  desarrollo  al 
crecimiento  de  la  riqueza. 


(1)    R.  O.  de  31  de  Diciembre  de  1876. 
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14.  Derecho  de  petición. — Réstanos  para  terminar  oon 
las  atribuciones  concedidas  a  los  Ayuntamientos,  hablar 
del  derecho  de  petición,  gracias  al  cual  pueden  represen- 
tar acerca  de  los  negocios  de  su  incumbencia  á  la  Dipu- 
tación provincial,  al  Gobernador^  al  Gobierno  y  á  las  Cor- 
tes, debiendo  dirigir  la  representación  por  conducto  del 
Alcalde  ó  del  Gobernador,  según  los  casos,  excepto  cuan- 
do lo  usen  dirigiéndose  á  las  Cortes  que  no  han  menester 
valerse  de  conducto  del  Gobierno  ni  de  sus  Agentes,  sino 

3ue  directamente  pueden  acudir  á  los  Cuerpos  Colegisla- 
ores  (1). 

El  derecho  de  dirigir  peticiones  ó  representaciones  á 
los  altos  poderes  del  Estado,  es  uno  de  los  que.  por  con- 
siderarlos anejos  á  la  condición  del  individuo  de  una  so- 
ciedad civilizada,  reconócense  á  todois  los  ciudadanos, 
con  ciertas  limitaciones  que  tienden  á  impedir  su  dege- 
neración de  útilísima  y  aun  necesaria  institución,  en  ger- 
men de  desorden. 

Los  Ayuntamientos  por  su  carácter  esencial,  por  el  fin 
á  que  con  relación  á  los  demás  organismos  del  poder  so- 
cial están  destinados,  en  fin,  por  la  representación  que 
les  incumbe  en  las  esferas  puramente  jurídica  y  en  la  pú- 
blica, no  podían  ser  una  excepción  en  la  posesión  v  uso 
de  tan  importante  derecho;  pero  al  ejercerlo  no  deben 
perder  de  vista  la  propia  naturaleza  de  su  ser.  Destina- 
dos á  procurar  el  bien  de  los  pueblos  en  cuanto  tiene  de 
especial,  no  les  es  lícito  desconocerla  para  mezclarse  en 
las  agitaciones  y  en  las  luchas  de  la  política,  á  la  que  de- 
ben permanecer  ajenos  siempre,  tanto  en  cumplimiento 
de  los  terminantes  preceptos  legales,  cuanto  para  no  lle- 
var el  fermento  de  las  discordias  y  enconos  al  seno  de  la 
comunidad  que  les  confió  su  administración. 

15.  Administración  de  hs  pueblos  agregados, — Los  pue- 
blos que,  aun  cuando  forman  con  otros  término  muni- 
cipal poseen  separadamente  territorio  propio,  pastos, 
aguas,  montes  ó  cualesquiera  otros  derechos,  conservan, 
a  pesar  de  aquella  unión,  una  parte  de  individualidad  li- 
mitada á  la  administración  particular  de  aquellos  obje- 
tos, la  cual  ejercen  por  medio  de  una  Junta  compuesta 
del  Presidente  y  dos  ó  cuatro  Vocales,  según  sean  60  ó 


(1)    R.  O.  de  17  de  Julio  de  1871. 
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mas  los  vecinos  que  éstos  de  entre  sí  eligen  (i),  bajo  la 
inspección  del  respectivo  Ayuntamiento  y  con  sujeción  á 
las  prescripciones  de  la  ley. 

Esto  sentado,  comprénaese  fácilmente  que  las  Juntas 
administradoras  han  de  concretarse  pura  y  simplemente 
á  gestionar  los  asuntos  económicos  ael  pueblo  relativos 
á  su  propio  caudal,  sin  qiie  les  competa  de  ningún  modo 
el  ejercicio  de  autoridad  ó  jurisdicción  de  ninguna  clase, 
ciuo  corresponde  toda  al  Ayuntamiento  respectivo:  de 
aonde  se  desprende  que  aun  cuando  los  acuerdos  de  la 
Junta  susciten  por  su  fondo  ó  forma  reclamaciones,  éstas 
no  serán  recursos  de  alzada,  sino  simples  denuncias 
acerca  de  las  aue  resuelven  los  Ayuntamientos  en  primer 
término,  cuando  versen  sobre  materias  de  policía  u  otras 
de  su  competencia,  y  cuando  á  la  administración  de  los 
bienes  del  pueblo  agregado  hagan  referencia,  se  elevarán 
á  conocimiento  de  la  Autoridad  superior  airectamente 
para  que  decida  lo  que  proceda,  ya  que  en  esto  los  Ayun- 
tamientos no  pueden  intervenir  á  titulo  de  la  inspección 
que  se  les  concede,  la  cual  está  limitada  á  examinar  los 
hechos  y,  en  su  caso,  exponerlos  al  mismo  citado  supe- 
rior, sin  que  esos  actos  de  inspección  puedan  efectuarse 
más  que,  ó  por  inciativa  propia  del  Ayuntamiento,  ó  á 
instancia  cuando  menos  de  dos  vecinos  del  agregado. 
Asimismo  se  deduce  del  carácter  y  funciones  encomen- 
dadas á  la  Junta  administradora  que  su  Presidente,  si 
bien  es  Alcalde  de  barrio  en  el  pueblo  agregado,  no  ejer- 
ce en  él  otras  atribuciones  que  las  de  los  demás  de  su 
clase,  ó  sean  las  que  les  encomienden  y  deleguen  los  Te- 
nientes de  Alcaldes  de  los  correspondientes  cuarteles,  no 
siéndoles  dado  publicar  bandos  ni  adoptar  resoluciones 
que  excedan  de  eso. 

Finalmente,  las  Juntas,  conforme  á  la  ley,  han  de  pro- 
ceder en  la  administración  que  se  les  encarga  ateniéndo- 
se estrictamente  á  lo  dispuesto  -para  los  Ayuntamientos, 
y  por  lo  mismo  practícaran  la  división  de  aprovechamien- 
tos y  disfrutes  de  los  bienes  del  pueblo  en  la  forma  y  ma- 
nera que  establecen  las  leyes,  sin  que  haya  distinción  en- 
tre bienes  comunes  y  propios,  ni  entre  éstos  y  sus  equi- 
valentes las  inscripciones;  porque  todos  ellos,  así  fincas 
como  aprovechamientos,  intereses  de  valores  públicos  y 

(1)    Ley  Municipal,  art.  90  al  96. 
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rentas  ó  alcjuileres,  se  han  de  disfrutar,  usar,  aprovechar 

Ír  emplear  única  y  exqlusivamente  en  beneficio  de  la  co- 
ectividad  propietaria  (1). 


CAPITULO  XI. 

ATRIBUaONBS  DB  LOS  /LLCALDBS. 

1.^  Doble  oaráoter  de  estas  Aatoridadot .  —  2.^  Beprosentante  y  agente  del  Qo- 
hierno.  (a)  Atribuciones  generales*  (b)  Segarídad  páblica.  (o)  Orden  público. 
<d)  C¿rcelea.-^3.^  Fanoiones  administrativas,  (a)  Presidente' del  Ayantamiento. 
(b)  Jefe  de  la  Administración  municipal.— 4.^  Limitaciones  de  la  autoridad  de 
los  Alcaldes. ^fi.*"  Visto  bueno  de  los  Alcaldes:  responsabilidad. —6.^  Resu- 
men.— 7»°  Atribuciones  da  los  Tenientes. — 8."  ídem  de  los  Alcaldes  de  barrio. 

1.**  Doble  carácter  de  estas  Autoridades.  —  El  Alcalde 
tiene  el  doble  carácter  de  Autoridad  político-guberna- 
tiva y  administrativa,  como  representante  del  Gobierno. 
En  el  primer  concepto  desempeña  las  atribuciones  que 
las  leyes  le  encomiendan,  obrando  bajo  la  dirección  del 
Gobernador  de  la  provincia  conforme  aquéllas  deter- 
minen, así  en  lo  que  se  refiera  a  la  publicación  y  ejecu- 
ción de  las  leyes  y  disposiciones  generales  del  Gobierno, 
del  Gobernador  y  de  la  Diputación  provincial,  como  en 
lo  tocante  al  orden  público  y  á  las  demás  funciones 
que  en  ta^  concepto  se  le  confieran.  De  consiguiente, 
en  todo  lo  relativo  al  Gobierno  político  del  pueblo  ó  tér- 
mino municipal,  la  autoridad,  deberes  y  responsabilidad 
del  Alcalde,  son  independientes  del  Ayuntamiento.  El  Al- 
calde no  tiene  hoy  ciarácter  judicial;  sus  antiguas  funcio- 
nes judiciales  han  pasado  á  los  Jueces  municipales,  á 
quienes  tienen  el  deber  de  prestar  su  auxilio  y  apoyo  en 
cuantos  casos  lo  requiera  la  administración  de  justicia; 
pero,  entiéndase  bien,  este  deber  no  les  sujeta  á  depen- 
dencia alguna,  son  independientes  ambas  Autoridades,  y 
8US  deberes  de  mutua  protección  auxiliar  son  recíprocos 
y  requiereq  la  máig  completa  cordialidad  y  armonía, 
siempre  necesarias  para  el  mayor  prestigio,  decoro  y 
esplendor  de  la  Autoridad  que  representan. 

A  las  funciones  político-gubernativas  reúne  el  Alcalde, 
como  Presidente  nato  del  Ayuntamiento,  las  de  Autori- 

<1)  Rs.  Os.  de  80  de  Enero  de  1875,  7  de  Enero  y  14  de  Julio  de  1877, 
1$  de  Mayo  de  1878,  l.o  de  Marzo  y  28  de  Julio  de  1870  y  otras. 
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dad  administrativa,  encarada  de  cumplir  y  ejeoutar  y  de 
hacer  que  se  cumplan  y  ejecuten  los  acuerdos  dictados 
por  el  Municipio  en  el  círcxilo  de  sus  facultades,  deberes 
y  atribuciones,  llevando  siempre  su  nombre  y  represen- 
tación en  todos  los  asuntos,  salvas  las  facultades  conce- 
didas á  los  Síndicos.  Como  jefe,  pues,  de  la  administra- 
ción local,  publica  y  ejecuta  los  acuerdos  de  la  ODrpora- 
ción,  dictando  al  efecto  los  bandos  y  las  disposiciones 
convenientes,  y  procede  en  forma  l^al  en  la  imposición 
de  las  penas  ó  multas.  Estas  imposiciones  gubernativas 
son  reclamables  por  la  vía  gubernativa  ó  por  la  judicial, 
conforme  al  art  187  de  la  ley  y  en  los  términos  que  el 
mismo  prescribe.  Para  el  cu^pplimiento  de  estos  deberes 
puede  aisponer  de  todos  los  oependientes  de  los  ramos 
de  vigilancia  y  de  policía  urbana  y  nn*al  que  están  bajo 
su  autoridad  y  mando:  á  los  cuales  puede  igualmiente 
corregir  con  suspensión  de  empleo  ó  de  eneldo,  ó  de  uno 
y  otro,  hasta  por  30  días,  y  proponer  su  destitución  al 
Ayuntamiento,  pero  siempre  oyeiido  á  loe  interesados. 

La  fuerza  armada  municipal,  como  ya  hemos  dicho  en 
otro  lugar,  está  exclusivamente  sujeta  á  la  obediencia  del 
Alcalde. 

De  lo  dicho  se  sigue  que  mientras  los  Alcaldes,  ya  se 
les  considere  como  Presidentas  de  los  Ayuntamientos^ 
como  ejecutores  de  6us  acuerdos,  ó  como  Jefes  superio- 
res de  la  Administración  municioal,  disfinitan  de  una  au- 
toridad propia,  de  una  esfera  ae  acción  libre,  mirados 
bajo  el  aspecto  del  gobierno  político  de  los  distritos,  están 
sometidos  siempre  al  Gobierno  y  á  sus  Delegados  en  las 
provincias;  son  meros  agentes  del  Poder  central  en  los 
términos  municipales. 

2.**  JiepresenúanU  y  agtnJte  del  6W¿rríw.— El  Alcalde  en 
el  distrito  de  su  jurisdicción  representa  al  Gobierno,  re^ 
asume  atribuciones  de  diferentes  Autoridades  y  ejecuta 
actos  propios  de  la  suya. 

La  entidad  gobierno,  además  de  la  unidad  de  acción 

Í)ara  la  conservación  de  los  altos  y  sagrados  intereses  que 
e  están  confiados  y  para  mantener  el  orden  público,  ne- 
cesita que  su  vigilancia,  previ^ón  y  ejecución  de  sus  ac- 
tos lleguen  al  último  límite  del  territorio.  Este  es  el  mo- 
tivo por  que  delega  su  autoridad  á  los  Alcaldes  en  lo  re^ 
lativo  al  orden  publico  y  para  el  cumplimiento  de  todas 
las  leyes.  Otros  intereses  no  menos  importantes,  como  son 
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los  de  seguridad  personal,  salud  pública,  beneficencia, 
etcétera,  y  hasta  los  que  hacen  referencia  á  cosas  perte- 
necientes á  guerra,  exigen  que  el  Alcalde  reasuma  atri- 
buciones de  diferente  índole  y  de  varias  Autoridades. 

(a)  Atriiuciones generales.— Como  delegado  representa 
la  Administración  activa,  ó  ejerce  autoridad  pública  en 
nombré  del  Rey,  correspondiéndole  en  este  concepto  bajo 
la  dependencia  del  Gobierno  (1): 

1 ."  Ser  jefe  militar  de  los  puntos  en  donde  no  hay  Au- 
torid^es  de  esta  clase  (2). 

2."*  PubHcar,  ejecutar  y  hacer  ejecutar  las  leyes,  re- 
glamentos. Reales  órdenes  y  disposiciones  de  la  Admi- 
nistración superior. 

a.**  Adoptar,  donde  no  hubiere  delegado  del  Gk)bierno 
para  este  objeto,  todas  las  medidas  protectoras  de  la  se- 
guridad personal,  de  la  propiedad  y  de  la  tranauilidad 
pública,  con  arr^o  a  las  leyes  y  disposiciones  de  las  Au- 
toridades superiores. 

4.**  Activar  y  auxiliar  el  cobro  y  recaudación  de  las 
contribuciones,  prestando  el  apoyo  de  su  Autoridad  á  los 
recaudadores. 

5.**  Desempeñar  todas  las  funciones  especiales  que  le 
señalen  las  leyes,  Reales  órdenes  y  reglamentos  sobre 
reemplazos  del  Ei&rcito,  beneficencia,  instrucción  públi- 
ca, estadística  y  demás  ramos  de  la  Administración. 

6."  Suministrar  á  las  tropas  nacionales  los  bagajes  y 
alojamientos  con  arreglo  á  lo  que  disponen  ó  dispusieren 
las  leyes. 

7.®  Publicar  los  bandos  que  creyere  conducentes  al 
ejercicio  de  sus  atribuciones.  De  los  que  dicte  relativos  á 
intereses  oermanentes  ó  de  observancia  constante,  pasará 
copia  al  Gobernador,  antes  de  ejecutarlo,  para  su  apro- 
bación. 

(1)  Ley  Municipal,  art.  199. 

(2)  R,  O,  de  26  de  Mayo  de  1866.~Dispone,  oído  el  parecer  del  Tribu 
nal  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  que  en  atención  á  que  desde  los  tiempos 
más  antiguos  las  justicias  de  los  pueblos  están  reputadas  como  Jefes  mili- 
tares de  los  puntos  en  que  no  haya  Autoridades  de  esta  clase,  los  despa- 
chos y  demás  exhortos  r^ativos  á  asuntos  militares  se  las  dirijan  directa- 
miente,  quedando  obligados  á  cumplimentarlos. 

Jí.  O.  de  28  de  Dioiemhre  de  1868. — Manda  que  los  Alcaldes  notifiquen 
inmediatamente  al  Gobernador  militar  de  la  provincia  el  fallecimiento  de 
los  individuos  de  los  batallones  provincilües  que  ocurran  en  términos  de 
mi  jurisdicGión: 
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(b)  Scffuridad  pública. — Además  de  las  atribuciones  ya 
enumeradas,  tienen  los  Alcaldes  á  su  cargo,  en  el  con- 
cepto de  Delegados  del  Poder  central,  á  cuanto  á  la  pro- 
tección y  seguridad  personal  atañe,  pudiendo  decretar  la 
entrada  en  el  domicilio  de  un  español  ó  extranjero  si  son 
deudores  á  la  Hacienda;  siempre  que  su  morosidad  lo  hi- 
ciese necesario  (1),  podrán  también  verificar  la  detención 
de  los.delincuentes,  y  decretar  su  prisión  provisional,  pero 
debiendo  ser  puesto  en  libertad,  o  entregado  á  la  Autori- 
dad judicial,  ¿entro  de  las  24  horas  siguientes  á  su  deten- 
ción. En  cuanto  á  la  s^^ridád  personal  tiene  relación,  el 
proteger  y  velar  por  la  de  los  vecinos  es  uno  de  los  más 
sagrados  deberes  oue  lleva  consigo  la  autoridad,  verda- 
deramente paternal,  de  los  Alcaldes  sobre  los  pueblos;  ya 

3 ue  siendo  la  Administración  activa  la  primera  encargada 
e  esta  alta  misión,  y  por  consiguiente,  los  Alcaldes  lo  son, 
como  Delegados,  en  los  pueblos  donde  residen  los  Gober- 
nadores ó  Delegados  de  vigilancia,  antes  Sul>gobernado- 
res,  pudiendo  tomar  para  éste  objeto  todas  las  medidas 

Iyrotectoras  de  la  seguridad  personal  con  arreglo  á  las 
eyes  y  disposiciones  de  las  Autoridades  superiores,  pu- 
diendo á  este  efecto  requerir,  de  quien  corresponda,  el 
auxilio  de  la  fuerza  armada. 

Por  último,  en  cuanto  á  la  protección  y  seguridad  per- 
sonal, entienden  en  los  asuntos  de  cédulas  personales  co- 
mo documentos  de  policía,  en  las  medidas  preventivas 
contra  las  crecidas  y  desbordamientos  de  los  nos,  debien- 
do llevar  un  padrón  de  vigilancia,  otro  de  criados,  á  los 
que  entregara  la  correspondiente  cartilla;  cuidará  de  la 
policial  de  108  establecimientos  y  lugares  públicos;  se  en- 
cargará muy  e^ecíalmente  de  Ja  persecución  de  ladro- 
nes y  malhechores,  de  la  detención  de  desertores  y  pró- 
fugos, de  la  vigilancia  de  los  gitanos  y  la  intervención  en 
las  compras  y  ventas  de  las  caballerías,  de  hacer  guardar 
á  los  extranjeros  el  respeto  debido,  etc.,  etc.,  teniendo  co- 
mo medio  para  la  consecución  de  sus  fines,  atribuciones 
para  hacer  uso  de  la  fuerza  armada,  es  decir,  de  la  Guar- 
dia civil. 

(c)  Orden  publico. —YiVi  cuanto  al  orden  público,  tienen 
intervención  en  vigilar  el  modo  de  ejercer  el  derecho  de 
reunión,  en  el  uso  de  la  imprenta,  armas,  cuidando  de  evi- 

(1)    Ley  de  11  de  Julio  de  1877,  art.  6.0 
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tar  los  alborotos,  ruidos  nocturnos,  rondallas,  etc.,  que 
falten  á  la  tranquilidad  pública,  y  como  atribución  muy 
digna  de  tenerse  en  cuenta  la  de  perseguir  el  bandole- 
rismo. 

Los  espectáculos  y  diversiones  públicas  les  dan  inter- 
vención en  las  funciones  de  teatros,  corridas  de  toros  y 
novillos,  en  las  máscaras,  fuegos  artificiales,  rondas,  ro- 
merías, fistas  populares,  ferias  y  mercados,  verbenas, 
días  festivos,  volatineros,  titiriteros,  prestidigitadores,  et- 
cétera. 

La  moral  y  costumbres  públicas,  es  materia  de  la  más 
alta  importancia,  especialmente  en  lo  relativo  á  juegos 
prohibidos,  rifas,  vagancia,  prostitución,  etc. 

(d)  Cárceles. — Por  último,  cuanto  concierne  al  régimen 
económico  y  administrativo  de  las  cárceles,  es  peculiar  de 
los  Alcaldes  en  los  pueblos  que  son  cabeza  de  partido,  y 
hay  que  tener  en  cuenta  que  es  grande  la  significación  de 
estas  palabras,  é  inmensa  la  responsabilidad  que  envuel- 
ven. La  seguridad  de  los  presos,  su  colocación  por  depar- 
tamentos, la  salubridad,  aseo  y  comodidad  de  los  locales, 
la  disciplina  interior,  corrección  de  abusos,  etc.,  etc.,  son 
los  puntos  principales  sobre  quQ  debe  recaer  la  inspec- 
ción y  vigilancia  de  los  enunciados  funcionarios. 

Finalmente,  baste  decir  que  en  general  y  por  lo  que  ha- 
ce al  pueblo,  el  Alcalde  es  un  verdíadero  tíobernador  bajo 
la  dirección  y  dependencia  del  de  la  provincia,  y  que  en 
todo  lo  relativo  al  gobierno  político,  su  autoriaaa  es  di&- 
tinta  de  la  del  Ayuntamiento. 

S.**  Fundones  aimimstratitas. — En  cuanto  á  las  funcio- 
nes administrativas,^  no  menos  importantes  qué  las  políti- 
cas, el  Alcalde,  como  Presidente  del*  Ayuntamiento,  lleva 
el  nombre  deja  Corporación,  correspondiéndole  (i): 

(a)  Presidente  del  Ayuntamiento. — ^Primero.  Presidir 
las  sesiones  y  dirigir  las  discusiones,  entendiéndose  que 
á  la  dirección  de  éstas  va  aneja  la  función  de  conservar 
el  orden  en  el  local  donde  se  celebran  las  sesiones,  pu- 
diendo  amonestar,  apercibir  y  en  su  caso  multar  á  los 
desobedientes  y  á  los  Concejales  que  perturben  el  or- 
den (2). 

Segundo.    Cuidar,  bajo  su  responsabilidad,  de  que  se 

(1)  Ley  Municipal,  arts.  118  y  114. 

(2)  R.  0.  de  24  de  Marzo  de  1«57. 
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cumplan  por  el  Ayuntamiento  las  leyes  y  disposicioney 
de  sus  superiores  jerárauicos.    . 

Tercero.  Corresponaerse  á  nombre  del  Ayuntamiento 
con  las  Autoridades  y  particulares. 

(b)  Jtfe  de  la  Adminisiración  municipaL-^En  calidad  de 
Jefe  de  la  Administración  municipal  le  corresponde: 

Primero.  Publicar,  ejecutar  y  nacer  cumplir  los  acuer- 
dos del  Ayuntamiento  cuando  fueren  ejecutivos  y  no  me- 
diare causa  legal  para  su  suspensión,  procediendo,  si 
fuere  necesario,  por  la  vía  de  apremio  y  pago,  é  impo- 
niendo multas,  que  en  ningún  caso  excedan  de  las  que 
establece  la  ley  Municipal  vigente. 

Segundo.  Suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  del 
Avuntamiento  en  los  casos  que  prescribe  la  ley. 

Yercero.  Trasmitir  á-  la  Diputación  provincial  y  al 
Gobernador  de  la  provincia,  según  lo  que  en  la  ley  se 

f)rescribe,  los  acuerdos  del  Ayuntamiento  que  requieran 
a  aprobación  superior  para  ser  ejecutivos,  y  publicarlos, 
ejecutarlos  y  hacerlos  cumplir  cuando  la  obtuvieren. 

Cuarto.  Trasmitir  á  quien  corresponda  las  exposicio- 
nes que  los  Ayuntamientos,  en  uso  de  su  derecho,  hicie- 
ren a  la  Diputación  provincial,  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, al  Gobierno  ó  á  las  Cortes. 

Quinto.  Dirigir  todo  lo  relativo  á  la  policía  urbana  y 
rural,  dictando  al  efecto  lo&  bandos  y  disposiciones  que 
tuviere  por  convenientes,  conforme  a  las  ordenanzas  y 
resoluciones  generales  del  Ayuntamiento  en  la  ma- 
teria. 

Sexto.  Dirigir  y  vigilar  la  conducta  de  todos  los  de- 
pendientes del  ramo  de  policía  urbana  y  rural,  castigán- 
dolos con  suspensión  de  empleo  y  sueldo  hasta  30  días, 
y  proponer  su  destitución  al  Ayuntamiento. 

Sétimo.  Ejercer  todas  las  funciones  propias  de  orde- 
nador y  jefe  de  la  inversión  de  fondos  municipales  y  su 
contabilidad. 

Octavo.  Inspeccionar,  activar  y  dirigir,  en  lo  econó- 
mico y  gubernativo,  las  obras,  establecimientos  de  bene- 
ficencia y  de  Instrucción  pública,  costeados  por  fondos 
municipales,  con  sujeción  á  las  leyes  y  disposiciones  pa- 
ra su  ejecución. 

Noveno.  Cuidar  de  que  se  presten  con  exactitud  los 
servicios  de  bagajes,  alojamientos  y  demás  cargas  pú- 
blicas. . 

3i 
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Décimo.  Presidir  los  remates  y  subastas  para  ventas, 
arrendamientos  y  servicios  municipales,  salvas  las  dispo- 
siciones de  las  leyes. 

Undécimo.  Corresponderse  en  los  asuntos  de  su  com- 
petencia administrativa  con  las  Autoridades  y  Corpora- 
ciones de  la  provincia,  haciéndolo  por  conducto  del  Go- 
bernador de  la  mi^ma  cuando  hubiere  de  entenderse  con 
las  de  otras  ó  con  el  Gobierno. 

4.^  Limitaciones  de  la  autoridad  de  los  Alcaldes. — Los 
Alcaldes  tienen  más  limitadas  sus  atribuciones  en  los 
pueblos  donde  residen  los  Gobernadores  ó  Subgober- 
nadores.  Desde  luego  carecen  de  todas  las  delegadas, 

Í)orque,  siendo  los  Gobernadores  y  Subgobernadores  de- 
egados  más  directos  del  Gobierno  y  de  mayor  jerarquía 
que  los  Alcaldes,  reasumen  las  facultades  que  en  otro 
caso  les  competen  á  estos- 

Como  ya  hemos  dicho,  todo  lo  relativo  á  vigilancia  y 
orden  público  corresponde  á  aquellas  Autoridades,  y  aun- 
que es  privativo  de  los  Alcaldes  conceder  ó  negar  permi- 
so para  toda  clase  de  diversiones  públicas,  la  ley  de  25  de 
Setiembre  de  1863  reservó  esta  facultad  á  los  Gobernado- 
res en  el  punto  de  su  residencia,  y  lo  mismo  debe  enten- 
derse en  la  de  los  Subgobernadores,  porque  está  á  su 
cuidado  la  conservación  del  orden  público.  A  los  mismos 
corresponde  la  inspección  de  los  ramos  de  la  Adminis- 
tración municipal,  sin  inmiscuirse  en  las  facultades  pro*- 
pias  de  los  Alcaldes,  y  la  presidencia  donde  concurran. 
Debe  también  tenerse  presente  el  art.  15  del  reglamen- 
to de  25  do  Setiembre  de  1863,  que  dispuso  que  los  Sub- 
gobernadores serán  superiores  inmediatos  de  los  Alcal- 
des de  la  demarcación,  y  el  conducto  por  donde  éstos  se 
comuniquen  con  el  Gobernador  de  la  provincia. 

Y,  finalmente,  tampoco  los  Alcaldes  pueden  dar  per- 
miso para  reuniones  públicas  eri  donde  los  Goberüadores 
ó  Subgobernadores  residan  ó  se  encuentren  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  según  la  ley  de  22  de  Junio  de  1864. 
5.**  Visúo  dueño  de  los  Alcaldes:  responsabilidad. ^^xCxxéi, 
es  la  extensión  que  se  da  á  las  autorizaciones  del  V."  B.** 
estampado  en  los  documentos  por  los  Alcaldes?  ¿Aseve- 
ran ó  certifican  todo  lo  que  expresa  el  documento,  ó  se 
limitan  á  testificar  la  firma  de  quien  lo  expide?  He  aquí 
las  preguntas  que  en  diversas  formas  y  en  distintas  oca- 
siones se  nos  han  hecho,  con  motivo  de  cuestiones  sur- 
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gidas  sobre  esta  materia,  y  por  lo  cual  vamos  á  consig- 
nar nuestra  fundada  opinión  á  fin  de  que  pueda  servir  de 
guía  en  casos  análogos. 

Para  nosotros- esta  fuera  de  duda,  por  hallarse  así  re- 
suelto, que  los  Alcaldes,  Jueces  y  demás  funcionarios  no 
hacen  otra  cosa  más,  al  estampar  su  V.**  B/  en  las  certifi- 
caciones y  demás  documentos  librados  por  sus  Secretarios 
ó  dependientes,  que  garantir,  legalizar  ó  legitimar  las 
firmas  de  los  expedidores;  y  ae  ninguna  manera  certifi- 
car con  ellos  la  verdad,  conformidad  y  exactitud  del  con- 
tenido, porauede  esto  quedan  responsables  únicamente 
los  que  los  libran  (1). 

6.  Resumm.T-Con  lo  expuesto  creemos  haber  carac- 
terizado las  atribuciones  generales  de  los  Alcaldes,  sin 
perjuicio  de  dar  más  detalles  de  todos  los  ramos  ae  la 
Administración  que  tengan  relación  con  las  Autoridades 
locales  municipales.  Hemos  procurado  marcar  las  atri- 
buciones que  son  propias  de  los  Alcaldes  y  las  que  les 
son  delegadas,  demostrando  que  en  las  primeras  es  un 
mandatario  del  pueblo  que  representa  el  común  de  los 
vecinos,  el  Ayuntamiento;  ejecuta  por  su  autoridad  los 
acuerdos  del  Municipio,  y  dispone  los  bandos  y*  regla- 
mentos para  su  mejor  cumplimiento;  y  que  en  la  segunda 
tiene  que  sujetarse  estrictamente  á  las  leyes,  reglamentos, 
instrucciones  del  gobierno  y  de  sus  superiores  jerárqui- 
cos, no  teniendo  autoridad  para  modificar,  variar  y  sus- 
pender el  contenido  de  aquellas  órdenes. 

La  idea  general  que  hemos  dado  de  la  autoridad  del 
Alcalde  basta  para  demostrar  la  alta  importancia  de  su 
misión,  los  deberes  sagrados  que  tiene  que  llenar  y  la 
responsabilidad  inmensa  si  los  omite  ó  abusa  de  la  con- 
fianza que  primeramente  mereció  de  sus  convecinos  y 
después  del  Gobierno. 

La  ley  en  la  administración  municipal  le  da  facultades 
extensas,  y  en  relación  de  éstas  son  sus  deberes.  No  cum- 
ple, pues,  con  vigilar  y  hacer  que  se  observen  las  iQyes, 
sino  que  debe  también  moralizar  las  costumbres  é  impul- 
sar prudentemente  todas  las  mejoras  de  que  sea  suscep- 
tible la  localidad,  y  que  reúnan  a  la  posibilidad  de  su  eje- 
cución una  indisputable  conveniencia  general. 

Son  estrechas  también  sus  obligaciones  con  el  Gobier- 

(1)    Es.  Ob.  de  1«  de  Octabre  de  1860  y  6  de  Junio  de  1861. 
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no^  aue  le  entregó  su  representación  y  confianza;  debe 
desplegar  el  mayor  celo  y  dar  exacto  cumplimiento  a  las 
órdenes  que  reciba,  y  elevar  con  puntualidad  y  lealtad  á 
conocimiento  del  Gobernador  todo  lo  que  vea  ó  tema  que 
pueda  afectar  á  la  salud  y  orden  público,  al  Estado,  á  la 
provincia  y  á  los  pueblos. 

Por  la  importancia  de  su  autoridad  y  cargo  merecen 
los  Alcaldes  el  mayor  respeto  de  sus  subordinados  y  ve- 
cinos, la  consideración  de  todos,  y  muy  especialmente  de 
sus  superiores  jerárquicos. 

El  que  desempeña  un  cargo  gratuito,  obligatorio,  eno- 
joso y  de  responsabilidad,  merece  bien  de  la  patria  y  es 
acreedor  á  que  se  le  atienda,  á  que  se  le  aconseje,  á  que 
no  se  le  moleste  y  á  que  sólo  reciba  el  castigo  cuando  la 
falta  sea  grave,  repetida,  ó  aparezca  una  desobediencia  ó 
resistencia  marcada. 

Los  funcionarios  públicos  deben  tener  siempre?  presen- 
te que  á  los  Alcaldes,  al  recibir  su  nombramiento,  no  se 
les  exigió  el  conocimiento  de  los  complicados  ramos  de 
la  Administración,  que  ni  se  les  supone,  ni  tienen  obliga- 
ción de  poseer*  que  no  son  servidores  del  Estado  y  sí  re- 
preseatantes  de  los  contribuyentes,  y,  por  último,  que 
no  se  muestra  ni  ilustración  ni  celo  discreto  recibiendo 
mal,  menospreciando  ó  atropellando  á  las  Autoridades 
locales. 

Nuestras  costumbres  públicas  no  están  todavía  á  la 
altura  conveniente  para  saber  respetar  y  considerar  la 
autoridad  en  todas  sus  jerarquías;  más  de  lina  vez  los 
Alcaldes  sufren  insultos  y  se  les  hacen  exigencias  exce- 
sivas; pero  fuertes  en  la  ley,  penetrados  de  sus  atribucio- 
nes, deben  siempre  resistir  toda  petición  ilegal,  y,  en  cas^o 
necesario,  castigar  y  hacerse  obedecer,  sin  consideración 
á  la  calidad  de  la  persona  ni  al  fuero  que  goce. 

7.**  Atribuciones  de  los  Tenientes. ---Ij^^  Tenientes  de  Al- 
calde que  ejercen  un  punto  intermedio  entre  el  Alcalde 
y  los  Alcaldes  de  barrio  son  los  jefes  inmediatos  de.  estos 
últimos,  á  los  que  encomiendan  parte  de  las  funciones 
administrativas.  Los  Tenientes  ejercen  su  cargo  den^o 
del  distinto  aue  les  está  señalado. 

8.**  ídem  ae  los  Alcaldes  de  barrio.— Loq  Alcaldes  de  ba- 
rrio, no  son  sino  delegados  del  Alcalde  Presidente,  limi- 
tándose, por  lo  tanto,  sus  atribuciones  á  aquéllas,  que 
dentro  del  barrio  cuyo  cuidado  les  está  confiado,  les  han 
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yido  encomendadas  por  el  primer  Alcalde,  y  siempre  bajo 
la  dirección  de  éste  como  Jefe  superior  de  la  Administra- 
ción municipal. 


CAPÍTULO  XIL 

LÍMITES  DE  LA  AUTOBIDAD  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS, 

1.*  Carácter  general  de  los  acuerdos.— 2.**  Consideraciones  qtie  hacen  en  algu- 
nos casos  necesaria  la  instracción  del  Gobierno  ó  de  sns  agentes. -r-3.^  Acuerdos 
que  reqnieren  aprobación  de  los  Go^rnadores.— 4.°  Acuerdos  que  requieren  la 
aprobación  del  Gobierno,  (a)  Enajenación  de  inmuebles,  (b)  Arrendamientos, 
(c)  Venta  de  parcelas. — 5."  Acuerdos  que  requieren  autorización  de  la  Diputa- 
ción.—6.**  Casos  en  que  los  Ayuntamientos  puedan  volver  sobre  sus  a;)uerdo8. 

1.**  Carácter  general  de  los  acuerdos.— i\Q,dLhB,m,OB  de  ver 
la  extensión  que  la  acción  de  los  Ayuntamientos  abarca, 
los  múltiples  é  interesantes  objetos  sobre  que  recae,  pero 
este  estudio  no  sería  completo  si  dejáramos  de  examinar 
el  carácter  de  la  autoridad  con  que  obran,  la  intensidad, 
por  decirlo  así,  con  que,  en  uso  del  poder  que  la  ley  les 
confiere,  resuelven  en  cada  clase  d,e  asuntos. 

La  regla  general,  el  carácter  genérico  de  las  resolucio-" 
nes  ó  acuermsy  que  así  se  llaman  por  lo  que  anterior- 
mente explicamos  á  propósito  de  las  Diputaciones,  es  el 
de  ser  ejecutivos,  esto  es,  el  de  poner  fin  á  la  cuestión  en 
laesfera  municipal  al  menos,  creando  una  situación  legal, 
clara  y  definida,  causando  estado,  tanto  cqn  relación  á  los 
terceros  interesados  como  á  la  misma  Corporación  ó 
Autoridad  que  decide.  Por  consiguiente,  ni  aquéllos  pue- 
den ^promover  ante  ella  nuevamente  el  asunto  resuelto, 
ni  ésta  volver  sobre  los  acuerdos  adoptados  para  reno- 
varlos ó  modificarlos,  máxime  cuando  sean  declaratorios 
de  derechos*  debiendo  en  su  caso  y  cuando  la  resolución 
no  haya  dado  nacimiento  á  los  últimos,  pedirse  al  supe- 
rior jerárquico  la  anulación  ó  la  reforma  (i). 

Poro  esta  regla  general  abarca  sólo  una  categoría  de 
resoluciones  determinada  por  la  naturaleza  de  los  asun- 
tos en  que  recaen,  es  aplicable* na(ia  masque  á  los  asun- 
tos de  su  exclusiva  competencia,  poraue  en  cuanto  á  aquellos 
en  que  por  delegación  entienden  han  de  acomodarse  á  lo 


(1)    Ley  Municipal,  art.  83,  Rs.  Os.  de  9  de  Febrero  de  1876  y  30  de 
Julio  de  1879. 
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mandado  por  las  leyes  y  por  las  disposiciones  del  Gobierno 
que  á  ellos  se  refieran  (1). 

2.®  Consideraciones  que  hacen  en  algunos  casos  necesaria 
la  intervención  del  Gobierno  ó  sus  agentes.  —  Ahora  bien^ 
dentro  de  aquella  exclusiva  competencia  se  hallan  ge- 
néricamente comprendidos  todos  los  que  á .  la  admi- 
nistración de  los  pueblos,  al  gobierno  y  dirección  de 
sus  intereses  peculiares  atañen;  mas  como  quiera  que, 
respecto  á  algunos,  consideraciones  de  un  orden  superior 
exigen  el  ejercicio  del  derecho  de  alta  inspección  y  tutela 
concedido  al  Poder  central  en  beneficio  de  los  mismos 
intereses  municipales,  ó  para  defender  y  amparar  los  in- 
tereses y  el  derecho  del  Estado  y  de  los  ciudadanos,  esa 
exclusiva  competencia  hállase  limitada,  en  cuanto  á  la 
forma,  por  la  necesidad  de  la  previa  autorización  ó  de  la 
aprobación  del  Gobierno  ó  de  sus  agentes,  y  en  conse- 
cuencia, el  carácter  de  inmediatamente  ejecutivos  no  lo 
adquieren  los  acuerdos  sino  merced  á  la  concurrencia  y 
cumplimiento  de  aquellos  requisitos  en  todos  los  casos 
en  que  por  virtud  de  ellos  pueden  comprometerse  algún 
interés  permanente  ó  sufrir  lesión  el  derecho  establecido 
por  las  leyes  generales  que  definen  y  consagran  el  de  los 
ciudadanos. 

3."*  Acuerdos  que  requieren  aprobación  de  los  Óobernadores. 
—Así,  pues,  no  son  ejecutivos  si  carecen  de  aprobación 
del  Gobernador  de  la  provincia,  oída  la  Comisión  provin- 
cial, los  acuerdos  relativos: 

A  la  reforma  y  supresión  de  establecimientos  de  bene- 
ficencia y  de  instrucción  creados  por  la  espontánea  vo- 
luntad del  Ayuntamiento;  pues  por  lo  que  hace  á  los  obli- 
gatorios, única  y  exclusivamente  les  es  permitido  solici- 
tar las  de  los  poderes  á  quienes  compete  decidir  en  estas 
materias  (2): 

A- las  podas  y  cortas  en  los  montes  municipales;  porque 
aquí,  además  del  porvenir  de  importantes  bienes  del 
Municipio,  hállase  mezclado  el  interés  general,  por  lo 
que  la  conservación,  y  consiguientemente,  la  oraenada  y 
bien  entendida  explotación  de  los  montes  afecta  á  la  ri- 
queza y  á  la  salubridad  públicas: 

A  los  contratos  relativos  á  edificios  municipales  inúti- 

(1)  Ley  Mnnicipal,  art.  88. 

(2)  ídem  id.,  art.  84,  R.  O.  de  3  de  Febrero  de  1871. 
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les  para  el  servicio  á  que  estabaa  destinados;  condición 
esta  última  que  muestra  claramente  que  no  se  trata'  de 
cualquier  edificio  propio  del  Municipio,  como  una  casa, 
un  homo  ó  cualquier  otro  de  análoga  naturaleza,  sino 
de  los  que  habiendo  estado  destinados  á  usos  públicos, 
como  las  Casas  Consistoriales,  almudí,  hospital,  etc,, 
deian  de  ser  útiles  para  osos  fines: 

De  igual  aprobación  han  menester  los  acuerdos  que 
versan  sobre  contratos  en  que  se  trate  de  créditos  par- 
ticulares á  favor  del  pueblo,  ó  sean  los  que  les  corres-- 
ponden  en  su  calidad  de  persona  jurídica  (1). 

4.**  Acuerdas  que  requieren  la  aprobación  del  Oobienw, 
(a)  Enajenación  de  inmueoles, — En  cuanto  á  los  contratos  re- 
lativos á  los  demás  bienes  inmuebles,  derechos  reales  y 
títulos  de  la  Deuda  pública,  es  necesaria  la  aprobación  del 
Gobierno,  previo  informe  del  Gobernador,  oyendo  á  la 
Comisión  provincial  (2).  De  aquí  se  deducé  que  en  la 
prescripción  que  acabamos  de  expresar,  se  incluyen  las 
permutes  de  ios  bienes  á  que  hace  relación,  y  á  la  ena- 
jenación de  los  bonos  del  Tesoro  y  las  acciones  de  fe- 
rrocarriles; porque  aun  cuando  en  rigor  ni  aquellos  ni 
m\icho  menos  las  últimas,  constituyen  parte  de  la  Deuda 
pública,  es  evidente  la  analogía  que  con  los  valores  de 
esta  tienen,  é  indudable  que  por  esta  circunstancia  deben 
adoptarse  respecto  á  ellos  las  mismas  ffarantías  estable- 
cidas para  los  títulos  de  la  mencionada  Deuda  (3). 

(b)  Arrendamientos. — Entre  los  contratos  de  que  los 
bienes  inmuebles  pueden  ser  objeto,  cuéntanse  de  los 
arrendamientos  que,  por  no  estar  literalmente  exceptua- 
dos de  la  regla  antes  mencionada,  parecen  comprendidos 
en  ella.  Esto,  no  obstante,  el  Gobierno,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Estado,  interpretó  en  otro  sentido  la  pres- 
cripción que  nos  ocupa,  declarando  que  tales  contratos 
no  necesitan  la  aprobación  del  Gobierno  (4). 

Aun  reconociendo  que  en  muchos  casos  el  cumpli- 
miento del  referido  trámite  entorpecería,  sin  utilidad  pa- 
ra nadie,  el  curso  de  la  administración  municipal,  y  que 
I — 

(1)  Ley  Municipal,  art.  8fi,  núm.  2.o,  y  Rs.  Os.  de  11  de  Noviembre 
de  1878  y  27  de  ídem  de  1876. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  86,  núm.  l.o 

(3)  Rs.  Os.  de  10  de  Noviembre  de  1876,  27  de  ídem  de  1877,  y  37  de 
Febrero  y  28  de  Abril  de  1878. 

(4)  Orden  de  28  de  Mayo  de  1874. 
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por  lo  tanto  en  general,  si  bien  no  perfectamente  ceñida 
al  texto  legal  que  habla  dt  todos  los  contratos  relativos  á  los 
demás  bienes  inmuebles^  puede  admitirse  por  su  bondad 
práctica  esa  interpretación;  en  manera  alguna  la  cree- 
mos aplicable  á  aquellos  contratos  de  arrendamiento 
inscribibles  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  que  son 
considerados  como  derechos  reales;  porque  respecto  á 
ellos  no  milita  la  razón  de  utilidad  expuesta,  al  paso  que 
por  las  obligaciones  que  originan,  adquieren  los  Ayun- 
tamientos graves  compromisos. 

(c)  Venta  de  parcelas. — La,  ley  reconoce  en  los  Ayunta- 
mientos la  facultad  exclusiva  de  enajenar,  no  sólo  loa 
efectos  inútiles,  sino  los  terrenos  sobrantes  de  la  vía  pú- 
blica por  más  que  sean  bienes  inmuebles;  pero  para  me- 
recer aquella  denominación  es  preciso,  no  que  arbitraria- 
mente se  les  atribuya,  sino  que  así  resulte  de  las  alinea- 
ciones ó  rectificaciones  debidamente  aprobadas  (1);  pues 
en  otro  caso  su  venta  ó  permuta  debe  someterse  á  la  regla 
antes  citada. 

En  todo  caso  las  cesiones  de  tales  parcelas  no  pueden 
ser  gratuitas  ni  préscindirse  para  llevarlas  á  cabo,  de  las 
formalidades  establecidas  por  las  disposiciones  vigentes: 
á  excepción  de  las  pequeñas  parcelas  que  no  forman  un 
solar  edificable,  y  de  los  terrenos  necesarios  para  que  un 
edificio  avance  á  la  línea  aprobada  (2);  porque  si  en  am- 
bos casos  el  interés  público  nada  tiene  que  temer  del 
cambio  de  dominio,  a  la  vez  que  se  favorece  el  particular, 
en  uno  y  en  otro  se  facilita  el  medio  de  cumplir  una  me- 
dida  encaminada  al  mejoramiento  de  los  pueblos. 

5.**  Acuerdos  que  requieren  autorización  de  la  Diputacióu. 
— Por  lo  que  hace  al  sostenimiento  de  litigios  á  nombre 
de  pueblos  menores  de  4.000  habitantes,  los  acuerdos  que 
se  adopten  no  sólo  no  serán  ejecutivos,  sino  absoluta- 
mente nulos,  si  á  su  adopción  no  precede  la. autorización 
de  la  Diputación,  excepto  en  el  caso  de  ser  demandados 
los  Ayuntamientos;  de  que  las  demandas  incoadafi  por 
ellos  sean  contencioso-administrativas;  ó  de  tratarse  de 


Rs.  Os.  de  8  de  Marzo  de  1875,  ídem  id,  de   1876,   13  de  Diciem- 
1877,  15  de  Noviembre  de  1879,  25  de  Junio  y  28  de  Octubre 

ks.  Os.  de  18  de  Mayo  de  1875,  25  de  Febrero  y  10  de  Junio  de  1878, 
Marzo  de  1879. 
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los  interdictos  de  retener  ó  recobrar,  y  de  los  de  obra 
nueva  y  vieja  (1). 

Por  lo  demás  cuando  se  trate  de  transigir  pleitos  pen- 
dientes, ó  de  allanarse  á  demandas,  los  Ayuntamientos 
nada  válido  pueden  hacer  sin  la  previa  autorización  del 
Gobierno,  ya  que  de  otra  manera  se  expondría  el  patri- 
jnonio  de  los  Municipios  á  las  peligrosas  contingencias 
que  vimos  quiso  evitar  el  legislador  exigiendo  esa  solem- 
nidad para  la  enajenación  de  bienes  inmuebles  (2). 

6."  Casos  en  que^  los  Ayuntamientos  pueden  volver  sobre  sus 
acuerdos. — Además  de  estas  excepciones  déla  mencionada 
regla,  fundadas  en  la  importancia  y  trascendencia  de  las 
materias  objeto  de  los  acuerdos,  hay  otras  que  más  mi- 
ran á  la  forma  aue  á  la  sustancia  de  las  resoluciones. 
.  La  ley  no  podía  desconocer  que  compuestos  de  hom- 
.  bres  los  Ayuntamientos  podían  incurrir  en  errores,  co- 
meter equivocaciones  y  hasta  colocarse  fuera  de  la  lega- 
lidad, sin  intención  maliciosa,  por  pura  deficiencia  de  . 
apreciación  ú  otra  causa  de  igual  ó  semejante  índole,  y 
en  tales  casos  negarlas  Ja  facultad  de  subsanar  el  des- 
acierto, de  enmendar  el  error  ó  la  equivocación,  era  cer- 
cenar la  personalidad  administrativa  y  jurídica  de  esos 
Cuerpos  privándoles  de  libertad  moral  en  aquello  que 
más  la  realza  y  enaltece;  condenándolos,  sin  medio  nin- 
guno dp  evitarlo^  á  mirar  impasibles  el  daño  acarreado 
gor  sus  disposiciones,  y  á  soportar  la  responsabilidad  que 
ital  é  inexorablemente  habían  de  ocasionarles  la  consu- 
mación de  medidas  cuya  ejecución  no  había  comenzado. 

He  aquí  por  qué,  interpretando  con  innegable  acierto 
el  preceoto  legal,  se  ha  reconocido  que  los,  Ayuntamien- 
tos pueden: 

Rati/icar  los  acuerdos  que  adoleciendo  en  su  origen 
de  nulidad  por  vicios  de  forjxia,  llegan  á  obtener  perfecta 
validez,  una  vez  subsanados  los  defectos  en  que  se  incu- 
rriera (3). 

Revocar  los  que  constituyen  una  extralimitación  legal, 
y  aun  los  relativos  á  cesiones  de  terrenos,  cuando  no 
crean  derechos  (4). 


(1)  Ley  Municipal,  art.  86,  R.  O.  de  17  de  Noviembre  de  1847. 

(2)  Rs.  Os.  de  21  de  Febrero  y  14  de  Agosto  de  1880. 

(3)  R.  0.  de  26  de  Noviembre  de  1871. 

(4)  Rs.  Os.  de  15  de  Julio  de  1878  y  21  de  Febrero  de  1880. 
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Variar  ó  modificar  los  que  versan  sobre  alineaciones  de 
calles  y  plazas,  mientras  por  virtud  de  ellos  no  han  lle- 
gado á  nacer  derechos  á  favor  de  los  dueños  de  las  fincas 
afectadas  por  las  líneas  que  primeramente  se  señala- 
rán (i). 

CAPÍTULO  XIII. 

MODO  DE  FUNCIONAR  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 

1.''  Sas  fandamentofl.— 2.^  Ferm*  de  ttatar  1m  ataiilot.— 3w^  Derechot  inheres- 
tei  á  ia  repreBentaotón  miuiioipaL--i*®  Seiione«.-^.^  Claaiñeación.— C.**  Sa  ca- 
rácter general.— 7.**  Sesiones  secretas,— 8."  Lugar  y  tiempo  en  qae  deben  oele- 
brarse.— 9."*  Exoepciones.^iO.  Sesiones  extraordinarias. --11.  Oondioiones  neoe* 
sarias  para  sa  celebración.— 13.  Asistencia.— 13«  Votación,  su  validez  y  formas. 
— 14.  (Jié  debe  entenderse  por  familia  en  esta  materia.— 15.  Empates. — 16.  Co- 
misiones, sa  carácter  y  objeto. — 17.  Despacho  de  los  asantos . — IS.  Actas  de  se- 
siones.—19.  Libro  de  actas.— 20.  Bxtrüctes  de  acuerdos*— 21.  Fanoionamienio 
de  las  Juntas  municipales. 

i.**  Sus  Jkt^ndamentos .  —  Es  condición  inseparable  de 
toda  colectividad  constituida  en  cuerpo,  aue  para  im- 
primir á  sus  actos  una  dirección  determinada  por  la  de- 
cisión de  todos  sus  miembros,  reducida  á  una  sola  fór- 
mula, cada  uno  de  sus  individuos  componentes  manifies- 
te su  opinión  personal  en  cada  asunto  y  la  manera  en 
que  debe  resolverse. 

No  es  posible  concebir,  en  efecto,  como  es  factible  eme 
un  número  mayor  ó  menor  de  hombres,  llamados  toaos 
y  cada  uno  á  ejercer  una  autoridad,  un  mando,  que  á  nin- 

funo  singularmente  pertenece,  obren  de  otra  manera  que 
elíberanao  ^votando. 

2."  Forma  de  tratar  los  asuntos.-^'De  esta  forma  de  ac- 
tuar, inherente  á  la  naturaleza  de  esas  actividades,  pro- 
cede que  todo  asunto  sobre  aue  haya  de  resolver  el 
Ayuntamiento  será  primero  aiscutiao  y  luego  vota- 
do (2);  actos  que,  como  ya  anteriormente  explicamos, 
corresponden,  en  la  vida  ae  las  personas  y  Autoridades 
colectivas,  al  juicio  y  á  la  determinación  de  los  indivi- 
duos. Mas  para  que  esas  operaciones  se  efectúen,  es  pre- 
ciso que  á  su  ejecución  concurran  todos  los  que,  como 
órganos  de  la  voluntad  de  los  vecindarios,  tienen  á  la 
vez  el  derecho  y  el  deber  de  hacerla  manifiesta. 


(1)  R.  o.  de  4  de  Enero  de  1879. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  106,  par.  l.o 


Digitized  by 


Google 


ADMimSTRATIVO  539 

3.**  Derechos  inherentes  i  la  representación  municipaL — 
Ahora  bien>  ejerciendo  esa  representación  los  Alcaldes, 
Tenientes  y  Regidores,  todos  ellos  tienen  voz  y  voto  en 
las  sesiones  y  acuerdos  del  Ayuntamiento,  y  son  también 
responsables  de  las  resoluciones  que  con  su  voto  se  adop- 
ten, sin  que  por  ningún  concepto  les  sea  permitido  abste- 
nerse de  emitirlo  (1);  precepto  que  si  de  una  parte  está 
perfectamente  confotme  con  la  índole  de  las  funciones 
encomendadas  á  esos  representantes,  de  otra  contiene, 
como  corolario,  1^  absoluta  prohibición  del  empleo  de 
medios  para  burlar  el  cumplimiento  del  deber  relativo  á 
la  omisión  de  su  voto  definido  y  determinado. 

4.®  Sesiones. — Las  reuniones  en  aue  los  representantes 
del  Municipio  se  con^egan  para  debatir  y  resolver  asun- 
tos, denomíhanse  sesiones,  de  sedére,  sentarse,  porque  or- 
dinariamente sentados  están  los  que  á  ellas  concurren,  y 
debe  tenerse  una  al  menos  por  semana  (2). 

5.**  Clasificación. — Con  arreglo  á  los  preceptos  legales, 
divídense  las  sesiones  en  ordinarias,  cuando  se  celebran 
en  los  días  y  horas  sentados;  extraordinarias,  si  fuera  de 
ellas  tienen  lugar;  púbUeas,  si  pueden  concurrir  á  presen- 
ciarlas cualesquiera  personas:  secretas,  en  el  caso  de  que 
esto  no  se  consienta. 

B.**  Su  carácter  ^eneral.^^La,  publicidad  es  la  regla  ge- 
neral, carácter  que,  además  de  estar  en  perfecta  conso- 
nancia con  el  de  los  Ayuntamientos,  cuya  única  misión 
es  debatir  y  decidir  asuntos  públicos  de  orden  adminis- 
trativo municipal,  permite  á  los  vecinos  apreciar  el  uso 
que  sus  representantes  hacen  del  poder  que  al  elegirlos 
les  confieren. 

7.*  Sesiones  secretas.  —Las  sesiones  secretas  sólo  son 
licitas,  como  excepción-^ieterminada  por  circunstancias 
especiales,  cuando  la  insignificancia  de  los  asuntos  que 
en  ellas  hayan  de  tratarse,  cuales  son  los  de  régimen  in- 
terior, lo  aconsejen,  ó  el  interés  supremo  de  la  tranqui- 
lidad de  los  pueblos,  que  pudiera  ser  perturbada  por  la 
pubUcidad  de  debates  relativos  al  orden  público  lo  exija, 
o  en  fin,  cuando  el  prestigio  de  la  Corporación,  ó  de  al-, 

fuño  de  sus  miembros,  lo  demande,  por  afectar  al  decoro 
e  una  ú  otros  las  cuestiones  que  hayan  de  ventilarse.  En 

(1)  Ley  Municipal,  art.  99. 

(2)  ídem  id.,  art.  67. 
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casos  tales,  es  evidente  que  el  secreto  ó  no  perjudica  en 
.  nada,  ó,  por  el  contrario,  evita,  con  prudente  previsión, 
que  trasciendan  al  público*  la  agitación  de  discusiones 
peligrosas  ó  el  conocimiento  de  hechos,  reales  ó  supues- 
tos, capaces  de  hacer  rebajar  en  la  opinión  el  buen  con- 
cepto del  cuerpo  ó  de  sus  individuos/ 

8.^  Lugar  y  tiempo  en  que  deben  celebrarse. —  Con  el  fin 
de  que  no  se  burle  arterainente  el  pf  opósito  de  la  ley  al 
prescribir  la  publicidad  de  las  sesiones,  celebrándolas 
en  lugar  y  tiempo  ignorados,  está  preceptuado  que,  so- 
pena  de  nulidad,  han  de  celebrarse  en  las  Casas  Con- 
sistoriales, salvo  los  casos  de  fuerza  mayor,  en  los  días 
y  ^  horas-  señalados  por  el  Ayuntamiento  en  la  sesión 
inaugural,  que  constantemente  estarán  anunciados  en 
los  sitios  de  costumbre;  no  pudiendo  servir  de  excusa 
para  eludir  el  cumplimiento  de  la  prescripción  que  deter- 
mina el  lugar  la  circunstancia  de  que  el  Alcalde,  y  algu- 
no, ó  muchos,  de  los  Concejales  habita  fuera  del  pueblo 
caóital  del  distrito  (i). 

O.**  Excepciones, — Esto,  no  obstante,  sería  á  todas  luces 
violento  creer  que  la  regla  establecida  por  la  ley  e&  tan 
inflexible  que  no  permite  introducir  en  el  punto  aue  nos 
ocupa  modificación  alguna,  siquiera  el  imperio  de  las  cir- 
cunstancias lo  determine.  Indudablemente  debe  evitarbe 
todo  cambio  no  reclamado  por  la  necesidad;  pero  cuando 
ésta  existe,  cuando  atenciones  del  servicio  ú. otros  moti- 
vos poderosos  lo  aconsejen,  el  Ayuntamiento  puede  alte- 
rar el  señalamiento  de  los  días  y  horas  de  las  sesiones, 
ya  transitoriamente,  bien  de  un  modo  permanente,  con  tal 
de  hacerle  público  (2). 

•  10.  Sesiones  extraordinarias, — Por  ló  que  á  las  sesiones 
extraordinarias  hace,  solamente  será  legal  su  celebración 
cuando  el  Alcalde  la  estime  oportuna;  cuando,  en  cum- 
plimiento de  órdenes  del  Gobernador  la  disponga  al 
efecto,  ó  cuando  lo  reclame  la  tercera  parte  de  los  Con- 
cejales. 

En  cualquiera  de  estos  casos  la  convocatoria  se  hará 
con  un  día  de  anticipación,  por  lo  menos,  á  no  ser  en  ca- 
sos de  mucha  urgencia,  quedando  sujetos  los  acuerdos  á 

(1)    Ley  Municipal,  arte.  97,  párs.  2.o  y  3.o,  108  y  R.  O.  de  10  de  Julio 
de  1872. 
'2)    R.  O.  de  8  de  Enero  de  1880. 
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ratificacióa  en  la  sesión  inmediata,  y  contendrá  la  expre- 
sión de  los  asuntos  que  en  ella  hayan  de  tratarse,  sin  que 
el  Ayuntamiento  pueda  ocuparse  de  ningún  otro  en  la 
misma  sesión  (1),  siendo  nulo  y  de  ningún  valor  lo  que 
contraviniendo  á  tales  reglas  se  haga  (2). 

11,  Condiciones  necesarias  para  la  deliberación. — Es  con- 
secuencia inevitable  de  toda  aplicación  del  sistema  re- 

f)reseñtativo  por  medio  de  cuerpos  deliberantes,  que 
as  decisiones  se  tornen  á  pluralidad  de  votos,  tenién- 
dose por  expresión  de  la  voluntad  de  tales  entidades 
aquello  en  que  convienen  la  mitad  más  uno  de  los  miem- 
bros que  las  forman;  consecuencia  de  la  que,  tomada 
como  principio,  se  desprende  la  de  que  sólo  allí  donde 
esa  mayoría  concurre,  existe  el  cuerpo  representante, 
salvo  los  casos  en  que  la  imposibilidad  de  i*eunir  ese  nú- 
mero, fuerce  á  reputar  constituida  la  Corporación  cual- 
quiera que  sea  el  de  los  congregados. 

La  ley  Municipal,  inspirada  en  estas  consideraciones, 
establece  que  para  que  haya  sesión  se  requiere  la  presen- 
cia de  la  mayoría  del  total  de  Concejales  que  conforme  á 
ella  deba  tener  el  Ayuntamiento,  sin  que  por  lo  tanto 
puedan  tenerse  en  cuenta  para  ese  cómputo  las  vacantes. 
Esto  no  obstante,  cuando  en  la  primera  reunión  no  hu- 
biera número  suficiente,  ni  tampoco  se  lograra  juntarlo 
en  la  segunda,  después  de  citar  para  ella  con  dos  días  de 
intervalo,  expresando  la  causa,  podrán  tomar  acuerdo 
los  que  concurran  (3). 

Pudiera  suceder  que  comenzada  la  sesión  con  número 
bastante,  dejase  de  naberlo,  porque  alguno  ó  algunos  de 
loe  asistentes  se  retirara,  y  desde  el  momento  en  que  esto 
ocurra,  el  acto  debe  darse  por  terminado;  pero  no  cuando 
sin  abandonarlo  se  abstienen  de  tomar  parte  en  las  vota- 
ciones uno  ó  más  de  los  presentes  (4). 

12.  Asistencia.  —  Persuadido  el  legislador  de  que  el 
solo  estímulo  del  deber  adquirido  con  la  aceptación  del 
cargo  no  basta,  en  algunos  casos,  para  conseguir  que  los 
Concejales  asistan  á  las  sesiones,  impónelesla  obligación 

(1)  Ley  Municipal,  arta.  101  y  102,  Rs.  Os.  de  16  do  Febrero  de  1877  y 
16  de  Octubre  de  1878. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  103. 

(3)  ídem  id.,  art.  104. 

(4)  Rs.  Os.  de  16  de  Julio  de  1877,  23  de  Agosto  de  1878  y  2  de  Julio 
de  1880. 
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legal  de  concurrir,  á  no  mediar  justa  causa  que  acredita- 
rán, y  sanciona  la  observancia  de  este  precepto  decla- 
rando que  los  desobedientes  incurrirán  por  cada  infrac- 
ción en  multa,  con  arreglo  á  la  escala  siguiente: 

Pesetas. 


En  pueblos  de  más  de  30.000  habitantes 5 

ídem  de  más  de  15.000 * 4 

ídem  de  más  de  8.000 •. 2 

En  los  restantes 1 

La -facultad  de  imponer  estas  correcciones  correspon- 
de al  Alcalde,  y  son  aplicables  no  sólo  á  loe  que  absolu- 
tamente dejan  de  asistir,  sino  también  á  los  que  después 
de  comenzadas  las  sesiones  abandonan  el  local  donae  se 
celebran  sin  permiso  del  que  las  presida  (1). 

13.  Votación  y  su  validez  y  formas. — El  mismo  principio 
mencionado  antes  con  relación  al  número  de  Concejales 
necesario  para  que  haya  sesión,  informa  las  disposiciones 
referentes  á  la  votación,  entendiéndose  acordado  lo  que 
decidan  la  mitad  más  uno  de  los  concurrentes. 

La  forma  de  las  votaciones  no  es  indiferente,  sino  muy 
importante;  porque  realmente  en  ellas  es  donde  se  con- 
densa y  ejerce  la  autoridad  de  los  Ayuntamientos,  y  por 
lo  tanto  si  la  publicidad  se  ha  considerado  necesaria  para 
la  deliberación,  mucho  más  lo  es  en  el  acto  decisivo  de 
fallar  los  asuntos.  Preciso  era,  pues,  que  la  parte  más 
esencial  de  las  funciones  municipales,  no  se  sustrajera  á 
la  fiscalización  del  vecindario,  ^n  su  consecuencia,  las 
votaciones  serán  nominales  á  excepción  de  los  casos  en 
que  se  trate  de  asuntos  relativos  á  los  mismos  Conceja- 
les, ó  á  personas  de  su  familia  dentro  del  cuarto  grado  en 
cuyo  caso  serán  secretas,  debiendo  salir  de  la  sesión  el 
Concejal  interesado  mientras  se  discute  y  vota  el  asunto. 

Adviértese  aquí  una  omisión  respecto  á  la  calificación 
del  parentesco;  pero  como  siempre  que  las  leyes  civiles 
hablan  de  ese  vínculo  sin  expresar  su  clase,  se  entiende 
de  la  á  que  ellas  pertenecen,  no  hay  duda  posible  en  que 
el  cuarto  grado  hace  relación  al  parentesco  civil. 

Mayores  dificultades  y  dudas  puede  suscitar  el  valor 

(1)  Ley  Municipal,  art  98;  Rs.  Os.  de  2  de  Julio,  22  de  Setiembre  y  15 
de  Diciembre  de  1880. 
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de  la  palabra  familia^  á  causa  de  no  asignársele  siempre 
el  mismo  ni  en  el  terreno  legal,  ni  en  el  de  las  relaciones 
sociales. 

14.  Qué  debe  entenderse  por  familia  en  esta  materia, — 
Desde  lu^o,  para  nosotros  el  mismo  texto  indica  de 
un  modo  indudable  que  entiende  ^ov  familia  el  conjunto 
de  personas  unidas  por  el  parentesco  ^  y  por  lo  tanto,  no  es 
admisible  la  acepción,  conforme  á  la  cual  la  definen  las 
Partidas,  se^ún  se  ha  interpretado  en  al^ún  caso  (1). 

Respecto  a  si  el  parentesco  ha  de  ser  de  consanguini- 
dad únicamente,  ó  debe  considerarse  comprendido  en  la 
disposición  el  de  afinidad  el  mismo  uso  del  vocablo  fami- 
lia inclina  á  creer  que  la  mente  del  legislador  fué  hacer 
extensiva  la  regla  á  los  casos  en  que  exista  el  último,  y 
esta  razón,  unida  á  la  de  aue  el  fin  propuesto  fué  evitar 
los  efectos  de  la  parcialidad  engendrada  por  el  cariño  que 
suele  acompañar  al  parentesco,  cualquiera  que  sea,  es  á 
nuestro  juicio  bastante  para  creer  aplicable  el  menciona- 
do precepto  á  todos  los  casos  en  que  aquel  lazo  familiar 
exista,  por  consanguinidad  ó  afinidad,  en  la  medida  se- 
ñalada [2). 

15.  Empates. — Cuando  en  la  votación  ocurra  empate,  ó 
sea  la  igualdad  de  votos  en  pro  y  contra  de  una  resolu- 
ción, repetiráse  el  acto  en  la  sesión  próxima,  ó  en  la  mis- 
ma, si  el  asunto,  á  juicio  del  Ayuntamiento,  fuere  urgen- 
te; y  si  en  la  segunda  se  reproduce,  decidirá  el  voto  del 
Presidente,  caso  de  que  no  sea  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, que  carece  de  él,  tocando  entonces  esa  facultad 
decisiva  al  Concejal  á  quien  correspondería  la  presiden- 
cia, si  la  Autoridad  citada  no  la  ejerciere  (3]. 

1 6 .  Comisiones  y  su  carácter  y  objeto. — Las  dificultades  que 
los  cuerpos  deliberantes  ofrecen  para  el  estudio  de  los 
asuntos,  sálvanse  encomendando  su  instrucción  y  prepa- 
ración á  un  pequeño  número  de  personas  que  enteran  á 
los  demás  miembros  de  lo  que  en  cada  uno  de  aquéllos 
hay,  y  proponen  las  resoluciones  más  convenientes.  A 
estas  pequeñas  Juntas  es  á  lo  que  se  llama  Comisiones,  de 
las  cuales  tratamos  al  hablar  de  la  constitución  de  los 
Ayuntamientos;  pero  estos  útilísimos  órganos  auxiliares 


(1)  Ley  6.»,  tít.  33,  Part.  7.»,  R.  O.  de  4  de  Octubre  de  1878. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  106. 

(3)  ídem  id.,  art.  106. 
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de  la  administración  municipal,  no  pueden  ni  deben  eri- 

§irse  en  arbitros  do  los  asuntos  que  se  les  encomiendan, 
u  carácter  es  el  de  meros  consultores,  y  ni  por  sí  pro- 
pias, ni  siguiera  por  delegación  expresa  y  deliberada  del 
Ayuntamiento,  pueden  adoptar  acuerdos  y  resoluciones 
que  sólo  aquél  tiene  autoridad  para  dictar  (1). 

17.  Despacho  de  los  asuntos, — Pero  ni  la  necesidad  de 
esta  previa  preparación  ni  la  de  los  demás  trámites  de 
instrucción  y  discusión  servirán  nunca  de  excusa  á  los 
Ayuntamientos  para  dilatar  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  las  leyes  les  imponen. 

18.  Acia  de  sesiones. —Dicho  queda  al  tratar  de  las  Di^ 
putaciones  provinciales  cuál  es  el  carácter  de  las  actas  ó 
relaciones  auténticas  y  autorizadas  en  que  se  consigna 
con  la  debida  expresión  todo  lo  que  ocurre  en  las  sesio- 
nes, y  para  no  repetir  lo  que  es  común  á  tales  documen- 
tos, cualquiera  que  sea  el  cuerpo  á  que  se  refieran,  lí- 
mitarémonos  aquí  á  exponer  que  dé  cada  sesión  del 
Ayuntamiento  ha  de  extender  el  Secretario,  en  papel  de 
decima  clase  del  timbre  del  Estado,  acta  en  que  consten 
los  nombres  del  Presidente  y  de  los  Concejales  que  asis- 
tieran, los  asuntos  tratados  y  los  acuerdos  que  se  toma- 
ron, el  resultado  de  las  votaciones  y  la  lista  de  las  nomi- 
nales, la  opinión  de  las  minorías  y  sus  fundamentos,  y 
por  consiguiente,  los  votos  particulares  presentados 
cuando  ocurran. 

El  acta  de  cada  sesión  será  firmada  por  los  que  hubie- 
sen asistido,  por  los  presentes  cuando  de  ese  aocumento 
se  dé  cuenta,  y  por  el  Secretario;  por  consiguiente,  la  de 
la  sesión  inaugural  debe  firmarse  por  cuantos  Conceja- 
les, entrantes  ó  salientes,  concurran  á  ella  (2). 

19.  LUró  de  acias.— El  conjunto  de  las  de  un  afk)  for- 
ma el  libro  de  actas  que  es  un  instrumento  público  y  so- 
lemne, de  tal  manera  que  sé  reputa  no  aaoptado  todo 
acuerdo  que  en  el  acta  respectiva  no  conste  explícita  y 
terminantemente. 

Pero  la  debida  autenticidad  de  este  libro  exige  no  sólo 
que  esté  extendido  en  el  papel  antes  citado,  sino  que  to- 
das sus  hojas  lleven  la  rubrica  del  Alcalde  y  el  sello  del 
Ayuntamiento  (3). 

(1)  R.  O.  de  28  de  Febrero  de  1880. 

(2)  Ley  Municipal,  art.  107,  ley  del  Timbre,  art.  83. 

(3)  ídem  id.,  art.  108. 
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20.  Extractos  de  acuerdos. — No  contenta  la  ley  con  exi- 
gir en  todo  lo  relativo  á  las  sesiones  de  los  Ayuntamien- 
tos completa  publicidad  á  fin  de  que  los  habitantes  délos 
distritos  municipales,  y  en  general,  todas  las  personas  á 
quienes  las  resoluciones  en  uno  ú  otro  sentido  puedan 
afectar,  tengan  de  ellas  suficiente  noticia,  ha  querido 
completar  las  medidas  y  precauciones  encaminadas  á  la 
consecución  de  aquel  propósito  estableciendo  que  á  fin 
de  cada  mes  .en  las  capitales  de  provincia  y  de  partido,  y 
en  los  pueblos  de  más  de  4.000  habitantes,  y  de  cada  tri- 
mestre en  los  de  menor  población,  el  Secretario  del 
Ayuntamiento  forme  un  extracto  de  los  acuerdos  adopta* 
dos  durante  esos  períodos,  documento  que  aprobado  por 
la  Corporación  se  remitirá  al  Gobernador  de  la  provin- 
cia para  sü  inserción  en  el  Boletín  0/icial. 

21 .  Funcionamiento  de  las  Juntas  municipales. — Las  Jun- 
tas municipales  tienen  el  deber  de  atenerse  á  las  reglas 
dictadas  para  el  funcionamiento  de  los  Ayuntamientos,  y 
á  las  actas  de  estos  Cuerpos,  si  bien  las  de  aquéllas 
se  llevarán  en  libro  separado  ( 1 ) . 

CAPÍTULO  XIV. 

RBCUBSOS  CONTBA  LOS  ACÜBRDOS  DE  LOS  AYÜNTAMIliNTOS  Y  JUNTAS 
MÜNldlPALBS,  Y  RBSPONSABILIDAD  DB  ESTOS  CUERPOS. 

-  1.^  FandankeniO-  d&  la  iastitución  de  los  reourtoe.— 2.**  Diversa  naturaleza  de 
loa  recursos.— 3."  Clasifiottción.— 4."  PrOoodeneia  jde  los  recursos.— 5.®  Recurso 
de  alzada. — 6.^  Recurso  de  suspensión. — 7.**  Saspensión  gubernativa  y  judicial. 
--8.**  Cuándo  es  la  suspensión  potestativa  ú  obligatoria.— 9.**  Suspensión  judi- 
oial.— 10.  Interdictos. — 11.  Cosas  comunes  á  los  acuerdos.— 12.  Req)OflisabilidQd' 
de  los  Apuntamientos,  etc.— 13.  Decisión  de  la  responsabilidad.- 14.  Responsa- 
bilidad civü. — 15.  Criminal.— 16.  Administrativa.— 17.  Amonestación  y  ape^- 
cibóiniento^^lSi  Multas.— *19.  Suspensión,  (a)' Do  los  Avunéamientoe.  (b)  Alcal- 
des y  Tenientes.— ^0.  Destitución.— 21.  Alo&ldes  de  barrio. 

1.°  Fundamento  de  la  instiinción  de  los  reacrsos. — La  ra- 
zón ó  fundamento  de  los  recursos  de  que  vamos  á  ocu- 
f)arnos  es  un  principio  de  indudable  justicia  emanado  de 
a  función  jurídica  que  al  Estado  incumbe  para  llenar  el 
fin  de  órgano  y  dispensador  del  derecho. 

En  efecto,  la  regía  general  que  concede  fuerza  ejecuti- 
va á  los  acuerdos  dictados  en  las  pitadas  materias,  en 


(1)    Ley  Municipal,  art».  109  y  110. 
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vez  de  ser  elemento  de  libertad,  convertiríase  fácilmente 
en  origen  de  verdadera  tiranía  administrativa,  si  no  hu- 
biera medios  idóneos  de  contrarrestar  las  resoluciones 
municipales  atentatorias  al  derecho  del  Estado  ó  al  de  los 
ciudadanos. 

Pero  aquí  como  en  todo  lo  que  atañe  á  las  acciones  re- 
conocidas para  obtener  el  restablecimiento  de  las  relacio- 
nes jurídicas,  es  preciso  tener  en  cuenta  el  papel  del  Es- 
tado que  no  es  el  de  tutor  del  derecho  privado,  sino  el  de 
.  poder  reparador  que  interviene  cuando  se  reclama  su  au- 
xilio; porque  por  lo  demás  cada  particular  es  dueño  de 
abandonar  lo  que  es  suyo  exclusivamente;  aJ  paso  que 
con  respecto  al  derecho  social  y  al  inter^  público,  su 
misión  es  activa,  y  consiste  en  defenderlos  contra  cual- 
quiera que  los  hiera  ó  perjudique. 

2.*  jDiversa  naturaleza  de  los  recursos. — Surge  de  esta  di- 
ferencia la  división  de  los  recursos  en  dos  clases;  unos 
facultan  á  las  Autoridades  para  suspender  de  oficio  los 
acuerdos  en  consideración  a  los  que  exigen  los  intereses 

generales  de  la  legalidad,  el  orden  público  y  la  morali- 
ad:  otros  se  conceden  á  los  particulares  para  defensa 
de  su  derecho  ó  de  su  interés,  cuando  los  crean  injusta- 
mente perjudicados  por  las  resoluciones  de  los  Ayunta- 
mientos ó  de  las  Juntas  municipales  en  su  caso,  y  en 
consecuencia,  los  últimos  requieren  la  petición  de  parte 
que  en  los  primeros  es  innecesaria. 

3.*^  Clastficación. — En  cuanto  á  la  formay  distínguense 
los  recursos  que  nos  ocupan*  en  tres  órdenes  á  saber:  de 
alzada  gubernativa:  de  suspensión:  judicial^  ordinario  ó  con- 
tencioso-administrativo. 

4.**  Procedencia  de  los  recursos.— Vot  lo  demás  estas  ac- 
ciones administrativas  no  pueden  ejercitarse  sino  contra 
los  acuerdos  recaídos  en  asuntos  de  la  exclusiva  compo- 
tencia de  los  Ayuntamientos,  que  no  sean  nvhs;  porque 
los  adoptados  obrando  por  delegación  puede  revocarlos 
ó  modificarlos  el  Gobierno,  y  los  nuhSy  como  su  nombre 
indica,  no  son  resoluciones,  bien  por  haber  sido  dictados 
sin  observar  las  solemnidades  requeridas  por  la  ley,  ya 
porque  no  figuren  terminante  y  claramente  en  las  ac- 
tas (1). 

Veamos  ahora  los  casos  en  que  procede  su  ejercicio,  á 

(1)    Ley  Municipal,  arta.  78,  párrafo  último,  88, 174,  par.  l.o  y  179. 
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favor  de  quién  por  lo  relativo  á  los  otorgados  á  los  par- 
ticulares, procedimiento  propio  de  cada  uno,  y  Autorida- 
des que  de  ellos  conocen. 

5.**  Recurso  de  alzada. — El  de  alzada  gubernativa  es  en 
realidad  una  verdadera  apelación  del  acuerdo  á  que  se 
contrae,  la  cual  puede  interponer  cualquiera  que,  siendo 
ó  no  residente  en  el  pueblo,  se  crea  perjudicado  por  la 
providencia,  si  versando  sobre  asunto  de  la  exclusiva 
competencia  del  Ayuntamiento,  infringe  en  la  forma  al- 
guna ley.  De  aquí  se  infiere  que  para  aue  sea  este  recur- 
BO  procedente  han  de  concurrir  simultáneamente  en  el 
acuerdo  las.  dos  circunstancias  de  infracción  legal  y  per- 
juicio causado  al  particular  que  la  entable;  porque  si 
una  de  ellas  solamente  existe  no  será  admisible. 

Los  recursos  de  esta  clase  se  han  de  dirigir  al  Gober- 
nador de  la  provincia  á  fin  de  que  oída  la  Comisión  pro- 
vincial dicte  la  resolución  que  estime  justa,  confirmando 
el  acuerdo,  si  á  ello  hubiese  lugar,  o  revocándolo  en  la 
parte  que  exceda  de  las  atribuciones  del  Ayuntamiento; 

Sero  su  presentación  debe  hacerse  ante  el  Alcalde  denti'o 
el  término  de  30  días  contados  desde  la  notificación  ad- 
ministrativa del  acuerdo,  ó  de  su  publicación  en  el  Boletín 
Oficialy  estando  aquella  Autoridad  local  obligada  á  remi- 
tir á  la  superior  de  la  provincia  el  escrito,  dentro  délos 
ocho  días  después  de  presentado,  acompañándolo  con 
los  necesarios  informes.  La  omisión  de  este  procedimien- 
to constituye  un  vicio  de  tramitación  subsanable,  cuando 
presentado  el  recurso  directamente  ante  el  Gobernador 
se  remite  á  informe  del  Alcalde  (1). 

6.*  Recurso 'de  suspensión. — El  carácter  del  recurso  de 
Buspensión  es  puramente  preventivo.  Instituido  para  de- 
tener la  ejecución  de  los  acuerdos  mientras  se  resuelve 
acerca  de  su  subsistencia,  implica  siempre  el  uso  subsi- 
guiente ó  simultáneo  de  otro,  porque  los  acíos  de  las 
Autoridades  no  deben  paralizarse,  siquiera  brevemente 
sea,  sino  cuando  tachados  de  viciosos  en  el  fondo  ó  por 
la  forma,  su  realización  ocasionaría  perjuicios  á  los  inte- 
reses generales  ó  al  derecho  particular,  de  donde  nace,  y 
esto  constituye  uno  de  sus  más  señalados  caracteres, 
que  á  diferencia  del  de  alzada,  jamás  procede  el  que  nos 


(1)    Ley  Municipal,  arts.  171  y  174,  R.  O.  de  80  de  ^dío  de  1879. 
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ocupa  como  acción  privada  si  no  sp  funda  en  la  lesión 
de  un  derecho  perfecto  civil  ó  administrativo. 

7.**  Síhspe^isión  gubernativa  y  judicial. — Si  por  razón  del 
finque  con  su  uso  se  persigue  este  recurso  está  destinado, 
ó  á  defender  el  bien  general  contra  las  extralimítaciones 
legales  de  los  Ayuntamientos,  ó  bien  á  amparar  el  dere- 
cho privado  aue  los  acuerdos  desconozcan  ó  lastimen: 
bajo  el  punto  de  vista  de  la  Autoridad  llamada  á  conocer 
de  él  Qs  gubernativo  6  ]\xá\Q\B\y  subdividiéndose  esta  última 
clase  en  judicial  ordinario  y  contencioso-administrativo, 
según  sea  el  Tribunal  que  a  instancia  de  parte  decrete  la 
suspensión. 

8."*  Cuándo  es  la  suspensión  potestativa  ú  obligatoria.— hs^ 
suspensión  gubernativa  de  los  acuerdos  es  obligatoria 
unas  veces  y  otras  potestativa  en  los  Alcaldes. 

Están  éstos  obligados  á  suspenderlos  por  sí  ó  á  instan- 
cia de  cualquier  residente  en  el  i)uebIo  cuando  hayan 
sido  adoptados  con  incompetencia,  ó  constituyan  hechos 
previstos  y  penados  en  el  Código  criminal.  En  ambos  ca- 
sos la  suspensión  será  razonada,  con  expresión  concreta 
y  precisa  ae  las  disposiciones  en  que  se  funde,  y  puede 
decretarse,  sea  cualquiera  el  tiempo  trasciu'rido,  porque 
la  falta  de  competencia  y  el  hallarse  en  desacuerdo  con 
la  ley,  son  motivos  suficientes  para  que  no  se  consideren 
firmes  y  subsistentes  (1). 

Pueden  los  Alcaldes  suspender  los  acuerdos  en  los  ca- 
sos de  incompetencia,  perjuicio  de  los  intereses  generar- 
les ó  perjuicio  del  orden  público.  En  casos  tales  dará 
cuenta  al  Gobernador  de  la  provincia  que  aprobará  ó 
desaprobará  la  suspensión,  y  propondrá  .al  Gobierno  la 
revocación,  cuando  la  crea  justa,  si  no  perteneciese  á  su 
autoridad  dictarla  (2). 

Por  lo  que  atañe  á  la  suspensión  de  acuerdos  á  instan- 
cia de  parte,  los  Alcaldes  deben  decretarla  cuando  la  so- 
licita el  particular  cuyo  derecho  lesionan  aquellas  ree^o- 
luciones,  si  al  mismo  tiempo  reclama  contra  ellas.  El  tex- 
to legal  es  bastante  explícito  en  este  punto.  Conforme  á  él 
no  es  admisible  el  recurso  si  al  formularlo  no  se  afirma 
la  interposición  del  dirigido  á  impugnar  el  acuerdo;  pero 


(1)  Ley  Municipal,  art.  169,  R.  O.  de  30  de  Julio  de  1879. 

(2)  ídem  id.,  artículo  id.,  párrafo  último. 
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nada  dice  respecto  á  si  esa  aseveración  ha  de  justificarse 
acompañando  documento  que  acredite  el  hecho  (1). 

9.°  íSfuspeTisión  judicial, —Ldt,  sxispen&ión  Judicial  difiere 
de  la  gubernativa  en  que  nunca  procede  sino  á  instancia 
de  parte:  y  la  razón  es  obvia.  Esétblecida  por  la  Constitu- 
ción la  separación  de  los  órdenes  judicial  y  administrar- 
tivo  conculcarían  los  Tribunales  el  Código  fundamental 
del  Reino  si  oficiosamente  conocieran  de  los  actos  de 
aquél,  y  sólo  cuando  el  derecho  privado  les  pide  amparo 
contra  ilegales  medidas  pueden  intervenir,  no  para  refor- 
marlas, ni  menos  para  revocarlas,  sino  exclusivamente 
para  declarar  acerca  de  su  legalidad^  y  por  lo  tanto,  de  su 
vaíidez  ó  nulidad. 

Todos  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus  derechos 
civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos,  haya  sido 
ó  no  suspendida  su  ejecución  por  virtud  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  anteriores,  pueden  reclamar  contra  ellos 
mediante  demanda  ante  Tribunal  competente,  el  cual  pue- 
de suspenderlos  por  primera  providencia  á  petición  del 
interesado  si  así  lo  estima  procedente,  á  fin  ae  evitar  un 
penuicio  grave  é  irreparable. 

El  término  para  la  interposición  del  recurso  es  el  de  30 
días  contados  desde  la  notificación  del  acuerdo,  ó  de  har- 
ber  sido  suspendido,  y  se  deducirá  en  debida  forma  an- 
te los  Tribunales  ordinarios,  cuando  afecte  á  derechos 
civiles;  mas  si  versan  los  acuerdos  sobre  materias  com- 
prendidas en  los  arts.  82,  83  y  84  de  la  ley  de  25  de  Se- 
tiembre de  1863,  es  indispensable  preparar  estos  recur- 
sos reclamando  antes  contra  las  decisiones  de  los  Ayun- 
tamientos que  los  motivan  al  Gobernador  de  la  provincia 
en  el  término  de  30  días,  habiendo  otro  igual  para  impug^- 
nar  después  en  la  vía  contenciosa-admiñistrativa  la  reso- 
lución que  dicte  (2). 

10.  Interdictos.— ExceptÍJiB,nse  de  estas  reglas  los  inter- 
dictos que  los  Tribunales  y  Juzgados  no  admitirán  en 
ningún  caso  contra  las  providencias  administrativas  de  los 
Ayuntamientos  y  Alcaldes,  esto  es,  contra  aquellas  que 
hagan  relación  al  ejercicio  de  las  atribuciones  en  mate- 
rias tocantes  al  interés  público;  poraue  contra  las  adop- 
tadas en  uso  del  derecho  privado  del  Municipio,  cabe  en- 

(1)  Ley  Municipal,  art.  170,  R.  O.  de  30  de  Marzo  de  1878. 

(2)  ídem  id;,  art.  172;  ti.  O.  de  26  de  Mayo  de  1880. 
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tablar  esos  juicios  sumarísimos.  Si,  v.  ^.,  la  providencia 
recaída  tiene  por  objeto  la  conservación  de  una  servi- 
dumbre pública  de  paso  ó  tránsito,  el  interdicto  no  es 
admisible;  pero,  si  en  vez  de  ese  carácter  tuviera  el  de 
privada,  por  estar  constituida  en  beneficio  exclusivo  de 
una  finca  del  patrimonio  del  pueblo,  deberá  admitirse. 

De  todos  modos,  una  vez  tallado  el  interdicto,  la  Ad- 
ministración está  obligada  á  respetar  la  resolución  judi- 
cial (i);  al  paso  que  cuando  los  Jueces  y  Tribunales  de- 
ben repeler  de  oficio  las  demandas,  pueden  los  interesadoa 
utilizar  el  recurso  de  alzada  gubernativa  y  el  contencioso- 
administrativo  ante  la  Comisión  provincial. 

1 1 .  Cosas  comunes  a  los  acuerdos, — Cuando,  el  Goberna- 
dor apruebe  los  acuerdos  apelados  ó  suspendidos  ad- 
quieren el  carácter  de  ejecutivos,  sin  perjuicio  de  los 
recursos  cjue  procedan,  y  de  la  responsabilidad  que  por 
su  adopción  haya  lugar  á  exigir;  y  en  el  caso  contrariOj^ 
si  los  aeja  sin  efecto  ó  los  reforma,  pueden  los  Ayunta- 
mientos y  las  Juntas  municipale»  alzarse  gubernativa- 
mente de  las  providencias  de  aquella  Autoridad  (2). 

Por  lo  que  hace  á  los  suspendidos,  si  el  Gobierno  cree 

aue  la  suspensión  no  fué  procedente  la  levantará  inme- 
iatamente  y  sin  otro  procedimiento  revocando  el  acuer- 
do del  Gobernador,  y  si  no  juzga  oportuno  hacerlo  resol- 
verá el  asunto  previa  audiencia  ael  Consejo  de  Estado, 
aunque  también  puede  en  casos  de  urgencia  decidir  por  sí. 
La  resolución  es  siempre  motivada  publicándose  en  la 
Gaceta  y  en  el  Boletín  Oficial  de  Iq,  provincia  respecti- 
va, acompañada  del  dictamen  del  Consejo  de  Estado 
cuando  con  él  no  se  haya  conformado  el  Gobierno,  y  con- 
tra ella  puede  utilizarse  el  recurso  contencioso-adminis- 
trativofS). 

12.  Responsabilidad  délos  Ayuntamientos  y  etc. — Despuésde 
lo  que  repetidas  veces  hemos  dicho  acerca  de  la  respon- 
sabilidad de  los  funcionarios  y  corporaciones  de  la  Admi- 
nistración, creemos  necesario  concretarnos  aauí  á  lo  es- 
trictamente indispensable  para  dar  una  idea  del  derecho 
vigente. 

(1}  Ley  Municipal,  art.  89;  E.  0.  de  8  de  Mayo  de  1889,  y  Rs.  Ds.  de  21  de 
Abril  de  1847,  30  de  Marzo  de  1868,  2  de  Junio,  18  y  80  de  Julio  de  1872, 
y  otros. 

(2)  Ley  Municipal,  art  176,  R.  0.  de  80  de  Noviembre  de  1877. 

(3)  ídem  id.,  arts.  176  y  177. 
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Los  Ayuntamientos,  las  Juntas  municipales,  los  Alcal- 
des, Tenientes,  Regidores  y  los  Vocales  de  la  Asamblea 
de  asociados,  pueden  incurrir  en  responsabilidad  cuando 
excediendo  los  límites  señalados  por  la  ley  á  su  compe- 
tencia, ó  habiéndose  comportado  mal  en  ios  cargos  por 
acto  ú  omisión,  perjudican  algún  interés  público,  ó  par- 
ticular derecho,  y  también  cuando  desacatan  y  desobede- 
cen á  sus  superiores  jerárquicos. 

13.  Decisión  de  la  responsabilidad, — La  responsabilidad 
les  es  exigida  por  la  Administración  ó  por  los  Tribunales, 
se^ún  la  naturaleza  del  hecho  ú  omisión,  y  no  alcanza 
mas  que  á  los  que  resulten  haber  tomado  parte  en  ellos  (i). , 
-  14.  Responsabilidad  civil. — Son  personalmente  respon- 
sables de  los  daños  y  perjuicios  indebidamente  irrogados 
á  particulares  ó  colectividades  por  la  ejecución  ó  suspen- 
sión, según  los  casos,  de  los  acuerdos  de  los  Cuerpos  en- 
cargados de  la  administración  municipal,  correspondien- 
do a  los  Tribunales  ordinarios  hacer  efectiva  esta  respon- 
sabilidad, una  vez  declarada  por  la  Autoridad  ó  Tribunal 
que  en  último  grado  haya  conocido  del  asunto  (2). 

15..  Criminal. — Laresponsabilidad  criminal  es  siempre 
exigida  por  los  Tribunales  ordinarios  únicos  competentes 
para  conocer  de  los  juicios  de  esta  clase,  y  puede  serlo,  ya 
directamente  ya  á  consecuencia  de  los  resultados  de  los 
expedientes  instruidos  para  depurar  y  exigir  la  adminis- 
^Tativa. 

Además  de  los  casos  en  que  se  incurre  en  ella  confor- 
me al  derecho  común,  pueden  contraerla  los  Alcaldes, 
Concejales  y  asociados  de  las  Juntas  municipales,  cuan- 
do por  impuesto,  licencia  ó  arbitrio  de  carácter  munici- 
pal pagan  cuota  menor  que  la  satisfecha  antes  de  obtener 
el  cargo,  sin  embargo  de  ser  iguales  sus  condiciones 
contriSutivas:  si  el  producto  de  los  repartimientos  y  ar- 
bitrios derramados  excede  de  la  cantidad  presupuesta  y  6 
por  100  del  recargo  autorizado,  ó  las  cuotas  fueran  supe- 
riores á  las  permitidas  por  las  leyes:  y  finalmente,  cuan- 
do establezcan  y  recauden  cualesquiera  impuestos  no 
comprendidos  en  la  ley  Municipal. 

Los  efectos  de  la  condena  en  estos  casos  son,  además 
de  la  pena  que  corresponda,  imposición  de  doble  cuota  á 


(2) 


Ley  Municipal,  arte.  180  y  181. 

ídem  Id.,  art.  178,  R.  0.  de  80  de  Marzo  de  1878. 


Digitized  by 


Google 


552  DBBECHO 

los  culpables,  multa  igual  al  dupío  de  lo  repartido  demás 
ó  de  cantidad  igual  á  la  indebidamente  recaudada  (1). 

Los  Tribunales  deben  proceder  criminalmente  en  vir- 
tud de  las  denuncias  que  nagan  los  vecinos  ó  hacendados 
de  los  pueblos,  sin  que  sea  precisa  la  intervención  de  la 
Autoridad  administrativa  (2);  pero  las  exacciones  lleva- 
das á  cabo  por  los  Alcaldes  con  motivo  de  recaudar  los 
ingresos  municipales  no  son  justiciables  ante  los  Tribu- 
nales mientras  la  Administración,  después  de  examinar 
las  cuentas,  resuelva  si  en  efecto  existió  ó  no  el  exce- 
so (3). 

16.  Administrativa. — En  los  casos  en  que  los  hechos  ú 
omisiones  no  revisten  carácter  criminal  compre  á  la  Au- 
toridad del  orden  administmtivo  investigar,  apreciar  y 
corregir  á  las  Corporaciones  y  funcionarios  reiÉeridos,  sin 
perjuicio  da  pasar  á  los  Tribunales  el  tanto  de  culpa  si 
resultase  necesario,  bien  para  el  procesamiento  criminal^ 
ó  ya  para  la  exacción  de  la  responsabilidad  civil. 

Concretamente  á  la  administrativa  existen  los  siguiecH 
tes  medios  para  hacerla  efectiva:  amanestaciény  éperdbi- 
micTítOy  mulUiy  suspendan  y  destitución  (4). 

17.  Amonestacióny  apercibimiento.  ^ÉBtSí.B  dos  correccio- 
nes que  consisten,  la  primera  en  la  advertencia  dirigida 
al  inferior  para  que  enmiende  su  conducta,  y  la  segunda 
en  esa  advertencia  con  la  conminación  ó  amenaza  de  ma- 
yor rigor  si  no  se  enmienda,  pueden  ser  impuestas  inde- 
pendientemente para  corregir  ciertas  faltas>  ó  como  gra- 
dos sucesivos  de  la  escala  correccional  administrativa. 

En  el  primer  concepto  aplícase  la  amonestación  en  los 
casos  de  error,  omisión  ó  negligencia  leves,  éL  apereiii^ 
ménto  enr  los  de  extralimitación  de  poder,  abuso  áe  facul- 
tades y  negligencia  cuyas  consecuencias  no  sean  irrepa- 
rables ó  graves:  en  el  segundo  el  apercibimiento  sirve  pa- 
ra corregir  la  reincidencia  en  faltas  que  fueron  obj^o  de 
amonestación. 

1 8.  Multas. — Este  correctivo,  cuya  naturaleza  y  efectos 
son  los  ya  explicados^  es  aplicable  siempre  que  las  leyes  y 
disposiciones  generales  lo  permitan,  cuandfo  se  trata  de 


(1)  Ley  Municipal,  art.  198. 

(2)  K.  0.  de  4  de  Marzo  de  1877. 

(3)  R.  D.  de  20  de  Abrü  de  1881. 

(4)  Ley  Municipal,  arts.  181,  182  y  191. 
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extralimítación  de  facultades,  abuso  de  autoridad,  negli- 
gencia ó  desobediencia  graves  que  no  exijan  la  suspen- 
sión ni  produzcan  responsabilidad  criminal  y  en  los  casos 
de  reincidencia  en  actos  ú  omisiones  ya  corregidos  con 
apercibimiento  (1). 
Las  multas  pueden  imponerse  en  la  proporción  si- 

fuiente  basada  en  el  número  de  Concejales  de  cada  pue- 
lo,  que  á  su  vez  es  proporcional  á  la  población,  asi  co- 
mo ésta  está  relacionada  con  la  importancia  de  los  dis- 
tritos y,  por  lo  tanto,  con  la  del  caudal  dé  los  encargados 
de  la  administración  municipal: 

Número  de  t^oocejalés.  Alcaldes.  Regidores. 

17,50 Í50 

37,50 20 

125 50 

175 75 

250 100 

375 125 

Por  lo  que  hace  á  la  forma  de  exacción  y  á  los  recursos 
contra  las  providencias  que  la  imponen,  es  todo  igual  á 
lo  que  rei^ecto  á  las  Diputaciones  digimos  (2).  Mas  con- 
viene advertir  que  conteniendo  las  disposiciones  vigentes 
medios  bastantes  para  obligar  á  los  Ayuntamientos  á 
cumplir  con  los  deoeres  y  servicios  que  les  están  enco- 
mendados, no  procede  en  ningún  caso  el  empleo  deplan^ 
tones,  p^ederos,  ó  cualesquiera  otros  análogos,  sino  el  de 
las  multas  (3). 

19.  Suspensiáii. — El  carácter  grave  de  esta  corrección 
administrativa,  y  el  peligro  que  de  ella  pudiera  abusarse, 
han  determinado  la  adopción  de  un  procedimiento  espe- 
cial, minucioso  y  capaz  de  asegurar  el  derecho  de  las 
Corporaciones  municipales,  y  de  sus  miembros,  contra 
los  posibles  excesos  de  las  Autoridades  generales. 

(a)  De  lo^  Ayuntamientos. — Los  Ayuntamientos,  ó  me- 
jor dicho,  la  totalidad  de  sus  individuos,  no  pueden  ser 
objeto  de  la  suspensión  gubernativa,  sino  cuando  incurren 
en  desobediencia  grave,  y  en  ella,  después  de  apercibidos 
y  multados,  persisten,  ó  por  causa  de  extralimitación  gra- 
ve con  carácter  político  acompañada  de  cualquiera  de  los 

(1)  Ley  Manicipal,  art.  1B8. 

(2)  ídem  id.,  arts.  184  á  187. 

(8)    ídem  id.,  art.  188 -y  E.  O.  de  9  de  JuUo  d6  187^. 
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siguientes  circunstancias:  dar  publicidad  al  acto;  excitar 
á  otros  Ayuntamientos  á  cometerlo:  producir  alteración 
en  el  orden  público.  En  todo  caso,  la  suspensión  no  exce- 
derá de  50  días,  los  cuales  trascurridos,  sin  que  la  Auto- 
ridad competente  pase  el  tanto  de  culpa  á  los  Tribunales 
para  la  formación  de  causa,  los  suspensos  recobrarán  de 
AecAo  y  de  derecho,  el  ejercicio  de  sus  cargos.  Y  este  pre^ 
<^epto  es  de  tal  eficacia,  que  serán  considerados  como 
culpables  de  usurpación  de  atribuciones  los  que  hubiesea 
reemplazado  á  los  Concejales  suspensos,  si,  ocho  días 
después  de  espirado  el  mencionado  plazo  y  de  requeridos 
al  efecto  por  ellos,  no  cesan  en  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes municipales.  - 

Cuando  ajuicio  del  Gobierno  no  sea  la  suspensión  pro- 
cedente, la  revocará  por  sí  dentro  de  los  15  días  siguien- 
tes á  haber  recibido  el  expediente;  en  otro  caso,  lo  pasará 
á  informe  del  Consejo  de  Estado  y  resolverá  en  un  tér- 
mino que  no  exceda  de  40  días  (i).         • 

(b)  Alcaldes  y  Tenientes. ^El  carácter  político  guberna- 
tivo de  la  autoridad  que  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes 
ejercen  en  los  distritos  municipales,  y  la  dependencia  es- 
trecha en  que  por  virtud  de  él  están  respecto  á  los  Go- 
bernadores délas  provincias  (2),  son  motivos  bastantes 
para  que  con  relación  á  ellos  el  procedimiento  y  trámites 
de  la  suspensión  no  se  atengan  á  las  reglas  prescritas 
para  la  de  los  Regidores. 

Los  Gobernadores,  pueden  suspender  á  esos  funciona- 
rios por  causa  grave,  dando  cuenta  al  Gobierno  en  el 
término  de  ocho  días,  y  en  el  de  60  resolverá  el  Ministro 
de  la  Gobernación  el  alzamiento  de  la  suspenáón,  si  lo 
cree  procedente,  ó  en  otro  caso  instruirá^  con  audiencia 
del  interesado,  expediente  de  separación  que  será  resul- 
to en  Consejo  de  Ministros  (3). 

20.  J)esMución.^^Ra,zone&  incontrovertibles  de  buen^i 
política  y  la  observancia  de  evidentes  principios  jurídicos, 
exigen  que  la  privación  de  los  cargos  conferidos  por  el 
sufragio  de  los  ciudadanos  no  pueda  declararse  más 
que  en  la  forma  y  por  las  Autoridades  establecidas  para 
resolver  acerca  del  derecho  de  propiedad,  porque  en 
efecto,  no  puede  negarse  que  de  él  participan,  ni  tam- 
il)   Ley  Municipal,  arts.  189,  párs.  2.o  y  siguientes,  190  y  191. 

(2)    Tít.  6.*»  de  la  ley  Municipal. 

(8)    Ley  Municipal,  art.  189,  par.  l.o  , 
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poco  el  riesgo  que  correría,  si  en  manos  de  los  Agentes 
administrativos  estuviera  despojar  de  ellos,  á  poco  que 
los  intereses  políticos  del  momento  aconsejaran  el  cam- 
bio del  Ayuntamiento. 

La  destitución  implica  no  sólo  la  pérdida  de  un  dere- 
cho legítimo  por  parte  del  que  es  objeto  de  ella,  sino  la 
anulación  del  derecho  de  los  pueblos  para  nombrar  pus 
representantes,  y  esto  sentado,  iniporta  sobremanera 
que  jamás  pueda  sospecharse  que  influyen  en  su  imposi- 
ción otros  móviles  que  elevadas  razones  de  justicia.    . 

Cuando  de  los  expedientes  administrativos  resulten 
méritos  bastantes  para  hacer  necesaria  la  destitución  el 
Gobierno  mandara  pasar  los  antecedentes  al  Juzgado  ó 
Tribunal  competente,  y  éste,  siguiendo  el  procedimiento 
ordinario,  la  pronunciará  si  así  lo  cree  justo,  sin  perjuicio 
de  las  demás  penas  á  que  hubiere  lugar. 

Si  los  Regidores  supuestos  culpables  se  hallaban  sus- 
pensos por  orden  gubernativa,  continuarán  en  esa  situa- 
ción en  tanto  que  no  recaiga  sentencia  absolutoria  defini- 
tiva y  ejecutoriada,  y  en  otro  caso  podrá  el  Tribunal 
decretar  la  suspensión  poniéndolo  en  conocimiento  del 
Gk)bernador  de  la  provincia  (1). 

Así,  pues,  sólo  por  sentencia  ejecutoriada  de  Tribunal 
competente  pueden  ser  destituidos  los  Regidores  que- 
dando los  que  de  ella  sean  objeto  inhabilitados  para  ejer- 
cer el  cargo  durante  seis  años  por  lo  menos  (2) 

21.  Alcaldes  de  6arrio.—Eaiá.n  los  Alcaldes  de  barrio 
respeto  á  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos  en  la  misma  de- 
pendencia que  los  Alcaldes  y  Tenientes  en  cuanto  á  los 
Gobernadores,  siéndoles  aplicables,  por  lo  tanto,  las  re- 
glas antedichas  si  bien  teniéndose  en  cuenta  que  las  mul- 
tas no  excederán  del  mínimun  señalado  para  los  Conce- 
jaJes,  que  para  la  suspensión  y  separación  basta  la  orden 
del  Alcalde,  no  pudiendo  exceder  la  primera  del  plazo  de 
dos  sesiones  ordinarias  del  Ayuíitainiento;  y  finalmente, 
oue  si  la  absolución  rehabilita  para  ser  repuestos  no  con- 
fiere derecho  para  serlo  (3). 

(1)    Ley  Municipal,  art.  191,  Rs.  Os.  de  14  de  Noviembre  de  1871  y  8  de 
Setiembre  de  1872  y  orden  de  7  de  Abril  de  1873. 
Ley  Municipal,  arta.  Í92  al  196. 
ídem  id.,  art.  196. 
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^  OBRAS  PUBLICADAS 

POR     DON      FERMÍN      ABELLA 


ADMINISTRACIÓN:  OALLB  DE  DON  PBDRO,  1,  MADRID. 


{^\      'ISTRATIVAS. 


^ 
^Zs 


Derecho  administrativo   ^1^^  ^^nVes  tomos. — Precios:  En  Madrid,  25  pe- 
setas.— ^En  provincias,  2r;«K/.  -^biL  pasta,  6  pesetas  más. 

Diccionario  general  de  Formularias. — Precio:  En  Madrid,  17  pesetas.— En  pro- 
vincias, 18.—£n  pasta,  2  pes^0ís  más. 

Mannal  de  lo  contencioso-admiilistrativo  y  del  procedimiento  especial  en  los 
asuntos  de  Hacienda.— En  nistioa,  10  pesetas.— En  posta,  12. 

Manual  del  Secretario  de  Ayuntamiento,  con  formularios.— 1886.— En  Madrid,  S 

pesetas. — En  provincias,  8,50.— En  pasta,  2  pesetas  más. 
*Manual  de  las  atribuciones  de  los  Alcaldes  en  el  gobierno  administrativo  y  polí- 
tico de  los  distritos  municipales.— Segunda  edición.— En  rústica,  5  pesetas. 
—En  holandesa,  6. 

Manual  de  policía  urbana.— En  rústica,  5  pesetas,— En  holandesa,  6. 

Manual  de  los  Contratos  administrativos. — 18S5. — En  rústica,  6  pesetas;  en 
holaiid«sa,  7. 

Manual  de  Defamortización  civil  y  eclesiástica.— Tomo  de  1.000  páginas. — 10 
pf'aetas  en  rústica  y  12  en  pasta. 

Miinual  de  Quintas. — 1886.— En  rústica,  4  pesetas.— En  holandesa,  6. 

>lanual  déla  contribución  territorial  y  de  los  amillaramientos. — Cuarta  edi- 
ción.—En  rústica,  4  pesetas;  en  holandesa,  5. 

Tratado  de  Sanidad  y  Beneficencia. — Tercera  edición.— 1885.— En  rústica,  10 
pesetas;  en  pasta,  12. 

Manual  de  la  legislación  de  minas.— Cuarta  edición. — En  rústica,  3  pesetas.— 
En  holandesa,  4. 

Novísimas  leyes  de  Aguas,  Puertos  y  Canales.— Sexta  edición,  1885.— Precio:  3 
pesetas  en  rústica  y  4  en  holandesa. 

Manual  de  primera  enseñanza.- 1S85.— En  rústica,  5  pesetas. — En  holande* 
sa,  6. 

Manual  de  Expropiación  forzosa-y  obras  públicas.— En  rústica,  3,50  pesetas.- 
En  holandesa,  4,50. 

Manual  de  Hacienda  municipal,  presupuestos  y  cuentas.— Quinta  edición. — 
Eñ  rústica,  3,50  pesetas.— En  holandesa,  4,50. 

Manual  del  procedimiento  administrativo  de  apremio. — Octava  edición. — ^2,50 
pesetas  en  rústica  y  3,25  en  holandesa. 

Manual  de  Pósitos.— En  rústica,  2,50  pesetas.- En  holandesa,  3,25. 

Manual  de  montes  y  de  guardería  rural. — En  rústica,  3  pesetas. — En  holan- 
desa, 4. 

Manual  del  impuesto  general  de  consumos. — Octava  edición.— 1885. — Precio:  2 
pesetas  en  rústica  y  2,75  en  holandesa. 

Prontuario  de  la  contribución  industrial.— Quinta  edición.— 2  pesetas  en  rús- 
tica y  2,75  en  holandesa. 

Manual  de  Colonias  agrícolas. — En  rústica,  2  pesetas.— En  holandesa,  2,75. 

Manual  de  Ayuntamientos.— En  rústica,  2  pesetas. — En  holandesa,  2,75.    - 

Manual  del  sello  y  timbre  del  Estado  y  Tarifas  do  comunicaciones. — En  rústi- 
ca, 2  pesetas:  en  holandesa,  2,75. 
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Manual  del  impuesto  dé  derechos  reales  y  ^asurisión  de  bienes,  ^a  preoio,  1,50 
pesetas. 

Manual  de  elecciones.— Agotado. 

Manual  de.cédulas  personales*-^1885. —Precio,  1  peseta. 

Manual  de^  derecho  de  caza  y  oso  de  crinas.— fin  rústica,  2  pesetas:  en  holan- 
desa, 275. 

Ley  Municipal  de  1877.— 1  peseta. 

licy  Provincial  de  1882.— 1  peseta. 

Ley  eleqtoral  para  Diputados  á  Cortes .  —1  peset». 

Ley  electoral  para  Diputados  provinciales. — 1  peseta. 

Ley  electoral  para  Concejales. — 1  peseta.  .  ^.^" 

Coustituoión  del  Estado,  de  1876.— 25  céntimos.  ,^^  ' 

JURÍDICAS.       ^^^-  ^[ 

Manual  enciclopédico  teórioo-práotioo  de  lo3  gados  municipales.— £n  Ma- 
drid, 10  pesetas.— Gn  provincias,  10'50.—  ista,  2  pesetas  más. 

Legislación  hipotecaria  con  las  últimas  rK        a^.— £n  rústica,  5  pesetas. En 

pasta,  6*50.  ^J  *-«  « 

Diccionario  abreviado  del  Dereeho  dvil.— %n  rústica,  5  pesetas. —Bn  holan- 
desa, 6.  i 

Manual  de  Formularios  para  todos  los  juioieW  civiles.— En  rústica,  5  pesetas* 
En  holandesa,  6.  \ 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil.— Cuarta  edición.-^En  rústica,  5  pesetas;  en  ho- 
landesa, 6.  ^, 

Mauual  de  los  Fiscales  municipales.— Segunda  edición.-^En  rústica,  5  pesetas; 
en  holandesa,  6»   .  .  . 

Novísima  ley  de  Enjuioíamiento  criminal  de  14  de  Setiembre  de  1882. — En  rús- 
tica, 5  pesetas:  en  holandesa,  6. 

Manual  de  Formularios  para  el  enjuiciamiento  en  lo  criminal. — 4  pesetas  «n 
rústica  y  5  en  holandesa. 

Manual  de  testamentarias  y  abiutestatos.— Tercera  edición.— 3  pesetas  en  rús- 
tica y  4  en  holandesa.. 

Manual  de  Arriendos  y  Préstamos..— 5  posetas  en  rústica  y  6  en  holandesa. 

Manual  del  Contrato  de  Mandato.— En  rústica,  3  pesetas;  en  holandesa,  K, 

Manual  de  práctica  criminal  para  los  Juzgados  municipales,  con  formularios'. 
— En  rústica,  2*50  pesetas;  en  holandesa,  3'50. 

Código  penal.— En  rústica,  1*60  pesetas. — En  holandesa,  2*25. 

<^mpllación  de  disposiciones  penales  administrativas. — En  rústica  6  pesetas; 
en  holandesa,  7.  ^ 

Código  de  Comercio  de  1835.— En  rústica,  5  pesetas.— En  holandesa,  6.  '   \ 

Manual  del  Registro  civil. — Quinta  edición. — En  rústica  2  posetas. — En  ho« 
Undosa^  2*75. 

Manual  del  Matrimonio  civil  y  canónico.— 1385.— 3  pesetas  en  rústica  y  4  á  la 
holandesa. 

Juicio  de  desahucio,  con  formularios  y  la  nueva  legislación.— En  rústica'  2* 
pesetas. — En  holandesa,  2*75. 

Leyes  de  organización  del  Poder  judicial. — Sexta  edición,  aumentada. — En 
rústica,  3'^  sesetas:  en  holandesa,  4.'50. 

Formularios  para  juicios  de  faltas  y  diligencias  preventivas  en  causas  crimi- 
nales.— Quinta  edición. — Su  precio,  1  peseta. 

Aranceles  judiciales  para  los  negocios  civiles  y  criminales  en  los  Juzgados 
municipales,  de  primera  instancia.  Audiencias  y  Tribunal  Supremo,  y  los 
especiales  para  los  Notarios. — Precio,  1*50  pesetas. 

Aranceles  de  Juzgados  municipales:  en  libro,  1  peseta,  y  en  dos^  pliegos  para  j 

£jar  en  la  pared,  2  pesetas. 
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